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§ 1

Nota del autor

 
 

Antes de alcanzar el ecuador del siglo XX, autores como López de Oñate, Schmitt y 
Ortega, acuñaron términos como “hipertrofia legislativa”, “motorización legislativa” o 
“legislación incontinente” [1]. En los últimos años el desenfreno legislativo al que hacían 
referencia esas autorizadas voces, ha alcanzado unos niveles de producción mucho más 
elevados y se han agudizado los problemas vinculados al manejo y aplicación de un ingente 
material normativo.

Dejando al margen las causas de ese fenómeno –en las que confluyen elementos tan 
variados como la progresiva especialización del Derecho, el surgimiento de nuevos campos 
susceptibles de regulación o la propia distribución de competencias entre las diferentes 
unidades organizativas que componen el Estado–, la progresiva inflación legislativa ha 
producido, principalmente, dos efectos: la devaluación de las leyes[2] y la erosión de los 
códigos decimonónicos[3]. Hace ya varios años que los postulados rousseaunianos sobre 
las excelsas virtudes de la ley[4] se muestran revestidos de connotaciones mitológicas, 
producto, en primer lugar, del abandono de la ideología liberal-burguesa en la que se gestó 
el movimiento codificador y, en segundo lugar, del paso del Estado de Derecho al Estado 
social[5]. Junto a ello, la progresiva proliferación de las denominadas “leyes especiales” ha 
quebrado la generalidad y abstracción de los códigos y ha desdibujado por completo su 
pretensión de exhaustividad. No es de extrañar que así lo reflejara la Exposición de Motivos 
del ya derogado Real Decreto 160/1997, de 7 de febrero, por el que se habían aprobado los 
estatutos de la Comisión General de Codificación: “la dinamicidad de nuestra sociedad 
impulsa la proliferación de disposiciones normativas, que son rápidamente modificadas o 
sustituidas, y ello hace inútil todo intento de codificar con ánimo de otorgar durabilidad a la 
ley y cristalizar así un sector jurídico. De ahí que se venga afirmando que los códigos han 
perdido su posición central y privilegiada en los sistemas jurídicos. En su lugar, las leyes 
especiales por un lado, como normas necesarias de una sociedad en constante mutación, y 
el texto constitucional por otro, como fundamento de los valores de un sistema político, han 
cambiado el sentido de la técnica legislativa”.

La combinación de ambos efectos –devaluación de las leyes y erosión de los códigos– 
ha provocado un naufragio de la seguridad jurídica y de la certeza del Derecho. 
Manifestaciones como la recogida en el artículo 9.3 de la Constitución Española de 1978, en 
virtud del cual la norma suprema “garantiza... la seguridad jurídica”, se han convertido en un 
desiderátum que, en la práctica, operan, más que como una exigencia, como una mera 
pretensión de difícil alcance. A su vez, la producción legislativa en masa ha generado una 
normativa menos elaborada, de una menor perfección, y ello se refleja en su configuración 
técnica, en su coherencia sistemática y en su contenido ordenador[6]. Como reacción ante 
este inestable y deficiente torrente legislativo, se han alzado voces doctrinales en defensa de 
una segunda codificación y de la calidad de las leyes[7].
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El primer fenómeno se encuentra en algunos ordenamientos jurídicos[8], y su 
característica más relevante consiste en que adopta una modalidad recopiladora. En 
consecuencia, frente a la práctica codificadora del siglo XIX, se trata de una codificación de 
lege lata[9]. La Exposición de Motivos del Real Decreto 845/2015, de 28 de septiembre, por 
el que se aprueban los vigentes Estatutos de la Comisión General de Codificación, insiste en 
la utilidad de la codificación para garantizar adecuadamente la seguridad jurídica y el propio 
desarrollo de la sociedad: “La codificación es una técnica legislativa que ordena, sistematiza 
y clarifica el ordenamiento jurídico, a la vez que contribuye a simplificarlo mediante la reunión 
de normas dispersas en un texto único. La utilidad de los códigos no se proyecta únicamente 
sobre la actividad de los profesionales del Derecho, sino también sobre la vida de los 
ciudadanos, porque facilita a unos y a otros la localización de las normas que rigen las 
relaciones sociales, e incluso sobre la economía de la nación, porque la claridad del 
ordenamiento y la seguridad jurídica estimulan el comercio internacional y las inversiones, 
constituyendo indicadores relevantes en materia de competitividad económica. Además, los 
principios constitucionales que perfilan el Estado de Derecho –la legalidad, la jerarquía 
normativa, la seguridad jurídica, la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos– 
exigen la clarificación y simplificación del ordenamiento, y la vía más adecuada para obtener 
esas metas es precisamente la codificación”.

Por su parte, la toma de conciencia de las deficiencias de las normas ha dado lugar a la 
adopción de medidas legislativas con la finalidad de simplificar el ordenamiento jurídico y 
mejorar la calidad de las leyes. Fue el caso de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía 
Sostenible, que dedicaba el Capítulo I de su Título I a la “mejora de la calidad de la 
regulación”. Sus previsiones han sido derogadas por la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en cuyo Título VI se 
hace referencia a los principios de una buena regulación y a la planificación normativa. Por 
su parte, la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno, dedica la disposición adicional segunda a la “revisión y 
simplificación normativa”. En su virtud, la Administración General del Estado acometerá una 
revisión, simplificación y, en su caso, consolidación normativa de su ordenamiento jurídico. 
Para ello, habrá de efectuar los correspondientes estudios, derogar las normas que hayan 
quedado obsoletas y determinar la necesidad de introducir modificaciones, novedades o 
proponer la elaboración de un texto refundido, de conformidad con las previsiones 
constitucionales y legales sobre competencia y procedimiento a seguir, según el rango de las 
normas que queden afectadas.

El Derecho matrimonial es una de las parcelas del ordenamiento jurídico en la que los 
fenómenos descritos –abundancia de normas dispersas y constantes modificaciones 
normativas– se muestran con mayor vigor. Factores como el carácter intervencionista del 
Estado para garantizar una efectiva protección e igualdad en el disfrute de los derechos y la 
adaptación del Derecho a la realidad social han jugado un papel importante en la adopción 
de nuevas disposiciones sobre la relación marital y en la reforma de distintos aspectos 
sustantivos del matrimonio, que ha ido perdiendo gran parte de sus propiedades 
tradicionales.

El complejo régimen jurídico del matrimonio aconseja la elaboración de un Código de 
Derecho Matrimonial en el que se reúnan las principales normas aplicables a esta institución. 
Eso es lo que se ha pretendido, tomando como base la configuración actual del matrimonio 
en nuestro ordenamiento jurídico. El Tribunal Constitucional, en la Sentencia 198/2012, de 6 
de noviembre, recordó que el artículo 32 de la Constitución Española tiene un doble 
contenido, en el sentido de que el matrimonio es una garantía institucional y, 
simultáneamente, un derecho constitucional. La propia sentencia ofrece una noción de 
matrimonio: “comunidad de afecto que genera un vínculo, o sociedad de ayuda mutua entre 
dos personas que poseen idéntica posición en el seno de esta institución, y que 
voluntariamente deciden unirse en un proyecto de vida familiar común, prestando su 
consentimiento respecto de los derechos y deberes que conforman la institución y 
manifestándolo expresamente mediante las formalidades establecidas en el ordenamiento” 
(Fundamento Jurídico 9).
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No se han incluido en este Código las disposiciones de los tratados internacionales 
ratificados por España que hacen referencia al matrimonio. Nos parece oportuno mencionar 
en esta Nota las siguientes: artículo 23 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, hecho en Nueva York el 19 de diciembre de 1966 (Instrumento de Ratificación 
publicado en el BOE de 30 de abril de 1977); artículo 10 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, hecho en Nueva York el 19 de diciembre de 1966 
(Instrumento de Ratificación publicado en el BOE de 30 de abril de 1977); artículo 12 del 
Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, 
hecho en Roma el 4 de noviembre de 1950, y enmendado por los Protocolos adicionales 
números 3 y 5, de 6 de mayo de 1963 y 20 de enero de 1966, respectivamente (Instrumento 
de Ratificación publicado en el BOE de 10 de octubre de 1979); la Convención sobre el 
consentimiento para el matrimonio, edad mínima para contraer matrimonio y registros de los 
mismos abiertos a la firma en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva York el día 10 de 
diciembre de 1962 y adhesión de España a la misma (publicada en el BOE de 29 de mayo 
de 1969); Convenio tendente a facilitar la celebración de los matrimonios en el extranjero, 
hecho en París el 10 de septiembre de 1964 (Instrumento de adhesión de España publicado 
en el BOE de 19 de enero de 1977); y Convenio relativo a la expedición de un certificado de 
capacidad matrimonial, hecho en Múnich el 5 de septiembre de 1980 (Instrumento de 
Ratificación publicado en el BOE de 16 mayo de 1988).

Miguel Rodríguez Blanco

Catedrático de Derecho Eclesiástico del Estado. Universidad de Alcalá

 
 
 
 
 
 
 
 
[1] Vid. A. Pérez Luño, La seguridad jurídica, Barcelona, 1991, p. 43, y E. García de 

Enterría, Justicia y seguridad jurídica en un mundo de leyes desbocadas, Madrid, 1999, pp. 
48-49.

[2] Sobre el tema vid. J. Carbonnier, Ensayos sobre las leyes, Madrid, 1998, p. 239.
[3] Remitimos por todos a N. Irti, L’età della decodificazione, 2ª edizione, Milano, 1986, 

pp. 3-39.
[4] Cfr. J. Carbonnier, Ensayos sobre las leyes... cit., pp. 183-199.
[5] Así lo indica G. Zagrebelsky, El derecho dúctil, Madrid, 1995, pp. 21-45.
[6] Así se señala en A. Menéndez, La Comisión General de Codificación y la elaboración 

de las leyes, en AAVV, “Seguridad jurídica y codificación”, Madrid, 1999, p. 22.
[7] Vid. con carácter general L. M. Cazorla Prieto, Codificación contemporánea y técnica 

legislativa, Pamplona, 1999, y la bibliografía allí citada.
[8] Vid. E. García de Enterría, Justicia y seguridad jurídica en un mundo de leyes 

desbocadas... cit., pp. 61-68.
[9] A. Pau Pedrón, La segunda codificación, en AAVV: “Seguridad jurídica y codificación”, 

cit., pp. 80-83.
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§ 2

Constitución Española. [Inclusión parcial]

Cortes Generales
«BOE» núm. 311, de 29 de diciembre de 1978

Última modificación: 17 de febrero de 2024
Referencia: BOE-A-1978-31229

DON JUAN CARLOS I, REY DE ESPAÑA, A TODOS LOS QUE LA PRESENTE VIEREN 
Y ENTENDIEREN,

SABED: QUE LAS CORTES HAN APROBADO Y EL PUEBLO ESPAÑOL RATIFICADO 
LA SIGUIENTE CONSTITUCIÓN:

PREÁMBULO
La Nación española, deseando establecer la justicia, la libertad y la seguridad y 

promover el bien de cuantos la integran, en uso de su soberanía, proclama su voluntad de:
Garantizar la convivencia democrática dentro de la Constitución y de las leyes conforme 

a un orden económico y social justo.
Consolidar un Estado de Derecho que asegure el imperio de la ley como expresión de la 

voluntad popular.
Proteger a todos los españoles y pueblos de España en el ejercicio de los derechos 

humanos, sus culturas y tradiciones, lenguas e instituciones.
Promover el progreso de la cultura y de la economía para asegurar a todos una digna 

calidad de vida.
Establecer una sociedad democrática avanzada, y
Colaborar en el fortalecimiento de unas relaciones pacíficas y de eficaz cooperación 

entre todos los pueblos de la Tierra.
En consecuencia, las Cortes aprueban y el pueblo español ratifica la siguiente

CONSTITUCIÓN

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.  
1. España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna 

como valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el 
pluralismo político.

2. La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del 
Estado.
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3. La forma política del Estado español es la Monarquía parlamentaria.

[ . . . ]
Artículo 9.  

1. Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del 
ordenamiento jurídico.

2. Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la 
igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los 
obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los 
ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social.

3. La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad 
de las normas, la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o 
restrictivas de derechos individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción 
de la arbitrariedad de los poderes públicos.

TÍTULO I
De los derechos y deberes fundamentales

Artículo 10.  
1. La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre 

desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son 
fundamento del orden político y de la paz social.

2. Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la 
Constitución reconoce se interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de 
Derechos Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias 
ratificados por España.

CAPÍTULO PRIMERO
De los españoles y los extranjeros

Artículo 11.  
1. La nacionalidad española se adquiere, se conserva y se pierde de acuerdo con lo 

establecido por la ley.
2. Ningún español de origen podrá ser privado de su nacionalidad.
3. El Estado podrá concertar tratados de doble nacionalidad con los países 

iberoamericanos o con aquellos que hayan tenido o tengan una particular vinculación con 
España. En estos mismos países, aun cuando no reconozcan a sus ciudadanos un derecho 
recíproco, podrán naturalizarse los españoles sin perder su nacionalidad de origen.

Artículo 12.  
Los españoles son mayores de edad a los dieciocho años.

Artículo 13.  
1. Los extranjeros gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el 

presente Título en los términos que establezcan los tratados y la ley.
2. Solamente los españoles serán titulares de los derechos reconocidos en el artículo 23, 

salvo lo que, atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda establecerse por tratado o ley 
para el derecho de sufragio activo y pasivo en las elecciones municipales.

3. La extradición sólo se concederá en cumplimiento de un tratado o de la ley, 
atendiendo al principio de reciprocidad. Quedan excluidos de la extradición los delitos 
políticos, no considerándose como tales los actos de terrorismo.
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4. La ley establecerá los términos en que los ciudadanos de otros países y los apátridas 
podrán gozar del derecho de asilo en España.

CAPÍTULO SEGUNDO
Derechos y libertades

Artículo 14.  
Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna 

por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o 
circunstancia personal o social.

Sección 1.ª De los derechos fundamentales y de las libertades públicas

[ . . . ]
Artículo 16.  

1. Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las 
comunidades sin más limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el 
mantenimiento del orden público protegido por la ley.

2. Nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias.
3. Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los poderes públicos tendrán en cuenta las 

creencias religiosas de la sociedad española y mantendrán las consiguientes relaciones de 
cooperación con la Iglesia Católica y las demás confesiones.

[ . . . ]
Artículo 18.  

1. Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia 
imagen.

2. El domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin 
consentimiento del titular o resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito.

3. Se garantiza el secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, 
telegráficas y telefónicas, salvo resolución judicial.

4. La ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal 
y familiar de los ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos.

[ . . . ]
Sección 2.ª De los derechos y deberes de los ciudadanos

[ . . . ]
Artículo 32.  

1. El hombre y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica.
2. La ley regulará las formas de matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, los 

derechos y deberes de los cónyuges, las causas de separación y disolución y sus efectos.

[ . . . ]
Artículo 35.  

1. Todos los españoles tienen el deber de trabajar y el derecho al trabajo, a la libre 
elección de profesión u oficio, a la promoción a través del trabajo y a una remuneración 
suficiente para satisfacer sus necesidades y las de su familia, sin que en ningún caso pueda 
hacerse discriminación por razón de sexo.
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2. La ley regulará un estatuto de los trabajadores.

[ . . . ]
CAPÍTULO TERCERO

De los principios rectores de la política social y económica

Artículo 39.  
1. Los poderes públicos aseguran la protección social, económica y jurídica de la familia.
2. Los poderes públicos aseguran, asimismo, la protección integral de los hijos, iguales 

éstos ante la ley con independencia de su filiación, y de las madres, cualquiera que sea su 
estado civil. La ley posibilitará la investigación de la paternidad.

3. Los padres deben prestar asistencia de todo orden a los hijos habidos dentro o fuera 
del matrimonio, durante su minoría de edad y en los demás casos en que legalmente 
proceda.

4. Los niños gozarán de la protección prevista en los acuerdos internacionales que velan 
por sus derechos.

Artículo 40.  
1. Los poderes públicos promoverán las condiciones favorables para el progreso social y 

económico y para una distribución de la renta regional y personal más equitativa, en el 
marco de una política de estabilidad económica. De manera especial realizarán una política 
orientada al pleno empleo.

2. Asimismo, los poderes públicos fomentarán una política que garantice la formación y 
readaptación profesionales; velarán por la seguridad e higiene en el trabajo y garantizarán el 
descanso necesario, mediante la limitación de la jornada laboral, las vacaciones periódicas 
retribuidas y la promoción de centros adecuados.

Artículo 41.  
Los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad Social para todos los 

ciudadanos, que garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones 
de necesidad, especialmente en caso de desempleo. La asistencia y prestaciones 
complementarias serán libres.

Artículo 42.  
El Estado velará especialmente por la salvaguardia de los derechos económicos y 

sociales de los trabajadores españoles en el extranjero y orientará su política hacia su 
retorno.

Artículo 43.  
1. Se reconoce el derecho a la protección de la salud.
2. Compete a los poderes públicos organizar y tutelar la salud pública a través de 

medidas preventivas y de las prestaciones y servicios necesarios. La ley establecerá los 
derechos y deberes de todos al respecto.

3. Los poderes públicos fomentarán la educación sanitaria, la educación física y el 
deporte. Asimismo facilitarán la adecuada utilización del ocio.

[ . . . ]
Artículo 50.  

Los poderes públicos garantizarán, mediante pensiones adecuadas y periódicamente 
actualizadas, la suficiencia económica a los ciudadanos durante la tercera edad. Asimismo, y 
con independencia de las obligaciones familiares, promoverán su bienestar mediante un 
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sistema de servicios sociales que atenderán sus problemas específicos de salud, vivienda, 
cultura y ocio.

[ . . . ]
TÍTULO VIII

De la Organización Territorial del Estado

[ . . . ]
CAPÍTULO TERCERO

De las Comunidades Autónomas

[ . . . ]
Artículo 149.  

1. El Estado tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias:
1.ª La regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los 

españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes 
constitucionales.

2.ª Nacionalidad, inmigración, emigración, extranjería y derecho de asilo.
3.ª Relaciones internacionales.
4.ª Defensa y Fuerzas Armadas.
5.ª Administración de Justicia.
6.ª Legislación mercantil, penal y penitenciaria; legislación procesal, sin perjuicio de las 

necesarias especialidades que en este orden se deriven de las particularidades del derecho 
sustantivo de las Comunidades Autónomas.

7.ª Legislación laboral; sin perjuicio de su ejecución por los órganos de las Comunidades 
Autónomas.

8.ª Legislación civil, sin perjuicio de la conservación, modificación y desarrollo por las 
Comunidades Autónomas de los derechos civiles, forales o especiales, allí donde existan. En 
todo caso, las reglas relativas a la aplicación y eficacia de las normas jurídicas, relaciones 
jurídico-civiles relativas a las formas de matrimonio, ordenación de los registros e 
instrumentos públicos, bases de las obligaciones contractuales, normas para resolver los 
conflictos de leyes y determinación de las fuentes del Derecho, con respeto, en este último 
caso, a las normas de derecho foral o especial.

9.ª Legislación sobre propiedad intelectual e industrial.
10.ª Régimen aduanero y arancelario; comercio exterior.
11.ª Sistema monetario: divisas, cambio y convertibilidad; bases de la ordenación de 

crédito, banca y seguros.
12.ª Legislación sobre pesas y medidas, determinación de la hora oficial.
13.ª Bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica.
14.ª Hacienda general y Deuda del Estado.
15.ª Fomento y coordinación general de la investigación científica y técnica.
16.ª Sanidad exterior. Bases y coordinación general de la sanidad. Legislación sobre 

productos farmacéuticos.
17.ª Legislación básica y régimen económico de la Seguridad Social, sin perjuicio de la 

ejecución de sus servicios por las Comunidades Autónomas.
18.ª Las bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas y del régimen 

estatutario de sus funcionarios que, en todo caso, garantizarán a los administrados un 
tratamiento común ante ellas; el procedimiento administrativo común, sin perjuicio de las 
especialidades derivadas de la organización propia de las Comunidades Autónomas; 
legislación sobre expropiación forzosa; legislación básica sobre contratos y concesiones 
administrativas y el sistema de responsabilidad de todas las Administraciones públicas.

19.ª Pesca marítima, sin perjuicio de las competencias que en la ordenación del sector 
se atribuyan a las Comunidades Autónomas.
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20.ª Marina mercante y abanderamiento de buques; iluminación de costas y señales 
marítimas; puertos de interés general; aeropuertos de interés general; control del espacio 
aéreo, tránsito y transporte aéreo, servicio meteorológico y matriculación de aeronaves.

21.ª Ferrocarriles y transportes terrestres que transcurran por el territorio de más de una 
Comunidad Autónoma; régimen general de comunicaciones; tráfico y circulación de 
vehículos a motor; correos y telecomunicaciones; cables aéreos, submarinos y 
radiocomunicación.

22.ª La legislación, ordenación y concesión de recursos y aprovechamientos hidráulicos 
cuando las aguas discurran por más de una Comunidad Autónoma, y la autorización de las 
instalaciones eléctricas cuando su aprovechamiento afecte a otra Comunidad o el transporte 
de energía salga de su ámbito territorial.

23.ª Legislación básica sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de las 
facultades de las Comunidades Autónomas de establecer normas adicionales de protección. 
La legislación básica sobre montes, aprovechamientos forestales y vías pecuarias.

24.ª Obras públicas de interés general o cuya realización afecte a más de una 
Comunidad Autónoma.

25.ª Bases de régimen minero y energético.
26.ª Régimen de producción, comercio, tenencia y uso de armas y explosivos.
27.ª Normas básicas del régimen de prensa, radio y televisión y, en general, de todos los 

medios de comunicación social, sin perjuicio de las facultades que en su desarrollo y 
ejecución correspondan a las Comunidades Autónomas.

28.ª Defensa del patrimonio cultural, artístico y monumental español contra la 
exportación y la expoliación; museos, bibliotecas y archivos de titularidad estatal, sin 
perjuicio de su gestión por parte de las Comunidades Autónomas.

29.ª Seguridad pública, sin perjuicio de la posibilidad de creación de policías por las 
Comunidades Autónomas en la forma que se establezca en los respectivos Estatutos en el 
marco de lo que disponga una ley orgánica.

30.ª Regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos 
académicos y profesionales y normas básicas para el desarrollo del artículo 27 de la 
Constitución, a fin de garantizar el cumplimiento de las obligaciones de los poderes públicos 
en esta materia.

31.ª Estadística para fines estatales.
32.ª Autorización para la convocatoria de consultas populares por vía de referéndum.
2. Sin perjuicio de las competencias que podrán asumir las Comunidades Autónomas, el 

Estado considerará el servicio de la cultura como deber y atribución esencial y facilitará la 
comunicación cultural entre las Comunidades Autónomas, de acuerdo con ellas.

3. Las materias no atribuidas expresamente al Estado por esta Constitución podrán 
corresponder a las Comunidades Autónomas, en virtud de sus respectivos Estatutos. La 
competencia sobre las materias que no se hayan asumido por los Estatutos de Autonomía 
corresponderá al Estado, cuyas normas prevalecerán, en caso de conflicto, sobre las de las 
Comunidades Autónomas en todo lo que no esté atribuido a la exclusiva competencia de 
éstas. El derecho estatal será, en todo caso, supletorio del derecho de las Comunidades 
Autónomas.

[ . . . ]
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§ 3

Real Decreto de 24 de julio de 1889 por el que se publica el Código 
Civil. [Inclusión parcial]

Ministerio de Gracia y Justicia
«Gaceta de Madrid» núm. 206, de 25 de julio de 1889

Última modificación: 3 de enero de 2025
Referencia: BOE-A-1889-4763

[ . . . ]

[ . . . ]
TÍTULO PRELIMINAR

De las normas jurídicas, su aplicación y eficacia

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Normas de derecho internacional privado

[ . . . ]
Artículo 9.  

1. La ley personal correspondiente a las personas físicas es la determinada por su 
nacionalidad. Dicha ley regirá la capacidad y el estado civil, los derechos y deberes de 
familia y la sucesión por causa de muerte.

El cambio de ley personal no afectará a la mayoría de edad adquirida de conformidad 
con la ley personal anterior.

2. Los efectos del matrimonio se regirán por la ley personal común de los cónyuges al 
tiempo de contraerlo; en defecto de esta ley, por la ley personal o de la residencia habitual 
de cualquiera de ellos, elegida por ambos en documento auténtico otorgado antes de la 
celebración del matrimonio; a falta de esta elección, por la ley de la residencia habitual 
común inmediatamente posterior a la celebración, y, a falta de dicha residencia, por la del 
lugar de celebración del matrimonio.

La nulidad, la separación y el divorcio se regirán por la ley que determina el artículo 107.
3. Los pactos o capitulaciones por los que se estipule, modifique o sustituya el régimen 

económico del matrimonio serán válidos cuando sean conformes bien a la ley que rija los 
efectos del matrimonio, bien a la ley de la nacionalidad o de la residencia habitual de 
cualquiera de las partes al tiempo del otorgamiento.

4. La determinación y el carácter de la filiación por naturaleza se regirán por la ley de la 
residencia habitual del hijo en el momento del establecimiento de la filiación. A falta de 
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residencia habitual del hijo, o si esta ley no permitiere el establecimiento de la filiación, se 
aplicará la ley nacional del hijo en ese momento. Si esta ley no permitiere el establecimiento 
de la filiación o si el hijo careciere de residencia habitual y de nacionalidad, se aplicará la ley 
sustantiva española. En lo relativo al establecimiento de la filiación por adopción, se estará a 
lo dispuesto en el apartado 5.

La ley aplicable al contenido de la filiación, por naturaleza o por adopción, y al ejercicio 
de la responsabilidad parental, se determinará con arreglo al Convenio de La Haya, de 19 de 
octubre de 1996, relativo a la competencia, la ley aplicable, el reconocimiento, la ejecución y 
la cooperación en materia de responsabilidad parental y de medidas de protección de los 
niños.

5. La adopción internacional se regirá por las normas contenidas en la Ley de Adopción 
Internacional. Igualmente, las adopciones constituidas por autoridades extranjeras surtirán 
efectos en España con arreglo a las disposiciones de la citada Ley de Adopción 
Internacional.

6. La ley aplicable a la protección de menores se determinará de acuerdo con el 
Convenio de La Haya, de 19 de octubre de 1996, a que se hace referencia en el apartado 4 
de este artículo.

La ley aplicable a las medidas de apoyo para personas con discapacidad será la de su 
residencia habitual. En el caso de cambio de residencia a otro Estado, se aplicará la ley de la 
nueva residencia habitual, sin perjuicio del reconocimiento en España de las medidas de 
apoyo acordadas en otros Estados. Será de aplicación, sin embargo, la ley española para la 
adopción de medidas de apoyo provisionales o urgentes.

7. La ley aplicable a las obligaciones de alimentos entre parientes se determinará de 
acuerdo con el Protocolo de La Haya, de 23 de noviembre de 2007, sobre la ley aplicable a 
las obligaciones alimenticias o texto legal que lo sustituya.

8. La sucesión por causa de muerte se regirá por la Ley nacional del causante en el 
momento de su fallecimiento, cualesquiera que sean la naturaleza de los bienes y el país 
donde se encuentren. Sin embargo, las disposiciones hechas en testamento y los pactos 
sucesorios ordenados conforme a la Ley nacional del testador o del disponente en el 
momento de su otorgamiento conservarán su validez, aunque sea otra la ley que rija la 
sucesión, si bien las legítimas se ajustarán, en su caso, a esta última. Los derechos que por 
ministerio de la ley se atribuyan al cónyuge supérstite se regirán por la misma ley que regule 
los efectos del matrimonio, a salvo siempre las legítimas de los descendientes.

9. A los efectos de este capítulo, respecto de las situaciones de doble nacionalidad 
previstas en las leyes españolas se estará a lo que determinen los tratados internacionales, 
y, si nada estableciesen, será preferida la nacionalidad coincidente con la última residencia 
habitual y, en su defecto, la última adquirida.

Prevalecerá en todo caso la nacionalidad española del que ostente además otra no 
prevista en nuestras leyes o en los tratados internacionales. Si ostentare dos o más 
nacionalidades y ninguna de ellas fuera la española, se estará a lo que establece el apartado 
siguiente.

10. Se considerará como ley personal de los que carecieren de nacionalidad o la tuvieren 
indeterminada, la ley del lugar de su residencia habitual.

11. La ley personal correspondiente a las personas jurídicas es la determinada por su 
nacionalidad, y regirá en todo lo relativo a capacidad, constitución, representación, 
funcionamiento, transformación, disolución y extinción.

En la fusión de sociedades de distinta nacionalidad se tendrán en cuenta las respectivas 
leyes personales.

[ . . . ]
Artículo 12.  

1. La calificación para determinar la norma de conflicto aplicable se hará siempre con 
arreglo a la ley española.

2. La remisión al derecho extranjero se entenderá hecha a su ley material, sin tener en 
cuenta el reenvío que sus normas de conflicto puedan hacer a otra ley que no sea la 
española.
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3. En ningún caso tendrá aplicación la ley extranjera cuando resulte contraria al orden 
público.

4. Se considerará como fraude de ley la utilización de una norma de conflicto con el fin 
de eludir una ley imperativa española.

5. Cuando una norma de conflicto remita a la legislación de un Estado en el que 
coexistan diferentes sistemas legislativos, la determinación del que sea aplicable entre ellos 
se hará conforme a la legislación de dicho Estado.

6. Los Tribunales y autoridades aplicarán de oficio las normas de conflicto del derecho 
español.

CAPÍTULO V
Ámbito de aplicación de los regímenes jurídicos civiles coexistentes en el 

territorio nacional

Artículo 13.  
1. Las disposiciones de este título preliminar, en cuanto determinan los efectos de las 

leyes y las reglas generales para su aplicación, así como las del título IV del libro I, con 
excepción de las normas de este último relativas al régimen económico matrimonial, tendrán 
aplicación general y directa en toda España.

2. En lo demás, y con pleno respeto a los derechos especiales o forales de las provincias 
o territorios en que están vigentes, regirá el Código Civil como derecho supletorio, en defecto 
del que lo sea en cada una de aquéllas según sus normas especiales.

Artículo 14.  
1. La sujeción al derecho civil común o al especial o foral se determina por la vecindad 

civil.
2. Tienen vecindad civil en territorio de derecho común, o en uno de los de derecho 

especial o foral, los nacidos de padres que tengan tal vecindad.
Por la adopción, el adoptado no emancipado adquiere la vecindad civil de los 

adoptantes.
3. Si al nacer el hijo, o al ser adoptado, los padres tuvieren distinta vecindad civil, el hijo 

tendrá la que corresponda a aquél de los dos respecto del cual la filiación haya sido 
determinada antes; en su defecto, tendrá la del lugar del nacimiento y, en último término, la 
vecindad de derecho común.

Sin embargo, los padres, o el que de ellos ejerza o le haya sido atribuida la patria 
potestad, podrán atribuir al hijo la vecindad civil de cualquiera de ellos en tanto no 
transcurran los seis meses siguientes al nacimiento o a la adopción.

La privación o suspensión en el ejercicio de la patria potestad, o el cambio de vecindad 
de los padres, no afectarán a la vecindad civil de los hijos.

En todo caso el hijo desde que cumpla catorce años y hasta que transcurra un año 
después de su emancipación podrá optar bien por la vecindad civil del lugar de su 
nacimiento, bien por la última vecindad de cualquiera de sus padres. Si no estuviera 
emancipado, habrá de ser asistido en la opción por el representante legal.

4. El matrimonio no altera la vecindad civil. No obstante, cualquiera de los cónyuges no 
separados, ya sea legalmente o de hecho, podrá, en todo momento, optar por la vecindad 
civil del otro.

5. La vecindad civil se adquiere:
1.° Por residencia continuada durante dos años, siempre que el interesado manifieste ser 

esa su voluntad.
2.° Por residencia continuada de diez años, sin declaración en contrario durante este 

plazo.
Ambas declaraciones se harán constar en el Registro Civil y no necesitan ser reiteradas.
6. En caso de duda prevalecerá la vecindad civil que corresponda al lugar de nacimiento.
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Artículo 15.  
1. El extranjero que adquiera la nacionalidad española deberá optar, al inscribir la 

adquisición de la nacionalidad, por cualquiera de las vecindades siguientes:
a) La correspondiente al lugar de residencia.
b) La del lugar del nacimiento.
c) La última vecindad de cualquiera de sus progenitores o adoptantes.
d) La del cónyuge.
Esta declaración de opción se formulará, según los casos, por el propio optante, solo o 

con los apoyos que la persona con discapacidad, en su caso, precise, o por su representante 
legal. Cuando la adquisición de la nacionalidad se haga por declaración o a petición del 
representante legal, la autorización necesaria deberá determinar la vecindad civil por la que 
se ha de optar.

2. El extranjero que adquiera la nacionalidad por carta de naturaleza tendrá la vecindad 
civil que el Real Decreto de concesión determine, teniendo en cuenta la opción de aquél, de 
acuerdo con lo que dispone el apartado anterior u otras circunstancias que concurran en el 
peticionario.

3. La recuperación de la nacionalidad española lleva consigo la de aquella vecindad civil 
que ostentara el interesado al tiempo de su pérdida.

4. La dependencia personal respecto a una comarca o localidad con especialidad civil 
propia o distinta, dentro de la legislación especial o foral del territorio correspondiente, se 
regirá por las disposiciones de este artículo y las del anterior.

Artículo 16.  
1. Los conflictos de leyes que puedan surgir por la coexistencia de distintas legislaciones 

civiles en el territorio nacional se resolverán según las normas contenidas en el capítulo IV 
con las siguientes particularidades:

1.a Será ley personal la determinada por la vecindad civil.
2.a No será aplicable lo dispuesto en los apartados 1, 2 y 3 del artículo 12 sobre 

calificación, remisión y orden público.
2. El derecho de viudedad regulado en la Compilación aragonesa corresponde a los 

cónyuges sometidos al régimen económico matrimonial de dicha Compilación, aunque 
después cambie su vecindad civil, con exclusión en este caso de la legítima que establezca 
la ley sucesoria.

El derecho expectante de viudedad no podrá oponerse al adquirente a título oneroso y 
de buena fe de los bienes que no radiquen en territorio donde se reconozca tal derecho, si el 
contrato se hubiera celebrado fuera de dicho territorio, sin haber hecho constar el régimen 
económico matrimonial del transmitente.

El usufructo viudal corresponde también al cónyuge supérstite cuando el premuerto 
tuviese vecindad civil aragonesa en el momento de su muerte.

3. Los efectos del matrimonio entre españoles se regularán por la ley española que 
resulte aplicable según los criterios del artículo 9 y, en su defecto, por el Código Civil.

En este último caso se aplicará el régimen de separación de bienes del Código Civil si 
conforme a una y otra ley personal de los contrayentes hubiera de regir un sistema de 
separación.

LIBRO PRIMERO
De las personas

TÍTULO I
De los españoles y extranjeros

[ . . . ]
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Artículo 22.  
1. Para la concesión de la nacionalidad por residencia se requiere que ésta haya durado 

diez años. Serán suficientes cinco años para los que hayan obtenido la condición de 
refugiado y dos años cuando se trate de nacionales de origen de países iberoamericanos, 
Andorra, Filipinas, Guinea Ecuatorial o Portugal o de sefardíes.

2. Bastará el tiempo de residencia de un año para:
a) El que haya nacido en territorio español.
b) El que no haya ejercitado oportunamente la facultad de optar.
c) El que haya estado sujeto legalmente a la tutela, curatela con facultades de 

representación plena, guarda o acogimiento de un ciudadano o institución españoles durante 
dos años consecutivos, incluso si continuare en esta situación en el momento de la solicitud.

d) El que al tiempo de la solicitud llevare un año casado con español o española y no 
estuviere separado legalmente o de hecho.

e) El viudo o viuda de española o español, si a la muerte del cónyuge no existiera 
separación legal o de hecho.

f) El nacido fuera de España de padre o madre, abuelo o abuela, que originariamente 
hubieran sido españoles.

3. En todos los casos, la residencia habrá de ser legal, continuada e inmediatamente 
anterior a la petición.

A los efectos de lo previsto en el párrafo d) del apartado anterior, se entenderá que tiene 
residencia legal en España el cónyuge que conviva con funcionario diplomático o consular 
español acreditado en el extranjero.

4. El interesado deberá justificar, en el expediente regulado por la legislación del Registro 
Civil, buena conducta cívica y suficiente grado de integración en la sociedad española.

5. La concesión o denegación de la nacionalidad por residencia deja a salvo la vía 
judicial contencioso-administrativa.

[ . . . ]
TÍTULO IV

Del matrimonio

CAPÍTULO I
De la promesa de matrimonio

Artículo 42.  
La promesa de matrimonio no produce obligación de contraerlo ni de cumplir lo que se 

hubiere estipulado para el supuesto de su no celebración.
No se admitirá a trámite la demanda en que se pretenda su cumplimiento.

Artículo 43.  
El incumplimiento sin causa de la promesa cierta de matrimonio hecha por persona 

mayor de edad o por menor emancipado sólo producirá la obligación de resarcir a la otra 
parte de los gastos hechos y las obligaciones contraídas en consideración al matrimonio 
prometido.

Esta acción caducará al año contado desde el día de la negativa a la celebración del 
matrimonio.

CAPÍTULO II
De los requisitos del matrimonio
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Artículo 44.  
Toda persona tiene derecho a contraer matrimonio conforme a las disposiciones de este 

Código.
El matrimonio tendrá los mismos requisitos y efectos cuando ambos contrayentes sean 

del mismo o de diferente sexo.

Artículo 45.  
No hay matrimonio sin consentimiento matrimonial.
La condición, término o modo del consentimiento se tendrá por no puesta.

Artículo 46.  
No pueden contraer matrimonio:
1.° Los menores de edad no emancipados.
2.° Los que estén ligados con vínculo matrimonial.

Artículo 47.  
Tampoco pueden contraer matrimonio entre sí:
1. Los parientes en línea recta por consanguinidad o adopción.
2. Los colaterales por consanguinidad hasta el tercer grado.
3. Los condenados por haber tenido participación en la muerte dolosa del cónyuge o 

persona con la que hubiera estado unida por análoga relación de afectividad a la conyugal.

Artículo 48.  
El Juez podrá dispensar, con justa causa y a instancia de parte, mediante resolución 

previa dictada en expediente de jurisdicción voluntaria, los impedimentos de muerte dolosa 
del cónyuge o persona con la que hubiera estado unida por análoga relación de afectividad a 
la conyugal y de parentesco de grado tercero entre colaterales. La dispensa ulterior 
convalida, desde su celebración, el matrimonio cuya nulidad no haya sido instada 
judicialmente por alguna de las partes.

CAPÍTULO III
De la forma de celebración del matrimonio

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 49.  
Cualquier español podrá contraer matrimonio dentro o fuera de España:
1.º En la forma regulada en este Código.
2.º En la forma religiosa legalmente prevista.
También podrá contraer matrimonio fuera de España con arreglo a la forma establecida 

por la ley del lugar de celebración.

Artículo 50.  
Si ambos contrayentes son extranjeros, podrá celebrarse el matrimonio en España con 

arreglo a la forma prescrita para los españoles o cumpliendo la establecida por la ley 
personal de cualquiera de ellos.

Sección 2.ª De la celebración del matrimonio
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Artículo 51.  
1. La competencia para constatar mediante acta o expediente el cumplimiento de los 

requisitos de capacidad de ambos contrayentes y la inexistencia de impedimentos o su 
dispensa, o cualquier género de obstáculos para contraer matrimonio corresponderá al 
Secretario judicial, Notario o Encargado del Registro Civil del lugar del domicilio de uno de 
los contrayentes o al funcionario diplomático o consular Encargado del Registro Civil si 
residiesen en el extranjero.

2. Será competente para celebrar el matrimonio:
1.º El Alcalde del municipio donde se celebre el matrimonio o concejal en quien éste 

delegue.
2.º El Secretario judicial o Notario libremente elegido por ambos contrayentes que sea 

competente en el lugar de celebración.
3.º El funcionario diplomático o consular Encargado del Registro Civil en el extranjero.

Artículo 52.  
Podrán celebrar el matrimonio del que se halle en peligro de muerte:
1.º El Alcalde o Concejal en quien delegue, letrado o letrada de la Administración de 

Justicia, notario o notaria, o personal funcionario a que se refiere el artículo 51.
2.º El Oficial o Jefe superior inmediato respecto de los militares en campaña.
3.º El Capitán o Comandante respecto de los matrimonios que se celebren a bordo de 

nave o aeronave.
El matrimonio en peligro de muerte no requerirá para su celebración la previa tramitación 

del acta o expediente matrimonial, pero sí la presencia, en su celebración, de dos testigos 
mayores de edad y, cuando el peligro de muerte derive de enfermedad o estado físico de 
alguno de los contrayentes, dictamen médico sobre su capacidad para la prestación del 
consentimiento y la gravedad de la situación, salvo imposibilidad acreditada, sin perjuicio de 
lo establecido en el artículo 65.

Artículo 53.  
La validez del matrimonio no quedará afectada por la incompetencia o falta de 

nombramiento del Alcalde, Concejal/a, letrado o letrada de la Administración de Justicia, 
notario o notaria, o personal funcionario ante quien se celebre, siempre que al menos uno de 
los cónyuges hubiera procedido de buena fe y aquellos ejercieran sus funciones 
públicamente.

Artículo 54.  
Cuando concurra causa grave suficientemente probada, el Ministro de Justicia podrá 

autorizar el matrimonio secreto. En este caso, el expediente se tramitará reservadamente, 
sin la publicación de edictos o proclamas.

Artículo 55.  
Uno de los contrayentes podrá contraer matrimonio por apoderado, a quien tendrá que 

haber concedido poder especial en forma auténtica, siendo siempre necesaria la asistencia 
personal del otro contrayente.

En el poder se determinará la persona con quien ha de celebrarse el matrimonio, con 
expresión de las circunstancias personales precisas para establecer su identidad, debiendo 
apreciar su validez el Secretario judicial, Notario, Encargado del Registro Civil o funcionario 
que tramite el acta o expediente matrimonial previo al matrimonio.

El poder se extinguirá por la revocación del poderdante, por la renuncia del apoderado o 
por la muerte de cualquiera de ellos. En caso de revocación por el poderdante bastará su 
manifestación en forma auténtica antes de la celebración del matrimonio. La revocación se 
notificará de inmediato al Secretario judicial, Notario, Encargado del Registro Civil o 
funcionario que tramite el acta o expediente previo al matrimonio, y si ya estuviera finalizado 
a quien vaya a celebrarlo.
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Artículo 56.  
Quienes deseen contraer matrimonio acreditarán previamente en acta o expediente 

tramitado conforme a la legislación del Registro Civil, que reúnen los requisitos de capacidad 
o la inexistencia de impedimentos o su dispensa, de acuerdo con lo previsto en este Código.

El Letrado de la Administración de Justicia, Notario, Encargado del Registro Civil o 
funcionario que tramite el acta o expediente, cuando sea necesario, podrá recabar de las 
Administraciones o entidades de iniciativa social de promoción y protección de los derechos 
de las personas con discapacidad, la provisión de apoyos humanos, técnicos y materiales 
que faciliten la emisión, interpretación y recepción del consentimiento del o los contrayentes. 
Solo en el caso excepcional de que alguno de los contrayentes presentare una condición de 
salud que, de modo evidente, categórico y sustancial, pueda impedirle prestar el 
consentimiento matrimonial pese a las medidas de apoyo, se recabará dictamen médico 
sobre su aptitud para prestar el consentimiento.

Artículo 57.  
El matrimonio tramitado por el letrado o letrada de la Administración de Justicia o por 

personal funcionario consular o diplomático podrá celebrarse ante el mismo u otro distinto, o 
ante Alcalde o Concejal en quien este delegue, a elección de los contrayentes. Si se hubiere 
tramitado por el Encargado o Encargada del Registro Civil, el matrimonio deberá celebrarse 
ante el Alcalde o Concejal en quien éste delegue, que designen los contrayentes.

Finalmente, si fuera el notario o la notaria quien hubiera extendido el acta matrimonial, 
los contrayentes podrán otorgar el consentimiento, a su elección, ante el mismo notario o 
notaria u otro distinto del que hubiera tramitado el acta previa, Alcalde o Concejal en quien 
este delegue.

Artículo 58.  
El Alcalde, Concejal, letrado o letrada de la Administración de Justicia, notario o notaria, 

o personal funcionario, después de leídos los artículos 66, 67 y 68, preguntará a cada uno de 
los contrayentes si consiente en contraer matrimonio con el otro y si efectivamente lo contrae 
en dicho acto y, respondiendo ambos afirmativamente, declarará que los mismos quedan 
unidos en matrimonio y extenderá el acta o autorizará la escritura correspondiente.

Sección 3.ª De la celebración en forma religiosa

Artículo 59.  
El consentimiento matrimonial podrá prestarse en la forma prevista por una confesión 

religiosa inscrita, en los términos acordados con el Estado o, en su defecto, autorizados por 
la legislación de éste.

Artículo 60.  
1. El matrimonio celebrado según las normas del Derecho canónico o en cualquiera de 

otras formas religiosas previstas en los acuerdos de cooperación entre el Estado y las 
confesiones religiosas produce efectos civiles.

2. Igualmente, se reconocen efectos civiles al matrimonio celebrado en la forma religiosa 
prevista por las iglesias, confesiones, comunidades religiosas o federaciones de las mismas 
que, inscritas en el Registro de Entidades Religiosas, hayan obtenido el reconocimiento de 
notorio arraigo en España.

En este supuesto, el reconocimiento de efectos civiles requerirá el cumplimiento de los 
siguientes requisitos:

a) La tramitación de un acta o expediente previo de capacidad matrimonial con arreglo a 
la normativa del Registro Civil.

b) La libre manifestación del consentimiento ante un ministro de culto debidamente 
acreditado y dos testigos mayores de edad.
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La condición de ministro de culto será acreditada mediante certificación expedida por la 
iglesia, confesión o comunidad religiosa que haya obtenido el reconocimiento de notorio 
arraigo en España, con la conformidad de la federación que, en su caso, hubiere solicitado 
dicho reconocimiento.

3. Para el pleno reconocimiento de los efectos civiles del matrimonio celebrado en forma 
religiosa se estará a lo dispuesto en el Capítulo siguiente.

CAPÍTULO IV
De la inscripción del matrimonio en el Registro Civil

Artículo 61.  
El matrimonio produce efectos civiles desde su celebración.
Para el pleno reconocimiento de los mismos será necesaria su inscripción en el Registro 

Civil.
El matrimonio no inscrito no perjudicará los derechos adquiridos de buena fe por terceras 

personas.

Artículo 62.  
La celebración del matrimonio se hará constar mediante acta o escritura pública que será 

firmada por aquél ante quien se celebre, los contrayentes y dos testigos.
Extendida el acta o autorizada la escritura pública, se remitirá por el autorizante copia 

acreditativa de la celebración del matrimonio al Registro Civil competente, para su 
inscripción, previa calificación por el Encargado del mismo.

Artículo 63.  
La inscripción del matrimonio celebrado en España en forma religiosa se practicará con 

la simple presentación de la certificación de la iglesia, o confesión, comunidad religiosa o 
federación respectiva, que habrá de expresar las circunstancias exigidas por la legislación 
del Registro Civil.

Se denegará la práctica del asiento cuando de los documentos presentados o de los 
asientos del Registro conste que el matrimonio no reúne los requisitos que para su validez 
se exigen en este Título.

Artículo 64.  
Para el reconocimiento del matrimonio secreto basta su inscripción en el libro especial 

del Registro Civil Central, pero no perjudicará los derechos adquiridos de buena fe por 
terceras personas sino desde su publicación en el Registro Civil ordinario.

Artículo 65.  
En los casos en que el matrimonio se hubiere celebrado sin haberse tramitado el 

correspondiente expediente o acta previa, si éste fuera necesario, el Secretario judicial, 
Notario, o el funcionario diplomático o consular Encargado del Registro Civil que lo haya 
celebrado, antes de realizar las actuaciones que procedan para su inscripción, deberá 
comprobar si concurren los requisitos legales para su validez, mediante la tramitación del 
acta o expediente al que se refiere este artículo.

Si la celebración del matrimonio hubiera sido realizada ante autoridad o persona 
competente distinta de las indicadas en el párrafo anterior, el acta de aquélla se remitirá al 
Encargado del Registro Civil del lugar de celebración para que proceda a la comprobación 
de los requisitos de validez, mediante el expediente correspondiente. Efectuada esa 
comprobación, el Encargado del Registro Civil procederá a su inscripción.

CAPÍTULO V
De los derechos y deberes de los cónyuges
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Artículo 66.  
Los cónyuges son iguales en derechos y deberes.

Artículo 67.  
Los cónyuges deben respetarse y ayudarse mutuamente y actuar en interés de la familia.

Artículo 68.  
Los cónyuges están obligados a vivir juntos, guardarse fidelidad y socorrerse 

mutuamente. Deberán, además, compartir las responsabilidades domésticas y el cuidado y 
atención de ascendientes y descendientes y otras personas dependientes a su cargo.

Artículo 69.  
Se presume, salvo prueba en contrario, que los cónyuges viven juntos.

Artículo 70.  
Los cónyuges fijarán de común acuerdo el domicilio conyugal y, en caso de discrepancia, 

resolverá el Juez, teniendo en cuenta el interés de la familia.

Artículo 71.  
Ninguno de los cónyuges puede atribuirse la representación del otro sin que le hubiere 

sido conferida.

Artículo 72.  
(Suprimido)

CAPÍTULO VI
De la nulidad del matrimonio

Artículo 73.  
Es nulo cualquiera que sea la forma de su celebración:
1.º El matrimonio celebrado sin consentimiento matrimonial.
2.º El matrimonio celebrado entre las personas a que se refieren los artículos 46 y 47, 

salvo los casos de dispensa conforme al artículo 48.
3.º El que se contraiga sin la intervención del Alcalde o Concejal, letrado o letrada de la 

Administración de Justicia, notario o notaria, o personal funcionario ante quien deba 
celebrarse, o sin la de los testigos.

4.º El celebrado por error en la identidad de la persona del otro contrayente o en aquellas 
cualidades personales que, por su entidad, hubieren sido determinantes de la prestación del 
consentimiento.

5.º El contraído por coacción o miedo grave.

Artículo 74.  
La acción para pedir la nulidad del matrimonio corresponde a los cónyuges, al Ministerio 

Fiscal y a cualquier persona que tenga interés directo y legítimo en ella, salvo lo dispuesto 
en los artículos siguientes.

Artículo 75.  
Si la causa de nulidad fuere la falta de edad, mientras el contrayente sea menor sólo 

podrá ejercitar la acción cualquiera de sus padres, tutores o guardadores y, en todo caso, el 
Ministerio Fiscal.
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Al llegar a la mayoría de edad sólo podrá ejercitar la acción el contrayente menor, salvo 
que los cónyuges hubieren vivido juntos durante un año después de alcanzada aquélla.

Artículo 76.  
En los casos de error, coacción o miedo grave solamente podrá ejercitar la acción de 

nulidad el cónyuge que hubiera sufrido el vicio.
Caduca la acción y se convalida el matrimonio si los cónyuges hubieran vivido juntos 

durante un año después de desvanecido el error o de haber cesado la fuerza o la causa del 
miedo.

Artículo 77.  
(Suprimido)

Artículo 78.  
El Juez no acordará la nulidad de un matrimonio por defecto de forma, si al menos uno 

de los cónyuges lo contrajo de buena fe, salvo lo dispuesto en el número 3 del artículo 73.

Artículo 79.  
La declaración de nulidad del matrimonio no invalidará los efectos ya producidos 

respecto de los hijos y del contrayente o contrayentes de buena fe.
La buena fe se presume.

Artículo 80.  
Las resoluciones dictadas por los Tribunales eclesiásticos sobre nulidad de matrimonio 

canónico o las decisiones pontificias sobre matrimonio rato y no consumado tendrán eficacia 
en el orden civil, a solicitud de cualquiera de las partes, si se declaran ajustados al Derecho 
del Estado en resolución dictada por el Juez civil competente conforme a las condiciones a 
las que se refiere el artículo 954 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

CAPÍTULO VII
De la separación

Artículo 81.  
Se decretará judicialmente la separación cuando existan hijos menores no emancipados 

o hijos mayores respecto de los que se hayan establecido judicialmente medidas de apoyo 
atribuidas a sus progenitores, cualquiera que sea la forma de celebración del matrimonio:

1.º A petición de ambos cónyuges o de uno con el consentimiento del otro, una vez 
transcurridos tres meses desde la celebración del matrimonio. A la demanda se acompañará 
una propuesta de convenio regulador redactada conforme al artículo 90 de este Código.

2.º A petición de uno solo de los cónyuges, una vez transcurridos tres meses desde la 
celebración del matrimonio. No será preciso el transcurso de este plazo para la interposición 
de la demanda cuando se acredite la existencia de un riesgo para la vida, la integridad física, 
la libertad, la integridad moral o libertad e indemnidad sexual del cónyuge demandante o de 
los hijos de ambos o de cualquiera de los miembros del matrimonio.

A la demanda se acompañará propuesta fundada de las medidas que hayan de regular 
los efectos derivados de la separación.

Artículo 82.  
1. Los cónyuges podrán acordar su separación de mutuo acuerdo transcurridos tres 

meses desde la celebración del matrimonio mediante la formulación de un convenio 
regulador ante el letrado de la Administración de Justicia o en escritura pública ante Notario, 
en el que, junto a la voluntad inequívoca de separarse, determinarán las medidas que hayan 
de regular los efectos derivados de la separación en los términos establecidos en el artículo 
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90. Los funcionarios diplomáticos o consulares, en ejercicio de las funciones notariales que 
tienen atribuidas, no podrán autorizar la escritura pública de separación.

Los cónyuges deberán intervenir en el otorgamiento de modo personal, sin perjuicio de 
que deban estar asistidos por letrado en ejercicio, prestando su consentimiento ante el 
letrado de la Administración de Justicia o notario. Igualmente los hijos mayores o menores 
emancipados deberán otorgar el consentimiento ante el letrado de la Administración de 
Justicia o Notario respecto de las medidas que les afecten por carecer de ingresos propios y 
convivir en el domicilio familiar.

2. No será de aplicación lo dispuesto en este artículo cuando existan hijos en la situación 
a la que se refiere el artículo anterior.

Artículo 83.  
La sentencia o decreto de separación o el otorgamiento de la escritura pública del 

convenio regulador que la determine producen la suspensión de la vida común de los 
casados y cesa la posibilidad de vincular bienes del otro cónyuge en el ejercicio de la 
potestad doméstica.

Los efectos de la separación matrimonial se producirán desde la firmeza de la sentencia 
o decreto que así la declare o desde la manifestación del consentimiento de ambos 
cónyuges otorgado en escritura pública conforme a lo dispuesto en el artículo 82. Se remitirá 
testimonio de la sentencia o decreto, o copia de la escritura pública al Registro Civil para su 
inscripción, sin que, hasta que esta tenga lugar, se produzcan plenos efectos frente a 
terceros de buena fe.

Artículo 84.  
La reconciliación pone término al procedimiento de separación y deja sin efecto ulterior lo 

resuelto en él, pero ambos cónyuges separadamente deberán ponerlo en conocimiento del 
Juez que entienda o haya entendido en el litigio. Ello no obstante, mediante resolución 
judicial, serán mantenidas o modificadas las medidas adoptadas en relación a los hijos, 
cuando exista causa que lo justifique.

Cuando la separación hubiere tenido lugar sin intervención judicial, en la forma prevista 
en el artículo 82, la reconciliación deberá formalizase en escritura pública o acta de 
manifestaciones.

La reconciliación deberá inscribirse, para su eficacia frente a terceros, en el Registro Civil 
correspondiente.

CAPÍTULO VIII
De la disolución del matrimonio

Artículo 85.  
El matrimonio se disuelve, sea cual fuere la forma y el tiempo de su celebración, por la 

muerte o la declaración de fallecimiento de uno de los cónyuges y por el divorcio.

Artículo 86.  
Se decretará judicialmente el divorcio, cualquiera que sea la forma de celebración del 

matrimonio, a petición de uno solo de los cónyuges, de ambos o de uno con el 
consentimiento del otro, cuando concurran los requisitos y circunstancias exigidos en el 
artículo 81.

Artículo 87.  
Los cónyuges también podrán acordar su divorcio de mutuo acuerdo mediante la 

formulación de un convenio regulador ante el Secretario judicial o en escritura pública ante 
Notario, en la forma y con el contenido regulado en el artículo 82, debiendo concurrir los 
mismos requisitos y circunstancias exigidas en él. Los funcionarios diplomáticos o 
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consulares, en ejercicio de las funciones notariales que tienen atribuidas, no podrán autorizar 
la escritura pública de divorcio.

Artículo 88.  
La acción de divorcio se extingue por la muerte de cualquiera de los cónyuges y por su 

reconciliación, que deberá ser expresa cuando se produzca después de interpuesta la 
demanda.

La reconciliación posterior al divorcio no produce efectos legales, si bien los divorciados 
podrán contraer entre sí nuevo matrimonio.

Artículo 89.  
Los efectos de la disolución del matrimonio por divorcio se producirán desde la firmeza 

de la sentencia o decreto que así lo declare o desde la manifestación del consentimiento de 
ambos cónyuges otorgado en escritura pública conforme a lo dispuesto en el artículo 87. No 
perjudicará a terceros de buena fe sino a partir de su respectiva inscripción en el Registro 
Civil.

CAPÍTULO IX
De los efectos comunes a la nulidad, separación y divorcio

Artículo 90.  
1. El convenio regulador a que se refieren los artículos 81, 82, 83, 86 y 87 deberá 

contener, al menos y siempre que fueran aplicables, los siguientes extremos:
a) El cuidado de los hijos sujetos a la patria potestad de ambos, el ejercicio de ésta y, en 

su caso, el régimen de comunicación y estancia de los hijos con el progenitor que no viva 
habitualmente con ellos.

b) Si se considera necesario, el régimen de visitas y comunicación de los nietos con sus 
abuelos, teniendo en cuenta, siempre, el interés de aquéllos.

b) bis El destino de los animales de compañía, en caso de que existan, teniendo en 
cuenta el interés de los miembros de la familia y el bienestar del animal; el reparto de los 
tiempos de convivencia y cuidado si fuere necesario, así como las cargas asociadas al 
cuidado del animal.

c) La atribución del uso de la vivienda y ajuar familiar.
d) La contribución a las cargas del matrimonio y alimentos, así como sus bases de 

actualización y garantías en su caso.
e) La liquidación, cuando proceda, del régimen económico del matrimonio.
f) La pensión que conforme al artículo 97 correspondiere satisfacer, en su caso, a uno de 

los cónyuges.
2. Los acuerdos de los cónyuges adoptados para regular las consecuencias de la 

nulidad, separación y divorcio presentados ante el órgano judicial serán aprobados por el 
juez salvo si son dañosos para los hijos o gravemente perjudiciales para uno de los 
cónyuges.

Si fueran gravemente perjudiciales para el bienestar de los animales de compañía, la 
autoridad judicial ordenará las medidas a adoptar, sin perjuicio del convenio aprobado.

Si las partes proponen un régimen de visitas y comunicación de los nietos con los 
abuelos, el juez podrá aprobarlo previa audiencia de los abuelos en la que estos presten su 
consentimiento. La denegación de los acuerdos habrá de hacerse mediante resolución 
motivada y en este caso los cónyuges deberán someter, a la consideración del juez, nueva 
propuesta para su aprobación, si procede.

Cuando los cónyuges formalizasen los acuerdos ante el letrado de la Administración de 
Justicia o notario y éstos considerasen que, a su juicio, alguno de ellos pudiera ser dañoso o 
gravemente perjudicial para uno de los cónyuges o para los hijos mayores o menores 
emancipados afectados, o gravemente perjudiciales para el bienestar de los animales de 
compañía, lo advertirán a los otorgantes y darán por terminado el expediente. En este caso, 
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los cónyuges sólo podrán acudir ante el juez para la aprobación de la propuesta de convenio 
regulador.

Desde la aprobación del convenio regulador o el otorgamiento de la escritura pública, 
podrán hacerse efectivos los acuerdos por la vía de apremio.

3. Las medidas que el juez adopte en defecto de acuerdo o las convenidas por los 
cónyuges judicialmente, podrán ser modificadas judicialmente o por nuevo convenio 
aprobado por el juez, cuando así lo aconsejen las nuevas necesidades de los hijos o el 
cambio de las circunstancias de los cónyuges.

Asimismo, podrá modificarse el convenio o solicitarse modificación de las medidas sobre 
los animales de compañía si se hubieran alterado gravemente sus circunstancias.

Las medidas que hubieran sido convenidas ante el letrado de la Administración de 
Justicia o en escritura pública podrán ser modificadas por un nuevo acuerdo, sujeto a los 
mismos requisitos exigidos en este Código.

4. El juez o las partes podrán establecer las garantías reales o personales que requiera 
el cumplimiento del convenio.

Artículo 91.  
En las sentencias de nulidad, separación o divorcio, o en ejecución de las mismas, la 

autoridad judicial, en defecto de acuerdo de los cónyuges o en caso de no aprobación del 
mismo, determinará conforme a lo establecido en los artículos siguientes las medidas que 
hayan de sustituir a las ya adoptadas con anterioridad en relación con los hijos, la vivienda 
familiar, el destino de los animales de compañía, las cargas del matrimonio, liquidación del 
régimen económico y las cautelas o garantías respectivas, estableciendo las que procedan si 
para alguno de estos conceptos no se hubiera adoptado ninguna. Estas medidas podrán ser 
modificadas cuando se alteren sustancialmente las circunstancias.

Cuando al tiempo de la nulidad, separación o divorcio existieran hijos comunes mayores 
de dieciséis años que se hallasen en situación de necesitar medidas de apoyo por razón de 
su discapacidad, la sentencia correspondiente, previa audiencia del menor, resolverá 
también sobre el establecimiento y modo de ejercicio de éstas, las cuáles, en su caso, 
entrarán en vigor cuando el hijo alcance los dieciocho años de edad. En estos casos la 
legitimación para instarlas, las especialidades de prueba y el contenido de la sentencia se 
regirán por lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento Civil acerca de la provisión judicial de 
medidas de apoyo a las personas con discapacidad.

Artículo 92.  
1. La separación, la nulidad y el divorcio no eximen a los padres de sus obligaciones 

para con los hijos.
2. El Juez, cuando deba adoptar cualquier medida sobre la custodia, el cuidado y la 

educación de los hijos menores, velará por el cumplimiento de su derecho a ser oídos y 
emitirá una resolución motivada en el interés superior del menor sobre esta cuestión.

3. En la sentencia se acordará la privación de la patria potestad cuando en el proceso se 
revele causa para ello.

4. Los padres podrán acordar en el convenio regulador o el Juez podrá decidir, en 
beneficio de los hijos, que la patria potestad sea ejercida total o parcialmente por uno de los 
cónyuges.

5. Se acordará el ejercicio compartido de la guarda y custodia de los hijos cuando así lo 
soliciten los padres en la propuesta de convenio regulador o cuando ambos lleguen a este 
acuerdo en el transcurso del procedimiento.

6. En todo caso, antes de acordar el régimen de guarda y custodia, el Juez deberá 
recabar informe del Ministerio Fiscal, oír a los menores que tengan suficiente juicio cuando 
se estime necesario de oficio o a petición del Fiscal, las partes o miembros del Equipo 
Técnico Judicial, o del propio menor, y valorar las alegaciones de las partes, la prueba 
practicada, y la relación que los padres mantengan entre sí y con sus hijos para determinar 
su idoneidad con el régimen de guarda.

7. No procederá la guarda conjunta cuando cualquiera de los progenitores esté incurso 
en un proceso penal iniciado por intentar atentar contra la vida, la integridad física, la 
libertad, la integridad moral o la libertad e indemnidad sexual del otro cónyuge o de los hijos 
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que convivan con ambos. Tampoco procederá cuando el juez advierta, de las alegaciones de 
las partes y las pruebas practicadas, la existencia de indicios fundados de violencia 
doméstica o de género. Se apreciará también a estos efectos la existencia de malos tratos a 
animales, o la amenaza de causarlos, como medio para controlar o victimizar a cualquiera de 
estas personas.

8. Excepcionalmente, aun cuando no se den los supuestos del apartado cinco de este 
artículo, el Juez, a instancia de una de las partes, con informe del Ministerio Fiscal, podrá 
acordar la guarda y custodia compartida fundamentándola en que solo de esta forma se 
protege adecuadamente el interés superior del menor.

9. El Juez, antes de adoptar alguna de las decisiones a que se refieren los apartados 
anteriores, de oficio o a instancia de parte, del Fiscal o miembros del Equipo Técnico 
Judicial, o del propio menor, podrá recabar dictamen de especialistas debidamente 
cualificados, relativo a la idoneidad del modo de ejercicio de la patria potestad y del régimen 
de custodia de las personas menores de edad para asegurar su interés superior.

10. El Juez adoptará, al acordar fundadamente el régimen de guarda y custodia, así 
como el de estancia, relación y comunicación, las cautelas necesarias, procedentes y 
adecuadas para el eficaz cumplimiento de los regímenes establecidos, procurando no 
separar a los hermanos.

Artículo 93.  
El Juez, en todo caso, determinará la contribución de cada progenitor para satisfacer los 

alimentos y adoptará las medidas convenientes para asegurar la efectividad y acomodación 
de las prestaciones a las circunstancias económicas y necesidades de los hijos en cada 
momento.

Si convivieran en el domicilio familiar hijos mayores de edad o emancipados que 
carecieran de ingresos propios, el Juez, en la misma resolución, fijará los alimentos que 
sean debidos conforme a los artículos 142 y siguientes de este Código.

Artículo 94.  
La autoridad judicial determinará el tiempo, modo y lugar en que el progenitor que no 

tenga consigo a los hijos menores podrá ejercitar el derecho de visitarlos, comunicar con 
ellos y tenerlos en su compañía.

Respecto de los hijos con discapacidad mayores de edad o emancipados que precisen 
apoyo para tomar la decisión, el progenitor que no los tenga en su compañía podrá solicitar, 
en el mismo procedimiento de nulidad, separación o divorcio, que se establezca el modo en 
que se ejercitará el derecho previsto en el párrafo anterior.

La autoridad judicial adoptará la resolución prevista en los párrafos anteriores, previa 
audiencia del hijo y del Ministerio Fiscal. Así mismo, la autoridad judicial podrá limitar o 
suspender los derechos previstos en los párrafos anteriores si se dieran circunstancias 
relevantes que así lo aconsejen o se incumplieran grave o reiteradamente los deberes 
impuestos por la resolución judicial.

No procederá el establecimiento de un régimen de visita o estancia, y si existiera se 
suspenderá, respecto del progenitor que esté incurso en un proceso penal iniciado por 
atentar contra la vida, la integridad física, la libertad, la integridad moral o la libertad e 
indemnidad sexual del otro cónyuge o sus hijos. Tampoco procederá cuando la autoridad 
judicial advierta, de las alegaciones de las partes y las pruebas practicadas, la existencia de 
indicios fundados de violencia doméstica o de género. No obstante, la autoridad judicial 
podrá establecer un régimen de visita, comunicación o estancia en resolución motivada en el 
interés superior del menor o en la voluntad, deseos y preferencias del mayor con 
discapacidad necesitado de apoyos y previa evaluación de la situación de la relación 
paternofilial.

No procederá en ningún caso el establecimiento de un régimen de visitas respecto del 
progenitor en situación de prisión, provisional o por sentencia firme, acordada en 
procedimiento penal por los delitos previstos en el párrafo anterior.

Igualmente, la autoridad judicial podrá reconocer el derecho de comunicación y visita 
previsto en el apartado segundo del artículo 160, previa audiencia de los progenitores y de 
quien lo hubiera solicitado por su condición de hermano, abuelo, pariente o allegado del 
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menor o del mayor con discapacidad que precise apoyo para tomar la decisión, que deberán 
prestar su consentimiento. La autoridad judicial resolverá teniendo siempre presente el 
interés del menor o la voluntad, deseos y preferencias del mayor con discapacidad.

Artículo 94 bis.  
La autoridad judicial confiará para su cuidado a los animales de compañía a uno o 

ambos cónyuges, y determinará, en su caso, la forma en la que el cónyuge al que no se le 
hayan confiado podrá tenerlos en su compañía, así como el reparto de las cargas asociadas 
al cuidado del animal, todo ello atendiendo al interés de los miembros de la familia y al 
bienestar del animal, con independencia de la titularidad dominical de este y de a quién le 
haya sido confiado para su cuidado. Esta circunstancia se hará constar en el 
correspondiente registro de identificación de animales.

Artículo 95.  
La sentencia firme, el decreto firme o la escritura pública que formalicen el convenio 

regulador, en su caso, producirán, respecto de los bienes del matrimonio, la disolución o 
extinción del régimen económico matrimonial y aprobará su liquidación si hubiera mutuo 
acuerdo entre los cónyuges al respecto.

Si la sentencia de nulidad declarara la mala fe de uno solo de los cónyuges, el que 
hubiere obrado de buena fe podrá optar por aplicar en la liquidación del régimen económico 
matrimonial las disposiciones relativas al régimen de participación y el de mala fe no tendrá 
derecho a participar en las ganancias obtenidas por su consorte.

Artículo 96.  
1. En defecto de acuerdo de los cónyuges aprobado por la autoridad judicial, el uso de la 

vivienda familiar y de los objetos de uso ordinario de ella corresponderá a los hijos comunes 
menores de edad y al cónyuge en cuya compañía queden, hasta que todos aquellos 
alcancen la mayoría de edad. Si entre los hijos menores hubiera alguno en una situación de 
discapacidad que hiciera conveniente la continuación en el uso de la vivienda familiar 
después de su mayoría de edad, la autoridad judicial determinará el plazo de duración de 
ese derecho, en función de las circunstancias concurrentes.

 
A los efectos del párrafo anterior, los hijos comunes mayores de edad que al tiempo de la 

nulidad, separación o divorcio estuvieran en una situación de discapacidad que hiciera 
conveniente la continuación en el uso de la vivienda familiar, se equiparan a los hijos 
menores que se hallen en similar situación.

Extinguido el uso previsto en el párrafo primero, las necesidades de vivienda de los que 
carezcan de independencia económica se atenderán según lo previsto en el Título VI de este 
Libro, relativo a los alimentos entre parientes.

Cuando algunos de los hijos queden en la compañía de uno de los cónyuges y los 
restantes en la del otro, la autoridad judicial resolverá lo procedente.

2. No habiendo hijos, podrá acordarse que el uso de tales bienes corresponda al 
cónyuge no titular por el tiempo que prudencialmente se fije siempre que, atendidas las 
circunstancias, lo hicieran aconsejable y su interés fuera el más necesitado de protección.

3. Para disponer de todo o parte de la vivienda y bienes indicados cuyo uso haya sido 
atribuido conforme a los párrafos anteriores, se requerirá el consentimiento de ambos 
cónyuges o, en su defecto, autorización judicial. Esta restricción en la facultad dispositiva 
sobre la vivienda familiar se hará constar en el Registro de la Propiedad. La manifestación 
errónea o falsa del disponente sobre el uso de la vivienda no perjudicará al adquirente de 
buena fe.

Artículo 97.  
El cónyuge al que la separación o el divorcio produzca un desequilibrio económico en 

relación con la posición del otro, que implique un empeoramiento en su situación anterior en 
el matrimonio, tendrá derecho a una compensación que podrá consistir en una pensión 
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temporal o por tiempo indefinido, o en una prestación única, según se determine en el 
convenio regulador o en la sentencia.

A falta de acuerdo de los cónyuges, el Juez, en sentencia, determinará su importe 
teniendo en cuenta las siguientes circunstancias:

1.ª Los acuerdos a que hubieran llegado los cónyuges.
2.ª La edad y el estado de salud.
3.ª La cualificación profesional y las probabilidades de acceso a un empleo.
4.ª La dedicación pasada y futura a la familia.
5.ª La colaboración con su trabajo en las actividades mercantiles, industriales o 

profesionales del otro cónyuge.
6.ª La duración del matrimonio y de la convivencia conyugal.
7.ª La pérdida eventual de un derecho de pensión.
8.ª El caudal y los medios económicos y las necesidades de uno y otro cónyuge.
9.ª Cualquier otra circunstancia relevante.
En la resolución judicial o en el convenio regulador formalizado ante el Secretario judicial 

o el Notario se fijarán la periodicidad, la forma de pago, las bases para actualizar la pensión, 
la duración o el momento de cese y las garantías para su efectividad.

Artículo 98.  
El cónyuge de buena fe cuyo matrimonio haya sido declarado nulo tendrá derecho a una 

indemnización si ha existido convivencia conyugal, atendidas las circunstancias previstas en 
el artículo 97.

Artículo 99.  
En cualquier momento podrá convenirse la sustitución de la pensión fijada judicialmente 

o por convenio regulador formalizado conforme al artículo 97 por la constitución de una renta 
vitalicia, el usufructo de determinados bienes o la entrega de un capital en bienes o en 
dinero.

Artículo 100.  
Fijada la pensión y las bases de su actualización en la sentencia de separación o de 

divorcio, sólo podrá ser modificada por alteraciones en la fortuna de uno u otro cónyuge que 
así lo aconsejen.

La pensión y las bases de actualización fijadas en el convenio regulador formalizado 
ante el Secretario judicial o Notario podrán modificarse mediante nuevo convenio, sujeto a 
los mismos requisitos exigidos en este Código.

Artículo 101.  
El derecho a la pensión se extingue por el cese de la causa que lo motivó, por contraer el 

acreedor nuevo matrimonio o por vivir maritalmente con otra persona.
El derecho a la pensión no se extingue por el solo hecho de la muerte del deudor. No 

obstante, los herederos de éste podrán solicitar del Juez la reducción o supresión de aquélla, 
si el caudal hereditario no pudiera satisfacer las necesidades de la deuda o afectara a sus 
derechos en la legítima.

CAPÍTULO X
De las medidas provisionales por demanda de nulidad, separación y divorcio

Artículo 102.  
Admitida la demanda de nulidad, separación o divorcio, se producen, por ministerio de la 

Ley, los efectos siguientes:
1.° Los cónyuges podrán vivir separados y cesa la presunción de convivencia conyugal.
2.° Quedan revocados los consentimientos y poderes que cualquiera de los cónyuges 

hubiera otorgado al otro.
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Asimismo, salvo pacto en contrario, cesa la posibilidad de vincular los bienes privativos 
del otro cónyuge en el ejercicio de la potestad doméstica.

A estos efectos, cualquiera de las partes podrá instar la oportuna anotación en el 
Registro Civil y, en su caso, en los de la Propiedad y Mercantil.

Artículo 103.  
Admitida la demanda, el Juez, a falta de acuerdo de ambos cónyuges aprobado 

judicialmente, adoptará, con audiencia de éstos, las medidas siguientes:
1.ª Determinar, en interés de los hijos, con cuál de los cónyuges han de quedar los 

sujetos a la patria potestad de ambos y tomar las disposiciones apropiadas de acuerdo con 
lo establecido en este Código y, en particular, la forma en que el cónyuge que no ejerza la 
guarda y custodia de los hijos podrá cumplir el deber de velar por éstos y el tiempo, modo y 
lugar en que podrá comunicar con ellos y tenerlos en su compañía.

Excepcionalmente, los hijos podrán ser encomendados a los abuelos, parientes u otras 
personas que así lo consintieren y, de no haberlos, a una institución idónea, confiriéndoseles 
las funciones tutelares que ejercerán bajo la autoridad del juez.

Cuando exista riesgo de sustracción del menor por alguno de los cónyuges o por 
terceras personas podrán adoptarse las medidas necesarias y, en particular, las siguientes:

a) Prohibición de salida del territorio nacional, salvo autorización judicial previa.
b) Prohibición de expedición del pasaporte al menor o retirada del mismo si ya se 

hubiere expedido.
c) Sometimiento a autorización judicial previa de cualquier cambio de domicilio del 

menor.
1.ª bis Determinar, atendiendo al interés de los miembros de la familia y al bienestar del 

animal, si los animales de compañía se confían a uno o a ambos cónyuges, la forma en que 
el cónyuge al que no se hayan confiado podrá tenerlos en su compañía, así como también 
las medidas cautelares convenientes para conservar el derecho de cada uno.

2.ª Determinar, teniendo en cuenta el interés familiar más necesitado de protección, cuál 
de los cónyuges ha de continuar en el uso de la vivienda familiar y asimismo, previo 
inventario, los bienes y objetos del ajuar que continúan en ésta y los que se ha de llevar el 
otro cónyuge, así como también las medidas cautelares convenientes para conservar el 
derecho de cada uno.

3.ª Fijar, la contribución de cada cónyuge a las cargas del matrimonio, incluidas si 
procede las «litis expensas», establecer las bases para la actualización de cantidades y 
disponer las garantías, depósitos, retenciones u otras medidas cautelares convenientes, a fin 
de asegurar la efectividad de lo que por estos conceptos un cónyuge haya de abonar al otro.

Se considerará contribución a dichas cargas el trabajo que uno de los cónyuges dedicará 
a la atención de los hijos comunes sujetos a patria potestad.

4.ª Señalar, atendidas las circunstancias, los bienes gananciales o comunes que, previo 
inventario, se hayan de entregar a uno u otro cónyuge y las reglas que deban observar en la 
administración y disposición, así como en la obligatoria rendición de cuentas sobre los 
bienes comunes o parte de ellos que reciban y los que adquieran en lo sucesivo.

5.ª Determinar, en su caso, el régimen de administración y disposición de aquellos 
bienes privativos que por capitulaciones o escritura pública estuvieran especialmente 
afectados a las cargas del matrimonio.

Artículo 104.  
El cónyuge que se proponga demandar la nulidad, separación o divorcio de su 

matrimonio puede solicitar los efectos y medidas a que se refieren los dos artículos 
anteriores.

Estos efectos y medidas sólo subsistirán si, dentro de los treinta días siguientes a contar 
desde que fueron inicialmente adoptados, se presenta la demanda ante el Juez o Tribunal 
competente.
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Artículo 105.  
No incumple el deber de convivencia el cónyuge que sale del domicilio conyugal por una 

causa razonable y en el plazo de treinta días presenta la demanda o solicitud a que se 
refieren los artículos anteriores.

Artículo 106.  
Los efectos y medidas previstos en este capítulo terminan, en todo caso, cuando sean 

sustituidos por los de la sentencia estimatoria o se ponga fin al procedimiento de otro modo.
La revocación de consentimientos y poderes se entiende definitiva.

CAPÍTULO XI
Ley aplicable a la nulidad, la separación y el divorcio.

Artículo 107.  
1. La nulidad del matrimonio y sus efectos se determinarán de conformidad con la ley 

aplicable a su celebración.
2. La separación y el divorcio legal se regirán por las normas de la Unión Europea o 

españolas de Derecho internacional privado.

TÍTULO V
De la paternidad y filiación

CAPÍTULO I
De la filiación y sus efectos

Artículo 108.  
La filiación puede tener lugar por naturaleza y por adopción. La filiación por naturaleza 

puede ser matrimonial y no matrimonial. Es matrimonial cuando los progenitores están 
casados entre sí.

La filiación matrimonial y la no matrimonial, así como la adoptiva, surten los mismos 
efectos, conforme a las disposiciones de este Código.

Artículo 109.  
La filiación determina los apellidos con arreglo a lo dispuesto en la ley.
Si la filiación está determinada por ambas líneas, los progenitores de común acuerdo 

podrán decidir el orden de transmisión de su respectivo primer apellido, antes de la 
inscripción registral. Si no se ejercita esta opción, regirá lo dispuesto en la ley.

El orden de apellidos inscrito para el mayor de los hijos regirá en las inscripciones de 
nacimiento posteriores de sus hermanos del mismo vínculo.

El hijo, al alcanzar la mayoría de edad, podrá solicitar que se altere el orden de los 
apellidos.

Artículo 110.  
Aunque no ostenten la patria potestad, ambos progenitores están obligados a velar por 

los hijos menores y a prestarles alimentos.

Artículo 111.  
Quedará excluido de la patria potestad y demás funciones tuitivas y no ostentará 

derechos por ministerio de la Ley respecto del hijo o de sus descendientes, o en sus 
herencias, el progenitor:
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1.° Cuando haya sido condenado a causa de las relaciones a que obedezca la 
generación, según sentencia penal firme.

2.° Cuando la filiación haya sido judicialmente determinada contra su oposición.
En ambos supuestos el hijo no ostentará el apellido del progenitor en cuestión más que 

si lo solicita él mismo o su representante legal.
Dejarán de producir efecto estas restricciones por determinación del representante legal 

del hijo aprobada judicialmente, o por voluntad del propio hijo una vez alcanzada la plena 
capacidad.

Quedarán siempre a salvo las obligaciones de velar por los hijos y prestarles alimentos.

CAPÍTULO II
De la determinación y prueba de la filiación

Sección 1.ª Disposiciones generales.

Artículo 112.  
La filiación produce sus efectos desde que tiene lugar. Su determinación legal tiene 

efectos retroactivos siempre que la retroactividad sea compatible con la naturaleza de 
aquéllos y la Ley no dispusiere lo contrario.

En todo caso conservarán su validez los actos otorgados en nombre del hijo menor por 
su representante legal o, en el caso de los mayores con discapacidad que tuvieran previstas 
medidas de apoyo, los realizados conforme a estas, antes de que la filiación hubiera sido 
determinada.

Artículo 113.  
La filiación se acredita por la inscripción en el Registro Civil, por el documento o 

sentencia que la determina legalmente, por la presunción de paternidad matrimonial y, a falta 
de los medios anteriores, por la posesión de estado. Para la admisión de pruebas distintas a 
la inscripción se estará a lo dispuesto en la Ley de Registro Civil.

No será eficaz la determinación de una filiación en tanto resulte acreditada otra 
contradictoria.

Artículo 114.  
Los asientos de filiación podrán ser rectificados conforme a la Ley de Registro Civil, sin 

perjuicio de lo especialmente dispuesto en el presente título sobre acciones de impugnación.
Podrán también rectificarse en cualquier momento los asientos que resulten 

contradictorios con los hechos que una sentencia penal declare probados.

Sección 2.ª De la determinación de la filiación matrimonial

Artículo 115.  
La filiación matrimonial materna y paterna quedará determinada legalmente:
1.° Por la inscripción del nacimiento junto con la del matrimonio de los padres.
2.° Por sentencia firme.

Artículo 116.  
Se presumen hijos del marido los nacidos después de la celebración del matrimonio y 

antes de los trescientos días siguientes a su disolución o a la separación legal o de hecho de 
los cónyuges.

Artículo 117.  
Nacido el hijo dentro de los ciento ochenta días siguientes a la celebración del 

matrimonio, podrá el marido destruir la presunción mediante declaración auténtica en 
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contrario formalizada dentro de los seis meses siguientes al conocimiento del parto. Se 
exceptúan los casos en que hubiere reconocido la paternidad expresa o tácitamente o 
hubiese conocido el embarazo de la mujer con anterioridad a la celebración del matrimonio, 
salvo que, en este último supuesto, la declaración auténtica se hubiera formalizado con el 
consentimiento de ambos, antes del matrimonio o después del mismo, dentro de los seis 
meses siguientes al nacimiento del hijo.

Artículo 118.  
Aun faltando la presunción de paternidad del marido por causa de la separación legal o 

de hecho de los cónyuges, podrá inscribirse la filiación como matrimonial si concurre el 
consentimiento de ambos.

Artículo 119.  
La filiación adquiere el carácter de matrimonial desde la fecha del matrimonio de los 

progenitores cuando éste tenga lugar con posterioridad al nacimiento del hijo siempre que el 
hecho de la filiación quede determinado legalmente conforme a lo dispuesto en la sección 
siguiente.

Lo establecido en el párrafo anterior aprovechará, en su caso, a los descendientes del 
hijo fallecido.

Sección 3.ª De la determinación de la filiación no matrimonial

Artículo 120.  
La filiación no matrimonial quedará determinada legalmente:
1.º En el momento de la inscripción del nacimiento, por la declaración conforme realizada 

por el padre o progenitor no gestante en el correspondiente formulario oficial a que se refiere 
la legislación del Registro Civil.

2.º Por el reconocimiento ante el Encargado del Registro Civil, en testamento o en otro 
documento público.

3.º Por resolución recaída en expediente tramitado con arreglo a la legislación del 
Registro Civil.

4.º Por sentencia firme.
5.º Respecto de la madre o progenitor gestante, cuando se haga constar su filiación en la 

inscripción de nacimiento practicada dentro de plazo, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 
del Registro Civil.

Artículo 121.  
El reconocimiento otorgado por menores no emancipados necesitará para su validez 

aprobación judicial con audiencia del Ministerio Fiscal.
Para la validez del reconocimiento otorgado por personas mayores de edad respecto de 

las que hayan establecido medidas de apoyo se estará a lo que resulte de la resolución 
judicial o escritura pública que las haya establecido. Si nada se hubiese dispuesto y no 
hubiera medidas voluntarias de apoyo, se instruirá la correspondiente revisión de las 
medidas de apoyo judicialmente adoptadas para completarlas a este fin.

Artículo 122.  
Cuando un progenitor hiciere el reconocimiento separadamente, no podrá manifestar en 

él la identidad del otro a no ser que esté ya determinada legalmente.

Artículo 123.  
El reconocimiento de un hijo mayor de edad no producirá efectos sin su consentimiento 

expreso o tácito.
El consentimiento para la eficacia del reconocimiento de la persona mayor de edad con 

discapacidad se prestará por esta, de manera expresa o tácita, con los apoyos que requiera 
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para ello. En caso de que exista resolución judicial o escritura pública que haya establecido 
medidas de apoyo, se estará a lo allí dispuesto.

Artículo 124.  
La eficacia del reconocimiento de la persona menor de edad requerirá el consentimiento 

expreso de su representante legal o la aprobación judicial con audiencia del Ministerio Fiscal 
y del progenitor legalmente conocido.

No será necesario el consentimiento o la aprobación si el reconocimiento se hubiere 
efectuado en testamento o dentro del plazo establecido para practicar la inscripción del 
nacimiento. La inscripción de la filiación del padre o progenitor no gestante así practicada 
podrá suspenderse a simple petición de la madre o progenitor gestante durante el año 
siguiente al nacimiento. Si el padre o progenitor no gestante solicitara la confirmación de la 
inscripción, será necesaria la aprobación judicial con audiencia del Ministerio Fiscal.

Artículo 125.  
Cuando los progenitores del menor fueren hermanos o consanguíneos en línea recta, 

legalmente determinada la filiación respecto de uno, solo podrá quedar determinada 
legalmente respecto del otro previa autorización judicial, que se otorgará con audiencia del 
Ministerio Fiscal, cuando convenga al interés del menor.

El menor podrá, alcanzada la mayoría de edad, invalidar mediante declaración auténtica 
esta última determinación si no la hubiere consentido.

Artículo 126.  
El reconocimiento del ya fallecido sólo surtirá efecto si lo consintieren sus descendientes 

por sí o por sus representantes legales.

CAPÍTULO III
De las acciones de filiación

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículos 127 a 130.  
(Derogados)

Sección 2.ª De la reclamación

Artículo 131.  
Cualquier persona con interés legítimo tiene acción para que se declare la filiación 

manifestada por la constante posesión de estado.
Se exceptúa el supuesto en que la filiación que se reclame contradiga otra legalmente 

determinada.

Artículo 132.  
A falta de la correspondiente posesión de estado, la acción de reclamación de la filiación 

matrimonial, que es imprescriptible, corresponde a cualquiera de los dos progenitores o al 
hijo.

Si el hijo falleciere antes de transcurrir cuatro años desde que alcanzase plena 
capacidad, o durante el año siguiente al descubrimiento de las pruebas en que se haya de 
fundar la demanda, su acción corresponde a sus herederos por el tiempo que faltare para 
completar dichos plazos.

Artículo 133.  
1. La acción de reclamación de filiación no matrimonial, cuando falte la respectiva 

posesión de estado, corresponderá al hijo durante toda su vida.
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Si el hijo falleciere antes de transcurrir cuatro años desde que alcanzare la mayoría de 
edad o desde que se eliminaren las medidas de apoyo que tuviera previstas a tales efectos, 
o durante el año siguiente al descubrimiento de las pruebas en que se funde la demanda, su 
acción corresponderá a sus herederos por el tiempo que faltare para completar dichos 
plazos.

2. Igualmente podrán ejercitar la presente acción de filiación los progenitores en el plazo 
de un año contado desde que hubieran tenido conocimiento de los hechos en que hayan de 
basar su reclamación.

Esta acción no será transmisible a los herederos quienes solo podrán continuar la acción 
que el progenitor hubiere iniciado en vida.

Artículo 134.  
El ejercicio de la acción de reclamación, conforme a los artículos anteriores, por el hijo o 

el progenitor, permitirá en todo caso la impugnación de la filiación contradictoria.

Artículo 135.  
(Derogado)

Sección 3.ª De la impugnación

Artículo 136.  
1. El marido podrá ejercitar la acción de impugnación de la paternidad en el plazo de un 

año contado desde la inscripción de la filiación en el Registro Civil. Sin embargo, el plazo no 
correrá mientras el marido ignore el nacimiento. Fallecido el marido sin conocer el 
nacimiento, el año se contará desde que lo conozca el heredero.

2. Si el marido, pese a conocer el hecho del nacimiento de quien ha sido inscrito como 
hijo suyo, desconociera su falta de paternidad biológica, el cómputo del plazo de un año 
comenzará a contar desde que tuviera tal conocimiento.

3. Si el marido falleciere antes de transcurrir el plazo señalado en los párrafos anteriores, 
la acción corresponderá a cada heredero por el tiempo que faltare para completar dicho 
plazo.

Artículo 137.  
1. La filiación del padre o progenitor no gestante podrá ser impugnada por el hijo durante 

el año siguiente a la inscripción de la filiación. Si fuere menor o persona con discapacidad 
con medidas de apoyo, para impugnarla, el plazo del año se contará desde la mayoría de 
edad o desde la extinción de las medidas de apoyo.

El ejercicio de la acción, en interés del hijo que sea menor, corresponderá, asimismo, 
durante el año siguiente a la inscripción de la filiación, a la madre o progenitor gestante que 
ostente la patria potestad, a su representante legal o al Ministerio Fiscal.

Si se tratare de persona con discapacidad con medidas de apoyo, esta, quien preste el 
apoyo y se encuentre expresamente facultado para ello o, en su defecto, el Ministerio Fiscal, 
podrán, asimismo, ejercitar la acción de impugnación durante el año siguiente a la 
inscripción de la filiación.

2. Si el hijo, pese a haber transcurrido más de un año desde la inscripción en el registro, 
desde su mayoría de edad o desde la extinción de la medida de apoyo, desconociera la falta 
de paternidad biológica de quien aparece inscrito como su padre o progenitor no gestante, el 
cómputo del plazo de un año comenzará a contar desde que tuviera tal conocimiento.

3. Cuando el hijo falleciere antes de transcurrir los plazos establecidos en los párrafos 
anteriores, su acción corresponderá a sus herederos por el tiempo que faltare para 
completar dichos plazos.

4. Si falta en las relaciones familiares la posesión de estado de filiación matrimonial, la 
demanda podrá ser interpuesta en cualquier tiempo por el hijo o sus herederos.
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Artículo 138.  
El reconocimiento y demás actos jurídicos que determinen conforme a la ley una filiación 

matrimonial o no matrimonial podrán ser impugnados por vicio de consentimiento según lo 
dispuesto en el artículo 141. La impugnación de la paternidad por otras causas se atendrá a 
las normas contenidas en esta sección.

Artículo 139.  
La madre o progenitor que conste como gestante podrá ejercitar la acción de 

impugnación de la filiación justificando la suposición del parto o no ser cierta la identidad del 
hijo.

Artículo 140.  
Cuando falte en las relaciones familiares la posesión de estado, la filiación paterna o 

materna no matrimonial podrá ser impugnada por aquellos a quienes perjudique.
Cuando exista posesión de estado, la acción de impugnación corresponderá a quien 

aparece como hijo o progenitor y a quienes por la filiación puedan resultar afectados en su 
calidad de herederos forzosos. La acción caducará pasados cuatro años desde que el hijo, 
una vez inscrita la filiación, goce de la posesión de estado correspondiente.

Los hijos tendrán en todo caso acción durante un año después de alcanzar la mayoría de 
edad o de recobrar capacidad suficiente a tales efectos.

Artículo 141.  
La acción de impugnación del reconocimiento realizado mediante error, violencia o 

intimidación corresponde a quien lo hubiere otorgado. La acción caducará al año del 
reconocimiento o desde que cesó el vicio de consentimiento, y podrá ser ejercitada o 
continuada por los herederos de aquél, si hubiere fallecido antes de transcurrir el año.

TÍTULO VI
De los alimentos entre parientes

Artículo 142.  
Se entiende por alimentos todo lo que es indispensable para el sustento, habitación, 

vestido y asistencia médica.
Los alimentos comprenden también la educación e instrucción del alimentista mientras 

sea menor de edad y aun después cuando no haya terminado su formación por causa que 
no le sea imputable.

Entre los alimentos se incluirán los gastos de embarazo y parto, en cuanto no estén 
cubiertos de otro modo.

Artículo 143.  
Están obligados recíprocamente a darse alimentos en toda la extensión que señala el 

artículo precedente:
1.° Los cónyuges.
2.° Los ascendientes y descendientes.
Los hermanos sólo se deben los auxilios necesarios para la vida, cuando los necesiten 

por cualquier causa que no sea imputable al alimentista, y se extenderán en su caso a los 
que precisen para su educación.

Artículo 144.  
La reclamación de alimentos cuando proceda y sean dos o más los obligados a 

prestarlos se hará por el orden siguiente:
1.° Al cónyuge.

CÓDIGO DE DERECHO MATRIMONIAL

§ 3  Código Civil [parcial]

– 33 –



2.° A los descendientes de grado más próximo.
3.° A los ascendientes, también de grado más próximo.
4.° A los hermanos, pero estando obligados en último lugar los que sólo sean uterinos o 

consanguíneos.
Entre los descendientes y ascendientes se regulará la gradación por el orden en que 

sean llamados a la sucesión legítima de la persona que tenga derecho a los alimentos.

Artículo 145.  
Cuando recaiga sobre dos o más personas la obligación de dar alimentos, se repartirá 

entre ellas el pago de la pensión en cantidad proporcional a su caudal respectivo.
Sin embargo, en caso de urgente necesidad y por circunstancias especiales, podrá el 

Juez obligar a una sola de ellas a que los preste provisionalmente, sin perjuicio de su 
derecho a reclamar de los demás obligados la parte que les corresponda.

Cuando dos o más alimentistas reclamaren a la vez alimentos de una misma persona 
obligada legalmente a darlos, y ésta no tuviere fortuna bastante para atender a todos, se 
guardará el orden establecido en el artículo anterior, a no ser que los alimentistas 
concurrentes fuesen el cónyuge y un hijo sujeto a la patria potestad, en cuyo caso éste será 
preferido a aquél.

Artículo 146.  
La cuantía de los alimentos será proporcionada al caudal o medios de quien los da y a 

las necesidades de quien los recibe.

Artículo 147.  
Los alimentos, en los casos a que se refiere el artículo anterior, se reducirán o 

aumentarán proporcionalmente según el aumento o disminución que sufran las necesidades 
del alimentista y la fortuna del que hubiere de satisfacerlos.

Artículo 148.  
La obligación de dar alimentos será exigible desde que los necesitare, para subsistir, la 

persona que tenga derecho a percibirlos, pero no se abonarán sino desde la fecha en que se 
interponga la demanda.

Se verificará el pago por meses anticipados, y, cuando fallezca el alimentista, sus 
herederos no estarán obligados a devolver lo que éste hubiese recibido anticipadamente.

El Juez, a petición del alimentista o del Ministerio Fiscal, ordenará con urgencia las 
medidas cautelares oportunas para asegurar los anticipos que haga una Entidad pública u 
otra persona y proveer a las futuras necesidades.

Artículo 149.  
El obligado a prestar alimentos podrá, a su elección, satisfacerlos, o pagando la pensión 

que se fije, o recibiendo y manteniendo en su propia casa al que tiene derecho a ellos.
Esta elección no será posible en cuanto contradiga la situación de convivencia 

determinada para el alimentista por las normas aplicables o por resolución judicial. También 
podrá ser rechazada cuando concurra justa causa o perjudique el interés del alimentista 
menor de edad.

Artículo 150.  
La obligación de suministrar alimentos cesa con la muerte del obligado, aunque los 

prestase en cumplimiento de una sentencia firme.

Artículo 151.  
No es renunciable ni transmisible a un tercero el derecho a los alimentos. Tampoco 

pueden compensarse con lo que el alimentista deba al que ha de prestarlos.
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Pero podrán compensarse y renunciarse las pensiones alimenticias atrasadas, y 
transmitirse a título oneroso o gratuito el derecho a demandarlas.

Artículo 152.  
Cesará también la obligación de dar alimentos:
1.º Por muerte del alimentista.
2.º Cuando la fortuna del obligado a darlos se hubiere reducido hasta el punto de no 

poder satisfacerlos sin desatender sus propias necesidades y las de su familia.
3.º Cuando el alimentista pueda ejercer un oficio, profesión o industria, o haya adquirido 

un destino o mejorado de fortuna, de suerte que no le sea necesaria la pensión alimenticia 
para su subsistencia.

4.º Cuando el alimentista, sea o no heredero forzoso, hubiese cometido alguna falta de 
las que dan lugar a la desheredación.

5.º Cuando el alimentista sea descendiente del obligado a dar alimentos, y la necesidad 
de aquél provenga de mala conducta o de falta de aplicación al trabajo, mientras subsista 
esta causa.

Artículo 153.  
Las disposiciones que preceden son aplicables a los demás casos en que por este 

Código, por testamento o por pacto se tenga derecho a alimentos, salvo lo pactado, lo 
ordenado por el testador o lo dispuesto por la ley para el caso especial de que se trate.

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

De la extinción de la patria potestad

[ . . . ]
Artículo 171.  

(Suprimido)

CAPÍTULO V
De la adopción y otras formas de protección de menores

Téngase en cuenta que en el texto del Código Civil y demás disposiciones legales, la 
llamada «adopción plena» se entiende sustituida por la adopción que regula la Ley 21/1987, de 
11 de noviembre, según establece el artículo 3 de la misma. Ref. BOE-A-1987-25627.

[ . . . ]
Sección 2.ª De la adopción

Artículo 175.  
1. La adopción requiere que el adoptante sea mayor de veinticinco años. Si son dos los 

adoptantes bastará con que uno de ellos haya alcanzado dicha edad. En todo caso, la 
diferencia de edad entre adoptante y adoptando será de, al menos, dieciséis años y no podrá 
ser superior a cuarenta y cinco años, salvo en los casos previstos en el artículo 176.2. 
Cuando fueran dos los adoptantes, será suficiente con que uno de ellos no tenga esa 
diferencia máxima de edad con el adoptando. Si los futuros adoptantes están en disposición 
de adoptar grupos de hermanos o menores con necesidades especiales, la diferencia 
máxima de edad podrá ser superior.
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No pueden ser adoptantes los que no puedan ser tutores de acuerdo con lo previsto en 
este código.

2. Únicamente podrán ser adoptados los menores no emancipados. Por excepción, será 
posible la adopción de un mayor de edad o de un menor emancipado cuando, 
inmediatamente antes de la emancipación, hubiere existido una situación de acogimiento 
con los futuros adoptantes o de convivencia estable con ellos de, al menos, un año.

3. No puede adoptarse:
1.º A un descendiente.
2.º A un pariente en segundo grado de la línea colateral por consanguinidad o afinidad.
3.º A un pupilo por su tutor hasta que haya sido aprobada definitivamente la cuenta 

general justificada de la tutela.
4. Nadie podrá ser adoptado por más de una persona, salvo que la adopción se realice 

conjunta o sucesivamente por ambos cónyuges o por una pareja unida por análoga relación 
de afectividad a la conyugal. El matrimonio celebrado con posterioridad a la adopción 
permitirá al cónyuge la adopción de los hijos de su consorte. Esta previsión será también de 
aplicación a las parejas que se constituyan con posterioridad. En caso de muerte del 
adoptante, o cuando el adoptante sufra la exclusión prevista en el artículo 179, será posible 
una nueva adopción del adoptado.

5. En caso de que el adoptando se encontrara en acogimiento permanente o guarda con 
fines de adopción de dos cónyuges o de una pareja unida por análoga relación de 
afectividad a la conyugal, la separación o divorcio legal o ruptura de la relación de los 
mismos que conste fehacientemente con anterioridad a la propuesta de adopción no 
impedirá que pueda promoverse la adopción conjunta siempre y cuando se acredite la 
convivencia efectiva del adoptando con ambos cónyuges o con la pareja unida por análoga 
relación de naturaleza análoga a la conyugal durante al menos dos años anteriores a la 
propuesta de adopción.

Artículo 176.  
1. La adopción se constituirá por resolución judicial, que tendrá en cuenta siempre el 

interés del adoptando y la idoneidad del adoptante o adoptantes para el ejercicio de la patria 
potestad.

2. Para iniciar el expediente de adopción será necesaria la propuesta previa de la 
Entidad Pública a favor del adoptante o adoptantes que dicha Entidad Pública haya 
declarado idóneos para el ejercicio de la patria potestad. La declaración de idoneidad deberá 
ser previa a la propuesta.

No obstante, no se requerirá tal propuesta cuando en el adoptando concurra alguna de 
las circunstancias siguientes:

1.ª Ser huérfano y pariente del adoptante en tercer grado por consanguinidad o afinidad.
2.ª Ser hijo del cónyuge o de la persona unida al adoptante por análoga relación de 

afectividad a la conyugal.
3.ª Llevar más de un año en guarda con fines de adopción o haber estado bajo tutela del 

adoptante por el mismo tiempo.
4.ª Ser mayor de edad o menor emancipado.
3. Se entiende por idoneidad la capacidad, aptitud y motivación adecuadas para ejercer 

la responsabilidad parental, atendiendo a las necesidades de los menores a adoptar, y para 
asumir las peculiaridades, consecuencias y responsabilidades que conlleva la adopción.

La declaración de idoneidad por la Entidad Pública requerirá una valoración psicosocial 
sobre la situación personal, familiar, relacional y social de los adoptantes, así como su 
capacidad para establecer vínculos estables y seguros, sus habilidades educativas y su 
aptitud para atender a un menor en función de sus singulares circunstancias. Dicha 
declaración de idoneidad se formalizará mediante la correspondiente resolución.

No podrán ser declarados idóneos para la adopción quienes se encuentren privados de 
la patria potestad o tengan suspendido su ejercicio, ni quienes tengan confiada la guarda de 
su hijo a la Entidad Pública.
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Las personas que se ofrezcan para la adopción deberán asistir a las sesiones 
informativas y de preparación organizadas por la Entidad Pública o por Entidad colaboradora 
autorizada.

4. Cuando concurra alguna de las circunstancias 1.ª, 2.ª o 3.ª previstas en el apartado 2 
podrá constituirse la adopción, aunque el adoptante hubiere fallecido, si éste hubiese 
prestado ya ante el Juez su consentimiento o el mismo hubiera sido otorgado mediante 
documento público o en testamento. Los efectos de la resolución judicial en este caso se 
retrotraerán a la fecha de prestación de tal consentimiento.

Artículo 176 bis.  
1. La Entidad Pública podrá delegar la guarda de un menor declarado en situación de 

desamparo en las personas que, reuniendo los requisitos de capacidad para adoptar 
previstos en el artículo 175 y habiendo prestado su consentimiento, hayan sido preparadas, 
declaradas idóneas y asignadas para su adopción. A tal efecto, la Entidad Pública, con 
anterioridad a la presentación de la propuesta de adopción, delegará la guarda con fines de 
adopción hasta que se dicte la resolución judicial de adopción, mediante resolución 
administrativa debidamente motivada, previa audiencia de los afectados y del menor si 
tuviere suficiente madurez y, en todo caso, si fuere mayor de doce años, que se notificará a 
los progenitores o tutores no privados de la patria potestad o tutela.

Los guardadores con fines de adopción tendrán los mismos derechos y obligaciones que 
los acogedores familiares.

2. Salvo que convenga otra cosa al interés del menor, la Entidad Pública procederá a 
suspender el régimen de visitas y relaciones con la familia de origen cuando se inicie el 
período de convivencia preadoptiva a que se refiere el apartado anterior, excepto en los 
casos previstos en el artículo 178.4.

3. La propuesta de adopción al Juez tendrá que realizarse en el plazo más breve posible 
y, en todo caso, antes de transcurridos tres meses desde el día en el que se hubiera 
acordado la delegación de guarda con fines de adopción. No obstante, cuando la Entidad 
Pública considere necesario, en función de la edad y circunstancias del menor, establecer un 
período de adaptación del menor a la familia, dicho plazo de tres meses podrá prorrogarse 
hasta un máximo de un año.

En el supuesto de que el Juez no considerase procedente esa adopción, la Entidad 
Pública deberá determinar la medida protectora más adecuada para el menor.

Artículo 177.  
1. Habrán de consentir la adopción, en presencia del Juez, el adoptante o adoptantes y 

el adoptando mayor de doce años.
2. Deberán asentir a la adopción:
1.º El cónyuge o persona unida al adoptante por análoga relación de afectividad a la 

conyugal salvo que medie separación o divorcio legal o ruptura de la pareja que conste 
fehacientemente, excepto en los supuestos en los que la adopción se vaya a formalizar de 
forma conjunta.

2.º Los progenitores del adoptando que no se hallare emancipado, a menos que 
estuvieran privados de la patria potestad por sentencia firme o incursos en causa legal para 
tal privación. Esta situación solo podrá apreciarse en el procedimiento judicial contradictorio 
que se tramitará conforme a la Ley de Enjuiciamiento Civil.

No será necesario el asentimiento cuando los que deban prestarlo se encuentren 
imposibilitados para ello, imposibilidad que se apreciará motivadamente en la resolución 
judicial que constituya la adopción.

Tampoco será necesario el asentimiento de los progenitores que tuvieren suspendida la 
patria potestad cuando hubieran transcurrido dos años desde la notificación de la 
declaración de situación de desamparo, en los términos previstos en el artículo 172.2, sin 
oposición a la misma o cuando, interpuesta en plazo, hubiera sido desestimada.

El asentimiento de la madre no podrá prestarse hasta que hayan transcurrido seis 
semanas desde el parto.
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En las adopciones que exijan propuesta previa no se admitirá que el asentimiento de los 
progenitores se refiera a adoptantes determinados.

3. Deberán ser oídos por el Juez:
1.º Los progenitores que no hayan sido privados de la patria potestad, cuando su 

asentimiento no fuera necesario para la adopción.
2.º El tutor y, en su caso, la familia acogedora, y el guardador o guardadores.
3.º El adoptando menor de doce años de acuerdo con su edad y madurez.
4. Los consentimientos y asentimientos deberán otorgarse libremente, en la forma legal 

requerida y por escrito, previa información de sus consecuencias.

Artículo 178.  
1. La adopción produce la extinción de los vínculos jurídicos entre el adoptado y su 

familia de origen.
2. Por excepción subsistirán los vínculos jurídicos con la familia del progenitor que, 

según el caso, corresponda:
a) Cuando el adoptado sea hijo del cónyuge o de la persona unida al adoptante por 

análoga relación de afectividad a la conyugal, aunque el consorte o la pareja hubiera 
fallecido.

b) Cuando sólo uno de los progenitores haya sido legalmente determinado, siempre que 
tal efecto hubiera sido solicitado por el adoptante, el adoptado mayor de doce años y el 
progenitor cuyo vínculo haya de persistir.

3. Lo establecido en los apartados anteriores se entiende sin perjuicio de lo dispuesto 
sobre impedimentos matrimoniales.

4. Cuando el interés del menor así lo aconseje, en razón de su situación familiar, edad o 
cualquier otra circunstancia significativa valorada por la Entidad Pública, podrá acordarse el 
mantenimiento de alguna forma de relación o contacto a través de visitas o comunicaciones 
entre el menor, los miembros de la familia de origen que se considere y la adoptiva, 
favoreciéndose especialmente, cuando ello sea posible, la relación entre los hermanos 
biológicos.

En estos casos el Juez, al constituir la adopción, podrá acordar el mantenimiento de 
dicha relación, determinando su periodicidad, duración y condiciones, a propuesta de la 
Entidad Pública o del Ministerio Fiscal y con el consentimiento de la familia adoptiva y del 
adoptando si tuviera suficiente madurez y siempre si fuere mayor de doce años. En todo 
caso, será oído el adoptando menor de doce años de acuerdo a su edad y madurez. Si fuere 
necesario, dicha relación se llevará a cabo con la intermediación de la Entidad Pública o 
entidades acreditadas a tal fin. El Juez podrá acordar, también, su modificación o finalización 
en atención al interés superior del menor. La Entidad Pública remitirá al Juez informes 
periódicos sobre el desarrollo de las visitas y comunicaciones, así como propuestas de 
mantenimiento o modificación de las mismas durante los dos primeros años, y, transcurridos 
estos a petición del Juez.

Están legitimados para solicitar la suspensión o supresión de dichas visitas o 
comunicaciones la Entidad Pública, la familia adoptiva, la familia de origen y el menor si 
tuviere suficiente madurez y, en todo caso, si fuere mayor de doce años.

En la declaración de idoneidad deberá hacerse constar si las personas que se ofrecen a 
la adopción aceptarían adoptar a un menor que fuese a mantener la relación con la familia 
de origen.

[ . . . ]
TÍTULO VIII

De la ausencia

CAPÍTULO I
Declaración de la ausencia y sus efectos.
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Artículo 181.  
En todo caso, desaparecida una persona de su domicilio o del lugar de su última 

residencia, sin haberse tenido en ella más noticias, podrá el Secretario judicial, a instancia 
de parte interesada o del Ministerio Fiscal, nombrar un defensor que ampare y represente al 
desaparecido en juicio o en los negocios que no admitan demora sin perjuicio grave. Se 
exceptúan los casos en que aquél estuviese legítimamente representado voluntariamente 
conforme al artículo 183.

El cónyuge presente mayor de edad no separado legalmente será el representante y 
defensor nato del desaparecido; y por su falta, el pariente más próximo hasta el cuarto 
grado, también mayor de edad. En defecto de parientes, no presencia de los mismos o 
urgencia notoria, el Secretario judicial nombrará persona solvente y de buenos 
antecedentes, previa audiencia del Ministerio Fiscal.

También podrá adoptar, según su prudente arbitrio, las medidas necesarias a la 
conservación del patrimonio.

Artículo 182.  
Tiene la obligación de promover e instar la declaración de ausencia legal, sin orden de 

preferencia:
Primero. El cónyuge del ausente no separado legalmente.
Segundo. Los parientes consanguíneos hasta el cuarto grado.
Tercero. El Ministerio fiscal de oficio o a virtud de denuncia.
Podrá, también, pedir dicha declaración cualquier persona que racionalmente estime 

tener sobre los bienes del desaparecido algún derecho ejercitable en vida del mismo o 
dependiente de su muerte.

Artículo 183.  
Se considerará en situación de ausencia legal al desaparecido de su domicilio o de su 

última residencia:
Primero. Pasado un año desde las últimas noticias o a falta de éstas desde su 

desaparición, si no hubiese dejado apoderado con facultades de administración de todos sus 
bienes.

Segundo. Pasados tres años, si hubiese dejado encomendada por apoderamiento la 
administración de todos sus bienes.

La muerte o renuncia justificada del mandatario, o la caducidad del mandato, determina 
la ausencia legal, si al producirse aquéllas se ignorase el paradero del desaparecido y 
hubiere transcurrido un año desde que se tuvieron las últimas noticias, y, en su defecto, 
desde su desaparición. Inscrita en el Registro Civil la declaración de ausencia, quedan 
extinguidos de derecho todos los mandatos generales o especiales otorgados por el 
ausente.

Artículo 184.  
Salvo motivo grave apreciado por el Secretario judicial, corresponde la representación 

del declarado ausente, la pesquisa de su persona, la protección y administración de sus 
bienes y el cumplimiento de sus obligaciones:

1.º Al cónyuge presente mayor de edad no separado legalmente o de hecho.
2.º Al hijo mayor de edad; si hubiese varios, serán preferidos los que convivían con el 

ausente y el mayor al menor.
3.º Al ascendiente más próximo de menos edad de una u otra línea.
4.º A los hermanos mayores de edad que hayan convivido familiarmente con el ausente, 

con preferencia del mayor sobre el menor.
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En defecto de las personas expresadas, corresponde en toda su extensión a la persona 
solvente de buenos antecedentes que el Secretario judicial, oído el Ministerio fiscal, designe 
a su prudente arbitrio.

[ . . . ]
Artículo 189.  

El cónyuge del ausente tendrá derecho a la separación de bienes.

[ . . . ]
Artículo 234.  

El tutor responderá de los daños que hubiese causado al menor por su culpa o 
negligencia.

La acción para reclamar esta responsabilidad prescribe a los tres años contados desde 
la rendición final de cuentas.

[ . . . ]
Artículo 236.  

Serán aplicables al defensor judicial del menor las normas del defensor judicial de las 
personas con discapacidad. El defensor judicial del menor ejercerá su cargo en interés del 
menor, de acuerdo con su personalidad y con respeto a sus derechos.

[ . . . ]
Artículos 325 a 332.  

(Derogados)

LIBRO SEGUNDO
De los animales, de los bienes, de la propiedad y de sus modificaciones

[ . . . ]
TÍTULO VI

Del usufructo, del uso y de la habitación

CAPÍTULO I
Del usufructo

[ . . . ]
Sección 3.ª De las obligaciones del usufructuario

[ . . . ]
Artículo 492.  

La disposición contenida en el número segundo del precedente artículo no es aplicable al 
vendedor o donante que se hubiere reservado el usufructo de los bienes vendidos o donados 
ni a los padres usufructuarios de los bienes de los hijos, ni al cónyuge sobreviviente respecto 
de la cuota legal usufructuaria, si no contrajeren los padres o el cónyuge ulterior matrimonio.

[ . . . ]
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TÍTULO II
De la donación

[ . . . ]
CAPÍTULO III

De los efectos y limitaciones de las donaciones

[ . . . ]
Artículo 637.  

Cuando la donación hubiere sido hecha a varias personas conjuntamente, se entenderá 
por partes iguales; y no se dará entre ellas el derecho de acrecer, si el donante no hubiese 
dispuesto otra cosa.

Se exceptúan de esta disposición las donaciones hechas conjuntamente a ambos 
cónyuges, entre los cuales tendrá lugar aquel derecho, si el donante no hubiese dispuesto lo 
contrario.

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

De la revocación y reducción de las donaciones

[ . . . ]
Artículo 648.  

También podrá ser revocada la donación, a instancia del donante, por causa de ingratitud 
en los casos siguientes:

1.º Si el donatario cometiere algún delito contra la persona, el honor o los bienes del 
donante.

2.º Si el donatario imputare al donante alguno de los delitos que dan lugar a 
procedimientos de oficio o acusación pública, aunque lo pruebe; a menos que el delito se 
hubiese cometido contra el mismo donatario, su cónyuge o los hijos constituidos bajo su 
autoridad.

3.º Si le niega indebidamente los alimentos.

[ . . . ]
TÍTULO III

De las sucesiones

Disposiciones generales

[ . . . ]
CAPÍTULO I

De los testamentos

[ . . . ]
Sección 3.ª De la forma de los testamentos

[ . . . ]
Artículo 681.  

No podrán ser testigos en los testamentos:
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Primero. Los menores de edad, salvo lo dispuesto en el artículo 701.
Segundo. Sin contenido.
Tercero. Los que no entiendan el idioma del testador.
Cuarto. Los que no presenten el discernimiento necesario para desarrollar la labor 

testifical.
Quinto. El cónyuge o los parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo 

de afinidad del Notario autorizante y quienes tengan con éste relación de trabajo.

Artículo 682.  
En el testamento abierto tampoco podrán ser testigos los herederos y legatarios en él 

instituidos, sus cónyuges, ni los parientes de aquéllos, dentro del cuarto grado de 
consanguinidad o segundo de afinidad.

No están comprendidos en esta prohibición los legatarios ni sus cónyuges o parientes 
cuando el legado sea de algún objeto mueble o cantidad de poca importancia con relación al 
caudal hereditario.

[ . . . ]
Sección 6.ª Del testamento cerrado

[ . . . ]
Artículo 712.  

1. La persona que tenga en su poder un testamento cerrado deberá presentarlo ante 
Notario competente en los diez días siguientes a aquel en que tenga conocimiento del 
fallecimiento del testador.

2. El Notario autorizante de un testamento cerrado, constituido en depositario del mismo 
por el testador, deberá comunicar, en los diez días siguientes a que tenga conocimiento de 
su fallecimiento, la existencia del testamento al cónyuge sobreviviente, a los descendientes y 
a los ascendientes del testador y, en defecto de éstos, a los parientes colaterales hasta el 
cuarto grado.

3. En los dos supuestos anteriores, de no conocer la identidad o domicilio de estas 
personas, o si se ignorase su existencia, el Notario deberá dar la publicidad que determine la 
legislación notarial.

El incumplimiento de este deber, así como el de la presentación del testamento por quien 
lo tenga en su poder o por el Notario, le hará responsable de los daños y perjuicios 
causados.

[ . . . ]
CAPÍTULO II

De la herencia

Sección 1.ª De la capacidad para suceder por testamento y sin él

[ . . . ]
Artículo 753.  

Tampoco surtirá efecto la disposición testamentaria en favor de quien sea tutor o curador 
representativo del testador, salvo cuando se haya hecho después de la extinción de la tutela 
o curatela.

Será nula la disposición hecha por las personas que se encuentran internadas por 
razones de salud o asistencia, a favor de sus cuidadores que sean titulares, administradores 
o empleados del establecimiento público o privado en el que aquellas estuvieran internadas. 
También será nula la disposición realizada a favor de los citados establecimientos.
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Las demás personas físicas que presten servicios de cuidado, asistenciales o de 
naturaleza análoga al causante, solo podrán ser favorecidas en la sucesión de este si es 
ordenada en testamento notarial abierto.

Serán, sin embargo, válidas las disposiciones hechas en favor del tutor, curador o 
cuidador que sea pariente con derecho a suceder ab intestato.

Artículo 754.  
El testador no podrá disponer del todo o parte de su herencia en favor del Notario que 

autorice su testamento, o del cónyuge, parientes o afines del mismo dentro del cuarto grado, 
con la excepción establecida en el artículo 682.

Esta prohibición será aplicable a los testigos del testamento abierto, otorgado con o sin 
Notario.

Las disposiciones de este artículo son también aplicables a los testigos y personas ante 
quienes se otorguen los testamentos especiales.

[ . . . ]
Artículo 756.  

Son incapaces de suceder por causa de indignidad:
1.º El que fuera condenado por sentencia firme por haber atentado contra la vida, o a 

pena grave por haber causado lesiones o por haber ejercido habitualmente violencia física o 
psíquica en el ámbito familiar al causante, su cónyuge, persona a la que esté unida por 
análoga relación de afectividad o alguno de sus descendientes o ascendientes.

2.º El que fuera condenado por sentencia firme por delitos contra la libertad, la integridad 
moral y la libertad e indemnidad sexual, si el ofendido es el causante, su cónyuge, la 
persona a la que esté unida por análoga relación de afectividad o alguno de sus 
descendientes o ascendientes.

Asimismo el condenado por sentencia firme a pena grave por haber cometido un delito 
contra los derechos y deberes familiares respecto de la herencia de la persona agraviada.

También el privado por resolución firme de la patria potestad, o removido del ejercicio de 
la tutela o acogimiento familiar de un menor o del ejercicio de la curatela de una persona con 
discapacidad por causa que le sea imputable, respecto de la herencia del mismo.

3.º El que hubiese acusado al causante de delito para el que la ley señala pena grave, si 
es condenado por denuncia falsa.

4.º El heredero mayor de edad que, sabedor de la muerte violenta del testador, no la 
hubiese denunciado dentro de un mes a la justicia cuando ésta no hubiera procedido ya de 
oficio.

Cesará esta prohibición en los casos en que, según la Ley, no hay la obligación de 
acusar.

5.º El que, con amenaza, fraude o violencia, obligare al testador a hacer testamento o a 
cambiarlo.

6.º El que por iguales medios impidiere a otro hacer testamento, o revocar el que tuviese 
hecho, o suplantare, ocultare o alterare otro posterior.

7.º Tratándose de la sucesión de una persona con discapacidad, las personas con 
derecho a la herencia que no le hubieren prestado las atenciones debidas, entendiendo por 
tales las reguladas en los artículos 142 y 146 del Código Civil.

[ . . . ]
Sección 4.ª De la institución de heredero y del legado condicional o a término

[ . . . ]
Artículo 793.  

La condición absoluta de no contraer primero o ulterior matrimonio se tendrá por no 
puesta, a menos que lo haya sido al viudo o viuda por su difunto consorte o por los 
ascendientes o descendientes de éste.
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Podrá, sin embargo, legarse a cualquiera el usufructo, uso o habitación, o una pensión o 
prestación personal, por el tiempo que permanezca soltero o viudo.

[ . . . ]
Sección 5.ª De las legítimas

[ . . . ]
Artículo 807.  

Son herederos forzosos:
1.° Los hijos y descendientes respecto de sus padres y ascendientes.
2.° A falta de los anteriores, los padres y ascendientes respecto de sus hijos y 

descendientes.
3.° El viudo o viuda en la forma y medida que establece este Código.

[ . . . ]
Artículo 809.  

Constituye la legítima de los padres o ascendientes la mitad del haber hereditario de los 
hijos y descendientes salvo el caso en que concurrieren con el cónyuge viudo del 
descendiente causante, en cuyo supuesto será de una tercera parte de la herencia.

[ . . . ]
Artículo 813.  

El testador no podrá privar a los herederos de su legítima sino en los casos 
expresamente determinados por la ley.

Tampoco podrá imponer sobre ella gravamen, ni condición, ni sustitución de ninguna 
especie, salvo lo dispuesto en cuanto al usufructo del viudo y lo establecido en los artículos 
782 y 808.

Artículo 814.  
La preterición de un heredero forzoso no perjudica la legítima. Se reducirá la institución 

de heredero antes que los legados, mejoras y demás disposiciones testamentarias.
Sin embargo, la preterición no intencional de hijos o descendientes producirá los 

siguientes efectos:
1.° Si resultaren preteridos todos, se anularán las disposiciones testamentarias de 

contenido patrimonial.
2.° En otro caso, se anulará la institución de herederos, pero valdrán las mandas y 

mejoras ordenadas por cualquier título, en cuanto unas y otras no sean inoficiosas. No 
obstante, la institución de heredero a favor del cónyuge sólo se anulará en cuanto perjudique 
a las legítimas.

Los descendientes de otro descendiente que no hubiere sido preterido, representan a 
éste en la herencia del ascendiente y no se consideran preteridos.

Si los herederos forzosos preteridos mueren antes que el testador, el testamento surtirá 
todos sus efectos.

A salvo las legítimas tendrá preferencia en todo caso lo ordenado por el testador.

[ . . . ]
Artículo 822.  

La donación o legado de un derecho de habitación sobre la vivienda habitual que su 
titular haga a favor de un legitimario que se encuentre en una situación de discapacidad, no 
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se computará para el cálculo de las legítimas si en el momento del fallecimiento ambos 
estuvieren conviviendo en ella.

Este derecho de habitación se atribuirá por ministerio de la ley en las mismas 
condiciones al legitimario que se halle en la situación prevista en el párrafo anterior, que lo 
necesite y que estuviere conviviendo con el fallecido, a menos que el testador hubiera 
dispuesto otra cosa o lo hubiera excluido expresamente, pero su titular no podrá impedir que 
continúen conviviendo los demás legitimarios mientras lo necesiten.

El derecho a que se refieren los dos párrafos anteriores será intransmisible.
Lo dispuesto en los dos primeros párrafos no impedirá la atribución al cónyuge de los 

derechos regulados en los artículos 1406 y 1407 de este Código, que coexistirán con el de 
habitación.

Sección 6.ª De las mejoras

[ . . . ]
Artículo 831.  

1. No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, podrán conferirse facultades al 
cónyuge en testamento para que, fallecido el testador, pueda realizar a favor de los hijos o 
descendientes comunes mejoras incluso con cargo al tercio de libre disposición y, en 
general, adjudicaciones o atribuciones de bienes concretos por cualquier título o concepto 
sucesorio o particiones, incluidas las que tengan por objeto bienes de la sociedad conyugal 
disuelta que esté sin liquidar.

Estas mejoras, adjudicaciones o atribuciones podrán realizarse por el cónyuge en uno o 
varios actos, simultáneos o sucesivos. Si no se le hubiere conferido la facultad de hacerlo en 
su propio testamento o no se le hubiere señalado plazo, tendrá el de dos años contados 
desde la apertura de la sucesión o, en su caso, desde la emancipación del último de los hijos 
comunes.

Las disposiciones del cónyuge que tengan por objeto bienes específicos y determinados, 
además de conferir la propiedad al hijo o descendiente favorecido, le conferirán también la 
posesión por el hecho de su aceptación, salvo que en ellas se establezca otra cosa.

2. Corresponderá al cónyuge sobreviviente la administración de los bienes sobre los que 
pendan las facultades a que se refiere el párrafo anterior.

3. El cónyuge, al ejercitar las facultades encomendadas, deberá respetar las legítimas 
estrictas de los descendientes comunes y las mejoras y demás disposiciones del causante 
en favor de ésos.

De no respetarse la legítima estricta de algún descendiente común o la cuota de 
participación en los bienes relictos que en su favor hubiere ordenado el causante, el 
perjudicado podrá pedir que se rescindan los actos del cónyuge en cuanto sea necesario 
para dar satisfacción al interés lesionado.

Se entenderán respetadas las disposiciones del causante a favor de los hijos o 
descendientes comunes y las legítimas cuando unas u otras resulten suficientemente 
satisfechas aunque en todo o en parte lo hayan sido con bienes pertenecientes sólo al 
cónyuge que ejercite las facultades.

4. La concesión al cónyuge de las facultades expresadas no alterará el régimen de las 
legítimas ni el de las disposiciones del causante, cuando el favorecido por unas u otras no 
sea descendiente común. En tal caso, el cónyuge que no sea pariente en línea recta del 
favorecido tendrá poderes, en cuanto a los bienes afectos a esas facultades, para actuar por 
cuenta de los descendientes comunes en los actos de ejecución o de adjudicación relativos 
a tales legítimas o disposiciones.

Cuando algún descendiente que no lo sea del cónyuge supérstite hubiera sufrido 
preterición no intencional en la herencia del premuerto, el ejercicio de las facultades 
encomendadas al cónyuge no podrá menoscabar la parte del preterido.

5. Las facultades conferidas al cónyuge cesarán desde que hubiere pasado a ulterior 
matrimonio o a relación de hecho análoga o tenido algún hijo no común, salvo que el 
testador hubiera dispuesto otra cosa.
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6. Las disposiciones de los párrafos anteriores también serán de aplicación cuando las 
personas con descendencia común no estén casadas entre sí.

[ . . . ]
Sección 7.ª Derechos del cónyuge viudo

Artículo 834.  
El cónyuge que al morir su consorte no se hallase separado de éste legalmente o de 

hecho, si concurre a la herencia con hijos o descendientes, tendrá derecho al usufructo del 
tercio destinado a mejora.

Artículo 835.  
Si entre los cónyuges separados hubiera mediado reconciliación notificada al Juzgado 

que conoció de la separación o al Notario que otorgó la escritura pública de separación de 
conformidad con el artículo 84 de este Código, el sobreviviente conservará sus derechos.

Artículo 836.  
(Suprimido)

Artículo 837.  
No existiendo descendientes, pero sí ascendientes, el cónyuge sobreviviente tendrá 

derecho al usufructo de la mitad de la herencia.

Artículo 838.  
No existiendo descendientes ni ascendientes el cónyuge sobreviviente tendrá derecho al 

usufructo de los dos tercios de la herencia.

Artículo 839.  
Los herederos podrán satisfacer al cónyuge su parte de usufructo, asignándole una renta 

vitalicia, los productos de determinados bienes, o un capital en efectivo, procediendo de 
mutuo acuerdo y, en su defecto, por virtud de mandato judicial.

Mientras esto no se realice, estarán afectos todos los bienes de la herencia al pago de la 
parte de usufructo que corresponda al cónyuge.

Artículo 840.  
Cuando el cónyuge viudo concurra con hijos sólo del causante, podrá exigir que su 

derecho de usufructo le sea satisfecho, a elección de los hijos, asignándole un capital en 
dinero o un lote de bienes hereditarios.

[ . . . ]
Sección 9.ª De la desheredación

[ . . . ]
Artículo 855.  

Serán justas causas para desheredar al cónyuge, además de las señaladas en el artículo 
756 con los números 2.º, 3.º, 5.º y 6.º, las siguientes:

1.ª Haber incumplido grave o reiteradamente los deberes conyugales.
2.ª Las que dan lugar a la pérdida de la patria potestad, conforme el artículo 170.
3.ª Haber negado alimentos a los hijos o al otro cónyuge.
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4.ª Haber atentado contra la vida del cónyuge testador, si no hubiere mediado 
reconciliación.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

De la sucesión intestada

Sección 1.ª Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 913.  

A falta de herederos testamentarios, la ley defiere a los parientes del difunto, al viudo o 
viuda y al Estado.

[ . . . ]
Sección 3.ª De la sucesión del cónyuge y de los colaterales

Artículo 943.  
A falta de las personas comprendidas en las dos Secciones que preceden, heredarán el 

cónyuge y los parientes colaterales por el orden que se establece en los artículos siguientes.

Artículo 944.  
En defecto de ascendientes y descendientes, y antes que los colaterales, sucederá en 

todos los bienes del difunto el cónyuge sobreviviente.

Artículo 945.  
No tendrá lugar el llamamiento a que se refiere el artículo anterior si el cónyuge estuviere 

separado legalmente o de hecho.

[ . . . ]
Artículo 954.  

No habiendo cónyuge supérstite, ni hermanos ni hijos de hermanos, sucederán en la 
herencia del difunto los demás parientes del mismo en línea colateral hasta el cuarto grado, 
más allá del cual no se extiende el derecho de heredar abintestato.

[ . . . ]
CAPÍTULO V

Disposiciones comunes a las herencias por testamento o sin él

[ . . . ]
Artículo 958 bis.  

Todas las referencias realizadas a la viuda en esta sección, se entenderán hechas a la 
viuda o al cónyuge supérstite gestante.

[ . . . ]
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Sección 2.ª De los bienes sujetos a reserva

Artículo 968.  
Además de la reserva impuesta en el artículo 811, el viudo o viuda que pase a segundo 

matrimonio estará obligado a reservar a los hijos y descendientes del primero la propiedad 
de todos los bienes que haya adquirido de su difunto consorte por testamento, por sucesión 
intestada, donación u otro cualquier título lucrativo; pero no su mitad de gananciales.

Artículo 969.  
La disposición del artículo anterior es aplicable a los bienes que, por los títulos en él 

expresados, haya adquirido el viudo o viuda de cualquiera de los hijos de su primer 
matrimonio y los que haya habido de los parientes del difunto por consideración a éste.

Artículo 970.  
Cesará la obligación de reservar cuando los hijos de un matrimonio, mayores de edad, 

que tengan derecho a los bienes, renuncien expresamente a él, o cuando se trate de cosas 
dadas o dejadas por los hijos a su padre o a su madre, sabiendo que estaban segunda vez 
casados.

Artículo 971.  
Cesará además la reserva si al morir el padre o la madre que contrajo segundo 

matrimonio no existen hijos ni descendientes del primero.

Artículo 972.  
A pesar de la obligación de reservar, podrá el padre o madre, segunda vez casado, 

mejorar en los bienes reservables a cualquiera de los hijos o descendientes del primer 
matrimonio, conforme a lo dispuesto en el artículo 823.

Artículo 973.  
Si el padre o la madre no hubiere usado, en todo o en parte, de la facultad que le 

concede el artículo anterior, los hijos y descendientes del primer matrimonio sucederán en 
los bienes sujetos a reserva, conforme a las reglas prescritas para la sucesión en línea 
descendente, aunque a virtud de testamento hubiesen heredado desigualmente al cónyuge 
premuerto o hubiesen repudiado su herencia.

El hijo desheredado justamente por el padre o por la madre perderá todo derecho a la 
reserva, pero si tuviere hijos o descendientes, se estará a lo dispuesto en el artículo 857 y en 
el número 2 del artículo 164.

Artículo 974.  
Serán válidas las enajenaciones de los bienes inmuebles reservables hechas por el 

cónyuge sobreviviente antes de celebrar segundas bodas, con la obligación, desde que las 
celebrare, de asegurar el valor de aquéllos a los hijos y descendientes del primer 
matrimonio.

Artículo 975.  
La enajenación que de los bienes inmuebles sujetos a reserva hubiere hecho el viudo o 

la viuda después de contraer segundo matrimonio subsistirá únicamente si a su muerte no 
quedan hijos ni descendientes del primero, sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley 
Hipotecaria.

Artículo 976.  
Las enajenaciones de los bienes muebles hechas antes o después de contraer segundo 

matrimonio serán válidas, salva siempre la obligación de indemnizar.
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Artículo 977.  
El viudo o la viuda, al repetir matrimonio, hará inventariar todos los bienes sujetos a 

reserva, anotar en el Registro de la Propiedad la calidad de reservables de los inmuebles 
con arreglo a lo dispuesto en la Ley Hipotecaria y tasar los muebles.

Artículo 978.  
Estará, además, obligado el viudo o viuda, al repetir matrimonio, a asegurar con 

hipoteca:
1.º La restitución de los bienes muebles no enajenados en el estado que tuvieren al 

tiempo de su muerte.
2.º El abono de los deterioros ocasionados o que se ocasionaren por su culpa o 

negligencia.
3.º La devolución del precio que hubiese recibido por los bienes muebles enajenados o la 

entrega del valor que tenían al tiempo de la enajenación, si ésta se hubiese hecho a título 
gratuito.

4.º El valor de los bienes inmuebles válidamente enajenados.

Artículo 979.  
Lo dispuesto en los artículos anteriores para el caso de segundo matrimonio rige 

igualmente en el tercero y ulteriores.

Artículo 980.  
La obligación de reservar impuesta en los anteriores artículos será también aplicable:
1.° Al viudo que durante el matrimonio haya tenido o en estado de viudez tenga un hijo 

no matrimonial.
2.° Al viudo que adopte a otra persona. Se exceptúa el caso de que el adoptado sea hijo 

del consorte de quien descienden los que serían reservatarios.
Dicha obligación de reservar surtirá efecto, respectivamente, desde el nacimiento o la 

adopción del hijo.

[ . . . ]
Sección 4.ª De la aceptación y repudiación de la herencia

[ . . . ]
Artículo 995.  

Cuando la herencia sea aceptada sin beneficio de inventario, por persona casada y no 
concurra el otro cónyuge, prestando su consentimiento a la aceptación, no responderán de 
las deudas hereditarias los bienes de la sociedad conyugal.

[ . . . ]
CAPÍTULO VI

De la colación y partición

Sección 1.ª De la colación

[ . . . ]
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Artículo 1040.  
Tampoco se traerán a colación las donaciones hechas al consorte del hijo; pero si 

hubieren sido hechas por el padre conjuntamente a los dos, el hijo estará obligado a 
colacionar la mitad de la cosa donada.

[ . . . ]
Artículo 1046.  

La dote o donación hecha por ambos cónyuges se colacionará por mitad en la herencia 
de cada uno de ellos. La hecha por uno solo se colacionará en su herencia.

[ . . . ]
Sección 2.ª De la partición

[ . . . ]
Artículo 1053.  

Cualquiera de los cónyuges podrá pedir la partición de la herencia sin intervención del 
otro.

[ . . . ]
LIBRO CUARTO

De las obligaciones y contratos

[ . . . ]
TÍTULO II

De los contratos

[ . . . ]
CAPÍTULO II

De los requisitos esenciales para la validez de los contratos

[ . . . ]
Sección 1.ª Del consentimiento

[ . . . ]
Artículo 1267.  

Hay violencia cuando para arrancar el consentimiento se emplea una fuerza irresistible.
Hay intimidación cuando se inspira a uno de los contratantes el temor racional y fundado 

de sufrir un mal inminente y grave en su persona o bienes, o en la persona o bienes de su 
cónyuge, descendientes o ascendientes.

Para calificar la intimidación debe atenderse a la edad y a la condición de la persona.
El temor de desagradar a las personas a quienes se debe sumisión y respeto no anulará 

el contrato.

[ . . . ]
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CAPÍTULO III
De la eficacia de los contratos

[ . . . ]
Artículo 1280.  

Deberán constar en documento público:
1.º Los actos y contratos que tengan por objeto la creación, transmisión, modificación o 

extinción de derechos reales sobre bienes inmuebles.
2.º Los arrendamientos de estos mismos bienes por seis o más años, siempre que deban 

perjudicar a tercero.
3.º Las capitulaciones matrimoniales y sus modificaciones.
4.º La cesión, repudiación y renuncia de los derechos hereditarios o de los de la 

sociedad conyugal.
5.º El poder para contraer matrimonio, el general para pleitos y los especiales que deban 

presentarse en juicio; el poder para administrar bienes, y de cualquier otro que tenga por 
objeto un acto redactado o que deba redactarse en escritura pública, o haya de perjudicar a 
tercero.

6.º La cesión de acciones o derechos procedentes de un acto consignado en escritura 
pública.

También deberán hacerse constar por escrito, aunque sea privado, los demás contratos 
en que la cuantía de las prestaciones de uno o de los dos contratantes exceda de 1.500 
pesetas.

[ . . . ]
CAPÍTULO VI

De la nulidad de los contratos

[ . . . ]
Artículo 1301.  

La acción de nulidad caducará a los cuatro años. Ese tiempo empezará a correr:
1.º En los casos de intimidación o violencia, desde el día en que estas hubiesen cesado.
2.º En los de error, o dolo, o falsedad de la causa, desde la consumación del contrato.
3.º Cuando la acción se refiera a los contratos celebrados por los menores, desde que 

salieren de la patria potestad o la tutela.
4.º Cuando la acción se refiera a los contratos celebrados por personas con 

discapacidad prescindiendo de las medidas de apoyo previstas cuando fueran precisas, 
desde la celebración del contrato.

5.º Si la acción se dirigiese a invalidar actos o contratos realizados por uno de los 
cónyuges sin consentimiento del otro, cuando este consentimiento fuere necesario, desde el 
día de la disolución de la sociedad conyugal o del matrimonio salvo que antes hubiese tenido 
conocimiento suficiente de dicho acto o contrato.

[ . . . ]
TÍTULO III

Del régimen económico matrimonial
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CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1315.  
El régimen económico del matrimonio será el que los cónyuges estipulen en 

capitulaciones matrimoniales, sin otras limitaciones que las establecidas en este Código.

Artículo 1316.  
A falta de capitulaciones o cuando éstas sean ineficaces, el régimen será el de la 

sociedad de gananciales.

Artículo 1317.  
La modificación del régimen económico matrimonial realizada durante el matrimonio no 

perjudicará en ningún caso los derechos ya adquiridos por terceros.

Artículo 1318.  
Los bienes de los cónyuges están sujetos al levantamiento de las cargas del matrimonio.
Cuando uno de los cónyuges incumpliere su deber de contribuir al levantamiento de 

estas cargas, el Juez, a instancia del otro, dictará las medidas cautelares que estime 
conveniente a fin de asegurar su cumplimiento y los anticipos necesarios o proveer a las 
necesidades futuras.

Cuando un cónyuge carezca de bienes propios suficientes, los gastos necesarios 
causados en litigios que sostenga contra el otro cónyuge sin mediar mala fe o temeridad, o 
contra tercero si redundan en provecho de la familia, serán a cargo del caudal común y, 
faltando éste, se sufragarán a costa de los bienes propios del otro cónyuge cuando la 
posición económica de éste impida al primero, por imperativo de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, la obtención del beneficio de justicia gratuita.

Artículo 1319.  
Cualquiera de los cónyuges podrá realizar los actos encaminados a atender las 

necesidades ordinarias de la familia, encomendadas a su cuidado, conforme al uso del lugar 
y a las circunstancias de la misma.

De las deudas contraídas en el ejercicio de esta potestad responderán solidariamente los 
bienes comunes y los del cónyuge que contraiga la deuda y, subsidiariamente, los del otro 
cónyuge.

El que hubiere aportado caudales propios para satisfacción de tales necesidades tendrá 
derecho a ser reintegrado de conformidad con su régimen matrimonial.

Artículo 1320.  
Para disponer de los derechos sobre la vivienda habitual y los muebles de uso ordinario 

de la familia, aunque tales derechos pertenezcan a uno solo de los cónyuges, se requerirá el 
consentimiento de ambos o, en su caso, autorización judicial.

La manifestación errónea o falsa del disponente sobre el carácter de la vivienda no 
perjudicará al adquirente de buena fe.

Artículo 1321.  
Fallecido uno de los cónyuges, las ropas, el mobiliario y enseres que constituyan el ajuar 

de la vivienda habitual común de los esposos se entregarán al que sobreviva, sin 
computárselo en su haber.

No se entenderán comprendidos en el ajuar las alhajas, objetos artísticos, históricos y 
otros de extraordinario valor.
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Artículo 1322.  
Cuando la Ley requiera para un acto de administración o disposición que uno de los 

cónyuges actúe con el consentimiento del otro, los realizados sin él y que no hayan sido 
expresa o tácitamente confirmados podrán ser anulados a instancia del cónyuge cuyo 
consentimiento se haya omitido o de sus herederos.

No obstante, serán nulos los actos a título gratuito sobre bienes comunes si falta, en 
tales casos, el consentimiento del otro cónyuge.

Artículo 1323.  
Los cónyuges podrán transmitirse por cualquier título bienes y derechos y celebrar entre 

sí toda clase de contratos.

Artículo 1324.  
Para probar entre cónyuges que determinados bienes son propios de uno de ellos, será 

bastante la confesión del otro, pero tal confesión por sí sola no perjudicará a los herederos 
forzosos del confesante, ni a los acreedores, sean de la comunidad o de cada uno de los 
cónyuges.

CAPÍTULO II
De las capitulaciones matrimoniales

Artículo 1325.  
En capitulaciones matrimoniales podrán los otorgantes estipular, modificar o sustituir el 

régimen económico de su matrimonio o cualesquiera otras disposiciones por razón del 
mismo.

Artículo 1326.  
Las capitulaciones matrimoniales podrán otorgarse antes o después de celebrado el 

matrimonio.

Artículo 1327.  
Para su validez, las capitulaciones habrán de constar en escritura pública.

Artículo 1328.  
Será nula cualquier estipulación contraria a las Leyes o a las buenas costumbres o 

limitativa de la igualdad de derechos que corresponda a cada cónyuge.

Artículo 1329.  
El menor no emancipado que con arreglo a la Ley pueda casarse podrá otorgar 

capitulaciones, pero necesitará el concurso y consentimiento de sus padres o tutor, salvo 
que se limite a pactar el régimen de separación o el de participación.

Artículo 1330.  
(Suprimido)

Artículo 1331.  
Para que sea válida la modificación de las capitulaciones matrimoniales deberá 

realizarse con la asistencia y concurso de las personas que en éstas intervinieron como 
otorgantes si vivieren y la modificación afectare a derechos concedidos por tales personas.
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Artículo 1332.  
La existencia de pactos modificativos de anteriores capitulaciones se indicará mediante 

nota en la escritura que contenga la anterior estipulación y el Notario lo hará constar en las 
copias que expida.

Artículo 1333.  
En toda inscripción de matrimonio en el Registro Civil se hará mención, en su caso, de 

las capitulaciones matrimoniales que se hubieren otorgado, así como de los pactos, 
resoluciones judiciales y demás hechos que modifiquen el régimen económico del 
matrimonio. Si aquéllas o éstos afectaren a inmuebles, se tomará razón en el Registro de la 
Propiedad, en la forma y a los efectos previstos en la Ley Hipotecaria.

Artículo 1334.  
Todo lo que se estipule en capitulaciones bajo el supuesto de futuro matrimonio quedará 

sin efecto en el caso de no contraerse en el plazo de un año.

Artículo 1335.  
La invalidez de las capitulaciones matrimoniales se regirá por las reglas generales de los 

contratos. Las consecuencias de la anulación no perjudicarán a terceros de buena fe.

CAPÍTULO III
De las donaciones por razón de matrimonio

Artículo 1336.  
Son donaciones por razón de matrimonio las que cualquier persona hace, antes de 

celebrarse, en consideración al mismo y en favor de uno o de los dos esposos.

Artículo 1337.  
Estas donaciones se rigen por las reglas ordinarias en cuanto no se modifiquen por los 

artículos siguientes.

Artículo 1338.  
El menor no emancipado que con arreglo a la Ley pueda casarse, también puede en 

capitulaciones matrimoniales o fuera de ellas hacer donaciones por razón de su matrimonio, 
con la autorización de sus padres o del tutor. Para aceptarlas, se estará a lo dispuesto en el 
título II del libro III de este Código.

Artículo 1339.  
Los bienes donados conjuntamente a los esposos pertenecerán a ambos en pro indiviso 

ordinario y por partes iguales, salvo que el donante haya dispuesto otra cosa.

Artículo 1340.  
El que diere o prometiere por razón de matrimonio sólo estará obligado a saneamiento 

por evicción o vicios ocultos si hubiere actuado con mala fe.

Artículo 1341.  
Por razón de matrimonio los futuros esposos podrán donarse bienes presentes.
Igualmente podrán donarse antes del matrimonio en capitulaciones bienes futuros, sólo 

para el caso de muerte, y en la medida marcada por las disposiciones referentes a la 
sucesión testada.
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Artículo 1342.  
Quedarán sin efecto las donaciones por razón de matrimonio si no llegara a contraerse 

en el plazo de un año.

Artículo 1343.  
Estas donaciones serán revocables por las causas comunes, excepto la supervivencia o 

superveniencia de hijos.
En las otorgadas por terceros, se reputará incumplimiento de cargas, además de 

cualesquiera otras específicas a que pudiera haberse subordinado la donación, la anulación 
del matrimonio por cualquier causa, la separación y el divorcio si al cónyuge donatario le 
fueren imputables, según la sentencia, los hechos que los causaron.

En las otorgadas por los contrayentes, se reputará incumplimiento de cargas, además de 
las específicas, la anulación del matrimonio si el donatario hubiere obrado de mala fe. Se 
estimará ingratitud además de los supuestos legales, el que el donatario incurra en causa de 
desheredación del artículo 855 o le sea imputable, según la sentencia, la causa de 
separación o divorcio.

CAPÍTULO IV
De la sociedad de gananciales

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 1344.  
Mediante la sociedad de gananciales se hacen comunes para los cónyuges las 

ganancias o beneficios obtenidos indistintamente por cualquiera de ellos, que les serán 
atribuidos por mitad al disolverse aquella.

Artículo 1345.  
La sociedad de gananciales empezará en el momento de la celebración del matrimonio 

o, posteriormente, al tiempo de pactarse en capitulaciones.

Sección 2.ª De los bienes privativos y comunes

Artículo 1346.  
Son privativos de cada uno de los cónyuges:
1.° Los bienes, animales y derechos que le pertenecieran al comenzar la sociedad.
2.° Los que adquiera después por título gratuito.
3.° Los adquiridos a costa o en sustitución de bienes privativos.
4.° Los adquiridos por derecho de retracto perteneciente a uno solo de los cónyuges.
5.° Los bienes y derechos patrimoniales inherentes a la persona y los no transmisibles 

ínter vivos.
6.° El resarcimiento por daños inferidos a la persona de uno de los cónyuges o a sus 

bienes privativos.
7.° Las ropas y objetos de uso personal que no sean de extraordinario valor.
8.° Los instrumentos necesarios para el ejercicio de la profesión u oficio, salvo cuando 

éstos sean parte integrante o pertenencias de un establecimiento o explotación de carácter 
común.

Los bienes mencionados en los apartados 4.° y 8.° no perderán su carácter de privativos 
por el hecho de que su adquisición se haya realizado con fondos comunes; pero, en este 
caso, la sociedad será acreedora del cónyuge propietario por el valor satisfecho.

Artículo 1347.  
Son bienes gananciales:
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1.° Los obtenidos por el trabajo o la industria de cualquiera de los cónyuges.
2.° Los frutos, rentas o intereses que produzcan tanto los bienes privativos como los 

gananciales.
3.° Los adquiridos a título oneroso a costa del caudal común, bien se haga la adquisición 

para la comunidad, bien para uno solo de los esposos.
4.° Los adquiridos por derecho de retracto de carácter ganancial, aun cuando lo fueran 

con fondos privativos, en cuyo caso la sociedad será deudora del cónyuge por el valor 
satisfecho.

5.° Las Empresas y establecimientos fundados durante la vigencia de la sociedad por 
uno cualquiera de los cónyuges a expensas de los bienes comunes. Si a la formación de la 
Empresa o establecimiento concurren capital privativo y capital común, se aplicará lo 
dispuesto en el artículo 1.354.

Artículo 1348.  
Siempre que pertenezca privativamente a uno de los cónyuges una cantidad o crédito 

pagadero en cierto número de años, no serán gananciales las sumas que se cobren en los 
plazos vencidos durante el matrimonio, sino que se estimarán capital de uno u otro cónyuge, 
según a quien pertenezca el crédito.

Artículo 1349.  
El derecho de usufructo o de pensión, perteneciente a uno de los cónyuges, formará 

parte de sus bienes propios; pero los frutos, pensiones o intereses devengados durante el 
matrimonio serán gananciales.

Artículo 1350.  
Se reputarán gananciales las cabezas de ganado que al disolverse la sociedad excedan 

del número aportado por cada uno de los cónyuges con carácter privativo.

Artículo 1351.  
Las ganancias obtenidas por cualquiera de los cónyuges en el juego o las procedentes 

de otras causas que eximan de la restitución pertenecerán a la sociedad de gananciales.

Artículo 1352.  
Las nuevas acciones u otros títulos o participaciones sociales suscritos como 

consecuencia de la titularidad de otros privativos serán también privativos. Asimismo lo 
serán las cantidades obtenidas por la enajenación del derecho a suscribir.

Si para el pago de la suscripción se utilizaren fondos comunes o se emitieran las 
acciones con cargo a los beneficios, se reembolsará el valor satisfecho.

Artículo 1353.  
Los bienes donados o dejados en testamento a los cónyuges conjuntamente y sin 

especial designación de partes, constante la sociedad, se entenderán gananciales, siempre 
que la liberalidad fuera aceptada por ambos y el donante o testador no hubiere dispuesto lo 
contrario.

Artículo 1354.  
Los bienes adquiridos mediante precio o contraprestación, en parte ganancial y en parte 

privativo, corresponderán pro indiviso a la sociedad de gananciales y al cónyuge o cónyuges 
en proporción al valor de las aportaciones respectivas.

Artículo 1355.  
Podrán los cónyuges, de común acuerdo, atribuir la condición de gananciales a los 

bienes que adquieran a título oneroso durante el matrimonio, cualquiera que sea la 
procedencia del precio o contraprestación y la forma y plazos en que se satisfaga.
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Si la adquisición se hiciere en forma conjunta y sin atribución de cuotas, se presumirá su 
voluntad favorable al carácter ganancial de tales bienes.

Artículo 1356.  
Los bienes adquiridos por uno de los cónyuges, constante la sociedad por precio 

aplazado, tendrán naturaleza ganancial si el primer desembolso tuviera tal carácter, aunque 
los plazos restantes se satisfagan con dinero privativo. Si el primer desembolso tuviere 
carácter privativo, el bien será de esta naturaleza.

Artículo 1357.  
Los bienes comprados a plazos por uno de los cónyuges antes de comenzar la sociedad 

tendrán siempre carácter privativo, aun cuando la totalidad o parte del precio aplazado se 
satisfaga con dinero ganancial.

Se exceptúan la vivienda y ajuar familiares, respecto de los cuales se aplicará el artículo 
1.354.

Artículo 1358.  
Cuando conforme a este Código los bienes sean privativos o gananciales, con 

independencia de la procedencia del caudal con que la adquisición se realice, habrá de 
reembolsarse el valor satisfecho a costa, respectivamente, del caudal común o del propio, 
mediante el reintegro de su importe actualizado al tiempo de la liquidación.

Artículo 1359.  
Las edificaciones, plantaciones y cualesquiera otras mejoras que se realicen en los 

bienes gananciales y en los privativos tendrán el carácter correspondiente a los bienes a que 
afecten, sin perjuicio del reembolso del valor satisfecho.

No obstante, si la mejora hecha en bienes privativos fuese debida a la inversión de 
fondos comunes o a la actividad de cualquiera de los cónyuges, la sociedad será acreedora 
del aumento del valor que los bienes tengan como consecuencia de la mejora, al tiempo de 
la disolución de la sociedad o de la enajenación del bien mejorado.

Artículo 1360.  
Las mismas reglas del artículo anterior se aplicarán a los incrementos patrimoniales 

incorporados a una explotación, establecimiento mercantil u otro género de empresa.

Artículo 1361.  
Se presumen gananciales los bienes existentes en el matrimonio mientras no se pruebe 

que pertenecen privativamente a uno de los dos cónyuges.

Sección 3.ª De las cargas y obligaciones de la sociedad de gananciales

Artículo 1362.  
Serán de cargo de la sociedad de gananciales los gastos que se originen por alguna de 

las siguientes causas:
1.ª El sostenimiento de la familia, la alimentación y educación de los hijos comunes y las 

atenciones de previsión acomodadas a los usos y a las circunstancias de la familia.
La alimentación y educación de los hijos de uno solo de los cónyuges correrá a cargo de 

la sociedad de gananciales cuando convivan en el hogar familiar. En caso contrario, los 
gastos derivados de estos conceptos serán sufragados por la sociedad de gananciales, pero 
darán lugar a reintegro en el momento de la liquidación.

2.ª La adquisición, tenencia y disfrute de los bienes comunes.
3.ª La administración ordinaria de los bienes privativos de cualquiera de los cónyuges.
4.ª La explotación regular de los negocios o el desempeño de la profesión, arte u oficio 

de cada cónyuge.
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Artículo 1363.  
Serán también de cargo de la sociedad las cantidades donadas o prometidas por ambos 

cónyuges de común acuerdo, cuando no hubiesen pactado que hayan de satisfacerse con 
los bienes privativos de uno de ellos en todo o en parte.

Artículo 1364.  
El cónyuge que hubiere aportado bienes privativos para los gastos o pagos que sean de 

cargo de la sociedad tendrá derecho a ser reintegrado del valor a costa del patrimonio 
común.

Artículo 1365.  
Los bienes gananciales responderán directamente frente al acreedor de las deudas 

contraídas por un cónyuge:
1.° En el ejercicio de la potestad doméstica o de la gestión o disposición de gananciales, 

que por ley o por capítulos le corresponda.
2.º En el ejercicio de la profesión, arte u oficio o en la administración ordinaria de los 

propios bienes.

Artículo 1366.  
Las obligaciones extracontractuales de un cónyuge, consecuencia de su actuación en 

beneficio de la sociedad conyugal o en el ámbito de la administración de los bienes, serán de 
la responsabilidad y cargo de aquélla, salvo si fuesen debidas a dolo o culpa grave del 
cónyuge deudor.

Artículo 1367.  
Los bienes gananciales responderán en todo caso de las obligaciones contraídas por los 

dos cónyuges conjuntamente o por uno de ellos con el consentimiento expreso del otro.

Artículo 1368.  
También responderán los bienes gananciales de las obligaciones contraídas por uno solo 

de los cónyuges en caso de separación de hecho para atender a los gastos de 
sostenimiento, previsión y educación de los hijos que estén a cargo de la sociedad de 
gananciales.

Artículo 1369.  
De las deudas de un cónyuge que sean, además, deudas de la sociedad responderán 

también solidariamente los bienes de ésta.

Artículo 1370.  
Por el precio aplazado del bien ganancial adquirido por un cónyuge sin el consentimiento 

del otro responderá siempre el bien adquirido, sin perjuicio de la responsabilidad de otros 
bienes según las reglas de este Código.

Artículo 1371.  
Lo perdido y pagado durante el matrimonio por alguno de los cónyuges en cualquier 

clase de juego no disminuirá su parte respectiva de los gananciales siempre que el importe 
de aquella pérdida pudiere considerarse moderada con arreglo al uso y circunstancias de la 
familia.

Artículo 1372.  
De lo perdido y no pagado por alguno de los cónyuges en los juegos en que la ley 

concede acción para reclamar lo que se gane responden exclusivamente los bienes 
privativos del deudor.
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Artículo 1373.  
Cada cónyuge responde con su patrimonio personal de las deudas propias y, si sus 

bienes privativos no fueran suficientes para hacerlas efectivas, el acreedor podrá pedir el 
embargo de bienes gananciales, que será inmediatamente notificado al otro cónyuge y éste 
podrá exigir que en la traba se sustituyan los bienes comunes por la parte que ostenta el 
cónyuge deudor en la sociedad conyugal, en cuyo caso el embargo llevará consigo la 
disolución de aquélla.

Si se realizase la ejecución sobre bienes comunes, se reputará que el cónyuge deudor 
tiene recibido a cuenta de su participación el valor de aquéllos al tiempo en que los abone 
con otros caudales propios o al tiempo de liquidación de la sociedad conyugal.

Artículo 1374.  
Tras la disolución a que se refiere el artículo anterior se aplicará el régimen de 

separación de bienes, salvo que, en el plazo de tres meses, el cónyuge del deudor opte en 
documento público por el comienzo de una nueva sociedad de gananciales.

Sección 4.ª De la administración de la sociedad de gananciales

Artículo 1375.  
En defecto de pacto en capitulaciones, la gestión y disposiciones de los bienes 

gananciales corresponde conjuntamente a los cónyuges, sin perjuicio de lo que se determina 
en los artículos siguientes.

Artículo 1376.  
Cuando en la realización de actos de administración fuere necesario el consentimiento 

de ambos cónyuges y uno se hallare impedido para prestarlo, o se negare injustificadamente 
a ello, podrá el Juez suplirlo si encontrare fundada la petición.

Artículo 1377.  
Para realizar actos de disposición a título oneroso sobre bienes gananciales se requerirá 

el consentimiento de ambos cónyuges.
Si uno lo negare o estuviere impedido para prestarlo, podrá el Juez autorizar uno o 

varios actos dispositivos cuando lo considere de interés para la familia. Excepcionalmente 
acordará las limitaciones o cautelas que estime convenientes.

Artículo 1378.  
Serán nulos los actos a título gratuito si no concurre el consentimiento de ambos 

cónyuges. Sin embargo, podrá cada uno de ellos realizar con los bienes gananciales 
liberalidades de uso.

Artículo 1379.  
Cada uno de los cónyuges podrá disponer por testamento de la mitad de los bienes 

gananciales.

Artículo 1380.  
La disposición testamentaria de un bien ganancial producirá todos sus efectos si fuere 

adjudicado a la herencia del testador. En caso contrario se entenderá legado el valor que 
tuviera al tiempo del fallecimiento.

Artículo 1381.  
Los frutos y ganancias de los patrimonios privativos y las ganancias de cualquiera de los 

cónyuges forman parte del haber de la sociedad y están sujetos a las cargas y 
responsabilidades de la sociedad de gananciales. Sin embargo, cada cónyuge, como 
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administrador de su patrimonio privativo, podrá a este solo efecto disponer de los frutos y 
productos de sus bienes.

Artículo 1382.  
Cada cónyuge podrá, sin el consentimiento del otro, pero siempre con su conocimiento, 

tomar como anticipo el numerario ganancial que le sea necesario, de acuerdo con los usos y 
circunstancias de la familia, para el ejercicio de su profesión o la administración ordinaria de 
sus bienes.

Artículo 1383.  
Deben los cónyuges informarse recíproca y periódicamente sobre la situación y 

rendimientos de cualquier actividad económica suya.

Artículo 1384.  
Serán válidos los actos de administración de bienes y los de disposición de dinero o 

títulos valores realizados por el cónyuge a cuyo nombre figuren o en cuyo poder se 
encuentren.

Artículo 1385.  
Los derechos de crédito, cualquiera que sea su naturaleza, serán ejercitados por aquel 

de los cónyuges a cuyo nombre aparezcan constituidos.
Cualquiera de los cónyuges podrá ejercitar la defensa de los bienes y derechos comunes 

por vía de acción o de excepción.

Artículo 1386.  
Para realizar gastos urgentes de carácter necesario, aun cuando sean extraordinarios, 

bastará el consentimiento de uno sólo de los cónyuges.

Artículo 1387.  
La administración y disposición de los bienes de la sociedad de gananciales se 

transferirá por ministerio de la ley al cónyuge nombrado curador de su consorte con 
discapacidad, cuando le hayan sido atribuidas facultades de representación plena.

Artículo 1388.  
Los Tribunales podrán conferir la administración a uno solo de los cónyuges cuando el 

otro se encontrare en imposibilidad de prestar consentimiento o hubiere abandonado la 
familia o existiere separación de hecho.

Artículo 1389.  
El cónyuge en quien recaiga la administración en virtud de lo dispuesto en los dos 

artículos anteriores tendrá para ello plenas facultades, salvo que el Juez, cuando lo 
considere de interés para la familia, establezca cautelas o limitaciones.

En todo caso, para realizar actos de disposición sobre inmuebles, establecimientos 
mercantiles, objetos preciosos o valores mobiliarios, salvo el derecho de suscripción 
preferente, necesitará autorización judicial.

Artículo 1390.  
Si como consecuencia de un acto de administración o de disposición llevado a cabo por 

uno solo de los cónyuges hubiere éste obtenido un beneficio o lucro exclusivo para él u 
ocasionado dolosamente un daño a la sociedad, será deudor a la misma por su importe, 
aunque el otro cónyuge no impugne cuando proceda la eficacia del acto.
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Artículo 1391.  
Cuando el cónyuge hubiere realizado un acto en fraude de los derechos de su consorte 

será, en todo caso, de aplicación lo dispuesto en el artículo anterior y, además, si el 
adquirente hubiere procedido de mala fe, el acto será rescindible.

Sección 5.ª De la disolución y liquidación de la sociedad de gananciales

Artículo 1392.  
La sociedad de gananciales concluirá de pleno derecho:
1.º Cuando se disuelva el matrimonio.
2.º Cuando sea declarado nulo.
3.º Cuando se acuerde la separación legal de los cónyuges.
4.º Cuando los cónyuges convengan un régimen económico distinto en la forma 

prevenida en este Código.

Artículo 1393.  
También concluirá por decisión judicial la sociedad de gananciales, a petición de uno de 

los cónyuges, en alguno de los casos siguientes:
1.° Si respecto del otro cónyuge se hubieren dispuesto judicialmente medidas de apoyo 

que impliquen facultades de representación plena en la esfera patrimonial, si hubiere sido 
declarado ausente o en concurso, o condenado por abandono de familia. Para que la 
autoridad judicial acuerde la disolución bastará que el cónyuge que la pidiere presente la 
correspondiente resolución judicial.

2.° Venir el otro cónyuge realizando por sí solo actos dispositivos o de gestión 
patrimonial que entrañen fraude, daño o peligro para los derechos del otro en la sociedad.

3.° Llevar separado de hecho más de un año por acuerdo mutuo o por abandono del 
hogar.

4.° Incumplir grave y reiteradamente el deber de informar sobre la marcha y rendimientos 
de sus actividades económicas.

En cuanto a la disolución de la sociedad por el embargo de la parte de uno de los 
cónyuges por deudas propias, se estará a lo especialmente dispuesto en este Código.

Artículo 1394.  
Los efectos de la disolución prevista en el artículo anterior se producirán desde la fecha 

en que se acuerde. De seguirse pleito sobre la concurrencia de la causa de disolución, 
iniciada la tramitación del mismo, se practicará el inventario, y el Juez adoptará las medidas 
necesarias para la administración del caudal, requiriéndose, licencia judicial para todos los 
actos que excedan de la administración ordinaria.

Artículo 1395.  
Cuando la sociedad de gananciales se disuelva por nulidad del matrimonio y uno de los 

cónyuges hubiera sido declarado de mala fe, podrá el otro optar por la liquidación del 
régimen matrimonial según las normas de esta Sección o por las disposiciones relativas al 
régimen de participación, y el contrayente de mala fe no tendrá derecho a participar en las 
ganancias obtenidas por su consorte.

Artículo 1396.  
Disuelta la sociedad se procederá a su liquidación, que comenzará por un inventario del 

activo y pasivo de la sociedad.

Artículo 1397.  
Habrán de comprenderse en el activo:
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1.° Los bienes gananciales existentes en el momento de la disolución.
2.° El importe actualizado del valor que tenían los bienes al ser enajenados por negocio 

ilegal o fraudulento si no hubieran sido recuperados.
3.° El importe actualizado de las cantidades pagadas por la sociedad que fueran de 

cargo sólo de un cónyuge y en general las que constituyen créditos de la sociedad contra 
éste.

Artículo 1398.  
El pasivo de la sociedad estará integrado por las siguientes partidas:
1.ª Las deudas pendientes a cargo de la sociedad.
2.ª El importe actualizado del valor de los bienes privativos cuando su restitución deba 

hacerse en metálico por haber sido gastados en interés de la sociedad.
Igual regla se aplicará a los deterioros producidos en dichos bienes por su uso en 

beneficio de la sociedad.
3.ª El importe actualizado de las cantidades que, habiendo sido pagadas por uno solo de 

los cónyuges, fueran de cargo de la sociedad y, en general, las que constituyan créditos de 
los cónyuges contra la sociedad.

Artículo 1399.  
Terminado el inventario se pagarán en primer lugar las deudas de la sociedad, 

comenzando por las alimenticias que, en cualquier caso, tendrán preferencia.
Respecto de las demás, si el caudal inventariado no alcanzase para ello, se observará lo 

dispuesto para la concurrencia y prelación de créditos.

Artículo 1400.  
Cuando no hubiera metálico suficiente para el pago de las deudas podrán ofrecerse con 

tal fin adjudicaciones de bienes gananciales, pero si cualquier partícipe o acreedor lo pide se 
procederá a enajenarlos y pagar con su importe.

Artículo 1401.  
Mientras no se hayan pagado por entero las deudas de la sociedad, los acreedores 

conservarán sus créditos contra el cónyuge deudor. El cónyuge no deudor responderá con 
los bienes que le hayan sido adjudicados, si se hubiere formulado debidamente, inventario 
judicial o extrajudicial.

Si como consecuencia de ello resultare haber pagado uno de los cónyuges mayor 
cantidad de la que le fuere imputable, podrá repetir contra el otro.

Artículo 1402.  
Los acreedores de la sociedad de gananciales tendrán en su liquidación los mismos 

derechos que le reconocen las Leyes en la partición y liquidación de las herencias.

Artículo 1403.  
Pagadas las deudas y cargas de la sociedad se abonarán las indemnizaciones y 

reintegros debidos a cada cónyuge hasta donde alcance el caudal inventariado, haciendo las 
compensaciones que correspondan cuando el cónyuge sea deudor de la sociedad.

Artículo 1404.  
Hechas las deducciones en el caudal inventariado que prefijan los artículos anteriores, el 

remanente constituirá el haber de la sociedad de gananciales, que se dividirá por mitad entre 
los cónyuges o sus respectivos herederos.
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Artículo 1405.  
Si uno de los cónyuges resultare en el momento de la liquidación acreedor personal del 

otro, podrá exigir que se le satisfaga su crédito adjudicándole bienes comunes, salvo que el 
deudor pague voluntariamente.

Artículo 1406.  
Cada cónyuge tendrá derecho a que se incluyan con preferencia en su haber, hasta 

donde éste alcance:
1.° Los bienes de uso personal no incluidos en el número 7 del artículo 1.346.
2.° La explotación económica que gestione efectivamente.
3.° El local donde hubiese venido ejerciendo su profesión.
4.° En caso de muerte del otro cónyuge, la vivienda donde tuviese la residencia habitual.

Artículo 1407.  
En los casos de los números 3 y 4 del artículo anterior podrá el cónyuge pedir, a su 

elección, que se le atribuyan los bienes en propiedad o que se constituya sobre ellos a su 
favor un derecho de uso o habitación. Si el valor de los bienes o el derecho superara al del 
haber del cónyuge adjudicatario, deberá éste abonar la diferencia en dinero.

Artículo 1408.  
De la masa común de bienes se darán alimentos a los cónyuges o, en su caso, al 

sobreviviente y a los hijos mientras se haga la liquidación del caudal inventariado y hasta 
que se les entregue su haber; pero se les rebajarán de éste en la parte que excedan de los 
que les hubiese correspondido en razón de frutos y rentas.

Artículo 1409.  
Siempre que haya de ejecutarse simultáneamente la liquidación de gananciales de dos o 

más matrimonios contraídos por una misma persona para determinar el capital de cada 
sociedad se admitirá toda clase de pruebas en defecto de inventarios. En caso de duda se 
atribuirán los gananciales a las diferentes sociedades proporcionalmente, atendiendo al 
tiempo de su duración y a los bienes e ingresos de los respectivos cónyuges.

Artículo 1410.  
En todo lo no previsto en este capítulo sobre formación de inventario, reglas sobre 

tasación y ventas de bienes, división del caudal, adjudicaciones a los partícipes y demás que 
no se halle expresamente determinado, se observará lo establecido para la partición y 
liquidación de la herencia.

CAPÍTULO V
Del régimen de participación

Artículo 1411.  
En el régimen de participación cada uno de los cónyuges adquiere derecho a participar 

en las ganancias obtenidas por su consorte durante el tiempo en que dicho régimen haya 
estado vigente.

Artículo 1412.  
A cada cónyuge le corresponde la administración, el disfrute y la libre disposición tanto 

de los bienes que le pertenecían en el momento de contraer matrimonio como de los que 
pueda adquirir después por cualquier título.
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Artículo 1413.  
En todo lo no previsto en este capítulo se aplicarán, durante la vigencia del régimen de 

participación, las normas relativas al de separación de bienes.

Artículo 1414.  
Si los casados en régimen de participación adquirieran conjuntamente algún bien o 

derecho, les pertenece en pro indiviso ordinario.

Artículo 1415.  
El régimen de participación se extingue en los casos prevenidos para la sociedad de 

gananciales, aplicándose lo dispuesto en los artículos 1.394 y 1.395.

Artículo 1416.  
Podrá pedir un cónyuge la terminación del régimen de participación cuando la irregular 

administración del otro comprometa gravemente sus intereses.

Artículo 1417.  
Producida la extinción se determinarán las ganancias por las diferencias entre los 

patrimonios inicial y final de cada cónyuge.

Artículo 1418.  
Se estimará constituido el patrimonio inicial de cada cónyuge:
1.° Por los bienes y derechos que le pertenecieran al empezar el régimen.
2.° Por los adquiridos después a título de herencia, donación o legado.

Artículo 1419.  
Se deducirán las obligaciones del cónyuge al empezar el régimen y, en su caso, las 

sucesorias o las cargas inherentes a la donación o legado, en cuanto no excedan de los 
bienes heredados o donados.

Artículo 1420.  
Si el pasivo fuese superior al activo no habrá patrimonio inicial.

Artículo 1421.  
Los bienes constitutivos del patrimonio inicial se estimarán según el estado y valor que 

tuvieran al empezar el régimen o, en su caso, al tiempo en que fueron adquiridos.
El importe de la estimación deberá actualizarse el día en que el régimen haya cesado.

Artículo 1422.  
El patrimonio final de cada cónyuge estará formado por los bienes y derechos de que 

sea titular en el momento de la terminación del régimen, con deducción de las obligaciones 
todavía no satisfechas.

Artículo 1423.  
Se incluirá en el patrimonio final el valor de los bienes de que uno de los cónyuges 

hubiese dispuesto a título gratuito sin el consentimiento de su consorte, salvo si se tratase de 
liberalidades de uso.

Artículo 1424.  
La misma regla se aplicará respecto de los actos realizados por uno de los cónyuges en 

fraude de los derechos del otro.
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Artículo 1425.  
Los bienes constitutivos del patrimonio final se estimarán según el estado y valor que 

tuvieren en el momento de la terminación del régimen y los enajenados gratuita o 
fraudulentamente, conforme al estado que tenían el día de la enajenación y por el valor que 
hubieran tenido si se hubiesen conservado hasta el día de la terminación.

Artículo 1426.  
Los créditos que uno de los cónyuges tenga frente al otro, por cualquier título, incluso por 

haber atendido o cumplido obligaciones de aquél, se computarán también en el patrimonio 
final del cónyuge acreedor y se deducirán del patrimonio del cónyuge deudor.

Artículo 1427.  
Cuando la diferencia entre los patrimonios final e inicial de uno y otro cónyuge arroje 

resultado positivo, el cónyuge cuyo patrimonio haya experimentado menor incremento 
percibirá la mitad de la diferencia entre su propio incremento y el del otro cónyuge.

Artículo 1428.  
Cuando únicamente uno de los patrimonios arroje resultado positivo, el derecho de la 

participación consistirá, para el cónyuge no titular de dicho patrimonio, en la mitad de aquel 
incremento.

Artículo 1429.  
Al constituirse el régimen podrá pactarse una participación distinta de la que establecen 

los dos artículos anteriores, pero deberá regir por igual y en la misma proporción respecto de 
ambos patrimonios y en favor de ambos cónyuges.

Artículo 1430.  
No podrá convenirse una participación que no sea por mitad si existen descendientes no 

comunes.

Artículo 1431.  
El crédito de participación deberá ser satisfecho en dinero. Si mediaren dificultades 

graves para el pago inmediato, el Juez podrá conceder aplazamiento, siempre que no 
exceda de tres años y que la deuda y sus intereses legales queden suficientemente 
garantizados.

Artículo 1432.  
El crédito de participación podrá pagarse mediante la adjudicación de bienes concretos, 

por acuerdo de los interesados o si lo concediese el Juez a petición fundada del deudor.

Artículo 1433.  
Si no hubiese bienes en el patrimonio deudor para hacer efectivo el derecho de 

participación en ganancias, el cónyuge acreedor podrá impugnar las enajenaciones que 
hubieren sido hechas a título gratuito sin su consentimiento y aquellas que hubieren sido 
realizadas en fraude de sus derechos.

Artículo 1434.  
Las acciones de impugnación a que se refiere el artículo anterior caducarán a los dos 

años de extinguido el régimen de participación y no se darán contra los adquirentes a título 
oneroso y de buena fe.
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CAPÍTULO VI
Del régimen de separación de bienes

Artículo 1435.  
Existirá entre los cónyuges separación de bienes.
1.° Cuando así lo hubiesen convenido.
2.° Cuando los cónyuges hubieren pactado en capitulaciones matrimoniales que no 

regirá entre ellos la sociedad de gananciales, sin expresar las reglas por que hayan de 
regirse sus bienes.

3.° Cuando se extinga, constante matrimonio, la sociedad de gananciales o el régimen 
de participación, salvo que por voluntad de los interesados fuesen sustituidos por otro 
régimen distinto.

Artículo 1436.  
La demanda de separación de bienes y la sentencia firme en que se declare se deberán 

anotar e inscribir, respectivamente, en el Registro de la Propiedad que corresponda, si 
recayere sobre bienes inmuebles. La sentencia firme se anotará también en el Registro Civil.

Artículo 1437.  
En el régimen de separación pertenecerán a cada cónyuge los bienes que tuviese en el 

momento inicial del mismo y, los que después adquiera por cualquier título. Asimismo 
corresponderá a cada uno la administración, goce y libre disposición de tales bienes.

Artículo 1438.  
Los cónyuges contribuirán al sostenimiento de las cargas del matrimonio. A falta de 

convenio lo harán proporcionalmente a sus respectivos recursos económicos. El trabajo para 
la casa será computado como contribución a las cargas y dará derecho a obtener una 
compensación que el Juez señalará, a falta de acuerdo, a la extinción del régimen de 
separación.

 

Artículo 1439.  
Si uno de los cónyuges hubiese administrado o gestionado bienes o intereses del otro, 

tendrá las mismas obligaciones y responsabilidades que un mandatario, pero no tendrá 
obligación de rendir cuentas de los frutos percibidos y consumidos, salvo cuando se 
demuestre que los invirtió en atenciones distintas del levantamiento de las cargas del 
matrimonio.

Artículo 1440.  
Las obligaciones contraídas por cada cónyuge serán de su exclusiva responsabilidad.
En cuanto a las obligaciones contraídas en el ejercicio de la potestad doméstica ordinaria 

responderán ambos cónyuges en la forma determinada por los artículos 1.319 y 1.438 de 
este Código.

Artículo 1441.  
Cuando no sea posible acreditar a cuál de los cónyuges pertenece algún bien o derecho, 

corresponderá a ambos por mitad.

Artículo 1442.  
Declarado un cónyuge en concurso, serán de aplicación las disposiciones de la 

legislación concursal.
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Artículo 1443.  
La separación de bienes decretada no se alterará por la reconciliación de los cónyuges 

en caso de separación personal o por la desaparición de cualquiera de las demás causas 
que la hubiesen motivado.

 

Artículo 1444.  
No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, los cónyuges pueden acordar en 

capitulaciones que vuelvan a regir las mismas reglas que antes de la separación de bienes.
Harán constar en las capitulaciones los bienes que cada uno aporte de nuevo y se 

considerarán éstos privativos, aunque, en todo o en parte, hubieren tenido carácter 
ganancial antes de la liquidación practicada por causa de la separación.

[ . . . ]
CAPÍTULO II

De la capacidad para comprar o vender

[ . . . ]
Artículo 1458.  

Los cónyuges podrán venderse bienes recíprocamente.

[ . . . ]
TÍTULO VII

De los censos

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Del censo enfitéutico

Sección 1.ª Disposiciones relativas a la enfiteusis

[ . . . ]
Artículo 1653.  

A falta de herederos testamentarios descendientes, ascendientes, cónyuge supérstite y 
parientes dentro del sexto grado del último enfiteuta, volverá la finca al dueño directo en el 
estado en que se halle, si no dispuso de ella el enfiteuta en otra forma.

[ . . . ]
TÍTULO XVII

De la concurrencia y prelación de créditos

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 1924.  

Con relación a los demás bienes muebles e inmuebles del deudor, gozan de preferencia:
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1.º Los créditos a favor de la provincia o del municipio, por los impuestos de la última 
anualidad vencida y no pagada, no comprendidos en el artículo 1.923, número 1.º

2.º Los devengados:
A) (Derogada)
B) Por los funerales del deudor, según el uso del lugar, y también los de su cónyuge y los 

de sus hijos constituidos bajo su patria potestad, si no tuviesen bienes propios.
C) Por gastos de la última enfermedad de las mismas personas, causados en el último 

año, contado hasta el día del fallecimiento.
D) Por los salarios y sueldos de los trabajadores por cuenta ajena y del servicio 

doméstico correspondientes al último año.
E) Por las cuotas correspondientes a los regímenes obligatorios de subsidios, seguros 

sociales y mutualismo laboral por el mismo período de tiempo que señala el apartado 
anterior siempre que no tengan reconocida mayor preferencia con arreglo al artículo 
precedente.

F) Por anticipaciones hechas al deudor, para sí y su familia, constituida bajo su 
autoridad, en comestibles, vestido o calzado, en el mismo período de tiempo.

G) (Derogada)
3.º Los créditos que sin privilegio especial consten:
A) En escritura pública.
B) Por sentencia firme, si hubiesen sido objeto de litigio.
Estos créditos tendrán preferencia entre sí por el orden de antigüedad de las fechas de 

las escrituras y de las sentencias.

[ . . . ]
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§ 4

Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 7, de 8 de enero de 2000

Última modificación: 28 de febrero de 2025
Referencia: BOE-A-2000-323

[ . . . ]
CAPÍTULO VIII

De las resoluciones procesales

[ . . . ]
Sección 2.ª De los requisitos internos de la sentencia y de sus efectos

[ . . . ]
Artículo 222.  Cosa juzgada material.

1. La cosa juzgada de las sentencias firmes, sean estimatorias o desestimatorias, 
excluirá, conforme a la ley, un ulterior proceso cuyo objeto sea idéntico al del proceso en que 
aquélla se produjo.

2. La cosa juzgada alcanza a las pretensiones de la demanda y de la reconvención, así 
como a los puntos a que se refieren los apartados 1 y 2 del artículo 408 de esta Ley.

Se considerarán hechos nuevos y distintos, en relación con el fundamento de las 
referidas pretensiones, los posteriores a la completa preclusión de los actos de alegación en 
el proceso en que aquéllas se formularen.

3. La cosa juzgada afectará a las partes del proceso en que se dicte y a sus herederos y 
causahabientes, así como a los sujetos, no litigantes, titulares de los derechos que 
fundamenten la legitimación de las partes conforme a lo previsto en los artículos 11 y 11 bis 
de esta ley.

En las sentencias sobre estado civil, matrimonio, filiación, paternidad, maternidad y de 
medidas de apoyo para el ejercicio de la capacidad jurídica, la cosa juzgada tendrá efectos 
frente a terceros a partir de su inscripción o anotación en el Registro Civil.

Las sentencias que se dicten sobre impugnación de acuerdos societarios afectarán a 
todos los socios, aunque no hubieren litigado.

4. Lo resuelto con fuerza de cosa juzgada en la sentencia firme que haya puesto fin a un 
proceso vinculará al tribunal de un proceso posterior cuando en éste aparezca como 
antecedente lógico de lo que sea su objeto, siempre que los litigantes de ambos procesos 
sean los mismos o la cosa juzgada se extienda a ellos por disposición legal.

[ . . . ]
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Artículo 226.  Modo de proceder en caso de intimidación o violencia.
1. Los tribunales cuya actuación se hubiere producido con intimidación o violencia, tan 

luego como se vean libres de ella, declararán nulo todo lo practicado y promoverán la 
formación de causa contra los culpables, poniendo los hechos en conocimiento del Ministerio 
Fiscal.

2. También se declararán nulos los actos de las partes o de personas que intervengan en 
el proceso si se acredita que se produjeron bajo intimidación o violencia. La nulidad de estos 
actos entrañará la de todos los demás relacionados con él o que pudieren haberse visto 
condicionados o influidos sustancialmente por el acto nulo.

[ . . . ]
CAPÍTULO VI

De los medios de prueba y las presunciones

[ . . . ]
Sección 5.ª Del dictamen de peritos

[ . . . ]
Artículo 343.  Tachas de los peritos. Tiempo y forma de las tachas.

1. Sólo podrán ser objeto de recusación los peritos designados judicialmente.
En cambio, los peritos no recusables podrán ser objeto de tacha cuando concurra en 

ellos alguna de las siguientes circunstancias:
1.º Ser cónyuge o pariente por consanguinidad o afinidad, dentro del cuarto grado civil de 

una de las partes o de sus abogados o procuradores.
2.º Tener interés directo o indirecto en el asunto o en otro semejante.
3.º Estar o haber estado en situación de dependencia o de comunidad o contraposición 

de intereses con alguna de las partes o con sus abogados o procuradores.
4.º Amistad íntima o enemistad con cualquiera de las partes o sus procuradores o 

abogados.
5.º Cualquier otra circunstancia, debidamente acreditada, que les haga desmerecer en el 

concepto profesional.
2. Las tachas no podrán formularse después del juicio o de la vista, en los juicios 

verbales. Si se tratare de juicio ordinario, las tachas de los peritos autores de dictámenes 
aportados con demanda o contestación se propondrán en la audiencia previa al juicio.

Al formular tachas de peritos, se podrá proponer la prueba conducente a justificarlas, 
excepto la testifical.

[ . . . ]
Sección 7.ª Del interrogatorio de testigos

[ . . . ]
Artículo 367.  Preguntas generales al testigo.

1. El tribunal preguntará inicialmente a cada testigo, en todo caso:
1.º Por su nombre, apellidos, edad, estado, profesión y domicilio.
2.º Si ha sido o es cónyuge, pariente por consanguinidad o afinidad, y en qué grado, de 

alguno de los litigantes, sus abogados o procuradores o se halla ligado a éstos por vínculos 
de adopción, tutela o análogos.

3.º Si es o ha sido dependiente o está o ha estado al servicio de la parte que lo haya 
propuesto o de su procurador o abogado o ha tenido o tiene con ellos alguna relación 
susceptible de provocar intereses comunes o contrapuestos.

4.º Si tiene interés directo o indirecto en el asunto o en otro semejante.
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5.º Si es amigo íntimo o enemigo de alguno de los litigantes o de sus procuradores o 
abogados.

6.º Si ha sido condenado alguna vez por falso testimonio.
2. En vista de las respuestas del testigo a las preguntas del apartado anterior, las partes 

podrán manifestar al tribunal la existencia de circunstancias relativas a su imparcialidad.
El tribunal podrá interrogar al testigo sobre esas circunstancias y hará que preguntas y 

respuestas se consignen en acta para la debida valoración de las declaraciones al dictar 
sentencia.

[ . . . ]
Artículo 377.  Tachas de los testigos.

1. Con independencia de lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 367, cada parte podrá 
tachar los testigos propuestos por la contraria en quienes concurran algunas de las causas 
siguientes:

1.º Ser o haber sido cónyuge o pariente por consanguinidad o afinidad dentro del cuarto 
grado civil de la parte que lo haya presentado o de su abogado o procurador o hallarse 
relacionado con ellos por vínculo de adopción, tutela o análogo.

2.º Ser el testigo, al prestar declaración, dependiente del que lo hubiere propuesto o de 
su procurador o abogado o estar a su servicio o hallarse ligado con alguno de ellos por 
cualquier relación de sociedad o intereses.

3.º Tener interés directo o indirecto en el asunto de que se trate.
4.º Ser amigo íntimo o enemigo de una de las partes o de su abogado o procurador.
5.º Haber sido el testigo condenado por falso testimonio.
2. La parte proponente del testigo podrá también tachar a éste si con posterioridad a la 

proposición llegare a su conocimiento la existencia de alguna de las causas de tacha 
establecidas en el apartado anterior.

[ . . . ]
TÍTULO III

Del juicio verbal

Artículo 437.  Forma de la demanda. Acumulación objetiva y subjetiva de acciones.
1. El juicio verbal principiará por demanda, con el contenido y forma propios del juicio 

ordinario, siendo también de aplicación lo dispuesto para dicho juicio en materia de 
preclusión de alegaciones y litispendencia.

2. No obstante, en los juicios verbales en que no se actúe con abogado y procurador, el 
demandante podrá formular una demanda sucinta, donde se consignarán los datos y 
circunstancias de identificación del actor y del demandado y el domicilio o los domicilios en 
que pueden ser citados, y se fijará con claridad y precisión lo que se pida, concretando los 
hechos fundamentales en que se basa la petición.

A tal fin, se podrán cumplimentar unos impresos normalizados que se hallarán a su 
disposición en el órgano judicial correspondiente o en la sede judicial electrónica.

3. Si en la demanda se solicitase el desahucio de finca urbana por falta de pago de las 
rentas o cantidades debidas al arrendador, o por expiración legal o contractual del plazo, el 
demandante podrá anunciar en ella que asume el compromiso de condonar al arrendatario 
todo o parte de la deuda y de las costas, con expresión de la cantidad concreta, 
condicionándolo al desalojo voluntario de la finca dentro del plazo que se indique por el 
arrendador, que no podrá ser inferior al plazo de quince días desde que se notifique la 
demanda. Igualmente, podrá interesarse en la demanda que se tenga por solicitada la 
ejecución del lanzamiento en la fecha y hora que se fije por el juzgado a los efectos 
señalados en el apartado 3 del artículo 549.

3 bis. Cuando se solicitase en la demanda la recuperación de la posesión de una 
vivienda o parte de ella a la que se refiere el párrafo segundo del numeral 4.º del apartado 1 
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del artículo 250, aquélla podrá dirigirse genéricamente contra los desconocidos ocupantes 
de la misma, sin perjuicio de la notificación que de ella se realice a quien en concreto se 
encontrare en el inmueble al tiempo de llevar a cabo dicha notificación. A la demanda se 
deberá acompañar el título en que el actor funde su derecho a poseer.

4. No se admitirá en los juicios verbales la acumulación objetiva de acciones, salvo las 
excepciones siguientes:

1.ª La acumulación de acciones basadas en unos mismos hechos, siempre que proceda, 
en todo caso, el juicio verbal.

2.ª La acumulación de la acción de resarcimiento de daños y perjuicios a otra acción que 
sea prejudicial de ella.

3.ª La acumulación de las acciones en reclamación de rentas o cantidades análogas 
vencidas y no pagadas, cuando se trate de juicios de desahucios de finca por falta de pago o 
por expiración legal o contractual del plazo, con independencia de la cantidad que se 
reclame. Asimismo, también podrán acumularse las acciones ejercitadas contra el fiador o 
avalista solidario previo requerimiento de pago no satisfecho.

4.ª En los procedimientos de separación, divorcio o nulidad y en los que tengan por 
objeto obtener la eficacia civil de las resoluciones o decisiones eclesiásticas, cualquiera de 
los cónyuges podrá ejercer simultáneamente la acción de división de la cosa común respecto 
de los bienes que tengan en comunidad ordinaria indivisa. Si hubiere diversos bienes en 
régimen de comunidad ordinaria indivisa y uno de los cónyuges lo solicitare, el tribunal 
puede considerarlos en conjunto a los efectos de formar lotes o adjudicarlos.

5. Podrán acumularse las acciones que uno tenga contra varios sujetos o varios contra 
uno siempre que se cumplan los requisitos establecidos en el artículo 72 y en el apartado 1 
del artículo 73.

[ . . . ]
TÍTULO II

De la ejecución provisional de resoluciones judiciales

CAPÍTULO I
De la ejecución provisional: disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 525.  Sentencias no provisionalmente ejecutables.

1. No serán en ningún caso susceptibles de ejecución provisional:
1.ª Las sentencias dictadas en los procesos sobre paternidad, maternidad, filiación, 

nulidad de matrimonio, separación y divorcio, capacidad y estado civil, así como sobre las 
medidas relativas a la restitución o retorno de menores en los supuestos de sustracción 
internacional y derechos honoríficos, salvo los pronunciamientos que regulen las 
obligaciones y relaciones patrimoniales relacionadas con lo que sea objeto principal del 
proceso.

2.ª Las sentencias que condenen a emitir una declaración de voluntad.
3.ª Las sentencias que declaren la nulidad o caducidad de títulos de propiedad industrial.
2. Tampoco procederá la ejecución provisional de las sentencias extranjeras no firmes, 

salvo que expresamente se disponga lo contrario en los Tratados internacionales vigentes en 
España.

3. No procederá la ejecución provisional de los pronunciamientos de carácter 
indemnizatorio de las sentencias que declaren la vulneración de los derechos al honor, a la 
intimidad personal y familiar y a la propia imagen.

[ . . . ]
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TÍTULO III
De la ejecución: disposiciones generales

CAPÍTULO I
De las partes de la ejecución

[ . . . ]
Artículo 541.  Ejecución en bienes gananciales.

1. No se despachará ejecución frente a la comunidad de gananciales.
2. Cuando la ejecución se siga a causa de deudas contraídas por uno de los cónyuges, 

pero de las que deba responder la sociedad de gananciales, la demanda ejecutiva podrá 
dirigirse únicamente contra el cónyuge deudor, pero el embargo de bienes gananciales habrá 
de notificarse al otro cónyuge, dándole traslado de la demanda ejecutiva y del auto que 
despache ejecución a fin de que, dentro del plazo ordinario, pueda oponerse a la ejecución. 
La oposición a la ejecución podrá fundarse en las mismas causas que correspondan al 
ejecutado y, además, en que los bienes gananciales no deben responder de la deuda por la 
que se haya despachado la ejecución. Cuando la oposición se funde en esta última causa, 
corresponderá al acreedor probar la responsabilidad de los bienes gananciales. Si no se 
acreditara esta responsabilidad, el cónyuge del ejecutado podrá pedir la disolución de la 
sociedad conyugal conforme a lo dispuesto en el apartado siguiente.

3. Si la ejecución se siguiere a causa de deudas propias de uno de los cónyuges y se 
persiguiesen bienes comunes a falta o por insuficiencia de los privativos, el embargo de 
aquéllos habrá de notificarse al cónyuge no deudor. En tal caso, si éste optare por pedir la 
disolución de la sociedad conyugal, el tribunal, oídos los cónyuges, resolverá lo procedente 
sobre división del patrimonio y, en su caso, acordará que se lleve a cabo con arreglo a lo 
dispuesto en esta Ley, suspendiéndose entre tanto la ejecución en lo relativo a los bienes 
comunes.

4. En los casos previstos en los apartados anteriores, el cónyuge al que se haya 
notificado el embargo podrá interponer los recursos y usar de los medios de impugnación de 
que dispone el ejecutado para la defensa de los intereses de la comunidad de gananciales.

[ . . . ]
TÍTULO IV

De la ejecución dineraria

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Del embargo de bienes

[ . . . ]
Sección 3.ª De los bienes inembargables

[ . . . ]
Artículo 607.  Embargo de sueldos y pensiones.

1. Es inembargable el salario, sueldo, pensión, retribución o su equivalente, que no 
exceda de la cuantía señalada para el salario mínimo interprofesional.

2. Los salarios, sueldos, jornales, retribuciones o pensiones que sean superiores al 
salario mínimo interprofesional se embargarán conforme a esta escala:

1.º Para la primera cuantía adicional hasta la que suponga el importe del doble del 
salario mínimo interprofesional, el 30 por 100.
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2.º Para la cuantía adicional hasta el importe equivalente a un tercer salario mínimo 
interprofesional, el 50 por 100.

3.º Para la cuantía adicional hasta el importe equivalente a un cuarto salario mínimo 
interprofesional, el 60 por 100.

4.º Para la cuantía adicional hasta el importe equivalente a un quinto salario mínimo 
interprofesional, el 75 por 100.

5.º Para cualquier cantidad que exceda de la anterior cuantía, el 90 por 100.
3. Si el ejecutado es beneficiario de más de una percepción, se acumularán todas ellas 

para deducir una sola vez la parte inembargable. Igualmente serán acumulables los salarios, 
sueldos y pensiones, retribuciones o equivalentes de los cónyuges cuando el régimen 
económico que les rija no sea el de separación de bienes y rentas de toda clase, 
circunstancia que habrán de acreditar al Letrado de la Administración de Justicia.

4. En atención a las cargas familiares del ejecutado, el Letrado de la Administración de 
Justicia podrá aplicar una rebaja de entre un 10 a un 15 por ciento en los porcentajes 
establecidos en los números 1.º, 2.º, 3.º y 4.º del apartado 2 del presente artículo.

5. Si los salarios, sueldos, pensiones o retribuciones estuvieron gravados con 
descuentos permanentes o transitorios de carácter público, en razón de la legislación fiscal, 
tributaria o de Seguridad Social, la cantidad líquida que percibiera el ejecutado, deducidos 
éstos, será la que sirva de tipo para regular el embargo.

6. Los anteriores apartados de este artículo serán de aplicación a los ingresos 
procedentes de actividades profesionales y mercantiles autónomas.

7. Las cantidades embargadas de conformidad con lo previsto en este precepto podrán 
ser entregadas directamente a la parte ejecutante, en la cuenta que ésta designe 
previamente, si así lo acuerda el Letrado de la Administración de Justicia encargado de la 
ejecución.

En este caso, tanto la persona o entidad que practique la retención y su posterior entrega 
como el ejecutante, deberán informar trimestralmente al Letrado de la Administración de 
Justicia sobre las sumas remitidas y recibidas, respectivamente, quedando a salvo en todo 
caso las alegaciones que el ejecutado pueda formular, ya sea porque considere que la 
deuda se halla abonada totalmente y en consecuencia debe dejarse sin efecto la traba, o 
porque las retenciones o entregas no se estuvieran realizando conforme a lo acordado por el 
Letrado de la Administración de Justicia.

Contra la resolución del Letrado de la Administración de Justicia acordando tal entrega 
directa cabrá recurso directo de revisión ante el Tribunal.

Artículo 608.  Ejecución por condena a prestación alimenticia.
Lo dispuesto en el artículo anterior no será de aplicación cuando se proceda por 

ejecución de sentencia que condene al pago de alimentos, en todos los casos en que la 
obligación de satisfacerlos nazca directamente de la Ley, incluyendo los pronunciamientos 
de las sentencias dictadas en procesos de nulidad, separación o divorcio sobre alimentos 
debidos al cónyuge o a los hijos o de los decretos o escrituras públicas que formalicen el 
convenio regulador que los establezcan. Tampoco será de aplicación lo dispuesto en el 
artículo anterior cuando se proceda por ejecución de sentencia, decreto o escritura pública 
que establezca el pago de pensión compensatoria siempre que la parte ejecutante así lo 
solicite y acredite una necesidad económica que lo justifique, previa ponderación de la 
situación económica del ejecutante y ejecutado. En estos casos, así como en los de las 
medidas cautelares correspondientes, el tribunal fijará la cantidad que puede ser embargada.

[ . . . ]
Artículo 655 bis.  Subasta de bienes inmuebles.

(Anulado)

[ . . . ]
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LIBRO IV
De los procesos especiales

TÍTULO I
De los procesos sobre provisión de medidas judiciales de apoyo a las 

personas con discapacidad, filiación, matrimonio y menores

CAPÍTULO I
De las disposiciones generales

Artículo 748.  Ámbito de aplicación del presente título.
Las disposiciones del presente Título serán aplicables a los siguientes procesos:
1.º Los que versen sobre la adopción de medidas judiciales de apoyo a personas con 

discapacidad.
2.º Los de filiación, paternidad y maternidad.
3.º Los de nulidad del matrimonio, separación y divorcio y los de modificación de 

medidas adoptadas en ellos.
4.º Los que versen exclusivamente sobre guarda y custodia de hijos menores o sobre 

alimentos reclamados por un progenitor contra el otro en nombre de los hijos menores.
5.º Los de reconocimiento de eficacia civil de resoluciones o decisiones eclesiásticas en 

materia matrimonial.
6.º Los que versen sobre las medidas relativas a la restitución de menores en los 

supuestos de sustracción internacional.
7.º Los que tengan por objeto la oposición a las resoluciones administrativas en materia 

de protección de menores.
8.º Los que versen sobre la necesidad de asentimiento en la adopción.

Artículo 749.  Intervención del Ministerio Fiscal.
1. En los procesos sobre la adopción de medidas judiciales de apoyo a las personas con 

discapacidad, en los de nulidad matrimonial, en los de sustracción internacional de menores 
y en los de determinación e impugnación de la filiación, será siempre parte el Ministerio 
Fiscal, aunque no haya sido promotor de los mismos ni deba, conforme a la ley, asumir la 
defensa de alguna de las partes.

El Ministerio Fiscal velará a lo largo de todo el procedimiento por la salvaguarda de la 
voluntad, deseos, preferencias y derechos de las personas con discapacidad que participen 
en dichos procesos, así como por el interés superior del menor.

2. En los demás procesos a que se refiere este título será preceptiva la intervención del 
Ministerio Fiscal, siempre que alguno de los interesados en el procedimiento sea menor, 
persona con discapacidad o esté en situación de ausencia legal.

Artículo 750.  Representación y defensa de las partes.
1. Fuera de los casos en que, conforme a la Ley, deban ser defendidas por el Ministerio 

Fiscal, las partes actuarán en los procesos a que se refiere este título con asistencia de 
abogado y representadas por procurador.

2. En los procedimientos de separación o divorcio solicitado de común acuerdo por los 
cónyuges, éstos podrán valerse de una sola defensa y representación.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando alguno de los pactos propuestos 
por los cónyuges no fuera aprobado por el Tribunal, el Letrado de la Administración de 
Justicia requerirá a las partes a fin de que en el plazo de cinco días manifiesten si desean 
continuar con la defensa y representación únicas o si, por el contrario, prefieren litigar cada 
una con su propia defensa y representación. Asimismo, cuando, a pesar del acuerdo suscrito 
por las partes y homologado por el Tribunal, una de las partes pida la ejecución judicial de 
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dicho acuerdo, el Letrado de la Administración de Justicia requerirá a la otra para que 
nombre abogado y procurador que la defienda y represente.

Artículo 751.  Indisponibilidad del objeto del proceso.
1. En los procesos a que se refiere este título no surtirán efecto la renuncia, el 

allanamiento ni la transacción.
2. El desistimiento requerirá la conformidad del Ministerio Fiscal, excepto en los casos 

siguientes:
1.º En los procesos que se refieran a filiación, paternidad y maternidad, siempre que no 

existan menores, personas con discapacidad con medidas judiciales de apoyo en las que se 
designe un apoyo con funciones representativas o ausentes interesados en el procedimiento.

2.º En los procesos de nulidad matrimonial por minoría de edad, cuando el cónyuge que 
contrajo matrimonio siendo menor ejercite, después de llegar a la mayoría de edad, la acción 
de nulidad.

3.º En los procesos de nulidad matrimonial por error, coacción o miedo grave.
4.º En los procesos de separación y divorcio.
3. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, las pretensiones que se 

formulen en los procesos a que se refiere este Título y que tengan por objeto materias sobre 
las que las partes puedan disponer libremente, según la legislación civil aplicable, podrán ser 
objeto de renuncia, allanamiento, transacción o desistimiento, conforme a lo previsto en el 
capítulo IV del Título I del Libro I de esta Ley.

Artículo 752.  Prueba.
1. Los procesos a que se refiere este Título se decidirán con arreglo a los hechos que 

hayan sido objeto de debate y resulten probados, con independencia del momento en que 
hubieren sido alegados o introducidos de otra manera en el procedimiento.

Sin perjuicio de las pruebas que se practiquen a instancia del Ministerio Fiscal y de las 
demás partes, el tribunal podrá decretar de oficio cuantas estime pertinentes.

Se podrá proponer por las partes o acordar de oficio por el tribunal la práctica de toda 
aquella prueba anticipada que se considere pertinente y útil al objeto del procedimiento. En 
este caso, se procurará que el resultado de dicha prueba admitida o acordada obre en las 
actuaciones con anterioridad a la celebración de la vista, estando a disposición de las partes.

2. La conformidad de las partes sobre los hechos no vinculará al tribunal, ni podrá éste 
decidir la cuestión litigiosa basándose exclusivamente en dicha conformidad o en el silencio 
o respuestas evasivas sobre los hechos alegados por la parte contraria. Tampoco estará el 
tribunal vinculado, en los procesos a que se refiere este título, a las disposiciones de esta 
Ley en materia de fuerza probatoria del interrogatorio de las partes, de los documentos 
públicos y de los documentos privados reconocidos.

3. Lo dispuesto en los apartados anteriores será aplicable asimismo a la segunda 
instancia.

4. Respecto de las pretensiones que se formulen en los procesos a que se refieren este 
título, y que tengan por objeto materias sobre las que las partes pueden disponer libremente 
según la legislación civil aplicable, no serán de aplicación las especialidades contenidas en 
los apartados anteriores.

Artículo 753.  Tramitación.
1. Salvo que expresamente se disponga otra cosa, los procesos a que se refiere este 

título se sustanciarán por los trámites del juicio verbal. El letrado o letrada de la 
Administración de Justicia dará traslado de la demanda al Ministerio Fiscal, cuando proceda, 
y a las demás personas que, conforme a la ley, deban ser parte en el procedimiento, hayan 
sido o no demandados, emplazándoles para que la contesten en el plazo de veinte días, 
conforme a lo establecido en el artículo 405.

Cuando se presente ante un juzgado civil una demanda relativa a los procesos a que se 
refiere este título, de la que pueda ser competente por razón de la materia un juzgado de 
violencia sobre la mujer conforme a lo dispuesto por la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, 
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del Poder Judicial, se recabará la oportuna consulta al sistema de registros administrativos 
de apoyo a la Administración de Justicia, así como al sistema de gestión procesal 
correspondiente a fin de verificar la competencia conforme al artículo 49 bis de esta ley.

La consulta al sistema de registros administrativos de apoyo a la Administración de 
Justicia y al sistema de gestión procesal correspondiente se reiterará antes de la celebración 
de la vista o comparecencia del procedimiento contencioso o de jurisdicción voluntaria o del 
acto de ratificación de los procedimientos de mutuo acuerdo.

Del mismo modo, en el decreto de admisión, se requerirá a las partes para que 
comuniquen, en el plazo de cinco días, si existen o han existido procedimientos de violencia 
sobre la mujer entre los cónyuges o progenitores, su estado procesal actual, y si constan 
adoptadas medidas civiles o penales. Igualmente se advertirá a ambas partes de la 
obligación de comunicar inmediatamente cualquier procedimiento que inicien ante un 
juzgado de violencia sobre la mujer durante la tramitación del procedimiento civil, así como 
cualquier incidente de violencia sobre la mujer que se produzca.

2. En la celebración de la vista de juicio verbal en estos procesos y de la comparecencia 
a que se refiere el artículo 771 de la presente ley, una vez practicadas las pruebas el 
Tribunal permitirá a las partes formular oralmente sus conclusiones, siendo de aplicación a 
tal fin lo establecido en los apartados 2, 3 y 4 del artículo 433.

3. Los procesos a los que se refiere este título serán de tramitación preferente siempre 
que alguno de los interesados en el procedimiento sea menor, persona con discapacidad con 
medidas judiciales de apoyo en las que se designe un apoyo con funciones representativas, 
o esté en situación de ausencia legal.

Artículo 754.  Exclusión de la publicidad.
En los procesos a que se refiere este Título podrán decidir los tribunales, mediante 

providencia, de oficio o a instancia de parte, que los actos y vistas se celebren a puerta 
cerrada y que las actuaciones sean reservadas, siempre que las circunstancias lo aconsejen 
y aunque no se esté en ninguno de los casos del apartado 2 del artículo 138 de la presente 
Ley.

Artículo 755.  Acceso de las sentencias a Registros públicos.
El letrado de la Administración de Justicia acordará que las sentencias y demás 

resoluciones dictadas en los procedimientos a que se refiere este Título se comuniquen de 
oficio a los Registros Civiles para la práctica de los asientos que correspondan.

A petición de parte, se comunicarán también al Registro de la Propiedad, al Registro 
Mercantil, al Registro de Bienes Muebles o a cualquier otro Registro público a los efectos 
que en cada caso correspondan. En el caso de medidas de apoyo, la comunicación se hará 
únicamente a petición de la persona en favor de la cual el apoyo se ha constituido.

CAPÍTULO II
De los procesos sobre la adopción de medidas judiciales de apoyo a personas 

con discapacidad

[ . . . ]
Artículo 757.  Legitimación e intervención procesal.

1. El proceso para la adopción judicial de medidas de apoyo a una persona con 
discapacidad puede promoverlo la propia persona interesada, su cónyuge no separado de 
hecho o legalmente o quien se encuentre en una situación de hecho asimilable, su 
descendiente, ascendiente o hermano.

2. El Ministerio Fiscal deberá promover dicho proceso si las personas mencionadas en el 
apartado anterior no existieran o no hubieran presentado la correspondiente demanda, salvo 
que concluyera que existen otras vías a través de las que la persona interesada pueda 
obtener los apoyos que precisa.
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3. Cuando con la demanda se solicite el inicio del procedimiento de provisión de apoyos, 
las medidas de apoyo correspondientes y un curador determinado, se le dará a este traslado 
de aquella a fin de que pueda alegar lo que considere conveniente sobre dicha cuestión.

4. Las personas legitimadas para instar el proceso de adopción de medidas judiciales de 
apoyo o que acrediten un interés legítimo podrán intervenir a su costa en el ya iniciado, con 
los efectos previstos en el artículo 13.

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

De los procesos matrimoniales y de menores

Artículo 769.  Competencia.
1. Salvo que expresamente se disponga otra cosa, será tribunal competente para 

conocer de los procedimientos a que se refiere este capítulo el Juzgado de Primera Instancia 
del lugar del domicilio conyugal. En el caso de residir los cónyuges en distintos partidos 
judiciales, será tribunal competente, a elección del demandante, el del último domicilio del 
matrimonio o el de residencia del demandado.

Los que no tuvieren domicilio ni residencia fijos podrán ser demandados en el lugar en 
que se hallen o en el de su última residencia, a elección del demandante y, si tampoco 
pudiere determinarse así la competencia, corresponderá ésta al tribunal del domicilio del 
actor.

2. En el procedimiento de separación o divorcio de mutuo acuerdo a que se refiere el 
artículo 777, será competente el Juzgado del último domicilio común o el del domicilio de 
cualquiera de los solicitantes.

3. En los procesos que versen exclusivamente sobre guarda y custodia de hijos menores 
o sobre alimentos reclamados por un progenitor contra el otro en nombre de los hijos 
menores, será competente el Juzgado de Primera Instancia del lugar del último domicilio 
común de los progenitores. En el caso de residir los progenitores en distintos partidos 
judiciales, será tribunal competente, a elección del demandante, el del domicilio del 
demandado o el de la residencia del menor.

4. El tribunal examinará de oficio su competencia.
Son nulos los acuerdos de las partes que se opongan a lo dispuesto en este artículo.

Artículo 770.  Procedimiento.
Las demandas de separación y divorcio, salvo las previstas en el artículo 777, las de 

nulidad del matrimonio y las demás que se formulen al amparo del título IV del libro I del 
Código Civil, se sustanciarán por los trámites del juicio verbal, conforme a lo establecido en 
el capítulo I de este título, y con sujeción, además, a las siguientes reglas:

1.ª A la demanda deberá acompañarse certificación de la inscripción del matrimonio, y en 
su caso, las de inscripción de nacimiento de los hijos en el Registro Civil, así como los 
documentos en que el cónyuge funde su derecho. Si se solicitan medidas de carácter 
patrimonial, tanto la parte actora como la parte demandada deberán aportar los documentos 
de que dispongan que permitan evaluar la situación económica de los cónyuges, y en su 
caso, de los hijos, tales como declaraciones tributarias, nóminas, certificaciones bancarias, 
títulos de propiedad o certificaciones registrales. De igual forma se deberá acreditar, de 
existir, la resolución judicial o acuerdo en virtud del cual corresponde el uso de la vivienda 
familiar.

2.ª La reconvención se propondrá con la contestación a la demanda. El actor dispondrá 
de 10 días para contestarla.

Sólo se admitirá la reconvención:
a) Cuando se funde en alguna de las causas que puedan dar lugar a la nulidad del 

matrimonio.
b) Cuando el cónyuge demandado de separación o de nulidad pretenda el divorcio.
c) Cuando el cónyuge demandado de nulidad pretenda la separación.
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d) Cuando el cónyuge demandado pretenda la adopción de medidas definitivas, que no 
hubieran sido solicitadas en la demanda, y sobre las que el tribunal no deba pronunciarse de 
oficio.

3.ª A la vista deberán concurrir las partes por sí mismas, con apercibimiento de que su 
incomparecencia sin causa justificada podrá determinar que se consideren admitidos los 
hechos alegados por la parte que comparezca para fundamentar sus peticiones sobre 
medidas definitivas de carácter patrimonial. También será obligatoria la presencia de los 
abogados respectivos.

4.ª Las pruebas que no puedan practicarse en el acto de la vista se practicarán dentro 
del plazo que el Tribunal señale, que no podrá exceder de treinta días.

Durante este plazo, el Tribunal podrá acordar de oficio las pruebas que estime 
necesarias para comprobar la concurrencia de las circunstancias en cada caso exigidas por 
el Código Civil para decretar la nulidad, separación o divorcio, así como las que se refieran a 
hechos de los que dependan los pronunciamientos sobre medidas que afecten a los hijos 
menores o a los mayores con discapacidad que precisen apoyo, de acuerdo con la 
legislación civil aplicable.

Si el procedimiento fuere contencioso y se estimare necesario de oficio o a petición del 
fiscal, partes o miembros del equipo técnico judicial o de los propios hijos, podrán ser oídos 
cuando tengan menos de doce años, debiendo ser oídos en todo caso si hubieran alcanzado 
dicha edad. También habrán de ser oídos cuando precisen apoyo para el ejercicio de su 
capacidad jurídica y este sea prestado por los progenitores, así como los hijos con 
discapacidad, cuando se discuta el uso de la vivienda familiar y la estén usando.

En las audiencias con los hijos menores o con los mayores con discapacidad que 
precisen apoyo para el ejercicio de su capacidad jurídica se garantizará por la autoridad 
judicial que sean realizadas en condiciones idóneas para la salvaguarda de sus intereses, 
sin interferencias de otras personas, y recabando excepcionalmente el auxilio de 
especialistas cuando ello sea necesario.

5.ª En cualquier momento del proceso, concurriendo los requisitos señalados en el 
artículo 777, las partes podrán solicitar que continúe el procedimiento por los trámites que se 
establecen en dicho artículo.

6.ª En los procesos que versen exclusivamente sobre guarda y custodia de hijos 
menores o sobre alimentos reclamados en nombre de los hijos menores, para la adopción de 
las medidas cautelares que sean adecuadas a dichos procesos se seguirán los trámites 
establecidos en esta Ley para la adopción de medidas previas, simultáneas o definitivas en 
los procesos de nulidad, separación o divorcio.

7.ª Las partes de común acuerdo podrán solicitar la suspensión del proceso de 
conformidad con lo previsto en el artículo 19.4 de esta Ley, para someterse a mediación.

8.ª En los procesos matrimoniales en que existieran hijos comunes mayores de dieciséis 
años que se hallasen en situación de necesitar medidas de apoyo por razón de su 
discapacidad, se seguirán, en su caso, los trámites establecidos en esta ley para los 
procesos para la adopción judicial de medidas de apoyo a una persona con discapacidad.

Artículo 771.  Medidas provisionales previas a la demanda de nulidad, separación o 
divorcio. Solicitud, comparecencia y resolución.

1. El cónyuge que se proponga demandar la nulidad, separación o divorcio de su 
matrimonio puede solicitar los efectos y medidas a que se refieren los artículos 102 y 103 del 
Código Civil ante el tribunal de su domicilio.

Para formular esta solicitud no será precisa la intervención de procurador y abogado, 
pero sí será necesaria dicha intervención para todo escrito y actuación posterior.

2. A la vista de la solicitud, el letrado de la Administración de Justicia citará a los 
cónyuges y, si hubiere hijos menores o hijos con discapacidad con medidas de apoyo 
atribuidas a sus progenitores, al Ministerio Fiscal, a una comparecencia en la que se 
intentará un acuerdo de las partes, que señalará el letrado de la Administración de Justicia y 
que se celebrará en los diez días siguientes. A dicha comparecencia deberá acudir el 
cónyuge demandado asistido por su abogado y representado por su procurador.
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De esta resolución dará cuenta en el mismo día al tribunal para que pueda acordar de 
inmediato, si la urgencia del caso lo aconsejare, los efectos a los que se refiere el artículo 
102 del Código Civil y lo que considere procedente en relación con la custodia de los hijos y 
uso de la vivienda, atribución, convivencia y necesidades de los animales de compañía y 
ajuar familiares. Contra esta resolución no se dará recurso alguno.

3. En el acto de la comparecencia a que se refiere el apartado anterior, si no hubiere 
acuerdo de los cónyuges sobre las medidas a adoptar o si dicho acuerdo, oído, en su caso, 
el Ministerio Fiscal, no fuera aprobado en todo o en parte por el Tribunal, se oirán las 
alegaciones de los concurrentes y se practicará la prueba que éstos propongan y que no sea 
inútil o impertinente, así como la que el Tribunal acuerde de oficio. Si alguna prueba no 
pudiera practicarse en la comparecencia, el Letrado de la Administración de Justicia 
señalará fecha para su práctica, en unidad de acto, dentro de los diez días siguientes.

La falta de asistencia, sin causa justificada, de alguno de los cónyuges a la 
comparecencia podrá determinar que se consideren admitidos los hechos alegados por el 
cónyuge presente para fundamentar sus peticiones sobre medidas provisionales de carácter 
patrimonial.

4. Finalizada la comparecencia o, en su caso, terminado el acto que se hubiere señalado 
para la práctica de la prueba que no hubiera podido producirse en aquélla, el tribunal 
resolverá, en el plazo de tres días, mediante auto, contra el que no se dará recurso alguno.

5. Los efectos y medidas acordados de conformidad con lo dispuesto en este artículo 
sólo subsistirán si, dentro de los treinta días siguientes a su adopción se presenta la 
demanda de nulidad, separación o divorcio.

Artículo 772.  Confirmación o modificación de las medidas provisionales previas a la 
demanda, al admitirse ésta.

1. Cuando se hubieren adoptado medidas con anterioridad a la demanda, admitida ésta, 
el Letrado de la Administración de Justicia unirá las actuaciones sobre adopción de dichas 
medidas a los autos del proceso de nulidad, separación o divorcio, solicitándose, a tal efecto, 
el correspondiente testimonio, si las actuaciones sobre las medidas se hubieran producido 
en Tribunal distinto del que conozca de la demanda.

2. Sólo cuando el Tribunal considere que procede completar o modificar las medidas 
previamente acordadas ordenará que se convoque a las partes a una comparecencia, que 
señalará el Letrado de la Administración de Justicia y se sustanciará con arreglo a lo 
dispuesto en el artículo anterior.

Contra el auto que se dicte no se dará recurso alguno.

Artículo 773.  Medidas provisionales derivadas de la admisión de la demanda de nulidad, 
separación o divorcio.

1. El cónyuge que solicite la nulidad de su matrimonio, la separación o el divorcio podrá 
pedir en la demanda lo que considere oportuno sobre las medidas provisionales a adoptar, 
siempre que no se hubieren adoptado con anterioridad. También podrán ambos cónyuges 
someter a la aprobación del tribunal el acuerdo a que hubieren llegado sobre tales 
cuestiones. Dicho acuerdo no será vinculante para las pretensiones respectivas de las partes 
ni para la decisión que pueda adoptar el tribunal en lo que respecta a las medidas definitivas.

2. Admitida la demanda, el tribunal resolverá sobre las peticiones a que se refiere el 
apartado anterior y, en su defecto, acordará lo que proceda, dando cumplimiento, en todo 
caso, a lo dispuesto en el artículo 103 del Código Civil.

3. Antes de dictar el Tribunal la resolución a que se refiere el apartado anterior, el 
Letrado de la Administración de Justicia convocará a los cónyuges y, en su caso, al 
Ministerio Fiscal, a una comparecencia, que se sustanciará conforme a lo previsto en el 
artículo 771.

Contra el auto que se dicte no se dará recurso alguno.
4. También podrá solicitar medidas provisionales el cónyuge demandado, cuando no se 

hubieran adoptado con anterioridad o no hubieran sido solicitadas por el actor, con arreglo a 
lo dispuesto en los apartados precedentes. La solicitud deberá hacerse en la contestación a 
la demanda y se sustanciará en la vista principal, cuando ésta se señale dentro de los diez 
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días siguientes a la contestación, resolviendo el tribunal por medio de auto no recurrible 
cuando la sentencia no pudiera dictarse inmediatamente después de la vista.

Si la vista no pudiera señalarse en el plazo indicado, el Letrado de la Administración de 
Justicia convocará la comparecencia a que se refiere el apartado 3 de este artículo.

5. Las medidas provisionales quedarán sin efecto cuando sean sustituidas por las que 
establezca definitivamente la sentencia o cuando se ponga fin al procedimiento de otro 
modo.

Artículo 774.  Medidas definitivas.
1. En la vista del juicio, si no lo hubieren hecho antes, conforme a lo dispuesto en los 

artículos anteriores, los cónyuges podrán someter al tribunal los acuerdos a que hubieren 
llegado para regular las consecuencias de la nulidad, separación o divorcio y proponer la 
prueba que consideren conveniente para justificar su procedencia.

2. A falta de acuerdo, se practicará la prueba útil y pertinente que los cónyuges o el 
Ministerio Fiscal propongan y la que el tribunal acuerde de oficio sobre los hechos que sean 
relevantes para la decisión sobre las medidas a adoptar.

3. El tribunal resolverá en la sentencia sobre las medidas solicitadas de común acuerdo 
por los cónyuges, tanto si ya hubieran sido adoptadas, en concepto de provisionales, como 
si se hubieran propuesto con posterioridad.

4. En defecto de acuerdo de los cónyuges o en caso de no aprobación del mismo, el 
tribunal determinará, en la propia sentencia, las medidas que hayan de sustituir a las ya 
adoptadas con anterioridad en relación con los hijos, la vivienda familiar, las cargas del 
matrimonio, la atribución, convivencia y necesidades de los animales de compañía, 
disolución del régimen económico y las cautelas o garantías respectivas, estableciendo las 
que procedan si para alguno de estos conceptos no se hubiera adoptado ninguna.

5. Los recursos que, conforme a la ley, se interpongan contra la sentencia no 
suspenderán la eficacia de las medidas que se hubieren acordado en ésta. Si la 
impugnación afectara únicamente a los pronunciamientos sobre medidas, se declarará por el 
Letrado de la Administración de Justicia la firmeza del pronunciamiento sobre la nulidad, 
separación o divorcio.

Artículo 775.  Modificación de las medidas definitivas.
1. El Ministerio Fiscal, habiendo hijos menores o hijos con discapacidad con medidas de 

apoyo atribuidas a sus progenitores y, en todo caso, los cónyuges, podrán solicitar del 
Tribunal que acordó las medidas definitivas, la modificación de las medidas convenidas por 
los cónyuges o de las adoptadas en defecto de acuerdo, siempre que hayan variado 
sustancialmente las circunstancias tenidas en cuenta al aprobarlas o acordarlas.

2. Estas peticiones se tramitarán conforme a lo dispuesto en el artículo 770. No obstante, 
si la petición se hiciera por ambos cónyuges de común acuerdo o por uno con el 
consentimiento del otro y acompañando propuesta de convenio regulador, regirá el 
procedimiento establecido en el artículo 777.

3. Las partes podrán solicitar, en la demanda o en la contestación, la modificación 
provisional de las medidas definitivas concedidas en un pleito anterior. Esta petición se 
sustanciará con arreglo a lo previsto en el artículo 773.

Artículo 776.  Ejecución forzosa de los pronunciamientos de medidas.
Los pronunciamientos sobre medidas se ejecutarán con arreglo a lo dispuesto en el Libro 

III de esta ley, con las especialidades siguientes:
1.ª Al cónyuge o progenitor que incumpla de manera reiterada las obligaciones de pago 

de cantidad que le correspondan podrán imponérsele por el letrado o letrada de la 
Administración de Justicia multas coercitivas, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 711 y 
sin perjuicio de hacer efectivas sobre su patrimonio las cantidades debidas y no satisfechas.

2.ª En caso de incumplimiento de obligaciones no pecuniarias de carácter personalísimo, 
no procederá la sustitución automática por el equivalente pecuniario prevista en el apartado 
tercero del artículo 709 y podrán, si así lo juzga conveniente el Tribunal, mantenerse las 
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multas coercitivas mensuales todo el tiempo que sea necesario más allá del plazo de un año 
establecido en dicho precepto.

3.ª El incumplimiento reiterado de las obligaciones derivadas del régimen de visitas, tanto 
por parte del progenitor guardador como del no guardador, podrá dar lugar a la modificación 
por el Tribunal del régimen de guarda y visitas siempre y cuando sea acorde con la 
evaluación del interés superior del menor realizada previamente.

4.ª Cuando deban ser objeto de ejecución forzosa gastos extraordinarios, no 
expresamente previstos en las medidas definitivas o provisionales, deberá solicitarse 
previamente al despacho de ejecución la declaración de que la cantidad reclamada tiene la 
consideración de gasto extraordinario. Del escrito solicitando la declaración de gasto 
extraordinario se dará vista a la contraria y, en caso de oposición dentro de los cinco días 
siguientes, el Tribunal convocará a las partes a una vista que se sustanciará con arreglo a lo 
dispuesto en los artículos 440 y siguientes y que resolverá mediante auto.

Artículo 777.  Separación o divorcio solicitados de mutuo acuerdo o por uno de los 
cónyuges con el consentimiento del otro.

1. Las peticiones de separación o divorcio presentadas de común acuerdo por ambos 
cónyuges o por uno con el consentimiento del otro se tramitarán por el procedimiento 
establecido en el presente artículo.

2. Al escrito por el que se promueva el procedimiento deberá acompañarse la 
certificación de la inscripción del matrimonio y, en su caso, las de inscripción de nacimiento 
de los hijos en el Registro Civil, así como la propuesta de convenio regulador conforme a lo 
establecido en la legislación civil y el documento o documentos en que el cónyuge o 
cónyuges funden su derecho, incluyendo, en su caso, el acuerdo final alcanzado en el 
procedimiento de mediación familiar. Si algún hecho relevante no pudiera ser probado 
mediante documentos, en el mismo escrito se propondrá la prueba de que los cónyuges 
quieran valerse para acreditarlo.

3. Admitida la solicitud de separación o divorcio, el Letrado de la Administración de 
Justicia citará a los cónyuges, dentro de los tres días siguientes, para que se ratifiquen por 
separado en su petición. Si ésta no fuera ratificada por alguno de los cónyuges, el Letrado 
de la Administración de Justicia acordará de inmediato el archivo de las actuaciones, 
quedando a salvo el derecho de los cónyuges a promover la separación o el divorcio 
conforme a lo dispuesto en el artículo 770. Contra esta resolución del Letrado de la 
Administración de Justicia podrá interponerse recurso directo de revisión ante el Tribunal.

4. Ratificada por ambos cónyuges la solicitud, si la documentación aportada fuera 
insuficiente, el Juez o el Letrado de la Administración de Justicia que fuere competente 
concederá a los solicitantes un plazo de diez días para que la completen. Durante este plazo 
se practicará, en su caso, la prueba que los cónyuges hubieren propuesto y la demás que el 
tribunal considere necesaria para acreditar la concurrencia de las circunstancias en cada 
caso exigidas por el Código Civil y para apreciar la procedencia de aprobar la propuesta de 
convenio regulador.

5. Si hubiera hijos menores o hijos mayores con discapacidad y medidas de apoyo 
atribuidas a sus progenitores, el Tribunal recabará informe del Ministerio Fiscal sobre los 
términos del convenio relativos a los hijos y serán oídos cuando se estime necesario de 
oficio o a petición del fiscal, partes o miembros del equipo técnico judicial o del propio hijo. 
Estas actuaciones se practicarán durante el plazo a que se refiere el apartado anterior o, si 
este no se hubiera abierto, en el plazo de cinco días.

6. Cumplido lo dispuesto en los dos apartados anteriores o, si no fuera necesario, 
inmediatamente después de la ratificación de los cónyuges, el tribunal dictará sentencia 
concediendo o denegando la separación o el divorcio y pronunciándose, en su caso, sobre el 
convenio regulador.

7. Concedida la separación o el divorcio, si la sentencia no aprobase en todo o en parte 
el convenio regulador propuesto, se concederá a las partes un plazo de diez días para 
proponer nuevo convenio, limitado, en su caso, a los puntos que no hayan sido aprobados 
por el tribunal. Presentada la propuesta o transcurrido el plazo concedido sin hacerlo, el 
tribunal dictará auto dentro del tercer día, resolviendo lo procedente.
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8. La sentencia que deniegue la separación o el divorcio y el auto que acuerde alguna 
medida que se aparte de los términos del convenio propuesto por los cónyuges podrán ser 
recurridos en apelación. El recurso contra el auto que decida sobre las medidas no 
suspenderá la eficacia de estas, ni afectará a la firmeza de la sentencia relativa a la 
separación o al divorcio.

La sentencia o el auto que aprueben en su totalidad la propuesta de convenio solo 
podrán ser recurridos, en interés de los hijos menores o en aras de la salvaguarda de la 
voluntad, preferencias y derechos de los hijos con discapacidad con medidas de apoyo 
atribuidas a sus progenitores, por el Ministerio Fiscal.

9. La modificación del convenio regulador o de las medidas acordadas por el tribunal en 
los procedimientos a que se refiere este artículo se sustanciará conforme a lo dispuesto en el 
mismo cuando se solicite por ambos cónyuges de común acuerdo o por uno con el 
consentimiento del otro y con propuesta de nuevo convenio regulador. En otro caso, se 
estará a lo dispuesto en el artículo 775.

10. Si la competencia fuera del letrado de la Administración de Justicia por no existir 
hijos con discapacidad con medidas de apoyo atribuidas a sus progenitores ni menores no 
emancipados, inmediatamente después de la ratificación de los cónyuges ante el letrado de 
la Administración de Justicia, este dictará decreto pronunciándose sobre el convenio 
regulador.

El decreto que formalice la propuesta del convenio regulador declarará la separación o 
divorcio de los cónyuges.

Si considerase que, a su juicio, alguno de los acuerdos del convenio pudiera ser dañoso 
o gravemente perjudicial para uno de los cónyuges o para los hijos mayores o menores 
emancipados afectados, lo advertirá a los otorgantes y dará por terminado el procedimiento. 
En este caso, los cónyuges solo podrán acudir ante el juez para la aprobación de la 
propuesta de convenio regulador.

El decreto no será recurrible.

Artículo 778.  Eficacia civil de resoluciones de los tribunales eclesiásticos o de decisiones 
pontificias sobre matrimonio rato y no consumado.

1. En las demandas en solicitud de la eficacia civil de las resoluciones dictadas por los 
tribunales eclesiásticos sobre nulidad del matrimonio canónico o las decisiones pontificias 
sobre matrimonio rato y no consumado, si no se pidiera la adopción o modificación de 
medidas, el tribunal dará audiencia por plazo de diez días al otro cónyuge y al Ministerio 
Fiscal y resolverá por medio de auto lo que resulte procedente sobre la eficacia en el orden 
civil de la resolución o decisión eclesiástica.

2. Cuando en la demanda se hubiere solicitado la adopción o modificación de medidas, 
se sustanciará la petición de eficacia civil de la resolución o decisión canónica 
conjuntamente con la relativa a las medidas, siguiendo el procedimiento que corresponda 
con arreglo a lo dispuesto en el artículo 770.

[ . . . ]
TÍTULO II

De la división judicial de patrimonios

CAPÍTULO I
De la división de la herencia

Sección 1.ª Del procedimiento para la división de la herencia

[ . . . ]
Artículo 783.  Convocatoria de Junta para designar contador y peritos.

1. Solicitada la división judicial de la herencia se acordará, cuando así se hubiere pedido 
y resultare procedente, la intervención del caudal hereditario y la formación de inventario.
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2. Practicadas las actuaciones anteriores o, si no fuera necesario, a la vista de la 
solicitud de división judicial de la herencia, el Letrado de la Administración de Justicia 
convocará a Junta a los herederos, a los legatarios de parte alícuota y al cónyuge 
sobreviviente, señalando día dentro de los diez siguientes.

3. La citación de los interesados que estuvieren ya personados en las actuaciones se 
hará por medio del procurador. A los que no estuvieren personados se les citará 
personalmente, si su residencia fuere conocida. Si no lo fuere, se les llamará por edictos, 
conforme a lo dispuesto en el artículo 164.

4. El letrado de la Administración de Justicia convocará también al Ministerio Fiscal para 
que represente a los interesados en la herencia que sean menores y no tengan 
representación legítima y a los ausentes cuyo paradero se ignore. La representación del 
Ministerio Fiscal cesará una vez que los menores estén habilitados de representante legal y, 
respecto de los ausentes, cuando se presenten en el juicio o puedan ser citados 
personalmente, aunque vuelvan a ausentarse.

5. Los acreedores a que se refiere el apartado 5 del artículo anterior serán convocados 
por el Letrado de la Administración de Justicia a la Junta cuando estuvieren personados en 
el procedimiento. Los que no estuvieren personados no serán citados, pero podrán participar 
en ella si concurren en el día señalado aportando los títulos justificativos de sus créditos.

[ . . . ]
Sección 2.ª De la intervención del caudal hereditario

Artículo 790.  Aseguramiento de los bienes de la herencia y de los documentos del difunto.
1. Siempre que el Tribunal tenga noticia del fallecimiento de una persona y no conste la 

existencia de testamento, ni de ascendientes, descendientes o cónyuge del finado o persona 
que se halle en una situación de hecho asimilable, ni de colaterales dentro del cuarto grado, 
adoptará de oficio las medidas más indispensables para el enterramiento del difunto si fuere 
necesario y para la seguridad de los bienes, libros, papeles, correspondencia y efectos del 
difunto susceptibles de sustracción u ocultación.

De la misma forma procederá cuando las personas de que habla el párrafo anterior 
estuvieren ausentes o cuando alguno de ellos sea menor y no tenga representante legal.

2. En los casos a que se refiere este artículo, luego que comparezcan los parientes, o se 
nombre representante legal a los menores, se les hará entrega de los bienes y efectos 
pertenecientes al difunto, cesando la intervención judicial, salvo lo dispuesto en el artículo 
siguiente, debiendo acudir al Notario a fin de que proceda a la incoación del expediente de 
declaración de herederos.

[ . . . ]
Artículo 792.  Intervención judicial de la herencia durante la tramitación de la declaración de 
herederos o de la división judicial de la herencia. Intervención a instancia de los acreedores 
de la herencia.

1. Las actuaciones a que se refiere el apartado 2 del artículo anterior podrán acordarse a 
instancia de parte en los siguientes casos:

1.º Por el cónyuge o cualquiera de los parientes que se crea con derecho a la sucesión 
legítima, siempre que acrediten haber promovido la declaración de herederos abintestato 
ante Notario o se formule la solicitud de intervención judicial del caudal hereditario al tiempo 
de promover la declaración notarial de herederos.

2.º Por cualquier coheredero o legatario de parte alícuota, al tiempo de solicitar la 
división judicial de la herencia, salvo que la intervención hubiera sido expresamente 
prohibida por disposición testamentaria.

3.º Por la Administración Pública que haya iniciado un procedimiento para su declaración 
como heredero abintestato.

2. También podrán pedir la intervención del caudal hereditario, con arreglo a lo 
establecido en el apartado segundo del artículo anterior, los acreedores reconocidos como 
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tales en el testamento o por los coherederos y los que tengan su derecho documentado en 
un título ejecutivo.

Artículo 793.  Primeras actuaciones y citación de los interesados para la formación de 
inventario.

1. Acordada la intervención del caudal hereditario en cualquiera de los casos a que se 
refieren los artículos anteriores ordenará el tribunal, por medio de auto, si fuere necesario y 
no se hubiera efectuado anteriormente, la adopción de las medidas indispensables para la 
seguridad de los bienes, así como de los libros, papeles, correspondencia y efectos del 
difunto susceptibles de sustracción u ocultación.

2. Dictada dicha resolución, el Letrado de la Administración de Justicia señalará día y 
hora para la formación de inventario, mandando citar a los interesados.

3. Deberán ser citados para la formación de inventario:
1.º El cónyuge sobreviviente.
2.º Los parientes que pudieran tener derecho a la herencia y fueren conocidos, cuando 

no conste la existencia de testamento ni se haya hecho la declaración de herederos 
abintestato.

3.º Los herederos o legatarios de parte alícuota.
4.º Los acreedores a cuya instancia se hubiere decretado la intervención del caudal 

hereditario y, en su caso, los que estuvieren personados en el procedimiento de división de 
la herencia.

5.º El Ministerio Fiscal, siempre que pudiere haber parientes desconocidos con derecho 
a la sucesión legítima, o que alguno de los parientes conocidos con derecho a la herencia o 
de los herederos o legatarios de parte alícuota no pudiere ser citado personalmente por no 
ser conocida su residencia, o cuando cualquiera de los interesados sea menor y no tenga 
representante legal.

6.º El abogado del Estado, o, en los casos previstos legalmente, los Servicios Jurídicos 
de las Comunidades Autónomas, cuando no conste la existencia de testamento ni de 
cónyuge o parientes que puedan tener derecho a la sucesión legítima.

[ . . . ]
Artículo 795.  Resolución sobre la administración, custodia y conservación del caudal 
hereditario.

Hecho el inventario, determinará el tribunal, por medio de auto, lo que según las 
circunstancias corresponda sobre la administración del caudal, su custodia y conservación, 
ateniéndose, en su caso, a lo que sobre estas materias hubiere dispuesto el testador y, en su 
defecto, con sujeción a las reglas siguientes:

1.º El metálico y efectos públicos se depositarán con arreglo a derecho.
2.º Se nombrará administrador al viudo o viuda y, en su defecto, al heredero o legatario 

de parte alícuota que tuviere mayor parte en la herencia. A falta de éstos, o si no tuvieren, a 
juicio del tribunal, la capacidad necesaria para desempeñar el cargo, podrá el tribunal 
nombrar administrador a cualquiera de los herederos o legatarios de parte alícuota, si los 
hubiere, o a un tercero.

3.º El administrador deberá prestar, en cualquiera de las formas permitidas por esta Ley, 
caución bastante a responder de los bienes que se le entreguen, que será fijada por el 
tribunal. Podrá éste, no obstante, dispensar de la caución al cónyuge viudo o al heredero 
designado administrador cuando tengan bienes suficientes para responder de los que se le 
entreguen.

4.º Los herederos y legatarios de parte alícuota podrán dispensar al administrador del 
deber de prestar caución. No habiendo acerca de esto conformidad, la caución será 
proporcionada al interés en el caudal de los que no otorguen su relevación. Se constituirá 
caución, en todo caso, respecto de la participación en la herencia de los menores que no 
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tengan representante legal y de los ausentes a los que no se haya podido citar por ignorarse 
su paradero.

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Del procedimiento para la liquidación del régimen económico matrimonial

Artículo 806.  Ámbito de aplicación.
La liquidación de cualquier régimen económico matrimonial que, por capitulaciones 

matrimoniales o por disposición legal, determine la existencia de una masa común de bienes 
y derechos sujeta a determinadas cargas y obligaciones se llevará a cabo, en defecto de 
acuerdo entre los cónyuges, con arreglo a lo dispuesto en el presente capítulo y a las 
normas civiles que resulten aplicables.

[ . . . ]
Artículo 808.  Solicitud de inventario.

1. Admitida la demanda de nulidad, separación o divorcio, o iniciado el proceso en que 
se haya demandado la disolución del régimen económico matrimonial, cualquiera de los 
cónyuges o sus herederos, podrá solicitar la formación de inventario.

2. La solicitud a que se refiere el apartado anterior deberá acompañarse de una 
propuesta en la que, con la debida separación, se harán constar las diferentes partidas que 
deban incluirse en el inventario con arreglo a la legislación civil.

A la solicitud se acompañarán también los documentos que justifiquen las diferentes 
partidas incluidas en la propuesta.

Artículo 809.  Formación del inventario.
1. A la vista de la solicitud a que se refiere el artículo anterior, el Letrado de la 

Administración de Justicia señalará día y hora para que, en el plazo máximo de diez días, se 
proceda a la formación de inventario, mandando citar a los cónyuges.

En el día y hora señalados, procederá el Letrado de la Administración de Justicia, con los 
cónyuges, a formar el inventario de la comunidad matrimonial, sujetándose a lo dispuesto en 
la legislación civil para el régimen económico matrimonial de que se trate.

Cuando, sin mediar causa justificada, alguno de los cónyuges no comparezca en el día 
señalado, se le tendrá por conforme con la propuesta de inventario que efectúe el cónyuge 
que haya comparecido. En este caso, así como cuando, habiendo comparecido ambos 
cónyuges, lleguen a un acuerdo, se consignará éste en el acta y se dará por concluido el 
acto.

En el mismo día o en el siguiente, se resolverá por el Tribunal lo que proceda sobre la 
administración y disposición de los bienes incluidos en el inventario.

2. Si se suscitare controversia sobre la inclusión o exclusión de algún concepto en el 
inventario o sobre el importe de cualquiera de las partidas, el Letrado de la Administración de 
Justicia hará constar en el acta las pretensiones de cada una de las partes sobre los 
referidos bienes y su fundamentación jurídica, y citará a los interesados a una vista, 
continuando la tramitación con arreglo a lo previsto para el juicio verbal.

La sentencia resolverá sobre todas las cuestiones suscitadas, aprobando el inventario de 
la comunidad matrimonial, y dispondrá lo que sea procedente sobre la administración y 
disposición de los bienes comunes.

Artículo 810.  Liquidación del régimen económico matrimonial.
1. Concluido el inventario y, en su caso, una vez firme la resolución que declare disuelto 

el régimen económico matrimonial, cualquiera de los cónyuges o, de haber fallecido, sus 
herederos podrán solicitar la liquidación de este.

2. La solicitud deberá acompañarse de una propuesta de liquidación que incluya el pago 
de las indemnizaciones y reintegros debidos a cada cónyuge y la división del remanente en 
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la proporción que corresponda, teniendo en cuenta, en la formación de los lotes, las 
preferencias que establezcan las normas civiles aplicables.

3. Admitida a trámite la solicitud de liquidación, el Letrado de la Administración de 
Justicia señalará, dentro del plazo máximo de diez días, el día y hora en que los cónyuges o, 
de haber fallecido, sus herederos deberán comparecer ante el mismo al objeto de alcanzar 
un acuerdo y, en su defecto, designar contador y, en su caso, peritos, para la práctica de las 
operaciones divisorias.

4. Cuando, sin mediar causa justificada, alguno de los cónyuges o, de haber fallecido, 
sus herederos no comparezcan en el día señalado, se le tendrá por conforme con la 
propuesta de liquidación que efectúe el cónyuge o, de haber fallecido, el heredero que haya 
comparecido. En este caso, así como cuando, habiendo comparecido ambos cónyuges o, de 
haber fallecido, sus herederos, lleguen a un acuerdo, se consignará este en el acta y se dará 
por concluido el acto, llevándose a efecto lo acordado conforme a lo previsto en los dos 
primeros apartados del artículo 788 de esta ley.

5. De no lograrse acuerdo entre los cónyuges o, de haber fallecido, sus herederos sobre 
la liquidación de su régimen económico-matrimonial, se procederá, mediante diligencia, al 
nombramiento de contador y, en su caso, peritos, conforme a lo establecido en el artículo 
784 de esta ley, continuando la tramitación con arreglo a lo dispuesto en los artículos 785 y 
siguientes.

Artículo 811.  Liquidación del régimen de participación.
1. No podrá solicitarse la liquidación de régimen de participación hasta que no sea firme 

la resolución que declare disuelto el régimen económico matrimonial.
2. La solicitud deberá acompañarse de una propuesta de liquidación que incluya una 

estimación del patrimonio inicial y final de cada cónyuge, expresando, en su caso, la 
cantidad resultante a pagar por el cónyuge que haya experimentado un mayor incremento 
patrimonial.

3. A la vista de la solicitud de liquidación, el Letrado de la Administración de Justicia 
señalará, dentro del plazo máximo de diez días, el día y hora en que los cónyuges deberán 
comparecer ante él al objeto de alcanzar un acuerdo.

4. Cuando, sin mediar causa justificada, alguno de los cónyuges no comparezca en el 
día señalado, se le tendrá por conforme con la propuesta de liquidación que efectúe el 
cónyuge que haya comparecido. En este caso, así como cuando, habiendo comparecido 
ambos cónyuges, lleguen a un acuerdo, se consignará éste en el acta y se dará por 
concluido el acto.

5. De no existir acuerdo entre los cónyuges, el Letrado de la Administración de Justicia 
les citará a una vista, y continuará la tramitación con arreglo a lo previsto para el juicio 
verbal.

La sentencia resolverá sobre todas las cuestiones suscitadas, determinando los 
patrimonios iniciales y finales de cada cónyuge, así como, en su caso, la cantidad que deba 
satisfacer el cónyuge cuyo patrimonio haya experimentado un mayor incremento y la forma 
en que haya de hacerse el pago.

[ . . . ]
Disposición adicional quinta.  Medidas de agilización de determinados procesos civiles.

1. El Ministerio de Justicia, de acuerdo con la comunidad autónoma 
correspondiente con competencias en la materia, previo informe favorable del Consejo 
General del Poder Judicial, podrá crear Oficinas de Señalamiento Inmediato en aquellos 
partidos judiciales con separación entre Juzgados de Primera Instancia y Juzgados de 
Instrucción.
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Téngase en cuenta que se ha declarado inconstitucional y nulo el inciso destacado por 
Sentencia del TC 224/2012, de 29 de noviembre. Ref. BOE-A-2012-15758.

Estas Oficinas tendrán carácter de servicio común procesal y desarrollarán funciones de 
registro, reparto y señalamiento de vistas, comparecencias y actuaciones en los 
procedimientos a que se refiere la presente disposición adicional.

2. En aquellos partidos judiciales donde se constituyan Oficinas de Señalamiento 
Inmediato se presentarán ante ellas las demandas y solicitudes que versen sobre las 
siguientes materias y siempre que al demandante o solicitante le sea posible designar un 
domicilio o residencia del demandado a efectos de su citación:

a) Reclamaciones de cantidad referidas en el apartado 2 del artículo 250 de esta ley.
b) Desahucios de finca urbana por expiración legal o contractual del plazo o por falta de 

pago de rentas o cantidades debidas y, en su caso, reclamaciones de estas rentas o 
cantidades cuando la acción de reclamación se acumule a la acción de desahucio.

c) Medidas cautelares previas o simultáneas a la demanda, a las que se refiere la regla 
6ª del artículo 770.

d) Medidas provisionales de nulidad, separación o divorcio, previas o simultáneas a la 
demanda, previstas en los artículos 771 y 773.1.

e) Demandas de separación o divorcio solicitados de mutuo acuerdo, o por uno de los 
cónyuges con el consentimiento del otro.

3. Estas demandas y solicitudes presentadas ante las Oficinas de Señalamiento 
Inmediato se tramitarán conforme a las normas de esta ley, con las siguientes 
especialidades:

Primera. Con carácter previo a su admisión a trámite, en el mismo día de su 
presentación o, de no ser posible, en el siguiente día hábil, las Oficinas de Señalamiento 
Inmediato, en una misma diligencia:

a) Registrarán aquellas demandas o solicitudes previstas en el apartado anterior que 
ante ellas se presenten.

b) Acordarán su reparto al Juzgado que corresponda y señalarán directamente la vista 
referida en el artículo 440.1, la comparecencia prevista en los artículos 771.2 y 773.3, la 
comparecencia para ratificación de la demanda contemplada en el artículo 777.3, y la fecha 
y hora en que hubiera de tener lugar el lanzamiento, en el supuesto a que se refiere el 
artículo 440.3.

c) Ordenarán, librándolos al efecto, la práctica de las correspondientes citaciones y 
oficios, para que se realicen a través del servicio común de notificaciones o, en su caso, por 
el procurador que así lo solicite, y se entreguen cumplimentadas directamente al Juzgado 
correspondiente.

d) Requerirán a la parte actora, de ser necesario, para la subsanación de los defectos 
procesales de que pudiere adolecer la presentación de la demanda o solicitud, que deberán 
solventarse en un plazo máximo de tres días.

e) Remitirán inmediatamente la demanda o solicitud presentada al Juzgado que 
corresponda.

Segunda. Las citaciones para las comparecencias y vistas a que se refiere la regla 
anterior contendrán los requerimientos y advertencias previstos en cada caso en esta ley. 
También harán indicación de los extremos a que se refiere el apartado 3 del artículo 440.

Asimismo la citación expresará que, si el demandado solicita el reconocimiento del 
derecho de asistencia jurídica gratuita o interesa la designación de abogado y procurador de 
oficio en el caso del artículo 33.2, deberá instarlo ante el Juzgado en el plazo de tres días 
desde la recepción de la citación.

Tercera. Recibida la demanda o solicitud, se acordará lo procedente sobre su admisión a 
trámite. En el supuesto de que se admita la demanda, se estará al señalamiento realizado. 
Si no fuera admitida a trámite, se dejará sin efecto el señalamiento, comunicando el Juzgado 
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esta circunstancia a quienes ya hubieren sido citados, a través del servicio común de actos 
de comunicación o, en su caso, del procurador que así lo hubiera solicitado.

Cuando alguna de las partes solicite el reconocimiento del derecho a la asistencia 
jurídica gratuita o la designación de abogado y procurador de oficio, se requerirá en la misma 
resolución de admisión de la demanda, si para entonces ya se conoce dicha solicitud o, en 
caso contrario, en decreto posterior, la inmediata designación de los profesionales de 
conformidad a lo establecido en el apartado 3 del artículo 33. En este caso, la designación 
se efectuará a favor de los profesionales asignados para la fecha en que haya de celebrarse 
la vista o comparecencia señalada, de acuerdo con un turno especial de asistencia 
establecido al efecto por los Colegios de Abogados y Procuradores.

Cuarta. Las Oficinas de Señalamiento Inmediato realizarán los señalamientos a que se 
refiere el párrafo b) del apartado 3, Primera, de esta disposición ante el Juzgado de Primera 
Instancia que por turno corresponda de acuerdo con un sistema programado de 
señalamientos, en el día y hora hábiles disponibles más próximos posibles, dentro en todo 
caso de los siguientes plazos:

a) Los señalamientos para las vistas a que se refiere el artículo 440.1 se efectuarán en 
los plazos señalados en el mismo precepto, contados partir del quinto día posterior a la 
presentación de la demanda en la Oficina de Señalamiento Inmediato.

b) Los señalamientos para las comparecencias previstas en los artículos 771.2 y 773.3 
se efectuarán entre el quinto y el décimo día posteriores a la presentación de la solicitud o 
demanda en la Oficina de Señalamiento Inmediato.

c) Los señalamientos de las comparecencias para ratificación de la demanda 
contempladas en el artículo 777.3 se efectuarán dentro de los tres días siguientes a la 
presentación de la correspondiente demanda.

d) La fijación de fecha y hora en que, en su caso, haya de tener lugar el lanzamiento, de 
acuerdo con lo previsto en el último inciso del apartado 3 del artículo 440, se realizará en un 
plazo inferior a un mes desde la fecha en que se hubiera señalado la correspondiente vista.

Quinta. Cada Juzgado de Primera Instancia, en los partidos judiciales en que se 
constituyan Oficinas de Señalamiento Inmediato, deberá reservar la totalidad de su agenda 
en las fechas que le corresponda actuar en turno de asistencia continuada para que la 
Oficina de Señalamiento Inmediato realice directamente dichos señalamientos.

El Consejo General del Poder Judicial, previo informe favorable del Ministerio de Justicia, 
dictará los Reglamentos necesarios para regular la organización y funcionamiento del 
sistema programado de señalamientos, el establecimiento de los turnos de asistencia 
continuada entre los Juzgados de Primera Instancia y el fraccionamiento de franjas horarias 
para la realización directa de los señalamientos.

Sexta. Las normas de reparto de los partidos judiciales en que se constituyan Oficinas de 
Señalamiento Inmediato atribuirán el conocimiento de los procedimientos contemplados en 
el apartado 2 de esta disposición a aquel Juzgado de Primera Instancia que haya de actuar 
en turno de asistencia continuada en la fecha en que se realicen los señalamientos de las 
vistas y comparecencias a que se refiere la regla cuarta.

4. En las actuaciones realizadas en el ámbito de esta disposición adicional, los 
procuradores de las partes personadas podrán practicar, si así lo solicitan y a costa de la 
parte que representen, las notificaciones, citaciones, emplazamientos y requerimientos, por 
cualquiera de los medios admitidos con carácter general en esta ley.

Se tendrán por válidamente realizados estos actos de comunicación cuando quede 
constancia suficiente de haber sido practicados en la persona o en el domicilio del 
destinatario.

A estos efectos, el procurador acreditará, bajo su responsabilidad personal, la identidad y 
condición del receptor del acto de comunicación, cuidando de que en la copia quede 
constancia de su firma y de la fecha en que se realice.

En las comunicaciones por medio de entrega de copia de la resolución o cédula en el 
domicilio del destinatario, se estará a lo dispuesto en el artículo 161 en lo que sea aplicable, 
debiendo el procurador acreditar la concurrencia de las circunstancias contempladas en 
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dicho precepto, para lo que podrá auxiliarse de dos testigos o de cualquier otro medio 
idóneo.

[ . . . ]
Disposición adicional séptima.  

En los procedimientos penales que se sigan por delito de usurpación del apartado 2 del 
artículo 245 del Código Penal, en caso de sustanciarse con carácter cautelar la medida de 
desalojo y restitución del inmueble objeto del delito a su legítimo poseedor y siempre que 
entre quienes ocupen la vivienda se encuentren personas dependientes de conformidad con 
lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 2 de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de 
Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de 
dependencia, víctimas de violencia sobre la mujer o personas menores de edad, se dará 
traslado a las Administraciones Autonómicas y locales competentes en materia de vivienda, 
asistencia social, evaluación e información de situaciones de necesidad social y atención 
inmediata a personas en situación o riesgo de exclusión social, con el fin de que puedan 
adoptar las medidas de protección que correspondan.

Las mismas previsiones se adoptarán cuando el desalojo de la vivienda se acuerde en 
sentencia.

[ . . . ]
Disposición derogatoria única.  

1. Se deroga la Ley de Enjuiciamiento Civil, aprobada por Real Decreto de 3 de febrero 
de 1881, con las excepciones siguientes:

1.ª Los Títulos XII y XIII del Libro II y el Libro III, que quedarán en vigor hasta la vigencia 
de la Ley Concursal y de la Ley sobre Jurisdicción Voluntaria, respectivamente, excepción 
hecha del artículo 1827 y los artículos 1880 a 1900, inclusive, que quedan derogados.

Asimismo, hasta la vigencia de las referidas Leyes, también quedarán en vigor los 
números 1.º y 5.º del artículo 4, los números 1.º y 3.º del artículo 10 y las reglas 8.ª, 9.ª, 16.ª, 
17.ª, 18.ª, 19.ª, 22.ª, 23.ª, 24.ª, 25.ª, 26.ª y 27.ª del artículo 63, todos ellos de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, de 1881.

Mientras no entre en vigor la Ley Concursal, los incidentes que surjan en el seno de 
procesos concursales se regirán por lo dispuesto en la presente Ley para la tramitación de 
incidentes.

En tanto no entre en vigor la Ley sobre Jurisdicción Voluntaria, las referencias al 
procedimiento contencioso procedente contenidas en el Libro III se entenderán hechas al 
juicio verbal.

2.ª El Título I del Libro II, así como el artículo 11, sobre la conciliación y la sección 2.ª del 
Título IX del Libro II, sobre declaración de herederos abintestato, que estarán vigentes hasta 
la entrada en vigor de la regulación de ambas materias en la Ley sobre Jurisdicción 
Voluntaria.

3.ª Los artículos 951 a 958, sobre eficacia en España de sentencias dictadas por 
tribunales extranjeros, que estarán en vigor hasta la vigencia de la Ley sobre cooperación 
jurídica internacional en materia civil.

2. Quedan también derogados los siguientes preceptos, leyes y disposiciones:
1.º El apartado segundo del artículo 8; el párrafo segundo del apartado sexto del artículo 

12; los artículos 127 a 130, incluido; el párrafo segundo del artículo 134 y el artículo 135; los 
artículos 202 a 214, incluido; 294 a 296, incluido, y 298; y los artículos 1214, 1215, 1226 y 
1231 a 1253, incluido, todos ellos del Código Civil.

2.º Los artículos 119, 120, 121 y 122.1 de la Ley de Sociedades Anónimas, texto 
refundido aprobado por Real Decreto legislativo 1564/1989, de 22 de diciembre.

3.º Los artículos 11, 12, 13, 14 y 15 de la Ley 62/1978, de 26 de diciembre, de Protección 
Jurisdiccional de los Derechos Fundamentales de la Persona.

4.º Los artículos 2, 8, 12 y 13 de la Ley de 23 de julio de 1908, referente a la nulidad de 
ciertos contratos de préstamos.
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5.º Los artículos 17 y 18 de la Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación 
de Vehículos a Motor, texto refundido aprobado por Decreto 632/1968, de 21 de marzo.

6.º Los artículos 38 a 40, incluido, de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de 
Arrendamientos Urbanos.

7.º Los artículos 123 a 137 de la Ley 83/1980, de 31 de diciembre, de Arrendamientos 
Rústicos.

8.º Los artículos 82, 83, 84, 85, 92 y 93 de la Ley de Hipoteca Mobiliaria y Prenda sin 
Desplazamiento, de 16 de diciembre de 1954.

9.º Los artículos 41 y 42 de la Ley de Hipoteca Naval, de 21 de agosto de 1893.
10.º Las disposiciones adicionales primera a novena de la Ley 30/1981, de 7 de julio, por 

la que se modifica la regulación del matrimonio en el Código Civil y se determina el 
procedimiento a seguir en las causas de nulidad, separación y divorcio.

11.º Los artículos 23, 25 y 26 de la Ley 3/1991, de 10 de enero, de Competencia Desleal.
12.º Los artículos 29, 30 y 33 de la Ley 34/1988, de 11 noviembre, General de 

Publicidad.
13.º El artículo 142 de la Ley de Propiedad Intelectual, texto refundido por Real Decreto 

legislativo 1/1996, de 12 de abril.
14.º Los apartados tercero y cuarto del artículo 125, el apartado segundo del artículo 

133, el artículo 135 y los apartados primero y segundo del artículo 136 de la Ley 11/1986, de 
20 de marzo, de Patentes.

15.º El apartado tercero del artículo 9 y los artículos 14, 15, 18 y 20 de la Ley 7/1998, de 
13 de abril, sobre Condiciones Generales de la Contratación.

16.º El artículo 12 de la Ley 28/1998, de 13 de julio, de Venta a Plazos de Bienes 
Muebles.

17.º El Decreto-ley 18/1969, de 20 de octubre, sobre administración judicial en caso de 
embargo de empresas.

18.º El Decreto de 21 de noviembre de 1952, por el que se desarrolla la base décima de 
la Ley de 19 de julio de 1944 sobre normas procesales aplicables en la justicia municipal.

19.º La Ley 10/1968, de 20 de junio, sobre atribución de competencias en materia civil a 
las Audiencias Provinciales.

20.º El Decreto de 23 de febrero de 1940 sobre reconstrucción de autos y actuaciones 
judiciales.

21.º El Decreto-ley 5/1973, de 17 de julio, sobre declaración de inhábiles, a efectos 
judiciales, de todos los días del mes de agosto.

3. Asimismo, se consideran derogadas, conforme al apartado segundo del artículo 2 del 
Código Civil, cuantas normas se opongan o sean incompatibles con lo dispuesto en la 
presente Ley.

Se considera en vigor la Ley 52/1997, de 27 de noviembre, de Asistencia Jurídica al 
Estado e Instituciones Públicas.

[ . . . ]
Disposición final vigésima segunda.  Medidas para facilitar la aplicación en España del 
Reglamento (CE) n.º 2201/2003 del Consejo, de 27 de noviembre de 2003, relativo a la 
competencia, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia 
matrimonial y de responsabilidad parental.

1. La certificación relativa a las resoluciones judiciales en materia matrimonial y en 
materia de responsabilidad parental, prevista en el artículo 39 del Reglamento (CE) 
n.º 2201/2003, se expedirá por el Letrado de la Administración de Justicia de forma separada 
y mediante diligencia, cumplimentando el formulario correspondiente que figura en los 
anexos I y II del Reglamento citado.

2. La certificación judicial relativa a las resoluciones judiciales sobre el derecho de visita, 
previstas en el apartado 1 del artículo 41 del Reglamento (CE) n.º 2201/2003, se expedirá 
por el juez de forma separada y mediante providencia, cumplimentando el formulario que 
figura en el anexo III de dicho Reglamento.

3. La certificación judicial relativa a las resoluciones judiciales sobre la restitución del 
menor, previstas en el apartado 1 del artículo 42 del Reglamento (CE) n.º 2201/2003, se 
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expedirá por el juez de forma separada y mediante providencia, cumplimentando el 
formulario que figura en el anexo IV del Reglamento citado.

4. El procedimiento para la rectificación de errores en la certificación judicial, previsto en 
el artículo 43.1 del Reglamento (CE) n.º 2001/2003, se resolverá de la forma establecida en 
los tres primeros apartados del artículo 267 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del 
Poder Judicial. No cabrá recurso alguno contra la resolución en que se resuelva sobre la 
aclaración o rectificación de la certificación judicial a que se refieren los dos anteriores 
apartados.

5. La denegación de la expedición de la certificación a la que se refieren los apartados 1, 
2 y 3 de este artículo se adoptará de forma separada y mediante decreto en el caso del 
apartado 1 y mediante Auto en el caso de los apartados 2 y 3, y podrá impugnarse por los 
trámites del recurso directo de revisión en el caso del apartado 1 y por los trámites del 
recurso de reposición en el caso de los apartados 2 y 3.

6. La transmisión a la que se refiere el artículo 11.6 del Reglamento (CE) n.º 2201/2003, 
incluirá una copia de la resolución judicial de no restitución con arreglo al artículo 13 del 
Convenio de La Haya de 25 de octubre de 1980, y una copia de la grabación original del acta 
de la vista en soporte apto para la grabación y reproducción del sonido y de la imagen, así 
como de aquellos documentos que el órgano jurisdiccional estime oportuno adjuntar en cada 
caso como acreditativos del cumplimiento de las exigencias de los artículos 10 y 11 del 
Reglamento.

7. La reclamación a la que se refiere el artículo 11.7 del Reglamento (CE) n.º 2201/2003, 
se sustanciará con arreglo al procedimiento previsto en la vigente Ley de Enjuiciamiento Civil 
para los procesos que versen exclusivamente sobre guarda y custodia de hijos menores, si 
bien la competencia judicial para conocer del mismo se determinará con arreglo a lo previsto 
para el proceso que regula las medidas relativas a la restitución de menores en los 
supuestos de sustracción internacional.

[ . . . ]
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§ 5

Ley del Notariado de 28 de mayo de 1862. [Inclusión parcial]

Ministerio de Gracia y Justicia
«Gaceta de Madrid» núm. 149, de 29 de mayo de 1862

Última modificación: 3 de enero de 2025
Referencia: BOE-A-1862-4073

[ . . . ]
TÍTULO VI

Derechos y premios de los Notarios

[ . . . ]
Artículo 46.  

El Notario que se inutilizare para el ejercicio de su profesión por librar los protocolos de 
inundación, incendio u otra fuerza mayor, tendrá derecho a una pensión.

Si muriese por la misma causa, su viuda e hijos menores tendrán igual derecho.

[ . . . ]
TÍTULO VII

Intervención de los Notarios en expedientes y actas especiales

[ . . . ]
CAPÍTULO II

De las actas y escrituras públicas en materia matrimonial

Sección 1.ª Del acta matrimonial y de la escritura pública de celebración del 
matrimonio

Artículo 51.  
1. Los que vayan a contraer matrimonio para el que se precise acta en la que se 

constate el cumplimiento de los requisitos de capacidad de ambos contrayentes, la 
inexistencia de impedimentos o su dispensa, o cualquier género de obstáculos para contraer 
matrimonio, deberán instar previamente su tramitación ante el Notario que tenga su 
residencia en el lugar del domicilio de cualquiera de ellos.

2. La solicitud, tramitación y autorización del acta se ajustarán a lo dispuesto en el 
artículo 58 de la Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil y, en lo no previsto, en esta 
Ley.
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Artículo  52.  
1. Si el acta fuera favorable a la celebración del matrimonio, este se llevará a cabo ante 

el notario que haya intervenido en la tramitación de aquélla mediante el otorgamiento de 
escritura pública en la que hará constar todas las circunstancias establecidas en la Ley del 
Registro Civil y su reglamento.

2. Cuando los contrayentes, en la solicitud inicial o durante la tramitación del acta, hayan 
solicitado que la prestación del consentimiento se realice ante Alcalde o Concejal en quien 
este delegue u otro notario, se remitirá copia del acta al oficiante elegido, el cual se limitará a 
celebrar el matrimonio y levantará acta u otorgará escritura pública, según proceda, con 
todos los requisitos legalmente exigidos.

3. Si el matrimonio se celebrase en peligro de muerte, el notario otorgará escritura 
pública donde se recoja la prestación del consentimiento matrimonial, previo dictamen 
médico sobre su aptitud para prestar éste y sobre la gravedad de la situación cuando el 
riesgo se derive de enfermedad o estado físico de alguno de los contrayentes, salvo 
imposibilidad acreditada. Con posterioridad, el notario procederá a la tramitación del acta de 
comprobación de los requisitos de validez del matrimonio.

Sección 2.ª Del acta de notoriedad para la constancia del régimen económico 
matrimonial legal

Artículo 53.  
1. Quienes deseen hacer constar expresamente en el Registro Civil el régimen 

económico matrimonial legal que corresponda a su matrimonio cuando este no constare con 
anterioridad deberán solicitar la tramitación de un acta de notoriedad al Notario con 
residencia en cualquiera de los domicilios conyugales que hubieran tenido, o en el domicilio 
o residencia habitual de cualquiera de los cónyuges, o donde estuvieran la mayor parte de 
sus bienes o donde desarrollen su actividad laboral o empresarial, a elección del requirente. 
También podrá elegir a un Notario de un distrito colindante a los anteriores.

2. La solicitud de inicio del acta deberá ir acompañada de los documentos acreditativos 
de identidad y domicilio del requirente. Deberá acreditarse con información del Registro Civil 
la inexistencia de un régimen económico matrimonial inscrito.

Los solicitantes deberán aseverar la certeza de los hechos positivos y negativos en que 
se deba fundar el acta, aportarán la documentación que estimen conveniente para la 
determinación de los hechos y deberán acompañar los documentos acreditativos de su 
vecindad civil en el momento de contraer matrimonio y, en caso de no poder hacerlo, 
deberán ofrecer información de, al menos, dos testigos que aseguren la realidad de los 
hechos de los que se derive la aplicación del régimen económico matrimonial legal.

3. Ultimadas las anteriores diligencias, el Notario hará constar su juicio de conjunto sobre 
si quedan acreditados por notoriedad los hechos y, si considera suficientemente acreditado 
el régimen económico legal del matrimonio, remitirá, en el mismo día y por medios 
telemáticos, copia electrónica del acta al Registro Civil correspondiente. En caso contrario, el 
Notario cerrará igualmente el acta y los interesados no conformes podrán ejercer su derecho 
en el juicio que corresponda.

Sección 3.ª. De la escritura publica de separación matrimonial o divorcio

Artículo 54.  
1. Los cónyuges, cuando no tuvieren hijos menores no emancipados o mayores respecto 

de los que se hayan establecido judicialmente medidas de apoyo atribuidas a sus 
progenitores, podrán acordar su separación matrimonial o divorcio de mutuo acuerdo, 
mediante la formulación de un convenio regulador en escritura pública. Deberán prestar su 
consentimiento ante el Notario del último domicilio común o el del domicilio o residencia 
habitual de cualquiera de los solicitantes.

2. Los cónyuges deberán estar asistidos en el otorgamiento de la escritura pública de 
Letrado en ejercicio.
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3. La solicitud, tramitación y otorgamiento de la escritura pública se ajustarán a lo 
dispuesto en el Código Civil y en esta ley.

CAPÍTULO III
De los expedientes en materia de sucesiones

Sección 1.ª De la declaración de herederos abintestato

Artículo 55.  
1. Quienes se consideren con derecho a suceder abintestato a una persona fallecida y 

sean sus descendientes, ascendientes, cónyuge o persona unida por análoga relación de 
afectividad a la conyugal, o sus parientes colaterales, podrán instar la declaración de 
herederos abintestato. Esta se tramitará en acta de notoriedad autorizada por Notario 
competente para actuar en el lugar en que hubiera tenido el causante su último domicilio o 
residencia habitual, o donde estuviere la mayor parte de su patrimonio, o en el lugar en que 
hubiera fallecido, siempre que estuvieran en España, a elección del solicitante. También 
podrá elegir a un Notario de un distrito colindante a los anteriores. En defecto de todos ellos, 
será competente el Notario del lugar del domicilio del requirente.

2. El acta se iniciará a requerimiento de cualquier persona con interés legítimo, a juicio 
del Notario, y su tramitación se efectuará con arreglo a lo previsto en la presente Ley y a la 
normativa notarial.

[ . . . ]
Sección 2.ª De la presentación, adveración, apertura y protocolización de los 

testamentos cerrados

Artículo 57.  
1. La presentación, adveración, apertura y protocolización de los testamentos cerrados 

se efectuará ante Notario competente para actuar en el lugar en que hubiera tenido el 
causante su último domicilio o residencia habitual, o donde estuviere la mayor parte de su 
patrimonio, con independencia de su naturaleza de conformidad con la ley aplicable, o en el 
lugar en que hubiera fallecido, siempre que estuvieran en España, a elección del solicitante. 
También podrá elegir a un Notario de un distrito colindante a los anteriores. En defecto de 
todos ellos, será competente el Notario del lugar del domicilio del requirente.

2. Si transcurridos diez días desde el fallecimiento del otorgante, el testamento no fuera 
presentado conforme a lo previsto en el Código Civil, cualquier interesado podrá solicitar al 
Notario que requiera a la persona que tenga en su poder un testamento cerrado para que lo 
presente ante él. Deberán acreditarse los datos identificativos del causante y, mediante 
información del Registro Civil y del Registro General de Actos de Última Voluntad, el 
fallecimiento del otorgante y si ha otorgado otras disposiciones testamentarias. Si fuese 
extraño a la familia del fallecido, además, deberá expresar y acreditar en la solicitud la razón 
por la que crea tener interés en la presentación del testamento.

3. Cuando comparezca ante Notario quien tenga en su poder un testamento cerrado en 
cumplimiento del deber establecido en el artículo 712 del Código Civil y manifestara no tener 
interés en la adveración y protocolización del testamento, el Notario requerirá a quienes 
pudieran tener interés en la herencia, de acuerdo con lo manifestado por el compareciente, 
y, en todo caso si le fueran conocidos, al cónyuge sobreviviente, a los descendientes y a los 
ascendientes del testador y, en defecto de éstos, a los parientes colaterales hasta el cuarto 
grado para que promuevan el expediente ante Notario competente, si les interesase.

Cuando cualesquiera de los interesados fuera menor y careciera de representante legal 
o persona con discapacidad sin apoyo suficiente, el Notario comunicará esta circunstancia al 
Ministerio Fiscal para que inste la designación de un defensor judicial.

4. Si se ignorase la identidad o domicilio de estas personas, el Notario dará publicidad 
del expediente en los tablones de anuncios de los Ayuntamientos correspondientes al último 
domicilio o residencia habitual del causante, al del lugar del fallecimiento si fuera distinto y 
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donde radiquen la mayor parte de sus bienes, sin perjuicio de la posibilidad de utilizar otros 
medios adicionales de comunicación. Los anuncios deberán estar expuestos durante el 
plazo de un mes.

5. Transcurridos tres meses desde que se realizaron los requerimientos o desde la 
finalización del plazo de la última exposición del anuncio sin que se haya presentado el 
testamento, a pesar del requerimiento, o sin que ningún interesado haya promovido el 
expediente, se archivará el mismo, sin perjuicio de reanudarlo a solicitud de cualquier 
interesado.

[ . . . ]
Sección 3.ª De la presentación, adveración, apertura y protocolización de los 

testamentos ológrafos

[ . . . ]
Artículo 62.  

1. Una vez presentado el testamento ológrafo, a solicitud de quien lo presente o de otro 
interesado, el Notario deberá requerir para que comparezcan ante él, en el día y hora que 
señale, el cónyuge sobreviviente, si lo hubiere, los descendientes y ascendientes del 
testador y, en defecto de unos y otros, los parientes colaterales hasta el cuarto grado.

2. Si se ignorase su identidad o domicilio, el Notario dará publicidad del expediente en 
los tablones de anuncios de los Ayuntamientos correspondientes al último domicilio o 
residencia del causante, al del lugar del fallecimiento si fuera distinto y donde radiquen la 
mayor parte de sus bienes, sin perjuicio de la posibilidad de utilizar otros medios adicionales 
de comunicación. Los anuncios deberán estar expuestos durante el plazo de un mes.

3. Cuando cualquiera de las referidas personas fuese menor y careciera de 
representante legal o fuese persona con discapacidad sin apoyo suficiente, el Notario 
comunicará esta circunstancia al Ministerio Fiscal para que inste la designación de un 
defensor judicial.»

4. Si el solicitante hubiera pedido al Notario la comparecencia de testigos para declarar 
sobre la autenticidad del testamento, el Notario los citará para que comparezcan ante él en 
el día y hora que señale.

5. En el día señalado, el Notario abrirá el testamento ológrafo cuando esté en pliego 
cerrado, lo rubricará en todas sus hojas y serán examinados los testigos. Cuando al menos 
tres testigos, que conocieran la letra y firma del testador, declarasen que no abrigan duda 
racional de que fue manuscrito y firmado por él, podrá prescindirse de las declaraciones 
testificales que faltaren.

A falta de testigos idóneos o si dudan los examinados, el Notario podrá acordar, si lo 
estima conveniente, que se practique una prueba pericial caligráfica.

6. Los interesados podrán presenciar la práctica de las diligencias y hacer en el acto las 
observaciones que estimen oportunas sobre la autenticidad del testamento, que, en su caso, 
serán reflejadas por el Notario en el acta.

[ . . . ]
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§ 6

Ley 15/2015, de 2 de julio, de la Jurisdicción Voluntaria. [Inclusión 
parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 158, de 3 de julio de 2015
Última modificación: 3 de enero de 2025

Referencia: BOE-A-2015-7391

[ . . . ]
CAPÍTULO I

De la autorización o aprobación judicial del reconocimiento de la filiación no 
matrimonial

[ . . . ]
TÍTULO III

De los expedientes de jurisdicción voluntaria en materia de familia

CAPÍTULO I
De la dispensa del impedimento matrimonial

Artículo 81.  Competencia, legitimación y postulación.
1. El Juez de Primera Instancia del domicilio o, en su defecto, de la residencia de 

cualquiera de los contrayentes será competente para conocer de la solicitud de dispensa de 
los impedimentos de muerte dolosa del cónyuge o persona con la que hubiera estado unida 
por análoga relación de afectividad a la conyugal y de parentesco para contraer matrimonio 
del grado tercero entre colaterales, previstos en el artículo 48 del Código Civil.

2. Deberá promover este expediente el contrayente en quien concurra el impedimento 
para el matrimonio.

3. En la práctica de estas actuaciones no será preceptiva la intervención de Abogado ni 
Procurador.

Artículo 82.  Solicitud.
El expediente se iniciará mediante solicitud dirigida al Juzgado que expresará los 

motivos de índole particular, familiar o social en la que se basa, y a la que se acompañarán 
los documentos y antecedentes necesarios que acrediten la concurrencia de la justa causa 
exigida por el Código Civil para que proceda la dispensa y, en su caso, la proposición de 
prueba, cuya práctica se acordará por el Juez. Si se tratara del impedimento de parentesco, 
en la solicitud se expresará, con claridad el árbol genealógico de los contrayentes.
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Artículo 83.  Tramitación y resolución.
1. Admitida a trámite por el Secretario judicial la solicitud, citará a la comparecencia a los 

contrayentes y a aquellos que pudieran estar interesados, quienes serán oídos. Para la 
dispensa del impedimento de muerte dolosa del cónyuge anterior deberá citarse, además, al 
Ministerio Fiscal. En la comparecencia se practicarán las pruebas que hubieren sido 
propuestas y acordadas.

2. El Juez, teniendo en cuenta la justificación ofrecida, resolverá concediendo o 
denegando la dispensa del impedimento para el matrimonio.

Artículo 84.  Testimonio.
En el caso de concesión de la dispensa para el matrimonio, el Secretario judicial 

expedirá testimonio que se entregará al solicitante para el uso que corresponda.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

De la intervención judicial en los casos de desacuerdo conyugal y en la 
administración de bienes gananciales

Artículo 90.  Ámbito de aplicación, competencia, postulación y tramitación.
1. Se seguirán los trámites regulados en las normas comunes de esta Ley cuando los 

cónyuges, individual o conjuntamente, soliciten la intervención o autorización judicial para:
a) Fijar el domicilio conyugal o disponer sobre la vivienda habitual y objetos de uso 

ordinario, si hubiere desacuerdo entre los cónyuges.
b) Fijar la contribución a las cargas del matrimonio, cuando uno de los cónyuges 

incumpliere tal deber.
c) Realizar un acto de administración respecto de bienes comunes por ser necesario el 

consentimiento de ambos cónyuges, o para la realización de un acto de disposición a título 
oneroso sobre los mismos, por hallarse el otro cónyuge impedido para prestarlo o se negare 
injustificadamente a ello.

d) Conferir la administración de los bienes comunes, cuando uno de los cónyuges se 
hallare impedido para prestar el consentimiento o hubiere abandonado la familia o existiere 
separación de hecho.

e) Realizar actos de disposición sobre inmuebles, establecimientos mercantiles, objetos 
preciosos o valores mobiliarios, salvo el derecho de suscripción preferente, si el cónyuge 
tuviera la administración y, en su caso, la disposición de los bienes comunes por ministerio 
de la ley o por resolución judicial.

2. En los expedientes sobre atribución de la administración y disposición de los bienes 
comunes a uno sólo de los cónyuges, el Juez podrá acordar asimismo cautelas y 
limitaciones, de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal cuando haya de intervenir en el 
expediente.

3. En los expedientes a que se refieren los dos apartados anteriores será competente el 
Juzgado de Primera Instancia del que sea o hubiera sido el último domicilio o residencia de 
los cónyuges.

No será preceptiva la intervención de Abogado ni de Procurador para promover y actuar 
en estos expedientes, salvo que la intervención judicial fuera para la realización de un acto 
de carácter patrimonial con un valor superior a 6.000 euros, en cuyo caso será necesario.

4. El Juez oirá en la comparecencia al solicitante, al cónyuge no solicitante, en su caso, y 
a los demás interesados, sin perjuicio de la práctica de las demás diligencias de prueba que 
estime pertinentes.

5. En estos expedientes se dará audiencia al Ministerio Fiscal cuando estén 
comprometidos los intereses de los menores o personas con discapacidad con medidas de 
apoyo para el ejercicio de su capacidad jurídica.
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[ . . . ]
Disposición transitoria cuarta.  Expedientes de adopción y matrimoniales.

1. Las adopciones que se inicien hasta la entrada en vigor de la Ley de modificación del 
sistema de protección a la infancia y a la adolescencia, se regirán por las disposiciones de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil aprobada por Real Decreto de 3 de febrero de 1881.

2. Los expedientes matrimoniales que se inicien antes de la completa entrada en vigor 
de la Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil se seguirán tramitando por el Encargado 
del Registro Civil conforme a las disposiciones del Código Civil y de la Ley del Registro Civil 
de 8 de junio de 1957.

Resuelto favorablemente el expediente matrimonial por el Encargado del Registro Civil, 
el matrimonio se podrá celebrar, a elección de los contrayentes, ante:

1.º El Juez Encargado del Registro Civil y los Jueces de Paz por delegación de aquél.
2.° El Alcalde del municipio donde se celebre el matrimonio o concejal en quien éste 

delegue.
3.º El Secretario judicial o Notario libremente elegido por ambos contrayentes que sea 

competente en el lugar de celebración.
4.º El funcionario diplomático o consular Encargado del Registro Civil en el extranjero.
La prestación del consentimiento deberá realizarse en la forma prevista en el Código 

Civil y en la Ley del Registro Civil de 8 de junio de 1957, con las especialidades que se 
establecen en esta disposición.

El matrimonio celebrado ante el Encargado del Registro Civil, Juez de Paz, Alcalde o 
Concejal en quien este delegue o ante el Secretario judicial se hará constar en acta; el que 
se celebre ante Notario constará en escritura pública. En ambos casos deberá ser firmada, 
además de por aquel ante el que se celebra, por los contrayentes y dos testigos.

Extendida el acta o autorizada la escritura pública, se entregará a cada uno de los 
contrayentes copia acreditativa de la celebración del matrimonio y se remitirá por el 
autorizante, en el mismo día y por medios telemáticos, testimonio o copia autorizada 
electrónica del documento al Registro Civil para su inscripción, previa calificación del 
Encargado del Registro Civil.

Disposición transitoria quinta.  Matrimonios celebrados por las confesiones religiosas 
evangélicas, judías e islámicas y por las que hayan obtenido el reconocimiento de notorio 
arraigo en España.

1. Hasta la entrada en vigor de la disposición final quinta de esta ley, al matrimonio 
religioso evangélico será de aplicación lo dispuesto en el artículo 7 del Acuerdo de 
Cooperación del Estado con la Federación de Entidades Religiosas Evangélicas de España, 
aprobado por la Ley 24/1992, de 10 de noviembre, salvo el apartado 5 del artículo 7, que 
quedará redactado de la forma siguiente:

«5. Una vez celebrado el matrimonio, el ministro de culto oficiante extenderá 
certificación expresiva de la celebración del mismo, con los requisitos necesarios 
para su inscripción y las menciones de identidad de los testigos y de las 
circunstancias del expediente previo que necesariamente incluirán el nombre y 
apellidos del Encargado del Registro Civil o funcionario diplomático o consular que la 
hubiera extendido. Esta certificación se remitirá por medios electrónicos, en la forma 
que reglamentariamente se determine, junto con la certificación acreditativa de la 
condición de ministro de culto, dentro del plazo de cinco días al Encargado del 
Registro Civil competente para su inscripción. Igualmente extenderá en las dos 
copias de la resolución diligencia expresiva de la celebración del matrimonio 
entregando una a los contrayentes y conservará la otra como acta de la celebración 
en el archivo del oficiante o de la entidad religiosa a la que representa como ministro 
de culto.»
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2. Hasta la entrada en vigor de la disposición final sexta de esta ley, al matrimonio 
religioso judío será de aplicación lo dispuesto en el artículo 7 del Acuerdo de Cooperación 
del Estado con la Federación de Comunidades Israelitas de España, aprobado por la Ley 
25/1992, de 10 de noviembre, salvo el apartado 5 del artículo 7, que queda redactado de la 
forma siguiente:

«5. Una vez celebrado el matrimonio, el ministro de culto oficiante extenderá 
certificación expresiva de la celebración del mismo, con los requisitos necesarios 
para su inscripción y las menciones de identidad de los testigos y de las 
circunstancias del expediente que necesariamente incluirán el nombre y apellidos del 
Encargado del Registro Civil o funcionario diplomático o consular que la hubiera 
extendido. Esta certificación se remitirá por medios electrónicos, en la forma que 
reglamentariamente se determine, junto con la certificación acreditativa de la 
condición de ministro de culto, dentro del plazo de cinco días al Encargado del 
Registro Civil competente para su inscripción. Igualmente extenderá en las dos 
copias de la resolución previa de capacidad matrimonial diligencia expresiva de la 
celebración del matrimonio entregando una a los contrayentes y conservará la otra 
como acta de la celebración en el archivo del oficiante o de la entidad religiosa que 
representa como ministro de culto.»

3. Hasta la entrada en vigor de la disposición final séptima de esta ley, al matrimonio 
religioso islámico será de aplicación lo dispuesto en el artículo 7 del Acuerdo de Cooperación 
del Estado con la Comisión Islámica de España, aprobado por la Ley 26/1992, de 10 de 
noviembre, salvo el apartado 3 del artículo 7, que queda redactado de la forma siguiente:

«3. Una vez celebrado el matrimonio, el representante de la Comunidad Islámica 
en que se hubiera contraído aquel extenderá certificación expresiva de la celebración 
del mismo, con los requisitos necesarios para su inscripción y las menciones de las 
circunstancias del expediente que necesariamente incluirán el nombre y apellidos del 
Encargado del Registro Civil o funcionario diplomático o consular que la hubiera 
extendido. Esta certificación se remitirá por medios electrónicos, en la forma que 
reglamentariamente se determine, junto con la certificación acreditativa de la 
capacidad del representante de la Comunidad Islámica para celebrar matrimonios, de 
conformidad con lo previsto en el apartado 1 del artículo 3, dentro del plazo de cinco 
días al Encargado del Registro Civil competente para su inscripción. Igualmente 
extenderá en las dos copias de la resolución previa de capacidad matrimonial 
diligencia expresiva de la celebración del matrimonio, entregando una a los 
contrayentes y conservará la otra como acta de la celebración en el archivo de la 
Comunidad.»

4. Hasta la entrada en vigor del artículo 58 bis de la Ley 20/2011, de 22 de julio, del 
Registro Civil, la celebración del matrimonio en la forma religiosa prevista por las iglesias, 
confesiones, comunidades religiosas o federaciones de las mismas que, inscritas en el 
Registro de Entidades Religiosas, hayan obtenido el reconocimiento de notorio arraigo en 
España, requerirán la resolución previa de capacidad matrimonial. Cumplido este trámite, el 
Encargado del Registro Civil o funcionario diplomático o consular que haya intervenido 
expedirá dos copias de la resolución que incluirá, en todo caso, certificación acreditativa del 
juicio de la capacidad matrimonial de los contrayentes, que éstos deberán entregar al 
ministro de culto encargado de la celebración del matrimonio.

El consentimiento deberá prestarse ante un ministro de culto y dos testigos mayores de 
edad. En estos casos, el consentimiento deberá prestarse antes de que hayan transcurrido 
seis meses desde la expedición del certificado de capacidad matrimonial.

A estos efectos se consideran ministros de culto a las personas físicas dedicadas, con 
carácter estable, a las funciones de culto o asistencia religiosa y que acrediten el 
cumplimiento de estos requisitos mediante certificación expedida por la iglesia, confesión o 
comunidad religiosa que haya obtenido el reconocimiento de notorio arraigo en España con 
la conformidad de la Federación que, en su caso, hubiera solicitado dicho reconocimiento.

Una vez celebrado el matrimonio, el oficiante extenderá certificación expresiva de la 
celebración del mismo, con los requisitos necesarios para su inscripción y las menciones de 
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identidad de los testigos y de las circunstancias del acta previa que necesariamente incluirán 
el nombre y apellidos del Encargado del Registro Civil o funcionario diplomático o consular 
que la hubiera extendido. Esta certificación se remitirá por medios electrónicos, en la forma 
que reglamentariamente se determine, junto con la certificación acreditativa de la condición 
de ministro de culto, dentro del plazo de cinco días al Encargado del Registro Civil 
competente para su inscripción. Igualmente extenderá en las dos copias de la resolución 
previa de capacidad matrimonial diligencia expresiva de la celebración del matrimonio 
entregando una a los contrayentes y conservará la otra como acta de la celebración en el 
archivo del oficiante o de la entidad religiosa a la que representa como ministro de culto.

[ . . . ]
Disposición final vigésima primera.  Entrada en vigor.

La presente ley entrará en vigor a los veinte días de su publicación oficial en el «Boletín 
Oficial del Estado» excepto:

1. Las disposiciones del Capítulo III del Título II de esta Ley, reguladoras de la adopción, 
que entrarán en vigor cuando entre en vigor la Ley de Modificación del sistema de Protección 
a la infancia y a la adolescencia.

2. Las disposiciones del Título VII de esta Ley que regulan las subastas voluntarias 
celebradas por los Secretarios judiciales, y las del Capítulo V del Título VII de la Ley de 28 
de mayo de 1862, del Notariado contenidas en la disposición final undécima, que establecen 
el régimen de las subastas notariales, que entrarán en vigor el 15 de octubre de 2015.

3. Las modificaciones de los artículos 49, 51, 52, 53, 55, 56, 57, 58, 62, 65 y 73 del 
Código Civil contenidas en la disposición final primera, así como las modificaciones de los 
artículos 58, 58 bis, disposición final segunda y disposición final quinta bis de la Ley 20/2011, 
de 21 de julio, del Registro Civil, incluidas en la disposición final cuarta, relativas a la 
tramitación y celebración del matrimonio civil, que lo harán en la fecha de la completa 
entrada en vigor de la Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil.

4. Las modificaciones del artículo 7 del Acuerdo de Cooperación del Estado con la 
Federación de Entidades Religiosas Evangélicas de España, aprobado por la Ley 24/1992, 
de 10 de noviembre; las del artículo 7 del Acuerdo de Cooperación del Estado con la 
Federación de Comunidades Israelitas de España, aprobado por la Ley 25/1992, de 10 de 
noviembre; y las del artículo 7 del Acuerdo de Cooperación del Estado con la Comisión 
Islámica de España, aprobado por la Ley 26/1992, de 10 de noviembre, contenidas en las 
disposiciones finales quinta, sexta y séptima respectivamente, que lo harán en la fecha de la 
completa entrada en vigor de la Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil.

5. Las disposiciones de la sección 1.ª del capítulo II del título VII de la Ley de 28 de mayo 
de 1862, del Notariado, contenidas en la disposición final undécima, que establecen las 
normas reguladoras del acta matrimonial y de la escritura pública de celebración del 
matrimonio, que lo harán en la fecha de la completa entrada en vigor de la Ley 20/2011, de 
21 de julio, del Registro Civil.

[ . . . ]
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§ 7

Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 175, de 22 de julio de 2011
Última modificación: 3 de enero de 2025

Referencia: BOE-A-2011-12628

TÍTULO I
El Registro Civil. Disposiciones generales

CAPÍTULO PRIMERO
Naturaleza, contenido y competencias del Registro Civil

[ . . . ]
Artículo 4.  Hechos y actos inscribibles.

Tienen acceso al Registro Civil los hechos y actos que se refieren a la identidad, estado 
civil y demás circunstancias de la persona. Son, por tanto, inscribibles:

1.º El nacimiento.
2.º La filiación.
3.º El nombre y los apellidos y sus cambios.
4.º El sexo y el cambio de sexo.
5.º La nacionalidad y la vecindad civil.
6.º La emancipación y el beneficio de la mayor edad.
7.º El matrimonio. La separación, nulidad y divorcio.
8.º El régimen económico matrimonial legal o pactado.
9.º Las relaciones paterno-filiales y sus modificaciones.
10.º Los poderes y mandatos preventivos, la propuesta de nombramiento de curador y 

las medidas de apoyo previstas por una persona respecto de sí misma o de sus bienes.
11.º Las resoluciones judiciales dictadas en procedimientos de provisión de medidas 

judiciales de apoyo a personas con discapacidad.
12.º Los actos relativos a la constitución y régimen del patrimonio protegido de las 

personas con discapacidad.
13.º La tutela del menor y la defensa judicial del menor emancipado.
14.º Las declaraciones de concurso de las personas físicas y la intervención o 

suspensión de sus facultades.
15.º Las declaraciones de ausencia y fallecimiento.
16.º La defunción.

[ . . . ]
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CAPÍTULO PRIMERO
Oficinas del Registro Civil

Artículo 20.  Estructura del Registro Civil.
1. El Registro Civil depende del Ministerio de Justicia y se organiza en:
1.º Oficina Central.
2.º Oficinas Generales.
3.º Oficinas Consulares.
2. Las inscripciones y demás asientos registrales serán practicados por los Encargados 

de las Oficinas del Registro Civil.
Bajo su responsabilidad y en los términos y con los límites que reglamentariamente se 

determinen, el Encargado podrá delegar funciones en el personal al servicio de la Oficina del 
Registro Civil.

3. Los ciudadanos podrán presentar la solicitud y la documentación requerida ante 
cualquier Oficina del Registro Civil o remitirla electrónicamente. Igualmente, podrán 
presentar en las Oficinas Colaboradoras la solicitud y la documentación necesaria para las 
actuaciones ante el Registro Civil.

[ . . . ]
Artículo 24.  Funciones de las Oficinas Consulares del Registro Civil.

Son funciones de los Registros Consulares:
1.ª Inscribir los hechos y actos relativos a españoles acaecidos en su circunscripción 

consular, así como los documentos extranjeros judiciales y no judiciales y certificaciones de 
Registros Civiles extranjeros que sirvan de título para practicar la inscripción.

2.ª Expedir certificaciones de los asientos registrales.
3.ª Recibir y documentar declaraciones de conocimiento y de voluntad en materias 

propias de su competencia.
4.ª Instruir el expediente previo de matrimonio, así como expedir los certificados de 

capacidad necesarios para su celebración en el extranjero.
5.ª Comunicar a la Dirección General de los Registros y del Notariado la legislación 

extranjera vigente en materia vinculada al estado civil de las personas.

[ . . . ]
TÍTULO V

Los asientos registrales

CAPÍTULO PRIMERO
Competencia para efectuar los asientos

Artículo 33.  Regla general para la práctica de los asientos.
1. El Encargado de la Oficina del Registro Civil ante el que se presente el título o se 

formule la declaración practicará los asientos correspondientes de oficio o dictará resolución 
denegándolos en el plazo de cinco días. La inscripción de la defunción, no existiendo 
obstáculo legal, se practicará en el mismo día de la presentación de la documentación. En 
las Oficinas Consulares del Registro Civil, para las inscripciones referentes a nacionalidad y 
matrimonio, los asientos se practicarán en el plazo más breve posible.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, el Encargado de la Oficina Central 
practicará los asientos a los que den lugar las resoluciones dictadas en los expedientes para 
cuya tramitación y resolución sea competente el Ministerio de Justicia.

[ . . . ]
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TÍTULO VI
Hechos y actos inscribibles

CAPÍTULO PRIMERO
Inscripción de nacimiento

Sección 1.ª Hecho inscribible y personas obligadas a promover la inscripción

Artículo 44.  Inscripción de nacimiento y filiación.
1. Son inscribibles los nacimientos de las personas, conforme a lo previsto en el artículo 

30 del Código Civil.
2. La inscripción hace fe del hecho, fecha, hora y lugar del nacimiento, identidad, sexo y, 

en su caso, filiación del inscrito.
3. La inscripción de nacimiento se practicará en virtud de declaración formulada en 

documento oficial debidamente firmado por el o los declarantes, acompañada del parte 
facultativo. A tal fin, el médico, el enfermero especialista en enfermería obstétrico-
ginecológica o el enfermero que asista al nacimiento, dentro o fuera del establecimiento 
sanitario, comprobará, por cualquiera de los medios admitidos en derecho, la identidad de la 
madre del recién nacido a los efectos de su inclusión en el parte facultativo. Los progenitores 
realizarán su declaración mediante la cumplimentación del correspondiente formulario oficial, 
en el que se contendrán las oportunas advertencias sobre el valor de tal declaración 
conforme a las normas sobre determinación legal de la filiación.

En defecto del parte facultativo, deberá aportarse la documentación acreditativa en los 
términos que reglamentariamente se determinen.

El Encargado del Registro Civil, una vez recibida y examinada la documentación, 
practicará inmediatamente la inscripción de nacimiento. Tal inscripción determinará la 
apertura de un nuevo registro individual, al que se asignará un código personal en los 
términos previstos en el artículo 6.

4. La filiación se determinará, a los efectos de la inscripción de nacimiento, de 
conformidad con lo establecido en las leyes civiles y en la Ley 14/2006, de 26 de mayo, 
sobre técnicas de reproducción humana asistida.

Salvo en los casos a que se refiere el artículo 48, en toda inscripción de nacimiento 
ocurrida en España se hará constar necesariamente la filiación materna, aunque el acceso a 
la misma será restringido en los supuestos en que la madre por motivos fundados así lo 
solicite y siempre que renuncie a ejercer los derechos derivados de dicha filiación. En caso 
de discordancia entre la declaración y el parte facultativo o comprobación reglamentaria, 
prevalecerá este último.

La filiación del padre o de la madre no gestante en el momento de la inscripción del hijo, 
se hará constar:

a) Cuando conste debidamente acreditado el matrimonio con la madre gestante y resulte 
conforme con las presunciones de paternidad del marido establecidas en la legislación civil 
o, aun faltando aquellas y también si la madre estuviere casada con otra mujer, en caso de 
que concurra el consentimiento de ambos cónyuges, aunque existiera separación legal o de 
hecho.

b) Cuando el padre o la madre no gestante manifieste su conformidad a la determinación 
de tal filiación, siempre que la misma no resulte contraria a las presunciones establecidas en 
la legislación civil y no existiere controversia. Deberán cumplirse, además, las condiciones 
previstas en la legislación civil para su validez y eficacia.

En los supuestos en los que se constate que la madre tiene vínculo matrimonial con 
persona distinta de la que figura en la declaración o sea de aplicación la presunción prevista 
en el artículo 116 del Código Civil se practicará la inscripción de nacimiento de forma 
inmediata solo con la filiación materna y se procederá a la apertura de un expediente 
registral para la determinación de la filiación paterna.
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5. En los casos de filiación adoptiva se hará constar, conforme a la legislación aplicable, 
la resolución judicial o administrativa que constituya la adopción, quedando sometida al 
régimen de publicidad restringida previsto en la presente ley.

6. El reconocimiento de la filiación no matrimonial con posterioridad a la inscripción de 
nacimiento podrá hacerse en cualquier tiempo con arreglo a las formas establecidas en la 
legislación civil aplicable. Si se realizare mediante declaración del padre o madre no 
gestante ante el encargado del Registro Civil, se requerirá el consentimiento expreso de la 
madre o persona trans gestante y del representante legal si fuera menor de edad o de la 
persona a la que se reconoce si fuera mayor. Si se tratare de personas con discapacidad 
respecto de las cuales se hubiesen establecido medidas de apoyo, se estará a lo que resulte 
de la resolución judicial que las haya establecido o del documento notarial en el que se 
hayan previsto o acordado. Para que sea posible la inscripción deberán concurrir, además, 
los requisitos para la validez o eficacia del reconocimiento exigidos por la legislación civil.

Podrá inscribirse la filiación mediante expediente aprobado por el Encargado del 
Registro Civil, siempre que no haya oposición del Ministerio Fiscal o de parte interesada 
notificada personal y obligatoriamente, si concurre alguna de las siguientes circunstancias:

1.ª Cuando exista escrito indubitado del padre o de la madre en que expresamente 
reconozca la filiación.

2.ª Cuando el hijo se halle en la posesión continua del estado de hijo del padre o de la 
madre, justificada por actos directos del mismo padre o de su familia.

3.ª Respecto de la madre o persona trans gestante, siempre que se pruebe 
cumplidamente el hecho del parto y la identidad del hijo.

Formulada oposición, la inscripción de la filiación solo podrá obtenerse por el 
procedimiento regulado en la Ley de Enjuiciamiento Civil.

7. En los supuestos de controversia y en aquellos otros que la ley determine, para hacer 
constar la filiación paterna se requerirá previa resolución judicial dictada conforme a las 
disposiciones previstas en la legislación procesal.

8. Una vez practicada la inscripción, el Encargado expedirá certificación literal electrónica 
de la inscripción de nacimiento y la pondrá a disposición del declarante o declarantes.

Artículo 45.  Obligados a promover la inscripción de nacimiento.
Están obligados a promover la inscripción de nacimiento:
1. La dirección de hospitales, clínicas y establecimientos sanitarios.
2. El personal médico o sanitario que haya atendido el parto, cuando éste haya tenido 

lugar fuera de establecimiento sanitario.
3. Los progenitores. No obstante, en caso de renuncia al hijo en el momento del parto, la 

madre no tendrá esta obligación, que será asumida por la Entidad Pública correspondiente.
4. El pariente más próximo o, en su defecto, cualquier persona mayor de edad presente 

en el lugar del alumbramiento al tiempo de producirse.

[ . . . ]
Artículo 54.  Cambio de apellidos o de identidad mediante expediente.

1. El Encargado del Registro puede autorizar el cambio de apellidos, previo expediente 
instruido en forma reglamentaria.

2. Son requisitos necesarios de la petición de cambio de apellidos:
a) Que el apellido en la forma propuesta constituya una situación de hecho, siendo 

utilizado habitualmente por el interesado.
b) Que el apellido o apellidos que se tratan de unir o modificar pertenezcan 

legítimamente al peticionario.
c) Que los apellidos que resulten del cambio no provengan de la misma línea.
Podrá formularse oposición fundada únicamente en el incumplimiento de los requisitos 

exigidos.
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3. Bastará que concurra el requisito del uso habitual del apellido propuesto, sin que se 
cumplan los requisitos b) y c) del apartado 2, si el apellido o apellidos solicitados 
correspondieran a quien tuviere acogido al interesado, siempre que aquél o, por haber 
fallecido, sus herederos den su consentimiento al cambio. En todo caso se requiere que, por 
sí o sus representantes legales, asientan al cambio el cónyuge y descendientes del titular del 
apellido.

4. No será necesario que concurra el uso habitual del apellido propuesto, bastando que 
se cumplan los requisitos b) y c) previstos en el apartado 2, para cambiar o modificar un 
apellido contrario a la dignidad o que ocasione graves inconvenientes.

5. Cuando se trate de víctimas de violencia de género o de sus descendientes que estén 
o hayan estado integrados en el núcleo familiar de convivencia, podrá autorizarse el cambio 
de apellidos sin necesidad de cumplir con los requisitos previstos en el apartado 2, de 
acuerdo con el procedimiento que se determine reglamentariamente.

En estos casos, podrá autorizarse por razones de urgencia o seguridad el cambio total 
de identidad sin necesidad de cumplir con los requisitos previstos en el apartado 2, de 
acuerdo con el procedimiento que se determine reglamentariamente.

[ . . . ]
CAPÍTULO SEGUNDO

Inscripciones relativas al matrimonio

Artículo 58.  Procedimiento de autorización matrimonial.
1. El matrimonio en forma civil se celebrará ante el o la Alcalde o Concejal en quien este 

delegue, letrado o letrada de la Administración de Justicia, notario o notaria, o personal 
funcionario diplomático o consular Encargado o Encargada del Registro Civil.

2. La celebración del matrimonio requerirá la previa tramitación o instrucción de un acta o 
expediente a instancia de los contrayentes para acreditar el cumplimiento de los requisitos 
de capacidad y la inexistencia de impedimentos o su dispensa, o cualquier otro obstáculo, de 
acuerdo con lo previsto en el Código Civil. La tramitación del acta competerá al notario del 
lugar del domicilio de cualquiera de los contrayentes. La instrucción del expediente 
corresponderá al letrado o letrada de la Administración de Justicia, o encargado o encargada 
del Registro Civil del domicilio de uno de los contrayentes.

3. El procedimiento finalizará con una resolución en la que se autorice o deniegue la 
celebración del matrimonio. La denegación deberá ser motivada y expresar, en su caso, con 
claridad la falta de capacidad o el impedimento en el que se funda la denegación.

4. Contra esta resolución cabe recurso ante el encargado o encargada del Registro Civil, 
cuya resolución se someterá al régimen de recursos ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública previsto por esta ley.

5. El letrado o letrada de la Administración de Justicia, notario o notaria, o encargado o 
encargada del Registro Civil oirá a ambos contrayentes reservadamente y por separado para 
cerciorarse de su capacidad y de la inexistencia de cualquier impedimento. Asimismo, se 
podrán solicitar los informes y practicar las diligencias pertinentes, sean o no propuestas por 
los requirentes, para acreditar el estado, capacidad o domicilio de los contrayentes o 
cualesquiera otros extremos necesarios para apreciar la validez de su consentimiento y la 
veracidad del matrimonio.

El letrado o la letrada de la Administración de Justicia, notario o notaria, encargado 
encargada del Registro Civil o personal funcionario que tramite el acta o expediente, cuando 
sea necesario, podrá recabar de las Administraciones o entidades de iniciativa social de 
promoción y protección de los derechos de las personas con discapacidad, la provisión de 
apoyos humanos, técnicos y materiales que faciliten la emisión, interpretación y recepción 
del consentimiento del o los contrayentes. Solo en el caso excepcional de que alguno de los 
contrayentes presentare una condición de salud que, de modo evidente, categórico y 
sustancial, pueda impedirle prestar el consentimiento matrimonial pese a las medidas de 
apoyo, se recabará dictamen médico sobre su aptitud para prestar el consentimiento.

De la realización de todas estas actuaciones se dejará constancia en el acta o 
expediente, archivándose junto con los documentos previos a la inscripción de matrimonio.

CÓDIGO DE DERECHO MATRIMONIAL

§ 7  Ley del Registro Civil [parcial]

– 106 –



Pasado un año desde la publicación de los anuncios o de las diligencias sustitutorias sin 
que se haya contraído el matrimonio, no podrá celebrarse este sin nueva publicación o 
diligencias.

6. Realizadas las anteriores diligencias, el letrado o letrada de la Administración de 
Justicia, notario o notaria, encargado o encargada del Registro Civil que haya intervenido 
finalizará el acta o dictará resolución haciendo constar la concurrencia o no en los 
contrayentes de los requisitos necesarios para contraer matrimonio, así como la 
determinación del régimen económico matrimonial que resulte aplicable y, en su caso, la 
vecindad civil de los contrayentes, entregando copia a estos. La actuación o resolución 
deberá ser motivada y expresar, en su caso, con claridad la falta de capacidad o el 
impedimento que concurra.

7. Si el juicio del letrado o letrada de la Administración de Justicia, notario o notaria, 
encargado o encargada del Registro Civil fuera desfavorable se procederá al cierre del acta 
o expediente y los interesados podrán recurrir ante la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública, sometiéndose al régimen de recursos previsto por esta ley.

8. Resuelto favorablemente el expediente por el letrado o letrada de la Administración de 
Justicia, el matrimonio se podrá celebrar ante el mismo u otro letrado o letrada de la 
Administración de Justicia, Alcalde o Concejal en quien este delegue, a elección de los 
contrayentes. Si se hubiere tramitado por el encargado o la encargada del Registro Civil, el 
matrimonio deberá celebrarse ante el Alcalde o Concejal en quien este delegue, que 
designen los contrayentes. Finalmente, si fuera el notario quien hubiera extendido el acta 
matrimonial, los contrayentes podrán otorgar el consentimiento, a su elección, ante el mismo 
notario u otro distinto del que hubiera tramitado el acta previa, el Alcalde o Concejal en quien 
éste delegue. La prestación del consentimiento deberá realizarse en la forma prevista en el 
Código Civil.

El matrimonio celebrado ante Alcalde o Concejal en quien este delegue o ante el letrado 
o letrada de la Administración de Justicia se hará constar en acta; el que se celebre ante 
notario o notaria constará en escritura pública. En ambos casos deberá ser firmada, además 
de por aquel ante el que se celebra, por los contrayentes y dos testigos.

Extendida el acta o autorizada la escritura pública, se entregará a cada uno de los 
contrayentes copia acreditativa de la celebración del matrimonio y se remitirá por el 
autorizante, en el mismo día y por medios telemáticos, testimonio o copia autorizada 
electrónica del documento al Registro Civil para su inscripción, previa calificación del 
Encargado del Registro Civil.

9. La celebración del matrimonio fuera de España corresponderá al funcionario consular 
o diplomático encargado o encargada del Registro Civil en el extranjero. Si uno o los dos 
contrayentes residieran en el extranjero, la tramitación del expediente previo podrá 
corresponder al funcionario diplomático o consular encargado o encargada del registro civil 
competente en la demarcación consular donde residan. El matrimonio así tramitado podrá 
celebrarse ante el mismo funcionario u otro distinto, o ante el Alcalde o Concejal en quien 
este delegue, a elección de los contrayentes.

10. Cuando el matrimonio se hubiere celebrado sin haberse tramitado el correspondiente 
expediente o acta previa, si éste fuera necesario, el letrado o letrada de la Administración de 
Justicia, notario o notaria, o el funcionario o funcionaria Encargado del Registro Civil que lo 
haya celebrado, antes de realizar las actuaciones que procedan para su inscripción, deberá 
comprobar si concurren los requisitos legales para su validez, mediante la tramitación del 
acta o expediente al que se refiere este artículo.

Si la celebración del matrimonio hubiera sido realizada ante autoridad o persona 
competente distinta de las indicadas en el párrafo anterior, el acta de aquella se remitirá al 
encargado o encargada del Registro Civil del lugar de celebración para que proceda a la 
comprobación de los requisitos de validez, mediante el expediente correspondiente. 
Efectuada esa comprobación, el encargado o la encargada del Registro Civil procederá a su 
inscripción.

11. Si los contrayentes hubieran manifestado su propósito de contraer matrimonio en el 
extranjero, con arreglo a la forma establecida por la ley del lugar de celebración o en forma 
religiosa y se exigiera la presentación de un certificado de capacidad matrimonial, lo 
expedirá el letrado o letrada de la Administración de Justicia, notario o notaria, encargado o 
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encargada del Registro Civil o personal funcionario consular o diplomático del lugar del 
domicilio de cualquiera de los contrayentes, previo expediente instruido o acta que contenga 
el juicio del autorizante acreditativo de la capacidad matrimonial de los contrayentes.

Artículo 58 bis.  Matrimonio celebrado en forma religiosa.
1. Para la celebración del matrimonio en la forma religiosa prevista en el Acuerdo entre el 

Estado español y la Santa Sede sobre Asuntos Jurídicos y en los Acuerdos de cooperación 
del Estado con las confesiones religiosas se estará a lo dispuesto en los mismos.

2. En los supuestos de celebración del matrimonio en la forma religiosa prevista por las 
iglesias, confesiones, comunidades religiosas o federaciones de las mismas que, inscritas en 
el Registro de Entidades Religiosas, hayan obtenido el reconocimiento de notorio arraigo en 
España, requerirán la tramitación de un acta o expediente previo de capacidad matrimonial 
conforme al artículo anterior. Cumplido este trámite, el Secretario judicial, Notario, Encargado 
del Registro Civil o funcionario diplomático o consular Encargado del Registro Civil que haya 
intervenido expedirá dos copias del acta o resolución, que incluirá, en su caso, el juicio 
acreditativo de la capacidad matrimonial de los contrayentes, que éstos deberán entregar al 
ministro de culto encargado de la celebración del matrimonio.

El consentimiento deberá prestarse ante un ministro de culto y dos testigos mayores de 
edad. En estos casos, el consentimiento deberá prestarse antes de que hayan transcurrido 
seis meses desde la fecha del acta o resolución que contenga el juicio de capacidad 
matrimonial. A estos efectos se consideran ministros de culto a las personas físicas 
dedicadas, con carácter estable, a las funciones de culto o asistencia religiosa y que 
acrediten el cumplimiento de estos requisitos mediante certificación expedida por la iglesia, 
confesión o comunidad religiosa que haya obtenido el reconocimiento de notorio arraigo en 
España, con la conformidad de la federación que en su caso hubiera solicitado dicho 
reconocimiento.

Una vez celebrado el matrimonio, el oficiante extenderá certificación expresiva de la 
celebración del mismo, con los requisitos necesarios para su inscripción y las menciones de 
identidad de los testigos y de las circunstancias del expediente o acta previa que 
necesariamente incluirán el nombre y apellidos del Secretario judicial, Notario, Encargado 
del Registro Civil o funcionario diplomático o consular que la hubiera extendido, la fecha y 
número de protocolo en su caso. Esta certificación se remitirá por medios electrónicos, en la 
forma que reglamentariamente se determine, junto con la certificación acreditativa de la 
condición de ministro de culto, dentro del plazo de cinco días al Encargado del Registro Civil 
competente para su inscripción. Igualmente extenderá en las dos copias del acta o 
resolución previa de capacidad matrimonial diligencia expresiva de la celebración del 
matrimonio entregando una a los contrayentes y conservará la otra como acta de la 
celebración en el archivo del oficiante o de la entidad religiosa a la que representa como 
ministro de culto.

Artículo 59.  Inscripción del matrimonio.
1. El matrimonio cuyos requisitos se hayan constatado y celebrado según el 

procedimiento previsto en el artículo 58 se inscribirá en los registros individuales de los 
contrayentes.

2. El matrimonio celebrado ante autoridad extranjera accederá al Registro Civil español 
mediante la inscripción de la certificación correspondiente, siempre que tenga eficacia con 
arreglo a lo previsto en la presente Ley.

3. El matrimonio celebrado en España en forma religiosa accederá al Registro Civil 
mediante la inscripción de la certificación emitida por el ministro de culto, conforme a lo 
previsto en el artículo 63 del Código Civil.

4. Practicada la inscripción, el Encargado del Registro Civil pondrá a disposición de cada 
uno de los contrayentes certificación de la inscripción del matrimonio.

5. La inscripción hace fe del matrimonio y de la fecha y lugar en que se contrae y 
produce el pleno reconocimiento de los efectos civiles del mismo frente a terceros de buena 
fe.
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Artículo 60.  Inscripción del régimen económico del matrimonio.
1. Junto a la inscripción de matrimonio se inscribirá el régimen económico matrimonial 

legal o pactado que rija el matrimonio y los pactos, resoluciones judiciales o demás hechos 
que puedan afectar al mismo.

2. Cuando no se presenten escrituras de capitulaciones se inscribirá como régimen 
económico matrimonial legal el que fuera supletorio de conformidad con la legislación 
aplicable. Para hacer constar en el Registro Civil expresamente el régimen económico legal 
aplicable a un matrimonio ya inscrito cuando aquél no constase con anterioridad y no se 
aporten escrituras de capitulaciones será necesaria la tramitación de un acta de notoriedad.

Otorgada ante Notario escritura de capitulaciones matrimoniales, deberá éste remitir en 
el mismo día copia autorizada electrónica de la escritura pública al Encargado del Registro 
Civil correspondiente para su constancia en la inscripción de matrimonio. Si el matrimonio no 
se hubiera celebrado a la fecha de recepción de la escritura de capitulaciones matrimoniales, 
el Encargado del Registro procederá a su anotación en el registro individual de cada 
contrayente.

3. En las inscripciones que en cualquier otro Registro produzcan las capitulaciones y 
demás hechos que afecten al régimen económico matrimonial, se expresarán los datos de 
su inscripción en el Registro Civil.

4. Sin perjuicio de lo previsto en el artículo 1333 del Código Civil, en ningún caso el 
tercero de buena fe resultará perjudicado sino desde la fecha de la inscripción del régimen 
económico matrimonial o de sus modificaciones.

Artículo 61.  Inscripción de la separación, nulidad y divorcio.
El letrado de la Administración de Justicia del juzgado o tribunal que hubiera dictado la 

resolución judicial firme de separación, nulidad o divorcio deberá remitir en el mismo día o al 
siguiente hábil y por medios electrónicos testimonio o copia electrónica de la misma a la 
Oficina General del Registro Civil, la cual practicará de forma inmediata la correspondiente 
inscripción. Las resoluciones judiciales que resuelvan sobre la nulidad, separación y divorcio 
podrán ser objeto de anotación hasta que adquieran firmeza.

La misma obligación tendrá el notario que hubiera autorizado la escritura pública 
formalizando un convenio regulador de separación o divorcio.

Las resoluciones judiciales o las escrituras públicas que modifiquen las inicialmente 
adoptadas o convenidas también deberán ser inscritas en el Registro Civil.

Las resoluciones sobre disolución de matrimonio canónico, dictadas por autoridad 
eclesiástica reconocida, se inscribirán si cumplen los requisitos que prevé el ordenamiento 
jurídico.

[ . . . ]
CAPÍTULO QUINTO

Inscripciones en circunstancias excepcionales

Artículo 79.  Inscripciones en circunstancias excepcionales.
Cuando por circunstancias excepcionales imputables al funcionamiento del Registro Civil 

no sea posible practicar la inscripción, se levantará acta de nacimiento, matrimonio o 
defunción con los requisitos del asiento correspondiente por las autoridades o funcionarios 
que señale el Reglamento.

Dicha acta será título suficiente para proceder a la inscripción del hecho o acto a que se 
refiere el párrafo anterior con independencia del tiempo transcurrido desde el hecho y sin 
necesidad de incoar un expediente de inscripción fuera de plazo.
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TÍTULO VII
Publicidad del Registro Civil

[ . . . ]
CAPÍTULO SEGUNDO

Datos sometidos a régimen de protección especial

Artículo 83.  Datos con publicidad restringida.
1. A los efectos de la presente Ley, se considerarán datos especialmente protegidos:
a) La filiación adoptiva y la desconocida.
b) La discapacidad y las medidas de apoyo.
c) Los cambios de apellido autorizados por ser víctima de violencia de género o su 

descendiente, así como otros cambios de identidad legalmente autorizados.
d) La rectificación del sexo.
e) Las causas de privación o suspensión de la patria potestad.
f) El matrimonio secreto.
2. Estarán sometidos al mismo régimen de protección los documentos archivados por 

contener los extremos citados en el apartado anterior o que estén incorporados a 
expedientes que tengan carácter reservado.

3. Los asientos que contengan información relativa a los datos relacionados en el 
apartado anterior serán efectuados del modo que reglamentariamente se determine con el 
fin de que, salvo el propio inscrito, solo se pueda acceder a ellos con la autorización 
expresada en el artículo siguiente.

Artículo 84.  Acceso a los asientos que contengan datos especialmente protegidos.
Sólo el inscrito o sus representantes legales, quien ejerza el apoyo y que esté 

expresamente autorizado, el apoderado preventivo general o el curador en el caso de una 
persona con discapacidad podrán acceder o autorizar a terceras personas la publicidad de 
los asientos que contengan datos especialmente protegidos en los términos que 
reglamentariamente se establezcan. Las Administraciones Públicas y los funcionarios 
públicos podrán acceder a los datos especialmente protegidos del apartado 1.b) del artículo 
83 cuando en el ejercicio de sus funciones deban verificar la existencia o el contenido de 
medidas de apoyo.

Si el inscrito ha fallecido, la autorización para acceder a los datos especialmente 
protegidos sólo podrá efectuarla el Juez de Primera Instancia del domicilio del solicitante, 
siempre que justifique interés legítimo y razón fundada para pedirlo.

En el supuesto del párrafo anterior, se presume que ostenta interés legítimo el cónyuge 
del fallecido, pareja de hecho, ascendientes y descendientes hasta el segundo grado.

[ . . . ]
TÍTULO IX

Los procedimientos registrales

[ . . . ]
CAPÍTULO TERCERO

Declaraciones con valor de simple presunción

Artículo 92.  Declaraciones con valor de simple presunción.
1. Previo procedimiento registral, puede declararse con valor de simple presunción:
a) Que no ha ocurrido hecho determinado que pudiera afectar al estado civil.
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b) La nacionalidad, vecindad civil o cualquier estado, si no consta en el Registro Civil.
c) El domicilio de los apátridas.
d) La existencia de los hechos mientras por fuerza mayor sea imposible el acceso a la 

información contenida en el Registro Civil.
e) El matrimonio cuya celebración conste y que no pueda ser inscrito por no haberse 

acreditado debidamente los requisitos exigidos para su validez por el Código Civil.
2. La acreditación de las circunstancias referidas en el apartado anterior se efectuará en 

los términos que reglamentariamente se determinen.

[ . . . ]
Disposición transitoria cuarta.  Extensión y práctica de asientos.

Hasta que el Ministerio de Justicia apruebe, mediante resolución de la Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública, la entrada en servicio efectiva de las aplicaciones 
informáticas que permitan el funcionamiento del Registro Civil de forma íntegramente 
electrónica conforme a las previsiones contenidas en esta Ley, los Encargados de las 
Oficinas del Registro Civil practicarán en los libros y secciones correspondientes regulados 
por la Ley de 8 de junio de 1957 los asientos relativos a nacimientos, matrimonios, 
defunciones, tutelas y representaciones legales. No resultará de aplicación, en tales casos, 
lo previsto en esta Ley respecto del código personal.

A dichos fines, mantendrán sus tareas y funciones de registro civil según lo previsto en el 
artículo 2.2 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, en relación con los 
artículos 10 a 22 de la Ley del Registro Civil de 8 de junio de 1957, los que hasta el 
momento de la completa entrada en vigor de esta Ley hubiesen venido ejerciendo en los 
Registros Civiles como encargados, encargados por delegación, letrados de la 
Administración de Justicia y personal funcionario de los Cuerpos Generales de la 
Administración de Justicia y continuará aplicándose el artículo 27 de la Ley 38/1988, de 28 
de diciembre, de Demarcación y de Planta Judicial.

Para la tramitación de procedimientos, expedición de publicidad y práctica de asientos en 
los términos del párrafo anterior, en tanto no se produzca la referida entrada en servicio de 
las aplicaciones informáticas, serán competentes las Oficinas del Registro Civil que lo 
vinieran siendo conforme a las reglas previstas en los artículos 15, 16, 17, 18 y 19 de la Ley 
del Registro Civil de 8 de junio de 1957, que seguirán aplicándose transitoriamente a estos 
solos efectos.

A fin de facilitar y agilizar la entrada en servicio efectivo de las aplicaciones informáticas, 
así como para agilizar la incorporación de datos digitalizados a los registros individuales, 
conforme a lo dispuesto en la disposición transitoria segunda de esta Ley, el Ministerio de 
Justicia, en colaboración con las Comunidades Autónomas con competencias en materia de 
Justicia, desarrollarán y presentarán proyectos adecuados en el marco del Plan de 
Transformación, Recuperación y Resiliencia.

El Gobierno, a través del Ministerio de Justicia, informará periódicamente a las Cortes 
Generales sobre el proceso de implantación del nuevo modelo de Registro Civil.

[ . . . ]
Disposición transitoria décima bis.  Implantación de la Oficina Central y Oficinas 
Consulares.

Dictada la resolución de puesta en marcha de la Oficina Central, al amparo de la 
disposición transitoria cuarta, y hasta la total implantación efectiva de las Oficinas 
Consulares, la extensión y practica de asientos que se deban realizar conforme a la Ley de 8 
de junio de 1957 respecto a los duplicados de las inscripciones consulares, las referencias a 
Jueces o Magistrados encargados del Registro Civil Central se entenderán hechas a los 
Letrados de la Administración de Justicia que desempeñen sus funciones como encargados 
del Registro Civil Central, de conformidad con lo previsto en esta Ley.
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Disposición transitoria undécima.  Referencias a resoluciones judiciales en los 
expedientes en tramitación.

Las menciones existentes en otras normas a autos y providencias que pudieran dictarse 
en los expedientes que se hallaren en tramitación en los Registros Civiles con arreglo a lo 
dispuesto en la Ley de 8 de junio de 1957, sobre el Registro Civil, y en el Decreto de 14 de 
noviembre de 1958, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley del Registro Civil, se 
entenderán referidas a resoluciones del Encargado del Registro Civil.

[ . . . ]
Disposición final segunda.  Referencias a los Encargados del Registro Civil y a los 
Alcaldes.

1. Las referencias que se encuentren en cualquier norma referidas a Jueces o 
Magistrados encargados del Registro Civil se entenderán hechas al Encargado del Registro 
Civil, de conformidad con lo previsto en esta Ley.

2. Las referencias que se encuentren en cualquier norma al juez, jueza, Alcalde, 
Alcaldesa o personal funcionario que haga sus veces competentes para autorizar el 
matrimonio civil, deben entenderse referidas al notario o notaria, encargado o encargada del 
Registro Civil o personal funcionario diplomático o consular encargado del Registro Civil, 
para acreditar el cumplimiento de los requisitos de capacidad y la inexistencia de 
impedimentos o su dispensa; y al Alcalde, Alcaldesa, Concejal o Concejala en quien éste 
delegue, encargado o encargada del Registro Civil, notario o notaria, o personal funcionario 
diplomático o consular encargado del Registro Civil, para la celebración ante ellos del 
matrimonio en forma civil.

[ . . . ]
Disposición final quinta bis.  Aranceles notariales.

El Gobierno aprobará los aranceles correspondientes a la intervención de los Notarios en 
la tramitación de las actas matrimoniales previas y por la celebración de matrimonios en 
forma civil con la autorización de las escrituras públicas correspondientes.

Disposición final sexta.  Adquisición de la nacionalidad española por los nietos de exiliados 
durante la guerra civil y la dictadura.

El derecho de opción previsto en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas en 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la guerra civil y la dictadura, 
podrán también ejercerlo los nietos de las exiliadas españolas que conservaron la 
nacionalidad española tras haber contraído matrimonio con un extranjero con posterioridad 
al 5 de agosto de 1954, fecha de entrada en vigor de la Ley de 15 julio de 1954, siempre que 
no transmitiesen la nacionalidad española a sus hijos, por seguir éstos la del padre, y 
formalicen su declaración en tal sentido en el plazo de un año desde la entrada en vigor de 
la presente disposición.

[ . . . ]
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§ 8

Decreto de 14 de noviembre de 1958 por el que se aprueba el 
Reglamento de la Ley del Registro Civil. [Inclusión parcial]

Ministerio de Justicia
«BOE» núm. 296, de 11 de diciembre de 1958
Última modificación: 7 de noviembre de 2015

Referencia: BOE-A-1958-18486

[ . . . ]
TÍTULO PRIMERO

Disposiciones generales

[ . . . ]
CAPÍTULO II

De la publicidad del Registro

Sección Primera. De las certificaciones

[ . . . ]
Artículo 19.  

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 21, las Autoridades y funcionarios, cuando lo 
exijan los asuntos de su respectiva función, y con indicación de los mismos, pueden conocer, 
por examen directo, certificación o nota simple informativa, el contenido de cualquier asiento 
o documento del Registro, salvo los correspondientes al libro de Matrimonios Secretos.

Interesada de oficio, certificación o nota simple, sobre más de un folio registrar, el 
Encargado puede optar por la manifestación de Libros, excepto que otra cosa se imponga 
por Ley o Decreto o por la Dirección General. En estos últimos casos, podrá comprenderse 
en una sola certificación el contenido de diferentes folios.

Artículo 20.  
Los Encargados comunicarán a los órganos oficiales, sin necesidad de petición especial, 

los datos exigidos por Ley, Real Decreto o por la Dirección General.
Igualmente remitirán al Instituto Nacional de estadística, a través de sus Delegaciones, y 

a los servicios de Estadística Municipal los boletines sobre nacimientos, abortos, 
matrimonios, defunciones u otros hechos inscribibles.

Los órganos competentes suministrarán, antes de que los hechos se hagan constar en el 
Registro, los impresos de boletines redactados de acuerdo con la Dirección General. Serán 
extendidas por el promotor o titular del asiento, Médico, Sanitario o Encargado, según 
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prescriba el modelo y el Encargado consignará en ellos con el sello del Registro el tomo, 
página y fecha de la inscripción, y en los de abortos, los números del legajo correspondiente. 
No se consignarán en los boletines datos de identidad de los particulares afectados por los 
hechos, para cuya publicidad se requiere autorización especial.

[ . . . ]
Artículo 28.  

Las certificaciones pueden ser positivas o negativas, y de asientos o de documentos 
archivados.

Las positivas de asientos pueden ser literales o en extracto.
Las literales comprenden íntegramente los asientos a que se refieren, con indicación de 

las firmas.
Las certificaciones en extracto u ordinarias, contienen los datos de que especialmente 

hace fe la inscripción correspondiente, según resulte de las inscripciones ulteriores 
modificativas, sin expresión de éstas, y, también, las notas marginales de referencia a las 
inscripciones o anotaciones de matrimonio, tutela, representación o defunción del nacido o a 
la de nacimiento.

[ . . . ]
Sección Segunda. Del Libro de Familia

Artículo 36.  
El Libro de Familia se abre con la certificación del matrimonio no secreto y contiene 

sucesivas hojas destinadas a certificar las indicaciones registrales sobre el régimen 
económico de la sociedad conyugal, el nacimiento de los hijos comunes y de los adoptados 
conjuntamente por ambos contrayentes, el fallecimiento de los cónyuges y la nulidad, 
divorcio o separación del matrimonio.

También se entregará Libro de Familia al progenitor o progenitores de un hijo no 
matrimonial y a la persona o personas que adopten a un menor. Se hará constar, en su caso, 
el matrimonio que posteriormente contraigan entre sí los titulares del Libro.

En el Libro se asentará con valor de certificaciones cualquier hecho que afecte a la patria 
potestad y la defunción de los hijos, si ocurre antes de la emancipación.

Los asientos-certificaciones son en extracto, sin transcripción de notas y en los de 
nacimientos no se expresará la clase de filiación. Pueden rectificarse en virtud de ulterior 
asiento-certificación.

Artículo 37.  
El Libro de Familia se entregará a sus titulares, o a personas autorizadas por éstos, 

inmediatamente después de la inscripción del matrimonio en el Registro ordinario o, salvo 
que ya lo tuvieren, cuando se inscriba una filiación no matrimonial o una adopción.

Cuando la entrega del Libro tenga lugar por consecuencia de la inscripción de una 
adopción, habrá de cancelarse el asiento de nacimiento que figure en el anterior Libro de 
Familia expedido, en su caso, al progenitor a progenitores por naturaleza. Si en este Libro 
anterior consta únicamente ese asiento de nacimiento, dicho Libro será anulado.

Artículo 38.  
La entrega del Libro, cualquiera que sea el tiempo en que tenga lugar, se hará constar 

siempre al margen de la correspondiente inscripción de matrimonio o, en defecto de éste, en 
cada una de las inscripciones de nacimiento.

Los cónyuges o el titular o titulares de la patria potestad tendrán siempre el Libro 
correspondiente. En caso de pérdida o deterioro, obtendrán del mismo Registro un 
duplicado, en el que se extenderán las certificaciones oportunas. En el duplicado se 
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expresará que sustituye al primitivo y de su expedición se tomará nota en las inscripciones 
correspondientes del Registro.

[ . . . ]
TÍTULO II

De los órganos del Registro

[ . . . ]
CAPÍTULO II

De los Registros

Sección primera. De los Registros Municipales

[ . . . ]
Artículo 46.  

En los Registros Municipales, el Juez de Paz actúa por delegación del Encargado y con 
iguales facultades, salvo en los expedientes.

En su virtud, extenderá las inscripciones dentro del plazo de nacimiento de hijos habidos 
en matrimonio, las ordinarias de defunción, las de matrimonio en forma religiosa mediante la 
certificación respectiva, las de matrimonio en forma civil cuyo previo expediente haya 
instruido, y las notas marginales que no sean de rectificación o cancelación.

No deberá, sin embargo, extender ningún otro asiento, salvo en casos de urgente 
necesidad, sin recibir instrucción particular y por escrito del Encargado, solicitada y 
despachada inmediatamente, la cual será archivada con los demás antecedentes relativos al 
asiento, reservándose minuta el Encargado.

En todo caso, cumplirá cuantos cometidos reciba del Encargado del Registro.
Las certificaciones, siempre, se expedirán y firmarán conjuntamente por el Juez y el 

Secretario.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

De la Inspección y sanciones

[ . . . ]
Artículo 60.  

La inspección se referirá al tiempo posterior a la ultima según el Libro de Personal y 
Oficina.

El Inspector examinará los libros, legajos y expedientes, y, de modo especial, los 
expedientes de matrimonio civil y la documentación de cuentas arancelarias. En los libros de 
inscripciones abiertos y en el de Personal y Oficinas se extenderá diligencia de inspección.

Del resultado levantará, por duplicado, acta minuciosa, uno de cuyos ejemplares 
entregará al Encargado.

[ . . . ]
TÍTULO III

Reglas generales de competencia

Sección primera. De la competencia de los Registros

[ . . . ]
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Artículo 68.  
Los nacimientos, matrimonios y defunciones se inscribirán en el Registro Municipal o 

Consular del sitio en que acaecen, cualquiera que sea el domicilio de los afectados, la 
incardinación de la parroquia o el lugar de enterramiento.

Cuando sea competente un Registro Consular, si el promotor está domiciliado en 
España, deberá practicarse antes la inscripción en el Registro Central, y después, por 
traslado, en el Consular correspondiente.

A los efectos de la inscripción dentro de plazo de nacimiento en el Registro Civil del 
domicilio del progenitor o progenitores legalmente conocidos, habrán de conrurrir las 
condiciones establecidas por el artículo 16.2 de la Ley y la justificación del domicilio se 
realizará por exhibición de los documentos nacionales de identidad oportunos o, en su 
defecto, por certificación del padrón municipal.

El solicitante o solicitantes de tal inscripción deberán manifestar, bajo su responsabilidad, 
que no han promovido la inscripción en el Registro Civil correspondiente al lugar del 
nacimiento y acompañarán una certificación acreditativa de que tampoco se ha promovido la 
inscripción por la Dirección del Centro hospitalario en el que tuvo lugar el alumbramiento.

En estas inscripciones se hará constar expresamente, en la casilla destinada a 
observaciones, que se considera a todos los efectos legales que el lugar del nacimiento del 
inscrito es el municipio en que se ha practicado el asiento.

Artículo 69.  
La inscripción de nacimiento o matrimonio ocurrido en el curso de un viaje se practica en 

el Registro del lugar en que se abandona el vehículo. Si el nacido o uno de los contrayentes 
falleciera antes de abandonarlo, dicha inscripción se practicará en el Registro en que se 
inscriba la defunción, y si fallecen ambos cónyuges, en aquel en que se inscriba el primer 
fallecimiento.

[ . . . ]
Sección segunda. De los nacimientos, matrimonios y defunciones ocurridos en 

circunstancias especiales

Artículo 71.  
El acta en cuya virtud puede practicarse la inscripción de nacimiento, matrimonio o 

defunción, cualquiera que sea el tiempo transcurrido, será autorizada:
1.º Si los hechos ocurren en el curso de un viaje marítimo o aéreo, por el Contador del 

buque de guerra, o, en las otras naves, por el Comandante, Capitán o Patrón.
2.º Ocurridos en campaña, por el Comandante de la unidad o por cualquier Oficial 

encargado.
3.º En cualesquiera circunstancias que impidan el funcionamiento del Registro 

correspondiente, por el Encargado del mismo, por el Delegado especial nombrado por la 
Dirección General y, en defecto de todos, por la autoridad gubernativa local.

4.º En lazareto, cárcel, cuartel, hospicio, hospital u otro establecimiento público análogo, 
ya ocurra el hecho en los inmuebles, ya en las ambulancias u otros móviles accesorios, por 
el funcionario a cuyo cargo esté la dirección o jefatura u otro formalmente encargado por 
éste.

5.º En los lugares desde los que no fuere posible durante más de un día el traslado a la 
oficina del Registro, por la autoridad gubernativa local.

6.º En los núcleos de población distantes de la oficina del Registro y determinados por la 
Dirección General, por el Delegado del Registro Civil, nombrado por el Juez de Primera 
Instancia.

7.º En los lugares en que sólo haya Agentes consulares honorarios de España, por 
éstos, aunque no sean de nacionalidad española.

[ . . . ]
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Sección tercera. De los traslados de inscripciones

Artículo 76.  
Pueden pedir el traslado de la inscripción de nacimiento, el nacido o sus representantes 

legales; de la de matrimonio, ambos cónyuges de común acuerdo, y de la de defunción, los 
herederos del difunto.

Trasladada una inscripción de nacimiento o de matrimonio al Registro del domicilio, 
habrán de transcurrir veinticinco años para que pueda admitirse un posterior traslado al 
Registro del nuevo domicilio.

Artículo 77.  
La inscripción se traslada por medio de certificación literal remitida por vía oficial, sin 

desglose de documentos archivados; del tomo y página de la nueva inscripción se hará 
referencia en el índice del tomo abierto en la fecha del hecho inscrito; y en el asiento 
cancelatorio, además de estos datos, se consignará el del registro donde aquella se 
practique mediante la comunicación de haberse realizado el traslado.

En caso de adopción, si los solicitantes del traslado así lo piden, en la nueva inscripción 
de nacimiento constarán solamente, además de los datos del nacimiento y del nacido, las 
circunstancias personales de los padres adoptivos y, en su caso, la oportuna referencia al 
matrimonio de estos.

En las nuevas inscripciones a las que refiere este artículo se hará referencia a la antigua.

[ . . . ]
TÍTULO IV

De los asientos en general y modo de practicarlos

[ . . . ]
CAPÍTULO III

De los Libros del Registro y de su archivo

Sección Primera. Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 99.  

Los Libros de Inscripciones del Registro Central serán:
1.º Los libros formados por Secciones, con los duplicados de las inscripciones 

consulares.
2.º Los ordinarios destinados a las demás inscripciones para las que es competente.
3.º El Libro Especial de Matrimonios Secretos.

[ . . . ]
Artículo 104.  

Los Libros de Inscripciones y el de Personal y Oficina se conservarán siempre.
Serán vendidos e inutilizados en forma que se evite la publicidad de su contenido; los 

legajos y Libros Diarios de fecha superior a cincuenta años; las fichas de defunciones y de 
fes de vida o estado de más de cien; las de matrimonio de más de ciento cincuenta, y las 
demás de fecha superior a doscientos.

Sección segunda. De los libros en especial

[ . . . ]
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Artículo 107.  
Los Libros de Inscripciones tendrán un índice de folios registrales, ordenado por 

apellidos de los inscritos, y los de Matrimonios, por apellidos de ambos cónyuges, y en él se 
expresará también el nombre propio y la página.

El índice de la Sección Cuarta se llevará por tutelados o titulares del patrimonio sujeto a 
la representación, antes de producirse ésta.

Las inscripciones principales practicadas en tomo distinto de aquel al que 
corresponderían de haberse extendido en el tiempo ordenado se reflejarán también en el 
índice de este último, con indicación de tomo y página.

Consumidas las hojas relativas a una letra, se indicará en la última línea el lugar en que 
continúa el índice; en general, se harán las indicaciones para facilitar la busca y evitar 
erorres, permitiéndose adiciones e interlineados.

Sección tercera. De los libros auxiliares

Artículo 108.  
En el Libro Diario se consignará:
1.º La fecha de entrada de todo documento, con indicación de procedencia y legajo en 

que se archiva. Se exceptúan los antecedentes de inscripciones de nacimiento, matrimonio y 
defunción practicadas en tiempo oportuno y, salvo petición del presentante, los relativos a la 
expedición de fes de vida o estado, entregados a mano.

2.º Las declaraciones que no provoquen inmediatamente la inscripción a que van 
destinadas, aunque de ellas se levante acta; se hará referencia al contenido y declarante, 
que firmará el asiento, si no lo ha hecho en acta o documento que quede en el Registro.

3.º La fecha, tomo y página de las inscripciones y anotaciones marginales, expresando 
los nombres y apellidos del inscrito.

4.º La salida de cualquier documento, con expresión del asunto, pero no la entrega a 
mano de certificaciones.

[ . . . ]
Sección cuarta. De los legajos y ficheros

[ . . . ]
Artículo 117.  

Los ficheros se ordenarán alfabéticamente por apellidos de los inscritos, y el de 
Matrimonios por los de ambos cónyuges, cada ficha tendrá las indicaciones del índice 
alfabético, fecha del hecho y referencia el tomo.

Las fichas de los duplicados del Registro Central indicarán, además, el Consulado.

Sección quinta. De los libros especiales del Registro Central

[ . . . ]
Artículo 121.  

El Libro Especial de Matrimonios Secretos se formará como el ordinario y se llevará con 
el sigilo necesario, correspondiéndole dos clases de legajos: el de antecedentes de 
inscripciones, que se llevará con precauciones iguales, y el de los relativos a publicaciones.

[ . . . ]
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CAPÍTULO V
De la extensión de los asientos

Artículo 130.  
Las inscripciones de nacimiento, matrimonio, defunción y la primera de cada tutela o 

representación legal, son principales; las demás, marginales.

[ . . . ]
Artículo 138.  

Las horas se expresan contando el día desde la cero a las veinticuatro.
El lugar en que los hechos acaecen se indicará en las inscripciones de nacimiento, 

matrimonio y defunción con los datos exigidos para expresar el domicilio, agregando en sus 
caso, el carácter del establecimiento o advocación del templo; no se expresarán las 
circunstancias en el aspecto en que sean deshonrosas. En las demás inscripciones basta, 
para expresar el lugar, su referencia en la mención del funcionario autorizante del título u 
otra genérica.

[ . . . ]
CAPÍTULO VII

De las notas marginales

Artículo 155.  
Los hechos que, como el matrimonio posterior de los padres, afecten mediatamente a 

una persona constarán por nota marginal de referencia a la inscripción practicada.

[ . . . ]
TÍTULO V

De las Secciones del Registro

CAPÍTULO PRIMERO
De la Sección de Nacimientos y general

[ . . . ]
Sección cuarta. De la filiación

[ . . . ]
Subsección segunda. De la filiación paterna matrimonial

Artículo 183.  
Cuando, por lo que resulta de la declaración o título de la inscripción, se presume que el 

hijo lo es del marido, conforme a lo dispuesto en el Código Civil, en la inscripción de 
nacimiento, y en su defecto, por nota al margen, se hará referencia a la inscripción de 
matrimonio de los padres, y si no fueren conocidos todos los datos de la referencia, constará 
la fecha del matrimonio, y cuando menos, que éste tuvo lugar.

En este supuesto constarán en la inscripción las menciones de identidad del padre.

Artículo 184.  
Nacido el hijo dentro de los ciento ochenta días siguientes a la celebración del 

matrimonio, se inscribirá la paternidad del marido, salvo que conste la declaración auténtica 
en contrario de este a que se refiere el artículo 117 del Código Civil.
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Inscrita la paternidad, podrá ser cancelada por expediente gubernativo si la declaración 
auténtica del marido, para desvirtuar la presunción, se ha formulado en el tiempo y 
condiciones exigidos por el Código Civil.

Subsección tercera. De la inscripción de la filiación no matrimonial

Artículo 185.  
Sólo se podrá inscribir, en virtud de declaración formulada dentro del plazo, la filiación no 

matrimonial de hijo de casada, así como el reconocimiento de la filiación paterna de 
progenitor distinto del marido si se comprueba antes de la inscripción que no rige la 
presunción legal de paternidad de éste.

Artículo 186.  
Son documentos públicos aptos para el reconocimiento la escritura pública, el acta civil 

de la celebración del matrimonio de los padres, el expediente de inscripción de nacimiento 
fuera de plazo, las capitulaciones matrimoniales y el acto de conciliación.

La declaración de reconocimiento ante el Encargado cuando no pueda inscribirse 
inmediatamente, se diligenciará con las circunstancias del asiento, las de identidad del hijo y 
la firma del declarante, en acta por duplicado, uno de cuyos ejemplares se remitirá primero, 
en su caso, con la solicitud correspondiente, a la aprobación judicial, y después, con el 
testimonio de la aprobación, tras de diligenciar ésta en el duplicado, al Registro competente 
para, en su virtud, practicar la inscripción.

Artículo 187.  
No se puede Inscribir el reconocimiento de un hijo mayor de edad sin su consentimiento 

expreso o tácito. La existencia de este último podrá comprobarse en expediente gubernativo.

Artículo 188.  
El reconocimiento de un menor o incapaz es inscribible, sin necesidad del 

consentimiento del representante legal ni de la aprobación judicial, cuando conste en 
testamento y se acredite la defunción del autor del reconocimiento. También es inscribible, 
sin necesidad de dicho consentimiento o aprobación, el reconocimiento de menores o 
incapaces otorgado en otro documento público dentro del plazo establecido para practicar la 
inscripción de nacimiento; en este caso la inscripción de paternidad podrá ser suspendida o 
confirmada de acuerdo con lo establecido en el Código Civil.

Los reconocimientos inscritos conforme al párrafo anterior se notificarán al otro 
progenitor y, en su caso, al representante legal del nacido, y si este representante no fuera 
conocido, al Ministerio Fiscal. De haber fallecido el interesado, serán notificados sus 
herederos. Tales notificaciones se practicarán con arreglo a lo dispuesto por los párrafos 
primero y tercero del artículo 182.

Artículo 189.  
Cualquiera que sea el tiempo transcurrido y aunque hayan muerto padre e hijo, el 

expediente para inscribir la filiación no matrimonial puede iniciarse a petición de quien tenga 
interés legítimo o de su representante legal.

La incoación será notificada en persona a los interesados, quienes en todo caso podrán 
constituirse en parte y formular oposición.

Para que la oposición de los constituidos en parte o del Ministerio Fiscal se entienda 
debidamente formulada a efectos de impedir la aprobación del expediente, debe presentarse 
en tiempo oportuno y expresar las razones por las que se estima que faltan los concretos 
fundamentos de fondo que en la solicitud se invoquen.

[ . . . ]
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Subsección cuarta. De la filiación desconocida

[ . . . ]
Subsección tercera. De los apellidos de los hijos adoptivos

Artículo 201.  
El adoptado en forma plena por una sola persona tendrá por su orden los apellidos del 

adoptante. Se exceptúan el caso en que uno de los cónyuges adopte al hijo de su consorte, 
aunque haya fallecido, y aquél en que la única adoptante sea mujer. En este último supuesto 
podrá invertirse el orden con el consentimiento de la adoptante y del adoptado si es mayor 
de edad, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 207.

[ . . . ]
Artículo 203.  

Fallecido el adoptante o los adoptantes simples, concesión de sus apellidos al adoptado 
requiere autorización del Ministerio de Justicia, a solicitud del adoptado, y con el 
consentimiento de los herederos, descendientes y cónyuge del adoptante o de sus 
representantes legales.

[ . . . ]
Subsección cuarta. De los expedientes sobre nombres y apellidos de la competencia 

del Ministerio o del Gobierno

[ . . . ]
Artículo 207.  

Bastará que se cumpla el requisito del número primero del artículo 206, para que pueda 
autorizarse el cambio de apellidos en los siguientes casos:

a) Si se tratare de apellido a apellidos que no correspondan por naturaleza y el 
propuesto sea usual o perteneciente a la línea de apellidos conocida.

b) Si el apellido o apellidos solicitados correspondieren a quien tuviere adoptado, 
prohijado o acogido de hecho al interesado, siempre que aquél, o por haber fallecido, sus 
herederos, den su consentimiento al cambio. En todo caso se requiere que, por si a sus 
representantes legales, asientan al cambio el cónyuge y descendientes del titular del 
apellido.

[ . . . ]
Sección sexta. De la nacionalidad y vecindad civil

Subsección primera. Reglas especiales de los expedientes de nacionalidad

Téngase en cuenta que prevalecerá el Real Decreto 1004/2015, de 6 de noviembre, por el 
que se aprueba el Reglamento por el que se regula el procedimiento para la adquisición de la 
nacionalidad española por residencia sobre lo dispuesto en los artículos 220 a 224 del presente 
Reglamento de la Ley del Registro Civil, que mantendrán sin embargo su vigencia en la medida 
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en que resulten aplicables a otros procedimientos, según establece la disposición final 2 del 
citado Real Decreto. Ref. BOE-A-2015-12047.

Artículo 220.  
En la solicitud de carta de naturaleza, de habilitación del Gobierno para recuperar la 

nacionalidad española o de concesión de la nacionalidad por residencia, se indicará 
especialmente:

1.º Menciones de identidad, lugar y fecha de nacimiento del solicitante, si tiene la 
capacidad exigida al efecto por la Ley española, y nacionalidad actual y anteriores de él y de 
sus padres.

2.º Su estado civil; menciones de identidad y lugar y fecha de nacimiento del cónyuge y 
de los hijos sujetos a la patria potestad. Si hubiere contraído ulteriores nupcias se hará 
referencia a los matrimonios anteriores.

3.º Si está procesado o tiene antecedentes penales. Si ha cumplido el servicio militar o 
prestación equivalente, exigidos por las leyes de su país, o situación al respecto.

4.º La residencia en territorio español, con precisión de fechas y lugares y las 
circunstancias excepcionales que invoca para la obtención de la carta o de la habilitación.

5.º Las circunstancias que reducen el tiempo exigido; si habla castellano u otra lengua 
española; cualquier circunstancia de adaptación a la cultura y estilo de vida españoles, como 
estudios, actividades benéficas o sociales, y las demás que estime conveniente.

6.º Si se propone residir permanentemente en España y medios de vida con que cuenta.
7.º En su caso, el compromiso de renunciar a la nacionalidad anterior y de prestar 

juramento o promesa de fidelidad al Rey y de obediencia a la Constitución y a las Leyes.

Artículo 221.  
El peticionario probará los hechos a que se refieren los cinco primeros números del 

artículo anterior.
Los referidos en los números primero y segundo se acreditarán por certificación del 

Registro español, en su defecto, por la expedida por Cónsul o funcionaria competente de su 
país, y de no ser esto posible, por cualquier otro medio.

La certificación consular, si es posible, hará referencia también a las circunstancias del 
número 3 y a la conducta, que se acreditará, además, por certificado de la autoridad 
gubernativa local y por el Registro Central de Penados y Rebeldes.

Para la concesión de la nacionalidad por residencia, ésta se acreditará, de ser posible, 
por información del Gobierno Civil o de la Dirección General de la Policía del Ministerio del 
Interior.

Las demás hechos y circunstancias se acreditarán por cualquier medio de prueba 
adecuado admitido en derecho.

El Encargado, en el expediente de concesión de nacionalidad por residencia, oirá 
personalmente al peticionario, especialmente para comprobar el grado de adaptación a la 
cultura y estilo de vida españoles, y procurará oír también el cónyuge por separado y 
reservadamente sobre el cambio de nacionalidad y circunstancias que en ello concurren.

[ . . . ]
CAPÍTULO II

De la Sección de Matrimonios

Sección primera. De la celebración del matrimonio ante Juez o funcionario que 
haga sus veces
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Artículo 238.  
Es competente para la instrucción del expediente previo a la celebración del matrimonio 

el Juez encargado o de Paz, o el Encargado del Registro Civil consular, correspondiente al 
domicilio de cualquiera de los contrayentes.

Artículo 239.  
El Juez de Paz es competente, bajo la dirección del Encargado y por delegación de éste, 

para instruir el expediente previo al matrimonio y para autorizar o denegar su celebración.
Firme el auto favorable dictado por el Juez de Paz y si los interesados hubiesen 

solicitado que el Alcalde autorice el matrimonio, se celebrará el casamiento ante él, quien 
levantará acta con todos los requisitos exigidos en el Código Civil y en esta legislación y la 
remitirá inmediatamente al Registro de la localidad para su inscripción.

Artículo 240.  
El expediente se inicia con la presentación de un escrito, que contendrá:
1.º Las menciones de identidad, incluso la profesión, de los contrayentes.
2.º En su caso, el nombre y apellidos del cónyuge o cónyuges anteriores y fecha de la 

disolución del matrimonio.
3.º La declaración de que no existe impedimento para el matrimonio.
4.º El Juez o funcionario elegido, en su caso, para la celebración.
5.º Pueblos en que hubiesen residido o estado domiciliados en los dos últimos años.
El escrito será firmado por un testigo a ruego del contrayente que no pueda hacerlo.

Artículo 241.  
Con el escrito se presentará la prueba del nacimiento y, en su caso, la prueba de la 

disolución de los anteriores vínculos, la emancipación o la dispensa; ésta no prejuzga la 
inexistencia de otros impedimentos u obstáculos.

Artículo 242.  
En el momento de la ratificación o cuando se adviertan se indicarán a los contrayentes 

los defectos de alegación y prueba que deban subsanarse. La ratificación del contrayente 
que no esté domiciliado en la demarcación del Registro donde se instruya el expediente 
podrá realizarse por comparecencia ante otro Registro Civil español o por medio de poder 
especial.

Artículo 243.  
Se publicarán edictos o proclamas por espacio de quince días exclusivamente en las 

poblaciones en cuya demarcación hubiesen residido o estado domiciliados los interesados 
en los dos últimos años y que tengan menos de 25.000 habitantes de derecho, según el 
último censo oficial, o bien que correspondan a la circunscripción de un Consulado español 
con menos de 25.000 personas en el Registro de Matrícula.

Los edictos anunciarán el casamiento con todas las indicaciones contenidas en el 
artículo 240 y con el requerimiento a los que tuviesen noticia de algún impedimento para que 
lo denuncien. Los Encargados que reciban la comunicación del instructor devolverán a éste 
los edictos, una vez fijados en el tablón de anuncios durante el plazo expresado, con 
certificación de haberse cumplido dicho requisito y de haberse o no denunciado algún 
impedimento.

Artículo 244.  
Si los interesados hubieran residido en los dos últimos años en poblaciones que no 

reúnan las condiciones expresadas en el artículo anterior, el trámite de edictos o proclamas 
se sustituirá por la audiencia, al menos, de un pariente, amigo a allegado de uno u otro 
contrayente, elegido por el instructor y que deberá manifestar, so pena de falsedad, su 
convencimiento de que el matrimonio proyectado no incurre en prohibición legal alguna.
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Artículo 245.  
Mientras se tramitan los edictos o diligencias sustitutorias, se practicarán las pruebas 

propuestas o acordada de oficio encaminadas a acreditar el estado, capacidad o domicilio de 
los contrayentes o cualesquiera otros extremos necesarios.

Si el instructor estima que alguno de los contrayentes está afectado por deficiencias o 
anomalías psíquicas, recabará del Médico del Registro Civil o de su sustituto el dictamen 
facultativo oportuno.

Artículo 246.  
El instructor, asistido del Secretario, oirá a ambos contrayentes reservadamente y por 

separado para cerciorarse de la inexistencia del impedimento de ligamen o de cualquier otro 
obstáculo legal para la celebración. La audiencia del contrayente no domiciliado en la 
demarcación del instructor podrá practicarse ante el Registro Civil del domicilio de aquél.

Artículo 247.  
El Ministerio Fiscal y los particulares a cuyo conocimiento llegue la pretensión del 

matrimonio están obligados a denunciar cualquier impedimento u obstáculo que les conste. 
Si el instructor conociese la existencia de obstáculo legal, denegará la celebración.

Contra el auto de aprobación o de denegación de la celebración del matrimonio cabe 
recurso en vía gubernativa, según las reglas establecidas para los expedientes en general.

Artículo 248.  
Pasado un año desde la publicación de los edictos, de su dispensa o de las diligencias 

sustitutorias, sin que se efectúe el elemento, no podrá celebrarse éste sin nuevas 
publicación, dispensa o diligencias.

Artículo 249.  
Firme el auto favorable a la celebración, se llevará a cabo ésta, en cuanto lo permitan las 

necesidades del servido, en el día y hora elegidos por los contrayentes, que se les señalará, 
al menos, con un mes de antelación. Si los contrayentes lo solicitan, el casamiento se 
celebrará dentro de los tres días siguientes a la conclusión del expediente y en el día y hora 
que fije el Encargado.

Artículo 250.  
Cuando los contrayentes, en el escrito inicial o durante la tramitación del expediente, 

hayan solicitado que la prestación del consentimiento se realice, por delegación del 
instructor, ante otro Encargado de un Registro Civil, el expediente, una vez concluido por el 
instructor, se remitirá al Encargado elegido para la celebración, el cual se limitará a autorizar 
el matrimonio y a extender la inscripción en su Registro.

Artículo 251.  
En las poblaciones con más de un Juez de Primera instancia cualquiera de ellos, 

designado por el Juez Decano, podrá sustituir al instructor, una vez firme el auto favorable de 
éste, en la prestación del consentimiento y en la extensión del asiento en el Registro.

Artículo 252.  
Si los contrayentes han manifestado su propósito de contraer matrimonio en el extranjero 

con arreglo a la forma establecida por la Ley del lugar de celebración y esta Ley exige la 
presentación de un certificado de capacidad matrimonial, una vez concluido el expediente 
con auto firme favorable, el instructor entregará a aquéllos tal certificado. La validez de éste 
estará limitada a los seis meses de su fecha.
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Artículo 253.  
La autoridad o funcionario competente, para autorizar el matrimonio del que se halle en 

peligro de muerte, extenderá el acta oportuna, que deberá contener las circunstancias 
necesarias para practicar la inscripción.

El Delegado del Registro Civil, designado conforme a lo previsto en el número 6.º del 
artículo 71 de este Reglamento, tiene competencia para autorizar este matrimonio y para 
levantar el acta.

El Juez de Paz está dispensado de pedir instrucciones al Encargado cuando lo impida la 
urgencia del caso, pero le dará cuenta inmediata del matrimonio autorizado.

Artículo 254.  
Si en el acta civil de celebración los contrayentes reconocen hijos habidos por ellos antes 

del matrimonio, deberán manifestar los datos de las inscripciones de nacimiento para 
promover las correspondientes notas marginales.

Sección segunda. De la inscripción del matrimonio en el Registro Civil

Artículo 255.  
Si el matrimonio se ha celebrado en las oficinas del propio Registro, como resultado del 

expediente previo, el acta del matrimonio será la propia inscripción, que se extenderá 
haciendo constar todas las circunstancias establecidas en la Ley del Registro Civil y su 
Reglamento, y sin mención del cumplimiento de las diligencias prevenidas para la 
celebración.

[ . . . ]
Artículo 258.  

En la inscripción de matrimonio constarán la hora, fecha y sitio en que se celebre, las 
menciones de identidad de los contrayentes, nombre, apellidos y cualidad del autorizante y, 
en su caso, la certificación religiosa o el acta civil de celebración.

En la inscripción de matrimonio por poder se expresará quién es el poderdante, 
menciones de identidad del apoderado y fecha y autorizante del poder; en la del contraído 
con intérprete, sus menciones de identidad, idioma en que se celebra y contrayente a quien 
se traduce.

Artículo 259.  
Todas las actuaciones y documentos previos a la inscripción de matrimonio se archivarán 

en el legajo de la Sección correspondiente.

Sección tercera. De las dispensas matrimoniales

Artículo 260.  
Podrá solicitarse dispensa de impedimentos, así como de publicación de edictos o 

proclamas, si en ambos casos existe justa causa suficientemente comprobada.
Quien la solicite acreditará los motivos de índole particular, familiar o social que invoque, 

y aportará, en su caso, un principio de prueba de impedimento.

Artículo 261.  
En el expediente se practicarán, en su caso, las audiencias legalmente exigidas. Su 

tramitación será reservada y nunca se exigirá diligencia desproporcionada a la urgencia de 
aquélla.

En la solicitud de dispensa de impedimento de grado tercero de parentesco entre 
colaterales se expresará con claridad el árbol genealógico de los esposos.
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Artículo 262.  
El expediente de dispensa de edictos será resuelto por el mismo Encargado bajo cuya 

autoridad se ha de instruir el previo al matrimonio.

Sección cuarta. De las sentencias y resoluciones

Artículo 263.  
Las inscripciones de las resoluciones judiciales precisarán su alcance y las 

determinaciones sobre patria potestad y cuidado de los hijos.
En la inscripción de la sentencia de nulidad se expresará la cancelación de la de 

matrimonio.

Artículo 264.  
Las inscripciones se practican en virtud del testimonio de la resolución judicial remitido 

de oficio al Registro Civil donde conste inscrito el matrimonio. El Encargado, también de 
oficio, promoverá la extensión en su Registro o en otros de las notas de referencia sobre 
alteración de la patria potestad a que se refiere el artículo 180.

Artículo 265.  
La inscripción de las resoluciones sobre nulidad de matrimonio canónico o de las 

decisiones pontificias sobre matrimonio rato requieren que previamente su ejecución haya 
sido acordada por Juez civil competente.

La de las sentencias extranjeras sobre nulidad, separación o divorcie requiere su 
reconocimiento en España conforme a la dispuesto en las leyes procesales.

Sección quinta. De las menciones o indicaciones sobre régimen de bienes

Artículo 266.  
Las indicaciones registrales sobre régimen económico de la sociedad conyugal se rigen, 

a falta de reglas especiales, por las de las inscripciones.
Sólo se extenderán a petición de interesado.
No cabe indicación sobre hecho ya inscrito: la practicada se cancelará de oficio con 

referencia a la inscripción que tendrá, además del propio, el valor de indicación registral.
En la indicación constará la naturaleza del hecho, la denominación, en su caso del nuevo 

régimen matrimonial, el documento auténtico o resolución en cuya virtud se extiende el 
asiento y, en forma destacada, su carácter de indicación.

El título será devuelto al presentante, con nota firmada en la que se consignará el 
Registro, tomo y folio en que consta la indicación.

En las inscripciones que, en cualquier otro Registro, produzcan las capitulaciones y 
demás hechos que afecten al régimen económico se expresará el Registro Civil, tomo y folio 
en que consta inscrito o indicado el hecho. Se acreditarán los datos exigidos por 
certificación, por el Libro de Familia o por la nota a que se refiere el párrafo anterior, y de no 
acreditarse se suspenderá la inscripción por defecto subsanable.

En las capitulaciones se consignará siempre el Registro Civil, tomo y folio en que consta 
inscrito el matrimonio celebrado. Si el matrimonio no se hubiere celebrado aún, los 
otorgantes están obligados a acreditar, en su caso, esos datos al Notario por medio de 
certificación del matrimonio o de exhibición del Libro de Familia, y el Notario los consignará 
por nota al pie o al margen de la escritura matriz; el Notario hará a los otorgantes 
advertencia de esta obligación.

Los Notarios expedirán copias de las estipulaciones que afecten al régimen económico 
matrimonial en los casos permitidos por la legislación notarial y, en particular, a cualquier 
solicitante que presente un principio de prueba que le acredite como titular de algún derecho 
patrimonial frente a cualquiera de los cónyuges.

Sección sexta. De los matrimonias secretos
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Artículo 267.  
El matrimonio secreto, cualquiera que sea la forma legal en que se celebre, se inscribirá 

en el Libro Especial.
La autorización a que se refiere el artículo 54 del Código Civil se concederá a propuesta 

de la Dirección General.
El acta, sin producir asiento alguno en los libros de inscripciones será remitida original, 

inmediata y reservadamente al Central.

Artículo 268.  
La inscripción es secreta pero cualquiera de los cónyuges puede comprobarla mediante 

manifestación y examen, por sí o por mandatario con poder especial.
La obligación de guardar secreto se extiende a los cónyuges, mientras ambos no 

consientan la divulgación, y a los que intervienen en las diligencias para la celebración o 
inscripción.

No se hará mención de los cónyuges en las comunicaciones de cumplimiento dirigidas a 
la Autoridad eclesiástica o Encargado remitente, ni en los Libros Diarios.

Artículo 269.  
La solicitud de publicación podrá presentarse ante cualquier Registro. En su caso, 

deberá acompañarse la prueba del fallecimiento del cónyuge premuerto.

Artículo 270.  
El matrimonio secreto puede inscribirse directamente en Registro ordinario a petición de 

quienes pueden pedir su publicación, siempre que en la solicitud el Encargado del Central 
exprese por diligencia, a la vista de la certificación o acta en cuya virtud se ha de inscribir, 
que no consta inscrito en el Libro Especial.

Sección séptima. De las anotaciones de matrimonio

Artículo 271.  
Deberá ser anotado el matrimonio que conste por expediente o por cualquiera de los 

documentos a que se refiere el artículo 256 y que no pueda ser inscrito, por no reunir los 
requisitos exigidos para su validez por el Código Civil o por no haber sido éstos acreditados 
debidamente.

Artículo 272.  
Cualquiera de las partes puede solicitar la anotación de la demanda de nulidad, 

separación o divorcio mediante la presentación del testimonio de su admisión.

[ . . . ]
TÍTULO VI

De la rectificación y otros procedimientos

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Del expediente para la inscripción de nacimiento fuera de plazo

[ . . . ]
Artículo 315.  

Siempre que no produzca dilación superior a treinta días, deberán incorporarse al 
expediente:
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1.º El parte de alumbramiento, suscrito por Médico, Comadrona o Ayudante Técnico 
Sanitario o, en su defecto, la partida de bautismo o análoga de la religión correspondiente.

2.º Certificado del matrimonio de los padres y, no siendo posible, la partida eclesiástica.
3.º En su caso, certificación o parte oficial de la inscripción de nulidad, disolución o 

separación legal del matrimonio, aun la provisional, o de la muerte o declaración de ausencia 
o fallecimiento del marido.

Esto se entiende sin perjuicio de las diligencias para mejor proveer, como la unión al 
expediente del certificado de empadronamiento, la práctica o ampliación de prueba testifical 
u otras.

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

De los expedientes para declaraciones con valor de simple presunción

Artículo 335.  
Respecto de los expedientes para declaraciones con valor de simple presunción, es 

competente el Encargado del Registro del domicilio del solicitante.
Para el expediente a que se refiere el artículo 339 es competente, a elección del 

solicitante, el Encargado del Registro correspondiente al lugar de celebración del matrimonio 
o el del domicilio del promotor.

[ . . . ]
Artículo 339.  

Puede declararse con valor de simple presunción el matrimonio, cuya celebración 
conste, y que, sin embargo, no pueda ser inscrito por no haberse acreditado debidamente 
los requisitos exigidos para su validez por el Código Civil.

[ . . . ]
Sección Segunda. De los recursos

[ . . . ]
Artículo 360.  

El Director resolverá sobre la propuesta formulada por el Subdirector.
La resolución se dictará en forma análoga al auto, y se publicará en el «Boletín de 

Información del Ministerio de Justicia», en el anuario del Centro directivo y, cuando sea 
conveniente, en el «Boletín Oficial del Estado».

Si se alegasen o discutieren hechos que afecten a cuestiones matrimoniales, al honor 
privado o sobre las cuales no se pueda certificar libremente, la Dirección General adoptará 
medidas para que no trascienda la identidad de los interesados. Si al resolver se hiciera 
alguna advertencia a funcionarios, se omitirá su expresión empleando la frase «y lo demás 
acordado».

[ . . . ]
CAPÍTULO VI

De la fe de vida o estado

[ . . . ]
Artículo 364.  

El expediente de fe de vida o estado se ajustará a las siguientes normas:
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1.ª Es competente el Encargado y, por delegación, el Juez de Paz del domicilio del sujeto 
a que se refiere.

2.ª No se requiere audiencia del Ministerio fiscal ni comunicación a interesados, pero 
aquél o éstos pueden constituirse en parte o hacer las manifestaciones que estimen 
oportunas.

3.ª Siempre que sea posible se pedirá declaración al propio sujeto sobre su identidad o 
estado.

4.ª Para la fe de vida, basta la identificación del sujeto.
5.ª Cuando se trate de declarar el estado, se abrirá a cada persona una ficha en la que 

se indicará el lugar y fecha de nacimiento. La apertura se comunicará al Registro de 
nacimiento, a fin de que la consigne por nota al margen de la inscripción y comunique, para 
su constancia en la ficha y efectos en los expedientes las notas marginales de matrimonio y 
defunción ya practicadas o según se vayan produciendo. La declaración, que se reseñará en 
la ficha, no puede demorarse por falta de inscripción de nacimiento o del obligado acuse de 
recibo con la indicación de haberse practicado la nota marginal.

6.ª Para el estado de soltero, viudo o divorciado se acreditará suficientemente su 
posesión, salvo que al Encargado le conste, y basta para acreditarlo la declaración jurada de 
una persona, preferentemente familiar.

7.ª Se tramitará con urgencia, y siempre dentro del plazo máximo de cinco días hábiles.

CAPÍTULO VII
De los expedientes de la competencia del Ministerio o Autoridad superior y de 

nombres y apellidos.

Téngase en cuenta que prevalecerá el Real Decreto 1004/2015, de 6 de noviembre, por el 
que se aprueba el Reglamento por el que se regula el procedimiento para la adquisición de la 
nacionalidad española por residencia sobre lo dispuesto en los artículos 365 a 369 del presente 
Reglamento de la Ley del Registro Civil, que mantendrán sin embargo su vigencia en la medida 
en que resulten aplicables a otros procedimientos, según establece la disposición final 2 del 
citado Real Decreto. Ref. BOE-A-2015-12047.

Artículo 365.  
Los expedientes de nacionalidad que sean de la competencia del Ministerio, los de 

cambio o conservación de nombre y apellidos y los de dispensa para matrimonio serán 
instruidos, conforme a las reglas generales, por el Encargado del Registro Municipal del 
domicilio de cualquiera de los promotores. Si todos los peticionarios estuvieran domiciliados 
en país extranjero se instruirán por el Cónsul del domicilio de cualquiera de ellos o, en su 
defecto, por el Encargado del Central.

Resueltos por el Encargado los de su competencia, los demás se elevarán directamente 
a la Dirección, que podrá ordenar su ampliación con nuevas diligencias y, en este caso, se 
oirá nuevamente al Ministerio fiscal.

Los de nacionalidad, cuya resolución corresponda al Gobierno, serán instruidos por la 
Dirección General, que podrá comisionar al efecto al Encargado del Registro del domicilio, 
sin que, en ningún caso, se requiera anuncios generales ni audiencia del Ministerio fiscal.

[ . . . ]
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§ 9

Resolución de 27 de mayo de 2011, de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado, por la que se determinan los requisitos y 
condiciones para la tramitación electrónica y expedición automática 

de las certificaciones de nacimiento y matrimonio

Ministerio de Justicia
«BOE» núm. 129, de 31 de mayo de 2011

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2011-9448

La Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios 
Públicos, reconoce a los ciudadanos el derecho a relacionarse con las Administraciones 
Públicas utilizando medios electrónicos para el ejercicio de los derechos previstos en el 
artículo 35 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

El uso de las técnicas y medios electrónicos se efectúa de conformidad con los requisitos 
y garantías establecidos en la citada Ley 11/2007, de 22 de junio, así como en el Real 
Decreto 1671/2009, de 6 de noviembre, por el que se desarrolla parcialmente dicha Ley. Han 
de tenerse en cuenta, asimismo, las garantías y requisitos establecidos en el Reglamento del 
Registro Civil, aprobado por Decreto de 14 de noviembre de 1958, en el Real Decreto 
4/2010, de 8 de enero, por el que se regula el Esquema Nacional de Interoperabilidad en el 
ámbito de la Administración Electrónica y en el Real Decreto 3/2010, de 8 de enero, por el 
que se regula el Esquema Nacional de Seguridad en el ámbito de la Administración 
Electrónica.

En los últimos años, el Ministerio de Justicia, en su ámbito de actuación, ha puesto en 
marcha sistemas de tramitación electrónica de diferentes procedimientos. En lo que afecta al 
Registro Civil, debe mencionarse la Instrucción de 20 de marzo de 2002, de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, en materia de recepción y despacho de solicitudes 
de certificaciones en los Registros Civiles por vía telemática, que permitió a los ciudadanos 
presentar sus solicitudes de certificados por correo electrónico a través del Portal del 
Ministerio de Justicia.

La presente Resolución se enmarca dentro de las actuaciones del Ministerio de Justicia 
de mejoras normativas dirigidas al fomento de las nuevas tecnologías de la información y de 
las comunicaciones en el funcionamiento de los Registros Civiles. Se pretende reducir 
cargas administrativas, mediante el uso de nuevas tecnologías que faciliten al ciudadano la 
obtención de certificaciones por medios electrónicos de los datos registrales del nacimiento y 
del matrimonio.

La ordenación jurídica y funcional de los Registros Civiles, ha experimentado un 
progresivo proceso de informatización destacando desde el punto de vista legislativo, la Ley 
Orgánica 7/1992, de 20 de noviembre, que añadió un nuevo párrafo al artículo 6 de la Ley 
del Registro Civil, para permitir el tratamiento automatizado de las inscripciones registrales. 
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Asimismo, añadió una nueva disposición final tercera a la Ley del Registro Civil de 8 de junio 
de 1957 con el fin de remitir a la regulación reglamentaria los requisitos, la forma de practicar 
los asientos y expedir certificaciones y las demás condiciones que afecten al establecimiento 
y gestión de los ficheros automatizados de datos registrales.

En desarrollo de dicha previsión legislativa, la Orden de 19 de julio de 1999 («BOE», 29 
de julio de 1999, núm. 180), reguló la informatización del Registro Civil y determinó el modo 
de expedición de las certificaciones de los libros registrales informatizados. Del mismo modo, 
dispuso la creación de una base central de datos de las personas inscritas en los Registros 
Civiles, a la que le otorgó carácter público bajo la dependencia orgánica de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado.

Posteriormente, fueron aprobadas, la Orden Ministerial de 1 de junio de 2001, sobre 
Libros y Modelos de los Registros Civiles Informatizados, y la Orden JUS/1468/2007, de 17 
de mayo, sobre impulso a la informatización de los Registros Civiles y digitalización de sus 
archivos.

En la presente Resolución se regula el procedimiento para la tramitación telemática de 
certificaciones de nacimiento y matrimonio con sello electrónico cuya expedición es 
simultánea o automática, cuando el solicitante sea el titular inscrito y siempre que acredite su 
identidad mediante los sistemas de firma electrónica incorporados al Documento Nacional de 
Identidad o los sistemas de firma electrónica avanzada admitidos por las Administraciones 
Públicas.

Las certificaciones electrónicas se expedirán a partir de los datos contenidos en las 
bases de datos informatizadas, con las debidas garantías de seguridad, integridad y 
autenticación, para facilitar la acreditación de los datos contenidos en los asientos registrales 
informatizados y digitalizados.

Podrán solicitarse aquellas certificaciones de nacimiento y de matrimonio de asientos 
registrales practicados en los Registros Civiles desde 1950 y que no se hayan realizado en 
los Juzgados de paz.

Las certificaciones emitidas llevarán el sello de la Dirección General de los Registros y 
del Notariado, implantado por Resolución de la Subsecretaría de Justicia de 14 de abril 
de 2011, de creación de sello electrónico de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado.

Servirán de soporte para la emisión de las certificaciones de nacimiento y matrimonio, el 
Registro Electrónico del Ministerio de Justicia, creado por Orden JUS/3000/2009, de 29 de 
octubre y la Sede Electrónica, desde la que se solicitarán y emitirán las certificaciones, 
creada por Orden JUS/485/2010, de 25 de febrero.

En su virtud, esta Dirección General, en uso de las facultades que tiene conferidas 
conforme al artículo 9.1 c) del Real Decreto 1203/2010, de 24 de septiembre, por el que se 
desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Justicia, resuelve:

Primero.  Objeto y normativa aplicable.
1. La presente Resolución tiene por objeto regular la solicitud y obtención de 

certificaciones electrónicas de nacimiento y matrimonio. A tal fin, se determinan los requisitos 
y condiciones para la tramitación electrónica de las solicitudes y la emisión de certificaciones 
electrónicas de nacimiento y matrimonio con sello electrónico de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado y se regula el carácter de tales documentos.

2. Al procedimiento objeto de la presente Resolución, le será aplicable lo dispuesto en el 
Real Decreto 95/2009, de 6 de febrero, por el que se regula el sistema de registros 
administrativos de apoyo a la Administración de Justicia; la Orden JUS/3000/2009, de 29 de 
octubre, por la que se crea y regula el Registro Electrónico del Ministerio de Justicia y la 
Orden JUS/485/2010, de 25 de febrero, por la que se crea la Sede Electrónica del Ministerio 
de Justicia.

Segundo.  Contenido de las certificaciones de nacimiento y matrimonio con sello electrónico 
de la Dirección General de los Registros y del Notariado.

En las certificaciones de nacimiento y matrimonio figurará el contenido completo de los 
asientos registrales digitalizados e informatizados que consten en la base de datos 
dependiente de la Dirección General de los Registros y del Notariado.
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Se expedirán certificaciones de asientos de nacimiento y matrimonio practicados en los 
Registros Civiles a partir de 1950. No se emitirán certificaciones de asientos inscritos en los 
Juzgados de paz.

Tercero.  Requisitos de autenticación e identificación.
1. La solicitud de las certificaciones electrónicas se efectuará mediante el cumplimiento 

de alguno de los sistemas de identificación y autenticación previstos en el artículo 13 de la 
Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios 
Públicos, así como en la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de Firma Electrónica. La 
identificación del solicitante que inicie los procedimientos requerirá el uso de uno de los 
siguientes sistemas:

1.º Sistemas de firma electrónica incorporados al Documento Nacional de Identidad.
2.º Sistemas de firma electrónica avanzada, incluyendo los basados en un certificado 

electrónico reconocido, admitidos por las Administraciones Públicas.
2. Las certificaciones electrónicas de nacimiento y matrimonio con sello de la Dirección 

General de los Registros y del Notariado, incluirán un código seguro de verificación que 
permita comprobar la autenticidad del documento y la correspondencia de los datos con los 
que consten en la base central de datos. Dicha verificación se realizará a través de la sede 
electrónica del Ministerio de Justicia.

3. Las aplicaciones que sirven de soporte a la tramitación telemática estarán accesibles 
a través de la sede electrónica del Ministerio de Justicia, con los requisitos y garantías 
establecidos para ésta.

Cuarto.  Validación de identidad.
El sistema de presentación de solicitudes validará los datos de identidad del solicitante.

Quinto.  Legitimación para solicitar certificaciones electrónicas con sello de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado.

Las certificaciones electrónicas objeto de la presente Resolución sólo se expedirán 
previa solicitud, cuando el solicitante sea el titular de los datos, acredite su identidad por los 
medios previstos en la disposición tercera de esta Resolución y formule su petición a través 
del procedimiento descrito en la disposición séptima de la misma.

Sexto.  Carácter de las certificaciones electrónicas de nacimiento y matrimonio con sello de 
la Dirección General de los Registros y del Notariado.

Las certificaciones electrónicas expedidas con Sello Electrónico de la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, servirán para acreditar los datos contenidos en los asientos 
registrales informatizados y digitalizados que consten en la base central de datos 
dependiente del Centro Directivo.

Séptimo.  Procedimiento para la tramitación telemática de las certificaciones de nacimiento y 
matrimonio.

1. El procedimiento se inicia con la presentación de la solicitud en la sede electrónica del 
Ministerio de Justicia. Dicha solicitud contendrá todos los datos obligatorios establecidos en 
el formulario previsto al efecto en dicha sede electrónica. El solicitante deberá ser el titular de 
los datos y acreditar electrónicamente su identidad conforme a los requisitos técnicos 
establecidos en la disposición tercera de la presente Resolución.

2. Las certificaciones electrónicas de nacimiento y matrimonio se expedirán 
automáticamente con el sistema de sello electrónico de la Dirección General de los Registros 
y del Notariado e incluirán información sobre el código seguro de verificación, el 
procedimiento de verificación del contenido del documento que se expide y la fecha de 
expedición.
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§ 10

Orden de 26 de mayo de 1988 sobre aprobación de un modelo 
plurilingüe de certificado de capacidad matrimonial

Ministerio de Justicia
«BOE» núm. 136, de 7 de junio de 1988
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-1988-13683

El Convenio número 20 de la Comisión Internacional del Estado Civil (CIEC), relativo a la 
expedición de un certificado de capacidad matrimonial, ha sido ratificado por España el día 
10 de febrero de 1988 y publicado en el «Boletín Oficial del Estado» de 16 de mayo 
siguiente.

La puesta en práctica de este Convenio ‒que guarda perfecta armonía con lo establecido 
por el artículo 252 del Reglamento del Registro Civil‒ exige la aprobación y publicación del 
modelo plurilingüe previsto en el artículo 1.º de aquel.

En su virtud, a propuesta de la Dirección General de los Registros y del Notariado,
Este Ministerio ha tenido a bien aprobar el modelo adjunto, anverso y reverso, del 

certificado plurilingüe de capacidad matrimonial, al cual deberán ajustarse los que se 
expidan por todos los encargados de los Registros Civiles en los casos previstos por el 
artículo 252 del Reglamento del Registro Civil.
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§ 11

Instrucción de 9 de enero de 1995, de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado, sobre el expediente previo al matrimonio 

cuando uno de los contrayentes está domiciliado en el extranjero

Ministerio de Justicia e Interior
«BOE» núm. 21, de 25 de enero de 1995
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-1995-1943

Son cada vez más frecuentes los casos en los que un español domiciliado en España 
pretende contraer matrimonio con extranjero domiciliado fuera de España y hay muchos 
motivos para sospechar que por medio de estos enlaces lo que se pretende exclusivamente 
es facilitar la entrada y estancia en territorio español de súbditos extranjeros. Aunque la 
competencia de este centro directivo no alcanza a la materia relacionada con la extranjería, 
sí que le corresponde dictar instrucciones sobre el Registro Civil (cfr. artículos 9 LRC y 41 
RRC) y, concretamente, sobre la tramitación del expediente previo a la celebración del 
matrimonio, que plantea algunas dificultades prácticas en tales casos y en el que han de 
extremarse las garantías, formales y materiales, para que el encargado llegue a la 
convicción de que los interesados intentan realmente fundar una familia y que su propósito 
no es simplemente, en claro fraude de ley, el de beneficiarse de las consecuencias legales 
de la institución matrimonial sobre la base de un matrimonio en el cual no ha habido 
verdadero consentimiento matrimonial y que es, en rigor, nulo por simulación.

Aunque los casos más graves de tal nulidad podrán ser corregidos «a posteriori» por 
medio de la acción judicial que puede ser ejercitada por el Ministerio Fiscal (cfr. artículos 
73.1.º y 74 CC), es indudable que, «a priori» y en la medida de lo posible, es conveniente 
adoptar las cautelas oportunas para evitar la celebración de matrimonios nulos que, entre 
tanto no se pronuncie la nulidad, disfrutarán de las ventajas derivadas de la apariencia 
matrimonial.

Claro está que la intención de esta instrucción no es la de coartar en modo alguno un 
derecho fundamental de la persona, como lo es el de contraer matrimonio, sino sólo el de 
encarecer a los encargados de los Registros Civiles que, sin mengua de la presunción 
general de buena fe, se cercioren de la veracidad del consentimiento de los contrayentes 
dentro de las posibilidades que ofrece la regulación actual del expediente previo.

Con esta finalidad, esta Dirección General ha acordado dar mayor publicidad a las 
siguientes normas contenidas fundamentalmente en el Reglamento del Registro Civil:

Primera.  Encargado competente para instruir el expediente.
Lo es el Juez encargado o de Paz o el encargado del Registro Civil consular, 

correspondiente al domicilio de cualquiera de los contrayentes (artículo 238 RRC). Depende, 
pues, de la elección de éstos que el expediente se tramite en el Registro municipal o en el 
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consular, cuando uno de los interesados está domiciliado en España y el otro en el 
extranjero.

Segunda.  Ratificación de ambos contrayentes.
La ratificación por ambos contrayentes del escrito inicial (artículo 240 RRC) es siempre 

necesaria. No obstante, como indica el artículo 242 del Reglamento, la ratificación del que no 
esté domiciliado en la demarcación del Registro instructor puede realizarse por 
comparecencia ante otro Registro Civil español o por medio de poder especial.

Tercera.  Trámite fundamental. La audiencia reservada y por separado.
El Reglamento del Registro Civil va señalando las distintas etapas del expediente y sus 

posibles incidencias. Así, en cuanto a las pruebas complementarias del escrito (artículo 241); 
subsanación de éste (artículo 242); publicación de edictos o trámite sustitutorio (artículos 243 
y 244); ampliación de pruebas propuestas o acordadas de oficio (artículo 245, I) y dictamen 
médico, si se estima que alguno de los contrayentes está afectado por deficiencias o 
anomalías psíquicas (artículo 245, II).

En cualquier caso existe un trámite esencial y del que no debe prescindirse, ni cumplirlo 
formulariamente, como es la audiencia que el instructor, asistido por el secretario, debe 
realizar de cada contrayente, reservadamente y por separado, para cerciorarse de la 
inexistencia del impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la 
celebración (cfr. artículo 246 RRC). Esta audiencia, que en caso del contrayente domiciliado 
en otro lugar puede efectuarse ante el Registro Civil del domicilio del mismo, puede y debe 
servir para que el instructor se asegure del verdadero propósito de los comparecientes y de 
la existencia en ambos de real consentimiento matrimonial. Un interrogatorio bien encauzado 
puede llegar a descubrir la intención fraudulenta de una o de las dos partes y en tal caso, sin 
perjuicio del recurso oportuno, el instructor debe denegar la celebración (cfr. artículo 247 
RRC).

Cuarta.  Intervención del Ministerio Fiscal.
Como en los demás expedientes del Registro Civil (cfr. artículos 343 y 344 RRC), 

también en éste al ministerio público, o a quien haga sus funciones en el Registro consular 
(cfr. artículo 54 RRC), le atribuye la legislación un papel activo en defensa de la legalidad, 
por lo que puede denunciar en su dictamen cualquier impedimento u obstáculo que le conste 
(cfr. artículo 247 RRC).

Quinta.  Certificado de capacidad matrimonial.
La expedición por el instructor de este certificado sólo es necesaria cuando los 

contrayentes hayan manifestado su propósito de contraer matrimonio en el extranjero con 
arreglo a la forma establecida por la ley del lugar de celebración y esta ley exija la 
presentación de tal certificado (cfr. artículo 252 RRC y el Convenio número 20 de la 
Comisión Internacional del Estado Civil de 5 de septiembre de 1980, publicado en el «Boletín 
Oficial del Estado» de 16 de mayo de 1988).

Es importante señalar que previamente a la expedición del certificado ha de instruirse, y 
concluir con auto firme favorable, el expediente matrimonial normal, tramitado conforme a las 
reglas generales (cfr. artículo 252 RRC). Por esto, no puede prescindirse en absoluto de la 
audiencia reservada y por separado de cada contrayente, que deberá realizarse conforme a 
las reglas antes expuestas.

La única especialidad del expediente en este caso se encuentra en que no termina con 
la autorización del matrimonio por funcionario español, sino con la entrega a los interesados 
del certificado de capacidad matrimonial, válido por seis meses, extendido en el modelo 
plurilingüe aprobado por la Orden de 26 de mayo de 1988.

Sexta.  Matrimonio por poder.
El artículo 55 del Código Civil permite, con determinados límites, que el matrimonio se 

celebre con la asistencia personal de un contrayente y de una persona que interviene como 
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apoderado especial del otro contrayente que reside en lugar distinto del de demarcación del 
funcionario autorizante.

Es oportuno señalar que esta especialidad se refiere exclusivamente al momento final de 
la autorización del matrimonio, de modo que en lo demás el expediente previo ha de 
tramitarse de acuerdo con las reglas generales indicadas, entre ellas, como es obvio, la 
audiencia personal y reservada del poderdante sobre la que toda insistencia es poca.

CÓDIGO DE DERECHO MATRIMONIAL

§ 11  Expediente cuando uno de los contrayentes está domiciliado en el extranjero

– 138 –



§ 12

Instrucción de 26 de enero de 1995, de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado, sobre autorización del matrimonio civil por 

los Alcaldes

Ministerio de Justicia e Interior
«BOE» núm. 35, de 10 de febrero de 1995
Última modificación: 14 de febrero de 2013

Referencia: BOE-A-1995-3544

Véase la Instrucción de 10 de enero de 2013, de la Dirección General de los Registros y del Notariado, que 
modifica la directriz segunda y tercera en relación con el lugar de celebración de los matrimonios civiles, en los 
términos expresados en la misma. Ref. BOE-A-2013-1554

La Ley 35/1994, de 23 de diciembre, ha modificado en esta materia determinados 
artículos del Código Civil. No se trata de una innovación total del sistema, sino de la 
generalización a todos los municipios españoles de un régimen competencial que ya estaba 
reconocido en favor de los Alcaldes en las poblaciones en que no existía Juez de Primera 
Instancia Encargado del Registro Civil, aparte de las facultades que se atribuían y atribuyen 
a aquéllos para autorizar matrimonios en los casos de peligro de muerte (cfr. art. 52 del 
Código Civil).

No obstante, teniendo en cuenta, sobre todo, el cambio operado en cuanto a la 
delegación para la autorización del matrimonio, es oportuno que esta Dirección General, en 
uso de las facultades que tiene conferidas por la legislación del Registro Civil (cfr. arts. 9 de 
la Ley y 41 de su Reglamento), dicte ciertas orientaciones de carácter general a fin de 
aclarar, antes de la entrada en vigor de la Ley citada (con fecha 1 de marzo de 1995: 
disposición final única), las eventuales dudas que pudieran surgir en la aplicación de las 
nuevas normas.

En su virtud, esta Dirección General ha acordado hacer públicas las siguientes 
directrices:

Primera.  Instrucción registral del expediente previo.
En este punto no hay modificación alguna (cfr. artículo 56, I, del Código Civil), de modo 

que las Corporaciones locales carecen de competencia para la instrucción del expediente 
previo. Este ha de ser tramitado, como hasta ahora, ante el Juez Encargado o de Paz o el 
Encargado del Registro Civil consular, correspondiente al domicilio de cualquiera de los 
contrayentes (cfr. art. 238 del Reglamento del Registro Civil). Únicamente hay 
especialidades en el momento final de la celebración, una vez aprobado el expediente previo 
con auto firme favorable, si los interesados han manifestado durante la tramitación de aquél 
su voluntad de que el enlace sea autorizado por órgano distinto del instructor.
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Segunda.  Autorización del matrimonio por Alcalde o Concejal de la misma población.
Cuando ésta haya sido la voluntad manifestada por los contrayentes, el órgano registral 

que haya instruido el expediente previo deberá remitir oficialmente al Ayuntamiento 
respectivo una relación de todos los datos relativos a uno y otro contrayente que deban 
figurar en la inscripción del matrimonio.

A la vista de esta relación, el Alcalde fijará día y hora para la ceremonia, la cual deberá 
celebrarse en el local del Ayuntamiento debidamente habilitado para este fin. El acto 
solemne de celebración requiere la autorización por el Alcalde o por el Concejal en que haya 
delegado, siempre con la presencia de dos testigos mayores de edad (cfr. art. 57, I, del 
Código Civil).

El Alcalde o Concejal, después de cumplidos los requisitos previstos por el artículo 58 
del Código Civil, extenderá el acta oportuna con su firma y la de los contrayentes y testigos 
(art. 62, I, del Código Civil). Uno de los ejemplares del acta se remitirá inmediatamente al 
Registro Civil para su inscripción en el Registro y para la entrega por éste a los casados del 
correspondiente Libro de Familia (cfr. art. 75 de la Ley del Registro Civil y 37 del Reglamento 
del Registro Civil).

Tercera.  Autorización del matrimonio en Ayuntamiento de otra población.
El artículo 57, II, del Código Civil permite que la prestación del consentimiento pueda 

realizarse, por delegación del instructor del expediente y a petición de los contrayentes, ante 
Juez, Alcalde o funcionario de otra población distinta. En estos casos, puesto que todas las 
actuaciones previas a la inscripción han de archivarse en el legajo de la Sección 
correspondiente del Registro (cfr. art. 259 del Reglamento del Registro Civil), lo procedente 
es que el instructor, una vez dictado el auto firme favorable, remita todo el expediente junto 
con la delegación al Registro Civil en cuya demarcación vaya a celebrarse el matrimonio.

A su vez, este órgano registral, si la delegación ha sido a favor del Ayuntamiento de esa 
población, enviará a éste la relación de los datos de los contrayentes, a que se refiere el 
apartado anterior. Por lo demás, la ceremonia y la posterior inscripción deberán ajustarse a 
las mismas normas antes expuestas.

Cuarta.  Delegación del Alcalde en un Concejal.
Aunque esta delegación debe estar documentada previamente, ningún precepto exige la 

comprobación registral de la misma. Basta, pues, que en el acta de autorización se haga 
constar que el Concejal ha actuado por delegación del Alcalde respectivo.

Quinta.  No es necesaria la intervención del Secretario del Ayuntamiento.
Como indicó en su momento con carácter general la Resolución de la Dirección General 

de 25 de enero de 1989, tal intervención no era exigida por ningún precepto civil ni 
administrativo. La nueva Ley no ha supuesto modificación alguna en este punto, de forma 
que el acta de celebración no precisa la asistencia ni firma del Secretario, sino 
exclusivamente los requisitos exigidos por el Código Civil y por la legislación del Registro 
Civil (cfr. arts. 62, I, y 239, II, del Reglamento del Registro Civil).
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§ 13

Instrucción de 17 de abril de 1995, de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado, sobre comunicación a determinados 
Registros extranjeros de nacimiento de matrimonios y defunciones 

inscritos en España

Ministerio de Justicia e Interior
«BOE» núm. 101, de 28 de abril de 1995
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-1995-10360

El Estado español se ha adherido («Boletín Oficial del Estado» de 21 y 22 de julio de 
1994) a los Convenios números 3 y 23 de la Comisión internacional del Estado Civil, 
relativos al intercambio internacional de informaciones en materia de estado civil, hechos, 
respectivamente, en Estambul, el 4 de septiembre de 1958, y en Patrás el 6 de septiembre 
de 1989.

La entrada en vigor para España de estos Convenios requiere que este centro directivo, 
en uso de las atribuciones que tiene concedidas (artículos 9 de la Ley de Registro Civil y 41 
del Reglamento del Registro Civil), dé ciertas directrices para unificar prácticas divergentes y 
para evitar errores de interpretación, una vez que el alcance de ésta ha sido precisado por el 
Bureau de la Comisión Internacional del Estado Civil, en sesión celebrada en Mantés el día 
30 de marzo de 1995.

En su virtud, esta Dirección General ha acordado hacer públicas las siguientes reglas:

1.ª   Encargados obligados a transmitir la información.
Son exclusivamente los encargados de los Registros municipales que inscriban un 

matrimonio o una defunción y uno de los cónyuges o el difunto haya nacido en Alemania, 
Austria, Bélgica, Francia, Italia, Luxemburgo. Países Bajos, Portugal o Turquía.

2.ª   Forma de envío de la comunicación.
Se remitirá al Registro Civil de estos países en que haya acaecido el nacimiento una 

certificación plurilingüe, según los modelos aprobados por el Convenio número 16 de la 
Comisión Internacional del Estado Civil, hecho en Viena el 8 de septiembre de 1976 
(«Boletín Oficial del Estado» de 22 de agosto de 1983), y ateniéndose a las instrucciones 
sobre su cumplimiento contenidas en la Resolución de 4 de octubre de 1983.

Las certificaciones se enviarán por correo ordinario, en sobre cerrado, añadiendo a la 
certificación, bien en esta misma, bien en una ficha adjunta a ella cosida, el texto plurilingüe 
que se acompaña a esta Instrucción. Dado lo amplio de este texto es recomendable que los 
Registros Civiles elijan el sistema de la ficha adjunta, fotocopiando el texto plurilingüe anejo.
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3.ª   Recepción en los Registros municipales españoles de nacimiento, de comunicaciones 
del matrimonio o de la defunción del nacido.

Conforme a lo previsto por el artículo 158 del Reglamento de Registro Civil, esta 
Dirección General ordena que, cuando se reciba en el Registro municipal español 
correspondiente al nacimiento, comunicación oficial de un Registro extranjero acreditativa del 
matrimonio o de la defunción del nacido, debe extenderse la oportuna nota marginal de 
referencia al matrimonio o defunción inscritos en Registro extranjero.

ANEXO QUE SE CITA
Texto francés y traducciones adoptadas por el Bureau de la Comisión Internacional del 

Estado Civil el 16 de marzo de 1989, en Estrasburgo, de la mención contenida en el artículo 
2, párrafo 2, del Protocolo firmado en Patrás el 6 de septiembre de 1989:

«Cet extrait de l'acte de mariage/décès est transmis pour valoir avis au sens de l'article 
1er de la Convention du 4 septembre 1958 concernant l'échange international d'informations 
en matière d'état civil.»

Traduction allemande:
«Dieser Auszug aus dem Eheregister/Todesregister wird als Mitteilung im Sinne von 

Artikel 1 des Übereinkommens vom 4. September 1958 über den internationalen Austausch 
von Auskünften in Personenstandsangelegenheiten übersand.»

Traduction anglaise:
«This extract from the marriage/death certificate is forwarded for the purpose of 

notification within the meaning of article 1 of the Convention of 4 september 1958 on the 
international exchange of informations concerning civil status.»

Traduction espagnole:
«Esta certificación en extracto de matrimonio/defunción se remite con el valor de 

comunicación en el sentido del artículo 1.° del Convenio de 4 de septiembre de 1958 relativo 
al intercambio internacional de informaciones en materia de estado civil.»

Traduction italienne:
«Questo estratto di matrimonio/morte è trasmesso comme avviso ai sensi dell' articolo 

primo della Convenzione del 4 settembre 1958 riguardante lo scambio internazionale di 
informazioni in materia di stato civile.»

Traduction néertandaise:
«Dít uittreksel uit de huwelijksakte/overlijdensakte wordt toegezonden bij wijze van 

kennisgeving ais bedoeld in artikel 1 van de Overeenkomst van 4 september 1958 inzake 
internationale uitwisseling van gegevens op het gebied van de burgerlijke stand.»

Traduction portugaise:
«Esta certidão de casamento/óbito é enviada para valer como comunição nos termos do 

artigo 1.º da Convenção, de 4 de Setembro de 1958, relativa à troca internacional de 
informações em matéria des estado civil.»

Traduction turque:
«Bu evienme/ölüm kayıt örneğí ahvali sahsiye konusunda milletlerarası malümat teatisi 

hakkinda 4 Eylül 1958 tarihli Sözteşmenin 1. maddesi uyarınca verilmiştir.»
Traduction grecque:
«Το παρόν απόσπασμα τηζ πράξης γάμον/θανάτον διαβιβάζεται για να ισχύσει ωζ 

ειδοποίηση χατά την έννοια τον άρθρου Ι τηζ Σύμβασηζ τηζ 4 Σεητεμβρίον 1958 σχετικά με τη 
διεθνή ανταλλαγή πληροφοριών σε θέματα ληξιαρχείων.»
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§ 14

Instrucción de 31 de enero de 2006, de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado, sobre los matrimonios de complacencia

Ministerio de Justicia
«BOE» núm. 41, de 17 de febrero de 2006

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2006-2776

I.  El fenómeno social de los «matrimonios de complacencia».
Los llamados «matrimonios complacencia» son una realidad en creciente aumento en 

nuestro país. El número de resoluciones dictadas por este Centro Directivo en relación con 
tales matrimonios es incontable, especialmente desde el año 1995. Parece oportuno, por 
tanto, elaborar una serie de directrices en la materia que puedan ayudar a los Encargados 
de los Registros Civiles españoles tanto en España como en el extranjero, a la hora de 
abordar el tratamiento jurídico de este fenómeno.

Conviene detenerse en la realidad social de estos «matrimonios de complacencia». 
Estos enlaces se celebran, frecuentemente, a cambio de un precio: un sujeto ‒
frecuentemente, aunque no siempre, un ciudadano extranjero‒, paga una cantidad a otro 
sujeto ‒normalmente, aunque no siempre, un ciudadano español‒, para que éste último 
acceda a contraer matrimonio con él, con el acuerdo, expreso o tácito, de que nunca habrá 
«convivencia matrimonial auténtica» ni «voluntad de fundar y formar una familia», y de que, 
pasado un año u otro plazo convenido, se instará la separación judicial o el divorcio.

La preocupación ante la extensión de este fenómeno, cuyo propósito, en claro fraude de 
ley, no es sino el de beneficiarse de las consecuencias legales de la institución matrimonial 
en el campo de la nacionalidad y de la extranjería, llevó a este Centro Directivo a aprobar la 
Instrucción de 9 de enero de 1995, sobre normas relativas al expediente previo al matrimonio 
cuando uno de los contrayentes está domiciliado en el extranjero. Desde entonces son 
cientos los casos de que tiene conocimiento anualmente esta Dirección General que son 
calificados de matrimonios simulados. La preocupación por luchar contra estos supuestos de 
fraude de ley ha sido también afrontada por la Unión Europea a través de la Resolución del 
Consejo de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de 
lucha contra los matrimonios fraudulentos (Diario Oficial n° C 382 de 16 de diciembre de 
1997). En el mismo plano internacional, la preocupación por la extensión que se observa en 
este fenómeno de los matrimonios de complacencia ha llevado a la Comisión Internacional 
del Estado Civil a acordar recientemente (Asamblea General de Edimburgo, septiembre de 
2004) la constitución de un Grupo de Trabajo específico para intercambiar las experiencias y 
medidas adoptadas para combatir tal fenómeno en los distintos países miembros, que 
pretende complementar en el ámbito de los matrimonios de complacencia la Recomendación 
(n.º 9), adoptada en Estrasburgo el 17 de marzo de 2005, relativa a la lucha contra el fraude 
documental en materia de estado civil. En la misma línea se ha de citar la reciente iniciativa 
adoptada en Francia a través de la Circular relativa a la lucha contra los matrimonios 
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simulados, adoptada en París el 2 de mayo de 2005 por el Ministerio de Justicia de la 
República francesa, en desarrollo de la modificación introducida en el «Code civil» por la Ley 
número 2003-1119, de 26 de noviembre de 2003, relativa a la ordenación de la inmigración, 
la residencia de los extranjeros y la nacionalidad, que reforma el artículo 47 del Código Civil 
e introduce el trámite de audiencia previa para evitar matrimonios de complacencia.

Esta iniciativa se enmarca en un contexto más general que se observa en todos los 
países miembros de la Comisión Internacional del Estado Civil de preocupación por 
consecuencia del creciente fraude observado que tiende a la obtención indebida de la 
nacionalidad o la residencia legal, utilizando para ello mecanismos de falsificación 
documental o simulación de matrimonios o reconocimientos falsos de filiación, y que ha dado 
lugar a la adopción de diversas medidas de reacción por parte de los Estados, además de la 
ya indicada: así, en Bélgica adopción del nuevo Código de Derecho Internacional Privado, en 
Holanda nuevo procedimiento de verificación y control de los documentos de estado civil 
extranjeros, en Suiza atribución de mayores poderes a los Encargados de los Registros 
Civiles para poder denegar las inscripciones de documentos que consideren fraudulentos, en 
Reino Unido mayor especialización de los Encargados con el mismo objeto, etc.

II.  Descripción de los «matrimonios de complacencia».
El verdadero objetivo de estos matrimonios de complacencia es obtener determinados 

beneficios en materia de nacionalidad y de extranjería. Los objetivos más usuales de estos 
matrimonios son los siguientes:

1.º Adquirir de modo acelerado la nacionalidad española. En efecto, el cónyuge del 
ciudadano español goza de una posición privilegiada para la adquisición de la nacionalidad 
española (art. 22.2 Código Civil): basta un año de residencia en España por parte del sujeto 
extranjero (art. 22.2 Código Civil), siempre que sea una residencia «legal, continuada e 
inmediatamente anterior a la petición» (art. 22.3 Código Civil).

2.º Lograr un permiso de residencia en España. En efecto: el extranjero que ostenta la 
nacionalidad de un tercer Estado no miembro de la Unión Europea ni del Espacio Económico 
Europeo y que sea cónyuge de un ciudadano español, goza del derecho a residir en España, 
siempre que los cónyuges no están «separados de derecho», como indica el art. 2 a) del 
Real Decreto 178/2003, de 14 de febrero, sobre entrada y permanencia en España de 
nacionales de Estados miembros de la Unión Europea y de otros Estados parte en el 
Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo (BOE núm. 46 de 22 febrero 2003), no siendo 
preciso que tales extranjeros «mantengan un vínculo de convivencia estable y permanente» 
con sus cónyuges españoles, tal y como detalló la STS, Sala Tercera, de 10 de junio de 2004 
(BOE núm. 203 de 23 de agosto de 2004). Dichos extranjeros deben obtener una tarjeta de 
residencia renovable que tendrá cinco años de vigencia (art. 8.4 del citado Real Decreto 
178/2003, de 14 de febrero). Estos extranjeros deben presentar una documentación 
relacionada en el art. 11 del Real Decreto 178/2003, de 14 de febrero, y entre la que se 
encuentra el «visado de residencia». No obstante, dicho visado podrá eximirse por las 
autoridades competentes al resolver la solicitud de tarjeta de residencia, siempre que no 
exista mala fe en el solicitante y, en el caso de extranjeros que sean cónyuges de español, 
siempre que no se encuentren separados de derecho. No es preciso acreditar, para obtener 
la exención de visado, la «convivencia en España al menos durante un año», como declaró 
la STS, Sala Tercera, de 10 de junio de 2004 (BOE núm. 203 de 23 de agosto de 2004).

3.º Lograr la reagrupación familiar de nacionales de terceros Estados. En efecto, el 
cónyuge extranjero del ciudadano extranjero puede ser «reagrupado», pues el artículo 39.1 
del Real Decreto 2393/2004, de 30 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de la 
Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en 
España y su integración social (BOE núm. 6 de 7 de enero de 2005), indica que: «[e]l 
extranjero podrá reagrupar con él en España a los siguientes familiares: a) Su cónyuge, 
siempre que no se encuentre separado de hecho o de derecho y que el matrimonio no se 
haya celebrado en fraude de ley...».

Por ello, los matrimonios que se analizan aquí han sido acertadamente denominados 
«matrimonios de complacencia» (mariage de complaisance o marriage of convenience) o 
«matrimonios blancos», como hace la doctrina francesa. Con ello se indica que estos 
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matrimonios son, realmente, matrimonios simulados celebrados normalmente entre 
extranjeros y españoles, o entre extranjeros. Son «matrimonios» en los que no concurre un 
verdadero «consentimiento matrimonial». Por tanto, no son «verdaderos matrimonios», sino 
negocios jurídicos simulados o «matrimonios meramente aparentes», pues no existe un 
verdadero consentimiento matrimonial, ya que son sólo el medio a través del cual se 
procuran obtener ventajas legales en el sector del Derecho de extranjería y de la 
nacionalidad.

III.  El matrimonio como negocio jurídico y el consentimiento como elemento esencial del 
mismo.

El matrimonio, como acto o matrimonio «in fieri», es aquel negocio jurídico bilateral que 
da lugar a la relación jurídica matrimonial, o matrimonio «in facto esse». En tanto que 
negocio jurídico la declaración de voluntad de los contrayentes es el elemento básico del 
matrimonio «in fieri» por constituir la fuente de la relación jurídica, relación tipificada por el fin 
práctico definido para la misma por el ordenamiento jurídico, lo cual supone que el objeto y la 
causa del matrimonio están fijados de forma invariable y estricta por la Ley. Que el 
consentimiento de los esposos es el elemento esencial del matrimonio, que éste presenta un 
carácter intrínsecamente consensual, es cuestión pacífica en nuestra doctrina y ampliamente 
extendida en el Derecho comparado (en el que los autores que afirman el carácter de acto 
de Derecho público del matrimonio son minoritarios).

Así era ya en la tradición canónica («matrimonium facit partium consensos», can. 1057 
Codex Iuris Canonici) y romana («matrimonium inter invitos non contrahitur», cfr. Celso, 
Digesta, Corpus Iuris Civiles, 23.2.22), y así se mantuvo tras el proceso de secularización del 
ordenamiento matrimonial. La Constitución francesa de 1791 afirmaba que el matrimonio es 
un «contrato» y el Código napoleónico en su artículo 146 dispone que «no hay matrimonio 
cuando no hay consentimiento». A su vez, la Declaración Universal de los Derechos afirma 
que el matrimonio no puede ser concluido sino con el libre y pleno consentimiento de los 
futuros esposos (art. 16.2).

En la versión originaria del Código Civil español el carácter esencial del consentimiento 
se entendía implícita, en especial en el artículo 100 conforme al cual «el Juez municipal, 
después de leídos los artículos 56 y 57 de este Código, preguntará a cada uno de los 
contrayentes si persiste en la resolución de celebrar el matrimonio, y si efectivamente lo 
celebra; y, respondiendo ambos afirmativamente, extenderá el acta». La reforma introducida 
por la Ley 30/1981, de 7 de julio, da nueva redacción al artículo 45 del Código haciéndose 
ahora explícito aquél carácter esencial del consentimiento, al reproducir en su párrafo 
primero la fórmula del Código francés afirmando que «No hay matrimonio sin consentimiento 
matrimonial».

El consentimiento ha de ser, además, puro pues «la condición, término o modo del 
consentimiento se tendrá por no puesta» (art. 45-II Código Civil). Y esto es así porque, a 
diferencia de otros negocios jurídicos, especialmente en el ámbito del Derecho patrimonial 
en que el principio de la autonomía de la voluntad se expande a la regulación del contenido 
de la relación en todo aquello en que la regulación legal presente carácter dispositivo, en el 
matrimonio la autonomía de la voluntad de los contrayentes no entra a fijar las reglas de la 
relación constituida, ya que el régimen del matrimonio está directamente tipificado por la Ley, 
salvo en lo relativo al aspecto económico del consorcio conyugal, pero en tal caso estas 
determinaciones dan lugar a otro negocio jurídico distinto, bien que accesorio del 
matrimonio: las capitulaciones matrimoniales.

Es por la estricta tipificación legal del contenido de la relación jurídica matrimonial por lo 
que el artículo 45 exige no un consentimiento cualquiera, sino precisamente un 
«consentimiento matrimonial», esto es, un consentimiento dirigido a crear una comunidad de 
vida entre los esposos con la finalidad de asumir los fines propios y específicos de la unión 
en matrimonio, esto es, el fin práctico de los contrayentes no puede ser otro que el de formar 
un «consortium omnis vitae» (Modestino, D.23,2,1). Por tanto, el consentimiento matrimonial 
es existente, auténtico y verdadero, cuando los contrayentes persiguen, con dicho enlace, 
fundar una familia. Aunque el Código Civil español no detalla cuál es la finalidad del 
matrimonio, sí contiene una «determinación legal» de los «derechos y deberes de los 
esposos», de modo que es claro que cuando los cónyuges contraen matrimonio deben 

CÓDIGO DE DERECHO MATRIMONIAL

§ 14  Instrucción sobre los matrimonios de complacencia

– 145 –



querer asumir tales derechos y deberes. Por tanto, cuando los contrayentes se unen en 
matrimonio excluyendo asumir las finalidades, propiedades o efectos esenciales del 
matrimonio, el consentimiento matrimonial declarado es «simulado» y el matrimonio es nulo 
por falta de consentimiento matrimonial.

IV.  El concepto de matrimonio simulado. Nulidad jurídica de los mismos.
Así, el matrimonio simulado, tal y como ha sido caracterizado por la doctrina científica 

más autorizada, es aquel cuyo consentimiento se emite, por una o ambas partes, en forma 
legal pero mediante simulación, esto es, sin correspondencia con un consentimiento interior, 
sin una voluntad real y efectiva de contraer matrimonio, excluyendo el matrimonio mismo en 
la finalidad y en los derechos y obligaciones prefijados por la Ley, o bien un elemento o 
propiedad esencial del mismo. En el matrimonio simulado se da, por tanto, una situación en 
que la declaración de voluntad emitida no se corresponde con la real voluntad interna. Cosa 
diferente es la dificultad de la prueba y la relevancia que en relación con la misma tiene el 
juego de las presunciones basadas en hechos objetivos. Así ocurre en el caso de los 
matrimonios de complacencia en los en que el verdadero objetivo pretendido por una o 
ambas partes es el de obtener determinados beneficios en materia de nacionalidad y de 
extranjería o el estipendio recibido o prometido a uno de los contrayentes.

Los matrimonios simulados son inválidos, conforme al artículo 45.1 y 73 n.º 1 del Código 
Civil que declara nulo «cualquiera que sea la forma de su celebración el matrimonio 
celebrado sin consentimiento matrimonial», siendo claro e incontrovertido que el precepto se 
refiere al consentimiento interno y al matrimonio con sus elementos y propiedades 
esenciales. Por ello, y conforme a los principios de legalidad, básico en el ordenamiento 
jurídico registral español (cfr. arts. 2 y 27 LRC) y de concordancia del Registro y la realidad 
(cfr. art. 24 y 97 LRC), aquella nulidad impide que pueda inscribirse o autorizarse por parte 
de los Encargados de los Registros Civiles españoles, como autoridades del foro, los 
matrimonios celebrados o que pretendan celebrarse bien contra la voluntad de uno o de 
ambos contrayentes, bien sin el consentimiento real de los mismos o de alguno de ellos, 
como sucede en los supuestos de simulación, pues la caracterización legal del 
consentimiento como «matrimonial» determina la exclusión en nuestro Derecho en esta 
materia de una suerte de consentimiento abstracto, descausalizado o desconectado de toda 
relación con la finalidad institucional del matrimonio, evitándose con ello que esta institución 
sea utilizada como instrumento de un fraude de ley a las normas rectoras en materia de 
nacionalidad, extranjería o a otras de diversa índole (prestaciones sociales, tributos, etc.) ‒
vid. art. 6 n.º 4 del Código Civil.

Pero con ser esto último importante, siendo de interés público evitar la 
instrumentalización fraudulenta del matrimonio, no es lo determinante para denegar la 
autorización o inscripción del matrimonio de complacencia, sino el hecho de que un 
consentimiento simulado supone una voluntad matrimonial inexistente, en la medida en que 
la voluntad declarada, como se ha indicado, no se corresponde con la interna, 
produciéndose en tales casos una divergencia consciente cuyo efecto es la nulidad absoluta, 
«ipso iure» e insubsanable del matrimonio celebrado (cfr. art. 73 n.º 1 Código Civil), y ello 
cualquiera sea la «causa simulationis», o propósito práctico pretendido «in casu», que actúa 
como agente de una ilicitud civil incompatible con la protección jurídica que de la que es 
propia del «ius nubendi» se desprende en favor de la verdadera voluntad matrimonial. A la 
misma conclusión de nulidad de pleno derecho del matrimonio simulado se llega si se parte 
de la idea, grata para un importante sector de la civilística moderna, de que el significado de 
la simulación se vincula al concepto de «causa falsa» (art. 1276 Código Civil), no en el 
sentido de haberse incurrido en error respecto de la causa (art. 1301 Código Civil), sino en el 
de causa fingida o disfrazada, como resulta también de diversas resoluciones del Tribunal 
Supremo (Sentencia de 31 de octubre de 1865: «son contrarios a la ley los contratos 
simulados, o sea, celebrados con causa falsa»; también en las de 30 de junio de 1931, 7 de 
abril de 1960, 28 de octubre de 1964, etc). Por ello, al margen de que la finalidad de fraude 
acompaña con frecuencia a la simulación, de lo que la práctica refleja abundantes ejemplos 
en el ámbito de los matrimonios simulados, la raíz jurídica de la nulidad, desde este punto de 
vista, deviene no ya de la ilicitud, sino de la inexistencia o falsedad de la causa (arts. 1261, 
1275 y 1276), aunque tal inexistencia o falsedad haya de probarse. Se trata, además, de un 
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supuesto de simulación absoluta («simulatio nuda») en la que lo único que existe es la mera 
apariencia de un matrimonio, en realidad no querido.

Finalmente, repárese en que esta nulidad se produce no sólo en los casos en que el 
vicio o discordancia consciente entre las voluntades interna y externa sea bilateral (haya o 
no un previo «consilium simulationis» entre los contrayentes) sino también en los casos en 
que la ausencia de verdadero consentimiento matrimonial se produzca en uno sólo de ellos.

En definitiva, por faltar el elemento esencial del consentimiento, y también, según se ha 
visto, la causa, la ineficacia que deriva de la nulidad declarada por el artículo 73 n.º 1 del 
Código Civil presenta los caracteres de «ipso iure», es decir, se produce automáticamente 
sin perjuicio de su declaración judicial, insubsanable, ya que no cabe su convalidación por el 
transcurso del tiempo ni por confirmación, y absoluta, pues no produce ningún efecto, salvo 
los excepcionales que la Ley otorga al matrimonio putativo. Por ello, ningún funcionario 
puede autorizar un acto que de autorizarse sería nulo (cfr. art. 247 RRC) y, aunque exista la 
apariencia de su existencia por haberse celebrado ya el matrimonio, no puede autorizar su 
acceso al Registro (cfr. arts. 27 LRC y 63 párrafo segundo y 65 Código Civil).

V.  El derecho fundamental de la persona al matrimonio no ampara los matrimonios 
simulados por ser falsos matrimonios.

En el tratamiento jurídico de los matrimonios de complacencia deben conjugarse dos 
factores que sólo aparentemente son contrapuestos.

En primer lugar, debe siempre respetarse el «ius connubii», o «derecho a contraer 
matrimonio libremente». Se trata de un derecho subjetivo de toda persona, español o 
extranjero, recogido en la Constitución española (art. 32 CE). Este «ius connubii» o «ius 
nubendi» también se recoge en ciertos textos y Convenios internacionales vigentes en 
Derecho español. Entre ellos cabe citar los siguientes: a) Art. 16 de la Declaración Universal 
de los Derechos Humanos adoptada y proclamada por la Resolución de la Asamblea 
General, de 10 diciembre 1948, cuyo texto indica que «1. Los hombres y las mujeres, a partir 
de la edad núbil, tienen derecho, sin restricción alguna por motivos de raza, nacionalidad o 
religión, a casarse y fundar una familia, y disfrutarán de iguales derechos en cuanto al 
matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolución del matrimonio».; b) Art. 23.2 del 
Pacto internacional de derechos civiles y políticos, adoptado y abierto a la firma, ratificación y 
adhesión por la Asamblea General en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 
1966, cuyo texto indica: «2. Se reconoce el derecho del hombre y de la mujer a contraer 
matrimonio y a fundar una familia si tienen edad para ello»; c) Art. 12 del Convenio para la 
protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales (Consejo de Europa) 
hecho en Roma el 4 de noviembre de 1950 (BOE núm. 243 de 10 de octubre de 1979), cuyo 
texto precisa que «[a] partir de la edad núbil, el hombre y la mujer tienen derecho a casarse y 
a fundar una familia según las leyes nacionales que rijan el ejercicio de este derecho»; d) 
Art. 9 de la Carta de Derechos fundamentales de la UE (DOUE C364 de 18 diciembre 2000), 
cuyo texto indica que «[s]e garantizan el derecho a contraer matrimonio y el derecho a 
fundar una familia según las leyes nacionales que regulen su ejercicio». Por tanto, toda 
persona goza del derecho subjetivo a contraer matrimonio de manera libre con la persona 
que desee, dentro de los límites marcados por la Ley, que en este punto, son más bien 
escasos (limitación de matrimonios entre parientes muy cercanos, imposibilidad de 
matrimonio poligámico, limitaciones por razón de edad, etc.).

Sin embargo, en segundo lugar, resulta deseable erradicar estos matrimonios de 
complacencia por varias razones de naturaleza diversa. Así, desde una perspectiva de 
estricto Derecho Privado, estos matrimonios de complacencia son «falsos matrimonios». No 
son válidos, sino «nulos de pleno derecho», porque estos «matrimonios de complacencia» 
alteran el sentido de la institución matrimonial, pues no hay verdadera voluntad de constituir 
un matrimonio como «unión conyugal y comunidad de vida entre los esposos dirigida a 
formar una familia». Se vulnera el art. 16.2 de la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, que expresa que «sólo mediante libre y pleno consentimiento de los futuros 
esposos podrá contraerse el matrimonio». Se infringe asimismo el artículo 1 n.º 1 de la 
Convención relativa al consentimiento para el matrimonio, edad mínima para contraerlo y 
registro de los mismos hecha en Nueva York el 10 de diciembre de 1962, conforme al cual 
«No podrá contraer legalmente matrimonio sin el pleno y libre consentimiento de ambos 
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cónyuges». Por tanto, ya que los «matrimonios de complacencia» están afectados por una 
causa de nulidad de pleno derecho se debe evitar primero su celebración y, en caso de que 
hayan sido celebrados, impedir su inscripción en el Registro Civil, pues lo contrario 
supondría «dar efectos» a un «matrimonio nulo de pleno derecho». Ello generaría problemas 
de enorme envergadura en el campo del Derecho Privado: podría crearse una sociedad de 
gananciales entre personas que no tienen ninguna relación personal, sociedad que algún día 
habrá que disolver; surgen obligaciones entre los cónyuges, como los alimentos, que pueden 
ser reclamadas por un cónyuge a otro, la paternidad de los hijos de la esposa se atribuye, 
«ex lege», al marido en virtud de la «presunción de paternidad sobre los hijos 
matrimoniales» que suelen establecer todas las legislaciones civiles, etc. Por ello, es 
conveniente que estos «matrimonios de complacencia» no accedan al Registro Civil y que 
no se beneficien, a través de ello, de la «presunción de legalidad» de los actos inscritos en el 
Registro Civil (art. 2 LRC).

Además, desde una perspectiva de Derecho Público (Derecho de la Nacionalidad y 
Derecho de Extranjería), estos «matrimonios de complacencia» potencian el fraude a las 
normas de nacionalidad y extranjería, como indica la Resolución del Consejo de las 
Comunidades Europeas de 4 de diciembre de 1997 (DOCE C 382 de 16 de diciembre de 
1997). En efecto, admitir la validez y/o la inscripción registral de estos matrimonios 
equivaldría a admitir un fraude de ley respecto de las normas que regulan los permisos de 
residencia en España, la «reagrupación familiar y la nacionalidad española». Igualmente, 
desde esta segunda perspectiva de Derecho Público, estos «matrimonios de complacencia» 
fomentan la inmigración ilegal, pues propician la entrada en España de sujetos que evitan las 
restricciones de entrada, estancia y residencia en España fijadas para los extranjeros en la 
normativa administrativa de extranjería.

La consecuencia de lo anterior es la de que el «ius connubi» no debe ser indebidamente 
coartado y, simultáneamente, se debe evitar que al amparo de este derecho fundamental se 
produzcan indebidamente atentados o fraudes contra la ordenación legal de inmigración o la 
nacionalidad o se genere la apariencia de matrimonios falsos o viciados por causas de 
nulidad absoluta. Tratar de lograr este doble objetivo constituye el objeto de la presente 
Instrucción.

VI.  Tratamiento jurídico de los matrimonios de complacencia desde la perspectiva del 
Derecho Internacional Privado.

Los problemas que plantea el tratamiento jurídico de los matrimonios de complacencia, 
desde la perspectiva del Derecho Internacional Privado, son fundamentalmente los que 
siguen: a) Es necesario precisar la Ley estatal aplicable a los mismos, pues en la inmensa 
mayoría de los supuestos, se trata de casos en los que se halla implicado un ciudadano 
extranjero, con lo que el supuesto contiene «elementos extranjeros», de modo que las 
normas españolas de Derecho Internacional Privado deberán precisar la Ley estatal 
aplicable a estos matrimonios;

b) Una vez concretada cuál es la Ley estatal aplicable a la formación del matrimonio, y 
en el caso de que dicha Ley sea la Ley española, es necesario precisar los criterios 
adecuados para probar o demostrar que, en su caso, el matrimonio que se pretende celebrar 
y/o inscribir en el Registro Civil español, es un «matrimonio simulado», «nulo de pleno 
derecho», un «falso matrimonio».

En los casos «internacionales» ‒casos con elementos extranjeros y/o que producen 
efectos internacionales‒, para que el matrimonio sea válido, y en su caso, inscribible en el 
Registro Civil español, en atención al principio de legalidad por el que se rige (vid. arts. 2, 3, 
4 y 27 LRC), deben concurrir diversos requisitos legales. Ahora bien, precisamente por 
tratarse de casos «internacionales» y porque la normativa registral española exige un 
«control de la Ley aplicada al matrimonio», la primera cuestión a resolver es determinar «qué 
Ley estatal» es la encargada de fijar cuáles son dichos requisitos de validez del matrimonio. 
Es un problema de «conflicto de Leyes» que se plantea, bien a la hora de autorizar el 
matrimonio, o bien al hilo de un problema de «validez extraterritorial de decisiones 
extranjeras» cuando se insta la inscripción de un matrimonio celebrado en país extranjero y 
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que se documenta en una certificación registral expedida por autoridad extranjera, o por la 
vía de un expediente registral supletorio (cfr. arts. 23 LRC y 256 y 257 RRC).

En Derecho Internacional Privado español no existe una «Lex Matrimonii» o una sola y 
única Ley estatal que determina cuáles son los requisitos para que el matrimonio, en los 
casos internacionales, sea válido y pueda acceder, en su caso, al Registro Civil español. Las 
normas de conflicto deben determinar separadamente: a) La Ley aplicable a la capacidad 
matrimonial; b) La Ley aplicable al consentimiento matrimonial; c) La Ley aplicable a la forma 
de celebración del matrimonio. Pues bien, en el problema de los matrimonios de 
complacencia, debe analizarse si el consentimiento es válido o no lo es, con arreglo a la Ley 
estatal que regula, según las normas de conflicto españolas, el «consentimiento 
matrimonial».

Sin embargo, en Derecho Internacional Privado español no existe una norma de conflicto 
que indique, específicamente, la Ley aplicable al consentimiento matrimonial. Esta falta de 
previsión del legislador ha provocado dudas en la doctrina. No obstante, la posición 
mayoritaria de los autores, descartando la tesis de la «Lex Auctoritatis» (asumida en el 
Derecho comparado por algunos países como Suiza, Holanda, algunos States de los 
Estados Unidos de América y Australia), considera que en el Derecho Internacional Privado 
español, es el artículo 9 n.º 1 del Código civil el precepto aplicable, de modo que el 
consentimiento matrimonial debe regirse por la Ley personal de cada contrayente, 
entendiendo por ley personal, salvo excepciones (vid. art. 9.10 Código Civil), la ley nacional 
de cada contrayente. Esta tesis aparece avalada por el hecho de que el consentimiento 
matrimonial afecta al «estado civil», al que se refiere expresamente el artículo 9 n.º 1 Código 
Civil. Además en la actualidad este precepto del Código Civil sigue constituyendo la norma 
general reguladora de todos los aspectos relacionados con el «estatuto personal» en el 
Derecho Internacional Privado español, por lo que, en defecto de una «norma especial», el 
artículo 9 n.º 1 del Código Civil es aplicable para fijar la Ley reguladora del consentimiento 
matrimonial. Por lo demás, esta interpretación, como ha señalado la doctrina, sin incurrir en 
el vicio del «legeforismo», evita el «Forum Shopping», ya que aunque los contrayentes 
acudan a países con legislaciones muy permisivas en materia de consentimiento 
matrimonial, dicho consentimiento se regirá siempre por la misma Ley, su respectiva Ley 
nacional. Finalmente, esta tesis, propia también de alguno de los países de nuestro entorno 
como Francia y Bélgica, ha sido asumida reiteradamente por este Centro Directivo en 
numerosas ocasiones (vid. Resoluciones de 26-1.ª noviembre 2001, 24-1.ª mayo 2002, 
11-2.ª septiembre 2002, 11-3.ª septiembre 2002, 11-4.ª septiembre 2002, 26-3.ª febrero 
2003, 2-4.ª junio 2004, 27-1.ª octubre 2004, Consulta de 2 diciembre 2004, 13 junio 2005)1.

1 Por otra parte, es la tesis seguida en Francia (Sent. Cour Appel Paris 8 junio 1993, Sent. Cour Appel Paris 14 
enero 1994, Sent. Cour Appel Paris 9 junio 1995, Sent. Tribunal civile Seine 7 enero 1948), y también en Bélgica 
(Cour Cassation Bélgica 1ère Ch. 23 febrero 1995), cuya reciente Ley de 6 de julio de 2004 (Ley conteniendo el 
Código de Derecho Internacional Privado) indica en su art. 46 que «sin perjuicio del art. 47 [que se refiere a la forma 
del matrimonio], las condiciones de validez del matrimonio se rigen, para cada uno de los esposos, por el Derecho 
del Estado cuya nacionalidad ostentan en el momento de celebración del matrimonio».

Como consecuencia de lo anterior debe procederse a una aplicación distributiva de las 
Leyes nacionales de los cónyuges: el consentimiento matrimonial de cada cónyuge se regirá 
por la Ley nacional de cada uno de ellos en el momento de la celebración del matrimonio. La 
Ley personal de cada contrayente determinará si el consentimiento es aparente o real, los 
vicios del consentimiento (violencia, error sobre las cualidades esenciales del otro 
contrayente, etc.), los efectos del consentimiento viciado o simulado, el plazo para el 
ejercicio de las acciones y las personas legitimadas. En definitiva, la Ley nacional de cada 
contrayente determinará si el consentimiento prestado o a prestar por dicho contrayente es 
un auténtico consentimiento matrimonial.

Partiendo de este planteamiento, cabe diferenciar dos situaciones distintas:
a) La primera se refiere a los supuestos en que uno de los contrayentes es español y el 

otro es extranjero, debiendo investigarse la «verdadera intención matrimonial» a través del 
análisis del consentimiento de dicho contrayente español con arreglo al Derecho español, y 
el consentimiento del contrayente extranjero con arreglo al Derecho extranjero 
correspondiente a la nacionalidad del mismo. Ahora bien, dado que para que exista 
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matrimonio, el consentimiento de ambos cónyuges debe ser válido con arreglo a sus 
respectivas Leyes personales, cabe llevar a cabo una operación de «economía conflictual», 
de modo que basta analizar exclusivamente si el consentimiento del contrayente español es 
un auténtico consentimiento matrimonial, lo que deberá realizarse con arreglo al Derecho 
material español (art. 9.1 Código Civil). Si el consentimiento correspondiente al contrayente 
español no es un auténtico consentimiento matrimonial, puede considerarse que el 
matrimonio no es válido.

b) La segunda situación se refiere a los casos en que ambos contrayentes son 
extranjeros, en los que, rigiéndose la autenticidad de su consentimiento por la Ley nacional 
respectiva (art. 9.1 Código Civil), en principio, resulta improcedente aplicar la Ley española a 
este supuesto (vid. Resolución de 27-1.ª de octubre de 2004). Por ello, en tales casos el 
Encargado del Registro Civil español deberá cerciorarse, con arreglo al Derecho extranjero 
correspondiente a la nacionalidad de los contrayentes, de que el consentimiento es válido o 
de que no lo es. El canon de validez será, pues, el Derecho extranjero. El Encargado del 
Registro Civil puede oponerse a la inscripción de un matrimonio celebrado entre extranjeros 
y que, a su juicio, es un «matrimonio de complacencia». Pero para ello tiene que oponerse 
con fundamentos jurídicos extraídos del Derecho extranjero correspondiente a la 
nacionalidad de los contrayentes.

Ahora bien, cuando una Ley extranjera admita la validez del matrimonio a pesar de que 
el consentimiento es ficticio o simulado, dicha Ley no se aplicará por las autoridades 
españolas por resultar contraria al orden público internacional español (art. 12 n.º 3 Código 
Civil) y, en su lugar, se aplicará el Derecho material español (cfr. Resoluciones de 4-2.ª de 
marzo, 13-3.ª de junio, 7-1.ª de julio y 2-1.ª y 6-4.ª de septiembre de 2005).

En efecto, el sometimiento de la capacidad y consentimiento matrimonial al estatuto 
personal del contrayente/s extranjero/s no debe llevar a la conclusión de que la ley extranjera 
que integre el citado estatuto personal se haya de aplicar siempre y en todo caso, sino que, 
en ejecución de la regla de excepción del orden público internacional español, deberá dejar 
de aplicarse la norma foránea cuando deba concluirse que tal aplicación pararía en la 
vulneración de principios esenciales, básicos e irrenunciables de nuestro ordenamiento 
jurídico. Y a este propósito no es vano reiterar la doctrina de este Centro Directivo en el 
sentido de que el consentimiento matrimonial real y libre es cuestión que por su carácter 
esencial en nuestro Derecho (cfr. art. 45 Código Civil) y en el Derecho Internacional 
Convencional y, en particular, el Convenio relativo al consentimiento para el matrimonio, 
hecho en Nueva York el 10 de diciembre de 1962 (BOE del 29 de mayo de 1969), cuyo 
artículo primero exige para la validez del matrimonio el pleno y libre consentimiento de 
ambos contrayentes, debe ser considerada de orden público.

VII.  Prueba de la simulación en el expediente matrimonial previo a la autorización del 
matrimonio.

a) Para evitar que se celebren matrimonios de complacencia debe aplicarse la 
Instrucción de 9 de enero de 1995 sobre expediente previo al matrimonio cuando uno de los 
contrayentes está domiciliado en el extranjero (BOE núm. 21 de 25 enero 1995). La 
celebración del matrimonio civil, o en las formas religiosas de las iglesias evangélicas (Ley 
24/1992, de 10 de noviembre), la forma hebraica (Ley 25/1992) y la forma islámica (Ley 
26/1992) –en este último caso como requisito no de autorización pero sí de inscripción– 
exige, cuando uno de los contrayentes es español y el consentimiento se va a prestar ante 
autoridad española, un expediente previo para acreditar la capacidad nupcial del mismo y su 
verdadera intención de contraer matrimonio, expediente que tiene por objeto verificar la 
concurrencia de todos los requisitos legales necesarios para la validez del matrimonio y, 
entre ellos, la existencia de un verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 56, p. 
primero, Código Civil y 245 y 247 RRC). En la instrucción del citado expediente ha de 
practicarse, conforme al artículo 246 del Reglamento del Registro Civil, un trámite de 
audiencia de cada uno de los contrayentes por separado y «de modo reservado» en el que 
el instructor del expediente puede y debe interrogar a los contrayentes para cerciorarse de la 
«verdadera intención matrimonial» de los mismos o, en su caso, descubrir posibles fraudes.
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La importancia de este trámite fue subrayada por la citada Instrucción de 9 de enero de 
1995, en la que esta Dirección General de los Registros y del Notariado señaló cómo «un 
interrogatorio bien encauzado [que] puede llegar a descubrir la intención fraudulenta de una 
o de las dos partes», de modo que dicho interrogatorio «debe servir para que el Instructor se 
asegure del verdadero propósito de los comparecientes y de la existencia en ambos de 
verdadero consentimiento matrimonial». El instructor podrá preguntar, por ejemplo, sobre las 
intenciones de vida en común de los contrayentes, hijos que desearían tener, desde cuándo 
dura la relación, cómo piensan organizar la convivencia común, etc. Son datos que permiten 
revelar si los contrayentes desean «formar una familia» o, con otras palabras, «asumir los 
derechos y deberes del matrimonio». El interrogatorio efectuado por la Autoridad española 
debe ser lo más completo posible. Un interrogatorio puramente formulario, de escasa entidad 
cuantitativa y cualitativa no es suficiente para inferir la existencia de un matrimonio simulado. 
Nuevamente hay que insistir en que esta audiencia es un trámite fundamental, esencial, del 
que no se debe prescindir ni cumplir de manera formularia ni rutinaria, lo que ha obligado a 
este Centro Directivo en diversas ocasiones a ordenar la retroacción de actuaciones con 
objeto de cumplir de forma adecuada el citado trámite (cfr. Resoluciones 15 de febrero de 
2005-3.ª–, 4 de mayo de 2005-2.ª–, etc.).

A este respecto se ha de recordar que, en sede de actuaciones registrales presenta una 
importante influencia el principio inquisitivo, de modo que en materia de carga de la prueba 
el Encargado no queda desatendido de la misma, ya que conforme al artículo 351 del 
Reglamento «la certeza de los hechos será investigada de oficio», sin perjuicio de la carga 
de la prueba que incumba a los particulares, como tributo del principio de concordancia del 
Registro con la realidad extrarregistral (arts. 24 y 97 LRC).

Por tanto, la citada Instrucción de este Centro Directivo de 9 de enero de 1995 debe 
emplearse como un medio de «control preventivo y previo» no sólo de la «capacidad 
matrimonial», sino también del «consentimiento matrimonial» de los contrayentes. Facultad 
de control previo que reconoce a los Estados miembros de la Unión Europea la Resolución 
del Consejo de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos (DOCE C 382 de 16 diciembre 1997), 
que expresamente hace la salvedad de que «la presente Resolución no menoscaba la 
facultad de los Estados miembros para comprobar en su caso, antes de celebrarse un 
matrimonio, si se trata de un matrimonio fraudulento».

Ahora bien, este control preventivo no permite erradicar todo matrimonio de 
complacencia, y ello por varias razones. En primer lugar, sólo es necesario instruir el 
expediente matrimonial previo en España cuando el matrimonio se va a celebrar en España 
(Resolución de 15 septiembre 2004-2.ª), y son millares los «matrimonios de complacencia» 
que se celebran en el extranjero sin haber instruido un expediente previo ante autoridad 
española. En segundo lugar, el «expediente matrimonial previo» está concebido, 
fundamentalmente, como un mecanismo de control de la capacidad nupcial de los 
contrayentes y de su aptitud para manifestar su consentimiento, y no es tan sencillo 
controlar, a través de dicho expediente, la autenticidad del consentimiento matrimonial en sí 
mismo (arts. 246-247 RRC). En numerosas ocasiones no habrá pruebas directas de la 
intención de los contrayentes de celebrar un «matrimonio simulado». El instructor debe 
deducir de las respuestas dadas a las preguntas formuladas en la audiencia reservada, si 
existe «intención de formar una familia» o si tal «intención» no existe.

Por otra parte, debe recordarse que el control preventivo de la autenticidad del 
consentimiento matrimonial a prestar por los contrayentes no debe realizarse como un 
control sistemáticamente uniforme para todos los matrimonios con nacionales de terceros 
países, sino que la intensidad del mismo y el contenido y extensión de las audiencias que 
debe realizarse por el Encargado del Registro Civil español dependerán de las 
circunstancias concretas del caso, debiendo extremarse el celo cuando se detecten datos 
indiciarios que puedan indicar que se está ante un futuro matrimonio de complacencia.

b) Finalmente, se ha de recordar que cuando un español desea contraer matrimonio en 
el extranjero con arreglo a la forma establecida por la ley del lugar de celebración y esta ley 
exige la presentación de un certificado de capacidad matrimonial (cfr. art. 252 RRC), el 
expediente previo para la celebración del matrimonio ha de instruirse conforme a las reglas 
generales (cfr. Instrucción de 9 de enero de 1995, norma 5.ª), siendo, pues, trámite 
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imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de cada contrayente, que 
debe efectuar el instructor para cerciorarse de la inexistencia del impedimento de ligamen o 
de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 RRC), incluida la eventual 
simulación del consentimiento.

VIII.  Prueba de la simulación en la inscripción del matrimonio en el Registro Civil español 
cuando el matrimonio ha sido celebrado en el extranjero.

Cuando el matrimonio se ha celebrado en el extranjero, se puede proceder a su 
inscripción en el Registro Civil español a través de dos mecanismos registrales alternativos. 
Bien a través de la certificación extranjera en la que conste la celebración del matrimonio, lo 
que constituye la regla general siempre que el Encargado del Registro Civil español no 
albergue dudas de la «realidad del hecho» ni de su «legalidad conforme a la ley española», 
bien, en su defecto, a través de un expediente registral para acreditar la legalidad del 
matrimonio y la certeza de su celebración (cfr. arts. 73 LRC y 257 RRC y Resolución de 
11-1.ª de febrero de 2003).

Pues bien, como se ha dicho, el Encargado ha de realizar un control de la «legalidad del 
hecho con arreglo a la ley española». Dicho control de legalidad tiene un alcance muy 
extenso porque sólo así se garantiza que accedan al Registro actos válidos y eficaces, 
según exige la «presunción de legalidad» y el principio de «concordancia con la realidad» 
que se deriva del artículo 2 de la Ley del Registro Civil. Este control incluye también la 
verificación de la legalidad del acto en cuanto a los «requisitos subjetivos» del mismo y no 
sólo los objetivos. Así se desprende del artículo 256 del Reglamento del Registro Civil que, 
al no prever ninguna restricción a dicho control, incluye en el mismo, en consecuencia, una 
verificación de la capacidad nupcial de los contrayentes, de la existencia y validez del 
consentimiento matrimonial prestado ante autoridad extranjera y de la forma de celebración 
del matrimonio con arreglo a la Ley, española o extranjera, que resulte aplicable a dichos 
extremos según las normas de conflicto españolas.

En cuanto a los instrumentos formales de que habrá de servirse el Encargado para llevar 
a cabo dicho control, ya vimos que la Instrucción de 9 de enero de 1995 antes citada 
recuerda la importancia que en el expediente previo a la celebración del matrimonio, cuando 
uno de los contrayentes está domiciliado en el extranjero, tiene el trámite de la audiencia 
personal, reservada y por separado, de cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio 
para apreciar cualquier obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, Código Civil y 
245 y 247 RRC), entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, 
análogas medidas deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el Registro Consular o en 
el Central un matrimonio ya celebrado en la forma extranjera permitida por la «lex loci». El 
Encargado debe comprobar si concurren los requisitos legales –sin excepción alguna– para 
la celebración del matrimonio (cfr. art. 65 Código Civil) y esta comprobación, si el matrimonio 
consta por «certificación expedida por autoridad o funcionario del país de celebración» (art. 
256-3.º RRC), requiere que por medio de la calificación de ese documento y «de las 
declaraciones complementarias oportunas» se llegue a la convicción de que no hay dudas 
«de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley española».

Aquellas «declaraciones complementarias» son precisamente las realizadas por los 
contrayentes con ocasión de la audiencia personal, reservada y por separado que 
igualmente se ha de practicar en estos casos de matrimonios celebrados en el extranjero. 
Así se desprende del artículo 256 del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para 
permitir otras inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro 
extranjero, establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento. Esta extensión 
de las medidas tendentes a evitar la inscripción de matrimonios simulados, por más que 
hayan sido celebrados en el extranjero, viene siendo propugnada por la doctrina de este 
Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1995, debiendo denegarse la 
inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas presentadas, de las que 
deba deducirse, según las reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC), que el matrimonio 
es nulo por simulación.

Ahora bien, como en el caso de los expedientes matrimoniales previos a la autorización 
del matrimonio, deben distinguirse dos situaciones.
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a) La primera se refiere a los supuestos en que uno de los contrayentes es español y el 
otro es extranjero, en los cuales debe investigarse la «verdadera intención matrimonial» 
analizando el consentimiento de dicho contrayente español con arreglo al Derecho español, 
y el consentimiento del contrayente extranjero con arreglo a el Derecho extranjero. Ahora 
bien, dado que para que exista matrimonio el consentimiento de ambos cónyuges debe ser 
válido con arreglo a sus respectivas Leyes personales, es suficiente un análisis jurídico del 
consentimiento del contrayente español, que se realizará, naturalmente (art. 9 n.º 1 Código 
Civil), con arreglo al Derecho material español. Si dicho consentimiento no es un auténtico 
consentimiento matrimonial, se debe considerar que el matrimonio no es válido, y se 
denegará la inscripción registral. Se sigue con ello el criterio general que informa las 
actuaciones registrales de economía procedimental, en este caso en su vertiente conflictual, 
que se impone el artículo 354 párrafo segundo del Reglamento del Registro Civil.

b) La segunda hace referencia a los casos en que ambos contrayentes son extranjeros, 
en los que la Ley que rige la autenticidad de su consentimiento es la Ley nacional respectiva 
(art. 9 n.º 1 Código Civil), como este Centro Directivo ha venido reiterando (Resoluciones de 
26-1.ª noviembre 2001, 24-1.ª mayo 2002, 29-5.ª junio 2002, 11-2.ª septiembre 2002, 14-1.ª 
enero 2003, 26-3.ª febrero 2003, 9-1.ª septiembre 2003, 10-4.ª octubre 2003, 13-1.ª 
noviembre 2003, 4-2.ª octubre 2004, 23-4.ª febrero 2005). Aplicar la Ley española a este 
supuesto es improcedente (vid. especialmente la 27-1.ª octubre 2004). También en este caso 
se ha de destacar que, no obstante lo anterior, cuando una Ley extranjera admite la validez 
del matrimonio a pesar de que el consentimiento es ficticio o simulado, dicha Ley no se 
aplicará por las autoridades españolas por resultar contraria al orden público internacional 
español (art. 12 n.º 3 Código Civil) y en su lugar se aplicará el Derecho material español (cfr. 
Resoluciones de 13-3.ª de junio, 7-1.ª de julio, 2-1.ª y 6-4.ª de septiembre de 2005).

IX.  Las presunciones como medio para acreditar la existencia de un «matrimonio simulado».
Los Encargados del Registro Civil deben controlar la legalidad y autenticidad del 

«consentimiento matrimonial» con arreglo a la Ley española cuando uno de los contrayentes 
sea español o, cuando siendo extranjeros ambos, deba igualmente ser aplicada en ejecución 
de la cláusula de orden público por admitir la Ley extranjera los matrimonios simulados. 
Cuestión distinta es la de la forma en que se deba proceder a realizar dicho control en el 
marco de la Ley material española, lo que, respecto de los matrimonios de complacencia, 
obliga a analizar la difícil cuestión de la prueba de la simulación.

La normativa española guarda silencio sobre la cuestión. En efecto, en relación con 
estos casos de potenciales matrimonios celebrados sin un verdadero consentimiento 
matrimonial, no existen «normalmente pruebas directas de la voluntad simulada» de los 
contrayentes (vid. Resoluciones de 1 de octubre de 1993, 18 de julio de 1996, 20 de 
septiembre de 1996, de 18 de octubre de 1996). Procede, pues, acudir, al sistema de las 
«presunciones judiciales» (cfr. art. 386 LEC 1/2000), como se ha venido haciendo hasta 
ahora (vid. Resolución de 9 de octubre de 1993). Como indica el mencionado artículo 386 de 
la Ley de Enjuiciamiento Civil «a partir de un hecho admitido o probado», se puede 
«presumir la certeza» (...), de otro hecho, si entre el admitido o demostrado y el presunto 
existe un enlace preciso y directo según las reglas del criterio humano».

La aplicación a las actuaciones registrales (expedientes y calificación) del artículo 386 de 
la Ley de Enjuiciamiento Civil encuentra apoyo genérico en el artículo 4 de la misma Ley que 
sienta el principio de la aplicación supletoria de la Ley de Enjuiciamiento Civil en los 
«procesos no civiles». Más específicamente avala tal aplicabilidad la previsión expresa del 
artículo 16 del Reglamento del Registro Civil que, coherentemente con la naturaleza de 
jurisdicción voluntaria que la Exposición de Motivos del Reglamento atribuye a la actividad 
registral, declara de aplicación supletoria a la misma, en defecto de previsión de la específica 
reglamentación registral, las normas de la jurisdicción voluntaria, respecto de las cuales, a su 
vez, son supletorias las del procedimiento ordinario.

Las «presunciones homini» constituyen, en defecto de pruebas directas, un mecanismo 
legal que permite deducir, a partir de ciertos datos o indicios (hecho base), la existencia de 
un «hecho presunto», en el caso que ahora nos interesa la concurrencia o no concurrencia 
de un auténtico consentimiento matrimonial según la Ley española, esto es, si la voluntad de 
los contrayentes se dirige a crear una comunidad de vida entre los esposos con la finalidad 
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de cumplir, como se ha dicho antes, los fines propios y específicos de la unión en 
matrimonio, asumiendo los derechos y deberes consustanciales a tal unión con arreglo a la 
caracterización de los mismos predeterminada por la Ley.

Los «datos de hecho objetivos» (hechos base) que deben emplearse para acreditar la 
existencia o inexistencia de auténtico consentimiento matrimonial a través de las 
«presunciones», pueden desprenderse de las declaraciones de los contrayentes y/o de 
terceras personas, de cualquier otra información escrita y de cualesquiera otros datos 
obtenidos durante una investigación. La determinación y valoración de estos «hechos 
objetivos» se ha de realizar en forma que permita compatibilizar un doble objetivo: por un 
lado se ha de garantizar el pleno respeto al «ius nubendi» como derecho fundamental de las 
personas y, de otro lado, se ha de evitar que la falsa apariencia de matrimonio que resulta en 
los casos en que el consentimiento matrimonial se simula pueda acceder al Registro Civil 
como si de una verdadera unión matrimonial se tratase.

Con la finalidad de facilitar la consecución de este doble objetivo por parte de los 
Encargados de los Registros Civiles españoles, esta Dirección General de los Registros y 
del Notariado ha acordado hacer públicas las siguientes orientaciones prácticas:

I. Los datos básicos de los que cabe inferir la simulación del consentimiento matrimonial 
son dos: a) el desconocimiento por parte de uno o ambos contrayentes de los «datos 
personales y/o familiares básicos» del otro y b) la inexistencia de relaciones previas entre los 
contrayentes. En cuanto a la valoración de ambos elementos se han de tomar en cuenta los 
siguientes criterios prácticos:

a) Debe considerarse y presumirse que existe auténtico «consentimiento matrimonial» 
cuando un contrayente conoce los «datos personales y familiares básicos» del otro 
contrayente (vid. Resoluciones de 2-2.ª noviembre 2002, 4-6.ª diciembre 2002, 27-3.ª 
octubre 2004, 19-3.ª octubre 2004, entre otras muchas). Si los contrayentes demuestran 
conocer suficientemente los datos básicos personales y familiares mutuos, debe presumirse, 
conforme al principio general de presunción de la buena fe, que el matrimonio no es 
simulado y debe autorizarse o inscribirse, según los casos.

Para acreditar la existencia de un conocimiento suficiente de los datos personales 
básicos mutuos de los contrayentes, deben tenerse presentes estas reglas:

1.ª El Encargado dispone de un necesario margen de apreciación para ajustar las 
normas jurídicas a los caracteres, circunstancias y rasgos del caso concreto, ponderando 
necesariamente la equidad en la aplicación de las normas jurídicas (art. 3 n.º 2 Código Civil).

2.ª No puede fijarse una «lista cerrada» de datos personales y familiares básicos cuyo 
conocimiento es exigido, pues ello puede depender de las circunstancias del caso concreto. 
Sí puede, sin embargo, proporcionarse una «lista de aproximación» con los datos básicos 
personales y familiares mutuos más frecuentes que los contrayentes deberían conocer el 
uno del otro, utilizando, entre otros, los elementos que proporciona la Resolución del 
Consejo de las Comunidades Europeas, de 4 diciembre 1997, sobre las medidas que 
deberán adoptarse en materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos (DOCE C 382 
de 16 de diciembre de 1997). Tales datos son: fecha y lugar de nacimiento, domicilio, 
profesión, aficiones relevantes, hábitos notorios, y nacionalidad del otro contrayente, 
anteriores matrimonios, número y datos básicos de identidad de los familiares más próximos 
de uno y otro (hijos no comunes, padres, hermanos), así como las circunstancias de hecho 
en que se conocieron los contrayentes. Sin embargo, como se ha dicho, estos datos pueden 
ser exigidos en ciertos casos pero no en otros. La equidad ha de ponderarse por la Autoridad 
española en la valoración del grado de conocimiento recíproco de los datos personales y 
familiares básicos de los contrayentes en cada supuesto concreto.

3.ª El conocimiento de los datos básicos personales de un contrayente por el otro 
contrayente debe ser un conocimiento del «núcleo conceptual» de dichos datos, sin que sea 
preciso descender a los detalles más concretos posibles. Por ejemplo, un contrayente 
demostrará no conocer los datos básicos del otro contrayente si afirma que éste reside 
habitualmente en Madrid o en Barcelona, pero desconoce el nombre exacto de la calle o el 
piso en que se encuentra la vivienda. Se ha de exigir un «conocimiento suficiente», no un 
«conocimiento exhaustivo» de tales datos.
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4.ª En su caso el «desconocimiento» de los datos personales y familiares básicos de un 
contrayente respecto del otro debe ser claro, evidente y flagrante. Por tanto, el 
desconocimiento de un solo, singular y aislado dato personal o familiar básico del otro 
contrayente no es relevante para inferir automáticamente la existencia de un matrimonio 
simulado. Debe, por tanto, llevarse a cabo una valoración de conjunto del conocimiento o 
desconocimiento de un contrayente respecto del otro.

5.ª Existen otros «datos personales» del contrayente que son meramente «accesorios» o 
«secundarios». Pues bien, el conocimiento o desconocimiento de tales datos personales 
accesorios no es relevante en sí mismo (vid. Resolución de 17-1.ª de febrero de 2003). Entre 
tales «datos personales accesorios» cabe citar: conocimiento personal de los familiares del 
otro contrayente (no de su existencia y datos básicos de identidad, como nombres o edades) 
y hechos de la vida pasada de ambos contrayentes. El conocimiento o desconocimiento de 
estos datos personales «no básicos» es sólo un elemento que puede ayudar a la Autoridad 
española a formarse una certeza moral sobre la simulación o autenticidad del matrimonio, 
especialmente en casos dudosos, pero debe subrayarse categóricamente que en ningún 
caso estos datos personales «no básicos» pueden ser determinantes por sí solos para inferir 
exclusivamente de los mismos la existencia o inexistencia de un matrimonio simulado.

b) Aun cuando los contrayentes puedan desconocer algunos «datos personales y 
familiares básicos recíprocos», ello puede resultar insuficiente a fin de alcanzar la conclusión 
de la existencia de la simulación, si se prueba que los contrayentes han mantenido 
relaciones antes de la celebración del matrimonio, bien personales, o bien por carta, teléfono 
o Internet que por su duración e intensidad no permita excluir toda duda sobre la posible 
simulación (vid. Resoluciones de 6-3.ª noviembre 2002, 13-2.ª noviembre 2002, 23-2.ª 
noviembre 2002, 28-1.ª noviembre 2002, 21-3.ª diciembre 2002, 23 enero 2003, 3-3.ª febrero 
2003, 26-4.ª febrero 2003, 3-2.ª marzo 2003, 29-1.ª abril 2003, 29-2.ª abril 2003, entre otras 
muchas).

Para acreditar la existencia de auténticas y verdaderas relaciones entre los contrayentes, 
deben tenerse presentes estas reglas:

1.ª Las relaciones entre los contrayentes pueden referirse a relaciones habidas antes o 
después de la celebración del matrimonio. En este segundo caso, a fin de evitar los 
supuestos de preconstitución de la prueba, las relaciones deberán presentar un tracto 
ininterrumpido durante un cierto lapso de tiempo.

2.ª Las relaciones entre los contrayentes pueden ser relaciones personales (visitas a 
España o al país extranjero del otro contrayente), o bien relaciones epistolares o telefónicas 
o por otro medio de comunicación, como Internet.

3.ª El hecho probado de que los contrayentes conviven juntos en el momento presente o 
tienen un hijo común es un dato suficiente que acredita la existencia de «relaciones 
personales».

4.ª El hecho de que los contrayentes no hablen una lengua que ambos comprenden es 
un mero indicio de que las relaciones personales son especialmente difíciles, pero no 
imposibles. Por tanto, de ese mero dato no cabe inferir, por sí solo, que las relaciones 
personales no existen o no han existido. Será un dato más que el Encargado del Registro 
Civil español tendrá presente para valorar, junto con otros datos y hechos, la presencia o 
ausencia de «relaciones personales» entre ambos contrayentes.

5.ª El hecho de que el historial de uno de los cónyuges revele matrimonios simulados 
anteriores es un poderoso indicio de que no existen auténticas relaciones personales entre 
los contrayentes, sino relaciones meramente figuradas.

6.ª El hecho de que se haya entregado una cantidad monetaria para que se celebre el 
matrimonio, siempre que dicho dato quede indubitadamente probado, es, también, un 
poderoso indicio de que no existen relaciones personales entre los contrayentes, ni 
verdadera voluntad matrimonial. Quedan exceptuadas las cantidades entregadas en 
concepto de dote, en el caso de los nacionales de terceros países en los cuales la 
aportación de una dote sea práctica normal.

c) De forma complementaria a lo anterior, se ha de señalar que los datos o hechos 
relativos al matrimonio que no afectan al conocimiento personal mutuo de los contrayentes, 
ni a la existencia de relaciones previas entre los contrayentes, no son relevantes para inferir 
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de los mismos, aisladamente, la existencia de un matrimonio simulado, sin perjuicio de que 
en concurrencia con las circunstancias antes enumeradas pueda coadyuvar a formar la 
convicción del Encargado en sentido positivo o negativo respecto de la existencia de 
verdadera voluntad matrimonial. Aunque tampoco puede proporcionarse una «lista cerrada» 
de hechos por sí solos no relevantes, sí pueden enumerarse los más frecuentes de entre 
ellos:

1.º El hecho de que el contrayente extranjero resida en España sin la documentación 
exigida por la legislación de extranjería. De este dato no se puede inferir, automáticamente, 
la intención simulatoria de los contrayentes en la celebración del matrimonio, como ya ha 
sido declarado en varias ocasiones por este Centro Directivo (vid. Resoluciones de 27-3.ª 
octubre 2004, 19-3.ª octubre 2004).

2.º El hecho de que los contrayentes no convivan juntos o nunca hayan convivido juntos 
cuando existan circunstancias que lo impidan, como la imposibilidad de viajar por razones 
legales o económicas.

3.º El hecho de que un contrayente no aporte bienes o recursos económicos al 
matrimonio, mientras que sea el otro contrayente el que aporte el cien por cien de tales 
recursos, pues en sí mismo, este dato nada dice de una posible intención simulatoria de los 
contrayentes o de la autenticidad del consentimiento matrimonial.

4.º El hecho de que los contrayentes se hayan conocido pocos meses o semanas antes 
del enlace tampoco dice nada, en sí mismo, sobre la intención simulatoria de los 
contrayentes. Es diferente el caso de que los cónyuges hayan contraído matrimonio sin 
haberse conocido de forma personal previamente, es decir, cuando se conocen el mismo día 
o pocos días antes de la fecha en la que contraen matrimonio.

5.º El hecho de que exista una diferencia significativa de edad entre los contrayentes 
tampoco dice nada por sí sólo acerca de la autenticidad y realidad del consentimiento 
matrimonial, por lo que es un dato que no puede utilizarse, de ningún modo, para inferir nada 
al respecto, salvo que concurra con otras circunstancias, ya enumeradas, de 
desconocimiento o falta de relación personal.

II. En todo caso, es oportuno fijar algunas reglas de funcionamiento adicionales de las 
«presunciones»:

1.º Tanto por la presunción general de buena fe como porque el «ius nubendi» es un 
derecho fundamental de la persona, es necesario que el Encargado del Registro Civil 
alcance una «certeza moral plena» de hallarse en presencia de un matrimonio simulado para 
acordar la denegación de la autorización del matrimonio o de su inscripción.

En efecto, si bien no puede exigirse que el Encargado adquiera una conciencia de 
«verdad material absoluta» o «evidencia total» –imposible en el ámbito de las presunciones, 
ya que con ellas el Juez, en este caso el Encargado del Registro, no tiene un conocimiento 
directo ni indirecto del objeto de la prueba (hecho presunto), sino que deduce ese 
conocimiento de la prueba de otro hecho distinto (hecho base o indicio) con él unido de 
forma precisa y directa, «según las reglas del criterio humano que no son otras que las del 
raciocinio lógico» (vid. Sentencia del Tribunal Supremo de 25 de octubre de 1986)–, sí es 
necesario que el Encargado del Registro alcance un convencimiento o convicción plena en el 
sentido de concluir la valoración del conjunto de la prueba y de las audiencias practicadas 
(vid. Sentencia del Tribunal Supremo de 8 de noviembre de 1986) con un juicio conclusivo de 
probabilidad cualificada en grado de «certeza moral plena» sobre la veracidad del hecho de 
haber mediado un consentimiento simulado, descartando los casos de mera verosimilitud y 
los de duda o simple probabilidad. Y todo ello con arreglo a los criterios de la sana crítica, 
esto es, con arreglo a criterios valorativos racionales y a las máximas de experiencia común. 
Por ello, si la convicción de la simulación no es plena, el matrimonio deberá autorizarse o, en 
su caso, inscribirse.

En tales casos, como antes se ha recordado, queda siempre la posibilidad de que, si 
surgen posteriormente más datos o hechos que hagan dudar de la existencia y autenticidad 
del consentimiento matrimonial, se inste judicialmente la nulidad del matrimonio, a través del 
proceso judicial correspondiente (art. 74 Código Civil) por el Ministerio Fiscal, los cónyuges o 
cualquier persona con interés directo y legítimo (vid. Resolución de 6 de julio de 1998, 
Consulta DGRN 1 de junio de 2004, Consulta DGRN 28 de octubre de 2004).
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2.º En todo caso, el Encargado del Registro Civil que aplica las presunciones judiciales 
debe incluir en su resolución, de modo expreso, el razonamiento en virtud del cual dicha 
Autoridad ha establecido la presunción, evitando la utilización de modelos formularios que, 
por su generalidad y falta de referencia a las concretas circunstancias particulares del caso 
concreto, no alcanzan a llenar el requisito imprescindible de la motivación de la resolución 
(cfr. art. 386 n.º 2 LEC).

3.º Frente a la formulación de una presunción judicial, cualquiera de los contrayentes u 
otra persona legitimada puede practicar una prueba en contrario, la cual puede estar dirigida 
a demostrar la inexistencia del indicio tomado en cuenta por la Autoridad española y/o 
demostrar la inexistencia del nexo de inferencia entre tal indicio y la situación de matrimonio 
simulado (art. 386.3 y 385.2 LEC).

III. Finalmente, resulta oportuno recordar de nuevo, por la importancia de este dato, que 
si se rechaza la autorización o la inscripción del matrimonio al existir sospechas de 
simulación en el matrimonio, siempre es posible instar posteriormente la inscripción del 
matrimonio si surgen nuevos datos relevantes, pues en el ámbito del Registro Civil no rige el 
principio de «cosa juzgada» (vid. Resolución de 10-1.ª enero 2005).
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§ 15

Instrucción de 20 de marzo de 2006, de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado, sobre prevención del fraude documental 

en materia de estado civil

Ministerio de Justicia
«BOE» núm. 97, de 24 de abril de 2006
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2006-7263

I. La Comisión Internacional del Estado Civil (CIEC), organización intergubernamental 
formada en la actualidad por 16 Estados miembros: Alemania, Austria, Bélgica, Croacia, 
España, Francia, Grecia, Hungría, Italia, Luxemburgo, Países Bajos, Polonia, Portugal, 
Reino Unido, Suiza y Turquía, con arreglo a sus instrumentos constitutivos y su Reglamento, 
se encarga de cuestiones relativas a la condición de las personas, a la familia y a la 
nacionalidad, y realiza estudios y trabajos con vistas a lograr una armonización de las 
disposiciones vigentes en la materia en los Estados miembros. Hasta la fecha, la CIEC ha 
elaborado 31 convenios internacionales y 9 recomendaciones.

La CIEC realiza periódicamente intercambios de información sobre casos de fraude en 
materia de estado civil y sobre las medidas jurídicas y técnicas adoptadas en cada Estado 
miembro para luchar contra el fraude. En 1996, tras una reflexión en profundidad sobre el 
fenómeno del fraude en los documentos del estado civil, se procedió a la redacción de un 
estudio sobre «El fraude documental en materia de estado civil en los Estados de la CIEC» 
(publicado en varias lenguas y revistas en 1996 y 1997 y actualizado en diciembre del año 
2000). En septiembre de 2003, la CIEC decidió estudiar las medidas que podrían adoptarse 
a nivel internacional para luchar contra el fraude documental en materia de estado civil, en 
particular mediante la elaboración de una guía de buenas prácticas. En este contexto 
general se inscribe la reciente adopción, por unanimidad de todos los países miembros, de la 
Recomendación (n° 9) relativa a la lucha contra el fraude documental en materia de estado 
civil por la Asamblea General de dicho Organismo Internacional, en Estrasburgo el 17 de 
marzo de 2005. El objeto de la presente Instrucción es difundir y dar publicidad a la citada 
Recomendación y facilitar su cumplimiento en el ámbito de los Registros Civiles españoles.

II. Con carácter previo hay que recordar que para poder determinar la eficacia de un 
documento extranjero en España, se han de analizar la concurrencia de un conjunto de 
requisitos de dos tipos, de forma y de fondo. Ambos deben ser objeto de consideración 
separada en la calificación registral. En cuanto a los requisitos de forma presenta particular 
importancia, en orden a la prevención del fraude documental, el de la legalización, debiendo 
calificarse con rigor los supuestos en que tal requisito está sujeto a dispensa. Se refiere a 
este requisito el artículo 88 del Reglamento del Registro Civil, conforme al cual «A salvo lo 
dispuesto en los Tratados internacionales, requieren legalización los documentos expedidos 
por funcionario extranjero y los expedidos en campaña o en el curso de un viaje marítimo o 
aéreo».
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En materia de dispensa de legalización hay que destacar la existencia de dos 
importantes Convenios multilaterales de los que forma parte España.

a) En primer lugar el Convenio de la Haya de 5 de Octubre de 1961, aplicable a los 
documentos públicos que hayan sido autorizados en el territorio de un Estado contratante y 
deban ser presentados en el territorio de otro Estado contratante. Quedan, no obstante, 
exceptuados los documentos expedidos por agentes diplomáticos o consulares y los 
documentos administrativos que se refieran directamente a una operación mercantil o 
aduanera. El artículo segundo de este Convenio aclara que «la legalización... sólo cubrirá la 
formalidad por la que los agentes diplomáticos o consulares del país en cuyo territorio el 
documento deba surtir efectos, certifiquen la autenticidad de la firma, la calidad en que el 
signatario del documento haya actuado y, en su caso, la identidad del sello o timbre que el 
documento ostente».

En cuanto al alcance de la dispensa, no supone la eliminación de cualquier formalidad al 
respecto, sino la sustitución de la compleja legalización de los documentos por vía 
diplomática (que supone la intervención acumulativa de las autoridades y funcionarios a que 
se refiere la Instrucción consular número 312 de la Dirección General de Asuntos Consulares 
del Ministerio de Asuntos Exteriores), por el más sencillo trámite de la «apostilla», la cual 
supone la certificación de la autenticidad de la firma, de la calidad del signatario y de la 
identidad del sello por parte exclusivamente de la autoridad competente del propio Estado 
del que dimane el documento.

La «apostilla» deberá figurar en modelo normalizado sobre el propio documento y debe 
ser autorizado por la autoridad previamente comunicada por el Estado parte el Convenio, la 
cual deberá llevar un Registro o inventario de las apostillas por el mismo autorizadas, de 
forma que la garantía de autenticidad del documento se complementa mediante la atribución 
a cualquier interesado de la posibilidad de recabar de la autoridad que haya expedido la 
apostilla comprobación de la concordancia entre la apostilla extendida y las anotaciones del 
Registro o fichero de apostillas que ha de llevar la propia autoridad.

b) En segundo término, y específicamente en relación con los documentos relativos al 
estado civil de las personas, cabe destacar el Convenio de Atenas de 15 de septiembre de 
1977 de la Comisión Internacional del Estado Civil (en vigor para España desde el 1 de 
mayo de 1981), del que deben subrayarse las siguientes ideas:

1.º se entiende por «legalización» la formalidad destinada a comprobar la autenticidad de 
la firma puesta en un documento, la calidad en que ha obrado el firmante del mismo y, en su 
caso, la identidad del sello que lleve el mismo documento. Vemos, por tanto, que el concepto 
de legalización se corresponde con el que figura en el Convenio de la Haya de 1961;

2.º el ámbito de aplicación de este Convenio se refiere a los documentos relativos al 
estado civil, a la capacidad o a la situación familiar de las personas físicas, a su 
nacionalidad, domicilio o residencia, cualquiera que sea el uso al que estén destinados, así 
como los documentos relativos a la celebración del matrimonio o a la formalización de un 
acto del estado civil;

3.º la dispensa de legalización no implica la sustitución de la misma por trámite o 
formalidad alguna. En este sentido el Convenio de Atenas va más allá de lo contemplado en 
el Convenio de La Haya. Ahora bien, no por ello la dispensa tiene carácter automático y 
forzoso en todo caso, sino que se establece la previsión de que, no habiendo sido 
transmitido el documento por vía diplomática o por otra vía oficial, en caso de duda grave 
relativa a la autenticidad de la firma, a la identidad del sello o a la competencia del firmante, 
la autoridad a la que se presente procederá a su comprobación a través de la propia 
autoridad que lo haya expedido. Esta comprobación se facilita tanto por poder reclamarse 
directamente a través de la autoridad de origen, como por el mecanismo formal previsto al 
efecto, consistente en una fórmula homogénea, que se adjunta en modelo normalizado como 
Anexo al propio Convenio.

La dispensa de legalización de las certificaciones de las actas del Registro Civil y otros 
documentos a que se refiere el mencionado Convenio actúa en el ámbito de los requisitos de 
forma, permitiendo su consideración de documentos auténticos y conformes con la Ley 
aplicable a las formalidades y solemnidades documentales establecidas por el país de origen 
del documento, pero no ampara ninguna presunción de legalidad del contenido del 
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documento o de la realidad de los hechos reflejados en el mismo, cuyo enjuiciamiento y 
valoración quedan sujetas a la apreciación del funcionario o autoridad española ante la que 
se pretendan hacer valer los efectos derivados de tales documentos, y cuya apreciación 
habrá de atenerse a los criterios de la Ley que resulte aplicable al fondo del asunto o materia 
de que se trate, según los puntos de conexión establecidos en cada caso por el Derecho 
Internacional Privado. En particular, en materia de estado civil el Derecho Internacional 
Privado español declara con carácter general como Ley aplicable la ley personal de la 
persona física a la que se refiera el hecho o circunstancia de estado civil respectivo, esto es, 
la ley determinada por su nacionalidad (artículo 9, n.º 1 del Código Civil).

III. Si consideramos que el Registro Civil español es competente para inscribir no sólo los 
hechos relativos al estado civil que afecten a ciudadanos españoles cualquiera que sea el 
lugar que acaezcan, sino también los hechos que, afectantes al estado civil de cualquier 
persona cualquiera que sea su nacionalidad, hayan acaecido en España (vid artículo 15 de 
la Ley del Registro Civil y 66 de su Reglamento), observaremos que existen supuestos en 
que la competencia del Registro Civil español es concurrente con la de los Registros Civiles 
de otros países: supuestos de doble nacionalidad, de filiación de padre y madre de distinta 
nacionalidad, de pérdida de la nacionalidad española por adquisición de otra distinta, de 
matrimonios entre cónyuges de distinta nacionalidad, hechos relativos a personas de una 
nacionalidad acaecidos en un país distinto al propio, etcétera.

Pues bien, en tales supuestos cuando la primera inscripción se practica en un Registro 
extranjero cabe la posibilidad de practicar la inscripción del mismo hecho o circunstancia del 
estado civil mediante una fórmula simplificada, atribuyendo la condición de título inscribible a 
la certificación extranjera del correspondiente acta del Registro Civil. Ahora bien, esta regla 
general establecida por el artículo 23, párrafo 2.º de la Ley española del Registro Civil y 85 
de su Reglamento, queda sometida a una triple condición resultante de tales preceptos: a) 
que no exista duda sobre la realidad del hecho inscrito, b) que no exista duda de su legalidad 
conforme a la Ley española y c) que el Registro extranjero de procedencia tenga, en cuanto 
a los hechos de que da fe, análogas garantías a las exigidas para la inscripción por la Ley 
española.

IV. En cuanto al primer requisito su fundamento radica en que las legislaciones 
sustantivas sobre el Registro Civil atribuyen distinto grado de certeza a los hechos reflejados 
en los asientos de tales Registros, imponiendo diversos requisitos para la inscripción en 
función del grado de certeza atribuido. Así, por ejemplo, en nuestro Derecho cabe la 
posibilidad de inscribir con valor de mera presunción la nacionalidad, la vecindad, el domicilio 
de los apátridas, etcétera, en caso de que no exista prueba definitiva ni pronunciamiento 
judicial con valor de cosa juzgada al respecto, y para ello resulta preceptivo tramitar el 
correspondiente expediente gubernativo (vid artículo 96 de la Ley del Registro Civil). Otras 
legislaciones pueden facilitar tales inscripciones sin necesidad de expediente.

V. En cuanto al segundo requisito relativo a la de legalidad del hecho o acto del estado 
civil al que se refiere la certificación extranjera conforme a la Ley española, resulta 
igualmente fundamentado en un doble sentido. Por un lado, la Ley española se debe aplicar, 
conforme a nuestro Derecho Internacional Privado, cuando el sujeto o persona a que afecte 
sea de nacionalidad española, como vimos anteriormente (del artículo 9, n.º 1 del Código 
Civil) y, por tanto, es la propia Ley española la que se debe aplicar para valorar la legalidad 
del acto. Por otro lado, y aun tratándose de ciudadanos de nacionalidad extranjera, la Ley 
española se debe aplicar también en los supuestos en que entre en juego la excepción de 
orden público establecida en el artículo 12, n.º 3 del Código Civil.

Por consiguiente, y por vía de ejemplo, no cabrá practicar en el Registro Civil español 
una inscripción mediante certificación del Registro Civil extranjero (incluso existe la misma 
imposibilidad por la vía del expediente gubernativo) relativo a un matrimonio de personas 
sujetas a otro vínculo matrimonial previo por concurrir el impedimento de ligamen, y ello 
aunque se trate de personas de nacionalidad extranjera. Frente a ello no puede objetarse 
que la certificación goza de un régimen de dispensa de legalización, pues el impedimento de 
ligamen constituye una objeción de fondo y no de forma o relativa a la autenticidad del 
documento.

VI. Finalmente, en cuanto al tercer requisito relativo a la necesidad de que el Registro 
extranjero, del que proceda la certificación cuya inscripción directa en el Registro Civil 
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español se pretenda, sea «regular y auténtico, de modo que el asiento de que certifica, en 
cuanto a los hechos de que da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción 
por la Ley española», el mismo se explica por los fuertes efectos jurídicos que la inscripción 
en el Registro Civil español tiene reconocidos en nuestro Ordenamiento jurídico, efectos que 
describe la Exposición de Motivos de la Ley del Registro Civil de 8 de junio de 1957 diciendo 
que «la presente Ley respeta el punto de vista clásico sobre la misión del Registro Civil, 
concebido como instrumento para la constancia oficial de la existencia, estado civil y 
condición de las personas… En orden a la eficacia de la inscripción, –sigue diciendo el 
preámbulo– la presente Ley se basa en los principios hoy vigentes; por consiguiente la 
inscripción sigue constituyendo la prueba de los hechos inscritos, con todo su intrínseco 
valor –no meramente procesal– que encierra la expresión; pero la eficacia del Registro 
queda fortalecida al establecer que aquella prueba sólo puede discutirse en los 
procedimientos rectificatorios establecidos en la Ley». Es lógico que si la inscripción de la 
certificación extranjera en el Registro Civil español va a desencadenar estos importantes 
efectos jurídicos, tal inscripción se subordine a un previo control, a través de la calificación 
registral, de la equivalencia de los requisitos y garantías a que se sometió la inscripción en el 
Registro extranjero con los que se imponen para la inscripción en el Registro Civil español. 
En definitiva, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Resolución de 23 de abril 
de 1993 «el hecho de que los artículos 23 de la Ley del Registro Civil y 85 de su Reglamento 
permitan practicar sin expediente inscripciones por certificación de asientos extendidos en 
Registros extranjeros, no implica que el Encargado haya de asumir una actitud pasiva ante la 
presentación de tales certificaciones, limitándose a la transcripción automática de los datos 
en ellas consignados. Por el contrario, ha de cerciorarse de la realidad del hecho inscrito y 
de su legalidad conforme a la ley española».

En su virtud, esta Dirección General, en ejercicio de las competencias que le vienen 
atribuidas por el artículo 9 de la Ley del Registro Civil, 41 de su Reglamento y 4 del Real 
Decreto 1475/2004, de 18 de junio, y previo informe favorable de la Sección española de la 
Comisión Internacional del Estado Civil, ha acordado lo siguiente:

1.º Hacer público el texto de la Recomendación n.º 9 de la Comisión Internacional del 
Estado Civil relativa a la lucha contra el fraude documental en materia de estado civil y su 
memoria explicativa adoptadas por la Asamblea General de Estrasburgo el 17 de marzo de 
2005 mediante su inserción completa en el Anexo de esta Instrucción.

2.º Comunicar a todos los Encargados de los Registros Civiles españoles, Municipales, 
Consulares y Central, que los criterios y orientaciones prácticas que en orden a la 
prevención del fraude documental en materia de estado civil se contienen en la citada 
Recomendación de la Comisión Internacional del Estado Civil deberán ser valorados y, en su 
caso, invocados conforme a lo dispuesto en los artículos 23 y 27 de la Ley del Registro Civil 
y 85 de su Reglamento, en la calificación de las certificaciones de las actas de los Registros 
Civiles extranjeros que se presenten en un Registro Civil español bien como título 
directamente inscribible, bien como documento complementario en cualquier tipo de 
expediente o actuación registral.

ANEXO

Recomendación (n° 9) relativa a la lucha contra el fraude documental en materia de 
estado civil y memoria explicativa adoptadas por la Asamblea General de Estrasburgo 

el 17 de marzo de 2005
La Comisión Internacional del Estado Civil,
Considerando que las autoridades de los Estados miembros se enfrentan a un número 

creciente de documentos extranjeros del estado civil en los que se da fe de hechos relativos 
al estado civil que no se corresponden con la realidad, debido primordialmente a la gestión 
defectuosa de los registros o a maniobras fraudulentas;

Considerando que estas maniobras fraudulentas tienen a menudo por finalidad obtener 
ventajas indebidas, tales como el acceso al territorio, la adquisición o el reconocimiento de la 
nacionalidad o diversos derechos sociales;
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Considerando que para los Estados miembros es importante poder detectar los 
documentos defectuosos, erróneos o fraudulentos con el fin de impedir su utilización abusiva 
o indebida;

Dirige la siguiente Recomendación a los Estados miembros:
1. Los Estados miembros deben recordar a sus autoridades del estado civil, sus 

autoridades administrativas y demás autoridades competentes que, cuando se requiera una 
certificación de un registro civil para acreditar el estado civil, las únicas certificaciones 
admisibles serán las que estén firmadas y fechadas por la autoridad competente, provistas, 
en su caso, del sello correspondiente y con indicación, asimismo, del registro del que 
proceden.

2. Los Estados miembros llamarán la atención de esas mismas autoridades, como 
destinatarias de documentos extranjeros del estado civil, incluso legalizados, acerca de 
diversos indicios que pueden revelar el carácter defectuoso, erróneo o fraudulento de un 
acta del registro civil o de un documento presentado, como los siguientes:

a) Indicios relacionados con las condiciones en que se elaboró el acta o se redactó el 
documento:

Existe un intervalo muy largo entre la fecha del acta y la fecha del hecho al que se 
refiere;

El acta se elaboró transcurrido mucho tiempo desde el hecho al que se refiere y muy 
poco tiempo antes del trámite para el que se expidió el documento;

Existen contradicciones o aspectos inverosímiles entre los diferentes datos consignados 
en el acta o en el documento;

El acta se elaboró exclusivamente sobre la base de la declaración de la persona a la que 
se refiere directamente;

El acta se elaboró sin disponerse de un elemento objetivo que garantizara la realidad del 
hecho referido en la misma;

Se trata de un documento expedido por una autoridad que no tenía en su poder o no 
tenía acceso al acta original.

b) Indicios derivados de elementos externos del documento:
Existen contradicciones o aspectos inverosímiles entre los datos del documento 

presentado y los que figuran en otras actas o documentos comunicados a la autoridad 
competente o que obren en su poder;

Los datos que figuran en el documento presentado no parecen corresponder a la 
persona a la que se refieren;

La autoridad competente en el asunto ha tenido conocimiento por medios oficiales de 
fraudes o irregularidades anteriores imputables al interesado;

La autoridad competente en el asunto ha tenido conocimiento por medios oficiales de 
numerosas irregularidades en la gestión de los registros civiles o la expedición de 
certificaciones de los registros del Estado de origen del documento presentado.

3. Cuando existan indicios que hagan dudar de la exactitud de los datos que figuran en el 
documento presentado o de la autenticidad de las firmas, el sello o el documento en sí 
mismo, la autoridad competente en el asunto realizará todas las comprobaciones necesarias, 
en particular con el interesado. En caso necesario, procederá, en la medida de lo posible y 
de acuerdo con las autoridades del lugar de que se trate, a una comprobación de que existe 
ese acta en los registros del Estado de origen y de su conformidad con el documento 
presentado.

4.a) Cuando de los elementos verificados se desprenda el carácter fraudulento del 
documento presentado, la autoridad competente se negará a otorgarle efecto alguno.

b) Cuando de los elementos verificados se desprenda el carácter defectuoso o erróneo 
del documento presentado, la autoridad competente determinará si puede otorgarse algún 
efecto al documento a pesar del defecto o error de que adolezca.

5. Cuando la autoridad competente en el asunto se niegue total o parcialmente a otorgar 
efectos al documento, informará al interesado de su derecho a presentar un recurso, ya sea 
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ante el superior jerárquico con carácter previo, ya directamente ante los tribunales, y a 
formular entonces sus alegaciones y aportar, cuando proceda, pruebas complementarias.

6. Los Estados miembros colaborarán entre sí para compartir entre ellos la información y 
los métodos de detección de actas y documentos defectuosos, erróneos o fraudulentos. En 
particular, tendrán en cuenta el resultado de los controles realizados previamente por las 
autoridades de otro Estado miembro.

MEMORIA EXPLICATIVA

Consideraciones generales
La Comisión Internacional del Estado Civil (CIEC) viene dedicando desde hace tiempo 

especial atención al fenómeno creciente del fraude en materia de estado civil, como lo 
demuestra el estudio publicado en 1996 y actualizado en el año 2000.

En los últimos años, los debates celebrados en el seno de un grupo de trabajo han 
puesto de manifiesto que las autoridades de los Estados miembros de la CIEC se 
encuentran con un número creciente de documentos extranjeros de estado civil que no 
ofrecen garantías suficientes o que se refieren a actos de estado civil que no se 
corresponden con la realidad, en ocasiones como consecuencia de la mala organización o 
gestión de los registros civiles locales o de falsificaciones.

La presente Recomendación responde al deseo de los Estados miembros de dotar de un 
formato específico a las informaciones intercambiadas en el grupo de trabajo acerca de las 
certificaciones y documentos extranjeros del estado civil cuya forma o contenido pueden 
plantear problemas cuando se presentan en los Estados miembros, en particular para el 
reconocimiento de derechos o la adquisición de beneficios en esos países. En esta 
Recomendación no se contemplan otros tipos de fraude cuya frecuencia también va en 
aumento, como el reconocimiento de hijos o adopciones falsos o los matrimonios de 
conveniencia; estos últimos fueron objeto de una Resolución del Consejo de la Unión 
Europea, de 4 de diciembre de 1997, sobre las medidas que han de adoptarse en materia de 
lucha contra los matrimonios de conveniencia.

Aunque este texto no se limita a los casos de maniobras fraudulentas, se ha optado en la 
Recomendación por utilizar la expresión «fraude documental» en aras de la brevedad y 
porque es la que se utiliza más comúnmente. Los objetivos perseguidos con las maniobras 
fraudulentas citados en el preámbulo tienen un carácter meramente ilustrativo.

Con la presente Recomendación se pretende, por una parte, llamar la atención de los 
Estados miembros sobre los indicios que permiten identificar un documento de estado civil 
fraudulento, erróneo o defectuoso y, por otra parte, fomentar la colaboración entre los 
Estados miembros con miras a esa identificación.

Para ello, la CIEC ha realizado un inventario de los supuestos más frecuentes de 
documentos de forma o contenido dudosos, clasificándolos en tres categorías distintas:

a) documentos de forma irregular pero contenido exacto;
b) documentos de forma regular o irregular y de contenido erróneo que no revelan 

ninguna intención fraudulenta;
c) documentos de forma regular o irregular creados o falsificados deliberadamente con 

objeto de beneficiarse de un hecho de estado civil inexistente o inexacto.
Partiendo de que a menudo resulta difícil probar la intención fraudulenta y de que lo que 

les interesa a las autoridades destinatarias es saber si es exacto o no el hecho o la situación 
del estado civil referidos en el documento presentado, la Recomendación:

Recuerda cuáles son los signos materiales en cuya ausencia no puede garantizarse la 
autenticidad de ninguna certificación expedida por un registro civil;

Llama la atención sobre una serie de indicios derivados de las condiciones de 
elaboración de las actas o de elementos externos que pueden poner de manifiesto el 
carácter defectuoso, erróneo o fraudulento de un documento;

Especifica qué controles deben efectuarse y qué consecuencias deben derivarse cuando 
de dichos controles resulte que un documento refleja hechos del estado civil que no se 
corresponden con la realidad, exista o no intención fraudulenta.
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Comentario de los distintos apartados de la Recomendación
Punto 1.
En el punto 1 se especifica cuáles son los requisitos mínimos que debe reunir una 

certificación de un registro civil para que pueda admitirse como medio de prueba del estado 
civil de una persona, cuando se exija la presentación de esa certificación a tal fin. El punto 1 
contiene los signos materiales más elementales que han de permitir identificar a la autoridad 
expedidora del documento, su competencia (firma, sello y fecha) y el registro del que 
procede el documento. Conviene recordar, no obstante, que en algunos Estados, como el 
Reino Unido, el sello puede hacer las veces de firma. Aunque también es habitual que en las 
certificaciones de los registros civiles se indique el número con el que está inscrita en un 
registro determinado el acta de la que se ha extraído la información, no se ha incluido este 
elemento entre las indicaciones elementales porque la práctica de la numeración puede ser 
diferente en los distintos países. La exigencia de fecha, sello y, en su caso, firma se aplica 
por analogía a los certificados y otros documentos del estado civil que no son propiamente 
extractos (por ejemplo, un certificado de capacidad matrimonial, un certificado de soltería o 
un certificado de vida).

El término «certificación» utilizado en el punto 1 comprende todo documento (incluidos 
los elaborados con sistemas informáticos) que recoja datos inscritos en los registros civiles y 
que haya sido expedido por la autoridad competente, esto es, las certificaciones en extracto, 
con un formato más o menos resumido, y las certificaciones literales de actas inscritas en 
esos registros.

En este punto 1 y en el siguiente se recuerda que los documentos de estado civil pueden 
presentarse ante muy diversas autoridades de los Estados miembros (por ejemplo, 
prefecturas, tribunales, policía, servicios de extranjería, etc.) que, a diferencia de los 
empleados de los registros civiles, tendrán probablemente menos experiencia en materia de 
documentos extranjeros de estado civil. Además de la medida positiva consistente en llamar 
la atención de todas las autoridades interesadas en cuanto al contenido de la 
Recomendación, la CIEC considera conveniente que los Estados miembros reflexionen 
acerca de los medios disponibles para dar formación a esas autoridades en materia de 
detección de documentos del estado civil defectuosos, erróneos o fraudulentos, por ejemplo, 
presentando una recopilación de modelos de actas extranjeras o propiciando una 
cooperación más amplia entre las autoridades internas, sobre todo en cuanto a los 
procedimientos que permiten detectar documentos de estado civil falsificados.

Punto 2.
Como complemento de los indicios elementales indicados en el punto 1, en el punto 2 se 

enumeran sin carácter exhaustivo algunos indicios que pueden arrojar dudas sobre la 
regularidad de un documento extranjero y/o la exactitud de su contenido, y dar lugar a una 
comprobación con arreglo al procedimiento establecido en el punto 3. Se trata únicamente 
de indicios que, tomados por separado, no resultan decisivos, pero cuya presencia, sobre 
todo en combinación con otros, debe poner en guardia a la autoridad encargada del asunto. 
Se destaca que los indicios pueden derivarse tanto de las condiciones de elaboración del 
documento como de los datos recogidos en el mismo o de aspectos externos de éste.

Conviene subrayar que el punto 2 se aplica incluso a los documentos legalizados, puesto 
que la legalización únicamente consiste en la comprobación de los aspectos formales de un 
documento (veracidad de la firma, calidad del firmante, identidad del sello estampado) sin 
dar fe de la exactitud de la información contenida en el documento legalizado.

La mayor parte de los indicios enumerados no requieren más aclaraciones. No obstante, 
cabe señalar que:

Por «acta» en el sentido del punto 2 y del resto de la Recomendación se entiende el acta 
original inscrita en los registros del Estado de procedencia del documento presentado;

En los dos primeros guiones del apartado a) se incluyen, entre otras, las sentencias 
complementarias;

En el cuarto guión del apartado a) se alude principalmente al procedimiento de 
«autocertificación», sin el apoyo de declaraciones de terceros;
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En el quinto guión del apartado a) se alude, por ejemplo, a las actas de nacimiento 
elaboradas sin la presentación de un certificado médico;

El sexto guión del apartado a) se refiere al supuesto de que una autoridad, sin tener ante 
sí el acta original ni tener acceso a la misma, elabora un documento, por ejemplo a partir de 
una certificación o de una fotocopia;

La valoración de los elementos contemplados en los dos últimos guiones del apartado b) 
no debe basarse en impresiones subjetivas, meros rumores o incidentes aislados; es 
necesario que estos elementos se hayan comunicado oficialmente a la autoridad encargada 
del asunto, por ejemplo, por medio de una comunicación administrativa o instrucción.

Punto 3.
En el punto 3 se describen los procedimientos que deben seguirse en caso de que 

existan indicios que hagan dudar de la exactitud o regularidad de un documento.
La redacción del texto deja un amplio margen de apreciación a la autoridad ante la que 

se presenta el documento en cuestión. A esa autoridad le corresponde, en función de las 
posibilidades que le ofrezca su derecho interno, elegir el procedimiento que considere más 
adecuado en cada caso, teniendo en cuenta todas las circunstancias. Por ejemplo, cuando, 
en ciertos casos, del documento o de las circunstancias se desprenda claramente que el 
documento presentado es erróneo o fraudulento, no parecerá muy necesario o no lo será en 
absoluto realizar una investigación en profundidad. En otros casos puede juzgarse necesario 
realizar una comprobación ante el interesado o en el país extranjero. Puede considerarse 
también oportuno encargar a un laboratorio especializado el análisis del documento 
presentado.

En cualquier caso, la CIEC considera que sería conveniente que algunos Estados 
revisaran su legislación interna para asegurarse de que permita realizar comprobaciones con 
el alcance necesario (por ejemplo, el control del contenido de un documento, y no sólo de su 
forma) y que otorgue a la autoridad encargada de una investigación facultades 
suficientemente amplias. En algunos Estados se contempla ya la posibilidad de recurrir a 
procedimientos científicos de investigación. Ha de buscarse el necesario equilibrio entre el 
principio general de la presunción de validez de los documentos extranjeros del estado civil, 
el interés general que representa la fiabilidad de los datos sobre el estado civil y los 
derechos fundamentales del interesado.

El texto no establece de qué forma han de efectuarse las distintas comprobaciones, dado 
que estas últimas dependerán también de las circunstancias de cada caso. No obstante, 
dado que se trata de una tarea delicada y que requiere cierta experiencia, podría ser útil 
establecer un mecanismo de vigilancia para autorizar y armonizar las gestiones emprendidas 
en los niveles inferiores, con el fin de cerciorarse de que la información recabada y la 
experiencia adquirida se difundan a todas las instancias interesadas y procurar que 
situaciones semejantes no reciban un tratamiento diferente.

Las comprobaciones ante el interesado pueden efectuarse por escrito (en particular, 
mediante una petición de información complementaria) o mediante una entrevista. Cuando la 
comprobación en el Estado extranjero resulte imprescindible para cerciorarse de que existe 
un acta en los registros locales y que las menciones contenidas en la misma coinciden con 
las del documento presentado, será lógicamente necesario contar con la asistencia de las 
autoridades locales.

Para las investigaciones sobre el terreno, el Estado miembro interesado recurrirá en 
primer término a sus servicios consulares, que podrán decidir si efectúan ellos mismos la 
investigación o si la encargan –como vienen haciendo ya las autoridades de algunos 
Estados miembros– a un abogado de confianza u otro especialista con la experiencia 
práctica y jurídica necesaria. En este último caso, se recomienda no divulgar la identidad del 
mandatario a los particulares y no utilizar al mismo especialista para todas las operaciones. 
De todos modos, es importante velar por que cualquier investigación se lleve a cabo con 
diligencia, puesto que pueden resultar afectados derechos fundamentales del interesado (por 
ejemplo, en el caso de documentos del estado civil presentados a efectos de reagrupamiento 
familiar).

CÓDIGO DE DERECHO MATRIMONIAL

§ 15  Instrucción sobre prevención del fraude documental en materia de estado civil

– 165 –



El punto 3 no hace alusión a los gastos del procedimiento de comprobación ni a su 
eventual reembolso por el interesado. Este aspecto se deja a la apreciación de cada Estado 
miembro.

Punto 4.
En este punto se especifican las consecuencias que han de derivarse cuando se 

concluya que un documento presentado es defectuoso, erróneo o fraudulento. Mientras que 
el documento fraudulento deberá quedar en todo caso privado de efecto (a), no ocurrirá 
necesariamente lo mismo en el caso de un documento defectuoso o erróneo (b). Por 
ejemplo, la autoridad competente puede considerar que procede reconocer al documento un 
cierto efecto (no necesariamente pleno), sobre todo cuando resulte posible subsanar el 
defecto mediante la presentación de documentación complementaria, un procedimiento de 
rectificación u otros medios. Este sería el caso de una certificación literal del acta de 
nacimiento que incluya diversas anotaciones marginales o posteriores y que se admita como 
prueba del nacimiento, pero no de los demás hechos del estado civil contenidos en la 
misma.

Punto 5.
En este punto se recogen las garantías que deben ofrecerse al interesado cuando su 

documento extranjero quede privado total o parcialmente de efecto. Su redacción pretende 
reflejar las diferencias existentes entre los Estados miembros en materia de recursos contra 
las resoluciones administrativas. Con objeto de cumplir lo exigido en el artículo 6 del 
Convenio europeo de los derechos humanos, lo importante es que el interesado disponga de 
la posibilidad de presentar un recurso judicial, por lo menos al final del procedimiento. Y es 
que, tal y como ha precisado el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, el estado de las 
personas forma parte de lo que se denomina «derechos de carácter civil» a los efectos del 
artículo 6 (sentencia Mustafa c. Francia de 17 de junio de 2003, n° 14).

Dado que los controles a los que se alude en la Recomendación pueden conducir a que 
quede privado de efecto un documento presentado por una persona que no es sino víctima 
pasiva de la mala gestión de los registros en su país, debería preverse la posibilidad de 
aportar en un caso así la prueba de un hecho del estado civil por otros medios.

Punto 6.
Aun cuando los documentos impugnados provengan de países diversos y los Estados 

miembros de la CIEC no siempre tengan problemas al respecto con los mismos países 
extranjeros, es evidente que la detección de los documentos extranjeros del estado civil 
defectuosos, erróneos o fraudulentos es una preocupación compartida por todos los Estados 
miembros de la CIEC, por lo que está justificado que la CIEC recomiende la implantación de 
una cooperación más estrecha en este ámbito. Entre las medidas que permitirían reforzar 
esta cooperación entre los Estados miembros pueden preverse las siguientes:

El intercambio sistemático de información, a través del Secretario General de la CIEC o 
de un grupo de trabajo, sobre los casos de fraude documental detectados y las medidas 
adoptadas para la lucha contra el fraude;

La creación de un inventario de experiencias derivadas de los procedimientos de 
comprobación;

La creación de una base de datos que contenga modelos de actas o de documentos 
procedentes de países no miembros de la CIEC;

La colaboración, en materia de comprobaciones, entre los servicios consulares de los 
Estados miembros, incluida la utilización por diversos Estados de los servicios del mismo 
especialista o abogado de confianza para los fines de las investigaciones en un país 
extranjero.

En el texto se recomienda tener en cuenta los resultados de las investigaciones llevadas 
a cabo por otros Estados miembros, pero se deja libertad a la autoridad competente para 
decidir qué hacer con esos resultados. Por tanto, puede que esa autoridad se dé por 
satisfecha con el examen realizado en o por otro Estado miembro o que, por el contrario, 
decida proceder a una nueva comprobación por disponer de datos divergentes más fiables o 
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considerar que posee un mejor conocimiento del funcionamiento del registro civil extranjero 
que el que poseía el otro Estado miembro.
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§ 16

Instrucción de 10 de enero de 2013, de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado, sobre lugar de celebración de matrimonios 

civiles por los alcaldes

Ministerio de Justicia
«BOE» núm. 39, de 14 de febrero de 2013

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2013-1554

I. La Instrucción de 26 de enero de 1995, de esta Dirección General de los Registros y 
del Notariado, sobre autorización del matrimonio civil por los Alcaldes, se dicta como 
consecuencia de los problemas prácticos derivados de la entrada en vigor de la Ley 35/1994, 
de 23 de diciembre, que modificó varios artículos del Código civil con la finalidad de atribuir 
competencia para la autorización del matrimonio a todos los Alcaldes, o Concejales 
delegados, de los municipios españoles y no solo como antes a los de las poblaciones con 
Juzgados de Paz. La Instrucción señala que el expediente registral ha de ser tramitado, 
como hasta entonces, ante el órgano registral correspondiente al domicilio de cualquiera de 
los contrayentes, de modo que las Corporaciones locales carecen de competencia para tal 
tramitación y las especialidades surgen en el momento final de la celebración, una vez 
aprobado el expediente con auto firme favorable, si los interesados han manifestado durante 
la tramitación su voluntad de que el enlace sea autorizado por órgano distinto del instructor. 
A continuación, las reglas segunda y tercera de la Instrucción distinguen, según el 
matrimonio vaya a celebrarse en la misma población o en población distinta: caso este último 
en el que, para evitar que los expedientes circulen por los Ayuntamientos sin intervención del 
Encargado que ha de incorporarlos al legajo de la Sección correspondiente (art. 259 R.R.C.), 
se prevé que el expediente y la delegación se remitan por el instructor al Registro Civil en 
cuya demarcación va a celebrarse el matrimonio. La Instrucción añade que, en los supuestos 
de delegación del Alcalde en un Concejal, no es necesaria la comprobación registral de esta 
delegación, por más que ésta haya de hacerse constar en el acta de celebración, y termina 
recordando que es innecesaria la intervención del Secretario del Ayuntamiento (cfr. 
Resolución de 25 de enero de 1989) en la autorización del matrimonio.

II. En relación con el lugar de celebración de los matrimonios civiles, en los casos en que 
los contrayentes hayan manifestado su voluntad de que la autorización del matrimonio se 
realice por el Alcalde o Concejal de la misma población correspondiente al Juez Encargado o 
de Paz que, correspondiendo al domicilio de cualquiera de los contrayentes, haya realizado 
la instrucción registral del expediente, la citada Instrucción de 26 de enero de 1995 se limita 
a establecer en su directriz segunda que el Alcalde, a la vista de la relación de los datos 
relativos a los contrayentes remitidos por el órgano registral que instruyó el expediente 
previo, «fijará día y hora para la ceremonia, la cual deberá celebrarse en el local del 
Ayuntamiento debidamente habilitado para este fin». La misma regla se establece en la 
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directriz tercera respecto de los casos de autorización del matrimonio por Alcalde o Concejal 
de una población distinta.

III. En el mismo sentido, la Instrucción de 28 de noviembre de 1985, previa a la reforma 
introducida por la citada Ley 35/1994, disponía en parecidos términos que «el acto [del 
matrimonio] se habrá de celebrar precisamente en el local del Ayuntamiento que 
previamente haya sido habilitado a este fin».

La misma Instrucción preveía, respecto de los municipios en que resida el Juez 
Encargado del Registro Civil, la posibilidad de que el matrimonio fuese autorizado «no sólo 
en la propia Oficina del Registro, sino también en otro local del Ayuntamiento especialmente 
habilitado a estos fines y el cual tendrá la consideración de Oficina Registral a los exclusivos 
efectos de la celebración del matrimonios», posibilidad que la Instrucción subordinaba al 
previo acuerdo entre el Juez y la Corporación Municipal, que ha de «recaer sobre un local 
adecuado y único para todos los casos».

IV. Esta exigencia (local previamente habilitado a tales fines) pretendía hacer 
compatibles las exigencias derivadas de la seguridad jurídica que en una materia de tanta 
transcendencia para el estado civil de las personas debe observarse, las garantías de 
operatividad en las funciones registrales asociadas y subsiguientes a la propia autorización 
del matrimonio (extensión del acta del matrimonio, remisión inmediata de uno de los 
ejemplares al Registro civil competente para su inscripción y para la entrega del Libro de 
Familia a los contrayentes –art. 75 de la Ley del Registro Civil y 37 del Reglamento–, y 
custodia del original), así como las exigencias de adecuación del local al decoro y dignidad 
que deben acompañar el acto y las propias necesidades organizativas y funcionales del 
propio Ayuntamiento.

V. Ahora bien, las circunstancias sociales han cambiado desde 1995, y dado que las 
exigencias legales no excluyen la posibilidad de que los matrimonios civiles autorizados por 
Alcaldes y Concejales tengan lugar en otros locales distintos de los que hayan sido 
previamente habilitados, parece conveniente al amparo de la libertad permitida por nuestra 
legislación no mantener dichas limitaciones.

Lo esencial es que el Ayuntamiento, a través de los órganos competentes, de acuerdo 
con lo determinado por la legislación de régimen local, se asegure de que los locales donde 
se vaya a autorizar el matrimonio reúnan las condiciones adecuadas de decoro y 
funcionalidad, en atención a las circunstancias de cada municipio, de forma que los mismos 
resulten aptos a fin de permitir celebrar los matrimonios que deban ser autorizados por los 
respectivos Alcaldes o Concejales.

En consecuencia, esta Dirección General, en uso de las facultades que tiene conferidas 
por la legislación del Registro Civil (cfr. arts. 9 de la Ley y 41 de su Reglamento), ha 
acordado modificar la directriz segunda y tercera de la Instrucción de 26 de enero de 1995, 
sobre autorización del matrimonio civil por los Alcaldes, en los términos expresados en los 
anteriores apartados de la presente Instrucción.
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§ 17

Instrumento de Ratificación del Acuerdo entre el Estado español y la 
Santa Sede sobre asuntos jurídicos, firmado el 3 de enero de 1979 

en la Ciudad del Vaticano. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 300, de 15 de diciembre de 1979

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-1979-29489

[ . . . ]

[ . . . ]
Artículo VI.  

1) El Estado reconoce los efectos civiles al matrimonio celebrado según las normas del 
Derecho Canónico.

Los efectos civiles del matrimonio canónico se producen desde su celebración. Para el 
pleno reconocimiento de los mismos, será necesaria la inscripción en el Registro Civil, que 
se practicará con la simple presentación de certificación eclesiástica de la existencia del 
matrimonio.

2) Los contrayentes, a tenor de las disposiciones del Derecho Canónico, podrán acudir a 
los Tribunales Eclesiásticos solicitando declaración de nulidad o pedir decisión pontificia 
sobre matrimonio rato y no consumado. A solicitud de cualquiera de las Partes, dichas 
resoluciones eclesiásticas tendrán eficacia en el orden civil si se declaran ajustadas al 
Derecho del Estado en resolución dictada por el Tribunal Civil competente.

3) La Santa Sede reafirma el valor permanente de su doctrina sobre el matrimonio y 
recuerda a quienes celebren matrimonio canónico la obligación grave que asumen de 
atenerse a las normas canónicas que lo regulan y, en especial, a respetar sus propiedades 
esenciales.

Artículo VII.  
La Santa Sede y el Gobierno español procederán de común acuerdo en la resolución de 

las dudas o dificultades que pudieran surgir en la interpretación o aplicación de cualquier 
cláusula del presente Acuerdo, inspirándose para ello en los principios que lo informan.

Artículo VIII.  
Quedan derogados los artículos I, II, III, IV, V, VI, VIII, IX, X (y el Acuerdo de 16 de julio 

de 1946), XI, XII, XIII, XIV, XVII, XXII, XXIII, XXIV, XXV, XXXIII, XXXIV, XXXV y XXXVI del 
vigente Concordato y el Protocolo final en relación con los artículos I, II, XXIII y XXV. Se 
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respetarán, sin embargo, los derechos adquiridos por las personas afectadas por la 
derogación del artículo XXV y por el correspondiente Protocolo final.

[ . . . ]
Disposición transitoria segunda.  

Las causas que estén pendientes ante los Tribunales Eclesiásticos al entrar en vigor en 
España el presente Acuerdo seguirán tramitándose ante ellos y las sentencias tendrán 
efectos civiles a tenor de lo dispuesto en el artículo XXIV del Concordato de 1953.

PROTOCOLO FINAL
En relación con el artículo VI, 1):
Inmediatamente de celebrado el matrimonio canónico, el sacerdote ante el cual se 

celebró entregará a, los esposos la certificación eclesiástica con los datos exigidos para su 
inscripción en el Registro Civil. Y, en todo caso, el párroco en cuyo territorio parroquial se 
celebró el matrimonio, en el plazo de cinco días, transmitirá al encargado del Registro Civil 
que corresponda el Acta del matrimonio canónico para su oportuna inscripción, en el 
supuesto de que ésta no se haya efectuado ya a instancia de las partes interesadas.

Corresponde al Estado regular la protección de los derechos que, en tanto el matrimonio 
no sea inscrito, se adquieran de buena fe por terceras personas.

[ . . . ]

CÓDIGO DE DERECHO MATRIMONIAL

§ 17  Acuerdo entre el Estado español y la Santa Sede sobre asuntos jurídicos [parcial]

– 171 –



§ 18

Ley 24/1992, de 10 de noviembre, por la que se aprueba el Acuerdo 
de Cooperación del Estado con la Federación de Entidades 

Religiosas Evangélicas de España. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 272, de 12 de noviembre de 1992

Última modificación: 3 de julio de 2015
Referencia: BOE-A-1992-24853

[ . . . ]
Artículo 7.  

1. Se reconocen los efectos civiles del matrimonio celebrado ante los ministros de culto 
de las Iglesias pertenecientes a la Federación de Entidades Religiosas Evangélicas de 
España. Para el pleno reconocimiento de tales efectos, será necesaria la inscripción del 
matrimonio en el Registro Civil.

2. Las personas que deseen contraer matrimonio en la forma prevista en el párrafo 
anterior promoverán acta o expediente previo al matrimonio ante el Secretario judicial, 
Notario, Encargado del Registro Civil o funcionario diplomático o consular Encargado del 
Registro Civil correspondiente conforme a la Ley del Registro Civil.

3. Cumplido este trámite, el encargado del Registro Civil, expedirá, por duplicado, 
certificación acreditativa de la capacidad matrimonial de los contrayentes, que éstos deberán 
entregar al ministro de culto encargado de la celebración del matrimonio.

4. Para la validez civil del matrimonio, el consentimiento habrá de prestarse ante el 
ministro de culto oficiante de la ceremonia y, al menos, dos testigos mayores de edad, antes 
de que hayan transcurrido seis meses desde la expedición de la certificación de capacidad 
matrimonial.

5. Una vez celebrado el matrimonio, el ministro de culto oficiante extenderá certificación 
expresiva de la celebración del mismo, con los requisitos necesarios para su inscripción y las 
menciones de identidad de los testigos y de las circunstancias del acta o expediente previo 
que necesariamente incluirán el nombre y apellidos del Secretario judicial, Notario, 
Encargado del Registro Civil o funcionario diplomático o consular que la hubiera extendido, 
la fecha y número de protocolo en su caso. Esta certificación se remitirá por medios 
electrónicos, en la forma que reglamentariamente se determine, junto con la certificación 
acreditativa de la condición de ministro de culto, dentro del plazo de cinco días al Encargado 
del Registro Civil competente para su inscripción. Igualmente extenderá en las dos copias 
del acta o resolución diligencia expresiva de la celebración del matrimonio entregando una a 
los contrayentes y conservará la otra como acta de la celebración en el archivo del oficiante 
o de la entidad religiosa a la que representa como ministro de culto.
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6. Sin perjuicio de las responsabilidades a que haya lugar y de los derechos adquiridos 
de buena fe por terceras personas, la inscripción podrá ser promovida en cualquier tiempo, 
mediante presentación de la certificación diligenciada a que se refiere el número anterior.

7. Las normas de este artículo relativas al procedimiento para hacer efectivo el derecho 
que en el mismo se establece, se ajustarán a las modificaciones que en el futuro se 
produzcan en la legislación del Registro Civil, previa audiencia de la Federación de 
Entidades Religiosas Evangélicas de España.

Téngase en cuenta que esta última actualización de los apartados 2 y 5, establecida por la 
disposición final 5 de la Ley 15/2015, de 2 de julio, entra en vigor en la fecha de la completa 
entrada en vigor de la Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil Ref. BOE-A-2011-12628, 
según establece la disposición final 21.4 de la Ley 15/2015, en la redacción dada por la Ley 
4/2017, de 28 de junio Ref. BOE-A-2017-7483 , siendo aplicable hasta entonces la redacción 
anterior, conforme establece la disposición transitoria 5.1 de la Ley 15/2015, de 2 de julio. Ref. 
BOE-A-2015-7391.

Redacción anterior.
"2. Las personas que deseen contraer matrimonio en la forma prevista en el párrafo anterior 

promoverán el expediente previo al matrimonio, ante el encargado del Registro Civil 
correspondiente."

"5. Una vez celebrado el matrimonio, el ministro de culto oficiante extenderá certificación 
expresiva de la celebración del mismo, con los requisitos necesarios para su inscripción y las 
menciones de identidad de los testigos y de las circunstancias del expediente previo que 
necesariamente incluirán el nombre y apellidos del Encargado del Registro Civil o funcionario 
diplomático o consular que la hubiera extendido. Esta certificación se remitirá por medios 
electrónicos, en la forma que reglamentariamente se determine, junto con la certificación 
acreditativa de la condición de ministro de culto, dentro del plazo de cinco días al Encargado del 
Registro Civil competente para su inscripción. Igualmente extenderá en las dos copias de la 
resolución diligencia expresiva de la celebración del matrimonio entregando una a los 
contrayentes y conservará la otra como acta de la celebración en el archivo del oficiante o de la 
entidad religiosa a la que representa como ministro de culto."

[ . . . ]
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§ 19

Ley 25/1992, de 10 de noviembre, por la que se aprueba el Acuerdo 
de Cooperación del Estado con la Federación de Comunidades 

Israelitas de España. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 272, de 12 de noviembre de 1992

Última modificación: 3 de julio de 2015
Referencia: BOE-A-1992-24854

[ . . . ]
Artículo 7.  

1. Se reconocen los efectos civiles del matrimonio celebrado según la propia normativa 
formal israelita ante los ministros de culto de las Comunidades pertenecientes a la 
Federación de Comunidades Israelitas de España. Para el pleno reconocimiento de tales 
efectos, será necesaria la inscripción del matrimonio en el Registro Civil.

2. Las personas que deseen contraer matrimonio en la forma prevista en el párrafo 
anterior promoverán acta o expediente previo al matrimonio ante el Secretario judicial, 
Notario, Encargado del Registro Civil o funcionario diplomático o consular Encargado del 
Registro Civil correspondiente conforme a la Ley del Registro Civil.

3. Cumplido este trámite, el encargado del Registro Civil expedirá, por duplicado, 
certificación acreditativa de la capacidad matrimonial de los contrayentes, que éstos deberán 
entregar al ministro de culto encargado de la celebración del matrimonio.

4. Para la validez civil del matrimonio, el consentimiento habrá de prestarse ante el 
ministro de culto oficiante de la ceremonia y, al menos, dos testigos mayores de edad antes 
de que hayan transcurrido seis meses desde la expedición de la certificación de capacidad 
matrimonial.

5. Una vez celebrado el matrimonio, el ministro de culto oficiante extenderá certificación 
expresiva de la celebración del mismo, con los requisitos necesarios para su inscripción y las 
menciones de identidad de los testigos y de las circunstancias del expediente acta previa 
que necesariamente incluirán el nombre y apellidos del Secretario judicial, Notario, 
Encargado del Registro Civil o funcionario diplomático o consular que la hubiera extendido, 
la fecha y número de protocolo en su caso. Esta certificación se remitirá por medios 
electrónicos, en la forma que reglamentariamente se determine, junto con la certificación 
acreditativa de la condición de ministro de culto, dentro del plazo de cinco días al Encargado 
del Registro Civil competente para su inscripción. Igualmente extenderá en las dos copias 
del acta o resolución previa de capacidad matrimonial diligencia expresiva de la celebración 
del matrimonio entregando una a los contrayentes y conservará la otra como acta de la 
celebración en el archivo del oficiante o de la entidad religiosa que representa como ministro 
de culto.
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6. Sin perjuicio de las responsabilidades a que haya lugar y de los derechos adquiridos 
de buena fe por terceras personas, la inscripción podrá ser promovida en cualquier tiempo, 
mediante presentación de la certificación diligenciada a que se refiere el número anterior.

7. Las normas de este artículo relativas al procedimiento para hacer efectivo el derecho 
que en el mismo se establece, se ajustarán a las modificaciones que en el futuro se 
produzcan en la legislación del Registro Civil, previa audiencia de la Federación de 
Comunidades Israelitas de España.

[ . . . ]

CÓDIGO DE DERECHO MATRIMONIAL

§ 19  Acuerdo de Cooperación Estado con Federación de Comunidades Judías [parcial]

– 175 –



§ 20

Ley 26/1992, de 10 de noviembre, por la que se aprueba el Acuerdo 
de Cooperación del Estado con la Comisión Islámica de España. 

[Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 272, de 12 de noviembre de 1992

Última modificación: 3 de julio de 2015
Referencia: BOE-A-1992-24855

[ . . . ]
Artículo 7.  

1. Se atribuye efectos civiles al matrimonio celebrado según la forma religiosa 
establecida en la Ley Islámica, desde el momento de su celebración, si los contrayentes 
reúnen los requisitos de capacidad exigidos por el Código Civil.

Los contrayentes expresarán el consentimiento ante alguna de las personas expresadas 
en el número 1 del artículo 3 y, al menos, dos testigos mayores de edad.

Para el pleno reconocimiento de tales efectos, será necesaria la inscripción del 
matrimonio en el Registro Civil.

2. Las personas que deseen inscribir el matrimonio celebrado en la forma prevista en el 
número anterior, deberán acreditar previamente su capacidad matrimonial, mediante copia 
del acta o resolución previa expedida por el Secretario judicial, Notario, Encargado del 
Registro Civil o funcionario diplomático o consular Encargado del Registro Civil conforme a la 
Ley del Registro Civil y que deberá contener, en su caso, juicio acreditativo de la capacidad 
matrimonial. No podrá practicarse la inscripción si se hubiera celebrado el matrimonio 
transcurridos más de seis meses desde la fecha de dicho acta o desde la fecha de la 
resolución correspondiente.

3. Una vez celebrado el matrimonio, el representante de la Comunidad Islámica en que 
se hubiera contraído aquel extenderá certificación expresiva de la celebración del mismo, 
con los requisitos necesarios para su inscripción y las menciones de las circunstancias del 
expediente o acta previa que necesariamente incluirán el nombre y apellidos del Secretario 
judicial, Notario, Encargado del Registro Civil o funcionario diplomático o consular que la 
hubiera extendido, la fecha y número de protocolo en su caso. Esta certificación se remitirá 
por medios electrónicos, en la forma que reglamentariamente se determine, junto con la 
certificación acreditativa de la capacidad representante de la Comunidad Islámica para 
celebrar matrimonios, de conformidad con lo previsto en el apartado 1 del artículo 3, dentro 
del plazo de cinco días al Encargado del Registro Civil competente para su inscripción. 
Igualmente extenderá en las dos copias del acta o resolución previa de capacidad 
matrimonial diligencia expresiva de la celebración del matrimonio, entregando una a los 
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contrayentes y conservará la otra como acta de la celebración en el archivo de la 
Comunidad.

4. Sin perjuicio de las responsabilidades a que haya lugar y de los derechos adquiridos 
de buena fe por terceras personas, la inscripción del matrimonio celebrado conforme al 
presente Acuerdo podrá ser promovida también en cualquier tiempo, mediante presentación 
de la certificación diligenciada a que se refiere el número anterior.

5. Las normas de este artículo relativas al procedimiento para hacer efectivo el derecho 
que en el mismo se establece, se ajustarán a las modificaciones que en el futuro se 
produzcan en la legislación del Registro Civil, previa audiencia de la Comisión Islámica de 
España.

[ . . . ]
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§ 21

Circular de la Dirección General de los Registros y del Notariado 
sobre inscripción en el Registro Civil de los matrimonios canónicos

Ministerio de Justicia
«BOE» núm. 47, de 23 de febrero de 1980

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-1980-4214

El artículo VI y el protocolo final del Acuerdo entre el Estado español y la Santa Sede 
sobre Asuntos Jurídicos («Boletín Oficial del Estado» de 15 de diciembre de 1979) han 
supuesto una importante modificación del régimen hasta ahora vigente sobre la inscripción 
de los matrimonios canónicos en el Registro Civil, derogando en este punto, conforme al 
artículo 90 de la Constitución y al artículo 1-5 del Código Civil, los artículos 77 y 78 de este 
mismo Cuerpo legal, así como los preceptos correspondientes que los desarrollan de la 
legislación del Registro Civil.

Desde el punto de vista de este Registro, son puntos fundamentales los siguientes:

Primero.  
Ha quedado derogado en todo caso el aviso previo al Registro Civil de la celebración del 

matrimonio canónico, que hasta ahora exigía el artículo 77 del Código Civil.

Segundo.  
Único título para practicar la inscripción es la simple certificación eclesiástica de la 

existencia del matrimonio, bien la presenten directamente los interesados, bien sea remitida 
por el Párroco al Registro competente.

El Encargado del Registro Civil practicará la inscripción mediante transcripción de los 
datos oportunos de la certificación eclesiástica, sin que pueda denegar el asiento a pretexto 
de que pudiera haber algún error u omisión en las circunstancias exigidas y a salvo lo que 
dispone el artículo 252 del Reglamento del Registro Civil.

Tercero.  
Se recuerda que los errores en las menciones de identidad que pudieran existir en la 

inscripción de matrimonio podrán ser rectificados por expediente gubernativo, conforme al 
artículo 93 de la Ley del Registro Civil.

Cuarto.  
Sin perjuicio, en último término, de lo dispuesto por el artículo 96 del Registro Civil, los 

Encargados de los Registros Civiles procurarán obtener la colaboración de los Párrocos de 
sus respectivos territorios, a fin de que las certificaciones eclesiásticas contengan las 
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circunstancias para la inscripción, especialmente los datos registrales de los asientos de los 
nacimientos de los esposos.
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§ 22

Circular de 16 de julio de 1984, de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado, sobre duplicidad de matrimonios

Ministerio de Justicia
«BOE» núm. 175, de 23 de julio de 1984
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-1984-16655

Ha llegado a conocimiento de este Centro directivo que vienen siendo relativamente 
frecuentes los supuestos en los que una pareja que va a celebrar o ha celebrado matrimonio 
según las normas del Derecho canónico intenta también contraer matrimonio, en fechas 
inmediatas anteriores o posteriores, ante el Juez o funcionario señalado por el Código civil. 
Esta duplicidad de ceremonias –explicable en otros sistemas matrimoniales– no tiene 
sentido en nuestro Derecho, puesto que está establecido que todo matrimonio, civil o 
canónico, produce efectos civiles desde su celebración, y no son justificables, en general, los 
motivos particulares de los contrayentes.

Son evidentes los graves inconvenientes y abusos que pueden derivarse de tales 
hechos. La duplicidad de inscripciones de matrimonio en el Registro Civil llevará ya consigo 
la entrega de dos libros de familia; la misma condición de los hijos podrá variar según se la 
relacione con la fecha que aparezca en una u otra inscripción; si sobreviene la nulidad o 
disolución del vínculo, es posible que el Registro siga proclamando formalmente la 
subsistencia del «otro» matrimonio que no refleje aquellos hechos, etc.

Atendiendo a estas consideraciones –y sin perjuicio de otras medidas que pudiera 
adoptar el Ministerio de Justicia–, esta Dirección General, vistos el acuerdo entre el Estado 
español y la Santa Sede sobre asuntos jurídicos de 1979, los artículos 49, 50, 51, 59, 60, 61, 
62 y 63 del Código civil; 24, 92, 93 y 95 de la Ley de Registro Civil, y 94, 263, 297 y 301 del 
Reglamento del Registro Civil, ha acordado declarar lo siguiente:

Primero.  
El Juez o funcionario que haya de autorizar el matrimonio conforme al Código civil 

deberá abstenerse de proceder a tal autorización en cuanto conozca que los pretendidos 
contrayentes están ya ligados entre sí civilmente por matrimonio celebrado según las normas 
de Derecho canónico.

Segundo.  
Si en las actuaciones previas a la celebración del matrimonio en forma civil el autorizante 

llega a saber el propósito de los interesados de contraer matrimonio más tarde en forma 
canónica, aquel deberá ilustrar a estos de que cualquiera de las dos formas produce plenos 
efectos civiles.
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Tercero.  
No deberá practicarse en el Registro Civil inscripción principal del matrimonio contraído 

en forma canónica si las mismas personas han contraído ya previamente matrimonio en 
forma civil.

Cuarto.  
Los encargados de los Registros Civiles deberán comunicar al Ministerio Fiscal las 

inscripciones duplicadas de matrimonio de que lleguen a tener conocimiento, a fin de que por 
los procedimientos oportunos se inste la cancelación de la segunda inscripción.
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§ 23

Orden JUS/577/2016, de 19 de abril, sobre inscripción en el Registro 
Civil de determinados matrimonios celebrados en forma religiosa y 
aprobación del modelo de certificado de capacidad matrimonial y de 

celebración de matrimonio religioso

Ministerio de Justicia
«BOE» núm. 97, de 22 de abril de 2016
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2016-3874

La entrada en vigor de la Ley 15/2015, de 2 de julio, de la Jurisdicción Voluntaria, ha 
supuesto la modificación, entre otras materias, de la regulación del matrimonio en forma 
religiosa. En este sentido, mediante su disposición final primera, la mencionada Ley modifica 
determinados artículos del Código Civil y, en concreto, el artículo 60, cuya entrada en vigor 
se produjo con fecha 23 de julio de 2015. Dicha modificación implica que, según establece el 
apartado 2 de dicho artículo, se reconocen efectos civiles al matrimonio celebrado en la 
forma religiosa prevista por las iglesias, confesiones, comunidades religiosas o federaciones 
de las mismas que, inscritas en el Registro de Entidades Religiosas, hayan obtenido el 
reconocimiento de notorio arraigo en España.

A fecha de entrada en vigor de la presente Orden, se ha declarado el notorio arraigo en 
España de la Iglesia de Jesucristo de los Santos de los Últimos Días (2003), de la Iglesia de 
los Testigos de Jehová (2006), de las Comunidades Budistas que forman parte de la 
Federación de Comunidades Budistas de España (2007) y de la Iglesia Ortodoxa (2010).

Asimismo, la referida Ley 15/2015, de 2 de julio, ha modificado el artículo 7 de las Leyes 
24/1992, 25/1992 y 26/1992, de 10 de noviembre, por las que se aprueban, respectivamente, 
los Acuerdos de Cooperación del Estado con la Federación de Entidades Religiosas 
Evangélicas de España, con la Federación de Comunidades Judías de España y con la 
Comisión Islámica de España. En virtud de lo establecido en la disposición final vigésima 
primera de la Ley 15/2015, de 2 de julio, las referidas modificaciones, contenidas en las 
disposiciones finales quinta, sexta y séptima respectivamente, entrarán en vigor el 30 de 
junio de 2017.

Por todo ello, a iniciativa conjunta de los Directores Generales de los Registros y del 
Notariado y de Cooperación Jurídica Internacional y Relaciones con las Confesiones, 
habiendo dado trámite de audiencia a la Federación de Entidades Religiosas Evangélicas de 
España, la Federación de Comunidades Judías de España, la Comisión Islámica de España, 
la Iglesia de Jesucristo de los Santos de los Últimos Días, la Iglesia de los Testigos de 
Jehová, la Federación de Comunidades Budistas de España y la Iglesia Ortodoxa, dispongo:
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Artículo 1.  Objeto.
El objeto de esta orden ministerial es dictar las normas reguladoras del modo de inscribir 

en el Registro Civil los matrimonios celebrados en forma religiosa. Asimismo, se aprueban, 
para los matrimonios que se celebren con posterioridad a la entrada en vigor de la Ley 
15/2015, de 2 de julio, de la Jurisdicción Voluntaria, los modelos de certificado de capacidad 
matrimonial y de certificación de la celebración del matrimonio, que se incorporan como 
anexos a la presente Orden.

Artículo 2.  Ámbito territorial.
El régimen de inscripción en el Registro Civil de los matrimonios contemplados en el 

artículo 7 de los Acuerdos de Cooperación del Estado con la Federación de Entidades 
Religiosas Evangélicas de España, con la Federación de Comunidades Judías de España y 
con la Comisión Islámica de España, aprobados respectivamente por las Leyes 24/1992, 
25/1992 y 26/1992, de 10 noviembre, así como del previsto en el apartado 2 del artículo 60 
del Código Civil, relativo al celebrado en la forma religiosa prevista por las iglesias, 
confesiones, comunidades religiosas o federaciones de las mismas que, inscritas en el 
Registro de Entidades Religiosas, hayan obtenido el reconocimiento de notorio arraigo en 
España, sólo es aplicable a los matrimonios celebrados en España en las referidas formas 
religiosas.

Ha de observarse, sin embargo, que estos matrimonios celebrados en el extranjero, si 
afectasen a algún ciudadano español, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 15 de la 
Ley de 8 de junio de 1957, del Registro Civil y en el artículo 66 del Decreto de 14 de 
noviembre de 1958 por el que se aprueba el Reglamento del Registro Civil, podrán 
inscribirse en el Registro competente si se comprueba que han concurrido los requisitos 
legales exigidos.

Artículo 3.  Ámbito personal.
Habrán de ajustarse a la nueva regulación los matrimonios que se celebren en España si 

uno o ambos contrayentes tienen la nacionalidad española, y si ambos contrayentes son 
extranjeros, siempre que elijan contraer matrimonio en alguna de las formas religiosas a que 
se refiere el derecho español.

Esta regulación no sería de aplicación cuando los contrayentes extranjeros opten por 
celebrar su matrimonio en España en otra forma religiosa admitida por la ley personal de 
alguno de ellos, de conformidad con lo previsto en el artículo 50 del Código Civil, en cuyo 
caso la inscripción en el Registro Civil requerirá la comprobación de los requisitos 
sustantivos exigidos por el artículo 65 del Código Civil a través de los medios que señalan 
los artículos 256 y 257 del Reglamento del Registro Civil.

Artículo 4.  Régimen de inscripción.
La inscripción en el Registro Civil competente de los matrimonios celebrados en la forma 

religiosa prevista en los Acuerdos de Cooperación del Estado con la Federación de 
Entidades Religiosas Evangélicas de España, con la Federación de Comunidades Judías de 
España y con la Comisión Islámica de España, así como en el apartado 2 del artículo 60 del 
Código Civil, requerirá la previa tramitación de un acta o expediente previo de capacidad 
matrimonial, a los efectos de acreditar el cumplimiento de los requisitos de capacidad de los 
contrayentes y la inexistencia de impedimentos exigidos por el Código Civil.

Cumplido este trámite, se expedirá por triplicado acta o resolución previa de capacidad 
matrimonial de los contrayentes, que éstos deberán entregar al oficiante ante quien se vaya 
a celebrar el matrimonio.

El consentimiento deberá prestarse antes de que hayan transcurrido seis meses desde 
la fecha del acta o resolución que contenga el juicio de capacidad matrimonial.
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Artículo 5.  Certificación de la celebración del matrimonio y certificación de capacidad 
matrimonial.

El matrimonio celebrado en España en alguna de las referidas formas religiosas 
indicadas en el artículo 2 de la presente orden se hará constar en certificación expresiva de 
la celebración del mismo extendida por el ministro de culto oficiante o, en el supuesto de 
matrimonio islámico, por el representante de la Comunidad Islámica, que deberá ser firmada, 
además de por aquel ante quien se celebra, por los contrayentes y dos testigos mayores de 
edad.

En dicha certificación constarán los requisitos necesarios para su inscripción y las 
menciones de identidad de los testigos y de las circunstancias del expediente previo de 
capacidad matrimonial, que necesariamente incluirá el nombre y apellidos del Encargado del 
Registro Civil correspondiente que lo hubiera tramitado.

Hasta la entrada en vigor del reglamento que regule la forma de remisión por medios 
electrónicos, la certificación expresiva de la celebración del matrimonio y la certificación 
acreditativa de la condición de ministro de culto o de la capacidad del representante de la 
Comunidad Islámica para celebrar matrimonios se enviarán al Encargado del Registro Civil 
competente para su inscripción, dentro de los cinco días siguientes a la celebración del 
matrimonio.

El oficiante extenderá en las dos copias de la resolución de capacidad matrimonial 
diligencia expresiva de la celebración del matrimonio, entregando una a los contrayentes y 
conservando la otra como acta de la celebración en el archivo del oficiante o de la entidad 
religiosa a la que representa como ministro de culto.

Las referidas certificaciones de capacidad matrimonial y de la celebración del matrimonio 
habrán de adecuarse a los modelos que se incorporan como anexo a la presente orden.

Los modelos de los referidos certificados se editarán por triplicado -siendo un ejemplar 
para el Registro Civil competente para la inscripción del matrimonio, otro para el archivo del 
oficiante o de la entidad religiosa a la que representa y otro para los contrayentes-, debiendo 
cumplimentarse los apartados correspondientes al certificado de capacidad matrimonial por 
el Encargado del Registro Civil competente que haya instruido el expediente previo.

En las Comunidades Autónomas con lengua cooficial distinta del castellano, los modelos 
de certificados serán redactados en texto bilingüe, esto es, en castellano y en la otra lengua 
oficial de la Comunidad Autónoma.

En el caso de remisión de las referidas certificaciones por medios electrónicos, éstas 
deberán ajustarse a los principios y directrices de interoperabilidad en el intercambio y 
conservación de la información electrónica por parte de las Administraciones Públicas, que 
establece el Esquema Nacional de Interoperabilidad

Disposición transitoria única.  Expedientes matrimoniales iniciados con anterioridad 
al 30 de junio de 2017 y con posterioridad a dicha fecha.

Los expedientes matrimoniales que se inicien con anterioridad al 30 de junio de 2017 
serán instruidos por el Encargado del Registro Civil competente conforme a las disposiciones 
de la Ley del Registro Civil.

A partir del 30 de junio de 2017, con la entrada en vigor de las disposiciones finales 
quinta, sexta y séptima de la Ley 15/2015, de 2 de julio, de la Jurisdicción Voluntaria, la 
tramitación del acta o expediente previo de capacidad matrimonial competerá al Notario, 
Letrado de la Administración de Justicia o Encargado del Registro Civil del lugar del domicilio 
de alguno de los contrayentes, con arreglo a la normativa del Registro Civil.

Disposición derogatoria única.  Derogación de normas.
Queda derogada la Orden del Ministerio de Justicia de 21 de enero de 1993 por la que 

se aprueba modelo de certificado de capacidad matrimonial y de celebración de matrimonio 
religioso.

Queda derogada la Instrucción de 10 de febrero de 1993, de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado, sobre la inscripción en el Registro Civil de determinados 
matrimonios celebrados en forma religiosa.
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Disposición final única.  Entrada en vigor.
La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».

ANEXO I
Certificado de capacidad matrimonial

Don/
Doña.............................................................................................................Encargado/a del 
Registro Civil/ Notario/ Letrado de la Administración de Justicia (táchese lo que no proceda) 
de............................. certifica, como resultado del acta/expediente instruido al efecto que, 
conforme al Código Civil, tienen capacidad para contraer matrimonio entre sí:

Don/Doña............................................................................................................... hijo/a 
de......................................... y de...................................., nacido/a en................................., el 
día..... de....................... de........, cuyo nacimiento consta inscrito en el Registro Civil 
de..........................., Tomo....., página....., estado civil.........., domiciliado/a 
en..............................................., nacionalidad..................

Y Don/Doña........................................................................................................, hijo/a 
de....................................... y de....................................., nacido/a en..............................., el 
día..... de.......... de........., cuyo nacimiento consta inscrito en el Registro Civil de..................., 
Tomo......., página...... estado civil.................., domiciliado/a en.........................................., 
nacionalidad........................

Expedido en......................................, el día............... de............................ de........
Firma del Encargado/a, o Notario o Letrado de la Administración de Justicia
Nota: la validez de este certificado expira a los seis meses de su expedición.

Certificación de la celebración del matrimonio
Don/Doña.................................................................................................., en su calidad de 

(1)............................................................................................... certifica que las personas a 
que se refiere el certificado anterior de capacidad matrimonial extendido por el/la 
Encargado/a del Registro Civil/Notario/Letrado de la Administración de Justicia (táchese lo 
que no proceda) de……………………........................ Don/
Doña........................................................., han celebrado matrimonio 
religioso........................... ante Don/Doña.......................................................... en su calidad 
de…………………….................................. y los testigos mayores de edad Don/
Doña..................................................................................., DNI……..................... y Don/
Doña............................................................, DNI...................... El matrimonio se ha celebrado 
en........................................................................................ (término municipal, calle y 
número) el día......... de....................... de………..

Firma del Oficiante/Firma de los contrayentes/ Firma de los testigos

(1) Señálese: Ministro de culto oficiante/Representante de la Comunidad Islámica en que se hubiera contraído 
el matrimonio, en el caso de matrimonio celebrado según la forma religiosa establecida en la Ley Islámica.

Nota: La intervención del Notario o del Letrado de la Administración de Justicia se 
producirá a partir del 30 de junio de 2017, con la entrada en vigor de las modificaciones 
contenidas en las disposiciones finales quinta, sexta y séptima de la Ley 15/2015, de 2 de 
julio, de la Jurisdicción Voluntaria.
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§ 24

Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de 
los extranjeros en España y su integración social. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 10, de 12 de enero de 2000
Última modificación: 19 de marzo de 2025

Referencia: BOE-A-2000-544

[ . . . ]
TÍTULO I

Derechos y libertades de los extranjeros

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Reagrupación familiar

Artículo 16.  Derecho a la intimidad familiar.
1. Los extranjeros residentes tienen derecho a la vida en familia y a la intimidad familiar 

en la forma prevista en esta Ley Orgánica y de acuerdo con lo dispuesto en los Tratados 
internacionales suscritos por España.

2. Los extranjeros residentes en España tienen derecho a reagrupar con ellos a los 
familiares que se determinan en el artículo 17.

3. El cónyuge que hubiera adquirido la residencia en España por causa familiar y sus 
familiares con él agrupados conservarán la residencia aunque se rompa el vínculo 
matrimonial que dio lugar a la adquisición.

Reglamentariamente se podrá determinar el tiempo previo de convivencia en España 
que se tenga que acreditar en estos supuestos.

Artículo 17.  Familiares reagrupables.
1. El extranjero residente tiene derecho a reagrupar con él en España a los siguientes 

familiares:
a) El cónyuge del residente, siempre que no se encuentre separado de hecho o de 

derecho, y que el matrimonio no se haya celebrado en fraude de ley. En ningún caso podrá 
reagruparse a más de un cónyuge aunque la ley personal del extranjero admita esta 
modalidad matrimonial. El extranjero residente que se encuentre casado en segundas o 
posteriores nupcias por la disolución de cada uno de sus anteriores matrimonios sólo podrá 
reagrupar con él al nuevo cónyuge si acredita que la disolución ha tenido lugar tras un 
procedimiento jurídico que fije la situación del cónyuge anterior y de sus hijos comunes en 
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cuanto al uso de la vivienda común, a la pensión compensatoria a dicho cónyuge y a los 
alimentos que correspondan a los hijos menores, o mayores en situación de dependencia. 
En la disolución por nulidad, deberán haber quedado fijados los derechos económicos del 
cónyuge de buena fe y de los hijos comunes, así como la indemnización, en su caso.

b) Los hijos del residente y del cónyuge, incluidos los adoptados, siempre que sean 
menores de dieciocho años o personas con discapacidad que no sean objetivamente 
capaces de proveer a sus propias necesidades debido a su estado de salud. Cuando se trate 
de hijos de uno solo de los cónyuges se requerirá, además, que éste ejerza en solitario la 
patria potestad o que se le haya otorgado la custodia y estén efectivamente a su cargo. En el 
supuesto de hijos adoptivos deberá acreditarse que la resolución por la que se acordó la 
adopción reúne los elementos necesarios para producir efecto en España.

c) Los menores de dieciocho años y los mayores de esa edad que no sean 
objetivamente capaces de proveer a sus propias necesidades, debido a su estado de salud, 
cuando el residente extranjero sea su representante legal y el acto jurídico del que surgen 
las facultades representativas no sea contrario a los principios del ordenamiento español.

d) Los ascendientes en primer grado del reagrupante y de su cónyuge cuando estén a su 
cargo, sean mayores de sesenta y cinco años y existan razones que justifiquen la necesidad 
de autorizar su residencia en España. Reglamentariamente se determinarán las condiciones 
para la reagrupación de los ascendientes de los residentes de larga duración en otro Estado 
miembro de la Unión Europea, de los trabajadores titulares de la tarjeta azul de la U.E. y de 
los beneficiarios del régimen especial de investigadores. Excepcionalmente, cuando 
concurran razones de carácter humanitario, podrá reagruparse al ascendiente menor de 
sesenta y cinco años si se cumplen las demás condiciones previstas en esta Ley.

2. Los extranjeros que hubieran adquirido la residencia en virtud de una previa 
reagrupación podrán, a su vez, ejercer el derecho de reagrupación de sus propios familiares, 
siempre que cuenten ya con una autorización de residencia y trabajo, obtenida 
independientemente de la autorización del reagrupante, y acrediten reunir los requisitos 
previstos en esta Ley Orgánica.

3. Cuando se trate de ascendientes reagrupados, éstos sólo podrán ejercer, a su vez, el 
derecho de reagrupación familiar tras haber obtenido la condición de residentes de larga 
duración y acreditado solvencia económica.

Excepcionalmente, el ascendiente reagrupado que tenga a su cargo un o más hijos 
menores de edad, o hijos con discapacidad que no sean objetivamente capaces de proveer 
a sus propias necesidades debido a su estado de salud, podrá ejercer el derecho de 
reagrupación en los términos dispuestos en el apartado segundo de este artículo, sin 
necesidad de haber adquirido la residencia de larga duración.

4. La persona que mantenga con el extranjero residente una relación de afectividad 
análoga a la conyugal se equiparará al cónyuge a todos los efectos previstos en este 
capítulo, siempre que dicha relación esté debidamente acreditada y reúna los requisitos 
necesarios para producir efectos en España.

En todo caso, las situaciones de matrimonio y de análoga relación de afectividad se 
considerarán incompatibles entre sí.

No podrá reagruparse a más de una persona con análoga relación de afectividad, 
aunque la ley personal del extranjero admita estos vínculos familiares.

5. Reglamentariamente, se desarrollarán las condiciones para el ejercicio del derecho de 
reagrupación así como para acreditar, a estos efectos, la relación de afectividad análoga a la 
conyugal.
Artículo 18.  Requisitos para la reagrupación familiar.

1. Los extranjeros podrán ejercer el derecho a la reagrupación familiar cuando hayan 
obtenido la renovación de su autorización de residencia inicial, con excepción de la 
reagrupación de los familiares contemplados en el artículo 17.1 d) de esta Ley, que 
solamente podrán ser reagrupados a partir del momento en que el reagrupante adquiera la 
residencia de larga duración.

La reagrupación de los familiares de residentes de larga duración, de los trabajadores 
titulares de la tarjeta azul de la U.E. y de los beneficiarios del régimen especial de 
investigadores, podrá solicitarse y concederse, simultáneamente, con la solicitud de 
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residencia del reagrupante. Cuando tengan reconocida esta condición en otro Estado 
miembro de la Unión Europea, la solicitud podrá presentarse en España o desde el Estado 
de la Unión Europea donde tuvieran su residencia, cuando la familia estuviera ya constituida 
en aquél.

2. El reagrupante deberá acreditar, en los términos que se establezcan 
reglamentariamente, que dispone de vivienda adecuada y de medios económicos suficientes 
para cubrir sus necesidades y las de su familia, una vez reagrupada.

En la valoración de los ingresos a efectos de la reagrupación, no computarán aquellos 
provenientes del sistema de asistencia social, pero se tendrán en cuenta otros ingresos 
aportados por el cónyuge que resida en España y conviva con el reagrupante.

Las Comunidades Autónomas o, en su caso, los Ayuntamientos informarán sobre la 
adecuación de la vivienda a los efectos de reagrupación familiar.

Las Administraciones Públicas promoverán la participación de los reagrupados en 
programas de integración socio-cultural y de carácter lingüístico.

3. Cuando los familiares a reagrupar sean menores en edad de escolarización 
obligatoria, la Administración receptora de las solicitudes deberá comunicar a las autoridades 
educativas competentes una previsión sobre los procedimientos iniciados de reagrupación 
familiar, a los efectos de habilitar las plazas necesarias en los centros escolares 
correspondientes.

Artículo 18 bis.  Procedimiento para la reagrupación familiar.
1. El extranjero que desee ejercer el derecho a la reagrupación familiar deberá solicitar 

una autorización de residencia por reagrupación familiar a favor de los miembros de su 
familia que desee reagrupar, pudiendo solicitarse de forma simultánea la renovación de la 
autorización de residencia y la solicitud de reagrupación familiar.

2. En caso de que el derecho a la reagrupación se ejerza por residentes de larga 
duración en otro Estado miembro de la Unión Europea que residan en España, la solicitud 
podrá presentarse por los familiares reagrupables, aportando prueba de residencia como 
miembro de la familia del residente de larga duración en el primer Estado miembro.

Artículo 19.  Efectos de la reagrupación familiar en circunstancias especiales.
1. La autorización de residencia por reagrupación familiar de la que sean titulares el 

cónyuge e hijos reagrupados cuando alcancen la edad laboral, habilitará para trabajar sin 
necesidad de ningún otro trámite administrativo.

2. El cónyuge reagrupado podrá obtener una autorización de residencia independiente 
cuando disponga de medios económicos suficientes para cubrir sus propias necesidades.

En caso de que la cónyuge reagrupada fuera víctima de violencia de género, sin 
necesidad de que se haya cumplido el requisito anterior, podrá obtener la autorización de 
residencia y trabajo independiente, desde el momento en que se hubiera dictado a su favor 
una orden de protección o, en su defecto, informe del Ministerio Fiscal que indique la 
existencia de indicios de violencia de género.

3. Los hijos reagrupados podrán obtener una autorización de residencia independiente 
cuando alcancen la mayoría de edad y dispongan de medios económicos suficientes para 
cubrir sus propias necesidades.

4. Reglamentariamente se determinará la forma y la cuantía de los medios económicos 
considerados suficientes para que los familiares reagrupados puedan obtener una 
autorización independiente.

5. En caso de muerte del reagrupante, los familiares reagrupados podrán obtener una 
autorización de residencia independiente en las condiciones que se determinen.

[ . . . ]
TÍTULO II

Régimen jurídico de los extranjeros

[ . . . ]
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CAPÍTULO III
De las autorizaciones para la realización de actividades lucrativas

[ . . . ]
Artículo 40.  Supuestos específicos de exención de la situación nacional de empleo.

1. No se tendrá en cuenta la situación nacional de empleo cuando el contrato de trabajo 
vaya dirigido a:

a) Los familiares reagrupados en edad laboral, o el cónyuge o hijo de extranjero 
residente en España con una autorización renovada, así como al hijo de español 
nacionalizado o de ciudadanos de otros Estados miembros de la Unión Europea y de otros 
Estados parte en el Espacio Económico Europeo, siempre que estos últimos lleven, como 
mínimo, un año residiendo legalmente en España y al hijo no le sea de aplicación el régimen 
comunitario.

b) Los titulares de una autorización previa de trabajo que pretendan su renovación.
c) Los trabajadores necesarios para el montaje por renovación de una instalación o 

equipos productivos.
d) Los que hubieran gozado de la condición de refugiados, durante el año siguiente a la 

cesación de la aplicación de la Convención de Ginebra de 28 de julio de 1951, sobre el 
Estatuto de los Refugiados, por los motivos recogidos en el supuesto 5 de la sección C de su 
artículo 1.

e) Los que hubieran sido reconocidos como apátridas y los que hubieran perdido la 
condición de apátridas el año siguiente a la terminación de dicho estatuto.

f) Los extranjeros que tengan a su cargo ascendientes o descendientes de nacionalidad 
española.

g) Los extranjeros nacidos y residentes en España.
h) Los hijos o nietos de español de origen.
i) Los menores extranjeros en edad laboral con autorización de residencia que sean 

tutelados por la entidad de protección de menores competente, para aquellas actividades 
que, a criterio de la mencionada entidad, favorezcan su integración social, y una vez 
acreditada la imposibilidad de retorno con su familia o al país de origen.

j) Los extranjeros que obtengan la autorización de residencia por circunstancias 
excepcionales en los supuestos que se determinen reglamentariamente y, en todo caso, 
cuando se trate de víctimas de violencia de género o de trata de seres humanos.

k) Los extranjeros que hayan sido titulares de autorizaciones de trabajo para actividades 
de temporada, durante dos años naturales, y hayan retornado a su país.

l) Los extranjeros que hayan renunciado a su autorización de residencia y trabajo en 
virtud de un programa de retorno voluntario.

2. Tampoco se tendrá en cuenta la situación nacional de empleo, en las condiciones que 
se determinen reglamentariamente para:

a) La cobertura de puestos de confianza y directivos de empresas.
b) Los profesionales altamente cualificados, incluyendo técnicos y científicos contratados 

por entidades públicas, universidades o centros de investigación, desarrollo e innovación 
dependientes de empresas, sin perjuicio de la aplicación del régimen específico de 
autorización aplicable de conformidad con la presente Ley.

c) Los trabajadores en plantilla de una empresa o grupo de empresas en otro país que 
pretendan desarrollar su actividad laboral para la misma empresa o grupo en España.

d) Los artistas de reconocido prestigio.

[ . . . ]
TÍTULO III

De las infracciones en materia de extranjería y su régimen sancionador

[ . . . ]
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Artículo 53.  Infracciones graves.
1. Son infracciones graves:
a) Encontrarse irregularmente en territorio español, por no haber obtenido la prórroga de 

estancia, carecer de autorización de residencia o tener caducada más de tres meses la 
mencionada autorización, y siempre que el interesado no hubiere solicitado la renovación de 
la misma en el plazo previsto reglamentariamente.

b) Encontrarse trabajando en España sin haber obtenido autorización de trabajo o 
autorización administrativa previa para trabajar, cuando no cuente con autorización de 
residencia válida.

c) Incurrir en ocultación dolosa o falsedad grave en el cumplimiento de la obligación de 
poner en conocimiento de las autoridades competentes los cambios que afecten a 
nacionalidad, estado civil o domicilio, así como incurrir en falsedad en la declaración de los 
datos obligatorios para cumplimentar el alta en el padrón municipal a los efectos previstos en 
esta Ley, siempre que tales hechos no constituyan delito. Cuando cualquier autoridad tuviera 
conocimiento de una posible infracción por esta causa, lo pondrá en conocimiento de las 
autoridades competentes con el fin de que pueda instruirse el oportuno expediente 
sancionador.

d) El incumplimiento de las medidas impuestas por razón de seguridad pública, de 
presentación periódica o de alejamiento de fronteras o núcleos de población concretados 
singularmente, de acuerdo con lo dispuesto en la presente Ley.

e) La comisión de una tercera infracción leve, siempre que en un plazo de un año 
anterior hubiera sido sancionado por dos faltas leves de la misma naturaleza.

f) La participación por el extranjero en la realización de actividades contrarias al orden 
público previstas como graves en la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, sobre 
Protección de la Seguridad Ciudadana.

g) Las salidas del territorio español por puestos no habilitados, sin exhibir la 
documentación prevista o contraviniendo las prohibiciones legalmente impuestas.

h) Incumplir la obligación del apartado 2 del artículo 4.
2. También son infracciones graves:
a) No dar de alta, en el Régimen de la Seguridad Social que corresponda, al trabajador 

extranjero cuya autorización de residencia y trabajo por cuenta ajena hubiera solicitado, o no 
registrar el contrato de trabajo en las condiciones que sirvieron de base a la solicitud, cuando 
el empresario tenga constancia de que el trabajador se halla legalmente en España 
habilitado para el comienzo de la relación laboral. No obstante, estará exento de esta 
responsabilidad el empresario que comunique a las autoridades competentes la 
concurrencia de razones sobrevenidas que puedan poner en riesgo objetivo la viabilidad de 
la empresa o que, conforme a la legislación, impidan el inicio de dicha relación.

b) Contraer matrimonio, simular relación afectiva análoga o constituirse en representante 
legal de un menor, cuando dichas conductas se realicen con ánimo de lucro o con el 
propósito de obtener indebidamente un derecho de residencia, siempre que tales hechos no 
constituyan delito.

c) Promover la permanencia irregular en España de un extranjero, cuando su entrada 
legal haya contado con una invitación expresa del infractor y continúe a su cargo una vez 
transcurrido el período de tiempo permitido por su visado o autorización. Para graduar la 
sanción se tendrán en cuenta las circunstancias personales y familiares concurrentes.

d) Consentir la inscripción de un extranjero en el Padrón Municipal por parte del titular de 
una vivienda habilitado para tal fin, cuando dicha vivienda no constituya el domicilio real del 
extranjero. Se incurrirá en una infracción por cada persona indebidamente inscrita.

[ . . . ]
Artículo 57.  Expulsión del territorio.

1. Cuando los infractores sean extranjeros y realicen conductas de las tipificadas como 
muy graves, o conductas graves de las previstas en los apartados a), b), c), d) y f) del 
artículo 53.1 de esta Ley Orgánica, podrá aplicarse, en atención al principio de 

CÓDIGO DE DERECHO MATRIMONIAL

§ 24  Ley Orgánica sobre derechos y libertades de los extranjeros en España [parcial]

– 190 –



proporcionalidad, en lugar de la sanción de multa, la expulsión del territorio español, previa la 
tramitación del correspondiente expediente administrativo y mediante la resolución motivada 
que valore los hechos que configuran la infracción.

2. Asimismo, constituirá causa de expulsión, previa tramitación del correspondiente 
expediente, que el extranjero haya sido condenado, dentro o fuera de España, por una 
conducta dolosa que constituya en nuestro país delito sancionado con pena privativa de 
libertad superior a un año, salvo que los antecedentes penales hubieran sido cancelados.

3. En ningún caso podrán imponerse conjuntamente las sanciones de expulsión y multa.
4. La expulsión conllevará, en todo caso, la extinción de cualquier autorización para 

permanecer legalmente en España, así como el archivo de cualquier procedimiento que 
tuviera por objeto la autorización para residir o trabajar en España del extranjero expulsado. 
No obstante, la expulsión podrá revocarse en los supuestos que se determinen 
reglamentariamente.

En el caso de las infracciones previstas en las letras a) y b) del artículo 53.1 de esta Ley, 
salvo que concurran razones de orden público o de seguridad nacional, si el extranjero fuese 
titular de una autorización de residencia válida expedida por otro Estado miembro, se le 
advertirá, mediante diligencia en el pasaporte, de la obligación de dirigirse de inmediato al 
territorio de dicho Estado. Si no cumpliese esa advertencia se tramitará el expediente de 
expulsión.

5. La sanción de expulsión no podrá ser impuesta, salvo que la infracción cometida sea 
la prevista en el artículo 54, letra a) del apartado 1, o suponga una reincidencia en la 
comisión, en el término de un año, de una infracción de la misma naturaleza sancionable con 
la expulsión, a los extranjeros que se encuentren en los siguientes supuestos:

a) Los nacidos en España que hayan residido legalmente en los últimos cinco años.
b) Los residentes de larga duración. Antes de adoptar la decisión de la expulsión de un 

residente de larga duración, deberá tomarse en consideración el tiempo de su residencia en 
España y los vínculos creados, su edad, las consecuencias para el interesado y para los 
miembros de su familia, y los vínculos con el país al que va a ser expulsado.

c) Los que hayan sido españoles de origen y hubieran perdido la nacionalidad española.
d) Los que sean beneficiarios de una prestación por incapacidad permanente para el 

trabajo como consecuencia de un accidente de trabajo o enfermedad profesional ocurridos 
en España, así como los que perciban una prestación contributiva por desempleo o sean 
beneficiarios de una prestación económica asistencial de carácter público destinada a lograr 
su inserción o reinserción social o laboral.

Tampoco se podrá imponer o, en su caso, ejecutar la sanción de expulsión al cónyuge 
del extranjero que se encuentre en alguna de las situaciones señaladas anteriormente y que 
haya residido legalmente en España durante más de dos años, ni a sus ascendientes e hijos 
menores, o mayores con discapacidad que no sean objetivamente capaces de proveer a sus 
propias necesidades debido a su estado de salud, que estén a su cargo.

6. La expulsión no podrá ser ejecutada cuando ésta conculcase el principio de no 
devolución, o afecte a las mujeres embarazadas, cuando la medida pueda suponer un riesgo 
para la gestación o la salud de la madre.

7. a) Cuando el extranjero se encuentre procesado o imputado en un procedimiento 
judicial por delito o falta para el que la Ley prevea una pena privativa de libertad inferior a 
seis años o una pena de distinta naturaleza, y conste este hecho acreditado en el expediente 
administrativo de expulsión, en el plazo más breve posible y en todo caso no superior a tres 
días, el Juez, previa audiencia del Ministerio Fiscal, la autorizará salvo que, de forma 
motivada, aprecie la existencia de circunstancias que justifiquen su denegación.

En el caso de que el extranjero se encuentre sujeto a varios procesos penales tramitados 
en diversos juzgados, y consten estos hechos acreditados en el expediente administrativo de 
expulsión, la autoridad gubernativa instará de todos ellos la autorización a que se refiere el 
párrafo anterior.

b) No obstante lo señalado en el párrafo a) anterior, el juez podrá autorizar, a instancias 
del interesado y previa audiencia del Ministerio Fiscal, la salida del extranjero del territorio 
español en la forma que determina la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
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c) No serán de aplicación las previsiones contenidas en los párrafos anteriores cuando 
se trate de delitos tipificados en los artículos 312.1, 313.1 y 318 bis del Código Penal.

8. Cuando los extranjeros, residentes o no, hayan sido condenados por conductas 
tipificadas como delitos en los artículos 312.1, 313.1 y 318 bis del Código Penal, la expulsión 
se llevará a efecto una vez cumplida la pena privativa de libertad.

9. La resolución de expulsión deberá ser notificada al interesado, con indicación de los 
recursos que contra la misma se puedan interponer, órgano ante el que hubieran de 
presentarse y plazo para presentarlos.

10. En el supuesto de expulsión de un residente de larga duración de otro Estado 
miembro de la Unión Europea que se encuentre en España, dicha expulsión sólo podrá 
efectuarse fuera del territorio de la Unión cuando la infracción cometida sea una de las 
previstas en los artículos 53.1.d) y f) y 54.1.a) y b) de esta Ley Orgánica, y deberá 
consultarse al respecto a las Autoridades competentes de dicho Estado miembro de forma 
previa a la adopción de esa decisión de expulsión. En caso de no reunirse estos requisitos 
para que la expulsión se realice fuera del territorio de la Unión, la misma se efectuará al 
Estado miembro en el que se reconoció la residencia de larga duración.

11. Cuando, de acuerdo con la normativa vigente, España decida expulsar a un residente 
de larga duración que sea beneficiario de protección internacional reconocida por otro 
Estado miembro de la Unión Europea, las autoridades españolas competentes en materia de 
extranjería solicitarán a las autoridades competentes de dicho Estado miembro información 
sobre si dicha condición de beneficiario de protección internacional continúa vigente. Dicha 
solicitud deberá ser respondida en el plazo de un mes, entendiéndose, en caso contrario, 
que la protección internacional sigue vigente.

Si el residente de larga duración continúa siendo beneficiario de protección internacional, 
será expulsado a dicho Estado miembro.

Lo dispuesto en los dos párrafos anteriores será de aplicación para las solicitudes 
cursadas por autoridades de otros Estados miembros de la Unión Europea respecto a los 
extranjeros a los que España hubiera concedido la condición de beneficiario de protección 
internacional.

De conformidad con sus obligaciones internacionales, y de acuerdo con las normas de la 
Unión Europea, España podrá expulsar al residente de larga duración a un país distinto al 
Estado miembro de la Unión Europea que concedió la protección internacional si existen 
motivos razonables para considerar que constituye un peligro para la seguridad de España o 
si, habiendo sido condenado por sentencia firme por un delito de especial gravedad, 
constituye un peligro para España. En todo caso, cuando la protección internacional hubiera 
sido reconocida por las autoridades españolas, la expulsión sólo podrá efectuarse previa 
tramitación del procedimiento de revocación previsto en la normativa vigente en España en 
materia de protección internacional.

[ . . . ]
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§ 25

Real Decreto 557/2011, de 20 de abril, por el que se aprueba el 
Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000, sobre derechos y libertades 
de los extranjeros en España y su integración social, tras su reforma 

por Ley Orgánica 2/2009. [Inclusión parcial]

Ministerio de la Presidencia
«BOE» núm. 103, de 30 de abril de 2011

Última modificación: 20 de noviembre de 2024
Referencia: BOE-A-2011-7703

Norma derogada, con efectos de 20 de mayo de 2025, por la disposición derogatoria única del Real Decreto 
1155/2024, de 19 de noviembre. Ref. BOE-A-2024-24099

[ . . . ]
TÍTULO III

La estancia en España

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Autorización de estancia por estudios, movilidad de alumnos, prácticas no 
laborales o servicios de voluntariado

[ . . . ]
Artículo 41.  Familiares del titular de una autorización de estancia.

1. Los familiares de extranjeros que hayan solicitado un visado de estudios o se 
encuentren en España de acuerdo con lo regulado en este capítulo podrán solicitar los 
correspondientes visados de estancia para entrar y permanecer legalmente en España 
durante la vigencia de su estancia, sin que se exija un periodo previo de estancia al 
extranjero titular del visado de estudios.

2. El término familiar se entenderá referido, a estos efectos, al cónyuge, pareja de hecho, 
e hijos menores de dieciocho años o que tengan una discapacidad y no sean objetivamente 
capaces de proveer a sus propias necesidades debido a su estado de salud.

Los requisitos a acreditar para la concesión del visado a favor del familiar serán los 
siguientes:
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1.º Que el extranjero se encuentre en situación de estancia en vigor de acuerdo con lo 
previsto en este capítulo.

2.º Que dicho extranjero cuente con medios económicos suficientes para el 
sostenimiento de la unidad familiar.

3.º Que se acredite el vínculo familiar o de parentesco entre ambos.
3. Los familiares dotados del visado referido podrán permanecer legalmente en territorio 

español durante el mismo periodo y con idéntica situación que el titular de la autorización 
principal. Su permanencia estará en todo caso vinculada a la situación de estancia del titular 
de la autorización principal.

Si su estancia fuera superior a seis meses, deberán solicitar la correspondiente Tarjeta 
de Identidad de Extranjero en el plazo de un mes desde su entrada en España.

4. Los familiares no podrán obtener la autorización para la realización de actividades 
lucrativas a la que se refiere el artículo siguiente.

[ . . . ]
TÍTULO IV

Residencia temporal

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Residencia temporal por reagrupación familiar

[ . . . ]
Artículo 53.  Familiares reagrupables.

El extranjero podrá reagrupar con él en España a los siguientes familiares:
a) Su cónyuge, siempre que no se encuentre separado de hecho o de derecho y que el 

matrimonio no se haya celebrado en fraude de ley.
En ningún caso podrá reagruparse a más de un cónyuge, aunque la ley personal del 

extranjero admita esta modalidad matrimonial.
El extranjero residente que se encuentre casado en segundas o posteriores nupcias sólo 

podrá reagrupar con él al nuevo cónyuge y sus familiares si acredita que la disolución de sus 
anteriores matrimonios ha tenido lugar tras un procedimiento jurídico que fije la situación del 
cónyuge anterior y sus familiares en cuanto a la vivienda común, la pensión al cónyuge y los 
alimentos para los hijos menores o mayores dependientes.

b) La persona que mantenga con el reagrupante una relación de afectividad análoga a la 
conyugal. A los efectos previstos en este capítulo, se considerará que existe relación de 
análoga afectividad a la conyugal cuando:

1.º Dicha relación se encuentre inscrita en un registro público establecido a esos efectos, 
y no se haya cancelado dicha inscripción; o

2.º Se acredite la vigencia de una relación no registrada, constituida con carácter previo 
al inicio de la residencia del reagrupante en España. A dichos efectos, sin perjuicio de la 
posible utilización de cualquier medio de prueba admitido en Derecho, tendrán prevalencia 
los documentos emitidos por una autoridad pública.

Resultará de aplicación a este supuesto lo previsto, en relación con el cónyuge, en los 
párrafos segundo y tercero de la letra a) del apartado anterior. Serán incompatibles a efectos 
de lo previsto en este capítulo las situaciones de matrimonio y de análoga relación de 
afectividad.

c) Sus hijos o los de su cónyuge o pareja, incluidos los adoptados, siempre que sean 
menores de dieciocho años en el momento de la solicitud de la autorización de residencia a 
su favor o tengan una discapacidad y no sean objetivamente capaces de proveer a sus 
propias necesidades debido a su estado de salud.
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Cuando se trate de hijos de uno solo de los cónyuges o miembros de la pareja se 
requerirá, además, que éste ejerza en solitario la patria potestad o que se le haya otorgado 
la custodia y estén efectivamente a su cargo.

En el supuesto de hijos adoptivos deberá acreditarse que la resolución por la que se 
acordó la adopción reúne los elementos necesarios para producir efectos en España.

d) Los representados legalmente por el reagrupante, cuando sean menores de dieciocho 
años en el momento de la solicitud de la autorización de residencia a su favor o tengan una 
discapacidad y no sean objetivamente capaces de proveer a sus propias necesidades 
debido a su estado de salud, cuando el acto jurídico del que surgen las facultades 
representativas no sea contrario a los principios del ordenamiento español.

e) Sus ascendientes en primer grado, o los de su cónyuge o pareja, cuando estén a su 
cargo, sean mayores de sesenta y cinco años y existan razones que justifiquen la necesidad 
de autorizar su residencia en España.

Excepcionalmente, cuando concurran razones de carácter humanitario, se podrá 
reagrupar a los ascendientes menores de sesenta y cinco años que reúnan los restantes 
requisitos establecidos en el párrafo anterior.

Se considerará que concurren razones humanitarias, entre otros casos, cuando el 
ascendiente conviviera con el reagrupante en el país de origen en el momento en que este 
último obtuvo su autorización; cuando el ascendiente sea incapaz y su tutela esté otorgada 
por la autoridad competente en el país de origen al extranjero residente o a su cónyuge o 
pareja reagrupada; o cuando el ascendiente no sea objetivamente capaz de proveer a sus 
propias necesidades.

Igualmente, se considerará que concurren razones humanitarias cuando el ascendiente 
del reagrupante, o de su cónyuge o pareja, sea cónyuge o pareja del otro ascendiente, 
siendo este último mayor de sesenta y cinco años. En este caso, las solicitudes de 
autorización de residencia por reagrupación familiar podrán ser presentadas de forma 
conjunta, si bien la aplicación de la excepción del requisito de la edad respecto al 
ascendiente menor de sesenta y cinco años estará condicionada a que la autorización del 
otro ascendiente sea concedida.

Cuando el órgano competente para resolver el procedimiento tuviera dudas sobre la 
concurrencia de otra razón de excepción del requisito elevará consulta previa a la Dirección 
General de Inmigración.

Se entenderá que los familiares están a cargo del reagrupante cuando acredite que, al 
menos durante el último año de su residencia en España, ha transferido fondos o soportado 
gastos de su familiar, que representen al menos el 51% del producto interior bruto per cápita, 
en cómputo anual, del país de residencia de éste, según lo establecido, en materia de 
Indicadores sobre renta y actividad económica por país y tipo de indicador, por el Instituto 
Nacional de Estadística.

[ . . . ]
Artículo 61.  Renovación de las autorizaciones de residencia en virtud de reagrupación 
familiar.

1. La renovación de las autorizaciones de residencia por reagrupación deberá solicitarse 
en modelo oficial en el plazo de sesenta días naturales antes de su expiración. La 
presentación de la solicitud en este plazo prorrogará la validez de la autorización anterior 
hasta la resolución del procedimiento. También se prorrogará hasta la resolución del 
procedimiento en el supuesto en que la solicitud se presentase dentro de los noventa días 
naturales posteriores a la fecha en que hubiera finalizado la vigencia de la anterior 
autorización, sin perjuicio de la incoación del correspondiente procedimiento sancionador por 
la infracción en la que se hubiese incurrido.

2. La renovación de la autorización de residencia por reagrupación familiar de 
descendientes, menores tutelados o ascendientes podrá ser solicitada por el cónyuge o 
pareja del reagrupante, siempre que dicho cónyuge o pareja sea residente en España, forme 
parte de la misma unidad familiar, y el reagrupante original no reúna los requisitos exigibles 
para la renovación de la autorización por reagrupación familiar.
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Ello será igualmente de aplicación, en el caso de descendientes o menores tutelados, 
respecto a su otro progenitor o tutor, siempre que éste tenga la condición de residente en 
España y sin perjuicio de que forme parte o no de la unidad familiar.

En este caso, la naturaleza y duración de la autorización renovada se vinculará a la del 
cónyuge o pareja, que asumirán la condición de reagrupante.

3. Para la renovación de una autorización de residencia por reagrupación familiar se 
deberán cumplir los siguientes requisitos:

a) Relativos al reagrupado:
1.º Que sea titular de una autorización de residencia por reagrupación familiar en vigor o 

se halle dentro del plazo de los noventa días naturales posteriores a la caducidad de ésta.
2.º Que se mantenga el vínculo familiar o de parentesco o la existencia de la unión de 

hecho en que se fundamentó la concesión de la autorización a renovar.
3.º Tener escolarizados a los menores a su cargo en edad de escolarización obligatoria 

durante la permanencia de éstos en España.
4.º Haber abonado la tasa por tramitación del procedimiento.
b) Relativos al reagrupante:
1.º Que sea titular de una autorización de residencia en vigor o se halle dentro del plazo 

de los noventa días naturales posteriores a la caducidad de ésta.
2.º Que cuente con empleo y/o recursos económicos suficientes para atender las 

necesidades de la familia, incluyendo la asistencia sanitaria de no estar cubierta por la 
Seguridad Social, en una cantidad que represente mensualmente el 100% del IPREM.

A dichos efectos serán computables los ingresos provenientes del sistema de asistencia 
social y resultará de aplicación lo previsto en el artículo 54.3 de este Reglamento.

3.º Que disponga de una vivienda adecuada para atender sus necesidades y las de su 
familia, y que habrá de ser su vivienda habitual.

Dicha circunstancia será acreditada: de no existir cambio de domicilio en relación con el 
acreditado para la obtención de la autorización inicial de residencia temporal por 
reagrupación familiar, con la presentación de documento que acredite la vigencia del título de 
ocupación; en caso de existir cambio de domicilio, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 55 de este Reglamento.

En ambos casos, el título que habilite para la ocupación de la vivienda se entenderá 
referido al extranjero reagrupante o a cualquier otra persona que forme parte de la unidad 
familiar en base a un parentesco de los enunciados en el artículo 17 de la Ley Orgánica 
4/2000, de 11 de enero.

4. A la solicitud, en modelo oficial, deberá acompañar la documentación que acredite que 
se reúnen los requisitos señalados en el apartado anterior, entre otros:

a) Copia del pasaporte completo en vigor o título de viaje, reconocido como válido en 
España, del reagrupado y del reagrupante.

b) En su caso, documentación acreditativa de la vigencia del matrimonio o de la relación 
de análoga afectividad a la conyugal.

c) Los documentos que acrediten que el reagrupante cumple los requisitos establecidos 
en los puntos 2.º y 3.º del anterior apartado 3.b).

d) En su caso, informe emitido por las autoridades autonómicas competentes que 
acredite la escolarización de los menores en edad de escolarización obligatoria que estén a 
su cargo.

5. En caso de que a partir de la documentación presentada junto a la solicitud no quede 
acreditada la escolarización de los menores en edad de escolarización obligatoria que estén 
a cargo del solicitante, la Oficina de Extranjería pondrá esta circunstancia en conocimiento 
de las autoridades educativas competentes, y advertirá expresamente y por escrito al 
extranjero solicitante de que en caso de no producirse la escolarización y presentarse el 
correspondiente informe en el plazo de treinta días, la autorización no será renovada.

6. Para la renovación de la autorización, se valorará, en su caso, previa solicitud de oficio 
de los correspondientes informes:
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a) La posibilidad de renovar la autorización de residencia a los extranjeros que hubieren 
sido condenados por la comisión de un delito y hayan cumplido la condena, los que hubieran 
sido indultados o se hallasen en situación de remisión condicional de la pena o de 
suspensión de la pena

b) El incumplimiento de las obligaciones del solicitante en materia tributaria y de 
Seguridad Social.

7. Igualmente se valorará el esfuerzo de integración del extranjero acreditado mediante 
el informe positivo de la Comunidad Autónoma de su lugar de residencia.

Dicho esfuerzo de integración podrá ser alegado por el extranjero como información a 
valorar en caso de no acreditar el cumplimiento de alguno de los requisitos previstos para la 
renovación de la autorización.

El informe tendrá como contenido mínimo la certificación, en su caso, de la participación 
activa del extranjero en acciones formativas destinadas al conocimiento y respeto de los 
valores constitucionales de España, los valores estatutarios de la Comunidad Autónoma en 
que se resida, los valores de la Unión Europea, los derechos humanos, las libertades 
públicas, la democracia, la tolerancia y la igualdad entre mujeres y hombres, así como el 
aprendizaje de las lenguas oficiales del lugar de residencia. En este sentido, la certificación 
hará expresa mención al tiempo de formación dedicado a los ámbitos señalados.

El informe tendrá en consideración las acciones formativas desarrolladas por entidades 
privadas debidamente acreditadas o por entidades públicas.

8. Las solicitudes de renovación de los familiares reagrupados se presentarán y se 
tramitarán conjuntamente con la del reagrupante, salvo causa que lo justifique.

9. Se entenderá que la resolución es favorable en el supuesto de que la Administración 
no resuelva expresamente en el plazo de tres meses desde la presentación de la solicitud.

10. La resolución favorable se notificará al interesado.
11. La autorización de residencia por reagrupación familiar renovada se extenderá hasta 

la misma fecha que la autorización de que sea titular el reagrupante en el momento de la 
renovación. Esta autorización habilitará para trabajar por cuenta ajena y por cuenta propia.

CAPÍTULO III
Residencia temporal y trabajo por cuenta ajena

[ . . . ]
Artículo 71.  Renovación de las autorizaciones de residencia temporal y trabajo por cuenta 
ajena.

1. La renovación de las autorizaciones de residencia temporal y trabajo por cuenta ajena 
deberá solicitarse, en modelo oficial, durante los sesenta días naturales previos a la fecha de 
expiración de la vigencia de su autorización. La presentación de la solicitud en este plazo 
prorrogará la validez de la autorización anterior hasta la resolución del procedimiento. 
También se prorrogará hasta la resolución del procedimiento en el supuesto en que la 
solicitud se presentase dentro de los noventa días naturales posteriores a la fecha en que 
hubiera finalizado la vigencia de la anterior autorización, sin perjuicio de la incoación del 
correspondiente procedimiento sancionador por la infracción en la que se hubiese incurrido.

2. La autorización de residencia y trabajo por cuenta ajena se renovará a su expiración 
en los siguientes supuestos:

a) Cuando se acredite la continuidad en la relación laboral que dio lugar a la concesión 
de la autorización cuya renovación se pretende.

b) Cuando el trabajador haya tenido un periodo de actividad laboral de al menos tres 
meses por año, y el trabajador se encuentre en alguna de las siguientes circunstancias:

1.º Haya suscrito un contrato de trabajo con un nuevo empleador acorde con las 
características de su autorización para trabajar, y figure en situación de alta o asimilada al 
alta en el momento de solicitar la renovación.

2.º Disponga de un nuevo contrato que reúna los requisitos establecidos en el artículo 64 
y con inicio de vigencia condicionado a la concesión de renovación.
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3.º Que la relación laboral que dio lugar a la autorización cuya renovación se pretende se 
interrumpió por causas ajenas a su voluntad, y que ha buscado activamente empleo, 
mediante su inscripción en el Servicio Público de Empleo competente como demandante de 
empleo.

c) Cuando el trabajador se encuentre en alguna de las situaciones previstas en el 
artículo 38.6 b) y c) de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero.

d) De acuerdo con el artículo 38.6.d) de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, cuando:
1.º El trabajador acredite que se ha encontrado trabajando y en alta en el régimen 

correspondiente de la Seguridad Social durante un mínimo de nueve meses en un periodo 
de doce, o de dieciocho meses en un periodo de veinticuatro, siempre que su última relación 
laboral se hubiese interrumpido por causas ajenas a su voluntad y haya buscado 
activamente empleo.

2.º El cónyuge cumpliera con los requisitos económicos para reagrupar al trabajador. Se 
procederá igualmente a la renovación, cuando el requisito sea cumplido por la persona con 
la que el extranjero mantenga una relación de análoga afectividad a la conyugal en los 
términos previstos en materia de reagrupación familiar.

3.º En los supuestos de extinción del contrato de trabajo o suspensión de la relación 
laboral como consecuencia de que la trabajadora sea víctima de violencia de género.

3. Junto con la solicitud de renovación deberán presentarse los documentos acreditativos 
de que se reúnen las condiciones para su concesión, de acuerdo con lo establecido en el 
apartado anterior, así como informe emitido por la autoridades autonómicas competentes 
que acredite la escolarización de los menores a su cargo en edad de escolarización 
obligatoria.

4. En caso de que a partir de la documentación presentada junto a la solicitud no quede 
acreditada la escolarización de los menores en edad de escolarización obligatoria que estén 
a cargo del solicitante, la Oficina de Extranjería pondrá esta circunstancia en conocimiento 
de las autoridades educativas competentes, y advertirá expresamente y por escrito al 
extranjero solicitante de que en caso de no producirse la escolarización y presentarse el 
correspondiente informe en el plazo de treinta días, la autorización no será renovada.

5. Para la renovación de la autorización se valorará, en su caso, previa solicitud de oficio 
de los respectivos informes:

a) Que el extranjero haya cumplido la condena, haya sido indultado o se halle en 
situación de remisión condicional de la pena o de suspensión de la pena.

b) Que el extranjero haya incumplido sus obligaciones en materia tributaria y de 
Seguridad Social.

6. Igualmente se valorará el esfuerzo de integración del extranjero acreditado mediante 
el informe positivo de la Comunidad Autónoma de su lugar de residencia.

Dicho esfuerzo de integración podrá ser alegado por el extranjero como información a 
valorar en caso de no acreditar el cumplimiento de alguno de los requisitos previstos para la 
renovación de la autorización.

El informe tendrá como contenido mínimo la certificación, en su caso, de la participación 
activa del extranjero en acciones formativas destinadas al conocimiento y respeto de los 
valores constitucionales de España, los valores estatutarios de la Comunidad Autónoma en 
que se resida, los valores de la Unión Europea, los derechos humanos, las libertades 
públicas, la democracia, la tolerancia y la igualdad entre mujeres y hombres, así como el 
aprendizaje de las lenguas oficiales del lugar de residencia. En este sentido, la certificación 
hará expresa mención al tiempo de formación dedicado a los ámbitos señalados.

El informe tendrá en consideración las acciones formativas desarrolladas por entidades 
privadas debidamente acreditadas o por entidades públicas.

7. Los descubiertos en la cotización a la Seguridad Social no impedirán la renovación de 
la autorización, siempre que se acredite la realización habitual de la actividad. El órgano 
competente pondrá en conocimiento de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social la 
situación de descubierto de cotización, a los efectos de que se lleven a cabo las actuaciones 
que procedan.
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8. Será causa de denegación de las solicitudes de renovación, además del 
incumplimiento de algunos de los requisitos previstos en este artículo, la concurrencia de 
alguno de los supuestos de denegación previstos en el artículo 69 de este Reglamento, 
excepto el relativo a que la situación nacional de empleo permita la contratación.

9. Transcurrido el plazo de tres meses para resolver sobre una solicitud de renovación de 
autorización de residencia y trabajo por cuenta ajena, ésta se entenderá estimada. El órgano 
competente para conceder la autorización vendrá obligada, previa solicitud por parte del 
interesado, a expedir el certificado que acredite la renovación por este motivo y, en el plazo 
de un mes desde la notificación del mismo, su titular deberá solicitar la expedición de la 
Tarjeta de Identidad de Extranjero.

[ . . . ]
Artículo 73.  Definición.

(Derogado)

Artículo 74.  Autorización de residencia temporal y trabajo para investigación.
(Derogado)

Artículo 75.  Convenio de acogida.
(Derogado)

Artículo 76.  Requisitos para la concesión de la autorización de residencia temporal y 
trabajo para investigación.

(Derogado)

Artículo 77.  Procedimiento.
(Derogado)

Artículo 78.  Procedimiento en el caso de traspaso de competencias ejecutivas en materia 
de autorización inicial de trabajo para investigación a Comunidades Autónomas.

(Derogado)

Artículo 79.  Denegación de las autorizaciones de residencia temporal y trabajo para 
investigación.

(Derogado)

Artículo 80.  Requisitos para la obtención del visado de investigación.
(Derogado)

Artículo 81.  Efectos del visado de investigación.
(Derogado)

Artículo 82.  Renovación de la autorización de residencia temporal y trabajo para 
investigación.

(Derogado)

Artículo 83.  Familiares de los investigadores extranjeros.
(Derogado)
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Artículo 84.  Movilidad de los extranjeros admitidos como investigadores en Estados 
miembros de la Unión Europea.

(Derogado)

[ . . . ]
Artículo 85.  Definición.

(Derogado)

Artículo 86.  Autorización de residencia y trabajo de profesionales altamente cualificados 
titulares de una Tarjeta azul-UE.

(Derogado)

Artículo 87.  Requisitos.
(Derogado)

Artículo 88.  Procedimiento.
(Derogado)

Artículo 89.  Procedimiento en el caso de traspaso de competencias ejecutivas en materia 
de autorización inicial de trabajo de profesionales altamente cualificados a Comunidades 
Autónomas.

(Derogado)

Artículo 90.  Denegación de las autorizaciones de residencia temporal y trabajo de 
profesionales altamente cualificados.

(Derogado)

Artículo 91.  Visado de residencia y trabajo.
(Derogado)

Artículo 92.  Tarjeta de Identidad de Extranjero.
(Derogado)

Artículo 93.  Renovación de las autorizaciones de residencia y trabajo de profesionales 
altamente cualificados.

(Derogado)

Artículo 94.  Familiares de profesionales altamente cualificados.
(Derogado)

Artículo 95.  Movilidad de los trabajadores extranjeros titulares de una Tarjeta azul-UE 
expedida en otro Estado miembro de la Unión Europea.

(Derogado)

Artículo 96.  Movilidad de los familiares de los trabajadores extranjeros titulares de una 
Tarjeta azul-UE expedida en otro Estado miembro de la Unión Europea.

(Derogado)

[ . . . ]
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CAPÍTULO VII
Residencia temporal y trabajo por cuenta propia

[ . . . ]
Artículo 109.  Renovación de la autorización de residencia y trabajo por cuenta propia.

1. La autorización de residencia y trabajo por cuenta propia podrá ser renovada, a su 
expiración:

a) Cuando se acredite la continuidad en la actividad que dio lugar a la autorización que 
se renueva, previa comprobación de oficio del cumplimiento de sus obligaciones tributarias y 
de Seguridad Social.

Los descubiertos en la cotización a la Seguridad Social no impedirán la renovación de la 
autorización, siempre que se acredite la realización habitual de la actividad. El órgano 
competente pondrá en conocimiento de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social la 
situación de descubierto de cotización, a los efectos de que se lleven a cabo las actuaciones 
que procedan.

b) Cuando el cónyuge cumpliera con los requisitos económicos para reagrupar al 
trabajador. Se procederá igualmente a la renovación cuando el requisito sea cumplido por la 
persona con la que el extranjero mantenga una relación de análoga afectividad a la conyugal 
en los términos previstos en materia de reagrupación familiar.

c) Cuando por el órgano gestor competente, conforme a la normativa sobre la materia, 
se hubiera reconocido al extranjero trabajador autónomo la protección por cese de actividad.

2. El extranjero que desee renovar su autorización de residencia y trabajo por cuenta 
propia deberá dirigir su solicitud al órgano competente para su tramitación, durante los 
sesenta días naturales previos a la fecha de expiración de la vigencia de su autorización. La 
presentación de la solicitud en este plazo prorroga la validez de la autorización anterior hasta 
la resolución del procedimiento. También se prorrogará hasta la resolución del procedimiento 
en el supuesto de que la solicitud se presentase dentro de los noventa días naturales 
posteriores a la fecha en que hubiera finalizado la vigencia de la anterior autorización, sin 
perjuicio de la incoación del correspondiente procedimiento sancionador por la infracción en 
la que se hubiese incurrido.

3. A la solicitud, en modelo oficial, deberá acompañar la documentación que acredite que 
sigue cumpliendo los requisitos que se exigen para la concesión inicial o, en su caso, de que 
concurre alguno de los supuestos previstos en los puntos b) y c) del apartado 1 de este 
artículo. En todo caso, la solicitud irá acompañada de informe emitido por las autoridades 
autonómicas competentes que acredite la escolarización de los menores a su cargo en edad 
de escolarización obligatoria.

4. En caso de que a partir de la documentación presentada junto a la solicitud no quede 
acreditada la escolarización de los menores en edad de escolarización obligatoria que estén 
a cargo del solicitante, la Oficina de Extranjería pondrá esta circunstancia en conocimiento 
de las autoridades educativas competentes, y advertirá expresamente y por escrito al 
extranjero solicitante de que en caso de no producirse la escolarización y presentarse el 
correspondiente informe en el plazo de treinta días, la autorización no será renovada.

5. La oficina competente para la tramitación del procedimiento comprobará de oficio la 
información sobre que el interesado está al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones 
tributarias y de Seguridad Social, así como recabará el certificado de antecedentes penales y 
resolverá.

Se valorará, en función de las circunstancias de cada supuesto, la posibilidad de renovar 
la autorización de residencia y trabajo a los extranjeros que hubieran sido condenados por la 
comisión de un delito y hayan cumplido la condena, los que han sido indultados o que se 
encuentren en la situación de remisión condicional de la pena.

6. Igualmente se valorará el esfuerzo de integración del extranjero acreditado mediante 
el informe positivo de la Comunidad Autónoma de su lugar de residencia.

Dicho esfuerzo de integración podrá ser alegado por el extranjero como información a 
valorar en caso de no acreditar el cumplimiento de alguno de los requisitos previstos para la 
renovación de la autorización.
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El informe tendrá como contenido mínimo la certificación, en su caso, de la participación 
activa del extranjero en acciones formativas destinadas al conocimiento y respeto de los 
valores constitucionales de España, los valores estatutarios de la Comunidad Autónoma en 
que se resida, los valores de la Unión Europea, los derechos humanos, las libertades 
públicas, la democracia, la tolerancia y la igualdad entre mujeres y hombres, así como el 
aprendizaje de las lenguas oficiales del lugar de residencia. En este sentido, la certificación 
hará expresa mención al tiempo de formación dedicado a los ámbitos señalados.

El informe tendrá en consideración las acciones formativas desarrolladas por entidades 
privadas debidamente acreditadas o por entidades públicas.

7. La autorización de residencia y trabajo por cuenta propia renovada tendrá una 
vigencia de cuatro años, salvo que corresponda una autorización de residencia de larga 
duración, y habilitará a trabajar por cuenta ajena y por cuenta propia. Los efectos de la 
autorización renovada se retrotraerán al día inmediatamente siguiente al de la caducidad de 
la autorización anterior.

8. Se entenderá que la resolución es favorable en el supuesto de que la Administración 
no resuelva expresamente en el plazo de tres meses desde la presentación de la solicitud. El 
órgano competente para conceder la autorización vendrá obligado a expedir el certificado 
que acredite la renovación por este motivo y, en el plazo de un mes desde su notificación, su 
titular deberá solicitar la renovación de la Tarjeta de Identidad de Extranjero.

[ . . . ]
TÍTULO V

Residencia temporal por circunstancias excepcionales

CAPÍTULO I
Residencia temporal por circunstancias excepcionales por arraigo, protección 
internacional, razones humanitarias, colaboración con autoridades, seguridad 

nacional o interés público

[ . . . ]
Artículo 124.  Autorización de residencia temporal por razones de arraigo.

Se podrá conceder una autorización de residencia por razones de arraigo laboral, social, 
familiar o para la formación cuando se cumplan los siguientes requisitos:

1. Por arraigo laboral, podrán obtener una autorización los extranjeros que acrediten la 
permanencia continuada en España durante un periodo mínimo de dos años, siempre que 
carezcan de antecedentes penales en España y en su país de origen o en el país o países 
en que haya residido durante los últimos cinco años, que demuestren la existencia de 
relaciones laborales cuya duración no sea inferior a seis meses, y que se encuentren en 
situación de irregularidad en el momento de la solicitud.

A los efectos de acreditar la relación laboral y su duración, el interesado deberá 
presentar cualquier medio de prueba que acredite la existencia de una relación laboral previa 
realizada en situación legal de estancia o residencia. A estos efectos se acreditará la 
realización, en los últimos 2 años, de una actividad laboral que suponga, en el caso de 
actividad por cuenta ajena, como mínimo una jornada de 30 horas semanales en el periodo 
de 6 meses o de 15 horas semanales en un periodo de 12 meses, y en el caso del trabajo 
por cuenta propia, una actividad continuada de, al menos, seis meses.

2. Por arraigo social, podrán obtener una autorización los extranjeros que acrediten la 
permanencia continuada en España durante un periodo mínimo de tres años.

Además, deberá cumplir, de forma acumulativa, los siguientes requisitos:
a) Carecer de antecedentes penales en España y en su país de origen o en el país o 

países en que haya residido durante los últimos cinco años.
b) Contar con un contrato de trabajo firmado por el trabajador y el empresario que 

garantice al menos el salario mínimo interprofesional o el salario establecido, en su caso, en 
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el convenio colectivo aplicable, en el momento de la solicitud, y cuya suma debe representar 
una jornada semanal no inferior a treinta horas en el cómputo global y garantizar al menos el 
salario mínimo interprofesional. El contrato podrá tener una duración de mínimo 20 horas en 
los casos que se acredite tener a cargo menores o personas que precisen medidas de apoyo 
para el ejercicio de su capacidad jurídica. Podrá presentarse más de un contrato de trabajo 
en los siguientes supuestos:

1.º En el caso del sector agrario, cabrá la presentación de dos o más contratos, con 
distintos empleadores y concatenados, cada uno de ellos.

2.º En el caso de desarrollo de actividades en una misma o distinta ocupación, 
trabajando parcialmente y de manera simultánea para más de un empleador, se admitirá la 
presentación de varios contratos.

c) Tener vínculos familiares con otros extranjeros residentes o presentar un informe de 
arraigo que acredite su integración social, emitido por la Comunidad Autónoma en cuyo 
territorio tengan su domicilio habitual.

A estos efectos, los vínculos familiares se entenderán referidos exclusivamente a los 
cónyuges o parejas de hecho registradas, ascendientes y descendientes en primer grado y 
línea directa.

El informe de arraigo social, que deberá ser emitido y notificado al interesado en el plazo 
máximo de treinta días desde su solicitud, hará constar, entre otros factores de arraigo que 
puedan acreditarse por las diferentes Administraciones competentes, el tiempo de 
permanencia del interesado en su domicilio habitual, en el que deberá estar empadronado, 
los medios económicos con los que cuente, los vínculos con familiares residentes en 
España, y los esfuerzos de integración a través del seguimiento de programas de inserción 
sociolaborales y culturales. Simultáneamente y por medios electrónicos, la Comunidad 
Autónoma deberá dar traslado del informe a la Oficina de Extranjería competente.

A dichos efectos, el órgano autonómico competente podrá realizar consulta al 
Ayuntamiento donde el extranjero tenga su domicilio habitual sobre la información que pueda 
constar al mismo.

El informe de arraigo referido anteriormente podrá ser emitido por la Corporación local en 
la que el extranjero tenga su domicilio habitual, cuando así haya sido establecido por la 
Comunidad Autónoma competente, siempre que ello haya sido previamente puesto en 
conocimiento de la Secretaría de Estado de Migraciones.

El informe de la Corporación local habrá de ser emitido y notificado al interesado en el 
plazo de treinta días desde la fecha de la solicitud. Simultáneamente y por medios 
electrónicos, la Corporación local deberá dar traslado del informe a la Oficina de Extranjería 
competente.

El órgano que emita el informe podrá recomendar que se exima al extranjero de la 
necesidad de contar con un contrato de trabajo, siempre y cuando acredite que cuenta con 
medios económicos suficientes que supongan, al menos, el 100% de la cuantía de la renta 
garantizada del Ingreso Mínimo Vital con carácter anual. En caso de cumplirse los requisitos 
previstos en el artículo 105.3 de este Reglamento, se podrá alegar que los medios 
económicos derivan de una actividad desarrollada por cuenta propia.

En caso de que el informe no haya sido emitido en plazo, circunstancia que habrá de ser 
debidamente acreditada por el interesado, podrá justificarse este requisito por cualquier 
medio de prueba.

3. Por arraigo familiar:
a) Cuando se trate de padre o madre, o tutor, de un menor de nacionalidad española, 

siempre que la persona progenitora o tutora solicitante tenga a cargo al menor y conviva con 
éste o esté al corriente de las obligaciones paternofiliales respecto al mismo. Asimismo, 
cuando se trate de persona que preste apoyo a la persona con discapacidad de nacionalidad 
española para el ejercicio de su capacidad jurídica, siempre que la persona solicitante que 
presta dicho apoyo tenga a cargo a la persona con discapacidad y conviva con ella. En este 
supuesto se concederá una autorización por cinco años que habilita a trabajar por cuenta 
ajena y por cuenta propia.
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b) Cuando se trate del cónyuge o pareja de hecho acreditada de ciudadano o ciudadana 
de nacionalidad española. También cuando se trate de ascendientes mayores de 65 años, o 
menores de 65 años a cargo, descendientes menores de 21 años, o mayores de 21 años a 
cargo, de ciudadano o ciudadana de nacionalidad española, o de su cónyuge o pareja de 
hecho. Se concederá una autorización por cinco años que habilita a trabajar por cuenta 
ajena y propia.

c) Cuando se trate de hijos de padre o madre que hubieran sido originariamente 
españoles.

4. Por arraigo para la formación, podrán obtener una autorización de residencia, por un 
periodo de doce meses, los extranjeros que acrediten la permanencia continuada en España 
durante un periodo mínimo de dos años. Además, deberán cumplir, de forma acumulativa, 
los siguientes requisitos:

a) Carecer de antecedentes penales en España y en su país de origen o en el país o 
países en que haya residido durante los últimos cinco años.

b) Comprometerse a realizar una formación reglada para el empleo o a obtener un 
certificado de profesionalidad, o una formación conducente a la obtención de la certificación 
de aptitud técnica o habilitación profesional necesaria para el ejercicio de una ocupación 
específica o una promovida por los Servicios Públicos de Empleo y orientada al desempeño 
de ocupaciones incluidas en el Catálogo al que se refiere el artículo 65.1, o bien, en el 
ámbito de la formación permanente de las universidades, comprometerse a la realización de 
cursos de ampliación o actualización de competencias y habilidades formativas o 
profesionales así como de otras enseñanzas propias de formación permanente. A estos 
efectos, la matriculación deberá haberse realizado en un plazo de tres meses desde la 
notificación de la resolución de concesión de la autorización de residencia.

El solicitante deberá aportar acreditación de dicha matriculación en un plazo de tres 
meses desde la notificación de la resolución de concesión de la autorización. En caso 
contrario, la Oficina de Extranjería podrá extinguir dicha autorización. En los casos que la 
matriculación esté supeditada a periodos concretos de matriculación, deberá remitir a la 
Oficina de Extranjería prueba de la matrícula en un periodo máximo de tres meses desde la 
finalización de dicho plazo.

Esta autorización de residencia podrá ser prorrogada una única vez por otro período de 
doce meses en los casos que la formación tenga una duración superior a doce meses o su 
duración exceda la vigencia de la primera autorización concedida.

Una vez superada la formación, y durante la vigencia de la autorización de residencia, el 
interesado presentará la solicitud de autorización de residencia y trabajo ante la Oficina de 
Extranjería junto con un contrato de trabajo firmado por el trabajador y el empresario que 
garantice al menos el salario mínimo interprofesional, o el establecido por el convenio 
colectivo de aplicación, en el momento de la solicitud, y prueba de haber superado la 
formación prevista en la solicitud de residencia. La Oficina de Extranjería concederá en estos 
casos una autorización de dos años que habilitará a trabajar.

5. Por Orden del titular del Ministerio de la Presidencia, Relaciones con las Cortes y 
Memoria Democrática, a propuesta de los titulares de los Ministerios del Interior, de Inclusión 
Seguridad Social y Migraciones, y de Trabajo y Economía Social y previo informe de la 
Comisión Laboral Tripartita de Inmigración, se podrá determinar la aplicación de la situación 
nacional de empleo a las solicitudes de autorización de residencia temporal por razones de 
arraigo social.

[ . . . ]
Artículo 178.  Ámbito de aplicación.

(Derogado)

Artículo 179.  Tipos de autorización.
(Derogado)
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Artículo 180.  Particularidades del procedimiento y documentación.
(Derogado)

Artículo 181.  Familiares.
(Derogado)

[ . . . ]
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§ 26

Real Decreto 1155/2024, de 19 de noviembre, por el que se aprueba 
el Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre 
derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración 

social. [Inclusión parcial]

Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes
«BOE» núm. 280, de 20 de noviembre de 2024

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2024-24099

[ . . . ]
Disposición transitoria tercera.  Autorizaciones de residencia temporal por razones de 
arraigo familiar o tarjetas de residencia de familiar de ciudadanos de la Unión.

Las personas extranjeras que, con ocasión de un vínculo familiar con una persona de 
nacionalidad española, sean titulares de autorizaciones de residencia temporal por razones 
de arraigo familiar o de tarjetas de residencia de familiar de ciudadano de la Unión Europea 
que se encuentren vigentes a la fecha de entrada en vigor del Reglamento de la Ley 
Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España 
y su integración social, conservarán la residencia mientras cumplan las condiciones del 
capítulo VII del título IV, sin que sea necesario presentar la solicitud de autorización de 
residencia temporal de familiares de personas con nacionalidad española.

Disposición transitoria cuarta.  Familiares de personas con nacionalidad española de las 
letras d) y e) del artículo 94.1.

Cuando las personas extranjeras contempladas en las letras d) y e) del artículo 94.1 de 
este reglamento tuvieran el vínculo familiar y se encontrasen en territorio nacional a la fecha 
de publicación del Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y 
libertades de los extranjeros en España y su integración social podrán, excepcionalmente, 
solicitar la autorización de residencia temporal prevista en el capítulo VII del título IV en el 
plazo de los seis meses siguientes a la fecha de entrada en vigor.

[ . . . ]
TÍTULO II
Visados

[ . . . ]
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CAPÍTULO IV
Visados de larga duración

[ . . . ]
Sección 2.ª Visados de residencia

Artículo 37.  Visado de residencia.
1. El visado de residencia habilita a su titular para presentarse en un paso fronterizo 

habilitado a tal efecto con el fin de solicitar la entrada en el territorio español con fines de 
residencia por una duración superior a noventa días naturales.

2. El visado podrá expedirse por una duración igual a la de la autorización de residencia 
correspondiente, con el límite máximo de un año en el caso de que la autorización se 
conceda por un periodo superior, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 208.

Como excepción a lo establecido en el párrafo anterior, en el caso de que el visado se 
expida sobre la base de una autorización de residencia y trabajo para actividades de 
temporada, el visado podrá expedirse por la duración del periodo de actividad anual 
autorizado.

3. Una vez en España, el visado autorizará al extranjero a permanecer en España en 
situación de residencia, sin perjuicio de la obligación, para periodos de residencia superiores 
a seis meses, de obtener la Tarjeta de Identificación del Extranjero, que deberá solicitar 
personalmente ante la Comisaría de Policía competente en el plazo de un mes desde su 
entrada en España.

Artículo 38.  Requisitos para obtener el visado de residencia.
Serán requisitos para la concesión del visado de residencia:
a) Que la persona extranjera aporte el impreso de solicitud, debidamente cumplimentado 

y firmado.
b) No encontrarse irregularmente en territorio español.
c) No figurar como rechazable en el espacio territorial de países con los que España 

tenga firmado un convenio en tal sentido.
d) Que la persona extranjera aporte pasaporte o título de viaje en vigor, reconocido como 

válido en España, con una vigencia mínima de un año.
e) En el caso de que la persona solicitante sea mayor de edad penal, carecer de 

antecedentes penales en los países donde haya residido durante los últimos cinco años por 
delitos previstos en el ordenamiento español.

f) Que la persona extranjera sea titular de una autorización inicial de residencia y/o 
trabajo, cuando esto sea exigible.

g) Que la persona extranjera cumpla los requisitos específicos relativos al visado 
establecidos en el procedimiento para cada tipo de autorización.

h) Que la persona extranjera haya abonado la tasa por tramitación del visado.
i) Que la persona extranjera aporte certificado médico con el fin de acreditar que no 

padece ninguna de las enfermedades que pueden tener repercusiones de salud pública 
graves de conformidad con lo dispuesto en el Reglamento Sanitario Internacional de 2005.

Artículo 39.  Procedimiento de tramitación de los visados de residencia temporal no 
lucrativa, de residencia temporal y trabajo por cuenta propia y de residencia temporal con 
excepción de la autorización de trabajo.

1. La solicitud de visado de residencia temporal no lucrativa, de residencia temporal y 
trabajo por cuenta propia y de residencia temporal con excepción de la autorización de 
trabajo conllevará la solicitud de la correspondiente autorización de residencia temporal y 
deberá ser acompañada de la documentación que acredite el cumplimiento de los requisitos 
generales previstos en el artículo 38, con excepción del previsto en la letra f), y del 
cumplimiento de los requisitos específicos de cada autorización.

En los supuestos previstos en el artículo 88 cuando la duración prevista de la actividad 
no sea superior a noventa días naturales en cualquier periodo de ciento ochenta días 
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naturales, la persona extranjera, cualquiera que sea su nacionalidad, deberá solicitar el 
correspondiente visado de estancia de corta duración ante la oficina consular española 
competente. En estos casos el procedimiento aplicable será el previsto para la tramitación de 
visados de estancia de corta duración, debiendo acreditar la persona extranjera que reúne 
las condiciones para su inclusión en uno de los supuestos descritos en el artículo anterior.

2. La oficina consular valorará el cumplimiento de los requisitos previstos en el artículo 
38 y, en el caso de los visados de residencia temporal no lucrativa, los requisitos específicos 
previstos en el artículo 61.2 a) y b).

3. La oficina de extranjería valorará los requisitos específicos establecidos para la 
autorización correspondiente:

a) En el caso de las autorizaciones de residencia temporal no lucrativa, los requisitos 
específicos previstos en el artículo 61.2 c) y d).

b) En el caso de las autorizaciones de residencia temporal y trabajo por cuenta propia, 
los requisitos específicos previstos en el artículo 84.

c) En el caso de las autorizaciones de residencia temporal con excepción de la 
autorización de trabajo, los requisitos específicos previstos en el artículo 89.

4. Recibida la comunicación de la oficina consular el órgano competente resolverá sobre 
la autorización de forma motivada.

5. La oficina consular resolverá y expedirá, en su caso, el visado de residencia en el 
plazo máximo de un mes desde la recepción de la resolución favorable sobre la autorización 
de residencia. El visado incorporará la autorización de residencia.

Artículo 40.  Procedimiento de tramitación de los visados de residencia temporal por 
reagrupación familiar, de residencia temporal y trabajo por cuenta ajena y de residencia para 
actividades de temporada.

1. La solicitud de visado de residencia temporal por reagrupación familiar, de residencia 
temporal y trabajo por cuenta ajena y de residencia para actividades de temporada deberá 
presentarse por la persona extranjera personalmente o mediante representación, 
acompañarse de la documentación que acredite el cumplimiento de los requisitos generales 
previstos en el artículo 38 y dentro de los plazos siguientes:

a) En el caso de los visados de residencia temporal por reagrupación familiar, la solicitud 
deberá ser presentada en el plazo de dos meses desde la notificación de la concesión de la 
autorización al reagrupante junto con la documentación original que acredite los vínculos 
familiares o de parentesco o de la existencia de la unión de hecho y, en su caso, la edad y la 
dependencia legal.

b) En el caso de los visados de residencia temporal y trabajo por cuenta ajena y 
residencia para actividades de temporada, la solicitud deberá ser presentada en el plazo de 
un mes desde la notificación de la concesión de la autorización al empleador interesado.

2. La oficina consular valorará el cumplimiento de los requisitos del artículo 38 y, en el 
caso de los visados de residencia temporal por reagrupación familiar, la documentación 
original que acredite los vínculos familiares o de parentesco o de la existencia de la unión de 
hecho y, en su caso, la edad y la dependencia legal.

3. La oficina consular resolverá y expedirá, en su caso, el visado en el plazo máximo de 
un mes desde la presentación de la solicitud de visado.

4. En los procedimientos de gestión de contratación colectiva en origen, una vez recibida 
la notificación de la resolución de concesión de la autorización, el empleador, la organización 
empresarial o sus representantes acreditados deberán presentar ante la oficina consular 
española competente las solicitudes de visado de todas las personas trabajadoras de forma 
conjunta y acompañada de la documentación que acredite el cumplimiento de los requisitos 
del artículo 38.

El visado se emitirá, en su caso, en el plazo abreviado que se establezca en la orden 
ministerial por la que se apruebe la gestión colectiva de contrataciones en origen.
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Artículo 41.  Visado de residencia de familiares de personas con nacionalidad española.
1. La solicitud del visado de residencia de familiares de ciudadanos españoles se 

tramitará conforme al procedimiento establecido.
2. En el supuesto previsto en el artículo 97.1.a) para los visados de residencia de 

familiares de personas con nacionalidad española, la solicitud deberá ser presentada en el 
plazo de un mes desde la notificación de la concesión de la autorización al ciudadano 
español junto con la documentación que acredite el cumplimiento de los requisitos generales 
previstos en el artículo 38, salvo el previsto en el artículo 38.h), y con la documentación 
original que acredite los vínculos familiares o de parentesco o de la existencia de la unión de 
hecho y, en su caso, la edad y la dependencia legal.

La oficina consular verificará el cumplimiento de los requisitos señalados en el párrafo 
anterior, y resolverá y expedirá, en su caso, el visado en el plazo máximo de quince días 
desde la presentación de la solicitud.

3. En el supuesto previsto en el artículo 97.1.b) para los visados de residencia de 
familiares de personas con nacionalidad española, la solicitud de visado deberá presentarse 
ante la oficina consular junto con la documentación que acredite el cumplimiento de los 
requisitos previstos en el artículo 96 y en el artículo 38, salvo el previsto en el 38.h) así como 
con la documentación original que acredite los vínculos familiares o de parentesco o de la 
existencia de la unión de hecho y, en su caso, la edad y la dependencia legal.

La solicitud del visado conllevará la solicitud de la autorización de residencia de 
familiares de personas con nacionalidad española.

Recibida la solicitud, la oficina consular requerirá por medios electrónicos la resolución 
de la oficina de extranjería competente sobre la autorización de residencia.

La oficina de extranjería valorará los requisitos establecidos en el artículo 96 y resolverá 
sobre la autorización de residencia en el plazo máximo de dos meses desde la recepción de 
la comunicación de la oficina consular. Transcurrido este plazo sin respuesta, se entenderá 
que la solicitud ha sido desestimada.

Si la resolución sobre la autorización de residencia es favorable, la oficina consular 
verificará el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 38, salvo el previsto en 
el artículo 38.h), así como con la documentación original que acredite los vínculos familiares 
o de parentesco o de la existencia de la unión de hecho y, en su caso, la edad y la 
dependencia legal, y resolverá y expedirá, en su caso, el visado de residencia en el plazo 
máximo de quince días desde la recepción de la resolución favorable de residencia.

En caso de que la resolución sobre la autorización de residencia sea desfavorable, se 
estará a lo dispuesto en el apartado 10 del artículo 28.

[ . . . ]
TÍTULO III

La estancia en España

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Autorización de estancia de larga duración por estudios, movilidad de 
alumnos, servicios de voluntariado o actividades formativas

Artículo 52.  Definición.
1. Será titular de una autorización de estancia de larga duración por estudios, movilidad 

de alumnos, servicios de voluntariado o actividades formativas la persona extranjera que 
haya sido habilitada a permanecer en España por un periodo superior a noventa días 
naturales con el fin de llevar a cabo alguna de las siguientes actividades:

a) Realización de estudios superiores, como actividad principal, en una institución o 
centro de enseñanza superior reconocido en España, en el marco de un programa a tiempo 
completo, que conduzca a la obtención de un título de educación superior reconocido.
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Se entenderá por título de educación superior reconocido aquel expedido por una 
institución o centro de enseñanza superior reconocido en España.

Los estudios superiores son aquellos estudios, universitarios o no, que conduzcan a la 
obtención de los títulos que se corresponden con los niveles y cualificaciones fijados en el 
Real Decreto 1027/2011, de 15 de julio, por el que se establece el Marco Español de 
Cualificaciones para la Educación Superior. Asimismo, a los efectos de este apartado, se 
incluirán también los estudios universitarios conducentes a los títulos propios que, en 
ejercicio de su autonomía y de lo previsto en la normativa universitaria, en su caso impartan 
las instituciones de educación superior reconocidas, y, además, quedarán incluidos los 
títulos de Máster de Formación Profesional previstos en el Real Decreto 659/2023, de 18 de 
julio, por el que se desarrolla la ordenación del Sistema de Formación Profesional.

Los estudios superiores a que se refiere el párrafo anterior podrán incluir, en su caso, la 
realización de un curso preparatorio a dichos estudios, así como las prácticas de formación 
obligatorias, que tendrán igualmente la consideración de estudios superiores. Tendrán la 
condición de curso preparatorio los cursos cero o de otro tipo que pueda ofrecer la institución 
de enseñanza superior a las personas estudiantes ya admitidas y que sean previos al inicio 
oficial de los estudios.

Los estudios universitarios se podrán cursar en modalidad presencial o híbrida conforme 
a lo establecido en los planes de estudios correspondientes y en aplicación de la normativa 
vigente en materia de universidades. El resto de los estudios superiores se podrán realizar 
en modalidad presencial o híbrida conforme a la normativa vigente en materia de educación, 
siempre que, al menos, el 50 por ciento de la programación impartida sea presencial.

Se entenderá por institución o centro de enseñanza superior reconocido en España los 
centros o instituciones que estén acreditados como tales o adscritos a un centro reconocido, 
así como aquellos inscritos como tal en el Registro de Instituciones y Centros de Enseñanza 
Superior. A estos efectos se podrá proceder a la comprobación de la inscripción de la 
institución o del centro, según corresponda, en el Registro de Universidades, Centros y 
Títulos (RUCT), en el Registro estatal de centros docentes no universitarios, en el Registro 
de Instituciones y Centros de Enseñanza Superior o en los registros oficiales 
correspondientes.

El presente apartado se aplicará también a las personas estudiantes que realicen sus 
estudios en instituciones o centros de enseñanza superior de carácter internacional que 
estén radicados y autorizados en España, siempre que dichos estudios conduzcan a la 
obtención de un título de educación superior reconocido en otros Estados.

b) Realización de estudios de educación secundaria postobligatoria en un centro de 
enseñanza autorizado en España, en el marco de un programa a tiempo completo, que 
conduzcan a la obtención de un título reconocido.

La definición de educación secundaria postobligatoria se entenderá según disponga la 
normativa sectorial correspondiente.

Se entenderá por título reconocido aquel expedido por un centro de enseñanza 
autorizado en España.

Se entenderá por centro de enseñanza autorizado en España aquel acreditado a nivel 
estatal o a nivel autonómico. A estos efectos el centro de enseñanza deberá figurar inscrito 
en el Registro estatal de centros docentes no universitarios o en los registros oficiales 
correspondientes.

Los estudios se podrán cursar en modalidad presencial o semipresencial conforme a la 
normativa vigente en materia de educación, siempre que, al menos, el 50 por ciento de la 
programación impartida en los centros sea de manera presencial.

Los estudios a los que se refiere el presente apartado podrán incluir, en su caso, la 
realización de formación práctica tutorizada obligatorias, que tendrán igualmente la 
consideración de estudios.

En lo que se refiere a la Formación profesional, quedarán incluidos en el ámbito de 
aplicación de este apartado los ciclos formativos de grado medio y los títulos de Especialista 
de Formación Profesional previstos en el Real Decreto 659/2023, de 18 de julio.

c) Participación en un programa de movilidad de alumnos con el fin de seguir un 
programa de enseñanza secundaria obligatoria o postobligatoria en un centro docente o 
científico oficialmente reconocido.
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Se entenderá por programa de movilidad de alumnos un programa de educación 
secundaria estatal o autonómico, reconocido equivalente al nivel 2 o 3 de la Clasificación 
Internacional Normalizada de la Educación establecida por la UNESCO, en el marco de un 
programa de intercambio de alumnos o un proyecto educativo gestionado por un centro de 
enseñanza inscrito en el Registro estatal de centros docentes no universitarios o en los 
registros oficiales correspondientes, o por un centro científico oficialmente reconocido.

d) Prestación de un servicio de voluntariado dentro de un programa que persiga objetivos 
de interés general para una causa sin ánimo de lucro en el que las actividades no son 
remuneradas, excepto en forma de reembolso de gastos, dinero de bolsillo o ambos.

Se entenderá por servicio de voluntariado aquellas actividades desarrolladas por 
entidades de voluntariado legalmente constituidas e inscritas en los registros establecidos 
por las autoridades competentes en el marco de los programas de voluntariado existentes 
según la normativa sectorial aplicable en España, así como las que se efectúen en el ámbito 
del Cuerpo Europeo de Solidaridad.

e) Realización de actividades formativas.
Se entenderá, exclusivamente, por actividades formativas, las comprendidas en los 

siguientes supuestos:
1.º Funciones como auxiliares de conversación extranjeros en centros educativos 

españoles inscritos en el Registro estatal de centros docentes no universitarios o en los 
registros oficiales correspondientes.

2.º Enseñanzas de estudios idiomáticos del castellano o de las lenguas cooficiales en 
España impartidas, de forma presencial, en las escuelas oficiales de idiomas o en centros 
acreditados en España por el Instituto Cervantes o por el organismo público análogo de la 
correspondiente lengua cooficial, siempre que no se trate de la lengua materna o la lengua 
oficial del país del que sea nacional la persona extranjera.

3.º Cursos preparatorios para las pruebas selectivas para el acceso a plazas de 
formación sanitaria especializada.

4.º Realización de una formación conducente a la obtención de la certificación de aptitud 
técnica o habilitación profesional según la relación de actividades formativas, duración y 
condiciones que se establezcan por Resolución del Órgano competente.

5.º Realización de una formación completa, ni modular ni parcial, en un centro de 
enseñanza autorizado en España, conducente a la obtención de certificados profesionales 
de las ofertas del sistema de formación profesional de grado C, en sus niveles 2 y 3, con los 
requisitos y condiciones establecidos en la Ley Orgánica 3/2022, de 31 de marzo, de 
ordenación e integración de la Formación Profesional y su normativa de desarrollo.

Se entenderá por centro de enseñanza autorizado en España aquel acreditado a nivel 
estatal o a nivel autonómico o adscrito a un centro de enseñanza reconocido en España. A 
estos efectos el centro de enseñanza deberá figurar inscrito en el Registro estatal de centros 
docentes no universitarios o en los registros oficiales correspondientes, siempre que se 
cumplan los requisitos y condiciones previstos en la normativa estatal y autonómica 
correspondiente, en particular en cuanto a la acreditación del certificado profesional y a la 
posterior autorización de cada acción formativa que se pretenda desarrollar.

Los estudios se podrán cursar en modalidad presencial o semipresencial conforme a la 
normativa vigente en materia de formación, siempre que, al menos, el 50 por ciento de la 
programación impartida sea de manera presencial.

2. Se entenderá por programa de estudios a tiempo completo aquel en el que el 
estudiante se haya matriculado al menos en el noventa por ciento de los créditos en el caso 
de estudios universitarios, o, en su defecto, en el noventa por ciento del programa de 
estudios.

3. Las figuras de las actividades de investigación y de las prácticas no laborales 
previstas en el artículo 33.1 de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, se encuentran 
reguladas en la Ley 14/2013, de 27 de septiembre.

Artículo 53.  Requisitos para la obtención y el mantenimiento de la autorización.
1. Para la obtención de la autorización de estancia de larga duración, deberán cumplirse 

los siguientes requisitos específicos para cada supuesto previsto en el artículo 52.1:
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a) Realización de estudios superiores:
1.º Haber sido admitido por una institución o un centro de enseñanza superior reconocido 

para cursar un programa de estudios en los términos previstos en el artículo 52.1.a).
2.º Haber abonado los derechos de inscripción, matrícula o documento equivalente 

exigidos por la institución o el centro de enseñanza correspondiente.
b) Realización de estudios de educación secundaria postobligatoria:
1.º Haber sido admitido por una institución o centro de enseñanza autorizado para la 

realización de los estudios en los términos previstos en el artículo 52.1.b).
2.º Haber abonado los derechos de inscripción, matrícula o documento equivalente 

exigidos, en su caso, por la institución o el centro de enseñanza correspondiente.
c) Participación en un programa de movilidad de alumnos:
1.º Haber sido admitido en un centro de enseñanza.
2.º Haber sido admitido como participante en un programa de movilidad de alumnos con 

el fin de seguir un programa de enseñanza secundaria obligatoria y/o postobligatoria en un 
centro docente o científico oficialmente reconocido.

3.º Que el centro de enseñanza que gestiona el programa de movilidad de alumnos o el 
proyecto educativo se haga responsable del alumno durante su estancia, en particular en 
cuanto al coste de sus estudios, así como los gastos de estancia y regreso a su país.

4.º Ser alojado, durante su estancia, con una familia que habrá sido seleccionada por la 
organización responsable del programa de movilidad de alumnos en que participa, o en un 
internado o residencia adscrito o concertado por la citada organización en el marco de 
programa.

d) Prestación de un servicio de voluntariado:
1.º Haber sido admitido para la realización de un servicio de voluntariado en el marco de 

un convenio firmado con la entidad encargada del programa de voluntariado, que incluya una 
descripción del programa, de las funciones y condiciones de supervisión, de las actividades 
en él previstas y de las condiciones para realizarlas, así como la duración del mismo, las 
horas de trabajo voluntario a cumplir, los recursos disponibles para cubrir su manutención y 
alojamiento durante su estancia, una cantidad mínima en concepto de dinero de bolsillo 
durante aquella, y, en su caso, la formación que recibirá la persona extranjera para que 
pueda realizar el programa de voluntariado.

2.º Que la entidad de voluntariado esté legalmente constituida e inscrita en el registro 
competente de acuerdo con la normativa estatal, autonómica o de otro Estado miembro de la 
Unión Europea de aplicación.

e) Realización de actividades formativas:
1.º Haber sido admitido para la realización de las actividades formativas.
2.º Haber abonado los derechos de inscripción o matrícula exigidos, en su caso, por la 

institución, la entidad o el centro correspondiente.
3.º En el supuesto del artículo 52.1.e) 3.º, haber obtenido un título español de licenciado 

o graduado en medicina, farmacia, enfermería o en otras titulaciones universitarias que 
habiliten para participar en las convocatorias anuales de pruebas selectivas para el acceso a 
plazas de formación sanitaria especializada o un título extranjero debidamente reconocido u 
homologado a los previstos en este párrafo.

2. En cualquiera de los supuestos del artículo 52.1, la persona solicitante no deberá 
suponer una amenaza para el orden público, la seguridad pública o la salud pública, 
circunstancia que se acreditará mediante la comprobación de la inexistencia de 
antecedentes penales en España y la valoración del informe policial correspondiente.

3. En cualquiera de los supuestos, el solicitante deberá haber abonado la tasa por 
tramitación del procedimiento.
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Artículo 54.  Procedimiento.
1. La solicitud de autorización de estancia de larga duración podrá presentarse cuando la 

persona extranjera esté fuera de España o cuando sea titular de una autorización de 
residencia y se encuentre en territorio nacional.

En los supuestos previstos en el artículo 52.1.a) y en el artículo 58, la solicitud también 
podrá presentarse en España por la persona extranjera siempre que se encuentre 
regularmente en territorio nacional.

En el supuesto previsto en el artículo 52.1.e).4.º, la solicitud también podrá presentarse 
en España por la persona extranjera siempre que se encuentre regularmente en territorio 
nacional y así lo haya dispuesto la resolución que regule las condiciones de obtención de la 
certificación de aptitud técnica o habilitación profesional.

En caso de que la persona extranjera presente la solicitud en España conforme a los 
supuestos previstos en los dos párrafos anteriores, deberá ser mayor de edad y la solicitud 
de la autorización deberá presentarse con una antelación mínima de dos meses a la fecha 
del comienzo de la actividad o estudios que vaya a realizar.

2. En caso de que la solicitud se presente desde fuera de España, la persona extranjera 
deberá presentar una solicitud de visado de estancia de larga duración por estudios, 
movilidad de alumnos, servicios de voluntariado o actividades formativas, de acuerdo con los 
artículos 34 a 36.

La solicitud del visado deberá presentarse con una antelación mínima de dos meses a la 
fecha del comienzo de la actividad o estudios que vaya a realizar, salvo que el procedimiento 
de matrícula o inscripción requiera un plazo inferior, en cuyo caso, deberá justificarse.

3. En caso de que la solicitud se presente desde España, esta deberá presentarse por la 
persona extranjera, personalmente, mediante representación o a través de los medios 
electrónicos habilitados para ello, en el modelo oficial, en la oficina de extranjería en la 
provincia en la que la persona extranjera vaya a iniciar la actividad. La solicitud deberá 
presentarse con una antelación mínima de dos meses a la fecha de expiración de la 
situación legal en la que se encuentre.

A la solicitud se acompañará la documentación que acredite el cumplimiento de los 
requisitos previstos en los artículos 35 y 53.

En este supuesto, la oficina de extranjería verificará el cumplimiento de los requisitos 
previstos en los artículos 35 y 53, salvo los previstos en las letras c) y d) del artículo 35. La 
solicitud de autorización prorrogará la situación legal de la persona solicitante hasta la 
resolución del procedimiento.

En este caso el plazo máximo para resolver y notificar será de dos meses, transcurrido 
los cuales sin haber obtenido respuesta se entenderá que su sentido es desfavorable.

4. Para la valoración del requisito establecido en el artículo 53.2 la oficina de extranjería 
recabará de oficio el informe del registro central de penados y el informe policial sobre la 
persona solicitante. Estos informes serán emitidos en el plazo de cinco días.

La existencia de antecedentes en el informe policial no supondrá, por sí misma y de 
forma automática, causa de denegación de la autorización. En ese caso, el órgano 
competente valorará de forma casuística y circunstanciada, que la persona extranjera no 
suponga una amenaza para el orden público, la seguridad interior, la salud pública o las 
relaciones internacionales de ninguno de los Estados miembros de la Unión Europea.

5. En el caso de que la resolución sobre la autorización fuera desfavorable, la oficina de 
extranjería notificará a la persona interesada el sentido de la resolución, informándole por 
escrito en el mismo documento de los recursos administrativos y judiciales que procedan 
contra la misma, los órganos ante los que deban interponerse y los plazos previstos para 
ello.

En caso de que la solicitud se haya presentado ante una oficina consular, la oficina de 
extranjería dará traslado a esta de lo referido en el párrafo anterior para que notifique a la 
persona interesada.

6. Sin perjuicio de lo anterior, en el supuesto del artículo 52.1.a), cuando la persona 
extranjera se encuentre regularmente en España, las instituciones o centros de enseñanza 
superior reconocidos en España en las que la persona extranjera vaya a cursar los estudios 
podrán presentar la solicitud de autorización electrónicamente, debiendo acompañar a la 
solicitud los documentos que acrediten el cumplimiento de los requisitos previstos en los 
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artículos 35 y 53, salvo los previstos en las letras c) y d) del artículo 35, que serán valorados 
por la oficina de extranjería correspondiente. A tal efecto, las instituciones o centros de 
enseñanza superior deberán estar inscritas en el Registro de Instituciones y Centros de 
Enseñanza Superior.

En este caso, se eximirá al solicitante de acreditar el cumplimiento de los requisitos 
previstos en el artículo 53.1.a). No obstante, la Administración podrá efectuar de oficio 
comprobaciones del cumplimiento de estos requisitos para lo cual la institución o centro 
deberá disponer de la documentación acreditativa.

El plazo máximo para resolver y notificar será de 15 días, transcurridos los cuales sin 
haber obtenido respuesta la solicitud se entenderá desestimada.

7. Asimismo, los centros o instituciones de enseñanza superior inscritos en el Registro 
de Instituciones y Centros de Enseñanza Superior podrán solicitar la tramitación colectiva de 
las autorizaciones previstas en el artículo 52.1.a). Dicha tramitación colectiva estará basada 
en la gestión planificada de un cupo temporal de autorizaciones presentadas por tales 
centros o instituciones de educación superior. En estos casos, el procedimiento será el 
previsto en el párrafo anterior.

8. La autorización de estancia de larga duración será denegada:
a) Cuando no se cumplan los requisitos establecidos para cada autorización.
b) Cuando, para fundamentar la solicitud, se hayan presentado documentos falsos, que 

hayan sido adquiridos fraudulentamente o manipulados, formulado alegaciones inexactas o 
medie mala fe.

c) Cuando el centro o institución en el que el solicitante haya sido admitido no sea un 
centro o institución reconocido, autorizado o acreditado y esto sea preceptivo.

9. En caso de que la autorización tenga una vigencia superior a seis meses, la persona 
extranjera deberá solicitar personalmente, ante la Comisaría de Policía competente, en el 
plazo de un mes desde la concesión de dicha autorización, la tarjeta de identidad de 
extranjero.

Artículo 55.  Duración, prórroga y extinción de la autorización de estancia de larga duración 
por estudios, movilidad de alumnos, servicios de voluntariado o actividades formativas.

1. La duración de la autorización será igual a la de los estudios, programa de movilidad, 
servicio de voluntariado o actividad formativa, con el límite de un año, salvo en el caso de los 
estudios superiores previstos en el apartado 1.a) del artículo 52, en cuyo caso la vigencia de 
la autorización coincidirá con la duración oficial de los estudios.

En el caso de la autorización concedida a las personas extranjeras del supuesto previsto 
en el artículo 58, su vigencia será igual a la de la duración de los estudios de formación 
sanitaria especializada en los que hayan obtenido plaza.

2. La vigencia de la autorización deberá comenzar con una antelación de un mes con 
respecto al comienzo de la actividad o estudios que dieran lugar a la concesión de la misma, 
excepto en el supuesto de que la solicitud se presente durante los dos meses previos al 
comienzo de la actividad o estudios, en cuyo caso, la vigencia de la autorización podrá 
comenzar con un mes de antelación o desde el día en el que se resuelva dicha concesión, 
siempre y cuando la actividad o estudios vayan a comenzar en un plazo inferior a un mes.

La vigencia se extenderá quince días más allá de la finalización de la actividad o 
estudios.

Durante la vigencia de la autorización, la persona extranjera deberá mantener los 
requisitos que dieron lugar a su concesión. La institución o centro de enseñanza deberá 
mantener su condición de reconocido, autorizado o acreditado en España.

En el caso de que la autorización se conceda por más de un año, será requisito para el 
mantenimiento de la vigencia de la misma que la persona extranjera o, en su caso, la 
institución o centro aporte anualmente, al inicio de cada curso, los derechos de inscripción, 
matrícula o documento equivalente que acredite que continúa cursando los estudios que 
dieron lugar a la concesión de la autorización.

Esto podrá acreditarse, sí así lo establece la normativa aplicable, a través de la 
realización de estudios en el territorio de otro Estado Miembro de la Unión Europea, en el 
marco de programas temporales promovidos por la propia Unión.
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La Administración, a través del órgano competente, podrá, en el ejercicio de sus 
competencias de control, requerir a la persona extranjera en cualquier momento durante la 
vigencia de la autorización que acredite seguir reuniendo los requisitos generales y 
específicos exigidos.

3. Durante los dos meses previos a la fecha de expiración de la vigencia del visado o de 
la autorización, en los supuestos previstos en las letras a), b), d) y e) del artículo 52.1, la 
persona titular de la misma podrá solicitar una prórroga cuando acredite el cumplimiento de 
los requisitos previstos en el artículo 53.1 para el supuesto por el que obtuviera la 
autorización, el requisito previsto en el artículo 53.2 y los requisitos previstos en las letras b), 
h) e i) del artículo 35.

4. La prórroga deberá solicitarse por medios electrónicos, por la persona extranjera o a 
través de representante, en modelo oficial, e irá dirigida a la oficina de extranjería de la 
provincia donde obtuvo la autorización inicial. La presentación de la solicitud dentro del plazo 
previsto en el apartado anterior prorrogará la validez de la autorización anterior hasta la 
resolución del procedimiento. También se prorrogará la validez de la autorización hasta la 
resolución del procedimiento en el supuesto en que la solicitud se presentase dentro de los 
tres meses posteriores a la fecha en que hubiera finalizado la vigencia de la anterior 
autorización, sin perjuicio de la incoación del correspondiente procedimiento sancionador por 
la infracción prevista en el artículo 52.b) de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero.

Transcurrido un mes sin que se haya notificado la resolución se entenderá que la misma 
ha sido desestimada por silencio administrativo.

5. La vigencia de la prórroga coincidirá con la duración del curso para el que esté 
matriculado, del programa de movilidad, del servicio de voluntariado o de la actividad 
formativa, con el límite máximo de un año.

En el caso de los supuestos previstos en las letras d) y e) del artículo 52.1, solo se 
permitirá una prórroga por autorización. En el caso de las letras a) y b) de dicho artículo, se 
permitirán hasta dos prórrogas por autorización.

En el supuesto previsto en el artículo 52.1.e) 2.º, para la concesión de la prórroga se 
requerirá que la persona solicitante haya superado el curso en el que estuviera matriculado 
en el caso de las Escuelas Oficiales de Idiomas o, en los demás casos, que haya obtenido 
uno de los diplomas de español como lengua extranjera (DELE) previstos en el Real Decreto 
1137/2002, de 31 de octubre, por el que se regulan los «diplomas de español como lengua 
extranjera (DELE)» o haya realizado la inscripción para realizar la prueba conducente al 
mismo o haya obtenido un diploma del Servicio Internacional de Evaluación de la Lengua 
Española.

En el supuesto previsto en el artículo 52.1.e) 3.º, para la concesión de la prórroga se 
requerirá que la persona solicitante acredite que se ha presentado a las pruebas selectivas 
para el acceso a plazas de formación sanitaria especializada.

6. La declaración de extinción por pérdida o retirada de una autorización de estancia de 
larga duración por estudios se producirá en los supuestos regulados con carácter común en 
este Reglamento y específicamente cuando la institución o centro de enseñanza referido en 
el apartado 1.a) del artículo 52 pierda su condición de reconocido en España, en este último 
caso, se permitirá a la persona extranjera completar sus estudios en otra institución o centro 
de enseñanza superior reconocido.

Artículo 56.  Familiares de la persona titular de una autorización de estancia de larga 
duración por estudios superiores.

1. En el supuesto del artículo 52.1.a), los familiares de las personas extranjeras que sean 
titulares de una autorización de estancia de larga duración por estudios superiores podrán 
solicitar los correspondientes visados o autorizaciones de estancia de larga duración para 
entrar o permanecer legalmente en España durante el período de validez de la autorización 
que le reste al titular la vigencia de su estancia, siempre que le reste al menos una duración 
de noventa días naturales.

Este artículo también será de aplicación a los familiares de las personas extranjeras que 
cursen en España estudios de formación sanitaria especializada conforme al artículo 58.

2. A efectos del apartado anterior, el término familiar se entenderá referido:
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a) Al cónyuge, pareja registrada o pareja estable debidamente probada del titular de la 
autorización de estancia de larga duración por estudios. Se entenderá por pareja estable 
aquella que acredite la existencia de un vínculo duradero. En todo caso, se entenderá la 
existencia de este vínculo si se acredita un tiempo de convivencia marital de, al menos, un 
año continuado, salvo que tuvieran descendencia en común, en cuyo caso bastará la 
acreditación de convivencia estable debidamente probada.

b) A los hijos menores de edad no casados, o que no hayan constituido su propia unidad 
familiar, del titular de la autorización de estancia de larga duración por estudios o de su 
cónyuge, pareja registrada o pareja estable.

c) A los hijos mayores de edad no casados, o que no hayan constituido su propia unidad 
familiar, del titular de la autorización de estancia de larga duración por estudios o de su 
cónyuge, pareja registrada o pareja estable que tengan necesidades de apoyo específicas y 
personalizadas por razón de discapacidad o de enfermedad.

3. Para la concesión del visado o de la autorización a favor del familiar se tendrán que 
acreditar los siguientes requisitos:

1.º Que el familiar sea titular de una autorización de estancia de larga duración por 
estudios en vigor conforme a lo dispuesto en el artículo 52.1.a).

2.º Que no se encuentran irregularmente en territorio español.
3.º Que se acredite el vínculo familiar o de parentesco.
4.º Que la unidad familiar de convivencia conforme a la definición de este apartado 

cuente con medios económicos suficientes para el sostenimiento de la unidad familiar.
5.º Que cuente con un seguro de enfermedad.
6.º En el caso de que el familiar sea mayor de edad penal y la estancia supere los seis 

meses, que carece de antecedentes penales en España y en los países donde haya residido 
durante los cinco años anteriores a la presentación de la solicitud por delitos previstos en el 
ordenamiento español.

7.º Que el familiar no suponga una amenaza para el orden público, la seguridad pública o 
la salud pública, circunstancia que se acreditará mediante la comprobación de la inexistencia 
de antecedentes penales a que se refiere el párrafo anterior y la valoración del informe 
policial correspondiente.

4. El procedimiento para la solicitud del visado o de la autorización de estancia de larga 
duración para familiares de titulares de autorizaciones de estancia de larga duración por 
estudios será el previsto para los titulares de la autorización en los artículos 36 y 54 
respectivamente. En el caso de solicitud de visado, a la oficina consular le corresponderá 
verificar los requisitos señalados en los puntos 2.º, 3.º, 4.º y 5 º del apartado 3 del presente 
artículo, así como la ausencia de antecedentes penales en los países de residencia durante 
los cinco años anteriores a la presentación de la solicitud por delitos previstos en el 
ordenamiento español.

En el caso de solicitud desde España, será la oficina de extranjería competente la que 
compruebe el cumplimiento de dichos requisitos.

5. Los familiares que sean titulares del visado o de la autorización referidos en el 
presente artículo, podrán permanecer en territorio español durante el mismo periodo y con 
idéntica situación que el titular de la autorización principal. La permanencia estará, en todo 
caso vinculada a la situación de estancia de la persona titular del visado o de la autorización 
principal.

6. Los familiares que sean titulares del visado o de la autorización referidos en el 
presente artículo no estarán autorizados a trabajar durante su vigencia.

7. Los hijos nacidos en España de la persona extranjera que se encuentre en situación 
de estancia conforme a lo dispuesto en el artículo 52 adquirirán automáticamente la 
autorización de estancia de larga duración para familiares de titulares de autorizaciones de 
estancia de larga duración por estudios, cuya vigencia será la misma que la del progenitor 
titular de la autorización. A estos efectos, el padre o la madre deberán solicitar 
personalmente la autorización de estancia de larga duración en favor del menor en el plazo 
de los 6 meses siguientes a la fecha del nacimiento.

8. Se le otorgará un visado o una autorización de estancia de larga duración para 
familiares de titulares de autorizaciones de estancia de larga duración por estudios a la 
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persona que apoye al titular de la autorización de estancia de larga duración conforme a lo 
dispuesto en el artículo 52 cuando la persona que tenga concedida la autorización tenga una 
discapacidad o una enfermedad que precise ese tipo de apoyo.

Artículo 57.  Acceso al empleo de las personas titulares de la autorización.
1. Las personas extranjeras titulares de la autorización podrán ser autorizadas para 

ejercer una actividad retribuida por cuenta ajena en instituciones públicas o entidades 
privadas cuando el empleador o la persona extranjera presenten la correspondiente solicitud 
de autorización de trabajo y se cumplan los requisitos previstos en el artículo 74, excepto los 
exigidos en la letra a), en el segundo párrafo de la letra c) y en la letra h) del apartado 
primero, siempre y cuando las condiciones laborales se ajusten a la normativa vigente y al 
convenio colectivo aplicable para la actividad a ejercer.

Asimismo, podrán ser autorizadas a realizar actividades por cuenta propia, siempre y 
cuando la persona extranjera presente la solicitud correspondiente y se cumplan los 
requisitos previstos en el artículo 84, excepto los exigidos en las letras d) y e).

Dichas actividades deberán ser compatibles con la realización de aquéllas para las que, 
con carácter principal, se concedió la autorización de estancia de larga duración.

La autorización de estancia de larga duración obtenida en virtud de los supuestos 
establecidos en el artículo 52.1, letra a), autorizará a trabajar por cuenta propia y ajena, 
automáticamente y sin necesidad de un trámite adicional, siempre que esta actividad laboral 
sea compatible con la realización de esos estudios.

No será preciso solicitar otra autorización adicional para realizar prácticas curriculares, 
entendiendo por tales las que formen parte del plan de estudios o formación para el que se 
otorgó la autorización de estancia de larga duración, que se produzcan en el marco de los 
correspondientes convenios de colaboración entre las entidades públicas o privadas y la 
institución de educación superior o el centro docente o científico de que se trate y que no 
tengan carácter laboral. Las prácticas académicas externas curriculares en entidades 
públicas o privadas y la fase de formación en empresa u organismo equiparado tendrán 
dicha consideración, y, por tanto, su realización estará cubierta por la autorización de 
estancia de larga duración por estudios concedida.

La autorización de estancia de larga duración obtenida también autorizará, 
automáticamente y sin necesidad de un trámite adicional, para el desarrollo de actividades 
formativas en empresa u organismo equiparado, conforme a los requisitos y condiciones de 
la legislación sectorial, en el caso de que se realicen en el marco de la formación profesional 
de régimen general o intensivo, tanto en los ciclos formativos de grado medio y superior, 
como en la formación profesional conducente a la obtención de certificados profesionales.

2. Con carácter general, la actividad laboral a la que se refiere el apartado primero del 
presente artículo no podrá ser superior a las treinta horas semanales, salvo en el caso de la 
formación profesional de régimen intensivo que se estará a lo que determine la legislación 
sectorial. El incumplimiento de dicho límite será causa de extinción de la autorización 
estancia de larga duración.

3. La autorización se limitará geográficamente a la comunidad autónoma en la que se 
haya concedido la autorización de estancia de larga duración. No obstante, se podrá realizar 
actividad laboral en localidades de otra comunidad autónoma siempre y cuando sean 
localidades limítrofes con la comunidad autónoma en la que se haya concedido la 
autorización de estancia de larga duración.

Se podrá excepcionar la limitación geográfica de las autorizaciones siempre que la 
localización del centro de trabajo o del centro en que se desarrolle la actividad por cuenta 
propia no implique desplazamientos continuos que supongan la ruptura del requisito de 
compatibilidad con la finalidad principal para la que se concedió la autorización de estancia 
de larga duración.

Cuando la relación laboral se inicie y desarrolle en el ámbito territorial de una sola 
comunidad autónoma y a ésta se le haya traspasado la competencia ejecutiva de tramitación 
y resolución de las autorizaciones iniciales de trabajo por cuenta propia y ajena, 
corresponderá a los órganos competentes de la comunidad autónoma la admisión, 
tramitación, resolución de solicitudes y, de los recursos administrativos que, en su caso, se 
interpongan.
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4. La vigencia de la autorización para trabajar coincidirá con la de la autorización de 
estancia de larga duración. La pérdida o denegación de la prórroga de la autorización de la 
estancia de larga duración será causa de extinción de la autorización para trabajar.

Las autorizaciones para trabajar se prorrogarán de oficio por el órgano competente si 
subsisten las circunstancias que motivaron la concesión anterior, siempre y cuando se haya 
obtenido la prórroga de la autorización de estancia de larga duración.

5. En caso de que la persona titular de la autorización ejerza una actividad laboral en los 
términos previstos en este artículo, el requisito de seguro médico establecido en el artículo 
35 se entenderá cumplido mediante el alta en el régimen correspondiente de la Seguridad 
Social.

Artículo 58.  Régimen especial de los estudios de especialización en el ámbito sanitario.
De acuerdo con el artículo 33.8 de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, se 

someterán al régimen de estancia de larga duración previsto en este capítulo las personas 
extranjeras que cursen en España estudios de formación sanitaria especializada de acuerdo 
con la Ley 44/2003, de 11 de noviembre, de profesiones sanitarias, salvo que ya contasen 
con una autorización de residencia previamente al inicio de los mismos, en cuyo caso podrán 
continuar en dicha situación de residencia.

Las personas extranjeras que ostenten un título español, o extranjero pero debidamente 
reconocido u homologado, de licenciado o graduado en medicina, farmacia, enfermería u 
otros títulos universitarios que hayan obtenido plazas de formación sanitaria especializada 
podrán realizar las actividades laborales derivadas de lo previsto en el Real Decreto 
1146/2006, de 6 de octubre, por el que se regula la relación laboral especial de residencia 
para la formación de especialistas en Ciencias de la Salud sin que sea preciso la tenencia de 
una autorización para trabajar.

Lo previsto en el párrafo anterior se entenderá sin perjuicio de la necesidad de 
comunicación de esta circunstancia a la oficina de extranjería competente.

El órgano competente resolverá sobre la concesión de la autorización de estancia de 
larga duración prevista en este capítulo tras la verificación del cumplimiento del requisito 
previsto en el artículo 53.2 y de que hayan sido adjudicatarios de una plaza en los estudios 
de especialización mencionados en el párrafo primero.

Cuando se encuentren fuera de España, la oficina consular de su lugar de residencia 
podrá expedir el visado de estudios siempre que se verifique el cumplimiento de los 
requisitos previstos en el artículo 35.

Artículo 59.  Movilidad dentro de la Unión Europea.
1. Las personas estudiantes que posean un visado o una autorización de estancia de 

larga duración válida para la realización de programas de enseñanza superior, expedida por 
España, y que participen en un programa de la Unión Europea o multilateral que incluya 
medidas de movilidad o que estén cubiertos por un acuerdo entre dos o más instituciones de 
enseñanza superior, tendrán derecho a entrar y permanecer en uno o varios Estados 
miembros, durante un período de hasta trescientos sesenta días por Estado miembro, a fin 
de realizar parte de sus estudios en una institución de enseñanza superior previa 
comunicación a las autoridades de dichos Estados de acuerdo con su normativa en 
aplicación de la Directiva (UE) 2016/801, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de 
mayo de 2016, relativa a los requisitos de entrada y residencia de los nacionales de países 
terceros con fines de investigación, estudios, prácticas, voluntariado, programas de 
intercambio de alumnos o proyectos educativos y colocación au pair.

2. Las personas estudiantes que posean un visado o una autorización válida expedida 
por otro Estado miembro de conformidad con la Directiva (UE) 2016/801, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 11 de mayo de 2016, y que participen en un programa de la 
Unión o multilateral que incluya medidas de movilidad o que estén cubiertos por un acuerdo 
entre dos o más instituciones de enseñanza superior, tendrán derecho a entrar y permanecer 
en España, durante un período de hasta 360 días, a fin de realizar parte de sus estudios en 
una institución de educación superior española, previa comunicación a la oficina de 
extranjería de la provincia en la que vaya a iniciarse la actividad.
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La comunicación se realizará en cualquier momento anterior a la entrada en territorio 
español y, a más tardar, en el plazo de un mes desde que se efectúe la misma por la 
institución de educación superior española, con indicación de la duración prevista y las 
fechas de la movilidad.

En la comunicación se incluirá el documento de viaje válido y la autorización válida 
expedida por el primer Estado miembro que abarcará el período total de movilidad en que la 
persona estudiante vaya a permanecer en España. Además, la comunicación incluirá la 
prueba de que la persona estudiante está realizando parte de sus estudios en el marco de 
un programa de la Unión Europea o multilateral que incluye medidas de movilidad o de un 
acuerdo entre dos o más instituciones de enseñanza superior y la prueba de que la persona 
estudiante ha sido aceptada por una institución de educación superior española.

La correspondiente oficina de extranjería podrá presentar objeciones a la movilidad de la 
persona estudiante, dentro de un plazo de 30 días a partir de la fecha de recepción de la 
comunicación completa, cuando:

a) No se cumplan las condiciones establecidas en este apartado.
b) Los documentos presentados se hayan adquirido fraudulentamente o hayan sido 

falsificados o manipulados o sea aplicable alguno de los motivos de denegación de una 
solicitud de autorización.

c) Haya transcurrido la duración máxima de estancia a la que se refiere este apartado.
En caso de oposición a la movilidad no se permitirá a la persona estudiante realizar parte 

de sus estudios en la institución de enseñanza superior española y el primer Estado 
miembro permitirá la reentrada sin más trámites de la persona extranjera desplazada. Si no 
se hubiera producido todavía el desplazamiento a España, la resolución denegatoria 
impedirá el mismo.

3. Las personas estudiantes extranjeras que hayan sido admitidas para la realización o 
ampliación de estudios en otro Estado miembro de la Unión Europea, pero que no estén 
cubiertos por un programa de la Unión Europea o multilateral que incluya medidas de 
movilidad o por un acuerdo entre dos o más instituciones de enseñanza superior, podrán 
presentar una solicitud de autorización para entrar y permanecer en España a fin de cursar o 
completar parte de sus estudios en una institución de enseñanza superior española no 
siendo exigible la obtención de visado.

La solicitud podrá ser presentada en cualquier momento anterior a la entrada en territorio 
español y, como máximo, en el plazo de un mes desde que se efectúe la misma.

Se dirigida a la oficina de extranjería correspondiente a la provincia en que esté situado 
el centro de enseñanza, ante la oficina consular española correspondiente al lugar previo de 
residencia en la Unión Europea o ante la propia oficina de extranjería. A la solicitud se 
acompañará la siguiente documentación:

a) Documentación acreditativa de su condición de admitida como estudiante en otro 
Estado miembro de la Unión Europea.

b) Documentación acreditativa del cumplimiento de los requisitos establecidos en el 
artículo 53.1 a), 2 y 3, además de los establecidos en el artículo 35.h), i) y j).

El órgano competente resolverá y notificará en el plazo máximo de un mes, transcurrido 
el cual sin haber obtenido respuesta se entenderá que su sentido es favorable.

Concedida, en su caso, la autorización, la persona extranjera deberá entrar en España 
en el plazo máximo de tres meses desde la notificación de la resolución, de no encontrarse 
ya en territorio español.

TÍTULO IV
Residencia temporal

[ . . . ]
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CAPÍTULO II
Residencia temporal por reagrupación familiar

Artículo 65.  Definición.
1. Se halla en situación de residencia temporal por razón de reagrupación familiar la 

persona extranjera que haya sido autorizada a residir en España en virtud del derecho a la 
reagrupación familiar ejercido por una persona extranjera residente.

2. La autorización de residencia por reagrupación familiar del cónyuge, la pareja de 
hecho o el hijo o hija reagrupado habilitará a su titular a trabajar, siempre que superen la 
edad mínima de admisión al trabajo, sin necesidad de realizar ningún trámite administrativo. 
Dicha autorización les habilita para trabajar por cuenta ajena o por cuenta propia, en 
cualquier parte del territorio español, ocupación o sector de actividad.

Artículo 66.  Familiares reagrupables.
1. La persona extranjera podrá reagrupar en España a los siguientes familiares:
a) Su cónyuge mayor de dieciocho años, siempre que no se encuentre separado de 

hecho o de derecho y que el matrimonio no se haya celebrado en fraude de ley.
En ningún caso podrá reagruparse a más de un cónyuge, aunque la ley personal de la 

persona extranjera admita esta modalidad matrimonial.
La persona extranjera residente que se encuentre casada en segundas o posteriores 

nupcias sólo podrá reagrupar con ella al nuevo cónyuge y sus familiares si acredita que la 
disolución de sus anteriores matrimonios ha tenido lugar tras un procedimiento jurídico que 
fije la situación del cónyuge anterior y sus familiares en cuanto a la vivienda común, la 
pensión al cónyuge y los alimentos para los hijos menores o mayores dependientes.

b) La persona extranjera mayor de dieciocho años, no casada que mantenga con la 
persona reagrupante una relación de afectividad análoga a la conyugal. A los efectos 
previstos en este capítulo, se considerará que existe relación de análoga afectividad a la 
conyugal cuando:

1.º Dicha relación se encuentre inscrita en un registro público establecido en un Estado 
miembro de la Unión Europea a esos efectos, y no se haya cancelado dicha inscripción.

2.º Se acredite la vigencia de una relación estable debidamente probada no registrada, 
mediante cualquier medio de prueba admitido en derecho. En todo caso, se entiende por 
pareja estable debidamente probada aquella que acredite suficientemente una relación de 
convivencia análoga a la conyugal, dentro o fuera de España, de, al menos, doce meses 
continuados. No será exigible el periodo de convivencia previa si la pareja cuenta con 
descendencia común siempre que se mantenga el vínculo.

Resultará de aplicación a este supuesto lo previsto, en relación con el o la cónyuge, en 
los párrafos segundo y tercero de la letra a). Serán incompatibles a efectos de lo previsto en 
este capítulo las situaciones de matrimonio, pareja inscrita y relación estable debidamente 
probada no registrada.

c) Sus hijos o los de su cónyuge o pareja, siempre que sean menores de dieciocho años 
en el momento de la solicitud de la autorización de residencia a su favor o los mayores de 
esa edad que tengan una discapacidad que requiera de apoyo o los mayores de edad que 
no sean objetivamente capaces de proveer a sus propias necesidades debido a su estado de 
salud.

Cuando se trate de hijos de uno solo de los cónyuges o miembros de la pareja se 
requerirá, además, que éste ejerza en solitario la patria potestad, que se le haya otorgado la 
custodia con carácter exclusivo, estén efectivamente a su cargo y se haya autorizado el 
traslado de residencia del menor a España por la autoridad judicial o bajo consentimiento del 
otro progenitor, o que se haya otorgado con carácter compartido, siempre que el otro titular 
del derecho de custodia haya dado su consentimiento para que resida en territorio nacional.

En el supuesto de hijos adoptivos deberá acreditarse que la resolución por la que se 
acordó la adopción reúne los elementos necesarios para producir efectos en España.

d) Las personas representadas legalmente por la persona reagrupante, cuando sean 
menores de dieciocho años en el momento de la solicitud de la autorización de residencia a 
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su favor o los mayores de esa edad que tengan una discapacidad que requiera de apoyo, o 
los mayores de edad que no sean objetivamente capaces de proveer a sus propias 
necesidades debido a su estado de salud, siempre que el acto jurídico del que surgen las 
facultades representativas no sea contrario a los principios del ordenamiento español.

e) Sus ascendientes en primer grado, o los de su cónyuge o pareja registrada o estable, 
cuando estén a su cargo, sean mayores de sesenta y cinco años y existan razones que 
justifiquen la necesidad de autorizar su residencia en España.

Excepcionalmente, cuando concurran razones de carácter humanitario, se podrá 
reagrupar a las personas ascendientes menores de sesenta y cinco años que reúnan los 
restantes requisitos establecidos en el párrafo anterior.

f) Un hijo o una hija mayor de edad de la persona reagrupante o de su cónyuge o de su 
pareja que vaya a ejercer la condición de cuidador de la persona reagrupante y este tenga 
reconocido alguno de los grados de dependencia contemplados en el artículo 26 de la Ley 
39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las 
personas en situación de dependencia.

2. Las referencias incluidas en el presente capítulo en relación con la condición de 
persona extranjera a cargo y con la de razones de carácter humanitario, se entenderán de 
conformidad con los requisitos y condiciones establecidos en el capítulo I del título XII.

Artículo 67.  Requisitos.
La persona reagrupante deberá acreditar la existencia de los siguientes requisitos:
1. Tener recursos fijos y regulares suficientes para su propia manutención y la de los 

miembros de su familia. Para ello, se evaluarán dichos recursos en función de su naturaleza 
y de su regularidad, y deberán representar una de las siguientes cantidades: ingresos, rentas 
o rendimientos de carácter periódico equivalente, en euros o su equivalente legal en moneda 
extranjera, al 150 % del IPREM, en unidades familiares que incluyan a la persona 
reagrupante y a un familiar reagrupado, y del 50 % del IPREM por cada miembro adicional.

La exigencia de dicha cuantía podrá ser minorada en los supuestos del artículo 66.1.c) y 
d), cuando concurran circunstancias acreditadas que aconsejen dicha minoración de 
acuerdo con el principio del interés superior del menor, según lo establecido en la Ley 
Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor. Se atenderá a las 
circunstancias del caso concreto, valorando la edad, desarrollo físico y emocional del familiar 
reagrupado, la relación con su reagrupante, y el número de miembros de la unidad familiar, 
haciendo una interpretación favorable a la vida familiar, y además se reúnan los restantes 
requisitos legales y reglamentarios para la concesión de la autorización de residencia por 
reagrupación familiar.

En el caso del párrafo anterior, la cuantía a justificar para una unidad familiar de dos 
miembros, siendo uno de ellos un menor de edad, será del 110 % de la cuantía de la renta 
garantizada del Ingreso Mínimo Vital con carácter anual y, por cada menor de edad adicional, 
se exigirá un 10 % adicional.

El cómputo de los ingresos, rentas o rendimientos de carácter periódico se llevará a cabo 
atendiendo a las siguientes reglas:

a) Con carácter general se computarán por su valor íntegro, que incluya, en su caso, la 
parte proporcional de las pagas extraordinarias, excepto las procedentes de actividades 
económicas que se computarán por su rendimiento neto.

b) Las ganancias patrimoniales se computarán por la cuantía que se integra en la base 
imponible del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

c) Computará como ingreso el importe íntegro, incluida la parte proporcional de las 
pagas extraordinarias, de las pensiones y prestaciones, contributivas o no contributivas, 
públicas o privadas.

d) Se entenderá por patrimonio estable aquel que represente el importe medio de los 
últimos seis meses.

e) Se exceptuarán del cómputo de los recursos:
1.º Las ayudas para el estudio y las ayudas de vivienda, tanto por alquiler como para 

adquisición.
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2.º Las pensiones compensatorias, las pensiones de alimentos o equivalentes, salvo que 
sean en favor de la persona a reagrupar.

3.º Los ingresos provenientes del sistema de asistencia social.
Para la determinación de las cuantías, se computa, según la naturaleza de los recursos, 

el conjunto de las rentas, rendimientos o ingresos o, en su caso, del patrimonio, de la 
persona reagrupante, de su cónyuge o pareja, así como la de otros familiares en línea 
directa en primer grado, siempre que tengan la condición de residente en España y formen 
parte de la misma unidad de convivencia.

2. Disponer de vivienda adecuada para atender sus necesidades y las de su familia.
Se entenderá por vivienda adecuada la que cumpla con los requisitos establecidos por el 

artículo 3 c) de la Ley 12/2023, de 24 de mayo, por el derecho a la vivienda, en tanto no 
entren en contradicción con los requisitos regulados por las administraciones competentes 
en materia de vivienda, en cuyo caso, y a los efectos de su regulación, prevalecerán 
aquellas.

La persona reagrupante acreditará tal condición con la aportación de informe emitido por 
los servicios sociales de su lugar de residencia de los órganos competentes de la 
Comunidad Autónoma, o, cuando así haya sido decidida por esta, de la Corporación local, el 
cual habrá de ser emitido y notificado en el plazo de un mes desde la solicitud de este. 
Simultáneamente y por medios electrónicos, el órgano competente para su emisión deberá 
dar traslado del informe a la oficina de extranjería.

En caso de que el informe no haya sido emitido en plazo, circunstancia que habrá de ser 
debidamente acreditada por el interesado, podrá justificarse este requisito por cualquier 
medio de prueba admitida en Derecho.

Tanto el informe de la administración pública competente como la documentación 
sustitutiva conforme al párrafo anterior, tendrán una antigüedad máxima de seis meses a la 
fecha de presentación de la solicitud de reagrupación, y deben acreditar, al menos, los 
siguientes extremos: título que habilite para la ocupación y disposición de la vivienda, 
número de habitaciones, uso al que se destina cada una de las dependencias de la vivienda, 
número de personas que la habitan y condiciones de habitabilidad y equipamiento. Si bien el 
informe o la documentación sustitutiva sobre vivienda adecuada no es vinculante, el órgano 
que resuelva apartarse de su contenido motivará expresamente las razones que justifican tal 
circunstancia.

El título que justifique la ocupación y disposición de la vivienda se entenderá referido a la 
persona reagrupante o a cualquier otra persona que forme parte de la unidad familiar de 
convivencia según la relación parentescos incluida en el artículo 66 de este reglamento.

3. Tener un seguro de enfermedad para la persona reagrupante y los miembros de su 
familia a los que se refiere el artículo 66.

4. En caso de que el reagrupante tenga otros hijos o hijas menores de edad a cargo en 
edad de escolarización obligatoria y ya se encuentren en España, estos deberán estar 
escolarizados.

5. No encontrarse, en su caso, dentro del plazo de compromiso de no retorno a España 
que la persona extranjera haya asumido al retornar voluntariamente a su país de origen.

6. No representar una amenaza para el orden público, la seguridad pública o la salud 
pública, circunstancia que se acreditará mediante la comprobación de la inexistencia de 
antecedentes penales en España y la valoración del informe policial correspondiente.

7. Haber abonado la tasa por tramitación del procedimiento.

Artículo 68.  Procedimiento.
1. La solicitud de reagrupación familiar se podrá presentar cuando la persona extranjera 

reagrupante haya residido en España al menos un año y haya solicitado la autorización para 
residir durante al menos otro año, con las siguientes excepciones:

a) Que la persona reagrupante sea titular de una autorización de residencia de larga 
duración o de larga duración-UE concedida en España, para la reagrupación de sus 
ascendientes o de los ascendientes de su cónyuge o pareja de hecho.

La solicitud podrá presentarse cuando se haya solicitado la autorización de residencia de 
larga duración o de residencia de larga duración-UE.
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En el caso de que la persona reagrupante sea residente de larga duración-UE, para la 
concesión de la reagrupación familiar deberá acreditar el cumplimiento de los requisitos 
previstos en las letras b) y c) del artículo 176.

b) Que la persona reagrupante sea residente en España en base a su previa condición 
de residentes de larga duración-UE en otro Estado miembro de la Unión Europea.

En todo caso, no podrá concederse la autorización de residencia a la persona familiar 
reagrupable hasta que, en función de la situación que deba ostentar el reagrupante para el 
ejercicio del derecho, no se haya producido la efectiva renovación de la autorización de la 
persona reagrupante, o concedido su autorización de residencia de larga duración o de 
residencia de larga duración-UE en España.

2. La persona extranjera que desee ejercer el derecho de reagrupación familiar deberá 
solicitar, personalmente ante la oficina de extranjería competente para su tramitación, una 
autorización de residencia temporal a favor de los miembros de su familia que desee 
reagrupar.

La reagrupación de los familiares de las personas extranjeras residentes de larga 
duración-UE en otro Estado miembro de la Unión Europea, podrá ser presentada por los 
propios familiares, aportando prueba de residencia como miembro de la familia de la persona 
residente de larga duración-UE en el primer Estado miembro.

3. La solicitud, que deberá cumplimentarse en modelo oficial, deberá acompañarse de la 
siguiente documentación:

a) Relativos a la persona reagrupante:
1.º Copia completa del pasaporte, documento de viaje o cédula de inscripción del 

solicitante en vigor.
2.º Copia de la documentación que acredite que cuenta con empleo y/o recursos 

económicos suficientes, de acuerdo con lo establecido en el artículo 67.1.
3.º Documentación que acredite la disponibilidad, por parte de la persona reagrupante, 

de una vivienda adecuada de acuerdo con lo establecido en el artículo 67.2.
4.º En los casos de reagrupación de cónyuge o pareja, declaración responsable de la 

persona reagrupante de que no reside con él en España otro cónyuge o pareja.
5.º Seguro de enfermedad de acuerdo con lo establecido en el artículo 67.3.
b) Relativos al familiar a reagrupar:
1.º Copia completa del pasaporte completo o título de viaje, en vigor.
2.º Copia de la documentación acreditativa de los vínculos familiares o de parentesco o 

de la existencia de la unión de hecho y, en su caso, de la dependencia legal y económica.
4. Para la valoración del requisito establecido en el artículo 67.6, la oficina de extranjería 

recabará de oficio el informe del registro central de penados para comprobar la inexistencia 
de antecedentes penales en España y recabará informe policial sobre la persona en cuyo 
favor se tramita la autorización. Estos informes serán emitidos en el plazo de siete días.

La existencia de antecedentes en el informe policial no supondrá, por sí misma y de 
forma automática, causa de denegación de la autorización. En ese caso, el órgano 
competente valorará de forma casuística y circunstanciada, que la persona extranjera no 
suponga una amenaza para el orden público, la seguridad interior, la salud pública o las 
relaciones internacionales de ninguno de los Estados miembros de la Unión Europea.

5. En el supuesto de que se cumpla con los requisitos establecidos para la reagrupación 
familiar, el órgano competente resolverá la concesión de la autorización de residencia por 
reagrupación, y se suspenderá la eficacia de la autorización en los siguientes términos:

a) La solicitud de visado se tramitará conforme a lo establecido en los artículos 38 y 40. 
La resolución de concesión, en su caso, hará mención expresa a que la autorización no 
desplegará sus efectos hasta que no se produzca la obtención del visado y la posterior 
entrada en España de su titular, que deberá ser en el plazo máximo de un mes.

b) En el supuesto de familiares de residentes de larga duración-UE, la eficacia de la 
autorización estará condicionada a la efectiva entrada del familiar en territorio nacional, si 
dicha entrada se produjera tras la concesión de la autorización. En este caso, la entrada 
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deberá producirse en el plazo máximo de un mes desde la notificación de la concesión de la 
autorización, lo que habrá de constar en la resolución.

6. El órgano competente, a la vista de la documentación presentada y de los informes 
obtenidos, resolverá de forma motivada en el plazo máximo de dos meses, atendiendo a los 
requisitos previstos en esta sección, sobre la autorización solicitada. Transcurrido dicho 
plazo sin haber obtenido respuesta se entenderá que la solicitud ha sido desestimada.

La resolución se grabará en la aplicación correspondiente, de forma que la oficina 
consular competente en la tramitación del visado tenga acceso a la misma.

7. Los procedimientos regulados en este artículo, así como los relativos al 
correspondiente visado y a la renovación de autorizaciones de residencia por reagrupación 
familiar serán objeto de tramitación preferente.

8. La Secretaría de Estado de Migraciones publicará periódicamente información 
estadística sobre las solicitudes y concesiones de autorizaciones iniciales de residencia por 
reagrupación familiar a los órganos competentes en la correspondiente Comunidad 
Autónoma, así como a la Federación Española de Municipios y Provincias a los efectos de 
su traslado a los Ayuntamientos correspondientes.

9. Cuando la persona reagrupante sea titular de una autorización de residencia temporal, 
la vigencia de la autorización de residencia de los familiares reagrupados se extenderá hasta 
la misma fecha que la autorización de que sea titular la persona reagrupante en el momento 
de la entrada del familiar en España, con el mínimo de un año.

Cuando la persona reagrupante tenga la condición de residente de larga duración o de 
residencia de larga duración-UE en España, la vigencia de la primera autorización de 
residencia de los familiares reagrupados se extenderá hasta la fecha de validez de la tarjeta 
de identidad de extranjero de que sea titular la persona reagrupante en el momento de la 
entrada del familiar en España, con el mínimo de un año. La posterior autorización de 
residencia de la persona reagrupada será de larga duración.

Artículo 69.  Residencia de los familiares reagrupados, independiente de la persona 
reagrupante.

1. La persona reagrupada que sea cónyuge o pareja de la persona reagrupante podrá 
obtener una autorización de residencia y trabajo independiente, cuando haya completado, al 
menos, un año de autorización de residencia por reagrupación familiar en España, y reúna 
alguno de los siguientes requisitos:

a) Contar con medios económicos suficientes propios en los términos previstos en el 
artículo 67 de este reglamento.

b) Cumplir los requisitos exigibles de cara a la concesión de una autorización de 
residencia temporal y trabajo por cuenta propia.

c) Cumplir los requisitos laborales exigibles de cara a la concesión de una autorización 
de residencia temporal y trabajo por cuenta ajena excepto la situación nacional de empleo.

De solicitarse y concederse en el momento de la renovación de la autorización por 
reagrupación familiar, la autorización de residencia independiente obtenida en estos 
supuestos, que continuará habilitando para residir y trabajar sin ningún tipo de limitación, 
será de cuatro años de duración. En caso de instarse durante la vigencia de la autorización 
ya renovada, la concesión declarará el mantenimiento de la autorización de la que sea titular, 
en este caso a título personal, por el tiempo de vigencia que le reste.

2. Asimismo, la persona reagrupada podrá obtener una autorización de residencia y 
trabajo independiente, cuando se dé alguno de los siguientes supuestos:

a) En el caso de cónyuge o pareja, cuando se rompa el vínculo conyugal que dio origen 
a la situación de residencia, por separación de derecho, disolución del matrimonio, nulidad o 
por cancelación de la inscripción, siempre que acredite una duración del vínculo de tres años 
y la convivencia en España durante al menos un año, o durante un tiempo inferior en el caso 
de que se le haya otorgado la custodia de los hijos o hijas en común.

La solicitud de autorización de residencia independiente habrá de solicitarse en el plazo 
de los seis meses siguientes a la fecha de notificación de la admisión de la demanda de 

CÓDIGO DE DERECHO MATRIMONIAL

§ 26  Reglamento Ley Orgánica sobre derechos y libertades de los extranjeros en España [parcial]

– 224 –



nulidad, divorcio o separación de derecho, de la resolución de cancelación de la inscripción 
de la pareja registrada.

De solicitarse y concederse en el momento de la renovación, la autorización de 
residencia independiente obtenida en estos supuestos, que continuará habilitando para 
residir y trabajar sin ningún tipo de limitación, será de cuatro años de duración. En caso de 
instarse durante la vigencia de la autorización ya renovada, la concesión declarará el 
mantenimiento de la autorización de la que sea titular a título personal por el tiempo de 
vigencia que le reste.

b) Independientemente del tiempo de residencia y convivencia, cuando la persona 
reagrupada fuera víctima de violencia de género, víctima de violencia sexual, víctima de un 
delito por conductas violentas ejercidas en el entorno familiar, víctima de trata de seres 
humanos por parte de la persona reagrupante o víctima del delito de abandono de familia, 
menores o personas con discapacidad necesitadas de especial protección, una vez dictada a 
su favor, en los cuatro primeros casos, una orden judicial de protección o, en su defecto, 
exista un informe policial o un informe del Ministerio Fiscal que indique la existencia de 
indicios de violencia de género o cuente con informe en la que figure identificada como 
víctima de trata de seres humanos emitido por las autoridades policiales con formación 
específica en la investigación de la trata de seres humanos y en la identificación de sus 
víctimas. También se podrá acreditar la condición de víctima de violencia de género, víctima 
de violencia sexual y víctima de un delito por conductas violentas ejercidas en el entorno 
familiar a través del documento que lo acredite de conformidad con las previsiones recogidas 
en la normativa correspondiente.

La solicitud de autorización de residencia independiente habrá de solicitarse en el plazo 
de los seis meses siguientes a la fecha en que se notifiquen los informes o documentación a 
la que se refiere el párrafo anterior.

La tramitación de estas solicitudes tendrá carácter preferente y la duración de la 
autorización independiente, que será incondicionada y que continuará habilitando para 
residir y trabajar sin ningún tipo de limitación, será de cinco años.

c) Independientemente del tiempo de residencia y de convivencia, por fallecimiento de la 
persona reagrupante siempre que estos hayan residido en España cumpliendo los requisitos 
previstos antes del fallecimiento de la persona titular y que se solicite en el plazo de los seis 
meses siguientes a la fecha del fallecimiento. La autorización de residencia independiente 
obtenida en este caso continuará habilitando para residir y trabajar sin ningún tipo de 
limitación y tendrá una duración de cinco años de duración.

3. En los casos previstos en el apartado anterior, cuando, además del cónyuge o pareja, 
se haya reagrupado a otros familiares, éstos conservarán la autorización de residencia 
concedida y dependerán, a efectos de la renovación de la autorización de residencia por 
reagrupación familiar, del miembro de la familia con el que convivan.

4. Los hijos e hijas y los menores de edad sobre los que la persona reagrupante ostente 
la representación legal obtendrán una autorización de residencia independiente cuando 
alcancen la mayoría de edad y acrediten encontrarse en alguna de las situaciones descritas 
en el apartado 1 de este artículo, o bien cuando hayan alcanzado la mayoría de edad y 
hayan residido en España durante cinco años.

5. Como excepción a lo establecido en los apartados anteriores, las personas 
reagrupadas por una persona titular de una Tarjeta azul-UE obtendrán una autorización de 
residencia independiente cuando hayan residido en cualquier país de la Unión Europea 
durante cinco años, siempre que hayan residido en España al menos los últimos dos años 
anteriores a la presentación de la solicitud correspondiente.

6. Las personas ascendientes reagrupadas podrán obtener una autorización de 
residencia independiente de la persona reagrupante cuando hayan obtenido una 
autorización para trabajar, sin perjuicio de que los efectos de dicha autorización de 
residencia independiente, para el ejercicio de la reagrupación familiar, queden supeditados a 
lo dispuesto en el artículo 17.3 de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero.
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Artículo 70.  Reagrupación familiar por personas residentes reagrupadas.
1. Las personas extranjeras que hubieran adquirido la residencia temporal en virtud de 

una previa reagrupación familiar podrán, a su vez, ejercer el derecho de reagrupación 
respecto de sus propios familiares, siempre que cuenten con una autorización de residencia 
y trabajo obtenidos independientemente de la autorización de la persona reagrupante y 
reúnan los requisitos establecidos para el ejercicio del derecho a la reagrupación familiar.

2. En el supuesto de los ascendientes, estos sólo podrán ejercitar, a su vez, el derecho 
de reagrupación familiar tras haber obtenido la condición de residente de larga duración y 
acrediten solvencia económica para atender las necesidades de los miembros de su familia 
que pretendan reagrupar.

3. Excepcionalmente, la persona ascendiente reagrupada que tenga a su cargo uno o 
más hijos e hijas menores de edad o los mayores de esa edad que tengan una discapacidad 
que requiera de apoyo o los mayores de edad que no sean objetivamente capaces de 
proveer a sus propias necesidades debido a su estado de salud, podrá ejercer el derecho de 
reagrupación en los términos dispuestos en el apartado 1 de este artículo.

Artículo 71.  Renovación de la autorización de residencia por reagrupación familiar.
1. La renovación de la autorización deberá solicitarse en modelo oficial en el plazo de 

dos meses previos a su expiración o dentro de los tres meses posteriores a esa fecha, sin 
perjuicio de la incoación del correspondiente procedimiento sancionador por la infracción 
prevista en el artículo 52.b) de la Ley Orgánica 4/2000, del 11 de enero.

2. La renovación de la autorización de residencia por reagrupación familiar de 
descendientes, menores tutelados o ascendientes podrá ser solicitada por el cónyuge o 
pareja del reagrupante, siempre que dicho cónyuge o pareja sea residente en España, forme 
parte de la misma unidad familiar, y el reagrupante original no reúna los requisitos exigibles 
para la renovación de la autorización por reagrupación familiar.

Ello será igualmente de aplicación, en el caso de descendientes o menores tutelados, 
respecto a su otro progenitor o tutor, siempre que éste tenga la condición de residente en 
España y sin perjuicio de que forme parte o no de la unidad familiar.

3. Para la renovación de una autorización se deberán cumplir los siguientes requisitos:
a) La persona reagrupante ha de ser titular de una autorización de residencia, la persona 

reagrupada ha de ser titular de la autorización de residencia por reagrupación familiar, y 
ambas autorizaciones han de encontrarse en vigor o hallarse dentro del plazo de tres meses 
posteriores a la caducidad de ésta.

b) Ha de mantenerse el vínculo familiar o de parentesco o la existencia de la unión de 
hecho.

c) Se valorará, en su caso, previa solicitud de oficio de los correspondientes informes, la 
posibilidad de renovar la autorización de residencia a las personas extranjeras que hubieran 
sido condenadas por la comisión de un delito y hayan cumplido la condena, los que hubieran 
sido indultados o se hallasen en situación de remisión condicional de la pena o de 
suspensión de la pena.

d) Tener escolarizados a los menores a su cargo en edad de escolarización obligatoria 
durante la permanencia de éstos en España.

e) Haber abonado la tasa por tramitación del procedimiento.
4. A la solicitud se deberá acompañar la documentación siguiente:
a) Copia completa del pasaporte en vigor, cédula de inscripción o título de viaje, 

reconocido como válido en España, del reagrupado y del reagrupante.
b) En su caso, documentación acreditativa de la vigencia del matrimonio o de la relación 

de análoga afectividad a la conyugal.
c) En su caso, informe emitido por las autoridades autonómicas competentes que 

acredite la escolarización de los menores en edad de escolarización obligatoria que estén a 
su cargo. En caso de no acreditarse, la oficina de extranjería lo pondrá en conocimiento de 
las autoridades educativas y advertirá a la persona solicitante de que la autorización no será 
renovada si no acredita dicha escolarización en el plazo del mes siguiente a su 
requerimiento.
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d) En su caso, documentación acreditativa del esfuerzo de integración que se acreditará 
mediante la aportación, entre otros medios de prueba, de un informe favorable de los 
órganos competentes de la Comunidad Autónoma de su lugar de residencia.

El informe, de ser favorable, certificará el conocimiento y respeto de los valores 
constitucionales de España, los valores estatutarios de la Comunidad Autónoma en que se 
resida, los valores de la Unión Europea, los derechos humanos, las libertades públicas, la 
democracia, la tolerancia, la igualdad entre mujeres y hombres y, en su caso, el aprendizaje 
de las lenguas oficiales del lugar de residencia.

En caso de que el informe no haya sido emitido en el plazo de un mes, circunstancia que 
habrá de ser debidamente acreditada por el interesado, podrá justificarse este requisito por 
cualquier medio de prueba admitido en Derecho.

5. El vencimiento del plazo máximo de tres meses desde la presentación de la solicitud 
sin haberse notificado resolución expresa, legitima al interesado para entenderla estimada 
por silencio administrativo.

6. La autorización renovada, que habilitará para trabajar por cuenta ajena y por cuenta 
propia sin ningún tipo de limitación, tendrá una duración de cuatro años y esa vigencia 
quedará condicionada al mantenimiento de la autorización de residencia de la que sea titular 
la persona reagrupante de la que dependa.

[ . . . ]
CAPÍTULO VII

Residencia temporal de familiares de personas con nacionalidad española

Artículo 93.  Definición.
Se encontrará en situación de residencia temporal la persona extranjera que, obteniendo 

una autorización conforme a lo previsto en este capítulo, no posea la nacionalidad de uno de 
los Estados miembros de la Unión Europea, ni de otro Estado parte del Acuerdo sobre el 
Espacio Económico Europeo ni de Suiza y tenga con una persona de nacionalidad española 
una relación familiar de las que se incluyen en este capítulo, independientemente del lugar y 
el momento en que se cree el vínculo, siempre que se mantenga y le acompañen, se unan o 
se reúnan con él en territorio nacional, salvo en el caso previsto en el artículo 94.1 h) del 
presente reglamento en cuyo caso podrán hacerlo en cualquier circunstancia.

Artículo 94.  Ámbito de aplicación.
1. Podrán solicitar una autorización de residencia temporal de familiar de una persona de 

nacionalidad española, siempre que convivan, quienes se encuentren en alguna de las 
siguientes situaciones:

a) El cónyuge mayor de dieciocho años, siempre y cuando no haya recaído acuerdo o 
declaración de nulidad del vínculo matrimonial o divorcio y no se haya celebrado en fraude 
de ley.

En ningún caso podrá acceder a esta autorización más de un cónyuge, 
independientemente de que la ley personal de la persona extranjera admita esta modalidad 
matrimonial.

En cuanto a la persona de nacionalidad española residente que esté casada en 
segundas o posteriores nupcias, sólo podrá acceder a esta autorización el nuevo cónyuge y 
sus familiares relacionados en este artículo si acreditan que la disolución de sus anteriores 
matrimonios ha tenido lugar tras un procedimiento que fije la situación del cónyuge previo y 
sus familiares con relación a la vivienda común, las eventuales pensiones al cónyuge y a los 
hijos menores o mayores dependientes.

b) La pareja extranjera no casada mayor de dieciocho años que mantenga con la 
persona de nacionalidad española una relación de afectividad análoga a la conyugal e 
inscrita en un registro público establecido, a esos efectos, en un Estado miembro de la Unión 
Europea o en un Estado parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo o en 
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Suiza, siempre y cuando no se haya celebrado en fraude de ley y no se haya cancelado 
dicha inscripción, lo que deberá ser suficientemente acreditado.

c) La pareja extranjera no casada mayor de dieciocho años que mantenga con la 
persona de nacionalidad española una relación estable debidamente probada. En todo caso, 
se entenderá por pareja estable debidamente probada aquella que acredite suficientemente 
una relación de convivencia análoga a la conyugal, dentro o fuera de España, de, al menos, 
doce meses continuados. No será exigible el periodo de convivencia previa si la pareja 
cuenta con descendencia común siempre que se mantenga el vínculo.

Las situaciones de matrimonio, pareja registrada y pareja estable se considerarán, en 
todo caso, incompatibles entre sí.

d) Sus hijos o, los de su cónyuge, pareja registrada o pareja estable siempre y cuando 
esta también resida o vaya a residir en España, menores de veintiséis años, o mayores de 
dicha edad que estén a su cargo, o que tengan una discapacidad para la que precisen apoyo 
para el ejercicio de su capacidad jurídica. En todos los casos anteriores, siempre que 
convivan o pretendan convivir con ellos y no estén casados o hayan constituido su propia 
unidad familiar. Si estuvieran casados o hubieran constituido su propia unidad familiar 
podrán solicitar las autorizaciones conforme a lo previsto en la letra i) de este apartado 
acreditando que todos los miembros de esa unidad familiar están a cargo de la persona con 
nacionalidad española.

En el supuesto de hijos adoptivos deberá acreditarse que la resolución por la que se 
acordó la adopción reúne los elementos necesarios para producir efectos en España 
conforme a la normativa nacional e internacional.

Cuando se trate de hijos del cónyuge, o de la pareja registrada o estable, menores de 
dieciocho años, podrán acceder a la autorización de residencia siempre que el progenitor 
extranjero ejerza la patria potestad o la custodia con carácter exclusivo o, en su defecto, 
siempre que el otro titular del derecho de custodia haya dado su consentimiento ante una 
autoridad pública o fedatario público. No será necesario tal consentimiento cuando esos hijos 
menores hayan nacido en España y hayan permanecido en nuestro país desde su 
nacimiento.

e) Los ascendientes directos de primer grado en línea directa y los de su cónyuge, o 
pareja registrada o pareja estable siempre que no haya recaído acuerdo o declaración de 
nulidad del vínculo matrimonial, o divorcio, o se haya cancelado la inscripción registral de la 
pareja en los siguientes casos:

1.º cuando acrediten que viven a su cargo y carezcan de apoyo familiar en origen,
2.º cuando concurran razones de carácter humanitario.
f) El padre, madre, tutor o tutora de un menor de nacionalidad española, siempre que el 

solicitante tenga a cargo al menor y conviva con este o esté al corriente de sus obligaciones 
respecto al mismo. Esta relación deberá haber sido constituida conforme al ordenamiento 
jurídico español.

g) Un único familiar, hasta el segundo grado, que realice o vaya a realizar los cuidados 
que precise una persona con nacionalidad española que tenga reconocido alguno de los 
grados de dependencia previstos en el artículo 26 de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de 
Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de 
dependencia.

h) Los hijos y las hijas cuyo padre o madre sean o hubieran sido españoles de origen.
i) Otros miembros de su familia no incluidos en los apartados anteriores, y acrediten, de 

forma fehaciente, en el momento de la solicitud, que se encuentran a su cargo.
2. Cuando existan varios familiares de la persona con nacionalidad española, las 

solicitudes de las autorizaciones de residencia temporal podrán formularse, de todos los 
miembros de la unidad familiar o de parte de ella al mismo tiempo o de forma sucesiva.

3. Las referencias incluidas en el presente capítulo en relación con la condición de 
persona extranjera a cargo o de razones de carácter humanitario, se entenderán de 
conformidad con los requisitos y condiciones establecidos en el capítulo I del título XII.

4. Cuando se trate de familiares menores de dieciocho años con los que no exista 
vínculo de filiación, habrá de acreditarse la existencia de medidas de protección por 
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desamparo en España o en el extranjero, siempre que no sean contrarias al orden público 
español.

Artículo 95.  Características de la autorización de residencia temporal de familiares de 
personas con nacionalidad española.

1. A las personas extranjeras a las que se les conceda esta autorización tendrán 
derecho, durante su vigencia, a residir y trabajar, sin necesidad de realizar ningún trámite 
administrativo adicional, mientras se mantengan las condiciones previstas en el presente 
capítulo y siempre que superen la edad mínima de admisión al trabajo. Dicha autorización 
les habilita para trabajar por cuenta ajena o por cuenta propia, y en cualquier parte del 
territorio español, ocupación o sector de actividad.

Los familiares que hayan accedido a la autorización de residencia, tras haber acreditado 
la condición de persona extranjera a cargo, la podrán mantener o conservar, aunque ejerzan 
en España, durante su vigencia, actividades por cuenta ajena o por cuenta propia. Ello sin 
perjuicio de que puedan solicitar una autorización de residencia independiente en los 
términos y con los efectos previstos en el artículo 99.

De conformidad con lo establecido en el artículo 40 de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de 
enero, no se tendrá en cuenta la situación nacional de empleo para la concesión de estas 
autorizaciones.

2. Las personas titulares de la autorización de residencia temporal de familiares de 
personas con nacionalidad española podrán ejercer su propio derecho a la reagrupación 
familiar en los términos, plazos, requisitos y condiciones previstas en los artículos 68 y 69.

3. En caso de que la persona extranjera se encuentre en España, la concesión de la 
autorización de residencia tendrá una validez de 5 años a partir de la fecha de su concesión 
o, en su caso, se otorgará por el periodo previsto de residencia en España del familiar de 
nacionalidad española si éste fuera inferior. En caso de que la persona extranjera se 
encuentre fuera de España, la autorización concedida tendrá una duración de 5 años o por el 
periodo previsto de residencia en España del familiar español si éste fuera inferior y tendrá 
efecto desde la fecha en que se efectúe la entrada en España.

4. Si la duración de la autorización fuera inferior a la máxima de 5 años podrá renovarse 
siempre y cuando se mantengan las condiciones previstas en este capítulo, por cinco años o 
por el periodo previsto de residencia en España del familiar de nacionalidad española si este 
fuera inferior, siempre que la solicitud se presente en los dos meses previos a la fecha de la 
caducidad o en los tres meses posteriores a la misma, y sin perjuicio de la incoación del 
correspondiente procedimiento sancionador por la infracción prevista en el artículo 52.b) de 
la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero. La presentación de la solicitud dentro del plazo de 
renovación prorroga la validez de la autorización anterior hasta la resolución del 
procedimiento.

Artículo 96.  Acreditación de los requisitos para la obtención de la autorización.
Para obtener una autorización de residencia temporal de familiares de personas con 

nacionalidad española será necesario cumplir los siguientes requisitos específicos:
a) Relativos al familiar de nacionalidad española:
1.º Copia completa del pasaporte, o del documento nacional de identidad, en vigor.
2.º En los casos de solicitud a favor de cónyuge o pareja, declaración responsable de 

que no reside con él en España otro cónyuge o pareja.
b) Relativos al familiar extranjero:
1.º Copia completa del pasaporte, del título de viaje, en vigor.
2.º Documentación acreditativa de la existencia del vínculo familiar con el familiar de 

nacionalidad española.
3.º En los supuestos en los que así se exija, documentación acreditativa de que el 

familiar se encuentre a cargo del familiar de nacionalidad española.
4.º En los casos contemplados en el artículo 94.1.i), se deberá acreditar la dependencia, 

la convivencia, el grado de parentesco y, en su caso, la existencia de motivos graves de 
salud o discapacidad.

CÓDIGO DE DERECHO MATRIMONIAL

§ 26  Reglamento Ley Orgánica sobre derechos y libertades de los extranjeros en España [parcial]

– 229 –



5.º En el supuesto de pareja estable, documentación que justifique la existencia de una 
relación estable con la pareja de nacionalidad española, el tiempo de convivencia y, en su 
caso, certificado de nacimiento de los descendientes comunes.

Artículo 97.  Procedimiento para la obtención de la autorización de residencia.
1. La solicitud de autorización de residencia podrá presentarse según el supuesto de que 

se trate, de la siguiente forma:
a) Por la persona de nacionalidad española cuando esta se encuentre en territorio 

nacional y la extranjera se halle en el Estado de origen o de procedencia y ambos pretendan 
fijar su residencia de manera efectiva en España.

b) Por la persona extranjera, cuando tanto el familiar de nacionalidad española como el 
familiar extranjero se encuentren fuera del territorio nacional y tengan previsto trasladar o 
establecer su residencia de manera real en España.

c) Excepcionalmente, cuando la persona extranjera y el ciudadano español se 
encuentren en territorio nacional, los familiares de las letras a), b), c), f), g), h) del apartado 
primero artículo 94 y, hasta que cumplan los dieciocho años, los familiares incluidos en la 
letra d), podrán solicitar en España, indistintamente, cualquiera de los dos esta autorización 
de residencia temporal.

2. En el caso previsto en la letra a) del apartado primero, el familiar de nacionalidad 
española presentará la solicitud a favor de su familiar personalmente o mediante 
representación según el modelo oficial ante la oficina de extranjería de la provincia en la que 
resida, junto con la documentación prevista en el artículo 96.

La oficina de extranjería comprobará el cumplimiento de los requisitos y resolverá sobre 
la autorización. En caso de que la autorización sea concedida, el familiar deberá presentar la 
solicitud del correspondiente visado ante la oficina consular española competente que se 
tramitará conforme a lo dispuesto en el artículo 41.2.

3. En el caso previsto en la letra b) del apartado primero, la persona extranjera 
presentará la solicitud de visado ante la oficina consular española competente que se 
tramitará conforme a lo dispuesto en el artículo 41.3.

4. En el supuesto previsto en la letra c) del apartado primero, el familiar de nacionalidad 
española o la persona extranjera presentará la solicitud ante la oficina de extranjería de la 
provincia en la que tenga establecida o vaya a establecer su residencia junto con la 
documentación que acredite el cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 
anteriores de este capítulo y el artículo 38, salvo los previstos en el artículo 38. b) y h).

5. Salvo que se hayan inadmitido o denegado autorizaciones del mismo tipo con base en 
una identidad sustancial de hechos, la presentación de la solicitud otorgará, durante su 
tramitación y hasta su resolución, el derecho de permanecer provisionalmente a los 
familiares en España y, en el caso de aquellos referidos en las letras a), b), c) y d) del 
artículo 94, habilitará para el desarrollo de actividades laborales o profesionales por cuenta 
ajena o propia, respectivamente. El mantenimiento de la autorización provisional y, en su 
caso, de la habilitación para trabajar quedarán condicionados a la posterior concesión 
definitiva de la autorización, quedando sin efecto en otro caso.

6. Recibida la solicitud de autorización, la oficina de extranjería competente comprobará 
la documentación aportada y verificará el cumplimiento de los requisitos previstos en este 
capítulo.

Si la documentación estuviera incompleta, formulará el oportuno requerimiento a fin de 
que se subsanen los defectos en el plazo que se señale en la notificación, que no podrá ser 
superior a quince días, advirtiéndole de que, de no efectuarse, se le tendrá por desistido de 
su solicitud y procederá al archivo de su expediente, dictándose al efecto la oportuna 
resolución.

Para valorar la condición prevista en el artículo 94.1, la oficina de extranjería recabará de 
oficio el informe de los servicios competentes de la Dirección General de la Policía en 
materia de seguridad y orden público, de los juzgados y tribunales, así como del Registro 
Central de Penados.
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El órgano competente resolverá y notificará en el plazo de dos meses desde la fecha de 
presentación de solicitud. Transcurrido dicho plazo sin haber obtenido respuesta se 
entenderá que la solicitud ha sido desestimada.

En el supuesto previsto en el apartado 1.b), el órgano competente resolverá en el plazo 
de dos meses desde la recepción de la comunicación de la oficina consular, transcurrido el 
cual sin haber obtenido respuesta se entenderá que la solicitud ha sido desestimada.

La resolución de concesión, que, en su caso, hará mención expresa a que la 
autorización no desplegará sus efectos hasta que no se produzca la obtención del visado y 
la posterior entrada en España de su titular, se incorporará a la aplicación informática 
correspondiente para que sea inmediatamente accesible por el Ministerio de Asuntos 
Exteriores, Unión Europea y Cooperación y por la oficina consular para su valoración.

7. En el caso previsto en la letra c) del apartado primero, una vez obtenida la 
autorización, la persona extranjera deberá solicitar personalmente la tarjeta de identidad de 
extranjero ante la Comisaría de Policía competente en el plazo de un mes desde la 
notificación de la concesión.

En los demás casos, la persona extranjera deberá solicitar personalmente la tarjeta de 
identidad de extranjero ante la Comisaría de Policía competente en el plazo de un mes 
desde la fecha de entrada en territorio nacional.

8. Los procedimientos regulados en este artículo, serán objeto de tramitación preferente 
y tendrán carácter gratuito.

Artículo 98.  Condiciones para el ejercicio del derecho a una autorización de residencia 
temporal de familiares de personas con nacionalidad española.

1. La autorización de residencia temporal de familiares de personas con nacionalidad 
española, o el correspondiente visado, se podrán denegar por razones de orden público, 
seguridad pública o salud pública, respetando el principio de proporcionalidad y, teniéndose 
en cuenta la normativa reguladora de orden público y de la seguridad pública.

Cuando se adopte por las razones anteriormente señaladas de orden público o de 
seguridad pública, la denegación de la autorización o del visado deberá estar fundada 
exclusivamente en la conducta personal de la persona extranjera, que, en todo caso, deberá 
constituir una amenaza real, actual y suficientemente grave que afecte a un interés 
fundamental de la sociedad, y que será valorada, por el órgano competente para resolver en 
atención a los informes de las autoridades policiales, fiscales o judiciales que obren en el 
expediente.

La existencia de condenas penales anteriores, dentro o fuera de España, no constituirá, 
por sí sola, razón automática para acordar la denegación de la autorización o del visado, 
salvo en el caso de los familiares incluidos en las letras c), g), h) e i) del artículo 94 que 
tendrán que acreditar, en todo caso, la inexistencia de antecedentes penales.

2. La vigencia de la autorización de residencia estará condicionada al hecho de que la 
persona titular de la misma continúe encontrándose en alguno de los supuestos que dan 
derecho a su obtención y mantenga el cumplimiento de los requisitos y condiciones. Las 
personas españolas o el familiar extranjero deberán comunicar los eventuales cambios de 
circunstancias referidos al domicilio, a su nacionalidad, estado civil y en su caso, la condición 
de pareja registrada o estable, a la oficina de extranjería de la provincia donde residan o la 
Comisaría de Policía correspondiente en el plazo de dos meses desde que se produzcan.

3. Conforme a lo dispuesto en el capítulo II del título XII de este reglamento, será causa 
de retirada o pérdida de la autorización que la persona de nacionalidad española o el 
miembro o miembros de su familia no hagan o hayan dejado de hacer vida conyugal o 
familiar efectiva o se constate que el ciudadano español o la pareja no casada ha contraído 
matrimonio o mantiene una relación estable con otra persona.

Artículo 99.  Residencia independiente de las personas que tienen o han tenido vínculos 
familiares con una persona de nacionalidad española.

1. Las personas referidas en el artículo 94, con la excepción de los mencionados en las 
letras c) e i), podrán optar a una autorización independiente cuando se den los supuestos 
contemplados en los apartados siguientes:
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2. El fallecimiento de la persona de nacionalidad española no afectará al derecho de 
residencia de quienes sean titulares de la autorización siempre que estos hayan residido en 
España antes del fallecimiento del titular del derecho. Las personas que hubieran obtenido la 
autorización de residencia temporal de familiares de personas con nacionalidad española 
tendrán la obligación de comunicar el fallecimiento a la oficina de extranjería donde residan 
en el plazo máximo de seis meses desde que se produzca.

3. El cese de la residencia efectiva en España de la persona con nacionalidad española, 
que habrá de ser comunicada en el plazo máximo de seis meses desde que se produzca, no 
supondrá la pérdida de la autorización de residencia de sus hijos ni del progenitor que tenga 
atribuida la custodia efectiva de éstos, con independencia de su nacionalidad, siempre que 
dichos hijos residan en España y se encuentren matriculados en un centro de enseñanza 
para cursar estudios, ello hasta la finalización de éstos.

4. En el caso de nulidad del vínculo matrimonial o divorcio, o de la cancelación de la 
inscripción como pareja registrada, de la persona con nacionalidad española con la persona 
extranjera, esta tendrá obligación de comunicar dicha circunstancia a las autoridades 
competentes en el plazo de seis meses desde que se produzca. Para conservar el derecho 
de residencia, deberá acreditarse uno de los siguientes supuestos:

a) Duración de al menos tres años del matrimonio o situación de pareja registrada o 
estable, hasta el inicio del procedimiento judicial de nulidad del matrimonio, divorcio o de la 
cancelación de la inscripción como pareja registrada, de los cuales deberá acreditarse que al 
menos uno de los años ha transcurrido en España.

La solicitud de autorización de residencia independiente habrá de solicitarse en el plazo 
de los seis meses siguientes a la fecha de notificación de la admisión de la demanda de 
nulidad, divorcio o separación de derecho, de la resolución de cancelación de la inscripción 
de la pareja registrada o del cese de la convivencia de la pareja estable.

b) Otorgamiento por mutuo acuerdo o decisión judicial, de la custodia de los hijos e hijas 
de la persona con nacionalidad española, al excónyuge o expareja registrada o estable de 
nacionalidad extranjera.

c) Resolución judicial o mutuo acuerdo entre las partes que determine el derecho de 
visita, al hijo o hija menor, del excónyuge o expareja registrada o estable de nacionalidad 
extranjera, cuando dicho menor resida en España y dicha resolución o acuerdo se encuentre 
vigente.

5. Cuando la persona extranjera fuera víctima de violencia de género, de violencia 
sexual, de un delito por conductas violentas ejercidas en el entorno familiar, víctima de trata 
de seres humanos por parte del familiar español o víctima del delito de abandono de familia, 
menores o personas con discapacidad necesitadas de especial protección, una vez dictada a 
su favor, en los tres primeros casos, una orden judicial de protección o, en su defecto, exista 
un informe policial o un informe del Ministerio Fiscal que indique la existencia de indicios de 
violencia de género o cuente con informe en el que figure identificada como víctima de trata 
de seres humanos emitido por las autoridades policiales con formación específica en la 
investigación de la trata de seres humanos y en la identificación de sus víctimas. También se 
podrá acreditar la condición de víctima de violencia de género, víctima de violencia sexual y 
víctima de un delito por conductas violentas ejercidas en el entorno familiar a través del 
documento que lo acredite de conformidad con las previsiones recogidas en la normativa 
correspondiente.

6. En los supuestos previstos en los apartados anteriores, el familiar extranjero, para 
mantener o conservar la autorización por el tiempo que reste de vigencia hasta su 
caducidad, deberá solicitar expresamente ante la oficina de extranjería la residencia 
independiente en el plazo de los seis meses siguientes a la fecha en que se produzca el 
hecho causante previsto en los ordinales segundo a cuarto de este artículo. Obtenida la 
resolución favorable sobre la residencia independiente, la persona extranjera mantendrá la 
tarjeta de identidad de extranjero de la que sea titular hasta la caducidad de la misma.

7. En los supuestos previstos en los apartados anteriores, cuando no sea posible 
mantener la autorización a título personal, procederá solicitar la modificación de la 
autorización en los términos previstos en el título XI siempre que acrediten los requisitos 
previstos y se solicite en el plazo de los tres meses siguientes a la fecha que se produzca la 
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circunstancia que lo justifica o a los tres meses siguientes a la denegación de la solicitud de 
la residencia independiente.

[ . . . ]
TÍTULO VII

Residencia temporal por circunstancias excepcionales

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Residencia temporal y trabajo por circunstancias excepcionales por 
colaboración contra redes organizadas

[ . . . ]
Artículo 147.  Reagrupación familiar de los hijos de la víctima que no se encuentren en 
España.

Se facilitará la reagrupación familiar de los hijos e hijas menores, menores tutelados, o 
mayores con discapacidad que no sean objetivamente capaces de proveer a sus propias 
necesidades, de la víctima, que no se encuentren en España en el momento en que se 
declare la exención de responsabilidad de la víctima. Se estará a lo dispuesto en la Ley 
Orgánica 4/2000 en materia de reagrupación familiar, y se exonerará a la víctima de la 
obligación de acreditar los medios de vida suficientes, requisito de residencia previa y la 
disposición de vivienda adecuada.

CAPÍTULO V
Residencia temporal y trabajo por circunstancias excepcionales de extranjeros 

víctimas de trata de seres humanos

[ . . . ]
Artículo 155.  Reagrupación familiar de los hijos e hijas de la víctima que no se encuentren 
en España.

Se facilitará la reagrupación familiar de los hijos e hijas menores, menores tutelados, o 
los mayores de esa edad que tengan una discapacidad que requiera de apoyo o los mayores 
de edad que no sean objetivamente capaces de proveer a sus propias necesidades debido a 
su estado de salud que no se encuentren en España en el momento en que se declare la 
exención de responsabilidad de la víctima. Se estará a lo dispuesto en la Ley Orgánica 
4/2000, de 11 de enero, en materia de reagrupación familiar, si bien se exonerará a la 
víctima de trata de la obligación de acreditar los medios de vida suficientes, requisito de 
residencia previa y la disposición de vivienda adecuada.

[ . . . ]
TÍTULO X

Residencia de larga duración

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Movilidad del residente de larga duración-UE en otro Estado miembro

[ . . . ]
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Artículo 180.  Residencia de larga duración en España de la familia del residente de larga 
duración-UE en otro Estado miembro de la Unión Europea.

1. Los miembros de la familia de una persona extranjera titular de una autorización de 
residencia de larga duración-UE concedida por otro Estado miembro de la Unión Europea 
podrán solicitar residir en España, no requiriéndose la obtención de visado, en caso de que 
formaran parte de la unidad familiar constituida en el anterior Estado miembro de residencia.

Se entenderá por miembros de la familia a los efectos del párrafo anterior, los definidos 
como familiares reagrupables en el artículo 17 de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero.

2. La solicitud podrá ser presentada en cualquier momento anterior a la entrada en 
territorio español y, como máximo, en el plazo de tres meses desde que se efectúe la misma.

Se presentará, dirigida a la oficina de extranjería correspondiente a la provincia en que 
resida o vaya a residir el residente de larga duración-UE del que deriva el derecho, ante la 
oficina consular española correspondiente al lugar previo de residencia en la Unión Europea 
o directamente ante la propia oficina de extranjería.

La presentación podrá ser simultánea o posterior a la solicitud de autorización de 
residencia de larga duración presentada por el titular de la autorización de residencia de 
larga duración-UE en otro Estado miembro.

3. A la solicitud se acompañará:
a) Documentación acreditativa de su residencia en el anterior Estado miembro en calidad 

de miembro de la familia de titular de una autorización de residencia de larga duración-UE en 
éste.

b) Copia del pasaporte completo, o documento de viaje, en vigor, del familiar.
c) Impreso acreditativo del abono de la tasa por tramitación del procedimiento.
d) Documentación acreditativa de que el familiar o el titular de la autorización de 

residencia de larga duración-UE cuenta con medios económicos en los términos previstos en 
los artículos de este Reglamento relativos a la residencia por reagrupación familiar.

e) Documentación acreditativa de que el familiar o la persona titular de la autorización de 
residencia de larga duración-UE cuenta con un seguro de enfermedad en los supuestos del 
artículo 179.3.d). 1.º

4. El órgano competente resolverá la solicitud y la notificará en el plazo máximo de dos 
meses. Sin perjuicio de lo anterior, no podrá concederse la autorización de residencia a favor 
de un familiar sin que al mismo tiempo o anteriormente se haya concedido la solicitada por el 
titular de la autorización de residencia de larga duración-UE del que deriva el derecho. Si la 
solicitud fue presentada de forma simultánea a la del titular de la autorización de residencia 
de larga duración-UE, deberán resolverse conjuntamente.

Transcurrido dicho plazo, se entenderá que la solicitud ha sido desestimada.
5. Concedida, en su caso, la autorización, la persona extranjera deberá entrar en España 

en el plazo máximo de tres meses desde la notificación de la resolución, de no encontrarse 
ya en territorio español.

6. La autorización tendrá vigencia desde la entrada de la persona extranjera en España 
dentro del plazo señalado en el apartado anterior o desde la fecha de notificación de la 
resolución, de encontrarse ésta en España.

7. Salvo en el caso de concesión de autorizaciones de vigencia inferior o igual a seis 
meses, la persona extranjera habrá de solicitar personalmente la tarjeta de identidad de 
extranjero en el plazo de un mes desde que la autorización cobre vigencia.

8. La autorización concedida a favor del familiar tendrá la consideración de autorización 
de residencia por reagrupación familiar en los términos previstos en este Reglamento.

[ . . . ]
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§ 27

Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos. 
[Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 282, de 25 de noviembre de 1994

Última modificación: 25 de mayo de 2023
Referencia: BOE-A-1994-26003

[ . . . ]
TÍTULO II

De los arrendamientos de vivienda

CAPÍTULO I
Normas generales

[ . . . ]
Artículo 7.  Condición de arrendamiento de vivienda.

El arrendamiento de vivienda no perderá esta condición aunque el arrendatario no tenga 
en la finca arrendada su vivienda permanente, siempre que en ella habiten su cónyuge no 
separado legalmente o de hecho, o sus hijos dependientes.

[ . . . ]
CAPÍTULO II

De la duración del contrato

Artículo 9.  Plazo mínimo.
1. La duración del arrendamiento será libremente pactada por las partes. Si esta fuera 

inferior a cinco años, o inferior a siete años si el arrendador fuese persona jurídica, llegado el 
día del vencimiento del contrato, este se prorrogará obligatoriamente por plazos anuales 
hasta que el arrendamiento alcance una duración mínima de cinco años, o de siete años si el 
arrendador fuese persona jurídica, salvo que el arrendatario manifieste al arrendador, con 
treinta días de antelación como mínimo a la fecha de terminación del contrato o de 
cualquiera de las prórrogas, su voluntad de no renovarlo.

El plazo comenzará a contarse desde la fecha del contrato o desde la puesta del 
inmueble a disposición del arrendatario si esta fuere posterior. Corresponderá al arrendatario 
la prueba de la fecha de la puesta a disposición.
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2. Se entenderán celebrados por un año los arrendamientos para los que no se haya 
estipulado plazo de duración o este sea indeterminado, sin perjuicio del derecho de prórroga 
anual para el arrendatario, en los términos resultantes del apartado anterior.

3. Una vez transcurrido el primer año de duración del contrato y siempre que el 
arrendador sea persona física, no procederá la prórroga obligatoria del contrato cuando, al 
tiempo de su celebración, se hubiese hecho constar en el mismo, de forma expresa, la 
necesidad para el arrendador de ocupar la vivienda arrendada antes del transcurso de cinco 
años para destinarla a vivienda permanente para sí o sus familiares en primer grado de 
consanguinidad o por adopción o para su cónyuge en los supuestos de sentencia firme de 
separación, divorcio o nulidad matrimonial.

Para ejercer esta potestad de recuperar la vivienda, el arrendador deberá comunicar al 
arrendatario que tiene necesidad de la vivienda arrendada, especificando la causa o causas 
entre las previstas en el párrafo anterior, al menos con dos meses de antelación a la fecha 
en la que la vivienda se vaya a necesitar y el arrendatario estará obligado a entregar la finca 
arrendada en dicho plazo si las partes no llegan a un acuerdo distinto.

Si transcurridos tres meses a contar de la extinción del contrato o, en su caso, del 
efectivo desalojo de la vivienda, no hubieran procedido el arrendador o sus familiares en 
primer grado de consanguinidad o por adopción o su cónyuge en los supuestos de sentencia 
firme de separación, divorcio o nulidad matrimonial a ocupar esta por sí, según los casos, el 
arrendatario podrá optar, en el plazo de treinta días, entre ser repuesto en el uso y disfrute 
de la vivienda arrendada por un nuevo período de hasta cinco años, respetando, en lo 
demás, las condiciones contractuales existentes al tiempo de la extinción, con indemnización 
de los gastos que el desalojo de la vivienda le hubiera supuesto hasta el momento de la 
reocupación, o ser indemnizado por una cantidad equivalente a una mensualidad por cada 
año que quedara por cumplir hasta completar cinco años, salvo que la ocupación no hubiera 
tenido lugar por causa de fuerza mayor, entendiéndose por tal, el impedimento provocado 
por aquellos sucesos expresamente mencionados en norma de rango de Ley a los que se 
atribuya el carácter de fuerza mayor, u otros que no hubieran podido preverse, o que, 
previstos, fueran inevitables.

Artículo 10.  Prórroga del contrato.
1. Si llegada la fecha de vencimiento del contrato, o de cualquiera de sus prórrogas, una 

vez transcurridos como mínimo cinco años de duración de aquel, o siete años si el 
arrendador fuese persona jurídica, ninguna de las partes hubiese notificado a la otra, al 
menos con cuatro meses de antelación a aquella fecha en el caso del arrendador y al menos 
con dos meses de antelación en el caso del arrendatario, su voluntad de no renovarlo, el 
contrato se prorrogará obligatoriamente por plazos anuales hasta un máximo de tres años 
más, salvo que el arrendatario manifieste al arrendador con un mes de antelación a la fecha 
de terminación de cualquiera de las anualidades, su voluntad de no renovar el contrato.

2. En los contratos de arrendamiento de vivienda habitual sujetos a la presente ley en los 
que finalice el periodo de prórroga obligatoria previsto en el artículo 9.1, o el periodo de 
prórroga tácita previsto en el artículo 10.1, podrá aplicarse, previa solicitud del arrendatario, 
una prórroga extraordinaria del plazo del contrato de arrendamiento por un periodo máximo 
de un año, durante el cual se seguirá aplicando los términos y condiciones establecidos para 
el contrato en vigor. Esta solicitud de prórroga extraordinaria requerirá la acreditación por 
parte del arrendatario de una situación de vulnerabilidad social y económica sobre la base de 
un informe o certificado emitido en el último año por los servicios sociales de ámbito 
municipal o autonómico y deberá ser aceptada obligatoriamente por el arrendador cuando 
este sea un gran tenedor de vivienda de acuerdo con la definición establecida en la Ley 
12/2023, de 24 de mayo, por el derecho a la vivienda, salvo que se hubiese suscrito entre las 
partes un nuevo contrato de arrendamiento.

3. En los contratos de arrendamiento de vivienda habitual sujetos a la presente ley, en 
los que el inmueble se ubique en una zona de mercado residencial tensionado y dentro del 
periodo de vigencia de la declaración de la referida zona en los términos dispuestos en la 
legislación estatal en materia de vivienda, finalice el periodo de prórroga obligatoria previsto 
en el artículo 9.1 de esta ley o el periodo de prórroga tácita previsto en el apartado anterior, 
previa solicitud del arrendatario, podrá prorrogarse de manera extraordinaria el contrato de 
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arrendamiento por plazos anuales, por un periodo máximo de tres años, durante los cuales 
se seguirán aplicando los términos y condiciones establecidos para el contrato en vigor. Esta 
solicitud de prórroga extraordinaria deberá ser aceptada obligatoriamente por el arrendador, 
salvo que se hayan fijado otros términos o condiciones por acuerdo entre las partes, se haya 
suscrito un nuevo contrato de arrendamiento con las limitaciones en la renta que en su caso 
procedan por aplicación de lo dispuesto en los apartados 6 y 7 del artículo 17 de esta ley, o 
en el caso de que el arrendador haya comunicado en los plazos y condiciones establecidos 
en el artículo 9.3 de esta ley, la necesidad de ocupar la vivienda arrendada para destinarla a 
vivienda permanente para sí o sus familiares en primer grado de consanguinidad o por 
adopción o para su cónyuge en los supuestos de sentencia firme de separación, divorcio o 
nulidad matrimonial.

4. Al contrato prorrogado, le seguirá siendo de aplicación el régimen legal y convencional 
al que estuviera sometido.

[ . . . ]
Artículo 12.  Desistimiento y vencimiento en caso de matrimonio o convivencia del 
arrendatario.

1. Si el arrendatario manifestase su voluntad de no renovar el contrato o de desistir de él, 
sin el consentimiento del cónyuge que conviviera con dicho arrendatario, podrá el 
arrendamiento continuar en beneficio de dicho cónyuge.

2. A estos efectos, podrá el arrendador requerir al cónyuge del arrendatario para que 
manifieste su voluntad al respecto.

Efectuado el requerimiento, el arrendamiento se extinguirá si el cónyuge no contesta en 
un plazo de quince días a contar de aquél. El cónyuge deberá abonar la renta 
correspondiente hasta la extinción del contrato, si la misma no estuviera ya abonada.

3. Si el arrendatario abandonara la vivienda sin manifestación expresa de desistimiento o 
de no renovación, el arrendamiento podrá continuar en beneficio del cónyuge que conviviera 
con aquél siempre que en el plazo de un mes de dicho abandono, el arrendador reciba 
notificación escrita del cónyuge manifestando su voluntad de ser arrendatario.

Si el contrato se extinguiera por falta de notificación, el cónyuge quedará obligado al 
pago de la renta correspondiente a dicho mes.

4. Lo dispuesto en los apartados anteriores será también de aplicación en favor de la 
persona que hubiera venido conviviendo con el arrendatario de forma permanente en 
análoga relación de afectividad a la de cónyuge, con independencia de su orientación 
sexual, durante, al menos, los dos años anteriores al desistimiento o abandono, salvo que 
hubieran tenido descendencia en común, en cuyo caso bastará la mera convivencia.

[ . . . ]
Artículo 15.  Separación, divorcio o nulidad del matrimonio del arrendatario.

1. En los casos de nulidad del matrimonio, separación judicial o divorcio del arrendatario, 
el cónyuge no arrendatario podrá continuar en el uso de la vivienda arrendada cuando le sea 
atribuida de acuerdo con lo dispuesto en la legislación civil que resulte de aplicación. El 
cónyuge a quien se haya atribuido el uso de la vivienda arrendada de forma permanente o 
en un plazo superior al plazo que reste por cumplir del contrato de arrendamiento, pasará a 
ser el titular del contrato.

2. La voluntad del cónyuge de continuar en el uso de la vivienda deberá ser comunicada 
al arrendador en el plazo de dos meses desde que fue notificada la resolución judicial 
correspondiente, acompañando copia de dicha resolución judicial o de la parte de la misma 
que afecte al uso de la vivienda.

Artículo 16.  Muerte del arrendatario.
1. En caso de muerte del arrendatario, podrán subrogarse en el contrato:
a) El cónyuge del arrendatario que al tiempo del fallecimiento conviviera con él.
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b) La persona que hubiera venido conviviendo con el arrendatario de forma permanente 
en análoga relación de afectividad a la de cónyuge, con independencia de su orientación 
sexual, durante, al menos, los dos años anteriores al tiempo del fallecimiento, salvo que 
hubieran tenido descendencia en común, en cuyo caso bastará la mera convivencia.

c) Los descendientes del arrendatario que en el momento de su fallecimiento estuvieran 
sujetos a su patria potestad o tutela, o hubiesen convivido habitualmente con él durante los 
dos años precedentes.

d) Los ascendientes del arrendatario que hubieran convivido habitualmente con él 
durante los dos años precedentes a su fallecimiento.

e) Los hermanos del arrendatario en quienes concurra la circunstancia prevista en la 
letra anterior.

f) Las personas distintas de las mencionadas en las letras anteriores que sufran una 
minusvalía igual o superior al 65 por 100, siempre que tengan una relación de parentesco 
hasta el tercer grado colateral con el arrendatario y hayan convivido con éste durante los dos 
años anteriores al fallecimiento.

Si al tiempo del fallecimiento del arrendatario no existiera ninguna de estas personas, el 
arrendamiento quedará extinguido.

2. Si existiesen varias de las personas mencionadas, a falta de acuerdo unánime sobre 
quién de ellos será el beneficiario de la subrogación, regirá el orden de prelación establecido 
en el apartado anterior, salvo en que los padres septuagenarios serán preferidos a los 
descendientes. Entre los descendientes y entre los ascendientes, tendrá preferencia el más 
próximo en grado, y entre los hermanos, el de doble vínculo sobre el medio hermano.

Los casos de igualdad se resolverán en favor de quien tuviera una minusvalía igual o 
superior al 65 por 100; en defecto de esta situación, de quien tuviera mayores cargas 
familiares y, en última instancia, en favor del descendiente de menor edad, el ascendiente de 
mayor edad o el hermano más joven.

3. El arrendamiento se extinguirá si en el plazo de tres meses desde la muerte del 
arrendatario el arrendador no recibe notificación por escrito del hecho del fallecimiento, con 
certificado registral de defunción, y de la identidad del subrogado, indicando su parentesco 
con el fallecido y ofreciendo, en su caso, un principio de prueba de que cumple los requisitos 
legales para subrogarse. Si la extinción se produce, todos los que pudieran suceder al 
arrendatario, salvo los que renuncien a su opción notificándolo por escrito al arrendador en el 
plazo del mes siguiente al fallecimiento, quedarán solidariamente obligados al pago de la 
renta de dichos tres meses.

Si el arrendador recibiera en tiempo y forma varias notificaciones cuyos remitentes 
sostengan su condición de beneficiarios de la subrogación, podrá el arrendador 
considerarles deudores solidarios de las obligaciones propias del arrendatario, mientras 
mantengan su pretensión de subrogarse.

4. En arrendamientos cuya duración inicial sea superior a cinco años, o siete años si el 
arrendador fuese persona jurídica, las partes podrán pactar que no haya derecho de 
subrogación en caso de fallecimiento del arrendatario, cuando este tenga lugar transcurridos 
los cinco primeros años de duración del arrendamiento, o los siete primeros años si el 
arrendador fuese persona jurídica, o que el arrendamiento se extinga a los cinco años 
cuando el fallecimiento se hubiera producido con anterioridad, o a los siete años si el 
arrendador fuese persona jurídica. En todo caso, no podrá pactarse esta renuncia al derecho 
de subrogación en caso de que las personas que puedan ejercitar tal derecho en virtud de lo 
dispuesto en el apartado 1 de este artículo se encuentren en situación de especial 
vulnerabilidad y afecte a menores de edad, personas con discapacidad o personas mayores 
de 65 años.

[ . . . ]
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CAPÍTULO IV
De los derechos y obligaciones de las partes

[ . . . ]
Artículo 24.  Arrendatarios con discapacidad.

1. El arrendatario, previa notificación escrita al arrendador, podrá realizar en el interior de 
la vivienda aquellas obras o actuaciones necesarias para que pueda ser utilizada de forma 
adecuada y acorde a la discapacidad o a la edad superior a setenta años, tanto del propio 
arrendatario como de su cónyuge, de la persona con quien conviva de forma permanente en 
análoga relación de afectividad, con independencia de su orientación sexual, o de sus 
familiares que con alguno de ellos convivan de forma permanente, siempre que no afecten a 
elementos o servicios comunes del edificio ni provoquen una disminución en su estabilidad o 
seguridad.

2. El arrendatario estará obligado, al término del contrato, a reponer la vivienda al estado 
anterior, si así lo exige el arrendador.

[ . . . ]
Disposición transitoria segunda.  Contratos de arrendamiento de vivienda celebrados con 
anterioridad al 9 de mayo de 1985.

A) Régimen normativo aplicable.
1. Los contratos de arrendamiento de vivienda celebrados antes del 9 de mayo de 1985 

que subsistan en la fecha de entrada en vigor de la presente ley, continuarán rigiéndose por 
las normas relativas al contrato de inquilinato del texto refundido de la Ley de 
Arrendamientos Urbanos de 1964, salvo las modificaciones contenidas en los apartados 
siguientes de esta disposición transitoria.

2. Será aplicable a estos contratos lo dispuesto en los artículos 12, 15 y 24 de la 
presente ley.

3. Dejará de ser aplicable lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 24 del texto refundido 
de la Ley de Arrendamientos Urbanos de 1964.

No procederán los derechos de tanteo y retracto, regulados en el capítulo VI del texto 
refundido de la Ley de Arrendamientos Urbanos de 1964, en los casos de adjudicación de 
vivienda por consecuencia de división de cosa común cuando los contratos de 
arrendamiento hayan sido otorgados con posterioridad a la constitución de la comunidad 
sobre la cosa, ni tampoco en los casos de división y adjudicación de cosa común adquirida 
por herencia o legado.

B) Extinción y subrogación.
4. A partir de la entrada en vigor de esta ley, la subrogación a que se refiere el artículo 58 

del texto refundido de la Ley de Arrendamientos Urbanos de 1964, sólo podrá tener lugar a 
favor del cónyuge del arrendatario no separado legalmente o de hecho, o en su defecto, de 
los hijos que conviviesen con él durante los dos años anteriores a su fallecimiento; en 
defecto de los anteriores, se podrán subrogar los ascendientes del arrendatario que 
estuviesen a su cargo y conviviesen con él con tres años, como mínimo, de antelación a la 
fecha de su fallecimiento.

El contrato se extinguirá al fallecimiento del subrogado, salvo que lo fuera un hijo del 
arrendatario no afectado por una minusvalía igual o superior al 65 por 100, en cuyo caso se 
extinguirá a los dos años o en la fecha en que el subrogado cumpla veinticinco años, si ésta 
fuese posterior.

No obstante, si el subrogado fuese el cónyuge y al tiempo de su fallecimiento hubiese 
hijos del arrendatario que conviviesen con aquél, podrá haber una ulterior subrogación. En 
este caso, el contrato quedará extinguido a los dos años o cuando el hijo alcance la edad de 
veinticinco años si esta fecha es posterior, o por su fallecimiento si está afectado por la 
minusvalía mencionada en el párrafo anterior.

5. Al fallecimiento de la persona que, a tenor de lo dispuesto en los artículos 24.1 y 58 
del texto refundido de la Ley de Arrendamientos Urbanos de 1964, se hubiese subrogado en 
la posición del inquilino antes de la entrada en vigor de la presente ley, sólo se podrá 

CÓDIGO DE DERECHO MATRIMONIAL

§ 27  Ley de Arrendamientos Urbanos [parcial]

– 239 –



subrogar su cónyuge no separado legalmente o de hecho y, en su defecto, los hijos del 
arrendatario que habitasen en la vivienda arrendada y hubiesen convivido con él durante los 
dos años anteriores a su fallecimiento.

El contrato se extinguirá al fallecimiento del subrogado, salvo que lo fuera un hijo del 
arrendatario no afectado por una minusvalía igual o superior al 65 por 100, en cuyo caso se 
extinguirá a los dos años o cuando el hijo alcance la edad de veinticinco años si esta fecha 
es posterior.

No se autorizan ulteriores subrogaciones.
6. Al fallecimiento de la persona que de acuerdo con el artículo 59 del texto refundido de 

la Ley de Arrendamientos Urbanos de 1964 ocupase la vivienda por segunda subrogación no 
se autorizan ulteriores subrogaciones.

7. Los derechos reconocidos en los apartados 4 y 5 de esta disposición al cónyuge del 
arrendatario, serán también de aplicación respecto de la persona que hubiera venido 
conviviendo con el arrendatario de forma permanente en análoga relación de afectividad a la 
de cónyuge, con independencia de su orientación sexual, durante, al menos, los dos años 
anteriores al tiempo del fallecimiento, salvo que hubieran tenido descendencia en común, en 
cuyo caso bastará la mera convivencia.

8. Durante los diez años siguientes a la entrada en vigor de la ley, si la subrogación 
prevista en los apartados 4 y 5 anteriores se hubiera producido a favor de hijos mayores de 
sesenta y cinco años o que fueren perceptores de prestaciones públicas por jubilación o 
invalidez permanente en grado de incapacidad permanente absoluta o gran invalidez el 
contrato se extinguirá por el fallecimiento del hijo subrogado.

9. Corresponde a las personas que ejerciten la subrogación contemplada en los 
apartados 4, 5 y 7 de esta disposición probar la condición de convivencia con el arrendatario 
fallecido que para cada supuesto proceda.

La condición de convivencia con el arrendatario fallecido deberá ser habitual y darse 
necesariamente en la vivienda arrendada.

Serán de aplicación a la subrogación por causa de muerte regulada en los apartados 4 a 
7 anteriores, las disposiciones sobre procedimiento y orden de prelación establecidas en el 
artículo 16 de la presente ley.

En ningún caso los beneficiarios de una subrogación podrán renunciarla a favor de otro 
de distinto grado de prelación.

C) Otros derechos del arrendador.
10. Para las anualidades del contrato que se inicien a partir de la entrada en vigor de 

esta ley, el arrendador tendrá los siguientes derechos:
10.1 En el Impuesto sobre el Patrimonio, el valor del inmueble arrendado se determinará 

por capitalización al 4 por 100 de la renta devengada, siempre que el resultado sea inferior al 
que resultaría de la aplicación de las reglas de valoración de bienes inmuebles previstas en 
la Ley del Impuesto sobre el Patrimonio.

10.2 Podrá exigir del arrendatario el total importe de la cuota del Impuesto sobre Bienes 
Inmuebles que corresponda al inmueble arrendado. Cuando la cuota no estuviese 
individualizada se dividirá en proporción a la superficie de cada vivienda.

10.3 Podrá repercutir en el arrendatario el importe de las obras de reparación necesarias 
para mantener la vivienda en estado de servir para el uso convenido, en los términos 
resultantes del artículo 108 del texto refundido de la Ley de Arrendamientos Urbanos de 
1964 o de acuerdo con las reglas siguientes:

1.ª Que la reparación haya sido solicitada por el arrendatario o acordada por resolución 
judicial o administrativa firme.

En caso de ser varios los arrendatarios afectados, la solicitud deberá haberse efectuado 
por la mayoría de los arrendatarios afectados o, en su caso, por arrendatarios que 
representen la mayoría de las cuotas de participación correspondientes a los pisos 
afectados.

2.ª Del capital invertido en los gastos realizados, se deducirán los auxilios o ayudas 
públicas percibidos por el propietario.

3.ª Al capital invertido se le sumará el importe del interés legal del dinero correspondiente 
a dicho capital calculado para un período de cinco años.
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4.ª El arrendatario abonará anualmente un importe equivalente al 10 por 100 de la 
cantidad referida en la regla anterior, hasta su completo pago.

En el caso de ser varios los arrendatarios afectados, la cantidad referida en la regla 
anterior se repartirá entre éstos de acuerdo con los criterios establecidos en el apartado 2 
del artículo 19 de la presente ley.

5.ª La cantidad anual pagada por el arrendatario no podrá superar la menor de las dos 
cantidades siguientes: cinco veces su renta vigente más las cantidades asimiladas a la 
misma o el importe del salario mínimo interprofesional, ambas consideradas en su cómputo 
anual.

10.4 Si el arrendador hubiera optado por realizar la repercusión con arreglo a lo 
dispuesto en el artículo 108 antes citado, la repercusión se hará de forma proporcional a la 
superficie de la finca afectada.

10.5 Podrá repercutir en el arrendatario el importe del coste de los servicios y suministros 
que se produzcan a partir de la entrada en vigor de la ley.

Se exceptúa el supuesto en que por pacto expreso entre las partes todos estos gastos 
sean por cuenta del arrendador.

D) Actualización de la renta.
11. La renta del contrato podrá ser actualizada a instancia del arrendador previo 

requerimiento fehaciente al arrendatario.
Este requerimiento podrá ser realizado en la fecha en que, a partir de la entrada en vigor 

de la ley, se cumpla una anualidad de vigencia del contrato.
Efectuado dicho requerimiento, en cada uno de los años en que aplique esta 

actualización, el arrendador deberá notificar al arrendatario el importe de la actualización, 
acompañando certificación del Instituto Nacional de Estadística expresiva de los índices 
determinantes de la cantidad notificada.

La actualización se desarrollará de acuerdo con las siguientes reglas:
1.ª La renta pactada inicialmente en el contrato que dio origen al arrendamiento deberá 

mantener, durante cada una de las anualidades en que se desarrolle la actualización, con la 
renta actualizada, la misma proporción que el Indice General Nacional del Sistema de 
Indices de Precios de Consumo o que el Indice General Nacional o Indice General Urbano 
del Sistema de Indices de Costes de la Vida del mes anterior a la fecha del contrato con 
respecto al Indice correspondiente al mes anterior a la fecha de actualización.

En los arrendamientos de viviendas comprendidos en el artículo 6.º, 2, del texto 
refundido de la Ley de Arrendamientos Urbanos de 1964 celebrados con anterioridad al 12 
de mayo de 1956, se tomará como renta inicial la revalorizada a que se refiere el artículo 
96.10 del citado texto refundido, háyase o no exigido en su día por el arrendador; y, como 
índice correspondiente a la fecha del contrato, el del mes de junio de 1964.

En los arrendamientos de viviendas no comprendidas en el artículo 6.º, 2, del citado texto 
refundido celebrados antes del 12 de mayo de 1956, se tomará como renta inicial, la que se 
viniera percibiendo en el mes de julio de 1954, y como índice correspondiente a la fecha del 
contrato el mes de marzo de 1954.

2.ª De la renta actualizada que corresponda a cada período anual calculada con arreglo 
a lo dispuesto en la regla anterior o en la regla 5.ª, sólo será exigible al arrendatario el 
porcentaje que resulta de lo dispuesto en las reglas siguientes siempre que este importe sea 
mayor que la renta que viniera pagando el arrendatario en ese momento incrementada en 
las cantidades asimiladas a la renta.

En el supuesto de que al aplicar la tabla de porcentajes que corresponda resultase que 
la renta que estuviera pagando en ese momento fuera superior a la cantidad que 
corresponda en aplicación de tales tablas, se pasaría a aplicar el porcentaje inmediatamente 
superior, o en su caso el siguiente o siguientes que correspondan, hasta que la cantidad 
exigible de la renta actualizada sea superior a la que se estuviera pagando.

3.ª La renta actualizada absorberá las cantidades asimiladas a la renta desde la primera 
anualidad de la revisión.

Se consideran cantidades asimiladas a la renta a estos exclusivos efectos, la 
repercusión al arrendatario del aumento de coste de los servicios y suministros a que se 
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refiere el artículo 102 del texto refundido de la Ley de Arrendamientos Urbanos y la 
repercusión del coste de las obras a que se refiere el artículo 107 del citado texto legal.

4.ª A partir del año en que se alcance el cien por cien de actualización, la renta que 
corresponda pagar podrá ser actualizada por el arrendador o por el arrendatario conforme a 
la variación porcentual experimentada en los doce meses anteriores por el Indice General 
del Sistema de Indices de Precios de Consumo, salvo cuando el contrato contuviera expreso 
otro sistema de actualización, en cuyo caso será éste de aplicación.

5.ª Cuando la renta actualizada calculada de acuerdo con lo dispuesto en la regla 1.ª sea 
superior a la que resulte de aplicar lo dispuesto en el párrafo siguiente, se tomará como 
renta revisada esta última.

La renta a estos efectos se determinará aplicando sobre el valor catastral de la finca 
arrendada vigente en 1994, los siguientes porcentajes:

- El 12 por 100, cuando el valor catastral derivara de una revisión que hubiera surtido 
efectos con posterioridad a 1989.

- El 24 por 100 para el resto de los supuestos.
Para fincas situadas en el País Vasco se aplicará sobre el valor catastral el porcentaje 

del 24 por 100; para fincas situadas en Navarra se aplicará sobre el valor catastral el 
porcentaje del 12 por 100.

6.ª El inquilino podrá oponerse a la actualización de renta comunicándoselo 
fehacientemente al arrendador en el plazo de los treinta días naturales siguientes a la 
recepción del requerimiento de éste, en cuyo caso la renta que viniera abonando el inquilino 
hasta ese momento, incrementada con las cantidades asimiladas a ella, sólo podrá 
actualizarse anualmente con la variación experimentada por el Indice General Nacional del 
Sistema de Indices de Precios de Consumo en los doce meses inmediatamente anteriores a 
la fecha de cada actualización.

Los contratos de arrendamiento respecto de los que el inquilino ejercite la opción a que 
se refiere esta regla quedarán extinguidos en un plazo de ocho años, aun cuando se 
produzca una subrogación, contándose dicho plazo a partir de la fecha del requerimiento 
fehaciente del arrendador.

7.ª No procederá la actualización de renta prevista en este apartado cuando la suma de 
los ingresos totales que perciba el arrendatario y las personas que con él convivan 
habitualmente en la vivienda arrendada, no excedan de los límites siguientes:

Número de personas
que convivan

en la vivienda arrendada

Límite
en número de veces

el salario mínimo
interprofesional

1 ó 2 2,5
3 ó 4 3

Más de 4 3,5

Los ingresos a considerar serán la totalidad de los obtenidos durante el ejercicio 
impositivo anterior a aquel en que se promueva por el arrendador la actualización de la 
renta.

En defecto de acreditación por el arrendatario de los ingresos percibidos por el conjunto 
de las personas que convivan en la vivienda arrendada, se presumirá que procede la 
actualización pretendida.

8.ª En los supuestos en que no proceda la actualización, la renta que viniese abonando 
el inquilino, incrementada en las cantidades asimiladas a ella, podrá actualizarse anualmente 
a tenor de la variación experimentada por el Indice General de Precios al Consumo en los 
doce meses inmediatamente anteriores a la fecha de cada actualización.

9.ª La actualización de renta cuando proceda, se realizará en los plazos siguientes:
a) En diez años, cuando la suma de los ingresos totales percibidos por el arrendatario y 

las personas que con él convivan habitualmente en la vivienda arrendada no exceda de 5,5 
veces el salario mínimo interprofesional.

En este caso, los porcentajes exigibles de la renta actualizada serán los siguientes:
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Período anual
de actualización

a partir de la entrada
en vigor de la ley

Porcentaje
exigible

de la renta
actualizada

1.º 10
2.º 20
3.º 30
4.º 40
5.º 50
6.º 60
7.º 70
8.º 80
9.º 90
10.º 100

b) En cinco años, cuando la indicada suma sea igual o superior a 5,5 veces el salario 
mínimo interprofesional.

En este caso, los porcentajes exigibles de la renta actualizada serán el doble de los 
indicados en la letra a) anterior.

10.ª Lo dispuesto en el presente apartado sustituirá a lo dispuesto para los 
arrendamientos de vivienda en los números 1 y 4 del artículo 100 del texto refundido de la 
Ley de Arrendamientos Urbanos de 1964.

Disposición transitoria tercera.  Contratos de arrendamiento de local de negocio, 
celebrados antes del 9 de mayo de 1985.

A) Régimen normativo aplicable.
1. Los contratos de arrendamiento de local de negocio celebrados antes del 9 de mayo 

de 1985 que subsistan en la fecha de entrada en vigor de la presente ley, continuarán 
rigiéndose por las normas del texto refundido de la Ley de Arrendamientos Urbanos de 1964 
relativas al contrato de arrendamiento de local de negocio, salvo las modificaciones 
contenidas en los apartados siguientes de esta disposición transitoria.

B) Extinción y subrogación.
2. Los contratos que en la fecha de entrada en vigor de la presente ley se encuentren en 

situación de prórroga legal, quedarán extinguidos de acuerdo con lo dispuesto en los 
apartados 3 a 4 siguientes.

3. Los arrendamientos cuyo arrendatario fuera una persona fisica se extinguirán por su 
jubilación o fallecimiento, salvo que se subrogue su cónyuge y continúe la misma actividad 
desarrollada en el local.

En defecto de cónyuge supérstite que continúe la actividad o en caso de haberse 
subrogado éste, a su jubilación o fallecimiento, si en ese momento no hubieran transcurrido 
veinte años a contar desde la aprobación de la ley, podrá subrogarse en el contrato un 
descendiente del arrendatario que continúe la actividad desarrollada en el local. En este 
caso, el contrato durará por el número de años suficiente hasta completar veinte años a 
contar desde la entrada en vigor de la ley.

La primera subrogación prevista en los párrafos anteriores no podrá tener lugar cuando 
ya se hubieran producido en el arrendamiento dos transmisiones de acuerdo con lo previsto 
en el artículo 60 del texto refundido de la Ley de Arrendamientos Urbanos. La segunda 
subrogación prevista no podrá tener lugar cuando ya se hubiera producido en el 
arrendamiento una transmisión de acuerdo con lo previsto en el citado artículo 60.

El arrendatario actual y su cónyuge, si se hubiera subrogado, podrán traspasar el local 
de negocio en los términos previstos en el artículo 32 del texto refundido de la Ley de 
Arrendamientos Urbanos.

Este traspaso permitirá la continuación del arrendamiento por un mínimo de diez años a 
contar desde su realización o por el número de años que quedaren desde el momento en 
que se realice el traspaso hasta computar veinte años a contar desde la aprobación de la ley.

Cuando en los diez años anteriores a la entrada en vigor de la ley se hubiera producido 
el traspaso del local de negocio, los plazos contemplados en este apartado se incrementarán 
en cinco años.
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Se tomará como fecha del traspaso, a los efectos de este apartado, la de la escritura a 
que se refiere el artículo 32 del texto refundido de la Ley de Arrendamientos Urbanos de 
1964.

4. Los arrendamientos de local de negocio cuyo arrendatario sea una persona jurídica se 
extinguirán de acuerdo con las reglas siguientes:

1.ª Los arrendamientos de locales en los que se desarrollen actividades comerciales, en 
veinte años.

Se consideran actividades comerciales a estos efectos las comprendidas en la División 6 
de la tarifa del Impuesto sobre Actividades Económicas.

Se exceptúan los locales cuya superficie sea superior a 2.500 metros cuadrados, en 
cuyo caso, la extinción se producirá en cinco años.

2.ª Los arrendamientos de locales en los que se desarrollen actividades distintas de 
aquéllas a las que se refiere la regla 1.ª a las que correspondan cuotas según las tarifas del 
Impuesto sobre Actividades Económicas:

- De menos de 85.000 pesetas, en veinte años.
- Entre 85.001 y 130.000 pesetas, en quince años.
- Entre 130.001 y 190.000 pesetas, en diez años.
- De más de 190.000 pesetas, en cinco años.
Las cuotas que deben ser tomadas en consideración a los efectos dispuestos en el 

presente apartado son las cuotas mínimas municipales o cuotas mínimas según tarifa, que 
incluyen, cuando proceda, el complemento de superficie, correspondientes al ejercicio 1994. 
En aquellas actividades a las que corresponda una bonificación en la cuota del Impuesto 
sobre Actividades Económicas, dicha bonificación se aplicará a la cuota mínima municipal o 
cuota mínima según tarifa a los efectos de determinar la cantidad que corresponda.

Los plazos citados en las reglas anteriores se contarán a partir de la entrada en vigor de 
la presente ley. Cuando en los diez años anteriores a dicha entrada en vigor se hubiera 
producido el traspaso del local de negocio, los plazos de extinción de los contratos se 
incrementarán en cinco años. Se tomará como fecha de traspaso la de la escritura a que se 
refiere el artículo 32 del texto refundido de la Ley de Arrendamientos Urbanos.

Cuando en un local se desarrollen actividades a las que correspondan distintas cuotas, 
sólo se tomará en consideración a los efectos de este apartado la mayor de ellas.

Incumbe al arrendatario la prueba de la cuota que corresponda a la actividad 
desarrollada en el local arrendado. En defecto de prueba, el arrendamiento tendrá la mínima 
de las duraciones previstas en el párrafo primero.

5. Los contratos en los que, en la fecha de entrada en vigor de la presente ley, no haya 
transcurrido aún el plazo determinado pactado en el contrato durarán el tiempo que reste 
para que dicho plazo se cumpla. Cuando este período de tiempo sea inferior al que resultaría 
de la aplicación de las reglas del apartado 4, el arrendatario podrá hacer durar el arriendo el 
plazo que resulte de la aplicación de dichas reglas.

En los casos previstos en este apartado y en el apartado 4, la tácita reconducción se 
regirá por lo dispuesto en el artículo 1.566 del Código Civil, y serán aplicables al 
arrendamiento renovado las normas de la presente ley relativas a los arrendamientos de 
fincas urbanas para uso distinto del de vivienda.

C) Actualización de la renta.
6. A partir de la entrada en vigor de la presente ley, en la fecha en que se cumpla cada 

año de vigencia del contrato, la renta de los arrendamientos de locales de negocio podrá ser 
actualizada, a instancia del arrendador, previo requerimiento fehaciente al arrendatario de 
acuerdo con las siguientes reglas:

1.ª La renta pactada inicialmente en el contrato que dio origen al arrendamiento deberá 
mantener con la renta actualizada la misma proporción que el Indice General Nacional del 
Sistema de Indices de Precios de Consumo o que el Indice General Nacional o Indice 
General Urbano del Sistema de Indices de Costes de la Vida del mes anterior a la fecha del 
contrato con respecto al índice correspondiente al mes anterior a la fecha de cada 
actualización.
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En los contratos celebrados con anterioridad al 12 de mayo de 1956, se tomará como 
renta inicial la revalorizada a que se refiere el artículo 96.10 del citado texto refundido, 
háyase o no exigido en su día por el arrendador, y como índice correspondiente a la fecha 
del contrato el del mes de junio de 1964.

2.ª De la renta actualizada que corresponda a cada período anual calculado con arreglo 
a lo dispuesto en la regla anterior, sólo será exigible al arrendatario el porcentaje que resulte 
de las tablas de porcentajes previstas en las reglas siguientes en función del período de 
actualización que corresponda, siempre que este importe sea mayor que la renta que viniera 
pagando el arrendatario en ese momento incrementada en las cantidades asimiladas a la 
renta.

En el supuesto de que al aplicar la tabla de porcentajes que corresponda resultase que 
la renta que estuviera cobrando en ese momento fuera superior a la cantidad que 
corresponda en aplicación de tales tablas, se pasaría a aplicar el porcentaje inmediatamente 
superior, o en su caso el siguiente o siguientes que correspondan, hasta que la cantidad 
exigible de la renta actualizada sea superior a la que se estuviera cobrando sin la 
actualización.

3.ª En los arrendamientos a los que corresponda, de acuerdo con lo dispuesto en el 
apartado 4, un período de extinción de cinco o diez años, la revisión de renta se hará de 
acuerdo con la tabla siguiente:

Actualización a partir
de la entrada en vigor

de la ley

Porcentaje exigible
de la renta actualizada

1.º 10
2.º 20
3.º 35
4.º 60
5.º 100

4.ª En los arrendamientos comprendidos en el apartado 3, y en aquéllos a los que 
corresponda, de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 4, un período de extinción de 
quince o veinte años, la revisión de renta se hará con arreglo a los porcentajes y plazos 
previstos en la regla 9.ª, a), del apartado 11 de la disposición transitoria segunda.

5.ª La renta actualizada absorberá las cantidades asimiladas a la renta desde la primera 
anualidad de la revisión.

Se consideran cantidades asimiladas a la renta a estos exclusivos efectos la repercusión 
al arrendatario del aumento de coste de los servicios y suministros a que se refiere el artículo 
102 del texto refundido de la Ley de Arrendamientos Urbanos y la repercusión del coste de 
las obras a que se refiere el artículo 107 del citado texto legal.

6.ª A partir del año en que se alcance el 100 por 100 de actualización, la renta que 
corresponda pagar podrá ser actualizada por el arrendador o por el arrendatario conforme a 
la variación porcentual experimentada en los doce meses anteriores por el Indice General 
del Sistema de Indices de Precios de Consumo, salvo cuando el contrato contuviera expreso 
otro sistema de actualización, en cuyo caso será éste de aplicación.

7.ª Lo dispuesto en el presente apartado sustituirá a lo dispuesto para los 
arrendamientos de locales de negocio en el número 1 del artículo 100 del texto refundido de 
la Ley de Arrendamientos Urbanos de 1964.

8.ª Para determinar a estos efectos la fecha de celebración del contrato, se atenderá a 
aquella en que se suscribió, con independencia de que el arrendatario actual sea el 
originario o la persona subrogada en su posición.

7. El arrendatario podrá revisar la renta de acuerdo con lo dispuesto en las reglas 1.ª, 5.ª 
y 6.ªdel apartado anterior en la primera renta que corresponda pagar, a partir del 
requerimiento de revisión efectuado por el arrendador o a iniciativa propia.

En este supuesto, el plazo mínimo de duración previsto en el apartado 3 y los plazos 
previstos en el apartado 4, se incrementarán en cinco años.

Lo dispuesto en el párrafo anterior será también de aplicación en el supuesto en que la 
renta que se estuviera pagando en el momento de entrada en vigor de la ley fuera mayor 
que la resultante de la actualización prevista en el apartado 7.
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8. La revisión de renta prevista para los contratos a que se refiere el apartado 3 y para 
aquellos de los contemplados en el apartado 4 que tengan señalado un período de extinción 
de quince o veinte años, no procederá cuando el arrendatario opte por la no aplicación de la 
misma.

Para ello, el arrendatario deberá comunicar por escrito al arrendador su voluntad en un 
plazo de treinta días naturales siguientes a la recepción del requerimiento de éste para la 
revisión de la renta.

Los contratos de arrendamiento respecto de los que el arrendatario ejercite la opción de 
no revisión de la renta, se extinguirán cuando venza la quinta anualidad contada a partir de 
la entrada en vigor de la presente ley.

D) Otros derechos del arrendador.
9. Para las anualidades del contrato que se inicien a partir de la entrada en vigor de esta 

ley, y hasta que se produzca la extinción del mismo, será también de aplicación a estos 
contratos lo previsto en el apartado 10 de la disposición transitoria segunda.

E) Otros derechos del arrendatario.
10. El arrendatario tendrá derecho a una indemnización de una cuantía igual a dieciocho 

mensualidades de la renta vigente al tiempo de la extinción del arrendamiento cuando antes 
del transcurso de un año desde la extinción del mismo, cualquier persona comience a ejercer 
en el local la misma actividad o una actividad afín a la que aquél ejercitaba. Se considerarán 
afines las actividades típicamente aptas para beneficiarse, aunque sólo sea en parte, de la 
clientela captada por la actividad que ejerció el arrendatario.

11. Extinguido el contrato de arrendamiento conforme a lo dispuesto en los apartados 
precedentes, el arrendatario tendrá derecho preferente para continuar en el local arrendado 
si el arrendador pretendiese celebrar un nuevo contrato con distinto arrendatario antes de 
haber transcurrido un año a contar desde la extinción legal del arrendamiento.

A tal efecto, el arrendador deberá notificar fehacientemente al arrendatario su propósito 
de celebrar un nuevo contrato de arrendamiento, la renta ofrecida, las condiciones 
esenciales del contrato y el nombre, domicilio y circunstancias del nuevo arrendatario.

El derecho preferente a continuar en el local arrendado conforme a las condiciones 
ofrecidas deberá ejercitarse por el arrendatario en el plazo de treinta días naturales a contar 
desde el siguiente al de la notificación, procediendo en este plazo a la firma del contrato.

El arrendador, transcurrido el plazo de treinta días naturales desde la notificación sin que 
el arrendatario hubiera procedido a firmar el contrato de arrendamiento propuesto, deberá 
formalizar el nuevo contrato de arrendamiento en el plazo de ciento veinte días naturales a 
contar desde la notificación al arrendatario cuyo contrato se extinguió.

Si el arrendador no hubiese hecho la notificación prevenida u omitiera en ella cualquiera 
de los requisitos exigidos o resultaran diferentes la renta pactada, la persona del nuevo 
arrendatario o las restantes condiciones esenciales del contrato, tendrá derecho el 
arrendatario cuyo contrato se extinguió a subrogarse, por ministerio de la ley, en el nuevo 
contrato de arrendamiento en el plazo de sesenta días naturales desde que el arrendador le 
remitiese fehacientemente copia legalizada del nuevo contrato celebrado seguido a tal 
efecto, estando legitimado para ejercitar la acción de desahucio por el procedimiento 
establecido para el ejercicio de la acción de retracto.

El arrendador está obligado a remitir al arrendatario cuyo contrato se hubiera extinguido, 
copia del nuevo contrato celebrado dentro del año siguiente a la extinción, en el plazo de 
quince días desde su celebración.

El ejercicio de este derecho preferente será incompatible con la percepción de la 
indemnización prevista en el apartado anterior, pudiendo el arrendatario optar entre uno y 
otro.

12. La presente disposición transitoria se aplicará a los contratos de arrendamiento de 
local de negocio para oficina de farmacia celebrados antes del 9 de mayo de 1985 y que 
subsistan el 31 de diciembre de 1999.

[ . . . ]

CÓDIGO DE DERECHO MATRIMONIAL

§ 27  Ley de Arrendamientos Urbanos [parcial]

– 246 –



§ 28

Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores. 

[Inclusión parcial]

Ministerio de Empleo y Seguridad Social
«BOE» núm. 255, de 24 de octubre de 2015

Última modificación: 30 de abril de 2025
Referencia: BOE-A-2015-11430

[ . . . ]
TÍTULO I

De la relación individual de trabajo

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Sección 1.ª Ámbito y fuentes

Artículo 1.  Ámbito de aplicación.
1. Esta ley será de aplicación a los trabajadores que voluntariamente presten sus 

servicios retribuidos por cuenta ajena y dentro del ámbito de organización y dirección de otra 
persona, física o jurídica, denominada empleador o empresario.

2. A los efectos de esta ley, serán empresarios todas las personas, físicas o jurídicas, o 
comunidades de bienes que reciban la prestación de servicios de las personas referidas en 
el apartado anterior, así como de las personas contratadas para ser cedidas a empresas 
usuarias por empresas de trabajo temporal legalmente constituidas.

3. Se excluyen del ámbito regulado por esta ley:
a) La relación de servicio de los funcionarios públicos, que se regirá por las 

correspondientes normas legales y reglamentarias, así como la del personal al servicio de 
las Administraciones Públicas y demás entes, organismos y entidades del sector público, 
cuando, al amparo de una ley, dicha relación se regule por normas administrativas o 
estatutarias.

b) Las prestaciones personales obligatorias.
c) La actividad que se limite, pura y simplemente, al mero desempeño del cargo de 

consejero o miembro de los órganos de administración en las empresas que revistan la 
forma jurídica de sociedad y siempre que su actividad en la empresa solo comporte la 
realización de cometidos inherentes a tal cargo.

d) Los trabajos realizados a título de amistad, benevolencia o buena vecindad.
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e) Los trabajos familiares, salvo que se demuestre la condición de asalariados de 
quienes los llevan a cabo. Se considerarán familiares, a estos efectos, siempre que convivan 
con el empresario, el cónyuge, los descendientes, ascendientes y demás parientes por 
consanguinidad o afinidad, hasta el segundo grado inclusive y, en su caso, por adopción.

f) La actividad de las personas que intervengan en operaciones mercantiles por cuenta 
de uno o más empresarios, siempre que queden personalmente obligados a responder del 
buen fin de la operación asumiendo el riesgo y ventura de la misma.

g) En general, todo trabajo que se efectúe en desarrollo de relación distinta de la que 
define el apartado 1.

A tales efectos se entenderá excluida del ámbito laboral la actividad de las personas 
prestadoras del servicio de transporte al amparo de autorizaciones administrativas de las 
que sean titulares, realizada, mediante el correspondiente precio, con vehículos comerciales 
de servicio público cuya propiedad o poder directo de disposición ostenten, aun cuando 
dichos servicios se realicen de forma continuada para un mismo cargador o comercializador.

4. La legislación laboral española será de aplicación al trabajo que presten los 
trabajadores españoles contratados en España al servicio de empresas españolas en el 
extranjero, sin perjuicio de las normas de orden público aplicables en el lugar de trabajo. 
Dichos trabajadores tendrán, al menos, los derechos económicos que les corresponderían 
de trabajar en territorio español.

5. A efectos de esta ley se considera centro de trabajo la unidad productiva con 
organización específica, que sea dada de alta, como tal, ante la autoridad laboral.

En la actividad de trabajo en el mar se considerará como centro de trabajo el buque, 
entendiéndose situado en la provincia donde radique su puerto de base.

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Contenido del contrato de trabajo

[ . . . ]
Sección 5.ª Tiempo de trabajo

[ . . . ]
Artículo 37.  Descanso semanal, fiestas y permisos.

1. Los trabajadores tendrán derecho a un descanso mínimo semanal, acumulable por 
periodos de hasta catorce días, de día y medio ininterrumpido que, como regla general, 
comprenderá la tarde del sábado o, en su caso, la mañana del lunes y el día completo del 
domingo. La duración del descanso semanal de los menores de dieciocho años será, como 
mínimo, de dos días ininterrumpidos.

Resultará de aplicación al descanso semanal lo dispuesto en el artículo 34.7 en cuanto a 
ampliaciones y reducciones, así como para la fijación de regímenes de descanso alternativos 
para actividades concretas.

2. Las fiestas laborales, que tendrán carácter retribuido y no recuperable, no podrán 
exceder de catorce al año, de las cuales dos serán locales. En cualquier caso se respetarán 
como fiestas de ámbito nacional las de la Natividad del Señor, Año Nuevo, 1 de mayo, como 
Fiesta del Trabajo, y 12 de octubre, como Fiesta Nacional de España.

Respetando las expresadas en el párrafo anterior, el Gobierno podrá trasladar a los 
lunes todas las fiestas de ámbito nacional que tengan lugar entre semana, siendo, en todo 
caso, objeto de traslado al lunes inmediatamente posterior el descanso laboral 
correspondiente a las fiestas que coincidan con domingo.

Las comunidades autónomas, dentro del límite anual de catorce días festivos, podrán 
señalar aquellas fiestas que por tradición les sean propias, sustituyendo para ello las de 
ámbito nacional que se determinen reglamentariamente y, en todo caso, las que se trasladen 
a lunes. Asimismo, podrán hacer uso de la facultad de traslado a lunes prevista en el párrafo 
anterior.
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Si alguna comunidad autónoma no pudiera establecer una de sus fiestas tradicionales 
por no coincidir con domingo un suficiente número de fiestas nacionales podrá, en el año 
que así ocurra, añadir una fiesta más, con carácter de recuperable, al máximo de catorce.

3. La persona trabajadora, previo aviso y justificación, podrá ausentarse del trabajo, con 
derecho a remuneración, por alguno de los motivos y por el tiempo siguiente:

a) Quince días naturales en caso de matrimonio o registro de pareja de hecho.
b) Cinco días por accidente o enfermedad graves, hospitalización o intervención 

quirúrgica sin hospitalización que precise reposo domiciliario del cónyuge, pareja de hecho o 
parientes hasta el segundo grado por consanguineidad o afinidad, incluido el familiar 
consanguíneo de la pareja de hecho, así como de cualquier otra persona distinta de las 
anteriores, que conviva con la persona trabajadora en el mismo domicilio y que requiera el 
cuidado efectivo de aquella.

b bis) Dos días por el fallecimiento del cónyuge, pareja de hecho o parientes hasta el 
segundo grado de consanguinidad o afinidad. Cuando con tal motivo la persona trabajadora 
necesite hacer un desplazamiento al efecto, el plazo se ampliará en dos días.

c) Un día por traslado del domicilio habitual.
d) Por el tiempo indispensable, para el cumplimiento de un deber inexcusable de 

carácter público y personal, comprendido el ejercicio del sufragio activo. Cuando conste en 
una norma legal o convencional un periodo determinado, se estará a lo que esta disponga en 
cuanto a duración de la ausencia y a su compensación económica.

Cuando el cumplimiento del deber antes referido suponga la imposibilidad de la 
prestación del trabajo debido en más del veinte por ciento de las horas laborables en un 
periodo de tres meses, podrá la empresa pasar al trabajador afectado a la situación de 
excedencia regulada en el artículo 46.1.

En el supuesto de que el trabajador, por cumplimiento del deber o desempeño del cargo, 
perciba una indemnización, se descontará el importe de la misma del salario a que tuviera 
derecho en la empresa.

e) Para realizar funciones sindicales o de representación del personal en los términos 
establecidos legal o convencionalmente.

f) Por el tiempo indispensable para la realización de exámenes prenatales y técnicas de 
preparación al parto y, en los casos de adopción, guarda con fines de adopción o 
acogimiento, para la asistencia a las preceptivas sesiones de información y preparación y 
para la realización de los preceptivos informes psicológicos y sociales previos a la 
declaración de idoneidad, siempre, en todos los casos, que deban tener lugar dentro de la 
jornada de trabajo.

g) Hasta cuatro días por imposibilidad de acceder al centro de trabajo o transitar por las 
vías de circulación necesarias para acudir al mismo, como consecuencia de las 
recomendaciones, limitaciones o prohibiciones al desplazamiento establecidas por las 
autoridades competentes, así como cuando concurra una situación de riesgo grave e 
inminente, incluidas las derivadas de una catástrofe o fenómeno meteorológico adverso. 
Transcurridos los cuatro días, el permiso se prolongará hasta que desaparezcan las 
circunstancias que lo justificaron, sin perjuicio de la posibilidad de la empresa de aplicar una 
suspensión del contrato de trabajo o una reducción de jornada derivada de fuerza mayor en 
los términos previstos en el artículo 47.6.

Cuando la naturaleza de la prestación laboral sea compatible con el trabajo a distancia y 
el estado de las redes de comunicación permita su desarrollo, la empresa podrá 
establecerlo, observando el resto de las obligaciones formales y materiales recogidas en la 
Ley 10/2021, de 9 de julio, de trabajo a distancia, y, en particular, el suministro de medios, 
equipos y herramientas adecuados.

g) [sic] Por el tiempo indispensable para la realización de los actos preparatorios de la 
donación de órganos o tejidos siempre que deban tener lugar dentro de la jornada de 
trabajo.

4. En los supuestos de nacimiento, adopción, guarda con fines de adopción o 
acogimiento, de acuerdo con el artículo 45.1.d), las personas trabajadoras tendrán derecho a 
una hora de ausencia del trabajo, que podrán dividir en dos fracciones, para el cuidado del 
lactante hasta que este cumpla nueve meses. La duración del permiso se incrementará 

CÓDIGO DE DERECHO MATRIMONIAL

§ 28  Texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores [parcial]

– 249 –



proporcionalmente en los casos de nacimiento, adopción, guarda con fines de adopción o 
acogimiento múltiples.

Quien ejerza este derecho, por su voluntad, podrá sustituirlo por una reducción de su 
jornada en media hora con la misma finalidad o acumularlo en jornadas completas.

La reducción de jornada contemplada en este apartado constituye un derecho individual 
de las personas trabajadoras sin que pueda transferirse su ejercicio a la otra persona 
progenitora, adoptante, guardadora o acogedora. No obstante, si dos personas trabajadoras 
de la misma empresa ejercen este derecho por el mismo sujeto causante, podrá limitarse su 
ejercicio simultáneo por razones fundadas y objetivas de funcionamiento de la empresa, 
debidamente motivadas por escrito, debiendo en tal caso la empresa ofrecer un plan 
alternativo que asegure el disfrute de ambas personas trabajadoras y que posibilite el 
ejercicio de los derechos de conciliación.

Cuando ambas personas progenitoras, adoptantes, guardadoras o acogedoras ejerzan 
este derecho con la misma duración y régimen, el periodo de disfrute podrá extenderse 
hasta que el lactante cumpla doce meses, con reducción proporcional del salario a partir del 
cumplimiento de los nueve meses.

5. Las personas trabajadoras tendrán derecho a ausentarse del trabajo durante una hora 
en el caso de nacimiento prematuro de hijo o hija, o que, por cualquier causa, deban 
permanecer hospitalizados a continuación del parto. Asimismo, tendrán derecho a reducir su 
jornada de trabajo hasta un máximo de dos horas, con la disminución proporcional del 
salario. Para el disfrute de este permiso se estará a lo previsto en el apartado 7.

6. Quien por razones de guarda legal tenga a su cuidado directo algún menor de doce 
años o una persona con discapacidad que no desempeñe una actividad retribuida tendrá 
derecho a una reducción de la jornada de trabajo diaria, con la disminución proporcional del 
salario entre, al menos, un octavo y un máximo de la mitad de la duración de aquella.

Tendrá el mismo derecho quien precise encargarse del cuidado directo del cónyuge o 
pareja de hecho, o un familiar hasta el segundo grado de consanguinidad y afinidad, incluido 
el familiar consanguíneo de la pareja de hecho, que por razones de edad, accidente o 
enfermedad no pueda valerse por sí mismo, y que no desempeñe actividad retribuida.

El progenitor, guardador con fines de adopción o acogedor permanente tendrá derecho a 
una reducción de la jornada de trabajo, con la disminución proporcional del salario de, al 
menos, la mitad de la duración de aquella, para el cuidado, durante la hospitalización y 
tratamiento continuado, del menor a su cargo afectado por cáncer (tumores malignos, 
melanomas y carcinomas), o por cualquier otra enfermedad grave, que implique un ingreso 
hospitalario de larga duración y requiera la necesidad de su cuidado directo, continuo y 
permanente, acreditado por el informe del servicio público de salud u órgano administrativo 
sanitario de la comunidad autónoma correspondiente y, como máximo, hasta que el hijo o 
persona que hubiere sido objeto de acogimiento permanente o de guarda con fines de 
adopción cumpla los veintitrés años.

En consecuencia, el mero cumplimiento de los dieciocho años de edad por el hijo o el 
menor sujeto a acogimiento permanente o a guarda con fines de adopción no será causa de 
extinción de la reducción de la jornada, si se mantiene la necesidad de cuidado directo, 
continuo y permanente.

No obstante, cumplidos los 18 años, se podrá reconocer el derecho a la reducción de 
jornada hasta que el causante cumpla 23 años en los supuestos en que el padecimiento de 
cáncer o enfermedad grave haya sido diagnosticado antes de alcanzar la mayoría de edad, 
siempre que en el momento de la solicitud se acrediten los requisitos establecidos en los 
párrafos anteriores, salvo la edad.

Asimismo, se mantendrá el derecho a esta reducción hasta que la persona cumpla 26 
años si antes de alcanzar 23 años acreditara, además, un grado de discapacidad igual o 
superior al 65 por ciento.

Por convenio colectivo, se podrán establecer las condiciones y supuestos en los que 
esta reducción de jornada se podrá acumular en jornadas completas.

En los supuestos de nulidad, separación, divorcio, extinción de la pareja de hecho o 
cuando se acredite ser víctima de violencia de género, el derecho a la reducción de jornada 
se reconocerá a favor del progenitor, guardador o acogedor con quien conviva la persona 
enferma, siempre que cumpla el resto de los requisitos exigidos.
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Cuando la persona enferma que se encuentre en los supuestos previstos en los párrafos 
tercero y cuarto de este apartado contraiga matrimonio o constituya una pareja de hecho, 
tendrá derecho a la reducción de jornada quien sea su cónyuge o pareja de hecho, siempre 
que acredite las condiciones para acceder al derecho a la misma.

Las reducciones de jornada contempladas en este apartado constituyen un derecho 
individual de los trabajadores, hombres o mujeres. No obstante, si dos o más trabajadores 
de la misma empresa generasen este derecho por el mismo sujeto causante, el empresario 
podrá limitar su ejercicio simultáneo por razones fundadas y objetivas de funcionamiento de 
la empresa, debidamente motivadas por escrito, debiendo en tal caso la empresa ofrecer un 
plan alternativo que asegure el disfrute de ambas personas trabajadoras y que posibilite el 
ejercicio de los derechos de conciliación.

En el ejercicio de este derecho se tendrá en cuenta el fomento de la corresponsabilidad 
entre mujeres y hombres y, asimismo, evitar la perpetuación de roles y estereotipos de 
género.

7. La concreción horaria y la determinación de los permisos y reducciones de jornada, 
previstos en los apartados 4, 5 y 6, corresponderán a la persona trabajadora dentro de su 
jornada ordinaria. No obstante, los convenios colectivos podrán establecer criterios para la 
concreción horaria de la reducción de jornada a que se refiere el apartado 6, en atención a 
los derechos de conciliación de la vida personal, familiar y laboral de la persona trabajadora 
y las necesidades productivas y organizativas de las empresas. La persona trabajadora, 
salvo fuerza mayor, deberá preavisar al empresario con una antelación de quince días o la 
que se determine en el convenio colectivo aplicable, precisando la fecha en que iniciará y 
finalizará el permiso de cuidado del lactante o la reducción de jornada.

Las discrepancias surgidas entre empresario y trabajador sobre la concreción horaria y la 
determinación de los periodos de disfrute previstos en los apartados 4, 5 y 6 serán resueltas 
por la jurisdicción social a través del procedimiento establecido en el artículo 139 de la Ley 
36/2011, de 10 de octubre, Reguladora de la Jurisdicción Social.

8. Las personas trabajadoras que tengan la consideración de víctimas de violencia de 
género, de violencia sexual o de víctimas del terrorismo tendrán derecho, para hacer efectiva 
su protección o su derecho a la asistencia social integral, a la reducción de la jornada de 
trabajo con disminución proporcional del salario o a la reordenación del tiempo de trabajo, a 
través de la adaptación del horario, de la aplicación del horario flexible o de otras formas de 
ordenación del tiempo de trabajo que se utilicen en la empresa. También tendrán derecho a 
realizar su trabajo total o parcialmente a distancia o a dejar de hacerlo si este fuera el 
sistema establecido, siempre en ambos casos que esta modalidad de prestación de servicios 
sea compatible con el puesto y funciones desarrolladas por la persona.

Estos derechos se podrán ejercitar en los términos que para estos supuestos concretos 
se establezcan en los convenios colectivos o en los acuerdos entre la empresa y los 
representantes legales de las personas trabajadoras, o conforme al acuerdo entre la 
empresa y las personas trabajadoras afectadas. En su defecto, la concreción de estos 
derechos corresponderá a estas, siendo de aplicación las reglas establecidas en el apartado 
anterior, incluidas las relativas a la resolución de discrepancias.

9. La persona trabajadora tendrá derecho a ausentarse del trabajo por causa de fuerza 
mayor cuando sea necesario por motivos familiares urgentes relacionados con familiares o 
personas convivientes, en caso de enfermedad o accidente que hagan indispensable su 
presencia inmediata.

Las personas trabajadoras tendrán derecho a que sean retribuidas las horas de ausencia 
por las causas previstas en el presente apartado equivalentes a cuatro días al año, conforme 
a lo establecido en convenio colectivo o, en su defecto, en acuerdo entre la empresa y la 
representación legal de las personas trabajadoras aportando las personas trabajadoras, en 
su caso, acreditación del motivo de ausencia.

[ . . . ]
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CAPÍTULO III
Modificación, suspensión y extinción del contrato de trabajo

Sección 1.ª Movilidad funcional y geográfica

[ . . . ]
Artículo 40.  Movilidad geográfica.

1. El traslado de trabajadores que no hayan sido contratados específicamente para 
prestar sus servicios en empresas con centros de trabajo móviles o itinerantes a un centro 
de trabajo distinto de la misma empresa que exija cambios de residencia requerirá la 
existencia de razones económicas, técnicas, organizativas o de producción que lo 
justifiquen. Se consideraran tales las que estén relacionadas con la competitividad, 
productividad u organización técnica o del trabajo en la empresa, así como las 
contrataciones referidas a la actividad empresarial.

La decisión de traslado deberá ser notificada por el empresario al trabajador, así como a 
sus representantes legales, con una antelación mínima de treinta días a la fecha de su 
efectividad.

Notificada la decisión de traslado, el trabajador tendrá derecho a optar entre el traslado, 
percibiendo una compensación por gastos, o la extinción de su contrato, percibiendo una 
indemnización de veinte días de salario por año de servicio, prorrateándose por meses los 
periodos de tiempo inferiores a un año y con un máximo de doce mensualidades. La 
compensación a que se refiere el primer supuesto comprenderá tanto los gastos propios 
como los de los familiares a su cargo, en los términos que se convengan entre las partes, y 
nunca será inferior a los límites mínimos establecidos en los convenios colectivos.

Sin perjuicio de la ejecutividad del traslado en el plazo de incorporación citado, el 
trabajador que, no habiendo optado por la extinción de su contrato, se muestre disconforme 
con la decisión empresarial podrá impugnarla ante la jurisdicción social. La sentencia 
declarará el traslado justificado o injustificado y, en este último caso, reconocerá el derecho 
del trabajador a ser reincorporado al centro de trabajo de origen.

Cuando, con objeto de eludir las previsiones contenidas en el apartado siguiente, la 
empresa realice traslados en periodos sucesivos de noventa días en número inferior a los 
umbrales allí señalados, sin que concurran causas nuevas que justifiquen tal actuación, 
dichos nuevos traslados se considerarán efectuados en fraude de ley y serán declarados 
nulos y sin efecto.

2. El traslado a que se refiere el apartado anterior deberá ir precedido de un periodo de 
consultas con los representantes legales de los trabajadores de una duración no superior a 
quince días, cuando afecte a la totalidad del centro de trabajo, siempre que este ocupe a 
más de cinco trabajadores, o cuando, sin afectar a la totalidad del centro de trabajo, en un 
periodo de noventa días comprenda a un número de trabajadores de, al menos:

a) Diez trabajadores, en las empresas que ocupen menos de cien trabajadores.
b) El diez por ciento del número de trabajadores de la empresa en aquellas que ocupen 

entre cien y trescientos trabajadores.
c) Treinta trabajadores en las empresas que ocupen más de trescientos trabajadores.
Dicho periodo de consultas deberá versar sobre las causas motivadoras de la decisión 

empresarial y la posibilidad de evitar o reducir sus efectos, así como sobre las medidas 
necesarias para atenuar sus consecuencias para los trabajadores afectados. La consulta se 
llevará a cabo en una única comisión negociadora, si bien, de existir varios centros de 
trabajo, quedará circunscrita a los centros afectados por el procedimiento. La comisión 
negociadora estará integrada por un máximo de trece miembros en representación de cada 
una de las partes.

La intervención como interlocutores ante la dirección de la empresa en el procedimiento 
de consultas corresponderá a los sujetos indicados en el artículo 41.4, en el orden y 
condiciones señalados en el mismo.

La comisión representativa de los trabajadores deberá quedar constituida con carácter 
previo a la comunicación empresarial de inicio del procedimiento de consultas. A estos 
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efectos, la dirección de la empresa deberá comunicar de manera fehaciente a los 
trabajadores o a sus representantes su intención de iniciar el procedimiento. El plazo 
máximo para la constitución de la comisión representativa será de siete días desde la fecha 
de la referida comunicación, salvo que alguno de los centros de trabajo que vaya a estar 
afectado por el procedimiento no cuente con representantes legales de los trabajadores, en 
cuyo caso el plazo será de quince días.

Transcurrido el plazo máximo para la constitución de la comisión representativa, la 
dirección de la empresa podrá comunicar el inicio del periodo de consultas a los 
representantes de los trabajadores. La falta de constitución de la comisión representativa no 
impedirá el inicio y transcurso del periodo de consultas, y su constitución con posterioridad al 
inicio del mismo no comportará, en ningún caso, la ampliación de su duración.

La apertura del periodo de consultas y las posiciones de las partes tras su conclusión 
deberán ser notificadas a la autoridad laboral para su conocimiento.

Durante el periodo de consultas, las partes deberán negociar de buena fe, con vistas a la 
consecución de un acuerdo. Dicho acuerdo requerirá la conformidad de la mayoría de los 
representantes legales de los trabajadores o, en su caso, de la mayoría de los miembros de 
la comisión representativa de los trabajadores siempre que, en ambos casos, representen a 
la mayoría de los trabajadores del centro o centros de trabajo afectados.

Tras la finalización del periodo de consultas el empresario notificará a los trabajadores su 
decisión sobre el traslado, que se regirá a todos los efectos por lo dispuesto en el apartado 
1.

Contra las decisiones a que se refiere el presente apartado se podrá reclamar en 
conflicto colectivo, sin perjuicio de la acción individual prevista en el apartado 1. La 
interposición del conflicto paralizará la tramitación de las acciones individuales iniciadas, 
hasta su resolución.

El acuerdo con los representantes de los trabajadores en el periodo de consultas se 
entenderá sin perjuicio del derecho de los trabajadores afectados al ejercicio de la opción 
prevista en el párrafo tercero del apartado 1.

El empresario y la representación de los trabajadores podrán acordar en cualquier 
momento la sustitución del periodo de consultas a que se refiere este apartado por la 
aplicación del procedimiento de mediación o arbitraje que sea de aplicación en el ámbito de 
la empresa, que deberá desarrollarse dentro del plazo máximo señalado para dicho periodo.

3. Si por traslado uno de los cónyuges cambia de residencia, el otro, si fuera trabajador 
de la misma empresa, tendrá derecho al traslado a la misma localidad, si hubiera puesto de 
trabajo.

4. Las personas trabajadoras que tengan la consideración de víctimas de violencia de 
género, de víctimas de violencia sexual o de víctimas del terrorismo que se vean obligadas a 
abandonar el puesto de trabajo en la localidad donde venían prestando sus servicios, para 
hacer efectiva su protección o su derecho a la asistencia social integral, tendrán derecho 
preferente a ocupar otro puesto de trabajo, del mismo grupo profesional o categoría 
equivalente, que la empresa tenga vacante en cualquier otro de sus centros de trabajo.

En tales supuestos, la empresa estará obligada a comunicar a las personas trabajadoras 
las vacantes existentes en dicho momento o las que se pudieran producir en el futuro.

El traslado o el cambio de centro de trabajo tendrá una duración inicial de entre seis y 
doce meses, durante los cuales la empresa tendrá la obligación de reservar el puesto de 
trabajo que anteriormente ocupaban las personas trabajadoras.

Terminado este periodo, las personas trabajadoras podrán optar entre el regreso a su 
puesto de trabajo anterior o la continuidad en el nuevo, decayendo en este caso la obligación 
de reserva, o la extinción de su contrato, percibiendo una indemnización de veinte días de 
salario por año de servicio, prorrateándose por meses los periodos de tiempo inferiores a un 
año y con un máximo de doce mensualidades.

5. Para hacer efectivo su derecho de protección a la salud, los trabajadores con 
discapacidad que acrediten la necesidad de recibir fuera de su localidad un tratamiento de 
habilitación o rehabilitación médico-funcional o atención, tratamiento u orientación 
psicológica relacionado con su discapacidad, tendrán derecho preferente a ocupar otro 
puesto de trabajo, del mismo grupo profesional, que la empresa tuviera vacante en otro de 
sus centros de trabajo en una localidad en que sea más accesible dicho tratamiento, en los 
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términos y condiciones establecidos en el apartado anterior para las trabajadoras víctimas de 
violencia de género o de violencia sexual y para las víctimas de terrorismo.

6. Por razones económicas, técnicas, organizativas o de producción, o bien por 
contrataciones referidas a la actividad empresarial, la empresa podrá efectuar 
desplazamientos temporales de sus trabajadores que exijan que estos residan en población 
distinta de la de su domicilio habitual, abonando, además de los salarios, los gastos de viaje 
y las dietas.

El trabajador deberá ser informado del desplazamiento con una antelación suficiente a la 
fecha de su efectividad, que no podrá ser inferior a cinco días laborables en el caso de 
desplazamientos de duración superior a tres meses; en este último supuesto, el trabajador 
tendrá derecho a un permiso de cuatro días laborables en su domicilio de origen por cada 
tres meses de desplazamiento, sin computar como tales los de viaje, cuyos gastos correrán 
a cargo del empresario.

Contra la orden de desplazamiento, sin perjuicio de su ejecutividad, podrá recurrir el 
trabajador en los mismos términos previstos en el apartado 1 para los traslados.

Los desplazamientos cuya duración en un periodo de tres años exceda de doce meses 
tendrán, a todos los efectos, el tratamiento previsto en esta ley para los traslados.

7. Los representantes legales de los trabajadores tendrán prioridad de permanencia en 
los puestos de trabajo a que se refiere este artículo. Mediante convenio colectivo o acuerdo 
alcanzado durante el periodo de consultas se podrán establecer prioridades de permanencia 
a favor de trabajadores de otros colectivos, tales como trabajadores con cargas familiares, 
mayores de determinada edad o personas con discapacidad.

[ . . . ]
Disposición adicional vigesimoprimera.  Sustitución de trabajadores excedentes por 
cuidado de familiares.

(Derogada)

[ . . . ]
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§ 29

Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social. 

[Inclusión parcial]

Ministerio de Empleo y Seguridad Social
«BOE» núm. 261, de 31 de octubre de 2015

Última modificación: 30 de abril de 2025
Referencia: BOE-A-2015-11724

[ . . . ]
TÍTULO I

Normas generales del sistema de la Seguridad Social

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Campo de aplicación y estructura del sistema de la Seguridad Social

[ . . . ]
Sección 2.ª Disposiciones aplicables a determinados colectivos

Artículo 12.  Familiares.
1. A efectos de lo dispuesto en el artículo 7.1, no tendrán la consideración de 

trabajadores por cuenta ajena, salvo prueba en contrario: el cónyuge, los descendientes, 
ascendientes y demás parientes del empresario, por consanguinidad o afinidad hasta el 
segundo grado inclusive y, en su caso, por adopción, ocupados en su centro o centros de 
trabajo, cuando convivan en su hogar y estén a su cargo.

2. Sin perjuicio de lo previsto en el apartado anterior, y de conformidad con lo establecido 
en la disposición adicional décima de la Ley 20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del trabajo 
autónomo, los trabajadores autónomos podrán contratar, como trabajadores por cuenta 
ajena, a los hijos menores de 30 años, aunque convivan con ellos. En este caso, del ámbito 
de la acción protectora dispensada a los familiares contratados quedará excluida la 
cobertura por desempleo.

Se otorgará el mismo tratamiento a los hijos que, aun siendo mayores de 30 años, 
tengan especiales dificultades para su inserción laboral. A estos efectos, se considerará que 
existen dichas especiales dificultades cuando el trabajador esté incluido en alguno de los 
grupos siguientes:

CÓDIGO DE DERECHO MATRIMONIAL

– 255 –



a) Personas con parálisis cerebral, personas con enfermedad mental o personas con 
discapacidad intelectual, con un grado de discapacidad reconocido igual o superior al 33 por 
ciento.

b) Personas con discapacidad física o sensorial, con un grado de discapacidad 
reconocido igual o superior al 33 por ciento e inferior al 65 por ciento, siempre que causen 
alta por primera vez en el sistema de la Seguridad Social.

c) Personas con discapacidad física o sensorial, con un grado de discapacidad 
reconocido igual o superior al 65 por ciento.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Afiliación, cotización y recaudación

[ . . . ]
Sección 2.ª Cotización a la Seguridad Social y por conceptos de recaudación 

conjunta

[ . . . ]
Subsección 3.ª Recaudación en vía ejecutiva

[ . . . ]
Artículo 40.  Deber de información por parte de las personas y entidades sin personalidad, 
entidades financieras, funcionarios públicos, profesionales oficiales y autoridades.

1. Las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, así como las entidades sin 
personalidad, estarán obligadas a proporcionar a la Tesorería General de la Seguridad Social 
y al Instituto Social de la Marina, cuando así lo requieran, aquellos datos, informes, 
antecedentes y justificantes con incidencia en las competencias de la Administración de la 
Seguridad Social, especialmente en el ámbito de la liquidación, control de la cotización y de 
recaudación de los recursos de la Seguridad Social y demás conceptos de recaudación 
conjunta.

Especialmente, las personas o entidades depositarias de dinero en efectivo o en cuenta, 
valores u otros bienes de deudores a la Seguridad Social en situación de apremio, estarán 
obligadas a informar a la Tesorería General de la Seguridad Social y a cumplir los 
requerimientos que le sean hechos por la misma en el ejercicio de sus funciones legales.

2. Las obligaciones a que se refiere el apartado anterior deberán cumplirse bien con 
carácter general o bien a requerimiento individualizado de los órganos competentes de la 
Administración de la Seguridad Social, en la forma y plazos que reglamentariamente se 
determinen.

3. El incumplimiento de las obligaciones establecidas en los números anteriores de este 
artículo no podrá ampararse en el secreto bancario.

Los requerimientos relativos a los movimientos de cuentas corrientes, depósitos de 
ahorro y a plazo, cuentas de préstamos y créditos y demás operaciones activas o pasivas de 
los bancos, cajas de ahorro, cooperativas de crédito y cuantas personas físicas o jurídicas se 
dediquen al tráfico bancario o crediticio, se efectuarán previa autorización del titular de la 
Dirección General de la Tesorería General de la Seguridad Social o, en su caso, y en las 
condiciones que reglamentariamente se establezcan, el titular de la Dirección Provincial de la 
Tesorería General de la Seguridad Social competente, y deberán precisar las operaciones 
objeto de investigación, los sujetos pasivos afectados y el alcance de la misma en cuanto al 
período de tiempo a que se refieren.

4. Los funcionarios públicos, incluidos los profesionales oficiales, están obligados a 
colaborar con la Administración de la Seguridad Social suministrando toda clase de 
información de que dispongan, siempre que sea necesaria para el cumplimiento de las 
funciones de la Administración de la Seguridad Social, especialmente respecto de la 
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liquidación, control de la cotización y la recaudación de recursos de la Seguridad Social y 
demás conceptos de recaudación conjunta, salvo que sea aplicable:

a) El secreto del contenido de la correspondencia.
b) El secreto de los datos que se hayan suministrado a la Administración pública para 

una finalidad exclusivamente estadística.
c) El secreto del protocolo notarial, que abarcará los instrumentos públicos a que se 

refieren los artículos 34 y 35 de la Ley de 28 de mayo de 1862, del Notariado, y los relativos 
a cuestiones matrimoniales, con excepción de los referentes al régimen económico de la 
sociedad conyugal.

5. La obligación de los profesionales de facilitar información de transcendencia 
recaudatoria a la Administración de la Seguridad Social no alcanzará a los datos privados no 
patrimoniales que conozcan por razón del ejercicio de su actividad, cuya revelación atente al 
honor o a la intimidad personal o familiar de las personas. Tampoco alcanzará a aquellos 
datos confidenciales de sus clientes de los que tengan conocimiento como consecuencia de 
la prestación de servicios profesionales de asesoramiento o defensa.

Los profesionales no podrán invocar el secreto profesional a efectos de impedir la 
comprobación de su propia cotización a la Seguridad Social.

A efectos del artículo octavo, apartado uno, de la Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, de 
protección civil del derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen, 
se considerará autoridad competente al titular del Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y 
Migraciones, a los titulares de los órganos y centros directivos de la Secretaría de Estado de 
la Seguridad Social y Pensiones y del Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social así como al titular de la Dirección General y a los titulares de las direcciones 
provinciales de la Tesorería General de la Seguridad Social.

6. La cesión de aquellos datos de carácter personal que se deba efectuar a la 
Administración de la Seguridad Social conforme a lo dispuesto en este artículo o, en general, 
en cumplimiento del deber de colaborar con la Administración de la Seguridad Social para el 
desempeño de cualquiera de sus funciones, especialmente respecto de la efectiva 
liquidación, control de la cotización, recaudación de los recursos de la Seguridad Social y de 
los conceptos de recaudación conjunta con las cuotas de la Seguridad Social, no requerirá el 
consentimiento del afectado.

A los efectos señalados en el párrafo anterior, así como respecto de la cesión de datos 
de carácter no personal, las autoridades, cualquiera que sea su naturaleza, los titulares de 
los órganos del Estado, de las comunidades autónomas y de las entidades locales; los 
organismos autónomos, las agencias y las entidades públicas empresariales; las autoridades 
laborales; las cámaras y corporaciones, colegios y asociaciones profesionales; las 
mutualidades de previsión social; las demás entidades públicas y quienes, en general, 
ejerzan o colaboren en el ejercicio de funciones públicas, estarán obligados a suministrar a 
la Administración de la Seguridad Social cuantos datos, informes y antecedentes precise 
esta para el adecuado ejercicio de cualquiera de las funciones de la Administración de la 
Seguridad Social, especialmente respecto de sus funciones liquidatorias, de control de la 
cotización y recaudatorias, mediante disposiciones de carácter general o a través de 
requerimientos concretos y a prestarle, a ella y a su personal, apoyo, concurso, auxilio y 
protección para el ejercicio de sus competencias.

La cesión de datos a que se refiere este artículo se instrumentará preferentemente por 
medios informáticos. A tal efecto la Administración de la Seguridad Social podrá recabar a 
través de sus redes corporativas o mediante consulta a las plataformas de intermediación de 
datos u otros sistemas habilitados al efecto, los datos o la información necesaria para la 
tramitación de los procedimientos que resulten de su competencia.

7. Los datos, informes y antecedentes suministrados conforme a lo dispuesto en este 
artículo únicamente serán tratados en el marco de las funciones de la Administración de la 
Seguridad Social, especialmente en el ámbito de control de la cotización y de recaudación 
de los recursos del sistema de Seguridad Social, así como de sus funciones estadísticas, sin 
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necesidad del consentimiento de los afectados y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 
77 de esta ley.

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Acción protectora

[ . . . ]
Artículo 44.  Caracteres de las prestaciones.

1. Las prestaciones de la Seguridad Social, así como los beneficios de sus servicios 
sociales y de la asistencia social, no podrán ser objeto de retención, sin perjuicio de lo 
previsto en el apartado 2, cesión total o parcial, compensación o descuento, salvo en los dos 
casos siguientes:

a) En orden al cumplimiento de las obligaciones alimenticias a favor del cónyuge e hijos.
b) Cuando se trate de obligaciones contraídas por el beneficiario dentro de la Seguridad 

Social.
En materia de embargo se estará a lo establecido en la Ley de Enjuiciamiento Civil.
2. Las percepciones derivadas de la acción protectora de la Seguridad Social estarán 

sujetas a tributación en los términos establecidos en las normas reguladoras de cada 
impuesto.

3. No podrá ser exigida ninguna tasa fiscal, ni derecho de ninguna clase, en cuantas 
informaciones o certificaciones hayan de facilitar los correspondientes organismos de la 
Administración de la Seguridad Social, y los organismos administrativos, judiciales o de 
cualquier otra clase, en relación con las prestaciones y beneficios a que se refiere el 
apartado 1.

[ . . . ]
Sección 4.ª Revalorización, importes máximos y mínimos de pensiones y 
complemento de maternidad por aportación demográfica a la Seguridad Social

[ . . . ]
Subsección 2.ª Pensiones contributivas

[ . . . ]
Artículo 59.  Complementos para pensiones inferiores a la mínima.

1. Los beneficiarios de pensiones contributivas del sistema de la Seguridad Social que 
no perciban rendimientos del trabajo, del capital, de actividades económicas, de régimen de 
atribución de rentas y ganancias patrimoniales, de acuerdo con el concepto establecido para 
dichas rentas en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, o que, percibiéndolos, 
no excedan de la cuantía que anualmente establezca la correspondiente Ley de 
Presupuestos Generales del Estado, tendrán derecho a percibir los complementos 
necesarios para alcanzar la cuantía mínima de las pensiones, siempre que residan en 
territorio español en los términos que legal o reglamentariamente se determinen.

Los complementos por mínimos serán incompatibles con la percepción por el pensionista 
de los rendimientos indicados en el párrafo anterior cuando la suma de todas las 
percepciones mencionadas, excluida la pensión que se vaya a complementar, exceda el 
límite fijado en la correspondiente Ley de Presupuestos Generales del Estado para cada 
ejercicio.

A efectos del reconocimiento de los complementos por mínimos de las pensiones 
contributivas de la Seguridad Social, de los rendimientos íntegros procedentes del trabajo, 
de capital y de actividades económicas percibidos por el pensionista y computados en los 
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términos establecidos en la legislación fiscal, se excluirán los gastos deducibles de acuerdo 
con dicha legislación.

2. A las pensiones prorrateadas reconocidas en virtud de normas internacionales, una 
vez revalorizadas conforme a lo dispuesto en el artículo 58.5, se les añadirá, cuando 
proceda, el complemento por mínimos que corresponda. Dicho complemento consistirá en la 
diferencia entre la cuantía resultante de aplicar el tanto por ciento a cargo de la Seguridad 
Social española a la cuantía mínima establecida en cada ejercicio para la pensión de que se 
trate y la suma de la pensión prorrateada española más el importe de las pensiones públicas 
extranjeras que tenga reconocidas el beneficiario en el caso de que sean concurrentes.

3. Si después de haber aplicado lo dispuesto en el apartado anterior la suma de los 
importes de las pensiones reconocidas al amparo de una norma internacional y, en su caso, 
del importe del complemento, calculado según lo previsto en el apartado anterior, fuese 
inferior al importe mínimo de la pensión de que se trate vigente en cada momento en 
España, se garantizará al beneficiario, en tanto resida en territorio español y reúna los 
requisitos exigidos al efecto, la diferencia entre la suma de las pensiones reconocidas, 
españolas y extranjeras, y el referido importe mínimo. A estos efectos, las cuantías fijas del 
extinguido Seguro Obligatorio de Vejez e Invalidez tendrán la consideración de importes 
mínimos.

4. El importe de los complementos en ningún caso podrá superar la cuantía establecida 
en cada ejercicio para las pensiones no contributivas de jubilación e invalidez. Cuando exista 
cónyuge a cargo del pensionista, el importe de tales complementos no podrá rebasar la 
cuantía que correspondería a la pensión no contributiva por aplicación de lo establecido en el 
artículo 364.1.a) para las unidades económicas en las que concurran dos beneficiarios con 
derecho a pensión.

Cuando la pensión de orfandad se incremente en la cuantía de la pensión de viudedad, 
el límite del importe de los complementos por mínimos a que se refiere el párrafo anterior 
solo quedará referido al de la pensión de viudedad que genera el incremento de la pensión 
de orfandad.

Los pensionistas de gran incapacidad que tengan reconocido el complemento destinado 
a remunerar a la persona que les atiende no resultarán afectados por los límites establecidos 
en este apartado.

Artículo 60.  Complemento de pensiones contributivas para la reducción de la brecha de 
género.

1. Las mujeres que hayan tenido uno o más hijos o hijas y que sean beneficiarias de una 
pensión contributiva de jubilación, de incapacidad permanente o de viudedad, tendrán 
derecho a un complemento por cada hijo o hija, debido a la incidencia que, con carácter 
general, tiene la brecha de género en el importe de las pensiones contributivas de la 
Seguridad Social de las mujeres. El derecho al complemento por cada hijo o hija se 
reconocerá o mantendrá a la mujer siempre que no medie solicitud y reconocimiento del 
complemento en favor del otro progenitor y si este otro es también mujer, se reconocerá a 
aquella que sea titular de pensiones públicas cuya suma sea de menor cuantía.

Para que los hombres puedan tener derecho al reconocimiento del complemento deberá 
concurrir alguno de los siguientes requisitos:

a) Tener reconocida una pensión de viudedad por el fallecimiento del otro progenitor de 
los hijos o hijas en común, siempre que alguno de ellos tenga derecho a percibir una pensión 
de orfandad.

b) Causar una pensión contributiva de jubilación o incapacidad permanente y haber 
interrumpido o haber visto afectada su carrera profesional con ocasión del nacimiento o 
adopción, con arreglo a las siguientes condiciones:

1.ª En el supuesto de hijos o hijas nacidos o adoptados hasta el 31 de diciembre de 
1994, tener más de ciento veinte días sin cotización entre los nueve meses anteriores al 
nacimiento y los tres años posteriores a dicha fecha o, en caso de adopción, entre la fecha 
de la resolución judicial por la que se constituya y los tres años siguientes, siempre que la 
suma de las cuantías de las pensiones reconocidas sea inferior a la suma de las pensiones 
que le corresponda a la mujer.
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2.ª En el supuesto de hijos o hijas nacidos o adoptados desde el 1 de enero de 1995, 
que la suma de las bases de cotización de los veinticuatro meses siguientes al del 
nacimiento o al de la resolución judicial por la que se constituya la adopción sea inferior, en 
más de un 15 por ciento, a la de los veinticuatro meses inmediatamente anteriores, siempre 
que la cuantía de las sumas de las pensiones reconocidas sea inferior a la suma de las 
pensiones que le corresponda a la mujer.

3.ª En cualquiera de los supuestos a que se refieren las condiciones 1.ª y 2.ª para el 
cálculo de períodos cotizados y de bases de cotización no se tendrán en cuenta los 
beneficios en la cotización establecidos en el artículo 237.

4.ª Si los dos progenitores son hombres y se dan las condiciones anteriores en ambos, 
se reconocerá a aquel que sea titular de pensiones públicas cuya suma sea de menor 
cuantía.

5.ª El requisito, para causar derecho al complemento, de que la suma de las pensiones 
reconocidas sea inferior a la suma de las pensiones que le corresponda al otro progenitor se 
exigirá en el momento en que ambos progenitores causen derecho a una prestación 
contributiva en los términos previstos en la norma.

2. El reconocimiento del complemento al segundo progenitor supondrá la extinción del 
complemento ya reconocido al primer progenitor y producirá efectos económicos el primer 
día del mes siguiente al de la resolución, siempre que la misma se dicte dentro de los seis 
meses siguientes a la solicitud o, en su caso, al reconocimiento de la pensión que la cause; 
pasado este plazo, los efectos se producirán desde el primer día del séptimo mes.

Antes de dictar la resolución reconociendo el derecho al segundo progenitor se dará 
audiencia al que viniera percibiendo el complemento.

3. Este complemento tendrá a todos los efectos naturaleza jurídica de pensión pública 
contributiva.

El importe del complemento por hijo o hija se fijará en la correspondiente Ley de 
Presupuestos Generales del Estado. La cuantía a percibir estará limitada a cuatro veces el 
importe mensual fijado por hijo o hija y será incrementada al comienzo de cada año en el 
mismo porcentaje previsto en la correspondiente Ley de Presupuestos Generales del Estado 
para las pensiones contributivas.

La percepción del complemento estará sujeta además a las siguientes reglas:
a) Cada hijo o hija dará derecho únicamente al reconocimiento de un complemento.
A efectos de determinar el derecho al complemento, así como su cuantía, únicamente se 

computarán los hijos o hijas que con anterioridad al hecho causante de la pensión 
correspondiente hubieran nacido con vida o hubieran sido adoptados.

b) No se reconocerá el derecho al complemento al padre o a la madre que haya sido 
privado de la patria potestad por sentencia fundada en el incumplimiento de los deberes 
inherentes a la misma o dictada en causa criminal o matrimonial.

Tampoco se reconocerá el derecho al complemento al padre que haya sido condenado 
por violencia contra la mujer, en los términos que se defina por la ley o por los instrumentos 
internacionales ratificados por España, ejercida sobre la madre, ni al padre o a la madre que 
haya sido condenado o condenada por ejercer violencia contra los hijos o hijas.

c) El complemento será satisfecho en catorce pagas, junto con la pensión que determine 
el derecho al mismo.

d) El importe del complemento no será tenido en cuenta en la aplicación del límite 
máximo de pensiones previsto en los artículos 57 y 58.7.

e) El importe de este complemento no tendrá la consideración de ingreso o rendimiento 
de trabajo en orden a determinar si concurren los requisitos para tener derecho al 
complemento por mínimos previsto en el artículo 59. Cuando concurran dichos requisitos, se 
reconocerá la cuantía mínima de pensión según establezca anualmente la correspondiente 
Ley de Presupuestos Generales del Estado. A este importe se sumará el complemento para 
la reducción de la brecha de género.

f) Cuando la pensión contributiva que determina el derecho al complemento se cause por 
totalización de períodos de seguro a prorrata temporis en aplicación de normativa 
internacional, el importe real del complemento será el resultado de aplicar a la cuantía a la 
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que se refiere el apartado anterior, que será considerada importe teórico, la prorrata aplicada 
a la pensión a la que acompaña.

4. No se tendrá derecho a este complemento en los casos de jubilación parcial, a la que 
se refiere el artículo 215 y el apartado sexto de la disposición transitoria cuarta.

No obstante, se reconocerá el complemento que proceda cuando desde la jubilación 
parcial se acceda a la jubilación plena, una vez cumplida la edad que en cada caso 
corresponda.

5. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 2, el complemento se abonará en tanto la 
persona beneficiaria perciba una de las pensiones citadas en el apartado 1. En 
consecuencia, su nacimiento, suspensión y extinción coincidirá con el de la pensión que 
haya determinado su reconocimiento. No obstante, cuando en el momento de la suspensión 
o extinción de dicha pensión la persona beneficiaria tuviera derecho a percibir otra distinta, 
de entre las previstas en el apartado 1, el abono del complemento se mantendrá, quedando 
vinculado al de esta última.

6. Los complementos que pudieran ser reconocidos en cualquiera de los regímenes de 
Seguridad Social serán incompatibles entre sí, siendo abonado en el régimen en el que el 
causante de la pensión tenga más periodos de alta.

7. Para determinar qué pensiones o suma de pensiones de los progenitores tiene menor 
cuantía se computarán dichas pensiones teniendo en cuenta su importe inicial, una vez 
revalorizadas, sin computar los complementos que pudieran corresponder.

Cuando ambos progenitores sean del mismo sexo y coincida el importe de las pensiones 
computables de cada uno de ellos, el complemento se reconocerá a aquél que haya 
solicitado en primer lugar la pensión con derecho a complemento.

[ . . . ]
Sección 6.ª Asistencia social

Artículo 64.  Concepto.
1. La Seguridad Social, con cargo a los fondos que a tal efecto se determinen, podrá 

dispensar a las personas incluidas en su campo de aplicación y a los familiares o asimilados 
que de ellas dependan los servicios y auxilios económicos que, en atención a estados y 
situaciones de necesidad, se consideren precisos, previa demostración, salvo en casos de 
urgencia, de que el interesado carece de los recursos indispensables para hacer frente a 
tales estados o situaciones.

En las mismas condiciones, en los casos de separación judicial o divorcio, tendrán 
derecho a las prestaciones de asistencia social el cónyuge o ex cónyuge y los descendientes 
que hubieran sido beneficiarios por razón de matrimonio o filiación.

Reglamentariamente se determinarán las condiciones de la prestación de asistencia 
social al cónyuge e hijos, en los casos de separación de hecho, de las personas incluidas en 
el campo de aplicación de la Seguridad Social.

2. La asistencia social podrá ser concedida por las entidades gestoras con el límite de 
los recursos consignados a este fin en los Presupuestos correspondientes, sin que los 
servicios o auxilios económicos otorgados puedan comprometer recursos del ejercicio 
económico siguiente a aquel en que tenga lugar la concesión.

[ . . . ]
CAPÍTULO V

Gestión de la Seguridad Social

Sección 1.ª Entidades gestoras

[ . . . ]
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Artículo 71.  Suministro de información a la Administración de la Seguridad Social.
1. Se establecen los siguientes supuestos de suministro de información a la 

Administración de la Seguridad Social:
a) Por los organismos competentes dependientes del Ministerio de Hacienda o, en su 

caso, de las comunidades autónomas o de las diputaciones forales, se facilitarán, dentro de 
cada ejercicio anual, conforme al artículo 95 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
tributaria y normativa foral equivalente, a las entidades gestoras de la Seguridad Social 
responsables de la gestión de las prestaciones económicas y, a petición de las mismas, los 
datos relativos a los niveles de renta, patrimonio y demás ingresos o situaciones de los 
titulares de prestaciones en cuanto determinen el derecho a las mismas, así como de los 
beneficiarios, cónyuges y otros miembros de las unidades familiares, siempre que deban 
tenerse en cuenta para el reconocimiento, mantenimiento o cuantía de dichas prestaciones a 
fin de verificar si aquellos cumplen en todo momento las condiciones necesarias para la 
percepción de las prestaciones y en la cuantía legalmente establecida.

Asimismo, facilitarán a las entidades gestoras de la Seguridad Social que gestionen 
ayudas o subvenciones públicas, la información sobre el cumplimiento de las obligaciones 
tributarias, así como los datos relativos a las inhabilitaciones para obtener este tipo de 
ayudas o subvenciones y a la concesión de las mismas que deban tenerse en cuenta para el 
reconocimiento del derecho o el importe de las ayudas o subvenciones a conceder.

Igualmente, deberán facilitar a la Tesorería General de la Seguridad Social, a través de 
los procedimientos telemáticos y automatizados que se establezcan, toda la información de 
carácter tributario necesaria de que dispongan para la realización de la regularización de 
cuotas a la que se refiere el artículo 308. El suministro de esta información deberá llevarse a 
cabo en el plazo más breve posible tras la finalización de los plazos de presentación por 
parte de los sujetos obligados de las correspondientes declaraciones tributarias, debiendo 
establecerse los adecuados mecanismos de intercambio de información.

b) El organismo que designe el Ministerio de Justicia facilitará a las entidades gestoras 
de la Seguridad Social la información que estas soliciten acerca de las inscripciones y datos 
que guarden relación con el nacimiento, modificación, conservación o extinción del derecho 
a las prestaciones económicas de la Seguridad Social.

Además, el encargado del Registro Central de Penados y el del Registro de Medidas 
Cautelares, Requisitorias y Sentencias no Firmes comunicará al menos semanalmente a las 
entidades gestoras de la Seguridad Social los datos relativos a penas, medidas de seguridad 
y medidas cautelares impuestas por existir indicios racionales de criminalidad por la comisión 
de un delito doloso de homicidio en cualquiera de sus formas, cuando la víctima fuera 
ascendiente, descendiente, hermano, cónyuge o ex cónyuge del investigado, o estuviera o 
hubiese estado ligada a él por una relación de afectividad análoga a la conyugal. Estas 
comunicaciones se realizarán a los efectos de lo previsto en los artículos 231, 232, 233 y 
234 de la presente ley; en los artículos 37 bis y 37 ter del texto refundido de la Ley de Clases 
Pasivas del Estado, aprobado por el Real Decreto Legislativo 670/1987, de 30 de abril, y en 
los artículos 4, 5, 6, 7 y 10 del Real Decreto-ley 20/2020, de 29 de mayo, por el que se 
establece el ingreso mínimo vital.

c) Los empresarios facilitarán a las entidades gestoras de la Seguridad Social los datos 
que estas les soliciten, por vía telemática siempre que esté habilitado un canal para su 
remisión informática, con el fin de poder efectuar las comunicaciones a través de sistemas 
electrónicos que garanticen un procedimiento de comunicación ágil en el reconocimiento y 
control de las prestaciones de la Seguridad Social relativas a sus trabajadores.

Los datos que se faciliten en relación con los trabajadores deberán identificar, en todo 
caso, nombre y apellidos, documento nacional de identidad o número de identificación de 
extranjero y domicilio.

d) Por el Instituto Nacional de Estadística se facilitarán a las entidades gestoras de la 
Seguridad Social responsables de la gestión de las prestaciones económicas, así como de la 
formación marítima y sanitaria de los trabajadores del mar, los datos de domicilio relativos al 
Padrón municipal referidos al periodo que se requiera, comprendiendo, en su caso, los del 
padrón histórico y/o colectivo del domicilio, así como dónde residen o han residido los 
ciudadanos, cuando dichos datos puedan guardar relación con el nacimiento, modificación, 
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conservación o extinción del derecho a dichas prestaciones en cualquier procedimiento, así 
como con la actualización de la información obrante en las bases de datos del sistema de 
Seguridad Social.

e) El Ministerio del Interior facilitará a las entidades gestoras de la Seguridad Social por 
medios informáticos las fechas de concesión, prórroga o modificación de las situaciones de 
las personas extranjeras en España, de renovación, recuperación o, en su caso, extinción de 
las autorizaciones de residencia, y sus efectos, así como los movimientos fronterizos de las 
personas que tengan derecho a una prestación para cuya percepción sea necesario el 
cumplimiento del requisito de residencia efectiva en España.

Asimismo, facilitará a las entidades gestoras de la Seguridad Social por medios 
informáticos los datos incorporados en el Documento Nacional de Identidad o, en el caso de 
extranjeros, documentación de identidad equivalente de las personas, cuyos datos tengan 
trascendencia en procedimientos seguidos ante dichas entidades gestoras.

f) Las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social facilitarán telemáticamente a las 
entidades gestoras responsables de la gestión de las prestaciones económicas de la 
Seguridad Social los datos que puedan afectar al nacimiento, modificación, conservación o 
extinción del derecho a las prestaciones y los importes de las mismas que sean reconocidas 
por aquellas. Asimismo, facilitaran a la Dirección General de Ordenación de la Seguridad 
Social los datos que puedan afectar a la prestación por cese de actividad cuando así sea 
requerido para ello.

g) El Instituto de Mayores y Servicios Sociales y los organismos competentes de las 
comunidades autónomas facilitarán a las entidades gestoras de la Seguridad Social los 
datos de grado y nivel de dependencia y los datos incluidos en los certificados de 
discapacidad que puedan guardar relación con el nacimiento, modificación, conservación o 
extinción del derecho a las prestaciones en cualquier procedimiento, así como con la 
actualización de la información obrante en las bases de datos del sistema de Seguridad 
Social y en el sistema de información Tarjeta Social Digital.

Con la misma finalidad, facilitarán los datos de los beneficiarios, importes y fecha de 
efectos de concesión, modificación o extinción, de las prestaciones económicas previstas en 
la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a 
las personas en situación de dependencia.

Sin perjuicio de lo previsto en el párrafo anterior, el Instituto de Mayores y Servicios 
Sociales suministrará al Instituto Nacional de la Seguridad Social la información relativa a las 
mencionadas prestaciones económicas que figure en el sistema de información del Sistema 
para la Autonomía y Atención a la Dependencia, previsto en el artículo 37 de la Ley 39/2006, 
de 14 de diciembre.

h) Las comunidades autónomas facilitarán a las entidades gestoras de la Seguridad 
Social por medios informáticos los datos relativos a las fechas de reconocimiento y 
vencimiento de los títulos de familias numerosas, así como los datos relativos a los 
miembros de la unidad familiar incluidos en los mismos, que puedan guardar relación con el 
nacimiento, modificación, conservación o extinción del derecho a las prestaciones en 
cualquier procedimiento, así como con la actualización de la información obrante en las 
bases de datos del sistema.

Asimismo, facilitarán a las entidades gestoras de Seguridad Social que gestionen ayudas 
o subvenciones públicas, los datos sobre el cumplimiento de las obligaciones tributarias que 
deban tenerse en cuenta para el reconocimiento del derecho o el importe de las ayudas o 
subvenciones a conceder.

Por otra parte, facilitarán a la entidad gestora del Régimen Especial de la Seguridad 
Social de los Trabajadores del Mar los datos sobre el permiso de explotación marisquera, 
que puedan guardar relación con la incorporación de los trabajadores dedicados al 
marisqueo en el citado Régimen Especial.

i) La Dirección General de la Marina Mercante facilitará a la entidad gestora del Régimen 
Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores del Mar los datos sobre las titulaciones 
correspondientes a los trabajadores embarcados que puedan guardar relación con el acceso 
a la formación marítima prestada por dicha entidad.

j) Las mutualidades de previsión social alternativas al Régimen Especial de la Seguridad 
Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos y los colegios profesionales, 
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facilitarán a la Administración de la Seguridad Social, cuando así se le solicite, los datos de 
los profesionales colegiados que puedan afectar a las prestaciones, así como a la afiliación, 
alta, baja y variación de datos y cotización.

k) Las entidades gestoras de los fondos de pensiones en los que se integren los planes 
de pensiones, en su modalidad de sistema de empleo, en el marco del texto refundido de la 
Ley de Regulación de Planes y Fondos de Pensiones, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre, y de instrumentos de modalidad de empleo propios 
de previsión social establecidos por la legislación de las comunidades autónomas con 
competencia exclusiva en materia de mutualidades no integradas en la Seguridad Social 
facilitarán anualmente antes de la finalización del mes de marzo, a la Inspección de Trabajo 
y Seguridad Social y a la Tesorería General de la Seguridad Social, la información sobre las 
contribuciones empresariales satisfechas a dichos instrumentos respecto de cada trabajador 
y relativas a cada uno de los meses a los que se refiera la información.

2. Todos los datos relativos a los solicitantes de prestaciones económicas del Sistema de 
Seguridad Social que obren en poder de las entidades gestoras y que hayan sido remitidos 
por otros organismos públicos o por empresas mediante transmisión telemática, o cuando 
aquellos se consoliden en las bases de datos corporativas del sistema de la Seguridad 
Social como consecuencia del acceso electrónico directo a las bases de datos corporativas 
de otros organismos o empresas, surtirán plenos efectos y tendrán la misma validez que si 
hubieran sido notificados por dichos organismos o empresas mediante certificación en 
soporte papel.

Los suministros de información a las entidades gestoras de la Seguridad Social 
mencionados en este apartado y en el anterior no precisarán consentimiento previo del 
interesado.

Los datos, informes y antecedentes suministrados conforme a lo dispuesto en este 
apartado y en el anterior únicamente serán tratados en el marco de las funciones de gestión 
de prestaciones atribuidas a las entidades gestoras y servicios comunes de la Seguridad 
Social, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 77.

3. En los procedimientos de declaración y revisión de la incapacidad permanente, a 
efectos de las correspondientes prestaciones económicas de la Seguridad Social, así como 
en lo que respecta al reconocimiento y control de las prestaciones por incapacidad temporal, 
orfandad o asignaciones familiares por hijo a cargo, las instituciones sanitarias, las mutuas 
colaboradoras con la Seguridad Social y las empresas colaboradoras remitirán a las 
entidades gestoras de la Seguridad Social los informes, la historia clínica y demás datos 
médicos, relacionados con las lesiones y dolencias padecidas por el interesado que resulten 
relevantes para la resolución del procedimiento.

Los inspectores médicos adscritos al Instituto Nacional de la Seguridad Social, en el 
ejercicio de sus funciones, cuando sea necesario para el reconocimiento y control del 
percibo de las prestaciones de los trabajadores pertenecientes al sistema de la Seguridad 
Social, y para la determinación de contingencia, así como los médicos de sanidad marítima 
adscritos al Instituto Social de la Marina, para llevar a cabo los reconocimientos médicos de 
embarque marítimo, informando de estas actuaciones, y en los términos y condiciones que 
se acuerden entre el Instituto Nacional de la Seguridad Social y los Servicios de Salud de las 
Comunidades Autónomas y el Instituto Nacional de Gestión Sanitaria, tendrán acceso 
electrónico y en papel a la historia clínica de dichos trabajadores, existente en los servicios 
públicos de salud, en las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social, en las empresas 
colaboradoras y en los centros sanitarios privados.

Las entidades gestoras de la Seguridad Social, en el ejercicio de sus competencias de 
reconocimiento y control de las prestaciones, recibirán los partes médicos de incapacidad 
temporal expedidos por los servicios públicos de salud, las mutuas colaboradoras con la 
Seguridad Social y las empresas colaboradoras, a efectos del tratamiento de los datos 
contenidos en los mismos. Asimismo, las entidades gestoras y las entidades colaboradoras 
con la Seguridad Social podrán facilitarse, recíprocamente, los datos relativos a las 
beneficiarias que resulten necesarios para el reconocimiento y control de las prestaciones 
por riesgo durante el embarazo y riesgo durante la lactancia natural.
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La inspección médica de los servicios públicos de salud tendrá acceso electrónico a los 
datos médicos necesarios para el ejercicio de sus competencias, que obren en poder de las 
entidades gestoras de la Seguridad Social.

En los supuestos previstos en este apartado no será necesario recabar el consentimiento 
del interesado, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 6.1. e) y 9.2 h), del 
Reglamento (UE 2016/679) del Parlamento y el Consejo, de 27 de abril, relativo a la 
protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a 
la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento 
general de protección de datos).

4. Reglamentariamente se determinará la forma en que se remitirán a las entidades 
encargadas de la gestión de las pensiones de la Seguridad Social los datos que aquellas 
requieran para el cumplimiento de sus funciones.

Artículo 72.  Registro de Prestaciones Sociales Públicas.
1. Corresponde al Instituto Nacional de la Seguridad Social la gestión y funcionamiento 

del Registro de Prestaciones Sociales Públicas, constituido en la Seguridad Social, con 
arreglo a las prescripciones establecidas legal y reglamentariamente.

2. El Registro de Prestaciones Sociales Públicas integrará las prestaciones sociales 
públicas de carácter económico, destinadas a personas o familias, que se relacionan a 
continuación:

a) Las pensiones abonadas por el Régimen de Clases Pasivas del Estado y, en general, 
las abonadas con cargo a créditos de la Sección 07 del Presupuesto de Gastos del Estado.

b) Las pensiones abonadas por el Régimen General y los regímenes especiales de la 
Seguridad Social y, en general, cualesquiera otras abonadas por las entidades gestoras y 
colaboradoras del sistema de la Seguridad Social, en cuanto estén financiadas con recursos 
públicos.

c) Las pensiones abonadas por aquellas entidades que actúan como sustitutorias de las 
entidades gestoras del sistema de la Seguridad Social, a que se refiere el Real Decreto 
1879/1978, de 23 de junio, por el que se dictan normas de aplicación a las entidades de 
previsión social que actúan como sustitutorias de las correspondientes entidades gestoras 
del Régimen General o de los regímenes especiales de la Seguridad Social.

d) Las pensiones no contributivas de la Seguridad Social.
e) Las pensiones abonadas por el Fondo Especial de la Mutualidad General de 

Funcionarios Civiles del Estado, por los Fondos Especiales del Instituto Social de las 
Fuerzas Armadas y de la Mutualidad General Judicial y también, en su caso, por estas 
Mutualidades Generales, así como las abonadas por el Fondo Especial del Instituto Nacional 
de la Seguridad Social.

f) Las pensiones abonadas por el sistema o regímenes de previsión de las comunidades 
autónomas, las corporaciones locales y por los propios entes.

g) Las pensiones abonadas por las mutualidades, montepíos o entidades de previsión 
social que se financien en todo o en parte con recursos públicos.

h) Las pensiones abonadas por empresas o sociedades con participación mayoritaria, 
directa o indirecta, en su capital del Estado, comunidades autónomas, corporaciones locales 
u organismos autónomos de uno y otras, bien directamente, bien mediante la suscripción de 
la correspondiente póliza de seguro con una institución distinta cualquiera que sea la 
naturaleza jurídica de esta, o por las mutualidades o entidades de previsión de aquellas, en 
las cuales las aportaciones directas de los causantes de la prestación no sean suficientes 
para la cobertura de las prestaciones a sus beneficiarios y su financiación se complemente 
con recursos públicos, incluidos los de la propia empresa o sociedad.

i) Las pensiones abonadas por la Administración del Estado o las comunidades 
autónomas en virtud de la Ley 45/1960, de 21 de julio, de Fondos Nacionales para la 
aplicación social del Impuesto y del Ahorro, y del Real Decreto 2620/1981, de 24 de julio, por 
el que se regula la concesión de ayudas del Fondo Nacional de Asistencia Social a ancianos 
y a enfermos o inválidos incapacitados para el trabajo.

j) Los subsidios económicos de garantía de ingresos mínimos y de ayuda por tercera 
persona previstos en la Ley 13/1982, de 7 de abril, de Integración Social de los Minusválidos, 
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cuya percepción se mantenga conforme a lo previsto en la disposición transitoria única del 
texto refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad, aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre.

k) Las prestaciones económicas abonadas en virtud del Real Decreto 728/1993, de 14 
de mayo, por el que se establecen pensiones asistenciales por ancianidad en favor de los 
emigrantes españoles, así como del Real Decreto 8/2008, de 11 de enero, por el que se 
regula la prestación por razón de necesidad a favor de los españoles residentes en el 
exterior y retornados.

l) Los subsidios de desempleo en favor de trabajadores mayores de cincuenta y cinco 
años, así como los de mayores de cincuenta y dos cuya percepción se mantenga.

m) Las asignaciones económicas de la Seguridad Social por hijo a cargo con dieciocho o 
más años y con un grado de discapacidad igual o superior al 65 por ciento.

n) La prestación económica vinculada al servicio, la prestación económica para cuidados 
en el entorno familiar y la prestación económica de asistencia personalizada, reguladas en la 
Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las 
personas en situación de dependencia.

ñ) La prestación económica de la Seguridad Social, de naturaleza no contributiva, de 
ingreso mínimo vital.

3. Las entidades, organismos o empresas responsables de la gestión de las prestaciones 
enumeradas en el apartado anterior quedan obligados a facilitar al Instituto Nacional de la 
Seguridad Social, en la forma y en los plazos que reglamentariamente se establezcan, los 
datos identificativos de los titulares de las prestaciones sociales económicas, así como, en 
cuanto determinen o condicionen el reconocimiento y mantenimiento del derecho a aquellas, 
de los beneficiarios, cónyuges y otros miembros de las unidades familiares, y los importes y 
clases de las prestaciones abonadas y fecha de efectos de su concesión.

4. Las entidades y organismos responsables de la gestión de las prestaciones sociales 
públicas enumeradas en el apartado 2 podrán consultar los datos incluidos en el Registro de 
Prestaciones Sociales Públicas que sean necesarios para el reconocimiento y 
mantenimiento de las prestaciones por ellos gestionadas, en los términos que 
reglamentariamente se establezcan.

Este artículo queda derogado por la disposición derogatoria 1 de la Ley 6/2018, de 3 de 
julio.Ref. BOE-A-2018-9268. No obstante, se mantendrá en vigor hasta la fecha que se 
determine en la norma reglamentaria que, en desarrollo de la disposición adicional 141, Ref. 
BOE-A-2018-9268, regule la Tarjeta Social Digital, según establece la disposición transitoria 3 
de la citada ley. Ref. BOE-A-2018-9268, en la redacción dada a ambas por la disposición final 5 
del Real Decreto-ley 20/2020, de 29 de mayo. Ref. BOE-A-2020-5493 y la disposición final 5 de 
la Ley 19/2021, de 20 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-21007

[ . . . ]
CAPÍTULO VI

Colaboración en la gestión de la Seguridad Social

Sección 1.ª Entidades colaboradoras

[ . . . ]
Subsección 2.ª Órganos de gobierno y participación

[ . . . ]
Artículo 88.  El Director Gerente y el resto de personal de la mutua.

1. El Director Gerente ejerce la dirección ejecutiva de la mutua y le corresponde 
desarrollar sus objetivos generales y la dirección ordinaria de la entidad, sin perjuicio de 
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estar sujeto a los criterios e instrucciones que, en su caso, le impartan la Junta Directiva y el 
Presidente de la misma.

El Director Gerente mantendrá informado al Presidente de la gestión de la mutua y 
seguirá las indicaciones que el mismo, en su caso, le imparta.

El Director Gerente estará vinculado mediante contrato de alta dirección regulado por el 
Real Decreto 1382/1985, de 1 de agosto, por el que se regula la relación laboral de carácter 
especial del personal de alta dirección. Será nombrado por la Junta Directiva, estando 
supeditada la eficacia del nombramiento y la del contrato de trabajo a la confirmación del 
Ministerio de Empleo y Seguridad Social.

No podrán ocupar el cargo de Director Gerente las personas que pertenezcan al Consejo 
de Administración o desempeñen actividad remunerada en cualquier empresa asociada a la 
mutua, sean titulares de una participación igual o superior al 10 por ciento del capital social 
de aquellas o bien la titularidad corresponda al cónyuge o hijos de aquel. Tampoco podrán 
ser designadas las personas que hayan sido suspendidas de sus funciones en virtud de 
expediente sancionador hasta que se extinga la suspensión.

2. El resto del personal que ejerza funciones ejecutivas dependerá del Director Gerente, 
estará vinculado por contratos de alta dirección y también estará sujeto al régimen de 
incompatibilidades y limitaciones previstas para el Director Gerente, quedando igualmente 
supeditada la eficacia de sus nombramientos, la de los contratos de alta dirección del 
personal con funciones ejecutivas y sus posibles modificaciones a la confirmación del 
Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones.

3. A efectos retributivos, así como para la determinación del número máximo de 
personas que ejerzan funciones ejecutivas en las mutuas, el titular del Ministerio de Empleo 
y Seguridad Social clasificará a las mutuas por grupos en función de su volumen de cuotas, 
número de trabajadores protegidos y eficiencia en la gestión.

4. Las retribuciones del Director Gerente y del personal que ejerza funciones ejecutivas 
en las mutuas se clasificarán en básicas y complementarias y estarán sujetas a los límites 
máximos fijados para cada grupo por el Real Decreto 451/2012, de 5 de marzo, por el que se 
regula el régimen retributivo de los máximos responsables y directivos en el sector público 
empresarial y otras entidades. Asimismo estarán también sujetos a los límites previstos en el 
citado Real Decreto 451/2012, de 5 de marzo, el número máximo de personas que ejerzan 
funciones ejecutivas en cada mutua.

Las retribuciones básicas del Director Gerente y del personal que ejerza funciones 
ejecutivas incluyen su retribución mínima obligatoria y se fijarán por la Junta Directiva 
conforme al grupo de clasificación en que resulte catalogada la mutua.

Las retribuciones complementarias del Director Gerente y del personal que ejerza 
funciones ejecutivas comprenden un complemento del puesto y un complemento variable 
que se fijarán por la Junta Directiva de la mutua.

El complemento del puesto se asignará teniendo en cuenta la situación retributiva del 
directivo en comparación con puestos similares del mercado de referencia, la estructura 
organizativa dependiente del puesto, el peso relativo del puesto dentro de la organización y 
el nivel de responsabilidad.

El complemento variable, que tendrá carácter potestativo, retribuirá la consecución de 
unos objetivos previamente establecidos por la Junta Directiva de la mutua de conformidad 
con los criterios que pueda fijar el Ministerio de Empleo y Seguridad Social. Estos objetivos 
tendrán carácter anual y deberán estar fundamentados en los resultados del ejercicio 
generados por la mutua en la gestión de las diferentes actividades de la Seguridad Social en 
las que colabora.

En ningún caso, la retribución total puede exceder del doble de la retribución básica y 
ningún puesto podrá tener una retribución total superior a la que tenía con anterioridad a la 
entrada en vigor de la Ley 35/2014, de 26 de diciembre, por la que se modifica el texto 
refundido de la Ley General de la Seguridad Social en relación con el régimen jurídico de las 
mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales de la Seguridad Social.

5. El personal no directivo estará sujeto a relación laboral ordinaria, regulada en el texto 
refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores. En cualquier caso, ningún miembro del 
personal de la mutua podrá obtener unas retribuciones totales superiores a las del Director 
Gerente. En todo caso, las retribuciones del conjunto del personal estarán sujetas a las 
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disposiciones sobre la masa salarial y a las limitaciones o restricciones que establezcan, en 
su caso, las Leyes de Presupuestos Generales del Estado de cada año.

6. Con cargo a los recursos públicos, las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social 
no podrán satisfacer indemnizaciones por extinción de la relación laboral con su personal, 
cualquiera que sea la forma de dicha relación y la causa de su extinción, que superen las 
establecidas en las disposiciones legales y reglamentarias reguladoras de dicha relación.

7. Asimismo, las mutuas no podrán establecer planes de pensiones para su personal, ni 
seguros colectivos que instrumenten compromisos por pensiones, ni planes de previsión 
social empresarial sin la aprobación del Ministerio de Empleo y Seguridad Social. Los planes 
de pensiones, los contratos de seguros y los planes de previsión social empresarial, y las 
aportaciones y primas periódicas que se realicen estarán sujetos a los límites y criterios que 
las Leyes de Presupuestos Generales del Estado establezcan en esta materia para el sector 
público.

[ . . . ]
Artículo 91.  Incompatibilidades y responsabilidades de los miembros de los órganos de 
gobierno y de participación.

1. No podrán formar parte de la Junta Directiva, de la Comisión de Control y Seguimiento 
ni de la Comisión de Prestaciones Especiales de una mutua colaboradora con la Seguridad 
Social las personas que formen parte de cualquiera de estos órganos en otra mutua, por sí 
mismas o en representación de empresas asociadas o de organizaciones sociales, así como 
aquellas que ejerzan funciones ejecutivas en otra entidad.

2. Los cargos anteriores o sus representantes en los mismos, así como las personas que 
ejerzan funciones ejecutivas en las mutuas no podrán comprar ni vender para sí mismos 
cualquier activo patrimonial de la entidad ni celebrar contratos de ejecución de obras, de 
realización de servicios o de entrega de suministros, excepto las empresas de servicios 
financieros o de suministros esenciales, que requerirán para contratar autorización previa del 
Ministerio de Empleo y Seguridad Social, ni celebrar contratos en los que concurran 
conflictos de intereses. Tampoco podrán realizar esos actos quienes estén vinculados a 
aquellos cargos o personas mediante relación conyugal o de parentesco, en línea directa o 
colateral, por consanguinidad, adopción o afinidad, hasta el cuarto grado, ni las personas 
jurídicas en las que cualquiera de las mencionadas personas, cargos o parientes sean 
titulares, directa o indirectamente, de un porcentaje igual o superior al 10 por ciento del 
capital social, ejerzan en las mismas funciones que impliquen poder de decisión o formen 
parte de sus órganos de administración o gobierno.

3. La condición de miembro de la Junta Directiva, de la Comisión de Control y 
Seguimiento y de las Comisiones de Prestaciones Especiales será gratuita, sin perjuicio de 
que la mutua en la que se integren les indemnice y compense por los gastos de asistencia a 
las reuniones de los respectivos órganos, en los términos que se establezcan 
reglamentariamente, teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 87.3 en relación con el 
Presidente de la Junta Directiva.

4. Los miembros de la Junta Directiva, el Director Gerente y las personas que ejerzan 
funciones ejecutivas serán responsables directos frente a la Seguridad Social, la mutua y los 
empresarios asociados de los daños que causen por sus actos u omisiones contrarios a las 
normas jurídicas de aplicación, a los estatutos o a las instrucciones dictadas por el órgano de 
tutela, así como por los realizados incumpliendo los deberes inherentes al desempeño del 
cargo, siempre y cuando haya intervenido dolo o culpa grave. Se entenderán como acto 
propio las acciones y omisiones comprendidas en los respectivos ámbitos funcionales o de 
competencias.

La responsabilidad de los miembros de la Junta Directiva será solidaria. No obstante, 
estarán exentos aquellos miembros que prueben que, no habiendo intervenido en la 
adopción o ejecución del acto, desconocían su existencia o, conociéndola, hicieron todo lo 
conveniente para evitar el daño o, al menos, se opusieron expresamente a él.

Las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social, mediante la responsabilidad 
mancomunada regulada en el artículo 100.4, responderán directamente de los actos lesivos 
en cuya ejecución concurra culpa leve o en los que no exista responsable directo. Asimismo, 
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responderán subsidiariamente en los supuestos de insuficiencia patrimonial de los 
responsables directos.

5. Los derechos de crédito que nazcan de las responsabilidades establecidas en este 
artículo, así como de la responsabilidad mancomunada que asumen los empresarios 
asociados, prevista en el artículo 100.4, son recursos públicos de la Seguridad Social 
adscritos a las mutuas en las que concurrieron los hechos origen de la responsabilidad.

Corresponde al órgano de dirección y tutela la declaración de las responsabilidades 
establecidas en el párrafo anterior, de las obligaciones objeto de las mismas, así como 
determinar su importe líquido, reclamar su pago con arreglo a las normas que regulan la 
colaboración de las entidades y determinar los medios de pago, que podrán incluir la dación 
de bienes, las modalidades, formas, términos y condiciones aplicables hasta su extinción. 
Cuando el Tribunal de Cuentas inicie procedimiento de reintegro por alcance por los mismos 
hechos, el órgano de dirección y tutela acordará la suspensión del procedimiento 
administrativo hasta que aquel adopte resolución firme, cuyas disposiciones de naturaleza 
material producirán plenos efectos en el procedimiento administrativo.

El órgano de dirección y tutela podrá solicitar a la Tesorería General de la Seguridad 
Social la recaudación ejecutiva de los derechos de crédito derivados de estas 
responsabilidades, a cuyo efecto trasladará a la misma el acto de liquidación de aquellos y la 
determinación de los sujetos obligados. Las cantidades que se obtengan se ingresarán en 
las cuentas que dieron lugar a la exigencia de la responsabilidad en los términos que 
establezca el órgano de dirección y tutela.

El Ministerio de Empleo y Seguridad Social, en aplicación de sus facultades de dirección 
y tutela, podrá reclamar el pago o ejercitar las acciones legales que sean necesarias para la 
declaración o exigencia de las responsabilidades generadas con motivo del desarrollo de la 
colaboración, así como comparecer y ser parte en los procesos legales que afecten a las 
responsabilidades establecidas.

[ . . . ]
CAPÍTULO XIV

Muerte y supervivencia

Artículo 216.  Prestaciones.
1. En caso de muerte, cualquiera que fuera su causa, cuando concurran los requisitos 

exigibles se reconocerán, según los supuestos, alguna o algunas de las prestaciones 
siguientes:

a) Un auxilio por defunción.
b) Una pensión vitalicia de viudedad.
c) Una prestación temporal de viudedad.
d) Una pensión de orfandad.
e) Una pensión vitalicia o, en su caso, subsidio temporal en favor de familiares.
2. En caso de muerte causada por accidente de trabajo o enfermedad profesional se 

reconocerá, además, una indemnización a tanto alzado.
3. Asimismo, en caso de muerte, tendrán derecho a una prestación de orfandad las hijas 

e hijos de la causante fallecida como consecuencia de violencia contra la mujer, en los 
términos en que se defina por la ley o por los instrumentos internacionales ratificados por 
España, siempre que se hallen en circunstancias equiparables a una orfandad absoluta, con 
las excepciones establecidas en los artículos siguientes, y que no reúnan los requisitos 
necesarios para causar una pensión de orfandad, en los términos establecidos 
reglamentariamente.

Artículo 217.  Sujetos causantes.
1. Podrán causar derecho a las prestaciones enumeradas en el artículo anterior:
a) Las personas incluidas en el Régimen General que cumplan la condición general 

exigida en el artículo 165.1
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b) Los perceptores de los subsidios de incapacidad temporal, riesgo durante el 
embarazo, maternidad, paternidad o riesgo durante la lactancia natural, que cumplan el 
período de cotización que, en su caso, esté establecido.

c) Los titulares de pensiones contributivas de jubilación e incapacidad permanente.
2. Se reputarán de derecho muertos a consecuencia de accidente de trabajo o de 

enfermedad profesional quienes tengan reconocida por tales contingencias una incapacidad 
permanente absoluta o la condición de gran inválido.

Si no se da el supuesto previsto en el párrafo anterior, deberá probarse que la muerte ha 
sido debida al accidente de trabajo o a la enfermedad profesional. En caso de accidente de 
trabajo dicha prueba solo se admitirá si el fallecimiento hubiera ocurrido dentro de los cinco 
años siguientes a la fecha del accidente. En caso de enfermedad profesional se admitirá tal 
prueba cualquiera que sea el tiempo transcurrido.

3. Los trabajadores que hubieran desaparecido con ocasión de un accidente, sea o no 
de trabajo, en circunstancias que hagan presumible su muerte y sin que se hayan tenido 
noticias suyas durante los noventa días naturales siguientes al del accidente, podrán causar 
las prestaciones por muerte y supervivencia, excepción hecha del auxilio por defunción. Los 
efectos económicos de las prestaciones se retrotraerán a la fecha del accidente, en las 
condiciones que reglamentariamente se determinen.

Artículo 218.  Auxilio por defunción.
El fallecimiento del causante dará derecho a la percepción inmediata de un auxilio por 

defunción para hacer frente a los gastos de sepelio a quien los haya soportado. Se 
presumirá, salvo prueba en contrario, que dichos gastos han sido satisfechos por este orden: 
por el cónyuge superviviente, el sobreviviente de una pareja de hecho en los términos 
regulados en el artículo 221, los hijos y los parientes del fallecido que conviviesen con él 
habitualmente.

Artículo 219.  Pensión de viudedad del cónyuge superviviente.
1. Tendrá derecho a la pensión de viudedad, con carácter vitalicio, salvo que se produzca 

alguna de las causas de extinción que legal o reglamentariamente se establezcan, el 
cónyuge superviviente de alguna de las personas a que se refiere el artículo 217.1, siempre 
que si el sujeto causante se encontrase en alta o en situación asimilada a la de alta en la 
fecha de su fallecimiento hubiera completado un período de cotización de quinientos días, 
dentro de los cinco años inmediatamente anteriores a la fecha del hecho causante de la 
pensión. En los supuestos en que esta se cause desde una situación de alta o de asimilada 
a la de alta sin obligación de cotizar, el período de cotización de quinientos días deberá estar 
comprendido dentro de los cinco años inmediatamente anteriores a la fecha en que cesó la 
obligación de cotizar. En cualquier caso, si la causa de la muerte fuera un accidente, sea o 
no de trabajo, o una enfermedad profesional, no se exigirá ningún período previo de 
cotización.

También tendrá derecho a la pensión de viudedad el cónyuge superviviente aunque el 
causante, a la fecha de fallecimiento, no se encontrase en alta o en situación asimilada a la 
de alta, siempre que el mismo hubiera completado un período mínimo de cotización de 
quince años.

2. En los supuestos excepcionales en que el fallecimiento del causante derivara de 
enfermedad común, no sobrevenida tras el vínculo conyugal, se requerirá, además, que el 
matrimonio se hubiera celebrado con un año de antelación como mínimo a la fecha del 
fallecimiento o, alternativamente, la existencia de hijos comunes. No se exigirá dicha 
duración del vínculo matrimonial cuando en la fecha de celebración del mismo se acreditara 
un período de convivencia con el causante, en los términos establecidos en el artículo 221.2, 
que, sumado al de duración del matrimonio, hubiera superado los dos años.

Artículo 220.  Pensión de viudedad en supuestos de separación, divorcio o nulidad 
matrimonial.

1. En los casos de separación o divorcio, el derecho a la pensión de viudedad 
corresponderá a quien, concurriendo los requisitos en cada caso exigidos en el artículo 219, 
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sea o haya sido cónyuge legítimo, en este último caso siempre que no hubiera contraído 
nuevas nupcias o hubiera constituido una pareja de hecho en los términos a que se refiere el 
artículo siguiente.

Asimismo, se requerirá que las personas divorciadas o separadas judicialmente sean 
acreedoras de la pensión compensatoria a que se refiere el artículo 97 del Código Civil y 
esta quedara extinguida a la muerte del causante. En el supuesto de que la cuantía de la 
pensión de viudedad fuera superior a la pensión compensatoria, aquella se disminuirá hasta 
alcanzar la cuantía de esta última.

En todo caso, tendrán derecho a la pensión de viudedad las mujeres que, aun no siendo 
acreedoras de pensión compensatoria, pudieran acreditar que eran víctimas de violencia de 
género en el momento de la separación judicial o el divorcio mediante sentencia firme, o 
archivo de la causa por extinción de la responsabilidad penal por fallecimiento; en defecto de 
sentencia, a través de la orden de protección dictada a su favor o informe del Ministerio 
Fiscal que indique la existencia de indicios de ser víctima de violencia de género, así como 
por cualquier otro medio de prueba admitido en Derecho.

2. Si, habiendo mediado divorcio, se produjera una concurrencia de beneficiarios con 
derecho a pensión, esta será reconocida en cuantía proporcional al tiempo vivido por cada 
uno de ellos con el causante, garantizándose, en todo caso, el 40 por ciento a favor del 
cónyuge superviviente o, en su caso, del que, sin ser cónyuge, conviviera con el causante en 
el momento del fallecimiento y resultara beneficiario de la pensión de viudedad en los 
términos a que se refiere el artículo siguiente.

3. En caso de nulidad matrimonial, el derecho a la pensión de viudedad corresponderá al 
superviviente al que se le haya reconocido el derecho a la indemnización a que se refiere el 
artículo 98 del Código Civil, siempre que no hubiera contraído nuevas nupcias o hubiera 
constituido una pareja de hecho en los términos a que se refiere el artículo siguiente. Dicha 
pensión será reconocida en cuantía proporcional al tiempo vivido con el causante, sin 
perjuicio de los límites que puedan resultar por la aplicación de lo previsto en el apartado 
anterior en el supuesto de concurrencia de varios beneficiarios.

Artículo 221.  Pensión de viudedad de parejas de hecho.
1. También tendrán derecho a la pensión de viudedad, con carácter vitalicio, salvo que se 

produzca alguna de las causas de extinción que legal o reglamentariamente se establezcan, 
quienes cumpliendo los requisitos establecidos en el artículo 219, se encuentren unidos al 
causante en el momento de su fallecimiento como pareja de hecho.

2. A efectos de lo establecido en este artículo, se reconocerá como pareja de hecho la 
constituida, con análoga relación de afectividad a la conyugal, por quienes, no hallándose 
impedidos para contraer matrimonio, no tengan vínculo matrimonial con otra persona ni 
constituida pareja de hecho, y acrediten, mediante el correspondiente certificado de 
empadronamiento, una convivencia estable y notoria con carácter inmediato al fallecimiento 
del causante y con una duración ininterrumpida no inferior a cinco años, salvo que existan 
hijos en común, en cuyo caso solo deberán acreditar la constitución de la pareja de hecho de 
conformidad con lo previsto en el párrafo siguiente.

La existencia de pareja de hecho se acreditará mediante certificación de la inscripción en 
alguno de los registros específicos existentes en las comunidades autónomas o 
ayuntamientos del lugar de residencia o mediante documento público en el que conste la 
constitución de dicha pareja. Tanto la mencionada inscripción como la formalización del 
correspondiente documento público deberán haberse producido con una antelación mínima 
de dos años con respecto a la fecha del fallecimiento del causante.

3. Cuando la pareja de hecho constituida en los términos del apartado anterior se extinga 
por voluntad de uno o ambos convivientes, el posterior fallecimiento de uno de ellos solo 
dará derecho a pensión de viudedad con carácter vitalicio al superviviente cuando, además 
de concurrir los requisitos exigidos en cada caso en el artículo 219, no haya constituido una 
nueva pareja de hecho en los términos indicados en el apartado 2 ni contraído matrimonio.

Asimismo, se requerirá que la persona supérstite sea acreedora de una pensión 
compensatoria y que ésta se extinga con motivo de la muerte del causante. La pensión 
compensatoria deberá estar determinada judicialmente o mediante convenio o pacto 
regulador entre los miembros de la pareja otorgado en documento público, siempre que para 
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fijar el importe de la pensión se haya tenido en cuenta la concurrencia en el perceptor de las 
mismas circunstancias relacionadas en el artículo 97 del Código Civil.

En el supuesto de que la cuantía de la pensión de viudedad fuera superior a la pensión 
compensatoria, aquella se disminuirá hasta alcanzar la cuantía de esta última.

En todo caso, tendrán derecho a la pensión de viudedad las mujeres que, aun no siendo 
acreedoras de pensión compensatoria, pudieran acreditar que eran víctimas de violencia de 
género en el momento de la extinción de la pareja de hecho mediante sentencia firme, o 
archivo de la causa por extinción de la responsabilidad penal por fallecimiento; en defecto de 
sentencia, a través de la orden de protección dictada a su favor o informe del Ministerio 
Fiscal que indique la existencia de indicios de ser víctima de violencia de género, así como 
por cualquier otro medio de prueba admitido en Derecho.

Artículo 222.  Prestación temporal de viudedad.
Cuando el cónyuge o la pareja de hecho superviviente no pueda acceder al derecho a 

pensión de viudedad por no acreditar, respectivamente, que su matrimonio con el causante 
ha tenido una duración de un año en los términos del artículo 219.2, o por la inexistencia de 
hijos comunes, o que su inscripción como pareja de hecho en alguno de los registros 
específicos existentes en las comunidades autónomas o ayuntamientos del lugar de 
residencia o su constitución mediante documento público se han producido con una 
antelación mínima de dos años respecto de la fecha del fallecimiento del causante, pero 
concurran el resto de requisitos enumerados en el artículo 219, tendrá derecho a una 
prestación temporal en cuantía igual a la de la pensión de viudedad que le hubiera 
correspondido y con una duración de dos años.

Artículo 223.  Compatibilidad y extinción de las prestaciones de viudedad.
1. La pensión de viudedad será compatible con cualesquiera rentas de trabajo.
La pensión de viudedad, causada en las condiciones establecidas en el segundo párrafo 

del artículo 219.1, incluido el supuesto de parejas de hecho, será incompatible con el 
reconocimiento de otra pensión de viudedad, en cualquiera de los regímenes de la 
Seguridad Social, salvo que las cotizaciones acreditadas en cada uno de los regímenes se 
superpongan, al menos, durante quince años.

2. El derecho a pensión de viudedad se extinguirá, en todo caso, cuando el beneficiario 
contraiga matrimonio o constituya una pareja de hecho en los términos regulados en el 
artículo 221, sin perjuicio de las excepciones establecidas reglamentariamente.

3. Lo previsto en el presente artículo resulta de aplicación a la prestación temporal de 
viudedad.

Artículo 224.  Pensión de orfandad y prestación de orfandad.
1. Tendrán derecho a la pensión de orfandad, en régimen de igualdad, cada uno de los 

hijos e hijas del causante o de la causante fallecida, cualquiera que sea la naturaleza de su 
filiación, siempre que, en el momento de la muerte, sean menores de veintiún años o estén 
incapacitados para el trabajo y que el causante se encontrase en alta o situación asimilada a 
la de alta, o fuera pensionista en los términos del artículo 217.1.c).

Será de aplicación, asimismo, a las pensiones de orfandad lo previsto en el segundo 
párrafo del artículo 219.1.

Tendrán derecho a la prestación de orfandad, en régimen de igualdad, cada uno de los 
hijos e hijas de la causante fallecida, cualquiera que sea la naturaleza de su filiación, cuando 
el fallecimiento se hubiera producido por violencia contra la mujer, en los términos en que se 
defina por la ley o por los instrumentos internacionales ratificados por España, y en todo 
caso cuando se deba a la comisión contra la mujer de alguno de los supuestos de violencias 
sexuales determinados por la Ley Orgánica de garantía integral de la libertad sexual, 
siempre que los hijos e hijas se hallen en circunstancias equiparables a una orfandad 
absoluta y no reúnan los requisitos necesarios para causar una pensión de orfandad. La 
cuantía de esta prestación será el 70 por ciento de su base reguladora, siempre que los 
rendimientos de la unidad familiar de convivencia, incluidas las personas huérfanas, dividido 
por el número de miembros que la componen, no superen en cómputo anual el 75 por ciento 
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del Salario Mínimo Interprofesional vigente en cada momento, excluida la parte proporcional 
de las pagas extraordinarias.

En el supuesto de que hubiera más de una persona beneficiaria de esta prestación, el 
importe conjunto de las mismas podrá situarse en el 118 por ciento de la base reguladora, y 
nunca será inferior al mínimo equivalente a la pensión de viudedad con cargas familiares.

2. El derecho a la pensión de orfandad y al incremento previsto reglamentariamente para 
los casos de orfandad absoluta y, en su caso, a la prestación de orfandad, se suspenderá en 
el supuesto de adopción de los hijos e hijas de la causante fallecida como consecuencia de 
violencia sobre la mujer, cuando los rendimientos de la unidad de convivencia en que se 
integran, divididos por el número de miembros que la componen, incluidas las personas 
huérfanas adoptadas, superen en cómputo anual el 75 por ciento del Salario Mínimo 
Interprofesional vigente en cada momento, excluida la parte proporcional de las pagas 
extraordinarias.

Asimismo, cuando la muerte por violencia contra la mujer de la causante de la pensión o 
prestación de orfandad hubiera sido producida por un agresor distinto del progenitor de los 
hijos e hijas de la causante, se reconocerá el derecho a la pensión de orfandad con el 
incremento que correspondiese o, en su caso, la prestación de orfandad, cuando los 
rendimientos de la unidad de convivencia en que se integran no superen el mismo 
porcentaje establecido en el párrafo anterior. En otro caso, se suspenderá el derecho a su 
percibo.

En los supuestos anteriores, la suspensión tendrá efectos desde el día siguiente a aquél 
en que concurra la causa de la suspensión.

El derecho a la pensión o a la prestación se recuperará cuando los ingresos de la unidad 
de convivencia no superen los límites señalados anteriormente. La recuperación tendrá 
efectos desde el día siguiente a aquél en que se modifique la cuantía de los ingresos 
percibidos, siempre que se solicite dentro de los tres meses siguientes a la indicada fecha. 
En caso contrario, la pensión o prestación recuperada tendrá una retroactividad máxima de 
tres meses, a contar desde la solicitud.

En los casos en que se haya mantenido el percibo de la pensión o de la prestación de 
orfandad, aunque se haya constituido la adopción, la nueva pensión o prestación de 
orfandad que pudiese generarse como consecuencia del fallecimiento de una de las 
personas adoptantes, será incompatible con la pensión o prestación de orfandad que se 
venía percibiendo, debiendo optar por una de ellas.

A los efectos previstos en este artículo, se presumirá la orfandad absoluta cuando se 
hubiera producido abandono de la responsabilidad familiar del progenitor supérstite y se 
hubiera otorgado el acogimiento o tutela de la persona huérfana por violencia contra la mujer 
a favor de terceros o familiares, así como en otros supuestos determinados 
reglamentariamente.

3. Podrá ser beneficiario de la pensión de orfandad o de la prestación de orfandad, 
siempre que en la fecha del fallecimiento del causante fuera menor de veinticinco años, el 
hijo del causante que no efectúe un trabajo lucrativo por cuenta ajena o propia, o cuando 
realizándolo, los ingresos que obtenga resulten inferiores, en cómputo anual, a la cuantía 
vigente para el salario mínimo interprofesional, también en cómputo anual.

Si el huérfano estuviera cursando estudios y cumpliera los veinticinco años durante el 
transcurso del curso escolar, la percepción de la pensión y la prestación de orfandad se 
mantendrá hasta el día primero del mes inmediatamente posterior al de inicio del siguiente al 
curso académico.

4. La pensión de orfandad y la prestación de orfandad se abonará a quien tenga a su 
cargo a los beneficiarios según determinación reglamentaria.

Artículo 225.  Compatibilidad de la pensión y prestación de orfandad.
1. Sin perjuicio de lo previsto en el apartado 2 del artículo anterior, la pensión o 

prestación de orfandad será compatible con cualquier renta del trabajo de quien sea o haya 
sido cónyuge del causante, o del propio huérfano, así como, en su caso, con la pensión de 
viudedad que aquel perciba.

Será de aplicación a las pensiones de orfandad lo previsto, respecto de las pensiones de 
viudedad, en el segundo párrafo del artículo 223.1, salvo que el fallecimiento se hubiera 
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producido como consecuencia de violencia contra la mujer, en los términos en que se defina 
por la ley o por los instrumentos internacionales ratificados por España, en cuyo caso será 
compatible con el reconocimiento de otra pensión de orfandad en cualquiera de los 
regímenes de Seguridad Social.

2. Los huérfanos incapacitados para el trabajo con derecho a pensión de orfandad, 
cuando perciban otra pensión de la Seguridad Social en razón a la misma incapacidad, 
podrán optar entre una u otra. Cuando el huérfano haya sido declarado incapacitado para el 
trabajo con anterioridad al cumplimiento de la edad de dieciocho años, la pensión de 
orfandad que viniera percibiendo será compatible con la de incapacidad permanente que 
pudiera causar, después de los dieciocho años, como consecuencia de unas lesiones 
distintas a las que dieron lugar a la pensión de orfandad, o en su caso, con la pensión de 
jubilación que pudiera causar en virtud del trabajo que realice por cuenta propia o ajena.

3. Reglamentariamente se determinarán los efectos de la concurrencia en los mismos 
beneficiarios de pensiones de orfandad causadas por el padre y la madre.

Artículo 226.  Prestaciones en favor de familiares.
1. En las normas de desarrollo de esta ley se determinarán aquellos otros familiares o 

asimilados que, reuniendo las condiciones que para cada uno de ellos se establezcan y 
previa prueba de su dependencia económica del causante, tendrán derecho a pensión o 
subsidio por muerte de este, en la cuantía que respectivamente se fije.

Será de aplicación a las prestaciones en favor de familiares lo establecido en el párrafo 
segundo del artículo 219.1.

2. En todo caso, se reconocerá derecho a pensión a los hijos o hermanos de 
beneficiarios de pensiones contributivas de jubilación e incapacidad permanente, en quienes 
se den, en los términos que se establezcan reglamentariamente, las siguientes 
circunstancias:

a) Haber convivido con el causante y a su cargo.
b) Ser mayores de cuarenta y cinco años y solteros, divorciados o viudos.
c) Acreditar dedicación prolongada al cuidado del causante.
d) Carecer de medios propios de vida.
3. La duración de los subsidios temporales por muerte y supervivencia será objeto de 

determinación en las normas de desarrollo de esta ley.
4. A efectos de estas prestaciones, quienes se encuentren en situación legal de 

separación tendrán, respecto de sus ascendientes o descendientes, los mismos derechos 
que los que les corresponderían de estar disuelto su matrimonio.

5. Será de aplicación a las pensiones en favor de familiares lo previsto para las 
pensiones de viudedad en el segundo párrafo del artículo 223.1.

Artículo 227.  Indemnización especial a tanto alzado.
1. En el caso de muerte por accidente de trabajo o enfermedad profesional, el cónyuge 

superviviente, el sobreviviente de una pareja de hecho en los términos regulados en el 
artículo 221 y los huérfanos tendrán derecho a una indemnización a tanto alzado, cuya 
cuantía uniforme se determinará en las normas de desarrollo de esta ley.

En los supuestos de separación, divorcio o nulidad será de aplicación, en su caso, lo 
previsto en el artículo 220.

2. Cuando no existieran otros familiares con derecho a pensión por muerte y 
supervivencia, el padre o la madre que vivieran a expensas del trabajador fallecido, siempre 
que no tengan, con motivo de la muerte de este, derecho a las prestaciones a que se refiere 
el artículo anterior, percibirán la indemnización que se establece en el apartado 1 del 
presente artículo.

[ . . . ]
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TÍTULO III
Protección por desempleo

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Nivel contributivo

[ . . . ]
Artículo 271.  Suspensión del derecho.

1. El derecho a la percepción de la prestación por desempleo se suspenderá por la 
entidad gestora en los siguientes casos:

a) Durante el periodo que corresponda por imposición de sanción por infracciones leves 
y graves en los términos establecidos en el texto refundido de la Ley sobre Infracciones y 
Sanciones en el Orden Social.

Si finalizado el período a que se refiere el párrafo anterior, el beneficiario de prestaciones 
no se encontrará inscrito como demandante de empleo o mantuviera suspendido el acuerdo 
de actividad, la reanudación de la prestación requerirá la previa acreditación de dicha 
inscripción y de la reactivación del acuerdo de actividad por parte del beneficiario, ante la 
entidad gestora, mediante cualquier medio válido en derecho.

b) Durante la situación de nacimiento, adopción, guarda con fines de adopción o 
acogimiento, en los términos previstos en el artículo 284.

c) Mientras el titular del derecho esté cumpliendo condena que implique privación de 
libertad. No se suspenderá el derecho si el titular solicita su continuidad acreditando que la 
suma de las rentas de su unidad familiar, dividida entre el número de miembros que la 
componen no exceda del salario mínimo interprofesional. A estos efectos, la unidad familiar 
se constituirá en los términos del artículo 275.

d) Mientras el titular del derecho realice un trabajo por cuenta ajena, a tiempo completo o 
a tiempo parcial, de duración inferior a doce meses, salvo en los supuestos y durante el 
periodo máximo previstos en el artículo 282.2 y 3 o mientras el titular del derecho realice un 
trabajo por cuenta propia de duración inferior a sesenta meses en el supuesto de 
trabajadores por cuenta propia que causen alta en el Régimen Especial de la Seguridad 
Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos o en el Régimen Especial de la 
Seguridad Social de los Trabajadores del Mar, o a veinticuatro meses, en el caso de 
actividades con alta en alguna mutualidad de previsión social alternativa al Régimen 
Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos.

e) En los supuestos a que se refiere el artículo 297 de la Ley reguladora de la jurisdicción 
social, mientras el trabajador continúe prestando servicios o no los preste por voluntad del 
empresario en los términos regulados en dicho artículo durante la tramitación del recurso. 
Una vez que se produzca la resolución definitiva se procederá conforme a lo establecido en 
el artículo 268.5.

f) En los supuestos de traslado de residencia al extranjero en los que el beneficiario 
declare que es para la búsqueda o realización de trabajo, perfeccionamiento profesional o 
cooperación internacional, por un período continuado inferior a doce meses, siempre que la 
salida al extranjero esté previamente comunicada y autorizada por la entidad gestora, sin 
perjuicio de la aplicación de lo previsto sobre la exportación de las prestaciones en las 
normas de la Unión Europea.

g) En los supuestos de estancia en el extranjero por un período, continuado o no, de 
hasta noventa días naturales como máximo durante cada año natural, siempre que la salida 
al extranjero esté previamente comunicada y autorizada por la entidad gestora.

No tendrá consideración de estancia ni de traslado de residencia la salida al extranjero 
por tiempo no superior a treinta días naturales por una sola vez cada año, sin perjuicio del 
cumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 299.

h) Cuando los beneficiarios de las prestaciones por desempleo incumplan la obligación 
de presentar, en los plazos establecidos, los documentos que les sean requeridos por la 
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entidad gestora, siempre que los mismos puedan afectar a la conservación del derecho a las 
prestaciones.

i) Durante los períodos en los que los beneficiarios no figuren inscritos como 
demandantes de empleo en el servicio público de empleo competente, salvo que se 
encuentren trabajando por cuenta ajena a jornada completa y compatibilizando la prestación 
o el subsidio como complemento de apoyo al empleo conforme a lo establecido en el artículo 
282.3.

j) Durante los periodos en los que, de acuerdo con la comunicación del Servicio Público 
de Empleo competente, se incumpla o suspenda el acuerdo de actividad.

k) En caso de incumplimiento de lo previsto en el artículo 299.1.k), la suspensión tendrá 
lugar cuando la entidad gestora detecte que las personas beneficiarias de prestaciones 
hubieran incumplido durante un ejercicio fiscal la obligación de presentar la declaración del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, en las condiciones y plazos previstos en la 
normativa tributaria aplicable.

l) Cuando los trabajadores fijos-discontinuos que sean llamados a reiniciar su actividad 
no se reincorporen a su puesto de trabajo, salvo causa justificada.

2. La suspensión del derecho a la prestación supondrá la interrupción del abono de la 
misma y no afectará al período de su percepción, salvo en el supuesto previsto en el 
apartado 1.a), en el cual el período de percepción de la prestación se reducirá por tiempo 
igual al de la sanción impuesta.

3. La prestación por desempleo se reanudará:
a) De oficio por la entidad gestora, en los supuestos recogidos en el apartado 1.a) 

siempre que el período de derecho no se encuentre agotado.
b) Previa solicitud del interesado, en los supuestos recogidos en las letras b), c), d), e), f) 

y g) del apartado 1, siempre que se acredite que ha finalizado la causa de suspensión, que, 
en su caso, esa causa constituye situación legal de desempleo o inscripción como 
demandante de empleo en el caso de los trabajadores por cuenta propia.

Si tras el cese en el trabajo por cuenta propia el trabajador tuviera derecho a la 
protección por cese de actividad, podrá optar entre percibir esta o reabrir el derecho a la 
protección por desempleo suspendida.

El derecho a la reanudación nacerá a partir del término de la causa de suspensión 
siempre que se solicite en el plazo de los quince días siguientes, y el reconocimiento de la 
reanudación requerirá la inscripción como demandante de empleo y la reactivación del 
acuerdo de actividad a que se refiere el artículo 3 de la Ley 3/2023, de 28 de febrero, salvo 
en aquellos casos en los que la entidad gestora exija la suscripción de un nuevo acuerdo.

Si se presenta la solicitud transcurrido el plazo citado, se producirán los efectos previstos 
en el artículo 268.2.

En el caso de que el período que corresponde a las vacaciones anuales retribuidas no 
haya sido disfrutado, será de aplicación lo establecido en el artículo 268.3.

c) A partir de la fecha en que queda acreditado que cumple los requisitos legales 
establecidos para el mantenimiento del derecho, en los supuestos del apartado 1.h) y k).

d) A partir de la fecha de la inscripción como demandante de empleo, o reactivación del 
acuerdo de actividad, salvo que proceda el mantenimiento de la suspensión de la prestación 
o su extinción por alguna de las causas previstas en esta u otra norma, en los supuestos 
previstos en el apartado 1. i) y j).

e) Previa solicitud del interesado acreditando una nueva situación legal de desempleo, 
en el supuesto previsto en la letra l) del apartado 1. El derecho a la reanudación nacerá a 
partir del día siguiente al de la situación legal de desempleo siempre que se solicite en el 
plazo de los quince días hábiles siguientes. En caso contrario, se producirán los efectos 
previstos en el artículo 268.2.

El reconocimiento de la reanudación requerirá la inscripción como demandante de 
empleo y la reactivación del acuerdo de actividad a que se refiere el artículo 3 de la Ley 
3/2023, de 28 de febrero, salvo en aquellos casos en los que la entidad gestora exija la 
suscripción de un nuevo acuerdo.

[ . . . ]
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CAPÍTULO III
Nivel asistencial

[ . . . ]
Artículo 275.  Carencia de rentas y responsabilidades familiares.

1. Se entenderá cumplido el requisito de carencia de rentas propias en la fecha de la 
solicitud del alta inicial o de las prórrogas o reanudaciones del subsidio cuando las rentas de 
cualquier naturaleza de la persona solicitante o beneficiaria durante el mes natural anterior a 
dichas fechas no superen el 75 por ciento del salario mínimo interprofesional, excluida la 
parte proporcional de dos pagas extraordinarias.

2. Se entenderá cumplido el requisito de responsabilidades familiares en la fecha de la 
solicitud del alta inicial o de las prórrogas o reanudaciones del subsidio cuando la suma de 
las rentas obtenidas durante el mes natural anterior a dichas fechas por el conjunto de la 
unidad familiar, incluida la persona solicitante o beneficiaria, dividida entre el número de 
miembros que la componen, no supere el 75 por ciento del salario mínimo interprofesional, 
excluida la parte proporcional de dos pagas extraordinarias.

3. A los efectos previstos en este artículo se entenderá por unidad familiar la compuesta 
por la persona solicitante o beneficiaria, su cónyuge o pareja de hecho y los hijos e hijas 
menores de veintiséis años, o mayores con discapacidad, o menores acogidos y acogidas o 
en guarda con fines de adopción o acogimiento, que convivan o dependan económicamente 
de la persona solicitante o beneficiaria.

Se considerará pareja de hecho la constituida con análoga relación de afectividad a la 
conyugal por quienes, no hallándose impedidos para contraer matrimonio, no tengan vínculo 
matrimonial, ni constituida pareja de hecho con otra persona y acrediten mediante 
certificación de la inscripción en alguno de los registros específicos existentes en las 
Comunidades Autónomas o Ayuntamientos del lugar de residencia, en su caso, o documento 
público en el que conste la constitución de dicha pareja. Tanto la mencionada inscripción 
como la formalización del correspondiente documento público deberán haberse producido 
con una antelación mínima de dos años con respecto a la fecha de la solicitud del subsidio. 
No se exigirá el requisito de inscripción en un registro de parejas de hecho, ni constitución de 
dicha pareja en documento público, en el caso de que se tengan hijos o hijas comunes.

4. Se considerarán como rentas o ingresos computables cualesquiera bienes, derechos 
o rendimientos derivados del trabajo, del capital mobiliario o inmobiliario, de las actividades 
económicas y los de naturaleza prestacional contributiva o no contributiva, públicas o 
privadas. También se considerarán rentas las pensiones alimenticias y las compensatorias, 
acordadas en caso de separación, divorcio, nulidad matrimonial o en procesos de adopción 
de medidas paternofiliales cuando no exista convivencia entre los progenitores.

Además, son rentas los incrementos patrimoniales derivados de actos inter vivos o mortis 
causa, las plusvalías o ganancias patrimoniales, así como los rendimientos que puedan 
deducirse del montante económico del patrimonio, aplicando a su valor el 100 por ciento del 
tipo de interés legal del dinero vigente, con la excepción de la vivienda habitualmente 
ocupada por el trabajador y de los bienes cuyas rentas hayan sido computadas, todo ello en 
los términos que se establezcan reglamentariamente.

Las rentas se computarán por su rendimiento íntegro o bruto. El rendimiento que 
procede de las actividades empresariales, profesionales, agrícolas, ganaderas o artísticas, 
se computará por la diferencia entre los ingresos y los gastos necesarios para su obtención.

5. No se consideran rentas o ingresos computables:
a) El importe de las cuotas destinadas a la financiación del convenio especial con la 

Administración de la Seguridad Social percibidas por la persona solicitante o beneficiaria.
b) El importe correspondiente a la indemnización legal prevista en el texto refundido de la 

Ley del Estatuto de los Trabajadores para cada uno de los supuestos de extinción del 
contrato de trabajo, con independencia de que su pago sea único o periódico. En todo caso, 
a los efectos previstos en este artículo, se computará como renta el exceso que sobre dicha 
cantidad pueda haberse pactado.
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c) El importe de las percepciones económicas obtenidas por asistencia a acciones de 
formación profesional o en el trabajo o para realizar prácticas académicas externas que 
formen parte del plan de estudios, obtenidas por la persona solicitante o beneficiaria o por 
cualquier otro miembro de la unidad familiar.

d) A efectos de reanudaciones y prórrogas del subsidio, las rentas derivadas del trabajo 
por cuenta ajena a tiempo completo o a tiempo parcial devengadas por la persona 
beneficiaria, durante el periodo de percepción del complemento de apoyo al empleo.

e) Las rentas del trabajo y las prestaciones públicas percibidas por la persona solicitante 
que no se mantengan en la fecha de la solicitud.

6. A los efectos de determinar si se cumplen los requisitos de carencia de rentas, o de 
responsabilidades familiares, en la solicitud de alta inicial, reanudación y de las prórrogas del 
subsidio, el interesado suscribirá una declaración responsable en la que deberá hacer 
constar todas las rentas e ingresos obtenidos durante el mes natural anterior tanto por él, 
como, en su caso, por el resto de los miembros de su unidad familiar. Dicha declaración será 
posteriormente contrastada con los datos que consten en sus declaraciones tributarias.

La ocultación de rentas a la entidad gestora por parte de los solicitantes que, de haberlas 
tenido en cuenta, hubieran supuesto la denegación de la solicitud de reanudación o de 
prórroga implicará que el importe correspondiente al derecho reconocido en base a la misma 
sea declarado indebidamente percibido por la persona trabajadora, por lo que se le 
reclamará conforme a lo establecido en el artículo 295. Dicho periodo, indebidamente 
percibido, además, se entenderá como consumido a todos los efectos.

7. Los requisitos de carencia de rentas y, en su caso, de existencia de responsabilidades 
familiares deberán concurrir en la fecha de la solicitud del subsidio, así como en la fecha de 
la solicitud de sus prórrogas o reanudaciones.

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Régimen de las prestaciones

[ . . . ]
Artículo 284.  Prestación por desempleo y nacimiento y cuidado de menor.

1. Cuando el trabajador se encuentre en situación de nacimiento, adopción, guarda con 
fines de adopción o acogimiento y durante las mismas pase a estar incluido en alguno de los 
supuestos previstos en el artículo 267.1 seguirá percibiendo la correspondiente prestación 
hasta que se extingan dichas situaciones, pasando entonces a la situación legal de 
desempleo y a percibir, si reúne los requisitos necesarios, la prestación por desempleo. En 
este caso no se descontará del período de percepción de la prestación por desempleo de 
nivel contributivo el tiempo que hubiera permanecido en situación de nacimiento, adopción, 
guarda con fines de adopción o acogimiento.

2. Cuando el trabajador esté percibiendo la prestación por desempleo total y pase a la 
situación de nacimiento, adopción, guarda con fines de adopción o acogimiento percibirá la 
prestación por estas últimas contingencias en la cuantía que corresponda.

En este supuesto se le suspenderá la prestación por desempleo y la cotización a la 
Seguridad Social prevista en el artículo 265.1.a).2.º y pasará a percibir la prestación 
correspondiente a su situación, gestionada directamente por su entidad gestora. Una vez 
extinguida esta, se reanudará la prestación por desempleo, en los términos recogidos en el 
artículo 271.4.b) por la duración que restaba por percibir y la cuantía que correspondía en el 
momento de la suspensión.

[ . . . ]
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CAPÍTULO V
Disposiciones especiales aplicables a determinados colectivos

Sección 1.ª Trabajadores incluidos en el sistema especial para trabajadores por 
cuenta ajena agrarios

[ . . . ]
Artículo 287.  Protección por desempleo de los trabajadores agrarios eventuales.

1. Para tener derecho a las prestaciones por desempleo reguladas en este título, los 
trabajadores por cuenta ajena eventuales agrarios deberán reunir los requisitos establecidos 
en el artículo 266. Sin embargo, si de forma inmediatamente anterior figuraron de alta en 
Seguridad Social como trabajadores autónomos o por cuenta propia, el período mínimo de 
cotización necesario para el acceso a la prestación por desempleo será de setecientos 
veinte días, aplicándose, a partir de ese período, la escala prevista en el artículo 269.1.

2. Lo previsto en el apartado anterior se aplicará con independencia de que el trabajo en 
el que se acredite situación legal de desempleo sea o no eventual agrario, si el mayor 
número de cotizaciones al desempleo acreditadas corresponden a dicho trabajo eventual 
agrario.

3. Las cotizaciones por jornadas reales que hayan sido computadas para el 
reconocimiento de las prestaciones por desempleo de carácter general o del subsidio 
establecido en el artículo 274.1.b) no podrán computarse para el reconocimiento del subsidio 
por desempleo en favor de los trabajadores agrarios eventuales establecido en el Real 
Decreto 5/1997, de 10 de enero, ni para el reconocimiento de la renta agraria regulada en el 
Real Decreto 426/2003, de 11 de abril; y las computadas para reconocer el citado subsidio o 
la renta agraria, no podrán computarse para obtener prestaciones por desempleo de carácter 
general.

4. Si el trabajador eventual agrario reúne los requisitos para obtener la protección por 
desempleo de nivel contributivo o asistencial regulada en este título, así como para acceder 
al subsidio por desempleo establecido en el Real Decreto 5/1997, de 10 de enero, o la renta 
agraria, regulada en el Real Decreto 426/2003, de 11 de abril, podrá optar por uno de los dos 
derechos, aplicándose la regla siguiente:

Si solicita el subsidio por desempleo regulado en el Real Decreto 5/1997, de 10 de 
enero, o la renta agraria establecida en el Real Decreto 426/2003, de 11 de abril, todas las 
jornadas reales cubiertas en el Sistema Especial para Trabajadores por Cuenta Ajena 
Agrarios, cualquiera que sea su número, se tendrán en cuenta para acreditar los requisitos 
establecidos, respectivamente, en los artículos 2.1.c) y 2.1.d) de los citados reales decretos. 
Las cotizaciones por desempleo anteriores a la fecha del reconocimiento de dicho subsidio o 
renta agraria, que no se hayan computado para la obtención de tales derechos, podrán 
computarse para el reconocimiento de un derecho posterior, de nivel contributivo o 
asistencial.

[ . . . ]
TÍTULO IV

Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta 
Propia o Autónomos

CAPÍTULO I
Campo de aplicación

Artículo 305.  Extensión.
1. Estarán obligatoriamente incluidas en el campo de aplicación del Régimen Especial de 

la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos las personas físicas 
mayores de dieciocho años que realicen de forma habitual, personal, directa, por cuenta 
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propia y fuera del ámbito de dirección y organización de otra persona, una actividad 
económica o profesional a título lucrativo, den o no ocupación a trabajadores por cuenta 
ajena, en los términos y condiciones que se determinen en esta ley y en sus normas de 
aplicación y desarrollo.

2. A los efectos de esta ley se declaran expresamente comprendidos en este régimen 
especial:

a) Los trabajadores incluidos en el Sistema Especial para Trabajadores por Cuenta 
Propia Agrarios.

b) Quienes ejerzan las funciones de dirección y gerencia que conlleva el desempeño del 
cargo de consejero o administrador, o presten otros servicios para una sociedad de capital, a 
título lucrativo y de forma habitual, personal y directa, siempre que posean el control efectivo, 
directo o indirecto, de aquella. Se entenderá, en todo caso, que se produce tal circunstancia, 
cuando las acciones o participaciones del trabajador supongan, al menos, la mitad del capital 
social.

Se presumirá, salvo prueba en contrario, que el trabajador posee el control efectivo de la 
sociedad cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias:

1.º Que, al menos, la mitad del capital de la sociedad para la que preste sus servicios 
esté distribuido entre socios con los que conviva y a quienes se encuentre unido por vínculo 
conyugal o de parentesco por consanguinidad, afinidad o adopción, hasta el segundo grado.

2.º Que su participación en el capital social sea igual o superior a la tercera parte del 
mismo.

3.º Que su participación en el capital social sea igual o superior a la cuarta parte del 
mismo, si tiene atribuidas funciones de dirección y gerencia de la sociedad.

En los supuestos en que no concurran las circunstancias anteriores, la Administración 
podrá demostrar, por cualquier medio de prueba, que el trabajador dispone del control 
efectivo de la sociedad.

c) Los socios industriales de sociedades regulares colectivas y de sociedades 
comanditarias a los que se refiere el artículo 1.2.a) de la Ley 20/2007, de 11 de julio, del 
Estatuto del trabajo autónomo.

d) Los comuneros de las comunidades de bienes y los socios de sociedades civiles 
irregulares, salvo que su actividad se limite a la mera administración de los bienes puestos 
en común, a los que se refiere el artículo 1.2.b) de la Ley 20/2007, de 11 de julio.

e) Los socios trabajadores de las sociedades laborales cuando su participación en el 
capital social junto con la de su cónyuge y parientes por consanguinidad, afinidad o adopción 
hasta el segundo grado con los que convivan alcance, al menos, el 50 por ciento, salvo que 
acrediten que el ejercicio del control efectivo de la sociedad requiere el concurso de 
personas ajenas a las relaciones familiares.

f) Los trabajadores autónomos económicamente dependientes a los que se refiere la Ley 
20/2007, de 11 de julio.

g) Quienes ejerzan una actividad por cuenta propia, en las condiciones establecidas en 
el apartado 1, que requiera la incorporación a un colegio profesional, sin perjuicio de lo 
previsto en la disposición adicional decimoctava.

h) Los miembros del Cuerpo Único de Notarios.
i) Los miembros del Cuerpo de Registradores de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes 

Muebles, así como los del Cuerpo de Aspirantes.
j) Las personas incluidas en el ámbito de aplicación de la Ley 55/2003, de 16 de 

diciembre, del Estatuto Marco del personal estatutario de los servicios de salud, que presten 
servicios, a tiempo completo, en los servicios de salud de las diferentes comunidades 
autónomas o en los centros dependientes del Instituto Nacional de Gestión Sanitaria, por las 
actividades complementarias privadas que realicen y que determinen su inclusión en el 
sistema de la Seguridad Social, sin perjuicio de lo previsto en la disposición adicional 
decimoctava.

k) El cónyuge y los parientes del trabajador por cuenta propia o autónomo que, conforme 
a lo señalado en el artículo 12.1 y en el apartado 1 de este artículo, realicen trabajos de 
forma habitual y no tengan la consideración de trabajadores por cuenta ajena.
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l) Los socios trabajadores de las cooperativas de trabajo asociado dedicados a la venta 
ambulante que perciban ingresos directamente de los compradores.

m) Quienes ejerzan por cuenta propia cualquiera de las actividades artísticas a que se 
refiere el artículo 249 quater.1.

n) Cualesquiera otras personas que, por razón de su actividad, sean objeto de inclusión 
mediante norma reglamentaria, conforme a lo dispuesto en el artículo 7.1.b).

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Sistema Especial para Trabajadores por Cuenta Propia Agrarios

[ . . . ]
Artículo 324.  Reglas de inclusión.

1. Quedarán incluidos en este sistema especial los trabajadores a que se refiere el 
artículo anterior que reúnan los siguientes requisitos:

a) Ser titulares de una explotación agraria y obtener, al menos, el 50 por ciento de su 
renta total de la realización de actividades agrarias u otras complementarias, siempre que la 
parte de renta procedente directamente de la actividad agraria realizada en su explotación 
no sea inferior al 25 por ciento de su renta total y el tiempo de trabajo dedicado a actividades 
agrarias o complementarias de las mismas, sea superior a la mitad de su tiempo de trabajo 
total.

b) Que los rendimientos anuales netos obtenidos de la explotación agraria por cada 
titular de la misma no superen la cuantía equivalente al 75 por ciento del importe, en 
cómputo anual, de la base máxima de cotización al Régimen General de la Seguridad Social 
vigente en el ejercicio en que se proceda a su comprobación.

c) La realización de labores agrarias de forma personal y directa en tales explotaciones 
agrarias, aun cuando ocupen trabajadores por cuenta ajena, siempre que no se trate de más 
de dos trabajadores que coticen con la modalidad de bases mensuales o, de tratarse de 
trabajadores que coticen con la modalidad de bases diarias, a las que se refiere el artículo 
255, que el número total de jornadas reales efectivamente realizadas no supere las 
quinientas cuarenta y seis en un año, computado desde el 1 de enero al 31 de diciembre de 
cada año. El número de jornadas reales se reducirá proporcionalmente en función del 
número de días de alta del trabajador por cuenta propia agrario en este Sistema Especial 
durante el año natural de que se trate.

Las limitaciones en la contratación de trabajadores por cuenta ajena a que se refiere el 
párrafo anterior se entienden aplicables por cada explotación agraria. En el caso de que en 
la explotación agraria existan dos o más titulares, en alta todos ellos en el Sistema Especial 
para trabajadores por cuenta propia agrarios del Régimen Especial de los Trabajadores por 
Cuenta Propia o Autónomos, se añadirá al número de trabajadores o jornales previstos en el 
párrafo anterior un trabajador más con cotización por bases mensuales, o doscientos setenta 
y tres jornales al año, en caso de trabajadores con cotización por jornadas reales, por cada 
titular de la explotación agraria, excluido el primero.

Para determinar el cumplimiento de los requisitos establecidos en las letras a) y b) se 
podrá tomar en consideración la media simple de las rentas totales y de los rendimientos 
anuales netos de los tres ejercicios económicos inmediatamente anteriores a aquel en que 
se efectúe su comprobación, con la excepción del ejercicio o ejercicios afectados por 
circunstancias excepcionales tenidas en cuenta en aplicación de la normativa reguladora del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, en estos casos se tendrá en cuenta el 
ejercicio o ejercicios inmediatamente anteriores no afectados por tales circunstancias.

2. A los efectos previstos en este sistema especial, se entiende por explotación agraria el 
conjunto de bienes y derechos organizados por su titular en el ejercicio de la actividad 
agraria, y que constituye en sí misma unidad técnico-económica, pudiendo la persona titular 
o titulares de la explotación serlo por su condición de propietaria, arrendataria, aparcera, 
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cesionaria u otro concepto análogo, de las fincas o elementos materiales de la respectiva 
explotación agraria.

A este respecto se entiende por actividad agraria el conjunto de trabajos que se requiere 
para la obtención de productos agrícolas, ganaderos y forestales.

A los efectos previstos en este sistema especial, se considerará actividad agraria la 
venta directa por parte de la agricultora o agricultor de la producción propia sin 
transformación o la primera transformación de los mismos cuyo producto final esté incluido 
en el anexo I del artículo 38 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, dentro de 
los elementos que integren la explotación, en mercados municipales o en lugares que no 
sean establecimientos comerciales permanentes, considerándose también actividad agraria 
toda aquella que implique la gestión o la dirección y gerencia de la explotación.

Asimismo, se considerarán actividades complementarias la participación y presencia de 
la persona titular, como consecuencia de elección pública, en instituciones de carácter 
representativo, así como en órganos de representación de carácter sindical, cooperativo o 
profesional, siempre que estos se hallen vinculados al sector agrario.

Igualmente tendrán la consideración de actividades complementarias las actividades de 
transformación de los productos de su explotación y venta directa de los productos 
transformados, siempre y cuando no sea la primera especificada en el apartado anterior, así 
como las relacionadas con la conservación del espacio natural y protección del medio 
ambiente, el turismo rural o agroturismo, al igual que las cinemáticas y artesanales 
realizadas en su explotación.

3. La incorporación a este sistema especial afectará, además de al titular de la 
explotación agraria, a su cónyuge y parientes por consanguinidad o afinidad hasta el tercer 
grado inclusive que no tengan la consideración de trabajadores por cuenta ajena, siempre 
que sean mayores de dieciocho años y realicen la actividad agraria de forma personal y 
directa en la correspondiente explotación familiar.

4. Los hijos del titular de la explotación agraria, menores de treinta años, aunque 
convivan con él, podrán ser contratados por aquel como trabajadores por cuenta ajena, en 
los términos previstos en el artículo 12.

5. Los interesados, en el momento de solicitar su incorporación al Sistema Especial para 
Trabajadores por Cuenta Propia Agrarios, deberán presentar declaración justificativa de la 
acreditación de los requisitos establecidos en los apartados anteriores para la inclusión en el 
mismo. La validez de dicha inclusión estará condicionada a la posterior comprobación por 
parte de la Tesorería General de la Seguridad Social de la concurrencia efectiva de los 
mencionados requisitos. La acreditación y posterior comprobación se efectuará en la forma y 
plazos que reglamentariamente se determinen.

[ . . . ]
TÍTULO V

Protección por cese de actividad

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 331.  Situación legal de cese de actividad.

1. Sin perjuicio de las peculiaridades previstas en el capítulo siguiente, se encontrarán en 
situación legal de cese de actividad todos aquellos trabajadores autónomos que cesen en el 
ejercicio de su actividad por alguna de las causas siguientes:

a) Por la concurrencia de motivos económicos, técnicos, productivos u organizativos 
determinantes de la inviabilidad de proseguir la actividad económica o profesional.

En caso de establecimiento abierto al público se exigirá el cierre del mismo durante la 
percepción del subsidio o bien su transmisión a terceros. No obstante, el autónomo titular del 
inmueble donde se ubica el establecimiento podrá realizar sobre el mismo los actos de 
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disposición o disfrute que correspondan a su derecho, siempre que no supongan la 
continuidad del autónomo en la actividad económica o profesional finalizada.

Se entenderá que existen motivos económicos, técnicos, productivos u organizativos 
cuando concurra alguna de las circunstancias siguientes:

1.º Pérdidas derivadas del desarrollo de la actividad en un año completo, superiores al 
10 por ciento de los ingresos obtenidos en el mismo periodo, excluido el primer año de inicio 
de la actividad.

2.º Ejecuciones judiciales o administrativas tendentes al cobro de las deudas 
reconocidas por los órganos ejecutivos, que comporten al menos el 30 por ciento de los 
ingresos del ejercicio económico inmediatamente anterior.

3.º La declaración judicial de concurso que impida continuar con la actividad, en los 
términos de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal.

4.º La reducción del 60 por ciento de la jornada de la totalidad de las personas en 
situación de alta con obligación de cotizar de la empresa o suspensión temporal de los 
contratos de trabajo de al menos del 60 por ciento del número de personas en situación de 
alta con obligación de cotizar de la empresa siempre que los dos trimestres fiscales previos a 
la solicitud presentados ante la Administración tributaria, el nivel de ingresos ordinarios o 
ventas haya experimentado una reducción del 75 por ciento de los registrados en los mismos 
periodos del ejercicio o ejercicios anteriores y los rendimientos netos mensuales del 
trabajador autónomo durante esos trimestres, por todas las actividades económicas, 
empresariales o profesionales, que desarrolle, no alcancen la cuantía del salario mínimo 
interprofesional o la de la base por la que viniera cotizando, si esta fuera inferior.

En estos casos no será necesario el cierre del establecimiento abierto al público o su 
transmisión a terceros.

5.º En el supuesto de trabajadores autónomos que no tengan trabajadores asalariados, 
el mantenimiento de deudas exigibles con acreedores cuyo importe supere el 150 por ciento 
de los ingresos ordinarios o ventas durante los dos trimestres fiscales previos a la solicitud, y 
que estos ingresos o ventas supongan a su vez una reducción del 75 por ciento respecto del 
registrado en los mismos períodos del ejercicio o ejercicios anteriores. A tal efecto no se 
computarán las deudas que por incumplimiento de sus obligaciones con la Seguridad Social 
o con la Administración tributaria mantenga.

Se exigirá igualmente que los rendimientos netos mensuales del trabajador autónomo 
durante esos trimestres, por todas las actividades económicas o profesionales que 
desarrolle, no alcancen la cuantía del salario mínimo interprofesional o la de la base por la 
que viniera cotizando, si esta fuera inferior. A tal efecto no se computarán las deudas que por 
incumplimiento de sus obligaciones con la Seguridad Social o con la Administración tributaria 
mantenga.

En estos casos no será necesario el cierre del establecimiento abierto al público o su 
transmisión a terceros.

b) Por fuerza mayor, determinante del cese temporal o definitivo de la actividad 
económica o profesional.

Se entenderá que existen motivos de fuerza mayor en el cese temporal parcial cuando la 
interrupción de la actividad de la empresa afecte a un sector o centro de trabajo, exista una 
declaración de emergencia adoptada por la autoridad pública competente y se produzca una 
caída de ingresos del 75 por ciento de la actividad de la empresa con relación al mismo 
periodo del año anterior y los ingresos mensuales del trabajador autónomo no alcance el 
salario mínimo interprofesional o el importe de la base por la que viniera cotizando si esta 
fuera inferior.

c) Por pérdida de la licencia administrativa, siempre que la misma constituya un requisito 
para el ejercicio de la actividad económica o profesional y no venga motivada por la comisión 
de infracciones penales.

d) La violencia de género o la violencia sexual determinante del cese temporal o 
definitivo de la actividad de la trabajadora autónoma.

e) Por divorcio o separación matrimonial, mediante resolución judicial, en los supuestos 
en que el autónomo ejerciera funciones de ayuda familiar en el negocio de su excónyuge o 
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de la persona de la que se ha separado, en función de las cuales estaba incluido en el 
correspondiente Régimen de la Seguridad Social.

2. En ningún caso se considerará en situación legal de cese de actividad:
a) A aquellos que cesen o interrumpan voluntariamente su actividad, salvo en el 

supuesto previsto en el artículo 333.1.b).
b) A los trabajadores autónomos previstos en el artículo 333 que tras cesar su relación 

con el cliente y percibir la prestación por cese de actividad, vuelvan a contratar con el mismo 
cliente en el plazo de un año, a contar desde el momento en que se extinguió la prestación, 
en cuyo caso deberán reintegrar la prestación recibida.

Artículo 332.  Acreditación de la situación legal de cese de actividad.
1. Las situaciones legales de cese de actividad de los trabajadores autónomos se 

acreditarán mediante declaración jurada del solicitante, en la que se consignará el motivo o 
motivos concurrentes y la fecha de efectos del cese, a la que acompañará los documentos 
que seguidamente se establecen, sin perjuicio de aportarse, si aquel lo estima conveniente, 
cualquier medio de prueba admitido legalmente:

1.1 Los motivos económicos, técnicos, productivos u organizativos se acreditarán 
mediante los documentos contables, profesionales, fiscales, administrativos o judiciales que 
justifiquen la falta de viabilidad de la actividad.

a) Salvo en los supuestos previstos en los epígrafes b) y c), se deberán aportar los 
documentos que acrediten el cierre del establecimiento en los términos establecidos en el 
artículo 331.1.a), la baja en el Censo tributario de empresarios, profesionales y retenedores y 
la baja en el régimen especial de la Seguridad Social en el que estuviera encuadrado el 
solicitante. En el caso de que la actividad requiriera el otorgamiento de autorizaciones o 
licencias administrativas, se acompañará la comunicación de solicitud de baja 
correspondiente y, en su caso, la concesión de la misma, o bien el acuerdo de su retirada.

Sin perjuicio de los documentos señalados en el párrafo anterior, la concurrencia de 
motivos económicos se considerará acreditada mediante la aportación, en los términos que 
reglamentariamente se establezcan, de la documentación contable que confeccione el 
trabajador autónomo, en la que se registre el nivel de pérdidas exigido en los términos del 
artículo 331.1.a).1.º, así como mediante las declaraciones del Impuesto sobre el Valor 
Añadido, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y demás documentos 
preceptivos que, a su vez, justifiquen las partidas correspondientes consignadas en las 
cuentas aportadas. En todo caso, las partidas que se consignen corresponderán a conceptos 
admitidos en las normas que regulan la contabilidad.

El trabajador autónomo podrá formular su solicitud aportando datos estimados de cierre, 
al objeto de agilizar la instrucción del procedimiento, e incorporará los definitivos con 
carácter previo al dictado de la resolución.

b) En los supuestos previstos en el artículo 331.1.a).4.º, deberá aportarse comunicación 
a la autoridad laboral de la decisión de adoptar la medida, así como de los documentos 
contables en el que se registren el nivel de perdidas exigidos, y las declaraciones del 
Impuesto sobre el Valor Añadido, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y 
demás documentos preceptivos que, a su vez, justifiquen los ingresos del trabajador 
autónomo y las partidas correspondientes consignadas en las cuentas aportadas.

En estos casos no procederá la baja en el régimen especial de la Seguridad Social.
c) En los supuestos previstos en el artículo 331.1.a).5.º, deberán aportarse los 

documentos contables en el que se registren el nivel de perdidas exigidos, y las 
declaraciones del Impuesto sobre el Valor Añadido, del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas y demás documentos preceptivos que, a su vez, justifiquen los ingresos del 
trabajador autónomo y las partidas correspondientes consignadas en las cuentas aportadas.

En estos casos no procederá la baja en el régimen especial de la Seguridad Social.
También deberán aportarse los acuerdos singulares de refinanciación de la deuda 

reflejados en escritura pública con los acreedores, individual o conjuntamente, cuya duración 
sea igual o superior al tiempo del derecho del percibo de la prestación por cese de actividad, 
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y donde se justifiquen tales acuerdos, así como los actos y negocios realizados entre el 
trabajador autónomo y los acreedores que suscriban los mismos.

1.2 La fuerza mayor determinante del cese definitivo o temporal total de la actividad 
económica o profesional se acreditará mediante documentación que acredite la existencia de 
la misma y la imposibilidad del ejercicio de la actividad ya sea de forma definitiva o temporal.

Si el cese es definitivo deberá aportar la solicitud de baja en el Censo tributario de 
empresarios, profesionales y retenedores y la baja en el régimen especial de la Seguridad 
Social en el que estuviera encuadrado el solicitante. En el caso de que la actividad requiriera 
el otorgamiento de autorizaciones o licencias administrativas, se acompañará la 
comunicación de solicitud de baja correspondiente y, en su caso, la concesión de la misma, 
o bien el acuerdo de su retirada.

Si el cese es temporal parcial, deberá aportarse además de los documentes que 
acrediten la existencia de la fuerza mayor, el acuerdo de la administración pública 
competente al que hace referencia el artículo 331.1.b).

En el cese temporal total y parcial no procederá la baja en el régimen especial de la 
Seguridad Social.

1.3 La pérdida de la licencia administrativa que habilitó el ejercicio de la actividad 
mediante resolución correspondiente.

1.4 La violencia de género o la violencia sexual, por la declaración escrita de la 
solicitante de haber cesado o interrumpido su actividad económica o profesional, a la que se 
adjuntará cualquiera de los documentos a los que se refieren el artículo 23 de la Ley 
Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia 
de Género o el artículo 37 de la Ley Orgánica de garantía integral de la libertad sexual.

De tratarse de una trabajadora autónoma económicamente dependiente, aquella 
declaración podrá ser sustituida por la comunicación escrita del cliente del que dependa 
económicamente en la que se hará constar el cese o la interrupción de la actividad. Tanto la 
declaración como la comunicación han de contener la fecha a partir de la cual se ha 
producido el cese o la interrupción.

1.5 El divorcio o acuerdo de separación matrimonial de los familiares incursos en la 
situación prevista en el artículo 331.1.e) se acreditará mediante la correspondiente 
resolución judicial, a la que acompañarán la documentación correspondiente en la que se 
constate la pérdida de ejercicio de las funciones de ayuda familiar directa en el negocio, que 
venían realizándose con anterioridad a la ruptura o separación matrimoniales.

2. Reglamentariamente se desarrollará la documentación a presentar por los 
trabajadores autónomos con objeto de acreditar la situación legal de cese de actividad 
prevista en este artículo.

CAPÍTULO II
Situación legal de cese de actividad en supuestos especiales

[ . . . ]
Artículo 336.  Trabajadores autónomos que ejercen su actividad profesional conjuntamente.

Se considerarán en situación legal de cese de actividad los trabajadores autónomos 
profesionales que hubieren cesado, con carácter definitivo o temporal en la profesión 
desarrollada conjuntamente con otros, por alguna de las siguientes causas:

a) Por la concurrencia de motivos económicos, técnicos, productivos u organizativos a 
que se refiere el artículo 331.1.a), y determinantes de la inviabilidad de proseguir con la 
profesión, con independencia de que acarree o no el cese total de la actividad de la sociedad 
o forma jurídica en la que estuviera ejerciendo su profesión.

No se exigirá el cierre de establecimiento abierto al público en los casos en los que no 
cesen la totalidad de los profesionales de la entidad, salvo en aquellos casos en los que el 
establecimiento esté a cargo exclusivamente del profesional. No obstante, en este caso no 
podrá declararse la situación legal de cese de actividad cuando el trabajador autónomo, tras 
cesar en su actividad y percibir la prestación por cese de actividad, vuelva a ejercer la 
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actividad profesional en la misma entidad en un plazo de un año, a contar desde el momento 
en que se extinguió la prestación. En caso de incumplimiento de esta cláusula, deberá 
reintegrar la prestación percibida.

b) Por fuerza mayor, determinante del cese temporal o definitivo de la profesión.
c) Por pérdida de la licencia administrativa, siempre que la misma constituya un requisito 

para el ejercicio de la actividad económica o profesional y no venga motivada por la comisión 
de infracciones penales.

d) La violencia de género o violencia sexual determinante del cese temporal o definitivo 
de la profesión de la trabajadora autónoma.

e) Por divorcio o acuerdo de separación matrimonial, mediante la correspondiente 
resolución judicial, en los supuestos en que el autónomo divorciado o separado ejerciera 
funciones de ayuda familiar en el negocio de su excónyuge o de la persona de la que se ha 
separado, en función de las cuales estaba incluido en el correspondiente régimen de la 
Seguridad Social, y que dejan de ejercerse a causa de la ruptura o separación 
matrimoniales.

CAPÍTULO III
Régimen de la protección

[ . . . ]
Artículo 343.  Cese de actividad, incapacidad temporal, maternidad y paternidad.

1. En el supuesto en que el hecho causante de la protección por cese de actividad se 
produzca mientras el trabajador autónomo se encuentre en situación de incapacidad 
temporal, este seguirá percibiendo la prestación por incapacidad temporal en la misma 
cuantía que la prestación por cese de actividad hasta que la misma se extinga, en cuyo 
momento pasará a percibir, siempre que reúna los requisitos legalmente establecidos, la 
prestación económica por cese de actividad que le corresponda. En tal caso, se descontará 
del período de percepción de la prestación por cese de actividad, como ya consumido, el 
tiempo que hubiera permanecido en la situación de incapacidad temporal a partir de la fecha 
de la situación legal de cese de actividad.

2. En el supuesto en que el hecho causante de la protección por cese de actividad se 
produzca cuando el trabajador autónomo se encuentre en situación de maternidad o 
paternidad, se seguirá percibiendo la prestación por maternidad o por paternidad hasta que 
las mismas se extingan, en cuyo momento se pasará a percibir, siempre que reúnan los 
requisitos legalmente establecidos, la prestación económica por cese de actividad que les 
corresponda.

3. Si durante la percepción de la prestación económica por cese de actividad el 
trabajador autónomo pasa a la situación de incapacidad temporal que constituya recaída de 
un proceso previo iniciado con anterioridad a la situación legal de cese en la actividad, 
percibirá la prestación por esta contingencia en cuantía igual a la prestación por cese en la 
actividad. En este caso, y en el supuesto de que el trabajador autónomo continuase en 
situación de incapacidad temporal una vez finalizado el período de duración establecido 
inicialmente para la prestación por cese en la actividad, seguirá percibiendo la prestación por 
incapacidad temporal en la misma cuantía en la que la venía percibiendo.

Cuando el trabajador autónomo esté percibiendo la prestación por cese en la actividad y 
pase a la situación de incapacidad temporal que no constituya recaída de un proceso 
anterior iniciado anteriormente, percibirá la prestación por esta contingencia en cuantía igual 
a la prestación por cese en la actividad. En este caso, y en el supuesto de que el trabajador 
autónomo continuase en situación de incapacidad temporal una vez finalizado el período de 
duración establecido inicialmente para la prestación por cese en la actividad, seguirá 
percibiendo la prestación por incapacidad temporal en cuantía igual al 80 por ciento del 
indicador público de rentas de efectos múltiples mensual.

El período de percepción de la prestación por cese de actividad no se ampliará como 
consecuencia de que el trabajador autónomo pase a la situación de incapacidad temporal. 
Durante dicha situación el órgano gestor de la prestación se hará cargo de las cotizaciones a 
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la Seguridad Social, en los términos previstos en el artículo 329.1.b) hasta el agotamiento del 
período de duración de la prestación al que el trabajador autónomo tuviere derecho.

4. Si durante la percepción de la prestación económica por cese de actividad la persona 
beneficiaria se encuentra en situación de maternidad o paternidad pasará a percibir la 
prestación que por estas contingencias le corresponda. Una vez extinguida esta, el órgano 
gestor, de oficio, reanudará el abono de la prestación económica por cese de actividad hasta 
el agotamiento del período de duración a que se tenga derecho.

[ . . . ]
TÍTULO VI

Prestaciones no contributivas

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Pensiones no contributivas

Sección 1.ª Incapacidad no contributiva

Artículo 363.  Beneficiarios.
1. Tendrán derecho a la pensión de incapacidad no contributiva las personas que 

cumplan los siguientes requisitos:
a) Ser mayor de dieciocho y menor de sesenta y cinco años de edad.
b) Residir legalmente en territorio español y haberlo hecho durante cinco años, de los 

cuales dos deberán ser inmediatamente anteriores a la fecha de solicitud de la pensión.
c) Estar afectadas por una discapacidad o por una enfermedad crónica, en un grado 

igual o superior al 65 por ciento.
d) Carecer de rentas o ingresos suficientes. Se considerará que existen rentas o 

ingresos insuficientes cuando la suma, en cómputo anual, de los mismos sea inferior al 
importe, también en cómputo anual, de la prestación a que se refiere el apartado 1 del 
artículo siguiente.

Aunque el solicitante carezca de rentas o ingresos propios, en los términos señalados en 
el párrafo anterior, si convive con otras personas en una misma unidad económica, 
únicamente se entenderá cumplido el requisito de carencia de rentas o ingresos suficientes 
cuando la suma de los de todos los integrantes de aquella sea inferior al límite de 
acumulación de recursos obtenido conforme a lo establecido en los apartados siguientes.

Los beneficiarios de la pensión de incapacidad no contributiva que sean contratados por 
cuenta ajena, se establezcan por cuenta propia o se acojan a los programas de renta activa 
de inserción para trabajadores desempleados de larga duración mayores de cuarenta y cinco 
años recuperarán automáticamente, en su caso, el derecho a dicha pensión cuando, 
respectivamente, se les extinga su contrato, dejen de desarrollar su actividad laboral o cesen 
en el programa de renta activa de inserción, a cuyo efecto, no obstante lo previsto en el 
apartado 5, no se tendrán en cuenta, en el cómputo anual de sus rentas, las que hubieran 
percibido en virtud de su actividad laboral por cuenta ajena, propia o por su integración en el 
programa de renta activa de inserción en el ejercicio económico en que se produzca la 
extinción del contrato, el cese en la actividad laboral o en el citado programa.

2. Los límites de acumulación de recursos, en el supuesto de unidad económica, serán 
equivalentes a la cuantía, en cómputo anual, de la pensión, más el resultado de multiplicar el 
70 por ciento de dicha cifra por el número de convivientes, menos uno.

3. Cuando la convivencia, dentro de una misma unidad económica, se produzca entre el 
solicitante y sus descendientes o ascendientes en primer grado, los límites de acumulación 
de recursos serán equivalentes a dos veces y media la cuantía que resulte de aplicar lo 
dispuesto en el apartado 2.
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4. Existirá unidad económica en todos los casos de convivencia de un beneficiario con 
otras personas, sean o no beneficiarias, unidas con aquel por matrimonio o por lazos de 
parentesco de consanguinidad hasta el segundo grado.

5. A efectos de lo establecido en los apartados anteriores, se considerarán como 
ingresos o rentas computables, cualesquiera bienes y derechos, derivados tanto del trabajo 
como del capital, así como los de naturaleza prestacional.

No obstante, no se computarán los rendimientos obtenidos por el ejercicio de actividades 
artísticas a las que se refiere el artículo 249 quater, en tanto no excedan del importe del 
salario mínimo interprofesional en cómputo anual. Los rendimientos que excedan de esta 
cuantía se tomarán en cuenta a efectos de la consideración de las rentas o ingresos anuales 
a que se refiere el artículo 364.2.

Cuando el solicitante o los miembros de la unidad de convivencia en que esté inserto 
dispongan de bienes muebles o inmuebles, se tendrán en cuenta sus rendimientos efectivos. 
Si no existen rendimientos efectivos, se valorarán según las normas establecidas para el 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, con la excepción, en todo caso, de la 
vivienda habitualmente ocupada por el beneficiario. Tampoco se computarán las 
asignaciones periódicas por hijos a cargo.

6. Las rentas o ingresos propios, así como los ajenos computables, por razón de 
convivencia en una misma unidad económica, la residencia en territorio español y el grado 
de discapacidad o de enfermedad crónica condicionan tanto el derecho a pensión como la 
conservación de la misma y, en su caso, la cuantía de aquella.

[ . . . ]
Disposición adicional octava.  Gestión de las prestaciones económicas por maternidad y 
por paternidad.

La gestión de las prestaciones económicas por maternidad y por paternidad reguladas 
en la presente ley corresponderá directa y exclusivamente a la entidad gestora 
correspondiente.

[ . . . ]
Disposición adicional décima.  Ingresos por venta de bienes y servicios prestados a 
terceros.

1. No tendrán la naturaleza de recursos de la Seguridad Social los que resulten de las 
siguientes atenciones, prestaciones o servicios:

a) Los ingresos a los que se refieren los artículos 16.3 y 83 de la Ley 14/1986, de 25 de 
abril, General de Sanidad, procedentes de la asistencia sanitaria prestada por el Instituto 
Nacional de Gestión Sanitaria a los usuarios sin derecho a la asistencia sanitaria de la 
Seguridad Social, así como en los supuestos de seguros obligatorios privados y en todos 
aquellos supuestos, asegurados o no, en que aparezca un tercero obligado al pago.

b) Venta de productos, materiales de desecho o subproductos sanitarios o no sanitarios, 
no inventariables, resultantes de la actividad de los centros sanitarios en los supuestos en 
que puedan realizarse tales actividades con arreglo a la Ley General de Sanidad, el texto 
refundido de la Ley de garantías y uso racional de los medicamentos y productos sanitarios, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2015, de 24 de julio, y demás disposiciones 
sanitarias.

c) Ingresos procedentes del suministro o prestación de servicios de naturaleza no 
estrictamente asistencial.

d) Ingresos procedentes de convenios, ayudas o donaciones finalistas o altruistas, para 
la realización de actividades investigadoras y docentes, la promoción de trasplantes, 
donaciones de sangre o de otras actividades similares. No estarán incluidos los ingresos que 
correspondan a programas especiales financiados en los presupuestos de los 
departamentos ministeriales.

e) En general, todos los demás ingresos correspondientes a atenciones o servicios 
sanitarios que no constituyan prestaciones de la Seguridad Social.
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2. El Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad fijará el régimen de precios y 
tarifas de tales atenciones, prestaciones y servicios, tomando como base sus costes 
estimados.

3. Destino de los ingresos:
a) Los ingresos a que se refieren los apartados anteriores generarán crédito por el total 

de su importe y se destinarán a cubrir gastos de funcionamiento, excepto retribuciones de 
personal, y de inversión de reposición de las instituciones sanitarias, así como a atender los 
objetivos sanitarios y asistenciales correspondientes.

No obstante, los ingresos derivados de contratos o convenios de colaboración para 
actividades investigadoras podrán generar crédito por el total de su importe y se destinarán a 
cubrir todos los gastos previstos para su realización. En el caso de que toda o parte de la 
generación de crédito afectase al capítulo I, el personal investigador no adquirirá por este 
motivo ningún derecho laboral al finalizar la actividad investigadora.

b) La distribución de tales fondos respetará el destino de los procedentes de ayudas o 
donaciones.

c) Dichos recursos serán reclamados por el Instituto Nacional de Gestión Sanitaria, en 
nombre y por cuenta de la Administración General del Estado, para su ingreso en el Tesoro 
Público. El Tesoro Público, por el importe de las generaciones de crédito aprobadas por el 
titular del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, procederá a realizar las 
transferencias correspondientes a las cuentas que la Tesorería General de la Seguridad 
Social tenga abiertas, a estos efectos, para cada centro sanitario.

[ . . . ]
Disposición adicional trigésima sexta.  Financiación del complemento de pensiones 
contributivas para la reducción de la brecha de género.

La financiación del complemento de pensiones contributivas para la reducción de la 
brecha de género del artículo 60, se realizará mediante una transferencia del Estado al 
presupuesto de la Seguridad Social.

Disposición adicional trigésima séptima.  Alcance temporal de las acciones positivas para 
la reducción de la brecha de género en las pensiones contributivas.

1. A los efectos de esta ley, se entiende por brecha de género de las pensiones de 
jubilación el porcentaje que representa la diferencia entre el importe medio de las pensiones 
de jubilación contributiva causadas en un año por las mujeres respecto del importe de las 
pensiones causadas por los hombres.

El derecho al reconocimiento del complemento de pensiones contributivas, para la 
reducción de la brecha de género, previsto en el artículo 60 se mantendrá en tanto la brecha 
de género de las pensiones de jubilación, causadas en el año anterior, sea superior al 5 por 
ciento.

2. Además del complemento por brecha de género del artículo 60, en el marco del 
diálogo social, se podrán fijar con carácter temporal otras medidas de acción positiva para el 
cálculo de las prestaciones en favor de las mujeres.

3. Con el objetivo de garantizar la adecuación de la medida de corrección introducida 
para la reducción de la brecha de género en pensiones el Gobierno de España, en el marco 
del diálogo social, deberá realizar una evaluación periódica, cada cinco años, de sus efectos.

4. Una vez que la brecha de género de las pensiones de jubilación de un año sea igual o 
inferior al 5 por ciento, el Gobierno remitirá a las Cortes Generales un proyecto de ley para 
derogar el artículo 60 y las demás medidas que hayan podido ser adoptadas en dicha 
materia, previa consulta con los interlocutores sociales.

[ . . . ]
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Disposición transitoria trigésima tercera.  Mantenimiento transitorio del complemento por 
maternidad en las pensiones contributivas del sistema de la Seguridad Social.

Quienes en la fecha de entrada en vigor de la modificación prevista en el artículo 60, 
estuvieran percibiendo el complemento por maternidad por aportación demográfica, 
mantendrán su percibo.

La percepción de dicho complemento de maternidad será incompatible con el 
complemento de pensiones contributivas para la reducción de la brecha de género que 
pudiera corresponder por el reconocimiento de una nueva pensión pública, pudiendo las 
personas interesadas optar entre uno u otro.

En el supuesto de que el otro progenitor, de alguno de los hijos o hijas, que dio derecho 
al complemento de maternidad por aportación demográfica, solicite el complemento de 
pensiones contributivas para la reducción de la brecha de género y le corresponda percibirlo, 
por aplicación de lo establecido en el artículo 60 de esta ley o de la disposición adicional 
decimoctava del texto refundido de la Ley de Clases Pasivas del Estado, aprobado por el 
Real Decreto legislativo 670/1987, de 30 de abril, la cuantía mensual que le sea reconocida 
se deducirá del complemento por maternidad que se viniera percibiendo, con efectos 
económicos desde el primer día del mes siguiente al de la resolución, siempre que la misma 
se dicte dentro de los seis meses siguientes a la solicitud o, en su caso, al reconocimiento de 
la pensión que la cause; pasado dicho plazo, los efectos se producirán desde el primer día 
del séptimo mes siguiente a esta.

[ . . . ]
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§ 30

Orden de 13 de febrero de 1967 por la que se establecen normas 
para la aplicación y desarrollo de las prestaciones de muerte y 

supervivencia del Régimen General de la Seguridad Social

Ministerio de Trabajo
«BOE» núm. 46, de 23 de febrero de 1967
Última modificación: 21 de marzo de 2009

Referencia: BOE-A-1967-2876

Ilustrísimo señor:
La Ley de la Seguridad Social de 21 de abril de 1966, en su capítulo VII, del título II 

regula las prestaciones para muerte y supervivencia, y el Reglamento General aprobado por 
Decreto 3168/1966, de 23 de diciembre, establece normas para determinar la cuantía de las 
indicadas prestaciones y señala condiciones del derecho a las mismas.

Ambos textos precisan, para su efectividad, de las consiguientes disposiciones de 
aplicación y desarrollo, previstas en la propia Ley y en el citado Reglamento.

En consecuencia, y de conformidad con lo preceptuado en el apartado b) del número 
uno, del artículo cuarto, y en la disposición final tercera de la Ley de la Seguridad Social, 
este Ministerio ha tenido a bien disponer:

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Prestaciones.
1. En caso de muerte, cualquiera que fuera su causa, se otorgarán, según los supuestos, 

alguna o algunas de las prestaciones siguientes:
a) Subsidio de defunción.
b) Pensión vitalicia o, en su caso, subsidio temporal de viudedad.
c) Pensión de orfandad.
d) Pensión vitalicia o, en su caso, subsidio temporal en favor de familiares.
2. En caso de muerte causada por accidente de trabajo o enfermedad profesional se 

concederá, además, una indemnización a tanto alzado.

Artículo 2.  Sujetos causantes.
1. Causarán derecho a las prestaciones enumeradas en el artículo anterior los 

trabajadores en situación de alta o asimilada a ella, los inválidos provisionales, los que 
perciban subsidios de espera o de asistencia y los pensionistas por invalidez permanente o 
vejez.
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2. En todo caso, causarán derecho a las prestaciones enumeradas en el artículo anterior 
los trabajadores fallecidos por accidentes de trabajo o enfermedad profesional. A tales 
efectos deberá probarse que la muerte ha sido debida a alguna de las aludidas 
contingencias; dicha prueba sólo será admisible, en caso de accidente de trabajo, cuando el 
fallecimiento haya ocurrido dentro de los cinco años siguientes a la fecha del mismo; en caso 
de enfermedad profesional se admitirá tal prueba cualquiera que sea el tiempo transcurrido. 
No obstante, se reputarán, de derecho, muertos a consecuencia de accidente de trabajo o 
de enfermedad profesional, los que fallezcan teniendo reconocida por tales causas una 
invalidez permanente absoluta para todo trabajo o la condición de grandes inválidos.

3. A efectos de poder causar las prestaciones enumeradas en el artículo anterior, serán 
considerados pensionistas de jubilación quienes habiendo cesado en el trabajo por cuenta 
ajena, y reuniendo en tal momento todas las condiciones precisas para serIes otorgada la 
pensión de jubilación, falleciesen sin haber solicitado dicha pensión.

4. Se considerarán situaciones asimiladas a la de alta, a efectos de causar las 
prestaciones enumeradas en el artículo anterior, las que a continuación se establecen, 
siempre que concurran en ellas las condiciones que se determinen en las disposiciones de 
aplicación y desarrollo relativas a la acción protectora del Régimen General de la Seguridad 
Social:

a) La excedencia forzosa del trabajador por cuenta ajena, motivada por su designación 
para ocupar un cargo público o del Movimiento, con obligación por parte de la Empresa de 
readmitirle al cesar en el desempeño de dicho cargo de conformidad con la legislación 
laboral aplicable.

b) El traslado del trabajador, por su Empresa, a centros de trabajo radicados fuera del 
territorio nacional.

c) El cese en la condición de trabajador por cuenta ajena, con la suscripción del oportuno 
convenio especial con la Mutualidad correspondiente.

d) El desempleo involuntario total y subsidiado.
e) El paro involuntario que subsista después de haberse agotado las prestaciones por 

desempleo cuando el trabajador tuviese cumplidos en tal momento los cincuenta y cinco 
años de edad.

f) La permanencia en filas para el cumplimiento del Servicio Militar, bien con carácter 
obligatorio o voluntario para anticiparlo, ampliada, a estos efectos, los dos meses previstos 
en el número dos del artículo 79 de la vigente Ley de Contrato de Trabajo.

g) Las demás que puedan declararse expresamente por el Ministerio de Trabajo, al 
amparo de lo previsto en el número dos del artículo 79 de la Ley de la Seguridad Social de 
21 de abril de 1968.

Artículo 3.  Hecho causante.
Las prestaciones enumeradas en el artículo primero se entenderán causadas, siempre 

que concurran las condiciones que para cada una de ellas se señalan en los capítulos 
siguientes, en la fecha en que se produzca el fallecimiento del sujeto causante salvo para la 
pensión de orfandad, cuando el beneficiario sea hijo póstumo, en cuyo caso se entenderá 
causada en la fecha de su nacimiento.

CAPÍTULO II
Subsidio de defunción

Artículo 4.  Concepto.
El fallecimiento del causante dará derecho a la percepción inmediata de un subsidio de 

defunción para hacer frente a los gastos de sepelio.

Artículo 5.  Beneficiarios.
1. Será beneficiario del subsidio de defunción quien haya soportado los gastos del 

sepelio del sujeto causante. Se presumirá, salvo prueba en contrario, que dichos gastos han 
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sido satisfechos por este orden; por la viuda, hijos o parientes del fallecido que conviviesen 
con él habitualmente.

2. Si no existiese persona alguna que atendiese al sepelio del fallecido, lo hará la 
Mutualidad Laboral, sin que los gastos ocasionados puedan exceder de la cuantía señalada 
para esta prestación.

Artículo 6.  Cuantía de la prestación.
El subsidio de defunción consistirá en la entrega, por una sola vez, de una prestación de 

la siguiente cuantía:
a) Cinco mil pesetas, cuando el beneficiario sea alguno de los familiares del fallecido, 

que se mencionan en el número 1 del artículo anterior.
b) El importe de los gastos ocasionados por el sepelio, sin que pueda rebasarse la 

cantidad señalada en el apartado anterior, cuando el subsidio se satisfaga a la persona 
distinta de los indicados familiares, que demuestren haber soportado tales gastos.

CAPÍTULO III
Prestaciones de viudedad

Sección 1.ª Pensión de viudedad

Artículo 7.  Beneficiarios.
1. Tendrá derecho a la pensión de viudedad, con carácter vitalicio, salvo que se produzca 

alguna de las causas de extinción previstas en el artículo 11, la viuda cuando, al fallecimiento 
de su cónyuge, concurran los requisitos siguientes:

a) Que la viuda hubiese convivido habitualmente con su cónyuge causante o, en caso de 
separación judicial, que la sentencia firme la reconociese como inocente u obligase al marido 
a prestarle alimentos.

b) Que el cónyuge causante, si al fallecer se encontrase en activo o en situación 
asimilada al alta, haya completado el período de cotización de quinientos días, dentro de los 
cinco años anteriores a la fecha del fallecimiento, salvo que la causa de éste sea un 
accidente de trabajo o enfermedad profesional, en cuyo caso no se exigirá este requisito.

c) Que la viuda se encuentre en alguna de las situaciones siguientes:
a') Haber cumplido la edad de cuarenta años.
b') Estar incapacitada para el trabajo.
c') Tener a su cargo hijos habidos del causante con derecho a pensión de orfandad.
2. El viudo tendrá derecho a pensión, en las condiciones señaladas en el párrafo primero 

del número anterior, únicamente en el caso de que, además de concurrir los requisitos 
señalados en los apartados a) y b) de dicho número, se encuentre, al tiempo de fallecer su 
esposa, incapacitado para el trabajo y sostenido económicamente por ella.

3. Se entenderá por incapacidad para el trabajo, en los casos a que se refiere el 
apartado c) y b') del número 1, y el número precedente, la de carácter permanente y 
absoluto que inhabilite por completo para toda profesión u oficio.

Artículo 8.  Cuantía.
1. La cuantía de la pensión vitalicia de viudedad será equivalente al 45 por 100 de base 

reguladora correspondiente al causante.
2. Si el causante fuera pensionista de vejez o invalidez y, por tanto, la base reguladora 

fuese el importe de la pensión correspondiente a tales situaciones, el porcentaje se elevará 
hasta alcanzar el del 60 por 100, sin que la cuantía de la pensión así resultante pueda ser 
superior a la que correspondería de no ser pensionista el causante.
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Artículo 9.  Base reguladora.
La base reguladora de la pensión vitalicia de viudedad se determinará de acuerdo con 

las siguientes normas:
a) Cuando el causante fuese trabajador en activo, o se encontrase en situación asimilada 

al alta, al tiempo de su fallecimiento, y éste no sea debido a accidente de trabajo o 
enfermedad profesional, la base reguladora será el cociente que resulte de dividir por 
veintiocho la suma de las bases de cotización del causante durante un período 
ininterrumpido de veinticuatro meses naturales aun cuando dentro del mismo existan lapsos 
en los que no haya habido obligación de cotizar.

El período de veinticuatro meses, a que se refiere el párrafo anterior, será elegido por el 
beneficiario dentro de los siete años inmediatamente anteriores a la fecha en que se cause 
el derecho a la pensión.

b) Cuando el causante fuese pensionista de vejez o invalidez, la base reguladora será el 
importe de su pensión, sin que se compute a estos efectos el incremento del 50 por 100 de 
la pensión que se concede a los grandes inválidos con destino a remunerar a la persona que 
le atienda.

c) Cuando el causante fuese inválido provisional o estuviese percibiendo subsidio de 
espera o de asistencia, la base reguladora se determinará en la forma prevista en el 
apartado a) del presente artículo.

d) Cuando el fallecimiento del causante sea debido a accidente de trabajo o a 
enfermedad profesional, la base reguladora se determinará, en todos los casos, sobre las 
retribuciones efectivamente percibidas, en tanto que de acuerdo con lo preceptuado en el 
número 8 de la Disposición Transitoria Tercera de la Ley de la Seguridad Social, la cotización 
correspondiente a dichas contingencias continúe efectuándose sobre tales retribuciones; 
dicha determinación se llevará a cabo con sujeción a las normas que para los casos de 
muerte se establecen en el capítulo V del Reglamento de Accidentes de Trabajo, aprobado 
por Decreto de 22 de junio de 1956.

Artículo 10.  Compatibilidad.
La pensión de viudedad será compatible con cualquier renta de trabajo de la viuda o con 

la pensión de vejez o invalidez a que la misma pueda tener derecho.

Artículo 11.  Extinción.
La pensión de viudedad se extinguirá por las siguientes causas:
1. Contraer nuevo matrimonio. No obstante, podrán mantener el percibo de la pensión de 

viudedad, aunque contraigan nuevo matrimonio, los pensionistas de viudedad en quienes 
concurran los siguientes requisitos:

a) Ser mayor de sesenta y un años o menor de dicha edad, siempre que, en este último 
caso, tengan reconocida también una pensión de incapacidad permanente, en el grado de 
incapacidad absoluta o de gran invalidez, o acrediten una minusvalía en un grado igual o 
superior al 65 por 100.

b) Constituir la pensión o pensiones de viudedad percibidas por el pensionista la principal 
o única fuente de rendimientos. Se entenderá que la pensión o pensiones de viudedad 
constituye la principal fuente de rendimientos, cuando el importe anual de la misma o de las 
mismas represente, como mínimo, el 75 por 100 del total de ingresos de aquél, en cómputo 
anual. Para el cómputo del indicado porcentaje, se considerará comprendida en la cuantía 
de la pensión el complemento por mínimos que, en su caso, pudiera corresponder.

Se considerarán como rendimientos computables cualesquiera bienes y derechos, 
derivados tanto del trabajo como del capital, así como los de naturaleza prestacional. Los 
rendimientos indicados se tomarán en el valor percibido en el ejercicio anterior, debiendo 
excluirse los dejados de percibir, en su caso, como consecuencia del hecho causante de las 
prestaciones, así como aquéllos que se pruebe que no han de ser percibidos en el ejercicio 
corriente.
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c) Tener el matrimonio unos ingresos anuales, de cualquier naturaleza, incluida la 
pensión o pensiones de viudedad, que no superen dos veces el importe, en cómputo anual, 
del salario mínimo interprofesional, vigente en cada momento.

El cómputo de los ingresos se llevará a cabo aplicando las mismas reglas que estén 
establecidas, a efectos de la percepción de los complementos a mínimos de las pensiones 
de la Seguridad Social, en su modalidad contributiva.

En los supuestos en que las cuantías de la pensión o pensiones de viudedad no superen 
el porcentaje señalado en el párrafo b), pero, sumadas a los demás ingresos percibidos por 
los dos cónyuges, sobrepasen el límite establecido en el primer párrafo de la presente letra, 
se procederá a la minoración de los importes de la pensión o pensiones de viudedad, a fin 
de no superar el límite indicado.

En el caso de que exista más de una pensión de viudedad, la minoración en cada una de 
ellas se llevará a cabo proporcionalmente a la relación existente entre cada pensión y la 
suma total de todas ellas.

La nueva pensión de viudedad que pudiese generarse, como consecuencia del 
fallecimiento del nuevo cónyuge, será incompatible con la pensión o pensiones de viudedad 
que se venían percibiendo, debiendo el interesado optar por una de ellas.

2. Declaración, en sentencia firme, de culpabilidad en la muerte del causante.
3. Fallecimiento.
4. Constituir una pareja de hecho. No obstante, no se extinguirá el derecho a la pensión 

de viudedad cuando se den los mismos supuestos que los regulados en el apartado 1 para 
el mantenimiento de la pensión de viudedad en caso de matrimonio.

Sección 2.ª Subsidio temporal de viudedad

Artículo 12.  Beneficiarios.
Tendrá derecho a un subsidio temporal de viudedad la viuda que, al fallecimiento de su 

cónyuge, reúna los requisitos señalados en los apartados a) y b) del número 1 del artículo 7 
y no se encuentre en ninguna de las situaciones previstas en su apartado c).

Artículo 13.  Cuantía.
La cuantía mensual del subsidio temporal a que se refiere el artículo anterior será igual a 

la que hubiera correspondido a la pensión de viudedad, en caso de haber tenido derecho a 
ella la beneficiaria, y se percibirá durante veinticuatro mensualidades, siempre que antes no 
concurra alguna causa de extinción.

Artículo 14.  Compatibilidad.
El subsidio temporal de viudedad será compatible con cualquier renta de trabajo de la 

viuda o con la pensión de invalidez a que la misma pueda tener derecho.

Artículo 15.  Extinción.
1. El subsidio temporal de viudedad se extinguirá:
a) Por agotamiento del período de duración fijado como máximo.
b) Por las causas de extinción fijadas para la pensión de viudedad, salvo las señaladas 

en los apartados b) y d) del artículo 11.
2. Cuando la causa de extinción sea la prevista en el aparatado a) del artículo 11, la 

beneficiarla tendrá derecho a percibir, por una sólo vez, una cantidad equivalente a las 
mensualidades que resten, hasta completar las veinticuatro que constituyen la duración 
máxima del subsidio, sin que el número de aquéllas pueda exceder de doce.

CÓDIGO DE DERECHO MATRIMONIAL

§ 30  Prestaciones de muerte y supervivencia del Régimen General de la Seguridad Social

– 295 –



CAPÍTULO IV
Pensión de orfandad

Artículo 16.  Beneficiarios.
(Derogado)

Artículo 17.  Cuantía.
1. La cuantía de la pensión de orfandad será para cada huérfano la equivalente al 20 por 

100 de la base reguladora del causante, calculada de acuerdo con las normas que para la 
pensión de viudedad se señalan en el artículo 9.º, sin que la cuantía de la pensión sea, en 
ningún caso, inferior a 250 pesetas mensuales.

2. El porcentaje que se establece en el número anterior se incrementará con el que se 
señala en el artículo 8.º, para la pensión de viudedad, cuando a la muerte del causante no 
quede cónyuge sobreviviente o cuando el cónyuge sobreviviente con derecho a pensión de 
viudedad falleciese estando en el disfrute de la misma.

En caso de existir varios huérfanos con derecho a pensión, el incremento se distribuirá 
entre todos ellos por partes iguales.

3. En el supuesto de que concurran en los mismos beneficiarios pensiones de orfandad 
causadas por el padre y la madre, dichas pensiones serán compatibles entre sí.

La cuantía mínima que se señala en número 1 de este artículo sólo será aplicable a las 
pensiones que provengan de uno de los causantes.

El incremento previsto en el número 2 del presente artículo sólo podrá aplicarse a las 
pensiones originadas por uno de los causantes.

Las pensiones originadas por cada uno de los causantes podrán alcanzar hasta el 100 
por 100 de su respectiva base reguladora.

Artículo 18.  Límite.
1. En todo caso, la suma de las pensiones de viudedad y de orfandad no podrá exceder 

de la cuantía de la base reguladora sobre la que se hayan determinado dichas pensiones.
2. En los supuestos en los que habiendo sido preciso aplicar el indicado límite se 

produjese la extinción del derecho de cualquiera de los beneficios de las pensiones a que el 
número anterior se refiere, se volverán a calcular nuevamente las cuantías de las 
correspondientes a los restantes beneficiarios hasta que la suma de las mismas alcance el 
expresado limite.

Artículo 19.  Compatibilidad y opción.
(Derogado)

Artículo 20.  Abono de la pensión.
(Derogado)

Artículo 21.  Extinción.
1. La pensión de orfandad se extinguirá por alguna de las siguientes causas que afecten 

al beneficiario:
a) Cumplir la edad mínima fijada en cada caso, de las previstas en el artículo 175 del 

texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1/1994, de 20 de junio, salvo que, en tal momento, tuviera reducida su capacidad 
de trabajo en un porcentaje valorado en un grado de incapacidad permanente, absoluta o 
gran invalidez.

b) Cesar en la incapacidad que le otorgaba el derecho a la pensión.
c) Adopción.
d) Contraer matrimonio, salvo que estuviera afectado por incapacidad en uno de los 

grados señalados en el párrafo a).
e) Fallecimiento.
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2. Si al extinguirse la pensión, por cualquiera de las causas señaladas en los párrafos a), 
b), c) y d) del apartado anterior, el beneficiario no ha devengado 12 mensualidades de la 
misma, le será entregada de una sola vez, la cantidad precisa para completarlas.

Igual regla será de aplicación, cuando el beneficiario no hubiera llegado a devengar 
cantidad alguna de la pensión de orfandad antes de llegar a la edad límite para ser perceptor 
de la misma, por haberla solicitado en fecha posterior al cumplimiento de dicha edad, 
siempre que en la fecha del hecho causante hubiera reunido las condiciones para ser 
beneficiario

3. En el supuesto de que se hubiese incrementado las pensiones de orfandad con el 
porcentaje de la de viudedad y se extinguiera el derecho a la pensión de orfandad de 
cualquiera de los beneficiarios, la parte de porcentaje de la de viudedad que le hubiese 
correspondido en su día pasará a incrementar la pensión de orfandad de los restantes 
beneficiarios.

CAPÍTULO V
Prestaciones a favor de los familiares

Sección 1.ª Pensión en favor de los familiares

Artículo 22.  Beneficiarios.
1. Serán beneficiarios de la pensión en favor de familiares los consanguíneos del 

causante señalados en los puntos siguientes que reúnan las condiciones en los mismos 
consignadas. Será además preciso que el causante, que al fallecer se encontrase en activo 
o en situación asimilada al alta, hubiese cubierto un período de cotización de quinientos días 
dentro de los cinco años anteriores a la fecha del fallecimiento, salvo que la causa de éste 
sea un accidente de trabajo o enfermedad profesional, en cuyo caso no se exigirá este 
requisito.

1) Nietos y hermanos.
a) Menores de dieciocho años o que tengan reducida su capacidad de trabajo en un 

porcentaje valorado en el grado de incapacidad permanente absoluta o gran invalidez.
En los casos en que el nieto o hermano del causante no efectúe un trabajo lucrativo por 

cuenta ajena o propia o, cuando realizándolo, los ingresos que obtenga, en cómputo anual, 
resulten inferiores al 75 por 100 de la cuantía del salario mínimo que se fije en cada 
momento, también en cómputo anual, se podrá ser beneficiario de la pensión en favor de 
familiares siempre que, al fallecer el causante, sea menor de veintidós años de edad.

Reconocido el derecho a la pensión o prolongado su disfrute, aquélla quedará en 
suspenso cuando los beneficiarios, mayores de dieciocho años, concierten un contrato 
laboral en cualquiera de sus modalidades o efectúen un trabajo por cuenta propia, siempre 
que los ingresos derivados del contrato o de la actividad de que se trate superen el límite 
señalado en el párrafo anterior o cuando los ingresos del trabajo que se viniese efectuando 
superen el indicado límite. La suspensión tendrá efectos desde el día siguiente a aquél en 
que concurra la causa de la suspensión.

Lo previsto en el párrafo anterior, será también de aplicación en los casos en que, con 
anterioridad al cumplimiento de los dieciocho años, se viniese percibiendo la pensión en 
favor de familiares y el pensionista viniese realizando un trabajo por cuenta ajena o por 
cuenta propia, cuando los ingresos superen el límite previsto en el párrafo segundo. En estos 
supuestos, la suspensión tendrá efectos en la fecha del cumplimiento de los dieciocho años. 
Para la determinación de los ingresos, en ningún caso se tendrán en cuenta los obtenidos 
por el huérfano antes de que se cumplan los dieciocho años.

El derecho a la pensión se recuperará cuando se extinga el contrato de trabajo, cese la 
actividad por cuenta propia o, en su caso, finalice la prestación por desempleo, incapacidad 
temporal, riesgo durante el embarazo o maternidad o, en los supuestos en que se continúe 
en la realización de una actividad o en el percibo de una prestación, cuando los ingresos 
derivados de una u otra no superen los límites señalados en el párrafo segundo. La 
recuperación tendrá efectos desde el día siguiente a la fecha de extinción del contrato de 
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trabajo, el cese en la actividad o a la finalización de la percepción de la correspondiente 
prestación, o de aquél en que se modifique la cuantía de los ingresos percibidos por uno u 
otras, siempre que se solicite dentro de los tres meses siguientes a la indicada fecha. En 
caso contrario, la pensión recuperada tendrá una retroactividad máxima de tres meses, a 
contar desde la solicitud.

Cuando en los supuestos indicados en los párrafos anteriores, los ingresos percibidos en 
el año por el beneficiario fuesen superiores al límite señalado en el párrafo primero, la 
recuperación de la pensión se producirá el día primero del año siguiente, siempre que en 
dicha fecha se sigan cumpliendo los requisitos exigidos.

Si al finalizar el ejercicio económico, los ingresos percibidos por el beneficiario hubiesen 
sido, en cómputo anual, inferiores al límite previsto en el párrafo primero, se abonará la 
pensión, por el tiempo no percibido, desde el día primero de enero de dicho ejercicio o desde 
la fecha en que se suspendió dicha pensión, de ser esta última posterior, siempre que se 
solicite en el plazo de los tres primeros meses del año siguiente. En otro caso, el período de 
percepción se reducirá en tantos días como se haya demorado la presentación de la 
solicitud.

b) Huérfanos de padre y madre.
c) Que convivieran con el causante, y a sus expensas, al menos con dos años de 

antelación al fallecimiento de aquél.
d) Que no tengan derecho a pensión pública.
e) Que carezcan de medios de subsistencia y no queden familiares con obligación y 

posibilidad de prestarles alimentos, según la legislación civil.
Se entenderá que el nieto o hermano del causante carece de medios de subsistencia, 

cuando los ingresos de que disponga, en cómputo anual, sean iguales o inferiores a la 
cuantía, también en cómputo anual, que esté establecida en cada momento para el salario 
mínimo interprofesional para trabajadores con dieciocho años.

Cuando el nieto o hermano tengan dieciocho o más años y realicen un trabajo por cuenta 
ajena o efectúan una actividad profesional por cuenta propia, será preciso, además, que los 
ingresos anuales procedentes del trabajo o de la actividad profesional no superen el 75 por 
100 del importe, también en cómputo anual, del salario mínimo interprofesional vigente en 
cada momento.

2) Madre y abuelas:
a) Viudas casadas cuyo marido esté incapacitado para el trabajo, o solteras.
b) Que reúnan las condiciones de los apartados c), d) y e) del punto anterior.
3) Padre y abuelos.
a) Que tengan cumplidos los sesenta años de edad o se hallen incapacitados para el 

trabajo.
b) Que reúnan las condiciones de los apartados c), d) y e) del punto primero.
2. Se entenderá por incapacidad para el trabajo, en los supuestos previstos en los 

apartados a) del punto 1), a) del punto 2) y a) del punto 3), del número anterior, la de 
carácter permanente y absoluta que inhabilite por completo para toda profesión u oficio.

Artículo 23.  Cuantía.
1. La cuantía de la pensión en favor de familiares será para cada uno de ellos igual a la 

señalada para la prestación de orfandad en el número 1 del artículo 17 de la presente Orden.
2. Si al fallecimiento del causante no quedase cónyuge sobreviviente, o cuando el 

cónyuge sobreviviente con derecho a pensión de viudedad falleciese estando en el disfrute 
de la misma, la pensión correspondiente a los nietos o hermanos se incrementará en la 
forma prevista en el número 2 del artículo 17. Si en el indicado momento no quedase 
cónyuge sobreviviente, ni hijos, nietos o hermanos con derecho a pensión, el porcentaje para 
determinar la pensión de los ascendientes se incrementará, en igual forma que en el anterior 
supuesto, distribuyéndose el incremento por partes iguales entre todos los ascendientes, si 
hubiera más de uno con derecho a pensión.
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Artículo 24.  Extinción.
La pensión a favor de familiares se extinguirá por las siguientes causas:
a) La de los nietos y hermanos, por las señaladas para la pensión de orfandad en el 

artículo 21 de la presente Orden.
b) La de los ascendientes por:
a') Contraer matrimonio.
b') Fallecimiento.

Sección 2.ª Subsidio temporal en favor de familiares

Artículo 25.  Beneficiarios.
Tendrán derecho al subsidio temporal en favor de familiares los hijos y hermanos que, en 

la fecha del hecho causante, sean mayores de veintidós años de edad, solteros o viudos, y 
reúnan las condiciones contenidas en los párrafos c), d) y e) del apartado 1, artículo 22, de la 
presente Orden.

Artículo 26.  Cuantía.
La cuantía del subsidio temporal en favor de familiares será igual a la señalada para la 

pensión en el número 1 del artículo 23 de la presente Orden y tendrá una duración máxima 
de doce mensualidades.

Artículo 27.  Extinción.
El subsidio temporal en favor de familiares se extinguirá por cualquiera de las siguientes 

causas:
a) Agotamiento del período de duración fijado como máximo.
b) Observar una conducta deshonesta o inmoral.
c) Fallecimiento.

CAPÍTULO VI
Indemnización especial a tanto alzado

Artículo 28.  Beneficiarios.
1. En caso de muerte por accidente de trabajo o enfermedad profesional la viuda, o el 

viudo que se encuentre en las condiciones previstas en el número 2 del artículo 7.º, y reúnan 
las condiciones necesarias para ser beneficiarios de las prestaciones por viudedad que se 
regulan en el capítulo III, tendrán derecho, además, a una indemnización especial por una 
sola vez.

2. En el caso de muerte debida a las contingencias que se mencionan en el número 
anterior, los huérfanos que reúnan las condiciones necesarias para ser beneficiarios de la 
pensión de orfandad, tendrán derecho, además, a una indemnización especial por una sola 
vez.

Artículo 29.  Cuantía.
1. La indemnización especial, en favor de la viuda, o del viudo, en su caso, prevista en el 

número 1 del artículo anterior será igual al importe de seis mensualidades de la base 
reguladora calculada en la forma que, para la viudedad, se señala en el artículo 9.º

2. La indemnización especial en favor de los huérfanos, a que se refiere el número 2 del 
artículo anterior, tendrá la siguiente cuantía:

a) Una mensualidad de la base reguladora para cada uno de los huérfanos beneficiarios, 
cuando exista también viuda o viudo, con derecho a esta indemnización especial.
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b) La misma cuantía señalada en el apartado anterior, más la cantidad que resulte de 
distribuir entre los huérfanos beneficiarios el importe de seis mensualidades de la referida 
base reguladora, cuando no exista viuda o viudo con derecho a esta indemnización especial.

CAPÍTULO VII
Reconocimiento del derecho y pago de las prestaciones

Artículo 30.  Reconocimiento del derecho.
El reconocimiento del derecho a las prestaciones a que la presente Orden se refiere se 

llevará a cabo, según la contingencia que haya ocasionado el fallecimiento del causante:
a) Por la correspondiente Mutualidad Laboral cuando la muerte sea debida a enfermedad 

común o accidente no laboral.
b) Por la Mutualidad Laboral o Mutua Patronal, que tenga a su cargo la protección de las 

contingencias, cuando la muerte sea debida a accidente de trabajo.
c) Por el correspondiente Servicio Común de la Seguridad Social, cuando la muerte sea 

debida a enfermedad profesional.

Artículo 31.  Pago.
1. El pago de las prestaciones que se regulan en la presente Orden correrá a cargo de la 

Mutualidad Laboral, Mutua Patronal, o Servicio Común de la Seguridad Social que, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo anterior, haya reconocido el derecho a las mismas, 
siendo aplicable, cuando la muerte del causante sea debida a accidente de trabajo, lo 
previsto en el número 3 del artículo 213 de la Ley de la Seguridad Social.

2. En caso de que existiese duda acerca de la contingencia que haya originado la muerte 
del causante, el subsidio de defunción será satisfecho, de forma inmediata, por la Mutualidad 
Laboral en que aquél estuviese encuadrado, sin perjuicio de que ésta repita contra la Entidad 
que, en definitiva, resulte obligada al pago de la prestación.

CAPÍTULO VIII
Pluriempleo

Artículo 32.  Base reguladora.
1. Para la determinación de la base reguladora de las prestaciones por muerte y 

supervivencia, en caso de pluriempleo del causante, se computarán todas sus bases de 
cotización en las distintas empresas, siendo de aplicación a la base reguladora así 
determinada el tope máximo establecido a efectos de cotización.

2. Salvo en el caso de fallecimiento debido a accidente de trabajo o enfermedad 
profesional, las prestaciones por muerte y supervivencia se abonarán íntegramente por una 
sola Mutualidad Laboral. Dicha Mutualidad será aquella en que el causante tuviese una base 
de cotización de cuantía superior en el mes inmediatamente anterior al de su fallecimiento y, 
a igualdad de bases, la Mutualidad que hubiera reconocido el derecho al subsidio de 
defunción.

3. En el supuesto de que el fallecimiento sea debido a accidente de trabajo o 
enfermedad profesional, el importe de los subsidios o del capital coste de las pensiones se 
prorrateará entre las diversas Mutualidades Laborales y Mutuas Patronales, en su caso, que 
cubran dichas contingencias en función de las respectivas bases de cotización del causante.

Artículo 33.  Reconocimiento al derecho y pago de las prestaciones.
El reconocimiento del derecho a las prestaciones a que la presente Orden se refiere y el 

pago de las mismas en las situaciones de pluriempleo, se llevará a cabo, según la 
contingencia que haya originado el fallecimiento del causante, de acuerdo con las siguientes 
normas:
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a) Cuando la muerte sea debida a enfermedad común o accidente no laboral, el 
reconocimiento y pago de las prestaciones se llevará a cabo por una sola Mutualidad 
Laboral; dicha Mutualidad será aquella en que el causante tuviese una base de cotización de 
cuantía superior en el mes inmediatamente anterior al de su fallecimiento y, a igualdad de 
bases, la Mutualidad que hubiera reconocido el derecho al subsidio de defunción.

b) Cuando la muerte sea debida a accidente de trabajo, el reconocimiento y pago de las 
prestaciones se llevará a cabo por la Mutualidad Laboral o Mutua Patronal, en su caso, que 
cubriese la indicada contingencia en la Empresa en la que se hubiera producido el accidente, 
y el importe de las prestaciones satisfechas, incluido el del capital coste de las pensiones, se 
prorrateará, en proporción a las respectivas bases por las que viniese cotizando el causante, 
entre todas las Mutualidades Laborales o Mutuas Patronales, en su caso, que cubrieran la 
citada contingencia en las distintas Empresas en las que se diese la situación de 
pluriempleo.

c) Cuando la muerte sea debida a enfermedad profesional el reconocimiento y pago de 
las prestaciones se llevará a cabo por el correspondiente Servicio Común de la Seguridad 
Social, de acuerdo con las normas generales aplicables en la materia.

Disposición final.  
Se faculta a la Dirección General de Previsión para resolver cuantas cuestiones puedan 

plantearse en la aplicación de lo dispuesto en la presente Orden, que surtirá efectos a partir 
del día 1 de enero de 1967.

Disposición transitoria.  
En tanto no se haga uso por el Ministerio de Trabajo de la facultad conferida por el 

número 1 de la disposición transitoria quinta de la Ley de Seguridad Social, el Servicio 
Común, a que se refieren los capítulos VII y VIII de la presente Orden, será el Fondo 
Compensador de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales.
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§ 31

Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y 

Fondos de Pensiones. [Inclusión parcial]

Ministerio de Economía
«BOE» núm. 298, de 13 de diciembre de 2002
Última modificación: 24 de diciembre de 2022

Referencia: BOE-A-2002-24252

[ . . . ]
CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.  Naturaleza de los planes de pensiones.
1. Los planes de pensiones definen el derecho de las personas a cuyo favor se 

constituyen a percibir rentas o capitales por jubilación, supervivencia, viudedad, orfandad o 
invalidez, las obligaciones de contribución a los mismos y, en la medida permitida por la 
presente Ley, las reglas de constitución y funcionamiento del patrimonio que al cumplimiento 
de los derechos que reconoce ha de afectarse.

2. Constituidos voluntariamente, sus prestaciones no serán, en ningún caso, sustitutivas 
de las preceptivas en el régimen correspondiente de la Seguridad Social, teniendo, en 
consecuencia, carácter privado y complementario o no de aquéllas.

Queda reservada la denominación de ''plan de pensiones'', así como sus siglas, a los 
regulados en los Capítulos I a III de esta Ley, sin perjuicio de los previstos en la Sección 
segunda de su Capítulo X, sujetos a la legislación de otros Estados miembros.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Régimen financiero de los planes de pensiones

Artículo 8.  Aportaciones y prestaciones.
1. Los planes de pensiones se instrumentarán mediante sistemas financieros y 

actuariales de capitalización que permitan establecer una equivalencia entre las 
aportaciones y las prestaciones futuras a los beneficiarios.

Dichos sistemas financieros y actuariales deberán implicar la formación de fondos de 
capitalización, provisiones matemáticas y otras provisiones técnicas suficientes para el 
conjunto de compromisos del plan de pensiones.
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En todo caso deberá constituirse un margen de solvencia mediante las reservas 
patrimoniales necesarias para compensar las eventuales desviaciones que por cualquier 
causa pudieran presentarse.

Las normas de constitución y cálculo de los fondos de capitalización, provisiones 
técnicas y del margen de solvencia se establecerán en el Reglamento de esta Ley.

2. El plan podrá prever la contratación de seguros, avales y otras garantías con las 
correspondientes entidades financieras para la cobertura de riesgos determinados o el 
aseguramiento o garantía de las prestaciones.

3. Las contribuciones o aportaciones se realizarán por el promotor o promotores y por los 
partícipes, respectivamente, en los casos y forma que, de conformidad con la presente Ley, 
establezca el respectivo plan de pensiones, determinándose y efectuándose las prestaciones 
según las normas que el mismo contenga.

4. La titularidad de los recursos patrimoniales afectos a cada plan corresponderá a los 
partícipes y beneficiarios.

5. Las fechas y modalidades de percepción de las prestaciones serán fijadas libremente 
por partícipe o por el beneficiario, en los términos que reglamentariamente se determinen, y 
con las limitaciones que, en su caso, se establezcan en las especificaciones de los planes.

6. Las contingencias por las que se satisfarán las prestaciones anteriores podrán ser:
a) Jubilación: para la determinación de esta contingencia se estará a lo previsto en el 

Régimen de Seguridad Social correspondiente.
Cuando no sea posible el acceso de un partícipe a la jubilación, la contingencia se 

entenderá producida a partir de que cumpla los 65 años de edad, en el momento en que el 
partícipe no ejerza o haya cesado en la actividad laboral o profesional, y no se encuentre 
cotizando para la contingencia de jubilación para ningún Régimen de la Seguridad Social. No 
obstante, podrá anticiparse la percepción de la prestación correspondiente a partir de los 
sesenta años de edad, en los términos que se establezcan reglamentariamente.

Los planes de pensiones podrán prever el pago de la prestación correspondiente a la 
jubilación en caso de que el partícipe, cualquiera que sea su edad, extinga su relación 
laboral y pase a situación legal de desempleo en los casos contemplados en los artículos 
49.1.g), 51, 52 y 57.bis del Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores. 
Reglamentariamente podrán establecerse condiciones para el mantenimiento o reanudación 
de las aportaciones a planes de pensiones en este supuesto.

A partir del acceso a la jubilación, el partícipe podrá seguir realizando aportaciones al 
plan de pensiones. No obstante, una vez iniciado el cobro de la prestación de jubilación o el 
cobro anticipado de la prestación correspondiente a jubilación, las aportaciones sólo podrán 
destinarse a las contingencias de fallecimiento y dependencia. El mismo régimen se aplicará 
cuando no sea posible el acceso a la jubilación, a las aportaciones que se realicen a partir de 
que se cumplan los 65 años de edad. Reglamentariamente podrán establecerse las 
condiciones bajo las cuales podrán reanudarse las aportaciones para jubilación con motivo 
del alta posterior en un Régimen de Seguridad Social por ejercicio o reanudación de 
actividad.

Lo dispuesto en la letra a) se entenderá sin perjuicio de las aportaciones a favor de 
beneficiarios que realicen los promotores de los planes de pensiones del sistema de empleo 
al amparo de lo previsto en el apartado 3 del artículo 5 de esta Ley.

b) Incapacidad laboral total y permanente para la profesión habitual o absoluta y 
permanente para todo trabajo, y la gran invalidez, determinadas conforme al Régimen 
correspondiente de Seguridad Social.

Reglamentariamente podrá regularse el destino de las aportaciones para contingencias 
susceptibles de acaecer en las personas incursas en dichas situaciones.

c) Muerte del partícipe o beneficiario, que puede generar derecho a prestaciones de 
viudedad, orfandad o a favor de otros herederos o personas designadas.

d) Dependencia severa o gran dependencia del partícipe regulada en la Ley de 
promoción de la autonomía personal y atención a las personas en situación de dependencia.

A efectos de lo previsto en la disposición adicional primera de esta Ley, las contingencias 
que deberán instrumentarse en las condiciones establecidas en la misma serán las de 
jubilación, incapacidad, fallecimiento y dependencia previstas respectivamente en las letras 
a), b), c) y d) anteriores.
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Los compromisos asumidos por las empresas con los trabajadores que extingan su 
relación laboral con aquéllas y pasen a situación legal de desempleo en los casos 
contemplados en el párrafo tercero de la letra a) anterior, que consistan en el pago de 
prestaciones con anterioridad a la jubilación, podrán ser objeto de instrumentación, con 
carácter voluntario, de acuerdo con el régimen previsto en la disposición adicional primera de 
esta Ley, en cuyo caso se someterán a la normativa financiera y fiscal derivada de ésta.

7. Constituyen derechos consolidados por los partícipes de un plan de pensiones los 
siguientes:

a) En los planes de pensiones de aportación definida, la cuota parte que corresponde al 
partícipe, determinada en función de las aportaciones, rendimientos y gastos.

b) En los planes de prestación definida, la reserva que le corresponda de acuerdo con el 
sistema actuarial utilizado.

8. Los partícipes sólo podrán hacer efectivos sus derechos consolidados en los 
supuestos de desempleo de larga duración o de enfermedad grave. Reglamentariamente se 
determinarán estas situaciones, así como las condiciones y términos en que podrán hacerse 
efectivos los derechos consolidados en tales supuestos.

Asimismo, los partícipes de los planes de pensiones del sistema individual y asociado 
podrán disponer anticipadamente del importe de sus derechos consolidados correspondiente 
a aportaciones realizadas con al menos diez años de antigüedad. La percepción de los 
derechos consolidados en este supuesto será compatible con la realización de aportaciones 
a planes de pensiones para contingencias susceptibles de acaecer. Los partícipes de los 
planes de pensiones del sistema de empleo podrán disponer de los derechos consolidados 
correspondientes a las aportaciones y contribuciones empresariales realizadas con al menos 
diez años de antigüedad si así lo permite el compromiso y lo prevén las especificaciones del 
plan y con las condiciones o limitaciones que éstas establezcan en su caso. 
Reglamentariamente se establecerán las condiciones, términos y límites en que podrán 
hacerse efectivos los derechos consolidados en los supuestos previstos en este párrafo.

En todo caso, las cantidades percibidas en los supuestos previstos en los párrafos 
anteriores se sujetarán al régimen fiscal establecido por la Ley para las prestaciones de los 
planes de pensiones.

Los derechos consolidados en los planes de pensiones del sistema asociado e individual 
podrán movilizarse a otro plan o planes de pensiones, por decisión unilateral del partícipe o 
por pérdida de la condición de asociado del promotor en un plan de pensiones del sistema 
asociado o por terminación del plan.

Los derechos económicos de los beneficiarios en los planes de pensiones del sistema 
individual y asociado también podrán movilizarse a otros planes de pensiones a petición del 
beneficiario, siempre y cuando las condiciones de garantía y aseguramiento de la prestación 
así lo permitan y en las condiciones previstas en las especificaciones de los planes de 
pensiones correspondientes.

Los derechos consolidados de los partícipes en los planes de pensiones del sistema de 
empleo no podrán movilizarse a otros planes de pensiones, salvo en el supuesto de 
extinción de la relación laboral y en las condiciones que reglamentariamente se establezcan, 
y sólo si estuviese previsto en las especificaciones del plan, o por terminación del plan de 
pensiones. Los derechos económicos de los beneficiarios en los planes de empleo no 
podrán movilizarse, salvo por terminación del plan de pensiones.

El partícipe o beneficiario de un plan de pensiones que decida movilizar sus derechos 
deberá dirigirse a la entidad gestora del fondo de destino, a la que ordenará por un medio 
fehaciente la realización de las gestiones necesarias. La entidad gestora de destino deberá 
comprobar el cumplimiento de los requisitos establecidos en esta Ley y en su normativa de 
desarrollo para la movilización de tales derechos, y solicitar a la gestora del fondo de origen 
el traspaso de los derechos indicándole, al menos, el plan y fondo de pensiones de destino, 
el depositario de éste y los datos de la cuenta del fondo de pensiones de destino a la que 
debe efectuarse el traspaso. La entidad gestora de origen, una vez realizadas las 
comprobaciones que estime necesarias, deberá ordenar la transferencia bancaria 
correspondiente y remitir a la gestora de destino toda la información financiera y fiscal 
necesaria para el traspaso. En los traspasos solicitados por partícipes, dicha información 
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incluirá un detalle de la cuantía de cada una de las aportaciones realizadas de las que 
derivan los derechos consolidados objeto de traspaso y de las fechas en que se hicieron 
efectivas.

La entidad gestora de destino conservará la documentación derivada de las 
movilizaciones entre planes de pensiones a disposición de la entidad gestora de origen, de 
las entidades depositarias de los fondos de origen y de destino, así como a disposición de 
las autoridades competentes.

Reglamentariamente se podrán regular las condiciones del procedimiento y plazos para 
tramitar y hacer efectivas las movilizaciones de derechos de los partícipes y beneficiarios en 
los términos necesarios que garanticen la fiabilidad, transparencia y agilidad de las 
movilizaciones, así como autorizar sistemas estandarizados con las debidas garantías de 
seguridad para la transmisión de información entre las entidades intervinientes y para la 
transferencia de efectivo.

Lo dispuesto en este apartado se entiende sin perjuicio de las movilizaciones de los 
derechos consolidados y económicos entre planes de pensiones, planes de previsión 
asegurados y planes de previsión social empresarial previstas en la disposición adicional 
sexta de esta Ley.

Los derechos consolidados del partícipe en un plan de pensiones no podrán ser objeto 
de embargo, traba judicial o administrativa, hasta el momento en que se cause el derecho a 
la prestación o en que sean disponibles en los supuestos de enfermedad grave o desempleo 
de larga duración o por corresponder a aportaciones realizadas con al menos diez años de 
antigüedad.

El concurso de acreedores no podrá dar lugar a la resolución judicial del plan de 
pensiones del concursado.

9. A instancia de los partícipes deberán expedirse certificados de pertenencia a los 
planes de pensiones que, en ningún caso, serán transmisibles.

10. Las prestaciones de los planes de pensiones deberán ser abonadas al beneficiario o 
beneficiarios previstos o designados, salvo que mediara embargo, traba judicial o 
administrativa, en cuyo caso se estará a lo que disponga el mandamiento correspondiente.

[ . . . ]
Disposición adicional cuarta.  Planes de pensiones y mutualidades de previsión social 
constituidos a favor de personas con discapacidad.

Podrán realizarse aportaciones a planes de pensiones a favor de personas con un grado 
de minusvalía física o sensorial igual o superior al 65 por 100, psíquica igual o superior al 33 
por 100, así como de personas con discapacidad que tengan una incapacidad declarada 
judicialmente con independencia de su grado. A los mismos les resultará aplicable el 
régimen financiero de los planes de pensiones con las siguientes especialidades:

1. Podrán efectuar aportaciones al plan de pensiones tanto la propia persona con 
discapacidad partícipe como las personas que tengan con el mismo una relación de 
parentesco en línea directa o colateral hasta el tercer grado inclusive, así como el cónyuge o 
aquellos que les tuviesen a su cargo en régimen de tutela o acogimiento. En estos últimos 
supuestos, las personas con discapacidad habrán de ser designadas beneficiarias de 
manera única e irrevocable para cualquier contingencia. No obstante, la contingencia de 
muerte de la persona con discapacidad podrá generar derecho a prestaciones de viudedad, 
orfandad o a favor de quienes hayan realizado aportaciones al plan de pensiones de la 
persona con discapacidad en proporción a la aportación de éstos.

2. Como límite máximo de las aportaciones, a efectos de lo previsto en el apartado 3 del 
artículo 5 de la presente Ley, se aplicarán las siguientes cuantías:

a) Las aportaciones anuales máximas realizadas por las personas con discapacidad 
partícipes, no podrán rebasar la cantidad de 24.250 euros.

b) Las aportaciones anuales máximas realizadas por cada partícipe a favor de personas 
con discapacidad ligadas por relación de parentesco no podrán rebasar la cantidad de 
10.000 euros.
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c) Las aportaciones anuales máximas a planes de pensiones realizadas a favor de una 
persona con discapacidad, incluyendo sus propias aportaciones, no podrán rebasar la 
cantidad de 24.250 euros.

La inobservancia de estos límites de aportación será objeto de la sanción prevista en el 
apartado 4 del artículo 36 de la presente Ley. A estos efectos, cuando concurran varias 
aportaciones a favor de la persona con discapacidad, se entenderá que el límite de 24.250 
euros se cubre, primero, con las aportaciones de la propia persona con discapacidad, y 
cuando éstas no superen dicho límite, con las restantes aportaciones, en proporción a su 
cuantía.

La aceptación de aportaciones a un plan de pensiones a nombre de un mismo 
beneficiario con discapacidad, por encima del límite de 24.250 euros anuales, tendrá la 
consideración de infracción muy grave, en los términos previstos en el párrafo n) del 
apartado 3 del artículo 35 de esta Ley.

3. Las prestaciones del plan de pensiones deberán ser en forma de renta, salvo que, por 
circunstancias excepcionales, y en los términos y condiciones que reglamentariamente se 
establezcan, puedan percibirse en forma de capital.

4. Reglamentariamente podrán establecerse especificaciones en relación con las 
contingencias por las que pueden satisfacerse las prestaciones, a las que se refiere el 
apartado 6 del artículo 8 de esta Ley.

5. Reglamentariamente se determinarán los supuestos en los que podrán hacerse 
efectivos los derechos consolidados en el plan de pensiones por parte de las personas con 
discapacidad, de acuerdo con lo previsto en el apartado 8 del artículo 8 de la presente Ley.

6. El régimen regulado en esta disposición adicional será de aplicación a las 
aportaciones y prestaciones realizadas o percibidas de mutualidades de previsión social, de 
planes de previsión social, de planes de previsión asegurados, planes de previsión social 
empresarial y seguros que cubran exclusivamente el riesgo de gran dependencia conforme a 
lo dispuesto en la Ley de promoción de la autonomía personal y atención a las personas en 
situación de dependencia a favor de personas con discapacidad que cumplan los requisitos 
previstos en los anteriores apartados y los que se establezcan reglamentariamente. Los 
límites establecidos serán conjuntos para todos los sistemas de previsión social en esta 
disposición de las mismas a favor de personas con discapacidad que cumplan los requisitos 
previstos en los anteriores apartados.

[ . . . ]
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§ 32

Real Decreto 304/2004, de 20 de febrero, por el que se aprueba el 
Reglamento de planes y fondos de pensiones. [Inclusión parcial]

Ministerio de Economía
«BOE» núm. 48, de 25 de febrero de 2004
Última modificación: 23 de octubre de 2024

Referencia: BOE-A-2004-3453

[ . . . ]
TÍTULO I

Sistema de planes y fondos de pensiones

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Régimen de contribuciones y prestaciones del sistema

Sección 1.ª Régimen general de aportaciones, contingencias y prestaciones

[ . . . ]
Artículo 9.  Supuestos excepcionales de liquidez.

1. Excepcionalmente, los derechos consolidados en los planes de pensiones podrán 
hacerse efectivos en su totalidad o en parte en los supuestos de enfermedad grave o 
desempleo de larga duración de acuerdo con lo previsto en este artículo, siempre que lo 
contemplen expresamente las especificaciones del plan de pensiones y con las condiciones 
y limitaciones que éstas establezcan.

2. Las especificaciones de planes de pensiones podrán prever la facultad del partícipe de 
hacer efectivos sus derechos consolidados en el caso de que se vea afectado por una 
enfermedad grave bien su cónyuge, bien alguno de los ascendientes o descendientes de 
aquéllos en primer grado o persona que, en régimen de tutela o acogimiento, conviva con el 
partícipe o de él dependa.

Se considera enfermedad grave a estos efectos, siempre que pueda acreditarse 
mediante certificado médico de los servicios competentes de las entidades sanitarias de la 
Seguridad Social o entidades concertadas que atiendan al afectado:

a) Cualquier dolencia o lesión que incapacite temporalmente para la ocupación o 
actividad habitual de la persona durante un período continuado mínimo de tres meses, y que 
requiera intervención clínica de cirugía mayor o tratamiento en un centro hospitalario.

b) Cualquier dolencia o lesión con secuelas permanentes que limiten parcialmente o 
impidan totalmente la ocupación o actividad habitual de la persona afectada, o la incapaciten 
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para la realización de cualquier ocupación o actividad, requiera o no, en este caso, 
asistencia de otras personas para las actividades más esenciales de la vida humana.

Los supuestos anteriores se reputarán enfermedad grave en tanto no den lugar a la 
percepción por el partícipe de una prestación por incapacidad permanente en cualquiera de 
sus grados, conforme al régimen de la Seguridad Social, y siempre que supongan para el 
partícipe una disminución de su renta disponible por aumento de gastos o reducción de sus 
ingresos.

3. Los derechos consolidados en los planes de pensiones podrán hacerse efectivos en el 
supuesto de desempleo de larga duración. A los efectos previstos en este artículo se 
considera que el partícipe se halla en situación de desempleo de larga duración siempre que 
reúna las siguientes condiciones:

a) Hallarse en situación legal de desempleo.
Se consideran situaciones legales de desempleo los supuestos de extinción de la 

relación laboral o administrativa y suspensión del contrato de trabajo contemplados como 
tales situaciones legales de desempleo en el artículo 208.1.1 y 2 del texto refundido de la 
Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 
de junio, y normas complementarias y de desarrollo.

b) No tener derecho a las prestaciones por desempleo en su nivel contributivo, o haber 
agotado dichas prestaciones.

c) Estar inscrito en el momento de la solicitud como demandante de empleo en el 
servicio público de empleo correspondiente.

d) En el caso de los trabajadores por cuenta propia que hubieran estado previamente 
integrados en un régimen de la Seguridad Social como tales y hayan cesado en su actividad, 
también podrán hacerse efectivos los derechos consolidados si concurren los requisitos 
establecidos en los párrafos b) y c) anteriores.

4. Los partícipes de los planes de pensiones del sistema individual y asociado podrán 
disponer anticipadamente del importe, total o parcial, de sus derechos consolidados 
correspondiente a aportaciones realizadas con al menos diez años de antigüedad. Los 
partícipes de los planes de pensiones del sistema de empleo podrán disponer de los 
derechos consolidados correspondientes a las aportaciones y contribuciones empresariales 
realizadas con al menos diez años de antigüedad, si así lo permite el compromiso y lo 
prevén las especificaciones del plan y con las condiciones o limitaciones que éstas 
establezcan en su caso.

[ . . . ]
Sección 2.ª Régimen financiero especial para personas con discapacidad

Artículo 12.  Aportaciones a favor de personas con discapacidad.
De acuerdo con el régimen especial previsto en la disposición adicional cuarta del texto 

refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones y en las 
condiciones establecidas en este reglamento, las especificaciones de los planes de 
pensiones podrán prever la realización de aportaciones a planes de pensiones a favor de 
personas con un grado de discapacidad física o sensorial igual o superior al 65 por ciento, 
psíquica igual o superior al 33 por ciento, así como de personas sujetas a curatela 
establecida judicialmente. El grado de discapacidad se acreditará mediante certificado 
expedido conforme a la normativa aplicable o por resolución judicial firme. A éstos les 
resultará aplicable el régimen financiero de los planes de pensiones con las siguientes 
especialidades:

a) Al amparo de este régimen especial podrán efectuarse tanto aportaciones directas del 
propio partícipe con discapacidad como aportaciones a su favor por parte de las personas 
que tengan con él una relación de parentesco en línea directa o colateral hasta el tercer 
grado inclusive, así como el cónyuge o aquellos que les tuviesen a su cargo en régimen de 
tutela o acogimiento o al que haya sido designado judicialmente como curador del partícipe.

En el caso de aportaciones a favor de personas con discapacidad, éstas habrán de ser 
designadas beneficiarias de manera única e irrevocable para cualquier contingencia. En 
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caso de fallecimiento de la persona con discapacidad, será de aplicación lo establecido en el 
artículo 13.c).

b) Las aportaciones a favor de personas con discapacidad podrán realizarse a planes de 
pensiones del sistema individual, así como a planes de pensiones de sistema asociado en el 
caso de que la propia persona con discapacidad, o la persona que realice la aportación a su 
favor, sea socio, miembro o afiliado de la entidad promotora.

En todo caso, la titularidad de los derechos consolidados generados por las aportaciones 
efectuadas de acuerdo con este reglamento a favor de una persona con discapacidad 
corresponderá a esta última, la cual ejercerá los derechos inherentes a la condición de 
partícipe por sí a través de su representante legal si fuese menor de edad o a través del 
curador con facultades representativas nombrado por la sentencia dictada en el 
procedimiento de provisión de medidas judiciales de apoyo a la persona con discapacidad

Lo anterior se entiende sin perjuicio de las aportaciones que pueda efectuar la propia 
persona con discapacidad al mismo plan o a otros planes de pensiones.

c) Las aportaciones previstas en los párrafos a) y b) anteriores se realizarán sin perjuicio 
de las contribuciones realizadas por el promotor de un plan de empleo a favor de personas 
con discapacidad en razón de su pertenencia a aquél.

Artículo 13.  Contingencias del régimen especial para personas con discapacidad.
Las aportaciones a planes de pensiones realizadas por partícipes con un grado de 

discapacidad en los términos previstos en el artículo 12, así como las realizadas a su favor 
conforme a dicho artículo, podrán destinarse a la cobertura de las siguientes contingencias:

a) Jubilación de la persona con discapacidad conforme a lo establecido en el artículo 7.
De no ser posible el acceso a esta situación, podrán percibir la prestación 

correspondiente a la edad que se señale de acuerdo a las especificaciones del plan a partir 
de que cumpla los 45 años, siempre que carezca de empleo u ocupación profesional.

b) Incapacidad y dependencia, conforme a lo previsto en el artículo 7.b) y d), de la 
persona con discapacidad o del cónyuge de la persona con discapacidad, o de quien haya 
sido designado judicialmente como curador del partícipe o de uno de los parientes en línea 
directa o colateral hasta el tercer grado inclusive de los cuales dependa o de quien le tuviese 
a su cargo en régimen de tutela o acogimiento.

Así mismo, podrá ser objeto de cobertura el agravamiento del grado de discapacidad del 
partícipe que le incapacite de forma permanente para el empleo u ocupación que viniera 
ejerciendo, o para todo trabajo, incluida la gran invalidez sobrevenida, cuando no sea posible 
el acceso a prestación conforme a un Régimen de la Seguridad Social.

c) Fallecimiento de la persona con discapacidad, que puede generar prestaciones 
conforme a lo establecido en el artículo 7.c).

No obstante, las aportaciones realizadas por personas que puedan realizar aportaciones 
a favor de la persona con discapacidad conforme a lo previsto en el artículo 12.a) sólo 
podrán generar, en caso de fallecimiento de la persona con discapacidad, prestaciones de 
viudedad, orfandad o a favor de quienes las hubiesen realizado, en proporción a la 
aportación de éstos.

d) Jubilación, conforme a lo previsto en el artículo 7, del cónyuge o de quien haya sido 
designado judicialmente como curador del partícipe o de uno de los parientes de la persona 
con discapacidad en línea directa o colateral hasta el tercer grado inclusive, de los cuales 
dependa o de quien le tenga a su cargo en régimen de tutela o acogimiento.

e) Fallecimiento del cónyuge de la persona con discapacidad, o de quien haya sido 
designado judicialmente como curador del partícipe o de uno de los parientes en línea 
directa o colateral hasta el tercer grado inclusive de los cuales dependa o de quien le tuviese 
a su cargo en régimen de tutela o acogimiento.

f) Las contribuciones que, de acuerdo con lo recogido en este Reglamento, sólo puedan 
destinarse a cubrir la contingencia de fallecimiento de la persona con discapacidad se 
deberán realizar bajo el régimen general.
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Artículo 14.  Supuesto de liquidez del régimen especial para personas con discapacidad.
1. Los derechos consolidados en los planes de pensiones de los partícipes con un grado 

de discapacidad en los términos previstos en el artículo 12, podrán hacerse efectivos en los 
supuestos de enfermedad grave y desempleo de larga duración según lo previsto en el 
artículo 9, con las siguientes especialidades:

a) Tratándose de partícipes con discapacidad, los supuestos de enfermedad grave que le 
afecten conforme al referido artículo 9, serán de aplicación cuando no puedan calificarse 
como contingencia conforme al artículo 13 anterior. Además de los supuestos previstos en 
dicho artículo, en el caso de partícipes con discapacidad se considerarán también 
enfermedad grave las situaciones que requieran, de forma continuada durante un período 
mínimo de tres meses, su internamiento en residencia o centro especializado, o tratamiento 
y asistencia domiciliaria.

b) El supuesto de desempleo de larga duración previsto en el artículo 9 será de 
aplicación cuando dicha situación afecte al partícipe con discapacidad, a su cónyuge o a 
quien haya sido designado judicialmente como curador del partícipe o a uno de sus parientes 
en línea directa o colateral hasta el tercer grado inclusive, de los cuales dependa 
económicamente, o a quien lo tenga a su cargo en régimen de tutela o acogimiento.

2. Asimismo, los derechos consolidados de los partícipes acogidos a este régimen 
especial, correspondientes a aportaciones realizadas con al menos diez años de antigüedad, 
podrán ser objeto de disposición anticipada de conformidad con lo establecido en el artículo 
9.4 y disposición transitoria séptima de este reglamento.

Artículo 15.  Prestaciones del régimen especial para personas con discapacidad.
1. Las prestaciones derivadas de las aportaciones directas realizadas por la persona con 

discapacidad a cualquier plan de pensiones y las imputadas por el promotor en los planes de 
empleo se regirán por lo establecido en el artículo 10.

2. Las prestaciones derivadas de las aportaciones realizadas a favor de personas con 
discapacidad por el cónyuge o personas previstas en el artículo 12.a), cuyo beneficiario sea 
la propia persona con discapacidad, deberán ser en forma de renta.

No obstante, podrán percibirse en forma de capital o mixta, conforme a lo previsto en el 
artículo 10, en los siguientes supuestos:

a) En el caso de que la cuantía del derecho consolidado al acaecimiento de la 
contingencia sea inferior a un importe de dos veces el salario mínimo interprofesional anual.

b) En el supuesto de que el beneficiario con discapacidad se vea afectado de gran 
invalidez, requiriendo la asistencia de terceras personas para las actividades más esenciales 
de la vida.

[ . . . ]
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§ 33

Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los 
Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y 

sobre el Patrimonio. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 285, de 29 de noviembre de 2006

Última modificación: 1 de abril de 2025
Referencia: BOE-A-2006-20764

[ . . . ]
TÍTULO I

Sujeción al Impuesto: aspectos materiales, personales y temporales

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Contribuyentes

[ . . . ]
Artículo 9.  Contribuyentes que tienen su residencia habitual en territorio español.

1. Se entenderá que el contribuyente tiene su residencia habitual en territorio español 
cuando se dé cualquiera de las siguientes circunstancias:

a) Que permanezca más de 183 días, durante el año natural, en territorio español. Para 
determinar este período de permanencia en territorio español se computarán las ausencias 
esporádicas, salvo que el contribuyente acredite su residencia fiscal en otro país. En el 
supuesto de países o territorios considerados como paraíso fiscal, la Administración 
tributaria podrá exigir que se pruebe la permanencia en éste durante 183 días en el año 
natural.

Para determinar el período de permanencia al que se refiere el párrafo anterior, no se 
computarán las estancias temporales en España que sean consecuencia de las obligaciones 
contraídas en acuerdos de colaboración cultural o humanitaria, a título gratuito, con las 
Administraciones públicas españolas.

b) Que radique en España el núcleo principal o la base de sus actividades o intereses 
económicos, de forma directa o indirecta.

Se presumirá, salvo prueba en contrario, que el contribuyente tiene su residencia 
habitual en territorio español cuando, de acuerdo con los criterios anteriores, resida 
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habitualmente en España el cónyuge no separado legalmente y los hijos menores de edad 
que dependan de aquél.

2. No se considerarán contribuyentes, a título de reciprocidad, los nacionales extranjeros 
que tengan su residencia habitual en España, cuando esta circunstancia fuera consecuencia 
de alguno de los supuestos establecidos en el apartado 1 del artículo 10 de esta Ley y no 
proceda la aplicación de normas específicas derivadas de los tratados internacionales en los 
que España sea parte.

Artículo 10.  Contribuyentes que tienen su residencia habitual en territorio extranjero.
1. A los efectos de esta Ley, se considerarán contribuyentes las personas de 

nacionalidad española, su cónyuge no separado legalmente e hijos menores de edad que 
tuviesen su residencia habitual en el extranjero, por su condición de:

a) Miembros de misiones diplomáticas españolas, comprendiendo tanto al jefe de la 
misión como a los miembros del personal diplomático, administrativo, técnico o de servicios 
de la misión.

b) Miembros de las oficinas consulares españolas, comprendiendo tanto al jefe de éstas 
como al funcionario o personal de servicios a ellas adscritos, con excepción de los 
vicecónsules honorarios o agentes consulares honorarios y del personal dependiente de 
ellos.

c) Titulares de cargo o empleo oficial del Estado español como miembros de las 
delegaciones y representaciones permanentes acreditadas ante organismos internacionales 
o que formen parte de delegaciones o misiones de observadores en el extranjero.

d) Funcionarios en activo que ejerzan en el extranjero cargo o empleo oficial que no 
tenga carácter diplomático o consular.

2. No será de aplicación lo dispuesto en este artículo:
a) Cuando las personas a que se refiere no sean funcionarios públicos en activo o 

titulares de cargo o empleo oficial y tuvieran su residencia habitual en el extranjero con 
anterioridad a la adquisición de cualquiera de las condiciones enumeradas en aquél.

b) En el caso de los cónyuges no separados legalmente o hijos menores de edad, 
cuando tuvieran su residencia habitual en el extranjero con anterioridad a la adquisición por 
el cónyuge, el padre o la madre, de las condiciones enumeradas en el apartado 1 de este 
artículo.

Artículo 11.  Individualización de rentas.
1. La renta se entenderá obtenida por los contribuyentes en función del origen o fuente 

de aquélla, cualquiera que sea, en su caso, el régimen económico del matrimonio.
2. Los rendimientos del trabajo se atribuirán exclusivamente a quien haya generado el 

derecho a su percepción.
No obstante, las prestaciones a que se refiere el artículo 17.2 a) de esta Ley se atribuirán 

a las personas físicas en cuyo favor estén reconocidas.
3. Los rendimientos del capital se atribuirán a los contribuyentes que sean titulares de los 

elementos patrimoniales, bienes o derechos, de que provengan dichos rendimientos según 
las normas sobre titularidad jurídica aplicables en cada caso y en función de las pruebas 
aportadas por aquéllos o de las descubiertas por la Administración.

En su caso, serán de aplicación las normas sobre titularidad jurídica de los bienes y 
derechos contenidas en las disposiciones reguladoras del régimen económico del 
matrimonio, así como en los preceptos de la legislación civil aplicables en cada caso a las 
relaciones patrimoniales entre los miembros de la familia.

La titularidad de los bienes y derechos que conforme a las disposiciones o pactos 
reguladores del correspondiente régimen económico matrimonial, sean comunes a ambos 
cónyuges, se atribuirá por mitad a cada uno de ellos, salvo que se justifique otra cuota de 
participación.

Cuando no resulte debidamente acreditada la titularidad de los bienes o derechos, la 
Administración tributaria tendrá derecho a considerar como titular a quien figure como tal en 
un registro fiscal u otros de carácter público.
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4. Los rendimientos de las actividades económicas se considerarán obtenidos por 
quienes realicen de forma habitual, personal y directa la ordenación por cuenta propia de los 
medios de producción y los recursos humanos afectos a las actividades.

Se presumirá, salvo prueba en contrario, que dichos requisitos concurren en quienes 
figuren como titulares de las actividades económicas.

5. Las ganancias y pérdidas patrimoniales se considerarán obtenidas por los 
contribuyentes que sean titulares de los bienes, derechos y demás elementos patrimoniales 
de que provengan según las normas sobre titularidad jurídica establecidas para los 
rendimientos del capital en el apartado 3 anterior.

Las ganancias patrimoniales no justificadas se atribuirán en función de la titularidad de 
los bienes o derechos en que se manifiesten.

Las adquisiciones de bienes y derechos que no se deriven de una transmisión previa, 
como las ganancias en el juego, se considerarán ganancias patrimoniales de la persona a 
quien corresponda el derecho a su obtención o que las haya ganado directamente.

[ . . . ]
TÍTULO III

Determinación de la base imponible

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Definición y determinación de la renta gravable

Sección 1.ª Rendimientos del trabajo

Artículo 17.  Rendimientos íntegros del trabajo.
1. Se considerarán rendimientos íntegros del trabajo todas las contraprestaciones o 

utilidades, cualquiera que sea su denominación o naturaleza, dinerarias o en especie, que 
deriven, directa o indirectamente, del trabajo personal o de la relación laboral o estatutaria y 
no tengan el carácter de rendimientos de actividades económicas.

Se incluirán, en particular:
a) Los sueldos y salarios.
b) Las prestaciones por desempleo.
c) Las remuneraciones en concepto de gastos de representación.
d) Las dietas y asignaciones para gastos de viaje, excepto los de locomoción y los 

normales de manutención y estancia en establecimientos de hostelería con los límites que 
reglamentariamente se establezcan.

e) Las contribuciones o aportaciones satisfechas por los promotores de planes de 
pensiones previstos en el texto refundido de la Ley de regulación de los planes y fondos de 
pensiones, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre, o por las 
empresas promotoras previstas en la Directiva 2003/41/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 3 de junio de 2003, relativa a las actividades y la supervisión de fondos de 
pensiones de empleo.

f) Las contribuciones o aportaciones satisfechas por los empresarios para hacer frente a 
los compromisos por pensiones en los términos previstos por la disposición adicional primera 
del texto refundido de la Ley de regulación de los planes y fondos de pensiones, y en su 
normativa de desarrollo, cuando aquellas sean imputadas a las personas a quienes se 
vinculen las prestaciones. Esta imputación fiscal tendrá carácter voluntario en los contratos 
de seguro colectivo distintos de los planes de previsión social empresarial, debiendo 
mantenerse la decisión que se adopte respecto del resto de primas que se satisfagan hasta 
la extinción del contrato de seguro. No obstante, la imputación fiscal tendrá carácter 
obligatorio en los contratos de seguro de riesgo. Cuando los contratos de seguro cubran 
conjuntamente las contingencias de jubilación y de fallecimiento o incapacidad, será 
obligatoria la imputación fiscal de la parte de las primas satisfechas que corresponda al 
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capital en riesgo por fallecimiento o incapacidad, siempre que el importe de dicha parte 
exceda de 50 euros anuales. A estos efectos se considera capital en riesgo la diferencia 
entre el capital asegurado para fallecimiento o incapacidad y la provisión matemática.

No obstante lo previsto en el párrafo anterior, en todo caso, la imputación fiscal de 
primas de los contratos de seguro antes señalados será obligatoria por el importe que 
exceda de 100.000 euros anuales por contribuyente y respecto del mismo empresario, salvo 
en los seguros colectivos contratados a consecuencia de despidos colectivos realizados de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 51 del Estatuto de los Trabajadores.

2. En todo caso, tendrán la consideración de rendimientos del trabajo:
a) Las siguientes prestaciones:
1.ª Las pensiones y haberes pasivos percibidos de los regímenes públicos de la 

Seguridad Social y clases pasivas y demás prestaciones públicas por situaciones de 
incapacidad, jubilación, accidente, enfermedad, viudedad, o similares, sin perjuicio de lo 
dispuesto en el artículo 7 de esta Ley.

2.ª Las prestaciones percibidas por los beneficiarios de mutualidades generales 
obligatorias de funcionarios, colegios de huérfanos y otras entidades similares.

3.ª Las prestaciones percibidas por los beneficiarios de planes de pensiones y las 
percibidas de los planes de pensiones regulados en la Directiva (UE) 2016/2341 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de diciembre de 2016, relativa a las actividades y 
la supervisión de fondos de pensiones de empleo.

Asimismo, las cantidades percibidas en los supuestos contemplados en el artículo 8.8 
del texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre, tendrán el mismo tratamiento 
fiscal que las prestaciones de los planes de pensiones.

4.ª Las prestaciones percibidas por los beneficiarios de contratos de seguros 
concertados con mutualidades de previsión social, cuyas aportaciones hayan podido ser, al 
menos en parte, gasto deducible para la determinación del rendimiento neto de actividades 
económicas, u objeto de reducción en la base imponible del Impuesto.

En el supuesto de prestaciones por jubilación e invalidez derivadas de dichos contratos, 
se integrarán en la base imponible en el importe de la cuantía percibida que exceda de las 
aportaciones que no hayan podido ser objeto de reducción o minoración en la base 
imponible del Impuesto, por incumplir los requisitos subjetivos previstos en el párrafo a) del 
apartado 2 del artículo 51 o en la disposición adicional novena de esta Ley.

5.ª Las prestaciones percibidas por los beneficiarios de los planes de previsión social 
empresarial.

Asimismo, las prestaciones por jubilación e invalidez percibidas por los beneficiarios de 
contratos de seguro colectivo, distintos de los planes de previsión social empresarial, que 
instrumenten los compromisos por pensiones asumidos por las empresas, en los términos 
previstos en la disposición adicional primera del texto refundido de la Ley de Regulación de 
los Planes y Fondos de Pensiones, y en su normativa de desarrollo, en la medida en que su 
cuantía exceda de las contribuciones imputadas fiscalmente y de las aportaciones 
directamente realizadas por el trabajador.

6.ª Las prestaciones percibidas por los beneficiarios de los planes de previsión 
asegurados.

7.ª Las prestaciones percibidas por los beneficiarios de los seguros de dependencia 
conforme a lo dispuesto en la Ley de promoción de la autonomía personal y atención a las 
personas en situación de dependencia.

b) Las cantidades que se abonen, por razón de su cargo, a los diputados españoles en el 
Parlamento Europeo, a los diputados y senadores de las Cortes Generales, a los miembros 
de las asambleas legislativas autonómicas, concejales de ayuntamiento y miembros de las 
diputaciones provinciales, cabildos insulares u otras entidades locales, con exclusión, en 
todo caso, de la parte de aquellas que dichas instituciones asignen para gastos de viaje y 
desplazamiento.

c) Los rendimientos derivados de impartir cursos, conferencias, coloquios, seminarios y 
similares.
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d) Los rendimientos derivados de la elaboración de obras literarias, artísticas o 
científicas, siempre que se ceda el derecho a su explotación.

e) Las retribuciones de los administradores y miembros de los Consejos de 
Administración, de las Juntas que hagan sus veces y demás miembros de otros órganos 
representativos.

f) Las pensiones compensatorias recibidas del cónyuge y las anualidades por alimentos, 
sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 7 de esta Ley.

g) Los derechos especiales de contenido económico que se reserven los fundadores o 
promotores de una sociedad como remuneración de servicios personales.

h) Las becas, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 7 de esta Ley.
i) Las retribuciones percibidas por quienes colaboren en actividades humanitarias o de 

asistencia social promovidas por entidades sin ánimo de lucro.
j) Las retribuciones derivadas de relaciones laborales de carácter especial.
k) Las aportaciones realizadas al patrimonio protegido de las personas con discapacidad 

en los términos previstos en la disposición adicional decimoctava de esta Ley.
3. No obstante, cuando los rendimientos a que se refieren los párrafos c) y d) del 

apartado anterior y los derivados de la relación laboral especial de los artistas en 
espectáculos públicos y de la relación laboral especial de las personas que intervengan en 
operaciones mercantiles por cuenta de uno o más empresarios sin asumir el riesgo y ventura 
de aquéllas supongan la ordenación por cuenta propia de medios de producción y de 
recursos humanos o de uno de ambos, con la finalidad de intervenir en la producción o 
distribución de bienes o servicios, se calificarán como rendimientos de actividades 
económicas.

[ . . . ]
Subsección 1.ª Rendimientos del capital inmobiliario

[ . . . ]
Artículo 24.  Rendimiento en caso de parentesco.

Cuando el adquirente, cesionario, arrendatario o subarrendatario del bien inmueble o del 
derecho real que recaiga sobre el mismo sea el cónyuge o un pariente, incluidos los afines, 
hasta el tercer grado inclusive, del contribuyente, el rendimiento neto total no podrá ser 
inferior al que resulte de las reglas del artículo 85 de esta ley.

[ . . . ]
Sección 3.ª Rendimientos de actividades económicas

[ . . . ]
Artículo 29.  Elementos patrimoniales afectos.

1. Se considerarán elementos patrimoniales afectos a una actividad económica:
a) Los bienes inmuebles en los que se desarrolla la actividad del contribuyente.
b) Los bienes destinados a los servicios económicos y socioculturales del personal al 

servicio de la actividad. No se consideran afectos los bienes de esparcimiento y recreo o, en 
general, de uso particular del titular de la actividad económica.

c) Cualesquiera otros elementos patrimoniales que sean necesarios para la obtención de 
los respectivos rendimientos. En ningún caso tendrán esta consideración los activos 
representativos de la participación en fondos propios de una entidad y de la cesión de 
capitales a terceros.

2. Cuando se trate de elementos patrimoniales que sirvan sólo parcialmente al objeto de 
la actividad económica, la afectación se entenderá limitada a aquella parte de los mismos 
que realmente se utilice en la actividad de que se trate. En ningún caso serán susceptibles 
de afectación parcial elementos patrimoniales indivisibles.
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Reglamentariamente se determinarán las condiciones en que, no obstante su utilización 
para necesidades privadas de forma accesoria y notoriamente irrelevante, determinados 
elementos patrimoniales puedan considerarse afectos a una actividad económica.

3. La consideración de elementos patrimoniales afectos lo será con independencia de 
que la titularidad de éstos, en caso de matrimonio, resulte común a ambos cónyuges.

Artículo 30.  Normas para la determinación del rendimiento neto en estimación directa.
1. La determinación de los rendimientos de actividades económicas se efectuará, con 

carácter general, por el método de estimación directa, admitiendo dos modalidades, la 
normal y la simplificada.

La modalidad simplificada se aplicará para determinadas actividades económicas cuyo 
importe neto de cifra de negocios, para el conjunto de actividades desarrolladas por el 
contribuyente, no supere los 600.000 euros en el año inmediato anterior, salvo que renuncie 
a su aplicación, en los términos que reglamentariamente se establezcan.

En los supuestos de renuncia o exclusión de la modalidad simplificada del método de 
estimación directa, el contribuyente determinará el rendimiento neto de todas sus actividades 
económicas por la modalidad normal de este método durante los tres años siguientes, en las 
condiciones que reglamentariamente se establezcan.

2. Junto a las reglas generales del artículo 28 de esta Ley se tendrán en cuenta las 
siguientes especiales:

1.ª No tendrán la consideración de gasto deducible las aportaciones a mutualidades de 
previsión social del propio empresario o profesional, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 
51 de esta Ley.

No obstante, tendrán la consideración de gasto deducible las cantidades abonadas en 
virtud de contratos de seguro, concertados con mutualidades de previsión social por 
profesionales no integrados en el régimen especial de la Seguridad Social de los 
trabajadores por cuenta propia o autónomos, cuando, a efectos de dar cumplimiento a la 
obligación prevista en la disposición adicional decimoquinta de la Ley 30/1995, de 8 de 
noviembre, de ordenación y supervisión de los seguros privados, actúen como alternativas al 
régimen especial de la Seguridad Social mencionado, en la parte que tenga por objeto la 
cobertura de contingencias atendidas por dicho régimen especial, con el límite de la cuota 
máxima por contingencias comunes que esté establecida, en cada ejercicio económico, en el 
citado régimen especial.

2.ª Cuando resulte debidamente acreditado, con el oportuno contrato laboral y la 
afiliación al régimen correspondiente de la Seguridad Social, que el cónyuge o los hijos 
menores del contribuyente que convivan con él, trabajan habitualmente y con continuidad en 
las actividades económicas desarrolladas por el mismo, se deducirán, para la determinación 
de los rendimientos, las retribuciones estipuladas con cada uno de ellos, siempre que no 
sean superiores a las de mercado correspondientes a su cualificación profesional y trabajo 
desempeñado. Dichas cantidades se considerarán obtenidas por el cónyuge o los hijos 
menores en concepto de rendimientos de trabajo a todos los efectos tributarios.

3.ª Cuando el cónyuge o los hijos menores del contribuyente que convivan con él 
realicen cesiones de bienes o derechos que sirvan al objeto de la actividad económica de 
que se trate, se deducirá, para la determinación de los rendimientos del titular de la 
actividad, la contraprestación estipulada, siempre que no exceda del valor de mercado y, a 
falta de aquella, podrá deducirse la correspondiente a este último. La contraprestación o el 
valor de mercado se considerarán rendimientos del capital del cónyuge o los hijos menores a 
todos los efectos tributarios.

Lo dispuesto en esta regla no será de aplicación cuando se trate de bienes y derechos 
que sean comunes a ambos cónyuges.

4.ª Reglamentariamente podrán establecerse reglas especiales para la cuantificación de 
determinados gastos deducibles en el caso de empresarios y profesionales en estimación 
directa simplificada, incluidos los de difícil justificación. La cuantía que con arreglo a dichas 
reglas especiales se determine para el conjunto de provisiones deducibles y gastos de difícil 
justificación no podrá ser superior a 2.000 euros anuales.
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5.ª Tendrán la consideración de gasto deducible para la determinación del rendimiento 
neto en estimación directa:

a) Las primas de seguro de enfermedad satisfechas por el contribuyente en la parte 
correspondiente a su propia cobertura y a la de su cónyuge e hijos menores de veinticinco 
años que convivan con él. El límite máximo de deducción será de 500 euros por cada una de 
las personas señaladas anteriormente o de 1.500 euros por cada una de ellas con 
discapacidad.

b) En los casos en que el contribuyente afecte parcialmente su vivienda habitual al 
desarrollo de la actividad económica, los gastos de suministros de dicha vivienda, tales como 
agua, gas, electricidad, telefonía e Internet, en el porcentaje resultante de aplicar el 30 por 
ciento a la proporción existente entre los metros cuadrados de la vivienda destinados a la 
actividad respecto a su superficie total, salvo que se pruebe un porcentaje superior o inferior.

c) Los gastos de manutención del propio contribuyente incurridos en el desarrollo de la 
actividad económica, siempre que se produzcan en establecimientos de restauración y 
hostelería y se abonen utilizando cualquier medio electrónico de pago, con los límites 
cuantitativos establecidos reglamentariamente para las dietas y asignaciones para gastos 
normales de manutención de los trabajadores.

Artículo 31.  Normas para la determinación del rendimiento neto en estimación objetiva.
1. El método de estimación objetiva de rendimientos para determinadas actividades 

económicas se aplicará, en los términos que reglamentariamente se establezcan, con 
arreglo a las siguientes normas:

1.ª Los contribuyentes que reúnan las circunstancias previstas en las normas 
reguladoras de este método determinarán sus rendimientos conforme al mismo, salvo que 
renuncien a su aplicación, en los términos que reglamentariamente se establezcan.

2.ª El método de estimación objetiva se aplicará conjuntamente con los regímenes 
especiales establecidos en el Impuesto sobre el Valor Añadido o en el Impuesto General 
Indirecto Canario, cuando así se determine reglamentariamente.

3.ª Este método no podrá aplicarse por los contribuyentes cuando concurra cualquiera de 
las siguientes circunstancias, en las condiciones que se establezcan reglamentariamente:

a) Que determinen el rendimiento neto de alguna actividad económica por el método de 
estimación directa.

b) Que el volumen de rendimientos íntegros en el año inmediato anterior supere 
cualquiera de los siguientes importes:

a´) Para el conjunto de sus actividades económicas, excepto las agrícolas, ganaderas y 
forestales, 150.000 euros anuales.

A estos efectos se computará la totalidad de las operaciones con independencia de que 
exista o no obligación de expedir factura de acuerdo con lo dispuesto en el Reglamento por 
el que se regulan las obligaciones de facturación, aprobado por el Real Decreto 1619/2012, 
de 30 de noviembre.

Sin perjuicio del límite anterior, el método de estimación objetiva no podrá aplicarse 
cuando el volumen de los rendimientos íntegros del año inmediato anterior que corresponda 
a operaciones por las que estén obligados a expedir factura cuando el destinatario sea un 
empresario o profesional que actúe como tal, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 
2.2.a) del Reglamento por el que se regulan las obligaciones de facturación, supere 75.000 
euros anuales.

b´) Para el conjunto de sus actividades agrícolas, ganaderas y forestales, 250.000 euros 
anuales.

A estos efectos, sólo se computarán las operaciones que deban anotarse en el Libro 
registro de ventas o ingresos previsto en el artículo 68.7 del Reglamento de este Impuesto.

No obstante, a efectos de lo previsto en esta letra b), deberán computarse no solo las 
operaciones correspondientes a las actividades económicas desarrolladas por el 
contribuyente, sino también las correspondientes a las desarrolladas por el cónyuge, 
descendientes y ascendientes, así como por entidades en régimen de atribución de rentas 
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en las que participen cualquiera de los anteriores, en las que concurran las siguientes 
circunstancias:

– Que las actividades económicas desarrolladas sean idénticas o similares. A estos 
efectos, se entenderán que son idénticas o similares las actividades económicas clasificadas 
en el mismo grupo en el Impuesto sobre Actividades Económicas.

– Que exista una dirección común de tales actividades, compartiéndose medios 
personales o materiales.

Cuando en el año inmediato anterior se hubiese iniciado una actividad, el volumen de 
ingresos se elevará al año.

c) Que el volumen de las compras en bienes y servicios, excluidas las adquisiciones de 
inmovilizado, en el ejercicio anterior supere la cantidad de 150.000 euros anuales. En el 
supuesto de obras o servicios subcontratados, el importe de los mismos se tendrá en cuenta 
para el cálculo de este límite.

A estos efectos, deberán computarse no solo el volumen de compras correspondientes a 
las actividades económicas desarrolladas por el contribuyente, sino también las 
correspondientes a las desarrolladas por el cónyuge, descendientes y ascendientes, así 
como por entidades en régimen de atribución de rentas en las que participen cualquiera de 
los anteriores, en las que concurran las circunstancias señaladas en la letra b) anterior.

Cuando en el año inmediato anterior se hubiese iniciado una actividad, el volumen de 
compras se elevará al año.

d) Que las actividades económicas sean desarrolladas, total o parcialmente, fuera del 
ámbito de aplicación del Impuesto al que se refiere el artículo 4 de esta Ley.

4.ª El ámbito de aplicación del método de estimación objetiva se fijará, entre otros 
extremos, bien por la naturaleza de las actividades y cultivos, bien por módulos objetivos 
como el volumen de operaciones, el número de trabajadores, el importe de las compras, la 
superficie de las explotaciones o los activos fijos utilizados, con los límites que se determinen 
reglamentariamente para el conjunto de actividades desarrolladas por el contribuyente y, en 
su caso, por el cónyuge, descendientes y ascendientes, así como por entidades en régimen 
de atribución de rentas en las que participen cualquiera de los anteriores.

5.ª En los supuestos de renuncia o exclusión de la estimación objetiva, el contribuyente 
determinará el rendimiento neto de todas sus actividades económicas por el método de 
estimación directa durante los tres años siguientes, en las condiciones que 
reglamentariamente se establezcan.

2. El cálculo del rendimiento neto en la estimación objetiva se regulará por lo establecido 
en este artículo y las disposiciones que lo desarrollen.

Las disposiciones reglamentarias se ajustarán a las siguientes reglas:
1.ª En el cálculo del rendimiento neto de las actividades económicas en estimación 

objetiva, se utilizarán los signos, índices o módulos generales o referidos a determinados 
sectores de actividad que determine el Ministro de Economía y Hacienda, habida cuenta de 
las inversiones realizadas que sean necesarias para el desarrollo de la actividad.

2.ª La aplicación del método de estimación objetiva nunca podrá dar lugar al gravamen 
de las ganancias patrimoniales que, en su caso, pudieran producirse por las diferencias 
entre los rendimientos reales de la actividad y los derivados de la correcta aplicación de 
estos métodos.

[ . . . ]
Sección 4.ª Ganancias y pérdidas patrimoniales

Artículo 33.  Concepto.
1. Son ganancias y pérdidas patrimoniales las variaciones en el valor del patrimonio del 

contribuyente que se pongan de manifiesto con ocasión de cualquier alteración en la 
composición de aquél, salvo que por esta Ley se califiquen como rendimientos.

2. Se estimará que no existe alteración en la composición del patrimonio:
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a) En los supuestos de división de la cosa común.
b) En la disolución de la sociedad de gananciales o en la extinción del régimen 

económico matrimonial de participación.
c) En la disolución de comunidades de bienes o en los casos de separación de 

comuneros.
Los supuestos a que se refiere este apartado no podrán dar lugar, en ningún caso, a la 

actualización de los valores de los bienes o derechos recibidos.
3. Se estimará que no existe ganancia o pérdida patrimonial en los siguientes supuestos:
a) En reducciones del capital. Cuando la reducción de capital, cualquiera que sea su 

finalidad, dé lugar a la amortización de valores o participaciones, se considerarán 
amortizadas las adquiridas en primer lugar, y su valor de adquisición se distribuirá 
proporcionalmente entre los restantes valores homogéneos que permanezcan en el 
patrimonio del contribuyente.

Cuando la reducción de capital no afecte por igual a todos los valores o participaciones 
propiedad del contribuyente, se entenderá referida a las adquiridas en primer lugar. Cuando 
la reducción de capital tenga por finalidad la devolución de aportaciones, el importe de ésta o 
el valor normal de mercado de los bienes o derechos percibidos minorará el valor de 
adquisición de los valores o participaciones afectadas, de acuerdo con las reglas del párrafo 
anterior, hasta su anulación. El exceso que pudiera resultar se integrará como rendimiento 
del capital mobiliario procedente de la participación en los fondos propios de cualquier tipo 
de entidad, en la forma prevista para la distribución de la prima de emisión, salvo que dicha 
reducción de capital proceda de beneficios no distribuidos, en cuyo caso la totalidad de las 
cantidades percibidas por este concepto tributará de acuerdo con lo previsto en la letra a) del 
artículo 25.1 de esta Ley. A estos efectos, se considerará que las reducciones de capital, 
cualquiera que sea su finalidad, afectan en primer lugar a la parte del capital social que no 
provenga de beneficios no distribuidos, hasta su anulación.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, en el caso de reducción de capital que 
tenga por finalidad la devolución de aportaciones y no proceda de beneficios no distribuidos, 
correspondiente a valores no admitidos a negociación en alguno de los mercados regulados 
de valores definidos en la Directiva 2004/39/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
21 de abril de 2004, relativa a los mercados de instrumentos financieros, y representativos 
de la participación en fondos propios de sociedades o entidades, cuando la diferencia entre 
el valor de los fondos propios de las acciones o participaciones correspondiente al último 
ejercicio cerrado con anterioridad a la fecha de la reducción de capital y su valor de 
adquisición sea positiva, el importe obtenido o el valor normal de mercado de los bienes o 
derechos recibidos se considerará rendimiento del capital mobiliario con el límite de la citada 
diferencia positiva.

A estos efectos, el valor de los fondos propios a que se refiere el párrafo anterior se 
minorará en el importe de los beneficios repartidos con anterioridad a la fecha de la 
reducción de capital, procedentes de reservas incluidas en los citados fondos propios, así 
como en el importe de las reservas legalmente indisponibles incluidas en dichos fondos 
propios que se hubieran generado con posterioridad a la adquisición de las acciones o 
participaciones.

El exceso sobre el citado límite minorará el valor de adquisición de las acciones o 
participaciones conforme a lo dispuesto en el segundo párrafo de esta letra a).

Cuando por aplicación de lo dispuesto en el párrafo tercero de esta letra a) la reducción 
de capital hubiera determinado el cómputo como rendimiento del capital mobiliario de la 
totalidad o parte del importe obtenido o del valor normal de mercado de los bienes o 
derechos recibidos, y con posterioridad el contribuyente obtuviera dividendos o 
participaciones en beneficios conforme al artículo 25.1 a) de esta Ley procedentes de la 
misma entidad en relación con acciones o participaciones que hubieran permanecido en su 
patrimonio desde la reducción de capital, el importe obtenido de los dividendos o 
participaciones en beneficios minorará, con el límite de los rendimientos del capital mobiliario 
previamente computados que correspondan a las citadas acciones o participaciones, el valor 
de adquisición de las mismas conforme a lo dispuesto en el segundo párrafo de esta letra a).

b) Con ocasión de transmisiones lucrativas por causa de muerte del contribuyente.

CÓDIGO DE DERECHO MATRIMONIAL

§ 33  Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas [parcial]

– 319 –



c) Con ocasión de las transmisiones lucrativas de empresas o participaciones a las que 
se refiere el apartado 6 del artículo 20 de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto 
sobre Sucesiones y Donaciones.

Los elementos patrimoniales que se afecten por el contribuyente a la actividad 
económica con posterioridad a su adquisición deberán haber estado afectos 
ininterrumpidamente durante, al menos, los cinco años anteriores a la fecha de la 
transmisión.

d) En la extinción del régimen económico matrimonial de separación de bienes, cuando 
por imposición legal o resolución judicial se produzcan compensaciones, dinerarias o 
mediante la adjudicación de bienes, por causa distinta de la pensión compensatoria entre 
cónyuges.

Las compensaciones a que se refiere esta letra d) no darán derecho a reducir la base 
imponible del pagador ni constituirá renta para el perceptor.

El supuesto al que se refiere esta letra d) no podrá dar lugar, en ningún caso, a las 
actualizaciones de los valores de los bienes o derechos adjudicados.

e) Con ocasión de las aportaciones a los patrimonios protegidos constituidos a favor de 
personas con discapacidad.

4. Estarán exentas del Impuesto las ganancias patrimoniales que se pongan de 
manifiesto:

a) Con ocasión de las donaciones que se efectúen a las entidades citadas en el artículo 
68.3 de esta Ley.

b) Con ocasión de la transmisión de su vivienda habitual por mayores de 65 años o por 
personas en situación de dependencia severa o de gran dependencia de conformidad con la 
Ley de promoción de la autonomía personal y atención a las personas en situación de 
dependencia.

c) Con ocasión del pago previsto en el artículo 97.3 de esta Ley y de las deudas 
tributarias a que se refiere el artículo 73 de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio 
Histórico Español.

d) Con ocasión de la dación en pago de la vivienda habitual del deudor o garante del 
deudor, para la cancelación de deudas garantizadas con hipoteca que recaiga sobre la 
misma, contraídas con entidades de crédito o de cualquier otra entidad que, de manera 
profesional, realice la actividad de concesión de préstamos o créditos hipotecarios.

Asimismo estarán exentas las ganancias patrimoniales que se pongan de manifiesto con 
ocasión de la transmisión de la vivienda en que concurran los requisitos anteriores, realizada 
en ejecuciones hipotecarias judiciales o notariales.

En todo caso será necesario que el propietario de la vivienda habitual no disponga de 
otros bienes o derechos en cuantía suficiente para satisfacer la totalidad de la deuda y evitar 
la enajenación de la vivienda.

5. No se computarán como pérdidas patrimoniales las siguientes:
a) Las no justificadas.
b) Las debidas al consumo.
c) Las debidas a transmisiones lucrativas por actos ínter vivos o a liberalidades.
d) Las debidas a pérdidas en el juego obtenidas en el período impositivo que excedan de 

las ganancias obtenidas en el juego en el mismo período.
En ningún caso se computarán las pérdidas derivadas de la participación en los juegos a 

los que se refiere la disposición adicional trigésima tercera de esta Ley.
e) Las derivadas de las transmisiones de elementos patrimoniales, cuando el 

transmitente vuelva a adquirirlos dentro del año siguiente a la fecha de dicha transmisión.
Esta pérdida patrimonial se integrará cuando se produzca la posterior transmisión del 

elemento patrimonial.
f) Las derivadas de las transmisiones de valores o participaciones admitidos a 

negociación en alguno de los mercados secundarios oficiales de valores definidos en la 
Directiva 2004/39/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 21 de abril de 2004 relativa 
a los mercados de instrumentos financieros, cuando el contribuyente hubiera adquirido 
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valores homogéneos dentro de los dos meses anteriores o posteriores a dichas 
transmisiones.

g) Las derivadas de las transmisiones de valores o participaciones no admitidos a 
negociación en alguno de los mercados secundarios oficiales de valores definidos en la 
Directiva 2004/39/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 21 de abril de 2004 relativa 
a los mercados de instrumentos financieros, cuando el contribuyente hubiera adquirido 
valores homogéneos en el año anterior o posterior a dichas transmisiones.

En los casos previstos en los párrafos f) y g) anteriores, las pérdidas patrimoniales se 
integrarán a medida que se transmitan los valores o participaciones que permanezcan en el 
patrimonio del contribuyente.

[ . . . ]
Artículo 38.  Ganancias excluidas de gravamen en supuestos de reinversión.

1. Podrán excluirse de gravamen las ganancias patrimoniales obtenidas por la 
transmisión de la vivienda habitual del contribuyente, siempre que el importe total obtenido 
por la transmisión se reinvierta en la adquisición de una nueva vivienda habitual en las 
condiciones que reglamentariamente se determinen.

Cuando el importe reinvertido sea inferior al total de lo percibido en la transmisión, 
únicamente se excluirá de tributación la parte proporcional de la ganancia patrimonial 
obtenida que corresponda a la cantidad reinvertida.

2. Podrán excluirse de gravamen las ganancias patrimoniales que se pongan de 
manifiesto con ocasión de la transmisión de acciones o participaciones por las que se 
hubiera practicado la deducción prevista en el artículo 68.1 de esta Ley, siempre que el 
importe total obtenido por la transmisión de las mismas se reinvierta en la adquisición de 
acciones o participaciones de las citadas entidades en las condiciones que 
reglamentariamente se determinen.

Cuando el importe reinvertido sea inferior al total percibido en la transmisión, únicamente 
se excluirá de tributación la parte proporcional de la ganancia patrimonial obtenida que 
corresponda a la cantidad reinvertida.

No resultará de aplicación lo dispuesto en este apartado en los siguientes supuestos:
a) Cuando el contribuyente hubiera adquirido valores homogéneos en el año anterior o 

posterior a la transmisión de las acciones o participaciones. En este caso, la exención no 
procederá respecto de los valores que como consecuencia de dicha adquisición 
permanezcan en el patrimonio del contribuyente.

b) Cuando las acciones o participaciones se transmitan a su cónyuge, a cualquier 
persona unida al contribuyente por parentesco, en línea recta o colateral, por 
consanguinidad o afinidad, hasta el segundo grado incluido, a una entidad respecto de la 
que se produzca, con el contribuyente o con cualquiera de las personas anteriormente 
citadas, alguna de las circunstancias establecidas en el artículo 42 del Código de Comercio, 
con independencia de la residencia y de la obligación de formular cuentas anuales 
consolidadas, distinta de la propia entidad cuyas participaciones se transmiten.

3. Podrán excluirse de gravamen las ganancias patrimoniales que se pongan de 
manifiesto con ocasión de la transmisión de elementos patrimoniales por contribuyentes 
mayores de 65 años, siempre que el importe total obtenido por la transmisión se destine en 
el plazo de seis meses a constituir una renta vitalicia asegurada a su favor, en las 
condiciones que reglamentariamente se determinen. La cantidad máxima total que a tal 
efecto podrá destinarse a constituir rentas vitalicias será de 240.000 euros.

Cuando el importe reinvertido sea inferior al total de lo percibido en la transmisión, 
únicamente se excluirá de tributación la parte proporcional de la ganancia patrimonial 
obtenida que corresponda a la cantidad reinvertida.

La anticipación, total o parcial, de los derechos económicos derivados de la renta vitalicia 
constituida, determinará el sometimiento a gravamen de la ganancia patrimonial 
correspondiente.

[ . . . ]
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CAPÍTULO III
Reglas especiales de valoración

[ . . . ]
Artículo 42.  Rentas en especie.

1. Constituyen rentas en especie la utilización, consumo u obtención, para fines 
particulares, de bienes, derechos o servicios de forma gratuita o por precio inferior al normal 
de mercado, aun cuando no supongan un gasto real para quien las conceda.

Cuando el pagador de las rentas entregue al contribuyente importes en metálico para 
que éste adquiera los bienes, derechos o servicios, la renta tendrá la consideración de 
dineraria.

2. No tendrán la consideración de rendimientos del trabajo en especie:
a) Las cantidades destinadas a la actualización, capacitación o reciclaje del personal 

empleado, cuando vengan exigidos por el desarrollo de sus actividades o las características 
de los puestos de trabajo.

b) Las primas o cuotas satisfechas por la empresa en virtud de contrato de seguro de 
accidente laboral o de responsabilidad civil del trabajador.

3. Estarán exentos los siguientes rendimientos del trabajo en especie:
a) Las entregas a empleados de productos a precios rebajados que se realicen en 

cantinas o comedores de empresa o economatos de carácter social. Tendrán la 
consideración de entrega de productos a precios rebajados que se realicen en comedores de 
empresa las fórmulas indirectas de prestación del servicio cuya cuantía no supere la 
cantidad que reglamentariamente se determine, con independencia de que el servicio se 
preste en el propio local del establecimiento de hostelería o fuera de éste, previa recogida 
por el empleado o mediante su entrega en su centro de trabajo o en el lugar elegido por 
aquel para desarrollar su trabajo en los días en que este se realice a distancia o mediante 
teletrabajo.

b) La utilización de los bienes destinados a los servicios sociales y culturales del 
personal empleado. Tendrán esta consideración, entre otros, los espacios y locales, 
debidamente homologados por la Administración pública competente, destinados por las 
empresas o empleadores a prestar el servicio de primer ciclo de educación infantil a los hijos 
de sus trabajadores, así como la contratación, directa o indirectamente, de este servicio con 
terceros debidamente autorizados, en los términos que reglamentariamente se establezcan.

c) Las primas o cuotas satisfechas a entidades aseguradoras para la cobertura de 
enfermedad, cuando se cumplan los siguientes requisitos y límites:

1.º Que la cobertura de enfermedad alcance al propio trabajador, pudiendo también 
alcanzar a su cónyuge y descendientes.

2.º Que las primas o cuotas satisfechas no excedan de 500 euros anuales por cada una 
de las personas señaladas en el párrafo anterior o de 1.500 euros para cada una de ellas 
con discapacidad. El exceso sobre dicha cuantía constituirá retribución en especie.

d) La prestación del servicio de educación preescolar, infantil, primaria, secundaria 
obligatoria, bachillerato y formación profesional por centros educativos autorizados, a los 
hijos de sus empleados, con carácter gratuito o por precio inferior al normal de mercado.

e) Las cantidades satisfechas a las entidades encargadas de prestar el servicio público 
de transporte colectivo de viajeros con la finalidad de favorecer el desplazamiento de los 
empleados entre su lugar de residencia y el centro de trabajo, con el límite de 1.500 euros 
anuales para cada trabajador. También tendrán la consideración de cantidades satisfechas a 
las entidades encargadas de prestar el citado servicio público, las fórmulas indirectas de 
pago que cumplan las condiciones que se establezcan reglamentariamente.

f) En los términos que reglamentariamente se establezcan, la entrega a los trabajadores 
en activo, de forma gratuita o por precio inferior al normal de mercado, de acciones o 
participaciones de la propia empresa o de otras empresas del grupo de sociedades, en la 
parte que no exceda, para el conjunto de las entregadas a cada trabajador, de 12.000 euros 
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anuales, siempre que la oferta se realice en las mismas condiciones para todos los 
trabajadores de la empresa, grupo o subgrupos de empresa.

La exención prevista en el párrafo anterior será de 50.000 euros anuales en el caso de 
entrega de acciones o participaciones concedidas a los trabajadores de una empresa 
emergente a las que se refiere la Ley 28/2022, de 21 de diciembre, de fomento del 
ecosistema de las empresas emergentes. En este supuesto, no será necesario que la oferta 
se realice en las condiciones señaladas en el párrafo anterior, debiendo efectuarse la misma 
dentro de la política retributiva general de la empresa y contribuir a la participación de los 
trabajadores en esta última. En el caso de que la entrega de acciones o participaciones 
sociales a que se refiere este párrafo derive del ejercicio de opciones de compra sobre 
acciones o participaciones previamente concedidas a los trabajadores por la empresa 
emergente, los requisitos para la consideración como empresa emergente deberán 
cumplirse en el momento de la concesión de la opción.

[ . . . ]
TÍTULO IV

Base liquidable

[ . . . ]
CAPÍTULO I

Reducciones por atención a situaciones de dependencia y envejecimiento

Artículo 51.  Reducciones por aportaciones y contribuciones a sistemas de previsión social.
Podrán reducirse en la base imponible general las siguientes aportaciones y 

contribuciones a sistemas de previsión social:
1. Aportaciones y contribuciones a planes de pensiones.
1.º Las aportaciones realizadas por los partícipes a planes de pensiones, incluyendo las 

contribuciones del promotor que le hubiesen sido imputadas en concepto de rendimiento del 
trabajo.

2.º Las aportaciones realizadas por los partícipes a los planes de pensiones regulados 
en la Directiva 2003/41/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 3 de junio de 2003, 
relativa a las actividades y la supervisión de fondos de pensiones de empleo, incluidas las 
contribuciones efectuadas por las empresas promotoras, siempre que se cumplan los 
siguientes requisitos:

a) Que las contribuciones se imputen fiscalmente al partícipe a quien se vincula la 
prestación.

b) Que se transmita al partícipe de forma irrevocable el derecho a la percepción de la 
prestación futura.

c) Que se transmita al partícipe la titularidad de los recursos en que consista dicha 
contribución.

d) Las contingencias cubiertas deberán ser las previstas en el artículo 8.6 del texto 
refundido de la Ley de regulación de los planes y fondos de pensiones, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre.

2. Las aportaciones y contribuciones a mutualidades de previsión social que cumplan los 
siguientes requisitos:

a) Requisitos subjetivos:
1.º Las cantidades abonadas en virtud de contratos de seguro concertados con 

mutualidades de previsión social por profesionales no integrados en alguno de los regímenes 
de la Seguridad Social, por sus cónyuges y familiares consanguíneos en primer grado, así 
como por los trabajadores de las citadas mutualidades, en la parte que tenga por objeto la 
cobertura de las contingencias previstas en el artículo 8.6 del texto refundido de la Ley de 
Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones siempre que no hayan tenido la 
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consideración de gasto deducible para los rendimientos netos de actividades económicas, en 
los términos que prevé el segundo párrafo de la regla 1.ª del artículo 30.2 de esta Ley.

2.º Las cantidades abonadas en virtud de contratos de seguro concertados con 
mutualidades de previsión social por profesionales o empresarios individuales integrados en 
cualquiera de los regímenes de la Seguridad Social, por sus cónyuges y familiares 
consanguíneos en primer grado, así como por los trabajadores de las citadas mutualidades, 
en la parte que tenga por objeto la cobertura de las contingencias previstas en el artículo 8.6 
del texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones.

3.º Las cantidades abonadas en virtud de contratos de seguro concertados con 
mutualidades de previsión social por trabajadores por cuenta ajena o socios trabajadores, 
incluidas las contribuciones del promotor que les hubiesen sido imputadas en concepto de 
rendimientos del trabajo, cuando se efectúen de acuerdo con lo previsto en la disposición 
adicional primera del texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de 
Pensiones, con inclusión del desempleo para los citados socios trabajadores.

b) Los derechos consolidados de los mutualistas sólo podrán hacerse efectivos en los 
supuestos previstos, para los planes de pensiones, por el artículo 8.8 del texto refundido de 
la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones.

3. Las primas satisfechas a los planes de previsión asegurados. Los planes de previsión 
asegurados se definen como contratos de seguro que deben cumplir los siguientes 
requisitos:

a) El contribuyente deberá ser el tomador, asegurado y beneficiario. No obstante, en el 
caso de fallecimiento, podrá generar derecho a prestaciones en los términos previstos en el 
texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, aprobado por 
el Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre.

b) Las contingencias cubiertas deberán ser, únicamente, las previstas en el artículo 8.6 
del texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre, y deberán tener como cobertura 
principal la de jubilación. Sólo se permitirá la disposición anticipada, total o parcial, en estos 
contratos en los supuestos previstos en el artículo 8.8 del citado texto refundido. En dichos 
contratos no será de aplicación lo dispuesto en los artículos 97 y 99 de la Ley 50/1980, de 8 
de octubre, de Contrato de Seguro.

c) Este tipo de seguros tendrá obligatoriamente que ofrecer una garantía de interés y 
utilizar técnicas actuariales.

d) En el condicionado de la póliza se hará constar de forma expresa y destacada que se 
trata de un plan de previsión asegurado. La denominación Plan de Previsión Asegurado y 
sus siglas quedan reservadas a los contratos de seguro que cumplan los requisitos previstos 
en esta Ley.

e) Reglamentariamente se establecerán los requisitos y condiciones para la movilización 
de la provisión matemática a otro plan de previsión asegurado.

En los aspectos no específicamente regulados en los párrafos anteriores y sus normas 
de desarrollo, el régimen financiero y fiscal de las aportaciones, contingencias y prestaciones 
de estos contratos se regirá por la normativa de los planes de pensiones, salvo los aspectos 
financiero-actuariales de las provisiones técnicas correspondientes. En particular, los 
derechos en un plan de previsión asegurado no podrán ser objeto de embargo, traba judicial 
o administrativa hasta el momento en que se cause el derecho a la prestación o en que sean 
disponibles en los supuestos de enfermedad grave, desempleo de larga duración o por 
corresponder a primas abonadas con al menos diez años de antigüedad.

4. Las aportaciones realizadas por los trabajadores a los planes de previsión social 
empresarial regulados en la disposición adicional primera del texto refundido de la Ley de 
Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, incluyendo las contribuciones del 
tomador. En todo caso los planes de previsión social empresarial deberán cumplir los 
siguientes requisitos:

a) Serán de aplicación a este tipo de contratos de seguro los principios de no 
discriminación, capitalización, irrevocabilidad de aportaciones y atribución de derechos 
establecidos en el número 1 del artículo 5 del Texto Refundido de la Ley de Regulación de 
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los Planes y Fondos de Pensiones, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de 
noviembre.

b) La póliza dispondrá las primas que, en cumplimiento del plan de previsión social, 
deberá satisfacer el tomador, las cuales serán objeto de imputación a los asegurados.

c) En el condicionado de la póliza se hará constar de forma expresa y destacada que se 
trata de un plan de previsión social empresarial. La denominación Plan de Previsión Social 
Empresarial y sus siglas quedan reservadas a los contratos de seguro que cumplan los 
requisitos previstos en esta Ley.

d) Reglamentariamente se establecerán los requisitos y condiciones para la movilización 
de la provisión matemática a otro plan de previsión social empresarial.

e) Lo dispuesto en las letras b) y c) del apartado 3 anterior.
En los aspectos no específicamente regulados en los párrafos anteriores y sus normas 

de desarrollo, resultará de aplicación lo dispuesto en el último párrafo del apartado 3 anterior.
5. Las primas satisfechas a los seguros privados que cubran exclusivamente el riesgo de 

dependencia severa o de gran dependencia conforme a lo dispuesto en la Ley de promoción 
de la autonomía personal y atención a las personas en situación de dependencia.

Igualmente, las personas que tengan con el contribuyente una relación de parentesco en 
línea directa o colateral hasta el tercer grado inclusive, o por su cónyuge, o por aquellas 
personas que tuviesen al contribuyente a su cargo en régimen de tutela o acogimiento, 
podrán reducir en su base imponible las primas satisfechas a estos seguros privados, 
teniendo en cuenta el límite de reducción previsto en el artículo 52 de esta Ley.

El conjunto de las reducciones practicadas por todas las personas que satisfagan primas 
a favor de un mismo contribuyente, incluidas las del propio contribuyente, no podrán exceder 
de 1.500 euros anuales.

Estas primas no estarán sujetas al Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.
El contrato de seguro deberá cumplir en todo caso lo dispuesto en las letras a) y c) del 

apartado 3 anterior.
En los aspectos no específicamente regulados en los párrafos anteriores y sus normas 

de desarrollo, resultará de aplicación lo dispuesto en el último párrafo del apartado 3 anterior.
Tratándose de seguros colectivos de dependencia efectuados de acuerdo con lo previsto 

en la disposición adicional primera del texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes 
y Fondos de Pensiones, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de 
noviembre, como tomador del seguro figurará exclusivamente la empresa y la condición de 
asegurado y beneficiario corresponderá al trabajador. Las primas satisfechas por la empresa 
en virtud de estos contratos de seguro e imputadas al trabajador tendrán un límite de 
reducción propio e independiente de 5.000 euros anuales.

Reglamentariamente se desarrollará lo previsto en este apartado.
6. El conjunto de las aportaciones anuales máximas que pueden dar derecho a reducir la 

base imponible realizadas a los sistemas de previsión social previstos en los apartados 1, 2, 
3, 4 y 5 anteriores, incluyendo, en su caso, las que hubiesen sido imputadas por los 
promotores, no podrá exceder de las cantidades previstas en el artículo 5.3 del texto 
refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones.

Las prestaciones percibidas tributarán en su integridad sin que en ningún caso puedan 
minorarse en las cuantías correspondientes a los excesos de las aportaciones y 
contribuciones.

7. Además de las reducciones realizadas con los límites previstos en el artículo 
siguiente, los contribuyentes cuyo cónyuge no obtenga rendimientos netos del trabajo ni de 
actividades económicas, o los obtenga en cuantía inferior a 8.000 euros anuales, podrán 
reducir en la base imponible las aportaciones realizadas a los sistemas de previsión social 
previstos en este artículo de los que sea partícipe, mutualista o titular dicho cónyuge, con el 
límite máximo de 1.000 euros anuales.

Estas aportaciones no estarán sujetas al Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.
8. Si el contribuyente dispusiera de los derechos consolidados así como los derechos 

económicos que se derivan de los diferentes sistemas de previsión social previstos en este 
artículo, total o parcialmente, en supuestos distintos de los previstos en la normativa de 
planes y fondos de pensiones, deberá reponer las reducciones en la base imponible 
indebidamente practicadas, mediante las oportunas autoliquidaciones complementarias, con 
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inclusión de los intereses de demora. Las cantidades percibidas que excedan del importe de 
las aportaciones realizadas, incluyendo, en su caso, las contribuciones imputadas por el 
promotor, tributarán como rendimiento del trabajo en el período impositivo en que se 
perciban.

9. La reducción prevista en este artículo resultará de aplicación cualquiera que sea la 
forma en que se perciba la prestación. En el caso de que la misma se perciba en forma de 
renta vitalicia asegurada, se podrán establecer mecanismos de reversión o períodos ciertos 
de prestación o fórmulas de contraseguro en caso de fallecimiento una vez constituida la 
renta vitalicia.

[ . . . ]
Artículo 54.  Reducciones por aportaciones a patrimonios protegidos de las personas con 
discapacidad.

1. Las aportaciones al patrimonio protegido de la persona con discapacidad efectuadas 
por las personas que tengan con el mismo una relación de parentesco en línea directa o 
colateral hasta el tercer grado inclusive, así como por el cónyuge de la persona con 
discapacidad o por aquellos que lo tuviesen a su cargo en régimen de tutela o acogimiento, 
darán derecho a reducir la base imponible del aportante, con el límite máximo de 10.000 
euros anuales.

El conjunto de las reducciones practicadas por todas las personas que efectúen 
aportaciones a favor de un mismo patrimonio protegido no podrá exceder de 24.250 euros 
anuales.

A estos efectos, cuando concurran varias aportaciones a favor de un mismo patrimonio 
protegido, las reducciones correspondientes a dichas aportaciones habrán de ser minoradas 
de forma proporcional sin que, en ningún caso, el conjunto de las reducciones practicadas 
por todas las personas físicas que realicen aportaciones a favor de un mismo patrimonio 
protegido pueda exceder de 24.250 euros anuales.

2. Las aportaciones que excedan de los límites previstos en el apartado anterior darán 
derecho a reducir la base imponible de los cuatro períodos impositivos siguientes, hasta 
agotar, en su caso, en cada uno de ellos los importes máximos de reducción.

Lo dispuesto en el párrafo anterior también resultará aplicable en los supuestos en que 
no proceda la reducción por insuficiencia de base imponible.

Cuando concurran en un mismo período impositivo reducciones de la base imponible por 
aportaciones efectuadas en el ejercicio con reducciones de ejercicios anteriores pendientes 
de aplicar, se practicarán en primer lugar las reducciones procedentes de los ejercicios 
anteriores, hasta agotar los importes máximos de reducción.

3. Tratándose de aportaciones no dinerarias se tomará como importe de la aportación el 
que resulte de lo previsto en el artículo 18 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de 
régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.

4. No generarán el derecho a reducción las aportaciones de elementos afectos a la 
actividad que efectúen los contribuyentes de este Impuesto que realicen actividades 
económicas.

En ningún caso darán derecho a reducción las aportaciones efectuadas por la propia 
persona con discapacidad titular del patrimonio protegido.

5. La disposición de cualquier bien o derecho aportado al patrimonio protegido de la 
persona con discapacidad efectuada en el período impositivo en que se realiza la aportación 
o en los cuatro siguientes tendrá las siguientes consecuencias fiscales:

a) Si el aportante fue un contribuyente por este Impuesto, deberá reponer las 
reducciones en la base imponible indebidamente practicadas mediante la presentación de la 
oportuna autoliquidación complementaria con inclusión de los intereses de demora que 
procedan, en el plazo que medie entre la fecha en que se produzca la disposición y la 
finalización del plazo reglamentario de declaración correspondiente al período impositivo en 
que se realice dicha disposición.

b) El titular del patrimonio protegido que recibió la aportación deberá integrar en la base 
imponible la parte de la aportación recibida que hubiera dejado de integrar en el período 
impositivo en que recibió la aportación como consecuencia de la aplicación de lo dispuesto 
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en la letra w) del artículo 7 de esta Ley, mediante la presentación de la oportuna 
autoliquidación complementaria con inclusión de los intereses de demora que procedan, en 
el plazo que medie entre la fecha en que se produzca la disposición y la finalización del 
plazo reglamentario de declaración correspondiente al período impositivo en que se realice 
dicha disposición.

En los casos en que la aportación se hubiera realizado al patrimonio protegido de los 
parientes, cónyuges o personas a cargo de los trabajadores en régimen de tutela o 
acogimiento, a que se refiere el apartado 1 de este artículo, por un sujeto pasivo del 
Impuesto sobre Sociedades, la obligación descrita en el párrafo anterior deberá ser cumplida 
por dicho trabajador.

c) A los efectos de lo dispuesto en el apartado 5 del artículo 43 del texto refundido de la 
Ley del Impuesto sobre Sociedades, el trabajador titular del patrimonio protegido deberá 
comunicar al empleador que efectuó las aportaciones, las disposiciones que se hayan 
realizado en el período impositivo.

En los casos en que la disposición se hubiera efectuado en el patrimonio protegido de 
los parientes, cónyuges o personas a cargo de los trabajadores en régimen de tutela o 
acogimiento, la comunicación a que se refiere el párrafo anterior también deberá efectuarla 
dicho trabajador.

La falta de comunicación o la realización de comunicaciones falsas, incorrectas o 
inexactas constituirá infracción tributaria leve. Esta infracción se sancionará con multa 
pecuniaria fija de 400 euros.

La sanción impuesta de acuerdo con lo previsto en este apartado se reducirá conforme a 
lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 188 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria.

A los efectos previstos en este apartado, tratándose de bienes o derechos homogéneos 
se entenderá que fueron dispuestos los aportados en primer lugar.

No se aplicará lo dispuesto en este apartado en caso de fallecimiento del titular del 
patrimonio protegido, del aportante o de los trabajadores a los que se refiere el apartado 2 
del artículo 43 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades.

CAPÍTULO II
Reducción por pensiones compensatorias

Artículo 55.  Reducciones por pensiones compensatorias.
Las pensiones compensatorias a favor del cónyuge y las anualidades por alimentos, con 

excepción de las fijadas en favor de los hijos del contribuyente, satisfechas ambas por 
decisión judicial, podrán ser objeto de reducción en la base imponible.

[ . . . ]
TÍTULO VI

Cálculo del impuesto estatal

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Determinación de la cuota líquida estatal

[ . . . ]
Artículo 68.  Deducciones.

1. Deducción por inversión en empresas de nueva o reciente creación.
1.º Los contribuyentes podrán deducirse el 50 por ciento de las cantidades satisfechas 

en el período de que se trate por la suscripción de acciones o participaciones en empresas 
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de nueva o reciente creación, cuando se cumpla lo dispuesto en los números 2.º y 3.º de 
este apartado, pudiendo, además de la aportación temporal al capital, aportar sus 
conocimientos empresariales o profesionales adecuados para el desarrollo de la entidad en 
la que invierten, en los términos que establezca el acuerdo de inversión entre el 
contribuyente y la entidad.

La base máxima de deducción será de 100.000 euros anuales y estará formada por el 
valor de adquisición de las acciones o participaciones suscritas.

No formarán parte de la base de deducción las cantidades satisfechas por la suscripción 
de acciones o participaciones cuando respecto de tales cantidades el contribuyente 
practique una deducción establecida por la Comunidad Autónoma en el ejercicio de las 
competencias previstas en la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el 
sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con 
Estatuto de Autonomía y se modifican determinadas normas tributarias.

2.º La entidad cuyas acciones o participaciones se adquieran deberá cumplir los 
siguientes requisitos:

a) Revestir la forma de Sociedad Anónima, Sociedad de Responsabilidad Limitada, 
Sociedad Anónima Laboral o Sociedad de Responsabilidad Limitada Laboral, en los términos 
previstos en el texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, y en la Ley 44/2015, de 14 de octubre, de 
Sociedades Laborales y Participadas, y no estar admitida a negociación en ningún mercado 
organizado, tanto mercado regulado como sistemas multilaterales de negociación.

Este requisito deberá cumplirse durante todos los años de tenencia de la acción o 
participación.

b) Ejercer una actividad económica que cuente con los medios personales y materiales 
para el desarrollo de la misma. En particular, no podrá tener por actividad la gestión de un 
patrimonio mobiliario o inmobiliario a que se refiere el artículo 4.8.dos.a) de la Ley 19/1991, 
de 6 de junio, del Impuesto sobre el Patrimonio, en ninguno de los períodos impositivos de la 
entidad concluidos con anterioridad a la transmisión de la participación.

c) El importe de la cifra de los fondos propios de la entidad no podrá ser superior a 
400.000 euros en el inicio del período impositivo de la misma en que el contribuyente 
adquiera las acciones o participaciones.

Cuando la entidad forme parte de un grupo de sociedades en el sentido del artículo 42 
del Código de Comercio, con independencia de la residencia y de la obligación de formular 
cuentas anuales consolidadas, el importe de los fondos propios se referirá al conjunto de 
entidades pertenecientes a dicho grupo.

3.º A efectos de aplicar lo dispuesto en el apartado 1.º anterior deberán cumplirse las 
siguientes condiciones:

a) Las acciones o participaciones en la entidad deberán adquirirse por el contribuyente 
bien en el momento de la constitución de aquella o mediante ampliación de capital 
efectuada, con carácter general, en los cinco años siguientes a dicha constitución, o en los 
siete años siguientes a dicha constitución en el caso de empresas emergentes a las que se 
refiere el apartado 1 del artículo 3 de la Ley 28/2022, de 21 de diciembre, de fomento del 
ecosistema de las empresas emergentes, y permanecer en su patrimonio por un plazo 
superior a tres años e inferior a doce años.

b) La participación directa o indirecta del contribuyente, junto con la que posean en la 
misma entidad su cónyuge o cualquier persona unida al contribuyente por parentesco, en 
línea recta o colateral, por consanguinidad o afinidad, hasta el segundo grado incluido, no 
puede ser, durante ningún día de los años naturales de tenencia de la participación, superior 
al 40 por ciento del capital social de la entidad o de sus derechos de voto. Lo dispuesto en 
esta letra no resultará de aplicación a los socios fundadores de una empresa emergente a 
las que se refiere la Ley 28/2022, de 21 de diciembre, de fomento del ecosistema de las 
empresas emergentes, entendidos como aquellos que figuren en la escritura pública de 
constitución de la misma.

c) Que no se trate de acciones o participaciones en una entidad a través de la cual se 
ejerza la misma actividad que se venía ejerciendo anteriormente mediante otra titularidad.
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4.º Cuando el contribuyente transmita acciones o participaciones y opte por la aplicación 
de la exención prevista en el apartado 2 del artículo 38 de esta ley, únicamente formará parte 
de la base de la deducción correspondiente a las nuevas acciones o participaciones 
suscritas la parte de la reinversión que exceda del importe total obtenido en la transmisión de 
aquellas. En ningún caso se podrá practicar deducción por las nuevas acciones o 
participaciones mientras las cantidades invertidas no superen la citada cuantía.

5.º Para la práctica de la deducción será necesario obtener una certificación expedida 
por la entidad cuyas acciones o participaciones se hayan adquirido indicando el 
cumplimiento de los requisitos señalados en el número 2.º anterior en el período impositivo 
en el que se produjo la adquisición de las mismas.

2. Deducciones en actividades económicas.
a) A los contribuyentes por este Impuesto que ejerzan actividades económicas les serán 

de aplicación los incentivos y estímulos a la inversión empresarial establecidos o que se 
establezcan en la normativa del Impuesto sobre Sociedades con igualdad de porcentajes y 
límites de deducción, con excepción de lo dispuesto en los apartados 2 y 3 del artículo 39 de 
la Ley del Impuesto sobre Sociedades.

b) Adicionalmente, los contribuyentes que cumplan los requisitos establecidos en el 
artículo 101 de la Ley del Impuesto sobre Sociedades podrán deducir los rendimientos netos 
de actividades económicas del período impositivo que se inviertan en elementos nuevos del 
inmovilizado material o inversiones inmobiliarias afectos a actividades económicas 
desarrolladas por el contribuyente.

Se entenderá que los rendimientos netos de actividades económicas del período 
impositivo son objeto de inversión cuando se invierta una cuantía equivalente a la parte de la 
base liquidable general positiva del período impositivo que corresponda a tales rendimientos, 
sin que en ningún caso la misma cuantía pueda entenderse invertida en más de un activo.

La inversión en elementos patrimoniales afectos a actividades económicas deberá 
realizarse en el período impositivo en que se obtengan los rendimientos objeto de 
reinversión o en el período impositivo siguiente.

La inversión se entenderá efectuada en la fecha en que se produzca la puesta a 
disposición de los elementos patrimoniales, incluso en el supuesto de elementos 
patrimoniales que sean objeto de los contratos de arrendamiento financiero a los que se 
refiere el apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 26/1988, de 29 de julio, 
sobre disciplina e intervención de las entidades de crédito. No obstante, en este último caso, 
la deducción estará condicionada, con carácter resolutorio, al ejercicio de la opción de 
compra.

La deducción se practicará en la cuota íntegra correspondiente al período impositivo en 
que se efectúe la inversión.

La base de la deducción será la cuantía invertida a que se refiere el segundo párrafo de 
esta letra b).

El porcentaje de deducción será del 5 por ciento. No obstante, el porcentaje de 
deducción será del 2,5 por ciento cuando el contribuyente hubiera practicado la reducción 
prevista en el apartado 3 del artículo 32 de esta Ley o se trate de rentas obtenidas en Ceuta 
y Melilla respecto de las que se hubiera aplicado la deducción prevista en el artículo 68.4 de 
esta Ley.

El importe de la deducción no podrá exceder de la suma de la cuota íntegra estatal y 
autonómica del período impositivo en el que se obtuvieron los rendimientos netos de 
actividades económicas señalados en el primer párrafo de esta letra b).

Los elementos patrimoniales objeto de inversión deberán permanecer en funcionamiento 
en el patrimonio del contribuyente, salvo pérdida justificada, durante un plazo de 5 años, o 
durante su vida útil de resultar inferior.

No obstante, no se perderá la deducción si se produce la transmisión de los elementos 
patrimoniales objeto de inversión antes de la finalización del plazo señalado en el párrafo 
anterior y se invierte el importe obtenido o el valor neto contable, si fuera menor, en los 
términos establecidos en este artículo.

Esta deducción es incompatible con la aplicación de la libertad de amortización, con la 
deducción por inversiones regulada en el artículo 94 de la Ley 20/1991, de 7 de junio, de 
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modificación de los aspectos fiscales del Régimen Económico Fiscal de Canarias, y con la 
Reserva para inversiones en Canarias regulada en el artículo 27 de la Ley 19/1994, de 6 de 
julio, de modificación del Régimen Económico y Fiscal de Canarias.

c) Los contribuyentes por este Impuesto que ejerzan actividades económicas y 
determinen su rendimiento neto por el método de estimación objetiva sólo les serán de 
aplicación los incentivos a que se refiere este apartado 2 cuando así se establezca 
reglamentariamente teniendo en cuenta las características y obligaciones formales del citado 
método.

3. Deducciones por donativos y otras aportaciones.
Los contribuyentes podrán aplicar, en este concepto:
a) Las deducciones previstas en la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal 

de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.
b) El 10 por ciento de las cantidades donadas a las fundaciones legalmente reconocidas 

que rindan cuentas al órgano del protectorado correspondiente, así como a las asociaciones 
declaradas de utilidad pública, no comprendidas en el párrafo anterior.

c) El 20 por ciento de las cuotas de afiliación y las aportaciones a Partidos Políticos, 
Federaciones, Coaliciones o Agrupaciones de Electores. La base máxima de esta deducción 
será de 600 euros anuales y estará constituida por las cuotas de afiliación y aportaciones 
previstas en la letra a) del apartado Dos del artículo 2 de la Ley Orgánica 8/2007, de 4 de 
julio, sobre financiación de los partidos políticos.

4. Deducción por rentas obtenidas en Ceuta o Melilla.
1.º Contribuyentes residentes en Ceuta o Melilla.
a) Los contribuyentes que tengan su residencia habitual y efectiva en Ceuta o Melilla se 

deducirán el 60 por ciento de la parte de la suma de las cuotas íntegras estatal y autonómica 
que proporcionalmente corresponda a las rentas computadas para la determinación de las 
bases liquidables que hubieran sido obtenidas en Ceuta o Melilla.

b) También aplicarán esta deducción los contribuyentes que mantengan su residencia 
habitual y efectiva en Ceuta o Melilla durante un plazo no inferior a tres años, en los períodos 
impositivos iniciados con posterioridad al final de ese plazo, por las rentas obtenidas fuera de 
dichas ciudades cuando, al menos, una tercera parte del patrimonio neto del contribuyente, 
determinado conforme a la normativa reguladora del Impuesto sobre el Patrimonio, esté 
situado en dichas ciudades.

La cuantía máxima de las rentas, obtenidas fuera de dichas ciudades, que puede 
acogerse a esta deducción será el importe neto de los rendimientos y ganancias y pérdidas 
patrimoniales obtenidos en dichas ciudades.

2.º Los contribuyentes que no tengan su residencia habitual y efectiva en Ceuta o Melilla, 
se deducirán el 60 por ciento de la parte de la suma de las cuotas íntegras estatal y 
autonómica que proporcionalmente corresponda a las rentas computadas para la 
determinación de las bases liquidables positivas que hubieran sido obtenidas en Ceuta o 
Melilla.

En ningún caso se aplicará esta deducción a las rentas siguientes:
– Las procedentes de Instituciones de Inversión Colectiva, salvo cuando la totalidad de 

sus activos esté invertida en Ceuta o Melilla, en las condiciones que reglamentariamente se 
determinen.

– Las rentas a las que se refieren los párrafos a), e) e i) del apartado siguiente.
3.º A los efectos previstos en esta Ley, se considerarán rentas obtenidas en Ceuta o 

Melilla las siguientes:
a) Los rendimientos del trabajo, cuando se deriven de trabajos de cualquier clase 

realizados en dichos territorios.
b) Los rendimientos que procedan de la titularidad de bienes inmuebles situados en 

Ceuta o Melilla o de derechos reales que recaigan sobre los mismos.
c) Las que procedan del ejercicio de actividades económicas efectivamente realizadas, 

en las condiciones que reglamentariamente se determinen, en Ceuta o Melilla.
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d) Las ganancias patrimoniales que procedan de bienes inmuebles radicados en Ceuta o 
Melilla.

e) Las ganancias patrimoniales que procedan de bienes muebles situados en Ceuta o 
Melilla.

f) Los rendimientos del capital mobiliario procedentes de obligaciones o préstamos, 
cuando los capitales se hallen invertidos en dichos territorios y allí generen las rentas 
correspondientes.

g) Los rendimientos del capital mobiliario procedentes del arrendamiento de bienes 
muebles, negocios o minas, en las condiciones que reglamentariamente se determinen.

h) Las rentas procedentes de sociedades que operen efectiva y materialmente en Ceuta 
o Melilla que correspondan a rentas a las que resulte de aplicación la bonificación 
establecida en el artículo 33 de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, en los siguientes 
supuestos:

1.º Cuando tengan su domicilio y objeto social exclusivo en dichos territorios.
2.º Cuando operen efectiva y materialmente en Ceuta o Melilla durante un plazo no 

inferior a tres años y obtengan rentas fuera de dichas ciudades, siempre que respecto de 
estas rentas tengan derecho a la aplicación de la bonificación prevista en el apartado 6 del 
artículo 33 de la Ley del Impuesto sobre Sociedades. A estos efectos deberán identificarse, 
en los términos que reglamentariamente se establezcan, las reservas procedentes de rentas 
a las que hubieran resultado de aplicación la bonificación establecida en el artículo 33 de la 
Ley del Impuesto sobre Sociedades.

i) Los rendimientos procedentes de depósitos o cuentas en toda clase de instituciones 
financieras situadas en Ceuta o Melilla.

5. Deducción por actuaciones para la protección y difusión del Patrimonio Histórico 
Español y de las ciudades, conjuntos y bienes declarados Patrimonio Mundial.

Los contribuyentes tendrán derecho a una deducción en la cuota del 15 por ciento del 
importe de las inversiones o gastos que realicen para:

a) La adquisición de bienes del Patrimonio Histórico Español, realizada fuera del territorio 
español para su introducción dentro de dicho territorio, siempre que los bienes sean 
declarados bienes de interés cultural o incluidos en el Inventario general de bienes muebles 
en el plazo de un año desde su introducción y permanezcan en territorio español y dentro del 
patrimonio del titular durante al menos cuatro años.

La base de esta deducción será la valoración efectuada por la Junta de calificación, 
valoración y exportación de bienes del patrimonio histórico español.

b) La conservación, reparación, restauración, difusión y exposición de los bienes de su 
propiedad que estén declarados de interés cultural conforme a la normativa del patrimonio 
histórico del Estado y de las comunidades autónomas, siempre y cuando se cumplan las 
exigencias establecidas en dicha normativa, en particular respecto de los deberes de visita y 
exposición pública de dichos bienes.

c) La rehabilitación de edificios, el mantenimiento y reparación de sus tejados y 
fachadas, así como la mejora de infraestructuras de su propiedad situados en el entorno que 
sea objeto de protección de las ciudades españolas o de los conjuntos arquitectónicos, 
arqueológicos, naturales o paisajísticos y de los bienes declarados Patrimonio Mundial por la 
Unesco situados en España.

6. Deducción por cuenta ahorro-empresa.
(Suprimido)
7. Deducción por alquiler de la vivienda habitual.
(Suprimido)

[ . . . ]
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TÍTULO VII
Gravamen autonómico

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Residencia habitual en el territorio de una Comunidad Autónoma

Artículo 72.  Residencia habitual en el territorio de una Comunidad Autónoma.
1. A efectos de esta Ley, se considerará que los contribuyentes con residencia habitual 

en territorio español son residentes en el territorio de una Comunidad Autónoma:
1.º Cuando permanezcan en su territorio un mayor número de días del período 

impositivo.
Para determinar el período de permanencia se computarán las ausencias temporales.
Salvo prueba en contrario, se considerará que una persona física permanece en el 

territorio de una Comunidad Autónoma cuando en dicho territorio radique su vivienda 
habitual.

2.º Cuando no fuese posible determinar la permanencia a que se refiere el ordinal 1.º 
anterior, se considerarán residentes en el territorio de la Comunidad Autónoma donde tengan 
su principal centro de intereses. Se considerará como tal el territorio donde obtengan la 
mayor parte de la base imponible del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, 
determinada por los siguientes componentes de renta:

a) Rendimientos del trabajo, que se entenderán obtenidos donde radique el centro de 
trabajo respectivo, si existe.

b) Rendimientos del capital inmobiliario y ganancias patrimoniales derivados de bienes 
inmuebles, que se entenderán obtenidos en el lugar en que radiquen éstos.

c) Rendimientos derivados de actividades económicas, ya sean empresariales o 
profesionales, que se entenderán obtenidos donde radique el centro de gestión de cada una 
de ellas.

3.º Cuando no pueda determinarse la residencia conforme a los criterios establecidos en 
los ordinales 1.º y 2.º anteriores, se considerarán residentes en el lugar de su última 
residencia declarada a efectos del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

2. Las personas físicas residentes en el territorio de una Comunidad Autónoma, que 
pasasen a tener su residencia habitual en el de otra, cumplirán sus obligaciones tributarias 
de acuerdo con la nueva residencia, cuando ésta actúe como punto de conexión.

Además, cuando en virtud de lo previsto en el apartado 3 siguiente deba considerarse 
que no ha existido cambio de residencia, las personas físicas deberán presentar las 
autoliquidaciones complementarias que correspondan, con inclusión de los intereses de 
demora.

El plazo de presentación de las autoliquidaciones complementarias terminará el mismo 
día que concluya el plazo de presentación de las declaraciones por el Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas correspondientes al año en que concurran las circunstancias 
que, según lo previsto en el apartado 3 siguiente, determinen que deba considerarse que no 
ha existido cambio de residencia.

3. No producirán efecto los cambios de residencia que tengan por objeto principal lograr 
una menor tributación efectiva en este impuesto.

Se presumirá, salvo que la nueva residencia se prolongue de manera continuada 
durante, al menos, tres años, que no ha existido cambio, en relación al rendimiento cedido 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, cuando concurran las siguientes 
circunstancias:

a) Que en el año en el cual se produce el cambio de residencia o en el siguiente, la base 
imponible del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas sea superior en, al menos, 
un 50 por ciento a la del año anterior al cambio.
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En caso de tributación conjunta se determinará de acuerdo con las normas de 
individualización.

b) Que en el año en el cual se produce la situación a que se refiere el párrafo a) anterior, 
su tributación efectiva por el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas sea inferior a 
la que hubiese correspondido de acuerdo con la normativa aplicable en la Comunidad 
Autónoma en la que residía con anterioridad al cambio.

c) Que en el año siguiente a aquel en el cual se produce la situación a que se refiere el 
párrafo a) anterior, o en el siguiente, vuelva a tener su residencia habitual en el territorio de 
la Comunidad Autónoma en la que residió con anterioridad al cambio.

4. Las personas físicas residentes en territorio español, que no permanezcan en dicho 
territorio más de 183 días durante el año natural, se considerarán residentes en el territorio 
de la Comunidad Autónoma en que radique el núcleo principal o la base de sus actividades o 
de sus intereses económicos.

5. Las personas físicas residentes en territorio español por aplicación de la presunción 
prevista en el último párrafo del apartado 1 del artículo 9 de esta ley, se considerarán 
residentes en el territorio de la Comunidad Autónoma en que residan habitualmente el 
cónyuge no separado legalmente y los hijos menores de edad que dependan de ellas.

[ . . . ]
TÍTULO IX

Tributación familiar

Artículo 82.  Tributación conjunta.
1. Podrán tributar conjuntamente las personas que formen parte de alguna de las 

siguientes modalidades de unidad familiar:
1.ª La integrada por los cónyuges no separados legalmente y, si los hubiera:
a) Los hijos menores, con excepción de los que, con el consentimiento de los padres, 

vivan independientes de éstos.
b) Los hijos mayores de edad incapacitados judicialmente sujetos a patria potestad 

prorrogada o rehabilitada.
2.ª En los casos de separación legal, o cuando no existiera vínculo matrimonial, la 

formada por el padre o la madre y todos los hijos que convivan con uno u otro y que reúnan 
los requisitos a que se refiere la regla 1.ª de este artículo.

2. Nadie podrá formar parte de dos unidades familiares al mismo tiempo.
3. La determinación de los miembros de la unidad familiar se realizará atendiendo a la 

situación existente a 31 de diciembre de cada año.

Artículo 83.  Opción por la tributación conjunta.
1. Las personas físicas integradas en una unidad familiar podrán optar, en cualquier 

período impositivo, por tributar conjuntamente en el Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas, con arreglo a las normas generales del impuesto y las disposiciones de 
este título, siempre que todos sus miembros sean contribuyentes por este impuesto.

La opción por la tributación conjunta no vinculará para períodos sucesivos.
2. La opción por la tributación conjunta deberá abarcar a la totalidad de los miembros de 

la unidad familiar. Si uno de ellos presenta declaración individual, los restantes deberán 
utilizar el mismo régimen.

La opción ejercitada para un período impositivo no podrá ser modificada con 
posterioridad respecto del mismo una vez finalizado el plazo reglamentario de declaración.

En caso de falta de declaración, los contribuyentes tributarán individualmente, salvo que 
manifiesten expresamente su opción en el plazo de 10 días a partir del requerimiento de la 
Administración tributaria.
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Artículo 84.  Normas aplicables en la tributación conjunta.
1. En la tributación conjunta serán aplicables las reglas generales del impuesto sobre 

determinación de la renta de los contribuyentes, determinación de las bases imponible y 
liquidable y determinación de la deuda tributaria, con las especialidades que se fijan en los 
apartados siguientes.

2. Los importes y límites cuantitativos establecidos a efectos de la tributación individual 
se aplicarán en idéntica cuantía en la tributación conjunta, sin que proceda su elevación o 
multiplicación en función del número de miembros de la unidad familiar.

No obstante:
1.º Los límites máximos de reducción en la base imponible previstos en los artículos 52, 

53 y 54 y en la disposición adicional undécima de esta Ley, serán aplicados individualmente 
por cada partícipe o mutualista integrado en la unidad familiar.

2.º En cualquiera de las modalidades de unidad familiar, se aplicará, con independencia 
del número de miembros integrados en la misma, el importe del mínimo previsto en el 
apartado 1 del artículo 57, incrementado o disminuido en su caso para el cálculo del 
gravamen autonómico en los términos previstos en el artículo 56.3 de esta Ley.

Para la cuantificación del mínimo a que se refiere el apartado 2 del artículo 57 y el 
apartado 1 del artículo 60, ambos de esta Ley, se tendrán en cuenta las circunstancias 
personales de cada uno de los cónyuges integrados en la unidad familiar.

En ningún caso procederá la aplicación de los citados mínimos por los hijos, sin perjuicio 
de la cuantía que proceda por el mínimo por descendientes y discapacidad.

3.º En la primera de las modalidades de unidad familiar del artículo 82 de esta ley, la 
base imponible, con carácter previo a las reducciones previstas en los artículos 51, 53 y 54 y 
en la disposición adicional undécima de esta Ley, se reducirá en 3.400 euros anuales. A tal 
efecto, la reducción se aplicará, en primer lugar, a la base imponible general sin que pueda 
resultar negativa como consecuencia de tal minoración. El remanente, si lo hubiera, minorará 
la base imponible del ahorro, que tampoco podrá resultar negativa.

4.º En la segunda de las modalidades de unidad familiar del artículo 82 de esta ley, la 
base imponible, con carácter previo a las reducciones previstas en los artículos 51, 53 y 54 y 
en la disposición adicional undécima de esta Ley, se reducirá en 2.150 euros anuales. A tal 
efecto, la reducción se aplicará, en primer lugar, a la base imponible general sin que pueda 
resultar negativa como consecuencia de tal minoración. El remanente, si lo hubiera, minorará 
la base imponible del ahorro, que tampoco podrá resultar negativa.

No se aplicará esta reducción cuando el contribuyente conviva con el padre o la madre 
de alguno de los hijos que forman parte de su unidad familiar.

3. En la tributación conjunta serán compensables, con arreglo a las normas generales 
del impuesto, las pérdidas patrimoniales y las bases liquidables generales negativas, 
realizadas y no compensadas por los contribuyentes componentes de la unidad familiar en 
períodos impositivos anteriores en que hayan tributado individualmente.

4. Los mismos conceptos determinados en tributación conjunta serán compensables 
exclusivamente, en caso de tributación individual posterior, por aquellos contribuyentes a 
quienes correspondan de acuerdo con las reglas sobre individualización de rentas 
contenidas en esta ley.

5. Las rentas de cualquier tipo obtenidas por las personas físicas integradas en una 
unidad familiar que hayan optado por la tributación conjunta serán gravadas 
acumuladamente.

6. Todos los miembros de la unidad familiar quedarán conjunta y solidariamente 
sometidos al impuesto, sin perjuicio del derecho a prorratear entre sí la deuda tributaria, 
según la parte de renta sujeta que corresponda a cada uno de ellos.

TÍTULO X
Regímenes especiales

[ . . . ]
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Sección 3.ª Transparencia fiscal internacional

[ . . . ]
TÍTULO XI

Gestión del impuesto

CAPÍTULO I
Declaraciones

Artículo 96.  Obligación de declarar.
1. Los contribuyentes estarán obligados a presentar y suscribir declaración por este 

Impuesto, con los límites y condiciones que reglamentariamente se establezcan.
2. No obstante, no tendrán que declarar los contribuyentes que obtengan rentas 

procedentes exclusivamente de las siguientes fuentes, en tributación individual o conjunta:
a) Rendimientos íntegros del trabajo, con el límite de 22.000 euros anuales.
b) Rendimientos íntegros del capital mobiliario y ganancias patrimoniales sometidos a 

retención o ingreso a cuenta, con el límite conjunto de 1.600 euros anuales.
Lo dispuesto en esta letra no será de aplicación respecto de las ganancias patrimoniales 

procedentes de transmisiones o reembolsos de acciones o participaciones de instituciones 
de inversión colectiva en las que la base de retención, conforme a lo que se establezca 
reglamentariamente, no proceda determinarla por la cuantía a integrar en la base imponible.

c) Rentas inmobiliarias imputadas en virtud del artículo 85 de esta Ley, rendimientos 
íntegros del capital mobiliario no sujetos a retención derivados de letras del Tesoro y 
subvenciones para la adquisición de viviendas de protección oficial o de precio tasado y 
demás ganancias patrimoniales derivadas de ayudas públicas, con el límite conjunto de 
1.000 euros anuales.

En ningún caso tendrán que declarar los contribuyentes que obtengan exclusivamente 
rendimientos íntegros del trabajo, de capital o de actividades económicas, así como 
ganancias patrimoniales, con el límite conjunto de 1.000 euros anuales y pérdidas 
patrimoniales de cuantía inferior a 500 euros.

No obstante lo anterior, estarán en cualquier caso obligadas a declarar todas aquellas 
personas físicas que en cualquier momento del período impositivo hubieran estado de alta, 
como trabajadores por cuenta propia, en el Régimen Especial de Trabajadores por Cuenta 
Propia o Autónomos, o en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores 
del Mar.

3. El límite a que se refiere la letra a) del apartado 2 anterior será de 15.876 euros para 
los contribuyentes que perciban rendimientos íntegros del trabajo en los siguientes 
supuestos:

a) Cuando procedan de más de un pagador. No obstante, el límite será de 22.000 euros 
anuales en los siguientes supuestos:

1.º Si la suma de las cantidades percibidas del segundo y restantes pagadores, por 
orden de cuantía, no supera en su conjunto la cantidad de 1.500 euros anuales.

2.º Cuando se trate de contribuyentes cuyos únicos rendimientos del trabajo consistan en 
las prestaciones pasivas a que se refiere el artículo 17.2.a) de esta Ley y la determinación 
del tipo de retención aplicable se hubiera realizado de acuerdo con el procedimiento especial 
que reglamentariamente se establezca.

b) Cuando se perciban pensiones compensatorias del cónyuge o anualidades por 
alimentos diferentes de las previstas en el artículo 7 de esta ley.

c) Cuando el pagador de los rendimientos del trabajo no esté obligado a retener de 
acuerdo con lo previsto reglamentariamente.

d) Cuando se perciban rendimientos íntegros del trabajo sujetos a tipo fijo de retención.
4. Estarán obligados a declarar en todo caso los contribuyentes que tengan derecho a 

deducción por doble imposición internacional o que realicen aportaciones a patrimonios 
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protegidos de las personas con discapacidad, planes de pensiones, planes de previsión 
asegurados o mutualidades de previsión social, planes de previsión social empresarial y 
seguros de dependencia que reduzcan la base imponible, en las condiciones que se 
establezcan reglamentariamente.

5. Los modelos de declaración se aprobarán por la persona titular del Ministerio de 
Hacienda y Función Pública, que establecerá la forma y plazos de su presentación.

A estos efectos, podrá establecerse la obligación de presentación por medios 
electrónicos siempre que la Administración tributaria asegure la atención personalizada a los 
contribuyentes que precisen de asistencia para el cumplimiento de la obligación.

6. La persona titular del Ministerio de Hacienda y Función Pública podrá aprobar la 
utilización de modalidades simplificadas o especiales de declaración.

La declaración se efectuará en la forma y plazos que establezca la persona titular del 
Ministerio de Hacienda y Función Pública.

Los contribuyentes deberán cumplimentar la totalidad de los datos que les afecten 
contenidos en las declaraciones y acompañar los documentos y justificantes que se 
establezcan.

7. Los sucesores del causante quedarán obligados a cumplir las obligaciones tributarias 
pendientes por este Impuesto, con exclusión de las sanciones, de conformidad con el 
artículo 39.1 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

8. Cuando los contribuyentes no tuvieran obligación de declarar, las Administraciones 
públicas no podrán exigir la aportación de declaraciones por este Impuesto al objeto de 
obtener subvenciones o cualesquiera prestaciones públicas, o en modo alguno condicionar 
éstas a la presentación de dichas declaraciones.

9. La Ley de Presupuestos Generales del Estado podrá modificar lo previsto en los 
apartados anteriores.

Artículo 97.  Autoliquidación.
1. Los contribuyentes, al tiempo de presentar su declaración, deberán determinar la 

deuda tributaria correspondiente e ingresarla en el lugar, forma y plazos determinados por el 
Ministro de Economía y Hacienda.

2. El ingreso del importe resultante de la autoliquidación sólo se podrá fraccionar en la 
forma que se determine en el reglamento de desarrollo de esta Ley.

3. El pago de la deuda tributaria podrá realizarse mediante entrega de bienes integrantes 
del Patrimonio Histórico Español que estén inscritos en el Inventario General de Bienes 
Muebles o en el Registro General de Bienes de Interés Cultural, de acuerdo con lo dispuesto 
en el artículo 73 de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español.

4. Los sucesores del causante quedarán obligados a cumplir las obligaciones tributarias 
pendientes por este impuesto, con exclusión de las sanciones, de conformidad con el 
artículo 39.1 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

5. En el supuesto previsto en el artículo 14.4 de esta ley, los sucesores del causante 
podrán solicitar a la Administración tributaria el fraccionamiento de la parte de deuda 
tributaria correspondiente a las rentas a que se refiere dicho precepto, calculada aplicando el 
tipo regulado en el artículo 80.2 de esta ley.

La solicitud se formulará dentro del plazo reglamentario de declaración relativo al período 
impositivo del fallecimiento y se concederá en función de los períodos impositivos a los que 
correspondería imputar dichas rentas en caso de que aquél no se hubiese producido con el 
límite máximo de cuatro años en las condiciones que se determinen reglamentariamente.

6. El contribuyente casado y no separado legalmente que esté obligado a presentar 
declaración por este Impuesto y cuya autoliquidación resulte a ingresar podrá, al tiempo de 
presentar su declaración, solicitar la suspensión del ingreso de la deuda tributaria, sin 
intereses de demora, en una cuantía igual o inferior a la devolución a la que tenga derecho 
su cónyuge por este mismo Impuesto.

La solicitud de suspensión del ingreso de la deuda tributaria que cumpla todos los 
requisitos enumerados en este apartado determinará la suspensión cautelar del ingreso 
hasta tanto se reconozca por la Administración tributaria el derecho a la devolución a favor 
del otro cónyuge. El resto de la deuda tributaria podrá fraccionarse de acuerdo con lo 
establecido en el apartado 2 de este artículo.
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Los requisitos para obtener la suspensión cautelar serán los siguientes:
a) El cónyuge cuya autoliquidación resulte a devolver deberá renunciar al cobro de la 

devolución hasta el importe de la deuda cuya suspensión haya sido solicitada. Asimismo, 
deberá aceptar que la cantidad a la que renuncia se aplique al pago de dicha deuda.

b) La deuda cuya suspensión se solicita y la devolución pretendida deberán 
corresponder al mismo período impositivo.

c) Ambas autoliquidaciones deberán presentarse de forma simultánea dentro del plazo 
que establezca el Ministro de Economía y Hacienda.

d) Los cónyuges no podrán estar acogidos al sistema de cuenta corriente tributaria 
regulado en el Real Decreto 1108/1999, de 25 de junio.

e) Los cónyuges deberán estar al corriente en el pago de sus obligaciones tributarias en 
los términos previstos en la Orden de 28 de abril de 1986, sobre justificación del 
cumplimiento de obligaciones tributarias.

La Administración notificará a ambos cónyuges, dentro del plazo previsto en el apartado 
1 del artículo 103 de esta Ley, el acuerdo que se adopte con expresión, en su caso, de la 
deuda extinguida y de las devoluciones o ingresos adicionales que procedan.

Cuando no proceda la suspensión por no reunirse los requisitos anteriormente 
señalados, la Administración practicará liquidación provisional al contribuyente que solicitó la 
suspensión por importe de la deuda objeto de la solicitud junto con el interés de demora 
calculado desde el día siguiente a la fecha de vencimiento del plazo establecido para 
presentar la autoliquidación hasta la fecha de la liquidación.

Los efectos del reconocimiento del derecho a la devolución respecto a la deuda cuya 
suspensión se hubiera solicitado son los siguientes:

a) Si la devolución reconocida fuese igual a la deuda, ésta quedará extinguida, al igual 
que el derecho a la devolución.

b) Si la devolución reconocida fuese superior a la deuda, ésta se declarará extinguida y 
la Administración procederá a devolver la diferencia entre ambos importes de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 103 de esta Ley.

c) Si la devolución reconocida fuese inferior a la deuda, ésta se declarará extinguida en 
la parte concurrente, practicando la Administración tributaria liquidación provisional al 
contribuyente que solicitó la suspensión por importe de la diferencia, exigiéndole igualmente 
el interés de demora calculado desde el día siguiente a la fecha de vencimiento del plazo 
establecido para presentar la autoliquidación hasta la fecha de la liquidación.

Se considerará que no existe transmisión lucrativa a efectos fiscales entre los cónyuges 
por la renuncia a la devolución de uno de ellos para su aplicación al pago de la deuda del 
otro.

Reglamentariamente podrá regularse el procedimiento a que se refiere este apartado

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Pagos a cuenta

[ . . . ]
Artículo 101.  Importe de los pagos a cuenta.

1. El porcentaje de retención e ingreso a cuenta sobre los rendimientos del trabajo 
derivados de relaciones laborales o estatutarias y de pensiones y haberes pasivos se 
determinará con arreglo al procedimiento que reglamentariamente se establezca.

Para determinar el porcentaje de retención o ingreso a cuenta se podrán tener en 
consideración las circunstancias personales y familiares y, en su caso, las rentas del 
cónyuge y las reducciones y deducciones, así como las retribuciones variables previsibles, 
en los términos que reglamentariamente se establezcan, y se aplicará la siguiente escala:
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Base para calcular el tipo de 
retención

–
Hasta euros

Cuota de retención
–

Euros

Resto base para calcular el tipo de 
retención

–
Hasta euros

Tipo aplicable
–

Porcentaje

0,00 0,00 12.450,00 19,00
12.450,00 2.365,50 7.750,00 24,00
20.200,00 4.225,50 15.000,00 30,00
35.200,00 8.725,50 24.800,00 37,00
60.000,00 17.901,50 240.000,00 45,00

300.000,00 125.901,50 En adelante 47,00

A estos efectos, se presumirán retribuciones variables previsibles, como mínimo, las 
obtenidas en el año anterior, salvo que concurran circunstancias que permitan acreditar de 
manera objetiva un importe inferior.

Tratándose de atrasos que corresponda imputar a ejercicios anteriores, el porcentaje de 
retención e ingreso a cuenta será del 15 por ciento, salvo que resulte de aplicación los 
porcentajes previstos en los apartados 2 y 3 de este artículo.

Los porcentajes de retención e ingreso a cuenta previstos en este apartado se reducirán 
en un 60 por ciento cuando se trate de rendimientos obtenidos en Ceuta o Melilla que tengan 
derecho a la deducción en la cuota prevista en el artículo 68.4 de esta Ley.

2. El porcentaje de retención e ingreso a cuenta sobre los rendimientos del trabajo que 
se perciban por la condición de administradores y miembros de los consejos de 
administración, de las juntas que hagan sus veces, y demás miembros de otros órganos 
representativos, será del 35 por ciento.

No obstante, en los términos que reglamentariamente se establezcan, cuando los 
rendimientos procedan de entidades con un importe neto de la cifra de negocios inferior 
a 100.000 euros, el porcentaje de retención e ingreso a cuenta será del 19 por ciento.

Los porcentajes de retención e ingreso a cuenta previstos en este apartado se reducirán 
en un 60 por ciento cuando se trate de rendimientos obtenidos en Ceuta o Melilla que tengan 
derecho a la deducción en la cuota prevista en el artículo 68.4 de esta Ley.

3. El porcentaje de retención e ingreso a cuenta sobre los rendimientos del trabajo 
derivados de impartir cursos, conferencias, coloquios, seminarios y similares, o derivados de 
la elaboración de obras literarias, artísticas o científicas, siempre que se ceda el derecho a 
su explotación, será del 15 por ciento.

No obstante lo anterior, el porcentaje de retención sobre los rendimientos del trabajo 
derivados de la elaboración de obras literarias, artísticas o científicas a que se refiere el 
párrafo anterior será del 7 por ciento cuando el volumen de tales rendimientos íntegros 
correspondiente al ejercicio inmediato anterior sea inferior a 15.000 euros y represente más 
del 75 por ciento de la suma de los rendimientos íntegros de actividades económicas y del 
trabajo obtenidos por el contribuyente en dicho ejercicio. Para la aplicación de este tipo de 
retención, los contribuyentes deberán comunicar al pagador de los rendimientos la 
concurrencia de dichas circunstancias, quedando obligado el pagador a conservar la 
comunicación debidamente firmada.

Estos porcentajes se reducirán en un 60 por ciento cuando se trate de rendimientos del 
trabajo obtenidos en Ceuta y Melilla que tengan derecho a la deducción en la cuota prevista 
en el artículo 68.4 de esta ley.

4. El porcentaje de retención e ingreso a cuenta sobre los rendimientos del capital 
mobiliario será del 19 por ciento. Dicho porcentaje será el 15 por ciento para los 
rendimientos del capital mobiliario procedentes de la propiedad intelectual cuando el 
contribuyente no sea el autor.

Este porcentaje se reducirá en un 60 por ciento cuando se trate de rendimientos que 
tengan derecho a la deducción en la cuota prevista en el artículo 68.4 de esta Ley 
procedentes de las sociedades a que se refiere la letra h) del número 3.º del citado artículo.

5. Los porcentajes de las retenciones e ingresos a cuenta sobre los rendimientos 
derivados de actividades económicas serán:

a) El 15 por ciento, en el caso de los rendimientos de actividades profesionales 
establecidos en vía reglamentaria.
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No obstante, se aplicará el porcentaje del 7 por ciento sobre los rendimientos de 
actividades profesionales que se establezcan reglamentariamente.

Estos porcentajes se reducirán en un 60 por ciento cuando los rendimientos tengan 
derecho a la deducción en la cuota prevista en el artículo 68.4 de esta Ley.

b) El 2 por ciento en el caso de rendimientos procedentes de actividades agrícolas o 
ganaderas, salvo en el caso de las actividades ganaderas de engorde de porcino y 
avicultura, en que se aplicará el 1 por ciento.

c) El 2 por ciento en el caso de rendimientos procedentes de actividades forestales.
d) El 1 por ciento para otras actividades empresariales que determinen su rendimiento 

neto por el método de estimación objetiva, en los supuestos y condiciones que 
reglamentariamente se establezcan.

6. El porcentaje de pagos a cuenta sobre las ganancias patrimoniales derivadas de las 
transmisiones o reembolsos de acciones y participaciones de instituciones de inversión 
colectiva será del 19 por ciento.

No se aplicará retención cuando no proceda computar la ganancia patrimonial, de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 94.1.a) de esta Ley.

El porcentaje de retención e ingreso a cuenta sobre las ganancias patrimoniales 
derivadas de los aprovechamientos forestales de los vecinos en montes públicos que 
reglamentariamente se establezcan, será del 19 por 100.

El porcentaje de retención e ingreso a cuenta sobre las ganancias patrimoniales 
derivadas de la transmisión de derechos de suscripción será el 19 por ciento.

7. El porcentaje de retención e ingreso a cuenta sobre los premios que se entreguen 
como consecuencia de la participación en juegos, concursos, rifas o combinaciones 
aleatorias, estén o no vinculadas a la oferta, promoción o venta de determinados bienes, 
productos o servicios, será del 19 por ciento.

8. El porcentaje de retención e ingreso a cuenta sobre los rendimientos procedentes del 
arrendamiento o subarrendamiento de bienes inmuebles urbanos, cualquiera que sea su 
calificación, será del 19 por ciento.

Este porcentaje se reducirá en un 60 por ciento cuando el inmueble esté situado en 
Ceuta o Melilla en los términos previstos en el artículo 68.4 de esta Ley.

9. El porcentaje de retención e ingreso a cuenta sobre los rendimientos procedentes de 
la propiedad industrial, de la prestación de asistencia técnica, del arrendamiento de bienes 
muebles, negocios o minas y del subarrendamiento sobre los bienes anteriores, cualquiera 
que sea su calificación, será del 19 por ciento.

El porcentaje de retención e ingreso a cuenta sobre los rendimientos procedentes de la 
propiedad intelectual, cualquiera que sea su calificación, será del 15 por ciento¸ salvo 
cuando resulte de aplicación el tipo del 7 por ciento previsto en los apartados 3 y 5 de este 
artículo. Igualmente, dicho porcentaje será del 7 por ciento cuando se trate de anticipos a 
cuenta derivados de la cesión de la explotación de derechos de autor que se vayan a 
devengar a lo largo de varios años.

10. El porcentaje de retención e ingreso a cuenta sobre los rendimientos procedentes de 
la cesión del derecho a la explotación del derecho de imagen, cualquiera que sea su 
calificación, será el 24 por ciento. El porcentaje de ingreso a cuenta en el supuesto previsto 
en el artículo 92.8 de esta Ley será del 19 por ciento.

11. Los porcentajes de los pagos fraccionados que deban practicar los contribuyentes 
que ejerzan actividades económicas serán los siguientes:

a) El 20 por ciento, cuando se trate de actividades que determinen el rendimiento neto 
por el método de estimación directa, en cualquiera de sus modalidades.

b) El 4 por ciento, cuando se trate de actividades que determinen el rendimiento neto por 
el método de estimación objetiva. El porcentaje será el 3 por ciento cuando se trate de 
actividades que tengan sólo una persona asalariada, y el 2 por ciento cuando no se disponga 
de personal asalariado.

c) El 2 por ciento, cuando se trate de actividades agrícolas, ganaderas, forestales o 
pesqueras, cualquiera que fuese el método de determinación del rendimiento neto.

CÓDIGO DE DERECHO MATRIMONIAL

§ 33  Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas [parcial]

– 339 –



Estos porcentajes se reducirán en un 60 por ciento para las actividades económicas que 
tengan derecho a la deducción en la cuota prevista en el artículo 68.4 de esta Ley.

[ . . . ]
TÍTULO XII

Responsabilidad patrimonial y régimen sancionador

Artículo 106.  Responsabilidad patrimonial del contribuyente.
Las deudas tributarias y, en su caso, las sanciones tributarias, por el Impuesto sobre la 

Renta de las Personas Físicas tendrán la misma consideración que las referidas en el 
artículo 1365 del Código Civil y, en consecuencia, los bienes gananciales responderán 
directamente frente a la Hacienda Pública por estas deudas, contraídas por uno de los 
cónyuges, sin perjuicio de lo previsto en el apartado 6 del artículo 84 de esta ley para el caso 
de tributación conjunta.

[ . . . ]
Disposición adicional novena.  Mutualidades de trabajadores por cuenta ajena.

Podrán reducir la base imponible general, en los términos previstos en los artículos 51 y 
52 de esta Ley, las cantidades abonadas en virtud de contratos de seguro, concertados con 
las mutualidades de previsión social que tengan establecidas los correspondientes Colegios 
Profesionales, por los mutualistas colegiados que sean trabajadores por cuenta ajena, por 
sus cónyuges y familiares consanguíneos en primer grado, así como por los trabajadores de 
las citadas mutualidades, siempre y cuando exista un acuerdo de los órganos 
correspondientes de la mutualidad que sólo permita cobrar las prestaciones cuando 
concurran las contingencias previstas en el artículo 8.6 del texto refundido de la Ley de 
Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones.

Disposición adicional décima.  Sistemas de previsión social constituidos a favor de 
personas con discapacidad.

Cuando se realicen aportaciones a planes de pensiones a favor de personas con un 
grado de minusvalía física o sensorial igual o superior al 65 por 100, psíquica igual o superior 
al 33 por 100, así como de personas que tengan una incapacidad declarada judicialmente 
con independencia de su grado, a los mismos les resultará aplicable el régimen financiero de 
los planes de pensiones, regulado en el texto refundido de la Ley de Regulación de los 
Planes y Fondos de Pensiones con las siguientes especialidades:

1. Podrán efectuar aportaciones al plan de pensiones tanto la persona con discapacidad 
partícipe como las personas que tengan con el mismo una relación de parentesco en línea 
directa o colateral hasta el tercer grado inclusive, así como el cónyuge o aquellos que les 
tuviesen a su cargo en régimen de tutela o acogimiento.

En estos últimos supuestos, las personas con discapacidad habrán de ser designadas 
beneficiarias de manera única e irrevocable para cualquier contingencia.

No obstante, la contingencia de muerte de la persona con discapacidad podrá generar 
derecho a prestaciones de viudedad, orfandad o a favor de quienes hayan realizado 
aportaciones al plan de pensiones de la persona con discapacidad en proporción a la 
aportación de éstos.

2. Como límite máximo de las aportaciones, a efectos de lo previsto en el artículo 5.3 del 
texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, se aplicarán 
las siguientes cuantías:

a) Las aportaciones anuales máximas realizadas por las personas con discapacidad 
partícipes no podrán rebasar la cantidad de 24.250 euros.

b) Las aportaciones anuales máximas realizadas por cada partícipe a favor de personas 
con discapacidad ligadas por relación de parentesco no podrán rebasar la cantidad de 
10.000 euros. Ello sin perjuicio de las aportaciones que pueda realizar a su propio plan de 
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pensiones, de acuerdo con el límite previsto en el artículo 5.3 del texto refundido de la Ley 
de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones.

c) Las aportaciones anuales máximas a planes de pensiones realizadas a favor de una 
persona con discapacidad, incluyendo sus propias aportaciones, no podrán rebasar la 
cantidad de 24.250 euros.

La inobservancia de estos límites de aportación será objeto de la sanción prevista en el 
artículo 36.4 del texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de 
Pensiones. A estos efectos, cuando concurran varias aportaciones a favor de la persona con 
discapacidad, se entenderá que el límite de 24.250 euros se cubre, primero, con las 
aportaciones de la propia persona con discapacidad, y cuando éstas no superen dicho límite 
con las restantes aportaciones en proporción a su cuantía.

La aceptación de aportaciones a un plan de pensiones, a nombre de un mismo 
beneficiario con discapacidad, por encima del límite de 24.250 euros anuales, tendrá la 
consideración de infracción muy grave, en los términos previstos en el artículo 35.3.n) del 
texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones.

3. A los efectos de la percepción de las prestaciones se aplicará lo dispuesto en los 
apartados 8 y 9 del artículo 51 de esta Ley.

4. Reglamentariamente podrán establecerse especificaciones en relación con las 
contingencias por las que pueden satisfacerse las prestaciones, a las que se refiere el 
artículo 8.6 del texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de 
Pensiones.

5. Reglamentariamente se determinarán los supuestos en los que podrán hacerse 
efectivos los derechos consolidados en el plan de pensiones por parte de las personas con 
discapacidad, de acuerdo con lo previsto en el artículo 8.8 del texto refundido de la Ley de 
Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones.

6. El régimen regulado en esta disposición adicional será de aplicación a las 
aportaciones y prestaciones realizadas o percibidas de mutualidades de previsión social, de 
planes de previsión asegurados, planes de previsión social empresarial y seguros que 
cubran exclusivamente el riesgo de dependencia severa o de gran dependencia conforme a 
lo dispuesto en la Ley de promoción de la autonomía personal y atención a las personas en 
situación de dependencia a favor de personas con discapacidad que cumplan los requisitos 
previstos en los anteriores apartados y los que se establezcan reglamentariamente. Los 
límites establecidos serán conjuntos para todos los sistemas de previsión social previstos en 
esta disposición.

[ . . . ]
Disposición adicional decimoctava.  Aportaciones a patrimonios protegidos.

Las aportaciones realizadas al patrimonio protegido de las personas con discapacidad, 
regulado en la Ley de protección patrimonial de las personas con discapacidad y de 
modificación del Código Civil, de la Ley de Enjuiciamiento Civil y de la Normativa Tributaria 
con esta finalidad, tendrán el siguiente tratamiento fiscal para la persona con discapacidad:

a) Cuando los aportantes sean contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas, tendrán la consideración de rendimientos del trabajo hasta el importe de 
10.000 euros anuales por cada aportante y 24.250 euros anuales en conjunto.

Asimismo, y con independencia de los límites indicados en el párrafo anterior, cuando los 
aportantes sean sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades, tendrán la consideración 
de rendimientos del trabajo siempre que hayan sido gasto deducible en el Impuesto sobre 
Sociedades con el límite de 10.000 euros anuales.

A estos rendimientos les resultará de aplicación la exención prevista en la letra w) del 
artículo 7 de esta Ley.

Cuando las aportaciones se realicen por sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades 
a favor de los patrimonios protegidos de los parientes, cónyuges o personas a cargo de los 
empleados del aportante, únicamente tendrán la consideración de rendimiento del trabajo 
para el titular del patrimonio protegido.
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Los rendimientos a que se refiere este párrafo a) no estarán sujetos a retención o 
ingreso a cuenta.

b) En el caso de aportaciones no dinerarias, la persona con discapacidad titular del 
patrimonio protegido se subrogará en la posición del aportante respecto de la fecha y el valor 
de adquisición de los bienes y derechos aportados, pero sin que, a efectos de ulteriores 
transmisiones, le resulte de aplicación lo previsto en la disposición transitoria novena de esta 
Ley.

A la parte de la aportación no dineraria sujeta al Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones se aplicará, a efectos de calcular el valor y la fecha de adquisición, lo 
establecido en el artículo 36 de esta Ley.

c) No estará sujeta al Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones la parte de las 
aportaciones que tenga para el perceptor la consideración de rendimientos del trabajo.

[ . . . ]
Disposición adicional vigésima tercera.  Consideración de vivienda habitual a los efectos 
de determinadas exenciones.

A los efectos previstos en los artículos 7.t), 33.4.b), y 38 de esta Ley se considerará 
vivienda habitual aquella en la que el contribuyente resida durante un plazo continuado de 
tres años. No obstante, se entenderá que la vivienda tuvo aquel carácter cuando, a pesar de 
no haber transcurrido dicho plazo, concurran circunstancias que necesariamente exijan el 
cambio de vivienda, tales como celebración de matrimonio, separación matrimonial, traslado 
laboral, obtención de primer empleo o de empleo más ventajoso u otras análogas.

Cuando la vivienda hubiera sido habitada de manera efectiva y permanente por el 
contribuyente en el plazo de doce meses, contados a partir de la fecha de adquisición o 
terminación de las obras, el plazo de tres años previsto en el párrafo anterior se computará 
desde esta última fecha.

[ . . . ]
Disposición adicional trigésima séptima.  Ganancias patrimoniales procedentes de la 
transmisión de determinados inmuebles.

Estarán exentas en un 50 por ciento las ganancias patrimoniales que se pongan de 
manifiesto con ocasión de la transmisión de inmuebles urbanos adquiridos a título oneroso a 
partir de la entrada en vigor del Real Decreto-Ley 18/2012 y hasta el 31 de diciembre de 
2012.

No resultará de aplicación lo dispuesto en el párrafo anterior cuando el inmueble se 
hubiera adquirido o transmitido a su cónyuge, a cualquier persona unida al contribuyente por 
parentesco, en línea recta o colateral, por consanguinidad o afinidad, hasta el segundo grado 
incluido, a una entidad respecto de la que se produzca, con el contribuyente o con cualquiera 
de las personas anteriormente citadas, alguna de las circunstancias establecidas en el 
artículo 42 del Código de Comercio, con independencia de la residencia y de la obligación de 
formular cuentas anuales consolidadas.

Cuando el inmueble transmitido fuera la vivienda habitual del contribuyente y resultara de 
aplicación lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 38 de esta Ley, se excluirá de 
tributación la parte proporcional de la ganancia patrimonial obtenida, una vez aplicada la 
exención prevista en esta disposición adicional, que corresponda a la cantidad reinvertida en 
los términos y condiciones previstos en dicho artículo.

[ . . . ]
Disposición adicional cuadragésima séptima.  Reducción por obtención de rendimientos 
del trabajo y determinación del tipo de retención sobre los rendimientos del trabajo en los 
períodos impositivos 2018 y 2023.

1. En el período impositivo 2018, cuando el impuesto se hubiera devengado con 
anterioridad a la entrada en vigor de la Ley de Presupuestos Generales del Estado para el 
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año 2018, la reducción por obtención de rendimientos del trabajo a que se refiere el 
artículo 20 de esta Ley será la prevista en la normativa vigente a 31 de diciembre de 2017.

Cuando el impuesto correspondiente al período impositivo 2018 se hubiera devengado a 
partir de la entrada en vigor de la Ley de Presupuestos Generales del Estado para el 
año 2018, la reducción por obtención de rendimientos del trabajo a que se refiere el 
artículo 20 de esta Ley será la resultante de incrementar la cuantía derivada de la aplicación 
de la normativa vigente a 31 de diciembre de 2017 en la mitad de la diferencia positiva 
resultante de minorar el importe de la reducción por obtención de rendimientos del trabajo 
aplicando la normativa vigente a 1 de enero de 2019 en la cuantía de la reducción calculada 
con arreglo a la normativa vigente a 31 de diciembre de 2017.

2. En el período impositivo 2018, para determinar el tipo de retención o ingreso a cuenta 
a practicar sobre los rendimientos del trabajo satisfechos con anterioridad a la entrada en 
vigor de la Ley de Presupuestos Generales del Estado para el año 2018, se aplicará la 
normativa vigente a 31 de diciembre de 2017.

A partir de la entrada en vigor de la Ley de Presupuestos Generales del Estado para el 
año 2018, para calcular el tipo de retención o ingreso a cuenta a practicar sobre los 
rendimientos que se satisfagan o abonen a partir de dicha fecha, se aplicará la normativa 
vigente a 31 de diciembre de 2017, con las siguientes especialidades:

1) El cuadro con los límites cuantitativos excluyentes de la obligación de retener a que se 
refiere el artículo 81.1 del Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 
a tomar en consideración, salvo cuando se trate de pensiones o haberes pasivos del 
régimen de Seguridad Social y de Clases Pasivas o prestaciones o subsidios por desempleo, 
será el siguiente:

Situación del contribuyente

N.º de hijos y otros descendientes
0
–

Euros

1
–

Euros

2 o más
–

Euros
1.ª Contribuyente soltero, viudo, divorciado o separado legalmente – 15.168 16.730
2.ª Contribuyente cuyo cónyuge no obtenga rentas superiores a 1.500 
euros anuales, excluidas las exentas 14.641 15.845 17.492

3.ª Otras situaciones 12.643 13.455 14.251

En el caso de pensiones o haberes pasivos de Seguridad Social o prestaciones o 
subsidios por desempleo, el cuadro será el siguiente:

Situación del contribuyente

N.º de hijos y otros descendientes
0
–

Euros

1
–

Euros

2 o más
–

Euros
1.ª Contribuyente soltero, viudo, divorciado o separado legalmente – 15.106,5 16.451,5
2.ª Contribuyente cuyo cónyuge no obtenga rentas superiores a 1.500 
euros anuales, excluidas las exentas 14.576 15.733 17.386

3.ª Otras situaciones 13.000 13.561,5 14.184

2) La reducción por obtención de rendimientos del trabajo a que se refiere la letra d) del 
apartado 3 del artículo 83 del Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas a tomar en consideración será la prevista en el segundo párrafo del apartado 1 de 
esta disposición adicional.

El tipo de retención o ingreso a cuenta se regularizará de acuerdo con lo indicado, si 
procede, en los primeros rendimientos del trabajo que se satisfagan o abonen a partir de la 
entrada en vigor de la Ley de Presupuestos Generales del Estado para el año 2018, de 
acuerdo con lo señalado en el Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas.

No obstante, la regularización a que se refiere el párrafo anterior podrá realizarse, a 
opción del pagador, en los primeros rendimientos del trabajo que se satisfagan o abonen a 
partir del mes siguiente a la entrada en vigor de la Ley de Presupuestos Generales del 
Estado para el año 2018, en cuyo caso, el tipo de retención o ingreso a cuenta a practicar 
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sobre los rendimientos del trabajo satisfechos con anterioridad a esta fecha se determinará 
tomando en consideración la normativa vigente a 31 de diciembre de 2017.

Reglamentariamente podrán modificarse las cuantías previstas en este apartado.
3. Las retenciones e ingresos a cuenta a practicar sobre los rendimientos del trabajo que 

se satisfagan o abonen durante el mes de enero de 2023, correspondientes a dicho mes, y a 
los que resulte de aplicación el procedimiento general de retención a que se refieren los 
artículos 80.1.1.º y 82 del Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, 
deberán realizarse con arreglo a la normativa vigente a 31 de diciembre de 2022.

En los rendimientos que se satisfagan o abonen a partir del 1 de febrero de 2023, 
siempre que no se trate de rendimientos correspondientes al mes de enero, el pagador 
deberá calcular el tipo de retención tomando en consideración la normativa vigente a partir 
de 1 de enero de 2023, practicándose la regularización del mismo, si procede, de acuerdo 
con lo señalado en el Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, en 
los primeros rendimientos del trabajo que satisfaga o abone.

Disposición adicional cuadragésima octava.  Deducción aplicable a las unidades 
familiares formadas por residentes fiscales en Estados miembros de la Unión Europea o del 
Espacio Económico Europeo.

1. Cuando la unidad familiar a que se refiere el artículo 82.1 de esta Ley esté formada 
por contribuyentes de este Impuesto y por residentes en otro Estado miembro de la Unión 
Europea o del Espacio Económico Europeo con el que exista un efectivo intercambio de 
información tributaria, en los términos previstos en el apartado 4 de la disposición adicional 
primera de la Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de medidas para la prevención del fraude 
fiscal, los contribuyentes por este Impuesto podrán deducir de la cuota íntegra que 
corresponde a su declaración individual, en su caso, el resultado de las siguientes 
operaciones:

1.º Se sumarán las cuotas íntegras estatal y autonómica minoradas en las deducciones 
previstas en los artículos 67 y 77 de esta Ley, de los miembros de la unidad familiar 
contribuyentes por este Impuesto junto con las cuotas del Impuesto sobre la Renta de no 
Residentes correspondientes a las rentas obtenidas en territorio español en ese mismo 
período impositivo por el resto de miembros de la unidad familiar.

2.º Se determinará la cuota líquida total de este Impuesto que hubiera resultado de haber 
podido optar por tributar conjuntamente con el resto de miembros de la unidad familiar, 
entendiéndose, a estos exclusivos efectos, que todos los miembros de la unidad familiar son 
contribuyentes por este Impuesto. Para dicho cálculo solamente se tendrán en cuenta, para 
cada fuente de renta, la parte de las rentas positivas de los miembros no residentes 
integrados en la unidad familiar que excedan de las rentas negativas obtenidas por estos 
últimos.

3.º Se restará a la cuantía prevista en el número 1.º anterior, la cuota a la que se refiere 
el número 2.º anterior. Cuando dicha diferencia sea negativa, la cantidad a computar será 
cero.

4.º Se deducirá de la cuota íntegra estatal y autonómica, una vez efectuadas las 
deducciones previstas en los artículos 67 y 77 de esta Ley, la cuantía prevista en el 
número 3.º anterior. A estos efectos, se minorará la cuota íntegra estatal del Impuesto en la 
proporción que representen las cuotas del Impuesto sobre la Renta de no Residentes 
respecto de la cuantía total prevista en el número 1.º del apartado 1 anterior, y el resto 
minorará la cuota íntegra estatal y autonómica por partes iguales.

Cuando sean varios los contribuyentes de este Impuesto integrados en la unidad familiar, 
esta minoración se efectuará de forma proporcional a las respectivas cuotas íntegras, una 
vez efectuadas las deducciones previstas en los artículos 67 y 77 de esta Ley, de cada uno 
de ellos.

2. Lo dispuesto en el apartado 1 anterior no resultará de aplicación cuando alguno de los 
miembros integrados en la unidad familiar hubiera optado por tributar con arreglo a lo 
dispuesto en el artículo 93 de esta Ley o en el artículo 46 del Texto Refundido de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta de no Residentes o no disponga del número de identificación fiscal.
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3. La Administración podrá requerir del contribuyente cuantos documentos justificativos 
juzgue necesarios para acreditar el cumplimiento de las condiciones que determinan la 
aplicación de esta deducción.

Cuando la documentación que se aporte para justificar la aplicación del régimen o las 
circunstancias personales o familiares que deban ser tenidas en cuenta, esté redactada en 
una lengua no oficial en territorio español, se presentará acompañada de su correspondiente 
traducción.

Disposición adicional cuadragésima novena.  Gastos deducibles de los rendimientos del 
capital inmobiliario correspondientes a alquileres de locales a determinados empresarios 
durante el período impositivo 2021.

Los arrendadores distintos de los previstos en el apartado 1 del artículo 1 del Real 
Decreto-ley 35/2020, de 22 de diciembre, de medidas urgentes de apoyo al sector turístico, 
la hostelería y el comercio y en materia tributaria, que hubieran suscrito un contrato de 
arrendamiento para uso distinto del de vivienda, de conformidad con lo previsto en el artículo 
3 de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, o de industria, con un 
arrendatario que destine el inmueble al desarrollo de una actividad económica clasificada en 
la división 6 o en los grupos 755, 969, 972 y 973 de la sección primera de las tarifas del 
Impuesto sobre Actividades Económicas aprobadas por el Real Decreto Legislativo 
1175/1990, de 28 de septiembre, podrán computar en 2021 para el cálculo del rendimiento 
del capital inmobiliario como gasto deducible la cuantía de la rebaja en la renta arrendaticia 
que voluntariamente hubieran acordado a partir de 14 de marzo de 2020 correspondientes a 
las mensualidades devengadas en los meses de enero, febrero y marzo de 2021.

El arrendador deberá informar separadamente en su declaración del Impuesto del 
importe del gasto deducible a que se refiere el párrafo anterior por este incentivo, 
consignando asimismo el número de identificación fiscal del arrendatario cuya renta se 
hubiese rebajado.

No será aplicable lo establecido en esta disposición, cuando la rebaja en la renta 
arrendaticia se compense con posterioridad por el arrendatario mediante incrementos en las 
rentas posteriores u otras prestaciones o cuando los arrendatarios sean una persona o 
entidad vinculada con el arrendador en el sentido del artículo 18 de la Ley del Impuesto 
sobre Sociedades o estén unidos con aquel por vínculos de parentesco, incluido el cónyuge, 
en línea directa o colateral, consanguínea o por afinidad hasta el segundo grado inclusive.

[ . . . ]
Disposición adicional quincuagésima sexta.  Gastos de difícil justificación en estimación 
directa simplificada durante el período impositivo 2023.

1. El porcentaje de deducción para el conjunto de las provisiones deducibles y los gastos 
de difícil justificación a que se refiere el artículo 30 del Reglamento del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas será, durante el período impositivo 2023, del 7 por ciento.

2. El porcentaje establecido en el apartado 1 anterior podrá ser modificado 
reglamentariamente.

[ . . . ]
Disposición adicional quincuagésima octava.  Deducción por la adquisición de vehículos 
eléctricos “enchufables” y de pila de combustible y puntos de recarga.

1. Los contribuyentes podrán deducir el 15 por ciento del valor de adquisición de un 
vehículo eléctrico nuevo, en cualquiera de las siguientes circunstancias:

a) Cuando el vehículo se adquiera desde la entrada en vigor del Real Decreto-ley 
5/2023, de 28 de junio, por el que se adoptan y prorrogan determinadas medidas de 
respuesta a las consecuencias económicas y sociales de la Guerra de Ucrania, de apoyo a 
la reconstrucción de la isla de La Palma y a otras situaciones de vulnerabilidad; de 
transposición de Directivas de la Unión Europea en materia de modificaciones estructurales 
de sociedades mercantiles y conciliación de la vida familiar y la vida profesional de los 
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progenitores y los cuidadores; y de ejecución y cumplimiento del Derecho de la Unión 
Europea, hasta el 31 de diciembre de 2025. En este caso, la deducción se practicará en el 
periodo impositivo en el que el vehículo sea matriculado.

b) Cuando se abone al vendedor desde la entrada en vigor del Real Decreto-ley 5/2023, 
de 28 de junio, por el que se adoptan y prorrogan determinadas medidas de respuesta a las 
consecuencias económicas y sociales de la Guerra de Ucrania, de apoyo a la reconstrucción 
de la isla de La Palma y a otras situaciones de vulnerabilidad; de transposición de Directivas 
de la Unión Europea en materia de modificaciones estructurales de sociedades mercantiles y 
conciliación de la vida familiar y la vida profesional de los progenitores y los cuidadores; y de 
ejecución y cumplimiento del Derecho de la Unión Europea, hasta el 31 de diciembre de 
2025, una cantidad a cuenta para la futura adquisición del vehículo que represente, al 
menos, el 25 por ciento del valor de adquisición del mismo. En este caso, la deducción se 
practicará en el periodo impositivo en el que se abone tal cantidad, debiendo abonarse el 
resto y adquirirse el vehículo antes de que finalice el segundo período impositivo inmediato 
posterior a aquel en el que se produjo el pago de tal cantidad.

En ambos casos, la base máxima de la deducción será 20.000 euros y estará constituida 
por el valor de adquisición del vehículo, incluidos los gastos y tributos inherentes a la 
adquisición, debiendo descontar aquellas cuantías que, en su caso, hubieran sido 
subvencionadas o fueran a serlo a través de un programa de ayudas públicas.

El contribuyente podrá aplicar la deducción prevista en este apartado por una única 
compra de alguno de los vehículos referidos en el apartado 2, debiendo optar en relación a 
la misma por la aplicación de lo dispuesto en la letra a) o b) anterior.

2. Solamente darán derecho a la práctica de esta deducción los vehículos que cumplan 
los siguientes requisitos:

1.º) Los vehículos deberán pertenecer a alguna de las categorías siguientes:
a) Turismos M1: Vehículos de motor con al menos cuatro ruedas diseñados y fabricados 

para el transporte de pasajeros, que tengan, además del asiento del conductor, ocho plazas 
como máximo.

b) Cuadriciclos ligeros L6e: Cuadriciclos ligeros cuya masa en vacío sea inferior o igual a 
425 kg, no incluida la masa de las baterías, cuya velocidad máxima por construcción sea 
inferior o igual a 45 km/h, y potencia máxima inferior o igual a 6 kW.

c) Cuadriciclos pesados L7e: Vehículos de cuatro ruedas, con una masa en orden de 
marcha (no incluido el peso de las baterías) inferior o igual a 450 kg en el caso de transporte 
de pasajeros y a 600 kg en el caso de transporte de mercancías, y que no puedan 
clasificarse como cuadriciclos ligeros.

d) Motocicletas L3e, L4e, L5e: Vehículos con dos ruedas, o con tres ruedas simétricas o 
asimétricas con respecto al eje medio longitudinal del vehículo, de más de 50 cm3 o 
velocidad mayor a 50 km/h y cuyo peso bruto vehicular no exceda de una tonelada.

2.º) Los modelos de los vehículos deberán figurar en la Base de Vehículos del IDAE, 
(https://coches.idae.es/base-datos/vehiculos-elegibles-programa-MOVES-III), y cumplir los 
siguientes requisitos:

a) Para los vehículos pertenecientes a la categoría M se exige la pertenencia a alguno 
de los siguientes tipos:

i. Vehículos eléctricos puros (BEV), propulsados total y exclusivamente mediante 
motores eléctricos cuya energía procede, parcial o totalmente, de la electricidad de sus 
baterías, utilizando para su recarga la energía de una fuente exterior al vehículo, por 
ejemplo, la red eléctrica.

ii. Vehículos eléctricos de autonomía extendida (EREV), propulsados total y 
exclusivamente mediante motores eléctricos cuya energía procede, parcial o totalmente, de 
la electricidad de sus baterías, utilizando para su recarga la energía de una fuente exterior al 
vehículo y que incorporan motor de combustión interna de gasolina o gasóleo para la 
recarga de las mismas.

iii. Vehículos híbridos “enchufables” (PHEV), propulsados total o parcialmente mediante 
motores de combustión interna de gasolina o gasóleo y eléctricos cuya energía procede, 
parcial o totalmente, de la electricidad de sus baterías, utilizando para su recarga la energía 
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de una fuente exterior al vehículo, por ejemplo, la red eléctrica. El motor eléctrico deberá 
estar alimentado con baterías cargadas desde una fuente de energía externa.

iv. Vehículo eléctrico de células de combustible (FCV): Vehículo eléctrico que utiliza 
exclusivamente energía eléctrica procedente de una pila de combustible de hidrógeno 
embarcado.

v. Vehículo eléctrico híbrido de células de combustible (FCHV): Vehículo eléctrico de 
células de combustible que equipa, además, baterías eléctricas recargables.

b) Para los vehículos pertenecientes a la categoría L se exige:
i. Estar propulsados exclusivamente por motores eléctricos y estar homologados como 

vehículos eléctricos.
ii. Las motocicletas eléctricas nuevas (categorías L3e, L4e y L5e) susceptibles de ayuda 

han de tener baterías de litio, motor eléctrico con una potencia del motor igual o superior a 3 
kW, y una autonomía mínima de 70 km.

3.º) Los vehículos no podrán estar afectos a una actividad económica.
4.º) Deberán estar matriculados por primera vez en España a nombre del contribuyente 

antes de 31 de diciembre de 2025, en el caso de la letra a) del apartado 1 anterior, o antes 
de que finalice el segundo período impositivo inmediato posterior a aquel en el que se 
produjo el pago de la cantidad a cuenta, en el caso de la letra b) del apartado 1 anterior.

5.º) El precio de venta del vehículo adquirido no podrá superar el importe máximo 
establecido, en su caso, para cada tipo de vehículo en el anexo III del Real Decreto 
266/2021, de 13 de abril, por el que se aprueba la concesión directa de ayudas a las 
comunidades autónomas y a las ciudades de Ceuta y Melilla para la ejecución de programas 
de incentivos ligados a la movilidad eléctrica (MOVES III) en el marco del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia Europeo, calculado en los términos establecidos 
en dicha norma.

3. Los contribuyentes podrán deducir el 15 por ciento de las cantidades satisfechas 
desde la entrada en vigor del Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio, por el que se adoptan 
y prorrogan determinadas medidas de respuesta a las consecuencias económicas y sociales 
de la Guerra de Ucrania, de apoyo a la reconstrucción de la isla de La Palma y a otras 
situaciones de vulnerabilidad; de transposición de Directivas de la Unión Europea en materia 
de modificaciones estructurales de sociedades mercantiles y conciliación de la vida familiar y 
la vida profesional de los progenitores y los cuidadores; y de ejecución y cumplimiento del 
Derecho de la Unión Europea, hasta el 31 de diciembre de 2025, para la instalación durante 
dicho período en un inmueble de su propiedad de sistemas de recarga de baterías para 
vehículos eléctricos no afectas a una actividad económica.

La base máxima anual de esta deducción será de 4.000 euros anuales y estará 
constituida por las cantidades satisfechas, mediante tarjeta de crédito o débito, transferencia 
bancaria, cheque nominativo o ingreso en cuentas en entidades de crédito, a las personas o 
entidades que realicen la instalación, debiendo descontar aquellas cuantías que, en su caso, 
hubieran sido subvencionadas a través de un programa de ayudas públicas. En ningún caso, 
darán derecho a practicar deducción las cantidades satisfechas mediante entregas de dinero 
de curso legal.

A estos efectos, se considerarán como cantidades satisfechas para la instalación de los 
sistemas de recarga las necesarias para llevarla a cabo, tales como, la inversión en equipos 
y materiales, gastos de instalación de los mismos y las obras necesarias para su desarrollo.

La deducción se practicará en el periodo impositivo en el que finalice la instalación, que 
no podrá ser posterior a 2025. Cuando la instalación finalice en un período impositivo 
posterior a aquél en el que se abonaron cantidades por tal instalación, la deducción se 
practicará en este último tomando en consideración las cantidades satisfechas desde la 
entrada en vigor del Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio, por el que se adoptan y 
prorrogan determinadas medidas de respuesta a las consecuencias económicas y sociales 
de la Guerra de Ucrania, de apoyo a la reconstrucción de la isla de La Palma y a otras 
situaciones de vulnerabilidad; de transposición de Directivas de la Unión Europea en materia 
de modificaciones estructurales de sociedades mercantiles y conciliación de la vida familiar y 
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la vida profesional de los progenitores y los cuidadores; y de ejecución y cumplimiento del 
Derecho de la Unión Europea, hasta el 31 de diciembre de dicho período impositivo.

Para la aplicación de la deducción deberá contarse con las autorizaciones y permisos 
establecidos en la legislación vigente.

4. En caso de que con posterioridad a su adquisición o instalación se afectaran a una 
actividad económica los vehículos o los sistemas de recarga de baterías a que se refieren 
los apartados anteriores, se perderá el derecho a la deducción practicada.

5. El importe de estas deducciones se restará de la cuota íntegra estatal después de las 
deducciones previstas en los apartados 1, 2, 3, 4, y 5 del artículo 68 de esta ley.

6. Reglamentariamente se regularán las obligaciones de información a cumplir por los 
concesionarios o vendedores de los vehículos.

[ . . . ]
Disposición transitoria trigésima séptima.  Deducción por maternidad.

Cuando en el período impositivo 2022 se hubiera tenido derecho a la deducción por 
maternidad y al complemento de ayuda para la infancia previsto en la Ley 19/2021 en 
relación con el mismo descendiente, se podrá seguir practicando la deducción por 
maternidad a partir de 1 de enero de 2023, aun cuando alguno de los progenitores tuviera 
derecho al citado complemento respecto de dicho descendiente, siempre que se cumplan el 
resto de los requisitos establecidos en la normativa vigente a partir de 1 de enero de 2023.

[ . . . ]
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§ 34

Real Decreto 439/2007, de 30 de marzo, por el que se aprueba el 
Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y 
se modifica el Reglamento de Planes y Fondos de Pensiones, 
aprobado por Real Decreto 304/2004, de 20 de febrero. [Inclusión 

parcial]

Ministerio de Economía y Hacienda
«BOE» núm. 78, de 31 de marzo de 2007

Última modificación: 2 de abril de 2025
Referencia: BOE-A-2007-6820

[ . . . ]
CAPÍTULO I

Rentas exentas

[ . . . ]
Artículo 2.  Exención de becas al estudio y de formación de investigadores.

1. A efectos de lo establecido en el artículo 7.j) de la Ley del Impuesto, estarán exentas 
las becas públicas percibidas para cursar estudios reglados cuando la concesión se ajuste a 
los principios de mérito y capacidad, generalidad y no discriminación en las condiciones de 
acceso y publicidad de la convocatoria. En ningún caso estarán exentas las ayudas para el 
estudio concedidas por un Ente Público en las que los destinatarios sean exclusiva o 
fundamentalmente sus trabajadores o sus cónyuges o parientes, en línea directa o colateral, 
consanguínea o por afinidad, hasta el tercer grado inclusive, de los mismos.

Tratándose de becas para estudios concedidas por entidades sin fines lucrativos a las 
que les sea de aplicación el régimen especial regulado en el título II de la Ley 49/2002, de 23 
de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos 
fiscales al mecenazgo, o por fundaciones bancarias reguladas en el título II de la Ley 
26/2013, de 27 de diciembre, de cajas de ahorros y fundaciones bancarias en el desarrollo 
de su actividad de obra social, se entenderán cumplidos los principios anteriores cuando 
concurran los siguientes requisitos:

a) Que los destinatarios sean colectividades genéricas de personas, sin que pueda 
establecerse limitación alguna respecto de los mismos por razones ajenas a la propia 
naturaleza de los estudios a realizar y las actividades propias de su objeto o finalidad 
estatutaria.

b) Que el anuncio de la Convocatoria se publique en el Boletín Oficial del Estado o de la 
comunidad autónoma y, bien en un periódico de gran circulación nacional, bien en la página 
web de la entidad.
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c) Que la adjudicación se lleve a cabo en régimen de concurrencia competitiva.
A efectos de lo previsto en el segundo párrafo del artículo 7.j) de la Ley, estarán exentas 

las becas para investigación en el ámbito descrito por el Real Decreto 63/2006, de 27 de 
enero, por el que se aprueba el Estatuto del personal investigador en formación, siempre y 
cuando el programa de ayudas a la investigación haya sido reconocido e inscrito en el 
Registro general de programas de ayudas a la investigación al que se refiere el artículo 3 del 
citado real decreto. En ningún caso tendrán la consideración de beca las cantidades 
satisfechas en el marco de un contrato laboral.

A efectos de la aplicación del último inciso del artículo 7.j) de la Ley, las bases de la 
convocatoria deberán prever como requisito o mérito, de forma expresa, que los 
destinatarios sean funcionarios, personal al servicio de las Administraciones Públicas y 
personal docente e investigador de las Universidades. Además, cuando las becas sean 
convocadas por entidades sin fines lucrativos a las que sea de aplicación el régimen especial 
regulado en el título II de la Ley 49/2002 o por fundaciones bancarias reguladas en el título II 
de la Ley 26/2013 en el desarrollo de su actividad de obra social, deberán igualmente 
cumplir los requisitos previstos en el segundo párrafo de este apartado.

2. 1.º El importe de la beca exento para cursar estudios reglados alcanzará los costes de 
matrícula, o cantidades satisfechas por un concepto equivalente para poder cursar tales 
estudios, y de seguro de accidentes corporales y asistencia sanitaria del que sea beneficiario 
el becario y, en su caso, el cónyuge e hijo del becario siempre que no posean cobertura de la 
Seguridad Social, así como una dotación económica máxima, con carácter general, de 6.000 
euros anuales.

Este último importe se elevará hasta un máximo de 18.000 euros anuales cuando la 
dotación económica tenga por objeto compensar gastos de transporte y alojamiento para la 
realización de estudios reglados del sistema educativo, hasta el nivel de máster incluido o 
equivalente. Cuando se trate de estudios en el extranjero dicho importe ascenderá a 21.000 
euros anuales.

Si el objeto de la beca es la realización de estudios de doctorado, estará exenta la 
dotación económica hasta un importe máximo de 21.000 euros anuales o 24.600 euros 
anuales cuando se trate de estudios en el extranjero.

A los efectos indicados en los párrafos anteriores, cuando la duración de la beca sea 
inferior al año natural la cuantía máxima exenta será la parte proporcional que corresponda.

2.º En el supuesto de becas para investigación gozará de exención la dotación 
económica derivada del programa de ayuda del que sea beneficiario el contribuyente.

3.º En el supuesto de becas para realización de estudios de doctorado y becas para 
investigación, la dotación económica exenta incluirá las ayudas complementarias que tengan 
por objeto compensar los gastos de locomoción, manutención y estancia derivados de la 
asistencia a foros y reuniones científicas, así como la realización de estancias temporales en 
universidades y centros de investigación distintos a los de su adscripción para completar, en 
ambos casos, la formación investigadora del becario.

[ . . . ]
TÍTULO II

Determinación de la capacidad económica sometida a gravamen

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Definición y determinación de la renta gravable

[ . . . ]
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Sección 3.ª Rendimientos de actividades económicas

Subsección 1.ª Normas generales

Artículo 22.  Elementos patrimoniales afectos a una actividad.
1. Se considerarán elementos patrimoniales afectos a una actividad económica 

desarrollada por el contribuyente, con independencia de que su titularidad, en caso de 
matrimonio, resulte común a ambos cónyuges, los siguientes:

a) Los bienes inmuebles en los que se desarrolle la actividad.
b) Los bienes destinados a los servicios económicos y socioculturales del personal al 

servicio de la actividad.
c) Cualesquiera otros elementos patrimoniales que sean necesarios para la obtención de 

los respectivos rendimientos.
En ningún caso tendrán la consideración de elementos afectos a una actividad 

económica los activos representativos de la participación en fondos propios de una entidad y 
de la cesión de capitales a terceros y los destinados al uso particular del titular de la 
actividad, como los de esparcimiento y recreo.

2. Sólo se considerarán elementos patrimoniales afectos a una actividad económica 
aquellos que el contribuyente utilice para los fines de la misma.

No se entenderán afectados:
1.º Aquéllos que se utilicen simultáneamente para actividades económicas y para 

necesidades privadas, salvo que la utilización para estas últimas sea accesoria y 
notoriamente irrelevante de acuerdo con lo previsto en el apartado 4 de este artículo.

2.º Aquellos que, siendo de la titularidad del contribuyente, no figuren en la contabilidad o 
registros oficiales de la actividad económica que esté obligado a llevar el contribuyente, 
salvo prueba en contrario.

3. Cuando se trate de elementos patrimoniales que sirvan sólo parcialmente al objeto de 
la actividad, la afectación se entenderá limitada a aquella parte de los mismos que realmente 
se utilice en la actividad de que se trate. En este sentido, sólo se considerarán afectadas 
aquellas partes de los elementos patrimoniales que sean susceptibles de un 
aprovechamiento separado e independiente del resto. En ningún caso serán susceptibles de 
afectación parcial elementos patrimoniales indivisibles.

4. Se considerarán utilizados para necesidades privadas de forma accesoria y 
notoriamente irrelevante los bienes del inmovilizado adquiridos y utilizados para el desarrollo 
de la actividad económica que se destinen al uso personal del contribuyente en días u horas 
inhábiles durante los cuales se interrumpa el ejercicio de dicha actividad.

Lo dispuesto en el párrafo anterior no será de aplicación a los automóviles de turismo y 
sus remolques, ciclomotores, motocicletas, aeronaves o embarcaciones deportivas o de 
recreo, salvo los siguientes supuestos:

a) Los vehículos mixtos destinados al transporte de mercancías.
b) Los destinados a la prestación de servicios de transporte de viajeros mediante 

contraprestación.
c) Los destinados a la prestación de servicios de enseñanza de conductores o pilotos 

mediante contraprestación.
d) Los destinados a los desplazamientos profesionales de los representantes o agentes 

comerciales.
e) Los destinados a ser objeto de cesión de uso con habitualidad y onerosidad.
A estos efectos, se considerarán automóviles de turismo, remolques, ciclomotores y 

motocicletas los definidos como tales en el anexo del Real Decreto Legislativo 339/1990, de 
2 de marzo, por el que se aprueba el texto articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación de 
Vehículos a Motor y Seguridad Vial, así como los definidos como vehículos mixtos en dicho 
anexo y, en todo caso, los denominados vehículos todo terreno o tipo «jeep».

[ . . . ]
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Subsección 3.ª Estimación objetiva

Artículo 32.  Ámbito de aplicación del método de estimación objetiva.
1. El método de estimación objetiva se aplicará a cada una de las actividades 

económicas, aisladamente consideradas, que determine el Ministro de Hacienda y 
Administraciones Públicas, salvo que los contribuyentes renuncien a él o estén excluidos de 
su aplicación, en los términos previstos en los artículos 33 y 34 de este Reglamento.

2. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31 de la Ley del Impuesto, este método no 
podrá aplicarse por los contribuyentes cuando concurra cualquiera de las siguientes 
circunstancias:

a) Que el volumen de rendimientos íntegros en el año inmediato anterior supere 
cualquiera de los siguientes importes:

a') Para el conjunto de sus actividades económicas, excepto las agrícolas, ganaderas y 
forestales, 150.000 euros anuales.

A estos efectos, se computará la totalidad de las operaciones con independencia de que 
exista o no obligación de expedir factura de acuerdo con lo dispuesto en el Reglamento por 
el que se regulan las obligaciones de facturación, aprobado por el Real Decreto 1619/2012, 
de 30 de noviembre.

Sin perjuicio del límite anterior, el método de estimación objetiva no podrá aplicarse 
cuando el volumen de los rendimientos íntegros del año inmediato anterior que corresponda 
a operaciones por las que estén obligados a expedir factura cuando el destinatario sea un 
empresario o profesional que actúe como tal, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 
2.2.a) del Reglamento por el que se regulan las obligaciones de facturación, supere 75.000 
euros anuales.

b') Para el conjunto de sus actividades agrícolas, ganaderas y forestales, 250.000 euros 
anuales.

A estos efectos, sólo se computarán las operaciones que deban anotarse en el Libro 
registro de ventas o ingresos previsto en el artículo 68.7 del Reglamento de este Impuesto.

No obstante, a efectos de lo previsto en esta letra a) deberán computarse no solo las 
operaciones correspondientes a las actividades económicas desarrolladas por el 
contribuyente, sino también las correspondientes a las desarrolladas por el cónyuge, 
descendientes y ascendientes, así como por entidades en régimen de atribución de rentas 
en las que participen cualquiera de los anteriores, en las que concurran las siguientes 
circunstancias:

– Que las actividades económicas desarrolladas sean idénticas o similares. A estos 
efectos, se entenderán que son idénticas o similares las actividades económicas clasificadas 
en el mismo grupo en el Impuesto sobre Actividades Económicas.

– Que exista una dirección común de tales actividades, compartiéndose medios 
personales o materiales.

Cuando en el año inmediato anterior se hubiese iniciado una actividad, el volumen de 
ingresos se elevará al año.

b) Que el volumen de las compras en bienes y servicios, excluidas las adquisiciones de 
inmovilizado, en el ejercicio anterior supere la cantidad de 150.000 euros anuales. En el 
supuesto de obras o servicios subcontratados, el importe de los mismos se tendrá en cuenta 
para el cálculo de este límite.

A estos efectos, deberán computarse no solo el volumen de compras correspondientes a 
las actividades económicas desarrolladas por el contribuyente, sino también las 
correspondientes a las desarrolladas por el cónyuge, descendientes y ascendientes, así 
como por entidades en régimen de atribución de rentas en las que participen cualquiera de 
los anteriores, en las que concurran las circunstancias señaladas en la letra a) anterior.

Cuando en el año inmediato anterior se hubiese iniciado una actividad, el volumen de 
compras se elevará al año.
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c) Que las actividades económicas sean desarrolladas, total o parcialmente, fuera del 
ámbito de aplicación del Impuesto al que se refiere el artículo 4 de la Ley del Impuesto. A 
estos efectos, se entenderá que las actividades de transporte urbano colectivo y de viajeros 
por carretera, de transporte por autotaxis, de transporte de mercancías por carretera y de 
servicios de mudanzas, se desarrollan, en cualquier caso, dentro del ámbito de aplicación 
del Impuesto.

[ . . . ]
Artículo 39.  Entidades en régimen de atribución.

1. El método de estimación objetiva será aplicable para la determinación del rendimiento 
neto de las actividades económicas desarrolladas por las entidades a que se refiere el 
artículo 87 de la Ley del Impuesto, siempre que todos sus socios, herederos, comuneros o 
partícipes sean personas físicas contribuyentes por este Impuesto.

2. La renuncia al método, que deberá efectuarse de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 
33 de este Reglamento, se formulará por todos los socios, herederos, comuneros o 
partícipes.

3. La aplicación de este método de estimación objetiva deberá efectuarse con 
independencia de las circunstancias que concurran individualmente en los socios, herederos, 
comuneros o partícipes.

No obstante, para la definición del ámbito de aplicación deberán computarse no sólo las 
operaciones correspondientes a las actividades económicas desarrolladas por la propia 
entidad en régimen de atribución, sino también las correspondientes a las desarrolladas por 
sus socios, herederos, comuneros o partícipes; los cónyuges, descendientes y ascendientes 
de éstos; así como por otras entidades en régimen de atribución de rentas en las que 
participen cualquiera de las personas anteriores, en las que concurran las circunstancias 
señaladas en el artículo 32.2.a) de este Reglamento.

4. El rendimiento neto se atribuirá a los socios, herederos, comuneros o partícipes, 
según las normas o pactos aplicables en cada caso y, si éstos no constaran a la 
Administración en forma fehaciente, se atribuirá por partes iguales.

Sección 4.ª Ganancias y pérdidas patrimoniales

[ . . . ]
Artículo 41 bis.  Concepto de vivienda habitual a efectos de determinadas exenciones.

1. A los efectos previstos en los artículos 7.t), 33.4.b), y 38 de la Ley del Impuesto se 
considera vivienda habitual del contribuyente la edificación que constituya su residencia 
durante un plazo continuado de, al menos, tres años.

No obstante, se entenderá que la vivienda tuvo el carácter de habitual cuando, a pesar 
de no haber transcurrido dicho plazo, se produzca el fallecimiento del contribuyente o 
concurran otras circunstancias que necesariamente exijan el cambio de domicilio, tales como 
celebración de matrimonio, separación matrimonial, traslado laboral, obtención del primer 
empleo, o cambio de empleo, u otras análogas justificadas.

2. Para que la vivienda constituya la residencia habitual del contribuyente debe ser 
habitada de manera efectiva y con carácter permanente por el propio contribuyente, en un 
plazo de doce meses, contados a partir de la fecha de adquisición o terminación de las 
obras.

No obstante, se entenderá que la vivienda no pierde el carácter de habitual cuando se 
produzcan las siguientes circunstancias:

Cuando se produzca el fallecimiento del contribuyente o concurran otras circunstancias 
que necesariamente impidan la ocupación de la vivienda, en los términos previstos en el 
apartado 1 de este artículo.

Cuando éste disfrute de vivienda habitual por razón de cargo o empleo y la vivienda 
adquirida no sea objeto de utilización, en cuyo caso el plazo antes indicado comenzará a 
contarse a partir de la fecha del cese.
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Cuando la vivienda hubiera sido habitada de manera efectiva y permanente por el 
contribuyente en el plazo de doce meses, contados a partir de la fecha de adquisición o 
terminación de las obras, el plazo de tres años previsto en el apartado anterior se computará 
desde esta última fecha.

3. A los exclusivos efectos de la aplicación de las exenciones previstas en los artículos 
33.4. b) y 38 de la Ley del Impuesto, se entenderá que el contribuyente está transmitiendo su 
vivienda habitual cuando, con arreglo a lo dispuesto en este artículo, dicha edificación 
constituya su vivienda habitual en ese momento o hubiera tenido tal consideración hasta 
cualquier día de los dos años anteriores a la fecha de transmisión.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Rentas en especie

Artículo 43.  Entrega de acciones a trabajadores.
1. Estarán exentos los rendimientos del trabajo en especie previstos en el artículo 42.3.f) 

de la Ley del Impuesto correspondientes a la entrega de acciones o participaciones a los 
trabajadores en activo en los siguientes supuestos:

1.º La entrega de acciones o participaciones de una sociedad a sus trabajadores.
2.º Asimismo, en el caso de los grupos de sociedades en los que concurran las 

circunstancias previstas en el artículo 42 del Código de Comercio, la entrega de acciones o 
participaciones de una sociedad del grupo a los trabajadores, contribuyentes por este 
Impuesto, de las sociedades que formen parte del mismo subgrupo. Cuando se trate de 
acciones o participaciones de la sociedad dominante del grupo, la entrega a los trabajadores, 
contribuyentes por este Impuesto, de las sociedades que formen parte del grupo.

En los dos casos anteriores, la entrega podrá efectuarse tanto por la propia sociedad a la 
que preste sus servicios el trabajador, como por otra sociedad perteneciente al grupo o por el 
ente público, sociedad estatal o administración pública titular de las acciones.

2. La aplicación de lo previsto en el apartado anterior exigirá el cumplimiento de los 
siguientes requisitos:

1.º Que la oferta se realice en las mismas condiciones para todos los trabajadores de la 
empresa y contribuya a la participación de estos en la empresa. En el caso de grupos o 
subgrupos de sociedades, el citado requisito deberá cumplirse en la sociedad a la que preste 
servicios el trabajador al que le entreguen las acciones.

No obstante, no se entenderá incumplido este requisito cuando para recibir las acciones 
o participaciones se exija a los trabajadores una antigüedad mínima, que deberá ser la 
misma para todos ellos, o que sean contribuyentes por este Impuesto.

En el caso de entrega de acciones o participaciones concedidas a los trabajadores de 
una empresa emergente a las que se refiere la Ley 28/2022, de 21 de diciembre, de fomento 
del ecosistema de las empresas emergentes, no será necesario que la oferta se realice en 
las condiciones señaladas en los párrafos anteriores, debiendo efectuarse la misma dentro 
de la política retributiva general de la empresa y contribuir a la participación de los 
trabajadores en esta última.

2.º Que cada uno de los trabajadores, conjuntamente con sus cónyuges o familiares 
hasta el segundo grado, no tengan una participación, directa o indirecta, en la sociedad en la 
que prestan sus servicios o en cualquier otra del grupo, superior al 5 por ciento.

3.º Que los títulos se mantengan, al menos, durante tres años.
El incumplimiento del plazo a que se refiere el número 3.º anterior motivará la obligación 

de presentar una autoliquidación complementaria, con los correspondientes intereses de 
demora, en el plazo que medie entre la fecha en que se incumpla el requisito y la finalización 
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del plazo reglamentario de declaración correspondiente al período impositivo en que se 
produzca dicho incumplimiento.

[ . . . ]
Artículo 46.  Rendimientos del trabajo exentos por gastos por seguros de enfermedad.

Estarán exentos los rendimientos del trabajo en especie, de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 42.3.c) de la Ley del Impuesto, correspondientes a las primas o cuotas satisfechas 
por las empresas a entidades aseguradoras para la cobertura de enfermedad, cuando se 
cumplan los siguientes requisitos y límites:

1. Que la cobertura de enfermedad alcance al propio trabajador, pudiendo además 
alcanzar a su cónyuge y descendientes.

2. Que las primas o cuotas satisfechas no excedan de 500 euros anuales por cada una 
de las personas señaladas en el apartado anterior o de 1.500 euros para cada una de ellas 
con discapacidad. El exceso sobre dichas cuantías constituirá retribución en especie.

[ . . . ]
TÍTULO VI

Gestión del Impuesto

CAPÍTULO I
Obligación de declarar

Artículo 61.  Obligación de declarar.
1. Los contribuyentes estarán obligados a presentar y suscribir declaración por este 

Impuesto en los términos previstos en el artículo 96 de la Ley del Impuesto. A efectos de lo 
dispuesto en el apartado 4 de dicho artículo, estarán obligados a declarar en todo caso los 
contribuyentes que tengan derecho a deducción por doble imposición internacional o que 
realicen aportaciones a patrimonios protegidos de las personas con discapacidad, planes de 
pensiones, planes de previsión asegurados, planes de previsión social empresarial, seguros 
de dependencia o mutualidades de previsión social que reduzcan la base imponible, cuando 
ejerciten tal derecho.

2. No tendrán que declarar, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, los 
contribuyentes que obtengan exclusivamente rendimientos del trabajo, del capital, de 
actividades económicas y ganancias patrimoniales, hasta un importe máximo conjunto de 
1.000 euros anuales, y pérdidas patrimoniales de cuantía inferior a 500 euros, en tributación 
individual o conjunta

No obstante lo anterior, estarán en cualquier caso obligadas a declarar todas aquellas 
personas físicas que en cualquier momento del período impositivo hubieran estado de alta, 
como trabajadores por cuenta propia, en el Régimen Especial de Trabajadores por Cuenta 
Propia o Autónomos, o en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores 
del Mar.

3. Tampoco tendrán que declarar, sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados 
anteriores, los contribuyentes que obtengan rentas procedentes exclusivamente de las 
siguientes fuentes, en tributación individual o conjunta:

A) Rendimientos íntegros del trabajo, con los siguientes límites:
1.º Con carácter general, 22.000 euros anuales, cuando procedan de un solo pagador. 

Este límite también se aplicará cuando se trate de contribuyentes que perciban rendimientos 
procedentes de más de un pagador y concurra cualquiera de las dos situaciones siguientes:

a) Que la suma de las cantidades percibidas del segundo y restantes pagadores, por 
orden de cuantía, no supere en su conjunto la cantidad de 1.500 euros anuales.

b) Que sus únicos rendimientos del trabajo consistan en las prestaciones pasivas a que 
se refiere el artículo 17.2.a) de la Ley del Impuesto y la determinación del tipo de retención 
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aplicable se hubiera realizado de acuerdo con el procedimiento especial regulado en el 
artículo 89.A) de este reglamento.

2.º 15.000 euros anuales, cuando:
a) Procedan de más de un pagador, siempre que la suma de las cantidades percibidas 

del segundo y restantes pagadores, por orden de cuantía, superen en su conjunto la 
cantidad de 1.500 euros anuales.

b) Se perciban pensiones compensatorias del cónyuge o anualidades por alimentos 
diferentes de las previstas en el artículo 7, letra k), de la Ley del Impuesto.

c) El pagador de los rendimientos del trabajo no esté obligado a retener de acuerdo con 
lo previsto en el artículo 76 de este reglamento.

d) Cuando se perciban rendimientos íntegros del trabajo sujetos a los tipos fijos de 
retención previstos en los números 3.º y 4.º del artículo 80.1 de este reglamento.

B) Rendimientos íntegros del capital mobiliario y ganancias patrimoniales sometidos a 
retención o ingreso a cuenta, con el límite conjunto de 1.600 euros anuales. Lo dispuesto en 
esta letra no será de aplicación respecto de las ganancias patrimoniales procedentes de 
transmisiones o reembolsos de acciones o participaciones de instituciones de inversión 
colectiva en las que la base de retención, conforme a lo establecido en el apartado 2 del 
artículo 97 de este reglamento, no proceda determinarla por la cuantía a integrar en la base 
imponible.

C) Rentas inmobiliarias imputadas a las que se refiere el artículo 85 de la Ley del 
Impuesto, rendimientos íntegros del capital mobiliario no sujetos a retención derivados de 
Letras del Tesoro y subvenciones para la adquisición de viviendas de protección oficial o de 
precio tasado y demás ganancias patrimoniales derivadas de ayudas públicas, con el límite 
conjunto de 1.000 euros anuales.

4. La presentación de la declaración, en los supuestos en que exista obligación de 
efectuarla, será necesaria para solicitar devoluciones por razón de los pagos a cuenta 
efectuados.

5. El Ministro de Economía y Hacienda aprobará los modelos de declaración y 
establecerá la forma, lugar y plazos de su presentación, así como los supuestos y 
condiciones de presentación de las declaraciones por medios telemáticos. Los 
contribuyentes deberán cumplimentar la totalidad de los datos solicitados en las 
declaraciones y acompañar los documentos y justificantes que se determinen.

El Ministro de Economía y Hacienda podrá establecer, por causas excepcionales, plazos 
especiales de declaración para un grupo determinado de contribuyentes o para los ámbitos 
territoriales que se determine.

6. En el caso de optar por tributar conjuntamente, la declaración será suscrita y 
presentada por los miembros de la unidad familiar mayores de edad, que actuarán en 
representación de los hijos integrados en ella, en los términos del artículo 45.1 de la Ley 
58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

Artículo 62.  Autoliquidación e ingreso.
1. Los contribuyentes que estén obligados a declarar por este Impuesto, al tiempo de 

presentar su declaración, deberán determinar la deuda tributaria correspondiente e 
ingresarla en el lugar, forma y plazos determinados por el Ministro de Economía y Hacienda.

Si, al tiempo de presentar la declaración, se hubiera solicitado la suspensión del ingreso 
de la totalidad o de parte de la deuda tributaria resultante de la autoliquidación, de acuerdo 
con lo establecido en el apartado 6 del artículo 97 de la Ley del Impuesto, se seguirá el 
procedimiento regulado en el mismo.

La solicitud de suspensión se referirá al ingreso de alguna de las siguientes cuantías:
a) A la totalidad de la deuda tributaria, cuando la misma sea igual o inferior a la 

devolución resultante de la autoliquidación presentada por el cónyuge por este mismo 
Impuesto.

b) Al mismo importe que la devolución resultante de la autoliquidación presentada por el 
cónyuge, cuando la deuda tributaria sea superior.
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2. Sin perjuicio de la posibilidad de aplazamiento o fraccionamiento del pago prevista en 
el artículo 65 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, y desarrollado en los 
artículos 44 y siguientes del Reglamento General de Recaudación, aprobado por el Real 
Decreto 939/2005, de 29 de julio, el ingreso del importe resultante de la autoliquidación se 
podrá fraccionar, sin interés o recargo alguno, en dos partes: la primera, del 60 por ciento de 
su importe, en el momento de presentar la declaración, y la segunda, del 40 por ciento 
restante, en el plazo que se determine según lo establecido en el apartado anterior. La falta 
de ingreso en plazo de la primera fracción determinará el inicio del periodo ejecutivo para el 
importe total autoliquidado.

Para disfrutar de este beneficio será necesario que la declaración se presente dentro del 
plazo establecido y que en el mismo se hubiera ingresado el 60 por ciento de la deuda 
tributaria resultante de la autoliquidación. No podrá fraccionarse, según el procedimiento 
establecido en el párrafo anterior, el ingreso de las autoliquidaciones complementarias.

3. El pago de la deuda tributaria podrá realizarse mediante entrega de bienes integrantes 
del Patrimonio Histórico Español que estén inscritos en el Inventario General de Bienes 
Muebles o en el Registro General de Bienes de Interés Cultural, de acuerdo con lo dispuesto 
en el artículo 73 de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español.

[ . . . ]
Artículo 67 bis.  Autoliquidaciones rectificativas.

1. Los contribuyentes deberán rectificar, completar o modificar las autoliquidaciones 
presentadas por este Impuesto mediante la presentación de una autoliquidación rectificativa, 
utilizando el modelo de declaración aprobado por la persona titular del Ministerio de 
Hacienda.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando el motivo de la rectificación del 
obligado tributario sea exclusivamente la alegación razonada de una eventual vulneración 
por la norma aplicada en la autoliquidación previa de los preceptos de otra norma de rango 
superior legal, constitucional, de Derecho de la Unión Europea o de un Tratado o Convenio 
internacional se podrá instar la rectificación a través del procedimiento previsto en el artículo 
120.3 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, y desarrollado en los 
artículos 126 a 128 del Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de 
gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos 
de aplicación de los tributos, aprobado por Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio. Si este 
motivo concurriese con otros de distinta naturaleza, por estos últimos el obligado tributario 
deberá presentar una autoliquidación rectificativa.

2. La autoliquidación rectificativa de una autoliquidación previa se podrá presentar antes 
de que haya prescrito el derecho de la Administración para determinar la deuda tributaria 
mediante liquidación o el derecho a solicitar la devolución que, en su caso, proceda. Cuando 
se presente fuera del plazo de declaración tendrá el carácter de extemporánea.

3. En la autoliquidación rectificativa constará expresamente esta circunstancia y la 
obligación tributaria y período a que se refiere, así como la totalidad de los datos que deban 
ser declarados y otros que puedan establecerse en la Orden Ministerial reguladora del 
modelo de declaración aprobada por la persona titular del Ministerio de Hacienda, como los 
motivos de rectificación. A estos efectos, se incorporarán los datos incluidos en la 
autoliquidación presentada con anterioridad que no sean objeto de modificación, los que 
sean objeto de modificación y los de nueva inclusión.

4. La autoliquidación rectificativa podrá rectificar, completar o modificar la autoliquidación 
presentada con anterioridad. En particular:

a) Cuando de la rectificación efectuada resulte un importe a ingresar superior al de la 
autoliquidación anterior o una cantidad a devolver inferior a la anteriormente autoliquidada se 
aplicará el régimen previsto para las autoliquidaciones complementarias en el artículo 122.2 
de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, y su normativa de desarrollo.

b) En los casos no contemplados en la letra anterior, cuando del cálculo efectuado en la 
autoliquidación rectificativa resulte una cantidad a devolver, con la presentación de la 
autoliquidación rectificativa se entenderá solicitada la devolución, que se tramitará conforme 
al régimen del procedimiento previsto en los artículos 124 a 127 de la Ley 58/2003, de 17 de 
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diciembre, General Tributaria, y su normativa de desarrollo, sin perjuicio de la obligación de 
abono de intereses de demora conforme a lo establecido en el apartado 3 del artículo 120 de 
dicha Ley.

El plazo para efectuar la devolución será de seis meses contados desde la finalización 
del plazo reglamentario para la presentación de la autoliquidación o, si éste hubiese 
concluido, desde la presentación de la autoliquidación rectificativa.

Si con la presentación de la autoliquidación previa se hubiera solicitado una devolución y 
ésta no se hubiera efectuado al tiempo de presentar la autoliquidación rectificativa, con la 
presentación de esta última se considerará finalizado el procedimiento iniciado mediante la 
presentación de la autoliquidación previa.

c) Cuando de la rectificación efectuada resulte una minoración del importe a ingresar de 
la autoliquidación previa y no proceda una cantidad a devolver, se mantendrá la obligación 
de pago hasta el límite del importe a ingresar resultante de la autoliquidación rectificativa.

Si la deuda resultante de la autoliquidación previa estuviera aplazada o fraccionada, con 
la presentación de la autoliquidación rectificativa se entenderá solicitada la modificación en 
las condiciones del aplazamiento o fraccionamiento conforme a lo previsto en el segundo 
párrafo del apartado 3 del artículo 52 del Reglamento General de Recaudación, aprobado 
por Real Decreto 939/2005, de 29 de julio.

5. La autoliquidación rectificativa no producirá efectos respecto a aquellos elementos que 
hayan sido regularizados mediante liquidación definitiva o provisional en los términos a que 
se refieren los apartados 2 y 3 del artículo 126 del Reglamento General de las actuaciones y 
los procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes 
de los procedimientos de aplicación de los tributos, aprobado por el Real Decreto 1065/2007, 
de 27 de julio, respectivamente.

Téngase en cuenta que este artículo, modificado por la disposición final 4 del Real Decreto 
117/2024, de 30 de enero, Ref. BOE-A-2024-1771, entra en vigor cuando lo haga la orden 
ministerial aprobada por la persona titular del Ministerio de Hacienda por la que se aprueben los 
correspondientes modelos de declaración, según establece su disposición final 11.d).

[ . . . ]
TÍTULO VII

Pagos a cuenta

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Cálculo de las retenciones

Sección 1.ª Rendimientos del trabajo

[ . . . ]
Artículo 81.  Límite cuantitativo excluyente de la obligación de retener.

1. No se practicará retención sobre los rendimientos del trabajo cuya cuantía, 
determinada según lo previsto en el artículo 83.2 de este Reglamento, no supere el importe 
anual establecido en el cuadro siguiente en función del número de hijos y otros 
descendientes y de la situación del contribuyente:
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Situación del contribuyente

N.º de hijos y otros descendientes
0
–

Euros

1
–

Euros

2 o más
–

Euros
1.ª Contribuyente soltero, viudo, divorciado o separado 
legalmente. –  17.644 18.694

2.ª Contribuyente cuyo cónyuge no obtenga rentas 
superiores a 1.500 euros anuales, excluidas las exentas. 17.197 18.130 19.262

3.ª Otras situaciones. 15.876 16.342 16.867

A efectos de la aplicación de lo previsto en el cuadro anterior, se entiende por hijos y 
otros descendientes aquéllos que dan derecho al mínimo por descendientes previsto en el 
artículo 58 de la Ley del Impuesto.

En cuanto a la situación del contribuyente, ésta podrá ser una de las tres siguientes:
1.ª Contribuyente soltero, viudo, divorciado o separado legalmente. Se trata del 

contribuyente soltero, viudo, divorciado o separado legalmente con descendientes, cuando 
tenga derecho a la reducción establecida en el artículo 84.2.4.º de la Ley de Impuesto para 
unidades familiares monoparentales.

2.ª Contribuyente cuyo cónyuge no obtenga rentas superiores a 1.500 euros, excluidas 
las exentas. Se trata del contribuyente casado, y no separado legalmente, cuyo cónyuge no 
obtenga rentas anuales superiores a 1.500 euros, excluidas las exentas.

3.ª Otras situaciones, que incluye las siguientes:
a) El contribuyente casado, y no separado legalmente, cuyo cónyuge obtenga rentas 

superiores a 1.500 euros, excluidas las exentas.
b) El contribuyente soltero, viudo, divorciado o separado legalmente, sin descendientes o 

con descendientes a su cargo, cuando, en este último caso, no tenga derecho a la reducción 
establecida en el artículo 84.2.4.º de la Ley del Impuesto por darse la circunstancia de 
convivencia a que se refiere el párrafo segundo de dicho apartado.

c) Los contribuyentes que no manifiesten estar en ninguna de las situaciones 1.ª y 2.ª 
anteriores.

2. Los importes previstos en el cuadro anterior se incrementarán en 600 euros en el caso 
de pensiones o haberes pasivos del régimen de Seguridad Social y de Clases Pasivas y en 
1.200 euros para prestaciones o subsidios por desempleo.

3. Lo dispuesto en los apartados anteriores no será de aplicación cuando correspondan 
los tipos fijos de retención, en los casos a los que se refiere el apartado 1, números 3.º 4.º y 
5.º, del artículo 80 y los tipos mínimos de retención a los que se refiere el artículo 86.2 de 
este Reglamento.

[ . . . ]
Artículo 83.  Base para calcular el tipo de retención.

1. La base para calcular el tipo de retención será el resultado de minorar la cuantía total 
de las retribuciones del trabajo, determinada según lo dispuesto en el apartado siguiente, en 
los conceptos previstos en el apartado 3 de este artículo.

2. La cuantía total de las retribuciones del trabajo se calculará de acuerdo con las 
siguientes reglas:

1.ª Regla general: Con carácter general, se tomará la suma de las retribuciones, 
dinerarias o en especie que, de acuerdo con las normas o estipulaciones contractuales 
aplicables y demás circunstancias previsibles, vaya normalmente a percibir el contribuyente 
en el año natural, a excepción de las contribuciones empresariales a los planes de 
pensiones, a los planes de previsión social empresarial y a las mutualidades de previsión 
social que reduzcan la base imponible del contribuyente, así como de los atrasos que 
corresponda imputar a ejercicios anteriores. A estos efectos, las retribuciones en especie se 
computarán por su valor determinado con arreglo a lo que establece el artículo 43 de la Ley 
del Impuesto, sin incluir el importe del ingreso a cuenta.

La suma de las retribuciones, calculada de acuerdo con el párrafo anterior, incluirá tanto 
las retribuciones fijas como las variables previsibles. A estos efectos, se presumirán 
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retribuciones variables previsibles, como mínimo, las obtenidas en el año anterior, salvo que 
concurran circunstancias que permitan acreditar de manera objetiva un importe inferior.

2.ª Regla específica: Cuando se trate de trabajadores manuales que perciban sus 
retribuciones por peonadas o jornales diarios, consecuencia de una relación esporádica y 
diaria con el empleador, se tomará como cuantía de las retribuciones el resultado de 
multiplicar por 100 el importe de la peonada o jornal diario.

3. La cuantía total de las retribuciones de trabajo, dinerarias y en especie, calculadas de 
acuerdo al apartado anterior, se minorará en los importes siguientes:

a) En las reducciones previstas en el artículo 18, apartados 2 y 3, y disposiciones 
transitorias undécima y duodécima de la Ley del Impuesto.

Para la aplicación de lo previsto en el tercer párrafo del artículo 18.2 de la Ley del 
Impuesto, los rendimientos con período de generación superior a dos años a tener en cuenta 
por el pagador serán aquéllos a los que previamente hubiera aplicado la reducción prevista 
en dicho artículo para el cálculo del tipo de retención o ingreso a cuenta de dicho trabajador 
en los cinco períodos impositivos anteriores, salvo que el trabajador le comunique, en los 
términos previstos en el apartado 1 del artículo 88 de este Reglamento, que dicha reducción 
no se aplicó en su posterior autoliquidación por este Impuesto.

b) En las cotizaciones a la Seguridad Social, a las mutualidades generales obligatorias 
de funcionarios, detracciones por derechos pasivos y cotizaciones a colegios de huérfanos o 
entidades similares, a las que se refieren los párrafos a), b) y c) del artículo 19.2 de la Ley 
del Impuesto,

c) En los gastos a que se refiere la letra f) del artículo 19.2 de Ley del Impuesto. A estos 
efectos, dichos gastos tendrán como límite la cuantía total de las retribuciones de trabajo 
minorada exclusivamente en los importes previstos en las letras a) y b) anteriores.

d) Cuando el rendimiento neto del trabajo fuera inferior a 19.747,5 euros, en las 
siguientes cuantías:

1.º Si el rendimiento neto del trabajo es igual o inferior a 14.852 euros: 7.302 euros 
anuales.

2.º Si el rendimiento neto del trabajo es superior a 14.852 euros e igual o inferior a 
17.673,52 euros: 7.302 euros menos el resultado de multiplicar por 1,75 la diferencia entre el 
rendimiento del trabajo y 14.852 euros anuales.

3.º Si el rendimiento neto del trabajo es superior a 17.673,52 euros e inferior a 19.747,5 
euros: 2.364,34 euros menos el resultado de multiplicar por 1,14 la diferencia entre el 
rendimiento del trabajo y 17.673,52 euros anuales.

Para el cómputo de dicha reducción el pagador deberá tener en cuenta, exclusivamente, 
la cuantía del rendimiento neto del trabajo resultante de las minoraciones previstas en los 
párrafos a) y b) anteriores, sin que dicha reducción pueda ser superior a la cuantía de dicho 
rendimiento neto.

e) En el importe que proceda, según las siguientes circunstancias:
Cuando se trate de contribuyentes que perciban pensiones y haberes pasivos del 

régimen de Seguridad Social y de Clases Pasivas o que tengan más de dos descendientes 
que den derecho a la aplicación del mínimo por descendientes previsto en el artículo 58 de la 
Ley del Impuesto, 600 euros.

Cuando sean prestaciones o subsidios por desempleo, 1.200 euros.
Estas reducciones son compatibles entre sí.
f) Cuando el perceptor de rendimientos del trabajo estuviese obligado a satisfacer por 

resolución judicial una pensión compensatoria a su cónyuge, el importe de ésta podrá 
disminuir la cuantía resultante de lo dispuesto en los párrafos anteriores. A tal fin, el 
contribuyente deberá poner en conocimiento de su pagador, en la forma prevista en el 
artículo 88 de este Reglamento, dichas circunstancias.

[ . . . ]
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Artículo 87.  Regularización del tipo de retención.
1. Procederá regularizar el tipo de retención en los supuestos a que se refiere el 

apartado 2 siguiente y se llevará a cabo en la forma prevista en el apartado 3 y siguientes de 
este artículo.

2. Procederá regularizar el tipo de retención en las siguientes circunstancias:
1.º Si al concluir el período inicialmente previsto en un contrato o relación el trabajador 

continuase prestando sus servicios al mismo empleador o volviese a hacerlo dentro del año 
natural.

2.º Si con posterioridad a la suspensión del cobro de prestaciones por desempleo se 
reanudase el derecho o se pasase a percibir el subsidio por desempleo, dentro del año 
natural.

3.º Cuando en virtud de normas de carácter general o de la normativa sectorial aplicable, 
o como consecuencia del ascenso, promoción o descenso de categoría del trabajador o, por 
cualquier otro motivo, se produzcan durante el año variaciones en la cuantía de las 
retribuciones o de los gastos deducibles que se hayan tenido en cuenta para la 
determinación del tipo de retención que venía aplicándose hasta ese momento. En particular, 
cuando varíe la cuantía total de las retribuciones superando el importe máximo establecido a 
tal efecto en el último párrafo del artículo 86.1 de este Reglamento.

4.º Si en el curso del año natural el pensionista comenzase a percibir nuevas pensiones 
o haberes pasivos que se añadiesen a las que ya viniese percibiendo, o aumentase el 
importe de estas últimas.

5.º Cuando el trabajador traslade su residencia habitual a un nuevo municipio y resulte 
de aplicación el incremento de la cuantía de los gastos prevista en el artículo 19.2.f) de la 
Ley del Impuesto, por darse un supuesto de movilidad geográfica.

6.º Si en el curso del año natural se produjera un aumento en el número de 
descendientes o una variación en sus circunstancias, sobreviniera la condición de persona 
con discapacidad o aumentara el grado de discapacidad en el perceptor de rentas de trabajo 
o en sus descendientes, siempre que dichas circunstancias determinasen un aumento en el 
mínimo personal y familiar para calcular el tipo de retención.

7.º Cuando por resolución judicial el perceptor de rendimientos del trabajo quedase 
obligado a satisfacer una pensión compensatoria a su cónyuge o anualidades por alimentos 
en favor de los hijos sin derecho a la aplicación por estos últimos del mínimo por 
descendientes previsto en el artículo 58 de la Ley del Impuesto, siempre que el importe de 
estas últimas sea inferior a la base para calcular el tipo de retención.

8.º Si en el curso del año natural el cónyuge del contribuyente obtuviera rentas 
superiores a 1.500 euros anuales, excluidas las exentas.

9.º Cuando en el curso del año natural el contribuyente cambiara su residencia habitual 
de Ceuta o Melilla, Navarra o los Territorios Históricos del País Vasco al resto del territorio 
español o del resto del territorio español a las Ciudades de Ceuta o Melilla, o cuando el 
contribuyente adquiera su condición por cambio de residencia.

10.º Si en el curso del año natural se produjera una variación en el número o las 
circunstancias de los ascendientes que diera lugar a una variación en el mínimo personal y 
familiar para calcular el tipo de retención.

11.º Si en el curso del año natural el contribuyente destinase cantidades a la adquisición 
o rehabilitación de su vivienda habitual utilizando financiación ajena, por las que vaya a tener 
derecho a la deducción por inversión en vivienda habitual regulada en la disposición 
transitoria decimoctava de la Ley del Impuesto determinante de una reducción en el tipo de 
retención o comunicase posteriormente la no procedencia de esta reducción.

3. La regularización del tipo de retención se llevará a cabo del siguiente modo:
a) Se procederá a calcular una nueva cuota de retención, de acuerdo con el 

procedimiento establecido en el artículo 85 de este Reglamento, teniendo en cuenta las 
circunstancias que motivan la regularización.

b) Esta nueva cuota de retención se minorará en la cuantía de las retenciones e ingresos 
a cuenta practicados hasta ese momento.
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En el supuesto de haberse reducido previamente el tipo de retención por aplicación de lo 
dispuesto en el último párrafo del apartado 1 del artículo 86 de este Reglamento, se tomará 
por cuantía de las retenciones e ingresos a cuenta practicados hasta ese momento la que 
hubiese resultado de no haber tomado en consideración dicha minoración.

En el supuesto de contribuyentes que adquieran su condición por cambio de residencia, 
de la nueva cuota de retención se minorarán las retenciones e ingresos a cuenta del 
Impuesto sobre la Renta de no Residentes practicadas durante el período impositivo en el 
que se produzca el cambio de residencia, así como las cuotas satisfechas por este Impuesto 
devengadas durante el período impositivo en el que se produzca el cambio de residencia.

c) El nuevo tipo de retención se obtendrá multiplicando por 100 el cociente obtenido de 
dividir la diferencia resultante de la letra b) anterior entre la cuantía total de las retribuciones 
a las que se refiere el artículo 83.2 de este Reglamento que resten hasta el final del año y se 
expresará con dos decimales.

Cuando la diferencia entre la base para calcular el tipo de retención y el mínimo personal 
y familiar para calcular el tipo de retención fuese cero o negativa, el tipo de retención será 
cero.

En este caso no procederá restitución de las retenciones anteriormente practicadas, sin 
perjuicio de que el perceptor solicite posteriormente, cuando proceda, la devolución de 
acuerdo con lo previsto en la Ley del Impuesto.

Lo dispuesto en este párrafo se entenderá sin perjuicio de los mínimos de retención 
previstos en el artículo 86.2 de este Reglamento.

En el supuesto previsto en el último párrafo del apartado 1 del artículo 86 de este 
Reglamento, el nuevo tipo de retención se reducirá en dos enteros, sin que pueda resultar 
negativo como consecuencia de tal minoración.

4. Los nuevos tipos de retención se aplicarán a partir de la fecha en que se produzcan 
las variaciones a que se refieren los números 1.º, 2.º, 3.º y 4.º del apartado 2 de este artículo 
y a partir del momento en que el perceptor de los rendimientos del trabajo comunique al 
pagador las variaciones a que se refieren los números 5.º, 6.º, 7.º, 8.º, 9.º, 10.º y 11.º de 
dicho apartado, siempre y cuando tales comunicaciones se produzcan con, al menos, cinco 
días de antelación a la confección de las correspondientes nóminas, sin perjuicio de las 
responsabilidades en que el perceptor pudiera incurrir cuando la falta de comunicación de 
dichas circunstancias determine la aplicación de un tipo inferior al que corresponda, en los 
términos previstos en el artículo 107 de la Ley del Impuesto.

La regularización a que se refiere este artículo podrá realizarse, a opción del pagador, a 
partir del día 1 de los meses de abril, julio y octubre, respecto de las variaciones que, 
respectivamente, se hayan producido en los trimestres inmediatamente anteriores a estas 
fechas.

5. El tipo de retención, calculado de acuerdo con el procedimiento previsto en el artículo 
82 de este Reglamento, no podrá incrementarse cuando se efectúen regularizaciones por 
circunstancias que exclusivamente determinen una disminución de la diferencia positiva 
entre la base para calcular el tipo de retención y el mínimo personal y familiar para calcular el 
tipo de retención o por quedar obligado el perceptor por resolución judicial a satisfacer 
anualidades por alimentos en favor de los hijos y resulte aplicable lo previsto en el apartado 
2 del artículo 85 de este Reglamento.

Asimismo, en los supuestos de regularización por circunstancias que determinen 
exclusivamente un aumento de la diferencia positiva entre la base para calcular el tipo de 
retención y el mínimo personal y familiar para calcular el tipo de retención previa a la 
regularización, el nuevo tipo de retención aplicable no podrá determinar un incremento del 
importe de las retenciones superior a la variación producida en dicha magnitud.

En ningún caso, cuando se produzcan regularizaciones, el nuevo tipo de retención 
aplicable podrá ser superior al 47 por ciento. El citado porcentaje será el 19 por ciento 
cuando la totalidad de los rendimientos del trabajo se hubiesen obtenido en Ceuta y Melilla y 
se beneficien de la deducción prevista en el artículo 68.4 de la Ley del Impuesto.

[ . . . ]
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CAPÍTULO IV
Obligaciones del retenedor y del obligado a ingresar a cuenta

Artículo 108.  Obligaciones formales del retenedor y del obligado a ingresar a cuenta.
1. El sujeto obligado a retener y practicar ingresos a cuenta deberá presentar, en los 

primeros veinte días naturales de los meses de abril, julio, octubre y enero, declaración de 
las cantidades retenidas y de los ingresos a cuenta que correspondan por el trimestre natural 
inmediato anterior, e ingresar su importe en el Tesoro Público.

No obstante, la declaración e ingreso a que se refiere el párrafo anterior se efectuará en 
los veinte primeros días naturales de cada mes, en relación con las cantidades retenidas y 
los ingresos a cuenta que correspondan por el mes inmediato anterior, cuando se trate de 
retenedores u obligados en los que concurran las circunstancias a que se refieren los 
números 1.º y 2.º del apartado 3 del artículo 71 del Reglamento del Impuesto sobre el Valor 
Añadido, aprobado por el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre.

Lo dispuesto en el párrafo anterior resultará igualmente aplicable cuando se trate de 
retenedores u obligados a ingresar a cuenta que tengan la consideración de 
Administraciones públicas, incluida la Seguridad Social, cuyo último Presupuesto anual 
aprobado con anterioridad al inicio del ejercicio supere la cantidad de 6 millones de euros, en 
relación con las cantidades retenidas y los ingresos a cuenta correspondientes a las rentas a 
que se refieren los párrafos a) y c) del apartado 1 y el párrafo c) del apartado 2 del artículo 
75 del presente Reglamento.

No obstante lo anterior, la retención e ingreso correspondiente, cuando la entidad 
pagadora del rendimiento sea la Administración del Estado y el procedimiento establecido 
para su pago así lo permita, se efectuará de forma directa.

El retenedor u obligado a ingresar a cuenta presentará declaración negativa cuando, a 
pesar de haber satisfecho rentas sometidas a retención o ingreso a cuenta, no hubiera 
procedido, por razón de su cuantía, la práctica de retención o ingreso a cuenta alguno. No 
procederá presentación de declaración negativa cuando no se hubieran satisfecho, en el 
período de declaración, rentas sometidas a retención e ingreso a cuenta.

2. El retenedor u obligado a ingresar a cuenta deberá presentar en los primeros veinte 
días naturales del mes de enero una declaración anual de las retenciones e ingresos a 
cuenta efectuados. No obstante, en el caso de que esta declaración se presente en soporte 
directamente legible por ordenador o haya sido generado mediante la utilización, 
exclusivamente, de los correspondientes módulos de impresión desarrollados, a estos 
efectos, por la Administración tributaria, el plazo de presentación será el comprendido entre 
el 1 de enero y el 31 de enero del año siguiente al del que corresponde dicha declaración.

En esta declaración, además de sus datos de identificación, podrá exigirse que conste 
una relación nominativa de los perceptores con los siguientes datos:

a) Nombre y apellidos.
b) Número de identificación fiscal.
c) Renta obtenida, con indicación de la identificación, descripción y naturaleza de los 

conceptos, así como del ejercicio en que dicha renta se hubiera devengado, incluyendo las 
rentas no sometidas a retención o ingreso a cuenta por razón de su cuantía, así como las 
dietas exceptuadas de gravamen y las rentas exentas.

No obstante, respecto de los rendimientos del trabajo exentos previstos en las letras a) y 
b) del artículo 42.3 de la Ley del Impuesto, únicamente se exigirán datos cuando para la 
prestación de los servicios se utilicen fórmulas indirectas.

d) Reducciones aplicadas con arreglo a lo previsto en los artículos 18, apartados 2 y 3, 
26.2 y disposiciones transitorias undécima y duodécima de la Ley del Impuesto.

e) Gastos deducibles a que se refieren los artículos 19.2 y 26.1.a) de la Ley del 
Impuesto, a excepción de las cuotas satisfechas a sindicatos y colegios profesionales y los 
de defensa jurídica, siempre que hayan sido deducidos por el pagador de los rendimientos 
satisfechos.

f) Circunstancias personales y familiares e importe de las reducciones que hayan sido 
tenidas en cuenta por el pagador para la aplicación del porcentaje de retención 
correspondiente.
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g) Importe de las pensiones compensatorias entre cónyuges y anualidades por alimentos 
que se hayan tenido en cuenta para la práctica de las retenciones.

h) Que el contribuyente le ha comunicado que está destinando cantidades para la 
adquisición o rehabilitación de su vivienda habitual utilizando financiación ajena, por las que 
vaya a tener derecho a la deducción por inversión en vivienda habitual regulada en la 
disposición transitoria decimoctavade la Ley del Impuesto.

i) Retención practicada o ingreso a cuenta efectuado.
j) Cantidades reintegradas al pagador procedentes de rentas devengadas en ejercicios 

anteriores.
A las mismas obligaciones establecidas en los párrafos anteriores estarán sujetas las 

entidades domiciliadas residentes o representantes en España, que paguen por cuenta 
ajena rentas sujetas a retención o que sean depositarias o gestionen el cobro de las rentas 
de valores.

3. El retenedor u obligado a ingresar a cuenta deberá expedir en favor del contribuyente 
certificación acreditativa de las retenciones practicadas o de los ingresos a cuenta 
efectuados, así como de los restantes datos referentes al contribuyente que deben incluirse 
en la declaración anual a que se refiere el apartado anterior.

La citada certificación deberá ponerse a disposición del contribuyente con anterioridad a 
la apertura del plazo de declaración por este Impuesto.

A las mismas obligaciones establecidas en los párrafos anteriores estarán sujetas las 
entidades domiciliadas, residentes o representadas en España, que paguen por cuenta 
ajena rentas sujetas a retención o que sean depositarias o gestionen el cobro de rentas de 
valores.

4. Los pagadores deberán comunicar a los contribuyentes la retención o ingreso a 
cuenta practicado en el momento que satisfagan las rentas indicando el porcentaje aplicado, 
salvo en rendimientos de actividades económicas.

5. Las declaraciones a que se refiere este artículo se realizarán en los modelos que para 
cada clase de rentas establezca el Ministro de Economía y Hacienda, quien, asimismo, 
podrá determinar los datos que deben incluirse en las declaraciones, de los previstos en el 
apartado 2 anterior, estando obligado el retenedor u obligado a ingresar a cuenta a 
cumplimentar la totalidad de los datos así determinados y contenidos en las declaraciones 
que le afecten.

La declaración e ingreso se efectuarán en la forma y lugar que determine el Ministro de 
Economía y Hacienda, quien podrá establecer los supuestos y condiciones de presentación 
de las declaraciones por medios telemáticos y ampliar el plazo correspondiente a las 
declaraciones que puedan presentarse por esta vía, atendiendo a razones de carácter 
técnico, así como modificar la cuantía del Presupuesto anual y la naturaleza de las rentas a 
que se refiere el párrafo tercero del apartado 1 de este artículo.

6. La declaración e ingreso del pago a cuenta a que se refiere el apartado 3.º del artículo 
76.2.d) de este Reglamento se efectuará en la forma, lugar y plazo que determine el Ministro 
de Economía y Hacienda.

[ . . . ]
Disposición transitoria vigesimoprimera.  Cálculo del tipo de retención e ingreso a cuenta 
en el período impositivo 2024.

En el período impositivo 2024, para determinar el tipo de retención o ingreso a cuenta a 
practicar sobre los rendimientos del trabajo satisfechos con anterioridad a la entrada en vigor 
del Real Decreto 142/2024, de 6 de febrero, por el que se modifica el Reglamento del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, aprobado por el Real Decreto 439/2007, 
de 30 de marzo, en materia de retenciones e ingresos a cuenta, a los que resulte de 
aplicación el procedimiento general de retención a que se refiere el artículo 82 de este 
Reglamento, se tendrán en cuenta las cuantías previstas en el apartado 1 del artículo 81 y la 
reducción de la letra d) del apartado 3 del artículo 83 de este Reglamento en vigor a 31 de 
diciembre de 2023.

A partir de la entrada en vigor del Real Decreto 142/2024, de 6 de febrero, por el que se 
modifica el Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, aprobado por 
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el Real Decreto 439/2007, de 30 de marzo, en materia de retenciones e ingresos a cuenta, 
para calcular el tipo de retención o ingreso a cuenta aplicable a los rendimientos que se 
satisfagan o abonen a partir de dicha fecha, se tendrá en cuenta la nueva redacción en vigor 
del artículo 81 y de la letra d) del apartado 3 del artículo 83 de este Reglamento, 
regularizándose, si procede, el tipo de retención o ingreso a cuenta en los primeros 
rendimientos del trabajo que se satisfagan o abonen a partir de dicha fecha.

No obstante, lo dispuesto en el párrafo anterior podrá realizarse, a opción del pagador, 
en los primeros rendimientos del trabajo que se satisfagan o abonen a partir del mes 
siguiente a la entrada en vigor del Real Decreto 142/2024, de 6 de febrero, por el que se 
modifica el Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, aprobado por 
el Real Decreto 439/2007, de 30 de marzo, en materia de retenciones e ingresos a cuenta, 
en cuyo caso el tipo de retención o ingreso a cuenta a practicar sobre los rendimientos del 
trabajo satisfechos con anterioridad a esta fecha se determinará tomando en consideración 
lo dispuesto en el primer párrafo de esta disposición transitoria.

[ . . . ]
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§ 35

Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el Patrimonio. 
[Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 136, de 7 de junio de 1991

Última modificación: 28 de diciembre de 2023
Referencia: BOE-A-1991-14392

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Hecho imponible

[ . . . ]
Artículo 4.  Bienes y derechos exentos.

Estarán exentos de este Impuesto:
Uno. Los bienes integrantes del Patrimonio Histórico Español, inscritos en el Registro 

General de Bienes de Interés Cultural o en el Inventario General de Bienes Muebles, a que 
se refiere la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español, así como los 
comprendidos en la Disposición Adicional Segunda de dicha Ley, siempre que en éste último 
caso hayan sido calificados como Bienes de Interés Cultural por el Ministerio de Cultura 
inscritos en el Registro correspondiente.

No obstante, en el supuesto de Zonas Arqueológicas y Sitios o Conjuntos Históricos, la 
exención no alcanzará a cualesquiera clase de bienes inmuebles ubicados dentro del 
perímetro de delimitación, sino, exclusivamente, a los que reúnan las siguientes condiciones:

En Zonas Arqueológicas, los incluidos como objeto de especial protección en el 
instrumento de planeamiento urbanístico a que se refiere el artículo 20 de la Ley 16/1985, de 
25 de junio.

En Sitios o Conjuntos Históricos los que cuenten con una antigüedad igual o superior a 
cincuenta años y estén incluidos en el Catálogo previsto en el artículo 86 del Reglamento de 
Planeamiento Urbanístico como objeto de protección integral en los términos previstos en el 
artículo 21 de la Ley 16/1985, de 25 de junio.

Dos. Los bienes integrantes del Patrimonio Histórico de las Comunidades Autónomas, 
que hayan sido calificados e inscritos de acuerdo con lo establecido en sus normas 
reguladoras.

Tres. Los objetos de arte y antigüedades cuyo valor sea inferior a las cantidades que se 
establezcan a efectos de lo previsto en el artículo 26.4 de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del 
Patrimonio Histórico Español.

Gozarán asimismo de exención:
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a) Los objetos de arte y antigüedades comprendidos en el artículo 19, cuando hayan sido 
cedidos por sus propietarios en depósito permanente por un período no inferior a tres años a 
Museos o Instituciones Culturales sin fin de lucro para su exhibición pública, mientras se 
encuentren depositados.

b) La obra propia de los artistas mientras permanezca en el patrimonio del autor.
Cuatro. El ajuar doméstico, entendiéndose por tal los efectos personales y del hogar, 

utensilios domésticos y demás bienes muebles de uso particular del sujeto pasivo, excepto 
los bienes a los que se refieren los artículos 18 y 19 de esta Ley

Cinco. Los derechos de contenido económico en los siguientes instrumentos:
a) Los derechos consolidados de los partícipes y los derechos económicos de los 

beneficiarios en un plan de pensiones.
b) Los derechos de contenido económico que correspondan a primas satisfechas a los 

planes de previsión asegurados definidos en el apartado 3 del artículo 51 de la Ley 35/2006, 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las Leyes 
de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio.

c) Los derechos de contenido económico que correspondan a aportaciones realizadas 
por el sujeto pasivo a los planes de previsión social empresarial regulados en el apartado 4 
del artículo 51 de la Ley 35/2006, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de 
modificación parcial de las Leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no 
Residentes y sobre el Patrimonio, incluyendo las contribuciones del tomador.

d) Los derechos de contenido económico derivados de las primas satisfechas por el 
sujeto pasivo a los contratos de seguro colectivo, distintos de los planes de previsión social 
empresarial, que instrumenten los compromisos por pensiones asumidos por las empresas, 
en los términos previstos en la disposición adicional primera del texto refundido de la Ley de 
Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, y en su normativa de desarrollo, así como 
los derivados de las primas satisfechas por los empresarios a los citados contratos de 
seguro colectivo.

e) Los derechos de contenido económico que correspondan a primas satisfechas a los 
seguros privados que cubran la dependencia definidos en el apartado 5 del artículo 51 de la 
Ley 35/2006, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial 
de las Leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre 
el Patrimonio.

f) Los derechos de contenido económico derivados de las aportaciones a productos 
paneuropeos de pensiones individuales regulados en el Reglamento (UE) 2019/1238 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, relativo a un producto 
paneuropeo de pensiones individuales.

Seis. Los derechos derivados de la propiedad intelectual o industrial mientras 
permanezcan en el patrimonio del autor y en el caso de la pro piedad industrial no estén 
afectos a actividades empresariales.

Siete. Los valores cuyos rendimientos estén exentos en virtud de lo dispuesto en el 
artículo 13 de la Ley de Impuesto sobre la Renta de no Residentes y Normas Tributarias.

Ocho.
Uno. Los bienes y derechos de las personas físicas necesarios para el desarrollo de su 

actividad empresarial o profesional, siempre que ésta se ejerza de forma habitual, personal y 
directa por el sujeto pasivo y constituya su principal fuente de renta. A efectos del cálculo de 
la principal fuente de renta, no se computarán ni las remuneraciones de las funciones de 
dirección que se ejerzan en las entidades a que se refiere el número dos de este apartado, ni 
cualesquiera otras remuneraciones que traigan su causa de la participación en dichas 
entidades.

También estarán exentos los bienes y derechos comunes a ambos miembros del 
matrimonio, cuando se utilicen en el desarrollo de la actividad empresarial o profesional de 
cualquiera de los cónyuges, siempre que se cumplan los requisitos del párrafo anterior.

Dos. La plena propiedad, la nuda propiedad y el derecho de usufructo vitalicio sobre las 
participaciones en entidades, con o sin cotización en mercados organizados, siempre que 
concurran las condiciones siguientes:
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a) Que la entidad, sea o no societaria, no tenga por actividad principal la gestión de un 
patrimonio mobiliario o inmobiliario. Se entenderá que una entidad gestiona un patrimonio 
mobiliario o inmobiliario y que, por lo tanto, no realiza una actividad económica cuando 
concurran, durante más de 90 días del ejercicio social, cualquiera de las condiciones 
siguientes:

Que más de la mitad de su activo esté constituido por valores o
Que más de la mitad de su activo no esté afecto a actividades económicas.
A los efectos previstos en esta letra:
Para determinar si existe actividad económica o si un elemento patrimonial se encuentra 

afecto a ella, se estará a lo dispuesto en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.
Tanto el valor del activo como el de los elementos patrimoniales no afectos a actividades 

económicas será el que se deduzca de la contabilidad, siempre que ésta refleje fielmente la 
verdadera situación patrimonial de la sociedad.

A efectos de determinar la parte del activo que está constituida por valores o elementos 
patrimoniales no afectos:

1.º No se computarán los valores siguientes:
Los poseídos para dar cumplimiento a obligaciones legales y reglamentarias.
Los que incorporen derechos de crédito nacidos de relaciones contractuales establecidas 

como consecuencia del desarrollo de actividades económicas.
Los poseídos por sociedades de valores como consecuencia del ejercicio de la actividad 

constitutiva de su objeto.
Los que otorguen, al menos, el cinco por ciento de los derechos de voto y se posean con 

la finalidad de dirigir y gestionar la participación siempre que, a estos efectos, se disponga 
de la correspondiente organización de medios materiales y personales, y la entidad 
participada no esté comprendida en esta letra.

2.º No se computarán como valores ni como elementos no afectos a actividades 
económicas aquellos cuyo precio de adquisición no supere el importe de los beneficios no 
distribuidos obtenidos por la entidad, siempre que dichos beneficios provengan de la 
realización de actividades económicas, con el límite del importe de los beneficios obtenidos 
tanto en el propio año como en los últimos 10 años anteriores. A estos efectos, se asimilan a 
los beneficios procedentes de actividades económicas los dividendos que procedan de los 
valores a que se refiere el último inciso del párrafo anterior, cuando los ingresos obtenidos 
por la entidad participada procedan, al menos en el 90 por ciento, de la realización de 
actividades económicas.

b) Que la participación del sujeto pasivo en el capital de la entidad sea al menos del 5 
por 100 computado de forma individual, o del 20 por 100 conjuntamente con su cónyuge, 
ascendientes, descendientes o colaterales de segundo grado, ya tenga su origen el 
parentesco en la consanguinidad, en la afinidad o en la adopción.

c) Que el sujeto pasivo ejerza efectivamente funciones de dirección en la entidad, 
percibiendo por ello una remuneración que represente más del 50 por 100 de la totalidad de 
los rendimientos empresariales, profesionales y de trabajo personal.

A efectos del cálculo anterior, no se computarán entre los rendimientos empresariales, 
profesionales y de trabajo personal, los rendimientos de la actividad empresarial a que se 
refiere el número uno de este apartado.

Cuando la participación en la entidad sea conjunta con alguna o algunas personas a las 
que se refiere la letra anterior, las funciones de dirección y las remuneraciones derivadas de 
la misma deberán de cumplirse al menos en una de las personas del grupo de parentesco, 
sin perjuicio de que todas ellas tengan derecho a la exención.

La exención sólo alcanzará al valor de las participaciones, determinado conforme a las 
reglas que se establecen en el artículo 16.uno de esta Ley, en la parte que corresponda a la 
proporción existente entre los activos necesarios para el ejercicio de la actividad empresarial 
o profesional, minorados en el importe de las deudas derivadas de la misma, y el valor del 
patrimonio neto de la entidad, aplicándose estas mismas reglas en la valoración de las 
participaciones de entidades participadas para determinar el valor de las de su entidad 
tenedora.
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Tres. Reglamentariamente se determinarán:
a) Los requisitos que deban concurrir para que sea aplicable la exención en cuanto a los 

bienes, derechos y deudas necesarios para el desarrollo de una actividad empresarial o 
profesional.

b) Las condiciones que han de reunir las participaciones en entidades.
Nueve. La vivienda habitual del contribuyente, según se define en el artículo 68.1.3.º de 

la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y 
de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de 
no Residentes y sobre el Patrimonio, hasta un importe máximo de 300.000 euros.

CAPÍTULO III
Sujeto pasivo

[ . . . ]
Sección 2.ª Atribución e imputación de patrimonios

Artículo 7.  Titularidad de los elementos patrimoniales.
Los bienes y derechos se atribuirán a los sujetos pasivos según la normas sobre 

titularidad jurídica aplicables en cada caso y en función de las pruebas aportadas por 
aquéllos o de las descubiertas por la Administración.

En su caso, serán de aplicación las normas sobre titularidad jurídica de los bienes y 
derechos contenidas en las disposiciones reguladoras del régimen económico del 
matrimonio, así como en los preceptos de la legislación civil aplicables en cada caso a las 
relaciones patrimoniales entre los miembros de la familia.

La titularidad de los bienes y derechos que conforme a las disposiciones o pactos 
reguladores del correspondiente régimen económico matrimonial, sean comunes a ambos 
cónyuges, se atribuirá por mitad a cada uno de ellos, salvo que se justifique otra cuota de 
participación.

Cuando no resulte debidamente acreditada la titularidad de los bienes o derechos, la 
Administración Tributaria tendrá derecho a considerar como titular a quien figure como tal en 
un registro fiscal u otros de carácter público.

Las cargas, gravámenes, deudas y obligaciones, se atribuirán a los sujetos pasivos 
según las reglas y criterios de los párrafos anteriores.

[ . . . ]
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§ 36

Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades. 
[Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 288, de 28 de noviembre de 2014

Última modificación: 23 de enero de 2025
Referencia: BOE-A-2014-12328

[ . . . ]
TÍTULO IV

La base imponible

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Reglas de valoración

[ . . . ]
Artículo 18.  Operaciones vinculadas.

1. Las operaciones efectuadas entre personas o entidades vinculadas se valorarán por 
su valor de mercado. Se entenderá por valor de mercado aquel que se habría acordado por 
personas o entidades independientes en condiciones que respeten el principio de libre 
competencia.

2. Se considerarán personas o entidades vinculadas las siguientes:
a) Una entidad y sus socios o partícipes.
b) Una entidad y sus consejeros o administradores, salvo en lo correspondiente a la 

retribución por el ejercicio de sus funciones.
c) Una entidad y los cónyuges o personas unidas por relaciones de parentesco, en línea 

directa o colateral, por consanguinidad o afinidad hasta el tercer grado de los socios o 
partícipes, consejeros o administradores.

d) Dos entidades que pertenezcan a un grupo.
e) Una entidad y los consejeros o administradores de otra entidad, cuando ambas 

entidades pertenezcan a un grupo.
f) Una entidad y otra entidad participada por la primera indirectamente en, al menos, el 

25 por ciento del capital social o de los fondos propios.
g) Dos entidades en las cuales los mismos socios, partícipes o sus cónyuges, o 

personas unidas por relaciones de parentesco, en línea directa o colateral, por 
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consanguinidad o afinidad hasta el tercer grado, participen, directa o indirectamente en, al 
menos, el 25 por ciento del capital social o los fondos propios.

h) Una entidad residente en territorio español y sus establecimientos permanentes en el 
extranjero.

En los supuestos en los que la vinculación se defina en función de la relación de los 
socios o partícipes con la entidad, la participación deberá ser igual o superior al 25 por 
ciento. La mención a los administradores incluirá a los de derecho y a los de hecho.

Existe grupo cuando una entidad ostente o pueda ostentar el control de otra u otras 
según los criterios establecidos en el artículo 42 del Código de Comercio, con independencia 
de su residencia y de la obligación de formular cuentas anuales consolidadas.

3. Las personas o entidades vinculadas, con objeto de justificar que las operaciones 
efectuadas se han valorado por su valor de mercado, deberán mantener a disposición de la 
Administración tributaria, de acuerdo con principios de proporcionalidad y suficiencia, la 
documentación específica que se establezca reglamentariamente.

Dicha documentación tendrá un contenido simplificado en relación con las personas o 
entidades vinculadas cuyo importe neto de la cifra de negocios, definido en los términos 
establecidos en el artículo 101 de esta Ley, sea inferior a 45 millones de euros.

En ningún caso, el contenido simplificado de la documentación resultará de aplicación a 
las siguientes operaciones:

1.º Las realizadas por contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas, en el desarrollo de una actividad económica, a la que resulte de aplicación el 
método de estimación objetiva con entidades en las que aquellos o sus cónyuges, 
ascendientes o descendientes, de forma individual o conjuntamente entre todos ellos, tengan 
un porcentaje igual o superior al 25 por ciento del capital social o de los fondos propios.

2.º Las operaciones de transmisión de negocios.
3.º Las operaciones de transmisión de valores o participaciones representativos de la 

participación en los fondos propios de cualquier tipo de entidades no admitidas a 
negociación en alguno de los mercados regulados de valores, o que estén admitidos a 
negociación en mercados regulados situados en países o territorios calificados como 
paraísos fiscales.

4.º Las operaciones sobre inmuebles.
5.º Las operaciones sobre activos intangibles.
La documentación específica no será exigible:
a) A las operaciones realizadas entre entidades que se integren en un mismo grupo de 

consolidación fiscal, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 65.2 de esta Ley.
b) A las operaciones realizadas con sus miembros o con otras entidades integrantes del 

mismo grupo de consolidación fiscal por las agrupaciones de interés económico, de acuerdo 
con lo previsto en la Ley 12/1991, de 29 de abril, de Agrupaciones de interés Económico, y 
las uniones temporales de empresas, reguladas en la Ley 18/1982, de 26 de mayo, sobre 
régimen fiscal de agrupaciones y uniones temporales de Empresas y de Sociedades de 
desarrollo industrial regional, e inscritas en el registro especial del Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas. No obstante, la documentación específica será exigible en el 
caso de uniones temporales de empresas o fórmulas de colaboración análogas a las uniones 
temporales, que se acojan al régimen establecido en el artículo 22 de esta Ley.

c) Las operaciones realizadas en el ámbito de ofertas públicas de venta o de ofertas 
públicas de adquisición de valores.

d) A las operaciones realizadas con la misma persona o entidad vinculada, siempre que 
el importe de la contraprestación del conjunto de operaciones no supere los 250.000 euros, 
de acuerdo con el valor de mercado.

4. Para la determinación del valor de mercado se aplicará cualquiera de los siguientes 
métodos:

a) Método del precio libre comparable, por el que se compara el precio del bien o servicio 
en una operación entre personas o entidades vinculadas con el precio de un bien o servicio 
idéntico o de características similares en una operación entre personas o entidades 
independientes en circunstancias equiparables, efectuando, si fuera preciso, las 
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correcciones necesarias para obtener la equivalencia y considerar las particularidades de la 
operación.

b) Método del coste incrementado, por el que se añade al valor de adquisición o coste de 
producción del bien o servicio el margen habitual en operaciones idénticas o similares con 
personas o entidades independientes o, en su defecto, el margen que personas o entidades 
independientes aplican a operaciones equiparables, efectuando, si fuera preciso, las 
correcciones necesarias para obtener la equivalencia y considerar las particularidades de la 
operación.

c) Método del precio de reventa, por el que se sustrae del precio de venta de un bien o 
servicio el margen que aplica el propio revendedor en operaciones idénticas o similares con 
personas o entidades independientes o, en su defecto, el margen que personas o entidades 
independientes aplican a operaciones equiparables, efectuando, si fuera preciso, las 
correcciones necesarias para obtener la equivalencia y considerar las particularidades de la 
operación.

d) Método de la distribución del resultado, por el que se asigna a cada persona o entidad 
vinculada que realice de forma conjunta una o varias operaciones la parte del resultado 
común derivado de dicha operación u operaciones, en función de un criterio que refleje 
adecuadamente las condiciones que habrían suscrito personas o entidades independientes 
en circunstancias similares.

e) Método del margen neto operacional, por el que se atribuye a las operaciones 
realizadas con una persona o entidad vinculada el resultado neto, calculado sobre costes, 
ventas o la magnitud que resulte más adecuada en función de las características de las 
operaciones idénticas o similares realizadas entre partes independientes, efectuando, 
cuando sea preciso, las correcciones necesarias para obtener la equivalencia y considerar 
las particularidades de las operaciones.

La elección del método de valoración tendrá en cuenta, entre otras circunstancias, la 
naturaleza de la operación vinculada, la disponibilidad de información fiable y el grado de 
comparabilidad entre las operaciones vinculadas y no vinculadas.

Cuando no resulte posible aplicar los métodos anteriores, se podrán utilizar otros 
métodos y técnicas de valoración generalmente aceptados que respeten el principio de libre 
competencia.

5. En el supuesto de prestaciones de servicios entre personas o entidades vinculadas, 
valorados de acuerdo con lo establecido en el apartado 4, se requerirá que los servicios 
prestados produzcan o puedan producir una ventaja o utilidad a su destinatario.

Cuando se trate de servicios prestados conjuntamente en favor de varias personas o 
entidades vinculadas, y siempre que no fuera posible la individualización del servicio recibido 
o la cuantificación de los elementos determinantes de su remuneración, será posible 
distribuir la contraprestación total entre las personas o entidades beneficiarias de acuerdo 
con unas reglas de reparto que atiendan a criterios de racionalidad. Se entenderá cumplido 
este criterio cuando el método aplicado tenga en cuenta, además de la naturaleza del 
servicio y las circunstancias en que éste se preste, los beneficios obtenidos o susceptibles 
de ser obtenidos por las personas o entidades destinatarias.

6. A los efectos de lo previsto en el apartado 4 anterior, el contribuyente podrá considerar 
que el valor convenido coincide con el valor de mercado en el caso de una prestación de 
servicios por un socio profesional, persona física, a una entidad vinculada y se cumplan los 
siguientes requisitos:

a) Que más del 75 por ciento de los ingresos de la entidad procedan del ejercicio de 
actividades profesionales y cuente con los medios materiales y humanos adecuados para el 
desarrollo de la actividad.

b) Que la cuantía de las retribuciones correspondientes a la totalidad de los socios-
profesionales por la prestación de servicios a la entidad no sea inferior al 75 por ciento del 
resultado previo a la deducción de las retribuciones correspondientes a la totalidad de los 
socios-profesionales por la prestación de sus servicios.

c) Que la cuantía de las retribuciones correspondientes a cada uno de los socios-
profesionales cumplan los siguientes requisitos:
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1.º Se determine en función de la contribución efectuada por estos a la buena marcha de 
la entidad, siendo necesario que consten por escrito los criterios cualitativos y/o cuantitativos 
aplicables.

2.º No sea inferior a 1,5 veces el salario medio de los asalariados de la entidad que 
cumplan funciones análogas a las de los socios profesionales de la entidad. En ausencia de 
estos últimos, la cuantía de las citadas retribuciones no podrá ser inferior a 5 veces el 
Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples.

El incumplimiento del requisito establecido en este número 2.º en relación con alguno de 
los socios-profesionales, no impedirá la aplicación de lo previsto en este apartado a los 
restantes socios-profesionales.

7. En el supuesto de acuerdos de reparto de costes de bienes o servicios suscritos entre 
personas o entidades vinculadas, deberán cumplirse los siguientes requisitos:

a) Las personas o entidades participantes que suscriban el acuerdo deberán acceder a 
la propiedad u otro derecho que tenga similares consecuencias económicas sobre los 
activos o derechos que en su caso sean objeto de adquisición, producción o desarrollo como 
resultado del acuerdo.

b) La aportación de cada persona o entidad participante deberá tener en cuenta la 
previsión de utilidades o ventajas que cada uno de ellos espere obtener del acuerdo en 
atención a criterios de racionalidad.

c) El acuerdo deberá contemplar la variación de sus circunstancias o personas o 
entidades participantes, estableciendo los pagos compensatorios y ajustes que se estimen 
necesarios.

El acuerdo suscrito entre personas o entidades vinculadas deberá cumplir los requisitos 
que reglamentariamente se fijen.

8. En el caso de contribuyentes que posean un establecimiento permanente en el 
extranjero, en aquellos supuestos en que así esté establecido en un convenio para evitar la 
doble imposición internacional que les resulte de aplicación, se incluirán en la base imponible 
de aquellos las rentas estimadas por operaciones internas realizadas con el establecimiento 
permanente, valoradas por su valor de mercado.

9. Los contribuyentes podrán solicitar a la Administración tributaria que determine la 
valoración de las operaciones efectuadas entre personas o entidades vinculadas con 
carácter previo a la realización de éstas. Dicha solicitud se acompañará de una propuesta 
que se fundamentará en el principio de libre competencia.

La Administración tributaria podrá formalizar acuerdos con otras Administraciones a los 
efectos de determinar conjuntamente el valor de mercado de las operaciones.

El acuerdo de valoración surtirá efectos respecto de las operaciones realizadas con 
posterioridad a la fecha en que se apruebe, y tendrá validez durante los períodos impositivos 
que se concreten en el propio acuerdo, sin que pueda exceder de los 4 períodos impositivos 
siguientes al de la fecha en que se apruebe. Asimismo, podrá determinarse que sus efectos 
alcancen a las operaciones de períodos impositivos anteriores siempre que no hubiese 
prescrito el derecho de la Administración a determinar la deuda tributaria mediante la 
oportuna liquidación ni hubiese liquidación firme que recaiga sobre las operaciones objeto de 
solicitud.

En el supuesto de variación significativa de las circunstancias económicas existentes en 
el momento de la aprobación del acuerdo de la Administración tributaria, éste podrá ser 
modificado para adecuarlo a las nuevas circunstancias económicas.

Las propuestas a que se refiere este apartado podrán entenderse desestimadas una vez 
transcurrido el plazo de resolución.

Reglamentariamente se fijará el procedimiento para la resolución de los acuerdos de 
valoración de operaciones vinculadas, así como el de sus posibles prórrogas.

10. La Administración tributaria podrá comprobar las operaciones realizadas entre 
personas o entidades vinculadas y efectuará, en su caso, las correcciones que procedan en 
los términos que se hubieran acordado entre partes independientes de acuerdo con el 
principio de libre competencia, respecto de las operaciones sujetas a este Impuesto, al 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas o al Impuesto sobre la Renta de no 
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Residentes, con la documentación aportada por el contribuyente y los datos e información de 
que disponga. La Administración tributaria quedará vinculada por dicha corrección en 
relación con el resto de personas o entidades vinculadas.

La corrección practicada no determinará la tributación por este Impuesto ni, en su caso, 
por el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas o por el Impuesto sobre la Renta de 
no Residentes de una renta superior a la efectivamente derivada de la operación para el 
conjunto de las personas o entidades que la hubieran realizado. Para efectuar la 
comparación se tendrá en cuenta aquella parte de la renta que no se integre en la base 
imponible por resultar de aplicación algún método de estimación objetiva.

11. En aquellas operaciones en las que se determine que el valor convenido es distinto 
del valor de mercado, la diferencia entre ambos valores tendrá, para las personas o 
entidades vinculadas, el tratamiento fiscal que corresponda a la naturaleza de las rentas 
puestas de manifiesto como consecuencia de la existencia de dicha diferencia.

En particular, en los supuestos en los que la vinculación se defina en función de la 
relación socios o partícipes-entidad, la diferencia tendrá, con carácter general, el siguiente 
tratamiento:

a) Cuando la diferencia fuese a favor del socio o partícipe, la parte de la misma que se 
corresponda con el porcentaje de participación en la entidad se considerará como retribución 
de fondos propios para la entidad y como participación en beneficios para el socio. La parte 
de la diferencia que no se corresponda con aquel porcentaje, tendrá para la entidad la 
consideración de retribución de fondos propios y para el socio o partícipe de utilidad 
percibida de una entidad por la condición de socio, accionista, asociado o partícipe de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 25.1.d) de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de 
los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio.

b) Cuando la diferencia fuese a favor de la entidad, la parte de la diferencia que se 
corresponda con el porcentaje de participación en la misma tendrá la consideración de 
aportación del socio o partícipe a los fondos propios de la entidad, y aumentará el valor de 
adquisición de la participación del socio o partícipe. La parte de la diferencia que no se 
corresponda con el porcentaje de participación en la entidad, tendrá la consideración de 
renta para la entidad, y de liberalidad para el socio o partícipe. Cuando se trate de 
contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de no Residentes sin establecimiento 
permanente, la renta se considerará como ganancia patrimonial de acuerdo con lo previsto 
en el artículo 13.1.i).4.º del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de no 
Residentes, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2004, de 5 de marzo.

No se aplicará lo dispuesto en este apartado cuando se proceda a la restitución 
patrimonial entre las personas o entidades vinculadas en los términos que 
reglamentariamente se establezcan. Esta restitución no determinará la existencia de renta en 
las partes afectadas.

12. Reglamentariamente se regulará la comprobación de las operaciones vinculadas, 
con arreglo a las siguientes normas:

1.º La comprobación de las operaciones vinculadas se llevará a cabo en el seno del 
procedimiento iniciado respecto del obligado tributario cuya situación tributaria sea objeto de 
comprobación. Sin perjuicio de lo dispuesto en el siguiente párrafo, estas actuaciones se 
entenderán exclusivamente con dicho obligado tributario.

2.º Si contra la liquidación provisional practicada a dicho obligado tributario como 
consecuencia de la comprobación, éste interpusiera el correspondiente recurso o 
reclamación, se notificará dicha circunstancia a las demás personas o entidades vinculadas 
afectadas, al objeto de que puedan personarse en el correspondiente procedimiento y 
presentar las oportunas alegaciones.

Transcurridos los plazos oportunos sin que el obligado tributario haya interpuesto recurso 
o reclamación, se notificará la liquidación practicada a las demás personas o entidades 
vinculadas afectadas, para que aquellos que lo deseen puedan optar de forma conjunta por 
interponer el oportuno recurso o reclamación. La interposición de recurso o reclamación 
interrumpirá el plazo de prescripción del derecho de la Administración tributaria a efectuar las 
oportunas liquidaciones al obligado tributario y a las demás personas o entidades afectadas, 
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a quienes se comunicará dicha interrupción, iniciándose de nuevo el cómputo de dicho plazo 
cuando la liquidación practicada por la Administración haya adquirido firmeza.

3.º La firmeza de la liquidación determinará su eficacia y firmeza frente a las demás 
personas o entidades vinculadas. La Administración tributaria efectuará las regularizaciones 
que correspondan, salvo que dichas regularizaciones se hayan efectuado por la propia 
persona o entidad vinculada afectada, en los términos que reglamentariamente se 
establezcan.

4.º Lo dispuesto en este apartado será aplicable respecto de las personas o entidades 
vinculadas afectadas por la corrección que sean contribuyentes del Impuesto sobre 
Sociedades, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas o del Impuesto sobre la 
Renta de no Residentes.

5.º Lo dispuesto en este apartado se entenderá sin perjuicio de lo previsto en los tratados 
y convenios internacionales que hayan pasado a formar parte del ordenamiento interno.

6.º Cuando en el seno de la comprobación a que se refiere este apartado se efectuase la 
comprobación del valor de la operación, no resultará de aplicación lo dispuesto en el 
apartado 2 del artículo 57 y en el artículo 135 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria.

13. 1.º Constituye infracción tributaria la falta de aportación o la aportación de forma 
incompleta, o con datos falsos, de la documentación que, conforme a lo previsto en el 
apartado 3 de este artículo y en su normativa de desarrollo, deban mantener a disposición 
de la Administración tributaria las personas o entidades vinculadas, cuando la Administración 
tributaria no realice correcciones en aplicación de lo dispuesto en este artículo.

Esta infracción tendrá la consideración de infracción grave y se sancionará de acuerdo 
con las siguientes normas:

a) La sanción consistirá en multa pecuniaria fija de 1.000 euros por cada dato y 10.000 
euros por conjunto de datos, omitido, o falso, referidos a cada una de las obligaciones de 
documentación que se establezcan reglamentariamente para el grupo o para cada persona o 
entidad en su condición de contribuyente.

b) La sanción prevista en la letra anterior tendrá como límite máximo la menor de las dos 
cuantías siguientes:

– El 10 por ciento del importe conjunto de las operaciones sujetas a este Impuesto, al 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas o al Impuesto sobre la Renta de no 
Residentes realizadas en el período impositivo.

– El 1 por ciento del importe neto de la cifra de negocios.
2.º Constituyen infracción tributaria los siguientes supuestos, siempre que conlleven la 

realización de correcciones por la Administración tributaria, en aplicación de lo dispuesto en 
este artículo respecto de las operaciones sujetas a este Impuesto, al Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas o al Impuesto sobre la Renta de no Residentes:

(i) la falta de aportación o la aportación de documentación incompleta, o con datos falsos 
de la documentación que, conforme a lo previsto en el apartado 3 de este artículo y en su 
normativa de desarrollo, deban mantener a disposición de la Administración tributaria las 
personas o entidades vinculadas.

(ii) que el valor de mercado que se derive de la documentación prevista en este artículo y 
en su normativa de desarrollo no sea el declarado en el Impuesto sobre Sociedades, el 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas o el Impuesto sobre la Renta de no 
Residentes.

Estas infracciones tendrán la consideración de infracción grave y se sancionarán con 
multa pecuniaria proporcional del 15 por ciento sobre el importe de las cantidades que 
resulten de las correcciones que correspondan a cada operación. Esta sanción será 
incompatible con la que proceda, en su caso, por la aplicación de los artículos 191, 192, 193 
o 195 de la Ley General Tributaria, por la parte de bases que hubiesen dado lugar a la 
imposición de la infracción prevista en este número 2.º

3.º Las correcciones realizadas por la Administración tributaria en aplicación de lo 
dispuesto en este artículo respecto de operaciones sujetas a este Impuesto, al Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas o al Impuesto sobre la Renta de no Residentes, que 
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determinen falta de ingreso, obtención indebida de devoluciones tributarias o determinación 
o acreditación improcedente de partidas a compensar en declaraciones futuras o se declare 
incorrectamente la renta neta sin que produzca falta de ingreso u obtención de devoluciones 
por haberse compensado en un procedimiento de comprobación o investigación cantidades 
pendientes de compensación, habiéndose cumplido la obligación de documentación 
específica a que se refiere el apartado 3 de este artículo, no constituirá la comisión de las 
infracciones de los artículos 191, 192, 193 o 195 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria, por la parte de bases que hubiesen dado lugar a la referidas 
correcciones.

4.º Las sanciones previstas en este apartado serán compatibles con la establecida para 
la resistencia, obstrucción, excusa o negativa a las actuaciones de la Administración 
tributaria en el artículo 203 de la Ley General Tributaria, por la desatención de los 
requerimientos realizados.

Respecto de las sanciones impuestas conforme a lo dispuesto en este artículo resultará 
de aplicación lo establecido en los apartados 1.b) y 3 del artículo 188 de la Ley General 
Tributaria.

14. El valor de mercado a efectos de este Impuesto, del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas o del Impuesto sobre la Renta de no Residentes, no producirá efectos 
respecto a otros impuestos, salvo disposición expresa en contrario. Asimismo, el valor a 
efectos de otros impuestos no producirá efectos respecto del valor de mercado de las 
operaciones entre personas o entidades vinculadas de este impuesto, del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas o del Impuesto sobre la Renta de no Residentes, salvo 
disposición expresa en contrario.

[ . . . ]
CAPÍTULO XI

Incentivos fiscales para las entidades de reducida dimensión

Artículo 101.  Ámbito de aplicación. Cifra de negocios.
1. Los incentivos fiscales establecidos en este capítulo se aplicarán siempre que el 

importe neto de la cifra de negocios habida en el período impositivo inmediato anterior sea 
inferior a 10 millones de euros.

No obstante, dichos incentivos no resultarán de aplicación cuando la entidad tenga la 
consideración de entidad patrimonial en los términos establecidos en el apartado 2 del 
artículo 5 de esta Ley.

2. Cuando la entidad fuere de nueva creación, el importe de la cifra de negocios se 
referirá al primer período impositivo en que se desarrolle efectivamente la actividad. Si el 
período impositivo inmediato anterior hubiere tenido una duración inferior al año, o la 
actividad se hubiere desarrollado durante un plazo también inferior, el importe neto de la cifra 
de negocios se elevará al año.

3. Cuando la entidad forme parte de un grupo de sociedades en el sentido del artículo 42 
del Código de Comercio, con independencia de la residencia y de la obligación de formular 
cuentas anuales consolidadas, el importe neto de la cifra de negocios se referirá al conjunto 
de entidades pertenecientes a dicho grupo, teniendo en cuenta las eliminaciones e 
incorporaciones que correspondan por aplicación de la normativa contable. Igualmente se 
aplicará este criterio cuando una persona física por sí sola o conjuntamente con el cónyuge u 
otras personas físicas unidas por vínculos de parentesco en línea directa o colateral, 
consanguínea o por afinidad, hasta el segundo grado inclusive, se encuentren con relación a 
otras entidades de las que sean socios en alguna de las situaciones a que se refiere el 
artículo 42 del Código de Comercio, con independencia de la residencia de las entidades y 
de la obligación de formular cuentas anuales consolidadas.

4. Los incentivos fiscales establecidos en este capítulo también serán de aplicación en 
los 3 períodos impositivos inmediatos y siguientes a aquel período impositivo en que la 
entidad o conjunto de entidades a que se refiere el apartado anterior, alcancen la referida 
cifra de negocios de 10 millones de euros, determinada de acuerdo con lo establecido en 
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este artículo, siempre que las mismas hayan cumplido las condiciones para ser consideradas 
como de reducida dimensión tanto en aquel período como en los 2 períodos impositivos 
anteriores a este último.

Lo establecido en el párrafo anterior será igualmente aplicable cuando dicha cifra de 
negocios se alcance como consecuencia de que se haya realizado una operación acogida al 
régimen fiscal establecido en el Capítulo VII del Título VII de esta Ley, siempre que las 
entidades que hayan realizado tal operación cumplan las condiciones para ser consideradas 
como de reducida dimensión tanto en el período impositivo en que se realice la operación 
como en los 2 períodos impositivos anteriores a este último.

[ . . . ]
Disposición adicional sexta.  Exención de rentas derivadas de la transmisión de 
determinados inmuebles.

Estarán exentas en un 50 por ciento las rentas positivas derivadas de la transmisión de 
bienes inmuebles de naturaleza urbana que tengan la condición de activo no corriente o que 
hayan sido clasificados como activos no corrientes mantenidos para la venta y que hubieran 
sido adquiridos a título oneroso a partir de la entrada en vigor del Real Decreto-ley 18/2012, 
de 11 de mayo, sobre saneamiento y venta de activos inmobiliarios del sector financiero, y 
hasta el 31 de diciembre de 2012.

No formarán parte de la renta con derecho a la exención el importe de las pérdidas por 
deterioro relativas a los inmuebles, ni las cantidades correspondientes a la reversión del 
exceso de amortización que haya sido fiscalmente deducible en relación con la amortización 
contabilizada.

No resultará de aplicación la presente disposición cuando el inmueble se hubiera 
adquirido o transmitido a una persona o entidad respecto de la que se produzca alguna de 
las circunstancias establecidas en el artículo 42 del Código de Comercio, con independencia 
de la residencia y de la obligación de formular cuentas anuales consolidadas, o al cónyuge 
de la persona anteriormente indicada o a cualquier persona unida a esta por parentesco, en 
línea recta o colateral, por consanguinidad o afinidad, hasta el segundo grado incluido.

[ . . . ]
Disposición adicional decimoséptima.  Libertad de amortización en inversiones que 
utilicen energía procedente de fuentes renovables.

1. Las inversiones en instalaciones destinadas al autoconsumo de energía eléctrica que 
utilicen energía procedente de fuentes renovables de acuerdo con lo definido en el Real 
Decreto 244/2019, de 5 de abril, por el que se regulan las condiciones administrativas, 
técnicas y económicas del autoconsumo de energía eléctrica, así como aquellas 
instalaciones para uso térmico de consumo propio que utilicen energía procedente de 
fuentes renovables, que sustituyan instalaciones que utilicen energía procedente de fuentes 
no renovables fósiles y que sean puestas a disposición del contribuyente a partir de la 
entrada en vigor del Real Decreto-ley 18/2022, de 18 de octubre, por el que se aprueban 
medidas de refuerzo de la protección de los consumidores de energía y de contribución a la 
reducción del consumo de gas natural en aplicación del «Plan + seguridad para tu energía 
(+SE), así como medidas en materia de retribuciones del personal al servicio del sector 
público y de protección de las personas trabajadoras agrarias eventuales afectadas por la 
sequía, y entren funcionamiento en 2023 y 2024, podrán ser amortizadas libremente en los 
períodos impositivos:

i) Que se inicien o concluyan en 2023, cuando la entrada en funcionamiento de los 
elementos a que se refiere este apartado se produzca en 2023.

ii) Que se inicien o concluyan en 2024, cuando la entrada en funcionamiento de los 
elementos a que se refiere este apartado se produzca en 2024.

Lo establecido en este apartado estará condicionado a que durante los 24 meses 
siguientes a la fecha de inicio del período impositivo en que los elementos adquiridos entren 
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en funcionamiento, la plantilla media total de la entidad se mantenga respecto de la plantilla 
media de los doce meses anteriores.

Los edificios no podrán acogerse a la libertad de amortización regulada en esta 
disposición.

La cuantía máxima de la inversión que podrá beneficiarse del régimen de libertad de 
amortización será de 500.000 euros.

Para el cálculo de la plantilla media total de la entidad se tomarán las personas 
empleadas, en los términos que disponga la legislación laboral, teniendo en cuenta la 
jornada contratada en relación a la jornada completa.

2. A efectos de la presente disposición, se considerará energía renovable la procedente 
de fuentes renovables no fósiles, es decir, energía eólica, energía solar (solar térmica y solar 
fotovoltaica) y energía geotérmica, energía ambiente, energía mareomotriz, energía 
undimotriz y otros tipos de energía oceánica, energía hidráulica y energía procedente de 
biomasa, gases de vertedero, gases de plantas de depuración, y biogás, tal y como se 
definen en la Directiva (UE) 2018/2001 del Parlamento Europeo y del Consejo de 11 de 
diciembre de 2018, relativa al fomento del uso de energía procedente de fuentes renovables.

En el caso de las instalaciones de producción de energía eléctrica, solo se considerará 
energía renovable aquella que proceda de instalaciones de la categoría b) del artículo 2.1 del 
Real Decreto 413/2014, de 6 de junio, por el que se regula la actividad de producción de 
energía eléctrica a partir de fuentes de energía renovables, cogeneración y residuos.

3. En el caso de instalaciones que empleen bombas de calor accionadas eléctricamente 
solo se considerará energía renovable su uso para calor a partir de un rendimiento de factor 
estacional (SCOPnet) de 2,5 de acuerdo con la Decisión 2013/114/UE de la Comisión de 1 
de marzo de 2013, por la que se establecen las directrices para el cálculo por los Estados 
miembros de la energía renovable procedente de las bombas de calor de diferentes 
tecnologías, conforme a lo dispuesto en el artículo 5 de la Directiva 2009/28/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo.

En el caso de que tales bombas se usen para frío, solo se considerará que producen 
energía renovable cuando el sistema de refrigeración funcione por encima del requisito de 
eficiencia mínimo expresado como factor de rendimiento estacional primario y este sea al 
menos 1,4 (SPFplow), de conformidad con lo dispuesto en el Reglamento Delegado (UE) 
2022/759 de la Comisión de 14 de diciembre de 2021 por el que se modifica el anexo VII de 
la Directiva (UE) 2018/2001 del Parlamento Europeo y del Consejo con respecto a una 
metodología para calcular la cantidad de energías renovables utilizada para la refrigeración y 
los sistemas urbanos de refrigeración.

4. En el caso de sistemas de generación de energía renovable térmica (calor y frío) para 
climatización o generación de agua caliente sanitaria, únicamente se entenderá que se ha 
mejorado el consumo de energía primaria no renovable cuando se reduzca al menos un 30 
por ciento el indicador de consumo de energía primaria no renovable, o bien se consiga una 
mejora de la calificación energética de las instalaciones para obtener una clase energética 
«A» o «B», en la misma escala de calificación.

5. No podrán acogerse a la libertad de amortización a que se refiere esta disposición 
aquellas instalaciones que tengan carácter obligatorio en virtud de la normativa del Código 
Técnico de la Edificación, aprobado por el Real Decreto 314/2006, de 17 de marzo, salvo 
que la instalación tenga una potencia nominal superior a la mínima exigida, en cuyo caso 
podrá ser objeto de la libertad de amortización aquella parte del coste de la instalación 
proporcional a la potencia instalada por encima de ese mínimo exigido.

6. Para la aplicación de la libertad de amortización regulada en esta disposición, los 
contribuyentes deberán estar en posesión, según proceda, de la siguiente documentación 
que acredite que la inversión utiliza energía procedente de fuentes renovables:

a) En el caso de generación de energía eléctrica, la Autorización de Explotación y, en el 
caso de las instalaciones con excedentes, la acreditación de la inscripción en el Registro 
administrativo de instalaciones de producción de energía eléctrica (RAIPREE) o, en el caso 
de instalaciones de menos de 100kW, el Certificado de Instalaciones Eléctricas (CIE) de 
acuerdo con el Reglamento Electrotécnico de Baja Tensión, de conformidad con lo 
establecido en el Real Decreto 244/2019, de 5 de abril, por el que se regulan las condiciones 
administrativas, técnicas y económicas del autoconsumo de energía eléctrica.
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b) En el caso de sistemas de producción de gases renovables (biogás, biometano, 
hidrógeno renovable), la acreditación de inscripción en el Registro de instalaciones de 
producción de gas procedente de fuentes renovables regulado en el artículo 19 del Real 
Decreto 376/2022, de 17 de mayo, por el que se regulan los criterios de sostenibilidad y de 
reducción de las emisiones de gases de efecto invernadero de los biocarburantes, 
biolíquidos y combustibles de biomasa, así como el sistema de garantías de origen de los 
gases renovables.

c) En el caso de sistemas de generación de energía renovable térmica (calor y frío) 
industrial o de proceso, acreditación de la inscripción en registro o informe del órgano 
competente en la Comunidad Autónoma.

d) En el caso de sistemas de generación de energía renovable térmica (calor y frío) para 
climatización o generación de agua caliente sanitaria, certificado de eficiencia energética 
expedido por el técnico competente después de la realización de las inversiones, que indique 
la incorporación de estos sistemas respecto del certificado expedido antes del inicio de las 
mismas.

7. En el supuesto de que se incumpliese la obligación de mantenimiento de la plantilla en 
los términos establecidos en el apartado 1 de esta disposición, se deberá proceder a 
ingresar la cuota íntegra que hubiere correspondido a la cantidad deducida en exceso más 
los intereses de demora correspondientes. El ingreso de la cuota íntegra y de los intereses 
de demora se realizará conjuntamente con la autoliquidación correspondiente al período 
impositivo en el que se haya incumplido la obligación.

8. Las entidades a las que, de acuerdo con lo establecido en el artículo 101 de esta Ley, 
les sean de aplicación los incentivos fiscales para las empresas de reducida dimensión 
previstos en el capítulo XI del título VII de esta Ley, podrán optar entre aplicar el régimen de 
libertad de amortización previsto en el artículo 102 de esta Ley o aplicar el régimen de 
libertad de amortización regulado en esta disposición.

[ . . . ]
Disposición transitoria cuadragésima tercera.  Plazo de mantenimiento del incremento de 
fondos propios y de indisponibilidad de la reserva de capitalización pendiente de expirar.

El plazo de 3 años, previsto en las letras a) y b) del artículo 25, apartado 1, de esta Ley, 
resultará igualmente de aplicación respecto del incremento de fondos propios y de las 
reservas de capitalización dotadas cuyo plazo de mantenimiento e indisponibilidad, 
respectivamente, no hubiera expirado al inicio del primer período impositivo que comience a 
partir de 1 de enero de 2024.

[ . . . ]
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§ 37

Real Decreto 634/2015, de 10 de julio, por el que se aprueba el 
Reglamento del Impuesto sobre Sociedades. [Inclusión parcial]

Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas
«BOE» núm. 165, de 11 de julio de 2015
Última modificación: 31 de enero de 2024

Referencia: BOE-A-2015-7771

[ . . . ]
TÍTULO I

La base imponible

[ . . . ]
CAPÍTULO V

Información y documentación sobre entidades y operaciones vinculadas.

Sección 1.ª Elementos generales de la información y documentación sobre 
entidades y operaciones vinculadas

[ . . . ]
Artículo 16.  Documentación específica del contribuyente.

1. La documentación específica del contribuyente deberá comprender:
a) Información del contribuyente:
1.º Estructura de dirección, organigrama y personas o entidades destinatarias de los 

informes sobre la evolución de las actividades del contribuyente, indicando los países o 
territorios en que dichas personas o entidades tienen su residencia fiscal.

2.º Descripción de las actividades del contribuyente, de su estrategia de negocio y, en su 
caso, de su participación en operaciones de reestructuración o de cesión o transmisión de 
activos intangibles en el período impositivo.

3.º Principales competidores.
b) Información de las operaciones vinculadas:
1.º Descripción detallada de la naturaleza, características e importe de las operaciones 

vinculadas.
2.º Nombre y apellidos o razón social o denominación completa, domicilio fiscal y número 

de identificación fiscal del contribuyente y de las personas o entidades vinculadas con las 
que se realice la operación.
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3.º Análisis de comparabilidad detallado, en los términos descritos en el artículo 17 de 
este Reglamento.

4.º Explicación relativa a la selección del método de valoración elegido, incluyendo una 
descripción de las razones que justificaron la elección del mismo, así como su forma de 
aplicación, los comparables obtenidos y la especificación del valor o intervalo de valores 
derivados del mismo.

5.º En su caso, criterios de reparto de gastos en concepto de servicios prestados 
conjuntamente en favor de varias personas o entidades vinculadas, así como los 
correspondientes acuerdos, si los hubiera, y acuerdos de reparto de costes a que se refiere 
el artículo 18 de este Reglamento.

6.º Copia de los acuerdos previos de valoración vigentes y cualquier otra decisión con 
alguna autoridad fiscal que estén relacionados con las operaciones vinculadas señaladas 
anteriormente.

7.º Cualquier otra información relevante de la que haya dispuesto el contribuyente para 
determinar la valoración de sus operaciones vinculadas.

c) Información económico-financiera del contribuyente:
1.º Estados financieros anuales del contribuyente.
2.º Conciliación entre los datos utilizados para aplicar los métodos de precios de 

transferencia y los estados financieros anuales, cuando corresponda y resulte relevante.
3.º Datos financieros de los comparables utilizados y fuente de la que proceden.
2. Si, para determinar el valor de mercado, se utilizan otros métodos y técnicas de 

valoración generalmente aceptados distintos en los señalados en las letras a) a e) del 
artículo 18.4 de la Ley del Impuesto, como pudieran ser métodos de descuento de flujos de 
efectivo futuro estimados, se describirá detalladamente el método o técnica concreto elegido, 
así como las razones de su elección.

En concreto, se describirán las magnitudes, porcentajes, ratios, tipos de interés, tasas de 
actualización y demás variables en que se basen los citados métodos y técnicas y se 
justificará la razonabilidad y coherencia de las hipótesis asumidas por referencia a datos 
históricos, a planes de negocios o a cualquier otro elemento que se considere esencial para 
la correcta determinación del valor y su adecuación al principio de libre competencia.

Deberá maximizarse el uso de datos observables de mercado, que deberán quedar 
acreditados, y se limitará, en la medida de lo posible, el empleo de consideraciones 
subjetivas y de datos no observables o contrastables.

La documentación que deberá mantenerse a disposición de la Administración tributaria 
comprenderá los informes, documentos y soportes informáticos necesarios para la 
verificación de la correcta aplicación del método de valoración y del valor de mercado 
resultante.

3. Las obligaciones documentales previstas en el apartado 1 anterior se referirán al 
período impositivo en el que el contribuyente haya realizado la operación vinculada.

Cuando la documentación elaborada para un período impositivo continúe siendo válida 
en otros posteriores, no será necesaria la elaboración de nueva documentación, sin perjuicio 
de que deban efectuarse las adaptaciones que fueran necesarias.

4. En el supuesto de personas o entidades vinculadas cuyo importe neto de la cifra de 
negocios, definido en los términos establecidos en el artículo 101 de la Ley del Impuesto, 
sea inferior a 45 millones de euros, la documentación específica tendrá el siguiente 
contenido simplificado:

a) Descripción de la naturaleza, características e importe de las operaciones vinculadas.
b) Nombre y apellidos o razón social o denominación completa, domicilio fiscal y número 

de identificación fiscal del contribuyente y de las personas o entidades vinculadas con las 
que se realice la operación.

c) Identificación del método de valoración utilizado.
d) Comparables obtenidos y valor o intervalos de valores derivados del método de 

valoración utilizado.
En el supuesto de personas o entidades que cumplan los requisitos establecidos en el 

artículo 101 de la Ley del Impuesto, esta documentación específica se podrá entender 
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cumplimentada a través del documento normalizado elaborado al efecto por Orden del 
Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas. Estas entidades no deberán aportar los 
comparables a que se refiere la letra d) anterior.

5. El contenido simplificado de la documentación específica a que se refiere el apartado 
anterior no resultará de aplicación a las siguientes operaciones:

a) Las realizadas por contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas, en el desarrollo de una actividad económica, a la que resulte de aplicación el 
método de estimación objetiva con entidades en las que aquellos o sus cónyuges, 
ascendientes o descendientes, de forma individual o conjuntamente entre todos ellos, tengan 
un porcentaje igual o superior al 25 por ciento del capital social o de los fondos propios.

b) Las operaciones de transmisión de negocios.
c) Las operaciones de transmisión de valores o participaciones representativos de la 

participación en los fondos propios de cualquier tipo de entidades no admitidas a 
negociación en alguno de los mercados regulados de valores, o que estén admitidos a 
negociación en mercados regulados situados en países o territorios calificados como 
paraísos fiscales.

d) Las operaciones de transmisión de inmuebles.
e) Las operaciones sobre activos intangibles.
No obstante, en el supuesto de entidades a que se refiere el artículo 101 de la Ley del 

Impuesto o personas físicas y no se trate de operaciones realizadas con personas o 
entidades residentes en países o territorios considerados como paraísos fiscales, las 
obligaciones específicas de documentación no deberán incorporar el análisis de 
comparabilidad a que se refiere el artículo 17 de este Reglamento.

6. A efectos de lo dispuesto en el artículo 18.13 de la Ley del Impuesto, constituyen 
distintos conjuntos de datos las informaciones a que se refieren el número 1.º, 2.º y 3.º de la 
letra a), los números 3.º, 4.º y 7.º de la letra b), los números 1.º, 2.º y 3.º de la letra c) del 
apartado 1 así como la información a que se refiere el apartado 2 de este artículo. A estos 
mismos efectos, tendrá la consideración de dato cada una de las informaciones a que se 
refiere los números 1.º, 2.º, 5.º y 6.º de la letra b) del apartado 1 de este artículo y las letras 
a), b), c) y d) del apartado 4 de este artículo.

[ . . . ]
TÍTULO III

Reglas de aplicación de determinados regímenes especiales

[ . . . ]
CAPÍTULO VII

Partidos políticos

Artículo 55.  Explotaciones económicas propias de los Partidos Políticos exentas en el 
Impuesto sobre Sociedades.

1. Para disfrutar de la exención prevista en el artículo 10.º, dos.d) de la Ley Orgánica 
8/2007, de 4 de julio, sobre financiación de los partidos políticos, estos deberán formular 
solicitud dirigida al Departamento de Gestión Tributaria de la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria antes de que finalice el periodo impositivo en que deba surtir 
efectos.

El partido político solicitante aportará, junto con el escrito de solicitud, copia simple de la 
escritura de constitución y estatutos, certificado de inscripción en el Registro de Partidos 
Políticos del Ministerio de Interior así como, memoria, en la que se explique y justifique que 
las explotaciones económicas para las que solicita la exención coinciden con su propia 
actividad.

A estos efectos, se entenderá que las explotaciones económicas coinciden con la 
actividad propia del partido político cuando:
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a) Contribuyan directa o indirectamente a la consecución de sus fines.
b) Cuando el disfrute de esta exención no produzca distorsiones en la competencia en 

relación con empresas que realicen la misma actividad.
c) Que se preste en condiciones de igualdad a colectividades genéricas de personas. Se 

entenderá que no se cumple este requisito cuando los promotores, afiliados, compromisarios 
y miembros de sus órganos de dirección y administración, así como los cónyuges o 
parientes hasta el cuarto grado inclusive de cualquiera de ellos, sean los destinatarios 
principales de la actividad o se beneficien de condiciones especiales para utilizar sus 
servicios.

2. El órgano de la Agencia Estatal de Administración Tributaria que corresponda de 
acuerdo con sus normas de estructura orgánica resolverá de forma motivada la exención 
solicitada. Dicha exención quedará condicionada, a la concurrencia en todo momento, de las 
condiciones y requisitos previstos en la Ley Orgánica 8/2007 y en el presente artículo.

Se entenderá otorgada la exención si el citado órgano no ha notificado la resolución en 
un plazo de seis meses.

3. Una vez concedida la exención a que se refieren los apartados anteriores no será 
preciso reiterar su solicitud para su aplicación a los períodos impositivos siguientes, salvo 
que se modifiquen las circunstancias que justificaron su concesión o la normativa aplicable.

El partido político deberá comunicar al órgano de la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria que corresponda de acuerdo con sus normas de estructura orgánica cualquier 
modificación relevante de las condiciones o requisitos exigibles para la aplicación de la 
exención. Dicho órgano podrá declarar, previa audiencia del partido político por un plazo de 
diez días, si procede o no la continuación de la aplicación de la exención. De igual forma se 
procederá cuando la Administración tributaria conozca por cualquier medio la modificación 
de las condiciones o los requisitos para la aplicación de la exención.

4. El incumplimiento de los requisitos exigidos para la aplicación de esta exención 
determinará la pérdida del derecho a su aplicación a partir del propio período impositivo en 
que se produzca dicho incumplimiento.

5. Para favorecer el adecuado control de la actividad económico-financiera de los 
partidos políticos, la Agencia Estatal de Administración Tributaria comunicará al Tribunal de 
Cuentas las solicitudes de exención presentadas y el resultado de las mismas.

[ . . . ]
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§ 38

Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 303, de 19 de diciembre de 1987
Última modificación: 28 de diciembre de 2022

Referencia: BOE-A-1987-28141

[ . . . ]
CAPITULO II

Hecho imponible

[ . . . ]
Artículo 4.  Presunciones de hechos imponibles.

1. Se presumirá la existencia de una transmisión lucrativa cuando de los registros 
fiscales o de los datos que obren en la Administración resultare la disminución del patrimonio 
de una persona y simultáneamente o con posterioridad, pero siempre dentro del plazo de 
prescripción del artículo 25, el incremento patrimonial correspondiente en el cónyuge, 
descendientes, herederos o legatarios.

2. En las adquisiciones a título oneroso realizadas por los ascendientes como 
representantes de los descendientes menores de edad, se presumirá la existencia de una 
transmisión lucrativa a favor de éstos por el valor de los bienes o derechos transmitidos, a 
menos que se pruebe la previa existencia de bienes o medios suficientes del menor para 
realizarla y su aplicación a este fin.

3. Las presunciones a que se refieren los números anteriores se pondrán en 
conocimiento de los interesados para que puedan formular cuantas alegaciones y pruebas 
estimen convenientes a su derecho, antes de girar las liquidaciones correspondientes.

[ . . . ]
CAPITULO IV

Base imponible

[ . . . ]
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Sección 2.ª Normas especiales para adquisiciones «mortis causa»

Artículo 11.  Adición de bienes.
1. En las adquisiciones «mortis causa», a efectos de la determinación de la participación 

individual de cada causahabiente, se presumirá que forman parte del caudal hereditario:
a) Los bienes de todas clases que hubiesen pertenecido al causante de la sucesión 

hasta un año antes de su fallecimiento, salvo prueba fehaciente de que tales bienes fueron 
transmitidos por aquél y de que se hallan en poder de persona distinta de un heredero, 
legatario, pariente dentro del tercer grado o cónyuge de cualquiera de ellos o del causante. 
Esta presunción quedará desvirtuada mediante la justificación suficiente de que en el caudal 
figuran incluidos el metálico u otros bienes subrogados en el lugar de los desaparecidos con 
valor equivalente.

b) Los bienes y derechos que durante los tres años anteriores al fallecimiento hubieran 
sido adquiridos a título oneroso en usufructo por el causante y en nuda propiedad por un 
heredero, legatario, pariente dentro del tercer grado o cónyuge de cualquiera de ellos o del 
causante.

c) Los bienes y derechos que hubieran sido transmitidos por el causante durante los 
cuatro años anteriores a su fallecimiento, reservándose el usufructo de los mismos o de 
otros del adquirente o cualquier otro derecho vitalicio, salvo cuando se trate de seguros de 
renta vitalicia contratados con entidades dedicadas legalmente a este género de 
operaciones; y

d) Los valores y efectos depositados y cuyos resguardos se hubieren endosado, si con 
anterioridad al fallecimiento del endosante no se hubieren retirado aquéllos o tomado razón 
del endoso en los libros del depositario, y los valores nominativos que hubieren sido 
igualmente objeto de endoso, si la transferencia no se hubiere hecho constar en los libros de 
la entidad emisora con anterioridad también al fallecimiento del causante.

No tendrá lugar esta presunción cuando conste de un modo suficiente que el precio o 
equivalencia del valor de los bienes o efectos transmitidos se ha incorporado al patrimonio 
del vendedor o cedente y figura en el inventario de su herencia, que ha de ser tenido en 
cuenta para la liquidación del impuesto, o si se justifica suficientemente que la retirada de 
valores o efectos o la toma de razón del endoso no ha podido verificarse con anterioridad al 
fallecimiento del causante por causas independientes de la voluntad de éste y del 
endosatario. Lo dispuesto en este párrafo se entenderá sin perjuicio de lo prevenido bajo las 
letras a), b) y c) anteriores.

2. El adquirente y los endosatarios a que se refieren los apartados c) y d) precedentes 
serán considerados como legatarios si fuesen personas distintas del heredero.

3. Cuando en cumplimiento de lo dispuesto en este artículo resultare exigible por el 
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, una cuota superior a la que se hubiere obtenido, 
en su caso, en el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados, lo satisfecho por este último se deducirá de lo que corresponda satisfacer 
por aquél.

4. Si los interesados rechazasen la incorporación al caudal hereditario de bienes y 
derechos en virtud de las presunciones establecidas en este artículo, se excluirá el valor de 
éstos de la base imponible, hasta la resolución definitiva en vía administrativa de la cuestión 
suscitada.

5. Asimismo, serán de aplicación, en su caso, las presunciones de titularidad o 
cotitularidad contenidas en la Ley General Tributaria y en la Ley del Impuesto sobre el 
Patrimonio Neto.

[ . . . ]
Artículo 13.  Deudas deducibles.

1. En las transmisiones por causa de muerte, a efectos de la determinación del valor 
neto patrimonial, podrán deducirse con carácter general las deudas que dejare contraídas el 
causante de la sucesión siempre que su existencia se acredite por documento público o por 
documento privado que reúna los requisitos del artículo 1.227 del Código Civil o se justifique 
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de otro modo la existencia de aquélla, salvo las que lo fuesen a favor de los herederos o de 
los legatarios de parte alícuota y de los cónyuges, ascendientes, descendientes o hermanos 
de aquéllos aunque renuncien a la herencia. La Administración podrá exigir que se ratifique 
la deuda en documento público por los herederos, con la comparecencia del acreedor.

2. En especial, serán deducibles las cantidades que adeudare el causante por razón de 
tributos del Estado, de Comunidades Autónomas o de Corporaciones Locales o por deudas 
de la Seguridad Social y que se satisfagan por los herederos, albaceas o administradores del 
caudal hereditario, aunque correspondan a liquidaciones giradas después del fallecimiento.

[ . . . ]
CAPITULO V

Base liquidable

Artículo 20.  Base liquidable.
1. En las adquisiciones gravadas por este impuesto, la base liquidable se obtendrá 

aplicando en la base imponible las reducciones que, conforme a lo previsto en la Ley 
21/2001, de 27 de diciembre, por la que se regulan las medidas fiscales y administrativas del 
nuevo sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y 
Ciudades con Estatuto de Autonomía, hayan sido aprobadas por la Comunidad Autónoma. 
Estas reducciones se practicarán por el siguiente orden: en primer lugar, las del Estado y, a 
continuación, las de las Comunidades Autónomas.

2. En las adquisiciones "mortis causa", incluidas las de los beneficiarios de pólizas de 
seguros de vida, si la Comunidad Autónoma no hubiese regulado las reducciones a que se 
refiere el apartado anterior o no resultase aplicable a los sujetos pasivos la normativa propia 
de la Comunidad, se aplicarán las siguientes reducciones:

a) La que corresponda de las incluidas en los grupos siguientes:
Grupo I: adquisiciones por descendientes y adoptados menores de veintiún años, 

15.956,87 euros, más 3.990,72 euros por cada año menos de veintiuno que tenga el 
causahabiente, sin que la reducción pueda exceder de 47.858,59 euros.

Grupo II: adquisiciones por descendientes y adoptados de veintiuno o más años, 
cónyuges, ascendientes y adoptantes, 15.956,87 euros.

Grupo III: adquisiciones por colaterales de segundo y tercer grado, ascendientes y 
descendientes por afinidad, 7.993,46 euros.

Grupo IV: en las adquisiciones por colaterales de cuarto grado, grados más distantes y 
extraños, no habrá lugar a reducción.

Se aplicará, además de las que pudieran corresponder en función del grado de 
parentesco con el causante, una reducción de 47.858,59 euros a las personas que tengan la 
consideración legal de minusválidos, con un grado de discapacidad igual o superior al 33 por 
100 e inferior al 65 por 100, de acuerdo con el baremo a que se refiere el artículo 148 del 
texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1/1994, de 20 de junio ; la reducción será de 150.253,03 euros para aquellas 
personas que, con arreglo a la normativa anteriormente citada, acrediten un grado de 
minusvalía igual o superior al 65 por 100.

b) Con independencia de las reducciones anteriores, se aplicará una reducción del 100 
por ciento, con un límite de 9.195,49 euros, a las cantidades percibidas por los beneficiarios 
de contratos de seguros sobre vida, cuando su parentesco con el contratante fallecido sea 
de cónyuge, ascendiente, descendiente, adoptante o adoptado. En los seguros colectivos o 
contratados por las empresas a favor de sus empleados se estará al grado de parentesco 
entre el asegurado fallecido y beneficiario.

La reducción será única por sujeto pasivo cualquiera que fuese el número de contratos 
de seguros de vida de los que sea beneficiario, y no será aplicable cuando éste tenga 
derecho a la establecida en la disposición transitoria cuarta de esta ley.

La misma reducción será en todo caso aplicable a los seguros de vida que traigan causa 
en actos de terrorismo, así como en servicios prestados en misiones internacionales 
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humanitarias o de paz de carácter público, y no estará sometida al límite cuantitativo 
establecido en el primer párrafo de esta letra, siendo extensible a todos los posibles 
beneficiarios, sin que sea de aplicación lo previsto en la disposición transitoria cuarta de esta 
ley.

c) En los casos en los que en la base imponible de una adquisición "mortis causa" que 
corresponda a los cónyuges, descendientes o adoptados de la persona fallecida, estuviese 
incluido el valor de una empresa individual, de un negocio profesional o participaciones en 
entidades, a los que sea de aplicación la exención regulada en el apartado octavo del 
artículo 4 de la Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el Patrimonio, o el valor de 
derechos de usufructo sobre los mismos, o de derechos económicos derivados de la 
extinción de dicho usufructo, siempre que con motivo del fallecimiento se consolidara el 
pleno dominio en el cónyuge, descendientes o adoptados, o percibieran éstos los derechos 
debidos a la finalización del usufructo en forma de participaciones en la empresa, negocio o 
entidad afectada, para obtener la base liquidable se aplicará en la imponible, con 
independencia de las reducciones que procedan de acuerdo con los apartados anteriores, 
otra del 95 por 100 del mencionado valor, siempre que la adquisición se mantenga, durante 
los diez años siguientes al fallecimiento del causante, salvo que falleciera el adquirente 
dentro de ese plazo.

En los supuestos del párrafo anterior, cuando no existan descendientes o adoptados, la 
reducción será de aplicación a las adquisiciones por ascendientes, adoptantes y colaterales, 
hasta el tercer grado y con los mismos requisitos recogidos anteriormente. En todo caso, el 
cónyuge supérstite tendrá derecho a la reducción del 95 por 100.

Del mismo porcentaje de reducción, con el límite de 122.606,47 euros para cada sujeto 
pasivo y con el requisito de permanencia señalado anteriormente, gozarán las adquisiciones 
"mortis causa" de la vivienda habitual de la persona fallecida, siempre que los 
causahabientes sean cónyuge, ascendientes o descendientes de aquél, o bien pariente 
colateral mayor de sesenta y cinco años que hubiese convivido con el causante durante los 
dos años anteriores al fallecimiento.

Cuando en la base imponible correspondiente a una adquisición "mortis causa" del 
cónyuge, descendientes o adoptados de la persona fallecida se incluyeran bienes 
comprendidos en los apartados uno, dos o tres del artículo 4 de la Ley 19/1991, de 6 de 
junio, del Impuesto sobre el Patrimonio, en cuanto integrantes del Patrimonio Histórico 
Español o del Patrimonio Histórico o Cultural de las Comunidades Autónomas, se aplicará, 
asimismo, una reducción del 95 por 100 de su valor, con los mismos requisitos de 
permanencia señalados en este apartado.

En el caso de no cumplirse el requisito de permanencia al que se refiere el presente 
apartado, deberá pagarse la parte del impuesto que se hubiese dejado de ingresar como 
consecuencia de la reducción practicada y los intereses de demora.

3. Si unos mismos bienes en un período máximo de diez años fueran objeto de dos o 
más transmisiones "mortis causa" en favor de descendientes, en la segunda y ulteriores se 
deducirá de la base imponible, además, el importe de lo satisfecho por el impuesto en las 
transmisiones precedentes. Se admitirá la subrogación de los bienes cuando se acredite 
fehacientemente.

4. En el caso de obligación real de contribuir, las reducciones aplicables serán las 
establecidas en el apartado 2. Las mismas reducciones serán aplicables en el caso de 
obligación personal de contribuir cuando el sujeto pasivo o el causante fuesen no residentes 
en territorio español.

5. En las adquisiciones por título de donación o equiparable, si la Comunidad Autónoma 
no hubiese regulado las reducciones a que se refiere el apartado 1 o no resultase aplicable a 
los sujetos pasivos la normativa propia de la Comunidad, la base liquidable coincidirá, en 
todo caso, con la imponible, salvo lo dispuesto en los siguientes apartados y en la 
disposición final primera.

6. En los casos de transmisión de participaciones "ínter vivos", en favor del cónyuge, 
descendientes o adoptados, de una empresa individual, un negocio profesional o de 
participaciones en entidades del donante a los que sea de aplicación la exención regulada 
en el apartado octavo del artículo 4 de la Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el 
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Patrimonio, se aplicará una reducción en la base imponible para determinar la liquidable del 
95 por 100 del valor de adquisición, siempre que concurran las condiciones siguientes:

a) Que el donante tuviese sesenta y cinco o más años o se encontrase en situación de 
incapacidad permanente, en grado de absoluta o gran invalidez.

b) Que, si el donante viniere ejerciendo funciones de dirección, dejara de ejercer y de 
percibir remuneraciones por el ejercicio de dichas funciones desde el momento de la 
transmisión.

A estos efectos, no se entenderá comprendida entre las funciones de dirección la mera 
pertenencia al Consejo de Administración de la sociedad.

c) En cuanto al donatario, deberá mantener lo adquirido y tener derecho a la exención en 
el Impuesto sobre el Patrimonio durante los diez años siguientes a la fecha de la escritura 
pública de donación, salvo que falleciera dentro de este plazo.

Asimismo, el donatario no podrá realizar actos de disposición y operaciones societarias 
que, directa o indirectamente, puedan dar lugar a una minoración sustancial del valor de la 
adquisición. Dicha obligación también resultará de aplicación en los casos de adquisiciones 
"mortis causa" a que se refiere la letra c) del apartado 2 de este artículo.

En el caso de no cumplirse los requisitos a que se refiere el presente apartado, deberá 
pagarse la parte del impuesto que se hubiere dejado de ingresar como consecuencia de la 
reducción practicada y los intereses de demora.

Véase, en relación a los apartados 2.c) y 6, la Resolución 2/1999, de 23 de marzo, de la 
Dirección General de Tributos, relativa a la aplicación de las reducciones en la base imponible 
del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, en materia de vivienda habitual y empresa 
familiar. Ref. BOE-A-1999-8180

7. La misma reducción en la base imponible regulada en el apartado anterior y con las 
condiciones señaladas en sus letras a) y c) se aplicará, en caso de donación, a favor del 
cónyuge, descendientes o adoptados, de los bienes comprendidos en los apartados uno, dos 
y tres del artículo 4 de la Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el Patrimonio, en 
cuanto integrantes del Patrimonio Histórico Español o del Patrimonio Histórico o Cultural de 
las Comunidades Autónomas.

A los efectos de las adquisiciones gratuitas de los bienes integrantes del Patrimonio 
Histórico Español o del Patrimonio Histórico o Cultural de las Comunidades Autónomas, se 
considerará que el donatario no vulnera el deber de mantenimiento de lo adquirido cuando 
done, de forma pura, simple e irrevocable, los bienes adquiridos con reducción de la base 
imponible del impuesto al Estado o a las demás Administraciones públicas territoriales o 
institucionales.

El incumplimiento de los requisitos exigidos llevará consigo el pago del impuesto dejado 
de ingresar y los correspondientes intereses de demora.

[ . . . ]
CAPITULO VII

Deuda tributaria

Artículo 22.  Cuota tributaria.
1. La cuota tributaria por este impuesto se obtendrá aplicando a la cuota íntegra el 

coeficiente multiplicador en función de la cuantía de los tramos del patrimonio preexistente 
que, conforme a lo previsto en la Ley 21/2001, de 27 de diciembre, por la que se regulan las 
medidas fiscales y administrativas del nuevo sistema de financiación de las Comunidades 
Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía, hayan sido 
aprobados por la Comunidad Autónoma y del grupo, según el grado de parentesco, señalado 
en el artículo 20.
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2. Si la Comunidad Autónoma no hubiese aprobado el coeficiente o la cuantía de los 
tramos a que se refiere el apartado anterior, o no resultase aplicable a los sujetos pasivos la 
normativa propia de la Comunidad, se aplicará el que corresponda de los que se indican a 
continuación, establecidos en función del patrimonio preexistente del contribuyente y del 
grupo, según el grado de parentesco, señalado en el artículo 20:

Patrimonio preexistente
–

Euros

Grupos del artículo 20

I y II III IV
De 0 a 402.678,11 .......................................... 1,0000 1,5882 2,0000
De más de 402.678,11 a 2.007.380,43...... 1,0500 1,6676 2,1000
De más de 2.007.380,43 a 4.020.770,98... 1,1000 1,7471 2,2000
Más de 4.020.770,98...................................... 1,2000 1,9059 2,4000

Cuando la diferencia entre la cuota tributaria obtenida por la aplicación del coeficiente 
multiplicador que corresponda y la que resultaría de aplicar a la misma cuota íntegra el 
coeficiente multiplicador inmediato inferior sea mayor que la que exista entre el importe del 
patrimonio preexistente tenido en cuenta para la liquidación y el importe máximo del tramo 
de patrimonio preexistente que motivaría la aplicación del citado coeficiente multiplicador 
inferior, aquélla se reducirá en el importe del exceso.

En los casos de seguros sobre la vida se aplicará el coeficiente que corresponde al 
patrimonio preexistente del beneficiario y al grupo en que por su parentesco con el 
contratante estuviese encuadrado. En los seguros colectivos o contratados por las empresas 
en favor de sus empleados se estará al coeficiente que corresponda al patrimonio 
preexistente del beneficiario y al grado de parentesco entre éste y el asegurado.

Si no fuesen conocidos los causahabientes en una sucesión, se aplicará el coeficiente 
establecido para los colaterales de cuarto grado y extraños cuando el patrimonio 
preexistente exceda de 4.020.770,98 euros, sin perjuicio de la devolución que proceda una 
vez que aquéllos fuesen conocidos.

3. En la valoración del patrimonio preexistente del contribuyente se aplicarán las 
siguientes reglas:

a) La valoración se realizará conforme a las reglas del Impuesto sobre el Patrimonio.
b) Cuando se trate de adquisiciones "mortis causa", se excluirá el valor de los bienes y 

derechos por cuya adquisición se haya satisfecho el impuesto como consecuencia de una 
donación anterior realizada por el causante. La misma regla se aplicará en el caso de 
acumulación de donaciones.

c) En el patrimonio preexistente se incluirá el valor de los bienes y derechos que el 
cónyuge que hereda perciba como consecuencia de la disolución de la sociedad conyugal.

4. En el caso de obligación real de contribuir, el coeficiente multiplicador será el 
establecido en el apartado 2 anterior. El mismo coeficiente multiplicador será aplicable en el 
supuesto de obligación personal de contribuir, en los casos de donación de bienes inmuebles 
situados en el extranjero o cuando el sujeto pasivo o el causante fuesen no residentes en 
territorio español.

[ . . . ]
CAPITULO X

Obligaciones formales

[ . . . ]
Artículo 32.  Deberes de las autoridades, funcionarios y particulares.

1. Los órganos judiciales remitirán a los organismos de la Administración tributaria de su 
respectiva jurisdicción relación mensual de los fallos ejecutoriados o que tengan el carácter 
de sentencia firme de los que se desprenda la existencia de incrementos de patrimonio 
gravados por el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.
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2. Los encargados del Registro Civil remitirán a los mismos organismos, dentro de la 
primera quincena de cada mes, relación nominal de los fallecidos en el mes anterior y de su 
domicilio.

3. Los notarios están obligados a facilitar los datos que les reclamen los organismos de 
la Administración tributaria acerca de los actos en que hayan intervenido en el ejercicio de 
sus funciones, y a expedir gratuitamente en el plazo de quince días las copias que aquellos 
les pidan de los documentos que autoricen o tengan en su protocolo, salvo cuando se trate 
de los instrumentos públicos a que se refieren los artículos 34 y 35 de la Ley de 28 de mayo 
de 1862 y los relativos a cuestiones matrimoniales, con excepción de los referentes al 
régimen económico de la sociedad conyugal.

Asimismo, estarán obligados a remitir, dentro de la primera quincena de cada trimestre, 
relación o índice comprensivo de todos los documentos autorizados en el trimestre anterior 
que se refieran a actos o contratos que pudieran dar lugar a los incrementos patrimoniales 
que constituyen el hecho imponible del impuesto. También están obligados a remitir, dentro 
del mismo plazo, relación de los documentos privados con el contenido indicado que les 
hayan sido presentados para su conocimiento o legitimación de firmas.

4. Los órganos judiciales, intermediarios financieros, asociaciones, fundaciones, 
sociedades, funcionarios, particulares y cualesquiera otras entidades públicas o privadas no 
acordarán entregas de bienes a personas distintas de su titular sin que se acredite 
previamente el pago del impuesto o su exención, a menos que la Administración lo autorice.

5. Las entidades de seguros no podrán efectuar la liquidación y pago de los concertados 
sobre la vida de una persona a menos que se justifique haber presentado a liquidación la 
documentación correspondiente o, en su caso, el ingreso de la autoliquidación practicada.

6. Se exceptúan de lo dispuesto en los dos números anteriores los supuestos a los que 
se refiere el número 1 del artículo 8 de esta Ley, en los términos y con las condiciones allí 
establecidos.

7. El incumplimiento de las obligaciones establecidas en los números 1 al 5 anteriores se 
sancionará de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 40 de esta Ley.

Cuando se trate de órganos jurisdiccionales, la autoridad competente del Ministerio de 
Hacienda pondrá los hechos en conocimiento del Consejo General del Poder Judicial, por 
conducto del Ministerio Fiscal, a los efectos pertinentes.

[ . . . ]
CAPITULO XI

Gestión del Impuesto

[ . . . ]
Sección 3.ª Aplazamiento y fraccionamiento de pago

[ . . . ]
Artículo 39.  Supuestos especiales de aplazamiento y fraccionamiento.

1. El pago de las liquidaciones giradas como consecuencia de la transmisión por 
herencia, legado o donación de una empresa individual que ejerza una actividad industrial, 
comercial, artesanal, agrícola o profesional o de participaciones en entidades a las que sea 
de aplicación la exención regulada en el punto dos del apartado octavo del artículo 4 de la 
Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el Patrimonio, podrá aplazarse, a petición del 
sujeto pasivo deducida antes de expirar el plazo reglamentario de pago o, en su caso, el de 
presentación de la autoliquidación, durante los cinco años siguientes al día en que termine el 
plazo para el pago, con obligación de constituir caución suficiente y sin que proceda el abono 
de intereses durante el período de aplazamiento.

2. Terminado el plazo de cinco años podrá, con las mismas condiciones y requisitos, 
fraccionarse el pago en diez plazos semestrales, con el correspondiente abono del interés 
legal del dinero durante el tiempo de fraccionamiento.
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3. Lo dispuesto en los números anteriores sobre aplazamiento y fraccionamiento de pago 
será, asimismo, aplicable a las liquidaciones giradas como consecuencia de la transmisión 
hereditaria de la vivienda habitual de una persona, siempre que el causahabiente sea 
cónyuge, ascendiente o descendiente de aquél, o bien pariente colateral mayor de sesenta y 
cinco años, que hubiese convivido con el causante durante los dos años anteriores al 
fallecimiento.

4. En los seguros sobre la vida en los que el causante sea a su vez el contratante o el 
asegurado en el seguro colectivo y cuyo importe se perciba en forma de renta, se fraccionará 
a solicitud del beneficiario el pago del impuesto correspondiente en el número de años en los 
que perciba la pensión, si la renta fuera temporal, o en un número máximo de quince años si 
fuere vitalicia, mientras no se ejercite el derecho de rescate.

El aplazamiento no exigirá la constitución de ningún tipo de caución sin que devengue 
tampoco ningún tipo de interés.

Por la extinción de la pensión dejarán de ser exigibles los pagos fraccionados pendientes 
que, no obstante, lo serán en caso de ejercitarse el derecho de rescate.

Reglamentariamente se determinará el procedimiento para la aplicación de lo dispuesto 
en este apartado.

[ . . . ]
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§ 39

Real Decreto 1629/1991, de 8 de noviembre, por el que se aprueba 
el Reglamento del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones

Ministerio de Economía y Hacienda
«BOE» núm. 275, de 16 de noviembre de 1991

Última modificación: 5 de abril de 2023
Referencia: BOE-A-1991-27678

La Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, 
preveía en su disposición final segunda la redacción de un Reglamento del Impuesto 
disponiendo que hasta su aprobación siguiese en vigor el de 15 de enero de 1959 en lo que 
no se opusiese a la nueva Ley. No obstante esta previsión, el Gobierno tuvo necesidad de 
dictar el Real Decreto 422/1988, de 29 de abril, con normas provisionales para la regulación 
de ciertos aspectos del Impuesto que, por su novedad, no podían estar contemplados en el 
Reglamento de 1959.

Estas dos normas han venido constituyendo el soporte reglamentario de la nueva Ley 
pero, debido a la antigüedad de una y por el carácter parcial de la otra, se hacía patente la 
conveniencia de un Reglamento adaptado a la nueva normativa del Impuesto.

El presente Reglamento pretende responder a esa conveniencia recogiendo en su texto 
todas aquellas disposiciones aplicativas o interpretativas de la Ley que se han considerado 
necesarias para la adecuada efectividad del tributo. En lo posible incorpora, con las 
necesarias adaptaciones, las soluciones del Reglamento de 1959 y del Real Decreto citado 
de 1988, que se han venido aplicando durante los tres años transcurridos con general 
aceptación.

La actual configuración del sistema fiscal y el significado atribuido dentro del mismo al 
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones como complementario del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas han permitido no incluir en el Reglamento la regulación de 
una serie de cuestiones que aparecían en el de 1959, pero cuya especificidad no tiene 
sentido en la actualidad debiendo someterse a la normativa general dictada sobre la 
respectiva materia.

En su virtud, previa deliberación del Consejo de Ministros, en su reunión del día 8 de 
noviembre de 1991, a propuesta del Ministro de Economía y Hacienda y de acuerdo con el 
dictamen del Consejo de Estado,

DISPONGO:

Artículo 1.  
Se aprueba el Reglamento del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, que figura 

como anexo de la presente disposición.
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Artículo 2.  
El Reglamento entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el «Boletín Oficial 

del Estado». A partir de esta fecha quedarán derogados el Reglamento de 15 de enero de 
1959, exclusivamente en su aplicación al Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, y el 
Real Decreto 422/1988, de 29 de abril.

Artículo 3.  
Queda autorizado el Ministro de Economía y Hacienda para dictar las disposiciones 

necesarias para la ejecución y desarrollo del presente Reglamento.

ANEXO
Reglamento del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones

I
La Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, 

establecía en su disposición final segunda que hasta la aprobación del Reglamento del 
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones siguiese en vigor el de 15 de enero de 1959 en 
cuanto no se opusiese a los preceptos de la nueva Ley.

De conformidad con ello se ha venido aplicando el citado Reglamento del Impuesto de 
Derechos Reales y sobre Transmisiones de Bienes, lo que ha permitido la operatividad de la 
Ley, si bien con las limitaciones inherentes a una norma que, por ser anterior a las Leyes de 
Reforma Tributaria de los años 1964 y 1977 e, incluso, a la propia Ley General Tributaria de 
1963, es comprensible que haya ofrecido lagunas, especialmente en aquellas cuestiones 
que tienen su origen en las innovaciones introducidas por la Ley 29/1987 en la estructura de 
un Impuesto de vieja tradición y gran arraigo histórico.

Estas limitaciones se han suplido en parte con las normas que se contienen en el Real 
Decreto 422/1988, de 29 de abril, pero por su carácter parcial, ya que se limitan a regular 
aspectos de gestión y procedimiento sin abordar prácticamente el desarrollo de ningún 
aspecto sustantivo, tampoco podían constituirse en la norma reglamentaria definitiva de la 
Ley.

Por todo ello, se hacía patente la conveniencia de un nuevo Reglamento del Impuesto 
sobre Sucesiones y Donaciones, tal como la Ley preveía.

II
A esa conveniencia responde el presente Reglamento, que ya pretende abarcar todos 

los aspectos sustantivos y adjetivos de la Ley que, contemplados por ésta en sus líneas 
generales, se ha estimado que necesitaban de un desarrollo reglamentario. Se ha elaborado 
con la preocupación constante de ajustarse al principio de legalidad tributaria, de tal modo 
que todos sus preceptos queden bajo la cobertura que ofrece la Ley 29/1987; por ello, 
teniendo en cuenta el precedente constituido por la aplicación con general aceptación y sin 
problemas de legalidad, durante los tres años transcurridos, de los preceptos que, como se 
indica anteriormente, han resultado aplicables del Reglamento de 1959 y del Real Decreto 
de normas provisionales de 1988, sus soluciones se han incorporado al nuevo texto, si bien, 
por lo que se refiere a aquél, ha parecido conveniente, en ocasiones, introducir ciertas 
modificaciones para facilitar su aplicación dentro del contexto de la nueva Ley y, 
especialmente, para adaptarlo a los nuevos procedimientos de gestión.

III
En el Reglamento del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones se distinguen dos partes 

diferentes. La primera, es la contenida en el título I, que lleva la denominación de 
«Ordenación del Impuesto». Comprende los preceptos relativos a los aspectos sustantivos 
del mismo que se ha estimado que necesitaban de aclaración, interpretación o de desarrollo. 
Esta primera parte contiene 62 artículos, agrupados en diez capítulos, de los que los nueve 
primeros coinciden en su denominación con los, también, nueve primeros capítulos de la 

CÓDIGO DE DERECHO MATRIMONIAL

§ 39  Reglamento del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones

– 393 –



Ley; el décimo, con el nombre de «Infracciones y sanciones», se limita a reproducir, en el 
único artículo que contiene, lo que dispone la Ley sobre esta materia. Los capítulos, salvo el 
V, el VI y el X, aparecen, a su vez, subdivididos en secciones.

La segunda parte comprende los títulos II a V. Aunque se estima que todos ellos se 
refieren a cuestiones adjetivas y de procedimiento que, en principio, podrían agruparse bajo 
la denominación genérica de «Gestión del Impuesto», se ha preferido dejar bajo esta 
denominación, que figura en el título II, las normas que regulan el comportamiento que 
deben observar sujetos pasivos y oficinas gestoras en la tramitación ordinaria de los 
documentos y declaraciones que se presenten a liquidar. Este título II, que comprende los 
artículos 63 a 91, figura dividido en cuatro capítulos que se refieren a «Normas generales», 
«Régimen de presentación», «Autoliquidación» y «Obligaciones formales». Los capítulos 
segundo y tercero están, también, divididos en secciones.

El título III, bajo la denominación de «Procedimientos especiales», comprende los 
artículos 92 a 97, cada uno de ellos dedicado a regular el procedimiento aplicable en una 
materia específica del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones ya que, a diferencia de lo 
que ocurre en el Reglamento de 1959, se deja fuera del actual la regulación de los 
procedimientos generales sobre investigación, inspección, recaudación, devoluciones, 
reclamaciones, condonaciones, etc., con objeto de que sean normas, también generales, las 
que regulen las respectivas materias con carácter de uniformidad para todas las figuras del 
sistema tributario.

Por último, los títulos IV y V del Reglamento se refieren, respectivamente, a la «Tasación 
pericial contradictoria» y al «Cierre registral». El primero comprende un solo artículo, el 98, 
actualizando la regulación contenida sobre esta materia en el Reglamento del Impuesto de 
Derechos Reales de 1959 y adaptándola a las modificaciones introducidas en la Ley General 
Tributaria por la Ley General de Presupuestos para el año 1991; el segundo comprende los 
artículos 99 y 100 y, en lo fundamental, reproduce la regulación contenida en el Real Decreto 
422/1988 sobre la cuestión del acceso de los documentos a Registros y oficinas públicas.

El Reglamento se completa con dos disposiciones adicionales y diez transitorias.

TITULO I
Ordenación del Impuesto

CAPITULO I
Disposiciones generales

Sección primera: naturaleza y objeto

Artículo 1.  Naturaleza y objeto.
1. El Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, de naturaleza directa y subjetiva, grava 

los incrementos de patrimonio obtenidos a título lucrativo por personas físicas en los 
términos establecidos en la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, y en este Reglamento.

2. La obtención por las personas jurídicas de los incrementos de patrimonio a que se 
refiere este Impuesto no quedará sujeta al mismo y se someterá al Impuesto sobre 
Sociedades.

Artículo 2.  Concepto de incremento de patrimonio.
Es incremento de patrimonio sujeto al Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones toda 

incorporación de bienes y derechos que se produzca en el patrimonio de una persona física 
cuando tenga su causa en la realización de alguno de los hechos imponibles configurados 
en la Ley y en este Reglamento como determinantes del nacimiento de la obligación 
tributaria.

Artículo 3.  Supuestos de no sujeción.
No están sujetos al Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones:
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a) Los premios obtenidos en juegos autorizados.
b) Los demás premios y las indemnizaciones exoneradas del Impuesto sobre la Renta de 

las Personas Físicas.
c) Las subvenciones, becas, premios, primas, gratificaciones y auxilios que se concedan 

por entidades públicas o privadas con fines benéficos, docentes, culturales, deportivos o de 
acción social.

d) Las cantidades, prestaciones o utilidades entregadas por corporaciones, asociaciones, 
fundaciones, sociedades, empresas y demás entidades a sus trabajadores, empleados y 
asalariados cuando deriven directa o indirectamente de un contrato de trabajo, aunque se 
satisfagan a través de un seguro concertado por aquéllas.

e) Las cantidades que en concepto de prestaciones se perciban por los beneficiarios de 
Planes y Fondos de Pensiones o de sus sistemas alternativos, siempre que esté dispuesto 
que estas prestaciones se integren en la base imponible del Impuesto sobre la Renta del 
perceptor.

f) Las cantidades percibidas por un acreedor, en cuanto beneficiario de un contrato de 
seguro sobre la vida celebrado con el objeto de garantizar el pago de una deuda anterior, 
siempre que resulten debidamente probadas estas circunstancias.

Artículo 4.  Incompatibilidad con el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.
En ningún caso un mismo incremento de patrimonio podrá quedar gravado por el 

Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones y por el Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas.

Sección segunda: ámbito de aplicación territorial

Artículo 5.  Ámbito de aplicación territorial.
1. El Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones se exigirá en todo el territorio español, si 

bien su aplicación en los territorios históricos del País Vasco y de la Comunidad Foral de 
Navarra se realizará de conformidad con lo concertado y convenido, respectivamente, en la 
Ley 12/1981, de 13 de mayo, y en la Ley 28/1990, de 26 de diciembre.

2. La aplicación del Impuesto en el territorio español dejará a salvo lo dispuesto en los 
Tratados y Convenios internacionales suscritos o que se suscriban por España.

Artículo 6.  Cesión del rendimiento del Impuesto.
La cesión del rendimiento del Impuesto a las Comunidades Autónomas se regirá por lo 

dispuesto en la Ley 30/1983, de 28 de diciembre, y tendrá el alcance y condiciones que para 
cada una de ellas establezca su específica Ley de Cesión.

Sección tercera: el principio de calificación y la afección del impuesto

Artículo 7.  Principio de calificación.
El Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones se exigirá con arreglo a la verdadera 

naturaleza del acto o contrato que sea causa de la adquisición, cualquiera que sea la forma 
elegida o la denominación utilizada por los interesados, prescindiendo de los defectos 
intrínsecos o de forma que puedan afectar a su validez y eficacia, sin perjuicio del derecho a 
la devolución en los casos que proceda.

Artículo 8.  Concurrencia de condiciones.
Cuando el acto o contrato que sea causa de un incremento patrimonial sujeto al 

Impuesto esté sometido al cumplimiento de una condición, su calificación se realizará con 
arreglo a las prescripciones de la legislación civil. Si se calificare como suspensiva no se 
liquidará el Impuesto hasta que la condición se cumpla, pudiendo procederse a la inscripción 
de los bienes en los Registros públicos siempre que se haga constar al margen del asiento 
practicado el aplazamiento de la liquidación. Si se calificare como resolutoria, se exigirá el 
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Impuesto, desde luego, sin perjuicio de la devolución que proceda en el caso de cumplirse la 
condición.

Artículo 9.  Afección de los bienes transmitidos.
1. Los bienes y derechos transmitidos quedarán afectos a la responsabilidad del pago 

del Impuesto, liquidado o no, que grave su adquisición, cualquiera que sea su poseedor, 
salvo que éste resulte ser un tercero protegido por la fe pública registral o se justifique la 
adquisición de los bienes con buena fe y justo título en establecimientos abiertos al público, 
en el caso de bienes muebles no inscribibles.

2. Siempre que la definitiva efectividad de un beneficio fiscal dependa del ulterior 
cumplimiento por el contribuyente de cualquier requisito y en los casos en los que la 
desmembración del dominio deba dar lugar a una liquidación posterior por su consolidación, 
la oficina gestora hará constar esta circunstancia en el documento antes de su devolución al 
presentador y los Registradores de la Propiedad y Mercantiles harán constar, por nota 
marginal, la afección de los bienes transmitidos al pago de las liquidaciones que procedan 
para el caso de incumplimiento del requisito al que se subordinaba el beneficio fiscal o para 
el caso de efectiva consolidación del dominio con arreglo a lo dispuesto en este Reglamento.

CAPITULO II
El hecho imponible

Sección primera: delimitación del hecho imponible

Artículo 10.  Hecho imponible.
1. Constituye el hecho imponible:
a) La adquisición de bienes y derechos por herencia, legado o cualquier otro título 

sucesorio.
b) La adquisición de bienes y derechos por donación o por cualquier otro negocio jurídico 

a título gratuito e ««ínter vivos»».
c) La percepción de cantidades por los beneficiarios de contratos de seguro sobre la 

vida, cuando el contratante sea persona distinta del beneficiario.
2. Las adquisiciones a que se refiere la letra a) del apartado anterior se entenderán 

realizadas el día del fallecimiento del causante, por lo que para exigir el Impuesto bastará 
que esté probado el hecho originario de la transmisión, aunque no se hayan formalizado ni 
presentado a liquidación los documentos, inventarios o particiones.

Artículo 11.  Títulos sucesorios.
Entre otros, son títulos, sucesorios a los efectos de este Impuesto, además de la 

herencia y el legado, los siguientes:
a) La donación «mortis causa».
b) Los contratos o pactos sucesorios.
c) Los que atribuyan el derecho a la percepción de las cantidades que, cualquiera que 

sea su modalidad o denominación, las empresas y entidades en general entreguen a los 
familiares de miembros o empleados fallecidos, siempre que no esté dispuesto 
expresamente que estas percepciones deban tributar por la letra c) del artículo 10 o en el 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

d) Los que atribuyan el derecho a la percepción de las cantidades asignadas por los 
testadores a los albaceas por la realización de sus trabajos como tales, en cuanto excedan 
de lo establecido por los usos y costumbres o del 10 por 100 del valor comprobado del 
caudal hereditario.
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Artículo 12.  Negocios jurídicos gratuitos e «ínter vivos».
Entre otros, tienen la consideración de negocios jurídicos gratuitos e «ínter vivos» a los 

efectos de este Impuesto, además de la donación, los siguientes:
a) La condonación de deuda, total o parcial, realizada con ánimo de liberalidad.
b) La renuncia de derechos a favor de persona determinada.
c) La asunción liberatoria de la deuda de otro sin contraprestación, salvo en el caso 

previsto en el artículo 37 de este Reglamento.
d) El desistimiento o el allanamiento en juicio o arbitraje en favor de la otra parte, 

realizados con ánimo de liberalidad, así como la transacción de la que resulte una renuncia, 
un desistimiento o un allanamiento realizados con el mismo ánimo.

e) El contrato de seguro sobre la vida, para caso de sobrevivencia del asegurado y el 
contrato individual de seguro para caso de fallecimiento del asegurado que sea persona 
distinta del contratante, cuando en uno y otro caso el beneficiario sea persona distinta del 
contratante.

Artículo 13.  Supuestos de sujeción del seguro de accidentes.
La percepción de cantidades por el beneficiario de un seguro de accidentes estará 

incluida en el hecho imponible de la letra c) del artículo 10 de este Reglamento cuando tenga 
su causa en el fallecimiento de la persona asegurada.

Artículo 14.  Prestaciones periódicas.
1. La percepción de las cantidades a que se refieren la letra c) del artículo 10, las letras 

c) y d) del artículo 11 y la letra e) del artículo 12, estará sujeta al Impuesto, tanto si se 
reciben de una sola vez como si se reciben en forma de prestaciones periódicas, vitalicias o 
temporales.

2. La percepción de prestaciones periódicas, vitalicias o temporales se regirá por lo 
dispuesto en el artículo 47 de este Reglamento sobre el devengo del Impuesto.

3. En los casos del apartado anterior la Administración podrá acudir para determinar la 
base imponible al cálculo actuarial del valor actual de la pensión a través del dictamen de 
sus Peritos.

Sección segunda: presunciones de hechos imponibles

Artículo 15.  Presunciones de hechos imponibles.
1. Se presumirá la existencia de una transmisión lucrativa cuando de los Registros 

Fiscales o de los datos que obren en la Administración, resultare la disminución del 
patrimonio de una persona y simultáneamente o con posterioridad, pero siempre dentro del 
plazo de prescripción de cinco años, el incremento patrimonial correspondiente en el 
cónyuge, descendientes, herederos o legatarios.

2. En las adquisiciones a título oneroso realizadas por los ascendientes como 
representantes de los descendientes menores de edad, se presumirá la existencia de una 
transmisión lucrativa a favor de éstos por el valor de los bienes o derechos transmitidos, a 
menos que se pruebe la previa existencia de bienes o medios suficientes del menor para 
realizarla y su aplicación a este fin.

3. Las presunciones a que se refieren los números anteriores admitirán, en todo caso, 
prueba en contrario, que podrá hacerse valer en el procedimiento establecido en el artículo 
92 de este Reglamento.

CÓDIGO DE DERECHO MATRIMONIAL

§ 39  Reglamento del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones

– 397 –



CAPITULO III
Sujetos pasivos y responsables

Sección primera: contribuyentes

Artículo 16.  Contribuyentes.
1. Estarán obligados al pago del Impuesto a título de contribuyentes:
a) En las adquisiciones «mortis causa», los causahabientes.
b) En las donaciones y demás transmisiones lucrativas «ínter vivos», el donatario o el 

favorecido por ellas, considerándose como tal al beneficiario del seguro de vida para caso de 
sobrevivencia del asegurado o al beneficiario del seguro individual, en el caso de 
fallecimiento del asegurado que sea persona distinta del contratante.

c) En los casos de seguro sobre la vida para caso de muerte del asegurado y en los del 
artículo 13 de este Reglamento, el beneficiario.

2. Lo dispuesto en el apartado anterior será aplicable cualquiera que sean las 
estipulaciones establecidas por las partes o las disposiciones ordenadas por el testador.

3. La disposición testamentaria por la que se ordene que la entrega de legados sea libre 
del Impuesto o que el pago de éste sea con cargo a la herencia no producirá variación 
alguna en cuanto a la persona obligada a satisfacerlo.

Artículo 17.  Obligación personal de contribuir.
1. A los contribuyentes que tengan su residencia habitual en España se les exigirá el 

Impuesto por obligación personal por la totalidad de los bienes y derechos que adquieran, 
con independencia de donde se encuentren situados o del domicilio o residencia de la 
persona o entidad pagadora.

2. Para la determinación de la residencia habitual se estará a lo dispuesto en las normas 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, computándose, en su caso, los días de 
residencia exigidos con relación a los trescientos sesenta y cinco anteriores al del devengo 
del Impuesto.

3. Los representantes y funcionarios del Estado español en el extranjero quedarán 
sujetos a este Impuesto por obligación personal, atendiendo a idénticas circunstancias y 
condiciones que las establecidas en las normas del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas.

Artículo 18.  Obligación real de contribuir.
1. A los contribuyentes no incluidos en el artículo inmediato anterior se les exigirá el 

Impuesto por obligación real por la adquisición de bienes y derechos, cualquiera que sea su 
naturaleza, que estuvieran situados, pudieran ejercitarse o hubieran de cumplirse en 
territorio español, así como por la percepción de cantidades derivadas de contratos de 
seguro sobre la vida cuando el contrato haya sido celebrado con entidades aseguradoras 
españolas o se haya celebrado en España con entidades extranjeras que operen en ella, 
salvo que se abonen a personas no residentes en España por establecimientos permanentes 
de entidades españolas situados en el extranjero, con cargo a los mismos, cuando dichas 
prestaciones estén directamente vinculadas a la actividad del establecimiento en el 
extranjero.

2. A efectos de lo previsto en el número anterior se consideran situados en territorio 
español:

1.º Los bienes inmuebles que en él radiquen.
2.º Los bienes muebles afectados permanentemente a viviendas, fincas, explotaciones o 

establecimientos industriales situados en territorio español y, en general, los que 
habitualmente se encuentren en este territorio aunque en el momento del devengo del 
Impuesto estén fuera del mismo por circunstancias coyunturales o transitorias.
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3. Los extranjeros residentes en España, sometidos a obligación real de contribuir en el 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas por razón de cargo o empleo, estarán 
sujetos por idéntico tipo de obligación en el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.

4. Los contribuyentes por obligación real que no sean residentes en otro Estado miembro 
de la Unión Europea estarán obligados a nombrar, antes del fin del plazo de declaración de 
la adquisición de bienes y derechos en España, una persona física o jurídica con residencia 
en España para que les represente ante la Administración Tributaria en relación con sus 
obligaciones por este impuesto.

En el caso de Estados que formen parte del Espacio Económico Europeo que no sean 
Estado miembro de la Unión Europea, lo anterior no será de aplicación cuando exista 
normativa sobre asistencia mutua en materia de intercambio de información tributaria y de 
recaudación en los términos previstos en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria.

Igual obligación incumbirá a los contribuyentes por obligación personal que se ausenten 
de España tras la realización del hecho imponible con destino a un tercer Estado que no sea 
Estado miembro de la Unión Europea ni del Espacio Económico Europeo con normativa 
sobre asistencia mutua en materia de intercambio de información tributaria y de recaudación 
y antes de haber presentado el documento o la declaración, salvo si su regreso se fuera a 
producir antes de la finalización del plazo reglamentario de presentación de documentos.

La designación se comunicará a la oficina territorialmente competente para la 
presentación del documento o declaración, acompañando a la comunicación la expresa 
aceptación del representante.

Sección segunda: responsables subsidiarios

Artículo 19.  Responsables subsidiarios.
1. Serán subsidiariamente responsables del pago del Impuesto, salvo que resultaren de 

aplicación las normas sobre responsabilidad solidaria de la Ley General Tributaria:
a) En las transmisiones «mortis causa» de depósitos, garantías, certificados de depósito, 

cuentas corrientes, de ahorro, o cuentas especiales, los intermediarios financieros y demás 
entidades o personas que hubieran entregado el dinero y valores depositados o devuelto las 
garantías constituidas.

b) En las entregas de cantidades a quienes resulten beneficiarios como herederos o 
designados en los contratos, las entidades de seguros que las verifiquen.

c) En la transmisión de títulos valores que formen parte de la herencia, los mediadores.
2. Será también responsable subsidiario el funcionario que autorizase el cambio de 

sujeto pasivo de cualquier tributo o exacción estatal, autonómica o local, cuando tal cambio 
suponga, directa o indirectamente, una adquisición gravada por el Impuesto y no hubiera 
exigido previamente la justificación del pago del mismo.

Artículo 20.  Extensión y extinción de la responsabilidad subsidiaria.
1. La responsabilidad subsidiaria a que se refiere el artículo anterior estará limitada a la 

porción de Impuesto que corresponda a la adquisición de los bienes que la originen, 
entendiéndose como tal el resultado de aplicar al valor comprobado de los bienes el tipo 
medio efectivo de gravamen, calculado en la forma prevenida en la letra b) del artículo 46 de 
este Reglamento.

2. Cuando estuviese autorizada liquidación o autoliquidación parcial, el importe de la 
misma, practicada conforme a las normas de este Reglamento, constituirá el límite de la 
posible responsabilidad subsidiaria, si fuese menor que el que resulte de aplicar lo dispuesto 
en el número anterior.

3. El ingreso del importe de la liquidación parcial, o el de la autoliquidación parcial 
practicada conforme a lo dispuesto en el artículo 89 de este Reglamento, extinguirá la 
responsabilidad subsidiaria que pudiera derivar para las entidades y personas a que se 
refiere el artículo anterior del impago del Impuesto correspondiente a la transmisión 
hereditaria de los bienes de que se trate.
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CAPITULO IV
La base imponible

Sección primera: regímenes de determinación

Artículo 21.  Regímenes de determinación.
La base imponible del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones se determinará por la 

Administración con carácter general por el régimen de estimación directa teniendo en 
cuenta, en su caso, los preceptos especiales de la Ley y de este Reglamento.

Cuando no pudiera determinarse por estimación directa, la Administración podrá acudir 
al régimen de estimación indirecta de bases imponibles, siempre que concurran las 
condiciones y requisitos exigidos para ello por la Ley General Tributaria.

Sección segunda: normas especiales para adquisiciones «mortis causa»

Artículo 22.  Principio general.
En las adquisiciones por causa de muerte constituye la base imponible del Impuesto el 

valor neto de la participación individual de cada causahabiente en el caudal hereditario, 
entendiéndose como tal el valor real de los bienes y derechos adquiridos minorado por las 
cargas o gravámenes, deudas y gastos que fueren deducibles.

Artículo 23.  Determinación del caudal hereditario.
1. A efectos de determinar la participación individual de cada causahabiente se incluirán 

también en el caudal hereditario del causante los bienes siguientes:
a) Los integrantes del ajuar doméstico, aunque no se hayan declarado por los 

interesados, valorados conforme a las reglas de este Reglamento, previa deducción del valor 
de aquellos que, por disposición de la Ley, deben entregarse al cónyuge supérstite.

b) Los que resulten adicionados por el juego de las presunciones establecidas en los 
artículos 25 a 28 de este Reglamento, salvo que con arreglo a los mismos deban ser 
imputados en la base imponible de personas determinadas.

2. Lo dispuesto en el número anterior no se aplicará para determinar la participación 
individual de aquellos causahabientes a quienes el testador hubiese atribuido bienes 
determinados con exclusión de cualesquiera otros del caudal hereditario. En el caso de que 
les atribuyera bienes determinados y una participación en el resto de la masa hereditaria, se 
les computará la parte del ajuar y de bienes adicionados que proporcionalmente les 
corresponda, según su participación en el resto de la masa hereditaria.

3. En el caso de los legados a que se refiere el artículo 16.3 de este Reglamento, el 
importe del Impuesto no incrementará la base imponible de la liquidación a girar a cargo del 
legatario, pero, en ningún caso, será deducible a los efectos de determinar la de los demás 
causahabientes.

Artículo 24.  Determinación del valor neto de la participación individual.
1. A efectos de fijar el valor neto de la participación individual de cada causahabiente se 

deducirá del valor de los bienes o derechos:
a) El de las cargas o gravámenes que pesaren sobre los mismos y que sean deducibles 

según lo establecido en este Reglamento.
b) El de las deudas que reúnan las condiciones exigidas para su deducción.
c) El de aquellos que disfruten de algún beneficio fiscal en su adquisición, en la 

proporción que para el beneficio se establezca.
d) El importe de los gastos deducibles, según este Reglamento.
2. Cuando los bienes afectados por la carga o los que disfruten del beneficio fiscal en su 

adquisición hayan sido atribuidos por el testador en favor de persona determinada o cuando, 
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por disposición del mismo, el pago de la deuda quede a cargo de uno de los causahabientes, 
la deducción afectará sólo a la persona o causahabiente de que se trate.

Artículo 25.  Bienes adicionables por haber pertenecido al causante en el año anterior al 
fallecimiento.

1. En las adquisiciones por causa de muerte se presumirá que forman parte del caudal 
hereditario los bienes de todas clases que hubiesen pertenecido al causante de la sucesión 
hasta un año antes del fallecimiento, salvo prueba fehaciente de que tales bienes fueron 
transmitidos por aquél y de que se hallan en poder de persona distinta de un heredero, 
legatario, pariente dentro del tercer grado o cónyuge de cualquiera de ellos o del causante. 
Esta presunción quedará desvirtuada mediante la justificación suficiente de que, en el 
caudal, figuran incluidos, con valor equivalente, el dinero u otros bienes subrogados en el 
lugar de los desaparecidos.

A los efectos del párrafo anterior se presumirá que los bienes pertenecieron al causante 
por la circunstancia de que los mismos figurasen a su nombre en depósitos, cuentas 
corrientes o de ahorro, préstamos con garantía o en otros contratos similares o bien inscritos 
a su nombre en los amillaramientos, catastros, Registros Fiscales, Registros de la Propiedad 
u otros de carácter público.

La no justificación de la existencia de dinero o de bienes subrogados no obstará al 
derecho de los interesados para probar la realidad de la transmisión.

2. La adición realizada al amparo de esta presunción afectará a todos los 
causahabientes en la misma proporción en que fuesen herederos, salvo que 
fehacientemente se acredite la transmisión a alguna de las personas indicadas en el número 
1, en cuyo caso afectará sólo a ésta que asumirá a efectos fiscales, si ya no la tuviese, la 
condición de heredero o legatario.

Artículo 26.  Bienes adicionables por haberlos adquirido en usufructo el causante en los tres 
años anteriores al fallecimiento.

1. Se presumirá que forman parte del caudal hereditario los bienes y derechos que, 
durante los tres años anteriores al fallecimiento del causante, hubiesen sido adquiridos por 
éste a título oneroso en usufructo y en nuda propiedad por un heredero, legatario, pariente 
dentro del tercer grado o cónyuge de cualquiera de ellos o del causante. Esta presunción 
quedará desvirtuada mediante la justificación suficiente de que el adquirente de la nuda 
propiedad satisfizo al transmitente el dinero o le entregó bienes o derechos de valor 
equivalente, suficientes para su adquisición.

La no justificación de la existencia de dinero o de bienes subrogados no obstará al 
derecho de los interesados para probar la realidad de la transmisión onerosa.

2. La adición realizada al amparo de esta presunción perjudicará exclusivamente al 
adquirente de la nuda propiedad al que se le liquidará por la adquisición «mortis causa» del 
pleno dominio del bien o derecho de que se trate. La práctica de esta liquidación excluirá la 
que hubiese correspondido por la consolidación del pleno dominio.

Artículo 27.  Bienes adicionables por haber transmitido el causante su nuda propiedad en 
los cinco años anteriores al fallecimiento.

1. Se presumirá que forman parte del caudal hereditario los bienes y derechos 
transmitidos por el causante a título oneroso durante los cinco años anteriores a su 
fallecimiento, reservándose el usufructo de los mismos o de otros del adquirente, o cualquier 
otro derecho vitalicio, salvo cuando la transmisión se realice a consecuencia de un contrato 
de renta vitalicia celebrado con una Entidad dedicada legalmente a este género de 
operaciones. Esta presunción quedará desvirtuada mediante la justificación suficiente de que 
en el caudal hereditario figura dinero u otros bienes recibidos en contraprestación de la 
transmisión de la nuda propiedad por valor equivalente.

La no justificación de la existencia de dinero o de bienes subrogados no obstará al 
derecho de los interesados para probar la realidad de la transmisión.

2. La adición realizada al amparo de esta presunción perjudicará exclusivamente al 
adquirente de la nuda propiedad, que será considerado como legatario si fuese persona 
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distinta de un heredero y al que se liquidará por la adquisición «mortis causa» del pleno 
dominio del bien o derecho de que trate. La práctica de esta liquidación excluirá la que 
hubiese correspondido por la consolidación del pleno dominio.

Artículo 28.  Bienes adicionables en supuestos de endoso de valores o efectos.
1. Se presumirá que forman parte del caudal hereditario los valores y efectos 

depositados cuyos resguardos se hubiesen endosado, si con anterioridad al fallecimiento del 
endosante no se hubiesen retirado aquéllos o tomado razón del endoso en los libros del 
depositario, y los valores nominativos que hubiesen sido igualmente objeto de endoso, si la 
transferencia no se hubiese hecho constar en los libros de la entidad emisora con antelación 
al fallecimiento del causante. Esta presunción quedará desvirtuada cuando conste de modo 
suficiente que el precio o equivalencia del valor de los bienes y efectos transmitidos se ha 
incorporado al patrimonio del vendedor o cedente y figura en el inventario de su herencia, 
que ha de ser tenido en cuenta para la liquidación del Impuesto, o si se justifica 
suficientemente que la retirada de valores o efectos o la toma de razón del endoso no ha 
podido verificarse con anterioridad al fallecimiento del causante por causas independientes 
de la voluntad de éste y del endosatario, sin perjuicio de que la adición pueda tener lugar al 
amparo de lo dispuesto en los artículos 25 a 27 anteriores.

2. La adición realizada en base a este artículo afectará exclusivamente al endosatario de 
los valores, que será considerado como legatario si no tuviese la condición de heredero.

Artículo 29.  Exclusión de la adición y deducción del Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.

No habrá lugar a las adiciones a que se refieren los artículos 25 a 28 anteriores, cuando 
por la transmisión onerosa de los bienes se hubiese satisfecho por el Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados una cantidad superior a la que 
resulte de aplicar a su valor comprobado al tiempo de la adquisición el tipo medio efectivo 
que correspondería en el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones al heredero o legatario 
afectado por la presunción, si en la liquidación se hubiese incluido dicho valor. El tipo medio 
efectivo de gravamen se calculará en la forma establecida en la letra b) del artículo 46 de 
este Reglamento.

Si la cantidad ingresada por el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos 
Jurídicos Documentados fuese inferior, habrá lugar a la adición pero el sujeto pasivo tendrá 
derecho a que se le deduzca de la liquidación practicada por el Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones lo satisfecho por aquél.

Artículo 30.  Presunción sobre la proporción atribuible al causante en bienes en situación de 
indivisión.

La participación atribuible al causante en bienes que estén integrados en herencias 
yacentes, comunidades de bienes y demás entidades que, carentes de personalidad jurídica, 
constituyan una unidad económica o un patrimonio separado, se adicionará al caudal 
hereditario en la proporción que resulte de las normas que sean aplicables o de los pactos 
entre los interesados y, si éstos no constasen a la Administración en forma fehaciente, en 
proporción al número de interesados.

Artículo 31.  Deducción de cargas y gravámenes.
1. En las adquisiciones por causa de muerte, únicamente serán deducibles las cargas o 

gravámenes de naturaleza perpetua, temporal o redimible que aparezcan directamente 
establecidas sobre los bienes y disminuyan realmente su capital y valor, como los censos y 
las pensiones, sin que merezcan tal consideración las que constituyan obligación personal 
del adquirente ni las que, como las hipotecas y las prendas, no supongan disminución del 
valor de lo transmitido, sin perjuicio de que las deudas que garanticen puedan ser deducidas 
si concurren los requisitos establecidos en el artículo siguiente.

2. Cuando en los documentos presentados no constase expresamente la duración de las 
pensiones, cargas o gravámenes deducibles, se considerará ilimitada.
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3. Se entenderá como valor del censo, a efectos de su deducción, el del capital que deba 
entregarse para su redención según las normas del Código Civil o de las legislaciones 
forales.

4. A dichos efectos, el valor de las pensiones se obtendrá capitalizándolas al interés 
básico del Banco de España, y tomando del capital resultante aquella parte que, según las 
reglas establecidas para valorar los usufructos, corresponda a la edad del pensionista, si la 
pensión es vitalicia, o la duración de la pensión si es temporal. En la valoración de las 
pensiones temporales que no se extingan al fallecimiento del pensionista, no regirá el límite 
fijado en la de los usufructos. En corrección del valor así obtenido, el interesado podrá 
solicitar la práctica de la tasación pericial contradictoria.

Al extinguirse la pensión, el adquirente del bien vendrá obligado a satisfacer el impuesto 
correspondiente al capital deducido según la tarifa vigente en el momento de la constitución 
de aquélla.

Artículo 32.  Deducción de deudas del causante.
1. En las adquisiciones por causa de muerte podrán deducirse, además de las deudas 

del causante reconocidas en sentencia judicial firme, las demás que dejase contraídas 
siempre que su existencia se acredite por documento público, o por documento privado que 
reúna los requisitos del artículo 1.227 del Código Civil, o se justifique de otro modo la 
existencia de aquéllas, salvo las que lo fueren a favor de los herederos o de los legatarios de 
parte alícuota y de los cónyuges, ascendientes, descendientes o hermanos de aquéllos 
aunque renuncien a la herencia.

La Administración podrá exigir que se ratifique la existencia de la deuda en documento 
público por los herederos con la comparecencia del acreedor.

2. En especial, serán deducibles las cantidades que adeudare el causante por razón de 
tributos del Estado, de las Comunidades Autónomas, de las Corporaciones Locales, o por 
deudas de la Seguridad Social, y que se satisfagan por los herederos, albaceas o 
administradores del caudal hereditario, aunque correspondan a liquidaciones giradas 
después del fallecimiento.

3. Para la deducción de las deudas del causante que se pongan de manifiesto después 
de ingresado el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, se seguirá el procedimiento 
establecido en el artículo 94 de este Reglamento.

Artículo 33.  Deducción de gastos.
1. Serán deducibles del caudal hereditario en las adquisiciones por causa de muerte:
a) Los gastos que, cuando la testamentaria o el abintestato adquieran carácter litigioso, 

se ocasionen en el litigio en interés común de todos los herederos por la representación 
legítima de dichas testamentarías o abintestatos, siempre que resulten debidamente 
probados con testimonio de los autos; y los de arbitraje, en las mismas condiciones, 
acreditados por testimonio de las actuaciones.

b) Los gastos de última enfermedad satisfechos por los herederos, en cuanto se 
justifiquen.

c) Los gastos de entierro y funeral en cuanto se justifiquen y hasta donde guarden la 
debida proporción con el caudal hereditario, conforme a los usos y costumbres de cada 
localidad.

2. No serán deducibles los gastos que tengan su causa en la administración del caudal 
relicto.

Artículo 34.  Valoración del ajuar doméstico.
1. Salvo que los interesados acreditaren fehacientemente su inexistencia, se presumirá 

que el ajuar doméstico forma parte de la masa hereditaria, por lo que si no estuviese incluido 
en el inventario de los bienes relictos del causante, lo adicionará de oficio la oficina gestora 
para determinar la base imponible de los causahabientes a los que deba imputarse con 
arreglo a las normas de este Reglamento.
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2. El ajuar doméstico se estimará en el valor declarado, siempre que sea superior al que 
resulte de la aplicación de la regla establecida en el Impuesto sobre el Patrimonio para su 
valoración. En otro caso, se estimará en el que resulte de esta regla, salvo que el inferior 
declarado se acredite fehacientemente.

3. Para el cálculo del ajuar doméstico en función de porcentajes sobre el resto del caudal 
relicto, no se incluirá en éste el valor de los bienes adicionados en virtud de lo dispuesto en 
los artículos 25 a 28 de este Reglamento ni, en su caso, el de las donaciones acumuladas, 
así como tampoco el importe de las cantidades que procedan de seguros sobre la vida 
contratados por el causante si el seguro es individual o el de los seguros en que figure como 
asegurado si fuere colectivo.

El valor del ajuar doméstico así calculado se minorará en el de los bienes que, por 
disposición del artículo 1.321 del Código Civil o de disposiciones análogas de Derecho civil 
foral o especial, deben entregarse al cónyuge sobreviviente, cuyo valor se fijará en el 3 por 
100 del valor catastral de la vivienda habitual del matrimonio, salvo que los interesados 
acrediten fehacientemente uno superior.

Sección tercera: normas especiales para adquisiciones gratuitas «inter vivos»

Artículo 35.  Principio general.
En las donaciones y demás transmisiones lucrativas «ínter vivos» equiparables, 

constituirá la base imponible el valor neto de los bienes y derechos adquiridos, 
entendiéndose como tal el valor real de los bienes y derechos minorado por las cargas y 
deudas que fueren deducibles por reunir las condiciones establecidas en los dos artículos 
siguientes.

Artículo 36.  Deducción de cargas.
1. Para determinar el valor neto de los bienes o derechos adquiridos por donación o por 

cualquier otro negocio jurídico a título lucrativo e «ínter vivos» equiparable, únicamente 
serán deducibles las cargas o gravámenes que reúnan los requisitos establecidos en el 
artículo 31.1 de este Reglamento.

2. En la deducción de estas cargas serán aplicables las reglas de los apartados 2, 3 y 4 
del mismo artículo 31.

Artículo 37.  Deducción de deudas del donante.
1. Del valor de los bienes o derechos donados o adquiridos por otro negocio jurídico 

lucrativo e «ínter vivos» equiparable, sólo se deducirá el importe de las deudas que estén 
garantizadas con derecho real que recaiga sobre los mismos bienes o derechos adquiridos, 
siempre que el adquirente haya asumido fehacientemente la obligación de pagar la deuda 
garantizada con liberación del primitivo deudor.

2. No obstante, cuando después de ingresado el importe del Impuesto el adquirente 
acreditase, fehacientemente, dentro del plazo de cinco años contados desde el día en que 
hubiese finalizado el plazo reglamentario para la presentación del documento, el pago de la 
deuda por su cuenta, tendrá derecho a la devolución de la porción de Impuesto que 
corresponda a la deuda pagada por él, siguiéndose para la devolución el procedimiento 
establecido en el artículo 95 de este Reglamento. Este plazo no admitirá interrupciones.

Artículo 38.  Donación de bienes comunes de la sociedad conyugal.
(Anulado)

Sección cuarta: normas especiales en materia de seguros

Artículo 39.  Principio general.
1. En la percepción de cantidades procedentes de contratos de seguro sobre la vida para 

caso de muerte del asegurado, constituirá la base imponible el importe de las cantidades 
percibidas por el beneficiario. Estas cantidades se acumularán al valor de los bienes y 
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derechos que integren la porción hereditaria del beneficiario cuando el causante sea, a su 
vez, el contratante del seguro individual o el asegurado en el seguro colectivo.

2. Cuando el seguro se hubiese contratado por cualquiera de los cónyuges con cargo a 
la sociedad de gananciales y el beneficiario fuese el cónyuge sobreviviente, la base 
imponible estará constituida por la mitad de la cantidad percibida.

Sección quinta: comprobación de valores

Artículo 40.  Principios generales.
1. La Administración podrá, en todo caso, comprobar el valor de los bienes y derechos 

transmitidos por los medios de comprobación establecidos en el artículo 52 de la Ley 
General Tributaria.

2. Los interesados están obligados a consignar en sus declaraciones el valor real que 
atribuyen a cada uno de los bienes y derechos adquiridos. En su defecto, se les concederá 
un plazo de diez días para que subsanen la omisión. Si no lo hicieren incurrirán en infracción 
simple que se sancionará con multa de entre 6,01 y 901,52 euros.

3. El valor declarado por los interesados prevalecerá sobre el comprobado si fuese 
superior.

4. Si de la comprobación resultasen valores superiores a los declarados por los 
interesados, podrán impugnarlos en los plazos de reclamación de las liquidaciones que 
hayan tenido en cuenta los nuevos valores.

5. En el caso de transmisiones lucrativas «ínter vivos», el resultado del expediente de 
comprobación de valores se notificará previamente a los transmitentes, que podrán proceder 
a su impugnación cuando afecte a sus derechos o intereses. Si la reclamación fuese 
estimada en todo o en parte, la resolución dictada beneficiará también a los sujetos pasivos 
del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.

6. Si el valor obtenido de la comprobación fuese superior al que resultase de la 
aplicación de la correspondiente regla del Impuesto sobre el Patrimonio, surtirá efecto en 
relación con las liquidaciones a practicar por dicho Impuesto por la anualidad corriente y las 
siguientes, hasta que vuelva a ser superior el valor que resulte de la regla del Impuesto 
sobre el Patrimonio.

7. No se aplicará sanción como consecuencia del mayor valor obtenido de la 
comprobación cuando el sujeto pasivo hubiese declarado como valor de los bienes el que 
resulte de la aplicación de la regla correspondiente del Impuesto sobre el Patrimonio o uno 
superior.

Artículo 41.  Derecho de adquisición por la Administración.
1. La Administración Pública tendrá derecho a adquirir para sí cualquiera de los bienes y 

derechos que hayan sido transmitidos siempre que su valor comprobado exceda en más del 
50 por 100 del declarado y éste sea inferior al que resulte de la aplicación de la regla de 
valoración del Impuesto sobre el Patrimonio.

2. El derecho de adquisición por la Administración sólo podrá ejercitarse dentro de los 
seis meses siguientes a la fecha en que hubiese ganado firmeza la liquidación del Impuesto 
y requerirá que, antes de la ocupación del bien o derecho de que se trate, se abone al 
interesado la cantidad que hubiese asignado como valor real al mismo en la declaración que 
está obligado a presentar.

Cuando la Administración ejercite el derecho de adquisición y el interesado hubiese 
ingresado el importe de la liquidación correspondiente al Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones, se devolverá a aquél la porción de cuota tributaria que corresponda, según lo 
establecido en el presente Reglamento, con el interés de demora que proceda.
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CAPITULO V
La base liquidable

Artículo 42.  Reducciones generales.
1. En las adquisiciones por causa de muerte, incluidas las de los beneficiarios de 

contratos de seguro sobre la vida para caso de muerte del contratante, si el seguro es 
individual o del asegurado, si el seguro es colectivo o está contratado por las empresas en 
favor de sus empleados, la base liquidable se obtendrá aplicando en la imponible la 
reducción que corresponda en función del Grupo en el que el causahabiente o beneficiario 
figure incluido de los que se enumeran a continuación:

Grupo I. Adquisiciones por descendientes y adoptados menores de veintiún años:
Reducción de 2.271.500 pesetas, más 568.000 pesetas por cada año menos de 

veintiuno que tenga el causahabiente o beneficiario, sin que la reducción pueda exceder de 
6.813.500 pesetas.

Grupo II. Adquisiciones por descendientes y adoptados de veintiuno o más años, 
cónyuges, ascendientes y adoptantes:

Reducción de 2.271.500 pesetas.
Grupo III. Adquisiciones por colaterales de segundo y tercer grado y ascendientes y 

descendientes por afinidad:
Reducción de 1.136.000 pesetas.
Grupo IV. Adquisiciones por colaterales de cuarto grado, grados más distantes y 

extraños:
No hay lugar a reducción.
2. En las adquisiciones por causa de muerte a que se refiere el apartado 1 anterior, 

cuando el sujeto pasivo resultase ser una persona con minusvalía física, psíquica o 
sensorial, además de la reducción que pudiera corresponderle por su inclusión en alguno de 
los Grupos anteriores, se aplicará otra, independientemente del parentesco, de cuantía igual 
a la máxima establecida por el Grupo I.

A estos efectos se considerarán personas con minusvalía con derecho a reducción, 
aquellas que determinan derecho a deducción en el Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas, según la legislación propia de este Impuesto.

3. Si unos mismos bienes en un período máximo de diez años fueran objeto de dos o 
más transmisiones «mortis causa» en favor de descendientes o adoptados, en la segunda y 
ulteriores se deducirá de la base imponible, además de las cantidades que procedan con 
arreglo a los números anteriores, el importe de lo satisfecho como cuota tributaria por las 
transmisiones precedentes. Esta reducción será también aplicable en el caso de que los 
bienes transmitidos por primera vez hayan sido sustituidos por otros del mismo valor que 
integren el caudal hereditario de la siguiente o ulteriores transmisiones, siempre que esta 
circunstancia se acredite fehacientemente.

4. En las adquisiciones por título de donación o por cualquier otro negocio jurídico a título 
lucrativo e «inter vivos», la base liquidable coincidirá con la imponible.

5. Con independencia de lo dispuesto en los números anteriores, en las adquisiciones 
por títulos de herencia, legado o donación de explotaciones familiares agrarias serán de 
aplicación, con los requisitos y condiciones en cada caso exigidos, los beneficios fiscales 
establecidos en la Ley 49/1981, de 24 de diciembre, del Estatuto de la Explotación Familiar 
Agraria y de los Jóvenes Agricultores.
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CAPITULO VI
El tipo de gravamen

Artículo 43.  Tarifa.
La cuota íntegra del Impuesto se obtendrá aplicando a la base liquidable, calculada 

según lo dispuesto en el artículo anterior, la siguiente escala:

Base liquidable
–

Hasta pesetas

Tipo medio
–

Porcentaje

Cuota íntegra
–

Pesetas

Resto base liquidable
–

Pesetas

Tipo marginal
–

Porcentaje
0 0,00 0 1.135.575 7,65

1.135.575 7,65 86.871 1.135.575 8,50
2.271.150 8,08 183.395 1.135.575 9,35
3.406.725 8,50 289.572 1.135.575 10,20
4.542.300 8,93 405.400 1.135.575 11,05
5.677.875 9,35 530.881 1.135.575 11,90
6.813.450 9,78 666.015 1.135.575 12,75
7.949.025 10,20 810.801 1.135.575 13,60
9.084.600 10,63 965.239 1.135.575 14,45

10.220.175 11,05 1.129.329 1.135.575 15,30
11.355.750 11,48 1.303.072 5.677.875 16,15
17.033.625 13,03 2.220.049 5.677.875 18,70
22.711.500 14,45 3.281.812 11.355.750 21,25
34.067.250 16,72 5.694.909 22.711.500 25,50
56.778.750 20,23 11.486.341 56.778.750 29,75

113.557.500 24,99 28.378.019 Exceso 34,00

CAPITULO VII
La deuda tributaria

Sección primera: la cuota tributaria

Artículo 44.  Aplicación de coeficientes.
1. La cuota tributaria del Impuesto será el resultado de multiplicar la cuota íntegra por el 

coeficiente que corresponda de los que se indican a continuación, establecidos en función 
del patrimonio preexistente del contribuyente y del Grupo en el que, por su parentesco con el 
transmitente, figure incluido:

Patrimonio preexistente en millones de pesetas Grupos del artículo 42
I y II III IV

De 0 a 57 1,0000 1,5882 2,0000
De más de 57 a 284 1,0500 1,6676 2,1000
De más de 284 a 567 1,1000 1,7471 2,2000
De más de 567 1,2000 1,9059 2,4000

2. Cuando la diferencia entre la cuota tributaria obtenida por aplicación del coeficiente 
que corresponda y la que resultaría de aplicar a la misma cuota íntegra el coeficiente 
inmediato inferior, sea mayor que la que exista entre el importe del patrimonio preexistente 
tenido en cuenta para la liquidación y el importe máximo del tramo de patrimonio 
preexistente que motivaría la aplicación del citado coeficiente inferior, aquélla se reducirá en 
el importe del exceso.

3. En los seguros sobre la vida, para determinar la cuota tributaria del beneficiario, se 
aplicará el coeficiente que corresponda a su patrimonio preexistente y a su parentesco con el 
contratante salvo en los seguros colectivos o en los contratados por las Empresas en favor 
de sus empleados en los que se estará al coeficiente que corresponda al patrimonio 
preexistente del beneficiario y al grado de parentesco entre éste y el asegurado.
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4. Si no fuese conocido el parentesco de los causahabientes en una sucesión pero sí su 
número, se aplicará el mayor coeficiente de los establecidos para el Grupo IV, sin perjuicio 
de la devolución que proceda cuando el parentesco de aquéllos sea conocido.

Si no fuese conocido el número de herederos se girará liquidación provisional a cargo de 
la representación del causante, conforme a lo dispuesto en el artículo 75 de este 
Reglamento.

5. Cuando el donatario de bienes comunes de la sociedad conyugal, por su parentesco 
con cada uno de los cónyuges donantes, esté incluido en más de un Grupo de los que 
figuran en el artículo 42 de este Reglamento, la cuota tributaria se obtendrá sumando las 
cantidades que resulten de aplicar a la parte de cuota íntegra que corresponda al valor 
donado por cada cónyuge el respectivo coeficiente multiplicador.

Artículo 45.  Valoración del patrimonio preexistente.
Para la valoración del patrimonio preexistente del contribuyente se tendrán en cuenta las 

siguientes reglas:
a) La valoración del patrimonio se realizará aplicando las reglas establecidas en el 

Impuesto sobre el Patrimonio.
b) En el caso de adquisiciones por causa de muerte se excluirá el valor de aquellos 

bienes y derechos por cuya adquisición se haya satisfecho el Impuesto como consecuencia 
de una donación anterior realizada por el causante.

c) En el caso de adquisiciones por donación u otro negocio jurídico a título gratuito e 
«ínter vivos» equiparable, se excluirá el valor de los bienes y derechos recibidos con 
anterioridad del mismo donante que hubiesen sido objeto de acumulación y por cuya 
adquisición se hubiese satisfecho el Impuesto.

d) En el patrimonio preexistente del cónyuge que hereda se incluirá el valor de los bienes 
que reciba como consecuencia de la disolución de la sociedad conyugal.

e) En el caso de sujetos pasivos que tributen por obligación real, sólo se computará el 
patrimonio sujeto con el mismo carácter en el Impuesto sobre el Patrimonio, sin perjuicio de 
la aplicación, cuando proceda, de lo dispuesto en las letras b) y c) anteriores.

f) La valoración del patrimonio preexistente deberá realizarse con relación al día del 
devengo del Impuesto.

Sección segunda: deducción por doble imposición internacional

Artículo 46.  Regla general.
De la cuota tributaria que resulte de la aplicación de los dos artículos anteriores, cuando 

la sujeción al Impuesto se produzca por obligación personal, tendrá el contribuyente derecho 
a deducir la menor de las dos cantidades siguientes:

a) El importe efectivo de lo satisfecho en el extranjero por razón de un Impuesto similar 
que afecte al incremento patrimonial sometido a gravamen en España.

b) El resultado de aplicar el tipo medio efectivo de este Impuesto al incremento 
patrimonial correspondiente a bienes que radiquen o derechos que puedan ser ejercitados 
fuera de España, cuando hubieran sido sometidos a gravamen en el extranjero por un 
Impuesto similar. El tipo medio efectivo será el que resulte de dividir la cuota tributaria por la 
base liquidable, multiplicando el resultado por 100. El tipo medio se expresará incluyendo 
hasta dos decimales.
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CAPITULO VIII
Devengo y prescripción

Sección primera: devengo

Artículo 47.  Devengo.
1. En las adquisiciones por causa de muerte y en la percepción de cantidades, 

cualquiera que sea su modalidad, por los beneficiarios de contratos de seguro sobre la vida 
para caso de muerte del asegurado, el Impuesto se devengará el día del fallecimiento del 
causante o del asegurado, o cuando adquiera firmeza la declaración de fallecimiento del 
ausente conforme al artículo 196 del Código Civil.

2. En las adquisiciones por donación o por otros negocios jurídicos lucrativos e «ínter 
vivos», el impuesto se devengará el día en que se cause el acto o contrato, entendiéndose 
por tal, cuando se trate de la adquisición de cantidades por el beneficiario de un seguro 
sobre la vida para caso de sobrevivencia del contratante o del asegurado, aquel en que la 
primera o única cantidad a percibir sea exigible por el beneficiario.

3. Toda adquisición de bienes o derechos, cuya efectividad se halle suspendida por la 
concurrencia de una condición, un término, un fideicomiso o cualquiera otra limitación, se 
entenderá siempre realizada el día en que dichas limitaciones desaparezcan, atendiéndose a 
este momento para determinar el valor de los bienes y los tipos de gravamen.

Sección segunda: prescripción

Artículo 48.  Prescripción.
1. Prescribirá a los cinco años el derecho de la Administración para determinar la deuda 

tributaria mediante la oportuna liquidación y la acción para imponer sanciones tributarias.
El plazo de prescripción comenzará a contarse, en el primer supuesto, desde el día en 

que finalice el de presentación del documento, declaración o declaración-liquidación; en el 
segundo, desde que se cometiere la infracción.

2. En las adquisiciones que tengan su causa en una donación o en otros negocios 
jurídicos a título lucrativo e «inter vivos» incorporados a un documento privado, el plazo de 
prescripción comenzará a contarse a partir del momento en que, conforme al artículo 1.227 
del Código Civil, la fecha del documento surta efectos frente a terceros.

3. La presentación por los sujetos pasivos de los documentos y declaraciones a que se 
refiere el artículo 64 de este Reglamento interrumpirá el plazo de prescripción del derecho de 
la Administración, para determinar la deuda tributaria que corresponda a las adquisiciones 
por herencia, legado o cualquier otro título sucesorio, en relación con todos los bienes y 
derechos que pertenecieran al causante en el momento del fallecimiento o que, por 
aplicación de lo dispuesto en los artículos 25 a 28 de este Reglamento, deban adicionarse a 
su caudal hereditario.

CAPITULO IX
Normas especiales

Sección primera: usufructo, uso y habitación

Artículo 49.  Usufructos.
Para la valoración de los derechos de usufructo y nuda propiedad se aplicarán las reglas 

siguientes:
a) El valor del usufructo temporal se reputará proporcional al valor total de los bienes 

sobre que recaiga, en razón de un 2 por 100 por cada período de un año, sin exceder del 70 
por 100. No se computarán las fracciones de tiempo inferiores al año, si bien el usufructo por 
tiempo inferior a un año se computará en el 2 por 100 del valor de los bienes.
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b) En los usufructos vitalicios se estimará que el valor es igual al 70 por 100 del valor 
total de los bienes cuando el usufructuario cuente menos de veinte años, minorándose el 
porcentaje en la proporción de un 1 por 100 por cada año más, con el límite mínimo del 10 
por 100.

c) El valor de la nuda propiedad se computará por la diferencia entre el valor del 
usufructo y el valor total de los bienes. En los usufructos vitalicios que, a su vez, sean 
temporales, la nuda propiedad se valorará aplicando, de las reglas anteriores, aquella que le 
atribuya menor valor.

d) Cuando el usufructo se hubiese constituido a favor de una persona jurídica, para 
determinar el valor de la nuda propiedad atribuida a una persona física, se aplicarán las 
reglas de la letra a) sin que, en ningún caso, pueda computarse para el usufructo un valor 
superior al 60 por 100 del total atribuido a los bienes. Este mismo porcentaje se tendrá en 
cuenta cuando la duración del usufructo sea indeterminada.

Artículo 50.  Uso y habitación.
El valor de los derechos reales de uso y habitación será el que resulte de aplicar al 75 

por 100 del valor de los bienes sobre los que fueren impuestos las reglas correspondientes a 
la valoración de los usufructos temporales o vitalicios, según los casos.

Artículo 51.  Reglas especiales.
1. Al adquirirse los derechos de usufructo, uso y habitación se girará una liquidación 

sobre la base del valor de estos derechos, con aplicación, en su caso, de la reducción que 
corresponda al adquirente según lo dispuesto en el artículo 42 de este Reglamento.

2. Al adquirente de la nuda propiedad se le girará una liquidación teniendo en cuenta el 
valor correspondiente a aquélla, minorando, en su caso, por el importe de la reducción a que 
tenga derecho el nudo propietario por su parentesco con el causante según las reglas del 
citado artículo 42 y con aplicación del tipo medio efectivo de gravamen correspondiente al 
valor íntegro de los bienes. A estos efectos, el tipo medio efectivo se calculará dividiendo la 
cuota tributaria correspondiente a una base liquidable teórica, para cuya determinación se 
haya tomado en cuenta el valor íntegro de los bienes, por esta misma base y multiplicando el 
cociente por 100, expresando el resultado con inclusión de hasta dos decimales.

Sin perjuicio de la liquidación anterior, al extinguirse el usufructo el primer nudo 
propietario viene obligado a pagar por este concepto sobre la base del valor atribuido al 
mismo en su constitución, minorado, en su caso, en el resto de la reducción a que se refiere 
el artículo 42 de este Reglamento cuando la misma no se hubiese agotado en la liquidación 
practicada por la adquisición de la nuda propiedad, y con aplicación del mismo tipo medio 
efectivo de gravamen a que se refiere el párrafo anterior.

3. En el supuesto de que el nudo propietario transmitiese su derecho, con independencia 
de la liquidación que se gire al adquirente sobre la base del valor que en ese momento tenga 
la nuda propiedad y por el tipo de gravamen que corresponda al título de adquisición, al 
consolidarse el pleno dominio en la persona del nuevo nudo propietario, se girará liquidación 
sobre el porcentaje del valor total de los bienes por el que no se le liquidó, aplicando la 
escala de gravamen correspondiente al título por el que se desmembró el dominio.

4. Si la consolidación del dominio en la persona del primero o sucesivos nudo 
propietarios se produjese por una causa distinta al cumplimiento del plazo previsto o a la 
muerte del usufructuario, el adquirente sólo pagará la mayor de las liquidaciones entre la que 
se encuentre pendiente por la desmembración del dominio y la correspondiente al negocio 
jurídico en cuya virtud se extingue el usufructo.

Si la consolidación se opera en el usufructuario, pagará éste la liquidación 
correspondiente al negocio jurídico en cuya virtud adquiere la nuda propiedad.

Si se operase en un tercero, adquirente simultáneo de los derechos de usufructo y nuda 
propiedad, se girará únicamente las liquidaciones correspondientes a tales adquisiciones.

5. En los usufructos sucesivos el valor de la nuda propiedad se calculará teniendo en 
cuenta el usufructo de mayor porcentaje y a la extinción de este usufructo pagará el nudo 
propietario por el aumento de valor que la nuda propiedad experimente y así sucesivamente 
al extinguirse los demás usufructos. La misma norma se aplicará al usufructo constituido en 
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favor de los dos cónyuges simultáneamente, pero sólo se practicará liquidación por 
consolidación del dominio cuando fallezca el último.

6. La renuncia de un usufructo ya aceptado, aunque sea pura y simple, se considerará a 
efectos fiscales como donación del usufructuario al nudo propietario.

7. Si el usufructo se constituye con condición resolutoria distinta de la vida del 
usufructuario se liquidará por las reglas establecidas para los usufructos vitalicios, a reserva 
de que, cumplida la condición, se practique nueva liquidación, conforme a las reglas 
establecidas para el usufructo temporal, y se hagan las rectificaciones que procedan en 
beneficio del Tesoro o del interesado.

8. Al extinguirse los derechos de uso y habitación se exigirá el Impuesto al usufructuario, 
si lo hubiere, en razón al aumento del valor del usufructo, y si dicho usufructo no existiese se 
practicará al nudo propietario la liquidación correspondiente a la extinción de los mismos 
derechos. Si el usufructo se extinguiese antes de los derechos de uso y habitación, el nudo 
propietario pagará la correspondiente liquidación por la consolidación parcial operada por la 
extinción de dicho derecho de usufructo en cuanto al aumento que a virtud de la misma 
experimente el valor de la nuda propiedad.

Artículo 52.  Instituciones equiparables al derecho de usufructo o de uso.
1. Siempre que como consecuencia de las disposiciones del causante o de la aplicación 

de las normas civiles reguladoras de la sucesión, se atribuya a una persona el derecho a 
disfrutar en todo o en parte de los bienes de una herencia, temporal o vitaliciamente, se 
entenderá a efectos fiscales la existencia de un derecho de usufructo o de uso, valorándose 
el respectivo derecho, cualquiera que sea su nombre, conforme a las reglas establecidas 
para los usufructos o derechos de uso temporales o vitalicios.

No obstante, si el adquirente tuviese el derecho a disponer de los bienes se le liquidará 
el Impuesto por el pleno dominio, sin perjuicio de la devolución que proceda de la porción de 
Impuesto que corresponda a la nuda propiedad si se justificara la transmisión de los mismos 
bienes a la persona indicada por el testador o por la normativa aplicable.

2. Lo dispuesto en el número anterior no será aplicable a aquellas instituciones para las 
que este Reglamento establezca un régimen peculiar.

Sección segunda: sustituciones

Artículo 53.  Sustituciones.
1. En la sustitución vulgar se entenderá que el sustituto hereda al causante y, en 

consecuencia, se le exigirá el Impuesto cuando el heredero instituido falleciera antes o no 
pudiera o quisiera aceptar la herencia, teniendo en cuenta su patrimonio preexistente y 
atendiendo a su parentesco con el causante.

2. En las sustituciones pupilar y ejemplar se entenderá que el sustituto hereda al 
sustituido y se le girará el Impuesto, cuando se realice aquélla, atendiendo al grado de 
parentesco con el descendiente sustituido y sin perjuicio de lo satisfecho por éste al 
fallecimiento del testador.

3. En las sustituciones fideicomisarias se exigirá el Impuesto en la institución y en cada 
sustitución teniendo en cuenta el patrimonio preexistente del instituido o del sustituto y el 
grado de parentesco de cada uno con el causante, reputándose al fiduciario y a los 
fideicomisarios, con excepción del último, como meros usufructuarios, salvo que pudiesen 
disponer de los bienes por actos «ínter vivos» o «mortis causa», en cuyo caso se liquidará 
por el pleno dominio, haciéndose aplicación de lo dispuesto en el artículo 47.3 de este 
Reglamento.

Sección tercera: fideicomisos

Artículo 54.  Fideicomisos.
1. En los fideicomisos, cuando dentro de los plazos en que deba practicarse la 

liquidación no sea conocido el heredero fideicomisario, pagará el fiduciario el resultado de 
aplicar a la cuota íntegra el coeficiente más alto de los señalados en el artículo 44 para el 
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Grupo IV, salvo que el fideicomisario tuviese que ser designado de entre un grupo 
determinado de personas, en cuyo caso el coeficiente máximo a aplicar por razón de 
parentesco será el correspondiente a la persona del Grupo de parentesco más lejano con el 
causante.

2. Lo pagado con arreglo al número anterior aprovechará al fideicomisario cuando sea 
conocido. Si el coeficiente que le correspondiese fuese inferior al aplicado al fiduciario, quien 
hubiese hecho el pago superior o sus causahabientes tendrán derecho a la devolución del 
exceso satisfecho, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 75.

3. Si dentro de los plazos para practicar la liquidación se conociese el fideicomisario, 
éste satisfará el Impuesto con arreglo al coeficiente que corresponda a su patrimonio 
preexistente y a su parentesco con el causante.

4. Si el fiduciario o persona encargada por el testador de transmitir la herencia pudiera 
disfrutar en todo o en parte, temporal o vitaliciamente, o tuviera la facultad de disponer de los 
productos o rentas de los bienes hasta su entrega al heredero fideicomisario, pagará el 
Impuesto en concepto de usufructuario con arreglo a su patrimonio preexistente y 
parentesco con el causante. En este caso, el fideicomisario satisfará también al entrar en 
posesión de los bienes el Impuesto correspondiente, no computándose en su favor lo 
pagado por el fiduciario.

5. En los fideicomisos en que se dejen en propiedad los bienes hereditarios al heredero 
fiduciario, aun cuando sea con la obligación de levantar alguna carga, se liquidará el 
Impuesto a cargo de éste por la adquisición de la propiedad, con deducción de la carga, si 
fuera deducible, por la cual satisfará el Impuesto el que adquiera el beneficio consiguiente al 
gravamen, por el título que corresponda, si fuere conocido; y si no lo fuera pagará el 
heredero, pudiendo repercutir el Impuesto satisfecho por la carga al beneficiario cuando 
fuere conocido.

6. El heredamiento de confianza autorizado por la legislación foral se considerará como 
fideicomiso a efectos del Impuesto.

7. En los fideicomisos que admite el derecho foral de Cataluña, cuando el fideicomisario 
se determine por la existencia de descendientes del fiduciario o por otro supuesto de los que 
permite dicha legislación, se liquidará el Impuesto al fiduciario como heredero pleno 
propietario. En este caso, cuando tenga lugar la transmisión de los bienes al fideicomisario, 
éste satisfará el Impuesto correspondiente a la plena propiedad de aquéllos, con arreglo a su 
patrimonio preexistente y parentesco con el causante de quien provenga la institución de 
fideicomiso, pudiendo los derechohabientes del fiduciario solicitar la devolución del Impuesto 
satisfecho por su causante en la parte correspondiente a la nuda propiedad de los bienes si 
justifican que los mismos bienes se transmiten íntegramente al fideicomisario determinado, o 
en la parte que corresponda a los bienes transmitidos o restituidos si no se transmitiesen 
todos.

8. (Anulado)

Sección cuarta: reservas

Artículo 55.  Reservas.
1. En la herencia reservable con arreglo al artículo 811 del Código Civil satisfará el 

Impuesto el reservista en concepto de usufructuario; pero si por fallecimiento de todos los 
parientes a cuyo favor se halle establecida la reserva, o por renuncia, se extinguiera ésta, 
vendrá obligado el reservista a satisfacer el Impuesto correspondiente a la nuda propiedad, 
con aplicación, en tal caso, de lo prevenido en los artículos 47.3 y 58 de este Reglamento.

2. En la reserva ordinaria a que se refieren los artículos 968, 969, 979 y 980 del Código 
Civil, se liquidará el Impuesto al reservista por el pleno dominio, sin perjuicio del derecho a la 
devolución de lo satisfecho por la nuda propiedad de los bienes a que afecte, cuando se 
acredite la transmisión de los mismos bienes o sus subrogados al reservatorio.

3. En ambos casos, el reservatario satisfará el Impuesto teniendo en cuenta lo prevenido 
en el artículo 47.3 y atendido a su grado de parentesco con la persona de quien procedan 
los bienes, prescindiendo del que le una con el reservista, aunque éste haya hecho uso de la 
facultad de mejorar, reconocida en el artículo 972 del Código Civil.
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4. Lo dispuesto en los números anteriores será, en todo caso, de aplicación a las 
reservas reguladas en los artículos 139 de la Compilación de Aragón, 274 de la de Cataluña, 
269 de la de Navarra y 36 y 38 de la de Vizcaya.

Sección quinta: partición y excesos de adjudicación

Artículo 56.  Principio de igualdad en la partición y excesos de adjudicación.
1. En las adquisiciones por causa de muerte, cualquiera que sean las particiones y 

adjudicaciones que los interesados hagan, se considerará a los efectos del Impuesto como si 
se hubiesen hecho con estricta igualdad y con arreglo a las normas reguladoras de la 
sucesión, estén o no los bienes sujetos al pago del Impuesto por la condición del territorio o 
por cualquier otra causa y, en consecuencia, los aumentos que en la comprobación de 
valores resulten se prorratearán entre los distintos adquirentes o herederos.

2. Si los bienes en cuya comprobación resultare aumento de valores o a los que deba 
aplicarse la exención o no sujeción fuesen atribuidos específicamente por el testador a 
persona determinada o adjudicados en concepto distinto del de herencia, los aumentos o 
disminuciones afectarán sólo al que adquiera dichos bienes.

3. Se liquidarán excesos de adjudicación, según las normas establecidas en el Impuesto 
sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, cuando existan 
diferencias, según el valor declarado, en las adjudicaciones efectuadas a los herederos y 
legatarios, en relación con el título hereditario.

4. También se liquidarán, según las mismas normas, los excesos de adjudicación que 
resulten cuando el valor comprobado de lo adjudicado a uno de los herederos o legatarios 
exceda en más del 50 por 100 del valor que le correspondería en virtud de su título, salvo en 
el supuesto de que los valores declarados, para cada uno de los bienes inventariados, sean 
iguales o superiores a los que resultarían de la aplicación de las reglas del Impuesto sobre el 
Patrimonio. Se entenderá a estos efectos, como valor correspondiente a cada heredero o 
legatario el que resulte después del prorrateo entre los mismos de los aumentos de valor 
obtenidos de la comprobación a que se refiere el apartado 1 anterior.

Artículo 57.  Pago de la legítima viudal con entrega de bienes en pleno dominio.
Cuando en virtud de lo dispuesto en los artículos 839 y 840 del Código Civil se hiciese 

pago al cónyuge sobreviviente de su haber legitimario en forma o concepto distinto del 
usufructo, se girará una liquidación sobre la cantidad coincidente del valor comprobado de 
los bienes o derechos adjudicados y el asignado al usufructo, según las reglas del artículo 
49, sin que haya lugar, en consecuencia, a practicar liquidación alguna por la nuda propiedad 
a los herederos ni, en su día, por extinción del usufructo. Pero cuando el valor de lo 
adjudicado en forma distinta del usufructo fuese menor o mayor de lo que correspondería al 
cónyuge viudo, el exceso o diferencia se liquidará como exceso de adjudicación a cargo del 
heredero o herederos favorecidos en el primer caso, o del cónyuge viudo en el segundo.

Sección sexta: repudiación y renuncia

Artículo 58.  Repudiación y renuncia.
1. En la repudiación o renuncia pura, simple y gratuita de la herencia o legado, los 

beneficiarios de la misma tributarán por la adquisición de la parte repudiada o renunciada 
aplicando siempre el coeficiente que corresponda a la cuantía de su patrimonio preexistente. 
En cuanto al parentesco con el causante, se tendrá en cuenta el del renunciante o el del que 
repudia cuando tenga señalado un coeficiente superior al que correspondería al beneficiario.

Si el beneficiario de la renuncia recibiese directamente otros bienes del causante, sólo se 
aplicará lo dispuesto en el párrafo anterior cuando la suma de las liquidaciones practicadas 
por la adquisición separada de ambos grupos de bienes fuese superior a la girada sobre el 
valor de todos, con aplicación a la cuota íntegra obtenida del coeficiente que corresponda al 
parentesco del beneficiario con el causante.
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2. En los demás casos de renuncia en favor de persona determinada, se exigirá el 
Impuesto al renunciante, sin perjuicio de lo que deba liquidarse, además, por la cesión o 
donación de la parte renunciada.

3. La repudiación o renuncia hecha después de prescrito el Impuesto correspondiente a 
la herencia o legado se reputará a efectos fiscales como donación.

4. Para que la renuncia del cónyuge sobreviviente a los efectos y consecuencias de la 
sociedad de gananciales produzca el efecto de que los bienes renunciados pasen a formar 
parte, a los efectos de la liquidación del Impuesto, del caudal relicto del fallecido será 
necesario que la renuncia, además de reunir los requisitos del apartado 1, se haya realizado 
por escritura pública con anterioridad al fallecimiento del causante. No concurriendo estas 
condiciones se girará liquidación por el concepto de donación del renunciante a favor de los 
que resulten beneficiados por la renuncia.

Sección séptima: casos especiales de donación

Artículo 59.  Donaciones onerosas y remuneratorias.
1. Las donaciones con causa onerosa y las remuneratorias tributarán por tal concepto y 

por su total importe. Si existieran recíprocas prestaciones o se impusiere algún gravamen al 
donatario, tributarán por el mismo concepto solamente por la diferencia, sin perjuicio de la 
tributación que pudiera proceder por las prestaciones concurrentes o por el establecimiento 
de los gravámenes.

2. Las cesiones de bienes a cambio de pensiones vitalicias o temporales, tributarán 
como donación por la parte en que el valor de los bienes exceda al de la pensión, calculados 
ambos en la forma establecida en el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos 
Jurídicos Documentados.

Sección octava: acumulación de donaciones

Artículo 60.  Acumulación de donaciones entre sí.
1. Las donaciones que se otorguen por un mismo donante a un mismo donatario dentro 

del plazo de tres años, a contar desde la fecha de cada una, se considerarán como una sola 
transmisión a los efectos de la liquidación del Impuesto, por lo que la cuota tributaria se 
obtendrá en función de la suma de todas las bases imponibles. Las cuotas satisfechas con 
anterioridad por las donaciones acumuladas serán deducibles de la liquidación que se 
practique como consecuencia de la acumulación.

2. A los efectos del apartado anterior, la acumulación se practicará sumando el valor de 
los bienes o derechos donados en los tres años anteriores a la fecha de la donación actual.

3. El importe a deducir por las cuotas satisfechas por las donaciones acumuladas se 
obtendrá aplicando al valor comprobado en su día para los bienes y derechos donados el 
tipo medio efectivo de gravamen que corresponda a la liquidación practicada a consecuencia 
de la acumulación. El tipo medio efectivo de gravamen se calculará según lo dispuesto en el 
artículo 46, letra b), de este Reglamento.

La deducción prevista en el párrafo anterior sólo procederá cuando por la donación o 
donaciones anteriores que se acumulan se hubiese satisfecho el Impuesto sobre Sucesiones 
y Donaciones.

4. Si la donación o donaciones anteriores se hubieren realizado por ambos cónyuges de 
bienes comunes de la sociedad conyugal y la nueva la realizase uno solo de ellos de sus 
bienes privativos, la acumulación afectará sólo a la parte proporcional del valor de la 
donación anterior imputable al cónyuge nuevamente donante.

5. Las donaciones acumuladas se computarán por el valor comprobado en su día para 
las mismas, aunque hubiese variado en el momento de la acumulación.

Artículo 61.  Acumulación de donaciones a la herencia del donante.
1. En la sucesión que se cause por el donante a favor del donatario serán acumulables a 

la base imponible de la sucesión la de las donaciones realizadas en los cinco años 
anteriores al fallecimiento, considerándose a efectos de determinar la cuota tributaria como 
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una sola adquisición. De la liquidación practicada por la sucesión será deducible, en su caso, 
el importe de lo ingresado por las donaciones acumuladas, procediéndose a la devolución de 
todo o parte de lo ingresado por éstas cuando la suma de sus importes sea superior al de la 
liquidación que se practique por la sucesión y las donaciones acumuladas.

2. A los efectos del apartado anterior, la acumulación se efectuará sumando el valor de 
los bienes o derechos donados en los cinco años anteriores al día del devengo del Impuesto 
correspondiente a la sucesión.

3. El importe a deducir por las cuotas satisfechas con anterioridad por las donaciones 
acumuladas se obtendrá aplicando al valor comprobado en su día para los bienes y 
derechos el tipo medio efectivo de gravamen que, calculado como dispone el artículo 46, 
letra b), de este Reglamento, corresponda a la sucesión. La deducción prevista en el párrafo 
anterior sólo procederá cuando por la donación o donaciones anteriores que se acumulan se 
hubiese satisfecho el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.

4. Si la donación o donaciones anteriores se hubieren realizado por ambos cónyuges de 
bienes comunes de la sociedad conyugal la acumulación afectará sólo a la parte 
proporcional de su valor imputable al causante.

5. Las donaciones acumuladas se computarán por el valor comprobado en su día para 
las mismas, aunque hubiese variado en el momento de la acumulación.

CAPITULO X
Infracciones y sanciones

Artículo 62.  Principio general.
Las infracciones tributarias del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones serán 

calificadas y sancionadas con arreglo a lo dispuesto en la Ley General Tributaria.

TITULO II
Gestión del Impuesto

CAPITULO I
Normas generales

Artículo 63.  Competencia funcional.
La titularidad de la competencia para la gestión y liquidación del Impuesto corresponderá 

a las Delegaciones y Administraciones de Hacienda o, en su caso, a las oficinas con 
análogas funciones de las Comunidades Autónomas que tengan cedida la gestión del tributo.

Artículo 64.  Presentación de documentos y declaraciones.
Los sujetos pasivos deberán presentar ante los órganos competentes de la 

Administración tributaria los documentos a los que se hayan incorporado los actos o 
contratos sujetos o, a falta de incorporación, una declaración escrita sustitutiva en la que 
consten las circunstancias relevantes para la liquidación, para que por aquéllos se proceda a 
su examen, calificación, comprobación y a la práctica de las liquidaciones que procedan, en 
los términos y en los plazos que se señalan en los artículos siguientes.

Los sujetos pasivos podrán optar por presentar una declaración-liquidación, en cuyo 
caso deberán practicar las operaciones necesarias para determinar el importe de la deuda 
tributaria y acompañar el documento o declaración en el que se contenga o se constate el 
hecho imponible.

Artículo 65.  Carácter del presentador del documento.
1. El presentador del documento o de la declaración tributaria, para su liquidación por la 

Administración o para acompañar a la autoliquidación practicada por el sujeto pasivo, tendrá, 
por el solo hecho de la presentación, el carácter de mandatario de los obligados al pago del 
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Impuesto y, por consiguiente, todas las notificaciones que se le hagan, así como las 
diligencias que suscriba, tendrán el mismo valor y producirán iguales efectos que si se 
hubieran entendido con los mismos interesados.

2. En el caso de que el presentador no hubiese recibido el encargo de todos los 
interesados en el documento o declaración deberá hacerlo constar expresamente 
designando a sus mandantes.

En estos casos, el efecto de las notificaciones que se hagan al presentador o de las 
diligencias que éste suscriba, se limitarán a las personas a las que manifieste expresamente 
representar.

3. En los casos del apartado anterior sólo se liquidarán los derechos que hayan de 
satisfacer los mandantes del presentador que deberá acompañar una copia simple literal del 
documento presentado que, previo cotejo, se conservará en la oficina que, una vez 
transcurridos los plazos de presentación, requerirá a los demás interesados para la 
presentación por su parte del documento o declaración en el plazo de los diez días 
siguientes. Presentado el documento o, en otro caso, de oficio, la oficina girará las 
liquidaciones que procedan a cargo de los demás interesados con imposición de las 
sanciones que sean aplicables.

CAPITULO II
Régimen de presentación de documentos

Sección primera: documentos a presentar

Artículo 66.  Contenido del documento y documentación complementaria.
1. Los sujetos pasivos presentarán los documentos, acompañados de copia simple, a la 

Administración tributaria para la práctica de las liquidaciones que procedan en los plazos y 
en las oficinas competentes, con arreglo a las normas de este Reglamento.

2. El documento, que tendrá la consideración de declaración tributaria, deberá contener, 
además de los datos identificativos de transmitente y adquirente y de la designación de un 
domicilio para la práctica de las notificaciones que procedan, una relación detallada de los 
bienes y derechos adquiridos que integren el incremento de patrimonio gravado, con 
expresión del valor real que atribuyen a cada uno, así como de las cargas, deudas y gastos 
cuya deducción se solicite. Tratándose de bienes inmuebles, se consignará su referencia 
catastral.

3. En el caso de no existir documento, se presentará una declaración, extendida en 
papel común, en la que se harán constar todos los datos indicados en el número anterior.

4. Cuando se trate de adquisiciones por causa de muerte, junto con el documento o 
declaración que en la relación de bienes deberá incluir, en su caso, los gananciales del 
matrimonio, se presentarán:

a) Certificaciones de defunción del causante y del Registro General de Actos de Última 
Voluntad.

b) Copia autorizada de las disposiciones testamentarias si las hubiere y, en su defecto, 
testimonio de la declaración de herederos. En el caso de sucesión intestada, si no estuviere 
hecha la declaración judicial de herederos, se presentará una relación de los presuntos con 
expresión de su parentesco con el causante.

c) Un ejemplar de los contratos de seguro concertados por el causante o certificación 
expedida por la Entidad aseguradora en el caso del seguro colectivo, aun cuando hubieran 
sido objeto, con anterioridad, de liquidación parcial.

d) Justificación documental de las cargas, gravámenes, deudas y gastos cuya deducción 
se solicite, de la edad de los causahabientes menores de veintiún años, así como, en su 
caso, de los saldos de cuentas en entidades financieras, del valor teórico de las 
participaciones en el capital de entidades jurídicas cuyos títulos no coticen en Bolsa y del 
título de adquisición por el causante de los bienes inmuebles incluidos en la sucesión.

5. Los sujetos pasivos acompañarán una relación de su patrimonio preexistente en la 
fecha del devengo del Impuesto, valorado con arreglo a las normas del Impuesto sobre el 
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Patrimonio. Esta declaración podrá sustituirse por una copia de la correspondiente a dicho 
Impuesto por el ejercicio anterior al fallecimiento si éste hubiese tenido lugar una vez 
finalizado el plazo establecido para su presentación o, en otro caso, por la del inmediato 
anterior, haciendo, en ambos casos, indicación de las modificaciones que en la misma 
procedan para adaptarla a la situación patrimonial vigente en el momento del devengo del 
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.

Cuando el patrimonio preexistente del sujeto pasivo esté comprendido en el primero o en 
el último tramo de los establecidos en el artículo 44.1 de este Reglamento, bastará con que 
figure su manifestación haciéndolo constar así.

Sección segunda: plazos de presentación, prórroga y suspensión

Artículo 67.  Plazos de presentación.
1. Los documentos o declaraciones se presentarán en los siguientes plazos:
a) Cuando se trate de adquisiciones por causa de muerte, incluidas las de los 

beneficiarios de contratos de seguro de vida, en el de seis meses, contados desde el día del 
fallecimiento del causante o desde aquel en que adquiera firmeza la declaración de 
fallecimiento. El mismo plazo será aplicable a las adquisiciones del usufructo pendientes del 
fallecimiento del usufructuario, aunque la desmembración del dominio se hubiese realizado 
por acto «inter vivos».

b) En los demás supuestos, en el de treinta días hábiles, a contar desde el siguiente a 
aquel en que se cause el acto o contrato.

Artículo 68.  Prórroga de los plazos de presentación.
1. La oficina competente para la recepción de los documentos o declaraciones podrá 

otorgar prórroga para la presentación de los documentos o declaraciones relativos a 
adquisiciones por causa de muerte por un plazo igual al señalado para su presentación.

2. La solicitud de prórroga se presentará por los herederos, albaceas o administradores 
del caudal relicto dentro de los cinco primeros meses del plazo de presentación, 
acompañada de certificación del acta de defunción del causante, y haciendo constar en ella 
el nombre y domicilio de los herederos declarados o presuntos y su grado de parentesco con 
el causante cuando fueren conocidos, la situación y el valor aproximado de los bienes y 
derechos y los motivos en que se fundamenta la solicitud.

3. Transcurrido un mes desde la presentación de la solicitud sin que se hubiese 
notificado acuerdo, se entenderá concedida la prórroga.

4. No se concederá prórroga cuando la solicitud se presente después de transcurridos 
los cinco primeros meses del plazo de presentación.

5. En caso de denegación de la prórroga solicitada, el plazo de presentación se 
entenderá ampliado en los días transcurridos desde el siguiente al de la presentación de la 
solicitud hasta el de notificación del acuerdo denegatorio. Si como consecuencia de esta 
ampliación, la presentación tuviera lugar después de transcurridos seis meses desde el 
devengo del Impuesto, el sujeto pasivo deberá abonar intereses de demora por los días 
transcurridos desde la terminación del plazo de seis meses.

6. La prórroga concedida comenzará a contarse desde que finalice el plazo de seis 
meses establecido en el artículo 67.1, a), y llevará aparejada la obligación de satisfacer el 
interés de demora correspondiente hasta el día en que se presente el documento o la 
declaración.

7. Si finalizado el plazo de prórroga no se hubiesen presentado los documentos, se 
podrá girar liquidación provisional en base a los datos de que disponga la Administración, sin 
perjuicio de las sanciones que procedan.

Artículo 69.  Suspensión de los plazos de presentación.
1. Cuando, en relación a actos o contratos relativos a hechos imponibles gravados por el 

Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, se promueva litigio o juicio voluntario de 
testamentaría, se interrumpirán los plazos establecidos para la presentación de los 
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documentos y declaraciones, empezando a contarse de nuevo desde el día siguiente a aquel 
en que sea firme la resolución definitiva que ponga término al procedimiento judicial.

2. Cuando se promuevan después de haberse presentado en plazo el documento o la 
declaración, la Administración suspenderá la liquidación hasta que sea firme la resolución 
definitiva.

3. Si se promovieran con posterioridad a la expiración del plazo de presentación o del de 
la prórroga que se hubiese concedido sin que el documento o la declaración hubiesen sido 
presentados, la Administración requerirá la presentación pero podrá suspender la liquidación 
hasta que recaiga resolución firme, sin perjuicio de las sanciones que, en su caso, procedan.

4. Si se promovieran después de practicada la liquidación podrá acordarse el 
aplazamiento de pago de conformidad con lo dispuesto en los artículos 84 y 90 de este 
Reglamento.

5. No se considerarán cuestiones litigiosas, a los efectos de la suspensión de plazos a 
que se refieren los apartados anteriores, las diligencias judiciales que tengan por objeto la 
apertura de testamentos o elevación de éstos a escritura pública; la formación de inventarios 
para aceptar la herencia con dicho beneficio o con el de deliberar, el nombramiento de tutor, 
curador o defensor judicial, la prevención del abintestato o del juicio de testamentaría, la 
declaración de herederos cuando no se formule oposición y, en general, las actuaciones de 
jurisdicción voluntaria cuando no adquieran carácter contencioso. Tampoco producirán la 
suspensión la demanda de retracto legal o la del beneficio de justicia gratuita, ni las 
reclamaciones que se dirijan a hacer efectivas deudas contra la testamentaría o abintestato, 
mientras no se prevenga a instancia del acreedor el correspondiente juicio universal.

6. La promoción del juicio voluntario de testamentaría interrumpirá los plazos, que 
empezarán a contarse de nuevo desde el día siguiente al en que quedare firme el auto 
aprobando las operaciones divisorias, o la sentencia que pusiere término al pleito en caso de 
oposición, o bien desde que todos los interesados desistieren del juicio promovido.

7. A los efectos de este artículo se entenderá que la cuestión litigiosa comienza en la 
fecha de presentación de la demanda.

8. A los mismos efectos, se asimilan a las cuestiones litigiosas los procedimientos 
penales que versen sobre la falsedad del testamento o del documento determinante de la 
transmisión.

9. Si las partes litigantes dejaren de instar la continuación del litigio durante un plazo de 
seis meses, la Administración podrá exigir la presentación del documento y practicar la 
liquidación oportuna respecto al acto o contrato litigioso, a reserva de la devolución que 
proceda si al terminar aquél se declarase que no surtió efecto. Si se diere lugar a que los 
Tribunales declaren la caducidad de la instancia que dio origen al litigio, no se reputarán 
suspendidos los plazos y la Administración exigirá las sanciones e intereses de demora 
correspondientes a partir del día siguiente al en que hubieren expirado los plazos 
reglamentarios para la presentación de los documentos. La suspensión del curso de los 
autos, por conformidad de las partes, producirá el efecto de que, a partir de la fecha en que 
la soliciten, comience a correr de nuevo el plazo de presentación interrumpido.

Sección tercera: lugar de presentación de los documentos

Artículo 70.  Competencia territorial.
1. Los documentos o declaraciones se presentarán en las siguientes oficinas:
a) En los supuestos de adquisición de bienes y derechos por causa de muerte, en la 

correspondiente al territorio donde el causante hubiese tenido su residencia habitual.
Si el causante no hubiese tenido residencia habitual en España, en la Delegación de 

Hacienda de Madrid, salvo que concurriendo a la sucesión uno o varios causahabientes con 
residencia habitual en España, se opte por presentarlos, previo acuerdo de los interesados, 
en la oficina que corresponda al territorio donde cualquiera de ellos tenga su residencia 
habitual.

Todos los documentos o declaraciones relativos a una misma sucesión habrán de 
presentarse en la oficina competente a que se refieren los dos párrafos anteriores.
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Si el mismo documento incluyese la adquisición de bienes y derechos procedentes de 
distintas herencias, la presentación se realizará en la oficina competente para liquidar la 
última ocurrida en el tiempo.

b) En los supuestos de adquisición de bienes y derechos por donación o cualquier otro 
negocio jurídico a título gratuito e «inter vivos» equiparable, en la correspondiente al territorio 
donde radiquen los bienes inmuebles transmitidos, cuando el acto tenga por objeto exclusivo 
bienes de tal naturaleza. Si tuviese por objeto exclusivo bienes inmuebles situados fuera de 
España, la presentación se realizará en la Delegación de Hacienda de Madrid.

Si transmitiéndose más de un bien inmueble resultase que están situados en el territorio 
de distintas oficinas, en la del territorio donde radiquen los inmuebles que, según las normas 
del Impuesto sobre el Patrimonio, tengan mayor valor. Si los inmuebles donados fuesen del 
mismo valor, en cualquiera de las oficinas donde esté situado alguno de ellos, previo 
acuerdo de los interesados, de ser varios.

Si la donación o negocio jurídico gratuito e «inter vivos» tuviese por objeto exclusivo 
bienes de otra naturaleza, en la oficina del territorio donde tenga su residencia habitual el 
adquirente. Si existiesen varios adquirentes con distinta residencia, en la oficina del territorio 
donde resida el adquirente de los bienes de mayor valor, según las reglas del Impuesto 
sobre el Patrimonio, y si fuesen del mismo valor, en cualquiera de las oficinas 
correspondientes al territorio donde tengan su residencia habitual los adquirentes, previo 
acuerdo de éstos. Si ninguno de los adquirentes tuviese su residencia habitual en España, 
en la Delegación de Hacienda de Madrid.

Si concurriesen bienes inmuebles con otros de distinta naturaleza, todos situados en 
España, la presentación se hará en la oficina correspondiente al territorio de situación de los 
inmuebles de mayor valor, cuando la suma del de todos los inmuebles sea igual o superior al 
de los demás bienes transmitidos. Cuando el valor de los bienes no inmuebles sea superior 
al de éstos, la presentación se realizará en la oficina donde el adquirente de bienes no 
inmuebles de mayor valor tenga su residencia habitual y si ninguno la tuviere en territorio 
español, en la de situación de los inmuebles cualquiera que sea su valor.

Si concurriesen bienes inmuebles con otros de distinta naturaleza, situados todos o 
algunos de ellos fuera de España, la presentación se efectuará en la oficina que corresponda 
al lugar de situación de los inmuebles, si fuesen éstos los situados en España y, en otro 
caso, en la de residencia del sujeto pasivo, con la misma salvedad establecida para el caso 
de que no tenga residencia habitual en España.

c) Cuando se trate exclusivamente de la percepción de cantidades por los beneficiarios 
de contratos de seguro sobre la vida, los interesados podrán optar por realizar la 
presentación en la oficina correspondiente al territorio donde la entidad aseguradora deba 
proceder al pago.

2. Los documentos comprensivos de transmisiones por causa de muerte y de 
adquisiciones gratuitas «ínter vivos», se presentarán, precisamente, en la oficina que sea 
competente para liquidar la transmisión por causa de muerte.

Artículo 71.  Competencia territorial y atribución de rendimientos.
Cuando de la aplicación de las reglas del artículo anterior resulte atribuida la 

competencia territorial a una oficina integrada en la estructura administrativa de un Ente 
público al que no corresponda el rendimiento del tributo, según las normas establecidas en 
las Leyes de Cesión a las Comunidades Autónomas, se mantendrá la competencia para la 
gestión y liquidación del Impuesto, pero el importe ingresado se transferirá a la Caja del Ente 
público a que corresponda.

Artículo 72.  Unidad de competencia territorial.
1. En ningún caso se reconocerá la competencia territorial de más de una oficina para 

entender del mismo documento o declaración, aun cuando comprenda dos o más actos o 
contratos sujetos al Impuesto. La oficina competente conforme a las reglas del artículo 70 
liquidará todos los actos y contratos a que el documento se refiera, incluso los sujetos al 
Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.
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2. Cuando se practiquen diversas liquidaciones, ya sean provisionales o definitivas, las 
segundas y ulteriores deberán efectuarse, precisamente, en la oficina que hubiese 
practicado la primera.

3. Los documentos o declaraciones relativos a extinción de usufructos, o los que tengan 
por objeto hacer constar el cumplimiento de condiciones, se presentarán en la misma oficina 
que hubiese conocido de los actos o documentos en que se constituyeron o establecieron.

Sección cuarta: cuestiones de competencia

Artículo 73.  Órganos competentes para su resolución.
1. Cuando la oficina donde se presente el documento o declaración se considere 

incompetente para liquidar, remitirá de oficio la documentación a la competente, notificando 
esta circunstancia y el acuerdo declarándose incompetente al presentador.

2. Si se suscitaren cuestiones de competencia, positivas o negativas, serán resueltas:
a) Si se planteasen entre oficinas de una misma Comunidad Autónoma que tenga cedida 

la gestión del tributo, por el órgano competente de aquélla.
b) (Derogado)
c) Si se planteasen entre las Delegaciones de Hacienda de Madrid, Ceuta y Melilla, por 

la Dirección General de Gestión Tributaria del Ministerio de Economía y Hacienda.

Sección quinta: tramitación

Artículo 74.  Tramitación de los documentos presentados.
1. Presentado el documento o declaración en la oficina competente, ésta dará recibo 

haciendo constar la fecha de presentación y el número que le corresponda en el registro de 
presentación de documentos, que deberá llevarse con carácter específico.

2. Tratándose de documentos relativos a adquisiciones «ínter vivos», su tramitación se 
ajustará a las siguientes reglas:

a) Cuando se hubiesen presentado todos los datos y antecedentes necesarios para la 
calificación de los hechos imponibles, siempre que no tenga que practicarse comprobación 
de valores, la oficina procederá con carácter definitivo a girar la liquidación o liquidaciones 
que procedan o a consignar las declaraciones de exención o no sujeción, según 
corresponda.

b) Cuando sea necesaria la aportación de nuevos datos o antecedentes por los 
interesados, se les concederá un plazo de quince días para que puedan acompañarlos. 
Cuando lo hicieren, y si no fuera necesaria la comprobación de valores, se procederá como 
se indica en la letra anterior. Si no se aportasen y sin perjuicio de las sanciones que 
procedan, se podrán girar liquidaciones provisionales en base a los datos ya aportados y a 
los que posea la Administración.

c) Cuando disponiendo de todos los datos y antecedentes necesarios se tuviera que 
practicar comprobación de valores, sobre los obtenidos se practicarán las liquidaciones 
definitivas que procedan, que serán debidamente notificadas al presentador.

d) Cuando para la comprobación de valores se recurriere como medio de comprobación 
al dictamen de Peritos de la Administración, la oficina remitirá a los servicios técnicos 
correspondientes una relación de los bienes y derechos a valorar para que, por personal con 
título adecuado a la naturaleza de los mismos, se emita el dictamen solicitado, que deberá 
estar suficientemente razonado.

3. Tratándose de documentos o declaraciones relativos a adquisiciones por causa de 
muerte, se procederá con arreglo a lo dispuesto en el número anterior, pero la práctica de las 
liquidaciones definitivas exigirá la comprobación completa del caudal hereditario del 
causante a efectos fiscales, debiendo procederse a la integración del declarado con las 
adiciones que resulten de las presunciones de los artículos 25 a 28 de este Reglamento y, 
en su caso, con el ajuar doméstico.
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4. Cualquiera que sea la naturaleza de la adquisición, las liquidaciones que se giren sin 
haber practicado la comprobación definitiva del hecho imponible y de su valoración tendrán 
carácter provisional.

Artículo 75.  Supuesto de herederos desconocidos.
En caso de adquisiciones por causa de muerte, cuando no fueren conocidos los 

herederos, los administradores o poseedores de los bienes hereditarios deberán presentar 
antes del vencimiento de los plazos señalados para ello, los documentos que se exigen para 
practicar liquidación, excepto la relación de herederos, y si estos presentadores no 
justificaren la existencia de una justa causa para suspender la liquidación, se girará 
liquidación provisional a cargo de la representación del causante, aplicándose sobre la cuota 
íntegra obtenida el coeficiente más alto de los que el artículo 44 de este Reglamento 
establece para el grupo IV, sin perjuicio de la devolución que proceda de lo satisfecho de 
más, una vez que aquéllos sean conocidos y esté justificado su parentesco con el causante 
y su patrimonio preexistente.

Artículo 76.  Constancia del carácter de las liquidaciones.
Las liquidaciones se extenderán a nombre de cada contribuyente haciendo constar en 

ellas su carácter de provisionales o definitivas. Del mismo modo, cuando proceda, se hará 
constar la naturaleza de las giradas como parciales, complementarias o caucionales.

Artículo 77.  Liquidaciones complementarias.
Procederá la práctica de liquidaciones complementarias cuando habiéndose girado con 

anterioridad liquidación provisional, la comprobación arroje aumento de valor para la base 
imponible tenida en cuenta en aquélla, o cuando se compruebe la existencia de errores 
materiales que hubiesen dado lugar a una minoración en la cuota ingresada. El mismo 
carácter tendrán las liquidaciones giradas a consecuencia de nuevos datos aportados por la 
acción investigadora de la oficina gestora que deban dar lugar a un incremento en la base de 
la liquidación provisional.

Sección sexta: liquidaciones parciales

Artículo 78.  Liquidaciones parciales a cuenta.
1. Los interesados en sucesiones hereditarias podrán solicitar de la oficina competente, 

dentro de los plazos establecidos para la presentación de documentos o declaraciones que 
se practique liquidación parcial del Impuesto a los solos efectos de cobrar seguros sobre la 
vida, créditos del causante, haberes devengados y no percibidos por el mismo, o retirar 
bienes, valores, efectos o dinero que se hallasen en depósito, o bien en otros supuestos 
análogos en los que, con relación a bienes en distinta situación, existan razones suficientes 
que justifiquen la práctica de liquidación parcial.

2. Para la práctica de las liquidaciones parciales, los interesados deberán presentar en la 
oficina competente un escrito, por duplicado, relacionando los bienes para los que se solicita 
la liquidación parcial, con expresión de su valor y de la situación en que se encuentren, del 
nombre de la persona o Entidad que, en su caso, deba proceder al pago o a la entrega de 
los bienes y del título acreditativo del derecho del solicitante o solicitantes.

3. A la vista de la declaración presentada, la oficina girará liquidación parcial, aplicando 
sobre el valor de los bienes a que la solicitud se refiere, sin reducción alguna, la tarifa del 
Impuesto y el coeficiente multiplicador mínimo correspondiente en función del patrimonio 
preexistente.

4. Ingresado el importe de la liquidación parcial, se entregará al interesado un ejemplar 
del escrito de solicitud presentado con la nota del ingreso. La presentación de este escrito 
acreditará, ante la persona que deba proceder a la entrega o al pago que, fiscalmente, 
queda autorizada la entrega, el pago o la retirada del dinero o de los bienes depositados.

5. Las liquidaciones parciales que se giren con arreglo a lo dispuesto en el presente 
artículo tendrán el carácter de ingresos a cuenta de la liquidación definitiva que proceda por 
la sucesión hereditaria de que se trate.
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Sección séptima: pago del impuesto, aplazamiento y fraccionamiento del pago

Artículo 79.  Notificación de liquidaciones.
Practicadas las liquidaciones que procedan, se notificarán al sujeto pasivo o al 

presentador del documento o declaración con indicación de su carácter y motivación, del 
lugar, plazos y forma de efectuar el ingreso, así como de los recursos que puedan ser 
interpuestos, con indicación de los plazos y órganos ante los que habrán de interponerse.

Artículo 80.  Plazos y forma de pago.
1. El pago de las liquidaciones practicadas por la Administración deberá realizarse en los 

plazos establecidos en el Reglamento General de Recaudación.
2. El pago de la deuda tributaria podrá realizarse mediante la entrega de bienes 

integrantes del Patrimonio Histórico Español que estén inscritos en el Inventario General de 
Bienes Muebles o en el Registro General de Bienes de Interés Cultural.

3. La oficina gestora que hubiese practicado las liquidaciones podrá autorizar, a solicitud 
de los interesados, deducida dentro de los ocho días siguientes al de su notificación, a las 
Entidades financieras para enajenar valores depositados en las mismas a nombre del 
causante y, con cargo a su importe, o al saldo a favor de aquél en cuentas de cualquier tipo, 
librar los correspondientes talones a nombre del Tesoro Público por el exacto importe de las 
citadas liquidaciones.

Artículo 81.  Supuestos generales de aplazamiento y fraccionamiento.
Sin perjuicio de los supuestos especiales de aplazamiento y fraccionamiento de pago, a 

que se refieren los artículos siguientes de esta Sección, en el Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones serán aplicables las normas sobre aplazamiento y fraccionamiento de pago del 
Reglamento General de Recaudación.

Artículo 82.  Aplazamiento por término de hasta un año.
Los órganos competentes para la gestión y liquidación del Impuesto podrán acordar el 

aplazamiento de las liquidaciones giradas por adquisiciones «mortis causa», por término de 
hasta un año, cuando concurran las condiciones siguientes:

a) Que se solicite antes de expirar el plazo reglamentario de pago.
b) Que no exista inventariado entre los bienes del causante efectivo o bienes de fácil 

realización suficientes para el abono de las cuotas liquidadas.
La concesión del aplazamiento implicará la obligación de pagar el interés de demora 

vigente el día que comience su devengo.

Artículo 83.  Fraccionamiento hasta por cinco anualidades.
Los órganos competentes para la gestión y liquidación del Impuesto podrán acordar el 

fraccionamiento de las liquidaciones giradas por adquisiciones «mortis causa», en cinco 
anualidades como máximo, siempre que concurran las siguientes condiciones:

a) Que se solicite antes de expirar el plazo reglamentario de pago.
b) Que no exista inventariado entre los bienes del causante efectivo o bienes de fácil 

realización suficientes para el abono de las cuotas liquidadas.
c) Que se acompañe compromiso de constituir garantía suficiente que cubra el importe 

de la deuda principal e intereses de demora, más un 25 por 100 de la suma de ambas 
partidas. La concesión definitiva del fraccionamiento quedará subordinada a la constitución 
de la garantía.

La concesión del fraccionamiento implicará la obligación de pagar el interés de demora 
vigente el día en que comience su devengo.
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Artículo 84.  Aplazamiento en caso de causahabientes desconocidos.
A solicitud de los administradores o poseedores de los bienes hereditarios, los órganos 

competentes para la gestión y liquidación del Impuesto podrán conceder el aplazamiento de 
las liquidaciones giradas por adquisiciones «mortis causa», hasta que fueren conocidos los 
causahabientes en una sucesión, siempre que concurran las condiciones siguientes:

a) Que se solicite antes de expirar el plazo reglamentario de pago.
b) Que no exista inventariado entre los bienes del causante efectivo o bienes de fácil 

realización suficientes para el abono de las cuotas liquidadas.
c) Que se acompañe compromiso de constituir garantía suficiente que cubra el importe 

de la deuda principal e intereses de demora, más un 25 por 100 de la suma de ambas 
partidas. La concesión definitiva del aplazamiento quedará subordinada a la constitución de 
la garantía.

La concesión del aplazamiento implicará obligación de abonar el interés de demora 
vigente el día en que comience su devengo.

Artículo 85.  Aplazamiento en caso de transmisión de empresas individuales y de la vivienda 
habitual.

1. Los órganos competentes para conceder los aplazamientos y fraccionamientos de 
pago a que se refiere el Reglamento General de Recaudación, y con sujeción al 
procedimiento y a las condiciones que en él se establecen, en cuanto no sean incompatibles 
con lo que en este artículo se dispone, podrán aplazar por tres años, a petición del sujeto 
pasivo, el pago de las liquidaciones giradas como consecuencia de la transmisión por 
herencia, legado o donación de una empresa individual que ejerza una actividad industrial, 
comercial, artesanal, agrícola o profesional.

La solicitud deberá presentarse antes de expirar el plazo reglamentario de ingreso, 
acompañada del compromiso de constituir garantía suficiente que cubra la deuda principal e 
interés legal, más un 25 por 100 de la suma de ambas partidas.

2. Vencido el aplazamiento a que se refiere el apartado anterior, podrán acordar con las 
mismas condiciones y el cumplimiento de idénticos requisitos, el fraccionamiento de pago en 
siete plazos semestrales sucesivos, a partir de la notificación de la concesión del 
fraccionamiento.

La falta de pago de alguno de los pagos fraccionados producirá los efectos establecidos 
en el Reglamento General de Recaudación para dicho supuesto.

3. Lo dispuesto en los números anteriores sobre aplazamiento y fraccionamiento de pago 
será aplicable a las liquidaciones giradas a consecuencia de la transmisión hereditaria de la 
vivienda habitual de una persona, siempre que el adquirente de la misma sea el cónyuge, 
ascendiente, o descendiente de aquél, o bien pariente colateral, mayor de sesenta y cinco 
años, que hubiese convivido con el causante durante los dos años anteriores a su 
fallecimiento.

4. Los aplazamientos y fraccionamientos a que se refieren los números anteriores 
afectarán a la parte proporcional de la deuda tributaria que corresponda al valor comprobado 
de la Empresa o de la vivienda transmitidas en relación con el total caudal hereditario de 
cada uno de los causahabientes.

Artículo 85 bis.  Fraccionamiento de la cuota derivada de las cantidades percibidas en 
forma de renta por contratos de seguro sobre la vida.

1. En los seguros sobre la vida en los que el causante sea, a su vez, el contratante del 
seguro individual o el asegurado en el seguro colectivo y cuyo importe se perciba por los 
beneficiarios en forma de renta, vitalicia o temporal, éstos deberán integrar en la base 
imponible el valor actual de dicha renta.

2. El valor actual de dicha renta se acumulará al resto de bienes y derechos que integran 
la porción hereditaria del beneficiario.

3. El beneficiario podrá solicitar, durante el plazo previsto en el artículo 67.1.a) de este 
Reglamento, el fraccionamiento de la parte de la cuota resultante de aplicar sobre el valor 
actual de la renta, vitalicia o temporal, deducida en su caso la cantidad prevista en el artículo 
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20.2.b) de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones, el tipo medio de gravamen.

Se entenderá por tipo medio de gravamen el derivado de multiplicar por 100 el cociente 
resultante de dividir la cuota tributaria total a ingresar por el contribuyente por el valor total de 
los bienes y derechos que integran su base liquidable. Dicho tipo medio de gravamen se 
expresará con dos decimales.

4. La Administración competente para la exacción del impuesto acordará el 
fraccionamiento en el número de años en que se perciba la renta, si fuera temporal, o en 
quince años si fuera vitalicia, no exigiéndose la constitución de ningún tipo de caución ni 
devengándose intereses de demora.

La Administración competente notificará al contribuyente la resolución de la solicitud en 
el plazo de tres meses, si transcurrido dicho plazo no se ha notificado resolución expresa, la 
solicitud se considerará estimada. Sólo podrá desestimarse la solicitud si ésta está 
incompleta o no cumple con los requisitos fijados en la norma.

5. El importe del ingreso anual correspondiente al pago fraccionado resultará de dividir la 
cuota que se fracciona entre el número de años en que se perciba la renta si fuera temporal, 
o entre quince si fuera vitalicia.

El pago anual fraccionado se ingresará en los plazos que figuren en la resolución de 
concesión del fraccionamiento, dentro del mes de enero siguiente a la percepción íntegra de 
cada anualidad de renta.

6. En el supuesto en que se ejercite el derecho de rescate, la totalidad de los pagos 
fraccionados pendientes deberán ingresarse durante los treinta días siguientes a tal ejercicio.

7. En el supuesto en que se produzca la extinción de la renta, sólo resultará exigible el 
pago fraccionado pendiente que corresponda a la anualidad de renta efectivamente 
percibida y pendiente de ingreso.

8. La responsabilidad subsidiaria de las entidades de seguros se extingue en relación 
con el primer pago fraccionado cuando el beneficiario acredite la obtención, en forma 
expresa o por silencio, del fraccionamiento regulado en el presente precepto.

El mantenimiento de la extinción de la responsabilidad exige la acreditación por el 
contribuyente ante la entidad de seguros del ingreso del pago fraccionado correspondiente a 
cada anualidad de renta.

En el supuesto del ejercicio del derecho de rescate, las entidades de seguros podrán 
exigir la presentación de certificación expedida por la Administración tributaria sobre el 
importe del impuesto pendiente de pago, a los efectos de conocer la cuantía de su 
responsabilidad subsidiaria y, en su caso, poder entregar a los beneficiarios cheque bancario 
expedido a nombre de la Administración acreedora del impuesto, de acuerdo con lo previsto 
en el artículo 8.1.b) de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones.

CAPITULO III
Autoliquidación

Sección primera: requisitos y presentación

Artículo 86.  Régimen de autoliquidación: Requisitos.
1. La opción de los sujetos pasivos por el régimen de autoliquidación exigirá que en las 

declaraciones-liquidaciones se incluya el valor de la totalidad de los bienes y derechos 
transmitidos y que, tratándose de adquisiciones por causa de muerte, incluidas las 
realizadas por los beneficiarios de contratos de seguro de vida para caso de muerte del 
asegurado, todos los adquirentes interesados en la sucesión o el seguro estén incluidos en 
el mismo documento o declaración y exista la conformidad de todos.

El importe ingresado por una autoliquidación que no reúna los requisitos exigidos en el 
párrafo anterior tendrá el carácter de mero ingreso a cuenta, pero no dará lugar a que la 
oficina gestora dé cumplimiento a lo establecido en el artículo 87, apartados 3 y 4 de este 
Reglamento.

CÓDIGO DE DERECHO MATRIMONIAL

§ 39  Reglamento del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones

– 424 –



2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, se admitirá la autoliquidación parcial 
referida a una parte de los bienes y derechos en aquellos supuestos en los que, según el 
artículo 78 de este Reglamento, se admite la práctica de liquidación parcial a cuenta.

Artículo 87.  Presentación e ingreso de autoliquidaciones.
1. Los sujetos pasivos que opten por determinar el importe de sus deudas tributarias 

mediante autoliquidación deberán presentarla en el modelo de impreso de declaración-
liquidación especialmente habilitado al efecto, procediendo a ingresar su importe dentro de 
los plazos establecidos en el artículo 67 de este Reglamento para la presentación de 
documentos o declaraciones o en el de prórroga del artículo 68, en la entidad de depósito 
que presta el servicio de caja en la Administración tributaria competente o en alguna de sus 
entidades colaboradoras.

2. Ingresado el importe de las autoliquidaciones, los sujetos pasivos deberán presentar 
en la oficina gestora, en un sobre único para cada sucesión o donación, el original y copia 
simple del documento notarial, judicial o administrativo o privado en el que conste o se 
relacione el acto o contrato que origine el tributo, con un ejemplar de cada autoliquidación 
practicada.

3. La oficina devolverá al presentador el documento original, con nota estampada en el 
mismo acreditativa del ingreso efectuado y de la presentación de la copia. La misma nota de 
ingreso se hará constar también en la copia, que se conservará en la oficina para el examen 
y calificación del hecho imponible y, si procede, para la rectificación, comprobación y práctica 
de la liquidación o liquidaciones complementarias.

4. En los supuestos en los que de la autoliquidación no resulte cuota tributaria a ingresar, 
su presentación, junto con los documentos, se realizará directamente en la oficina 
competente, que sellará la autoliquidación y extenderá nota en el documento original 
haciendo constar la calificación que proceda, según los interesados, devolviéndolo al 
presentador y conservando la copia simple en la oficina a los efectos señalados en el 
número anterior.

5. Las actuaciones a que se refiere este artículo deberán realizarse en la oficina que 
resulte territorialmente competente según las reglas del artículo 70 de este Reglamento.

Artículo 87 bis.  Regulación de los medios de acreditación de la presentación y pago, en su 
caso, del impuesto, ante la oficina gestora competente, para los contribuyentes que deban 
tributar a la Administración Tributaria del Estado.

A los efectos de lo dispuesto en la normativa reguladora de este impuesto, la 
presentación ante la oficina gestora competente de la autoliquidación junto con los 
documentos que contengan actos o contratos sujetos al Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones, así como, en su caso, el pago de dicho impuesto, o la no sujeción o los 
beneficios fiscales aplicables, se podrán acreditar, además de por los medios previstos en la 
normativa reguladora del mismo, por cualquiera de los siguientes:

a) Certificación expedida a tal efecto por la oficina gestora competente de la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria que contenga todas las menciones y requisitos 
necesarios para identificar el documento notarial, judicial, administrativo o privado que 
contenga o en el que se relacione el acto o contrato que origine el impuesto, acompañada, 
en su caso, de la carta de pago o del correspondiente ejemplar de la autoliquidación.

b) Cualquier otro medio determinado reglamentariamente por el Ministro de Hacienda y 
Función Pública.

Sección segunda: tramitación

Artículo 88.  Tramitación de autoliquidaciones.
1. La tramitación de los documentos y de las declaraciones-liquidaciones presentadas 

por los sujetos pasivos en las oficinas gestoras se acomodará a lo dispuesto para el régimen 
de presentación de documentos en el artículo 74 de este Reglamento, sin otras 
especialidades que las que sean consecuencia de las autoliquidaciones practicadas y, en su 
caso, ingresadas por los interesados. En consecuencia, se procederá por la oficina gestora 
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al examen y calificación de los hechos imponibles consignados en los documentos para girar 
las liquidaciones complementarias que procedan, entre otros casos, como consecuencia de 
errores materiales o de calificación o por la existencia de hechos imponibles no 
autoliquidados por los interesados, así como las que tengan su origen en la comprobación 
de valores, en la adición de bienes o del ajuar doméstico o en el descubrimiento de nuevos 
bienes del causante.

Cuando sea necesaria la aportación de nuevos datos o antecedentes, se concederá un 
plazo de quince días a los interesados para presentarlos en la oficina.

2. Cuando se proceda a la comprobación de valores, se cumplirá lo dispuesto en el 
número 2, letras c) y d), del artículo 74 de este Reglamento.

3. Las liquidaciones giradas por la oficina competente como consecuencia de lo 
establecido en el presente artículo, se notificarán a los sujetos pasivos o al presentador del 
documento con indicación de su carácter y motivación, del lugar, plazos y forma de efectuar 
el ingreso, así como de los recursos que puedan ser interpuestos, con indicación de los 
plazos y órganos ante los que habrán de interponerse.

Sección tercera: autoliquidaciones parciales

Artículo 89.  Autoliquidaciones parciales a cuenta.
1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86.2 de este Reglamento, tratándose 

de adquisiciones por causa de muerte, los sujetos pasivos, previa conformidad de todos en 
caso de ser más de uno, podrán proceder a la práctica de una autoliquidación parcial del 
Impuesto a los solos efectos de cobrar seguros sobre la vida, créditos del causante, haberes 
devengados y no percibidos por el mismo o retirar bienes, valores, efectos o dinero que se 
encuentren en depósito, o bien en otros supuestos análogos en los que con relación a otros 
bienes en distinta situación, existan razones suficientes que justifiquen la práctica de 
autoliquidación parcial.

Los sujetos pasivos que presenten la autoliquidación parcial deberán proceder 
posteriormente a presentar la autoliquidación por la totalidad de los bienes y derechos que 
hayan adquirido, en la forma prevista en los artículos 86 y 87 anteriores.

2. La autoliquidación deberá practicarse aplicando sobre el valor de los bienes a que se 
refiera, sin reducción alguna, la tarifa del Impuesto y los coeficientes multiplicadores mínimos 
correspondientes en función del patrimonio preexistente.

3. Ingresado el importe de la autoliquidación parcial en la forma establecida en el artículo 
87 de este Reglamento, se presentará en la oficina competente un ejemplar del impreso de 
autoliquidación donde conste el ingreso, acompañado de una relación por duplicado en la 
que se describan los bienes a que se refiera, su valor y la situación en que se encuentren, 
así como el nombre de la persona o Entidad que deba proceder al pago o a la entrega de los 
bienes, y del título acreditativo del derecho del solicitante o solicitantes, devolviéndose por la 
oficina uno de los ejemplares de la relación con la nota del ingreso.

4. El ingreso efectuado en virtud de autoliquidación parcial tendrá el carácter de ingreso 
a cuenta de la liquidación definitiva que proceda por la sucesión hereditaria de que se trate.

Sección cuarta: aplazamientos y fraccionamientos

Artículo 90.  Aplazamiento y fraccionamiento de autoliquidaciones.
1. Serán aplicables las normas del Reglamento General de Recaudación para la 

concesión de aplazamientos y fraccionamientos del pago de autoliquidaciones que los 
interesados deban satisfacer por el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.

2. No obstante, si en el régimen de presentación de documentos correspondiese a las 
oficinas gestoras la competencia para acordar el aplazamiento y el fraccionamiento de pago 
y concurren los requisitos establecidos en los artículos 82, 83 y 84 de este Reglamento, los 
interesados podrán solicitar de la oficina competente para admitir la autoliquidación, dentro 
de los cinco primeros meses del plazo establecido, la concesión del beneficio. Si la petición 
fuese denegada, el plazo para el ingreso se entenderá prorrogado en los días transcurridos 
desde el de la presentación de la solicitud hasta el de notificación del acuerdo denegatorio, 
sin perjuicio del abono de los intereses de demora que procedan.
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CAPITULO IV
Obligaciones formales

Artículo 91.  Normas generales.
1. Los órganos judiciales remitirán a los Organismos de la Administración Tributaria de 

su respectiva jurisdicción relación mensual de los fallos ejecutoriados o que tengan el 
carácter de sentencia firme de los que se desprenda la existencia de incrementos de 
patrimonio gravados por el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.

2. Los encargados del Registro Civil remitirán a los mismos Organismos, dentro de la 
primera quincena de cada mes, relación nominal de los fallecidos en el mes anterior y de su 
domicilio.

3. Los Notarios están obligados a facilitar los datos que les reclamen los Organismos de 
la Administración Tributaria acerca de los actos en que hayan intervenido en el ejercicio de 
sus funciones, y a expedir gratuitamente, en el plazo de quince días, las copias que aquéllos 
les pidan de los documentos que autoricen o tengan en su protocolo, salvo cuando se trate 
de los instrumentos públicos a que se refieren los artículos 34 y 35 de la Ley Orgánica del 
Notariado de 28 de mayo de 1862, y los relativos a cuestiones matrimoniales, con excepción 
de los referentes al régimen económico de la sociedad conyugal.

Asimismo, estarán obligados a remitir, dentro de la primera quincena de cada trimestre, 
relación o índice comprensivo de todos los documentos autorizados en el trimestre anterior 
que se refieran a actos o contratos que pudieran dar lugar a los incrementos patrimoniales 
que constituyen el hecho imponible del Impuesto. También están obligados a remitir, dentro 
del mismo plazo, relación de los documentos privados con el contenido indicado que les 
hayan sido presentados para su conocimiento o legitimación de firmas.

Los Cónsules cumplimentarán la obligación impuesta en este apartado remitiendo los 
índices o relaciones a la Dirección General de Gestión Tributaria del Ministerio de Economía 
y Hacienda.

4. Los órganos judiciales, intermediarios financieros, asociaciones, fundaciones, 
sociedades, funcionarios y particulares o cualesquiera otras Entidades públicas o privadas, 
no acordarán entregas de bienes a personas distintas de su titular sin que se acredite 
previamente el pago del Impuesto o su exención, a menos que la Administración lo autorice.

5. Las entidades de seguros no podrán efectuar la liquidación y pago de los concertados 
sobre la vida de una persona, a menos que se justifique haber presentado a liquidación la 
documentación correspondiente o, en su caso, el ingreso de la autoliquidación practicada.

6. El incumplimiento de las obligaciones establecidas en los números anteriores se 
sancionará de acuerdo con lo dispuesto en la Ley General Tributaria.

No obstante, cuando se trate de órganos jurisdiccionales, la autoridad competente del 
Ministerio de Economía y Hacienda pondrá los hechos en conocimiento del Consejo General 
del Poder Judicial, por conducto del Ministerio Fiscal, a los efectos pertinentes.

TITULO III
Procedimientos especiales

CAPITULO I
Procedimiento sobre presunciones de hechos imponibles

Artículo 92.  Procedimiento.
Cuando la Administración tenga conocimiento de alguno de los hechos a que se refiere 

el artículo 15 de este Reglamento, en los que se fundamentan las presunciones sobre la 
posible existencia de incrementos de patrimonio sujetos al Impuesto, sin haber sido objeto 
de declaración en los plazos establecidos para la presentación de documentos, lo pondrá en 
conocimiento de los interesados por medio de la oficina que fuese la competente para 
practicar la liquidación, para que aquéllos manifiesten su conformidad o disconformidad con 
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la existencia del hecho imponible, formulando cuantas alegaciones tengan por conveniente 
en plazo de quince días, con aportación de las pruebas o documentos pertinentes.

Transcurrido dicho plazo, la oficina, a la vista del expediente, dictará la resolución que 
proceda, girando, en su caso, las liquidaciones que correspondan a los hechos imponibles 
que estime producidos.

CAPITULO II
Procedimiento para la adición de bienes a la masa hereditaria

Artículo 93.  Procedimiento.
Cuando la oficina competente ante la que se hubiese presentado un documento, 

declaración o declaración-liquidación comprensivo de una adquisición por causa de muerte, 
comprobase la omisión en el inventario de bienes del causante de los que se encuentren en 
alguna de las situaciones a que se refieren los artículos 25 a 28 y 30 de este Reglamento, lo 
pondrá en conocimiento de los interesados, concediéndoles un plazo de quince días para 
que puedan dar su conformidad a su adición al caudal relicto del causante.

Si la adición fuese admitida por los interesados, las liquidaciones que se practiquen 
incluirán en la base imponible el valor de los bienes adicionables, o se procederá a rectificar 
las autoliquidaciones ingresadas por los interesados practicando las complementarias a que 
hubiere lugar, cuando se haya optado por ese procedimiento de declaración.

En el caso de que los interesados, en el plazo concedido, rechazasen la propuesta de 
adición o dejaren transcurrir el mismo sin contestar, sin perjuicio de continuar las actuaciones 
establecidas en este Reglamento para la liquidación del documento o para la comprobación 
de las autoliquidaciones, la oficina procederá a instruir un expediente a efectos de decidir en 
definitiva sobre la adición, concediendo a los interesados un plazo de quince días para 
formular alegaciones y aportar los documentos o pruebas que estimen convenientes a su 
derecho. Transcurrido este plazo se dictará acuerdo sobre la procedencia o no de la adición.

El acuerdo favorable a la adición será recurrible en reposición o en vía económico-
administrativa.

Ultimada la vía administrativa en sentido favorable a la adición, la Administración podrá 
proceder a la rectificación de las liquidaciones provisionales o a practicar las 
complementarias que procedan.

Durante la tramitación del expediente y hasta su ultimación definitiva quedará 
interrumpido el plazo de prescripción de la acción de la Administración para practicar las 
liquidaciones que procedan.

CAPITULO III
Procedimiento para la deducción de deudas del causante puestas de 

manifiesto con posterioridad al ingreso del impuesto

Artículo 94.  Procedimiento.
El procedimiento para la deducción de las deudas del causante que se pongan de 

manifiesto con posterioridad al ingreso de las liquidaciones giradas por la Administración o 
de las autoliquidaciones practicadas por los interesados, se ajustará a las siguientes reglas:

1.ª La deducción se hará efectiva mediante la devolución, sin intereses de demora, de la 
porción de Impuesto que corresponda al importe de la deuda no deducida, entendiéndose 
por tal la diferencia que exista entre la cantidad ingresada y la que se hubiese ingresado si al 
practicar la liquidación o la autoliquidación se hubiese deducido el importe de la deuda.

2.ª Los interesados presentarán un escrito ante la oficina que hubiese practicado la 
liquidación o tramitado la autoliquidación, solicitando la rectificación correspondiente, 
acompañado de los documentos acreditativos de la existencia de la deuda o del pago de la 
misma realizado con posterioridad al ingreso.

3.ª Si la oficina estimase acreditada fehacientemente la existencia o el pago de la deuda, 
propondrá al órgano competente la adopción de acuerdo reconociendo el derecho a la 
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devolución de la porción de impuesto a que se refiere la regla primera. En caso contrario, 
propondrá acuerdo denegatorio que se notificará a los interesados con expresión de los 
recursos procedentes contra el mismo.

4.ª Lo dispuesto en este artículo no será aplicable cuando hubiesen transcurrido cinco 
años desde la fecha de expiración del plazo de presentación a liquidación del documento, 
declaración o declaración-liquidación o cuando se trate de liquidaciones administrativas 
firmes de carácter definitivo.

CAPITULO IV
Procedimiento para la deducción de deudas del donante satisfechas por el 

donatario

Artículo 95.  Procedimiento.
El procedimiento para la devolución de la porción de Impuesto que corresponda a una 

deuda del donante, garantizada con derecho real que recaiga sobre los bienes que hubiesen 
sido donados por el mismo, cuando haya sido pagada por el donatario después de ingresado 
el Impuesto correspondiente a la donación, se ajustará a las reglas siguientes:

1.ª Se entenderá como porción de Impuesto correspondiente a la deuda pagada y no 
deducida en la base imponible de la donación, la diferencia entre la cantidad ingresada y la 
que se hubiese ingresado si al practicar la liquidación o autoliquidación se hubiese deducido 
el importe de la deuda.

2.ª El interesado deberá solicitar la rectificación mediante escrito presentado dentro del 
plazo de cinco años, contado desde el día en que hubiese finalizado el plazo reglamentario 
para presentar el correspondiente documento, declaración o declaración-liquidación, en la 
oficina que hubiese practicado la liquidación o tramitado la autoliquidación, acompañando los 
documentos que acrediten el pago de la deuda por su cuenta.

3.ª Si la oficina estimase acreditado fehacientemente el pago de la deuda por el 
donatario, propondrá al órgano competente la adopción de acuerdo reconociendo el derecho 
a la devolución, que no incluirá intereses de demora. En otro caso, la propuesta será 
denegatoria de la devolución y el correspondiente acuerdo se notificará al interesado con 
expresión de los recursos procedentes contra el mismo.

CAPITULO V
Procedimiento para el ejercicio del derecho de adquisición por la 

Administración

Artículo 96.  Procedimiento.
El procedimiento para que la Administración pública pueda ejercitar el derecho de 

adquisición reconocido en el artículo 19 de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto 
sobre Sucesiones y Donaciones, y en el artículo 41 de este Reglamento, se ajustará a las 
reglas siguientes:

1.ª El órgano u oficina que haya practicado liquidaciones definitivas por el Impuesto 
sobre Sucesiones y Donaciones, remitirá al Delegado de Hacienda o al órgano 
correspondiente de las Comunidades Autónomas, dentro del mes siguiente a la fecha en que 
hubiesen ganado firmeza, relación por duplicado de los documentos o declaraciones 
presentados en los que se incluyan bienes o derechos que reúnan las condiciones 
establecidas en el párrafo segundo del artículo 41.1 de este Reglamento para el ejercicio del 
derecho de adquisición por la Administración, con indicación de los bienes concretos 
susceptibles de ser adquiridos y del nombre, domicilio y demás circunstancias personales de 
los adquirentes.

2.ª Dentro del mes siguiente a la recepción de estas relaciones, el Delegado de 
Hacienda o el órgano correspondiente en la Comunidad Autónoma, previo informe del 
Servicio Jurídico, propondrá al Centro directivo encargado de la gestión del impuesto los 
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bienes sobre los que proceda ejercitar el derecho de adquisición, relacionados por orden de 
importancia según su valor comprobado.

3.ª Recibida la propuesta en el Centro directivo, éste recabará informe sobre las 
disponibilidades presupuestarias para atender a los gastos de la adquisición y, a la vista de 
este informe, comunicará al órgano proponente los bienes sobre los que debe ejercitarse el 
derecho de adquisición. Estas actuaciones deberán estar ultimadas de tal modo que la 
comunicación a los Delegados de Hacienda o a los órganos respectivos de las Comunidades 
Autónomas sea realizada dentro del tercer mes siguiente a la fecha en que las liquidaciones 
a que se refiere la regla primera hubiesen quedado firmes.

4.ª Recibida la comunicación por el Delegado de Hacienda u órgano correspondiente de 
la Comunidad Autónoma, lo comunicará a los interesados, concediéndoles el plazo de un 
mes para formular las alegaciones que estimen convenientes a su derecho. Al mismo 
tiempo, dará traslado a los Registros de la Propiedad, Mercantil o de la Propiedad Industrial 
para que hagan constar, mediante nota, que el bien o derecho se encuentra sometido al 
ejercicio del derecho de adquisición por la Administración. Ultimado el expediente, se elevará 
de nuevo al Centro directivo que, a la vista de las actuaciones practicadas, propondrá al 
Ministerio de Economía y Hacienda, o al órgano correspondiente de la Comunidad 
Autónoma, la resolución que deba dictarse.

La nota de afección a que se refiere el párrafo anterior caducará a los dos años de su 
fecha.

5.ª La Orden del Ministerio de Economía y Hacienda, o la resolución del órgano 
equivalente de la Comunidad Autónoma, se notificará a los interesados y será susceptible de 
impugnación en la vía contencioso-administrativa, previa interposición del recurso de 
reposición a que se refiere la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

CAPITULO VI
Procedimiento para la devolución del Impuesto correspondiente a bienes sobre 

los que la Administración haya ejercitado el derecho de adquisición

Artículo 97.  Procedimiento.
El procedimiento para la devolución de la porción de Impuesto que corresponda a bienes 

o derechos sobre los que la Administración hubiese ejercitado el derecho de adquisición 
establecido en el artículo 41 de este Reglamento, se ajustará a las reglas siguientes:

1.ª Se entenderá como porción de Impuesto a devolver la diferencia entre la cantidad 
ingresada y la que se hubiese ingresado si en la base tenida en cuenta para la liquidación se 
hubiese computado para el bien adquirido el valor declarado por el interesado en lugar del 
comprobado.

2.ª El expediente se tramitará de oficio por la Administración una vez que hubiese 
adquirido firmeza el acuerdo sobre el ejercicio del derecho de adquisición, siendo 
competente la oficina que hubiese girado la liquidación. La tramitación del expediente se 
comunicará a los interesados a efectos de que puedan personarse en el mismo y formular 
las alegaciones y aportar los documentos que estimen convenientes a su derecho.

TITULO IV
Tasación pericial contradictoria

Artículo 98.  Tasación pericial contradictoria.
En corrección del resultado obtenido en la comprobación de valores los interesados 

podrán promover la práctica de la tasación pericial contradictoria con arreglo a las siguientes 
reglas:

1.ª La solicitud de tasación pericial contradictoria deberá presentarse dentro del plazo de 
la primera reclamación que proceda contra la liquidación efectuada sobre la base de los 
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valores comprobados administrativamente. La presentación determinará la suspensión del 
ingreso de la liquidación practicada y de los plazos de reclamación contra la misma.

2.ª En el caso de que no figurase ya en el expediente la valoración motivada de un Perito 
de la Administración, por haberse utilizado para la comprobación del valor un medio distinto 
al «dictamen de Peritos de la Administración» previsto en el artículo 52.1.d), de la Ley 
General Tributaria, la oficina gestora remitirá a los servicios técnicos correspondientes una 
relación de los bienes y derechos a valorar para que, por personal con título adecuado a la 
naturaleza de los mismos, se proceda a la formulación, en el plazo de quince días, de la 
correspondiente hoja de aprecio por duplicado en la que deberá constar no sólo el resultado 
de la valoración realizada sino también los fundamentos tenidos en cuenta para el avalúo.

3.ª Recibida por la oficina competente la valoración del Perito de la Administración, o la 
que ya figure en el expediente por haber utilizado la oficina gestora como medio de 
comprobación el de «dictamen de Peritos de la Administración», se trasladará a los 
interesados, concediéndoles un plazo de quince días para que puedan proceder al 
nombramiento de un Perito, que deberá tener título adecuado a la naturaleza de los bienes y 
derechos a valorar. Designado el Perito por el contribuyente se le entregará la relación de 
bienes y derechos concediéndole un nuevo plazo de quince días para formular la hoja de 
aprecio, que deberá estar fundamentada.

4.ª Transcurrido el plazo de quince días sin hacer la designación de Perito se entenderá 
la conformidad del interesado con el valor comprobado sobre el que se hubiese girado la 
liquidación, dándose por terminado el expediente y procediéndose, en consecuencia, a la 
confirmación de la liquidación inicialmente practicada. En este caso, el sujeto pasivo deberá 
ingresar el importe del Impuesto en el resto del plazo que quedase por transcurrir al tiempo 
de solicitar la tasación, liquidándose los correspondientes intereses de demora.

5.ª Si la tasación del Perito de la Administración no excede en más del 10 por 100 y no 
es superior en 20.000.000 de pesetas a la realizada por el del interesado, servirá de base el 
valor resultante de ésta, si fuese mayor que el valor declarado, o este valor en caso 
contrario, procediéndose a la rectificación de la liquidación inicialmente practicada. La nueva 
liquidación, con los correspondientes intereses de demora, se notificará al sujeto pasivo para 
su ingreso en los plazos establecidos en el Reglamento General de Recaudación.

6.ª Si la tasación del Perito de la Administración excede de los límites indicados en la 
regla anterior, se procederá por el Delegado de Hacienda o por el órgano correspondiente de 
la Comunidad Autónoma, a designar por sorteo público un Perito tercero de entre los 
colegiados o asociados que figuren en las listas remitidas por los Colegios, Asociaciones y 
Corporaciones Profesionales en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 52.2 de la Ley 
General Tributaria o, en su caso, se interesará del Banco de España la designación de una 
sociedad de tasación inscrita en el correspondiente registro oficial. Realizada la designación 
se remitirá a la persona o entidad designada la relación de bienes y derechos a valorar y 
copia de las hojas de aprecio de los Peritos anteriores, para que en el plazo de quince días 
proceda a confirmar alguna de ellas o realice una nueva valoración que será definitiva.

7.ª En ningún caso podrá servir de base para la liquidación el resultado de la tasación 
pericial si fuese menor que el valor declarado por los interesados.

8.ª A la vista del resultado obtenido de la tasación pericial contradictoria, la oficina 
confirmará o rectificará la liquidación inicial, sin perjuicio de su posible impugnación en 
reposición o en vía económico-administrativa.

En ambos casos se liquidarán los correspondientes intereses de demora.
9.ª Los honorarios del Perito del sujeto pasivo serán satisfechos por éste. Cuando la 

tasación practicada por el tercer Perito fuese superior en un 20 por 100 al valor declarado, 
todos los gastos de la pericia serán abonados por el sujeto pasivo y, por el contrario, caso de 
ser inferior, serán de cuenta de la Administración y, en este caso, el sujeto pasivo tendrá 
derecho a ser reintegrado de los gastos ocasionados por el depósito a que se refiere el 
párrafo siguiente.

El Perito tercero podrá exigir que, previamente al desempeño de su cometido, se haga 
provisión del importe de sus honorarios, lo que se realizará mediante depósito en el Banco 
de España, en el plazo de diez días. La falta de depósito por cualquiera de las partes 
supondrá la aceptación de la valoración realizada por el Perito de la otra, cualquiera que 
fuera la diferencia entre ambas valoraciones.
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Entregada en la Delegación de Hacienda u órgano equivalente de la Comunidad 
Autónoma la valoración por el tercer Perito, se comunicará al interesado y, al mismo tiempo, 
se le concederá un plazo de quince días para justificar el pago de los honorarios a su cargo. 
En su caso, se autorizará la disposición de la provisión de honorarios depositados en el 
Banco de España.

TITULO V
Cierre registral

Artículo 99.  Principio general sobre admisión de documentos.
1. Los documentos que contengan actos o contratos de los que resulte la existencia de 

un incremento de patrimonio adquirido a título lucrativo, no se admitirán ni surtirán efecto en 
oficinas o registros públicos sin que conste en ellos la nota de presentación en la oficina 
competente para practicar la liquidación o la del ingreso de la correspondiente 
autoliquidación o la de declaración de exención o no sujeción consignada en ellos por la 
oficina gestora a la vista de la declaración-liquidación presentada, salvo lo previsto en la 
legislación hipotecaria o autorización expresa de la Administración.

2. Los Juzgados y Tribunales que hubiesen admitido los documentos a que se refiere el 
número anterior sin las notas que en él se indican, remitirán a los órganos de la 
Administración tributaria de su jurisdicción copia autorizada de los mismos, en el plazo de los 
quince días siguientes al de su admisión.

Artículo 100.  Cierre registral.
1. Los Registros de la Propiedad, Mercantiles, y de la Propiedad Industrial, no admitirán 

para su inscripción o anotación ningún documento que contenga acto o contrato del que 
resulte la adquisición de un incremento de patrimonio o título lucrativo, sin que se justifique el 
pago de la liquidación correspondiente por el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones o, en 
su caso, la declaración de exención o no sujeción, o la presentación de aquél ante los 
órganos competentes para su liquidación.

2. A los efectos prevenidos en el número anterior se considerará acreditado el pago del 
Impuesto siempre que el documento lleve la nota justificativa del mismo y se presente 
acompañado de la carta de pago o del correspondiente ejemplar de la autoliquidación 
debidamente sellada por la oficina competente y constando en ella el pago del tributo o la 
alegación de no sujeción o de los beneficios fiscales aplicables.

3. Cuando se encontrare pendiente de liquidación, provisional o definitiva, el documento 
o la declaración presentada en la oficina competente y en los casos de autoliquidación, el 
Registrador hará constar, mediante nota al margen de la inscripción, que el bien o derecho 
transmitido queda afecto al pago de la liquidación o liquidaciones que proceda practicar. 
Cuando exista liquidación provisional o se haya realizado algún ingreso por la 
autoliquidación se expresará el importe satisfecho.

4. La nota se extenderá de oficio, quedando sin efecto y debiendo ser cancelada cuando 
se presente la carta de pago de las liquidaciones cuyo pago garantizaba o se justifique 
fehacientemente de cualquier otra manera el ingreso de las mismas y, en todo caso, 
transcurridos cinco años desde su fecha.

Disposición adicional primera.  
Las Comunidades Autónomas que se hayan hecho cargo por delegación del Estado de 

la gestión y liquidación del Impuesto General sobre las Sucesiones podrán, dentro del marco 
de sus atribuciones, encomendar a las oficinas liquidadoras de Partido a cargo de 
Registradores de la Propiedad funciones en la gestión y liquidación del Impuesto sobre 
Sucesiones y Donaciones.
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Disposición adicional segunda.  
El artículo 62 del Reglamento del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos 

Jurídicos Documentados, aprobado por Real Decreto 3494/1981, de 29 de diciembre, 
quedará redactado en los siguientes términos:

«Artículo 62.  
En corrección del resultado obtenido en la comprobación de valores los 

interesados podrán promover la práctica de la tasación pericial contradictoria con 
arreglo a las siguientes reglas:

1.ª La solicitud de tasación pericial contradictoria deberá presentarse dentro del 
plazo de los quince días siguientes al de notificación del acuerdo aprobatorio del 
resultado del expediente de comprobación de valores.

2.ª En el caso de que no figurase ya en el expediente la valoración motivada de 
un Perito de la Administración, por haberse utilizado para la comprobación del valor 
un medio distinto al «dictamen de Peritos de la Administración» previsto en el artículo 
52.1.d), de la Ley General Tributaria, la oficina gestora remitirá a los servicios 
técnicos correspondientes una relación de los bienes y derechos a valorar para que, 
por personal con título adecuado a la naturaleza de los mismos, se proceda a la 
formulación, en el plazo de quince días, de la correspondiente hoja de aprecio por 
duplicado en que deberá constar no sólo el resultado de la valoración realizada sino 
también los fundamentos tenidos en cuenta para el avalúo.

3.ª Recibida por la oficina competente la valoración del Perito de la 
Administración, o la que ya figure en el expediente por haber utilizado la oficina 
gestora como medio de comprobación el de «dictamen de Peritos de la 
Administración», se trasladará a los interesados, concediéndoles un plazo de quince 
días para que puedan proceder al nombramiento de un Perito, que deberá tener título 
adecuado a la naturaleza de los bienes y derechos a valorar. Designado el Perito por 
el contribuyente se le entregará la relación de bienes y derechos para que en un 
nuevo plazo de quince días formule la hoja de aprecio, que deberá estar 
fundamentada.

4.ª Transcurrido el plazo de quince días sin hacer la designación de Perito se 
entenderá la conformidad del interesado con el valor comprobado, dándose por 
terminado el expediente y procediéndose, en consecuencia, a girar liquidación 
complementaria de la provisionalmente girada por el valor declarado, con los 
correspondientes intereses de demora, que se notificará al sujeto pasivo para su 
ingreso en el plazo establecido en el Reglamento General de Recaudación.

5.ª Si la tasación del Perito de la Administración no excede en más del 10 por 
100 y no es superior en 20.000.000 de pesetas a la realizada por el del interesado, 
servirá de base el valor resultante de ésta, si fuese mayor que el valor declarado, o 
este valor en caso contrario. En el primer supuesto se girará la liquidación 
complementaria que proceda con intereses de demora, procediéndose a su ingreso 
por el sujeto pasivo en los plazos establecidos en el Reglamento General de 
Recaudación.

6.ª Si la tasación del Perito de la Administración excede de los límites indicados 
en la regla anterior, se procederá por el Delegado de Hacienda o por el órgano 
correspondiente de la Comunidad Autónoma, a designar por sorteo público un Perito 
tercero de entre los colegiados o asociados que figuren en las listas remitidas por los 
Colegios, Asociaciones o Corporaciones Profesionales en cumplimiento de lo 
dispuesto en el artículo 52.2 de la Ley General Tributaria o, en su caso, se interesará 
del Banco de España la designación de una sociedad de tasación inscrita en el 
correspondiente registro oficial. Realizada la designación se remitirá a la persona o 
entidad designada la relación de bienes y derechos a valorar y copia de las hojas de 
aprecio de los Peritos anteriores, para que en el plazo de quince días proceda a 
confirmar alguna de ellas o realice una nueva valoración, que será definitiva.

7.ª En ningún caso podrá servir de base para la liquidación el resultado de la 
tasación pericial si fuese menor que el valor declarado por los interesados.
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8.ª A la vista del resultado obtenido de la tasación pericial contradictoria, la 
oficina confirmará la liquidación inicial o girará la complementaria que proceda con 
intereses de demora, sin perjuicio de su posible impugnación en reposición o en vía 
económico-administrativa.

9.ª Los honorarios del Perito del sujeto pasivo serán satisfechos por éste. 
Cuando la tasación practicada por el tercer Perito fuese superior en un 20 por 100 al 
valor declarado, todos los gastos de la pericia serán abonados por el sujeto pasivo y, 
por el contrario, caso de ser inferior, serán de cuenta de la Administración y, en este 
caso, el sujeto pasivo tendrá derecho a ser reintegrado en los gastos ocasionados 
por el depósito a que se refiere el párrafo siguiente.

El Perito tercero podrá exigir que, previamente al desempeño de su cometido, se 
haga provisión del importe de sus honorarios, lo que se realizará mediante depósito 
en el Banco de España, en el plazo de diez días. La falta de depósito por cualquiera 
de las partes supondrá la aceptación de la valoración realizada por el Perito de la 
otra, cualquiera que fuera la diferencia entre ambas valoraciones.

Entregada en la Delegación de Hacienda u órgano equivalente de la Comunidad 
Autónoma la valoración por el tercer Perito, se comunicará al interesado y, al mismo 
tiempo, se le concederá un plazo de quince días para justificar el pago de los 
honorarios a su cargo. En su caso, se autorizará la disposición de la provisión de 
honorarios depositados en el Banco de España.»

Disposición transitoria primera.  
Las oficinas liquidadoras a cargo de Registradores de la Propiedad liquidarán, en el 

ámbito de sus competencias, los documentos o declaraciones presentados en las mismas, a 
efectos de su liquidación por el Impuesto General sobre las Sucesiones, hasta 31 de 
diciembre de 1987, por hechos imponibles que hayan tenido lugar antes de la entrada en 
vigor de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.

Los documentos relativos a donaciones se entenderán presentados a efectos de su 
liquidación por el Impuesto General sobre las Sucesiones, siendo aplicable lo dispuesto en el 
párrafo anterior.

Disposición transitoria segunda.  
Los documentos o declaraciones referentes a hechos imponibles acaecidos antes del 1 

de enero de 1988 se presentarán desde este día en las oficinas que sean las competentes 
con arreglo a las normas de este Reglamento, salvo que, en virtud de los Convenios a que 
se refiere la disposición adicional primera, puedan presentarse en Oficinas Liquidadoras de 
Partido a cargo de Registradores de la Propiedad.

Disposición transitoria tercera.  
La competencia para la gestión y liquidación estará atribuida a los órganos a que se 

refiere el artículo 63 desde el día 1 de enero de 1988, salvo cuando se trate de documentos 
presentados a liquidación con anterioridad, en cuyo caso se seguirá manteniendo la 
competencia de las oficinas en que hubiesen sido presentados hasta su liquidación 
definitiva.

Disposición transitoria cuarta.  
Hasta que no se disponga lo contrario por el Ministerio de Economía y Hacienda, las 

Administraciones de Hacienda limitarán su actuación en la gestión y liquidación del Impuesto 
sobre Sucesiones y Donaciones a la admisión de documentos y declaraciones tributarias, 
que deberán remitir a la Delegación de Hacienda de la que dependan a efectos de su ulterior 
tramitación.

Disposición transitoria quinta.  
No obstante lo dispuesto en los artículos 78 y 89 de este Reglamento, en las 

liquidaciones o autoliquidaciones parciales será admisible la reducción de la base imponible 
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en el importe de los beneficios fiscales a que se refiere la disposición transitoria cuarta de la 
Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.

Disposición transitoria sexta.  
Las referencias que en este Reglamento se contienen al Impuesto sobre el Patrimonio se 

entenderán hechas al Impuesto Extraordinario sobre el Patrimonio de las Personas Físicas 
hasta tanto aquél entre en vigor 106.

Disposición transitoria séptima.  
El plazo de presentación establecido en el artículo 3.1.a), del Real Decreto 422/1988, de 

29 de abril, se aplicará a los hechos imponibles acaecidos a partir del día 5 de mayo de 
1988.

Disposición transitoria octava.  
En la consolidación del pleno dominio que tenga lugar a partir del 1 de enero de 1988 

cuando se hubiese desmembrado como consecuencia de una sucesión o donación causada 
antes de aquella fecha, serán aplicables las reglas del artículo 51.2 de este Reglamento 
pero, en ningún supuesto, se aplicarán las reducciones en la base imponible establecidas en 
el artículo 42.1 del mismo.

Disposición transitoria novena.  
Las donaciones otorgadas con anterioridad al 1 de enero de 1988 serán acumulables a 

los efectos de los artículos 60 y 61 de este Reglamento cuando se hayan otorgado dentro 
del plazo de los tres años a contar desde la fecha de la donación o sucesión a que se 
acumulen, pero en ningún caso habrá lugar a la devolución de cantidades satisfechas por 
liquidaciones firmes practicadas.

Disposición transitoria décima.  
Hasta que por la implantación del procedimiento de autoliquidación como sistema único y 

obligatorio en la gestión del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones sea aplicable el 
régimen sancionador de la Ley General Tributaria, la presentación de los documentos o 
autoliquidaciones fuera de los plazos establecidos en este Reglamento, se sancionará, sin 
perjuicio de los intereses de demora que correspondan, con una multa equivalente al 25 por 
100 de las cuotas, siempre que no hubiera mediado requerimiento de la Administración. 
Mediante éste, la multa será del 50 por 100 de las cuotas, y si por negativa infundada del 
contribuyente a presentar los documentos necesarios fuese preciso practicar la liquidación 
con los elementos que la misma Administración se procure, la multa será igual al importe de 
las cuotas.
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§ 40

Real Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre, por el que se 
aprueba el Texto refundido de la Ley del Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados. 

[Inclusión parcial]

Ministerio de Economía y Hacienda
«BOE» núm. 251, de 20 de octubre de 1993
Última modificación: 6 de noviembre de 2024

Referencia: BOE-A-1993-25359

[ . . . ]
TÍTULO IV

Disposiciones comunes

Beneficios fiscales

Artículo 45.  
Los beneficios fiscales aplicables en cada caso a las tres modalidades de gravamen a 

que se refiere el artículo 1 de la presente Ley serán los siguientes:
I. A) Estarán exentos del impuesto:
a) El Estado y las Administraciones públicas territoriales e institucionales y sus 

establecimientos de beneficencia, cultura, Seguridad Social, docentes o de fines científicos.
Esta exención será igualmente aplicable a aquellas entidades cuyo régimen fiscal haya 

sido equiparado por una Ley al del Estado o al de las Administraciones públicas citadas.
b) Las entidades sin fines lucrativos a que se refiere artículo 2 de la Ley 49/2002, de 23 

de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos 
fiscales al mecenazgo, que se acojan al régimen fiscal especial en la forma prevista en el 
artículo 14 de dicha Ley.

A la autoliquidación en que se aplique la exención se acompañará la documentación que 
acredite el derecho a la exención.

c) Las cajas de ahorro y las fundaciones bancarias, por las adquisiciones directamente 
destinadas a su obra social.

d) La Iglesia Católica y las iglesias, confesiones y comunidades religiosas que tengan 
suscritos acuerdos de cooperación con el Estado español.

e) El Instituto de España y las Reales Academias integradas en el mismo, así como las 
instituciones de las Comunidades Autónomas que tengan fines análogos a los de la Real 
Academia Española.

f) Los partidos políticos con representación parlamentaria.
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g) La Cruz Roja Española y la Organización Nacional de Ciegos Españoles.
h) La Obra Pía de los Santos Lugares.
B) Estarán exentas:
1. Las transmisiones y demás actos y contratos en que la exención resulte concedida por 

Tratados o Convenios Internacionales que hayan pasado a formar parte del ordenamiento 
interno.

2. Las transmisiones que se verifiquen en virtud de retracto legal, cuando el adquirente 
contra el cual se ejercite aquél hubiere satisfecho ya el impuesto.

3. Las aportaciones de bienes y derechos verificados por los cónyuges a la sociedad 
conyugal, las adjudicaciones que a su favor y en pago de las mismas se verifiquen a su 
disolución y las transmisiones que por tal causa se hagan a los cónyuges en pago de su 
haber de gananciales.

4. Las entregas de dinero que constituyan el precio de bienes o se verifiquen en pago de 
servicios personales, de créditos o indemnizaciones. Las actas de entrega de cantidades por 
las entidades financieras, en ejecución de escrituras de préstamo hipotecario, cuyo impuesto 
haya sido debidamente liquidado o declarada la exención procedente.

5. Los anticipos sin interés concedidos por el Estado y las Administraciones Públicas, 
Territoriales e Institucionales.

6. Las transmisiones y demás actos y contratos a que dé lugar la concentración 
parcelaria, las de permuta forzosa de fincas rústicas, las permutas voluntarias autorizadas 
por el Instituto de Reforma y Desarrollo Agrario, así como las de acceso a la propiedad 
derivadas de la legislación de arrendamientos rústicos y las adjudicaciones del Instituto de 
Reforma y Desarrollo Agrario a favor de agricultores en régimen de cultivo personal y directo, 
conforme a su legislación específica.

7. Las transmisiones de terrenos que se realicen como consecuencia de la aportación a 
las Juntas de Compensación por los propietarios de la unidad de ejecución y las 
adjudicaciones de solares que se efectúen a los propietarios citados, por las propias Juntas, 
en proporción a los terrenos incorporados.

Los mismos actos y contratos a que dé lugar la reparcelación en las condiciones 
señaladas en el párrafo anterior.

Esta exención estará condicionada al cumplimiento de todos los requisitos urbanísticos.
8. Los actos relativos a las garantías que presten los tutores en garantía del ejercicio de 

sus cargos.
9. Las transmisiones de valores, admitidos o no a negociación en un mercado 

secundario oficial, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 108 de la Ley 24/1988, de 
28 de julio, del Mercado de Valores.

10. Las operaciones societarias a que se refieren los apartados 1.º, 2.º y 3.º del artículo 
19.2 y el artículo 20.2 anteriores, en su caso, en cuanto al gravamen por las modalidades de 
transmisiones patrimoniales onerosas o de actos jurídicos documentados.

11. La constitución de sociedades, el aumento de capital, las aportaciones que efectúen 
los socios que no supongan aumento de capital y el traslado a España de la sede de 
dirección efectiva o del domicilio social de una sociedad cuando ni una ni otro estuviesen 
previamente situados en un Estado miembro de la Unión Europea.

12.a) La transmisión de terrenos y solares y la cesión del derecho de superficie para la 
construcción de edificios en régimen de viviendas de protección oficial. Los préstamos 
hipotecarios solicitados para la adquisición de aquellos, en cuanto al gravamen de actos 
jurídicos documentados.

b) Las escrituras públicas otorgadas para formalizar actos o contratos relacionados con 
la construcción de edificios en régimen de «viviendas de protección oficial», siempre que se 
hubiera solicitado dicho régimen a la Administración competente en dicha materia.

c) Las escrituras públicas otorgadas para formalizar la primera transmisión de viviendas 
de protección oficial, una vez obtenida la calificación definitiva.

d) La constitución de préstamos hipotecarios para la adquisición exclusiva de viviendas 
de protección oficial y sus anejos inseparables, con el límite máximo del precio de la citada 
vivienda, y siempre que este último no exceda de los precios máximos establecidos para las 
referidas viviendas de protección oficial.
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e) La constitución de sociedades y la ampliación de capital, cuando tengan por exclusivo 
objeto la promoción o construcción de edificios en régimen de protección oficial.

Para el reconocimiento de las exenciones previstas en las letras a) y b) anteriores 
bastará que se consigne en el documento que el contrato se otorga con la finalidad de 
construir viviendas de protección oficial y quedará sin efecto si transcurriesen tres años a 
partir de dicho reconocimiento sin que obtenga la calificación o declaración provisional o 
cuatro años si se trata de terrenos. La exención se entenderá concedida con carácter 
provisional y condicionada al cumplimiento que en cada caso exijan las disposiciones 
vigentes para esta clase de viviendas. En el supuesto de las letras a) y b) de este apartado, 
el cómputo del plazo de prescripción previsto en el artículo 67 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria, comenzará a contarse una vez transcurrido el plazo de tres o 
cuatro años de exención provisional.

Las exenciones previstas en este número se aplicarán también a aquéllas que, con 
protección pública, dimanen de la legislación propia de las Comunidades Autónomas, 
siempre que los parámetros de superficie máxima protegible, precio de la vivienda y límite de 
ingresos de los adquirentes no excedan de los establecidos en la norma estatal para las 
viviendas de protección oficial.

13. Las transmisiones y demás actos y contratos cuando tengan por exclusivo objeto 
salvar la ineficacia de otros actos anteriores por los que se hubiera satisfecho el impuesto y 
estuvieran afectados de vicio que implique inexistencia o nulidad.

14. En las ciudades de Ceuta y Melilla se mantendrán las bonificaciones tributarias 
establecidas en la Ley de 22 de diciembre de 1955.

15. Los depósitos en efectivo y los préstamos, cualquiera que sea la forma en que se 
instrumenten, incluso los representados por pagarés, bonos, obligaciones y títulos análogos. 
La exención se extenderán a la transmisión posterior de los títulos que documenten el 
depósito o el préstamo, así como el gravamen sobre actos jurídicos documentados que 
recae sobre pagarés, bonos, obligaciones y demás títulos análogos emitidos en serie, por 
plazo no superior a dieciocho meses, representativos de capitales ajenos por los que se 
satisfaga una contraprestación por diferencia entre el importe satisfecho en la emisión y el 
comprometido a reembolsar al vencimiento, incluidos los préstamos representados por 
bonos de caja emitidos por los bancos industriales o de negocios.

16. Las transmisiones de edificaciones a las empresas que realicen habitualmente las 
operaciones de arrendamiento financiero a que se refiere la disposición adicional séptima de 
la Ley 26/1988, de 29 de julio, para ser objeto de arrendamiento con opción de compra a 
persona distinta del transmitente, cuando dichas operaciones estén exentas del Impuesto 
sobre el Valor Añadido.

Será requisito imprescindible para poder disfrutar de este beneficio que no existan 
relaciones de vinculación directas o indirectas, conforme a lo previsto en el artículo 16 de la 
Ley 61/1978, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades, entre transmitente, 
adquirente o arrendatario.

17. Las transmisiones de vehículos usados con motor mecánico para circular por 
carretera, cuando el adquirente sea un empresario dedicado habitualmente a la compraventa 
de los mismos y los adquiera para su reventa.

La exención se entenderá concedida con carácter provisional y para elevarse a definitiva 
deberá justificarse la venta del vehículo adquirido dentro del año siguiente a la fecha de su 
adquisición.

18. Las primeras copias de escrituras notariales que documenten la cancelación de 
hipotecas de cualquier clase, en cuanto al gravamen gradual de la modalidad "Actos 
Jurídicos Documentados" que grava los documentos notariales.

19. Las escrituras que contengan quitas o minoraciones de las cuantías de préstamos, 
créditos u otras obligaciones del deudor que se incluyan en los acuerdos de refinanciación o 
en los acuerdos extrajudiciales de pago establecidos en la Ley 22/2003, de 9 de julio, 
Concursal, siempre que, en todos los casos, el sujeto pasivo sea el deudor.

20.1 Las operaciones de constitución y aumento de capital de las sociedades de 
inversión de capital variable reguladas en la Ley de Instituciones de Inversión Colectiva, así 
como las aportaciones no dinerarias a dichas entidades, quedarán exentas en la modalidad 
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de operaciones societarias del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos 
Jurídicos Documentados.

2. Los fondos de inversión de carácter financiero regulados en la ley citada anteriormente 
gozarán de exención en el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados con el mismo alcance establecido en el apartado anterior.

3. Las instituciones de inversión colectiva inmobiliaria reguladas en la Ley citada 
anteriormente que, con el carácter de instituciones de inversión colectiva no financieras, 
tengan por objeto social exclusivo la adquisición y la promoción, incluyendo la compra de 
terrenos, de cualquier tipo de inmueble de naturaleza urbana para su arrendamiento, tendrán 
el mismo régimen de tributación que el previsto en los dos apartados anteriores.

Del mismo modo, dichas instituciones gozarán de una bonificación del 95 por ciento de la 
cuota de este impuesto por la adquisición de viviendas destinadas al arrendamiento y por la 
adquisición de terrenos para la promoción de viviendas destinadas al arrendamiento, 
siempre que, en ambos casos, cumplan los requisitos específicos sobre mantenimiento de 
los inmuebles establecidos en las letras c) y d) del artículo 28.5 del Texto Refundido de la 
Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 
de marzo, salvo que, con carácter excepcional, medie la autorización expresa de la Comisión 
Nacional del Mercado de Valores.

4. Los fondos de titulización hipotecaria, los fondos de titulización de activos financieros, 
y los fondos de capital riesgo estarán exentos de todas las operaciones sujetas a la 
modalidad de operaciones societarias.

21. Las aportaciones a los patrimonios protegidos de las personas con discapacidad 
regulados en la Ley de protección patrimonial de las personas con discapacidad, de 
Modificación del Código Civil, de la Ley de Enjuiciamiento Civil y de la Normativa Tributaria 
con esta finalidad.

22. Las operaciones de constitución y aumento de capital de las Sociedades de Inversión 
en el Mercado Inmobiliario reguladas en la Ley 11/2009, por la que se regulan las 
Sociedades Anónimas Cotizadas de Inversión en el Mercado Inmobiliario, así como las 
aportaciones no dinerarias a dichas sociedades, quedarán exentas en la modalidad de 
operaciones societarias del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados.

Asimismo, gozarán de una bonificación del 95 por ciento de la cuota de este impuesto 
por la adquisición de viviendas destinadas al arrendamiento y por la adquisición de terrenos 
para la promoción de viviendas destinadas al arrendamiento, siempre que, en ambos casos, 
cumplan el requisito específico de mantenimiento establecido en el apartado 3 del artículo 3 
de la Ley 11/2009.

23. Las escrituras de formalización de las novaciones contractuales de préstamos y 
créditos hipotecarios que se produzcan al amparo del Real Decreto-ley 6/2012, de 9 de 
marzo, de medidas urgentes de protección de deudores hipotecarios sin recursos, y del 
nuevo Código de Buenas Prácticas que se introduce con el Real Decreto-ley 19/2022, de 22 
de noviembre, por el que se establece un Código de Buenas Prácticas para aliviar la subida 
de los tipos de interés en préstamos hipotecarios sobre vivienda habitual, se modifica el Real 
Decreto-ley 6/2012, de 9 de marzo, de medidas urgentes de protección de deudores 
hipotecarios sin recursos, y se adoptan otras medidas estructurales para la mejora del 
mercado de préstamos hipotecarios, quedarán exentas de la cuota gradual de documentos 
notariales de la modalidad de actos jurídicos documentados de este Impuesto.

24. Las transmisiones de activos y, en su caso, de pasivos, así como la concesión de 
garantías de cualquier naturaleza, cuando el sujeto pasivo sea la Sociedad de Gestión de 
Activos Procedentes de la Reestructuración Bancaria, regulada en la Disposición adicional 
séptima de la Ley 9/2012, de 14 de noviembre, de reestructuración y resolución de 
Entidades de Crédito, por cualquiera de sus modalidades.

Las transmisiones de activos o, en su caso, pasivos efectuadas por la Sociedad de 
Gestión de Activos Procedentes de la Reestructuración Bancaria a entidades participadas 
directa o indirectamente por dicha Sociedad, en al menos el 50 por ciento del capital, fondos 
propios, resultados o derechos de voto de la entidad participada en el momento 
inmediatamente anterior a la transmisión, o como consecuencia de la misma.
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Las transmisiones de activos y pasivos realizadas por la Sociedad de Gestión de Activos 
Procedentes de la Reestructuración Bancaria, o por las entidades constituidas por esta para 
cumplir con su objeto social, a los Fondos de Activos Bancarios, a que se refiere la 
disposición adicional décima de la citada Ley 9/2012, de 14 de noviembre.

Las transmisiones de activos y pasivos realizadas por los Fondos de Activos Bancarios, 
a otros Fondos de Activos Bancarios.

Las operaciones de reducción del capital y de disolución de la Sociedad de Gestión de 
Activos Procedentes de la Reestructuración Bancaria, de sus sociedades participadas en al 
menos el 50 por ciento del capital, fondos propios, resultados o derechos de voto de la 
entidad participada en el momento inmediatamente anterior a la transmisión, o como 
consecuencia de la misma, y de disminución de su patrimonio o disolución de los Fondos de 
Activos Bancarios.

El tratamiento fiscal previsto en los párrafos anteriores respecto a las operaciones entre 
los Fondos de Activos Bancarios resultará de aplicación, solamente, durante el período de 
tiempo de mantenimiento de la exposición del Fondo de Reestructuración Ordenada 
Bancaria a los citados fondos, previsto en el apartado 10 de la disposición adicional décima 
de esta Ley.

25. Las escrituras de préstamo con garantía hipotecaria en las que el prestatario sea 
alguna de las personas o entidades incluidas en la letra A) anterior.

26. Los arrendamientos de vivienda para uso estable y permanente a los que se refiere 
el artículo 2 de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos.

27. La constitución, disolución y las modificaciones consistentes en aumentos y 
disminuciones de los fondos de pensiones regulados en el texto refundido de la Ley de 
Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1/2002, de 29 de noviembre.

28. Las escrituras de formalización de las novaciones contractuales de préstamos y 
créditos hipotecarios que se produzcan al amparo del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 
marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social 
del COVID-19, quedarán exentas de la cuota gradual de documentos notariales de la 
modalidad de actos jurídicos documentados de este Impuesto, siempre que tengan su 
fundamento en los supuestos regulados en los artículos 7 a 16 del citado real decreto-ley, 
referentes a la moratoria de deuda hipotecaria para la adquisición de vivienda habitual.

29. Las escrituras de formalización de las moratorias previstas en artículo 13.3 del Real 
Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente 
al impacto económico y social del COVID-19, así como en el artículo 24.2 del Real Decreto-
ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en 
el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19, y de las moratorias 
convencionales concedidas al amparo de Acuerdos marco sectoriales adoptados como 
consecuencia de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 previstas en el artículo 7 del 
Real Decreto-ley 19/2020, de 26 de mayo.

30. Las escrituras de formalización de las moratorias de préstamos y créditos 
hipotecarios y de arrendamientos, préstamos, leasing y renting sin garantía hipotecaria que 
se produzcan en aplicación de la moratoria hipotecaria para el sector turístico, regulada en 
los artículos 3 a 9 del Real Decreto-ley 25/2020, de 3 de julio, de medidas urgentes para 
apoyar la reactivación económica y el empleo, y de la moratoria para el sector del transporte 
público de mercancías y discrecional de viajeros en autobús, regulada en los artículos 18 al 
23 del Real Decreto-ley 26/2020 de 7 de julio, de medidas de reactivación económica para 
hacer frente al impacto del COVID-19 en los ámbitos de transportes y vivienda.

31. Cuando exista garantía real inscribible, las escrituras de formalización de la 
extensión de los plazos de vencimiento de las operaciones de financiación que han recibido 
aval público previstos en el artículo 7 del Real Decreto-ley 5/2021, de 12 de marzo, de 
medidas extraordinarias de apoyo a la solvencia empresarial en respuesta a la pandemia de 
la COVID-19, quedarán exentas de la cuota gradual de documentos notariales de la 
modalidad de actos jurídicos documentados de este impuesto.

32. Las escrituras de formalización de las moratorias de préstamos y créditos 
hipotecarios o sin garantía hipotecaria que se produzcan en aplicación de la suspensión de 
las obligaciones de pago de intereses y principal conforme a los artículos 15 a 21 del Real 
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Decreto-ley 20/2021, de 5 de octubre, por el que se adoptan medidas urgentes de apoyo a 
los afectados para la reparación de los daños ocasionados por las erupciones volcánicas y 
para la reconstrucción económica y social de la isla de La Palma.

33. 1. La emisión, transmisión y amortización de los bonos garantizados y 
participaciones hipotecarias y certificados de transmisión de hipoteca regulados en el Real 
Decreto-ley 24/2021, de 2 de noviembre, de transposición de directivas de la Unión Europea 
en las materias de bonos garantizados, distribución transfronteriza de organismos de 
inversión colectiva, datos abiertos y reutilización de la información del sector público, 
ejercicio de derechos de autor y derechos afines aplicables a determinadas transmisiones en 
línea y a las retransmisiones de programas de radio y televisión, exenciones temporales a 
determinadas importaciones y suministros, de personas consumidoras y para la promoción 
de vehículos de transporte por carretera limpios y energéticamente eficientes, así como su 
reembolso.

2. Las transmisiones de activos para constituir el patrimonio separado previsto para el 
caso de concurso de la entidad emisora y la transmisión de préstamos a otra entidad de 
crédito para la financiación conjunta de las emisiones, de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 14 del Real Decreto-ley 24/2021, de 2 de noviembre, de transposición de directivas 
de la Unión Europea en las materias de bonos garantizados, distribución transfronteriza de 
organismos de inversión colectiva, datos abiertos y reutilización de la información del sector 
público, ejercicio de derechos de autor y derechos afines aplicables a determinadas 
transmisiones en línea y a las retransmisiones de programas de radio y televisión, 
exenciones temporales a determinadas importaciones y suministros, de personas 
consumidoras y para la promoción de vehículos de transporte por carretera limpios y 
energéticamente eficientes.

34. Las transmisiones por cualquier título de bienes o derechos efectuadas en pago de 
indemnizaciones, en la cuantía judicialmente reconocida, en beneficio de las hijas, hijos y 
menores o personas incapacitadas sujetas a tutela o guarda y custodia de mujeres fallecidas 
como consecuencia de violencia contra la mujer, en los términos en que se defina por la ley 
o por los instrumentos internacionales ratificados por España.

35. El contrato de aval suscrito con la Sociedad Anónima Estatal de Caución Agraria 
S.M.E.

36. Las escrituras de formalización de las moratorias de préstamos y créditos 
hipotecarios o sin garantía hipotecaria que se produzcan en aplicación de la suspensión de 
las obligaciones de pago de intereses y principal conforme a los artículos 31 a 40 del Real 
Decreto-ley 6/2024, de 5 de noviembre, por el que se adoptan medidas urgentes de 
respuesta ante los daños causados por la Depresión Aislada en Niveles Altos (DANA) en 
diferentes municipios entre el 28 de octubre y el 4 de noviembre de 2024.

C) Con independencia de las exenciones a que se refieren los apartados A) y B) 
anteriores, se aplicarán en sus propios términos y con los requisitos y condiciones en cada 
caso exigidos, los beneficios fiscales que para este impuesto establecen las siguientes 
disposiciones:

1.ª La Ley Orgánica 7/1980, de 5 de julio, de Libertad Religiosa.
2.ª El Real Decreto-ley 12/1980, de 26 de septiembre, sobre actuaciones del Estado en 

materia de Viviendas de Protección Oficial.
3.ª La Ley 55/1980, de 11 de noviembre, de Montes Vecinales en Mano Común.
4.ª La Ley 82/1980, de 30 de diciembre, sobre Conservación de la Energía.
5.ª La Ley 2/1981, de 25 de marzo, de Regulación del Mercado Hipotecario.
6.ª La Ley 49/1981, de 24 de diciembre, del Estatuto de la Explotación Familiar Agraria y 

de los Agricultores Jóvenes.
7.ª La Ley 45/1984, de 17 de diciembre, de Reordenación del Sector Petrolero, con las 

especificaciones introducidas por la Ley 15/1992, de 5 de junio, sobre Medidas Urgentes 
para la Progresiva Adaptación del Sector Petrolero al Marco Comunitario.

8.ª (Derogado).
9.ª La Ley 49/1984, de 26 de diciembre, sobre Explotación Unificada del Sistema 

Eléctrico Nacional, por lo que se refiere a la cancelación de garantías constituidas al amparo 
del apartado 2 de su artículo 6.
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10.ª La Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, de Régimen General Electoral.
11.ª Las operaciones de constitución y aumento de capital de las Entidades de Capital-

Riesgo en los términos establecidos en la Ley Reguladora de las Entidades de Capital-
Riesgo y de sus sociedades gestoras.

12.ª La Ley 15/1986, de 26 de abril, de Sociedades Anónimas Laborales, con la 
modificación introducida por la disposición adicional cuarta de la Ley 29/1991, de 16 de 
diciembre.

13.ª (Derogado).
14.ª La Ley 10/1990, de 15 de octubre, del Deporte.
15.ª La Ley 20/1990, de 19 de diciembre, sobre Régimen Fiscal de las Cooperativas.
16.ª La Ley 12/1991, de 29 de abril, de Agrupaciones de Interés Económico.
17.ª La Ley 19/1992, de 7 de julio, sobre Régimen de Sociedades y Fondos de Inversión 

Inmobiliaria y sobre Fondos de Titulación Hipotecaria.
18.ª La Ley 24/1992, de 10 de noviembre, por la que se aprueba el Acuerdo de 

Cooperación del Estado con la Federación de Entidades Religiosas Evangélicas de España.
19.ª La Ley 25/1992, de 10 de noviembre, por la que se aprueba el Acuerdo de 

Cooperación del Estado con la Federación de Comunidades Israelitas de España.
20.ª La Ley 26/1992, de 10 de noviembre, por la que se aprueba el Acuerdo de 

Cooperación con la Comisión Islámica de España.
21.ª La Ley 31/1992, de 26 de noviembre, de Incentivos Fiscales aplicables a la 

realización del Proyecto Cartuja 93.
22.ª La Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales, para la constitución y 

ampliaciones de capital de las sociedades que creen las Administraciones y entes públicos 
para llevar a cabo la enajenación de acciones representativas de su participación en el 
capital social de sociedades mercantiles.

23ª. Los Fondos de Garantía de Depósitos en establecimientos bancarios, en Cajas de 
Ahorro y en Cooperativas de Crédito continuarán disfrutando en el Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados de la exención establecida en 
el Real Decreto-ley 4/1980, de 28 de marzo, y en el Real Decreto-ley 18/1982, de 24 de 
septiembre, por razón de su constitución, de su funcionamiento y de los actos y operaciones 
que realicen en el cumplimiento de sus fines.

23ª. La Ley 2/1994, de 30 de marzo, sobre subrogación y modificación de préstamos 
hipotecarios.

II. Los beneficios fiscales no se aplicarán, en ningún caso, a las letras de cambio, a los 
documentos que suplan a éstas o realicen función de giro, ni a escrituras, actas o 
testimonios notariales gravados por el artículo 31, apartado primero.

Los beneficios fiscales y exenciones subjetivas concedidos por esta u otras leyes en la 
modalidad de cuota variable de documentos notariales del impuesto sobre actos jurídicos 
documentados no serán aplicables en las operaciones en las que el sujeto pasivo se 
determine en función del párrafo segundo del artículo 29 del Texto Refundido, salvo que se 
dispusiese expresamente otra cosa.

[ . . . ]
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§ 41

Real Decreto 828/1995, de 29 de mayo, por el que se aprueba el 
Reglamento del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos 

Jurídicos Documentados. [Inclusión parcial]

Ministerio de Economía y Hacienda
«BOE» núm. 148, de 22 de junio de 1995

Última modificación: 9 de noviembre de 2018
Referencia: BOE-A-1995-15071

[ . . . ]
TITULO I

Transmisiones patrimoniales

CAPITULO I
Hecho imponible

[ . . . ]
Sección 3.ª Supuestos de no sujeción

[ . . . ]
Artículo 32.  Supuestos especiales.

1. La recuperación del dominio como consecuencia del cumplimiento de una condición 
resolutoria expresa de la compraventa no dará lugar a practicar liquidación por la modalidad 
de «transmisiones patrimoniales onerosas», sin que a estos efectos se precise la existencia 
de una resolución, judicial o administrativa, que así lo declare.

2. Lo dispuesto en el apartado anterior se aplicará igualmente a las transmisiones que se 
produzcan con motivo de la reversión del dominio al expropiado a consecuencia del 
incumplimiento de los fines justificativos de la expropiación.

3. Tampoco motivarán liquidación por la modalidad de «transmisiones patrimoniales 
onerosas» los excesos de adjudicación declarados que resulten de las adjudicaciones de 
bienes que sean efecto patrimonial de la disolución del matrimonio o del cambio de su 
régimen económico, cuando sean consecuencia necesaria de la adjudicación a uno de los 
cónyuges de la vivienda habitual del matrimonio.

[ . . . ]
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CAPITULO III
Base imponible

[ . . . ]
Sección 2.ª Normas especiales

Artículo 41.  Usufructo, uso y habitación.
1. El valor del usufructo temporal se reputará proporcional al valor total de los bienes, en 

razón del 2 por 100 por cada período de un año, sin exceder del 70 por 100.
Para el cómputo del valor del usufructo temporal no se tendrán en cuenta las fracciones 

de tiempo inferiores al año, si bien el usufructo por tiempo inferior a un año se computará en 
el 2 por 100 del valor de los bienes.

2. En los usufructos vitalicios se estimará que el valor es igual al 70 por 100 del valor 
total de los bienes cuando el usufructuario cuente menos de veinte años, minorando, a 
medida que aumenta la edad, en la proporción de un 1 por 100 menos por cada año más 
con el límite mínimo del 10 por 100 del valor total.

3. Si el usufructo constituido a favor de una persona jurídica se estableciera por plazo 
superior a treinta años o por tiempo indeterminado se considerará fiscalmente como 
transmisión de plena propiedad sujeta a condición resolutoria.

4. El valor del derecho de nuda propiedad se computará por la diferencia entre el valor 
del usufructo y el valor total de los bienes. En los usufructos vitalicios que, a su vez, sean 
temporales, la nuda propiedad se valorará aplicando, de las reglas anteriores, aquella que le 
atribuya menor valor.

5. En los usufructos sucesivos el valor de la nuda propiedad se calculará teniendo en 
cuenta el usufructo de mayor porcentaje y a la extinción de este usufructo pagará el nudo 
propietario por el aumento de valor que la nuda propiedad experimente y así sucesivamente 
al extinguirse los demás usufructos. La misma norma se aplicará al usufructo constituido en 
favor de los dos cónyuges simultáneamente, pero sólo se practicará liquidación por 
consolidación del dominio cuando fallezca el último.

6. La renuncia de un usufructo ya aceptado, aunque sea pura y simple, se considerará a 
efectos fiscales como donación del usufructuario al nudo propietario.

7. Si el usufructo se constituye con condición resolutoria distinta de la vida del 
usufructuario se liquidará por las reglas establecidas para los usufructos vitalicios, a reserva 
de que, cumplida la condición, se practique nueva liquidación, conforme a las reglas 
establecidas para el usufructo temporal y se hagan las rectificaciones que procedan en 
beneficio del Tesoro o del interesado.

8. El valor de los derechos reales de uso y habitación será el que resulte de aplicar al 75 
por 100 del valor de los bienes sobre los que fueron impuestos, las reglas correspondientes 
a la valoración de los usufructos temporales o vitalicios, según los casos.

[ . . . ]
TITULO IV

Disposiciones comunes

CAPITULO I
Beneficios fiscales

Artículo 88.  Beneficios generales.
Los beneficios fiscales aplicables en cada caso a las tres modalidades de gravamen a 

que se refiere el artículo 1.1 del presente Reglamento serán los siguientes:
I. Aplicación de beneficios fiscales:
A) Gozarán de exención subjetiva:
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a) El Estado y las Administraciones públicas territoriales e institucionales y sus 
establecimientos de beneficencia, cultura, Seguridad Social, docentes o de fines científicos.

Esta exención será igualmente aplicable a aquellas entidades cuyo régimen fiscal haya 
sido equiparado por una Ley al del Estado o al de las Administraciones públicas citadas.

b) Los establecimientos o fundaciones benéficos o culturales, de previsión social, 
docentes o de fines científicos, de carácter particular, debidamente clasificados, siempre que 
los cargos de patronos o representantes legales de los mismos sean gratuitos y rindan 
cuentas a la Administración.

El beneficio fiscal se concederá o revocará para cada entidad por el Ministerio de 
Economía y Hacienda, de acuerdo con el procedimiento establecido en el artículo 89 de este 
Reglamento. Las Cajas de Ahorro únicamente podrán gozar de esta exención en cuanto a 
las adquisiciones directamente destinadas a sus obras sociales.

c) Las asociaciones declaradas de utilidad pública dedicadas a la protección, asistencia 
o integración social de la infancia, de la juventud, de la tercera edad, de personas con 
minusvalías físicas o psíquicas, marginadas, alcohólicas, toxicómanas o con enfermedades 
en fase terminal con los requisitos establecidos en el párrafo b) anterior.

d) La Cruz Roja Española.
B) Estarán exentas:
1. Las transmisiones y demás actos y contratos en que la exención resulte concedida por 

Tratados o Convenios internacionales que hayan pasado a formar parte del ordenamiento 
interno.

2. Las transmisiones que se verifiquen en virtud de retracto legal, cuando el adquirente 
contra el cual se ejercite aquél hubiere satisfecho ya el impuesto.

3. Las aportaciones de bienes y derechos verificadas por los cónyuges a la sociedad 
conyugal, las adjudicaciones que en su favor y en pago de las mismas se verifiquen a su 
disolución y las transmisiones que por tal causa se hagan a los cónyuges en pago de su 
haber de gananciales.

4. Las entregas de dinero que constituyan el precio de bienes o se verifiquen en pago de 
servicios personales, de créditos o indemnizaciones. Las actas de entrega de cantidades por 
las entidades financieras, en ejecución de escrituras de préstamo hipotecario, cuyo impuesto 
haya sido debidamente liquidado o declarada la exención procedente.

5. Los anticipos sin interés concedidos por el Estado y las Administraciones públicas, 
territoriales e institucionales.

6. Las transmisiones y demás actos y contratos a que dé lugar la concentración 
parcelaria, las de permuta forzosa de fincas rústicas, las permutas voluntarias autorizadas 
por el Instituto de Reforma y Desarrollo Agrario, así como las de acceso a la propiedad 
derivadas de la legislación de arrendamientos rústicos y las adjudicaciones del Instituto de 
Reforma y Desarrollo Agrario a favor de agricultores en régimen de cultivo personal y directo, 
conforme a su legislación específica.

7. Las transmisiones de terrenos que se realicen como consecuencia de la aportación a 
las Juntas de Compensación por los propietarios de la unidad de ejecución y las 
adjudicaciones de solares que se efectúen a los propietarios citados, por las propias Juntas, 
en proporción a los terrenos incorporados.

Los mismos actos y contratos a que dé lugar la reparcelación en las condiciones 
señaladas en el párrafo anterior.

Esta exención estará condicionada al cumplimiento de todos los requisitos urbanísticos.
8. Los actos relativos a las garantías que presten los tutores en garantía del ejercicio de 

sus cargos.
9. Las transmisiones de valores, admitidos o no a negociación en un mercado 

secundario oficial, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 108 de la Ley 24/1988, de 
28 de julio, del Mercado de Valores.

10. Las operaciones societarias a que se refiere el artículo 57 anterior, a las que sea 
aplicable el régimen especial establecido en el título I de la Ley 29/1991, de 16 de diciembre, 
de adecuación de determinados conceptos impositivos a las Directivas y Reglamentos de las 
Comunidades Europeas.
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11. Las operaciones societarias que se produzcan con motivo de las regularizaciones de 
balances, autorizadas por la Administración.

12. La transmisión de solares y la cesión del derecho de superficie para la construcción 
de edificios en régimen de viviendas de protección oficial; las escrituras públicas otorgadas 
para formalizar actos y contratos relacionados con viviendas de protección oficial en cuanto 
al gravamen sobre actos jurídicos documentados; la primera transmisión ínter vivos del 
dominio de las viviendas de protección oficial, siempre que tenga lugar dentro de los seis 
años siguientes a la fecha de su calificación definitiva; los préstamos hipotecarios o no, 
solicitados para su construcción antes de la calificación definitiva; la constitución, ampliación 
de capital, fusión y escisión de sociedades cuando la sociedad resultante de estas 
operaciones tenga por exclusivo objeto la promoción o construcción de edificios en régimen 
de protección oficial.

Para el reconocimiento del beneficio en relación con la transmisión de los solares y la 
cesión del derecho de superficie bastará que se consigne en el documento que el contrato 
se otorga con la finalidad de construir viviendas de protección oficial y quedará sin efecto si 
transcurriesen tres años a partir de dicho reconocimiento sin que obtenga la calificación 
provisional.

La exención se entenderá concedida con carácter provisional y condicionada al 
cumplimiento de los requisitos que en cada caso exijan las disposiciones vigentes para esta 
clase de viviendas.

13. Las transmisiones y demás actos y contratos cuando tengan por exclusivo objeto 
salvar la ineficacia de otros actos anteriores por los que se hubiera satisfecho el impuesto y 
estuvieran afectados de vicio que implique inexistencia o nulidad.

14. En las ciudades de Ceuta y Melilla se mantendrán las bonificaciones tributarias 
establecidas en la Ley de 22 de diciembre de 1955.

15. Los depósitos en efectivo y los préstamos, cualquiera que sea la forma en que se 
instrumenten, incluso los representados por pagarés, bonos, obligaciones y títulos análogos. 
La exención se extenderá a la transmisión posterior de los títulos que documenten el 
depósito o el préstamo, así como al gravamen sobre actos jurídicos documentados que 
recae sobre pagarés, bonos, obligaciones y demás títulos análogos emitidos en serie, por 
plazo no superior a dieciocho meses, representantivos de capitales ajenos por los que se 
satisfaga una contraprestación por diferencia entre el importe satisfecho en la emisión y el 
comprometido a reembolsar al vencimiento.

16. Las transmisiones de edificaciones a las empresas que realicen habitualmente las 
operaciones de arrendamiento financiero a que se refiere la disposición adicional séptima de 
la Ley 26/1988, de 29 de julio, para ser objeto de arrendamiento con opción de compra a 
persona distinta del transmitente, cuando dichas operaciones estén exentas del Impuesto 
sobre el Valor Añadido.

Será requisito imprescindible para poder disfrutar de este beneficio que no existan 
relaciones de vinculación directas o indirectas, conforme a lo previsto en el artículo 16 de la 
Ley 61/1978, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades, entre transmitente, 
adquirente o arrendatario.

17. Las transmisiones de vehículos usados con motor mecánico para circular por 
carretera, cuando el adquirente sea un empresario dedicado habitualmente a la compraventa 
de los mismos y los adquiera para su reventa.

La exención se entenderá concedida con carácter provisional y para elevarse a definitiva 
deberá justificarse la venta del vehículo adquirido dentro del año siguiente a la fecha de su 
adquisición.

18.1 Las operaciones de constitución, aumento de capital, fusión y escisión de las 
sociedades de inversión de capital variable reguladas en la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, 
de instituciones de inversión colectiva, así como las aportaciones no dinerarias a dichas 
entidades, quedarán exentas en la modalidad de operaciones societarias del Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.

2. Los fondos de inversión de carácter financiero regulados en la ley citada anteriormente 
gozarán de exención en el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados con el mismo alcance establecido en el apartado anterior.
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3. Las sociedades y fondos de inversión inmobiliaria regulados en la ley citada 
anteriormente que, con el carácter de instituciones de inversión colectiva no financieras, 
tengan por objeto social exclusivo la inversión en cualquier tipo de inmueble de naturaleza 
urbana para su arrendamiento y, además, las viviendas, las residencias estudiantiles y las 
residencias de la tercera edad, en los términos establecidos en el siguiente apartado 4, 
representen conjuntamente, al menos, el 50 por ciento del total del patrimonio tendrán el 
mismo régimen de tributación previsto en los dos apartados anteriores.

Del mismo modo, dichas instituciones gozarán de una bonificación del 95 por ciento en el 
Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados por la 
adquisición de viviendas destinadas al arrendamiento, sin perjuicio de las condiciones que 
reglamentariamente puedan establecerse.

La aplicación del régimen fiscal previsto en este apartado requerirá que los bienes 
inmuebles que integren el activo de las sociedades y fondos de inversión inmobiliaria no se 
enajenen hasta que no hayan transcurrido tres años desde su adquisición, salvo que, con 
carácter excepcional, medie una autorización expresa de la Comisión Nacional del Mercado 
de Valores.

4. A los efectos de computar el coeficiente del 50 por ciento mínimo de inversión en 
viviendas y en residencias estudiantiles y de la tercera edad que las sociedades y fondos de 
inversión inmobiliaria deben cumplir para disfrutar de las exenciones y de la bonificación 
previstas en el anterior apartado 3, se aplicará lo dispuesto en los apartados 1, 2, 3 y 5 de la 
disposición adicional primera del Reglamento del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por 
el Real Decreto 1777/2004, de 30 de julio.

Las exenciones y la bonificación a las que se refiere el párrafo anterior resultarán 
provisionalmente aplicables a los fondos y sociedades de inversión inmobiliaria de nueva 
creación y estarán condicionadas a que en el plazo de dos años, contados desde su 
inscripción en el correspondiente registro de la Comisión Nacional del Mercado de Valores, 
alcancen el porcentaje de inversión requerido en el anterior apartado 3. Si no llegara a 
cumplirse tal condición, se efectuará el ingreso de todo el impuesto devengado por las 
operaciones realizadas, con sus correspondientes intereses de demora.

C) Con independencia de las exenciones a que se refieren los párrafos A) y B) 
anteriores, se aplicarán en sus propios términos y con los requisitos y condiciones en cada 
caso exigidos, los beneficios fiscales que para este impuesto establecen las siguientes 
disposiciones:

1.ª La Ley Orgánica 7/1980, de 5 de julio, de Libertad Religiosa.
2.ª El Real Decreto-ley 12/1980, de 26 de septiembre, sobre actuaciones del Estado en 

materia de Viviendas de Protección Oficial.
3.ª La Ley 55/1980, de 11 de noviembre, de Montes vecinales en mano común.
4.ª La Ley 82/1980, de 30 de diciembre, sobre Conservación de la Energía.
5.ª La Ley 2/1981, de 25 de marzo, de Regulación del Mercado Hipotecario.
6.ª La Ley 49/1981, de 24 de diciembre, del Estatuto de la explotación familiar agraria y 

de los agricultores jóvenes.
7.ª La Ley 45/1984, de 17 de diciembre, de Reordenación del Sector Petrolero, con las 

especificaciones introducidas por la Ley 15/1992, de 5 de junio, sobre Medidas urgentes 
para la progresiva adaptación del sector petrolero al marco comunitario.

8.ª (Suprimido)
9.ª La Ley 49/1984, de 26 de diciembre, sobre Explotación unificada del sistema eléctrico 

nacional, por lo que se refiere a la cancelación de garantías constituidas al amparo del 
apartado 2 de su artículo 6.

10. La Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, de Régimen General Electoral.
11. El Real Decreto-ley 1/1986, de 14 de marzo, de Medidas urgentes administrativas, 

financieras, fiscales y laborales, con la modificación introducida por la disposición adicional 
cuarta de la Ley 29/1991, de 16 de diciembre.

12. La Ley 15/1986, de 26 de abril, de Sociedades Anónimas Laborales, con la 
modificación introducida por la disposición adicional cuarta de la Ley 29/1991, de 16 de 
diciembre.

13. La Ley 8/1987, de 8 de junio, de Planes y Fondos de Pensiones.
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14. La Ley 10/1990, de 15 de octubre, del Deporte.
15. La Ley 20/1990, de 19 de diciembre, sobre Régimen Fiscal de las Cooperativas.
16. La Ley 12/1991, de 29 de abril, de Agrupaciones de Interés Económico.
17. La Ley 19/1992, de 7 de julio, sobre Régimen de Sociedades y Fondos de Inversión 

Inmobiliaria y sobre Fondos de Titulación Hipotecaria.
18. La Ley 24/1992, de 10 de noviembre, por la que se aprueba el Acuerdo de 

Cooperación del Estado con la Federación de Entidades Religiosas Evangélicas de España.
19. La Ley 25/1992, de 10 de noviembre, por la que se aprueba el Acuerdo de 

Cooperación del Estado con la Federación de Comunidades Israelitas de España.
20. La Ley 26/1992, de 10 de noviembre, por la que se aprueba el Acuerdo de 

Cooperación del Estado con la Comisión Islámica de España.
21. La Ley 31/1992, de 26 de noviembre, de Incentivos fiscales aplicables a la 

realización del Proyecto Cartuja 93.
22. La Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales, para la constitución y 

ampliaciones de capital de las sociedades que creen las Administraciones y entes públicos 
para llevar a cabo la enajenación de acciones representativas de su participación en el 
capital social de sociedades mercantiles.

23. Los Fondos de Garantía de Depósitos en establecimientos bancarios, en Cajas de 
Ahorros y en Cooperativas de Crédito continuarán disfrutando en el Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados de la exención establecida en 
el Real Decreto-ley 4/1980, de 28 de marzo, y en el Real Decreto-ley 18/1982, de 24 de 
septiembre, por razón de su constitución, de su funcionamiento y de los actos y operaciones 
que realicen en el cumplimiento de sus fines.

24. La Ley 1/1994, de 11 de marzo, sobre el Régimen Jurídico de las Sociedades de 
Garantía Recíproca.

25. La Ley 2/1994, de 30 de marzo, sobre Subrogación y modificación de préstamos 
hipotecarios.

26. La Ley 3/1994, de 14 de abril, por la que se adapta la legislación española en materia 
de entidades de crédito a la Segunda Directiva de Coordinación Bancaria y se introducen 
otras modificaciones relativas al sistema financiero.

27. La Ley 19/1994, de 6 de julio, de Modificación del Régimen Económico y Fiscal de 
Canarias.

II. Los beneficios fiscales no se aplicarán, en ningún caso, a las letras de cambio, a los 
documentos que suplan a éstas o realicen función de giro, ni a las escrituras, actas o 
testimonios notariales gravados por el artículo 71.

[ . . . ]
Artículo 102 bis.  Autoliquidación y pago de las operaciones continuadas de adquisición de 
cualquier tipo de bienes muebles a particulares por empresarios y profesionales para su 
incorporación a sus actividades económicas.

Cuando los adquirentes sean empresarios o profesionales que adquieran regularmente a 
particulares cualquier tipo de bienes muebles, para desarrollar su actividad económica, en 
una cantidad superior a 100 adquisiciones mensuales, podrán autoliquidar todas las 
adquisiciones de cada mes completo, siempre que el importe individual de cada adquisición 
no supere 1.000 euros, presentando la documentación correspondiente a todas ellas y 
autoliquidando en un solo impreso, en el plazo de treinta días hábiles a contar desde el 
último día del mes que se liquide, e ingresando la suma de las cuotas correspondientes a 
todas las adquisiciones de dicho mes.

[ . . . ]
Artículo 107 bis.  Regulación de los medios de acreditación de la presentación y pago, en 
su caso, del impuesto, ante la oficina gestora competente, para los contribuyentes que 
deban tributar a la Administración Tributaria del Estado.

A los efectos de lo dispuesto en la normativa reguladora de este impuesto, la 
presentación ante la oficina gestora competente de la autoliquidación junto con los 
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documentos que contengan actos o contratos sujetos al Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, así como, en su caso, el pago de dicho 
impuesto, o la no sujeción o los beneficios fiscales aplicables, se podrán acreditar, además 
de por los medios previstos en su normativa reguladora, por cualquiera de los siguientes:

a) Certificación expedida a tal efecto por la oficina gestora competente de la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria que contenga todas las menciones y requisitos 
necesarios para identificar el documento notarial, judicial, administrativo o privado que 
contenga o en el que se relacione el acto o contrato que origine el impuesto, acompañada, 
en su caso, de la carta de pago o del correspondiente ejemplar de la autoliquidación.

b) Cualquier otro medio determinado reglamentariamente por el Ministro de Hacienda y 
Función Pública.

[ . . . ]
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§ 42

Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 

Locales. [Inclusión parcial]

Ministerio de Hacienda
«BOE» núm. 59, de 9 de marzo de 2004
Última modificación: 23 de enero de 2025

Referencia: BOE-A-2004-4214

[ . . . ]
TÍTULO I

Recursos de las haciendas locales

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Tributos

[ . . . ]
Sección 3.ª Tasas

Subsección 1.ª Hecho imponible

Artículo 20.  Hecho imponible.
1. Las entidades locales, en los términos previstos en esta ley, podrán establecer tasas 

por la utilización privativa o el aprovechamiento especial del dominio público local, así como 
por la prestación de servicios públicos o la realización de actividades administrativas de 
competencia local que se refieran, afecten o beneficien de modo particular a los sujetos 
pasivos.

En todo caso, tendrán la consideración de tasas las prestaciones patrimoniales que 
establezcan las entidades locales por:

A) La utilización privativa o el aprovechamiento especial del dominio público local.
B) La prestación de un servicio público o la realización de una actividad administrativa en 

régimen de derecho público de competencia local que se refiera, afecte o beneficie de modo 
particular al sujeto pasivo, cuando se produzca cualquiera de las circunstancias siguientes:

a) Que no sean de solicitud o recepción voluntaria para los administrados. A estos 
efectos no se considerará voluntaria la solicitud o la recepción por parte de los 
administrados:
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Cuando venga impuesta por disposiciones legales o reglamentarias.
Cuando los bienes, servicios o actividades requeridos sean imprescindibles para la vida 

privada o social del solicitante.
b) Que no se presten o realicen por el sector privado, esté o no establecida su reserva a 

favor del sector público conforme a la normativa vigente.
2. Se entenderá que la actividad administrativa o servicio afecta o se refiere al sujeto 

pasivo cuando haya sido motivado directa o indirectamente por este en razón de que sus 
actuaciones u omisiones obliguen a las entidades locales a realizar de oficio actividades o a 
prestar servicios por razones de seguridad, salubridad, de abastecimiento de la población o 
de orden urbanístico, o cualesquiera otras.

3. Conforme a lo previsto en el apartado 1 anterior, las entidades locales podrán 
establecer tasas por cualquier supuesto de utilización privativa o aprovechamiento especial 
del dominio público local, y en particular por los siguientes:

a) Sacas de arena y de otros materiales de construcción en terrenos de dominio público 
local.

b) Construcción en terrenos de uso público local de pozos de nieve o de cisternas o 
aljibes donde se recojan las aguas pluviales.

c) Balnearios y otros disfrutes de aguas que no consistan en el uso común de las 
públicas.

d) Vertido y desagüe de canalones y otras instalaciones análogas en terrenos de uso 
público local.

e) Ocupación del subsuelo de terrenos de uso público local.
f) Apertura de zanjas, calicatas y calas en terrenos de uso público local, inclusive 

carreteras, caminos y demás vías públicas locales, para la instalación y reparación de 
cañerías, conducciones y otras instalaciones, así como cualquier remoción de pavimento o 
aceras en la vía pública.

g) Ocupación de terrenos de uso público local con mercancías, materiales de 
construcción, escombros, vallas, puntales, asnillas, andamios y otras instalaciones análogas.

h) Entradas de vehículos a través de las aceras y reservas de vía pública para 
aparcamiento exclusivo, parada de vehículos, carga y descarga de mercancías de cualquier 
clase.

i) Instalación de rejas de pisos, lucernarios, respiraderos, puertas de entrada, bocas de 
carga o elementos análogos que ocupen el suelo o subsuelo de toda clase de vías públicas 
locales, para dar luces, ventilación, acceso de personas o entrada de artículos a sótanos o 
semisótanos.

j) Ocupación del vuelo de toda clase de vías públicas locales con elementos 
constructivos cerrados, terrazas, miradores, balcones, marquesinas, toldos, paravientos y 
otras instalaciones semejantes, voladizas sobre la vía pública o que sobresalgan de la línea 
de fachada.

k) Tendidos, tuberías y galerías para las conducciones de energía eléctrica, agua, gas o 
cualquier otro fluido incluidos los postes para líneas, cables, palomillas, cajas de amarre, de 
distribución o de registro, transformadores, rieles, básculas, aparatos para venta automática 
y otros análogos que se establezcan sobre vías públicas u otros terrenos de dominio público 
local o vuelen sobre ellos.

l) Ocupación de terrenos de uso público local con mesas, sillas, tribunas, tablados y otros 
elementos análogos, con finalidad lucrativa.

m) Instalación de quioscos en la vía pública.
n) Instalación de puestos, barracas, casetas de venta, espectáculos, atracciones o 

recreo, situados en terrenos de uso público local así como industrias callejeras y ambulantes 
y rodaje cinematográfico.

ñ) Portadas, escaparates y vitrinas.
o) Rodaje y arrastre de vehículos que no se encuentren gravados por el Impuesto sobre 

Vehículos de Tracción Mecánica.
p) Tránsito de ganados sobre vías públicas o terrenos de dominio público local.
q) Muros de contención o sostenimiento de tierras, edificaciones o cercas, ya sean 

definitivas o provisionales, en vías públicas locales.
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r) Depósitos y aparatos distribuidores de combustible y, en general, de cualquier artículo 
o mercancía, en terrenos de uso público local.

s) Instalación de anuncios ocupando terrenos de dominio público local.
t) Construcción en carreteras, caminos y demás vías públicas locales de atarjeas y pasos 

sobre cunetas y en terraplenes para vehículos de cualquier clase, así como para el paso del 
ganado.

u) Estacionamiento de vehículos de tracción mecánica en las vías de los municipios 
dentro de las zonas que a tal efecto se determinen y con las limitaciones que pudieran 
establecerse.

4. Conforme a lo previsto en el apartado 1 anterior, las entidades locales podrán 
establecer tasas por cualquier supuesto de prestación de servicios o de realización de 
actividades administrativas de competencia local, y en particular por los siguientes:

a) Documentos que expidan o de que entiendan las Administraciones o autoridades 
locales, a instancia de parte.

b) Autorización para utilizar en placas, patentes y otros distintivos análogos el escudo de 
la entidad local.

c) Otorgamiento de licencias o autorizaciones administrativas de autotaxis y demás 
vehículos de alquiler.

d) Guardería rural.
e) Voz pública.
f) Vigilancia especial de los establecimientos que lo soliciten.
g) Servicios de competencia local que especialmente sean motivados por la celebración 

de espectáculos públicos, grandes transportes, pasos de caravana y cualesquiera otras 
actividades que exijan la prestación de dichos servicios especiales.

h) Otorgamiento de las licencias urbanísticas exigidas por la legislación del suelo y 
ordenación urbana o realización de las actividades administrativas de control en los 
supuestos en los que la exigencia de licencia fuera sustituida por la presentación de 
declaración responsable o comunicación previa.

i) Otorgamiento de las licencias de apertura de establecimientos o realización de las 
actividades administrativas de control en los supuestos en los que la exigencia de licencia 
fuera sustituida por la presentación de declaración responsable o comunicación previa.

j) Inspección de vehículos, calderas de vapor, motores, transformadores, ascensores, 
montacargas y otros aparatos e instalaciones análogas de establecimientos industriales y 
comerciales.

k) Servicios de prevención y extinción de incendios, de prevención de ruinas, 
construcciones y derribos, salvamentos y, en general, de protección de personas y bienes, 
comprendiéndose también el mantenimiento del servicio y la cesión del uso de maquinaria y 
equipo adscritos a estos servicios, tales como escalas, cubas, motobombas, barcas, 
etcétera.

l) Servicios de inspección sanitaria así como los de análisis químicos, bacteriológicos y 
cualesquiera otros de naturaleza análoga y, en general, servicios de laboratorios o de 
cualquier otro establecimiento de sanidad e higiene de las entidades locales.

m) Servicios de sanidad preventiva, desinfectación, desinsectación, desratización y 
destrucción de cualquier clase de materias y productos contaminantes o propagadores de 
gérmenes nocivos para la salud pública prestados a domicilio o por encargo.

n) Asistencias y estancias en hospitales, clínicas o sanatorios médicos quirúrgicos, 
psiquiátricos y especiales, dispensarios, centros de recuperación y rehabilitación, 
ambulancias sanitarias y otros servicios análogos, y demás establecimientos benéfico-
asistenciales de las entidades locales, incluso cuando los gastos deban sufragarse por otras 
entidades de cualquier naturaleza.

ñ) Asistencias y estancias en hogares y residencias de ancianos, guarderías infantiles, 
albergues y otros establecimientos de naturaleza análoga.

o) Casas de baños, duchas, piscinas, instalaciones deportivas y otros servicios análogos.
p) Cementerios locales, conducción de cadáveres y otros servicios fúnebres de carácter 

local.
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q) Colocación de tuberías, hilos conductores y cables en postes o en galerías de servicio 
de la titularidad de entidades locales.

r) Servicios de alcantarillado, así como de tratamiento y depuración de aguas residuales, 
incluida la vigilancia especial de alcantarillas particulares.

s) Recogida de residuos sólidos urbanos, tratamiento y eliminación de estos, monda de 
pozos negros y limpieza en calles particulares.

t) Distribución de agua, gas, electricidad y otros abastecimientos públicos incluidos los 
derechos de enganche de líneas y colocación y utilización de contadores e instalaciones 
análogas, cuando tales servicios o suministros sean prestados por entidades locales.

u) Servicio de matadero, lonjas y mercados, así como el acarreo de carnes si hubiera de 
utilizarse de un modo obligatorio ; y servicios de inspección en materia de abastos, incluida 
la utilización de medios de pesar y medir.

v) Enseñanzas especiales en establecimientos docentes de las entidades locales.
w) Visitas a museos, exposiciones, bibliotecas, monumentos históricos o artísticos, 

parques zoológicos u otros centros o lugares análogos.
x) Utilización de columnas, carteles y otras instalaciones locales análogas para la 

exhibición de anuncios.
y) Enarenado de vías públicas a solicitud de los particulares.
z) Realización de actividades singulares de regulación y control del tráfico urbano, 

tendentes a facilitar la circulación de vehículos y distintas a las habituales de señalización y 
ordenación del tráfico por la Policía Municipal.

5. Los Ayuntamientos podrán establecer una tasa para la celebración de los matrimonios 
en forma civil.

6. Las contraprestaciones económicas establecidas coactivamente que se perciban por 
la prestación de los servicios públicos a que se refiere el apartado 4 de este artículo, 
realizada de forma directa mediante personificación privada o mediante gestión indirecta, 
tendrán la condición de prestaciones patrimoniales de carácter público no tributario conforme 
a lo previsto en el artículo 31.3 de la Constitución.

En concreto, tendrán tal consideración aquellas exigidas por la explotación de obras o la 
prestación de servicios, en régimen de concesión, sociedades de economía mixta, entidades 
públicas empresariales, sociedades de capital íntegramente público y demás fórmulas de 
Derecho privado.

Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 103 de la Ley de Contratos del Sector 
Público, las contraprestaciones económicas a que se refiere este apartado se regularán 
mediante ordenanza. Durante el procedimiento de aprobación de dicha ordenanza las 
entidades locales solicitarán informe preceptivo de aquellas Administraciones Públicas a las 
que el ordenamiento jurídico les atribuyera alguna facultad de intervención sobre las mismas.

[ . . . ]
TÍTULO II

Recursos de los municipios

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Tributos propios

[ . . . ]
Sección 3.ª Impuestos

[ . . . ]
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Subsección 6.ª Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza 
Urbana

Artículo 104.  Naturaleza y hecho imponible. Supuestos de no sujeción.
1. El Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana es un 

tributo directo que grava el incremento de valor que experimenten dichos terrenos y se 
ponga de manifiesto a consecuencia de la transmisión de la propiedad de los terrenos por 
cualquier título o de la constitución o transmisión de cualquier derecho real de goce, 
limitativo del dominio, sobre los referidos terrenos.

2. No está sujeto a este impuesto el incremento de valor que experimenten los terrenos 
que tengan la consideración de rústicos a efectos del Impuesto sobre Bienes Inmuebles. En 
consecuencia con ello, está sujeto el incremento de valor que experimenten los terrenos que 
deban tener la consideración de urbanos, a efectos de dicho Impuesto sobre Bienes 
Inmuebles, con independencia de que estén o no contemplados como tales en el Catastro o 
en el padrón de aquél. A los efectos de este impuesto, estará asimismo sujeto a éste el 
incremento de valor que experimenten los terrenos integrados en los bienes inmuebles 
clasificados como de características especiales a efectos del Impuesto sobre Bienes 
Inmuebles.

3. No se producirá la sujeción al impuesto en los supuestos de aportaciones de bienes y 
derechos realizadas por los cónyuges a la sociedad conyugal, adjudicaciones que a su favor 
y en pago de ellas se verifiquen y transmisiones que se hagan a los cónyuges en pago de 
sus haberes comunes.

Tampoco se producirá la sujeción al impuesto en los supuestos de transmisiones de 
bienes inmuebles entre cónyuges o a favor de los hijos, como consecuencia del 
cumplimiento de sentencias en los casos de nulidad, separación o divorcio matrimonial, sea 
cual sea el régimen económico matrimonial. Asimismo, no se producirá la sujeción al 
impuesto en los supuestos de transmisiones de bienes inmuebles a título lucrativo en 
beneficio de las hijas, hijos, menores o personas con discapacidad sujetas a patria potestad, 
tutela o con medidas de apoyo para el adecuado ejercicio de su capacidad jurídica, cuyo 
ejercicio se llevará a cabo por las mujeres fallecidas como consecuencia de violencia contra 
la mujer, en los términos en que se defina por la ley o por los instrumentos internacionales 
ratificados por España, cuando estas transmisiones lucrativas traigan causa del referido 
fallecimiento.

4. No se devengará el impuesto con ocasión de las aportaciones o transmisiones de 
bienes inmuebles efectuadas a la Sociedad de Gestión de Activos Procedentes de la 
Reestructuración Bancaria, S.A. regulada en la disposición adicional séptima de la Ley 
9/2012, de 14 de noviembre, de reestructuración y resolución de entidades de crédito, que 
se le hayan transferido, de acuerdo con lo establecido en el artículo 48 del Real Decreto 
1559/2012, de 15 de noviembre, por el que se establece el régimen jurídico de las 
sociedades de gestión de activos.

No se producirá el devengo del impuesto con ocasión de las aportaciones o 
transmisiones realizadas por la Sociedad de Gestión de Activos Procedentes de la 
Reestructuración Bancaria, S.A., a entidades participadas directa o indirectamente por dicha 
Sociedad en al menos el 50 por ciento del capital, fondos propios, resultados o derechos de 
voto de la entidad participada en el momento inmediatamente anterior a la transmisión, o 
como consecuencia de la misma.

No se devengará el impuesto con ocasión de las aportaciones o transmisiones 
realizadas por la Sociedad de Gestión de Activos Procedentes de la Reestructuración 
Bancaria, S.A., o por las entidades constituidas por esta para cumplir con su objeto social, a 
los fondos de activos bancarios, a que se refiere la disposición adicional décima de la Ley 
9/2012, de 14 de noviembre.

No se devengará el impuesto por las aportaciones o transmisiones que se produzcan 
entre los citados Fondos durante el período de tiempo de mantenimiento de la exposición del 
Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria a los Fondos, previsto en el apartado 10 de 
dicha disposición adicional décima.

En la posterior transmisión de los inmuebles se entenderá que el número de años a lo 
largo de los cuales se ha puesto de manifiesto el incremento de valor de los terrenos no se 
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ha interrumpido por causa de la transmisión derivada de las operaciones previstas en este 
apartado.

5. No se producirá la sujeción al impuesto en las transmisiones de terrenos respecto de 
los cuales se constate la inexistencia de incremento de valor por diferencia entre los valores 
de dichos terrenos en las fechas de transmisión y adquisición.

Para ello, el interesado en acreditar la inexistencia de incremento de valor deberá 
declarar la transmisión, así como aportar los títulos que documenten la transmisión y la 
adquisición, entendiéndose por interesados, a estos efectos, las personas o entidades a que 
se refiere el artículo 106.

Para constatar la inexistencia de incremento de valor, como valor de transmisión o de 
adquisición del terreno se tomará en cada caso el mayor de los siguientes valores, sin que a 
estos efectos puedan computarse los gastos o tributos que graven dichas operaciones: el 
que conste en el título que documente la operación o el comprobado, en su caso, por la 
Administración tributaria.

Cuando se trate de la transmisión de un inmueble en el que haya suelo y construcción, 
se tomará como valor del suelo a estos efectos el que resulte de aplicar la proporción que 
represente en la fecha de devengo del impuesto el valor catastral del terreno respecto del 
valor catastral total y esta proporción se aplicará tanto al valor de transmisión como, en su 
caso, al de adquisición.

Si la adquisición o la transmisión hubiera sido a título lucrativo se aplicarán las reglas de 
los párrafos anteriores tomando, en su caso, por el primero de los dos valores a comparar 
señalados anteriormente, el declarado en el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.

En la posterior transmisión de los inmuebles a los que se refiere este apartado, para el 
cómputo del número de años a lo largo de los cuales se ha puesto de manifiesto el 
incremento de valor de los terrenos, no se tendrá en cuenta el periodo anterior a su 
adquisición. Lo dispuesto en este párrafo no será de aplicación en los supuestos de 
aportaciones o transmisiones de bienes inmuebles que resulten no sujetas en virtud de lo 
dispuesto en el apartado 3 de este artículo o en la disposición adicional segunda de la Ley 
27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades.

Artículo 105.  Exenciones.
1. Estarán exentos de este impuesto los incrementos de valor que se manifiesten como 

consecuencia de los siguientes actos:
a) La constitución y transmisión de derechos de servidumbre.
b) Las transmisiones de bienes que se encuentren dentro del perímetro delimitado como 

Conjunto Histórico-Artístico, o hayan sido declarados individualmente de interés cultural, 
según lo establecido en la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español, 
cuando sus propietarios o titulares de derechos reales acrediten que han realizado a su 
cargo obras de conservación, mejora o rehabilitación en dichos inmuebles. A estos efectos, 
la ordenanza fiscal establecerá los aspectos sustantivos y formales de la exención.

c) Las transmisiones realizadas por personas físicas con ocasión de la dación en pago 
de la vivienda habitual del deudor hipotecario o garante del mismo, para la cancelación de 
deudas garantizadas con hipoteca que recaiga sobre la misma, contraídas con entidades de 
crédito o cualquier otra entidad que, de manera profesional, realice la actividad de concesión 
de préstamos o créditos hipotecarios.

Asimismo, estarán exentas las transmisiones de la vivienda en que concurran los 
requisitos anteriores, realizadas en ejecuciones hipotecarias judiciales o notariales.

Para tener derecho a la exención se requiere que el deudor o garante transmitente o 
cualquier otro miembro de su unidad familiar no disponga, en el momento de poder evitar la 
enajenación de la vivienda, de otros bienes o derechos en cuantía suficiente para satisfacer 
la totalidad de la deuda hipotecaria. Se presumirá el cumplimiento de este requisito. No 
obstante, si con posterioridad se comprobara lo contrario, se procederá a girar la liquidación 
tributaria correspondiente.

A estos efectos, se considerará vivienda habitual aquella en la que haya figurado 
empadronado el contribuyente de forma ininterrumpida durante, al menos, los dos años 
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anteriores a la transmisión o desde el momento de la adquisición si dicho plazo fuese inferior 
a los dos años.

Respecto al concepto de unidad familiar, se estará a lo dispuesto en la Ley 35/2006, de 
28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación 
parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y 
sobre el Patrimonio. A estos efectos, se equiparará el matrimonio con la pareja de hecho 
legalmente inscrita.

Respecto de esta exención, no resultará de aplicación lo dispuesto en el artículo 9.2 de 
esta Ley.

2. Asimismo, estarán exentos de este impuesto los correspondientes incrementos de 
valor cuando la obligación de satisfacer aquél recaiga sobre las siguientes personas o 
entidades:

a) El Estado, las comunidades autónomas y las entidades locales, a las que pertenezca 
el municipio, así como los organismos autónomos del Estado y las entidades de derecho 
público de análogo carácter de las comunidades autónomas y de dichas entidades locales.

b) El municipio de la imposición y demás entidades locales integradas o en las que se 
integre dicho municipio, así como sus respectivas entidades de derecho público de análogo 
carácter a los organismos autónomos del Estado.

c) Las instituciones que tengan la calificación de benéficas o de benéfico-docentes.
d) Las entidades gestoras de la Seguridad Social y las mutualidades de previsión social 

reguladas en la Ley 30/1995, de 8 de noviembre, de ordenación y supervisión de los seguros 
privados.

e) Los titulares de concesiones administrativas revertibles respecto a los terrenos afectos 
a éstas.

f) La Cruz Roja Española.
g) Las personas o entidades a cuyo favor se haya reconocido la exención en tratados o 

convenios internacionales.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Cesión de recaudación de impuestos del Estado

Sección 1.ª Alcance y condiciones generales de la cesión

[ . . . ]
Sección 2.ª Alcance y condiciones específicas de la cesión

Artículo 115.  Alcance de la cesión y puntos de conexión en el Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas.

1. Se cede a cada uno de los municipios incluidos en el ámbito subjetivo del artículo 111 
el 2,1336 por ciento del rendimiento no cedido a las comunidades autónomas del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas producido en su territorio, definido en el apartado 1 
del artículo 113 anterior.

2. Se considera producido en el territorio de un municipio el rendimiento cedido del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas que corresponda a aquellos sujetos 
pasivos que tengan su residencia habitual en aquel.

3. Cuando los sujetos pasivos integrados en una unidad familiar tuvieran su residencia 
habitual en municipios distintos y optasen por la tributación conjunta, el rendimiento que se 
cede se entenderá producido en el territorio del municipio donde tenga su residencia habitual 
el miembro de dicha unidad con mayor base liquidable de acuerdo con las reglas de 
individualización del impuesto.

4. A efectos de lo dispuesto en este capítulo, se considerará que las personas físicas 
residentes en territorio español lo son en el territorio de un municipio cuando permanezcan 
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en su territorio un mayor número de días del período impositivo en el Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas.

Para determinar el período de permanencia se computarán las ausencias temporales.
Salvo prueba en contrario, se considerará que una persona física permanece en el 

territorio de un municipio cuando en dicho territorio radique su vivienda habitual, 
definiéndose ésta conforme a lo dispuesto en la normativa reguladora del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas.

5. Cuando no fuese posible determinar la permanencia a que se refiere el apartado 
anterior, se considerarán residentes en el territorio del municipio donde tenga su principal 
centro de intereses, se considerará como tal el territorio donde obtengan la mayor parte de la 
base imponible del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, determinada por los 
siguientes componentes de renta:

a) Rendimientos del trabajo, que se entenderán obtenidos donde radique el centro de 
trabajo respectivo, si existe.

b) Rendimientos del capital inmobiliario y ganancias patrimoniales derivadas de bienes 
inmuebles, que se entenderán obtenidos en el lugar en que radiquen estos.

c) Rendimientos derivados de actividades económicas, ya sean empresariales o 
profesionales, que se entenderán obtenidos donde radique el centro de gestión de cada una 
de ellas.

6. Cuando no pueda determinarse la residencia conforme a los criterios establecidos en 
los dos apartados anteriores, se considerarán residentes en el lugar de su última residencia 
declarada a efectos del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

7. Las personas físicas residentes en territorio español que no permanezcan en dicho 
territorio más de ciento ochenta y tres días durante el año natural, se considerarán 
residentes en el territorio del municipio en que radique el núcleo principal o la base de sus 
actividades o de sus intereses económicos.

8. Las personas físicas residentes en territorio español por aplicación de la presunción 
prevista en el párrafo segundo del artículo 9.1.b) de la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, se considerarán residentes en el territorio 
del municipio en el que residan habitualmente el cónyuge no separado legalmente y los hijos 
menores de edad que dependan de ellas.

[ . . . ]
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§ 43

Ley 1/1996, de 10 de enero, de asistencia jurídica gratuita. [Inclusión 
parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 11, de 12 de enero de 1996
Última modificación: 3 de enero de 2025

Referencia: BOE-A-1996-750

CAPÍTULO I
Derecho a la asistencia jurídica gratuita

[ . . . ]
Artículo 3.  Requisitos básicos.

1. Se reconocerá el derecho de asistencia jurídica gratuita a aquellas personas físicas 
que careciendo de patrimonio suficiente cuenten con unos recursos e ingresos económicos 
brutos, computados anualmente por todos los conceptos y por unidad familiar, que no 
superen los siguientes umbrales:

a) Dos veces el indicador público de renta de efectos múltiples vigente en el momento de 
efectuar la solicitud cuando se trate de personas no integradas en ninguna unidad familiar.

b) Dos veces y media el indicador público de renta de efectos múltiples vigente en el 
momento de efectuar la solicitud cuando se trate de personas integradas en alguna de las 
modalidades de unidad familiar con menos de cuatro miembros.

c) El triple de dicho indicador cuando se trate de unidades familiares integradas por 
cuatro o más miembros o que tengan reconocida su condición de familia numerosa de 
acuerdo con la normativa vigente.

2. Para la determinación del concepto de unidad familiar en sus diversas modalidades se 
estará a lo establecido en la Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, 
equiparándose a los cónyuges no separados legalmente las parejas de hecho constituidas 
de conformidad con los requisitos que les fueran exigibles.

3. Los medios económicos serán valorados individualmente cuando el solicitante acredite 
la existencia de intereses familiares contrapuestos en el litigio para el que se solicita la 
asistencia.

4. El derecho a la asistencia jurídica gratuita solo podrá reconocerse a quienes litiguen 
en defensa de derechos o intereses propios, o ajenos cuando tengan fundamento en una 
representación legal. En este último caso, los requisitos para la obtención del beneficio 
vendrán referidos al representado.

5. Se reconocerá el derecho de asistencia jurídica gratuita a las personas jurídicas 
mencionadas en el apartado c) del artículo anterior, cuando careciendo de patrimonio 
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suficiente el resultado contable de la entidad en cómputo anual fuese inferior a la cantidad 
equivalente al triple del indicador público de renta de efectos múltiples.

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Competencia y procedimiento para el reconocimiento del derecho a la 
asistencia jurídica gratuita

[ . . . ]
Artículo 13.  Requisitos de la solicitud.

En la solicitud se indicarán de forma expresa las prestaciones para las que se solicita el 
reconocimiento del derecho, que podrán ser todas o algunas de las previstas en el artículo 6 
y se harán constar, acompañando los documentos que reglamentariamente se determinen 
para su acreditación, los datos que permitan apreciar la situación económica y patrimonial 
del interesado y de los integrantes de su unidad familiar, sus circunstancias personales y 
familiares, la pretensión que se quiere hacer valer y la parte o partes contrarias en el litigio, si 
las hubiere.

En la presentación de la solicitud se informará al solicitante de la facultad atribuida a la 
Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita para la consulta de los datos a que se refiere el 
artículo 17, tanto del solicitante como, en su caso, de su cónyuge o pareja de hecho, 
debiendo prestar todos los afectados el consentimiento en la solicitud.

Cuando el solicitante del derecho no estuviera casado o su matrimonio hubiera sido 
disuelto o estuviera separado legalmente deberá confirmar, mediante declaración jurada, que 
carece de pareja de hecho.

[ . . . ]
Artículo 17.  Comprobación de datos, resolución y notificación.

1. Para verificar la exactitud y realidad de los datos económicos y, en especial, de la 
información relativa a las rentas y al patrimonio declarados por el solicitante del derecho a la 
asistencia jurídica gratuita, incluyendo, en su caso, los de su cónyuge o pareja de hecho, la 
Comisión realizará las comprobaciones y recabará telemáticamente toda la información que 
estime necesarias. Esta información podrá recabarse, en particular, de la Administración 
Tributaria correspondiente, del Catastro, de la Seguridad Social, así como de los Registros 
de la Propiedad y Mercantiles o de cualesquiera otros registros que tengan información 
relacionada con los indicios a que se refiere el artículo 3, debiendo ser remitida por medios 
telemáticos. La Administración Tributaria y la Seguridad Social facilitarán la información 
necesaria en el marco de lo establecido en su normativa específica.

También podrá la Comisión oír a la parte o partes contrarias en el pleito o contra las que 
se pretenda ejercitar la acción, cuando sean conocidas y se estime que pueden aportar 
datos para conocer la real situación económica del solicitante.

2. La Comisión, una vez efectuadas las comprobaciones anteriores, dictará resolución, 
en el plazo máximo de treinta días, contados a partir de la recepción del expediente por la 
Comisión, reconociendo o denegando el derecho a la asistencia jurídica gratuita y 
determinando cuáles de las prestaciones son de aplicación a la solicitud. Transcurrido dicho 
plazo sin que la Comisión haya resuelto expresamente la solicitud, quedarán ratificadas las 
decisiones que previamente hubieran podido adoptar los Colegios de Abogados o de 
Procuradores, sin perjuicio de la obligación de resolver de dicho órgano de conformidad con 
lo dispuesto en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

La resolución se notificará en el plazo común de tres días al solicitante, al Colegio de 
Abogados y, en su caso, al Colegio de Procuradores, así como a las partes interesadas y se 
comunicará al órgano administrativo o al juzgado o tribunal que esté conociendo del proceso 
o, si éste no se hubiera iniciado, al Juez Decano de la localidad.
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Las comunicaciones y notificaciones previstas en este artículo se efectuarán 
preferentemente por medios electrónicos y, en todo caso, cuando aquéllas tengan lugar 
entre Administraciones públicas, órganos judiciales, profesionales de la justicia, Colegios 
profesionales y la Comisión.

Si el Colegio de Abogados no hubiere dictado ninguna resolución, el silencio de la 
Comisión será positivo. A petición del interesado, el órgano administrativo, en su caso, o el 
juez o tribunal que conozca del proceso o, si la solicitud se realiza con anterioridad a la 
iniciación del mismo, el Juez Decano competente procederá a declarar el derecho y a 
requerir a los Colegios profesionales la designación provisional de abogado y procurador, en 
su caso. Ello sin perjuicio de lo que resulte de las eventuales impugnaciones contra tal 
estimación presunta.

[ . . . ]
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§ 44

Real Decreto de 22 de agosto de 1885 por el que se publica el 
Código de Comercio. [Inclusión parcial]

Ministerio de Gracia y Justicia
«Gaceta de Madrid» núm. 289, de 16 de octubre de 1885

Última modificación: 9 de mayo de 2023
Referencia: BOE-A-1885-6627

Artículo 1º.  
El Código de Comercio referido se observará como Ley en la Península e islas 

adyacentes desde el 1 de enero de 1886.

Artículo 2º.  
Un ejemplar de la edición oficial, firmado por Mí y refrendado por el Ministro de Gracia y 

Justicia, se conservará en el Archivo del Ministerio y servirá de original para todos los 
efectos legales.

Artículo 3º.  
Las compañías anónimas mercantiles existentes en 31 de diciembre de 1885 que, según 

el artículo 159 del mismo Código, tienen derecho a elegir entre continuar rigiéndose por sus 
reglamentos o estatutos o someterse a las prescripciones del nuevo Código, deberán ejercer 
este derecho por medio de un acuerdo adoptado por sus asociados en Junta general 
extraordinaria, convocada expresamente para este objeto, con arreglo a sus actuales 
estatutos, debiendo hacer insertar este acuerdo en la Gaceta de Madrid antes del 1 de enero 
de 1886 y presentar una copia autorizada en el Registro Mercantil. Las compañías que no 
hagan uso del expresado derecho de opción en el plazo indicado continuarán rigiéndose por 
sus propios estatutos y reglamentos.

Artículo 4º.  
El gobierno dictará, previa audiencia del Consejo de Estado en pleno, antes del día en 

que empiece a regir el nuevo Código, los reglamentos oportunos para la organización y 
régimen del Registro Mercantil y de las Bolsas de Comercio, y las disposiciones transitorias 
que esas nuevas organizaciones exigen.

[ . . . ]
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LIBRO PRIMERO
De los comerciantes y del comercio en general

TÍTULO PRIMERO
De los comerciantes y de los actos de comercio

[ . . . ]
Artículo 6.  

(Derogado)

Artículo 7.  
(Derogado)

Artículo 8.  
(Derogado)

Artículo 9.  
(Derogado)

Artículo 10.  
(Derogado)

Artículo 11.  
(Derogado)

Artículo 12.  
(Derogado)

[ . . . ]
TÍTULO II

Del Registro Mercantil

[ . . . ]
Artículo 22.  

1. En la hoja abierta a cada empresario individual se inscribirán los datos identificativos 
del mismo, así como su nombre comercial y, en su caso, el rótulo de su establecimiento, la 
sede de éste y de las sucursales, si las tuviere, el objeto de su empresa, la fecha de 
comienzo de las operaciones, los poderes generales que otorgue, el consentimiento, la 
oposición y la revocación a que se refieren los artículos 6 a 10; las capitulaciones 
matrimoniales, así como las sentencias firmes en materia de nulidad, de separación y de 
divorcio, y los demás extremos que establezan las Leyes o el Reglamento.

2. En la hoja abierta a las sociedades mercantiles y demás entidades a que se refiere el 
artículo 16 se inscribirán el acto constitutivo y sus modificaciones, la rescisión, disolución, 
reactivación, transformación, fusión o escisión de la entidad, la creación de sucursales, el 
nombramiento y cese de administradores, liquidadores y auditores, los poderes generales, la 
emisión de obligaciones u otros valores negociables agrupados en emisiones cuando la 
entidad inscrita pudiera emitirlos de conformidad con la Ley, y cualesquiera otras 
circunstancias que determinen las Leyes o el Reglamento.
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3. A las sucursales se abrirá, además, hoja propia en el Registro de la provincia en que 
se hallen establecidas, en la forma y con el contenido y los efectos que reglamentariamente 
se determinen.

[ . . . ]
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§ 45

Real Decreto 1784/1996, de 19 de julio, por el que se aprueba el 
Reglamento del Registro Mercantil. [Inclusión parcial]

Ministerio de Justicia
«BOE» núm. 184, de 31 de julio de 1996
Última modificación: 14 de junio de 2023

Referencia: BOE-A-1996-17533

[ . . . ]
TÍTULO II

De la inscripción de los empresarios y sus actos

[ . . . ]
CAPÍTULO II

De la inscripción de los empresarios individuales

[ . . . ]
Artículo 92.  Inscripción de personas casadas.

Cuando se trate de personas casadas, la inscripción primera expresará, además de las 
circunstancias del artículo 90, las siguientes:

1.ª La identidad del cónyuge.
2.ª La fecha y lugar de celebración del matrimonio, y los datos de su inscripción en el 

Registro Civil.
3.ª El régimen económico del matrimonio legalmente aplicable o el que resulte de 

capitulaciones otorgadas e inscritas en el Registro Civil.

[ . . . ]
Artículo 94 bis.  

Se asignará a las sociedades de capital y a las sucursales de sociedades de otros 
Estados miembros un identificador único europeo (EUID), que permita identificarlas 
inequívocamente en las comunicaciones entre los registros a través del sistema de 
interconexión de registros mercantiles. Dicho identificador único europeo se compone de 
prefijo del país (ES); código del Registro Mercantil seguido de un punto; identificador único 

CÓDIGO DE DERECHO MATRIMONIAL

– 464 –



de sociedad o sucursal y, en su caso, un dígito de verificación que permita evitar errores de 
identificación.

[ . . . ]
Artículo 308 bis.  Creación en línea de sucursales de una sociedad establecida en otro 
estado miembro de la Unión Europea.

1. Las sociedades de otro Estado miembro podrán crear una o varias sucursales en 
cualquier lugar del territorio nacional mediante el procedimiento íntegramente electrónico 
aplicable a la constitución de sociedades de responsabilidad limitada relativo a su inscripción 
en el Registro Mercantil sin perjuicio de utilizar cualquier otro procedimiento legalmente 
establecido conforme a lo dispuesto en el artículo 20 bis y concordantes del texto refundido 
de la Ley de Sociedades de Capital, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 
de julio.

2. Toda información y documentos relativos a la creación primera o sucesivas, actos 
posteriores o cierre de las sucursales se presentarán íntegramente en línea, sin perjuicio de 
que la sociedad prefiera la presentación en línea notarial en el domicilio social de la sucursal.

3. La inscripción de las sucursales se regulará por lo previsto en este capítulo. No es de 
aplicación lo dispuesto en el artículo 302.3 del Reglamento del Registro Mercantil.

4. El Registrador Mercantil, una vez recibida toda la documentación requerida para la 
creación en línea de una sucursal procederá a su inscripción en el plazo máximo de diez 
días laborables. Si se excediera de dicho plazo, se notificará al solicitante los motivos del 
retraso.

Artículo 308 ter.  Documentación a presentar para la creación en línea de una sucursal.
Los documentos e informaciones que se deben presentar para la inscripción en el 

Registro Mercantil de una sucursal son los siguientes:
a) Documento que acredite la existencia de la sociedad y donde consten los datos de 

denominación y forma jurídica de la sociedad, domicilio, datos registrales, el EUID, y el 
nombre y apellidos o denominación social de sus administradores, con indicación del cargo 
que ostenten.

Al procederse al registro de la sucursal, el registrador comprobará la información sobre la 
sociedad a través del sistema de interconexión de registros.

b) Documento por el que se establezca la sucursal.
c) Cualquier mención que, en su caso, identifique a la sucursal.
d) Domicilio de la sucursal, con indicación de la calle y número o lugar de situación, la 

localidad, el municipio y provincia.
e) Actividades que, en su caso, se le hubiesen encomendado.
f) Identidad de los representantes nombrados con carácter permanente para la sucursal, 

con expresión de sus facultades.
g) Todos aquellos otros documentos o indicaciones cuya inscripción establezcan las 

leyes.

Artículo 308 quater.  Cierre en línea de una sucursal.
El cierre en línea de la sucursal se regirá por el mismo procedimiento establecido para la 

extinción de la sociedad.
Se deberá aportar el acuerdo de cierre de la sucursal adoptado por el órgano 

competente de la sociedad.

Sección 3.ª Información societaria europea y su acceso mediante la plataforma 
central europea y el Identificador Único Europeo (EUID)

Artículo 308 quinquies.  Información societaria europea.
1. El Registro Mercantil asegurará la interconexión con la plataforma central europea en 

la forma que se determine por las normas de la Unión Europea y las normas reglamentarias 
que las desarrollen.
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2. El intercambio de información a través del sistema de interconexión con la plataforma 
central europea facilitará a los interesados la obtención de información sobre los datos 
registrales referentes a:

a) El nombre y forma jurídica de la sociedad, su domicilio social, el Estado miembro en el 
que estuviera registrada, su número de registro y su Identificador Único Europeo (EUID).

b) La escritura de constitución y los estatutos, si no estuviesen incorporados a aquella.
c) Las modificaciones de los actos a que se refiere la letra b), comprendida la prórroga 

de la sociedad.
d) Después de cada modificación de la escritura de constitución o de los estatutos, el 

texto íntegro del acto modificado, en su redacción actualizada.
e) El nombramiento, el cese de funciones, así como la identidad de las personas que, 

como órgano legalmente previsto, o como miembros de tal órgano:
1.º Tengan el poder de obligar a la sociedad con respecto a terceros y representarla en 

juicio, expresando si para obligar a la sociedad dichas personas pueden hacerlo por sí solas 
o deben actuar conjuntamente.

2.º Participen en la administración, la vigilancia o el control de la sociedad.
3.º Hayan resultado inhabilitadas para ejercer el cargo de administrador de la sociedad.
f) Al menos anualmente, el importe del capital suscrito, cuando la escritura de 

constitución o los estatutos mencionen un capital autorizado, a menos que todo aumento de 
capital suscrito implique una modificación de los estatutos.

g) Los documentos contables por cada ejercicio presupuestario, que deben publicarse de 
conformidad con la legislación vigente.

h) Todo cambio de domicilio social.
i) La disolución de la sociedad.
j) La resolución judicial que declare la nulidad de la sociedad.
k) El nombramiento y la identidad de los liquidadores, así como sus poderes respectivos, 

a menos que estos poderes resultasen expresa y exclusivamente de la ley o de los 
estatutos.

l) La inscripción de la escritura de extinción de la sociedad.

Artículo 308 sexties.  Información sobre sucursales de sociedades europeas.
El intercambio de información a través del sistema de interconexión facilitará a los 

interesados la obtención de información sobre las indicaciones referentes a las sucursales 
de sociedades de otros Estados miembros:

a) El domicilio de la sucursal.
b) La indicación de las actividades de la sucursal.
c) El número de Registro de la sociedad y su EUID.
d) La denominación y la forma jurídica de la sociedad, así como la denominación de la 

sucursal si esta última no corresponde a la de la sociedad.
e) El nombramiento, el cese en funciones incluido el cese por inhabilitación, así como la 

identidad de las personas que tengan poder para obligar a la sociedad frente a terceros y de 
representarla en juicio: como órgano de la sociedad legalmente previsto o como miembros 
de tal órgano, de conformidad con la publicidad dada en la sociedad de acuerdo con la letra 
e) del artículo 17.5 del Código de Comercio; como representantes permanentes de la 
sociedad para la actividad de la sucursal, con indicación del contenido de sus poderes.

f) La disolución de la sociedad.
g) El nombramiento y la identidad de los liquidadores, así como sus poderes respectivos, 

a menos que estos poderes resultasen expresa y exclusivamente de la ley o de los 
estatutos.

h) La extinción de la sociedad.
i) Los procedimientos de insolvencia, o cualquier otro procedimiento análogo del que sea 

objeto la sociedad.
j) Las cuentas anuales y, en su caso, las cuentas consolidadas de la sociedad que 

hubieran sido elaboradas conforme a su legislación.
k) El cierre de la sucursal.
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Artículo 308 septies.  Modificación registral de datos de sucursales transfronterizas 
intracomunitarias.

1. A los efectos de la debida coordinación de la información sobre matrices y sucursales, 
los Registros Mercantiles notificarán sin demora, a través del sistema de interconexión de 
registros mercantiles, los siguientes datos de las sociedades matrices inscritas en España 
que tengan sucursales en otros Estados miembros:

a) Las modificaciones relativas a la denominación, el domicilio social, el número de 
registro, la forma jurídica de la sociedad, las modificaciones relativas al nombramiento, el 
cese de funciones, y la identidad de las personas que participen en la administración, 
vigilancia o control de la sociedad o que tengan poderes de representación. También 
notificará el depósito de los documentos contables de la sociedad.

b) La información relativa a la apertura y clausura de procedimientos de liquidación e 
insolvencia y sobre la extinción de la sociedad.

2. A los efectos de la debida coordinación de la información sobre matrices y sucursales, 
los Registros Mercantiles notificarán, sin demora, a través del sistema de interconexión de 
registros mercantiles, la apertura, el cierre y supresión del registro de las sucursales de 
sociedades de otros Estados miembros inscritas en España.

3. Los Registros Mercantiles, que reciban a través del sistema de interconexión de 
registros mercantiles informaciones relativas a las sociedades matrices de otros Estados 
miembros con sucursales inscritas en España, así como informaciones relativas a las 
sucursales registradas en otros Estados miembros de sociedades matrices inscritas, 
acusarán recibo de la información y consignarán o actualizarán, sin demora, las 
informaciones que reciban, en particular, tratándose de las descritas en los apartados 1 y 2 
del presente artículo.

Cuando la información que se reciba sea la relativa a la apertura y clausura de 
procedimientos de liquidación e insolvencia y sobre extinción de sociedades matrices 
inscritas en otros Estados miembros con sucursales en España, en la publicidad que expidan 
sobre las referidas sucursales se hará mención obligatoria de los procedimientos de 
liquidación e insolvencia de sus respectivas matrices, así como sobre su extinción, indicando 
el Registro en que consten inscritos dichos actos y su fecha.

Sección 4.ª De los empresarios extranjeros

[ . . . ]
Disposición final séptima.  

1. Las tasas cobradas por acceder a los documentos e información a que se refieren los 
artículos 308 quinquies y 308 sexties a través del sistema de interconexión de Registros no 
serán superiores a su coste administrativo, incluido el coste de desarrollo y mantenimiento 
de los Registros.

2. Se podrá disponer gratuitamente, a través del sistema de interconexión de Registros, 
de al menos la información y los documentos siguientes:

a) Denominación o denominaciones y forma jurídica de la sociedad.
b) Domicilio social de la sociedad y Estado miembro en el que está registrada.
c) Número de registro de la sociedad y su EUID.
d) Detalles del sitio web de la sociedad, cuando consten en el Registro nacional.
e) Estado de la sociedad, como si ha sido cerrada, suprimida del registro, disuelta, 

liquidada o está económicamente activa o inactiva, tal como se determine en el Derecho 
nacional y cuando conste esta información en los Registros nacionales.

f) Objeto de la sociedad, cuando conste en el Registro nacional.
g) Datos de las personas que, como órgano o como miembros de tal órgano, estén 

actualmente autorizadas por la sociedad para representarla en las relaciones con terceros y 
en los procedimientos judiciales, y si las personas autorizadas a representar a la sociedad 
pueden hacerlo por sí solas o deben actuar conjuntamente.
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h) Información sobre cualquier sucursal de la sociedad en otro Estado miembro, que 
incluya la denominación, el número de registro EUID y el Estado miembro en que esté 
registrada la sucursal.

El Registro Mercantil facilitará igualmente de manera gratuita información sobre las 
indicaciones antes señaladas, bien de manera directa o bien redirigiendo al interesado a la 
plataforma central europea.

3. El intercambio de cualquier información a través del sistema de interconexión de 
Registros será gratuito para los Registros.
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§ 46

Real Decreto Legislativo 1/2020, de 5 de mayo, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley Concursal. [Inclusión parcial]

Ministerio de la Presidencia, Relaciones con las Cortes y Memoria Democrática
«BOE» núm. 127, de 7 de mayo de 2020
Última modificación: 3 de enero de 2025

Referencia: BOE-A-2020-4859

[ . . . ]
LIBRO PRIMERO

Del concurso de acreedores

TÍTULO I
De la declaración de concurso

[ . . . ]
CAPÍTULO III

De la declaración de concurso a solicitud del deudor

[ . . . ]
Sección 2.ª De la solicitud del deudor

Artículo 6.  Solicitud del deudor.
1. El deudor que inste la declaración del propio concurso deberá expresar en la solicitud 

el estado de insolvencia actual o inminente en que se encuentre y acompañar todos los 
documentos que considere necesarios para acreditar la existencia de ese estado.

2. La solicitud se presentará por procurador en el modelo oficial, con la firma de este y de 
abogado. El poder en el que el deudor otorgue la representación al procurador habrá de 
estar autorizado por notario o ser conferido apud acta por comparecencia personal ante el 
letrado de la Administración de Justicia de cualquier oficina judicial o por comparecencia 
electrónica en la correspondiente sede judicial y deberá ser especial para solicitar el 
concurso.

Artículo 7.  Documentos generales.
A la solicitud de declaración de concurso, el deudor acompañará los documentos 

siguientes:
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1.º Una memoria expresiva de la historia económica y jurídica del deudor; de la actividad 
o actividades a que se haya dedicado durante los tres últimos años y de los 
establecimientos, oficinas y explotaciones de que sea titular, y de las causas del estado de 
insolvencia en que se encuentre.

Si el deudor fuera persona casada, indicará en la memoria la identidad del cónyuge, la 
fecha del matrimonio, el régimen económico por el que se rija y, si se hubiera pactado, la 
fecha de las capitulaciones matrimoniales. Si el deudor tuviera pareja inscrita, indicará en la 
memoria la identidad de la pareja y la fecha de inscripción en el registro correspondiente.

Si el deudor fuera persona jurídica, indicará en la memoria la identidad de los socios o 
asociados de que tenga constancia; la identidad de los administradores o de los 
liquidadores, de los directores generales y, en su caso, del auditor de cuentas; si tiene 
admitidos valores admitidos a cotización en un centro de negociación, y si forma parte de un 
grupo de sociedades, enumerando las que estén integradas en este, con expresión de la 
identidad de la sociedad dominante.

2.º Un inventario de los bienes y derechos que integren su patrimonio, con expresión de 
la naturaleza que tuvieran, las características, el lugar en que se encuentren y, si estuvieran 
inscritos en un registro público, los datos de identificación registral de cada uno de los bienes 
y derechos relacionados, el valor de adquisición, las correcciones valorativas que procedan y 
la estimación del valor de mercado a la fecha de la solicitud. Se indicarán también en el 
inventario los derechos, los gravámenes, las trabas y las cargas que afecten a estos bienes 
y derechos, a favor de acreedor o de tercero, con expresión de la naturaleza que tuvieren y, 
en su caso, los datos de identificación registral.

3.º La relación de acreedores con expresión de la identidad, el domicilio y la dirección 
electrónica, si la tuviere, de cada uno de ellos, así como de la cuantía y el vencimiento de los 
respectivos créditos y las garantías personales o reales constituidas. Si algún acreedor 
hubiera reclamado judicialmente el pago del crédito, se identificará el procedimiento 
correspondiente y se indicará el estado de las actuaciones.

4.º Si el deudor fuera empleador, el número de trabajadores, con expresión del centro de 
trabajo al que estuvieran afectos, y la identidad de los integrantes del órgano de 
representación de los mismos si los hubiere, con expresión de la dirección electrónica de 
cada uno de ellos.

[ . . . ]
CAPÍTULO V

Del auto de declaración de concurso

[ . . . ]
Sección 2.ª De la notificación del auto de declaración de concurso

Artículo 33.  Notificación del auto de declaración de concurso.
1. El Letrado de la Administración de Justicia notificará el auto a las partes que hubiesen 

comparecido. Si el deudor no hubiera comparecido, la publicación de la declaración de 
concurso en el «Boletín Oficial del Estado» producirá, respecto de él, los efectos de 
notificación del auto.

2. Si el concursado estuviera casado, el auto se notificará al cónyuge. Del mismo modo 
procederá el Letrado de la Administración de Justicia en el caso de que el concursado 
tuviera pareja inscrita.

3. El auto de declaración de concurso se notificará por medios electrónicos a la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria y a la Tesorería General de la Seguridad Social.

[ . . . ]
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CAPÍTULO VI
De los concursos conexos

Sección 1.ª De la declaración conjunta de concursos

Artículo 38.  Declaración conjunta de concurso voluntario de varios deudores.
Aquellos deudores que sean cónyuges, socios o administradores total o parcialmente 

responsables de las deudas de una persona jurídica y las sociedades pertenecientes al 
mismo grupo podrán solicitar la declaración judicial conjunta de los respectivos concursos.

Artículo 39.  Declaración conjunta de concurso necesario de varios deudores.
El acreedor podrá solicitar la declaración judicial conjunta de concurso de varios de sus 

deudores cuando sean cónyuges, cuando se trate de sociedades que formen parte del 
mismo grupo o cuando exista entre ellos confusión de patrimonios.

Artículo 40.  Declaración conjunta de concurso de pareja de hecho.
El juez podrá declarar el concurso conjunto de dos personas que sean pareja de hecho 

inscrita, a solicitud de los miembros de la pareja o de un acreedor, cuando aprecie la 
existencia de pactos expresos o tácitos o de hechos concluyentes de los que se derive la 
inequívoca voluntad de los convivientes de formar un patrimonio común.

Sección 2.ª De la acumulación de concursos ya declarados

Artículo 41.  Acumulación de concursos.
1. La acumulación de concursos ya declarados procederá en los casos de concursos de 

los cónyuges; de las parejas de hecho inscritas cuando concurran los mismos requisitos 
establecidos para la declaración conjunta del concurso de la pareja; de los socios, miembros, 
integrantes o administradores que sean personalmente responsables, total o parcialmente, 
de las deudas de una persona jurídica; de quienes sean miembros de una entidad sin 
personalidad jurídica y respondan personalmente de las deudas contraídas en nombre de 
esta; de las sociedades que formen parte de un mismo grupo; y de quienes tuvieren 
confundidos los respectivos patrimonios.

2. Cualquiera de los concursados o cualquiera de las administraciones concursales 
podrá solicitar al juez, mediante escrito razonado, la acumulación de los concursos conexos 
ya declarados. En defecto de esta solicitud, la acumulación podrá ser solicitada por 
cualquiera de los acreedores mediante escrito razonado.

3. La acumulación procederá aunque los concursos hayan sido declarados por diferentes 
juzgados.

[ . . . ]
TÍTULO II

De los órganos del concurso

CAPÍTULO I
Del juez del concurso

[ . . . ]
Sección 2.ª De la jurisdicción

Artículo 52.  Carácter exclusivo y excluyente de la jurisdicción.
1. La jurisdicción del juez del concurso será exclusiva y excluyente en las siguientes 

materias:
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1.ª Las acciones civiles con trascendencia patrimonial que se dirijan contra el 
concursado, con excepción de las que se ejerciten en los procesos civiles sobre adopción de 
medidas judiciales de apoyo a personas con discapacidad, filiación, matrimonio y menores.

2.ª Las ejecuciones relativas a créditos concursales o contra la masa sobre los bienes y 
derechos del concursado integrados o que se integren en la masa activa, cualquiera que sea 
el tribunal o la autoridad administrativa que las hubiera ordenado, sin más excepciones que 
las previstas en la legislación concursal.

3.ª La determinación del carácter necesario de un bien o derecho para la continuidad de 
la actividad profesional o empresarial del deudor.

4.ª La declaración de la existencia de sucesión de empresa a efectos laborales y de 
seguridad social en los casos de transmisión de unidad o de unidades productivas, así como 
la determinación en esos casos de los elementos que las integran.

5.ª Las medidas cautelares que afecten o pudieran afectar a los bienes y derechos del 
concursado integrados o que se integren en la masa activa, cualquiera que sea el tribunal o 
la autoridad administrativa que las hubiera acordado, excepto las que se adopten en los 
procesos de adopción de medidas judiciales de apoyo a personas con discapacidad, 
filiación, matrimonio y menores.

6.ª Las demás materias establecidas en la legislación concursal.
2. Cuando el deudor sea persona natural, la jurisdicción del juez del concurso será 

también exclusiva y excluyente en las siguientes materias:
1.ª Las que en el procedimiento concursal debe adoptar en relación con la asistencia 

jurídica gratuita.
2.ª La disolución y liquidación de la sociedad o comunidad conyugal del concursado.
3. Cuando el deudor sea persona jurídica, la jurisdicción del juez del concurso será 

también exclusiva y excluyente en las siguientes materias:
1.ª Las acciones de reclamación de deudas sociales que se ejerciten contra los socios de 

la sociedad concursada que sean subsidiariamente responsables del pago de esas deudas, 
cualquiera que sea la fecha en que se hubieran contraído, y las acciones para exigir a los 
socios de la sociedad concursada el desembolso de las aportaciones sociales diferidas o el 
cumplimiento de las prestaciones accesorias.

2.ª Las acciones de responsabilidad contra los administradores o liquidadores, de 
derecho o de hecho; contra la persona natural designada para el ejercicio permanente de las 
funciones propias del cargo de administrador persona jurídica y contra las personas, 
cualquiera que sea su denominación, que tengan atribuidas facultades de la más alta 
dirección de la sociedad cuando no exista delegación permanente de facultades del consejo 
de administración en uno o varios consejeros delegados o en una comisión ejecutiva, por los 
daños y perjuicios causados, antes o después de la declaración judicial de concurso, a la 
persona jurídica concursada.

3.ª Las acciones de responsabilidad contra los auditores por los daños y perjuicios 
causados, antes o después de la declaración judicial de concurso, a la persona jurídica 
concursada.

[ . . . ]
Artículo 54.  Medidas cautelares.

1. La jurisdicción exclusiva y excluyente del juez del concurso se extiende a cualquier 
medida cautelar que afecte o pudiera afectar a los bienes y derechos del concursado 
integrados o que se integren en la masa activa, cualquiera que sea el tribunal o la autoridad 
administrativa que la hubiera acordado, excepto las que se adopten en los procesos civiles 
sobre capacidad, filiación, matrimonio y menores, así como de cualquiera de las adoptadas 
por los árbitros en el procedimiento arbitral.

2. Si el juez del concurso considerase que las medidas adoptadas por otros tribunales o 
autoridades administrativas pueden suponer un perjuicio para la adecuada tramitación del 
concurso de acreedores, acordará la suspensión de las mismas, cualquiera que sea el 
órgano que las hubiera decretado, y podrá requerirle para que proceda al levantamiento de 
las medidas adoptadas. Si el requerido no atendiera de inmediato al requerimiento, el juez 
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del concurso planteará conflicto de jurisdicción, conflicto de competencia o cuestión de 
competencia, según proceda.

[ . . . ]
Sección 3.ª De los efectos específicos sobre la persona natural

Artículo 123.  Derecho a alimentos.
1. En el caso de que en la masa activa existan bienes bastantes para prestar alimentos, 

el concursado persona natural que se encuentre en estado de necesidad tendrá derecho a 
percibirlos durante la tramitación del concurso, con cargo a la masa activa, para atender sus 
necesidades y las de su cónyuge y descendientes bajo su potestad. El derecho a percibir 
alimentos para atender a las necesidades de la pareja de hecho solo existirá cuando la unión 
estuviera inscrita y el juez aprecie la existencia de pactos expresos o tácitos o de hechos 
concluyentes de los que se derive la inequívoca voluntad de los convivientes de formar un 
patrimonio común.

2. En caso de intervención, la cuantía y periodicidad de los alimentos serán las que 
determine la administración concursal; y, en caso de suspensión, las que determine el juez, 
oídos el concursado y la administración concursal.

3. En caso de suspensión, el juez, a solicitud del concursado con audiencia de la 
administración concursal o a solicitud de esta con audiencia del concursado, podrá modificar 
la cuantía y la periodicidad de los alimentos.

Artículo 124.  Deber de alimentos.
1. En el caso de que en la masa activa existan bienes bastantes para prestar alimentos, 

las personas distintas de las enumeradas en el artículo anterior respecto de las cuales el 
concursado tuviere deber legal de prestarlos solo podrán obtenerlos con cargo a la masa si 
no pudieren percibirlos de otras personas legalmente obligadas a prestárselos.

2. El interesado deberá ejercitar la acción de reclamación de los alimentos ante el juez 
del concurso en el plazo de un año a contar desde el momento en que hubiera debido 
percibirlos. El juez del concurso resolverá sobre su procedencia y cuantía.

3. La obligación de prestar alimentos impuesta al concursado por resolución judicial 
dictada con anterioridad a la declaración de concurso se satisfará con cargo a la masa activa 
en la cuantía fijada por el juez del concurso. El exceso tendrá la consideración de crédito 
concursal ordinario.

Artículo 125.  Derecho a solicitar la disolución de la sociedad conyugal.
1. El cónyuge del concursado tendrá derecho a solicitar del juez del concurso la 

disolución de la sociedad o comunidad conyugal cuando se hubieran incluido en el inventario 
de la masa activa bienes gananciales o comunes que deban responder de las obligaciones 
del concursado.

2. Presentada la solicitud de disolución, el juez acordará la liquidación de la sociedad o 
comunidad conyugal, el pago a los acreedores y la división del remanente entre los 
cónyuges. Estas operaciones se llevarán a cabo de forma coordinada, sea con el convenio, 
sea con la liquidación de la masa activa.

3. El cónyuge del concursado tendrá derecho a que la vivienda habitual del matrimonio 
que tuviere carácter ganancial o común se le incluya con preferencia en su haber hasta 
donde este alcance. Si excediera solo procederá la adjudicación si abonara al contado el 
exceso.

[ . . . ]
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TÍTULO IV
De la masa activa

CAPÍTULO I
De la composición de la masa activa

[ . . . ]
Artículo 193.  Bienes conyugales.

1. En caso de concurso de persona casada, la masa activa comprenderá los bienes y 
derechos propios o privativos del concursado.

2. Si el régimen económico del matrimonio fuese el de sociedad de gananciales o 
cualquier otro de comunidad de bienes, se incluirán en la masa, además, los bienes 
gananciales o comunes cuando deban responder de obligaciones del concursado.

Artículo 194.  Derechos de adquisición del cónyuge del concursado.
1. El cónyuge del concursado tendrá derecho a adquirir la totalidad de cada uno de los 

bienes gananciales o comunes incluidos en la masa activa satisfaciendo a la masa la mitad 
de su valor.

2. El precio de adquisición será el que de común acuerdo determinen el cónyuge del 
concursado y la administración concursal. En defecto de acuerdo, se estará al que, oídas las 
partes, determine el juez del concurso como valor de mercado. Cuando lo estime oportuno, 
el juez podrá solicitar informe de experto.

3. Por excepción a lo establecido en el apartado anterior, se considerará que el valor de 
la vivienda habitual del matrimonio será el mayor entre el valor de tasación que tuviera 
establecido o el de mercado.

Artículo 195.  Presunción de donaciones.
1. Si el concursado estuviera casado en régimen de separación de bienes, se presumirá 

en beneficio de la masa activa, salvo prueba en contrario, que el concursado había donado a 
su cónyuge la mitad de la contraprestación satisfecha por este durante el año anterior a la 
declaración de concurso para la adquisición a título oneroso de bienes o derechos.

2. Si se acreditara que la contraprestación procedía directa o indirectamente del 
patrimonio del concursado, se presumirá, salvo prueba en contrario, la donación de la 
totalidad de la contraprestación.

3. Las presunciones a que se refiere este artículo no regirán cuando en el momento de la 
realización del acto los cónyuges estuvieran separados judicialmente o de hecho.

Artículo 196.  Pacto de sobrevivencia entre los cónyuges.
Los bienes adquiridos por ambos cónyuges con pacto de sobrevivencia se considerarán 

divisibles en el concurso de cualquiera de ellos, integrándose en la masa activa la mitad 
correspondiente al cónyuge concursado.

Artículo 197.  Cuentas indistintas.
1. En caso de concurso del titular de una cuenta indistinta se presumirá, salvo prueba en 

contrario, que la totalidad del saldo acreedor de la cuenta es propiedad del deudor. La 
administración concursal, cualquiera que sea el régimen de limitación de las facultades de 
administración y de disposición de la masa activa, ordenará de inmediato bien la 
transferencia del saldo a la cuenta intervenida o bien ordenará a la entidad financiera la 
modificación pertinente en el régimen.

2. Cualquier interesado podrá impugnar la decisión sobre el saldo. La impugnación se 
sustanciará por los trámites del incidente concursal.

[ . . . ]
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CAPÍTULO VI
De los créditos contra la masa activa

[ . . . ]
Artículo 242.  Créditos contra la masa.

1. Son créditos contra la masa:
1.º Los créditos anteriores a la declaración de concurso por responsabilidad civil 

extracontractual por muerte o daños personales, así como los créditos anteriores o 
posteriores a la declaración del concurso por indemnizaciones derivadas de accidente de 
trabajo y enfermedad profesional, cualquiera que sea la fecha de la resolución que los 
declare. Si los daños estuvieran asegurados, el crédito del asegurador por subrogación, 
regreso o reembolso tendrá la consideración de crédito concursal ordinario.

2.º Los créditos por salarios correspondientes a los últimos treinta días de trabajo 
efectivo realizado antes de la declaración de concurso en cuantía que no supere el doble del 
salario mínimo interprofesional.

3.º Los créditos por alimentos a los que tuviera derecho el deudor y los que este último 
tuviera deber legal de prestar conforme a lo dispuesto en esta ley devengados antes o 
después de la declaración de concurso.

4.º Los créditos por costas en caso de declaración de concurso a solicitud del acreedor o 
de los demás legitimados distintos del deudor.

5.º Los créditos por la publicidad de la declaración de concurso y de cualquier otra 
resolución judicial que acuerde el juez, así como los relativos a la adopción de medidas 
cautelares.

6.º Los créditos por la asistencia y representación del concursado y de la administración 
concursal durante toda la tramitación del procedimiento y sus incidentes y demás 
procedimientos judiciales en cualquier fase del concurso cuando su intervención sea 
legalmente obligatoria o se realice en interés de la masa hasta la eficacia del convenio o, en 
otro caso, hasta la conclusión del concurso, con excepción de los ocasionados por los 
recursos que interponga el concursado contra resoluciones del juez cuando fueren total o 
parcialmente desestimados con expresa condena en costas.

7.º Los créditos por los gastos y las costas judiciales ocasionados por la asistencia y 
representación del concursado, de la administración concursal o de acreedores legitimados 
en los juicios que, en interés de la masa, continúen o inicien conforme a lo dispuesto en esta 
ley, salvo lo previsto para los casos de desistimiento, allanamiento, transacción y defensa 
separada del deudor y, en su caso, hasta los límites cuantitativos en ella establecidos.

8.º Los créditos por la condena al pago de las costas como consecuencia de la 
desestimación de las demandas que se hubieran presentado o de los recursos que se 
hubieran interpuesto por la administración concursal o por el concursado con autorización de 
la administración concursal o como consecuencia del allanamiento o del desistimiento 
realizados por la administración concursal o por el concursado con autorización de la 
administración concursal. En caso de transacción, se estará a lo pactado por las partes en 
materia de costas.

9.º Los créditos por la retribución de la administración concursal, así como los créditos 
por la retribución del experto para recabar ofertas de adquisición de la unidad productiva.

10.º Los créditos que resulten de obligaciones válidamente contraídas durante el 
procedimiento por la administración concursal o, con la autorización o conformidad de esta, 
por el concursado sometido a intervención.

11.º Los créditos generados por el ejercicio de la actividad profesional o empresarial del 
concursado tras la declaración del concurso hasta la aprobación judicial del convenio o, en 
otro caso, hasta la conclusión del concurso. Quedan comprendidos en este número los 
créditos laborales devengados después de la declaración de concurso, las indemnizaciones 
por despido o extinción de los contratos de trabajo, así como los recargos sobre las 
prestaciones por incumplimiento de las obligaciones en materia de salud laboral, hasta que 
el juez acuerde el cese de la actividad profesional o empresarial, o declare la conclusión del 
concurso.
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12.º Los créditos que, conforme a lo dispuesto en esta ley, resulten de prestaciones a 
cargo del concursado en los contratos con obligaciones recíprocas pendientes de 
cumplimiento que continúen en vigor tras la declaración de concurso, y los créditos por 
incumplimiento posterior a la declaración de concurso por parte del concursado.

13.º Los créditos que resulten de obligaciones nacidas de la ley o de responsabilidad 
extracontractual por todo tipo de daños causados con posterioridad a la declaración de 
concurso y hasta la conclusión del mismo distintos de aquellos a los que se refiere el ordinal 
1.º de este apartado.

14.º Los créditos por intereses y frutos en caso de retraso de la obligación de entrega de 
los bienes y derechos de propiedad ajena.

15.º Los créditos que, en los casos de pago de créditos con privilegio especial sin 
realización de los bienes o derechos afectos, en los de rehabilitación de contratos o de 
enervación de desahucio y en los demás previstos en esta ley, correspondan por las 
cantidades debidas y las de vencimiento futuro a cargo del concursado.

16.º En caso de liquidación, los créditos concedidos al concursado antes de la apertura 
de la fase de liquidación, para financiar el cumplimiento del convenio aprobado por el juez, 
según el plan de viabilidad presentado, si así se hubiera previsto en el convenio. La misma 
regla se aplicará a los créditos prestados por personas especialmente relacionadas con el 
concursado si en el convenio consta la identidad del obligado y la cuantía máxima de la 
financiación a conceder.

17.º El cincuenta por ciento del importe de los créditos derivados de la financiación 
interina o de la nueva financiación concedidos en el marco de un plan de reestructuración 
homologado cuando los créditos afectados por ese plan representen al menos el cincuenta y 
uno por ciento del pasivo total. En el caso de que esa financiación haya sido concedida o 
comprometida por personas especialmente relacionadas con el deudor, será necesario que 
los créditos afectados por el plan representen más del sesenta por ciento del pasivo total, 
con deducción de los créditos de aquellas para calcular esa mayoría.

18.º Cualesquiera otros créditos a los que esta ley atribuya expresamente tal 
consideración.

2. Cualquier acreedor de la masa podrá requerir en cualquier momento a la 
administración concursal para que se pronuncie sobre si la masa es insuficiente o es 
previsible que lo sea para el pago de esos créditos. Si el administrador concursal no 
contestara al requerimiento en el término de tres días o lo hiciera en términos genéricos o 
imprecisos, el acreedor de la masa podrá solicitar auxilio del juez del concurso a fin de que 
requiera al administrador concursal para que se pronuncie de inmediato o para que lo haga 
en términos concretos y precisos, con la advertencia, según tenga por conveniente, de la 
posible reducción de la retribución fijada o de la separación del cargo.

[ . . . ]
Artículo 245.  Momento del pago de los créditos contra la masa.

1. Los créditos por salarios que tengan la consideración de créditos contra la masa se 
pagarán de forma inmediata.

2. Los restantes créditos contra la masa, cualquiera que sea su naturaleza y el estado 
del concurso, se pagarán a sus respectivos vencimientos.

3. La administración concursal podrá alterar por interés del concurso la regla del pago al 
vencimiento si la masa activa fuera suficiente para la satisfacción de todos los créditos 
contra la masa. La postergación del pago de los créditos contra la masa no podrá afectar a 
los créditos por alimentos, a los créditos laborales, a los créditos tributarios ni a los de la 
seguridad social.

[ . . . ]
Artículo 250.  Pago de los créditos contra la masa en caso de insuficiencia de la masa 
activa.

1. Desde que la administración concursal comunique al juez del concurso que la masa 
activa es insuficiente para el pago de los créditos contra la masa, tendrán preferencia de 
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cobro los créditos vencidos o que venzan después de esa comunicación que sean 
imprescindibles para la liquidación de la masa activa.

2. En todo caso, se consideran imprescindibles para la liquidación los créditos por 
salarios de los trabajadores devengados después de la apertura de la fase de liquidación 
mientras continúen prestando sus servicios, la retribución de la administración concursal 
durante la fase de liquidación; y las cantidades adeudadas a partir de la apertura de la fase 
de liquidación en concepto de rentas de los inmuebles arrendados para la conservación de 
bienes y derechos de la masa activa. Si la masa activa fuera insuficiente para atender estos 
créditos, el pago de los que hubieran vencido se realizará a prorrata.

3. El pago de los créditos contra la masa que no sean imprescindibles para la liquidación 
de la masa activa se satisfarán por el orden establecido en el artículo 242.1, sin perjuicio de 
lo establecido en el siguiente apartado.

4. Tendrán prelación sobre los créditos del artículo 242.1.2.º los créditos por salarios e 
indemnizaciones por despido o extinción de los contratos de trabajo generados tras la 
declaración del concurso en la cuantía que resulte de multiplicar el triple del salario mínimo 
interprofesional por el número de días de salario pendientes de pago.

TÍTULO V
De la masa pasiva

CAPÍTULO I
De la integración de la masa pasiva

Artículo 251.  Principio de universalidad.
1. Todos los créditos contra el deudor, ordinarios o no, a la fecha de la declaración de 

concurso, cualquiera que sea la nacionalidad y el domicilio del acreedor, quedarán de 
derecho integrados en la masa pasiva, estén o no reconocidos en el procedimiento, salvo 
que tengan la consideración de créditos contra la masa.

2. En caso de concurso de persona casada en régimen de gananciales o cualquier otro 
de comunidad de bienes, los créditos contra el cónyuge del concursado, que sean, además, 
créditos de responsabilidad de la sociedad o comunidad conyugal, quedarán de derecho 
integrados en la masa pasiva.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

De la clasificación de los créditos concursales

[ . . . ]
Subsección 2.ª De los créditos con privilegio general

[ . . . ]
Artículo 281.  Créditos subordinados.

1. Son créditos subordinados:
1.º Los créditos que se clasifiquen como subordinados por la administración concursal 

por comunicación extemporánea, salvo que se trate de créditos de reconocimiento forzoso, o 
por las resoluciones judiciales que resuelvan los incidentes de impugnación de la lista de 
acreedores y por aquellas otras que atribuyan al crédito esa clasificación.

2.º Los créditos que por pacto contractual tengan el carácter de subordinados respecto 
de todos los demás créditos contra el concursado, incluidos los participativos.
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3.º Los créditos por recargos e intereses de cualquier clase, incluidos los moratorios, 
salvo los correspondientes a créditos con garantía real hasta donde alcance la respectiva 
garantía.

4.º Los créditos por multas y demás sanciones pecuniarias.
5.º Los créditos de que fuera titular alguna de las personas especialmente relacionadas 

con el concursado en los términos establecidos en esta ley.
6.º Los créditos que como consecuencia de rescisión concursal resulten a favor de quien 

en la sentencia haya sido declarado parte de mala fe en el acto impugnado.
7.º Los créditos derivados de los contratos con obligaciones recíprocas, a cargo de la 

contraparte del concursado, o del acreedor, en caso de rehabilitación de contratos de 
financiación o de adquisición de bienes con precio aplazado, cuando el juez constate, previo 
informe de la administración concursal, que el acreedor obstaculiza de forma reiterada el 
cumplimiento del contrato en perjuicio del interés del concurso.

2. Por excepción a lo establecido en el número 5.º del apartado anterior, los créditos de 
que fuera titular alguna de las personas especialmente relacionadas con el concursado no 
serán objeto de subordinación en los siguientes casos:

1.º Los créditos por alimentos nacidos y vencidos antes de la declaración de concurso, 
que tendrán la consideración de créditos contra la masa, de acuerdo con lo que dispone el 
artículo 242.1.3.º.

2.º Los créditos a que se refiere el número 1.º del artículo 280 cuando el concursado sea 
persona natural.

3.º Los créditos a que se refieren los números 1.º y 4.º del artículo 283 cuando los 
titulares respectivos reúnan las condiciones de participación en el capital que allí se indican, 
salvo que procedan de préstamos o de actos con análoga finalidad.

Artículo 282.  Personas especialmente relacionadas con el concursado persona natural.
Se consideran personas especialmente relacionadas con el concursado persona natural:
1.º El cónyuge del concursado o quién lo hubiera sido dentro de los dos años anteriores 

a la declaración de concurso, su pareja de hecho inscrita o las personas que convivan con 
análoga relación de afectividad o hubieran convivido habitualmente con él dentro de los dos 
años anteriores a la declaración de concurso.

2.º Los ascendientes, descendientes y hermanos del concursado o de cualquiera de las 
personas a que se refiere el número anterior.

3.º Los cónyuges de los ascendientes, de los descendientes y de los hermanos del 
concursado.

4.º Las personas jurídicas controladas por el concursado o por las personas 
mencionadas en los números anteriores así como sus administradores de derecho o de 
hecho. Se presumirá que existe control cuando concurra alguna de las situaciones previstas 
en el apartado primero del artículo 42 del Código de Comercio.

5.º Las personas jurídicas que formen parte del mismo grupo de empresas que las 
previstas en el número anterior.

6.º Las personas jurídicas de las que las personas descritas en los números anteriores 
sean administradoras de derecho o de hecho.

[ . . . ]
TÍTULO VIII

De la liquidación de la masa activa

[ . . . ]
CAPÍTULO II

De los efectos de la apertura de la fase de liquidación

[ . . . ]
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Artículo 413.  Efectos especiales sobre el concursado.
1. Si el concursado fuera persona natural la apertura de la fase de liquidación producirá 

los siguientes efectos:
1.º La suspensión del ejercicio de las facultades de administración y de disposición sobre 

los bienes y derechos que integran la masa activa, con todos los efectos establecidos para la 
suspensión en el título III del libro primero.

2.º La extinción del derecho a alimentos con cargo a la masa activa, salvo cuando fuere 
imprescindible para atender a las necesidades mínimas del concursado, su cónyuge o pareja 
de hecho inscrita, descendientes bajo su potestad y ascendientes a su cargo.

3.º El derecho a solicitar la exoneración del pasivo insatisfecho, si concurren los 
presupuestos y requisitos establecidos en esta ley.

2. Si la concursada fuera persona jurídica, la resolución judicial que abra la fase de 
liquidación contendrá la declaración de disolución si esa persona jurídica no estuviese 
disuelta y, en todo caso, el cese de los administradores o liquidadores, que serán sustituidos 
a todos los efectos por la administración concursal, sin perjuicio de continuar aquellos en 
representación de la concursada en el procedimiento concursal y en los incidentes en los 
que sea parte.

[ . . . ]
CAPÍTULO V

De la consignación preventiva

[ . . . ]
TÍTULO XI

De la conclusión y de la reapertura del concurso de acreedores

[ . . . ]
CAPÍTULO II

De la exoneración del pasivo insatisfecho

[ . . . ]
Subsección 2.ª De la extensión de la exoneración

Artículo 489.  Extensión de la exoneración.
1. La exoneración del pasivo insatisfecho se extenderá a la totalidad de las deudas 

insatisfechas, salvo las siguientes:
1.º Las deudas por responsabilidad civil extracontractual, por muerte o daños personales, 

así como por indemnizaciones derivadas de accidente de trabajo y enfermedad profesional, 
cualquiera que sea la fecha de la resolución que los declare.

2.º Las deudas por responsabilidad civil derivada de delito.
3.º Las deudas por alimentos.
4.º Las deudas por salarios correspondientes a los últimos sesenta días de trabajo 

efectivo realizado antes de la declaración de concurso en cuantía que no supere el triple del 
salario mínimo interprofesional, así como los que se hubieran devengado durante el 
procedimiento, siempre que su pago no hubiera sido asumido por el Fondo de Garantía 
Salarial.

5.º Las deudas por créditos de Derecho público. No obstante, las deudas para cuya 
gestión recaudatoria resulte competente la Agencia Estatal de Administración Tributaria 
podrán exonerarse hasta el importe máximo de diez mil euros por deudor; para los primeros 
cinco mil euros de deuda la exoneración será integra, y a partir de esta cifra la exoneración 
alcanzará el cincuenta por ciento de la deuda hasta el máximo indicado. Asimismo, las 
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deudas por créditos en seguridad social podrán exonerarse por el mismo importe y en las 
mismas condiciones. El importe exonerado, hasta el citado límite, se aplicará en orden 
inverso al de prelación legalmente establecido en esta ley y, dentro de cada clase, en función 
de su antigüedad.

6.º Las deudas por multas a que hubiera sido condenado el deudor en procesos penales 
y por sanciones administrativas muy graves.

7.º Las deudas por costas y gastos judiciales derivados de la tramitación de la solicitud 
de exoneración.

8.º Las deudas con garantía real, sean por principal, intereses o cualquier otro concepto 
debido, dentro del límite del privilegio especial, calculado conforme a lo establecido en esta 
ley.

2. Excepcionalmente, el juez podrá declarar que no son total o parcialmente exonerables 
deudas no relacionadas en el apartado anterior cuando sea necesario para evitar la 
insolvencia del acreedor afectado por la extinción del derecho de crédito.

3. El crédito público será exonerable en la cuantía establecida en el párrafo segundo del 
apartado 1.5.º, pero únicamente en la primera exoneración del pasivo insatisfecho, no siendo 
exonerable importe alguno en las sucesivas exoneraciones que pudiera obtener el mismo 
deudor.

Subsección 3.ª De los efectos de la exoneración

[ . . . ]
Artículo 491.  Efectos de la exoneración respecto de los bienes conyugales comunes.

Si el concursado tuviere un régimen económico matrimonial de gananciales u otro de 
comunidad y no se hubiere procedido a la liquidación de ese régimen, la exoneración del 
pasivo insatisfecho que afecte a deudas gananciales contraídas por el cónyuge del 
concursado o por ambos cónyuges no se extenderá a aquel, en tanto no haya obtenido él 
mismo el beneficio de la exoneración del pasivo insatisfecho.

[ . . . ]
Subsección 1.ª De la exoneración con plan de pagos

Artículo 495.  Solicitud de exoneración mediante plan de pagos.
1. El deudor podrá solicitar la exoneración del pasivo con sujeción a un plan de pagos y 

sin liquidación de la masa activa. En la solicitud, el deudor deberá aceptar que la concesión 
de la exoneración se haga constar en el Registro público concursal durante el plazo de cinco 
años o el plazo inferior que se establezca en el plan de pagos. Deberá acompañar a la 
solicitud las declaraciones presentadas o que debieran presentarse del impuesto sobre la 
renta de las personas físicas correspondientes a los tres últimos ejercicios finalizados a la 
fecha de la solicitud, y las de las restantes personas de su unidad familiar.

2. La solicitud de exoneración mediante plan de pagos podrá presentarse en cualquier 
momento antes de que el juez acuerde la liquidación de la masa activa.

Artículo 496.  Contenido del plan de pagos.
1. En la propuesta de plan de pagos deberá incluir expresamente el deudor el calendario 

de pagos de los créditos exonerables que, según esa propuesta, vayan a ser satisfechos 
dentro del plazo que haya establecido el plan.

2. La propuesta de plan de pagos deberá también relacionar en detalle los recursos 
previstos para su cumplimiento, así como para la satisfacción de las deudas no exonerables 
y de las nuevas obligaciones por alimentos, las derivadas de su subsistencia o las que 
genere su actividad, con especial atención a la renta y recursos disponibles futuros del 
deudor y su previsible variación durante el plazo del plan y, en su caso, el plan de 
continuidad de actividad empresarial o profesional del deudor o de la nueva que pretenda 
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emprender y los bienes y derechos de su patrimonio que considere necesarios para una u 
otra.

El plan de pagos podrá incluir cesiones en pago de bienes o derechos, siempre que no 
resulten necesarios para la actividad empresarial o profesional del deudor durante el plazo 
del plan de pagos; que su valor razonable, calculado conforme a lo previsto en el artículo 
273, sea igual o inferior al crédito que se extingue o, en otro caso, el acreedor integrará la 
diferencia en el patrimonio del deudor; y que se cuente con el consentimiento o aceptación 
del acreedor.

El plan podrá establecer pagos de cuantía determinada, pagos de cuantía determinable 
en función de la evolución de la renta y recursos disponibles del deudor o combinaciones de 
unos y otros.

El plan de pagos no podrá consistir en la liquidación total del patrimonio del deudor, ni 
alterar el orden de pago de los créditos legalmente establecidos, salvo con el expreso 
consentimiento de los acreedores preteridos o postergados.

[ . . . ]
Artículo 497.   Duración del plan de pagos.

1. La duración del plan de pagos será, con carácter general, de tres años.
2. La duración del plan de pagos será de cinco años en los siguientes casos:
1.º Cuando no se realice la vivienda habitual del deudor y, cuando corresponda, de su 

familia.
2.º Cuando el importe de los pagos dependa exclusiva o fundamentalmente de la 

evolución de la renta y recursos disponibles del deudor.
3. El plazo del plan de pagos comenzará a correr desde la fecha de la aprobación 

judicial.

Artículo 498.  Aprobación del plan de pagos.
1. El letrado de la Administración de Justicia dará traslado de la propuesta de plan de 

pagos a los acreedores personados, a fin de que, dentro del plazo de diez días, puedan 
alegar cuanto estimen oportuno en relación con la concurrencia de los presupuestos y 
requisitos legales para la exoneración o con la propuesta de plan de pagos presentada. Los 
acreedores personados podrán proponer el establecimiento de medidas limitativas o 
prohibitivas de los derechos de disposición o administración del deudor, durante el plan de 
pagos.

2. Presentadas las alegaciones de los acreedores, o transcurrido el plazo a que se 
refiere el apartado anterior, el juez, previa verificación de la concurrencia de los 
presupuestos y requisitos establecidos en esta ley, del contenido del plan de pagos y de las 
posibilidades objetivas de que pueda ser cumplido, denegará o concederá provisionalmente 
la exoneración del pasivo insatisfecho, con aprobación del plan de pagos en los términos de 
la propuesta o con las modificaciones que estime oportunas, consten o no en las 
alegaciones de los acreedores.

[ . . . ]
Subsección 2.ª De la exoneración con liquidación de la masa activa

[ . . . ]
Artículo 502.  Resolución sobre la solicitud.

1. Si la administración concursal y los acreedores personados mostraran conformidad a 
la solicitud del deudor o no se opusieran a ella dentro del plazo legal, el juez del concurso, 
previa verificación de la concurrencia de los presupuestos y requisitos establecidos en esta 
ley, concederá la exoneración del pasivo insatisfecho en la resolución en la que declare la 
conclusión del concurso.
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2. La oposición solo podrá fundarse en la falta de alguno de los presupuestos y 
requisitos establecidos en esta ley. La oposición se sustanciará por el trámite del incidente 
concursal.

3. No podrá dictarse auto de conclusión del concurso hasta que gane firmeza la 
resolución que recaiga en el incidente concediendo o denegando la exoneración solicitada.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

De los recursos

[ . . . ]
TÍTULO III

De los planes de reestructuración

[ . . . ]
CAPÍTULO II

De los créditos y contratos afectados

Artículo 616.  Créditos afectados.
1. A los efectos de este título, se considerarán créditos afectados los créditos que en 

virtud del plan de reestructuración sufran una modificación de sus términos o condiciones, en 
particular, la modificación de la fecha de vencimiento, la modificación del principal o los 
intereses, la conversión en crédito participativo o subordinado, acciones o participaciones 
sociales, o en cualquier otro instrumento de características o rango distintos de aquellos que 
tuviese el crédito originario, la modificación o extinción de las garantías, personales o reales, 
que garanticen el crédito, el cambio en la persona del deudor o la modificación de la ley 
aplicable al crédito.

2. Cualquier crédito, incluidos los créditos contingentes y sometidos a condición, puede 
ser afectado por el plan de reestructuración, salvo los créditos de alimentos derivados de 
una relación familiar, de parentesco o de matrimonio, los créditos derivados de 
responsabilidad civil extracontractual y los créditos derivados de relaciones laborales 
distintas de las del personal de alta dirección.

Los créditos futuros que nazcan de contratos de derivados que se mantengan en vigor 
no quedarán afectados por el plan de reestructuración.

Los créditos de Derecho público podrán ser afectados, exclusivamente en la forma 
prevista en el artículo 616 bis, y únicamente cuando concurran los siguientes requisitos:

1.º Que el deudor acredite, tanto en el momento de presentar la comunicación de 
apertura de negociaciones, como en el momento de solicitud de homologación judicial del 
plan, que se encuentra al corriente en el cumplimiento de las obligaciones tributarias y frente 
a la Seguridad Social, mediante la presentación en el juzgado de las correspondientes 
certificaciones emitidas por la Agencia Estatal de Administración Tributaria y la Tesorería 
General de la Seguridad Social;

2.º Que los créditos tengan una antigüedad inferior a dos años, computados desde la 
fecha de su devengo de acuerdo con la normativa tributaria y de la Seguridad Social hasta la 
fecha de presentación en el juzgado de la comunicación de apertura de negociaciones.

3. Los créditos por repetición, subrogación o regreso quedarán afectados en las mismas 
condiciones que el crédito principal si así se establece en el plan de reestructuración. Si el 
crédito de repetición o regreso gozase de garantía real, será tratado como crédito 
garantizado.

[ . . . ]

CÓDIGO DE DERECHO MATRIMONIAL

§ 46  Texto refundido de la Ley Concursal [parcial]

– 482 –



Artículo 635.  Homologación judicial.
La homologación judicial del plan de reestructuración será necesaria en cualquiera de los 

siguientes casos:
1.º Cuando se pretenda extender sus efectos a acreedores o clases de acreedores que 

no hubieran votado a favor del plan o a los socios del deudor persona jurídica;
2.º Cuando se pretenda la resolución de contratos en interés de la reestructuración;
3.º Cuando se pretenda proteger la financiación interina y la nueva financiación que 

prevea el plan, así como los actos, operaciones o negocios realizados en el contexto de este 
frente a acciones rescisorias en los términos previstos en este título, y reconocer a esa 
financiación las preferencias de cobro previstas en el libro primero.

[ . . . ]
LIBRO TERCERO

Procedimiento especial para microempresas

TÍTULO I
Reglas comunes

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 685.  Ámbito del procedimiento especial.
1. El procedimiento especial para microempresas será aplicable a los deudores que sean 

personas naturales o jurídicas que lleven a cabo una actividad empresarial o profesional y 
que reúnan las siguientes características:

1.ª Haber empleado durante el año anterior a la solicitud una media de menos de diez 
trabajadores. Este requisito se entenderá cumplido cuando el número de horas de trabajo 
realizadas por el conjunto de la plantilla sea igual o inferior al que habría correspondido a 
menos de diez trabajadores a tiempo completo.

2.ª Tener un volumen de negocio anual inferior a setecientos mil euros o un pasivo 
inferior a trescientos cincuenta mil euros según las últimas cuentas cerradas en el ejercicio 
anterior a la presentación de la solicitud.

2. Si la entidad formase parte de un grupo, los criterios fijados en el apartado anterior se 
computarán en base consolidada.

3. El procedimiento especial afectará a la totalidad de los bienes y derechos integrados 
en el patrimonio del deudor en la fecha de apertura del procedimiento especial y los que se 
reintegren en el mismo o adquiera durante el procedimiento, con excepción, en su caso, de 
los bienes y derechos legalmente inembargables. Si el deudor estuviera casado, serán de 
aplicación los artículos relativos al régimen económico matrimonial del capítulo I del título IV 
del libro primero.

4. El procedimiento afectará a todos los acreedores del deudor, con independencia del 
origen y naturaleza de la deuda.

5. El procedimiento especial para microempresas podrá tramitarse como procedimiento 
de continuación o como procedimiento de liquidación con o sin transmisión de la empresa en 
funcionamiento.

[ . . . ]
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CAPÍTULO II
Negociación y apertura del procedimiento especial

[ . . . ]
Artículo 691.  Solicitud de apertura del procedimiento especial por el deudor.

1. El deudor, que deberá comparecer asistido por abogado, cuando se encuentre en 
probabilidad de insolvencia, insolvencia inminente o insolvencia actual, podrá solicitar la 
apertura del procedimiento especial mediante la presentación del formulario normalizado.

2. El formulario normalizado se presentará y tramitará electrónicamente bien a través de 
la sede judicial electrónica, bien en las notarías u oficinas del registro mercantil o cámaras de 
comercio que hayan asumido tales funciones. En aquellos casos en los que el deudor no 
disponga de los medios tecnológicos necesarios para acceder a la sede judicial electrónica, 
las notarías, las oficinas del registro mercantil o las cámaras de comercio que hayan 
asumido tal función podrán prestar el servicio que resulte necesario, el cual tendrá carácter 
gratuito, a los efectos de facilitar la presentación electrónica del formulario.

Las personas especialmente habilitadas deberán comprobar la identidad del solicitante y, 
en su caso, la representación que ostenten.

3. Para su válida tramitación, el formulario normalizado que presente el deudor deberá 
estar íntegramente cumplimentado, e incluirá, en todo caso, los siguientes extremos:

1.º Identificación del deudor, incluida la localización de su domicilio, de su centro principal 
de intereses y de cualquier otro establecimiento.

2.º Breve memoria explicativa que justifique la solicitud, que incluya una descripción de la 
situación económica, de la situación de los trabajadores, y una descripción de las causas y 
del alcance de las dificultades financieras, incluyendo el tipo de insolvencia en que el deudor 
alega encontrarse.

3.º Si el deudor fuera persona casada, indicará en la memoria la identidad del cónyuge, 
con expresión del régimen económico del matrimonio.

4.º Elección del procedimiento de continuación o del procedimiento de liquidación, y, en 
este último supuesto, si se prevé la transmisión de la empresa en funcionamiento.

5.º Elección de alguno de los módulos regulados en el capítulo IV del título II o en el 
capítulo II del título III de este libro tercero.

6.º El activo, con valoración de cada partida, y el pasivo, con identificación 
individualizada de cada acreedor, de la cuantía de cada crédito, de su naturaleza concursal y 
de si está o no vencido, incluyéndose de manera separada los créditos litigiosos.

7.º Enumeración y detalles de los contratos pendientes de ejecución.
8.º Enumeración de posibles contingencias susceptibles de afectar al valor de la 

empresa.
9.º Si el deudor fuera empleador, el número de trabajadores con expresión del centro de 

trabajo al que estuvieran afectados, y la identidad de los integrantes del órgano de 
representación de los mismos si los hubiera, con expresión de la dirección electrónica de 
cada uno de ellos.

4. En caso de deudor persona jurídica, la competencia para solicitar la apertura del 
procedimiento especial corresponderá al órgano de administración.

5. El deudor deberá solicitar la apertura de este procedimiento especial en el plazo de un 
mes, una vez transcurridos los tres meses de incumplimiento en el pago a que se refiere el 
artículo 2.4.5.º. Esta solicitud se realizará por formulario normalizado y se presentará y 
tramitará electrónicamente bien a través de la sede judicial electrónica, bien en las notarías u 
oficinas del registro mercantil.

De no solicitarse el procedimiento en el plazo anterior, las quitas y esperas que resulten 
de la aprobación del plan de continuación no afectarán a los créditos tributarios y de 
seguridad social.

[ . . . ]
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CAPÍTULO III
Efectos de la apertura del procedimiento especial

[ . . . ]
Artículo 694 ter.  Efectos de la apertura del procedimiento de liquidación sin transmisión de 
la empresa en funcionamiento.

1. Se entenderá que el procedimiento de liquidación se realiza sin transmisión de la 
empresa en funcionamiento cuando así lo determine el deudor en la solicitud de apertura de 
la liquidación, cuando así se desprenda del contenido del plan de liquidación o cuando así lo 
determine el juez tras las alegaciones realizadas al plan de liquidación por los acreedores.

2. Desde el momento de la apertura de la liquidación, cuando así lo indique el deudor, se 
desprenda del plan de liquidación o lo determine el juez tras las alegaciones realizadas al 
plan de liquidación por los acreedores, se producirá el vencimiento anticipado de los créditos 
aplazados y la conversión en dinero de aquellos que consistan en otras prestaciones.

3. La apertura de la liquidación supone la disolución de la sociedad. En caso de 
sustitución de la deudora por un administrador concursal, los administradores y liquidadores 
podrán desarrollar las funciones de representación de la deudora necesarias para defender 
sus derechos en el seno del procedimiento especial de liquidación.

4. La apertura de la liquidación del deudor persona natural producirá los efectos 
específicos en relación con los alimentos y la disolución de la sociedad conyugal previstos 
en el libro primero.

[ . . . ]
TÍTULO II

Procedimiento de continuación

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Aprobación y homologación del plan

Artículo 698.  Aprobación del plan.
1. Para su válida aprobación, el deudor y, en su caso, los socios de la sociedad deudora 

que sean legalmente responsables de las deudas sociales, deberán dar su consentimiento al 
plan propuesto por los acreedores. Cuando el plan contenga medidas que afecten a los 
derechos políticos o económicos de los socios de la sociedad deudora, se requerirá 
igualmente el acuerdo de estos, siendo de aplicación lo previsto en el libro segundo para la 
adopción del acuerdo.

2. Se entenderá que son créditos afectados los que tengan esta consideración de 
acuerdo con lo establecido en el libro segundo.

3. Cualquier crédito, incluidos los créditos contingentes y sometidos a condición, puede 
ser afectado por el plan de continuación, salvo los créditos de alimentos derivados de una 
relación familiar, de parentesco o de matrimonio, los créditos derivados de daños 
extracontractuales, los créditos derivados de relaciones laborales distintas de las del 
personal de alta dirección ni en el supuesto de los créditos públicos, la parte que deba 
calificarse como privilegiada. En ningún caso se verán afectados los porcentajes de las 
cuotas de la seguridad social cuyo abono corresponda a la empresa por contingencias 
comunes y contingencias profesionales ni los porcentajes de la cuota del trabajador que se 
refieran a contingencias comunes o accidentes de trabajo y enfermedad profesional.

4. Todo titular de un crédito afectado tendrá derecho al voto por el nominal de su crédito, 
computándose cada crédito por el principal más los recargos e intereses vencidos.

5. El plan deberá incluir un tratamiento paritario de los créditos en condiciones 
homogéneas, y ningún crédito mantendrá o recibirá, de conformidad con el plan, pagos, 
derechos, acciones o participaciones, con un valor superior al importe de sus créditos.
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6. En ningún caso, el plan de continuación podrá suponer para los créditos de derecho 
público el cambio de la ley aplicable; el cambio de deudor, sin perjuicio de que un tercero 
asuma sin liberación de ese deudor la obligación de pago; la modificación o extinción de las 
garantías que tuvieren; o la conversión del crédito en acciones o participaciones sociales, en 
crédito o préstamo participativo o en un instrumento de características o de rango distintos 
de aquellos que tuviere el originario. Tampoco podrá suponer quitas ni esperas respecto de 
los porcentajes de las cuotas de la seguridad social cuyo abono corresponda a la empresa 
por contingencias comunes y por contingencias profesionales ni a los porcentajes de la cuota 
del trabajador que se refieran a contingencias comunes o accidentes de trabajo y 
enfermedad profesional.

7. La votación se realizará según la división por clases prevista en la propuesta de plan 
de continuación.

8. En caso de que un acreedor no vote, se entenderá que ha votado a favor del plan de 
continuación.

9. El plan se considerará aprobado por una clase de créditos afectados si hubiera votado 
a favor la mayoría del pasivo correspondiente a esa clase. En el caso de que la clase 
estuviera formada por créditos con garantía real, el plan de continuación se considerará 
aprobado si hubiera votado a favor dos tercios del importe del pasivo correspondiente a esta 
clase.

10. El plan se considerará aprobado cuando haya sido aprobado por todas las clases de 
créditos o al menos por:

1.º Una mayoría simple de las clases, siempre que al menos una de ellas sea una clase 
de créditos con privilegio especial o general; o, en su defecto, por

2.º Una clase que, de acuerdo con la clasificación de créditos del concurso de 
acreedores, pueda razonablemente presumirse que hubiese recibido algún pago tras una 
valoración del deudor como empresa en funcionamiento.

11. En caso de que el acreedor sea la Agencia Estatal de Administración Tributaria, se 
entenderá que ha votado a favor del plan de continuación que contenga una quita no 
superior al quince por ciento del importe de sus créditos ordinarios, salvo que se indique lo 
contrario de conformidad con lo previsto en el apartado 3 del artículo 10 de la Ley 47/2003, 
de 26 de noviembre, General Presupuestaria.

[ . . . ]
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§ 47

Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. 
[Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 281, de 24 de noviembre de 1995

Última modificación: 11 de junio de 2024
Referencia: BOE-A-1995-25444

[ . . . ]
TÍTULO I

De la infracción penal

[ . . . ]
CAPÍTULO V

De la circunstancia mixta de parentesco

Artículo 23.  
Es circunstancia que puede atenuar o agravar la responsabilidad, según la naturaleza, 

los motivos y los efectos del delito, ser o haber sido el agraviado cónyuge o persona que 
esté o haya estado ligada de forma estable por análoga relación de afectividad, o ser 
ascendiente, descendiente o hermano por naturaleza o adopción del ofensor o de su 
cónyuge o conviviente.

[ . . . ]
TÍTULO III

De las penas

[ . . . ]
Sección 5.ª De las penas accesorias

[ . . . ]
Artículo 57.  

1. Las autoridades judiciales, en los delitos de homicidio, aborto, lesiones, contra la 
libertad, de torturas y contra la integridad moral, trata de seres humanos, contra la libertad e 
indemnidad sexuales, la intimidad, el derecho a la propia imagen y la inviolabilidad del 
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domicilio, el honor, el patrimonio, el orden socioeconómico y las relaciones familiares, 
atendiendo a la gravedad de los hechos o al peligro que el delincuente represente, podrán 
acordar en sus sentencias la imposición de una o varias de las prohibiciones contempladas 
en el artículo 48, por un tiempo que no excederá de diez años si el delito fuera grave, o de 
cinco si fuera menos grave.

No obstante lo anterior, si la persona condenada lo fuera a pena de prisión y el Juez o 
Tribunal acordara la imposición de una o varias de dichas prohibiciones, lo hará por un 
tiempo superior entre uno y diez años al de la duración de la pena de prisión impuesta en la 
sentencia, si el delito fuera grave, y entre uno y cinco años, si fuera menos grave. En este 
supuesto, la pena de prisión y las prohibiciones antes citadas se cumplirán necesariamente 
por la persona condenada de forma simultánea.

2. En los supuestos de los delitos mencionados en el primer párrafo del apartado 1 de 
este artículo cometidos contra quien sea o haya sido el cónyuge, o sobre persona que esté o 
haya estado ligada al condenado por una análoga relación de afectividad aun sin 
convivencia, o sobre los descendientes, ascendientes o hermanos por naturaleza, adopción 
o afinidad, propios o del cónyuge o conviviente, o sobre los menores o personas con 
discapacidad necesitadas de especial protección que con él convivan o que se hallen sujetos 
a la potestad, tutela, curatela, acogimiento o guarda de hecho del cónyuge o conviviente, o 
sobre persona amparada en cualquier otra relación por la que se encuentre integrada en el 
núcleo de su convivencia familiar, así como sobre las personas que por su especial 
vulnerabilidad se encuentran sometidas a su custodia o guarda en centros públicos o 
privados se acordará, en todo caso, la aplicación de la pena prevista en el apartado 2 del 
artículo 48 por un tiempo que no excederá de diez años si el delito fuera grave, o de cinco si 
fuera menos grave, sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo segundo del apartado anterior.

3. También podrán imponerse las prohibiciones establecidas en el artículo 48, por un 
periodo de tiempo que no excederá de seis meses, por la comisión de los delitos 
mencionados en el primer párrafo del apartado 1 de este artículo que tengan la 
consideración de delitos leves.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

De las formas sustitutivas de la ejecución de las penas privativas de libertad y 
de la libertad condicional.

Sección 1.ª De la suspensión de la ejecución de las penas privativas de libertad

[ . . . ]
Artículo 83.  

1. El juez o tribunal podrá condicionar la suspensión al cumplimiento de las siguientes 
prohibiciones y deberes cuando ello resulte necesario para evitar el peligro de comisión de 
nuevos delitos, sin que puedan imponerse deberes y obligaciones que resulten excesivos y 
desproporcionados:

1.ª Prohibición de aproximarse a la víctima o a aquéllos de sus familiares u otras 
personas que se determine por el juez o tribunal, a sus domicilios, a sus lugares de trabajo o 
a otros lugares habitualmente frecuentados por ellos, o de comunicar con los mismos por 
cualquier medio. La imposición de esta prohibición será siempre comunicada a las personas 
con relación a las cuales sea acordada.

2.ª Prohibición de establecer contacto con personas determinadas o con miembros de un 
grupo determinado, cuando existan indicios que permitan suponer fundadamente que tales 
sujetos pueden facilitarle la ocasión para cometer nuevos delitos o incitarle a hacerlo.

3.ª Mantener su lugar de residencia en un lugar determinado con prohibición de 
abandonarlo o ausentarse temporalmente sin autorización del juez o tribunal.

4.ª Prohibición de residir en un lugar determinado o de acudir al mismo, cuando en ellos 
pueda encontrar la ocasión o motivo para cometer nuevos delitos.
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5.ª Comparecer personalmente con la periodicidad que se determine ante el juez o 
tribunal, dependencias policiales o servicio de la administración que se determine, para 
informar de sus actividades y justificarlas.

6.ª Participar en programas formativos, laborales, culturales, de educación vial, sexual, 
de defensa del medio ambiente, de protección de los animales, de igualdad de trato y no 
discriminación, resolución pacífica de conflictos, parentalidad positiva y otros similares.

7.ª Participar en programas de deshabituación al consumo de alcohol, drogas tóxicas o 
sustancias estupefacientes, o de tratamiento de otros comportamientos adictivos.

8.ª Prohibición de conducir vehículos de motor que no dispongan de dispositivos 
tecnológicos que condicionen su encendido o funcionamiento a la comprobación previa de 
las condiciones físicas del conductor, cuando el sujeto haya sido condenado por un delito 
contra la seguridad vial y la medida resulte necesaria para prevenir la posible comisión de 
nuevos delitos.

9.ª Cumplir los demás deberes que el juez o tribunal estime convenientes para la 
rehabilitación social del penado, previa conformidad de éste, siempre que no atenten contra 
su dignidad como persona.

2. Cuando se trate de delitos cometidos sobre la mujer por quien sea o haya sido su 
cónyuge, o por quien esté o haya estado ligado a ella por una relación similar de afectividad, 
aun sin convivencia, se impondrán siempre las prohibiciones y deberes indicados en las 
reglas 1.ª, 4.ª y 6.ª del apartado anterior.

Las anteriores prohibiciones y deberes se impondrán asimismo cuando se trate de 
delitos contra la libertad sexual, matrimonio forzado, mutilación genital femenina y trata de 
seres humanos.

3. La imposición de cualquiera de las prohibiciones o deberes de las reglas 1.ª, 2.ª, 3.ª, o 
4.ª del apartado 1 de este artículo será comunicada a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 
del Estado, que velarán por su cumplimiento. Cualquier posible quebrantamiento o 
circunstancia relevante para valorar la peligrosidad del penado y la posibilidad de comisión 
futura de nuevos delitos, será inmediatamente comunicada al Ministerio Fiscal y al juez o 
tribunal de ejecución.

4. El control del cumplimiento de los deberes a que se refieren las reglas 6.ª, 7.ª y 8.ª del 
apartado 1 de este artículo corresponderá a los servicios de gestión de penas y medidas 
alternativas de la Administración penitenciaria. Estos servicios informarán al juez o tribunal 
de ejecución sobre el cumplimiento con una periodicidad al menos trimestral, en el caso de 
las reglas 6.ª y 8.ª, y semestral, en el caso de la 7.ª y, en todo caso, a su conclusión.

Asimismo, informarán inmediatamente de cualquier circunstancia relevante para valorar 
la peligrosidad del penado y la posibilidad de comisión futura de nuevos delitos, así como de 
los incumplimientos de la obligación impuesta o de su cumplimiento efectivo.

Artículo 84.  
1. El juez o tribunal también podrá condicionar la suspensión de la ejecución de la pena 

al cumplimiento de alguna o algunas de las siguientes prestaciones o medidas:
1.ª El cumplimiento del acuerdo alcanzado por las partes en virtud de mediación.
2.ª El pago de una multa, cuya extensión determinarán el juez o tribunal en atención a 

las circunstancias del caso, que no podrá ser superior a la que resultase de aplicar dos 
cuotas de multa por cada día de prisión sobre un límite máximo de dos tercios de su 
duración.

3.ª La realización de trabajos en beneficio de la comunidad, especialmente cuando 
resulte adecuado como forma de reparación simbólica a la vista de las circunstancias del 
hecho y del autor. La duración de esta prestación de trabajos se determinará por el juez o 
tribunal en atención a las circunstancias del caso, sin que pueda exceder de la que resulte 
de computar un día de trabajos por cada día de prisión sobre un límite máximo de dos 
tercios de su duración.

2. Si se hubiera tratado de un delito cometido sobre la mujer por quien sea o haya sido 
su cónyuge, o por quien esté o haya estado ligado a ella por una relación similar de 
afectividad, aun sin convivencia, o sobre los descendientes, ascendientes o hermanos por 
naturaleza, adopción o afinidad propios o del cónyuge o conviviente, o sobre los menores o 
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personas con discapacidad necesitadas de especial protección que con él convivan o que se 
hallen sujetos a la potestad, tutela, curatela, acogimiento o guarda de hecho del cónyuge o 
conviviente, el pago de la multa a que se refiere la medida 2.ª del apartado anterior 
solamente podrá imponerse cuando conste acreditado que entre ellos no existen relaciones 
económicas derivadas de una relación conyugal, de convivencia o filiación, o de la existencia 
de una descendencia común.

[ . . . ]
LIBRO II

Delitos y sus penas

[ . . . ]
TÍTULO VI

Delitos contra la libertad

[ . . . ]
CAPÍTULO III

De las coacciones

[ . . . ]
Artículo 172 bis.  

1. El que con intimidación grave o violencia compeliere a otra persona a contraer 
matrimonio será castigado con una pena de prisión de seis meses a tres años y seis meses 
o con multa de doce a veinticuatro meses, según la gravedad de la coacción o de los medios 
empleados.

2. La misma pena se impondrá a quien, con la finalidad de cometer los hechos a que se 
refiere el apartado anterior, utilice violencia, intimidación grave o engaño para forzar a otro a 
abandonar el territorio español o a no regresar al mismo.

3. Las penas se impondrán en su mitad superior cuando la víctima fuera menor de edad.
4. En las sentencias condenatorias por delito de matrimonio forzado, además del 

pronunciamiento correspondiente a la responsabilidad civil, se harán, en su caso, los que 
procedan en orden a la declaración de nulidad o disolución del matrimonio así contraído y a 
la filiación y fijación de alimentos.

[ . . . ]
Artículo 172 quater.  

1. El que para obstaculizar el ejercicio del derecho a la interrupción voluntaria del 
embarazo acosare a una mujer mediante actos molestos, ofensivos, intimidatorios o 
coactivos que menoscaben su libertad, será castigado con la pena de prisión de tres meses 
a un año o de trabajos en beneficio de la comunidad de treinta y uno a ochenta días.

2. Las mismas penas se impondrán a quien, en la forma descrita en el apartado anterior, 
acosare a los trabajadores del ámbito sanitario en su ejercicio profesional o función pública y 
al personal facultativo o directivo de los centros habilitados para interrumpir el embarazo con 
el objetivo de obstaculizar el ejercicio de su profesión o cargo.

3. Atendidas la gravedad, las circunstancias personales del autor y las concurrentes en 
la realización del hecho, el tribunal podrá imponer, además, la prohibición de acudir a 
determinados lugares por tiempo de seis meses a tres años.

4. Las penas previstas en este artículo se impondrán sin perjuicio de las que pudieran 
corresponder a los delitos en que se hubieran concretado los actos de acoso.

5. En la persecución de los hechos descritos en este artículo no será necesaria la 
denuncia de la persona agraviada ni de su representación legal.
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TÍTULO VII
De las torturas y otros delitos contra la integridad moral

Artículo 173.  
1. El que infligiera a otra persona un trato degradante, menoscabando gravemente su 

integridad moral, será castigado con la pena de prisión de seis meses a dos años.
Igual pena se impondrá a quienes, teniendo conocimiento del paradero del cadáver de 

una persona, oculten de modo reiterado tal información a los familiares o allegados de la 
misma.

Con la misma pena serán castigados los que, en el ámbito de cualquier relación laboral o 
funcionarial y prevaliéndose de su relación de superioridad, realicen contra otro de forma 
reiterada actos hostiles o humillantes que, sin llegar a constituir trato degradante, supongan 
grave acoso contra la víctima.

Se impondrá también la misma pena al que de forma reiterada lleve a cabo actos 
hostiles o humillantes que, sin llegar a constituir trato degradante, tengan por objeto impedir 
el legítimo disfrute de la vivienda.

Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis, una persona jurídica sea 
responsable de los delitos comprendidos en los párrafos anteriores, se le impondrá la pena 
de multa de seis meses a dos años. Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, 
los Jueces y Tribunales podrán asimismo imponer las penas recogidas en las letras b) a g) 
del apartado 7 del artículo 33.

2. El que habitualmente ejerza violencia física o psíquica sobre quien sea o haya sido su 
cónyuge o sobre persona que esté o haya estado ligada a él por una análoga relación de 
afectividad aun sin convivencia, o sobre los descendientes, ascendientes o hermanos por 
naturaleza, adopción o afinidad, propios o del cónyuge o conviviente, o sobre los menores o 
personas con discapacidad necesitadas de especial protección que con él convivan o que se 
hallen sujetos a la potestad, tutela, curatela, acogimiento o guarda de hecho del cónyuge o 
conviviente, o sobre persona amparada en cualquier otra relación por la que se encuentre 
integrada en el núcleo de su convivencia familiar, así como sobre las personas que por su 
especial vulnerabilidad se encuentran sometidas a custodia o guarda en centros públicos o 
privados, será castigado con la pena de prisión de seis meses a tres años, privación del 
derecho a la tenencia y porte de armas de tres a cinco años y, en su caso, cuando el juez o 
tribunal lo estime adecuado al interés del menor o persona con discapacidad necesitada de 
especial protección, inhabilitación especial para el ejercicio de la patria potestad, tutela, 
curatela, guarda o acogimiento por tiempo de uno a cinco años, sin perjuicio de las penas 
que pudieran corresponder a los delitos en que se hubieran concretado los actos de 
violencia física o psíquica.

Se impondrán las penas en su mitad superior cuando alguno o algunos de los actos de 
violencia se perpetren en presencia de menores, o utilizando armas, o tengan lugar en el 
domicilio común o en el domicilio de la víctima, o se realicen quebrantando una pena de las 
contempladas en el artículo 48 o una medida cautelar o de seguridad o prohibición de la 
misma naturaleza.

En los supuestos a que se refiere este apartado, podrá además imponerse una medida 
de libertad vigilada.

3. Para apreciar la habitualidad a que se refiere el apartado anterior, se atenderá al 
número de actos de violencia que resulten acreditados, así como a la proximidad temporal 
de los mismos, con independencia de que dicha violencia se haya ejercido sobre la misma o 
diferentes víctimas de las comprendidas en este artículo, y de que los actos violentos hayan 
sido o no objeto de enjuiciamiento en procesos anteriores.

4. Quien cause injuria o vejación injusta de carácter leve, cuando el ofendido fuera una 
de las personas a las que se refiere el apartado 2 del artículo 173, será castigado con la 
pena de localización permanente de cinco a treinta días, siempre en domicilio diferente y 
alejado del de la víctima, o trabajos en beneficio de la comunidad de cinco a treinta días, o 
multa de uno a cuatro meses, esta última únicamente en los supuestos en los que concurren 
las circunstancias expresadas en el apartado 2 del artículo 84.
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Las mismas penas se impondrán a quienes se dirijan a otra persona con expresiones, 
comportamientos o proposiciones de carácter sexual que creen a la víctima una situación 
objetivamente humillante, hostil o intimidatoria, sin llegar a constituir otros delitos de mayor 
gravedad.

Los delitos tipificados en los dos párrafos anteriores sólo serán perseguibles mediante 
denuncia de la persona agraviada o su representante legal.

[ . . . ]
TÍTULO VII BIS

De la trata de seres humanos

Artículo 177 bis.  
1. Será castigado con la pena de cinco a ocho años de prisión como reo de trata de 

seres humanos el que, sea en territorio español, sea desde España, en tránsito o con 
destino a ella, empleando violencia, intimidación o engaño, o abusando de una situación de 
superioridad o de necesidad o de vulnerabilidad de la víctima nacional o extranjera, o 
mediante la entrega o recepción de pagos o beneficios para lograr el consentimiento de la 
persona que poseyera el control sobre la víctima, la captare, transportare, trasladare, 
acogiere, o recibiere, incluido el intercambio o transferencia de control sobre esas personas, 
con cualquiera de las finalidades siguientes:

a) La imposición de trabajo o de servicios forzados, la esclavitud o prácticas similares a 
la esclavitud, a la servidumbre o a la mendicidad.

b) La explotación sexual, incluyendo la pornografía.
c) La explotación para realizar actividades delictivas.
d) La extracción de sus órganos corporales.
e) La celebración de matrimonios forzados.
Existe una situación de necesidad o vulnerabilidad cuando la persona en cuestión no 

tiene otra alternativa, real o aceptable, que someterse al abuso.
Cuando la víctima de trata de seres humanos fuera una persona menor de edad se 

impondrá, en todo caso, la pena de inhabilitación especial para cualquier profesión, oficio o 
actividades, sean o no retribuidos, que conlleve contacto regular y directo con personas 
menores de edad, por un tiempo superior entre seis y veinte años al de la duración de la 
pena de privación de libertad impuesta.

2. Aun cuando no se recurra a ninguno de los medios enunciados en el apartado 
anterior, se considerará trata de seres humanos cualquiera de las acciones indicadas en el 
apartado anterior cuando se llevare a cabo respecto de menores de edad con fines de 
explotación.

3. El consentimiento de una víctima de trata de seres humanos será irrelevante cuando 
se haya recurrido a alguno de los medios indicados en el apartado primero de este artículo.

4. Se impondrá la pena superior en grado a la prevista en el apartado primero de este 
artículo cuando:

a) se hubiera puesto en peligro la vida o la integridad física o psíquica de las personas 
objeto del delito;

b) la víctima sea especialmente vulnerable por razón de enfermedad, estado gestacional, 
discapacidad o situación personal, o sea menor de edad.

c) la víctima sea una persona cuya situación de vulnerabilidad haya sido originada o 
agravada por el desplazamiento derivado de un conflicto armado o una catástrofe 
humanitaria.

Si concurriere más de una circunstancia se impondrá la pena en su mitad superior.
5. Se impondrá la pena superior en grado a la prevista en el apartado 1 de este artículo e 

inhabilitación absoluta de seis a doce años a los que realicen los hechos prevaliéndose de 
su condición de autoridad, agente de ésta o funcionario público. Si concurriere además 
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alguna de las circunstancias previstas en el apartado 4 de este artículo se impondrán las 
penas en su mitad superior.

6. Se impondrá la pena superior en grado a la prevista en el apartado 1 de este artículo e 
inhabilitación especial para profesión, oficio, industria o comercio por el tiempo de la 
condena, cuando el culpable perteneciera a una organización o asociación de más de dos 
personas, incluso de carácter transitorio, que se dedicase a la realización de tales 
actividades. Si concurriere alguna de las circunstancias previstas en el apartado 4 de este 
artículo se impondrán las penas en la mitad superior. Si concurriere la circunstancia prevista 
en el apartado 5 de este artículo se impondrán las penas señaladas en este en su mitad 
superior.

Cuando se trate de los jefes, administradores o encargados de dichas organizaciones o 
asociaciones, se les aplicará la pena en su mitad superior, que podrá elevarse a la 
inmediatamente superior en grado. En todo caso se elevará la pena a la inmediatamente 
superior en grado si concurriera alguna de las circunstancias previstas en el apartado 4 o la 
circunstancia prevista en el apartado 5 de este artículo.

7. Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea 
responsable de los delitos comprendidos en este artículo, se le impondrá la pena de multa 
del triple al quíntuple del beneficio obtenido. Atendidas las reglas establecidas en el artículo 
66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las penas recogidas en las letras b) 
a g) del apartado 7 del artículo 33.

8. La provocación, la conspiración y la proposición para cometer el delito de trata de 
seres humanos serán castigadas con la pena inferior en uno o dos grados a la del delito 
correspondiente.

9. En todo caso, las penas previstas en este artículo se impondrán sin perjuicio de las 
que correspondan, en su caso, por el delito del artículo 318 bis de este Código y demás 
delitos efectivamente cometidos, incluidos los constitutivos de la correspondiente 
explotación.

10. Las condenas de jueces o tribunales extranjeros por delitos de la misma naturaleza 
que los previstos en este artículo producirán los efectos de reincidencia, salvo que el 
antecedente penal haya sido cancelado o pueda serlo con arreglo al Derecho español.

11. Sin perjuicio de la aplicación de las reglas generales de este Código, la víctima de 
trata de seres humanos quedará exenta de pena por las infracciones penales que haya 
cometido en la situación de explotación sufrida, siempre que su participación en ellas haya 
sido consecuencia directa de la situación de violencia, intimidación, engaño o abuso a que 
haya sido sometida y que exista una adecuada proporcionalidad entre dicha situación y el 
hecho criminal realizado.

[ . . . ]
TÍTULO X

Delitos contra la intimidad, el derecho a la propia imagen y la inviolabilidad del 
domicilio

CAPÍTULO I
Del descubrimiento y revelación de secretos

Artículo 197.  
1. El que, para descubrir los secretos o vulnerar la intimidad de otro, sin su 

consentimiento, se apodere de sus papeles, cartas, mensajes de correo electrónico o 
cualesquiera otros documentos o efectos personales, intercepte sus telecomunicaciones o 
utilice artificios técnicos de escucha, transmisión, grabación o reproducción del sonido o de 
la imagen, o de cualquier otra señal de comunicación, será castigado con las penas de 
prisión de uno a cuatro años y multa de doce a veinticuatro meses.

2. Las mismas penas se impondrán al que, sin estar autorizado, se apodere, utilice o 
modifique, en perjuicio de tercero, datos reservados de carácter personal o familiar de otro 
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que se hallen registrados en ficheros o soportes informáticos, electrónicos o telemáticos, o 
en cualquier otro tipo de archivo o registro público o privado. Iguales penas se impondrán a 
quien, sin estar autorizado, acceda por cualquier medio a los mismos y a quien los altere o 
utilice en perjuicio del titular de los datos o de un tercero.

3. Se impondrá la pena de prisión de dos a cinco años si se difunden, revelan o ceden a 
terceros los datos o hechos descubiertos o las imágenes captadas a que se refieren los 
números anteriores.

Será castigado con las penas de prisión de uno a tres años y multa de doce a 
veinticuatro meses, el que, con conocimiento de su origen ilícito y sin haber tomado parte en 
su descubrimiento, realizare la conducta descrita en el párrafo anterior.

4. Los hechos descritos en los apartados 1 y 2 de este artículo serán castigados con una 
pena de prisión de tres a cinco años cuando:

a) Se cometan por las personas encargadas o responsables de los ficheros, soportes 
informáticos, electrónicos o telemáticos, archivos o registros; o

b) se lleven a cabo mediante la utilización no autorizada de datos personales de la 
víctima.

Si los datos reservados se hubieran difundido, cedido o revelado a terceros, se 
impondrán las penas en su mitad superior.

5. Igualmente, cuando los hechos descritos en los apartados anteriores afecten a datos 
de carácter personal que revelen la ideología, religión, creencias, salud, origen racial o vida 
sexual, o la víctima fuere un menor de edad o una persona con discapacidad necesitada de 
especial protección, se impondrán las penas previstas en su mitad superior.

6. Si los hechos se realizan con fines lucrativos, se impondrán las penas 
respectivamente previstas en los apartados 1 al 4 de este artículo en su mitad superior. Si 
además afectan a datos de los mencionados en el apartado anterior, la pena a imponer será 
la de prisión de cuatro a siete años.

7. Será castigado con una pena de prisión de tres meses a un año o multa de seis a 
doce meses el que, sin autorización de la persona afectada, difunda, revele o ceda a 
terceros imágenes o grabaciones audiovisuales de aquélla que hubiera obtenido con su 
anuencia en un domicilio o en cualquier otro lugar fuera del alcance de la mirada de terceros, 
cuando la divulgación menoscabe gravemente la intimidad personal de esa persona.

Se impondrá la pena de multa de uno a tres meses a quien habiendo recibido las 
imágenes o grabaciones audiovisuales a las que se refiere el párrafo anterior las difunda, 
revele o ceda a terceros sin el consentimiento de la persona afectada.

En los supuestos de los párrafos anteriores, la pena se impondrá en su mitad superior 
cuando los hechos hubieran sido cometidos por el cónyuge o por persona que esté o haya 
estado unida a él por análoga relación de afectividad, aun sin convivencia, la víctima fuera 
menor de edad o una persona con discapacidad necesitada de especial protección, o los 
hechos se hubieran cometido con una finalidad lucrativa.

[ . . . ]
TÍTULO XII

Delitos contra las relaciones familiares

CAPÍTULO I
De los matrimonios ilegales

Artículo 217.  
El que contrajere segundo o ulterior matrimonio, a sabiendas de que subsiste legalmente 

el anterior, será castigado con la pena de prisión de seis meses a un año.

Artículo 218.  
1. El que, para perjudicar al otro contrayente, celebrare matrimonio inválido será 

castigado con la pena de prisión de seis meses a dos años.
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2. El responsable quedará exento de pena si el matrimonio fuese posteriormente 
convalidado.

Artículo 219.  
1. El que autorizare matrimonio en el que concurra alguna causa de nulidad conocida o 

denunciada en el expediente, será castigado con la pena de prisión de seis meses a dos 
años e inhabilitación especial para empleo o cargo público de dos a seis años.

2. Si la causa de nulidad fuere dispensable, la pena será de suspensión de empleo o 
cargo público de seis meses a dos años.

[ . . . ]
CAPÍTULO III

De los delitos contra los derechos y deberes familiares

[ . . . ]
Sección 3.ª Del abandono de familia, menores o personas con discapacidad 

necesitadas de especial protección.

Artículo 226.  
1. El que dejare de cumplir los deberes legales de asistencia inherentes a la patria 

potestad, tutela, guarda o acogimiento familiar o de prestar la asistencia necesaria 
legalmente establecida para el sustento de sus descendientes, ascendientes o cónyuge, que 
se hallen necesitados, será castigado con la pena de prisión de tres a seis meses o multa de 
seis a 12 meses.

2. El Juez o Tribunal podrá imponer, motivadamente, al reo la pena de inhabilitación 
especial para el ejercicio del derecho de patria potestad, tutela, guarda o acogimiento 
familiar por tiempo de cuatro a diez años.

Artículo 227.  
1. El que dejare de pagar durante dos meses consecutivos o cuatro meses no 

consecutivos cualquier tipo de prestación económica en favor de su cónyuge o sus hijos, 
establecida en convenio judicialmente aprobado o resolución judicial en los supuestos de 
separación legal, divorcio, declaración de nulidad del matrimonio, proceso de filiación, o 
proceso de alimentos a favor de sus hijos, será castigado con la pena de prisión de tres 
meses a un año o multa de seis a 24 meses.

2. Con la misma pena será castigado el que dejare de pagar cualquier otra prestación 
económica establecida de forma conjunta o única en los supuestos previstos en el apartado 
anterior.

3. La reparación del daño procedente del delito comportará siempre el pago de las 
cuantías adeudadas.

[ . . . ]
TÍTULO XIII

Delitos contra el patrimonio y contra el orden socioeconómico

[ . . . ]
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CAPÍTULO X
Disposiciones comunes a los capítulos anteriores

Artículo 268.  
1. Están exentos de responsabilidad criminal y sujetos únicamente a la civil los cónyuges 

que no estuvieren separados legalmente o de hecho o en proceso judicial de separación, 
divorcio o nulidad de su matrimonio y los ascendientes, descendientes y hermanos por 
naturaleza o por adopción, así como los afines en primer grado si viviesen juntos, por los 
delitos patrimoniales que se causaren entre sí, siempre que no concurra violencia o 
intimidación, o abuso de la vulnerabilidad de la víctima, ya sea por razón de edad, o por 
tratarse de una persona con discapacidad.

2. Esta disposición no es aplicable a los extraños que participaren en el delito.

[ . . . ]
TÍTULO XVI BIS

De los delitos contra los animales

Artículo 340 bis.  
1. Será castigado con la pena de prisión de tres a dieciocho meses o multa de seis a 

doce meses y con la pena de inhabilitación especial de uno a tres años para el ejercicio de 
profesión, oficio o comercio que tenga relación con los animales y para la tenencia de 
animales el que fuera de las actividades legalmente reguladas y por cualquier medio o 
procedimiento, incluyendo los actos de carácter sexual, cause a un animal doméstico, 
amansado, domesticado o que viva temporal o permanentemente bajo el control humano 
lesión que requiera tratamiento veterinario para el restablecimiento de su salud.

Si las lesiones del apartado anterior se causaren a un animal vertebrado no incluido en el 
apartado anterior, se impondrá la pena de prisión de tres a doce meses o multa de tres a 
seis meses, además de la pena de inhabilitación especial de uno a tres años para el ejercicio 
de la profesión, oficio o comercio que tenga relación con los animales y para la tenencia de 
animales.

Si el delito se hubiera cometido utilizando armas de fuego, el juez o tribunal podrá 
imponer motivadamente la pena de privación del derecho a tenencia y porte de armas por un 
tiempo de uno a cuatro años.

2. Las penas previstas en el apartado anterior se impondrán en su mitad superior cuando 
concurra alguna de las siguientes circunstancias agravantes:

a) Utilizar armas, instrumentos, objetos, medios, métodos o formas que pudieran resultar 
peligrosas para la vida o salud del animal.

b) Ejecutar el hecho con ensañamiento.
c) Causar al animal la pérdida o la inutilidad de un sentido, órgano o miembro principal.
d) Realizar el hecho por su propietario o quien tenga confiado el cuidado del animal.
e) Ejecutar el hecho en presencia de un menor de edad o de una persona especialmente 

vulnerable.
f) Ejecutar el hecho con ánimo de lucro.
g) Cometer el hecho para coaccionar, intimidar, acosar o producir menoscabo psíquico a 

quien sea o haya sido cónyuge o a persona que esté o haya estado ligada al autor por una 
análoga relación de afectividad, aun sin convivencia.

h) Ejecutar el hecho en un evento público o difundirlo a través de tecnologías de la 
información o la comunicación.

i) Utilizar veneno, medios explosivos u otros instrumentos o artes de similar eficacia 
destructiva o no selectiva.

3. Cuando, con ocasión de los hechos previstos en el apartado primero de este artículo, 
se cause la muerte de un animal doméstico, amansado, domesticado o que viva temporal o 
permanentemente bajo el control humano, se impondrá la pena de prisión de doce a 
veinticuatro meses, además de la pena de inhabilitación especial de dos a cuatro años para 
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el ejercicio de profesión, oficio o comercio que tenga relación con los animales y para la 
tenencia de animales.

Cuando, con ocasión de los hechos previstos en el apartado primero de este artículo, se 
cause muerte de un animal vertebrado no incluido en el apartado anterior, se impondrá la 
pena de prisión de seis a dieciocho meses o multa de dieciocho a veinticuatro meses, 
además de la pena de inhabilitación especial de dos a cuatro años para el ejercicio de la 
profesión, oficio o comercio que tenga relación con los animales y para la tenencia de 
animales.

Si el delito se hubiera cometido utilizando armas de fuego, el juez o tribunal podrá 
imponer motivadamente la pena de privación del derecho a tenencia y porte de armas por un 
tiempo de dos a cinco años.

Cuando concurra alguna de las circunstancias previstas en el apartado anterior, el juez o 
tribunal impondrá las penas en su mitad superior.

4. Si las lesiones producidas no requiriesen tratamiento veterinario o se hubiere 
maltratado gravemente al animal sin causarle lesiones, se impondrá una pena de multa de 
uno a dos meses o trabajos en beneficio de la comunidad de uno a treinta días. Asimismo, 
se impondrá la pena de inhabilitación especial de tres meses a un año para el ejercicio de 
profesión, oficio o comercio que tenga relación con los animales y para la tenencia de 
animales.

Artículo 340 ter.  
Quien abandone a un animal vertebrado que se encuentre bajo su responsabilidad en 

condiciones en que pueda peligrar su vida o integridad será castigado con una pena de 
multa de uno a seis meses o de trabajos en beneficio de la comunidad de treinta y uno a 
noventa días. Asimismo, se impondrá la pena de inhabilitación especial de uno a tres años 
para el ejercicio de profesión, oficio o comercio que tenga relación con los animales y para la 
tenencia de animales.

Artículo 340 quater.  
1. Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea 

responsable de los delitos recogidos en este título, se le impondrán las siguientes penas:
a) Multa de uno a tres años, si el delito cometido por la persona física tiene prevista en la 

ley una pena de prisión superior a dos años.
b) Multa de seis meses a dos años, en el resto de los casos.
2. Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, en los supuestos de 

responsabilidad de personas jurídicas los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las 
penas recogidas en el artículo 33.7, párrafos b) a g).

Artículo 340 quinquies.  
Los jueces o tribunales podrán adoptar motivadamente cualquier medida cautelar 

necesaria para la protección de los bienes tutelados en este Título, incluyendo cambios 
provisionales sobre la titularidad y cuidado del animal.

Cuando la pena de inhabilitación especial para el ejercicio de profesión, oficio o comercio 
que tenga relación con los animales y para la tenencia de animales recaiga sobre la persona 
que tuviera a asignada la titularidad o cuidado del animal maltratado, el juez o tribunal, de 
oficio o a instancia de parte, adoptará las medidas pertinentes respecto a la titularidad y el 
cuidado del animal.

[ . . . ]
TÍTULO XIX

Delitos contra la Administración pública

[ . . . ]
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CAPÍTULO V
Del cohecho

[ . . . ]
Artículo 425.  

Cuando el soborno mediare en causa criminal a favor del reo por parte de su cónyuge u 
otra persona a la que se halle ligado de forma estable por análoga relación de afectividad, o 
de algún ascendiente, descendiente o hermano por naturaleza, por adopción o afines en los 
mismos grados, se impondrá al sobornador la pena de prisión de seis meses a un año.

[ . . . ]
CAPÍTULO IX

De las negociaciones y actividades prohibidas a los funcionarios públicos y de 
los abusos en el ejercicio de su función

[ . . . ]
Artículo 443.  

1. Será castigado con la pena de prisión de uno a dos años e inhabilitación absoluta por 
tiempo de seis a 12 años, la autoridad o funcionario público que solicitare sexualmente a una 
persona que, para sí misma o para su cónyuge u otra persona con la que se halle ligado de 
forma estable por análoga relación de afectividad, ascendiente, descendiente, hermano, por 
naturaleza, por adopción, o afín en los mismos grados, tenga pretensiones pendientes de la 
resolución de aquel o acerca de las cuales deba evacuar informe o elevar consulta a su 
superior.

2. El funcionario de Instituciones Penitenciarias, de centros de protección o reforma de 
menores, centro de internamiento de personas extranjeras, o cualquier otro centro de 
detención, o custodia, incluso de estancia temporal, que solicitara sexualmente a una 
persona sujeta a su guarda, será castigado con la pena de prisión de uno a cuatro años e 
inhabilitación absoluta por tiempo de seis a doce años.

3. En las mismas penas incurrirán cuando la persona solicitada fuera ascendiente, 
descendiente, hermano, por naturaleza, por adopción, o afines en los mismos grados de 
persona que tuviere bajo su guarda. Incurrirá, asimismo, en estas penas cuando la persona 
solicitada sea cónyuge de persona que tenga bajo su guarda o se halle ligada a ésta de 
forma estable por análoga relación de afectividad.

[ . . . ]
TÍTULO XX

Delitos contra la Administración de Justicia

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Del encubrimiento

[ . . . ]
Artículo 454.  

Están exentos de las penas impuestas a los encubridores los que lo sean de su cónyuge 
o de persona a quien se hallen ligados de forma estable por análoga relación de afectividad, 
de sus ascendientes, descendientes, hermanos, por naturaleza, por adopción, o afines en 
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los mismos grados, con la sola excepción de los encubridores que se hallen comprendidos 
en el supuesto del número 1.º del artículo 451.

[ . . . ]
TÍTULO XXII

Delitos contra el orden público

[ . . . ]
CAPÍTULO VII

De las organizaciones y grupos terroristas y de los delitos de terrorismo

Sección 1.ª De las organizaciones y grupos terroristas

[ . . . ]
Artículo 577.  

1. Será castigado con las penas de prisión de cinco a diez años y multa de dieciocho a 
veinticuatro meses el que lleve a cabo, recabe o facilite cualquier acto de colaboración con 
las actividades o las finalidades de una organización, grupo o elemento terrorista, o para 
cometer cualquiera de los delitos comprendidos en este Capítulo.

En particular son actos de colaboración la información o vigilancia de personas, bienes o 
instalaciones, la construcción, acondicionamiento, cesión o utilización de alojamientos o 
depósitos, la ocultación, acogimiento o traslado de personas, la organización de prácticas de 
entrenamiento o la asistencia a ellas, la prestación de servicios tecnológicos, y cualquier otra 
forma equivalente de cooperación o ayuda a las actividades de las organizaciones o grupos 
terroristas, grupos o personas a que se refiere el párrafo anterior.

Cuando la información o vigilancia de personas mencionada en el párrafo anterior ponga 
en peligro la vida, la integridad física, la libertad o el patrimonio de las mismas se impondrá 
la pena prevista en este apartado en su mitad superior. Si se produjera la lesión de 
cualquiera de estos bienes jurídicos se castigará el hecho como coautoría o complicidad, 
según los casos.

2. Las penas previstas en el apartado anterior se impondrán a quienes lleven a cabo 
cualquier actividad de captación, adoctrinamiento o adiestramiento, que esté dirigida o que, 
por su contenido, resulte idónea para incitar a incorporarse a una organización o grupo 
terrorista, o para cometer cualquiera de los delitos comprendidos en este Capítulo.

Asimismo se impondrán estas penas a los que faciliten adiestramiento o instrucción 
sobre la fabricación o uso de explosivos, armas de fuego u otras armas o sustancias nocivas 
o peligrosas, o sobre métodos o técnicas especialmente adecuados para la comisión de 
alguno de los delitos del artículo 573, con la intención o conocimiento de que van a ser 
utilizados para ello.

Las penas se impondrán en su mitad superior, pudiéndose llegar a la superior en grado, 
cuando los actos previstos en este apartado se hubieran dirigido a menores de edad o 
personas con discapacidad necesitadas de especial protección o a mujeres víctimas de trata 
con el fin de convertirlas en cónyuges, compañeras o esclavas sexuales de los autores del 
delito, sin perjuicio de imponer las que además procedan por los delitos contra la libertad 
sexual cometidos.

3. Si la colaboración con las actividades o las finalidades de una organización o grupo 
terrorista, o en la comisión de cualquiera de los delitos comprendidos en este Capítulo, se 
hubiera producido por imprudencia grave se impondrá la pena de prisión de seis a dieciocho 
meses y multa de seis a doce meses.

[ . . . ]
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§ 48

Ley 5/2015, de 25 de junio, de Derecho Civil Vasco. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma del País Vasco
«BOPV» núm. 124, de 3 de julio de 2015
«BOE» núm. 176, de 24 de julio de 2015
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2015-8273

[ . . . ]
TÍTULO III

Del régimen de bienes en el matrimonio

CAPÍTULO I
Del régimen legal

Artículo 125.  Régimen económico matrimonial.
El régimen de bienes en el matrimonio será el que los cónyuges establezcan en 

capitulaciones matrimoniales, bien estipulando expresamente sus condiciones o bien 
haciendo referencia a cualquier sistema económico establecido en ésta u otras leyes.

Artículo 126.  Modificación del régimen económico matrimonial.
El régimen económico de un matrimonio, tanto el pactado como el legal, podrá ser 

modificado mediante el otorgamiento de nuevas capitulaciones matrimoniales.

Artículo 127.  Régimen económico matrimonial en ausencia de capitulaciones.
1. A falta de capitulaciones o cuando resulten insuficientes o nulas, el matrimonio se 

regirá por las normas de la sociedad de gananciales establecidas en el Código Civil.
2. Cuando ambos contrayentes sean vecinos de la tierra llana de Bizkaia, de Aramaio o 

Llodio, el matrimonio se regirá, a falta de pacto, por el régimen que se regula en el capítulo 
segundo de este título III.

3. Cuando sólo uno de los cónyuges tenga vecindad civil en la tierra llana de Bizkaia, en 
Aramaio o en Llodio, regirá, a falta de pacto, el régimen de bienes correspondiente a la 
primera residencia habitual común de los cónyuges, y a falta de ésta, la que corresponda al 
lugar de celebración del matrimonio.
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Artículo 128.  Inscripción del régimen económico matrimonial.
Las modificaciones en el régimen de bienes en el matrimonio no surtirán efectos contra 

terceros sino a partir de la fecha en que fueren inscritas en el Registro Civil y, en su caso, en 
el Registro de la Propiedad o en el Registro Mercantil.

CAPÍTULO II
Del régimen de comunicación foral de bienes

Sección primera. De la comunicación foral de bienes

Artículo 129.  La comunicación foral de bienes.
En virtud de la comunicación foral se harán comunes, por mitad entre los cónyuges todos 

los bienes, derechos y acciones, de la procedencia que sean, pertenecientes a uno u otro, 
por cualquier título, tanto los aportados como los adquiridos en constante matrimonio y sea 
cual fuere el lugar en que radiquen.

Artículo 130.  Alcance y cese de la comunicación foral de bienes.
La comunicación foral, constante matrimonio, tiene el alcance y las limitaciones previstas 

en esta ley, y cesará automáticamente por sentencia de separación conyugal, nulidad de 
matrimonio o divorcio, así como por el otorgamiento de capitulaciones matrimoniales, cuando 
los cónyuges se acojan a un régimen económico matrimonial de distinta naturaleza.

Artículo 131.  Otras causas de cese de la comunicación foral de bienes y sus efectos.
También cesará la comunicación foral por decisión judicial y a petición de uno de los 

cónyuges en los siguientes casos:
1. Haber sido el otro cónyuge judicialmente incapacitado, declarado ausente o en 

concurso de acreedores.
2. Venir realizando el otro cónyuge actos de disposición o de gestión en daño o fraude de 

los derechos del solicitante.
3. Llevar separado de hecho durante más de un año, aunque fuese de mutuo acuerdo.
Si no se extingue el matrimonio tras la disolución del régimen de comunicación, los 

cónyuges, salvo pacto en contrario, quedarán sometidos al régimen de separación de bienes 
previsto en el Código Civil.

Artículo 132.  La consolidación de la comunicación foral de bienes.
1. La comunicación foral, que nace con el matrimonio, se consolida en el momento de su 

disolución por fallecimiento de uno de los cónyuges dejando hijos o descendientes comunes.
2. Se entenderán comunicados todos los bienes, derechos y acciones que cualquiera de 

los cónyuges obtenga hasta el momento de la disolución del matrimonio; pero no los 
derechos inherentes a la persona ni los adquiridos después de la muerte de uno de los 
cónyuges. Tampoco se comunicarán los bienes y derechos intransmisibles o los de uso 
personal.

Artículo 133.  Bienes ganados y bienes procedentes de uno de los cónyuges.
Durante la vigencia de la comunicación foral, la distinción entre bienes ganados y bienes 

procedentes de uno de los cónyuges se ajustará a las normas de la legislación civil general 
sobre bienes gananciales y privativos.

Artículo 134.  Cargas del matrimonio.
1. Se entenderá que son cargas del matrimonio las necesarias para el sostenimiento de 

la familia, la alimentación y educación de los hijos comunes o de los que aun siendo de uno 
de los cónyuges convivan en el hogar familiar. Cualquier otro gasto que fuera sufragado con 
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los bienes comunes pero se refiera a intereses o bienes de uno de los cónyuges, dará 
derecho a exigir el reintegro al tiempo de la liquidación de la comunicación.

2. Las cargas del matrimonio serán sufragadas en primer lugar con los bienes ganados, 
y sólo a falta o por insuficiencia de ellos responderán los bienes procedentes de cada 
cónyuge, en proporción a su valor.

3. Lo satisfecho con estos últimos será compensado con las ganancias futuras.

Artículo 135.  Actos de disposición de bienes.
1. En la comunicación foral, los actos de disposición de bienes requerirán el 

consentimiento de ambos cónyuges. Si uno de los cónyuges se negara a otorgarlo, podrá el 
juez autorizar la disposición si lo considera de interés para la familia.

2. No obstante, cualquiera de los cónyuges podrá, por sí solo, disponer del dinero, 
cuotas, aportaciones cooperativas o partes representativas de la participación en 
sociedades, activos financieros o de los valores mobiliarios de los que sea titular.

3. De igual forma, el cónyuge a cuyo favor se hubiese hecho la confesión de privatividad 
por el otro cónyuge, conforme a lo establecido en la legislación civil general, una vez inscrita 
dicha confesión en el Registro de la Propiedad, podrá disponer del citado bien en los 
términos establecidos en la legislación hipotecaria vigente en el momento de realizar el acto 
de disposición.

Artículo 136.  Derechos de crédito.
Los derechos de crédito, cualquiera que sea su naturaleza, serán ejercitados por el 

cónyuge a cuyo nombre aparezcan constituidos.

Artículo 137.  Gestión y administración de bienes.
1. Corresponderá en exclusiva a cada cónyuge la gestión y administración de los bienes 

de su procedencia, sin perjuicio de lo establecido en el Código de Comercio.
2. Asimismo, podrá cada cónyuge disponer de los frutos y productos de sus bienes 

propios, debiendo informar periódicamente al otro de la situación de dichos bienes.

Artículo 138.  Deudas y obligaciones.
1. Las deudas y obligaciones contraídas por cualquiera de los cónyuges sin 

consentimiento del otro, únicamente serán de cargo de la respectiva mitad del obligado, con 
las limitaciones siguientes:

a) Quedarán siempre libres de responsabilidad los bienes procedentes del cónyuge no 
deudor.

b) La responsabilidad de los bienes ganados y de los procedentes del deudor en los 
procesos judiciales o de ejecución, estará sujeta a las siguientes reglas:

El embargo deberá ser notificado al cónyuge no deudor, quien tendrá derecho a 
oponerse a cualquier embargo que recaiga sobre bienes ganados, en cuanto exceda de su 
mitad. Podrá asimismo pedir, en el plazo de quince días naturales, la disolución de la 
comunicación foral por las reglas del artículo 145, en cuyo caso sólo quedarán sujetos a 
responsabilidad los bienes adjudicados al obligado y el matrimonio pasará a regirse por el 
régimen de separación de bienes. Este derecho no tendrá lugar si el acreedor probare que la 
deuda ha repercutido en beneficio de la familia.

La adjudicación de bienes por disolución de la comunicación foral se llevará a cabo, en 
pieza separada, en el mismo procedimiento de ejecución, por las normas establecidas para 
la partición de las herencias.

c) Si la mitad comunicada del obligado fuere vendida, el cónyuge responsable no tendrá, 
constante matrimonio, parte alguna en la mitad restante, que quedará bajo la administración 
del otro cónyuge. No podrá éste enajenarla sin autorización judicial, y deberá destinar sus 
frutos a los gastos ordinarios de la familia.

d) La responsabilidad de los bienes gananciales es subsidiaria, y el cónyuge no deudor 
podrá evitar su embargo señalando bienes propios del deudor en cuantía suficiente.
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2. En todo caso, los bienes sobre los que se haya hecho efectiva la ejecución se 
imputarán como recibidos por el cónyuge deudor a cuenta de su participación en la 
comunicación, por el valor de aquellos al liquidarse la sociedad conyugal.

Artículo 139.  Repudiación y aceptación de herencias.
Durante la vigencia de la comunicación foral, el cónyuge llamado a una herencia no 

podrá repudiarla sin el consentimiento del otro. A falta de acuerdo, se entenderá aceptada a 
beneficio de inventario.

Sección segunda. De la disolución del régimen de comunicación de bienes

Artículo 140.  Disolución por muerte de uno de los cónyuges, dejando hijos y descendientes 
comunes.

Cuando el matrimonio se disuelva por la muerte de uno de los cónyuges, dejando hijos o 
descendientes comunes, se consolida la comunicación foral y se transforma en comunidad 
de bienes entre el cónyuge viudo de una parte, y los hijos o descendientes que sean 
sucesores del premuerto, de otra, hasta la división y adjudicación de los bienes.

Artículo 141.  Disolución por muerte de uno de los cónyuges habiéndose designado 
comisario.

1. Si el causante hubiera designado comisario, los bienes permanecerán en comunidad 
hasta que haga la designación de sucesor.

2. Mientras los bienes continúen en este estado, el cónyuge viudo, salvo disposición en 
contrario del testador, será el único representante de la herencia y administrador de todo el 
caudal, en tanto no medie aceptación de la herencia por los sucesores designados.

3. Salvo disposición en contrario del testador, el cónyuge viudo designado comisario 
único o con otras personas, mientras no haga uso del poder testatorio, tendrá además el 
usufructo del caudal del que no haya dispuesto, sin obligación de prestar fianza.

Artículo 142.  Autoadjudicación de bienes por el cónyuge viudo comisario.
1. Por excepción a lo dispuesto en el artículo 140, el cónyuge viudo nombrado comisario, 

podrá adjudicarse la mitad de todos y cada uno de los bienes, dejando la otra mitad para la 
sucesión del premuerto, sin perjuicio de las reservas sucesorias.

2. En el caso de que exista contador-partidor designado por el causante, el cónyuge 
comisario, conjuntamente con el contador partidor, podrá llevar a cabo la disolución y 
liquidación de la comunidad constituida, en la forma prevista en el artículo 144, quedando en 
la sucesión del causante los bienes adjudicados a la misma. Igualmente, lo podrá realizar 
con los sucesores presuntos o, en otro caso, por decisión judicial a su instancia.

Artículo 143.  Aceptación de herencias por los sucesores a instancia del cónyuge viudo.
El cónyuge viudo, cuando el matrimonio se haya disuelto con hijos o descendientes, 

podrá instar judicialmente a los sucesores del fallecido a que acepten cualquier herencia en 
que éste estuviera interesado. Transcurrido el plazo señalado por el juez, que no excederá 
de treinta días, sin que manifiesten su voluntad de aceptar la herencia, o cuando repudien la 
misma, podrá dicho cónyuge aceptarla a beneficio de inventario.

Artículo 144.  Adjudicación de los bienes comunicados.
1. En la adjudicación de los bienes comunicados se observarán las reglas siguientes:
a) En primer lugar, se adjudicarán al cónyuge viudo en pago de su haber, raíces 

troncales de su procedencia.
b) Si éstos no bastaren, se completará su haber con muebles y raíces no troncales.
c) Sólo cuando los bienes de las dos reglas anteriores no sean bastantes, se acudirá a la 

raíz troncal del cónyuge premuerto.

CÓDIGO DE DERECHO MATRIMONIAL

§ 48  Ley de Derecho Civil Vasco [parcial]

– 503 –



2. Para determinar el haber del cónyuge viudo se tendrá en cuenta lo dispuesto en el 
artículo 138.

Artículo 145.  Disolución por muerte de uno de los cónyuges, sin descendientes comunes o 
por sentencia de separación, nulidad o divorcio.

1. En todos los casos en que la comunicación foral se extinga por fallecimiento de uno de 
los cónyuges sin dejar descendientes comunes, o por sentencia de separación, nulidad o 
divorcio, se procederá conforme a las siguientes reglas:

a) Pertenecerán a cada cónyuge los bienes de su procedencia o los que se hubiesen 
adquirido con ellos o con el importe de su venta. Si la adquisición se hubiera hecho en parte 
con bienes de otra procedencia, pertenecerán en proindivisión a los titulares de tales bienes, 
en proporción a su cuantía.

b) Los bienes ganados se distribuirán por mitad entre ambos cónyuges.
c) Si alguno de los bienes de un cónyuge o su valor se hubiese gastado en interés de la 

familia, se tendrá en cuenta su valor actualizado para pagarlo con los bienes ganados, y si 
éstos no fueren bastantes, de la diferencia pagará el otro cónyuge la parte proporcional que 
le corresponda, según el valor de los de cada uno de ellos.

2. En el supuesto de extinción de la comunicación foral por modificación del régimen 
económico del matrimonio se estará a lo pactado, y, en su defecto, será de aplicación lo 
dispuesto en este artículo.

Artículo 146.  Otras reglas particulares para el caso de disolución por muerte de uno de los 
cónyuges, sin descendientes comunes.

Cuando se trate de disolución por muerte de un cónyuge y no existan descendientes, 
además de las reglas del artículo anterior, se aplicarán las siguientes:

a) El cónyuge viudo que hubiera venido al caserío del premuerto tendrá, mientras se 
conserve en tal estado, el derecho de continuar en él durante un año y día, sin perjuicio de 
los demás derechos que le correspondan por disposición legal o voluntaria.

b) Cuando el cónyuge viudo hubiere traído dote u otra aportación, el plazo establecido en 
la regla anterior se prorrogará por todo el tiempo que los herederos del finado tarden en 
devolvérsela.

c) Las adquisiciones onerosas o mejoras de bienes raíces troncales serán para el 
cónyuge de cuya línea provengan o para sus herederos tronqueros, pero se tendrá presente 
en la liquidación de la sociedad conyugal el valor actualizado de las inversiones realizadas, 
con abono al otro cónyuge, o a sus herederos, del haber que le corresponda.

Tal abono podrá no tener efecto hasta el fallecimiento del cónyuge viudo, pues se 
reconoce a éste el derecho de gozar y disfrutar libremente de su mitad durante sus días.

[ . . . ]
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§ 49

Ley 25/2010, de 29 de julio, del libro segundo del Código civil de 
Cataluña, relativo a la persona y la familia. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Cataluña
«DOGC» núm. 5686, de 5 de agosto de 2010
«BOE» núm. 203, de 21 de agosto de 2010
Última modificación: 2 de diciembre de 2021

Referencia: BOE-A-2010-13312

[ . . . ]
Artículo 226-8.  Extinción de la asistencia.

1. La asistencia se extingue por las causas siguientes:
a) Por la muerte o la declaración de muerte o de ausencia de la persona asistida.
b) Por la desaparición de las circunstancias que la determinaron.
2. En el supuesto del apartado 1.b), la autoridad judicial, a instancia de parte, tiene que 

declarar el hecho que da lugar a la extinción de la asistencia y tiene que dejar sin efecto el 
nombramiento de la persona asistente.

[ . . . ]
TÍTULO III
La familia

CAPÍTULO I
Alcance de la institución familiar

Artículo 231-1.  La heterogeneidad del hecho familiar.
1. La familia goza de la protección jurídica determinada por la ley, que ampara sin 

discriminación las relaciones familiares derivadas del matrimonio o de la convivencia estable 
en pareja y las familias formadas por un progenitor solo con sus descendientes.

2. Se reconocen como miembros de la familia, con los efectos que legalmente se 
determinen, los hijos de cada uno de los progenitores que convivan en el mismo núcleo 
familiar, como consecuencia de la formación de familias reconstituidas. Este reconocimiento 
no altera los vínculos con el otro progenitor.
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Sección 1.ª El matrimonio: disposiciones generales y efectos

Artículo 231-2.  Matrimonio.
1. El matrimonio establece un vínculo jurídico entre dos personas que origina una 

comunidad de vida en que los cónyuges deben respetarse, actuar en interés de la familia, 
guardarse lealtad, ayudarse y prestarse socorro mutuo.

2. Los cónyuges tienen en el matrimonio los mismos derechos y deberes, especialmente 
el cuidado y la atención de los demás miembros de la familia que estén a su cargo y 
convivan con ellos, y deben compartir las responsabilidades domésticas.

Artículo 231-3.  Domicilio familiar.
1. Los cónyuges determinan de común acuerdo el domicilio familiar. Ante terceras 

personas, se presume que el domicilio familiar es aquel donde los cónyuges o bien uno de 
ellos y la mayor parte de la familia conviven habitualmente.

2. En caso de desacuerdo respecto al domicilio, cualquiera de los cónyuges puede 
acudir a la autoridad judicial, que debe determinarlo en interés de la familia a los efectos 
legales.

Artículo 231-4.  Dirección de la familia.
1. La dirección de la familia corresponde a los dos cónyuges de común acuerdo, 

teniendo siempre en cuenta el interés de todos sus miembros.
2. En interés de la familia, cualquiera de los cónyuges puede actuar solo para atender a 

las necesidades y los gastos familiares ordinarios, de acuerdo con los usos y el nivel de vida 
de la familia, y se presume que el cónyuge que actúa tiene el consentimiento del otro.

3. Ninguno de los cónyuges no puede atribuirse la representación del otro si no le ha 
sido conferida, salvo en situaciones de urgencia o de imposibilidad del otro cónyuge de dar 
el consentimiento.

4. A la gestión hecha por uno de los cónyuges en nombre del otro, le son de aplicación 
las reglas en materia de gestión de negocios.

Artículo 231-5.  Gastos familiares.
1. Son gastos familiares los necesarios para el mantenimiento de la familia, de acuerdo 

con los usos y el nivel de vida familiar, especialmente los siguientes:
a) Los originados en concepto de alimentos, en el sentido más amplio, de acuerdo con la 

definición que de ellos hace el presente código.
b) Los gastos ordinarios de conservación, mantenimiento y reparación de las viviendas o 

demás bienes de uso de la familia.
c) Las atenciones de previsión, las médicas y las sanitarias.
2. Son gastos familiares los alimentos a que se refiere el artículo 237-1 de los hijos no 

comunes que convivan con los cónyuges, y los gastos originados por los demás parientes 
que convivan con ellos, salvo, en ambos casos, que no lo necesiten.

3. No son gastos familiares los derivados de la gestión y defensa de los bienes 
privativos, salvo los que tienen conexión directa con el mantenimiento familiar. Tampoco son 
gastos familiares los que responden al interés exclusivo de uno de los cónyuges.

Artículo 231-6.  Contribución a los gastos familiares.
1. Los cónyuges deben contribuir a los gastos familiares, de la forma que pacten, con los 

recursos procedentes de su actividad o de sus bienes, en proporción a sus ingresos y, si 
estos no son suficientes, en proporción a sus patrimonios. La aportación al trabajo doméstico 
es una forma de contribución a los gastos familiares. Si existen bienes especialmente 
afectos a los gastos familiares, sus frutos y rentas deben aplicarse preferentemente a 
pagarlos.

2. Los hijos, comunes o no, mientras conviven con la familia, deben contribuir 
proporcionalmente a estos gastos de la forma establecida por el artículo 236-22.1.
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3. Los parientes que conviven con la familia deben contribuir, si procede, a los gastos 
familiares en la medida de sus posibilidades y de acuerdo con los gastos que generan.

Artículo 231-7.  Deber de información recíproca.
Los cónyuges tienen la obligación recíproca de informarse adecuadamente de la gestión 

patrimonial que llevan a cabo con relación a la atención de los gastos familiares.

Artículo 231-8.  Responsabilidad por gastos familiares.
Ante terceras personas, ambos cónyuges responden solidariamente de las obligaciones 

contraídas para atender a las necesidades y los gastos familiares ordinarios de acuerdo con 
los usos y nivel de vida de la familia. En caso de otras obligaciones, responde el cónyuge 
que las contrae.

Artículo 231-9.  Disposición de la vivienda familiar.
1. Con independencia del régimen económico matrimonial aplicable, el cónyuge titular, 

sin el consentimiento del otro, no puede hacer acto alguno de enajenación, gravamen o, en 
general, disposición de su derecho sobre la vivienda familiar o sobre los muebles de uso 
ordinario que comprometa su uso, aunque se refiera a cuotas indivisas. Este consentimiento 
no puede excluirse por pacto ni otorgar con carácter general. Si falta el consentimiento, la 
autoridad judicial puede autorizar el acto, teniendo en cuenta el interés de la familia, así 
como si se da otra justa causa.

2. El acto hecho sin el consentimiento o autorización que establece el apartado 1 es 
anulable, a instancia del otro cónyuge, si vive en la misma vivienda, en el plazo de cuatro 
años desde que tiene conocimiento de él o desde que se inscribe el acto en el Registro de la 
Propiedad.

3. El acto mantiene la eficacia si el adquiriente actúa de buena fe y a título oneroso y, 
además, el titular ha manifestado que el inmueble no tiene la condición de vivienda familiar, 
aunque sea una manifestación inexacta. No existe buena fe si el adquiriente conocía o podía 
razonablemente conocer en el momento de la adquisición la condición de la vivienda. En 
cualquier caso, el cónyuge que ha dispuesto de ella responde de los perjuicios que haya 
causado, de acuerdo con la legislación aplicable.

Sección 2.ª Relaciones económicas entre los cónyuges

Subsección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 231-10.  Régimen económico del matrimonio.
1. El régimen económico matrimonial es el convenido en capítulos.
2. Si no existe pacto o si los capítulos matrimoniales son ineficaces, el régimen 

económico es el de separación de bienes.

Artículo 231-11.  Libertad de contratación.
Los cónyuges pueden transmitirse bienes y derechos por cualquier título y hacer entre 

ellos todo tipo de negocios jurídicos. En caso de impugnación judicial, corresponde a los 
cónyuges la prueba del carácter oneroso de la transmisión.

Artículo 231-12.  Presunción de donación.
1. En caso de declaración de concurso de uno de los cónyuges, los bienes adquiridos 

por el otro a título oneroso durante el año anterior a la declaración se sujetan al siguiente 
régimen:

a) Si la contraprestación para su adquisición procedía del cónyuge concursado, se 
presume la donación.

b) En aquella parte en que no pueda acreditarse la procedencia de la contraprestación, 
se presume la donación de la mitad.
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2. La presunción del apartado 1.b) se destruye si se acredita que, en el momento de la 
adquisición, el adquiriente tenía ingresos o recursos suficientes para efectuarla.

3. Las presunciones establecidas por el presente artículo no rigen si los cónyuges 
estaban separados judicialmente o de hecho en el momento de la adquisición.

Artículo 231-13.  Cuentas indistintas.
En caso de declaración de concurso de cualquiera de los cónyuges o de embargo de 

cuentas indistintas por deudas privativas de uno de los cónyuges, el cónyuge no deudor 
puede sustraer de la masa activa del concurso o del embargo los importes que acredite que 
le pertenecen.

Artículo 231-14.  Donaciones fuera de capítulos.
Las donaciones entre cónyuges efectuadas fuera de capítulos matrimoniales son 

revocables en los casos generales de revocación de donaciones, aunque, en el caso de 
supervención de hijos, solo lo son si se trata de hijos comunes.

Subsección 2.ª Adquisiciones onerosas con pacto de supervivencia

Artículo 231-15.  Régimen de los bienes adquiridos con pacto de supervivencia.
1. Los cónyuges o futuros contrayentes que adquieran bienes conjuntamente a título 

oneroso pueden pactar en el mismo título de adquisición que, cuando cualquiera de ellos 
muera, el superviviente devenga titular único de la totalidad.

2. Mientras vivan ambos cónyuges, los bienes adquiridos con pacto de supervivencia 
deben regirse por las siguientes reglas:

a) No pueden ser enajenados ni gravados, si no es por acuerdo de ambos cónyuges.
b) Ninguno de los cónyuges puede transmitir a terceras personas su derecho sobre los 

bienes.
c) Debe mantenerse la indivisión de los bienes.
3. En los bienes adquiridos con pacto de supervivencia, la adquisición de la participación 

del premuerto debe computarse en la herencia de este por el valor que tenga la participación 
en el momento de producirse el fallecimiento, a los efectos del cálculo de la legítima y de la 
cuarta vidual, y debe imputarse a esta por el mismo valor. En caso de renuncia, se entiende 
que el renunciante no ha adquirido nunca la participación del premuerto.

4. El pacto de supervivencia otorgado por futuros contrayentes caduca si el matrimonio 
no llega a celebrarse en el plazo de un año.

Artículo 231-16.  Incompatibilidad con el heredamiento.
El pacto de supervivencia deviene ineficaz si uno de los cónyuges adquirientes ha 

otorgado con anterioridad un heredamiento universal y este es eficaz al morir el heredante.

Artículo 231-17.  Embargo y concurso.
1. El acreedor de uno de los cónyuges puede solicitar el embargo sobre la parte que el 

deudor tiene en los bienes adquiridos con pacto de supervivencia. El embargo debe 
notificarse al cónyuge que no es parte en el litigio.

2. En caso de declaración de concurso, la parte correspondiente al cónyuge concursado 
se integra en la masa activa. El otro cónyuge tiene derecho a sustraer de la masa esta parte 
satisfaciendo su valor. Si se trata de la vivienda familiar, el valor es el del precio de 
adquisición actualizado de acuerdo con el índice de precios al consumo específico del sector 
de la vivienda. En los demás bienes, el valor es el que determinen de común acuerdo el 
cónyuge del concursado y la administración concursal o, en su defecto, el que fije la 
autoridad judicial después de haber escuchado a las partes y previo informe de un experto si 
lo considera pertinente.
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Artículo 231-18.  Extinción.
1. El pacto de supervivencia se extingue por:
a) Acuerdo de ambos cónyuges durante el matrimonio.
b) Declaración de nulidad del matrimonio, separación judicial o de hecho, o divorcio.
c) Adjudicación a un tercero de la mitad del bien como consecuencia del embargo o de 

un procedimiento concursal.
2. La ineficacia y la extinción del pacto de supervivencia determinan la cotitularidad, en 

comunidad indivisa ordinaria, de los cónyuges, o del cónyuge superviviente y de los 
herederos del premuerto, o bien del cónyuge no deudor y del adjudicatario de la mitad del 
cónyuge deudor.

Sección 3.ª Los capítulos matrimoniales

Artículo 231-19.  Contenido.
1. En los capítulos matrimoniales, se puede determinar el régimen económico 

matrimonial, convenir pactos sucesorios, hacer donaciones y establecer las estipulaciones y 
los pactos lícitos que se consideren convenientes, incluso en previsión de una ruptura 
matrimonial.

2. Los capítulos matrimoniales pueden otorgarse antes o después de la celebración del 
matrimonio. Los otorgados antes solo producen efectos a partir de la celebración del 
matrimonio y caducan si el matrimonio no llega a celebrarse en el plazo de un año.

Artículo 231-20.  Pactos en previsión de una ruptura matrimonial.
1. Los pactos en previsión de una ruptura matrimonial pueden otorgarse en capítulos 

matrimoniales o en escritura pública. En el supuesto de que sean antenupciales, solo son 
válidos si se otorgan antes de los treinta días anteriores a la fecha de celebración del 
matrimonio, y caducan de acuerdo con lo establecido por el artículo 231-19.2.

2. El notario, antes de autorizar la escritura a que se refiere el apartado 1, debe informar 
por separado a cada uno de los otorgantes sobre el alcance de los cambios que pretenden 
introducirse con los pactos respecto al régimen legal supletorio y debe advertirlos de su 
deber recíproco de proporcionarse la información a que se refiere el apartado 4.

3. Los pactos de exclusión o limitación de derechos deben tener carácter recíproco y 
precisar con claridad los derechos que limitan o a los que se renuncia.

4. El cónyuge que pretenda hacer valer un pacto en previsión de una ruptura matrimonial 
tiene la carga de acreditar que la otra parte disponía, en el momento de firmarlo, de 
información suficiente sobre su patrimonio, sus ingresos y sus expectativas económicas, 
siempre y cuando esta información fuese relevante con relación al contenido del pacto.

5. Los pactos en previsión de ruptura que en el momento en que se pretende el 
cumplimiento sean gravemente perjudiciales para un cónyuge no son eficaces si este 
acredita que han sobrevenido circunstancias relevantes que no se previeron ni podían 
razonablemente preverse en el momento en que se otorgaron.

Artículo 231-21.  Capacidad.
Pueden otorgar capítulos matrimoniales quienes pueden contraer válidamente 

matrimonio, pero necesitan, si procede, los correspondientes complementos de capacidad.

Artículo 231-22.  Forma e inscripción.
1. Los capítulos matrimoniales y sus modificaciones deben otorgarse en escritura 

pública.
2. Los capítulos matrimoniales, sus modificaciones y las resoluciones judiciales que 

alteren el régimen económico matrimonial no son oponibles a terceras personas mientras no 
se hagan constar en la inscripción del matrimonio en el Registro Civil y, si procede, en otros 
registros públicos.
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Artículo 231-23.  Modificación.
1. Para modificar los capítulos o para dejarlos sin efecto, es preciso el consentimiento de 

todas las personas que los habían otorgado, o de sus herederos, si la modificación afecta a 
derechos conferidos por estas personas.

2. Los cónyuges pueden modificar el régimen económico matrimonial sin la intervención 
de las demás personas que hayan otorgado los capítulos.

Artículo 231-24.  Derechos adquiridos.
La modificación del régimen económico matrimonial no afecta a los derechos adquiridos 

por terceras personas.

Artículo 231-25.  Donaciones.
Las donaciones otorgadas en capítulos matrimoniales únicamente son revocables por 

incumplimiento de cargas.

Artículo 231-26.  Ineficacia por nulidad, separación judicial o divorcio.
Los capítulos quedan sin efecto si se declara nulo el matrimonio, si existe separación 

legal o si el matrimonio se disuelve por divorcio, pero conservan su eficacia:
a) El reconocimiento de hijos efectuado por cualquiera de los cónyuges.
b) Los pactos efectuados en previsión de ruptura matrimonial.
c) Los pactos sucesorios en los casos en que lo establece el presente código.
d) Los pactos que tienen los capítulos como instrumento meramente documental.

Sección 4.ª Las donaciones por razón de matrimonio otorgadas fuera de 
capítulos matrimoniales

Artículo 231-27.  Régimen.
Las donaciones que uno de los contrayentes otorga fuera de capítulos matrimoniales a 

favor del otro en consideración al matrimonio y las que otorguen otras personas por la misma 
razón se rigen por las reglas generales de las donaciones, salvo lo establecido por la 
presente sección.

Artículo 231-28.  Donaciones condicionales, modales y de bienes gravados.
1. Las donaciones por razón de matrimonio otorgadas fuera de capítulos pueden 

someterse a condiciones y modos.
2. Si el bien donado está sujeto a carga o gravamen, el donante no está obligado a su 

correspondiente liberación.

Artículo 231-29.  Revocación.
Las donaciones a que se refiere la presente sección pueden revocarse por los siguientes 

motivos:
a) Falta de celebración del matrimonio en el plazo de un año desde la donación.
b) Declaración de nulidad del matrimonio, si el donatario es de mala fe y el donante es su 

cónyuge.
c) Incumplimiento de cargas.
d) Ingratitud del donatario.

Sección 5.ª Los derechos viduales familiares

Artículo 231-30.  Derecho al ajuar de la vivienda.
1. Corresponde al cónyuge superviviente, no separado legalmente o de hecho, la 

propiedad de la ropa, del mobiliario y de los utensilios que forman el ajuar de la vivienda 
conyugal. Dichos bienes no se computan en su haber hereditario.
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2. No son objeto del derecho de predetracción las joyas, los objetos artísticos o 
históricos, ni los demás bienes del cónyuge premuerto que tengan un valor extraordinario 
con relación al nivel de vida del matrimonio y al patrimonio relicto. Tampoco lo son los 
muebles de procedencia familiar si el cónyuge premuerto ha dispuesto de ellos por actos de 
última voluntad en favor de otras personas.

Artículo 231-31.  Año de viudedad.
1. Durante el año siguiente a la muerte o declaración de fallecimiento de uno de los 

cónyuges, el superviviente no separado legalmente o de hecho que no sea usufructuario 
universal del patrimonio del premuerto tiene derecho a continuar usando la vivienda 
conyugal y a ser alimentado a cargo de este patrimonio, de acuerdo con el nivel de vida que 
habían mantenido los cónyuges y con la importancia del patrimonio. Este derecho es 
independiente de los demás que le correspondan en virtud de la defunción del premuerto.

2. El cónyuge superviviente pierde los derechos a que se refiere el apartado 1 si, durante 
el año siguiente a la muerte o declaración de fallecimiento de su cónyuge, vuelve a casarse 
o pasa a vivir maritalmente con otra persona, así como si abandona o descuida gravemente 
a los hijos comunes en potestad parental. En ningún caso está obligado a devolver el 
importe de los alimentos percibidos.

CAPÍTULO II
Regímenes económicos matrimoniales

Sección 1.ª El régimen de separación de bienes

Artículo 232-1.  Contenido.
En el régimen de separación de bienes, cada cónyuge tiene la propiedad, el goce, la 

administración y la libre disposición de todos sus bienes, con los límites establecidos por la 
ley.

Artículo 232-2.  Bienes propios.
En el régimen de separación de bienes, son propios de cada uno de los cónyuges todos 

los que tenía como tales cuando se celebró el matrimonio y los que adquiera después por 
cualquier título.

Artículo 232-3.  Adquisiciones onerosas.
1. Los bienes adquiridos a título oneroso durante el matrimonio pertenecen al cónyuge 

que conste como titular. Si se prueba que la contraprestación se pagó con bienes o dinero 
del otro cónyuge, se presume la donación.

2. Si los bienes adquiridos a título oneroso durante el matrimonio son bienes muebles de 
valor ordinario destinados al uso familiar, se presume que pertenecen a ambos cónyuges por 
mitades indivisas, sin que prevalezca contra esta presunción la mera prueba de la titularidad 
formal.

Artículo 232-4.  Titularidades dudosas.
Si es dudoso a cuál de los cónyuges pertenece algún bien o derecho, se entiende que 

corresponde a ambos por mitades indivisas. Sin embargo, se presume que los bienes 
muebles de uso personal de uno de los cónyuges que no sean de extraordinario valor y los 
que estén directamente destinados al ejercicio de su actividad le pertenecen exclusivamente.

Artículo 232-5.  Compensación económica por razón de trabajo.
1. En el régimen de separación de bienes, si un cónyuge ha trabajado para la casa 

sustancialmente más que el otro, tiene derecho a una compensación económica por esta 
dedicación siempre y cuando en el momento de la extinción del régimen por separación, 
divorcio, nulidad o muerte de uno de los cónyuges o, en su caso, del cese efectivo de la 
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convivencia, el otro haya obtenido un incremento patrimonial superior de acuerdo con lo 
establecido por la presente sección.

2. Tiene derecho a compensación, en los mismos términos establecidos por el apartado 
1, el cónyuge que ha trabajado para el otro sin retribución o con una retribución insuficiente.

3. Para determinar la cuantía de la compensación económica por razón de trabajo, debe 
tenerse en cuenta la duración e intensidad de la dedicación, teniendo en cuenta los años de 
convivencia y, concretamente, en caso de trabajo doméstico, al hecho que haya incluido la 
crianza de hijos o la atención personal a otros miembros de la familia que convivan con los 
cónyuges.

4. La compensación económica por razón de trabajo tiene como límite la cuarta parte de 
la diferencia entre los incrementos de los patrimonios de los cónyuges, calculada de acuerdo 
con las reglas establecidas por el artículo 232-6. Sin embargo, si el cónyuge acreedor 
prueba que su contribución ha sido notablemente superior, la autoridad judicial puede 
incrementar esta cuantía.

5. En caso de extinción del régimen de separación por muerte, el cónyuge superviviente 
puede reclamar la compensación económica por razón de trabajo como derecho 
personalísimo, siempre y cuando los derechos que el causante le haya atribuido, en la 
sucesión voluntaria o en previsión de su muerte, o los que le correspondan en la sucesión 
intestada, no cubran el importe que le correspondería.

Artículo 232-6.  Reglas de cálculo.
1. Los incrementos de los patrimonios de los cónyuges se calculan de acuerdo con las 

siguientes reglas:
a) El patrimonio de cada uno de los cónyuges está integrado por los bienes que tenga en 

el momento de la extinción del régimen o, en su caso, del cese efectivo de la convivencia, 
una vez deducidas las cargas que los afecten y las obligaciones.

b) Debe añadirse al patrimonio de cada uno de los cónyuges el valor de los bienes de 
que haya dispuesto a título gratuito, calculado en el momento de su transmisión, excluidas 
las donaciones hechas a los hijos comunes y las liberalidades de uso, así como el valor del 
detrimento producido por actos efectuados con la intención de perjudicar al otro cónyuge.

c) Debe descontarse del patrimonio de cada uno de los cónyuges el valor de los bienes 
que tenía al comenzar el régimen y que conserva en el momento en que se extingue, una 
vez deducidas las cargas que los afecten, así como el valor de los adquiridos a título gratuito 
durante la vigencia del régimen y las indemnizaciones por daños personales, excluida la 
parte correspondiente al lucro cesante durante el tiempo de convivencia.

2. Las atribuciones patrimoniales que el cónyuge deudor haya hecho al cónyuge 
acreedor durante la vigencia del régimen se imputan a la compensación por el valor que 
tienen en el momento de la extinción del régimen.

Artículo 232-7.  Pactos sobre la compensación.
En previsión de una ruptura matrimonial o de disolución del matrimonio por muerte, 

puede pactarse el incremento, reducción o exclusión de la compensación económica por 
razón de trabajo de acuerdo con lo establecido por el artículo 231-20.

Artículo 232-8.  Forma de pago de la compensación.
1. La compensación debe pagarse en dinero, salvo que las partes acuerden otra cosa. 

Sin embargo, por causa justificada y a petición de cualquiera de las partes o de los 
herederos del cónyuge deudor, la autoridad judicial puede ordenar su pago total o parcial con 
bienes.

2. A petición del cónyuge deudor o de sus herederos, la autoridad judicial puede aplazar 
el pago de la compensación u ordenar que se haga a plazos, con un vencimiento máximo de 
tres años y el devengo del interés legal a contar del reconocimiento. La autoridad judicial 
puede, en este caso, ordenar la constitución, si procede, de una hipoteca, de acuerdo con lo 
establecido por el artículo 569-36, o de otras garantías en favor del cónyuge acreedor.
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Artículo 232-9.  Actos en perjuicio del derecho a la compensación.
1. Si en el patrimonio del cónyuge deudor no existen bienes suficientes para satisfacer la 

compensación económica por razón de trabajo, el acreedor puede solicitar la reducción o 
supresión de las donaciones y atribuciones particulares en pacto sucesorio hechas por aquel 
durante la vigencia del régimen, comenzando por la más reciente, siguiendo por la siguiente 
más reciente y así sucesivamente, por orden inverso de fecha. La reducción debe hacerse a 
prorrata si la fecha es la misma o es indeterminada. El acreedor también puede impugnar los 
actos a título oneroso realizados por el deudor en fraude de su derecho.

2. Las acciones a que se refiere el apartado 1 caducan a los cuatro años de la extinción 
del régimen y no son procedentes cuando los bienes estén en poder de terceras personas 
adquirientes a título oneroso y de buena fe.

Artículo 232-10.  Compatibilidad.
El derecho a la compensación económica por razón de trabajo es compatible con los 

demás derechos de carácter económico que corresponden al cónyuge acreedor y deben 
tenerse en cuenta para fijar estos derechos y, si procede, para modificarlos.

Artículo 232-11.  Ejercicio del derecho a la compensación.
1. En caso de nulidad del matrimonio, separación o divorcio, la compensación económica 

por razón de trabajo debe reclamarse en el proceso que causa la extinción del régimen, y en 
el caso de resoluciones o decisiones eclesiásticas, en el proceso dirigido a obtener su 
eficacia civil. Como cuestión previa, la sentencia matrimonial puede pronunciarse sobre el 
régimen vigente si las partes hacen cuestión de él.

2. En caso de extinción del régimen de separación por muerte, la pretensión para 
reclamar la compensación económica por razón de trabajo prescribe a los tres años del 
fallecimiento del cónyuge. Sin embargo, si el cónyuge superviviente interpone una demanda 
al amparo del artículo 233-14.2, debe reclamar la compensación en el mismo procedimiento.

Artículo 232-12.  División de los bienes en comunidad ordinaria indivisa.
1. En los procedimientos de separación, divorcio o nulidad y en los dirigidos a obtener la 

eficacia civil de las resoluciones o decisiones eclesiásticas, cualquiera de los cónyuges 
puede ejercer simultáneamente la acción de división de cosa común respecto a los bienes 
que tengan en comunidad ordinaria indivisa.

2. Si existen varios bienes en comunidad ordinaria indivisa y uno de los cónyuges lo 
solicita, la autoridad judicial puede considerarlos en conjunto a efectos de formar lotes y 
adjudicarlos.

Sección 2.ª El régimen de participación en las ganancias

Subsección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 232-13.  Contenido.
1. El régimen económico matrimonial de participación en las ganancias atribuye a 

cualquiera de los cónyuges, en el momento en que se extingue el régimen, el derecho a 
participar en el incremento patrimonial obtenido por el otro durante el tiempo en que este 
régimen haya estado vigente.

2. Durante el matrimonio, cada cónyuge tiene la propiedad, el goce, la administración y la 
libre disposición de sus bienes, pero tiene el deber de informar adecuadamente al otro de su 
gestión patrimonial.

3. Si no existe pacto y no puede aplicarse lo establecido por la presente sección, el 
régimen de participación en las ganancias se rige por las normas del de separación de 
bienes.
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Artículo 232-14.  Inventario.
La escritura pública de constitución del régimen de participación en las ganancias debe 

acompañarse con un inventario del patrimonio inicial de cada cónyuge, en el que deben 
reseñarse los bienes, indicando su estado material, cargas y obligaciones.

Artículo 232-15.  Pactos sobre el alcance de la participación en las ganancias.
1. Los pactos que atribuyan una participación en las ganancias diferente a la mitad del 

incremento patrimonial solo son válidos si se establecen con carácter recíproco e igual en 
favor de cualquiera de los cónyuges.

2. La invalidez del pacto determina la participación en las ganancias en la mitad.

Artículo 232-16.  Extinción.
1. El régimen de participación en las ganancias se extingue por:
a) La nulidad o disolución del matrimonio o la separación legal.
b) El acuerdo de los cónyuges mediante el cual estipulan en capítulos matrimoniales un 

régimen diferente.
2. El régimen de participación en las ganancias se extingue por resolución judicial, a 

petición de uno de los cónyuges, si se produce alguna de las siguientes circunstancias:
a) Separación de hecho por un período superior a seis meses.
b) Incumplimiento grave o reiterado por el otro cónyuge del deber de informar, de 

acuerdo con lo establecido por el artículo 232-13.2.
c) Gestión patrimonial irregular o supervención de alguna circunstancia personal o 

patrimonial en el otro cónyuge que comprometa gravemente los intereses de quien solicita la 
extinción.

Artículo 232-17.  Retroacción de los efectos de la extinción.
Si el régimen de participación en las ganancias se extingue por resolución judicial, los 

efectos de la extinción se retrotraen al momento de la presentación de la demanda. A 
petición de uno de los cónyuges o de sus causahabientes, la autoridad judicial puede 
acordar la retroacción de los efectos de la extinción a la fecha en que cesó la convivencia.

Subsección 2.ª La liquidación del régimen

Artículo 232-18.  Inicio de la liquidación.
El régimen de participación en las ganancias, una vez extinguido, debe liquidarse para 

fijar el crédito de participación, estableciendo la diferencia entre el patrimonio final y el inicial 
de cada cónyuge.

Artículo 232-19.  Determinación del patrimonio final.
1. El patrimonio final de cada uno de los cónyuges comprende todos los bienes que le 

pertenezcan en el momento de la extinción del régimen en el estado material en que se 
hallen, una vez deducidas las cargas que los afecten y las obligaciones, y excluidos los 
bienes comprados con pacto de supervivencia.

2. Al patrimonio calculado de acuerdo con lo establecido por el apartado 1 debe 
añadirse:

a) El valor de los bienes de los que se haya dispuesto a título gratuito durante la vigencia 
del régimen, de acuerdo con el estado material en que se hallaban en el momento de 
disponer de ellos, con la excepción de las liberalidades de uso y de las donaciones que el 
otro cónyuge haya consentido.

b) El valor de los bienes de los que se haya dispuesto a título oneroso durante la 
vigencia del régimen para disminuir fraudulentamente las ganancias, de acuerdo con el 
estado material en que se hallaban en el momento de enajenarlos y con independencia del 
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precio que se haya hecho constar, así como el valor de las obligaciones o de los 
gravámenes constituidos fraudulentamente.

c) El valor de los bienes destruidos o deteriorados, en las mismas circunstancias a que 
se refiere la letra b).

3. El valor de los bienes es el que tienen en el momento en que se extingue el régimen. 
En caso de bienes enajenados, deteriorados o destruidos, se toma por valor el que tenían en 
el momento en que se transmitieron, deterioraron o perdieron.

Artículo 232-20.  Determinación del patrimonio inicial.
1. El patrimonio inicial de cada uno de los cónyuges comprende todos los bienes que le 

pertenecían en el momento de iniciar el régimen, una vez deducidas las cargas que los 
afectaban y las obligaciones. Si el pasivo del patrimonio inicial es superior al activo, debe 
computarse el valor negativo, salvo que las partes acuerden otra cosa.

2. Al patrimonio calculado de acuerdo con lo establecido por el apartado 1 debe 
añadirse:

a) El valor de los bienes adquiridos a título lucrativo durante la vigencia del régimen, una 
vez deducidas las cargas que los afectaban.

b) Las indemnizaciones por daños personales, excluida la parte correspondiente al lucro 
cesante durante el tiempo de vigencia del régimen.

3. El valor de los bienes es el que tienen en el momento en que se extingue el régimen, 
teniendo en cuenta el estado material en que se hallaban al inicio del régimen y, en cuanto a 
los adquiridos a título gratuito, el estado material en que se hallaban en el momento de su 
adquisición.

Artículo 232-21.  Determinación del crédito.
En defecto de pacto, el crédito de participación se determina de acuerdo con las 

siguientes reglas:
a) Si únicamente uno de los cónyuges ha obtenido un incremento patrimonial, calculado 

por la diferencia entre el patrimonio final y el inicial, el otro o sus sucesores tienen derecho a 
la mitad del valor de este incremento.

b) Si ambos cónyuges han obtenido un incremento patrimonial, quien haya obtenido 
menos, o sus sucesores, tienen derecho a la mitad de la diferencia entre el valor de su 
propio incremento y el del otro cónyuge.

c) Si ninguno de los cónyuges ha obtenido un incremento patrimonial, no existe crédito 
de participación.

Subsección 3.ª Pago del crédito de participación

Artículo 232-22.  Forma de pago.
1. El crédito de participación debe pagarse en dinero, salvo que las partes acuerden otra 

cosa. Sin embargo, por causa justificada y a petición de cualquiera de las partes o de sus 
herederos, la autoridad judicial puede ordenar el pago total o parcial con bienes de la 
persona obligada.

2. Si el régimen se extingue por el fallecimiento de uno de los cónyuges y al 
superviviente le corresponde el crédito de participación, puede solicitar que se le adjudique 
la vivienda familiar en propiedad o en usufructo. Si el valor del bien o el derecho adjudicado 
es superior al del crédito de participación, el adjudicatario debe pagar la diferencia en dinero.

3. Por causa justificada y a petición del cónyuge deudor o de sus herederos, la autoridad 
judicial puede aplazar el pago u ordenar que se haga a plazos con un vencimiento máximo 
de tres años y un devengo del interés legal a contar del reconocimiento. En este caso, la 
autoridad judicial puede ordenar la constitución de garantías en favor del acreedor.

CÓDIGO DE DERECHO MATRIMONIAL

§ 49  Ley del libro segundo del Código Civil de Cataluña, relativo a la persona y la familia [parcial]

– 515 –



Artículo 232-23.  Anotación preventiva.
El acreedor o sus sucesores pueden solicitar la adopción de medidas cautelares, incluida 

la anotación preventiva de embargo en los registros públicos, para asegurar el pago del 
crédito de participación mientras se tramita su reclamación.

Artículo 232-24.  Actos en perjuicio del crédito.
1. Si en el patrimonio del cónyuge deudor no existen bienes suficientes para satisfacer el 

crédito de participación, el acreedor puede solicitar la reducción o supresión de las 
donaciones y las atribuciones particulares en pacto sucesorio hechas por aquel durante la 
vigencia del régimen y hasta que haya sido liquidado, comenzando por la más reciente, 
siguiendo por la siguiente más reciente y así sucesivamente, por orden inverso de fecha. La 
reducción se hace a prorrata si la fecha es la misma o es indeterminada. El acreedor 
también puede impugnar los actos a título oneroso realizados por el deudor en fraude de su 
derecho.

2. Las acciones a que se refiere el apartado 1 caducan a los cuatro años de la extinción 
del régimen y no son procedentes cuando los bienes están en poder de terceras personas 
adquirientes a título oneroso y de buena fe.

Sección 3.ª La asociación a compras y mejoras

Artículo 232-25.  Régimen.
1. La asociación a compras y mejoras, propia del Campo de Tarragona y de otras 

comarcas, exige un pacto expreso en capítulos matrimoniales.
2. En todo lo no regulado por los pactos de la constitución del régimen ni por la presente 

sección, la asociación a compras y mejoras se rige por la costumbre de la comarca y, en su 
defecto, por las disposiciones del régimen de participación en las ganancias, en la medida en 
que lo permita su naturaleza específica.

3. Cada cónyuge puede asociar al otro a las compras y mejoras que haga durante el 
matrimonio. También puede establecerse la asociación con carácter recíproco o asociando a 
los cónyuges a sus ascendientes, les hayan hecho heredamiento o no.

4. Se consideran compras los bienes que, constando la asociación, cualquiera de las 
personas asociadas adquiera a título oneroso u obtenga por su actividad profesional o 
trabajo.

5. Se consideran mejoras los aumentos de valor de los bienes de cualquiera de los 
asociados debidos a impensas útiles y a la liberación de cargas y gravámenes.

Artículo 232-26.  Administración.
1. La administración de la asociación a compras y mejoras corresponde al asociado que 

se indique en los capítulos. En defecto de designaciones, corresponde a todos los 
asociados.

2. El administrador único de la asociación, si procede, puede, sin que intervenga nadie 
más, disponer a título oneroso de los bienes que la constituyen, pero no puede afianzar en 
nombre de la asociación, si no es para provecho de la familia.

3. Las deudas particulares de cada asociado gravan exclusivamente su parte.

Artículo 232-27.  Liquidación.
La liquidación de las ganancias de cada asociado se refiere al momento de su muerte o 

de la extinción del régimen y puede efectuarse con dinero o con otros bienes de la 
asociación.

Sección 4.ª El agermanament o pacto de mitad por mitad

Artículo 232-28.  Régimen.
1. El agermanament o pacto de mitad por mitad, propio del derecho de Tortosa, exige un 

pacto expreso en capítulos matrimoniales.
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2. En todo lo no regulado por los pactos de la constitución del régimen ni por la presente 
sección, el agermanament se rige por la costumbre del lugar y, en su defecto, por las 
disposiciones del régimen de comunidad, en la medida en que lo permita su naturaleza 
específica.

3. La comunidad incluye todos los bienes que tengan los cónyuges al casarse o en el 
momento de convenir el pacto de agermanament, los que adquieran por cualquier título y las 
ganancias o lucros de todo tipo mientras subsista el régimen.

4. En el agermanament, la administración de la comunidad corresponde a ambos 
cónyuges.

5. La liquidación del agermanament debe hacerse adjudicando a partes iguales los 
bienes que incluya entre los cónyuges o entre el cónyuge superviviente y los herederos del 
premuerto.

Sección 5.ª El pacto de convinença o mitja guadanyeria

Artículo 232-29.  Régimen.
1. La convinença, o mitja guadanyeria, asociación propia del Valle de Arán, exige un 

pacto expreso en capítulos matrimoniales.
2. En todo lo no regulado por los pactos de la constitución del régimen ni por la presente 

sección, deben aplicarse la costumbre del Valle de Arán y el capítulo X del privilegio de la 
Querimonia.

3. Además de lo establecido por el apartado 1, la convinença también puede 
establecerse entre los progenitores y los hijos, e incluso entre extraños, pactando que los 
bienes ganados y los que se ganarán queden en comunidad mientras subsista la asociación.

4. Los cónyuges deben contribuir por partes iguales a pagar los gastos derivados del 
régimen y el gobierno de la casa y deben dividir, cuando se disuelve el régimen, si no hay 
hijos, las ganancias y los aumentos.

Sección 6.ª El régimen de comunidad de bienes

Artículo 232-30.  Contenido.
En el régimen de comunidad de bienes, las ganancias obtenidas indistintamente por 

cualquiera de los cónyuges y los bienes a los que confieran este carácter devienen 
comunes.

Artículo 232-31.  Bienes comunes.
Son bienes comunes:
a) Los bienes a los que los cónyuges confieren este carácter en el momento de convenir 

el régimen o con posterioridad.
b) Las ganancias obtenidas por la actividad profesional o por el trabajo de cualquiera de 

los cónyuges.
c) Los frutos y rentas de todos los bienes, si no existe pacto en contra.
d) Los bienes adquiridos por subrogación real de otros bienes comunes.
e) Las ganancias obtenidas en el juego por cualquiera de los cónyuges.

Artículo 232-32.  Bienes privativos.
Son bienes privativos de cada cónyuge:
a) Los que pertenecían a cada cónyuge antes de iniciar el régimen, si no se les ha 

conferido el carácter de comunes.
b) Los adquiridos por donación o título sucesorio.
c) Los adquiridos por subrogación real de otros bienes privativos.
d) Las indemnizaciones por daños personales, excluida la parte correspondiente al lucro 

cesante durante el tiempo de vigencia del régimen.
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e) Los bienes de uso personal que no sean de un valor extraordinario y los utensilios 
necesarios para ejercer la profesión, aunque la adquisición se haya hecho con cargo a los 
bienes comunes.

Artículo 232-33.  Administración y disposición de los bienes comunes.
1. En defecto de pacto, la administración y la disposición de los bienes comunes 

corresponden a los cónyuges conjuntamente, o a uno de ellos con consentimiento del otro.
2. Cualquiera de los cónyuges puede contraer obligaciones con cargo a la comunidad y 

disponer de los bienes comunes para pagar los gastos familiares.
3. Si uno de los cónyuges ejerce una actividad profesional o mercantil valiéndose de 

bienes comunes con el consentimiento del otro, puede hacer solo, con relación a los bienes 
muebles que estén afectos, los actos de administración y disposición que sean consecuencia 
del ejercicio normal de aquella actividad.

4. En caso de falta de capacidad de uno de los cónyuges o de imposibilidad de gestión 
conjunta, la autoridad judicial puede conferir la administración de la comunidad y la 
disposición de los bienes comunes a uno solo de los cónyuges. También puede autorizar que 
uno solo haga actos dispositivos, en interés de la familia o si se produce otra justa causa, si 
el otro no da el consentimiento.

Artículo 232-34.  Régimen de los bienes privativos.
1. Cada uno de los cónyuges tiene la administración y libre disposición de sus bienes 

privativos dentro de los límites establecidos por la ley.
2. De las deudas contraídas por cualquiera de los cónyuges, por razón de la tenencia y 

administración de los bienes privativos, responden estos. Si los bienes privativos son 
insuficientes, el acreedor puede pedir el embargo de bienes comunes, que debe ser 
notificado al otro cónyuge, el cual puede exigir la disolución de la comunidad y que el 
embargo tenga lugar sobre la mitad correspondiente al cónyuge deudor.

Artículo 232-35.  Responsabilidad por gastos familiares.
De las deudas contraídas para atender a gastos familiares, responden solidariamente los 

bienes de la comunidad y los del cónyuge deudor, y subsidiariamente los del otro cónyuge.

Artículo 232-36.  Extinción del régimen.
1. El régimen de comunidad de bienes se extingue por las siguientes causas:
a) La nulidad o disolución del matrimonio o la separación legal.
b) El acuerdo de los cónyuges mediante el cual estipulan en capítulos matrimoniales un 

régimen diferente.
2. El régimen de comunidad de bienes se extingue por resolución judicial, a petición de 

uno de los cónyuges, si se produce alguna de las siguientes circunstancias:
a) Separación de hecho por un período superior a seis meses.
b) Incumplimiento grave o reiterado por el otro cónyuge del deber de informarlo de sus 

actividades económicas.
c) Gestión patrimonial irregular o supervención de alguna circunstancia personal o 

patrimonial en el otro cónyuge que comprometa gravemente los intereses de quien solicita la 
extinción.

d) Embargo de bienes comunes en el supuesto del artículo 232-34.2.

Artículo 232-37.  Determinación y valoración de los bienes.
1. A los efectos de la división de la comunidad, los bienes comunes y los bienes 

privativos deben determinarse con referencia al momento de la disolución.
2. Los bienes comunes que se posean en el momento de la disolución de la comunidad 

deben computarse según el valor que tengan en el momento de efectuar su liquidación.
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Artículo 232-38.  División de los bienes comunes.
1. En caso de extinción de la comunidad, los bienes comunes deben dividirse entre los 

cónyuges o entre el cónyuge superviviente y los herederos del premuerto a partes iguales, 
salvo que se haya convenido otra cosa.

2. En el supuesto regulado por el apartado 1, si la vivienda conyugal y sus muebles de 
uso ordinario tienen la condición de bienes comunes, el cónyuge superviviente puede 
solicitar que le sea atribuida la propiedad de estos bienes en pago de su cuota. Si el valor es 
superior al valor de su cuota, el adjudicatario debe pagar la diferencia en dinero.

3. En la división de los bienes comunes, cada cónyuge puede recuperar los bienes que 
eran de su propiedad antes del inicio del régimen de comunidad y que subsisten en el 
momento de la extinción, según el estado inicial. Los demás bienes y las mejoras hechas en 
los bienes aportados deben incluirse en la división de la comunidad y, si el valor de aquellos 
bienes es superior al valor de la cuota, el adjudicatario debe pagar la diferencia en dinero.

CAPÍTULO III
Los efectos de la nulidad del matrimonio, del divorcio y de la separación legal

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 233-1.  Medidas provisionales.
1. El cónyuge que pretenda demandar o demande la separación, el divorcio o la nulidad 

del matrimonio y el cónyuge demandado, al contestar la demanda, pueden solicitar a la 
autoridad judicial que adopte, de acuerdo con los procedimientos establecidos por la 
legislación procesal, las siguientes medidas provisionales:

a) La determinación de la forma en que los hijos deben convivir con los padres y deben 
relacionarse con aquel de ambos con quien no estén conviviendo. Excepcionalmente, la 
autoridad judicial puede encomendar la guarda de los hijos a los abuelos, a otros parientes, 
a personas próximas o, en su defecto, a una institución idónea, a las que pueden conferirse 
funciones tutelares con suspensión de la potestad parental.

b) La forma en que debe ejercerse la potestad sobre los hijos.
c) El establecimiento, si procede, del régimen de relaciones personales de los hijos con 

los hermanos que no convivan en el mismo hogar.
d) La distribución del deber de alimentos en favor de los hijos y, si procede, la fijación de 

alimentos provisionales en favor de uno de los cónyuges.
e) La fijación de alimentos para los hijos mayores de edad o emancipados que no tengan 

recursos económicos propios y convivan con alguno de los progenitores, teniendo en cuenta 
lo establecido por el artículo 237-1.

f) La asignación del uso de la vivienda familiar con su ajuar o, alternativamente, la 
adopción de medidas que garanticen las necesidades de vivienda de los cónyuges y de los 
hijos. Si se atribuye el uso de la vivienda familiar a un cónyuge, la autoridad judicial debe fijar 
la fecha en que el otro debe abandonarla.

g) El régimen de tenencia y administración de los bienes en comunidad ordinaria indivisa 
y de los que, por capítulos matrimoniales o escritura pública, estén especialmente afectos a 
los gastos familiares y, si el régimen es de comunidad, de los bienes comunes.

h) Las necesarias para evitar el desplazamiento o la retención ilícitos de los hijos, si 
existe el riesgo.

2. En caso de violencia familiar o machista, la autoridad judicial competente debe 
adoptar, además de las medidas establecidas por el apartado 1, las establecidas por la 
legislación específica.

3. La autoridad judicial puede acordar las garantías que sean adecuadas para asegurar 
el cumplimiento de las medidas provisionales.

4. La autoridad judicial, en el momento de acordar las medidas definitivas, puede revisar 
los acuerdos conseguidos por los cónyuges respecto al contenido de las medidas 
provisionales.
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5. La solicitud de medidas provisionales implica la revocación de los consentimientos y 
poderes que cualquiera de los cónyuges haya otorgado en favor del otro.

Artículo 233-2.  Medidas definitivas.
1. Si los cónyuges llegan a un acuerdo sobre las medidas reguladoras de la separación o 

el divorcio o sobre las consecuencias de la nulidad del matrimonio, deben formular un 
convenio con el contenido que proceda de conformidad con los apartados 4, 5, 6 y 7.

2. Si los cónyuges tienen hijos menores no emancipados o con la capacidad modificada 
judicialmente que dependan de ellos, deben presentar el convenio a la autoridad judicial para 
que sea aprobado. También deben hacerlo, en todo caso, si se trata de un convenio 
regulador de las consecuencias de la nulidad del matrimonio.

3. Si los cónyuges no se encuentran en los supuestos del apartado 2, pueden formular el 
contenido del convenio ante un letrado de la Administración de Justicia o en escritura pública 
ante notario. En estos casos, es preciso que los cónyuges intervengan personalmente en el 
otorgamiento, estén asistidos por un letrado en ejercicio y expresen la voluntad inequívoca 
de separarse o divorciarse.

4. Si los cónyuges tienen hijos comunes que están bajo su potestad, el convenio 
regulador debe contener:

a) Un plan de parentalidad, de acuerdo con lo establecido por el artículo 233-9.
b) Los alimentos que deben prestarles, tanto respecto a las necesidades ordinarias como 

a las extraordinarias, indicando su periodicidad, modalidad de pago, criterios de 
actualización y, si lo han previsto, garantías.

c) Si procede, el régimen de relaciones personales con los abuelos y los hermanos que 
no convivan en el mismo domicilio.

5. Además de lo establecido por el apartado 4, el convenio regulador también debe 
contener, si procede:

a) La prestación compensatoria que se atribuye a uno de los cónyuges, indicando su 
modalidad de pago y, si procede, la duración, los criterios de actualización y las garantías.

b) La atribución o distribución del uso de la vivienda familiar con su ajuar.
c) La compensación económica por razón de trabajo.
d) La liquidación del régimen económico matrimonial y la división de los bienes en 

comunidad ordinaria indivisa.
6. Además de lo establecido por los apartados 4 y 5, en el convenio regulador los 

cónyuges también pueden acordar alimentos para los hijos mayores de edad o emancipados 
que no tengan recursos económicos propios.

7. Además de lo establecido por los apartados 4, 5 y 6, el convenio regulador puede 
incluir pactos de sometimiento a mediación y otros mecanismos alternativos de resolución de 
conflictos».

Artículo 233-3.  Aprobación judicial de los pactos.
1. En los supuestos establecidos por el apartado 2 del artículo 233-2, los pactos 

adoptados en convenio regulador deben ser aprobados por la autoridad judicial, salvo los 
puntos que no sean conformes con el interés de los hijos menores.

2. Si deniega la aprobación de los pactos adoptados en convenio regulador, la autoridad 
judicial debe indicar los puntos que deben modificarse y debe fijar el plazo para hacerlo. Si 
los cónyuges no formulan una propuesta de modificación o esta tampoco es aprobada, la 
autoridad judicial debe adoptar la resolución pertinente.

3. La sentencia debe incorporar los puntos del convenio que hayan sido aprobados y la 
decisión que corresponda en cuanto a los puntos no aprobados. También puede contener las 
medidas necesarias para garantizar su efectivo cumplimiento.

Artículo 233-4.  Medidas definitivas acordadas por la autoridad judicial.
1. Si un cónyuge solicita la nulidad del matrimonio, el divorcio o la separación judicial sin 

consentimiento del otro, o si ambos cónyuges no llegan a un acuerdo sobre el contenido del 
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convenio regulador, la autoridad judicial debe adoptar las medidas definitivas pertinentes 
sobre el ejercicio de las responsabilidades parentales, incluidos el deber de alimentos y, si 
procede, el régimen de relaciones personales con abuelos y hermanos. Asimismo, la 
autoridad judicial, a instancia del cónyuge con quien los hijos convivan, puede acordar 
alimentos para los hijos mayores de edad o emancipados teniendo en cuenta lo establecido 
por el artículo 237-1, y que estos alimentos se mantengan hasta que dichos hijos tengan 
ingresos propios o estén en disposición de tenerlos.

2. Si alguno de los cónyuges lo solicita, la autoridad judicial debe adoptar las medidas 
pertinentes respecto al uso de la vivienda familiar y su ajuar, la prestación compensatoria, la 
compensación económica por razón del trabajo si el régimen económico es el de separación 
de bienes, la liquidación del régimen económico matrimonial y la división de los bienes 
comunes o en comunidad ordinaria indivisa.

Artículo 233-5.  Pactos fuera de convenio regulador.
1. Los pactos en previsión de una ruptura matrimonial otorgados de acuerdo con el 

artículo 231-20 y los adoptados después de la ruptura de la convivencia que no formen parte 
de una propuesta de convenio regulador vinculan a los cónyuges. La acción para exigir el 
cumplimiento de estos pactos puede acumularse a la de nulidad, separación o divorcio y 
puede solicitarse que se incorporen a la sentencia. También puede solicitarse que se 
incorporen al procedimiento sobre medidas provisionales para que sean recogidos por la 
resolución judicial, si procede.

2. Los pactos adoptados después de la ruptura de la convivencia sin asistencia letrada, 
independiente para cada uno de los cónyuges, pueden dejarse sin efecto, a instancia de 
cualquiera de ellos, durante los tres meses siguientes a la fecha en que son adoptados y, 
como máximo, hasta el momento de la contestación de la demanda o, si procede, de la 
reconvención en el proceso matrimonial en que se pretendan hacer valer.

3. Los pactos en materia de guarda y de relaciones personales con los hijos menores, 
así como los de alimentos en favor de estos, solo son eficaces si son conformes a su interés 
en el momento en que se pretenda el cumplimiento.

Artículo 233-6.  Mediación.
1. La sumisión a la mediación es obligatoria antes de la presentación de acciones 

judiciales si se ha pactado expresamente.
2. Los cónyuges, antes de presentar la demanda, en cualquier fase del proceso judicial y 

en cualquier instancia, pueden someter las discrepancias a mediación en vistas a alcanzar 
un acuerdo, excepto en los casos de violencia familiar o machista.

3. Una vez iniciado el proceso judicial, la autoridad judicial, a iniciativa propia o a petición 
de una de las partes o de los abogados o de otros profesionales, puede derivar a las partes 
a una sesión previa sobre mediación, de carácter obligatorio, para que conozcan el valor, las 
ventajas, los principios y las características de la mediación, con el fin de que puedan 
alcanzar un acuerdo. Si así lo acuerdan las partes, a las que debe escucharse, esta sesión 
puede continuar, en el mismo momento o en uno posterior, con una exploración del conflicto 
que les afecta. Las partes pueden decidir si optan o no por el procedimiento de mediación, y 
pueden participar en la sesión previa y en la mediación asistidas por sus abogados. Esta 
asistencia es necesaria si lo requieren las partes o si así lo dispone la autoridad judicial y 
debe desarrollarse siempre con pleno respeto por los principios de la mediación y por la 
igualdad entre las partes.

4. La falta de asistencia no justificada a la sesión previa obligatoria sobre mediación no 
está sometida a confidencialidad y debe ser comunicada a la autoridad judicial.

5. Las partes pueden solicitar de común acuerdo la suspensión del proceso judicial 
mientras dura la mediación. El proceso judicial debe reanudarse en cuanto finalice el plazo 
previsto para hacer efectiva la mediación, cuando lo solicite cualquiera de las partes o 
cuando se alcance un acuerdo en la mediación.

6. El inicio de un procedimiento de mediación familiar está sometido a los principios de 
voluntariedad y confidencialidad. En caso de desistimiento del procedimiento de mediación, 
este no puede perjudicar a los litigantes que han participado. La comunicación a la autoridad 
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judicial del desistimiento de cualquiera de las partes o del acuerdo alcanzado en la 
mediación da lugar al levantamiento de la suspensión.

7. Los acuerdos alcanzados en la mediación, una vez incorporados en forma al proceso 
judicial, deben someterse a la aprobación judicial en los mismos términos que el artículo 
233-3 establece para el convenio regulador.

8. Los acuerdos alcanzados en la mediación respecto al régimen de ejercicio de la 
responsabilidad parental se consideran adecuados para los intereses del menor. La falta de 
aprobación por la autoridad judicial debe fundamentarse en criterios de orden público y de 
interés del menor.

Artículo 233-7.  Modificación de medidas.
1. Las medidas establecidas por un proceso matrimonial o por un convenio otorgado 

ante notario o letrado de la Administración de Justicia pueden modificarse, mediante una 
resolución judicial posterior, si varían sustancialmente las circunstancias concurrentes en el 
momento de dictarlas. También pueden modificarse, en todo caso, de común acuerdo entre 
los cónyuges dentro de sus facultades de actuación.

2. El convenio regulador o la sentencia pueden prever anticipadamente las 
modificaciones pertinentes.

3. Si la parte que solicita judicialmente la modificación de las medidas establecidas por 
alteración sustancial de circunstancias ha intentado llegar a un acuerdo extrajudicial 
iniciando un proceso de mediación, la resolución judicial que modifica las medidas puede 
retrotraer los efectos a la fecha de inicio del proceso de mediación.

Sección 2.ª Cuidado de los hijos

Artículo 233-8.  Responsabilidad parental.
1. La nulidad del matrimonio, el divorcio o la separación no alteran las responsabilidades 

que los progenitores tienen hacia sus hijos de acuerdo con el artículo 236-17.1. En 
consecuencia, estas responsabilidades mantienen el carácter compartido y, en la medida de 
lo posible, deben ejercerse conjuntamente.

2. Los cónyuges, para determinar como deben ejercerse las responsabilidades 
parentales, deben presentar sus propuestas de plan de parentalidad, con el contenido 
establecido por el artículo 233-9.

3. La autoridad judicial, en el momento de decidir sobre las responsabilidades parentales 
de los progenitores, debe atender de forma prioritaria al interés del menor.

Artículo 233-9.  Plan de parentalidad.
1. El plan de parentalidad debe concretar la forma en que ambos progenitores ejercen 

las responsabilidades parentales. Deben hacerse constar los compromisos que asumen 
respecto a la guarda, el cuidado y la educación de los hijos.

2. En las propuestas de plan de parentalidad deben constar los siguientes aspectos:
a) El lugar o lugares donde vivirán los hijos habitualmente. Deben incluirse reglas que 

permitan determinar a qué progenitor le corresponde la guarda en cada momento.
b) Las tareas de que debe responsabilizarse cada progenitor con relación a las 

actividades cotidianas de los hijos.
c) La forma en que deben hacerse los cambios en la guarda y, si procede, cómo deben 

repartirse los costes que generen.
d) El régimen de relación y comunicación con los hijos durante los períodos en que un 

progenitor no los tenga con él.
e) El régimen de estancias de los hijos con cada uno de los progenitores en períodos de 

vacaciones y en fechas especialmente señaladas para los hijos, para los progenitores o para 
su familia.

f) El tipo de educación y las actividades extraescolares, formativas y de tiempo libre, si 
procede.

g) La forma de cumplir el deber de compartir toda la información sobre la educación, la 
salud y el bienestar de los hijos.
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h) La forma de tomar las decisiones relativas al cambio de domicilio y a otras cuestiones 
relevantes para los hijos.

3. Las propuestas de plan de parentalidad pueden prever la posibilidad de recorrer a la 
mediación familiar para resolver las diferencias derivadas de la aplicación del plan, o la 
conveniencia de modificar su contenido para amoldarlo a las necesidades de las diferentes 
etapas de la vida de los hijos.

Artículo 233-10.  Eercicio de la guarda.
1. La guarda debe ejercerse de la forma convenida por los cónyuges en el plan de 

parentalidad, salvo que resulte perjudicial para los hijos.
2. La autoridad judicial, si no existe acuerdo o si este no se ha aprobado, debe 

determinar la forma de ejercer la guarda, ateniéndose al carácter conjunto de las 
responsabilidades parentales, de acuerdo con el artículo 233-8.1. Sin embargo, la autoridad 
judicial puede disponer que la guarda se ejerza de modo individual si conviene más al interés 
del hijo.

3. La forma de ejercer la guarda no altera el contenido de la obligación de alimentos 
hacia los hijos comunes, si bien es preciso ponderar el tiempo de permanencia de los 
menores con cada uno de los progenitores y los gastos que cada uno de ellos haya asumido 
pagar directamente.

4. La autoridad judicial, excepcionalmente, puede encomendar la guarda a los abuelos, a 
otros parientes, a personas próximas o, en su defecto, a una institución idónea, a las que 
pueden conferirse funciones tutelares con suspensión de la potestad parental.

Artículo 233-11.  Criterios para determinar el régimen y la manera de ejercer la guarda.
1. Para determinar el régimen y la manera de ejercer la guarda, hay que tener en cuenta 

las propuestas de plan de parentalidad y, en particular, los criterios y las circunstancias 
siguientes ponderados conjuntamente:

a) La vinculación afectiva entre los hijos e hijas y cada uno de los progenitores, y 
también las relaciones con las otras personas que conviven en los hogares respectivos.

b) La aptitud de los progenitores para garantizar el bienestar de los hijos e hijas y la 
posibilidad de procurarles un entorno adecuado, de acuerdo con su edad.

c) La actitud de cada uno de los progenitores para cooperar con el otro con el fin de 
asegurar la máxima estabilidad a los hijos e hijas, especialmente para garantizar 
adecuadamente las relaciones de estos con los dos progenitores.

d) El tiempo que cada uno de los progenitores había dedicado a la atención de los hijos e 
hijas antes de la ruptura y las tareas que efectivamente ejercía para procurarles el bienestar.

e) La opinión expresada por los hijos e hijas.
f) Los acuerdos en previsión de la ruptura o adoptados fuera de convenio antes de 

iniciarse el procedimiento.
g) La situación de los domicilios de los progenitores, y los horarios y las actividades de 

los hijos e hijas y de los progenitores.
2. En la atribución de la guarda, no se pueden separar los hermanos y las hermanas, a 

menos que las circunstancias lo justifiquen.
3. En interés de los hijos e hijas, no se puede atribuir la guarda al progenitor, ni se puede 

establecer ningún régimen de estancias, comunicación o relación, o si existen se tienen que 
suspender, cuando haya indicios fundamentados de que ha cometido actos de violencia 
familiar o machista. Tampoco se puede atribuir la guarda al progenitor, ni se puede 
establecer ningún régimen de estancias, comunicación o relación, o si existen se tienen que 
suspender, mientras se encuentre incurso en un proceso penal iniciado por atentar contra la 
vida, la integridad física, la libertad, la integridad moral o la libertad y la indemnidad sexual 
del otro progenitor o sus hijos o hijas, o esté en situación de prisión por estos delitos y 
mientras no se extinga la responsabilidad penal.

4. Excepcionalmente, la autoridad judicial puede establecer, de forma motivada, un 
régimen de estancias, relación o comunicaciones en interés de la persona menor, una vez 
escuchada, si tiene capacidad natural suficiente.
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Artículo 233-12.  Relaciones personales con los abuelos y los hermanos.
1. Si los cónyuges proponen un régimen de relaciones personales de sus hijos con los 

abuelos y con los hermanos mayores de edad que no convivan en el mismo hogar, la 
autoridad judicial puede aprobarlo, previa audiencia de los interesados y siempre y cuando 
estos den su consentimiento.

2. Las personas a quien se haya concedido el régimen de relaciones personales están 
legitimadas para reclamar su ejecución.

Artículo 233-13.  supervisión de las relaciones personales en situaciones de riesgo.
1. La autoridad judicial puede adoptar, por razones fundamentadas, medidas para que 

las relaciones personales del menor con el progenitor que no ejerce la guarda o con los 
abuelos, hermanos o demás personas próximas se desarrollen en condiciones que 
garanticen su seguridad y estabilidad emocional.

2. Si existe una situación de riesgo social o peligro, puede confiarse la supervisión de la 
relación a la red de servicios sociales o a un punto de encuentro familiar.

Sección 3.ª Prestación compensatoria

Artículo 233-14.  Prestación compensatoria.
1. El cónyuge cuya situación económica, como consecuencia de la ruptura de la 

convivencia, resulte más perjudicada tiene derecho a una prestación compensatoria que no 
exceda del nivel de vida de que gozaba durante el matrimonio ni del que pueda mantener el 
cónyuge obligado al pago, teniendo en cuenta el derecho de alimentos de los hijos, que es 
prioritario. En caso de nulidad del matrimonio, tiene derecho a la prestación compensatoria el 
cónyuge de buena fe, en las mismas circunstancias.

2. Se pierde el derecho a reclamar la prestación compensatoria si no se solicita en el 
primer proceso matrimonial o se establece en el primer convenio regulador.

3. Si uno de los cónyuges muere antes de que pase un año desde la separación de 
hecho, el otro, en los tres meses siguientes al fallecimiento, puede reclamar a los herederos 
su derecho a la prestación compensatoria. La misma regla debe aplicarse si el procedimiento 
matrimonial se extingue por el fallecimiento del cónyuge que debería pagarla.

Artículo 233-15.  Determinación de la prestación compensatoria.
Para fijar el importe y duración de la prestación compensatoria, debe valorarse 

especialmente:
a) La posición económica de los cónyuges, teniendo en cuenta, si procede, la 

compensación económica por razón de trabajo o las previsibles atribuciones derivadas de la 
liquidación del régimen económico matrimonial.

b) La realización de tareas familiares u otras decisiones tomadas en interés de la familia 
durante la convivencia, si eso ha reducido la capacidad de uno de los cónyuges para obtener 
ingresos.

c) Las perspectivas económicas previsibles de los cónyuges, teniendo en cuenta su edad 
y estado de salud y la forma en que se atribuye la guarda de los hijos comunes.

d) La duración de la convivencia.
e) Los nuevos gastos familiares del deudor, si procede.

Artículo 233-16.  Pactos sobre la prestación compensatoria.
1. En previsión de ruptura matrimonial, puede pactarse sobre la modalidad, cuantía, 

duración y extinción de la prestación compensatoria, de acuerdo con el artículo 231-20
2. Los pactos de renuncia no incorporados a un convenio regulador no son eficaces en lo 

que comprometan la posibilidad de atender a las necesidades básicas del cónyuge acreedor.
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Artículo 233-17.  Pago de la prestación compensatoria.
1. La prestación compensatoria puede atribuirse en forma de capital, ya sea en bienes o 

en dinero, o en forma de pensión. En caso de desacuerdo, la autoridad judicial debe emitir 
una resolución sobre la modalidad de pago atendiendo a las circunstancias del caso y, 
especialmente, a la composición del patrimonio y a los recursos económicos del cónyuge 
deudor.

2. En caso de atribución en forma de capital, la autoridad judicial, a petición del cónyuge 
deudor, puede aplazar el pago u ordenar que se haga a plazos, con un vencimiento máximo 
de tres años y con devengo del interés legal a contar del reconocimiento.

3. En caso de atribución en forma de pensión, esta debe pagarse en dinero y por 
mensualidades avanzadas. A petición de parte, pueden establecerse garantías y fijar 
criterios objetivos y automáticos de actualización de la cuantía.

4. La prestación compensatoria en forma de pensión se otorga por un período limitado, 
salvo que concurran circunstancias excepcionales que justifiquen fijarla con carácter 
indefinido.

Artículo 233-18.  Modificación de la prestación compensatoria.
1. La prestación compensatoria fijada en forma de pensión solo puede modificarse para 

disminuir su importe si mejora la situación económica de quien la percibe o empeora la de 
quien la paga.

2. Para determinar la capacidad económica del deudor, deben tenerse en cuenta sus 
nuevos gastos familiares y debe darse prioridad al derecho de alimentos de todos sus hijos.

Artículo 233-19.  Extinción del derecho a prestación compensatoria.
1. El derecho a la prestación compensatoria fijada en forma de pensión se extingue por 

las siguientes causas:
a) Por mejora de la situación económica del acreedor, si dicha mejora deja de justificar la 

prestación, o por empeoramiento de la situación económica del obligado al pago, si dicho 
empeoramiento justifica la extinción del derecho.

b) Por matrimonio del acreedor o por convivencia marital con otra persona.
c) Por el fallecimiento del acreedor.
d) Por el vencimiento del plazo por el que se estableció.
2. El derecho a la prestación compensatoria fijada en forma de pensión no se extingue 

por el fallecimiento del obligado al pago, aunque el acreedor o los herederos del deudor 
pueden solicitar su sustitución por el pago de un capital, teniendo en cuenta el importe y, si 
procede, la duración de la pensión, así como el activo hereditario líquido en el momento del 
fallecimiento del deudor.

Sección 4.ª Atribución o distribución del uso de la vivienda familiar

Artículo 233-20.  Atribución o distribución del uso de la vivienda familiar.
1. Los cónyuges pueden acordar la atribución del uso de la vivienda familiar con su ajuar 

a uno de ellos, a fin de satisfacer, en la parte que proceda, los alimentos de los hijos 
comunes que convivan con el beneficiario del uso o la prestación compensatoria de este. 
También pueden acordar la distribución del uso de la vivienda por períodos determinados.

2. Si no existe acuerdo o si este no es aprobado, la autoridad judicial debe atribuir el uso 
de la vivienda familiar, preferentemente, al progenitor a quien corresponda la guarda de los 
hijos comunes mientras dure esta.

3. No obstante lo establecido por el apartado 2, la autoridad judicial debe atribuir el uso 
de la vivienda familiar al cónyuge más necesitado en los siguientes casos:

a) Si la guarda de los hijos queda compartida o distribuida entre los progenitores.
b) Si los cónyuges no tienen hijos o estos son mayores de edad.
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c) Si pese a corresponderle el uso de la vivienda por razón de la guarda de los hijos es 
previsible que la necesidad del cónyuge se prolongue después de alcanzar los hijos la 
mayoría de edad.

4. Excepcionalmente, aunque existan hijos menores, la autoridad judicial puede atribuir 
el uso de la vivienda familiar al cónyuge que no tiene su guarda si es el más necesitado y el 
cónyuge a quien corresponde la guarda tiene medios suficientes para cubrir su necesidad de 
vivienda y la de los hijos.

5. La atribución del uso de la vivienda a uno de los cónyuges, en los casos de los 
apartados 3 y 4, debe hacerse con carácter temporal y es susceptible de prórroga, también 
temporal, si se mantienen las circunstancias que la motivaron. La prórroga debe solicitarse, 
como máximo, seis meses antes del vencimiento del plazo fijado y debe tramitarse por el 
procedimiento establecido para la modificación de medidas definitivas.

6. La autoridad judicial puede sustituir la atribución del uso de la vivienda familiar por la 
de otras residencias si son idóneas para satisfacer la necesidad de vivienda del cónyuge y 
los hijos.

7. La atribución del uso de la vivienda, si esta pertenece en todo o en parte al cónyuge 
que no es beneficiario, debe ponderarse como contribución en especie para la fijación de los 
alimentos de los hijos y de la prestación compensatoria que eventualmente devengue el otro 
cónyuge.

Artículo 233-21.  Exclusión y límites de la atribución del uso de la vivienda.
1. La autoridad judicial, a instancia de uno de los cónyuges, puede excluir la atribución 

del uso de la vivienda familiar en cualquiera de los siguientes casos:
a) Si el cónyuge que sería beneficiario del uso por razón de la guarda de los hijos tiene 

medios suficientes para cubrir su necesidad de vivienda y la de los hijos.
b) Si el cónyuge que debería ceder el uso puede asumir y garantizar suficientemente el 

pago de las pensiones de alimentos de los hijos y, si procede, de la prestación 
compensatoria del otro cónyuge en una cuantía que cubra suficientemente las necesidades 
de vivienda de estos.

2. Si los cónyuges poseen la vivienda en virtud de un título diferente al de propiedad, los 
efectos de la atribución judicial de su uso quedan limitados por lo dispuesto por el título, de 
acuerdo con la ley. Si los cónyuges detentan la vivienda familiar por tolerancia de un tercero, 
los efectos de la atribución judicial de su uso acaban cuando este reclama su restitución. 
Para este caso, de acuerdo con lo establecido por el artículo 233-7.2, la sentencia puede 
ordenar la adecuación de las pertinentes prestaciones alimentarias o compensatorias.

3. En previsión de ruptura matrimonial, puede pactarse sobre la atribución o distribución 
del uso de la vivienda y sobre las modalidades de este uso. No son eficaces los pactos que 
perjudiquen el interés de los hijos, ni tampoco, si no se han incorporado a un convenio 
regulador, los que comprometan las posibilidades de atender a las necesidades básicas del 
cónyuge beneficiario del uso.

Artículo 233-22.  Publicidad del derecho de uso de la vivienda.
El derecho de uso de la vivienda familiar atribuido al cónyuge se puede inscribir o, si se 

ha atribuido como medida provisional, anotar preventivamente en el Registro de la 
Propiedad.

Artículo 233-23.  Obligaciones por razón de la vivienda.
1. En caso de atribución o distribución del uso de la vivienda, las obligaciones contraídas 

por razón de su adquisición o mejora, incluidos los seguros vinculados a esta finalidad, 
deben satisfacerse de acuerdo con lo dispuesto por el título de constitución.

2. Los gastos ordinarios de conservación, mantenimiento y reparación de la vivienda, 
incluidos los de comunidad y suministros, y los tributos y las tasas de devengo anual corren 
a cargo del cónyuge beneficiario del derecho de uso.
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Artículo 233-24.  Extinción del derecho de uso.
1. El derecho de uso se extingue por las causas pactadas entre los cónyuges y, si se 

atribuyó por razón de la guarda de los hijos, por la finalización de la guarda.
2. El derecho de uso, si se atribuyó con carácter temporal por razón de la necesidad del 

cónyuge, se extingue por las siguientes causas:
a) Por mejora de la situación económica del cónyuge beneficiario del uso o por 

empeoramiento de la situación económica del otro cónyuge, si eso lo justifica.
b) Por matrimonio o por convivencia marital del cónyuge beneficiario del uso con otra 

persona.
c) Por el fallecimiento del cónyuge beneficiario del uso.
d) Por el vencimiento del plazo por el que se estableció o, en su caso, de su prórroga.
e) De común acuerdo entre los cónyuges o por renuncia del cónyuge beneficiario.
3. Una vez extinguido el derecho de uso, el cónyuge que es titular de la vivienda puede 

recuperar su posesión en ejecución de la sentencia que haya acordado el derecho de uso o 
de la resolución firme sobre la duración o extinción de este derecho, y puede solicitar, si 
procede, la cancelación registral del derecho de uso.

Artículo 233-25.  Actos dispositivos sobre la vivienda sujeta a derecho de uso.
El propietario o titular de derechos reales sobre la vivienda familiar puede disponer de 

ella sin el consentimiento del cónyuge que tenga su uso y sin autorización judicial, sin 
perjuicio del derecho de uso.

CAPÍTULO IV
Convivencia estable en pareja

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 234-1.  Pareja estable.
Dos personas que conviven en una comunidad de vida análoga a la matrimonial se 

consideran pareja estable en cualquiera de los siguientes casos:
a) Si la convivencia dura más de dos años ininterrumpidos.
b) Si durante la convivencia, tienen un hijo común.
c) Si formalizan la relación en escritura pública.

Artículo 234-2.  Requisitos personales.
No pueden constituir una pareja estable las siguientes personas:
a) Los menores de edad no emancipados.
b) Las personas relacionadas por parentesco en línea recta, o en línea colateral dentro 

del segundo grado.
c) Las personas casadas y no separadas de hecho.
d) Las personas que convivan en pareja con una tercera persona.

Artículo 234-3.  Régimen durante la convivencia.
1. Las relaciones de la pareja estable se regulan exclusivamente por los pactos de los 

convivientes, mientras dura la convivencia.
2. En materia de disposición de la vivienda familiar, se aplica lo establecido por el artículo 

231-9.
3. Los convivientes en pareja estable pueden adquirir conjuntamente bienes con pacto 

de supervivencia. En este caso, se aplican los artículos 231-15 a 231-18, en materia de 
adquisiciones onerosas con pacto de supervivencia.

CÓDIGO DE DERECHO MATRIMONIAL

§ 49  Ley del libro segundo del Código Civil de Cataluña, relativo a la persona y la familia [parcial]

– 527 –



Sección 2.ª Extinción de la pareja estable

Artículo 234-4.  Causas de extinción.
1. La pareja estable se extingue por las siguientes causas:
a) Cese de la convivencia con ruptura de la comunidad de vida.
b) Muerte o declaración de fallecimiento de uno de los convivientes.
c) Matrimonio de cualquiera de los convivientes.
d) Común acuerdo de los convivientes formalizado en escritura pública.
e) Voluntad de uno de los convivientes notificada fehacientemente al otro.
2. La extinción de la pareja estable implica la revocación de los consentimientos y 

poderes que cualquiera de los convivientes haya otorgado a favor del otro.

Artículo 234-5.  Pactos en previsión del cese de la convivencia.
En previsión del cese de la convivencia, los convivientes pueden pactar en escritura 

pública los efectos de la extinción de la pareja estable. A estos pactos se les aplica el 
artículo 231-20.

Artículo 234-6.  Acuerdos alcanzados tras el cese de la convivencia.
1. Tras el cese de la convivencia, los convivientes pueden acordar los efectos de la 

extinción de la pareja estable.
2. En el caso de acuerdos alcanzados tras el cese de la convivencia, los convivientes de 

común acuerdo o uno de los convivientes con el consentimiento del otro pueden someter a la 
aprobación de la autoridad judicial una propuesta de convenio que incluya todos los efectos 
que la extinción deba producir respecto a los hijos comunes y entre los convivientes. A los 
acuerdos incluidos en una propuesta de convenio se les aplica el artículo 233-3.

3. Si no existen hijos comunes que dependen de los convivientes, estos pueden regular 
los efectos de la extinción de la pareja estable por medio de un convenio formulado ante el 
letrado de la Administración de Justicia o en escritura pública ante notario.

4. Los acuerdos alcanzados fuera de convenio se rigen por el artículo 233-5.
5. Si no existe acuerdo entre los convivientes, se aplica lo establecido por el artículo 

233-4.

Sección 3.ª Efectos de la extinción de la pareja estable

Artículo 234-7.  Ejercicio de la guarda de los hijos y relaciones personales.
En materia de ejercicio de la guarda de los hijos y relaciones personales, se aplican a la 

pareja estable los artículos 233-8 a 233-13.

Artículo 234-8.  Atribución o distribución del uso de la vivienda familiar.
1. Los convivientes en pareja estable pueden acordar la atribución a uno de ellos del uso 

de la vivienda familiar, con su ajuar, para satisfacer en la parte que sea pertinente los 
alimentos de los hijos comunes que convivan con el beneficiario del uso o la eventual 
prestación alimentaria de este.

2. Si no existe acuerdo o si este no es aprobado, en el caso de que los convivientes 
tengan hijos comunes, la autoridad judicial puede atribuir el uso de la vivienda familiar, 
teniendo en cuenta las circunstancias del caso y aplicando las siguientes reglas:

a) Preferentemente, al miembro de la pareja a quien corresponda la guarda de los hijos 
mientras dure esta.

b) Si la guarda de los hijos es compartida o distribuida entre ambos miembros de la 
pareja, al que tenga más necesidad.

3. La atribución o distribución del uso de la vivienda, si esta pertenece en todo o en parte 
al miembro de la pareja que no es beneficiario, debe ser tenida en cuenta para la fijación de 
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los alimentos a los hijos y la prestación alimentaria que eventualmente devengue el otro 
miembro de la pareja.

4. Se aplica a la atribución o distribución del uso de la vivienda lo establecido por el 
artículo 233-20.6 y 7 y los artículos 233-21 a 233-25.

Artículo 234-9.  Compensación económica por razón de trabajo.
1. Si un conviviente ha trabajado para la casa sustancialmente más que el otro o ha 

trabajado para el otro sin retribución o con una retribución insuficiente, tiene derecho a una 
compensación económica por esta dedicación siempre y cuando en el momento del cese de 
la convivencia el otro haya obtenido un incremento patrimonial superior, de acuerdo con las 
reglas del artículo 232-6.

2. Se aplica a la compensación económica por razón de trabajo lo establecido por los 
artículos 232-5 a 232-10.

Artículo 234-10.  Prestación alimentaria.
1. Si la pareja estable se extingue en vida de los convivientes, cualquiera de los 

convivientes puede reclamar al otro una prestación alimentaria, si la necesita para atender 
adecuadamente a su sustentación, en uno de los siguientes casos:

a) Si la convivencia ha reducido la capacidad del solicitante de obtener ingresos.
b) Si tiene la guarda de hijos comunes, en circunstancias en que su capacidad de 

obtener ingresos quede disminuida.
2. Los pactos de renuncia a la prestación alimentaria no son eficaces en aquello en que 

comprometan la posibilidad de atender a las necesidades básicas del conviviente que tiene 
derecho a pedir, salvo que hayan sido incorporados a una propuesta de convenio presentada 
de acuerdo con el artículo 234-6.

3. Si uno de los convivientes muere antes de que pase un año desde la extinción de la 
pareja estable, el otro, en los tres meses siguientes al fallecimiento, puede reclamar a los 
herederos su derecho a la prestación alimentaria. La misma regla debe aplicarse si el 
procedimiento dirigido a reclamar la prestación alimentaria se extingue por el fallecimiento 
del conviviente que debería pagarla.

Artículo 234-11.  Pago de la prestación alimentaria.
1. La prestación alimentaria puede atribuirse en forma de capital o en forma de pensión.
2. Si no existe acuerdo, la autoridad judicial resuelve sobre la modalidad de pago de 

conformidad con las reglas del artículo 233-17.
3. La prestación alimentaria en forma de pensión tiene carácter temporal, con un máximo 

de tres anualidades, salvo que la prestación se fundamente en la disminución de la 
capacidad del acreedor de obtener ingresos derivada de la guarda de hijos comunes. En 
este caso, puede atribuirse mientras dure la guarda.

4. La prestación alimentaria en forma de pensión puede modificarse en los términos del 
artículo 233-18.

Artículo 234-12.  Extinción de la prestación alimentaria fijada en forma de pensión.
La prestación alimentaria en forma de pensión se extingue de acuerdo con las reglas del 

artículo 233-19.

Artículo 234-13.  Ejercicio de los derechos.
Los derechos a la compensación económica por razón de trabajo y a la prestación 

alimentaria prescriben en el plazo de un año a contar de la extinción de la pareja estable y 
deben reclamarse, si procede, en el mismo procedimiento en que se determinan los demás 
efectos de la extinción de la pareja estable.
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Artículo 234-14.  Efectos de la extinción por muerte.
En caso de extinción de la pareja estable por muerte de uno de los convivientes, el 

superviviente tiene, además de la compensación por razón de trabajo que eventualmente le 
corresponda de acuerdo con el artículo 232-5.5, los derechos viduales familiares 
reconocidos por los artículos 231-30 y 231-31.

CAPÍTULO V
La filiación

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 235-1.  Clases de filiación.
La filiación puede tener lugar por naturaleza o por adopción.

Artículo 235-2.  Efectos de la filiación.
1. Toda filiación produce los mismos efectos civiles, sin perjuicio de los efectos 

específicos de la filiación adoptiva.
2. La filiación determina la potestad parental, los apellidos, los alimentos y los derechos 

sucesorios y comporta la asunción de responsabilidades parentales hacia los hijos menores 
y los demás efectos establecidos por las leyes.

3. El padre y la madre pueden establecer de común acuerdo el orden de los apellidos en 
la inscripción del nacimiento o de la adopción del primer hijo. Los hijos, al alcanzar la 
mayoría de edad o al emanciparse, pueden alterar el orden de los apellidos.

Sección 2.ª La filiación por naturaleza

Subsección 1.ª Disposiciones generales de la determinación de la filiación

Artículo 235-3.  Determinación.
La filiación por naturaleza, con relación a la madre, resulta del nacimiento; con relación al 

padre y la madre puede establecerse por el reconocimiento, por el consentimiento a la 
fecundación asistida de la mujer, por el expediente registral o por sentencia, y, únicamente 
con relación al padre, por el matrimonio con la madre.

Artículo 235-4.  Período legal de concepción.
El período legal de concepción comprende los primeros ciento veinte días del período de 

gestación, que se presume de un máximo de trescientos días, salvo que pruebas 
concluyentes demuestren que el período de gestación ha durado más de trescientos días.

Subsección 2.ª La determinación de la filiación matrimonial

Artículo 235-5.  Paternidad matrimonial.
1. Se tienen por hijos del marido los nacidos después de la celebración del matrimonio y 

dentro de los trescientos días siguientes a la separación, legal o de hecho, de los cónyuges 
o a la declaración de nulidad o a la disolución del matrimonio.

2. Los hijos nacidos después de los trescientos días siguientes a la separación legal o de 
hecho de los cónyuges son matrimoniales si se prueba que han nacido a consecuencia de 
las relaciones sexuales entre los cónyuges. La misma regla se aplica en el caso de nulidad o 
de disolución del matrimonio si se prueba que las relaciones han tenido lugar antes de 
producirse estos efectos.

3. Si dentro de los trescientos días siguientes a la disolución o a la nulidad ha tenido 
lugar un nuevo matrimonio de la madre, se presume que los nacidos después de la 
celebración de este matrimonio son hijos del segundo marido.
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Artículo 235-6.  Concepción antes del matrimonio.
1. Si el hijo nace dentro de los ciento ochenta días siguientes a la celebración del 

matrimonio, el marido puede dejar sin efecto la determinación de la filiación que resulta del 
artículo 235-5 declarando que desconoce su paternidad. Esta declaración, que debe ser 
auténtica, debe entrar en el Registro Civil en el plazo de los seis meses siguientes al 
nacimiento.

2. El desconocimiento de la paternidad no es eficaz en los siguientes casos:
a) Si el marido ha conocido el embarazo antes de contraer matrimonio, salvo que la 

declaración a que se refiere el apartado 1 se haya hecho con el consentimiento de la mujer.
b) Si el marido ha admitido la paternidad de cualquier forma.
c) Si la madre demuestra la existencia de relaciones sexuales con el marido durante el 

período legal de la concepción.

Artículo 235-7.  Nacimiento antes del matrimonio.
1. Los hijos comunes nacidos antes del matrimonio del padre y de la madre tienen, 

desde la fecha de celebración de este, la condición de matrimoniales si la filiación queda 
determinada legalmente.

2. La impugnación de la filiación a que se refiere el apartado 1 se rige por las reglas de la 
filiación no matrimonial.

Artículo 235-8.  La fecundación asistida de la mujer casada.
1. Los hijos nacidos a consecuencia de la fecundación asistida de la mujer, practicada 

con el consentimiento expreso del cónyuge formalizado en un documento extendido ante un 
centro autorizado o en un documento público, son hijos matrimoniales del cónyuge que ha 
dado el consentimiento.

2. En la fecundación asistida practicada después del fallecimiento del marido con 
gametos de este, el nacido se tiene por hijo suyo si se cumplen las siguientes condiciones:

a) Que conste fehacientemente la voluntad expresa del marido para la fecundación 
asistida después del fallecimiento.

b) Que se limite a un solo caso, incluido el parto múltiple.
c) Que el proceso de fecundación se inicie en el plazo de 270 días a partir del 

fallecimiento del marido. La autoridad judicial puede prorrogar este plazo por una justa causa 
y por un tiempo máximo de 90 días.

Subsección 3.ª La determinación de la filiación no matrimonial

Artículo 235-9.  Establecimiento.
1. La filiación no matrimonial se puede establecer por:
a) Reconocimiento hecho en testamento o codicilo, en escritura pública o ante la persona 

encargada del Registro Civil.
b) Resolución dictada en un expediente tramitado de acuerdo con la legislación del 

Registro Civil.
c) Sentencia firme en un procedimiento civil o penal.
d) En cuanto a la madre, en la forma en que la legislación del Registro Civil establece 

para la inscripción.
2. En el reconocimiento hecho en testamento o escritura pública o ante la persona 

encargada del Registro Civil no puede manifestarse la identidad del otro progenitor si no ha 
sido ya determinada legalmente. Esta regla no se aplica al caso del reconocimiento del 
concebido y no nacido realizado en testamento o escritura pública.

Artículo 235-10.  Presunciones de paternidad.
1. Se presume que es padre del hijo no matrimonial:
a) El hombre con el que la madre ha convivido en el período legal de la concepción.
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b) El hombre con el que la madre ha mantenido relaciones sexuales en el período de la 
concepción.

c) El hombre que ha reconocido la paternidad tácitamente o de modo diferente al 
establecido por el artículo 235-9.

2. Las presunciones a que se refiere el apartado 1 pueden destruirse con toda clase de 
pruebas en el correspondiente juicio.

Artículo 235-11.  Capacidad para el reconocimiento de la paternidad o la maternidad.
1. Los mayores de catorce años tienen capacidad para el reconocimiento de la 

paternidad. La madre tiene capacidad para el reconocimiento de la maternidad desde que se 
acredite el hecho del parto, tenga la edad que tenga. En ambos casos, es preciso que 
tengan capacidad natural.

2. Para la validez del reconocimiento hecho por menores no emancipados o 
incapacitados, es precisa la aprobación judicial, con audiencia del ministerio fiscal.

Artículo 235-12.  Requisitos del reconocimiento de la paternidad o la maternidad.
1. Para la eficacia del reconocimiento de un hijo no matrimonial mayor de edad o menor 

emancipado, es preciso su consentimiento expreso o tácito.
2. El padre y la madre pueden reclamar que se declare judicialmente la paternidad o la 

maternidad no matrimoniales aunque el hijo haya denegado el consentimiento a que se 
refiere el apartado 1. La sentencia que la admita debe determinar la filiación sin ningún otro 
efecto, salvo que se pruebe la razón que justifica el retraso en el reconocimiento.

3. Para la eficacia del reconocimiento de una persona menor o incapacitada que no se 
haga en el plazo fijado para la inscripción del nacimiento, es precisa la aprobación judicial, 
con audiencia del ministerio fiscal, del representante legal del menor y, si es conocido, del 
otro progenitor. La denegación de la aprobación judicial no impide la reclamación de la 
filiación de acuerdo con lo establecido por el apartado 2 y con el mismo alcance.

4. El reconocimiento de un hijo ya muerto solo es eficaz si deja descendientes y los de 
grado más próximo lo consienten. Si los descendientes son menores o incapacitados, es 
precisa la aprobación judicial, con audiencia del ministerio fiscal. La denegación de 
consentimiento o de aprobación judicial no impide la reclamación de la filiación de acuerdo 
con lo establecido por el apartado 2 y con el mismo alcance.

Artículo 235-13.  La fecundación asistida de la mujer.
1. Los hijos nacidos de la fecundación asistida de la madre son hijos del hombre o de la 

mujer que la ha consentido expresamente en un documento extendido ante un centro 
autorizado o en un documento público.

2. En la fecundación asistida después del fallecimiento del hombre que convivía con la 
madre, el nacido se considera hijo de este si se cumplen las condiciones establecidas por el 
artículo 235-8.2, en lo que le sea de aplicación.

Artículo 235-14.  Eficacia limitada.
1. Los efectos de la declaración de filiación se limitan a la mera determinación de este 

estado, a petición de los hijos mayores de edad o emancipados o del representante legal de 
los menores de edad o incapacitados, en los siguientes casos:

a) Si el progenitor ha sido condenado por sentencia firme en un procedimiento penal por 
causa de las relaciones que han dado lugar a la filiación.

b) Si la filiación reclamada ha sido declarada judicialmente con la oposición del 
progenitor demandado.

c) Si el reconocimiento se ha hecho con mala fe o con abuso de derecho.
2. La determinación de la filiación en los casos a que se refiere el apartado 1 no produce 

ningún efecto civil a favor del progenitor, el cual está siempre obligado a velar por el hijo y a 
prestarle alimentos.
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Subsección 4.ª Reglas comunes a las acciones de filiación

Artículo 235-15.  Medios de prueba.
1. En el ejercicio de las acciones de filiación no es precisa la presentación de un principio 

de prueba.
2. En los procesos de filiación se admite toda clase de pruebas, sin perjuicio de lo 

establecido por el artículo 235-28.2.

Artículo 235-16.  Personas que intervienen en el proceso.
1. En todo proceso de filiación deben ser demandadas las personas cuya paternidad, 

maternidad o filiación sea reclamada o esté legalmente determinada.
2. En el caso de que una persona que debería ser demandada haya muerto, la acción 

debe dirigirse contra sus herederos.
3. En las acciones de filiación, el letrado de la Administración de justicia puede nombrar 

a un defensor judicial si el hijo debe intervenir por medio de un representante legal y lo 
justifica su interés.

Artículo 235-17.  Medidas cautelares en el juicio de filiación.
Mientras dura el procedimiento de reclamación o de impugnación de la filiación, la 

autoridad judicial puede adoptar las medidas de protección convenientes sobre la persona y 
los bienes del hijo menor o incapacitado e, incluso, en caso de reclamación, puede acordar 
alimentos provisionales a favor del hijo.

Artículo 235-18.  Relaciones sexuales de la madre con otros hombres.
1. La prueba de las relaciones sexuales de la madre con un hombre diferente al 

demandado durante el período legal de concepción no es suficiente para destruir las 
presunciones de paternidad.

2. Si en el proceso se invoca la excepción de relaciones sexuales de la madre con 
hombres diferentes del demandado, se los puede llamar, a petición de parte legitimada para 
reclamar la paternidad, para que intervengan en el proceso en calidad de demandados.

3. Si, en aplicación de lo establecido por el apartado 2, son demandados varios hombres, 
debe declararse padre aquel cuya paternidad resulte más verosímil.

Artículo 235-19.  Filiación contradictoria.
1. La determinación de la filiación no tiene ningún tipo de efecto mientras exista otra 

contradictoria.
2. No puede reclamarse una filiación que contradiga otra que se haya establecido por 

sentencia firme.

Subsección 5.ª La reclamación de la filiación

Artículo 235-20.  Filiación matrimonial.
1. El padre, la madre y los hijos, por sí mismos o mediante sus representantes legales, si 

procede, pueden ejercer la acción de reclamación de la filiación matrimonial durante toda la 
vida. La acción interpuesta por los hijos puede ser continuada por sus descendientes o 
herederos.

2. Los descendientes o herederos de los hijos pueden ejercer la acción de reclamación 
de la filiación matrimonial, dentro del tiempo que quede para completar el plazo de dos años 
a contar desde el descubrimiento de las pruebas en que se fundamenta la reclamación.

3. Si cuando el hijo muere no han transcurrido cuatro años desde el cumplimiento de la 
mayoría de edad o desde la recuperación de la plena capacidad, los descendientes o 
herederos del hijo pueden ejercer o continuar la acción de reclamación de la filiación 
matrimonial, dentro del tiempo que quede para completar este plazo, si es superior al de dos 
años fijado por el apartado 2.
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Artículo 235-21.  Filiación no matrimonial.
1. Los hijos por sí mismos o por medio de sus representantes legales, si procede, 

pueden ejercer la acción de reclamación de la filiación no matrimonial durante toda su vida. 
En los supuestos del artículo 235-20.2 y 3, los descendientes o herederos de los hijos 
pueden ejercer o continuar la acción, dentro del tiempo que quede para completar los plazos 
correspondientes.

2. El padre y la madre pueden ejercer, durante toda su vida, la acción de reclamación de 
paternidad o maternidad no matrimonial, en nombre e interés propios, si no pueden 
reconocer a los hijos o si el reconocimiento no ha sido eficaz por falta de consentimiento de 
los hijos o de aprobación judicial.

Artículo 235-22.  Acumulación de pretensiones.
El ejercicio de la acción de reclamación de filiación permite la acumulación de la acción 

de impugnación de la filiación contradictoria. En este caso, la acción de impugnación es 
accesoria de la de reclamación y solo puede ser estimada si se estima también esta, salvo 
que la parte demandante esté legitimada para ejercer la acción de impugnación y esta no 
haya caducado.

Subsección 6.ª La impugnación de la filiación

Artículo 235-23.  Impugnación por el marido de la paternidad matrimonial.
1. El marido puede ejercer la acción de impugnación de la paternidad matrimonial en el 

plazo de dos años a partir de la fecha en que conozca el nacimiento del hijo o del 
descubrimiento de las pruebas en que fundamenta la impugnación.

2. La acción de impugnación se transmite a los hijos o descendientes y a los herederos 
del marido si este muere después de haber interpuesto la acción o antes de que finalicen los 
plazos fijados por el apartado 1. En estos casos, cualquiera de ellos puede ejercer la acción, 
dentro del tiempo que quede para completar dichos plazos.

3. Si el marido muere sin conocer el nacimiento o las pruebas en que debe fundamentar 
la acción, el plazo de dos años se cuenta desde la fecha en que los conozca la persona 
legitimada para impugnar.

Artículo 235-24.  Impugnación por la madre de la paternidad matrimonial.
La madre, en nombre propio o en interés y representación del hijo, si es menor o 

incapaz, puede impugnar la paternidad matrimonial durante el plazo de dos años a partir de 
la fecha del nacimiento del hijo o del descubrimiento de las pruebas en que se fundamenta la 
impugnación.

Artículo 235-25.  Impugnación por el hijo de la paternidad matrimonial.
El hijo puede ejercer la acción de impugnación de la paternidad matrimonial dentro de los 

dos años siguientes al cumplimiento de la mayoría de edad, a la recuperación de la plena 
capacidad o al descubrimiento de las pruebas en que fundamenta la impugnación.

Artículo 235-26.  Impugnación de la paternidad no matrimonial.
1. El padre, la madre y los hijos por sí mismos o por medio de su representante legal 

pueden ejercer la acción de impugnación de la paternidad no matrimonial en el plazo de dos 
años a partir del establecimiento de esta paternidad o, si procede, desde el momento en que 
se conozca este establecimiento o desde la aparición de nuevas pruebas contrarias a la 
paternidad.

2. En el caso del hijo, la acción caduca a los dos años del cumplimiento de la mayoría de 
edad, de la recuperación de la plena capacidad o de la aparición de las nuevas pruebas 
contrarias a la paternidad. Durante la minoría de edad o la incapacidad del hijo, puede 
ejercer la acción la madre, de acuerdo con lo establecido por el artículo 235-24.
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Artículo 235-27.  Impugnación del reconocimiento de la paternidad.
1. La acción de impugnación del reconocimiento de la paternidad hecho sin capacidad o 

por error, violencia, intimidación o dolo, corresponde a quien lo ha otorgado y a sus 
representantes legales.

2. La acción de nulidad por falta de capacidad caduca a los dos años del cumplimiento 
de la mayoría de edad o de la recuperación de la capacidad. En caso de vicio de la voluntad, 
la acción caduca a los dos años, que se cuentan, en caso de error, desde el otorgamiento 
del reconocimiento de la paternidad, y en los demás casos, desde que cesa el vicio. Los 
hijos, descendientes y herederos del otorgante pueden continuar la acción de nulidad, o 
ejercerla, si el otorgante muere antes de que hayan transcurrido los dos años, durante el 
tiempo que quede para completar este plazo.

3. Lo establecido por los apartados 1 y 2 se aplica también al consentimiento dado a la 
fecundación asistida de la mujer.

4. El reconocimiento de la paternidad hecho en fraude de ley es nulo. La acción de 
nulidad es imprescriptible y puede ser ejercida por el ministerio fiscal o por cualquier otra 
persona con un interés directo y legítimo.

Artículo 235-28.  La prueba en la impugnación de la paternidad.
1. Para que prospere cualquier acción de impugnación de la paternidad matrimonial y no 

matrimonial, debe probarse de modo concluyente que el presunto padre no es progenitor de 
la persona cuya filiación se impugna.

2. Si la filiación se deriva de la fecundación asistida de la madre, la acción de 
impugnación no puede prosperar si la persona cuya paternidad o maternidad se impugna 
consintió la fecundación de acuerdo con los artículos 235-8 o 235-13, y tampoco, en ningún 
caso, si es progenitor biológico del hijo.

Artículo 235-29.  Impugnación de la maternidad.
1. Los hijos, por sí mismos o por medio de sus representantes legales, pueden ejercer la 

acción de impugnación de la maternidad durante toda su vida si prueban la suposición de 
parto o que no es cierta la identidad del hijo. También la puede ejercer la madre en el plazo 
de dos años desde el conocimiento de las pruebas que fundamentan la impugnación.

2. La acción de impugnación se transmite a los hijos o descendientes y a los herederos 
de la madre si esta muere después de haber interpuesto la acción o antes de que finalicen 
los plazos fijados por el apartado 1. En estos casos, cualquiera de ellos puede ejercer la 
acción, dentro del tiempo que quede para completar dichos plazos.

3. Si la madre muere sin conocer las pruebas en que debe fundamentar la acción, los 
dos años se cuentan desde la fecha en que la persona legitimada para impugnar la 
maternidad las conoce.

Sección 3.ª La filiación adoptiva

Subsección 1.ª Condiciones requeridas para la adopción

Artículo 235-30.  Requisitos personales para adoptar.
1. Para poder adoptar deben cumplirse los siguientes requisitos:
a) Tener plena capacidad de obrar.
b) Ser mayor de veinticinco años, salvo que se trate de la adopción del hijo del cónyuge 

o de la pareja estable o de parientes huérfanos, y tener como mínimo catorce años más que 
la persona adoptada.

2. La adopción por más de una persona solo se admite en el caso de los cónyuges o de 
los miembros de una pareja estable. En estos casos, basta que uno de los adoptantes haya 
cumplido veinticinco años.
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Artículo 235-31.  Prohibiciones para adoptar.
1. No pueden adoptar las personas que hayan sido suspendidas o privadas de la 

potestad o las que hayan sido removidas de un cargo tutelar mientras estén en esta 
situación.

2. No pueden ser adoptadas las siguientes personas:
a) Los descendientes.
b) Los hermanos.
c) Los parientes en segundo grado de la línea colateral por afinidad, mientras dura el 

matrimonio que origina este parentesco.

Artículo 235-32.  Adopción de menores de edad.
1. Pueden ser adoptados los menores de edad desamparados que están en situación de 

acogimiento preadoptivo. También pueden ser adoptados los siguientes menores:
a) Los hijos del cónyuge o de la persona con quien el adoptante convive en pareja 

estable. En estos casos, la adopción requiere que la filiación no esté legalmente determinada 
respecto al otro progenitor, o que este haya muerto, esté privado de la potestad, esté 
sometido a una causa de privación de la potestad o haya dado su asentimiento.

b) Los huérfanos que son parientes del adoptante hasta el cuarto grado de 
consanguinidad o afinidad.

c) Las personas tuteladas por quien quiere adoptar, una vez aprobada la cuenta final de 
la tutela.

2. Pueden ser adoptados los menores desamparados que estén en acogimiento simple 
de los que quieren adoptar, si las circunstancias han cambiado y ya no es posible el retorno 
de los menores a su familia, porque se produce alguna de las circunstancias del acogimiento 
preadoptivo u otras que hacen imposible su retorno.

3. Puede ser constituida la adopción, aunque el adoptante o uno de los adoptantes haya 
muerto, si ha dado su consentimiento a la adopción ante la autoridad judicial o bien en 
testamento, codicilo o escritura pública.

4. En caso de muerte del adoptante individual o, si es adopción conjunta, de ambos 
adoptantes, es posible un nuevo procedimiento de adopción de la persona que estaba en 
proceso de ser adoptada.

Artículo 235-33.  Adopción de personas mayores de edad.
Solo puede ser adoptada una persona mayor de edad o una persona emancipada si ha 

convivido ininterrumpidamente con el adoptante desde antes de haber cumplido catorce 
años o si ha estado en situación de acogimiento preadoptivo, al menos durante los seis 
meses inmediatamente anteriores al cumplimiento de la mayoría de edad o a la 
emancipación, y ha continuado conviviendo con él sin interrupción.

Subsección 2.ª El acogimiento preadoptivo

Artículo 235-34.  La medida de acogimiento preadoptivo.
1. La entidad pública competente debe acordar la medida de acogimiento preadoptivo, 

como paso previo a la adopción, en los siguientes casos:
a) Si no es posible el retorno del menor a su familia de origen y lo más favorable a su 

interés es la plena integración en otra familia mediante la adopción.
b) Si los progenitores o los tutores lo solicitan a la entidad pública competente y 

abandonan los derechos y deberes inherentes a su condición.
2. A los efectos de lo establecido por el apartado 1, se entiende que no es factible el 

retorno del menor a su familia biológica si este retorno requiere el transcurso de un período 
durante el cual puede producirse un mayor deterioro psicosocial en el desarrollo evolutivo del 
menor.
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3. Una vez acordada la medida de acogimiento preadoptivo, deben suspenderse las 
visitas y relaciones del menor con la familia biológica, para conseguir que se integre mejor 
en la familia acogedora, si conviene al interés del menor.

4. Las personas acogedoras tienen los deberes de velar por el menor, tenerlo en su 
compañía, alimentarlo, educarlo y procurarle una formación integral. A tal efecto, asumen 
plenamente las responsabilidades parentales y las facultades que se derivan. Estas 
funciones deben ejercerse bajo la supervisión de la entidad competente, que debe facilitar el 
asesoramiento necesario.

Artículo 235-35.  Resolución de acogimiento.
El acogimiento preadoptivo debe acordarse mediante resolución de la entidad pública 

competente en el plazo y con los requisitos y procedimiento establecidos por la legislación 
sobre la infancia y la adolescencia.

Artículo 235-36.  Cese del acogimiento preadoptivo.
1. El acogimiento preadoptivo cesa por las siguientes causas:
a) Adopción de la persona acogida.
b) Muerte, incapacidad o voluntad de la persona o personas acogedoras.
c) Solicitud de la persona acogida, si ha cumplido doce años.
d) Decisión de la entidad pública competente fundamentada en un informe de 

seguimiento desfavorable.
2. El cese del acogimiento por las causas a que se refiere el apartado 1.b), c) y d) 

determina la adopción de la medida de protección que mejor proceda en beneficio del menor.

Artículo 235-37.  Confidencialidad de los datos.
Las personas que intervienen en la constitución del acogimiento preadoptivo o de la 

adopción, tanto si prestan servicios en la entidad pública competente o en las instituciones 
colaboradoras como si no los prestan, están obligadas a guardar secreto de la información 
que obtengan y de los datos de filiación de los acogidos o adoptados, y deben evitar, 
especialmente, que la familia de origen conozca la acogedora o la adoptiva.

Artículo 235-38.  Propuesta de adopción.
1. Para iniciar el procedimiento de adopción, es precisa la propuesta previa de la entidad 

pública competente, excepto en los casos a que se refieren el artículo 235-32.1.a), b) y c) y 
el artículo 235-33.

2. En la propuesta de adopción deben hacerse constar, debidamente acreditados, los 
siguientes datos:

a) La idoneidad razonada de la persona o personas que quieren adoptar atendiendo a 
sus condiciones personales, sociales, familiares y económicas y a su aptitud educadora.

b) El último domicilio, si es conocido, de los progenitores, tutores o guardadores del 
adoptado.

Subsección 3.ª Constitución de la adopción

Artículo 235-39.  Constitución por resolución judicial.
La adopción debe constituirse mediante resolución judicial motivada, de acuerdo con lo 

establecido por la presente sección y teniendo en cuenta el interés del adoptado.

Artículo 235-40.  Consentimiento a la adopción.
Los adoptantes y el adoptado, si ha cumplido doce años, deben dar el consentimiento a 

la adopción ante la autoridad judicial.
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Artículo 235-41.  Asentimiento a la adopción.
1. Deben dar el asentimiento a la adopción, si no están imposibilitadas para hacerlo, las 

siguientes personas:
a) El cónyuge del adoptante, excepto en el caso de separación legal o de hecho, o la 

persona con quien el adoptante convive en pareja estable.
b) Los progenitores del adoptado, salvo que estén privados legalmente de la potestad o 

incurran en una causa de privación de esta, o, en el caso de acogimiento preadoptivo, que la 
resolución que lo acordó haya devenido firme.

2. El asentimiento debe darse ante la autoridad judicial. La madre no puede darlo hasta 
que hayan pasado seis semanas del parto.

3. El asentimiento de los progenitores no puede referirse a una persona determinada, 
salvo en el caso excepcional de que una causa razonable lo justifique.

Artículo 235-42.  Concurrencia de causa de privación de la potestad.
1. La concurrencia de una causa de privación de la potestad, en uno de los progenitores 

o en ambos, a que se refiere el artículo 235-41.1.b), debe apreciarse en el propio 
procedimiento de adopción, mediante resolución motivada.

2. La autoridad judicial, suspendiendo la tramitación del expediente, debe informar a las 
personas que incurran en una causa de privación de la potestad de los efectos de la 
resolución y debe indicar el plazo que considere necesario, no inferior a veinte días, para 
que puedan comparecer y alegar lo que estimen más conveniente en defensa de su 
derecho, siguiendo los trámites del juicio verbal.

Artículo 235-43.  Personas que deben ser escuchadas.
La autoridad judicial debe escuchar en la tramitación del expediente de adopción las 

siguientes personas:
a) Los progenitores de los mayores de edad o de los menores emancipados y las 

personas cuyo asentimiento no es preciso, salvo los que están privados de la potestad 
parental.

b) Los tutores, curadores o guardadores de hecho del adoptado.
c) El adoptado menor de doce años, si tiene suficiente juicio.
d) Los hijos de los adoptantes, si dichos hijos y adoptantes conviven, y, si procede, los 

hijos del adoptado, si tienen suficiente juicio y es posible.

Subsección 4.ª Adopción y acogimiento internacionales

Artículo 235-44.  Adopción internacional de menores.
1. La adopción y el acogimiento internacionales deben respetar los principios de los 

convenios de derechos fundamentales relativos a los niños, las normas convencionales y las 
normas de derecho internacional privado que sean de aplicación.

2. En la adopción y el acogimiento internacionales debe garantizarse:
a) Que interviene una autoridad competente.
b) Que se respeta el principio de subsidiariedad de la adopción internacional.
c) Que la adopción o el acogimiento responden al interés del menor.
d) Que el menor puede ser adoptado.
e) Que los consentimientos requeridos se dan libremente, sin recibir contraprestación 

alguna, conociendo las consecuencias y los efectos que se derivan, especialmente en 
cuanto a la ruptura definitiva, en el caso de la adopción, de todo vínculo jurídico con la 
familia de origen.

f) Que la adopción o el acogimiento no comportan un beneficio material indebido para las 
personas responsables del menor o para cualquier otra persona.

g) Que el menor, si tiene suficiente juicio, es escuchado.
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3. No pueden iniciarse trámites para adoptar menores en países en situación de conflicto 
bélico o desastre natural.

4. La autoridad judicial puede disponer, de modo excepcional, respecto a menores en 
cuyos países de origen no exista la adopción ni ninguna otra institución equivalente, la 
constitución de la adopción en aquellas situaciones análogas al acogimiento o a la tutela, 
constituidas en el extranjero con finalidad protectora permanente. Son requisitos 
imprescindibles que la constitución de la adopción sea necesaria para el interés del menor, 
que lo permitan las normas de derecho internacional privado aplicables y que la entidad 
pública competente de la residencia de la familia emita el certificado de idoneidad respecto a 
la persona o personas que lo tienen confiado y solicitan su adopción.

Artículo 235-45.  Tramitación de la adopción por la entidad pública.
1. La entidad pública competente solo debe tramitar las adopciones de menores 

originarios de los países en los que quede suficientemente garantizado el respeto a los 
principios y a las normas de la adopción internacional y la intervención debida de sus 
organismos administrativos y judiciales.

2. Para garantizar el pleno respeto a los derechos de los menores, en el caso de 
adopciones internacionales, la entidad pública competente ejerce las siguientes funciones:

a) Adoptar medidas para evitar lucros indebidos e impedir prácticas contrarias al interés 
del menor.

b) Reunir y conservar la información relativa a los adoptados y a sus orígenes y 
garantizar su acceso si la ley lo permite.

c) Facilitar y seguir los procedimientos de adopción.
d) Asesorar sobre la adopción y, si es preciso y en la medida permitida por la ley, hacer 

el seguimiento de las adopciones, si lo exige el país de origen de la persona que quiere 
adoptarse.

e) Seleccionar las personas y familias solicitantes valorando su idoneidad de acuerdo 
con los criterios y procesos que mejor favorezcan el éxito del proceso adoptivo.

f) Determinar el perfil del menor en concordancia con el de la persona o familia 
adoptante, para facilitar el encaje del menor y el éxito de la adopción.

Artículo 235-46.  Funciones de intermediación.
Solo puede intervenir con funciones de intermediación para la adopción internacional la 

entidad pública competente de la Generalidad. No obstante, la Generalidad puede acreditar 
entidades colaboradoras para el ejercicio de estas funciones en los términos y con el 
cumplimiento de los requisitos que se establezcan por reglamento. En todo caso, estas 
entidades no deben tener ánimo de lucro, deben estar legalmente constituidas, deben tener 
como finalidad la protección de los menores y deben defender el interés primordial del menor 
por encima de ningún otro, de acuerdo con las normas de derecho internacional aplicables. 
Además, deben someterse a las directrices, la inspección y el control de la entidad pública 
competente.

Subsección 5.ª Efectos específicos de la filiación adoptiva

Artículo 235-47.  Efectos específicos de la adopción.
1. La adopción origina relaciones de parentesco entre el adoptante y su familia y el 

adoptado y sus descendientes, y produce los mismos efectos que la filiación por naturaleza.
2. La adopción extingue el parentesco entre el adoptado y su familia de origen, salvo en 

los casos a que se refiere el artículo 235-32.1.a) y b), en que se mantiene el parentesco 
respecto a la rama familiar del progenitor o progenitores sustituidos.

3. Los vínculos del adoptado con su familia de origen se mantienen solo en los casos 
establecidos por la ley y, especialmente, a los efectos de los impedimentos para contraer 
matrimonio y en los casos en que se mantienen los derechos sucesorios.

4. La autoridad judicial, excepcionalmente, a propuesta de la entidad pública competente 
o del ministerio fiscal, puede disponer que se mantengan las relaciones personales del 
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adoptado con la familia de origen en los supuestos a que se refiere el artículo 235-44.4 o si 
existen vínculos afectivos cuya ruptura sea gravemente perjudicial para el interés del menor.

Artículo 235-48.  Apellidos del adoptado.
1. La persona que es adoptada por dos personas conjuntamente lleva los apellidos de 

los adoptantes en el orden establecido para su primer hijo común o, si no tienen, en el orden 
que acuerden o en el dispuesto por la ley. Si los adoptantes son del mismo sexo y no tienen 
ningún hijo común ni acuerdan el orden de los apellidos, la autoridad judicial debe decidirlo 
dentro del procedimiento de adopción.

2. La persona que es adoptada por una sola persona lleva los apellidos del adoptante, 
excepto en el supuesto a que se refiere el artículo 235-32.1.a), en que conserva el apellido 
del progenitor de origen y se aplican las normas del apartado 1. Sin embargo, este 
progenitor y el adoptante pueden solicitar de común acuerdo que el adoptado conserve los 
dos apellidos de origen como un solo apellido, uniéndolos con un guión y colocando en 
primer lugar el del progenitor superviviente. En este caso, el adoptado debe llevar este 
apellido junto con el del adoptante. Para llevar a cabo esta unión, es preciso que el 
progenitor de origen sustituido por la adopción haya muerto y que el adoptado, si ha 
cumplido los doce años, lo consienta.

3. El orden de los apellidos de la persona adoptada por una sola persona puede 
invertirse a petición de esta en el momento de la adopción. El orden establecido para el 
primer hijo rige para los siguientes.

4. El adoptado mayor de edad o emancipado puede conservar los apellidos de origen si 
lo solicita en el momento de la adopción.

5. En los supuestos de elección, petición de inversión o conservación de los apellidos a 
que se refiere el presente artículo, la parte dispositiva de la resolución judicial por la que se 
constituye la adopción debe establecer expresamente los apellidos del adoptado.

Artículo 235-49.  Derecho a la información sobre el propio origen.
1. El adoptado tiene derecho a ser informado sobre su origen.
2. El adoptado, a partir del cumplimiento de la mayoría de edad o de la emancipación, 

puede ejercer las acciones que conduzcan a averiguar la identidad de sus progenitores 
biológicos, lo cual no afecta a la filiación adoptiva.

3. Las administraciones públicas deben facilitar al adoptado, si los pide, los datos que 
tengan sobre su filiación biológica. A tal fin, debe iniciarse un procedimiento confidencial de 
mediación, previo a la revelación, en cuyo marco tanto el adoptado como su padre y su 
madre biológicos deben ser informados de las respectivas circunstancias familiares y 
sociales y de la actitud manifestada por la otra parte con relación al posible encuentro.

4. El adoptado puede solicitar, en interés de su salud, los datos biogenéticos de sus 
progenitores. También pueden hacerlo los adoptantes mientras el adoptado es menor de 
edad.

5. Los derechos reconocidos por los apartados 2 y 3 deben ejercerse sin detrimento del 
deber de reserva de las actuaciones.

Artículo 235-50.  Obligación de informar al hijo adoptado sobre la adopción.
Los adoptantes deben hacer saber al hijo que lo adoptaron, tan pronto como este tenga 

suficiente madurez o, como máximo, cuando cumpla doce años, salvo que esta información 
sea contraria al interés superior del menor.

Subsección 6.ª Extinción

Artículo 235-51.  Irrevocabilidad e impugnación.
1. La adopción es irrevocable.
2. La autoridad judicial puede establecer la extinción de la adopción en interés del 

adoptado en los siguientes casos:
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a) Si los progenitores no han intervenido, de acuerdo con la ley, en el expediente de 
adopción por una causa que no les es imputable e impugnan la adopción en el plazo de dos 
años a partir de su constitución.

b) Si se producen las causas que la ley establece para la revisión de las sentencias 
firmes.

Artículo 235-52.  Efectos de la extinción.
1. La extinción de la adopción comporta el restablecimiento de la filiación por naturaleza. 

La autoridad judicial puede acordar restablecer la filiación solo del progenitor que ha ejercido 
la acción.

2. Los efectos patrimoniales de la adopción producidos con anterioridad se mantienen.

CAPÍTULO VI
Potestad parental

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 236-1.  Titulares de la potestad parental.
Los progenitores, para cumplir las responsabilidades parentales, tienen la potestad 

respecto a los hijos menores no emancipados. La potestad parental puede extenderse a los 
hijos mayores de edad incapacitados prorrogándola o rehabilitándola.

Artículo 236-2.  Ejercicio de la potestad parental.
La potestad parental es una función inexcusable que, en el marco del interés general de 

la familia, se ejerce personalmente en interés de los hijos, de acuerdo con su personalidad y 
para facilitar su pleno desarrollo.

Artículo 236-3.  Intervención judicial.
1. La autoridad judicial, en cualquier procedimiento, puede adoptar las medidas que 

estime necesarias para evitar cualquier perjuicio personal o patrimonial a los hijos en 
potestad. A tal efecto, puede limitar las facultades de los progenitores, exigirles la prestación 
de garantías e, incluso, nombrar a un administrador judicial.

2. La autoridad judicial puede adoptar las medidas a que se refiere el apartado 1 de 
oficio o a instancia de los propios hijos, de los progenitores, aunque no tengan el ejercicio de 
la potestad, de los demás parientes de los hijos hasta el cuarto grado por consanguinidad o 
segundo por afinidad y del ministerio fiscal.

Artículo 236-4.  Relaciones personales.
1. Los hijos y los progenitores, aunque estos no tengan el ejercicio de la potestad, tienen 

derecho a relacionarse personalmente, salvo que los primeros hayan sido adoptados o que 
la ley o una resolución judicial o administrativa, en el caso de los menores desamparados, 
dispongan otra cosa.

2. Los hijos tienen derecho a relacionarse con los abuelos, hermanos y demás personas 
próximas, y todos estos tienen también el derecho de relacionarse con los hijos. Los 
progenitores deben facilitar estas relaciones y solo pueden impedirlas si existe una justa 
causa.

3. La pretensión para hacer efectivos los derechos a que se refiere el presente artículo 
debe sustanciarse, siempre y cuando no proceda hacerlo en un procedimiento matrimonial, 
por los trámites del procedimiento especial sobre guarda de menores. La autoridad judicial 
puede adoptar, en todo caso, las medidas necesarias para garantizar la efectividad de estas 
relaciones personales.
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Artículo 236-5.  Denegación, suspensión y modificación de las relaciones personales.
1. La autoridad judicial puede denegar o suspender el derecho de los progenitores o de 

las otras personas a que hace referencia el artículo 236-4.2 a tener relaciones personales 
con los hijos o hijas, y también puede variar las modalidades de ejercicio del mismo, si 
incumplen sus deberes o si la relación puede perjudicar el interés de los hijos o hijas.

2. La entidad pública competente puede determinar cómo se tienen que hacer efectivas 
las relaciones personales con las personas menores desamparadas e, incluso, suspenderlas 
si conviene al interés de estas.

3. El progenitor y las otras personas a que hace referencia el artículo 236-4.2, cuando 
haya indicios fundamentados de que han cometido actos de violencia familiar o machista, no 
tienen derecho a relacionarse personalmente con los hijos o hijas. Tampoco pueden 
establecer relaciones personales con los hijos e hijas mientras se encuentren incursos en un 
proceso penal iniciado por atentar contra la vida, la integridad física, la libertad, la integridad 
moral o la libertad y la indemnidad sexual del otro progenitor o de sus hijos o hijas, o en 
situación de prisión por estos delitos mientras no se extinga la responsabilidad penal.

4. Excepcionalmente, la autoridad judicial puede establecer, de forma motivada, un 
régimen de estancias, relación o comunicaciones en interés de la persona menor, una vez 
escuchada, si tiene capacidad natural suficiente.

Artículo 236-6.  Privación de la potestad parental.
1. Los progenitores pueden ser privados de la titularidad de la potestad parental por 

incumplimiento grave o reiterado de sus deberes. Existe incumplimiento grave si el hijo 
menor o incapacitado sufre abusos sexuales o maltratos físicos o psíquicos, o si es víctima 
directa o indirecta de violencia familiar o machista.

2. Existe causa de privación de la potestad parental sobre el menor desamparado si los 
progenitores, sin un motivo suficiente que lo justifique, no manifiestan interés por el menor o 
incumplen el régimen de relaciones personales durante seis meses.

3. La privación de la potestad parental debe decretarse en un proceso civil o penal y es 
efectiva desde que la sentencia deviene firme, sin perjuicio de que pueda acordarse 
cautelarmente suspender su ejercicio.

4. Están legitimadas para solicitar la privación de la potestad parental las personas a que 
se refiere el artículo 236-3.2 y, en el caso de los menores desamparados, la entidad pública 
competente.

5. Si se ha solicitado en la demanda, puede constituirse la tutela ordinaria en el propio 
procedimiento de privación de potestad parental, previa audiencia de las personas 
legalmente obligadas a promover su constitución.

6. La privación de la potestad no exime a los progenitores de cumplir la obligación de 
hacer todo lo que sea necesario para asistir a los hijos ni la de prestarles alimentos en el 
sentido más amplio.

Artículo 236-7.  Recuperación de la potestad parental.
La autoridad judicial debe disponer, si el interés de los hijos lo aconseja, la recuperación 

de la titularidad y, si procede, del ejercicio de la potestad parental, si ha cesado la causa que 
había motivado su privación.

Sección 2.ª El ejercicio de la potestad parental

Artículo 236-8.  Ejercicio conjunto de la potestad parental.
1. Los progenitores ejercen la potestad parental respecto a los hijos conjuntamente, 

salvo que acuerden otra modalidad de ejercicio o que las leyes o la autoridad judicial 
dispongan otra cosa.

2. En el ejercicio conjunto de la potestad parental se aplican las siguientes reglas:
a) En los actos de administración ordinaria y respecto a terceros de buena fe, se 

presume que cada progenitor actúa con el consentimiento del otro.
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b) En los actos de administración extraordinaria, los progenitores deben actuar 
conjuntamente o bien, si lo hacen individualmente, con el consentimiento expreso del otro. 
Son actos de administración extraordinaria los que requieren la autorización judicial.

c) En los actos de necesidad urgente y en los que, de acuerdo con el uso social o las 
circunstancias familiares, normalmente realiza una persona sola, cualquiera de los 
progenitores puede actuar indistintamente.

d) Para la atención y la asistencia psicológicas de los hijos e hijas menores de edad, no 
hace falta el consentimiento del progenitor contra el cual se sigue un procedimiento penal 
por haber atentado contra la vida, la integridad física, la libertad, la integridad moral o la 
libertad e indemnidad sexual del otro progenitor o de los hijos e hijas comunes menores de 
edad, o contra el cual se ha dictado una sentencia condenatoria, mientras no se extinga la 
responsabilidad penal. Aunque no se haya formulado denuncia previa, el consentimiento 
tampoco es necesario cuando la madre recibe asistencia, acreditada documentalmente, de 
los servicios de atención y recuperación integral para mujeres que sufren violencia machista 
establecidos legalmente. La asistencia psicológica a los hijos e hijas mayores de dieciséis 
años requiere su consentimiento.

Artículo 236-9.  Ejercicio de la potestad parental con distribución de funciones o individual 
con consentimiento del otro progenitor.

1. Los progenitores pueden acordar que uno de ellos ejerza la potestad parental con el 
consentimiento del otro o que la ejerzan ambos con distribución de funciones.

2. Al efecto de lo establecido por el apartado 1, los progenitores pueden otorgarse 
poderes de carácter general o especial, revocables en todo momento. Los poderes de 
carácter general deben otorgarse en escritura pública y deben revocarse mediante 
notificación notarial.

Artículo 236-10.  Ejercicio exclusivo de la potestad parental.
La potestad parental es ejercida exclusivamente por uno de los progenitores en los 

casos de imposibilidad, ausencia o incapacidad del otro, salvo que la sentencia de 
incapacitación establezca otra cosa, y en el caso de que la autoridad judicial lo disponga en 
interés de los hijos.

Artículo 236-11.  Ejercicio de la potestad parental en caso de vida separada de los 
progenitores.

1. Si los progenitores viven separados, pueden acordar mantener el ejercicio conjunto de 
la potestad parental, delegar su ejercicio a uno de ellos o distribuirse las funciones de 
acuerdo con lo establecido por el artículo 236-9.1.

2. Los progenitores pueden someter los acuerdos a que se refiere el apartado 1, así 
como el plan de parentalidad que hayan convenido, a aprobación judicial. Los acuerdos 
deben ser aprobados siempre y cuando no sean perjudiciales para los hijos, atendiendo, en 
la medida en que sean procedentes, a los criterios para la atribución de la guarda fijados por 
el artículo 233-11. Los acuerdos son ejecutivos desde el momento en que se aprueban.

3. Los acuerdos de delegación o distribución, si no han sido incorporados a un convenio 
regulador aprobado judicialmente, deben formalizarse en escritura pública y pueden 
revocarse en cualquier momento mediante notificación notarial.

4. En caso de desacuerdo sobre el ejercicio de la potestad parental, cualquiera de los 
progenitores puede recorrer a la autoridad judicial, que debe decidir habiendo escuchado al 
otro progenitor y a los hijos que hayan cumplido doce años o que, teniendo menos, tengan 
suficiente juicio.

5. Las obligaciones de guarda corresponden al progenitor que en cada momento tenga 
los hijos con él, ya sea porque de hecho o de derecho residan habitualmente con él o porque 
estén en su compañía a consecuencia del régimen de relaciones personales que se haya 
establecido.

6. El progenitor que ejerce la potestad parental, salvo que la autoridad judicial disponga 
otra cosa, necesita el consentimiento expreso o tácito del otro para decidir el tipo de 
enseñanza de los hijos, para cambiar su domicilio si eso los aparta de su entorno habitual y 
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para realizar actos de administración extraordinaria de sus bienes. Se entiende que el 
consentimiento se ha conferido tácitamente si ha vencido el plazo de treinta días desde la 
notificación, debidamente acreditada, que se haya efectuado para su obtención y el 
progenitor que no ejerce la potestad no ha planteado el desacuerdo según lo establecido por 
el artículo 236-13.

Artículo 236-12.  Deber de información.
1. Si el ejercicio de la potestad parental ha sido atribuido a uno de los progenitores o 

distribuido entre ambos, el progenitor que esté ejerciéndola debe informar al otro 
inmediatamente de los hechos relevantes que se produzcan en el cuidado del hijo y en la 
administración de su patrimonio y, con carácter ordinario, al menos cada tres meses.

2. El progenitor con quien vive el hijo tiene el mismo deber de información a que se 
refiere el apartado 1 con relación a los hechos acaecidos mientras se hace efectivo el 
régimen establecido de relaciones personales.

Artículo 236-13.  Desacuerdos.
1. En caso de desacuerdo ocasional en el ejercicio de la potestad parental, la autoridad 

judicial, a instancia de cualquiera de los progenitores, debe atribuir la facultad de decidir a 
uno de ellos.

2. Si los desacuerdos son reiterados o se produce cualquier causa que dificulte 
gravemente el ejercicio conjunto de la potestad parental, la autoridad judicial puede atribuir 
total o parcialmente el ejercicio de la potestad a los progenitores separadamente o distribuir 
entre ellos sus funciones temporalmente, por un período máximo de dos años.

3. En los procedimientos que se sustancian por razón de desacuerdos en el ejercicio de 
la potestad parental, los progenitores pueden someter las discrepancias a mediación. 
Asimismo, la autoridad judicial puede derivarles a una sesión previa de carácter obligatorio 
para que conozcan el valor, las ventajas, los principios y las características de la mediación. 
Si así lo acuerdan las partes, a las que debe escucharse, esta sesión puede continuar, en el 
mismo momento o en uno posterior, con una exploración del conflicto que les afecta. Las 
partes pueden participar en la sesión previa y en la mediación asistidas por sus abogados. 
Esta asistencia es necesaria si lo requieren las partes o si así lo dispone la autoridad judicial 
y debe desarrollarse siempre con pleno respeto por los principios de la mediación y por la 
igualdad entre las partes.

Artículo 236-14.  Facultades del cónyuge o conviviente en pareja estable del progenitor.
1. El cónyuge o conviviente en pareja estable del progenitor que en cada momento tiene 

la guarda del hijo tiene derecho a participar en la toma de decisiones sobre los asuntos 
relativos a su vida diaria.

2. En caso de desacuerdo entre el progenitor y su cónyuge o conviviente en pareja 
estable prevalece el criterio del progenitor.

3. En caso de riesgo inminente para el menor, el cónyuge o conviviente en pareja estable 
del progenitor que tiene la guarda del hijo puede adoptar las medidas necesarias para el 
bienestar del hijo, de todo lo cual debe informar sin demora a su cónyuge o conviviente. Este 
debe informar de ello al otro progenitor.

Artículo 236-15.  Atribución de la guarda del hijo en caso de muerte del cónyuge o 
conviviente en pareja estable.

1. Si muere el progenitor que tenía atribuida la guarda de forma exclusiva, el otro 
progenitor la recupera.

2. La autoridad judicial, con el informe del ministerio fiscal, puede atribuir 
excepcionalmente la guarda y las demás responsabilidades parentales al cónyuge o 
conviviente en pareja estable del progenitor difunto si el interés del hijo lo requiere y se 
cumplen los siguientes requisitos:

a) Que el cónyuge o conviviente del progenitor difunto haya convivido con el menor.

CÓDIGO DE DERECHO MATRIMONIAL

§ 49  Ley del libro segundo del Código Civil de Cataluña, relativo a la persona y la familia [parcial]

– 544 –



b) Que se escuche al otro progenitor y al menor de acuerdo con lo establecido por el 
artículo 211-6.2.

3. El cónyuge o conviviente del progenitor difunto a quien no corresponda la guarda de 
acuerdo con el apartado 2, si el interés del hijo lo justifica, puede solicitar a la autoridad 
judicial que le atribuya un régimen de relación, siempre y cuando haya convivido con el 
menor durante los dos últimos años.

Artículo 236-16.  Progenitores menores.
1. El padre o la madre menores necesitan, para ejercer la potestad, la asistencia de los 

progenitores respectivos o de aquel de los dos que tenga el ejercicio de la potestad parental 
o, en su defecto, de su tutor o curador.

2. No es precisa la asistencia a que se refiere el apartado 1 en los siguientes casos:
a) Si el padre o madre menor está casado con una persona mayor de edad, respecto a 

los hijos comunes.
b) Si el padre o madre menor está emancipado y tiene al menos dieciséis años.
3. En los casos de desacuerdo entre las personas que deben dar la asistencia o entre 

estas y el menor titular de la potestad parental, así como en el caso de imposibilidad de 
prestación de la asistencia, se requiere la autorización judicial.

Sección 3.ª El contenido de la potestad parental

Artículo 236-17.  Relaciones entre padres e hijos.
1. Los progenitores, en virtud de sus responsabilidades parentales, deben cuidar de los 

hijos, prestarles alimentos en el sentido más amplio, convivir con ellos, educarlos y 
proporcionarles una formación integral. Los progenitores tienen también el deber de 
administrar el patrimonio de los hijos y de representarlos.

2. Los progenitores determinan el lugar o los lugares donde viven los hijos y, de forma 
suficientemente motivada, pueden decidir que residan en un lugar diferente al domicilio 
familiar.

3. Los progenitores y los hijos deben respetarse mutuamente. Los hijos, mientras están 
en potestad parental, deben obedecer a los progenitores, salvo que les intenten imponer 
conductas indignas o delictivas.

4. Los progenitores, con finalidad educativa, pueden corregir a los hijos en potestad de 
forma proporcionada, razonable y moderada, con pleno respeto a su dignidad e integridad 
física y psíquica.

5. Los progenitores deben velar por que la presencia del hijo en potestad en entornos 
digitales sea apropiada a su edad y personalidad, a fin de protegerlo de los riesgos que 
puedan derivarse. Los progenitores también pueden promover las medidas adecuadas y 
oportunas ante los prestadores de servicios digitales y, entre otras, instarlos a suspender 
provisionalmente el acceso de los hijos a sus cuentas activas, siempre y cuando exista un 
riesgo claro, inmediato y grave para su salud física o mental, habiéndolos escuchado 
previamente. El escrito dirigido a los prestadores de servicios digitales debe ir acompañado 
del informe del facultativo en que se constate la existencia de ese riesgo. La suspensión del 
acceso queda sin efectos en el plazo de tres meses a contar del momento de su adopción, 
salvo que sea ratificada por la autoridad judicial.

6. Los progenitores pueden solicitar excepcionalmente la asistencia e intervención de los 
poderes públicos a los efectos de lo establecido por los apartados 3, 4 y 5.

Artículo 236-18.  Representación legal.
1. El ejercicio de la potestad sobre los hijos comporta la representación legal de estos.
2. Se excluyen de la representación legal de los hijos los siguientes actos:
a) Los relativos a los derechos de la personalidad, salvo que las leyes que los regulen 

establezcan otra cosa.
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b) Los relativos a bienes o servicios propios de la edad de los hijos, de acuerdo con los 
usos sociales, y, en caso de potestad prorrogada o rehabilitada, los que pueda realizar el hijo 
de acuerdo con su capacidad natural.

c) Los actos en que exista un conflicto de intereses entre ambos progenitores o entre el 
progenitor que ejerce la potestad y los hijos.

d) Los relativos a los bienes excluidos de la administración de los progenitores.

Artículo 236-19.  Prestación personal.
Para cualquier acto que implique alguna prestación personal de los hijos, se requiere su 

consentimiento si han cumplido doce años, o si, teniendo menos de doce, tienen suficiente 
juicio.

Artículo 236-20.  Conflicto de intereses.
Si en algún asunto existe conflicto de intereses entre los hijos y los progenitores, y 

ambos progenitores ejercen la potestad, el hijo es representado por el progenitor con el que 
no tiene conflicto de intereses. Si la contraposición es con ambos a la vez o con el que 
ejerce la potestad, debe nombrarse al defensor judicial establecido por el artículo 224-1.

Artículo 236-21.  Administración de los bienes.
1. Los progenitores que ejercen la potestad deben administrar los bienes de los hijos con 

la diligencia exigible a un buen administrador, según la naturaleza y las características de los 
bienes.

2. Pertenecen a los hijos los frutos y rendimientos de sus bienes y derechos, así como 
las ganancias de su propia actividad y los bienes o derechos que puedan derivarse.

Artículo 236-22.  Contribución de los hijos a los gastos familiares.
1. Los hijos tienen el deber de contribuir proporcionalmente a los gastos familiares, 

mientras convivan con la familia, con los ingresos que obtengan de su actividad, con el 
rendimiento de sus bienes y derechos y con su trabajo en interés de la familia, siempre y 
cuando este deber no sea contrario a la equidad.

2. Los progenitores pueden destinar los frutos de los bienes y derechos que administran 
a mantener los gastos familiares en la parte que corresponda.

3. Si existen bienes y derechos de los hijos no administrados por los progenitores, la 
persona que los administra debe entregar a los progenitores, o al progenitor que tenga el 
ejercicio de la potestad parental, en la parte que corresponda, los frutos y rendimientos de 
los bienes y derechos afectados. Se exceptúan los frutos procedentes de bienes y derechos 
atribuidos especialmente a la educación o formación del hijo, que solo deben entregarse en 
la parte sobrera o, si los progenitores no tienen otros medios, en la parte que, según la 
equidad, la autoridad judicial determine.

Artículo 236-23.  Ejercicio de la administración.
1. En el ejercicio de la administración de los bienes y derechos de los hijos, los 

progenitores están dispensados de hacer inventario y son responsables de los daños y 
perjuicios producidos en los intereses administrados por dolo o culpa.

2. Los progenitores no tienen derecho a remuneración por razón de la administración, 
pero sí a ser resarcidos con cargo al patrimonio administrado, si el resarcimiento no puede 
obtenerse de otra forma, por los gastos soportados y los daños y perjuicios que la 
administración les haya causado, si no son imputables a dolo o culpa.

Artículo 236-24.  Rendición de cuentas.
1. Al final de la administración, los progenitores deben restituir el patrimonio 

administrado. Los gastos de restitución corren a cargo del patrimonio administrado.
2. Los progenitores están obligados a rendir cuentas al final de su administración si el 

hijo y, si procede, su representante legal lo reclaman. En este caso, la rendición de cuentas 
debe hacerse en el plazo de seis meses, a partir de la fecha de la reclamación, plazo que la 
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autoridad judicial puede prorrogar, con una justa causa, por otro período de tres meses como 
máximo.

3. La acción para exigir el cumplimiento de la obligación a que se refiere el apartado 2 
prescribe a los tres años.

Artículo 236-25.  Bienes excluidos de la administración.
Además del caso de administración judicial determinado por el artículo 236-3.1, se 

excluyen de la administración de los progenitores los siguientes bienes y derechos:
a) Los adquiridos por el hijo por donación o título sucesorio cuando el donante o el 

causante lo haya ordenado así de forma expresa, caso en que debe cumplirse estrictamente 
la voluntad expresada sobre la administración de estos bienes y sobre el destino de sus 
frutos.

b) Los adquiridos por título sucesorio, si uno de los progenitores o ambos han sido 
desheredados justamente o han sido excluidos por causa de indignidad.

c) Los adquiridos por el hijo, si tiene más de dieciséis años, con una actividad que 
genere beneficio.

Artículo 236-26.  Administración especial.
1. Los bienes y derechos a que se refiere el artículo 236-25 deben ser objeto de una 

administración especial a cargo de la persona designada por el donante o causante. A falta 
de designación, debe administrarlos el progenitor que no haya sido excluido, si procede, o, 
en último término, una persona designada por la autoridad judicial a tal efecto.

2. Los hijos que, con su actividad, adquieran bienes tienen, a partir de los dieciséis años, 
la facultad de administrarlos con la asistencia de los progenitores en los supuestos a que se 
refiere el artículo 236-27.

Artículo 236-27.  Actos que requieren autorización judicial.
1. Los progenitores o, si procede, el administrador especial, con relación a los bienes o 

derechos de los hijos, necesitan autorización judicial para los siguientes actos:
a) Enajenar bienes inmuebles, establecimientos mercantiles, derechos de propiedad 

intelectual e industrial, u otros bienes de valor extraordinario, así como gravarlos o 
subrogarse en un gravamen preexistente, salvo que el gravamen o la subrogación se haga 
para financiar la adquisición del bien.

b) Enajenar derechos reales sobre los bienes a que se refiere la letra a o renunciar a 
ellos, con la excepción de las redenciones de censos.

c) Enajenar o gravar valores, acciones o participaciones sociales. Sin embargo, no es 
precisa la autorización para enajenar, al menos por el precio de cotización, las acciones 
cotizadas en bolsa ni para enajenar los derechos de suscripción preferente.

d) Renunciar a créditos.
e) Renunciar a donaciones, herencias o legados; aceptar legados y donaciones modales 

u onerosas.
f) Dar y tomar dinero en préstamo o a crédito, salvo que este se constituya para financiar 

la adquisición de un bien.
g) Otorgar arrendamientos sobre bienes inmuebles por un plazo superior a quince años.
h) Avalar, prestar fianza o constituir derechos de garantía de obligaciones ajenas.
i) Adquirir la condición de socio en sociedades que no limiten la responsabilidad de las 

personas que formen parte de aquellas, así como constituir, disolver, fusionar o escindir 
dichas sociedades.

j) Renunciar, asentir a la demanda, desistir o transigir en cuestiones relacionadas con los 
bienes o derechos a que se refiere el presente apartado.

k) Pedir a los prestadores de servicios digitales la cancelación de cuentas digitales, sin 
perjuicio de la facultad de instar a su suspensión provisional en los términos del artículo 
236-17.

2. No es precisa la autorización judicial con relación a los bienes adquiridos por donación 
o a título sucesorio si el donante o el causante la han excluido expresamente.
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Artículo 236-28.  Autorización judicial.
1. La autorización judicial se concede en interés de los hijos en caso de utilidad o 

necesidad debidamente justificadas, previa audiencia del ministerio fiscal.
2. La autorización no puede concederse de modo general. Sin embargo, puede otorgarse 

con este carácter para varios actos de la misma naturaleza o referidos a la misma actividad 
económica, aunque sean futuros. En todos los supuestos deben especificarse las 
circunstancias y las características fundamentales de dichos actos.

Artículo 236-29.  denegación de la renuncia de adquisiciones gratuitas.
La denegación de la autorización judicial para las renuncias del artículo 236-27.1.e) 

comporta la aceptación de la transmisión.

Artículo 236-30.  Autorizaciones alternativas.
Puede sustituirse la autorización judicial por el consentimiento del acto, manifestado en 

escritura pública:
a) Del hijo, si tiene al menos dieciséis años.
b) De los dos parientes más próximos del hijo, en la forma establecida por el artículo 

424-6.1.a).

Artículo 236-31.  Falta de autorización.
1. Los actos determinados por el artículo 236-27 son anulables si se han realizado sin la 

autorización judicial o sin los requisitos establecidos por el artículo 236-30.
2. La acción para impugnar los actos determinados por el artículo 236-27 caduca a los 

cuatro años del momento en que los hijos hayan alcanzado la mayoría de edad o la 
emancipación, o de la reintegración judicial de la capacidad.

Sección 4.ª La extinción de la potestad

Artículo 236-32.  Causas de extinción.
Sin perjuicio de lo establecido por el artículo 236-6, la potestad parental se extingue por 

las siguientes causas:
a) El fallecimiento o la declaración de fallecimiento de ambos progenitores o de los hijos.
b) La adopción de los hijos, salvo que lo sean del cónyuge o de la persona con quien el 

adoptante convive en pareja estable.
c) La emancipación o la mayoría de edad de los hijos.
d) La declaración de ausencia de los progenitores o de los hijos.

Sección 5.ª La prórroga y la rehabilitación de la potestad

Artículo 236-33.  Prórroga.
La declaración judicial de incapacidad de los hijos menores no emancipados comporta la 

prórroga de la potestad parental cuando llegan a la mayoría de edad, en los términos que 
establezca la propia declaración.

Artículo 236-34.  Rehabilitación.
1. La declaración judicial de incapacidad de los hijos mayores de edad o emancipados 

comporta la rehabilitación de la potestad parental, en los términos que establezca la propia 
declaración.

2. No obstante lo establecido por el apartado 1, la potestad no se rehabilita si el incapaz 
ha designado un tutor o un curador por sí mismo, de acuerdo con lo establecido por el 
presente código, o si debe constituirse la tutela o curatela a favor del cónyuge, de la persona 
con quien convive en pareja estable o de los descendientes mayores de edad del incapaz.
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Artículo 236-35.  Constitución de la tutela o de la curatela.
La autoridad judicial, no obstante lo establecido por los artículos 236-33 y 236-34, 

teniendo en cuenta la edad y la situación personal y social de los progenitores, el grado de 
deficiencia del hijo incapaz y sus relaciones personales, puede no acordar la prórroga o 
rehabilitación de la potestad y ordenar la constitución de la tutela o de la curatela.

Artículo 236-36.  Extinción.
1. La potestad parental prorrogada o rehabilitada se extingue por las siguientes causas:
a) Las establecidas por el artículo 236-32, sin perjuicio de lo establecido por el artículo 

236-6.
b) La declaración judicial de cese de la incapacidad del hijo.
c) La constitución posterior de la tutela en favor del cónyuge, de la persona con quien 

convive en pareja estable o de los descendientes.
d) El matrimonio del incapaz con una persona mayor de edad capaz.
e) La solicitud de quienes ejercen la potestad prorrogada, judicialmente aprobada, si la 

situación personal y social de estos y el grado de deficiencia del hijo incapaz impiden el 
cumplimiento adecuado de su función.

2. Si al cesar la potestad prorrogada o rehabilitada subsiste la incapacitación, debe 
constituirse la tutela o la curatela.

CAPÍTULO VII
Alimentos de origen familiar

Artículo 237-1.  Contenido.
Se entiende por alimentos todo cuanto es indispensable para el mantenimiento, vivienda, 

vestido y asistencia médica de la persona alimentada, así como los gastos para la formación 
si esta es menor y para la continuación de la formación, una vez alcanzada la mayoría de 
edad, si no la ha terminado antes por una causa que no le es imputable, siempre y cuando 
mantenga un rendimiento regular. Asimismo, los alimentos incluyen los gastos funerarios, si 
no están cubiertos de otra forma.

Artículo 237-2.  Personas obligadas.
1. Los cónyuges, descendientes, ascendientes y hermanos están obligados a prestarse 

alimentos.
2. Los deberes de asistencia entre cónyuges y entre los progenitores y sus hijos se 

regulan por sus disposiciones específicas y, subsidiariamente, por lo establecido por el 
presente capítulo.

3. Los hermanos mayores de edad y no discapacitados solo tienen derecho a los 
alimentos necesarios para la vida.

Artículo 237-3.  Exención de la obligación.
Están exentas de prestar alimentos entre parientes las personas que tienen reconocida 

la condición de discapacitadas, excepto en el caso de que previsiblemente sus posibilidades 
excedan de sus necesidades futuras, teniendo en cuenta su grado de discapacitación.

Artículo 237-4.  Derecho a reclamar alimentos.
Tiene derecho a reclamar alimentos solo la persona que los necesita o, si procede, su 

representante legal y la entidad pública o privada que la acoja, siempre y cuando la 
necesidad no se derive de una causa que le sea imputable, mientras la causa subsista.

Artículo 237-5.  Nacimiento del derecho.
1. Se tiene derecho a los alimentos desde que se necesitan, pero no pueden solicitarse 

los anteriores a la fecha de la reclamación judicial o extrajudicial.
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2. En el caso de los alimentos a los hijos menores, pueden solicitarse los anteriores a la 
reclamación judicial o extrajudicial, hasta un período máximo de un año, si la reclamación no 
se hizo por una causa imputable a la persona obligada a prestarlos.

Artículo 237-6.  Orden de reclamación.
1. La reclamación de los alimentos, si procede y si existen varias personas obligadas, 

debe hacerse en el siguiente orden:
Primero. Al cónyuge.
Segundo. A los descendientes, según el orden de proximidad en el grado.
Tercero. A los ascendientes, según el orden de proximidad en el grado.
Cuarto. A los hermanos.
2. Si los recursos y posibilidades de las personas primeramente obligadas no resultan 

suficientes para la prestación de alimentos, en la medida en que corresponda, en la propia 
reclamación pueden solicitarse alimentos a las personas obligadas en grado posterior.

Artículo 237-7.  Pluralidad de personas obligadas.
1. Si las personas obligadas a prestar alimentos son más de una, la obligación debe 

distribuirse entre ellas en proporción a sus recursos económicos y posibilidades. Sin 
embargo, excepcionalmente y teniendo en cuenta las circunstancias del caso, la autoridad 
judicial puede imponer la prestación completa a una persona de las obligadas durante el 
tiempo que sea preciso. Esta persona puede reclamar a cada una de las demás personas 
obligadas la parte que les corresponda con los intereses legales.

2. Si la obligación se extingue o la cuantía de la prestación se reduce respecto a una de 
las personas obligadas, la de las restantes se incrementa en la proporción que resulte de 
aplicar los criterios establecidos por el apartado 1.

Artículo 237-8.  Pluralidad de reclamaciones.
Si existen dos o más personas que reclaman alimentos a una misma persona obligada a 

prestarlos y esta no dispone de medios de suficientes para atenderlas a todas, debe 
seguirse el orden de preferencia establecido por el artículo 237-6, salvo que concurran el 
cónyuge y un hijo en potestad de la persona obligada. En este caso, los hijos deben ser 
preferidos.

Artículo 237-9.  Cuantía.
1. La cuantía de los alimentos se determina en proporción a las necesidades del 

alimentado y a los medios económicos y posibilidades de la persona o personas obligadas a 
prestarlos. Las partes, de mutuo acuerdo, o la autoridad judicial pueden sentar las bases de 
la actualización anual de la cuantía de los alimentos de acuerdo con las variaciones del 
índice de precios al consumo o de un índice similar, sin perjuicio de que se establezcan otras 
bases complementarias de actualización.

2. El alimentado debe comunicar al alimentante las modificaciones de circunstancias que 
determinen la reducción o supresión de los alimentos tan pronto como se produzcan.

Artículo 237-10.  Cumplimiento de la obligación.
1. La obligación de alimentos debe cumplirse en dinero y por mensualidades avanzadas. 

Si el acreedor de alimentos muere, sus herederos no deben devolver la pensión 
correspondiente al mes en que se haya producido la defunción.

2. El deudor de alimentos puede optar por satisfacer los alimentos acogiendo y 
manteniendo en su casa a la persona que tiene derecho a recibirlos, salvo que esta se 
oponga por una causa razonable o que la convivencia sea inviable. Si existen varias 
personas obligadas y existe más de una que quiere acoger en su casa al acreedor, el juez 
debe decidir cuál lo acoge después de escuchar al alimentado y a los distintos obligados. Si 
el acreedor de alimentos tiene plena capacidad de obrar y más de una persona quiere 
acogerlo en su casa, debe tenerse en cuenta preferentemente la voluntad del acreedor.
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3. La autoridad judicial, teniendo en cuenta las circunstancias, puede adoptar las 
medidas necesarias para asegurar el cumplimiento de la obligación de prestar alimentos, si 
la persona obligada ha dejado de hacer efectivo puntualmente más de un pago.

Artículo 237-11.  Prestación de alimentos por terceros.
1. La entidad pública o privada o cualquier otra persona que preste alimentos, si la 

persona obligada no lo hace, puede repetir contra esta última o sus herederos las pensiones 
correspondientes al año en curso y al año anterior, con los intereses legales, y subrogarse 
de pleno derecho, hasta el importe indicado, en los derechos que el alimentado tiene contra 
la persona obligada a prestarlos, salvo que conste que se dieron desinteresadamente y sin 
ánimo de reclamarlos.

2. A petición de la entidad pública o privada o de las personas que prestan los alimentos 
cuando la persona obligada no lo hace o del ministerio fiscal, la autoridad judicial puede 
adoptar las medidas que estime pertinentes para asegurar el reintegro de los anticipos. 
También puede adoptar las medidas que estime pertinentes para asegurar el pago de los 
alimentos futuros, después de escuchar al alimentado y a las personas obligadas.

Artículo 237-12.  Características del derecho a los alimentos.
1. El derecho a los alimentos es irrenunciable, intransmisible e inembargable, y no puede 

compensarse con el crédito que, si procede, el obligado a prestarlo tenga respecto al 
alimentado.

2. El alimentado puede compensar, renunciar y transigir las pensiones atrasadas 
posteriores a la fecha de su reclamación judicial o extrajudicial, así como transmitir, por 
cualquier título, el derecho a reclamarlas, todo ello sin perjuicio del derecho de repetición 
reconocido por el artículo 237-11.1.

Artículo 237-13.  Extinción.
1. La obligación de prestar alimentos se extingue por las siguientes causas:
a) El fallecimiento del alimentado o de la persona o personas obligadas a prestarlos.
b) El divorcio y la declaración de nulidad del matrimonio.
c) La reducción de las rentas y del patrimonio de las personas obligadas, de modo que 

haga imposible el cumplimiento de la obligación sin desatender a las necesidades propias y 
las de las personas con derecho preferente de alimentos.

d) La mejora de las condiciones de vida del alimentado, de modo que haga innecesaria 
la prestación.

e) El hecho de que el alimentado, aunque no tenga la condición de legitimario, incurra en 
alguna de las causas de desheredación establecidas por el artículo 451-17.

f) La privación de la potestad sobre la persona obligada, si el alimentado es uno de los 
progenitores.

2. Las causas a que se refiere el apartado 1.e) no tienen efecto si consta el perdón de la 
persona obligada o la reconciliación de las partes.

Artículo 237-14.  Subsidiariedad.
Las disposiciones del presente capítulo se aplican subsidiariamente a los alimentos 

ordenados en testamento o codicilo, a los convenidos por pacto y a los alimentos legales que 
tienen regulación específica, en lo no establecido por los testamentos, codicilos y pactos o 
por la correspondiente regulación.

[ . . . ]
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§ 50

Ley 2/2006, de 14 de junio, de derecho civil de Galicia. [Inclusión 
parcial]

Comunidad Autónoma de Galicia
«DOG» núm. 124, de 29 de junio de 2006

«BOE» núm. 191, de 11 de agosto de 2006
Última modificación: 20 de diciembre de 2017

Referencia: BOE-A-2006-14563

[ . . . ]
TÍTULO IX

Del régimen económico familiar

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 171.  
El régimen económico matrimonial será el convenido por los cónyuges en capitulaciones 

matrimoniales. En defecto de convenio o ineficacia del mismo, el régimen será la sociedad 
de gananciales.

Artículo 172.  
Los cónyuges podrán pactar en capitulaciones matrimoniales la liquidación total o parcial 

de la sociedad y las bases para realizarla, con plena eficacia al disolverse la sociedad 
conyugal.

CAPÍTULO II
De las capitulaciones matrimoniales

Artículo 173.  
Las capitulaciones podrán otorgarse antes o durante el matrimonio y habrán de 

formalizarse necesariamente en escritura pública.

Artículo 174.  
Las capitulaciones podrán contener cualquier estipulación relativa al régimen económico 

familiar y sucesorio, sin más limitaciones que las contenidas en la ley.

CÓDIGO DE DERECHO MATRIMONIAL

– 552 –



CAPÍTULO III
De las donaciones por razón de matrimonio

Artículo 175.  
Son donaciones por razón de matrimonio las que por causa de este cualquier persona 

haga en favor de alguno de los contrayentes, o de ambos, antes o después de la 
celebración.

Artículo 176.  
Las donaciones por razón de matrimonio podrán comprender bienes presentes o futuros.
En el primer caso determinarán la adquisición inmediata de lo donado, aunque para que 

la donación de inmuebles sea válida habrá de hacerse en escritura pública. En el segundo 
caso la adquisición se subordina a la muerte del donante, siendo el régimen de aplicación el 
de los pactos sucesorios contemplados en la presente ley.

Artículo 177.  
Las donaciones por razón de matrimonio podrán someterse a condición.

Artículo 178.  
1. Si la sociedad de gananciales fuera el régimen económico matrimonial, los bienes 

donados por razón de matrimonio a los cónyuges conjuntamente y sin designación de partes 
tendrán carácter ganancial.

2. Si la sociedad de gananciales no fuera el régimen económico matrimonial, los bienes 
dados conjuntamente a los esposos pertenecen a ambos en pro indiviso ordinario y por 
partes iguales, salvo que el donante dispusiera otra cosa.

3. En todo caso, la liberalidad habrá de ser aceptada por ambos cónyuges.

Artículo 179.  
Las donaciones por razón de matrimonio previas al mismo quedarán sin efecto si no 

llegara a contraerse en el plazo de un año.

Artículo 180.  
Las donaciones por razón de matrimonio sólo podrán ser revocadas por las causas 

siguientes:
1.ª Por incumplimiento de alguna de las cargas impuestas, siempre que el donante se 

reserve expresamente la facultad de revocarlas.
2.ª En las realizadas por terceros, por la nulidad, separación o divorcio de los cónyuges, 

si los mismos bienes donados estuvieran en poder de los cónyuges.
3.ª En las realizadas entre esposos cuando el donatario cometiera algún delito contra la 

persona del donante, sus ascendientes o descendientes.
En cuanto fuera compatible con lo dispuesto en este artículo, el régimen jurídico de la 

revocación será el del incumplimiento de cargas previsto en materia de donaciones por el 
Código civil.

[ . . . ]
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§ 51

Decreto Legislativo 1/2011, de 22 de marzo, del Gobierno de Aragón, 
por el que se aprueba, con el título de «Código del Derecho Foral de 
Aragón», el Texto Refundido de las Leyes civiles aragonesas. 

[Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Aragón
«BOA» núm. 67, de 29 de marzo de 2011
Última modificación: 25 de junio de 2024

Referencia: BOA-d-2011-90007

[ . . . ]
CAPÍTULO PRELIMINAR

Capacidad jurídica

Artículo 3-1.  Igual dignidad, personalidad y capacidad jurídica.
1. Todos los seres humanos son iguales ante la ley.
2. Toda persona tiene, por su dignidad inherente, personalidad y capacidad jurídica 

desde el nacimiento hasta la muerte.
3. En todo caso, los efectos jurídicos que le sean favorables se adquieren desde la 

concepción siempre que llegue a nacer viva, una vez producido el entero desprendimiento 
del seno materno.

Artículo 3-2.  Capacidad jurídica.
1. Toda persona tiene capacidad jurídica para ser titular de derechos y obligaciones. La 

capacidad jurídica no podrá modificarse por razón de discapacidad.
2. El ejercicio de la capacidad jurídica, tanto en aspectos personales como patrimoniales, 

a salvo las limitaciones o prohibiciones impuestas por la ley, corresponde:
a) A toda persona mayor de edad por sí sola o con los apoyos que a tal fin pueda 

necesitar.
b) A los menores de edad por sí solos, conforme al apartado 1 del artículo 7, o con la 

representación legal o asistencia en su caso debidas.                            

[ . . . ]
Sección 2.ª Ejercicio de la capacidad jurídica

[ . . . ]
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Sección 3.ª Invalidez e ineficacia de actos y contratos

[ . . . ]
Artículo 45-1.  Invalidez por falta de intervención del curador o mandatario de apoyo.

1. El acto para el que la autoridad judicial hubiera establecido curatela asistencial o 
representativa que sea realizado por la persona con discapacidad sin la intervención del 
curador será anulable.

2. También será anulable el acto para el que se hubiera establecido un mandato de 
apoyo que hubiera iniciado su eficacia y que requiera la actuación con carácter asistencial o 
representativa del mandatario, cuando sea realizado por la persona con discapacidad sin su 
intervención.

3. Podrán instar la anulabilidad:
a) La persona con discapacidad o sus herederos.
b) El curador o mandatario de apoyo.

Artículo 45-2.  Invalidez por defectos en la prestación del apoyo.
1. Será anulable el acto realizado en representación de la persona con discapacidad sin 

la debida autorización o aprobación cuando el acto la requiera.
2. También será anulable el acto realizado con apoyo asistencial o representativo cuando 

exista oposición de intereses entre quien presta el apoyo y la persona con discapacidad.
3. Podrán instar la anulabilidad:
a) La persona con discapacidad o sus herederos.
b) Si fuesen varias las personas designadas para prestar apoyo, las que no hayan 

intervenido en el acto.

Artículo 45-3.  Excepciones a la anulación.
1. En los casos regulados en los artículos anteriores, el otro contratante podrá oponerse 

a la acción de anulabilidad probando que no conocía, ni razonablemente podía conocer, las 
causas en que se funda la acción de anulabilidad.

2. Tampoco procederá la anulación si el acto ha sido confirmado por quien podría 
impugnarlo.

Artículo 45-4.  Régimen de la anulación.
1. La acción prescribirá a los cuatro años desde la celebración del acto.
2. Anulado el contrato por alguna de las causas contempladas en los artículos anteriores, 

la persona con discapacidad no estará obligada a restituir sino en cuanto se haya 
enriquecido con la cosa o precio que haya recibido.

3. La pérdida de la prestación recibida por la persona con discapacidad no extinguirá la 
acción, a menos que hubiese ocurrido por dolo o culpa de esta después de haber 
recuperado la aptitud para ejercer su capacidad jurídica.

La pérdida de la prestación por culpa o dolo de la persona que ejerce el apoyo extingue 
la acción de anulabilidad.

Artículo 45-5.  Excepción a la anulabilidad del pago.
1. El pago a una persona mayor de edad que, en el momento de recibirlo, carezca de 

aptitud para administrar los bienes que recibe, hecho por quien conocía o debía conocer tal 
situación, será anulable, salvo en cuanto se hubiere convertido en utilidad de aquella.

2. Esta regla se aplica también al pago hecho a quien aparentemente presta apoyo a la 
persona con discapacidad si carece de título para ello y quien lo realizó lo conocía o debía 
conocerlo.
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Artículo 45-6.  Rescisión por obtención de una ventaja injusta.
1. Será rescindible el contrato de una persona con discapacidad, tanto si ha sido 

celebrado por sí sola como con alguna medida de apoyo, cuando el otro contratante se haya 
aprovechado de la situación de discapacidad para obtener una ventaja injusta.

2. El contrato podrá ser rescindido a petición:
a) Del propio interesado o sus herederos.
b) De la persona que tenga atribuida la prestación de apoyo y no haya intervenido en el 

acto.
3. La acción para pedir la rescisión caducará a los cuatro años desde la celebración del 

contrato.

Sección 4.ª Otras normas generales

Artículo 45-7.  Patrimonio especial de las personas con discapacidad.
1. La regulación del patrimonio protegido de las personas con discapacidad, incluyendo 

las reglas previstas en este precepto, será de aplicación preferente a lo dispuesto en este 
Código.

2. También podrán constituir un patrimonio protegido, cuando la persona con 
discapacidad no tenga aptitud suficiente para el ejercicio de la capacidad jurídica, sus 
progenitores y quienes, sin serlo, ostenten la autoridad familiar.

3. La autorización de la Junta de Parientes tendrá el mismo valor que la judicial en los 
casos en que esta fuera precisa.

4. La obligación de rendición periódica de cuentas no será exigible cuando el 
administrador del patrimonio protegido sea la propia persona con discapacidad beneficiaria 
del patrimonio o sus progenitores.

Artículo 45-8.  Situaciones de necesidad urgente de apoyo y de riesgo o desamparo.
1. Cuando una persona se encuentre en una situación que exija apoyo para el ejercicio 

de su capacidad jurídica de modo urgente y no pueda prestársele con la urgencia requerida, 
el apoyo se prestará de modo provisional por la entidad pública que tenga encomendada la 
función de promoción de la autonomía y asistencia a las personas con discapacidad. La 
entidad dará conocimiento de la situación al Ministerio Fiscal en el plazo de cuarenta y ocho 
horas.

2. En situaciones de riesgo o desamparo, la entidad pública competente adoptará en 
interés de la persona con discapacidad las medidas oportunas para facilitarle la ayuda 
adecuada para el ejercicio de sus derechos, incluidas las medidas de apoyo que precise.

Artículo 45-9.  Intervención judicial.
En cualquier procedimiento, el Juez, de oficio o a instancia de la propia persona con 

discapacidad, de cualquier persona interesada o del Ministerio Fiscal, podrá acordar las 
medidas que considere oportunas para evitarle cualquier perjuicio o impedir los abusos en el 
ejercicio de las medidas de apoyo.

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Disposiciones voluntarias sobre tutela o curatela

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Delación dativa de la tutela o curatela

[ . . . ]
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CAPÍTULO IV
Capacidad, excusa y remoción

[ . . . ]
CAPÍTULO V

El defensor judicial

[ . . . ]
Artículo 129-1.  Nombramiento.

Conforme a lo regulado en la legislación sobre jurisdicción voluntaria se nombrará 
defensor a la persona que se estime más idónea para el cargo.

Artículo 129-2.  Régimen.
1. El defensor judicial tendrá las atribuciones que se le hayan concedido y deberá dar 

cuenta de su gestión una vez concluida.
2. Los actos otorgados por el defensor judicial en representación del menor o de la 

persona con discapacidad no requerirán autorización o aprobación de la Junta de parientes o 
del Juez, salvo que en su nombramiento se disponga otra cosa.

3. Serán de aplicación al defensor judicial, con las necesarias adaptaciones, las 
disposiciones establecidas para la vigilancia y control y la inhabilidad, excusa y remoción del 
tutor o curador.

TÍTULO IV
Relaciones tutelares de menores

CAPÍTULO I
La tutela

[ . . . ]
Sección 3.ª Extinción de la tutela y rendición final de cuentas

[ . . . ]
CAPÍTULO II

La curatela del menor emancipado

[ . . . ]
CAPÍTULO III

La guarda de hecho del menor

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Protección de menores por la Administración

Sección 1.ª Desamparo y tutela administrativa

[ . . . ]
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Sección 2.ª La guarda administrativa

[ . . . ]
Sección 3.ª El acogimiento familiar

[ . . . ]
TÍTULO V

Medidas de apoyo a personas con discapacidad

CAPÍTULO I
Mandatos de apoyo y poderes sin mandato

[ . . . ]
Artículo 169-1.  Inicio de eficacia.

1. Para acreditar la concurrencia de las causas que dificulten el ejercicio de la capacidad 
jurídica, el mandatario comparecerá ante Notario con un dictamen pericial emitido por 
profesional especializado en el ámbito social o sanitario en el que se declare la concurrencia 
de dicha situación y la fecha desde la que se entiende producida.

2. Si hubiera previsiones del mandante sobre el inicio de eficacia, también deberán 
ponerse de manifiesto ante el Notario.

3. El Notario podrá entrevistar al mandante y solicitar pruebas complementarias.
4. En el acta notarial que se levantará al efecto se harán constar la declaración del 

mandatario, el informe pericial y las demás diligencias y pruebas practicadas, así como el 
inicio de eficacia de las diversas medidas de apoyo previstas.

5. Autorizada el acta, se presumirá ante tercero de buena fe la vigencia del mandato.

Artículo 169-2.  Aptitud para ser mandatario.
1. Podrá ser mandataria toda persona mayor de edad en pleno ejercicio de su capacidad 

jurídica.
2. También podrá ser mandataria la persona jurídica sin finalidad lucrativa y entre cuyos 

fines figure la promoción de la autonomía y asistencia de las personas con discapacidad.

Artículo 169-3.  Obligatoriedad y responsabilidad.
El mandatario queda obligado a cumplir el mandato de apoyo y responderá de los daños 

y perjuicios que su actuación cause al mandante por acción u omisión en que intervenga 
culpa o negligencia.

Artículo 169-4.  Condiciones de ejercicio.
1. El mandatario debe actuar conforme a los límites del mandato.
2. De ser varios los mandatarios, actuarán conforme a lo previsto por el mandante; a 

falta de previsiones, se entenderán designados conjuntamente y, salvo instrucción distinta, 
adoptarán las decisiones y actuarán en régimen de mayoría.

3. El mandatario ejecutará personalmente el mandato y no podrá nombrar sustituto si no 
se le ha otorgado facultad para ello, pero podrá contar con la colaboración de otras 
personas.

Artículo 169-5.  Medidas de control.
El mandante podrá establecer las medidas de control que estime oportunas y designar a 

las personas a quien corresponda su ejercicio. También podrá encomendarlo a la Junta de 
Parientes.
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Artículo 169-6.  Extinción.
1. El mandato se extingue:
1.º Por las causas establecidas por el mandante.
2.º Por muerte o declaración de fallecimiento del mandante o del mandatario.
3.º Por revocación del mandante en escritura pública, que deberá ser notificada 

fehacientemente al mandatario.
4.º Por renuncia del mandatario formalizada ante Notario y notificada fehacientemente al 

mandante. Si por la renuncia quedara el mandante sin medidas de apoyo, el mandatario 
vendrá obligado a continuar la gestión hasta que se establezcan otras medidas de apoyo.

5.º Por necesitar también el mandatario medidas de apoyo que le impidan el adecuado 
ejercicio del mandato.

6.º Por decisión judicial, a instancia del mandante o de cualquier otra persona legitimada 
para instar el procedimiento de provisión de apoyos, cuando la ejecución del mandato ponga 
en peligro los intereses del mandante. El Juez que ponga fin al mandato deberá sustituirlo 
por una medida judicial de apoyo.

2. Cuando hayan sido designados varios mandatarios, la pérdida de tal condición por 
uno de ellos no impedirá el cumplimiento del encargo por los restantes, aunque solo quede 
uno, salvo previsión en contrario del mandante.

Artículo 169-7.  Preferencia del mandato de apoyo.
Incoado un procedimiento de provisión de medidas judiciales de apoyo, el Juez recabará 

de oficio certificación al Registro Civil, al objeto de comprobar la existencia y vigencia del 
mandato de apoyo. De haberlo, solo adoptará una medida judicial de apoyo complementaria 
o supletoria cuando considere, por resolución motivada, que el mandato resulta insuficiente, 
inadecuado o no se está ejecutando eficazmente.

Artículo 169-8.  Poderes preventivos sin mandato.
1. El poder que incluya cláusula de que subsista si en el futuro el poderdante precisa 

apoyo en el ejercicio de su capacidad jurídica o que se otorgue para cuando se produzca 
esa situación, y que no se base en un mandato de apoyo, no se considerará medida de 
apoyo de la persona con discapacidad.

2. A estos poderes, además de las reglas propias del poder, se les aplicarán las 
siguientes:

a) Habrán de otorgarse en escritura pública.
b) Deberán comunicarse al Registro Civil conforme a lo dispuesto en el artículo 111.
c) El Juez y el Ministerio Fiscal podrán exigir al apoderado la rendición de cuentas de su 

actuación.
d) El Juez, en resolución motivada, los podrá declarar extinguidos en todo o en parte, 

tanto al constituir la curatela, como posteriormente a instancia del curador.
Si el poder no se extingue al establecerse la medida de apoyo judicial, el apoderado 

deberá rendir cuentas de su actuación al curador.
3. En el supuesto de que el poder se otorgue para cuando se precise apoyo, el inicio de 

su eficacia se regirá por lo dispuesto en el artículo 169-1.

CAPÍTULO II
La guarda de hecho de las personas con discapacidad

Artículo 169-9.  Definición.
Guardador de hecho es la persona física o jurídica que por iniciativa propia presta los 

apoyos precisos a la persona con discapacidad en el ejercicio de su capacidad jurídica con 
ánimo de permanencia.
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Artículo 169-10.  Relación con otras medidas de apoyo.
1. La existencia de mandato de apoyo que abarque todos los apoyos necesarios para el 

ejercicio de la capacidad jurídica excluye la guarda de hecho, que sí que podrá existir 
respecto de aquellos apoyos no comprendidos en el mandato y también cuando la persona 
con discapacidad se encuentre en situación de desamparo.

2. Si a la persona con discapacidad se le hubiera nombrado curador, no podrá haber 
guarda de hecho, salvo que se encuentre en situación de desamparo.

3. El guardador de hecho podrá instar su nombramiento como curador, conforme a lo 
regulado en este título.

Artículo 169-11.  Guarda de hecho plural.
1. La guarda de hecho de las personas con discapacidad podrá ser ejercida 

simultáneamente por ambos progenitores respecto de sus hijos mayores o por varios 
hermanos respecto de sus progenitores o hermanos.

2. Los guardadores de hecho podrán actuar de manera conjunta o separada, según lo 
hayan acordado.

3. Respecto del tercero de buena fe, se presumirá que cada guardador actúa en el 
correcto ejercicio de sus funciones.

Artículo 169-12.  Régimen jurídico.
1. La actuación del guardador de hecho comprende el acompañamiento, el cuidado y la 

asistencia que la persona con discapacidad necesite tanto en aspectos personales como 
patrimoniales.

2. En el ámbito patrimonial, el guardador de hecho podrá realizar actos de 
administración, incluyendo la disposición de dinero para los gastos ordinarios, así como 
también actos de disposición de escasa importancia en relación con su patrimonio.

3. En el ámbito personal, asistirá a la persona con discapacidad en la toma de decisiones 
y, en el sanitario, estará legitimado para obtener información de la persona con discapacidad 
y para prestar el consentimiento que exige la ley si el paciente no puede darlo.

4. Tanto en el orden personal como patrimonial, el guardador de hecho podrá solicitar y 
gestionar las prestaciones asistenciales o ayudas de cualquier tipo en beneficio de la 
persona con discapacidad.

5. La realización de los actos comprendidos en los apartados anteriores comporta, frente 
a terceros, la necesaria representación legal y no requiere autorización o aprobación de la 
Junta de Parientes o del Juez.

6. Cuando se requiera la actuación representativa del guardador de hecho para llevar a 
cabo actuaciones personales o patrimoniales no comprendidas en los párrafos anteriores, 
deberá obtener autorización previa o, en su caso, aprobación posterior de la Junta de 
Parientes o del Juez y se dará audiencia a la persona con discapacidad. La autorización o 
aprobación podrá comprender uno o varios actos necesarios para el adecuado ejercicio de la 
función de apoyo.

Artículo 169-13.  Acreditación de la condición de guardador de hecho.
1. La guarda de hecho es una medida de apoyo que no necesita ser declarada 

judicialmente para acreditar su existencia.
2. La guarda de hecho podrá acreditarse por cualesquiera medios de los admitidos en 

Derecho y, en particular, por haber ejercido la autoridad familiar sobre la persona con 
discapacidad, por la convivencia en el mismo domicilio, la relación de parentesco dentro del 
cuarto grado o la condición de cónyuge o pareja estable no casada.

3. También servirá como acreditación de la guarda de hecho:
a) La declaración de la Junta de Parientes de la persona con discapacidad realizada 

dentro de los dos años anteriores.
b) La declaración de notoriedad en acta notarial dentro de los dos años anteriores.
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Artículo 169-14.  Extinción.
El guardador de hecho perderá su condición:
1.º Cuando deje de ser precisa la prestación de apoyo.
2.º Cuando deje de actuar como tal, en cuyo caso deberá ponerlo en conocimiento de la 

autoridad judicial o de la entidad pública competente en materia de promoción de la 
autonomía y asistencia a las personas con discapacidad, salvo imposibilidad de hacerlo o 
que otra persona asuma la guarda de hecho.

3.º Cuando la autoridad judicial lo considere conveniente, a solicitud de la persona con 
discapacidad, del Ministerio Fiscal o de quien se interese por ejercer el apoyo de la persona 
bajo guarda.

CAPÍTULO III
La curatela

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 169-15.  Concepto y legitimación.
1. La curatela es una medida de apoyo estable, cuya extensión graduará la autoridad 

judicial en atención a las concretas necesidades de apoyo que la persona tenga para el 
ejercicio de su capacidad jurídica.

2. Podrán instar la constitución de la curatela el Ministerio Fiscal, la propia persona con 
discapacidad, su cónyuge no separado de hecho o legalmente o quien se encuentre en una 
situación de hecho asimilable y sus descendientes, ascendientes o hermanos, así como las 
personas físicas o jurídicas que le vinieran prestando apoyo.

Artículo 169-16.  Relación con otras medidas de apoyo.
1. Podrá constituirse la curatela cuando la persona con discapacidad carezca de 

mandatario de apoyo o guardador de hecho que le preste los apoyos precisos en el ejercicio 
de la capacidad jurídica.

2. Si la persona con discapacidad tuviera mandato de apoyo, solo podrá constituirse la 
curatela en los supuestos a los que se refiere el artículo 169-7.

3. Aun existiendo guarda de hecho, podrá constituirse la curatela, si así lo solicita el 
Ministerio Fiscal, la persona con discapacidad o el guardador de hecho.

Artículo 169-17.  Deber de comunicación.
El curador mantendrá un contacto permanente con la persona necesitada de apoyo, 

debiendo visitarla, por lo menos, una vez al mes o con la periodicidad que la autoridad 
judicial juzgue conveniente.

Artículo 169-18.  Revisión.
1. La curatela se revisará cada tres años. No obstante, la autoridad judicial podrá, de 

manera excepcional y motivada, en el procedimiento de provisión o, en su caso, de 
modificación de apoyos, establecer un plazo de revisión superior.

2. Sin perjuicio de lo anterior, la curatela se revisará, en todo caso, ante cualquier cambio 
relevante en la situación de la persona que pueda requerir su modificación.

Sección 2.ª Modalidades de curatela

Artículo 169-19.  Modalidades de curatela y compatibilidad.
1. Las modalidades de curatela de las personas con discapacidad son tres: curatela de 

comunicación y acompañamiento, de asistencia y con facultades de representación.
2. El Juez determinará la modalidad de curatela en atención a las circunstancias 

concurrentes, señalando los actos que requieran la prestación de apoyo.
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3. Todas las modalidades de curatela son compatibles entre sí, sin que sea necesaria la 
designación de diversos curadores, salvo que el Juez así lo establezca en atención a las 
circunstancias concurrentes.

Artículo 169-20.  Curatela de comunicación y acompañamiento.
Procederá esta modalidad cuando la persona con discapacidad presente problemas de 

comunicación para manifestar su voluntad y necesite de una persona que lo acompañe para 
poder darla a conocer, así como cuando precise apoyo para la consideración de opciones y 
la comprensión de los actos jurídicos y sus consecuencias.

Artículo 169-21.  Curatela asistencial.
Esta modalidad tiene como finalidad ayudar a la persona concernida a formar su 

voluntad en relación a actos o negocios de índole personal o patrimonial y prestarle 
asistencia para la válida formación de su consentimiento.

Artículo 169-22.  Prestación de asistencia.
1. La prestación de asistencia requiere conocer el acto que la persona con discapacidad 

se propone realizar, valorar sus preferencias, informarle de la transcendencia del acto o 
negocio y considerarlo conforme a sus intereses.

2. La asistencia puede ser expresa o tácita y previa o simultánea al acto; en esta, puede 
bastar con la mera presencia sin oposición.

3. La prestación de asistencia en ningún caso puede ser genérica. Podrá, sin embargo, 
concederse para una pluralidad de actos de la misma naturaleza o referentes a la misma 
empresa, explotación económica, actividad o sociedad, cuyas circunstancias fundamentales 
habrán de especificarse.

Artículo 169-23.  Curatela con facultades de representación.
Procederá esta modalidad para aquellos actos en los que, con los apoyos de las 

modalidades anteriores, la persona con discapacidad no pueda determinar su voluntad, 
expresarla y actuar conforme a ella.

Artículo 169-24.  Actos que requieren autorización o aprobación.
1. El curador que ejerza funciones de representación necesita autorización previa de la 

Junta de Parientes o del Juez para llevar a cabo los actos o negocios que determine la 
resolución y, en todo caso, para los enumerados en los artículos 14, 15 y 16 de este Código.

2. La división de un patrimonio o cosa común no necesita autorización previa, pero debe 
ser aprobada por la Junta de Parientes o el Juez cuando haya sido practicada en 
representación de la persona con discapacidad:

a) Por el curador, salvo si ha actuado con autorización de la Junta de Parientes o del 
Juez.

b) Por la Junta de Parientes o un defensor judicial, si en el nombramiento de este así se 
ha dispuesto. Cuando intervenga la Junta de Parientes, la aprobación será necesariamente 
judicial.

Artículo 169-25.  Concesión de la autorización o aprobación.
1. La autorización o aprobación requerida en el artículo anterior solo se concederá por 

causas justificadas de utilidad o necesidad para el ejercicio de la capacidad jurídica de la 
persona con discapacidad y previa audiencia del Ministerio Fiscal si es judicial.

2. La autorización en ningún caso puede ser genérica. Podrá, sin embargo, concederse 
para una pluralidad de actos de la misma naturaleza o referentes a la misma empresa, 
explotación económica, actividad o sociedad, cuyas circunstancias fundamentales habrán de 
especificarse.

3. En ningún caso será necesaria la subasta pública para la enajenación de los bienes o 
derechos de la persona con discapacidad.
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Sección 3.ª Ejercicio de la curatela

Artículo 169-26.  Ejercicio de la curatela plural.
1. Cuando el juez designe varios curadores, determinará la modalidad de curatela que 

corresponda a cada uno y, si fueran para la misma modalidad, su ámbito y forma de 
actuación.

Si surgieran divergencias entre los curadores mancomunados que no pudieran 
resolverse conforme a lo previsto en su designación, se procederá en la forma regulada en el 
artículo 74.

2. Cuando para el ejercicio de una modalidad de curatela se designe un curador para el 
ámbito personal y otro para el patrimonial, cada uno de ellos actuará independientemente en 
el ámbito de su competencia, si bien el segundo, así como el administrador, si lo hay, 
deberán facilitar los correspondientes recursos que el curador de la persona precise para el 
cumplimiento de su función y, si no lograran un acuerdo, se procederá conforme al apartado 
2 del artículo 140.

3. Cuando por cualquier causa cese uno de los curadores, se procederá a la designación 
de uno nuevo, salvo que el Juez haya previsto otra cosa.

Artículo 169-27.  Impedimento transitorio.
1. Cuando quien desempeñe la curatela esté impedido de modo transitorio para actuar 

en un caso concreto, prestará el apoyo la Junta de Parientes o un defensor judicial.
2. Cuando intervenga la Junta de Parientes en representación de la persona con 

discapacidad en actos que requieran autorización o aprobación, esta será necesariamente 
judicial.

3. Cuando haya curadores con las mismas funciones y se produzca el supuesto de 
hecho previsto en el apartado 1 de este precepto, el apoyo será prestado por quien de entre 
ellos no esté afectado por el impedimento.

4. Si la situación de impedimento fuera prolongada o reiterada en el tiempo, la autoridad 
judicial de oficio, a instancia del Ministerio Fiscal, de la Junta de Parientes, de cualquier 
persona legitimada para instar el procedimiento de provisión de apoyos o de cualquier otro 
curador, previa audiencia a la persona con discapacidad y al Ministerio Fiscal, podrá 
reorganizar el funcionamiento de la curatela e incluso proceder al nombramiento de un 
nuevo curador.

Artículo 169-28.  Curatela por progenitores.
1. Cuando la curatela se haya confiado a los progenitores no se aplicarán las normas 

sobre remuneración, inventario e información periódica, y solo precisarán autorización o 
aprobación de la Junta de Parientes o del Juez para los actos en que la requerirían si el hijo 
fuera menor de edad.

2. No obstante, la autoridad judicial, a instancia del Ministerio Fiscal o del hijo con 
discapacidad, en atención a las circunstancias concurrentes, podrá acordar la modificación o 
inaplicación en todo o en parte de este régimen especial.

3. Podrá también la autoridad judicial, si las circunstancias lo justifican y oído el 
Ministerio Fiscal, aplicar en todo o en parte este régimen especial cuando la curatela se haya 
confiado al cónyuge, al otro miembro de la pareja estable no casada, a un descendiente o a 
un hermano de la persona con discapacidad.

Artículo 169-29.  Extinción de la curatela.
La curatela se extingue:
a) Por resolución judicial cuando ya no sea precisa o se adopte otra medida de apoyo 

más adecuada.
b) Por el fallecimiento de la persona sometida a curatela.
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Artículo 169-30.  Cuenta general de la gestión.
1. El curador que preste apoyo asistencial o representativo, al cesar en sus funciones, 

incluso si el cese es anterior a la extinción de la curatela, deberá rendir cuenta general 
justificada de su gestión ante la autoridad judicial.

2. A la rendición de cuentas se aplicará lo dispuesto en los artículos 142, 143 y 144.

[ . . . ]
LIBRO SEGUNDO

DERECHO DE LA FAMILIA

TÍTULO I
Efectos generales del matrimonio

Artículo 183.  Comunidad de vida.
1. El matrimonio constituye una comunidad de vida entre los cónyuges en la que ambos 

son iguales en derechos y obligaciones.
2. Los cónyuges deben respetarse y ayudarse mutuamente, vivir juntos, guardarse 

fidelidad y actuar en interés de la familia.

Artículo 184.  Domicilio familiar.
1. Los cónyuges determinan de común acuerdo el domicilio familiar.
2. Se presume que el domicilio familiar es aquel donde los cónyuges conviven 

habitualmente o bien uno de ellos y la mayor parte de la familia.
3. En caso de desacuerdo entre los cónyuges sobre el domicilio familiar, cualquiera de 

ellos puede solicitar al Juez su determinación, si no prefieren ambos acudir a la Junta de 
Parientes con el mismo fin.

Artículo 185.  Principio de libertad de regulación.
1. Los cónyuges pueden regular sus relaciones familiares en capitulaciones 

matrimoniales, tanto antes como después de contraer el matrimonio, así como celebrar entre 
sí todo tipo de contratos, sin más límites que los del principio standum est chartae.

2. Las normas de los artículos 183, 184, 186 a 190 y 194 son imperativas.

Artículo 186.  Dirección de la vida familiar.
Corresponden a ambos cónyuges el gobierno de la familia y las decisiones sobre la 

economía familiar.

Artículo 187.  Satisfacción de las necesidades familiares.
1. Ambos cónyuges tienen el deber de contribuir a la satisfacción de las necesidades 

familiares con la atención directa al hogar y a los hijos, la dedicación de sus bienes al uso 
familiar, la remuneración de su trabajo, los rendimientos de sus capitales y otros ingresos y, 
en último término, con su patrimonio.

2. En defecto de pacto, para determinar la contribución de cada cónyuge se tendrán en 
cuenta los medios económicos de cada uno, así como sus aptitudes para el trabajo y para la 
atención al hogar y los hijos.

3. Los hijos, cualquiera que sea su edad y mientras convivan con sus padres, deben 
contribuir equitativamente a la satisfacción de las necesidades familiares conforme a lo 
previsto en los artículos 66, 67 y 70.
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Artículo 188.  Deber de información recíproca.
Cada cónyuge está facultado para exigir al otro información suficiente y periódica de la 

gestión de su patrimonio, de sus ingresos y de sus actividades económicas, en orden a la 
toma de decisiones sobre la economía familiar y la atención de las necesidades familiares.

Artículo 189.  Responsabilidad frente a terceros.
Los cónyuges responden solidariamente, frente a terceros de buena fe, de las 

obligaciones contraídas por uno de ellos para atender a la satisfacción de las necesidades 
familiares.

Artículo 190.  Vivienda familiar.
1. Para realizar actos de disposición voluntaria de los derechos que a uno de los 

cónyuges correspondan sobre la vivienda habitual de la familia o el mobiliario ordinario de la 
misma, así como para sustraerlos al uso común, será necesario el consentimiento del otro o, 
en su defecto, autorización judicial. En ambos casos, con la enajenación se extingue el 
derecho expectante de viudedad.

2. Cada cónyuge o sus herederos estarán legitimados para instar judicialmente la nulidad 
de los actos de disposición realizados por el otro sin el debido consentimiento o autorización 
en el plazo de cuatro años desde que los conoció o pudo razonablemente conocer, y, en 
todo caso, desde la disolución del matrimonio o la separación conyugal.

3. No procede la anulación contra los adquirentes a título oneroso y de buena fe cuando 
el disponente manifestó que no constituía vivienda o mobiliario familiar.

Artículo 191.  Mandatos entre cónyuges.
A los mandatos conferidos entre cónyuges les serán de aplicación las reglas del 

mandato, pero el mandatario no tendrá obligación de rendir cuentas de los frutos percibidos 
y consumidos, salvo que se haya dispuesto otra cosa, y no podrá nombrar sustituto si no se 
le ha otorgado facultad para ello.

Artículo 192.  Derecho de viudedad.
La celebración del matrimonio atribuye a cada cónyuge el usufructo de viudedad sobre 

todos los bienes del que primero fallezca, con las consecuencias y la regulación contenidas 
en el Título V de este Libro.

Artículo 193.  Régimen económico matrimonial.
1. El régimen económico del matrimonio se ordenará por las capitulaciones que otorguen 

los cónyuges.
2. En defecto de pactos en capitulaciones sobre el régimen económico del matrimonio o 

para completarlos en tanto lo permita su respectiva naturaleza, regirán las normas del 
consorcio conyugal regulado en el Título IV de este Libro.

3. Quienes, por razón de su cargo o profesión, intervengan en todo expediente 
matrimonial procurarán que se consigne en el Registro Civil el régimen económico de los 
contrayentes y les informarán sobre las posibilidades y consecuencias en orden al régimen 
económico matrimonial de acuerdo con la legislación aplicable.

Artículo 194.  Derechos de terceros.
La modificación del régimen económico del matrimonio no perjudicará en ningún caso los 

derechos ya adquiridos por terceros.

[ . . . ]
Artículo 476 bis.  Sustitución ejemplar.

1. El ascendiente puede nombrar sustituto al descendiente sujeto a medidas de apoyo 
representativas, si bien la sustitución será ineficaz si el descendiente ha otorgado pacto o 
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testamento válido, antes o después de dictarse las medidas de apoyo, o si estas hubieran 
quedado sin efecto con anterioridad a su fallecimiento.

2. El ascendiente tendrá en cuenta, siempre que sea posible, la voluntad y preferencias 
del sustituido.

3. La sustitución ejemplar comprenderá la totalidad de los bienes del sustituido.
4. En el caso de que varios ascendientes hubieran hecho uso de la sustitución, se 

preferirá la disposición realizada por el ascendiente fallecido de grado más próximo. Si son 
del mismo grado se atenderá a las disposiciones de todos si son compatibles. Si no lo son, 
prevalecerá la de cada uno en lo que hubiera dejado al descendiente, y el resto se entenderá 
dispuesto proporcionalmente.»

[ . . . ]
TÍTULO III BIS

Adquisición de bienes por ministerio de la ley

Artículo 598 bis.  Adquisición por la Comunidad Autónoma.
Pertenecen por ministerio de la ley a la Comunidad Autónoma de Aragón conforme a lo 

dispuesto en su legislación sobre patrimonio:
a) Los bienes inmuebles vacantes situados en su territorio.
b) Los valores, dinero y demás bienes muebles depositados en la Caja General de 

Depósitos y en entidades de crédito, sociedades o agencias de valores o cualesquiera otras 
entidades financieras, así como los saldos de cuentas corrientes, libretas de ahorro u otros 
instrumentos similares abiertos en estos establecimientos, respecto de los cuales no se haya 
practicado gestión alguna por las personas interesadas que implique el ejercicio de su 
derecho de propiedad en el plazo de veinte años.

[ . . . ]
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§ 52

Ley 1/1973 de 1 de marzo, por la que se aprueba la Compilación del 
Derecho Civil Foral de Navarra. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 57, de 7 de marzo de 1973

Última modificación: 15 de diciembre de 2022
Referencia: BOE-A-1973-330

[ . . . ]
LIBRO I

De las Personas, de la Familia y de la Casa navarra

[ . . . ]
TÍTULO VI

Régimen de bienes en el matrimonio

CAPÍTULO I
Principios comunes durante su vigencia

Ley 78.  Libertad de pacto.
Los cónyuges podrán pactar libremente en capitulaciones el régimen económico de su 

matrimonio sin más limitaciones que las establecidas en la ley 7.
Capacidad individual de los cónyuges. Cada uno de los cónyuges, por sí solo, podrá 

ejercitar y defender derechos y realizar cualesquiera actos judiciales o extrajudiciales de 
administración, disposición y representación, salvo las limitaciones establecidas por la 
voluntad o la ley.

En los casos de ausencia, necesidad de provisión de apoyos para el ejercicio de la 
capacidad jurídica o separación legal de los cónyuges, serán aplicables en lo no previsto en 
esta Compilación las disposiciones del Código Civil.

Ley 79.  
Consentimientos, asentimientos y apoderamientos entre los cónyuges. En los actos en 

los que, por pacto o por ley, se requiera el consentimiento de ambos cónyuges o el 
asentimiento de uno al acto del otro, cada uno de ellos puede otorgarlo en términos 
generales o para uno o varios actos.
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Será revocable el consentimiento o el asentimiento otorgado con carácter previo al acto 
de que se trate, debiendo observarse lo dispuesto en la ley 86 cuando el otorgamiento 
hubiera tenido lugar en capitulaciones matrimoniales.

Los cónyuges podrán otorgarse poderes de manera unilateral o recíproca y con las 
facultades que tengan por conveniente. El poder podrá ser en términos generales o para uno 
o varios actos y será siempre revocable aun cuando hubiera sido otorgado en capitulaciones 
matrimoniales.

Suplencia judicial. En los actos a los que se refiere el párrafo primero de la presente ley, 
el consentimiento o asentimiento de un cónyuge podrá ser suplido, a petición del otro, por el 
Juez, quien resolverá en procedimiento de Jurisdicción Voluntaria.

Confirmación. Los actos realizados por uno de los cónyuges sin el necesario 
consentimiento o asentimiento del otro o de la suplencia judicial podrán ser confirmados por 
el cónyuge cuya intervención se omitió o por sus herederos, pero únicamente serán válidos 
si aquel o estos no los impugnaren dentro del plazo de cuatro años desde la separación legal 
o la disolución del matrimonio.

Se exceptúan las disposiciones de bienes comunes a título gratuito que podrán ser 
impugnadas en cualquier momento.

Ley 80.  
Gastos del matrimonio. Son gastos del matrimonio todos los que sean necesarios para el 

sostenimiento de la familia, en atención a su nivel económico y a los miembros que en cada 
momento convivan en ella, y ya sean de carácter ordinario o extraordinario.

Contribución. Cada uno de los cónyuges debe contribuir a los gastos del matrimonio con 
sus ingresos económicos, patrimonio y trabajo personal realizado para la propia familia, sin 
perjuicio y de conformidad con lo establecido en su régimen económico conyugal.

Ejercicio de la potestad doméstica. Cualquiera de los cónyuges por sí solo puede 
disponer de los bienes comunes para atender a las necesidades ordinarias de la familia 
acordes a las circunstancias de esta y a los usos del lugar, así como a los gastos urgentes, 
aun cuando fueran extraordinarios, sin perjuicio de los reembolsos que procedan conforme al 
régimen económico de su matrimonio.

Ley 81.  
Limitaciones sobre la vivienda familiar y ajuar. Se necesitará el consentimiento de ambos 

cónyuges para disponer “inter vivos” o sustraer al uso común los derechos sobre la vivienda 
habitual o sobre el mobiliario ordinario de la misma.

En el supuesto de que pertenezcan a uno solo con carácter privativo, será necesario el 
asentimiento del otro.

El juez podrá suplir el consentimiento o el asentimiento de conformidad con lo 
establecido en el apartado segundo de la ley 79.

A los actos realizados de forma unilateral por uno solo de los cónyuges les será de 
aplicación lo dispuesto en el último apartado de dicha ley.

Ello no obstante, la manifestación errónea o falsa del cónyuge titular, respecto a no ser 
vivienda habitual, no perjudicará a terceros de buena fe.

Ley 82.  
Actos jurídicos entre cónyuges. Los cónyuges podrán celebrar entre sí toda clase de 

estipulaciones, contratos y donaciones.
Sin perjuicio de lo dispuesto en las leyes 162 y 163, las donaciones otorgadas entre los 

cónyuges podrán ser revocadas en los supuestos de separación, divorcio o nulidad del 
matrimonio cuando se declare judicialmente la existencia de incumplimiento de los deberes 
conyugales o familiares por parte del donatario.

Garantías. Cualquiera de los cónyuges puede afianzar, obligarse de otro modo o dar 
garantía real, tanto en favor del otro como de terceras personas, sin perjuicio de lo dispuesto 
para el régimen económico matrimonial de que se trate.
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CAPÍTULO II
De las capitulaciones matrimoniales

Ley 83.  
Tiempo y capacidad para su otorgamiento. Las capitulaciones o contratos matrimoniales 

pueden otorgarse antes o después de celebrarse el matrimonio. Si se otorgasen durante el 
matrimonio, podrá darse a sus pactos efecto retroactivo a la fecha de celebración de este, 
sin perjuicio de los derechos adquiridos por terceros.

Podrán otorgar capitulaciones matrimoniales los cónyuges y las personas que, teniendo 
capacidad para ello, vayan a contraerlo. Para las disposiciones que impliquen cualesquiera 
actos de los previstos en la ley 48 por parte de un otorgante menor de edad en favor del otro 
se estará a lo dispuesto en la misma.

Podrán también concurrir a su otorgamiento quienes, por razón o con ocasión del mismo 
matrimonio, realicen otras disposiciones o renuncias a sus derechos.

Ineficacia. Las capitulaciones quedarán ineficaces si el matrimonio no llegara a 
celebrarse en el plazo de un año. La nulidad del matrimonio produce la ineficacia de aquellas 
desde que la sentencia que la declare sea firme.

Ley 84.  
Forma. Son nulas las capitulaciones matrimoniales que no se otorguen en escritura 

pública. Siempre que contengan donaciones de terceros a favor de alguno de los cónyuges, 
o de estos entre sí, los bienes objeto de la donación deberán ser descritos en la misma 
escritura o por inventario incorporado.

Publicidad. Para que sean oponibles frente a terceros, las capitulaciones deberán ser 
objeto de publicidad en el Registro civil y en los demás Registros en los que su inscripción 
sea exigida a tales efectos.

Ley 85.  
Contenido. Las capitulaciones matrimoniales podrán contener el régimen de bienes del 

matrimonio que establezcan libremente los otorgantes, quienes podrán también acogerse, 
total o parcialmente, a cualquiera de los previstos en la presente Compilación.

Podrán igualmente contener cualesquiera disposiciones o renuncias por razón del 
matrimonio, ya sean “inter vivos” o “mortis causa”, y tanto referidas a la vigencia del 
matrimonio como a las que deban regir tras la separación o disolución, sin perjuicio de los 
derechos que por su naturaleza les sean indisponibles.

Así mismo, las capitulaciones podrán establecer libremente el régimen de bienes de la 
familia conforme a lo previsto en el título XI, ordenar las donaciones a las que se refiere el 
título X y cualesquiera otras disposiciones, tanto “inter vivos” como “mortis causa”.

Ley 86.  Modificación.
Las capitulaciones matrimoniales podrán ser modificadas en cualquier tiempo, siempre 

que se observe la forma establecida en la ley 84 y presten su consentimiento, además de los 
cónyuges o personas de cuyo previsto matrimonio se tratare, el resto de otorgantes que 
vivan al tiempo de la modificación en cuanto afecte a los bienes y derechos concedidos por 
estos últimos o recibidos por ellos.

Para su oponibilidad frente a terceros, la modificación deberá ser objeto de inscripción 
conforme a lo previsto en el párrafo segundo de dicha ley.

En caso de fallecimiento de uno de los cónyuges, así como en los casos de sujeción a 
medidas establecidas de apoyo para el ejercicio de la capacidad jurídica que requieran su 
representación, las capitulaciones no podrán ser modificadas, salvo que así se hubiera 
previsto en las mismas.

En caso de que uno de los cónyuges o de que cualquier otro otorgante que deba 
intervenir conforme a lo previsto en el párrafo primero de esta ley precisen de forma 
sobrevenida de apoyos para el ejercicio de la capacidad jurídica, se estará a lo previsto en 
las medidas existentes o que se establezcan a tal efecto.
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Se exceptúa de lo prevenido en esta ley las estipulaciones que por pacto expreso o por 
su naturaleza sean revocables.

Los pactos sucesorios recíprocos entre cónyuges podrán ser modificados o revocados 
por estos sin necesidad del acuerdo de los demás otorgantes de los capítulos.

CAPÍTULO III
De la sociedad conyugal de conquistas

Ley 87.  
Régimen legal supletorio. Si los cónyuges no hubieran pactado en capitulaciones 

matrimoniales el régimen económico de su matrimonio, se observará el de conquistas, que 
se regirá por las disposiciones de esta Compilación en lo que no hubiese sido especialmente 
acordado entre ellos.

Ley 88.  
Bienes de conquista. En el régimen de conquistas se hacen comunes de los cónyuges:
1. Los bienes incluidos en las conquistas en virtud de pactos o disposiciones.
2. Los bienes adquiridos a título oneroso con cargo a bienes de conquista durante el 

matrimonio por cualquiera de los cónyuges.
3. Los bienes adquiridos a título oneroso con cargo a bienes privativos y que los 

cónyuges convengan sean bienes de conquista, cualesquiera que fueran el precio o 
contraprestación y la naturaleza del derecho en cuya virtud fueran adquiridos.

4. Los bienes ganados durante el matrimonio por el trabajo u otra actividad de cualquiera 
de los cónyuges.

5. Los frutos y rendimientos de los bienes comunes y de los privativos.
6. Los derechos de arrendatario por contratos celebrados durante el matrimonio.
7. Los bienes adquiridos por derecho de retracto convencional o legal, opción, acceso a 

la propiedad, suscripción preferente u otro cualquier derecho de adquisición que pertenezca 
a la sociedad de conquistas.

8. Las accesiones o incrementos de los bienes de conquista.
9. Cualesquiera otros bienes que no sean privativos conforme a la ley siguiente.
Presunción. Se presumen de conquista todos aquellos bienes cuya pertenencia privativa 

no conste.
Reembolsos. Lo establecido en los números 3 y 7 se entenderá sin perjuicio de los 

reembolsos que procedan, que deberán ser actualizados al momento en que se hagan 
efectivos, ya sea durante la vigencia de la sociedad conyugal o al tiempo de su liquidación.

Ley 89.  
Bienes privativos. Son bienes privativos de cada cónyuge:
1. Los excluidos de las conquistas en virtud de pactos o disposiciones.
2. Los que a un cónyuge provengan de título oneroso anterior al matrimonio, aunque 

durante este tenga lugar la adquisición o aun cuando el precio o contraprestación fuere 
satisfecho, total o parcialmente, con fondos del otro cónyuge o de la sociedad de conquistas, 
sin perjuicio de lo dispuesto en esta ley para la vivienda familiar.

3. Los adquiridos a título lucrativo antes del matrimonio o durante este.
4. Los adquiridos por compra, permuta, dación en pago, venta, transacción y por otra 

subrogación cualquiera de bienes privativos.
5. Los adquiridos con cargo a bienes de conquista si en el título adquisitivo ambos 

cónyuges hacen constar la atribución privativa a uno de ellos.
6. Los adquiridos por derecho de retracto convencional o legal, opción, acceso a la 

propiedad, suscripción preferente de acciones u otro cualquier derecho de adquisición 
preferente perteneciente a uno de los cónyuges.

7. Las accesiones o incrementos de los bienes privativos.
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8. Los edificios construidos, las nuevas plantaciones y otras cualesquiera mejoras en 
bienes privativos de uno de los cónyuges.

9. El resarcimiento de daños y la indemnización de perjuicios causados a la persona de 
un cónyuge o en sus bienes privativos.

10. Los bienes y derechos patrimoniales inherentes a la persona y los no transmisibles 
“inter vivos”.

Vivienda y ajuar familiar. En el supuesto de la vivienda y ajuar familiar, cuando su 
adquisición o el abono total o parcial de su precio tuviere lugar constante matrimonio, aun 
cuando provenga de título anterior al mismo, se tendrán en cuenta las siguientes reglas:

a) Si el pago hubiera tenido lugar con aportación única y exclusiva de uno de los 
cónyuges, será privativa suya.

b) Si el pago se realizó con bienes de titularidad privativa de ambos cónyuges, 
pertenecerá proindiviso a ambos en proporción a las respectivas aportaciones.

c) Si lo fuere con bienes de uno o ambos cónyuges y con los de la sociedad de 
conquistas, el proindiviso tendrá lugar en proporción a las aportaciones de cada uno y de la 
sociedad de conquistas.

Las aportaciones a las que se refieren los apartados anteriores vendrán determinadas 
por los pagos efectivos realizados para hacer frente al precio de adquisición de la vivienda o 
ajuar familiares con independencia de si la compra haya tenido lugar al contado, a plazos o 
con préstamo posterior.

Reembolsos. Lo establecido en los números 2, 6, 7 y 8 se entenderá sin perjuicio de los 
reembolsos que procedan y que deberán ser actualizados al momento en que se hagan 
efectivos, ya sea durante la vigencia de la sociedad conyugal o al tiempo de su liquidación.

Ley 90.  
Cargas de la sociedad de conquistas. Serán de cargo del patrimonio común:
1. Los gastos para el sostenimiento de la familia, tanto ordinarios como extraordinarios, 

conforme a las circunstancias de la misma y a su nivel económico, así como los de la 
educación y formación integral de los hijos comunes.

2. Los gastos de alimentación y habitación de los hijos de cualquiera de los cónyuges 
económicamente dependientes y devengados en aquellos períodos en que compartan la 
convivencia y los de aquellos otros familiares o allegados con los que se conviva y carezcan 
de independencia económica.

3. Los alimentos y la educación de los hijos de anterior unión de uno de los cónyuges si 
este no hubiere hecho la partición y entrega de bienes a que se refiere la ley 114 cuando la 
misma procediere.

4. Los gastos ordinarios y extraordinarios de la administración de los bienes comunes.
5. Las obligaciones extracontractuales de los cónyuges derivadas de actuaciones 

realizadas en interés de la sociedad de conquistas o con beneficio para ella, en el ámbito de 
la administración de los bienes comunes.

6. Los gastos necesarios causados en litigios que ambos cónyuges sostengan contra 
tercero, o por uno solo si redundan en provecho de la familia.

7. Los gastos ordinarios de la administración de los bienes privativos de los cónyuges.
8. Los gastos de la explotación regular de los negocios o los ocasionados con carácter 

ordinario por el ejercicio de la profesión, arte u oficio de cada cónyuge.

Ley 91.  
Cargas privativas. Serán de cargo de cada cónyuge:
1. La alimentación y demás gastos ordinarios de los hijos no comunes fuera de los 

supuestos previstos en el apartado 2 de la ley anterior, así como sus gastos de educación.
2. El sostenimiento, alimentación y educación de sus hijos de anterior unión cuando se 

hubiere hecho la partición y entrega de bienes, si procediere, conforme a la ley 114 o cuando 
la misma no procediere conforme a la ley 115.
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3. Lo perdido y pagado en juego por cualquiera de los cónyuges, salvo que se trate de 
cantidades módicas regular y periódicamente aplicadas a juegos o apuestas de amplia 
difusión y seguimiento social, así como lo perdido y no pagado en los juegos de suerte, 
envite o azar cuando su importe sea legalmente exigible.

4. Los gastos y obligaciones que no sean cargas de la sociedad de conquistas conforme 
a la ley anterior.

Ley 92.  
Responsabilidad de la sociedad de conquistas. Responderán los bienes comunes, en la 

forma que en cada caso se determina, de:
1. Los gastos y obligaciones que sean carga de la sociedad conforme a lo dispuesto en 

la ley 90 aun cuando hubieran sido contraídas por uno solo de los cónyuges.
En este último supuesto, junto con los bienes comunes responderán directamente los 

bienes privativos del cónyuge deudor. Además, en aquellas obligaciones contraídas por uno 
solo en cumplimiento de obligaciones legales de inexcusable ejercicio, comunes a ambos, 
responderán subsidiariamente los bienes del otro cónyuge.

La misma responsabilidad se derivará cuando se trate de afianzamientos cuyo 
otorgamiento resultase de dichas cargas.

2. Las obligaciones que contraigan conjuntamente uno y otro cónyuge, o uno de ellos 
actuando en nombre y representación de ambos.

De estas obligaciones, responderán indistinta y solidariamente el patrimonio común y los 
respectivos patrimonios privativos; el patrimonio común responderá por la totalidad de la 
deuda en tanto que los privativos lo harán por la mitad.

La misma responsabilidad se derivará de las fianzas constituidas por ambos cónyuges 
en favor de terceros sin perjuicio de lo establecido en la ley 525.

Lo expuesto en los apartados anteriores se entiende sin perjuicio de los reembolsos 
procedentes de conformidad con la naturaleza privativa o común de la carga y del patrimonio 
con que se hizo efectiva la responsabilidad contraída.

3. Las obligaciones individuales de un cónyuge contraídas con el consentimiento del 
otro.

En este caso, responderán, junto con los bienes del cónyuge deudor, los bienes 
comunes. Además, en los supuestos de obligaciones contraídas en el cumplimiento de 
deberes legales de inexcusable ejercicio, comunes a ambos cónyuges, responderá 
subsidiariamente el patrimonio del otro cónyuge.

Todo ello sin perjuicio de los reembolsos procedentes en razón a la naturaleza de la 
carga y al patrimonio con que se hizo frente.

4. Las obligaciones individuales contraídas por uno solo de los cónyuges en el 
cumplimiento de obligaciones legales de inexcusable ejercicio comunes a ambos, en cuyo 
caso responderán, solidariamente, los bienes del cónyuge que contrajo la deuda y los de la 
sociedad conyugal y, subsidiariamente, los del otro cónyuge, sin perjuicio de los reembolsos 
que procedan.

La misma responsabilidad se derivará de las fianzas prestadas por uno solo de los 
cónyuges por deudas contraídas por un tercero en atenciones legalmente debidas por los 
esposos.

Ley 93.  
Responsabilidad personal de cada cónyuge. Cada uno de los cónyuges responderá con 

su patrimonio privativo de las cargas a las que se refiere la ley 91, así como de todas 
aquellas obligaciones que contraiga sin el consentimiento del otro y no sean de cargo y 
responsabilidad de la sociedad de conquistas conforme a lo previsto en las leyes 90 y 92.

Dicha responsabilidad se extenderá a las garantías prestadas a favor de terceros por 
uno solo de los cónyuges.

En tales supuestos, si el patrimonio privativo del cónyuge no fuera suficiente, el acreedor 
podrá pedir el embargo de bienes de conquista, que será inmediatamente notificado al otro 
cónyuge.
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Si la ejecución se realizare sobre bienes comunes, se considerará que el cónyuge 
deudor tiene recibido a cuenta de su participación el valor de aquellos al tiempo que los 
abone con caudal propio o al tiempo de la liquidación de la sociedad conyugal.

No obstante, el cónyuge no deudor podrá, dentro de los nueve días siguientes a la 
notificación de la traba o, en su caso, de la resolución que declare la responsabilidad 
privativa del otro, bien señalar bienes privativos del deudor suficientes para la realización de 
la responsabilidad contraída, bien exigir la sustitución de la traba en bienes de conquistas 
por la del remanente que al cónyuge deudor se adjudique en la liquidación de la sociedad 
conyugal, en cuyo caso, el embargo llevará consigo la disolución y liquidación de esta, y se 
aplicará el régimen de separación de bienes en los términos previstos en la ley 101.

Ley 94.  Administración y disposición.
La administración y disposición de bienes de conquista se regirá por lo pactado en 

capitulaciones matrimoniales o en escritura pública.
En defecto de pacto corresponderá a ambos cónyuges conjuntamente, sin perjuicio de lo 

establecido en los apartados siguientes:
1. Cuando uno de los cónyuges se hallare impedido para prestar su consentimiento 

sobre uno o varios actos de administración o disposición de bienes de conquista, o se 
negare injustificadamente a otorgarlo, resolverá el juez.

2. Cualquiera de los cónyuges podrá realizar por sí solo actos de administración sobre 
bienes o derechos de la sociedad de conquistas y actos de disposición de dinero o títulos 
valores de igual carácter, siempre que se encuentren en su poder o figuren a su nombre, así 
como ejercitar los derechos de crédito que aparezcan constituidos a su favor; todo ello, sin 
perjuicio de los reembolsos a que hubiere lugar.

3. Si los dos cónyuges fueran menores, será necesaria la asistencia de sus padres o, en 
su caso, de su representante legal, para la enajenación o gravamen de inmuebles, 
establecimientos mercantiles o industriales, sus elementos esenciales u objetos de valor 
extraordinario comunes.

No será necesaria la asistencia a que se refiere el párrafo anterior si solo uno de los 
cónyuges es menor, bastando en tal caso el consentimiento de ambos.

4. La administración y disposición que corresponde al cónyuge que precise de apoyos 
para el ejercicio de su capacidad jurídica se realizará conforme a lo previsto en las medidas 
de apoyo establecidas.

5. No podrá suplirse el consentimiento de ninguno de los cónyuges para actos de 
enajenación o gravamen a título lucrativo de bienes de conquista. Sin embargo, ambos 
cónyuges podrán por sí solos hacer donaciones moderadas conforme a la posición de la 
familia y los usos sociales.

6. Por actos «mortis causa» cada uno de los cónyuges puede disponer de sus 
respectivos bienes privativos y de la parte que a la disolución de la sociedad conyugal le 
corresponda en los bienes de conquista. Cuando se disponga de bienes determinados que 
sean de conquista se observará lo que para el legado se establece en la ley 251.

Ley 95.  
Disolución. Son causas de disolución de la sociedad conyugal de conquistas:
1. Las establecidas en capitulaciones matrimoniales.
2. El acuerdo de ambos cónyuges; pero si anteriormente hubieren otorgado 

capitulaciones, deberá observarse lo establecido en la ley 86.
3. El fallecimiento de uno de los cónyuges.
4. La resolución judicial por la que se declare la nulidad, separación o divorcio.
5. La resolución judicial que la decrete, a petición de uno de los cónyuges, en cualquiera 

de los casos siguientes:
a) Si se hubiera modificado judicialmente la capacidad del otro cónyuge o hubiera sido 

declarado ausente.
b) Si el otro cónyuge hubiera sido declarado en concurso cuando dicho efecto esté 

previsto en la ley concursal.
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c) Si el otro cónyuge por sí solo realizare actos que entrañen fraude, daño o peligro para 
los derechos que en la sociedad de conquistas correspondan al que solicite la disolución.

d) Si llevaran los cónyuges separados de hecho más de un año.
e) Si se hubiera decretado el embargo sobre bienes de conquista, por obligaciones 

personales del otro cónyuge, conforme a lo previsto en el párrafo último de la ley 93.
En cualquiera de los supuestos comprendidos en este número, si hubiera pleito sobre la 

causa de disolución, iniciada su tramitación, el juez dispondrá la práctica de inventario y 
adoptará las medidas necesarias para la administración del caudal de la sociedad de 
conquistas; asimismo, se requerirá autorización judicial para todo acto que exceda de la 
administración ordinaria.

Ley 96.  
Reintegros de lucros sin causa. En todo caso, aun sin disolver la sociedad de conquistas, 

deberán reintegrarse entre los patrimonios privativos y el de conquistas los lucros que se 
hubieren producido sin causa a favor de uno de ellos en detrimento del otro.

El importe de los reembolsos será actualizado al momento en que sean hechos 
efectivos, tanto durante la sociedad conyugal como a la liquidación de esta.

Ley 97.  
Liquidación. Disuelta la sociedad se procederá a su liquidación, que comenzará por un 

inventario del activo y del pasivo. No será necesaria la formación de inventario cuando todos 
los interesados hubieran aceptado el que el cónyuge sobreviviente hubiese hecho para el 
usufructo de viudedad.

Activo. El activo comprenderá todos los bienes de conquista existentes en el momento 
de la disolución, así como los créditos de la sociedad frente a los cónyuges entre los que 
deberán incluirse los derivados de los reembolsos por cargas privativas que sean 
responsabilidad de la sociedad de conquistas.

Pasivo. El pasivo comprenderá todas las obligaciones pendientes que sean 
responsabilidad de la sociedad, incluso por créditos de los cónyuges contra aquella.

Pago. Terminado el inventario se pagarán las deudas de la sociedad, incluidas las que 
esta tenga con los cónyuges, conforme a lo dispuesto para la concurrencia y prelación de 
créditos.

Los acreedores de la sociedad tendrán en la liquidación de esta los mismos derechos 
que por ley les corresponden en la liquidación y partición de la herencia.

Alimentos. De la masa común de bienes se prestarán alimentos a los cónyuges o, en su 
caso, al sobreviviente y a los hijos, mientras no se hiciere la entrega de los bienes que 
constituyen su haber. Los alimentos prestados se deducirán de los frutos y rendimientos del 
haber, y de este mismo en lo que excedan.

Ley 98.  
División. El remanente líquido de los bienes de conquista se dividirá en la proporción 

pactada o, en su defecto, por mitad entre los cónyuges o sus respectivos herederos.
Derecho de aventajas. Por derecho de mejoría o aventajas, pertenecerán en propiedad 

al cónyuge sobreviviente, sin que le sean computados en su parte en las conquistas, las 
ropas y efectos de uso personal, así como los demás objetos de ajuar de casa cuyo valor no 
fuere excesivo conforme a las circunstancias y nivel económico de la familia y a los usos 
sociales. También podrán detraerse como aventajas los instrumentos de trabajo de un valor 
no desproporcionado al patrimonio común.

Ley 99.  
Adjudicación preferente. En la liquidación de la sociedad de conquistas cada cónyuge 

tendrá derecho a que le sean adjudicados en pago de su haber, hasta donde este alcance, 
los siguientes bienes siempre que tuvieren la condición de comunes:

1. Los bienes privativos que se hubieren incorporado en capitulaciones a la sociedad de 
conquistas por cualquiera de los cónyuges.
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2. Los objetos de ajuar de casa y los instrumentos de trabajo que no le pertenecieren por 
derecho de aventajas conforme a la ley anterior.

3. La explotación agrícola, ganadera, forestal, comercial o industrial que tuviere a su 
cargo.

4. El local donde hubiere venido ejerciendo su profesión, arte u oficio.
5. En caso de muerte del otro cónyuge, la vivienda que fuere la residencia habitual del 

matrimonio.
En los casos de los números 1, 4 y 5 el cónyuge viudo podrá exigir que se le atribuyan 

los bienes en propiedad o solo el derecho de uso o habitación sobre los mismos. Si el valor 
de la propiedad o del derecho, según los casos, excediere del haber del cónyuge 
adjudicatario, este deberá abonar la diferencia en dinero.

CAPÍTULO IV
Del régimen de comunidad universal de bienes

Ley 100.  
Efectos. Cuando los cónyuges pacten en capitulaciones matrimoniales el régimen de 

comunidad universal de bienes, en defecto de los pactos que expresamente se establezcan 
acerca de los bienes y cargas que componen la masa común, de su administración y 
disolución y liquidación, se aplicarán las reglas siguientes:

1. Por este régimen se hacen comunes a los cónyuges todos sus bienes presentes y 
futuros, sea cual fuere el título de adquisición, oneroso o lucrativo, “inter vivos” o “mortis 
causa”.

2. Serán responsabilidad del patrimonio común todas las cargas y obligaciones que 
correspondan a ambos cónyuges, ya se hayan contraído de forma conjunta por ambos o por 
uno solo de ellos, así como las que correspondan de manera individual a cualquiera de ellos, 
y ya sean anteriores como posteriores al matrimonio.

3. Respecto a la administración y disposición de los bienes comunes, será aplicable lo 
que la ley 94 previene para los bienes de conquista, sin perjuicio de lo previsto con carácter 
común en las leyes 78 a 82.

4. A la disolución del matrimonio, el remanente líquido de los bienes comunes se dividirá 
en la proporción convenida o, en defecto de pacto, por mitad entre los cónyuges o sus 
respectivos herederos.

5. En lo que no hubiere sido pactado o no se halle previsto en esta ley, se aplicarán 
analógicamente las disposiciones establecidas en esta Compilación para el régimen de 
conquistas, en cuanto no fuere contradictorio o incompatible con el de comunidad universal 
de bienes.

CAPÍTULO V
Del régimen de separación de bienes

Ley 101.  
Separación convencional y contenido en defecto de pacto. Cuando los cónyuges pacten 

en capitulaciones matrimoniales el régimen de separación de bienes o se establezca el 
mismo por disposición legal, en defecto de sus previsiones expresas se aplicarán las 
siguientes reglas:

1. Cada cónyuge será titular de los bienes que tuviese en el momento inicial y los que 
por cualquier título adquiera posteriormente.

Se presumirá que pertenecen a los dos cónyuges por mitad y proindiviso los bienes y 
derechos cuya propiedad individual no se demuestre o hayan sido adquiridos sin atribución 
de cuotas.

2. Corresponde a cada cónyuge por sí solo el disfrute, la administración y disposición de 
sus propios bienes sin perjuicio de lo dispuesto en la ley 81 para la vivienda familiar.
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3. Cada cónyuge responderá con carácter exclusivo de las obligaciones por él 
contraídas. Ello no obstante, de las obligaciones contraídas por uno de los cónyuges en el 
ejercicio de la potestad doméstica para atender a las necesidades ordinarias y 
extraordinarias de la familia conforme a las circunstancias de esta y al uso del lugar a que se 
refiere la ley 80, si fuere insuficiente el patrimonio del cónyuge deudor responderán 
subsidiariamente los bienes del otro, sin perjuicio del reembolso que procediere.

4. Sin perjuicio de lo pactado en capitulaciones matrimoniales, cada cónyuge afrontará 
los gastos del matrimonio de conformidad a lo establecido en la ley 80 proporcionalmente a 
su capacidad económica y dedicación personal.

5. Cuando el trabajo realizado para la familia por un cónyuge de forma personal y no 
retribuida determine un exceso en la contribución a los gastos del matrimonio que 
proporcionalmente le corresponda en relación con lo aportado económica y personalmente 
por el otro, deberá ser compensado en el momento de la extinción del régimen.

Para determinar la cuantía de la compensación se tendrá en cuenta, dentro del nivel 
económico y circunstancias de la familia, los años de matrimonio, la duración e intensidad de 
la dedicación y la atención personal a los hijos y a otros miembros de la familia que convivan 
con los cónyuges.

6. Además, cuando uno de los cónyuges hubiera realizado trabajo en las actividades 
empresariales o profesionales del otro, tendrá derecho a una compensación proporcional al 
trabajo realizado, cuando el mismo no haya sido objeto de retribución o lo haya sido con 
retribución insuficiente, y ello, con independencia de los reembolsos debidos por excesos en 
el deber de contribución a las cargas del matrimonio.

Ley 102.  
Separación judicial. Podrá decretarse judicialmente la separación de bienes por las 

causas establecidas en la ley 95, número 5, cualquiera que sea el régimen de bienes del 
matrimonio.

La liquidación se practicará de conformidad con las reglas de esta Compilación según el 
régimen de que se trate.

CAPÍTULO VI
Principios comunes finalizada su vigencia

Ley 103.  
Libertad de pacto. Los cónyuges podrán pactar en previsión de la ruptura matrimonial o 

una vez producida esta, todos los efectos económicos derivados de la misma, sin perjuicio 
de lo dispuesto en el título V para aquellos relacionados con la responsabilidad parental 
sobre sus hijos menores de edad.

Dichos pactos tendrán los efectos que correspondan según se hayan otorgado en 
documento privado o público o hayan sido incorporados al Convenio Regulador de nulidad, 
separación o divorcio.

Los cónyuges podrán incluir en los mismos su compromiso de recurrir a la mediación 
para resolver las diferencias derivadas de su aplicación.

Ley 104.  Medidas judiciales.
a) Contribución al sostenimiento de los hijos mayores de edad. En defecto de pacto, el 

juez establecerá la contribución de uno y otro cónyuge al sostenimiento de los hijos mayores 
de edad que todavía dependan económicamente de ellos y valorará si procede establecerla 
por motivo de la discapacidad de cualquiera de sus hijos, de conformidad con lo establecido 
en la ley 73 en todo lo que resulte de aplicación.

Ello, no obstante, cuando así se solicite, el juez podrá establecer que la cantidad que 
cada progenitor deba satisfacer para el sostenimiento de los hijos mayores de edad sea 
asignada directamente a ellos.

b) Vivienda familiar. Sin perjuicio de lo establecido en la ley 72 para los supuestos de 
existencia de hijos menores de edad, cuando no los hubiera, o todos fueran ya mayores de 
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edad, el juez podrá atribuir el derecho de uso de la vivienda familiar al cónyuge que más lo 
necesite, aun cuando no sea el titular de la vivienda, con carácter, en cualquier caso, 
temporal.

El plazo del derecho de uso será fijado por el juez prudencialmente en atención a las 
circunstancias concurrentes y, en particular, a las necesidades de habitación de los hijos 
mayores de edad que sigan siendo dependientes económicamente.

Si entre los hijos hubiera alguno con una discapacidad que hiciera conveniente la 
continuación en el uso de la vivienda familiar, el juez podrá determinar el plazo de duración 
de este derecho, en función de las circunstancias concurrentes.

Para disponer de todo o parte de la vivienda y bienes indicados cuyo uso haya sido 
atribuido conforme a los párrafos anteriores, se requerirá el consentimiento de ambos 
cónyuges o, en su defecto, autorización judicial. Esa restricción en la facultad dispositiva 
sobre la vivienda familiar se hará constar en el Registro de la Propiedad. La manifestación 
errónea o falsa del disponente sobre el uso de la vivienda no perjudicará al adquirente de 
buena fe.

Ley 105.  c) Compensación por desequilibrio.
Cuando uno de los cónyuges quede en el momento de la ruptura del matrimonio en una 

situación de desequilibrio económico en relación con la posición del otro, como 
consecuencia de su dedicación a la familia, el juez podrá establecer a su favor, si así se 
solicita, una compensación por desequilibrio que podrá consistir en una prestación temporal 
o indefinida o en una cantidad a tanto alzado, ponderando, entre otras que se estimen 
concurrentes, las siguientes circunstancias:

1. La duración total de la convivencia y la dedicación a la familia durante la misma.
2. La general posición económica de cada uno de los cónyuges en el momento de la 

ruptura y, en particular, la derivada de las transferencias patrimoniales que, conforme al 
régimen económico matrimonial, hayan tenido lugar durante el matrimonio para uno y otro 
cónyuge.

3. Las perspectivas laborales o profesionales de cada uno en relación con su edad y 
estado de salud y a la dedicación futura al cuidado de los hijos.

4. La pérdida de expectativas laborales, profesionales o prestacionales del solicitante y, 
con especial incidencia, si las mismas han tenido lugar por su contribución a las actividades 
o al reconocimiento de los derechos prestacionales del otro.

5. La atribución que, en su caso, se haya hecho del uso de la vivienda familiar y el 
régimen de los gastos que la misma comporte.

Modificación. Cuando la compensación se haya establecido en forma de prestación 
periódica, ya sea la misma temporal o indefinida, podrá ser modificada en su cuantía, forma 
de pago o duración cuando sobrevengan circunstancias en uno u otro cónyuge que alteren 
las contempladas en el momento de su establecimiento.

Extinción. La prestación por compensación se extinguirá por la muerte, el matrimonio o 
constitución de pareja estable del acreedor o por su convivencia marital con otra persona, 
por el cumplimiento del plazo establecido y por la concurrencia de cualquier otra 
circunstancia que implique que la misma ha dejado de cumplir su finalidad.

En estos casos, la sentencia que declare la modificación o extinción de la prestación 
podrá establecer sus efectos retroactivos al momento de concurrencia de la causa que la 
motiva.

Muerte del deudor. La muerte del deudor no extingue por sí misma la prestación 
establecida como compensación.

El juez resolverá en cada caso sobre su subsistencia, modificación de su cuantía, 
sustitución por cantidad alzada o por entrega de bienes o extinción, así como, en su caso, 
acerca de la responsabilidad de la obligación y distribución equitativa entre los sucesores a 
título universal o particular del deudor y, en el supuesto de que los hubiera, usufructuarios 
vitalicios, teniendo en cuenta, entre otras que estime concurrentes, las siguientes 
circunstancias:
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1. Valor neto, rentabilidad y liquidez del patrimonio hereditario y de los concretos 
derechos que sobre el mismo tengan los sucesores o usufructuarios.

2. Obligaciones que sobre ellos recaigan por sostenimiento de hijos menores o que 
precisen de apoyos para el ejercicio de su capacidad o mayores económicamente 
dependientes, así como otras obligaciones alimenticias que conforme a las leyes de la 
presente Compilación o las leyes generales deban asumir.

3. Necesidades personales y económicas de cada uno de ellos.
Las personas que de conformidad con la presente ley puedan resultar obligadas a dicha 

prestación podrán solicitar en el procedimiento declarativo o ejecutivo de que se trate la 
suspensión de su abono hasta la resolución definitiva de las cuestiones a las que se refiere 
el apartado anterior, cuyos efectos se retrotraerán al momento del fallecimiento del deudor.

TÍTULO VII
De la pareja estable en Navarra

Ley 106.  
Constitución. Dos personas mayores de edad o menores emancipadas, en comunidad 

de vida afectiva análoga a la conyugal, si quieren constituirse en pareja estable con los 
efectos previstos en esta Compilación podrán hacerlo manifestando su voluntad en 
documento público.

Registro. La pareja estable deberá inscribirse en un Registro único de parejas estables 
de la Comunidad Foral de Navarra a los efectos de prueba y publicidad previstos en la 
norma que lo regule, así como a los efectos que establezcan otras disposiciones legales.

Ley 107.  
Prohibiciones. No pueden constituir pareja estable:
1. Las personas casadas o constituidas en pareja estable con otra persona.
2. Las personas relacionadas por parentesco consanguíneo o adoptivo en línea recta o 

en línea colateral dentro del segundo grado.
No podrá convenirse la constitución de pareja estable temporal ni sometida a condición.

Ley 108.  
Parentesco. La pareja estable no genera relación alguna de parentesco entre cada uno 

de sus miembros y los parientes del otro.

Ley 109.  
Régimen constante la pareja estable. Los miembros de la pareja podrán regular 

mediante pacto los aspectos personales, familiares y patrimoniales de su relación, así como 
sus derechos y obligaciones.

Vivienda familiar. Resultará de aplicación a la disposición de la vivienda familiar lo 
dispuesto en la ley 81, salvo pacto en contrario entre los miembros de la pareja.

Gastos comunes y contribución. Son gastos comunes de la pareja todos los que sean 
precisos para subvenir a sus necesidades y a las de sus hijos comunes, así como los 
derivados de la alimentación y habitación en la vivienda familiar de los hijos no comunes.

En defecto de pacto, los miembros de la pareja estable contribuirán al mantenimiento de 
la vivienda familiar y gastos comunes en proporción a sus medios económicos, 
computándose a tal fin el trabajo personal prestado para la familia y la dedicación a los hijos, 
sean o no comunes, y al resto de personas que con ellos convivan.

Responsabilidad frente a terceros. Ambos miembros de la pareja responderán 
solidariamente ante terceros de las obligaciones contraídas por uno de ellos por los gastos a 
que se refiere el apartado anterior si se acomodan a los usos sociales y sin perjuicio de los 
reembolsos que correspondan, en su caso, conforme a sus relaciones internas.
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Ley 110.  
Causas de extinción. La pareja estable se extingue:
1. Por la muerte o declaración de fallecimiento de uno de sus miembros.
2. Por matrimonio de uno de sus miembros y por el matrimonio entre ambos.
3. Por mutuo acuerdo de sus miembros.
4. Por voluntad de uno de sus miembros notificada fehacientemente al otro.
5. Por cese de la convivencia con ruptura efectiva de la comunidad de vida.
La extinción de la pareja estable, que deberá ser comunicada por cualquiera de sus 

miembros al Registro único en el que, en su caso, esté inscrita, implicará la revocación de 
los consentimientos y poderes que cualquiera de los convivientes hubiera otorgado en favor 
del otro.

En caso de extinción de la pareja, las donaciones otorgadas entre sus miembros podrán 
ser revocadas, además de por las causas previstas en su título, cuando se declare 
judicialmente la existencia de incumplimiento de los deberes familiares por parte del 
donatario.

Ley 111.  
Pactos en previsión del cese. En previsión del cese de la convivencia podrá pactarse en 

escritura pública los efectos de la extinción de la pareja estable.

Ley 112.  
Efectos a la extinción. En el momento del cese de la convivencia, podrán ser objeto de 

compensación tanto el trabajo para la familia como el desarrollado por uno de los miembros 
en las actividades empresariales o profesionales del otro, en los términos previstos en los 
apartados 5 y 6 de la ley 101.

Ley 113.  
Derechos sucesorios En caso de extinción de la pareja estable por muerte o declaración 

de fallecimiento de uno de los convivientes, el sobreviviente solo tendrá los derechos 
sucesorios que se hubieran otorgado entre sí o por cualquiera de ellos en favor del otro, 
conjunta o separadamente, por testamento, pacto sucesorio, donación “mortis causa” y 
demás actos de disposición reconocidos en esta Compilación.

TÍTULO VIII
Liquidación de bienes en segundas o posteriores uniones

Ley 114.  
Liquidación de sociedad conyugal o comunidad de bienes de anterior matrimonio o 

pareja estable. El progenitor que contrajere segundo o ulterior matrimonio o constituyere 
pareja estable con otra persona deberá practicar, conjuntamente con sus hijos o 
descendientes de matrimonio o pareja estable anterior disueltos por fallecimiento del 
cónyuge o conviviente, la liquidación de la sociedad conyugal o comunidad de bienes 
disuelta y hacerles entrega formal y efectiva de los bienes que les correspondan cuando 
tales hijos o descendientes sean herederos o legatarios de parte alícuota del premuerto.

Los hijos menores no emancipados serán representados por el defensor judicial.
Derechos de los hijos de la anterior unión. Si antes de contraer matrimonio o de constituir 

pareja estable, los progenitores no hubiere cumplido la obligación que le impone el apartado 
anterior, los hijos o descendientes del matrimonio o de la pareja estable anterior podrán 
exigir la liquidación y reclamar lo que les correspondiera por los incrementos patrimoniales o 
ganancias producidos por sus bienes en la nueva sociedad conyugal o comunidad de 
bienes.
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Lo dispuesto en esta ley se observará siempre que el régimen de bienes del nuevo 
matrimonio o pareja estable sea de comunidad de bienes.

Ley 115.  
Excepciones. No será aplicable lo dispuesto en la ley anterior en los casos siguientes:
1. Si al fallecimiento del premuerto, el sobreviviente fuese único y universal heredero de 

aquel.
2. Cuando el fallecido hubiera nombrado heredero a su cónyuge o pareja o a terceras 

personas distintas de sus hijos o descendientes.
3. Cuando el fallecido hubiera nombrado a sus hijos herederos exclusivamente en sus 

bienes privativos.
4. Cuando el fallecido hubiera nombrado al sobreviviente heredero de confianza o 

fiduciario comisario sin condicionar su institución a no contraer nuevo matrimonio o constituir 
pareja estable.

5. Cuando el sobreviviente sea heredero fiduciario y los hijos o descendientes herederos 
fideicomisarios.

6. Si al tiempo de la disolución de la sociedad conyugal o comunidad no existieren 
bienes apreciables con base en los cuales se haya obtenido alguna ganancia durante la 
unión posterior. La inexistencia de bienes se hará constar por el sobreviviente en acta 
notarial o en acto de conciliación, con notificación o citación de los interesados o de sus 
legítimos representantes.

Ley 116.  
Liquidación de sociedad conyugal o comunidad de bienes habiendo descendientes de 

varias uniones anteriores. Si en la sociedad conyugal o comunidad de bienes estuvieran 
interesados hijos o descendientes de varias uniones anteriores, se procederá por separado y 
sucesivamente a la liquidación de cada una de ellas.

Los haberes de los hijos o descendientes de cada matrimonio se integrarán:
1. Por los bienes que al tiempo de celebrarse el siguiente matrimonio o constituirse la 

siguiente pareja estable debieran haberles sido entregados conforme a la ley 114.
2. Por los respectivos créditos que les correspondieran frente a la siguiente o posteriores 

uniones conforme a la referida ley.
Para el cobro de los haberes determinados en el número 1, tendrán preferencia los hijos 

o descendientes de la unión más antigua.
Respecto a los del número 2, concurrirán sin preferencia todos los hijos o descendientes 

de uniones anteriores.
Distribución. Concurriendo hijos o descendientes de varias uniones anteriores, tanto de 

uno solo de los cónyuges o miembro de la pareja estable como de ambos, los incrementos 
patrimoniales y ganancias se distribuirán por cabezas entre aquellos hijos, con derecho de 
representación en favor de los descendientes del hijo premuerto.

[ . . . ]
TÍTULO X

De las donaciones para la familia y para la unidad y continuidad del patrimonio 
familiar

Ley 120.  
Clases de donaciones para la familia. Se consideran donaciones para la familia:
1. Las donaciones que se realicen entre cónyuges o miembros de una pareja por razón 

de la celebración del matrimonio o del inicio de la convivencia.
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2. Las donaciones otorgadas entre cónyuges o convivientes en contemplación al 
mantenimiento del equilibrio económico durante el matrimonio o convivencia o para el 
momento de su cese.

3. Las donaciones hechas por una o varias personas conjuntamente a favor de uno o de 
ambos cónyuges, de uno o de ambos miembros de una pareja o de una persona que haya 
constituido un grupo familiar, por las que se transmitan determinados bienes en atención a la 
celebración del matrimonio, al inicio de la convivencia o a la constitución de ese nuevo grupo 
familiar.

4. Las donaciones hechas por una o varias personas conjuntamente en razón de la 
perpetuación de su familia en una nueva generación a favor de uno o de ambos cónyuges, 
de uno o de ambos miembros de una pareja o de una persona que haya pasado a constituir 
un grupo familiar y que consistan en la transmisión de bienes con la finalidad de mantener la 
unidad del patrimonio o empresa familiar y la de su continuidad.

Ley 121.  
Contenido. Las donaciones podrán versar sobre determinados bienes presentes, sobre 

todos los bienes presentes o futuros, sobre todos ellos, o de los que quedaren a la muerte 
del donante y podrán realizarse en pleno dominio o con reserva del usufructo, a libre 
disposición o con limitaciones, con cláusulas de revocación o reversión, con llamamientos 
sucesorios y fideicomisos o con otras cualesquiera condiciones lícitas.

Ley 122.  
Tiempo, forma y aceptación. Las donaciones pueden hacerse antes o después de la 

celebración del matrimonio, del inicio de la convivencia o de la constitución del nuevo grupo 
familiar y deberán otorgarse en capitulaciones matrimoniales o en escritura pública, en todo 
caso, con descripción de los bienes en la misma escritura o por inventario incorporado.

Las donaciones requieren la aceptación del donatario, en la misma escritura o en otra 
separada.

La aceptación podrá hacerse en vida del donante o donantes o después de su 
fallecimiento.

Los donantes o sus herederos podrán revocar la donación de cuya aceptación no tengan 
conocimiento, a no ser que el requerimiento que hicieren por acta notarial al donatario fuera 
seguido de la aceptación por este.

Ley 123.  
Régimen. En las donaciones familiares se aplicarán las reglas siguientes:
1. El donatario universal sucede como heredero, pero no responderá de las deudas que 

los donantes contrajeren con posterioridad a la donación, salvo si se hubieren contraído en 
beneficio del patrimonio o empresa familiar.

2. En la donación universal de bienes presentes y futuros se presumirá, salvo pacto en 
contrario, que el donatario adquiere los futuros solo a la muerte del donante.

3. Cuando en la donación universal los donantes se reservaren a libre disposición bienes 
o cantidades, se presumirá: a) que la libre disposición será tanto “inter vivos” como “mortis 
causa”; b) que la reserva se hace a favor de los donantes conjuntamente, e íntegramente 
para el sobreviviente; c) que, fallecidos todos los donantes, los bienes reservados de que no 
hubiesen dispuesto pertenecerán al donatario como comprendidos en la donación; d) que de 
las deudas que los donantes ocultaren al hacer la donación responderán preferentemente 
los bienes que ellos se hubiesen reservado.

4. El que hiciere donación de lo que quedare a su muerte, sólo podrá disponer de sus 
bienes por actos “inter vivos” a título oneroso.

5. Si los donantes se reservaren el usufructo y la administración, se presumirá, salvo 
disposición en contrario, que la reserva se hace conjuntamente para ambos e íntegramente 
para el sobreviviente.

6. A falta de otra disposición, el donatario deberá ordenar y costear los gastos de sepelio 
de los donantes conforme al uso del lugar y según corresponda al nivel económico familiar.
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7. Si la donación se hiciere con la obligación de convivencia de los donatarios con los 
donantes o la obligación de asistencia de aquellos a estos, el abandono de la convivencia o 
el incumplimiento del deber de asistencia permitirá a los donantes o al que de ellos sobreviva 
revocar la donación. La escritura de revocación podrá otorgarse previa justificación del 
abandono o incumplimiento por acta notarial de notoriedad.

8. En las reversiones y sustituciones fideicomisarias a favor de personas futuras se 
estará a lo dispuesto en las leyes 223 y 224.

9. Los llamamientos para suceder en favor de cualquier persona se considerarán como 
donación sólo cuando así se hubiere hecho constar expresamente. En los demás casos no 
tendrán más valor que el de simples llamamientos sucesorios, por lo que no implicarán 
prohibición de disponer de los bienes a título oneroso, y los llamados sucederán únicamente 
en los bienes que quedaren al fallecimiento del donatario.

10. Cuando nada se hubiere pactado sobre administración y dirección de los bienes 
donados, se entenderá que corresponden a los donantes o al sobreviviente, siempre que 
estos se hubieren reservado el usufructo.

11. Si se hubiere pactado la convivencia entre donatarios y donantes, reservándose 
estos el usufructo de los bienes donados, ninguno de ellos sin consentimiento de los otros 
podrá enajenar la nuda propiedad ni ceder el disfrute ni gravar sus respectivos derechos.

Ley 124.  
Disposición. Si no se hubiere ordenado otra cosa en el título, el donatario, los hijos del 

matrimonio, de la pareja o de la persona constituyente de la unidad familiar en cuya 
contemplación se hubiere realizado la donación, o los descendientes que sucesivamente 
hubiesen heredado los bienes donados, podrán disponer de los mismos, en todo caso, a 
título oneroso; a título lucrativo podrá disponer el donatario que tenga descendencia del 
matrimonio, pareja estable o en la unidad familiar constituida en cuya contemplación se 
hubiera hecho la donación, con capacidad de testar, así como sus descendientes aunque 
carezcan de descendencia.

Reversión. Los bienes donados, de los que el donatario o sus descendientes no 
hubiesen dispuesto válidamente según el párrafo anterior, al fallecimiento del último 
revertirán al donante. Si se tratare de bienes de conquista de los cónyuges donantes, la 
reversión se dará en favor de ambos por mitad.

Si hubiere fallecido el donante, los bienes donados revertirán a favor de los más 
próximos parientes que serían sus herederos legales en el momento de la reversión.

Salvo que hubiere pacto de exclusión del usufructo, la reversión será siempre sin 
perjuicio del usufructo de viudedad a favor del cónyuge viudo o, en su caso, de la pareja del 
donatario o del que correspondiese al cónyuge o pareja del donante premuerto, con 
preferencia a favor de este último si concurrieren ambos usufructos.

Lo dispuesto en esta ley se entenderá siempre que otra cosa no se hubiere establecido 
en el título de la donación, y no tendrá lugar la reversión cuando este derecho hubiere sido 
renunciado por el donante o no hubiere parientes llamados a sucederle por el orden legal.

Ley 125.  
Ineficacia. Las donaciones realizadas en contemplación al matrimonio, a la convivencia 

en pareja o a la constitución de grupo familiar quedarán ineficaces si el hecho que 
fundamentó su otorgamiento no tuviera lugar en el plazo de un año.

Así mismo, las donaciones realizadas en contemplación al matrimonio serán ineficaces 
desde que fuera declarado nulo.

Ley 126.  
Revocación. Con carácter general, las donaciones solo podrán revocarse por las causas 

pactadas y por el incumplimiento de cargas impuestas al donatario que sean esenciales; en 
el supuesto de incumplimiento de otras cargas, el donante podrá exigir su cumplimiento.

Además, las donaciones realizadas entre cónyuges o miembros de pareja estable 
podrán ser revocadas por las causas previstas, respectivamente, en las leyes 82 y 110 
segundo párrafo.
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Salvo lo dispuesto en otras disposiciones de la presente Compilación, las donaciones 
realizadas por terceros en contemplación de la perpetuación de la familia en una nueva 
generación con la finalidad de lograr la unidad y continuidad del patrimonio o empresa 
familiar podrán revocarse por la separación legal o de hecho y divorcio de los cónyuges de 
cuyo matrimonio trajera causa la donación, por la extinción en vida o ruptura de la pareja en 
cuya contemplación tuvo lugar y por la modificación del grupo familiar de la persona en cuya 
consideración se hubiera realizado la misma.

Fallecido el donante, se estará a lo dispuesto en la ley 162.
La facultad de revocación es intransmisible, pero si los donantes fallecieren habiendo 

interpuesto demanda, podrán continuar el ejercicio de la acción personas que resultarían 
llamadas a los bienes, caso de prosperar la revocación.

Cuando la donación se hubiere hecho conjuntamente por varios donantes, la revocación 
deberá hacerse respecto a la totalidad de los bienes y por todos los donantes o 
sobrevivientes.

TÍTULO XI
La Casa navarra

CAPÍTULO I
La Casa y su transmisión mediante donación ordenada para su unidad y 

continuidad

Ley 127.  
La Casa. La Casa Navarra identifica por su nombre a la comunidad o grupo familiar que 

la habita o depende de sus recursos y a los bienes que integran su patrimonio en las 
relaciones de vecindad, prestaciones de servicios, identificación de fincas y otras relaciones 
establecidas por la costumbre y usos locales y por las normas. Corresponde el 
mantenimiento de la unidad y conservación de la Casa y la defensa de su patrimonio y 
nombre a los dueños o a quienes en los respectivos títulos de propiedad tengan atribuida o 
reservada su administración.

En la interpretación de todos los pactos y disposiciones voluntarias relacionadas con la 
Casa y en la de las costumbres y leyes que le resulten de aplicación, se observará el 
principio fundamental de la unidad de su patrimonio y el de todas las empresas mediante las 
que se desarrollen las actividades económicas del mismo, así como el de su continuidad y 
conservación en la comunidad o grupo familiar.

Ley 128.  
La donación de la Casa. Las donaciones de la Casa ordenadas para su unidad y 

continuidad, además del contenido previsto en la ley 121, pueden contener señalamientos de 
dotaciones, alimentos o derechos a vivir en la Casa los hijos u otras personas, así como 
pactos sobre constitución, dirección y administración, modificación y disolución de la 
sociedad familiar de convivencia de donantes y donatarios y ruptura de esta convivencia, 
pactos y estipulaciones sobre usufructo y disposición de bienes, participación en las 
conquistas y, en general, cualesquiera condiciones u otros pactos lícitos.

Cuando tenga lugar la transmisión de la Casa mediante tales donaciones, se aplicarán 
las disposiciones contenidas en el título X con las siguientes especialidades:

1. El donatario universal sucede como heredero, pero no responderá de las deudas que 
los donantes contrajeren con posterioridad a la donación, salvo si fueren en beneficio de la 
Casa.

2. A falta de otra disposición, el donatario deberá ordenar y costear el sepelio de los 
donantes conforme al uso del lugar y según corresponda a la Casa.

3. Si la donación se hiciere con la carga de vivir el donatario en la Casa, el abandono de 
esta permitirá a los donantes o al que de ellos sobreviva revocar la donación. La escritura de 
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revocación podrá otorgarse previa justificación del abandono por acta notarial de notoriedad. 
Fallecidos los donantes, si existieran personas con derecho de acogimiento a la Casa, se 
estará a lo dispuesto en la ley 137.

4. Si el donante no se hubiere reservado bienes suficientes para atender las dotaciones 
a que viniere obligado según lo previsto en la ley 138, se entenderá que estas quedan a 
cargo del donatario, aunque no se hubiera consignado expresamente. El donatario no podrá 
ser relevado de esta obligación por el donante, salvo renuncia del beneficiario.

5. Cuando convivieren en la Casa donantes y donatarios, los que tengan el disfrute de 
los bienes deberán alimentos a los otros, conforme al nivel económico de la Casa y según el 
uso del lugar.

CAPÍTULO II
De la sociedad familiar de conquistas

Ley 129.  
Presunción de su existencia y régimen jurídico. Si en las capitulaciones matrimoniales 

con donación de bienes o nombramiento de heredero se pacta la convivencia de donantes o 
instituyentes y donatarios o instituidos, se presumirá que todos ellos participan en las 
conquistas que se obtengan, salvo que en la escritura hubiere pactos en contra o 
incompatibles con la existencia de tal sociedad familiar.

La sociedad familiar de conquistas se rige por lo pactado, por la costumbre y, en su 
defecto, por las disposiciones de este capítulo. En todo lo no previsto en el mismo, se 
aplicará al régimen familiar de conquistas lo establecido para la sociedad conyugal.

Ley 130.  
Bienes y cargas de la sociedad familiar. Para la determinación de los bienes de 

conquista o privativos de cada una de las personas que componen esta sociedad, se estará 
a lo dispuesto para los cónyuges en las leyes 88 y 89.

En cuanto a las cargas de la sociedad familiar de conquistas, se aplicará respecto a 
todos los partícipes lo dispuesto en la ley 90.

Administración y disposición. Salvo pacto en contrario, la administración de los bienes de 
conquista corresponde a los donantes o instituyentes, o a los que de ellos sobrevivan.

La enajenación o gravamen de bienes conquistados inmuebles, establecimientos 
industriales o mercantiles o sus elementos esenciales requiere consentimiento de los 
partícipes.

Ley 131.  
Disolución. Son causas de disolución de la sociedad familiar de conquistas:
1. Las establecidas en capitulaciones matrimoniales.
2. El acuerdo de todos los partícipes con las formalidades prescritas en la ley 86 para la 

modificación de las capitulaciones.
3. La separación legal, el divorcio y la declaración de nulidad del matrimonio en 

contemplación del cual se otorgaron los capítulos.
Sociedad continuada. El fallecimiento de uno de los cónyuges donatarios o instituidos y 

las causas de disolución previstas en la ley 95 número 5 que afecten a los mismos, siempre 
que los donantes o instituyentes no continúen viviendo con uno solo de ellos. El hecho de 
existir o no convivencia, caso de ser discutido, podrá ser apreciado por los Parientes 
Mayores conforme a lo dispuesto en la ley 147.

Ley 132.  
Fallecimiento de donantes. Al fallecimiento de alguno de los donantes o instituyentes, la 

sociedad familiar continuará, salvo pacto en contrario, entre los restantes partícipes.
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Fallecidos todos los donantes o instituyentes, la sociedad continuará entre los cónyuges, 
y se regirá por las leyes relativas a la sociedad conyugal de conquistas.

Lo dispuesto en esta ley, será sin perjuicio de la liquidación parcial que en su caso 
procediere.

Ley 133.  
División. El remanente líquido de los bienes de conquista se dividirá en la proporción 

pactada y, en su defecto, por cabezas entre los partícipes en la sociedad, sin perjuicio de la 
aplicación, cuando procediere, de las disposiciones a que se refiere el título VIII.

CAPÍTULO III
De las comunidades familiares

Ley 134.  
Comunidades formalmente constituidas. Las comunidades familiares formalmente 

constituidas se regirán durante su vigencia por las reglas establecidas en el título de su 
constitución.

A su disolución, en defecto de previsión específica en el título constitutivo y sin perjuicio 
del sometimiento voluntario a la intervención de los Parientes Mayores conforme al último 
capítulo del presente título, el juez decidirá sobre los efectos personales de la disolución, 
procurando que los titulares de la Casa permanezcan en ella.

En cuanto a los bienes, se resolverá conforme al uso del lugar, manteniendo en lo 
posible la unidad de la Casa y adjudicando a los miembros de la comunidad disuelta bienes 
y derechos proporcionados al tiempo que hubieren trabajado en la Casa, al nivel económico 
de esta, al número de personas que tuvieran a su cargo y demás circunstancias. Cuando se 
adjudique una pensión, decidirá si procede el aseguramiento de esta mediante cláusula de 
estabilización u otra garantía.

Ley 135.  
Comunidades de hecho. Cuando se hubiera mantenido una situación permanente de 

convivencia y colaboración entre personas y familias sin haberse establecido las reglas a 
que hubiera de sujetarse, se aplicarán las siguientes:

1. En todo momento, cualquiera de los miembros de esta comunidad podrá poner fin a la 
misma libremente.

2. Los beneficios y mejoras por el trabajo en común que subsistan en el momento de la 
disolución se adjudicarán a los miembros de la comunidad, según el uso del lugar y teniendo 
en cuenta las aportaciones en bienes o trabajo, los beneficios ya percibidos por cada uno, 
las causas de la disolución y demás circunstancias.

3. A los efectos de las reglas anteriores no se considerarán miembros de la comunidad 
los hijos solteros que convivan con sus padres.

Ley 136.  
Prestación de alimentos. Exista o no convivencia, si los hijos hubieren prestado 

alimentos a sus padres, o les hubiesen atendido en sus necesidades personales, no podrán 
aquellos reclamar nada de los padres ni de los herederos de estos.

CAPÍTULO IV
Del acogimiento a la Casa y de las dotaciones

Ley 137.  
Acogimiento a la Casa. Cuando en capitulaciones matrimoniales, testamento u otras 

disposiciones otorgadas mediante escritura pública se establezca en favor de alguna 
persona derechos de vivir en la Casa, de ser alimentada y atendida, tanto en salud como en 
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enfermedad u otros similares, con o sin obligación de trabajar para ella, el sucesor en el 
patrimonio de la Casa tendrá el deber de cumplir con dichas cargas conforme a la 
disposición que las establezca, al nivel económico de la misma y a la costumbre del lugar.

Sin perjuicio de la intervención de los Parientes Mayores conforme a la ley 147, el juez 
resolverá todas las cuestiones que se susciten sobre la interpretación, cumplimiento o 
incumplimiento de los derechos a que se refiere esta ley y efectuará las valoraciones de los 
derechos, pudiendo asegurarlos, liquidarlos, sustituirlos por un capital o pensión y, caso de 
apreciar incumplimiento por parte del beneficiario, declararlos extinguidos.

Ley 138.  
Dotaciones.
a) Concepto y régimen: Las cantidades, bienes o derechos asignados libremente en 

capitulaciones matrimoniales, testamento u otras disposiciones otorgadas mediante escritura 
pública a persona distinta del instituido heredero, donatario o legatario de la Casa, tendrán 
carácter de dotaciones y se regirán por el título en que se hubiesen establecido.

b) Cuantía. Si se establecieren dotaciones a cargo del heredero, donatario o legatario de 
la Casa, sin haberse determinado su cuantía o el modo de fijarla, se determinará esta:

1. Por los instituyentes o el que de ellos sobreviva, de mutuo acuerdo con el obligado.
2. En defecto de aquellos, por el obligado y el beneficiario de la dotación, según el nivel 

económico de la Casa y el uso del lugar.
3. En cualquiera de los supuestos anteriores, y a falta de acuerdo entre las personas 

indicadas, el juez podrá fijar la cuantía, el plazo y la forma de la entrega, así como las 
garantías que estime precisas, sin perjuicio de la intervención de los Parientes Mayores 
conforme a lo dispuesto en la ley 147.

c) Reversión. A las dotaciones hechas por razón de matrimonio, del inicio de la 
convivencia en pareja o de cualquier otra forma de perpetuación de la familia se aplicará el 
derecho de reversión establecido para las donaciones para la familia en la ley 124.

d) Intransmisibilidad. El derecho a la dotación no será transmisible cuando el beneficiario 
de la misma no la hubiere exigido y hubiese permanecido hasta su fallecimiento en la Casa. 
En este caso, el heredero o donatario estará obligado a costear el sepelio según el uso del 
lugar y el nivel económico de la Casa.

CAPÍTULO V
De los parientes mayores

Ley 139.  
Llamamiento e intervención. Cuando el llamamiento e intervención de los Parientes 

Mayores venga establecida en disposición voluntaria por los testadores, donantes u 
otorgantes de las capitulaciones será aplicable lo establecido en estas y, en su defecto e 
integración, lo dispuesto en el presente capítulo.

Ley 140.  
Parientes llamados. En defecto de previsión en el llamamiento, se entenderán llamados 

los dos más próximos parientes mayores de edad y residentes en Navarra, determinados 
conforme a las reglas siguientes:

1. Serán elegidos uno de la línea paterna y otro de la materna; si las personas entre 
quienes se suscite cuestión tuvieran distintos parientes, será elegido uno por cada parte.

2. En todo caso, serán preferidos los parientes más próximos en grado; en igualdad de 
grado, los de vínculo doble sobre los de vínculo sencillo; y en las mismas condiciones, los de 
más edad, salvo entre ascendientes, en cuyo caso se preferirá al de menos.
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Ley 141.  
Suplencia. Si por no existir personas que reúnan las condiciones legales, no pudieran 

designarse parientes de una línea o de una parte, se procederá de la siguiente forma:
1. La falta de pariente de línea paterna o materna se suplirá con pariente de la otra línea.
2. La falta de pariente de una de las partes se suplirá con la persona, sea o no pariente, 

que el interesado designe.

Ley 142.  
Caracteres. La función del Pariente Mayor es personalísima, siendo únicamente 

delegable la simple ejecución o formalización del acuerdo.
Los Parientes Mayores no podrán renunciar a su función ni negar su intervención sin 

causa que impida o dificulte gravemente su gestión, pudiendo ser recusados por interés 
personal directo o enemistad manifiesta.

Las causas de excusa y recusación serán apreciadas por el otro Pariente Mayor y el 
llamado a la sustitución y, en caso de desacuerdo, por el juez.

Será sustituto el pariente que siga al sustituido en orden de prelación.

Ley 143.  
Decisión. Los Parientes Mayores, una vez requeridos al efecto, habrán de dictar su 

decisión en el plazo de seis meses. Cuando se trate de la elección de heredero entre los 
hijos u otras personas llamadas genéricamente, no estarán obligados a elegir hasta la 
mayoría de edad de la menor de las personas llamadas.

El acuerdo deberá consignarse en escritura pública.

Ley 144.  
Tercer pariente. Cuando los Parientes Mayores no llegaran a ponerse de acuerdo sobre 

determinada cuestión, requerirán la intervención de un tercer pariente, designado por ellos 
de conformidad o judicialmente, decidiendo por mayoría entre las dos soluciones que 
hubieren motivado el desacuerdo.

Ley 145.  
Reclamación por preferencia de otro pariente. Si por olvido o desconocimiento de la 

existencia de algún pariente que tenga preferencia, hubiera intervenido otro, será válido lo 
acordado o decidido, a menos que ante los propios Parientes Mayores se hubiera reclamado 
dentro de los quince días desde la fecha del conocimiento de haberse otorgado la escritura 
pública u otro documento en que conste la decisión.

Ley 146.  
Impugnación y responsabilidad. La decisión de los Parientes Mayores solo podrá ser 

impugnada ante los Tribunales por vicio de voluntad, fraude, infracción de costumbre o ley, o 
contravención de lo dispuesto por el causante.

En todo caso, los Parientes Mayores serán personalmente responsables de los daños y 
perjuicios que causaren por dolo o negligencia en el desempeño de sus funciones.

Ley 147.  
Intervención voluntaria. Podrá someterse a decisión de los Parientes Mayores, por 

acuerdo de todos los interesados y aceptación voluntaria de la encomienda en documento 
público, las cuestiones familiares patrimoniales y sucesorias de naturaleza disponible.

La intervención de los Parientes Mayores se regirá por las normas establecidas en la 
encomienda y, en su integración, por las normas del presente título en lo que se les sea 
aplicable conforme a su finalidad.
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Podrá efectuarse la encomienda a cualesquiera de los Parientes Mayores señalados en 
la ley 140 sin sujeción a preferencia y en cualquier número.

[ . . . ]
Disposición transitoria sexta.  Efecto sobre las capitulaciones matrimoniales de la 
prodigalidad.

En los casos de prodigalidad de alguno de los cónyuges que hubieran pactado en 
capitulaciones el régimen económico de su matrimonio, serán aplicables las disposiciones 
del Código Civil mientras sigan vigentes medidas adoptadas conforme a las disposiciones 
transitorias segunda y quinta de la Ley 8/2021, de 2 de junio, por la que se reforma la 
legislación civil y procesal para el apoyo a las personas con discapacidad en el ejercicio de 
su capacidad jurídica.

El mismo régimen será el aplicable en caso de subsistencia de medidas adoptadas 
respecto a alguno de los cónyuges precisados de apoyos para el ejercicio de su capacidad 
jurídica con anterioridad a la citada Ley.

[ . . . ]

CÓDIGO DE DERECHO MATRIMONIAL

§ 52  Ley por la que se aprueba la Compilación del Derecho Civil Foral de Navarra [parcial]

– 588 –



§ 53

Decreto Legislativo 79/1990, de 6 de septiembre, por el que se 
aprueba el texto refundido de la compilación del derecho civil de las 

Islas Baleares. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de las Islas Baleares
«BOIB» núm. 120, de 2 de octubre de 1990

Última modificación: 17 de noviembre de 2022
Referencia: BOIB-i-1990-90001

[ . . . ]
LIBRO I

DE LAS DIPOSICIONES APLICABLES EN LA ISLA DE MALLORCA

TÍTULO I
DEL RÉGIMEN ECONÓMICO CONYUGAL

Artículo 3.  El régimen económico matrimonial.
1. El régimen económico conyugal será el convenido en capítulos, formalizados en 

escritura pública, antes o durante el matrimonio y, en defecto de estos, el de separación de 
bienes.

2. En el régimen de separación de bienes cada cónyuge estará facultado para realizar 
cualesquiera actos o negocios de dominio, administración, disfrute y disposición de sus 
bienes, sin perjuicio de lo establecido en el artículo siguiente.

3. Serán bienes propios de cada cónyuge aquellos que le pertenezcan al establecer el 
régimen de separación y aquellos que adquiera por cualquier título mientras este esté 
vigente.

4. Cada cónyuge podrá conferir al otro, expresa o tácitamente, la administración de sus 
bienes, así como revocarla, condicionarla o restringirla.

El cónyuge administrador tendrá las obligaciones propias del mandatario y deberá 
devolver, a la finalización del mandato, tan solo los frutos existentes y aquellos con los que 
se hubiera enriquecido.

5. Los cónyuges podrán celebrar entre sí toda clase de contratos y transmitirse bienes y 
derechos por cualquier título.

En caso de impugnación judicial, se presumirá, excepto prueba en contrario, que la 
transmisión es gratuita.

Las donaciones entre cónyuges serán revocables tan solo en los supuestos previstos en 
las letras a) y b) del apartado 1 del artículo 7 bis, cuando el donante sea el cónyuge 
agraviado, por incumplimiento de cargas y por ingratitud. Se consideran causas de ingratitud, 
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además de las que establece el Código civil, el incumplimiento grave o reiterado de los 
deberes conyugales y la anulación del matrimonio si el donatario hubiese obrado de mala fe.

Artículo 4.  Efectos patrimoniales del matrimonio.
1. Los bienes propios de cada cónyuge estarán afectos al levantamiento de las cargas 

del matrimonio. En defecto de pacto, cada uno de los cónyuges contribuirá en proporción a 
sus recursos económicos; se considera como contribución el trabajo para la familia y da 
derecho a obtener una compensación que el juez debe señalar, si no hay acuerdo cuando se 
extinga el régimen de separación.

Si se incumpliera, totalmente o parcialmente, el deber de levantamiento de cargas del 
matrimonio, por parte de uno de los cónyuges, el otro podrá solicitar al juez que adopte las 
medidas oportunas para asegurar su cumplimiento.

2. Excepto prueba en contrario, se presumirá que pertenecen al cónyuge, por mitad, los 
bienes que integran el ajuar de casa, pero no se considerarán comprendidos en la 
presunción las joyas y los objetos artísticos o históricos de valor considerable. A la muerte de 
uno de los cónyuges, aquellos corresponderán en propiedad al sobreviviente y no se 
computarán en su haber.

3. Para disponer de los derechos sobre la vivienda habitual y los muebles de uso 
ordinario de la familia, aunque estos derechos pertenezcan a uno solo de los cónyuges, se 
requiere el consentimiento de los dos o, en su caso, autorización judicial.

Las disposiciones de los derechos señalados en el párrafo anterior realizadas sin el 
consentimiento del otro cónyuge o la autorización judicial firme son anulables, a instancia de 
aquél, durante el plazo de cuatro años contadores desde la inscripción en el Registro de la 
Propiedad o desde que el cónyuge perjudicado haya conocido el acto en cuestión.

La manifestación errónea o falsa de quien hace la disposición sobre el carácter de la 
vivienda no perjudica al adquiriente de buena fe, sin perjuicio de lo que determine la 
legislación hipotecaria.

4. Cada cónyuge responderá con sus bienes propios del cumplimiento de las 
obligaciones que hubiera contraído. No obstante, de las causadas por el levantamiento de 
las cargas del matrimonio, será subsidiariamente responsable el otro cónyuge.

Artículo 5.  
La dote será siempre voluntaria y se regulará por lo establecido en la escritura de 

constitución y, supletoriamente, por el régimen que tradicionalmente ha sido de aplicación en 
la isla.

[ . . . ]
LIBRO III

DE LAS DISPOSICIONES APLICABLES EN LAS ISLAS DE IBIZA Y 
FORMENTERA

TÍTULO I
DEL RÉGIMEN ECONÓMICO CONYUGAL

CAPÍTULO I
Del régimen matrimonial paccionado («espolits»)

Artículo 66.  Los “espòlits”.
1. El régimen económico conyugal será el convenido en capítulos matrimoniales, 

denominadas “espòlits”.
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2. Concepto. Los “espòlits”, institución propia de las Illes Pitiüses, son un negocio jurídico 
familiar y solemne por el que se establece el régimen económico del matrimonio así como 
otras disposiciones por razón del mismo.

3. Momento del otorgamiento. Los “espòlits” podrán otorgarse antes o después de 
celebrarse las nupcias. En el primer caso, solo producirán efectos una vez contraído el 
matrimonio, siempre que este se celebre en el plazo de un año a contar desde la firma de los 
“espòlits”.

4. Forma e inscripción. Para su validez los “espòlits”, así como sus modificaciones, 
deberán otorgarse en escritura pública. Deben inscribirse en el Registro civil y, en su caso, 
en otros registros públicos.

5. Capacidad. Tienen capacidad para otorgar “espòlits” antes de contraer matrimonio 
quienes válidamente puedan celebrarlo, pero necesitan, en su caso, los complementos de 
capacidad que correspondan.

6. Contenido.
a) Los “espòlits” deberán contener disposiciones relativas a la fijación, modificación o 

sustitución del régimen económico matrimonial. La estipulación de un régimen económico 
podrá hacerse por simple remisión a uno de los regulados en las leyes o bien acomodándolo 
a las particulares circunstancias de los interesados.

b) Podrán convertirse en “espòlits” todas aquellas estipulaciones referidas a instituciones 
que, de acuerdo con sus propias normas reguladoras, admitan su otorgamiento en capítulos 
matrimoniales. En particular, donaciones propter nuptias, dote, escreix, acolliment en una 
cuarta parte de los milloraments, pactos sobre la forma y cuantía de contribución al 
levantamiento de las cargas del matrimonio, donaciones universales, pactos sucesorios, 
usufructo universal y fiducia sucesoria, como también cualesquiera otras que los interesados 
consideren convenientes, incluso en previsión de ruptura matrimonial.

c) Las instituciones contenidas en los “espòlits” se regirán por lo que hayan convenido 
las partes y, subsidiariamente, por su regulación específica.

d) Cuando los pactos en previsión de ruptura matrimonial se otorguen antes del 
matrimonio únicamente serán válidos si el matrimonio llega a contraerse en el año siguiente 
a la fecha del otorgamiento.

7. Modificación de los “espòlits”.
a) Los “espòlits” podrán modificarse en cualquier momento mediante escritura pública. 

La modificación no perjudicará los derechos adquiridos de buena fe por terceros.
b) Para modificar o dejar sin efecto el régimen económico matrimonial, así como 

cualesquiera otras cláusulas convenidas exclusivamente entre los cónyuges, bastará el 
consentimiento de estos.

c) Para modificar o dejar sin efecto cláusulas en las que hayan intervenido cualesquiera 
otras personas, se necesitará, además, su concurrencia o la de sus herederos, si la 
modificación afecta a derechos que aquellas hubiesen conferido.

d) Se exceptúan de lo que disponen los dos párrafos anteriores las estipulaciones que, 
por acto expreso o por su naturaleza, sean revocables.

8. Ineficacia por nulidad, separación legal y divorcio.
a) Los “espòlits” serán ineficaces por nulidad matrimonial, separación legal o divorcio, 

con excepción de lo establecido en los párrafos siguientes.
b) Se mantendrá la eficacia de los pactos convenidos en “espòlits” en previsión de 

ruptura matrimonial, sin perjuicio de lo que resuelva la sentencia.
c) Los heredamientos y las donaciones otorgados a favor del hijo o de la hija contenidos 

en los “espòlits” firmados con ocasión de sus nupcias, conservarán la eficacia si hay 
descendencia del matrimonio anulado, separado legalmente o divorciado. Si el matrimonio 
no ha tenido descendencia, si el hijo o la hija se vuelve a casar o constituye pareja estable, 
el heredamiento o la donación serán revocables por la sola voluntad del heredante o 
donante.

d) Los heredamientos convenidos a favor de los descendientes del matrimonio en 
consideración al que se hubiesen otorgado los “espòlits”, también conservarán la eficacia, 
pero los heredamientos puros serán revocables.
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e) La acción de revocación prevista en los párrafos anteriores caducará en el plazo de un 
año desde que el legitimado tenga conocimiento de la concurrencia de la causa que la 
determine.

CAPÍTULO II
Del régimen matrimonial legal

Artículo 67.  
1. En defecto de “espòlits”, el matrimonio quedará sujeto al régimen de separación de 

bienes, que reconoce a cada cónyuge el dominio, el disfrute, la administración y la 
disposición de los bienes propios.

Para disponer de los derechos sobre la vivienda habitual y los muebles de uso ordinario 
de la familia, aunque estos derechos pertenezcan a uno solo de los cónyuges, se requiere el 
consentimiento de ambos o, en su caso, autorización judicial. Las disposiciones de dichos 
derechos realizadas sin el consentimiento del otro cónyuge o la autorización judicial firme 
son anulables, a instancia de aquél, durante el plazo de cuatro años a contar desde la 
inscripción en el Registro de la Propiedad o desde que el cónyuge perjudicado haya 
conocido el acto en cuestión. La manifestación errónea o falsa de quien hace la disposición 
sobre el carácter de la vivienda no perjudica al adquiriente de buena fe, sin perjuicio de lo 
que determine la legislación hipotecaria.

Los cónyuges podrán transmitirse por cualquier título bienes y derechos y celebrar entre 
sí cualquier clase de contratos.

Las donaciones entre los cónyuges serán revocables por las causas determinadas en el 
tercer párrafo del artículo 3.5.

2. Los cónyuges estarán obligados a contribuir al levantamiento de las cargas del 
matrimonio. En defecto de pacto, lo harán en proporción a sus recursos económicos.

Si hay dote u otros bienes afectos al levantamiento de las cargas familiares, los frutos y 
las rentas se aplicarán preferentemente a esta finalidad.

Se considera como contribución el trabajo para la familia y da derecho a obtener una 
compensación que el juez debe señalar, si no hay acuerdo, cuando se extinga el régimen de 
separación.

3. Ambos cónyuges responden solidariamente ante terceras personas de las 
obligaciones que contraen conjuntamente por el levantamiento de las cargas familiares y de 
las contraídas por uno de ellos en ejercicio de su potestad doméstica.

CAPÍTULO III
Del usufructo universal capitular

Artículo 68.  Usufructo universal capitular.
1. El usufructo universal convenido en “espòlits” para después de la muerte faculta al 

usufructuario para regir y gobernar la casa y todos los bienes, el cual queda dispensado de 
formar inventario y de prestar fianza.

2. El usufructuario queda obligado a prestar, con cargo al usufructo, alimentos al 
heredero, al consorte de éste y a los hijos del cónyuge premuerto y del heredero que vivan 
en la casa, así como a consentir que se hagan en el usufructo las reducciones necesarias 
para pagar las legítimas y, en su caso, para constituir la dote.

3. Este usufructo es inalienable, sin perjuicio de que, con el consentimiento del nudo 
propietario, se alienen bienes determinados. El usufructo subsiste sobre el producto de la 
alienación que no se destine a prestar alimentos o a pagar deudas y legítimas.

4. El usufructo se extinguirá cuando el usufructuario contraiga nuevo matrimonio o pareja 
estable, si así se acuerda en los “espòlits”.

[ . . . ]
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§ 54

Ley 8/2022, de 11 de noviembre, de sucesión voluntaria paccionada o 
contractual de las Illes Balears. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de las Illes Balears
«BOIB» núm. 148, de 17 de noviembre de 2022

«BOE» núm. 290, de 3 de diciembre de 2022
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2022-20278

[ . . . ]
TÍTULO II

La sucesión contractual de las islas de Mallorca y Menorca

[ . . . ]
CAPÍTULO II

La donación universal de bienes presentes y futuros

[ . . . ]
Artículo 17.  Revocación de la reserva de usufructo.

En un testamento o codicilo posterior, el donante podrá revocar, unilateralmente, y por sí 
mismo, cualquier reserva de usufructo hecha a favor de una tercera persona física o jurídica, 
en caso de que haya previsto esta facultad en la donación universal o en caso de que el 
designado en la reserva de usufructo incurra en alguna causa de las que dan lugar a la 
revocación de la misma, recogidas en el artículo 29 de esta ley.

Si la reserva de usufructo es a favor del cónyuge o de la pareja del donante, este solo 
podrá revocarla si el cónyuge o la pareja consienten. Asimismo, podrá revocarla, 
unilateralmente, en caso de divorcio, separación legal o nulidad del matrimonio, y en el caso 
de ruptura de la convivencia de la pareja con posterior cancelación de la inscripción en el 
registro correspondiente.

[ . . . ]
Artículo 21.  Derecho de retracto.

La premoriencia, sin descendencia, del donatario universal al donante no produce la 
reversión de los bienes donados.

Si el donatario universal premuere al donante, sin dejar descendencia, este podrá ejercer 
el derecho de retracto previsto en este artículo.

Este derecho de retracto es personal e intransmisible.
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El donante puede retraer todos o parte de los bienes inmuebles y de las participaciones 
sociales incluidas en la donación universal, siempre que subsistan en el patrimonio del 
donatario o se hayan transmitido por acto a título gratuito, o a título oneroso con 
posterioridad a la muerte, sin descendientes, del donatario, sin perjuicio de la aplicación de 
las normas de la Ley hipotecaria.

La adquisición por parte del donante de los bienes retraídos se realizará con las cargas y 
los gravámenes impuestos por el donatario.

Si el bien inmueble objeto del retracto es la vivienda habitual o la sede de la empresa o 
negocio del donatario universal, y el mismo es deferido al cónyuge o a la pareja estable del 
donatario premuerto, el donante solo podrá retraer su nuda propiedad. En este supuesto, el 
cónyuge o la pareja estable podrá conservar su usufructo vitalicio, sin necesidad de 
formalizar inventario ni prestar fianza y, en todo caso, podrá reclamar las cantidades 
invertidas en dicho inmueble.

El donante, en ejercicio del derecho de retracto, sucederá al donatario con exclusión de 
cualquier otra persona con derecho a la herencia, inclusive legitimarios. En cambio, los 
acreedores del donatario conservarán sus créditos sobre los bienes objeto de retracto.

[ . . . ]
Artículo 30.  Causas específicas de revocación.

Se podrán revocar las donaciones universales otorgadas entre cónyuges, además de por 
las causas previstas en el artículo anterior, por el incumplimiento grave o reiterado de los 
deberes conyugales, la nulidad del matrimonio si el donatario ha obrado de mala fe, y la 
separación legal o el divorcio.

En cuanto a las parejas estables sometidas al Derecho civil de las Illes Balears, la 
donación universal se podrá revocar en caso de cancelación de su inscripción en el registro 
correspondiente, salvo que sea para contraer matrimonio entre sí o por la muerte de 
cualquiera de ellos.

[ . . . ]
Artículo 37.  Preterición, supervivencia y superveniencia.

La donación universal no quedará en ningún caso sin efecto por preterición de 
legitimarios, sin perjuicio de su derecho a reclamar aquello que por legítima les corresponda.

La preterición intencional de legitimarios, cuando el heredero contractual no sea hijo, ni 
descendiente, ni cónyuge o pareja estable del donante, no supondrá la anulación de la 
donación universal, siempre que el donante haya ordenado que se respeten las legítimas y 
que la donación valga aunque se dé un supuesto de preterición intencional.

La preterición no intencional acontecida por supervivencia o superveniencia de hijos o 
descendientes se podrá establecer como causa de revocación del punto 6 del artículo 29 de 
esta ley.

[ . . . ]
TÍTULO III

La sucesión paccionada en las islas de Eivissa y Formentera

CAPÍTULO I
Disposiciones generales de los pactos sucesorios

Artículo 51.  Concepto.
1. Los pactos sucesorios son los negocios jurídicos formalizados por dos o más 

personas, mediante los cuales:
a) Se defiere la sucesión mortis causa de una de ellas en relación a todos o a parte de 

sus bienes.
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b) Se renuncia a la legítima o a otros derechos a la sucesión de otra persona, sea o no 
otorgante del pacto.

2. Los pactos sucesorios podrán comportar la transmisión actual o diferida de todos o de 
parte de los bienes del causante.

3. Los pactos sucesorios contenidos en capitulaciones matrimoniales (espòlits) se rigen 
por las normas establecidas en el artículo 66 de la Compilación y en este título.

[ . . . ]
Artículo 58.  Interpretación e integración.

1. Para la interpretación de los pactos sucesorios hay que ajustarse al sentido literal de 
sus cláusulas; en caso de duda, si las palabras parecen contrarias a la intención evidente de 
las partes, prevalecerá esta sobre la literalidad de la cláusula dudosa.

2. Si alguna cláusula admite diferentes sentidos, se entenderá en el que resulte más 
adecuado para la producción de efectos.

En la interpretación de las cláusulas controvertidas se observarán las reglas siguientes:
a) Los pactos sucesorios que comporten transmisión actual de bienes se entenderán en 

el sentido más favorable a los intereses del instituyente, y, en la medida de lo posible, en el 
del menor lucro del instituido frente al instituyente.

b) En los pactos sucesorios sin transmisión actual de bienes, la amplitud de su alcance 
dependerá del carácter universal o singular con que se haya otorgado la institución.

c) Los pactos sucesorios de finiquito se entenderán en el sentido que se indica en el 
artículo 74.2 de esta ley, atendiendo a la tradición jurídica de las islas de Eivissa y 
Formentera.

d) Para la interpretación de los heredamientos hay que estar a lo que resulte del conjunto 
de estipulaciones contenidas en los espòlits de los que formen parte, atendiendo a la 
tradición jurídica pitiusa.

CAPÍTULO II
Sobre los pactos de institución

[ . . . ]
Artículo 60.  Personas instituidas.

1. Podrán ser instituidas en pacto sucesorio las personas físicas, mayores o menores de 
edad, y las personas jurídicas, ya sea a título universal o singular.

2. Podrán ser instituidas en pacto una o más personas, ya sea con carácter simultáneo o 
sucesivo. En este último caso, se observarán las limitaciones establecidas para las 
sustituciones fideicomisarias, de acuerdo con la tradición jurídica pitiusa.

3. La designación de la persona o personas instituidas podrá realizarse:
a) Determinando en el mismo pacto las personas llamadas a la sucesión.
b) Estableciendo las reglas de acuerdo con las cuales se deba deferir la herencia en el 

futuro.
c) Delegando en el cónyuge o en la pareja estable legalmente constituida la facultad de 

ordenar la sucesión, en los términos que prevé el artículo 71 de la Compilación.

Artículo 61.  Representación.
1. La persona instituyente podrá actuar a través de representante voluntario a quien haya 

conferido poder especial para el otorgamiento. El poder identificará necesariamente al 
sucesor contractual y contendrá instrucciones precisas sobre su contenido y plazo de 
vigencia.

2. También podrá delegar en el cónyuge o en la pareja legalmente constituida la facultad 
de ordenar la sucesión con arreglo al artículo 71 de la Compilación.
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3. La persona instituida podrá otorgar el pacto sucesorio mediante representación legal o 
voluntaria.

Artículo 62.  Irrevocabilidad y excepciones.
1. Los pactos sucesorios son irrevocables. Tan solo podrán ser dejados sin efecto en 

escritura pública, por las mismas personas que los otorgaron, y también por la sola voluntad 
de la persona instituyente, en los siguientes supuestos:

a) Incumplimiento por el instituido de las cargas y condiciones establecidas en el pacto.
b) Cuando el instituido incurra en una de las causas de indignidad enumeradas en el 

artículo 69 bis de la Compilación.
c) Cuando, tratándose de un legitimario, el instituido incurra en una de las causas de 

desheredación.
d) En los supuestos de nulidad matrimonial, separación legal y divorcio, extinción de 

pareja legalmente constituida o ruptura de pareja de hecho, en cuanto a los pactos sin 
transmisión actual, tanto a título universal como singular.

En los pactos de institución de heredero con transmisión actual, el sucesor conservará 
los derechos sobre los bienes objeto del pacto pero perderá la cualidad de heredero 
contractual.

2. El pacto sucesorio no quedará sin efecto por causa de preterición, sin perjuicio de que 
los legitimarios puedan reclamar la legítima, de acuerdo con las reglas de la Compilación.

3. Los pactos sucesorios otorgados a favor de personas nacederas solo podrán ser 
revocados cuando concurran las causas de desheredación legitimaria.

4. En los supuestos de nulidad, separación legal y divorcio de las personas que 
otorgaron espòlits por razón de su matrimonio, se estará a lo que dispone el artículo 66.8.c), 
d) y e) de la Compilación para revocar los heredamientos contenidos en la escritura de 
capitulaciones matrimoniales.

[ . . . ]
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